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LIBRO QUINTO 


DE LOS SINDICATOS 


TITULO | 
DE LAS CLASES DE SINDICATOS 


Art.317.- “Sindicato es toda asocia- 
ción de trabajadores o de empleado- 
res constituida de acuerdo con este 
Código, para el estudio, mejoramien- 
to y defensa de los intereses comunes 
de sus miembros”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Evolución, 17 
Comentarios, 2-9 Del sindicalismo 


democrático, 18 

-Del Convenio 87 de la OIT, 
19-24 

-Necesidad del sindicato, 25-26 


Jurisprudencia, 27-40 


Doctrina 

-Concepto. Caracteres, 10-11 
-Coalición y Sindicato, 12 
-Del Sindicalismo 
latinoamericano, 13-14 

Del Sindicalismo 


dominicano, 15-16 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.293 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia el título relativo a los 
sindicatos y la libertad sindical. 


3.- La OIT propuso un proyecto de ley 
que reemplazaría los títulos I, Il y IH 
de este libro y presentó algunos co- 
mentarios relacionados con las dispo- 
siciones del anteproyecto. 


4.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 decía que el Libro de los sindicatos 
“se consagra exclusivamente a la regla- 
mentación de las asociaciones sindicales, 
tanto de trabajadores como de patronos. 
En sus diversos títulos se trata de las cla- 


ses de sindicatos, de los fines sindicales, 
del derecho de asociación sindical, de la 
capacidad de los sindicatos, del patrimo- 
nio de los sindicatos y de su administra- 
ción, del funcionamiento de los sindica- 
tos, de su constitución y su disolución y 
de las federaciones y confederaciones de 
sindicatos. Estas disposiciones del código 
tienen por objeto asegurar a los miem- 
bros de los sindicatos ciertos derechos 
esenciales. Lo demás queda abandona- 
do a la libertad de las convenciones. Cada 
sindicato puede formar los estatutos que 
mejor se adapten a su carácter propio, 
siempre que se ajusten a esas disposicio- 
nes imperativas”. 


5.-El CT de 1992 introduce en el Libro 
Quinto (De los sindicatos, Arts.317 al 394), 
las siguientes reformas: 1) Se crea el sin- 
dicato por rama de actividad (Art.322); 
2) Se consagra el deber de independen- 
cia del sindicato frente a los partidos po- 
líticos, entidades religiosas (art.318); 3) 
Se prohibe al sindicato aceptar (recibir) 
subsidios o ayuda de partidos políticos y 
entidades religiosas (Art.318); 4) Se pro- 
hibe al empleador sostener o ayudar eco- 
nómicamente, por medios financieros o 
de otra naturaleza al sindicato (Art.33, 
Ord.5); 5) Se consagra que las autorida- 
des deben de abstenerse de toda inter- 
vención que tienda a limitar o entorpe- 
cer el ejercicio de la libertad sindical 
(Art.318); 6) Establece las personas im- 
pedidas de ingresar en un sindicato 
(Art.328); 7) Robustece la democracia sin- 
dical (Arts.360 y 374, Ord.4); 8) Se dis- 
pone el registro automático del sindicato 
(Art.376), a fin de vencer la reticencia de 
la SET; 9) Enuncia las causas de cancela- 
ción del registro del sindicato (Art.382); 
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y 10) Establece el fuero sindical, sus al- 
cances y limitaciones (Arts.389-394). 


6.- El proyecto de ley de la OIT “persi- 
gue el propósito de modernizar el sis- 
tema de relaciones colectivas de traba- 
jo en la RD, y en particular acercarlo a 
las normas y principios de la OIT y a la 
legislación y práctica comparable de 
otros países de América Latina. A la luz 
de las entrevistas mantenidas por el ex- 
perto enviado por la OIT a la RD, en 
sus dos visitas al país, ha surgido cla- 
ramente que, al margen de las otras 
reformas que se contemplan al Código 
del Trabajo de 1951, es de la mayor 
urgencia que se reexamine el funcio- 
namiento de las relaciones colectivas de 
trabajo, sobre bases más acordes con 
los convenios internacionales del tra- 
bajo ratificados por la RD. Lo menos 
que se puede decir de la legislación la- 
boral vigente es que no fomenta las re- 
laciones colectivas de trabajo: en efec- 
to, el Código de 1951 no facilita la 
constitución de sindicatos, exige un 
quorum demasiado elevado para con- 
ferirles derechos de representación co- 
lectiva, no ofrece un marco institucio- 
nal adecuado para la práctica 
ordenada de la negociación colectiva y 
dificulta el ejercicio del derecho de huel- 
ga, que es uno de los medios de acción 
más importantes de que disponen los 
trabajadores para la defensa de sus 
derechos. Una de las lagunas más se- 
rias del Código de 1951 es la ausencia 
de protección de los representantes de 
los trabajadores contra la discrimina- 
ción antisindical. La RD es uno de los 
muy pocos países de América latina en 
donde dicha protección, conocida como 
“fuero sindical”, aún no existe. Los efec- 
tos de esta desprotección son conoci- 
dos: algunos empleadores despiden o 
desahucian a sus trabajadores en el 
momento en que tienen conocimiento 
de que éstos intentan constituir un sin- 
dicato o presentar un pliego de reivin- 
dicaciones. Otros pueden ejercer repre- 


salias en respuesta a cualquier otra re- 
clamación del sector sindical. El repre- 
sentante de la OIT ha podido constatar 
que aquella actitud antisindical no es 
compartida, y más aún, es criticada por 
las organizaciones representativas del 
sector empresarial, quienes se han de- 
clarado favorables al establecimiento de 
un mecanismo de protección de los re- 
presentantes de los trabajadores, simi- 
lar al que existe en otros paises lati- 
noamericanos y en conformidad con los 
compromisos internacionales asumidos 
por la RD. En la actualidad las prácti- 
cas antisindicales parecerían circunscri- 
tas a algunos sectores, en particular 
pero no exclusivamente en las zonas 
francas. Sin embargo aún si las mismas 
son minoritarias, el sólo riesgo de que 
existan, debido a la falta de sanción 
legal, es inaceptable en cualquier so- 
ciedad que aspire a basar su sistema 
político en el pluralismo democrático y 
el respeto de los derechos humanos fun- 
damentales. Parece útil acotar que esas 
prácticas han sido denunciadas inter- 
nacionalmente y perjudican a la ima- 
gen del país, y ellos en un momento en 
que dicha imagen es cuestionada en el 
principal interlocutor comercial de la 
RD, quien pudiera, debido a ello, lle- 
gar a prever algunas ventajas comer- 
ciales concedidas a la RD”. 


7.- La OIT opinó que: “Los trabajado- 
res y los empleados, sin ninguna distin- 
ción y sin autorización previa, tienen el 
derecho de constituir los sindicatos que 
estimen convenientes, así como el de 
afiliarse a los mismos, con la sola con- 
dición de observar sus estatutos”. 


8.- También opinó la OIT: “Los sindica- 
tos tienen el derecho de elaborar sus 
estatutos y reglamentos administrativos, 
elegir libremente sus autoridades y re- 
presentantes, organizar su administra- 
ción y actividades y formular su pro- 
grama de acción. Las autoridades 
públicas deberán abstenerse de toda in- 
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tervención que tienda a limitar ese de- 
recho o entorpece su ejercicio. 


9.- Dicha entidad hace hincapié en que 
las propuestas de la OIT “constituyen 
en gran medida el resultado de consul- 
tas efectuadas por el representante de 
la OIT con autoridades gubernamenta- 
les y organizaciones patronales y sindi- 
cales de la RD. Si bien tienen en cuenta 
las normas internacionales del trabajo, 
no prejuzgan sobre los comentarios que 
los órganos de supervisión de la OIT 
pudieran formular sobre la ley, una vez 
la misma sea probada”. 


DOCTRINA 


CONCEPTO. CARACTERES 


10.- El sindicato moderno es la asocia- 
ción permanente de trabajadores, cons- 
tituida conforme a la ley de trabajo, para 
el estudio, mejoramiento y defensa de los 
intereses comunes de sus miembros, que, 
interviniendo en la vida pública, deman- 
da la participación del trabajador en la 
empresa y un mundo social más justo. 


11.- Este concepto contiene los caracte- 
res esenciales del sindicato de trabaja- 
dores en los países de empresa libre y 
economía mixta. A saber: 1) Es una aso- 
ciación permanente; esto es, se trata 
de una asociación profesional de perso- 
nas de un mismo oficio o profesión, o 
que laboran en una misma empresa, pero 
no de un agrupamiento momentáneo de 
éstas para celebrar un hecho, o festejar 
una fecha, o cambiar temporalmente de 
ideas. El sindicato se diferencia de otras 
asociaciones profesionales permanentes 
por el carácter de sus miembros, sus fi- 
nes y reglamentación. Se distingue de la 
sociedad comercial por sus fines, objeti- 
vos y actuación. No hay en el sindicato 
un fin de lucro. El sindicato no es una 
persona del derecho comercial, aunque 
pueda realizar actos de comercio. 2) Es 
una asociación permanente de traba- 


jadores, esto es, de personas que pres- 
tan un servicio personal a otra en virtud 
de un contrato o relación de trabajo. Eso 
distingue al sindicato de otras asociacio- 
nes profesionales que agrupan personas 
que no son trabajadores, sino profesio- 
nales de la medicina o del derecho, que 
ejercen por su cuenta una profesión libe- 
ral. Esto distingue también al sindicato 
de trabajadores del sindicato de 
empleadores. 3) Es una asociación per- 
manente de trabajadores constituida 
conforme a las leyes de trabajo. Este 
régimen legal distingue al sindicato de 
trabajadores de otras asociaciones per- 
manentes de carácter cultural, deporti- 
vo, recreativo, etc, formadas incluso por 
trabajadores al tenor de la Ley 520 de 
1920, modificado por la Ley 666 de 1978, 
para las asociaciones que no persiguen 
fines pecuniarios. 4) El sindicato se cons- 
tituye para el estudio, mejoramiento 
y defensa de los intereses comunes de 
sus miembros. 5) El sindicato de tra- 
bajadores interviene en la vida pú- 
blica y juega un papel vital, militante 
o de primer orden en la vida social 
contemporánea. 6) En la sociedad mo- 
derna, el sindicato demanda la par- 
ticipación del trabajador en la em- 
presa, de la cual es parte vital, 
participación que se proyecta en la ges- 
tión, en el proceso productivo, en la pro- 
piedad de la empresa y en las utilida- 
des de la misma. 7) El sindicato 
contemporáneo lucha también por 
un mundo social más justo. 


COALICIÓN Y SINDICATO 


12.- No hay que confundir la coalición 
con el sindicato. La primera es la unión 
temporal de trabajadores (o de 
empleadores) para la defensa de sus in- 
tereses comunes. Su temporalidad, así 
como el hecho de que la coalición carece 
de personalidad jurídica, la distinguen del 
sindicato. Baltasar Cavazo Flores (Leccio- 
nes de Derecho Laboral, México, 1982, 
p.261) agrega otras diferencias entre las 
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cuales destaca que la coalición no puede 
ser parte en la negociación colectiva; que 
se puede formar con dos o más trabaja- 
dores, mientras que para constituir un 
sindicato se requiere un número de vein- 
te trabajadores. 


DEL SINDICALISMO LATINOAMERICANO 


13.- Gerardo Von Potobsky (ob.cit., 
p.27) destaca cuatro notas claves del 
sindicalismo latinoamericano. A saber: 
a) el activismo político e ideológico de 
las organizaciones de trabajadores o, 
por lo menos, de sus dirigentes; b) el 
causismo de la legislación sindical. Esto 
obedece -afirma- a un criterio 
paternalista y a “un principio de con- 
trato” y (agrega) o al propósito de bús- 
queda de la “cooperación” o “equili- 
brio” entre el capital y el trabajo, “como 
base de la economía nacional”, como 
se lee en algunos códigos latinoameri- 
canos; c) el intervencionismo adminis- 
trativo en la vida social; d) un gran 
parcelamiento de las organizaciones de 
trabajadores, debido principalmente al 
localismo, al predomino del sindicalis- 
mo de empresa y (agrego) al persona- 
lismo de los líderes sindicales. 


14.- Sobre el sindicalismo en los países 
socialistas, de economía libre, desarro- 
llados o en vías de desarrollo; del sindi- 
calismo rural, ideológico, clasista, demo- 
crático, pluralista, etc...Véase, Art.319. 


DEL SINDICALISMO DOMINICANO 


15.- La forma capitalista de producción 
aparece en la República Dominicana a 
fines del siglo XIX. Se establecen enton- 
ces los primeros ingenios azucareros, la 
industria licorera (ron), la de cigarrillo. 
Se amplía el comercio y crece la pequeña 
industria manual. Todavía a principios del 
siglo XX, el número de asalariados era 
muy reducido. Impera el individualismo 
absoluto. Surgen los primeros gremios, 


sociedades de ayuda mutua y grupos 
semifraternales. 


16.- Los primeros sindicatos sólo fueron 
organizados durante la ocupación nor- 
teamericana. (Jesús de Galíndez, La Era 
de Trujillo, Editorial Marymar, 1962, 
p.240. Según este autor, estos sindicatos 
fueron organizados “con una doble fina- 
lidad; como defensa de los intereses obre- 
ros y como expresión de política nacio- 
nalista”). La Orden Departamental No.1, 
de 1918 (G.O0.2888, del 9 de abril de 
1918, p.5) crea un Departamento de Tra- 
bajo dentro del Departamento de Inte- 
rior y Policía. En 1920 se celebra el | Con- 
greso de Trabajadores. Allí se proyecta la 
constitución de la Confederación Domi- 
nicana del Trabajo (CDT). En 1924, in- 
gresamos a la OIT. En 1929 nace la Con- 
federación Dominicana del Trabajo (CDT) 
(desaparece en la Era de Trujillo), la que 
recibe su incorporación en 1930, median- 
te decreto 1275 del 10 de abril de ese 
año. En 1942 fue votada la Ley No.42 
(G.0.5776. de ese año), que crea la Cá- 
mara de Comercio, Industria, Agricultu- 
ra y Trabajo. La Ley 311 de 1943, sobre 
reconocimiento de las asociaciones de tra- 
bajadores (G.0.5941), suprime la repre- 
sentación de los gremios de obreros y tra- 
bajadores en las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Agricultura y Traba- 
jo. En julio de 1945, es promulgada la 
Ley 956 (G.0.6302), que faculta a las 
organizaciones obreras a elegir anual- 
mente en cada Provincia, un Procurador 
Obrero. En el mismo año de 1946, se 
vota la Ley No.1105 (G.0.6393), sobre 
agrupaciones obreras, la cual dispone 
que éstas, sea cual fuese su denomina- 
ción, se compondrán exclusivamente de 
trabajadores que se dediquen realmente 
o se hayan ocupado, del oficio y ocupa- 
ción que corresponda a dichas agrupa- 
ciones. En 1961, resurge el sindicalismo 
libre. Nace, en septiembre de 1961, la 
Confederación “Frente Obrero Unido Pro 
Sindicatos Libres” (FOUPSA). Su tarea in- 
mediata fue organizar sindicatos libres 
de control gubernamental. En 1962, se 
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produjo un fraccionamiento en dicha con- 
federación. Surge un sindicalismo social 
cristiano y otro dependiente de la ORIT. 
En 1978, nace la Unión General de Tra- 
bajadores Dominicanos (UGTD), de ten- 
dencia social demócrata. Al año siguien- 
te, la Central Unitaria de Trabajadores 
(CUT), ligada al Partido Comunista. En 
1985 se forman la Central de Trabaja- 
dores Clasista (CTC) y la Central Obre- 
ra Dominicana (COD), luego Central de 
Trabajadores Nacionalistas (CTN). Al 
año siguiente, la Central de Trabaja- 
dores Progresista (CTP) y la Central de 
Trabajadores Mayoritaria (CTM) adquie- 
re personalidad ¡jurídica con su registro 
en la SET. En 1991 nace la Confedera- 
ción de Trabajadores Unitarios (CTU) 
de la unión de la CTM, de la CUT y de 
la Central de Trabajadores Independien- 
tes (CTI). En 1992, surge la Central 
Nacional de Organización de Transpor- 
te (CONATRA). Recientemente, se ha 
constituído el CENUS, que agrupa par- 
te de las principales centrales sindica- 
les de trabajadores. 


EVOLUCIÓN 


17.- Porfirio Hernández Quezada (No- 
ciones del Derecho de Trabajo, Santo 
Domingo, Editora Corripio, 1993, 
No.126, p.127-130), divide la historia 
del movimiento sindical dominicano en 
cinco periodos. lro.) aparece a finales 
del siglo pasado (1897) cuando nacen 
las primera organizaciones sindicales, 
“con un carácter u orientación más bien 
de socorro mútuo”. 2do.) se inicia en 
1900, con la aparición de los sindica- 
tos de oficio (gremios de albañiles, za- 
pateros, tipográficos, etc.,). Pero estas 
organizaciones profesionales “no reves- 
tían las características del sindicato 
moderno”. 3ro) “se inicia” a partir del 
año 1916 hasta la toma del poder por 
Trujillo, surgen entonces, en opinión de 
Jesús de Galíndez (citado por 
Quezada), “los primeros sindicatos pro- 
piamente dichos”. 4to) comprende el 


sindicalismo en la “Era de Trujillo ”. 5to) 
se inicia en 1961, con la muerte de 
Trujillo y se extiende hasta nuestros días. 


DEL SINDICALISMO DEMOCRÁTICO 


18.- La doctrina recoge los principales 
principios del sindicalismo democrático. 
A saber: a) La libertad sindical; b) la de- 
mocracia sindical; c) la representatividad 
sindical; d) la autonomía sindical; e) el 
principio de colaboración, mediante el 
cual el sindicato contemporáneo se inte- 
gra y colabora con los empleadores y el 
Estado en el campo social y económico y 
en otros órdenes y niveles; y f) el de rei- 
vindicación. 


DeL Convenio 87 DE La OIT 


19.- El Convenio 87 de 1948, sobre la 
Libertad Sindical y la Protección del De- 
recho de Sindicación, comprende los di- 
versos aspectos que integran la liber- 
tad sindical, constituyendo la carta 
internacional para la defensa de la mis- 
ma. El derecho de los empleadores y 
de los trabajadores de constituir sindi- 
catos excluye todo tipo de discrimina- 
ción. El sindicato único es compatible 
con la libertad sindical, en la medida 
en que la unidad del movimiento sindi- 
cal se establece y mantiene por la libre 
voluntad de los trabajadores. La liber- 
tad de acción y el derecho de los sindi- 
catos de organizar su gestión, activida- 
des y programas tácticos, se relaciona 
estrechamente con cuestiones tales 
como la celebración anual de la asam- 
blea general, la obligación de aceptar 
ciertas decisiones importantes por voto 
secreto o por mayoría cualificada, de 
llevar contabilidad del sindicato, con la 
asamblea eleccionaria, con la huelga y 
las actividades políticas de las organi- 
zaciones sindicales, dependiendo, en 
gran parte, del respeto de las liberta- 
des civiles. 
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20.- No hay que confundir el derecho de 
constituir organizaciones sindicales, con 
las formalidades requeridas legalmente 
para la constitución del sindicato. La fa- 
cultad de los empleadores y de los traba- 
jadores de constituir “las organizaciones 
sindicales que estimen convenientes, sin 
ninguna distinción y sin autorización pre- 
via”, significa la exclusión de todo tipo de 
discriminación en el derecho a constituir 
sindicatos, sea fundada en la nacionali- 
dad, en el sexo, en la profesión, la activi- 
dad desempeñada, la actividad política, 
la creencia religiosa, etc. 


21.- El derecho de constituir sindicatos 
“sin autorización previa” significa que las 
autoridades no pueden establecer condi- 
ciones que coarten la libertad de los tra- 
bajadores y empleadores para la elabo- 
ración y aprobación de sus propios 
estatutos, o exijan una autorización pre- 
via para la celebración de la asamblea 
constitutiva. Esto no implica, sin embar- 
go, que los fundadores del sindicato es- 
tán dispensados de observar determina- 
das formalidades de publicidad o de otro 
tipo previstas de manera general, para 
todas las asociaciones. Pero estas forma- 
lidades en ningún caso pueden ser equi- 
valentes a una autorización previa; por 
tanto, los requisitos para la adquisición 
de la personalidad jurídica de los sindi- 
catos no pueden subordinarse a condi- 
ciones que cuestionen el derecho de 
empleadores y trabajadores de constituir 
libremente el sindicato. Se persigue con 
esto evitar que, por la vía de la persona- 
lidad jurídica y otros medios, las autori- 
dades restrinjan las garantías a la liber- 
tad sindical. 


22.- La Suprema Corte de Justicia de RD, 
en funciones de Corte de Casación ha 
juzgado que “los sindicatos de trabaja- 
dores no son organismos oficiales admi- 
nistrativos, sino asociaciones privadas in- 
tegradas por personas del mismo oficio, 
o de oficios correlacionados; que si bien 
es cierto que el Código de Trabajo con- 
fiere a la SET varias atribuciones en rela- 


ción con los sindicatos, esas atribuciones 
deben ser interpretadas restrictivamente, 
a fin de que en ningún caso su ejercicio 
pueda suprimir o reducir sustancialmente 
la autonomía de esas asociaciones” (Sent. 
del 21 de junio de 1974, B.J.763, p.1645- 
1650). 


23.- El sindicato único es permitido cuan- 
do es una decisión de los trabajadores, 
pero no cuando es una fórmula impues- 
ta, directa o indirectamente. Cuando el 
sindicato único es impuesto por la ley o 
es debido a la intervención o interés del 
empleador, y ajeno a la libre voluntad de 
los trabajadores, entraña una violación 
a la ley y a los convenios internacionales 
que garantizan la libertad sindical, rati- 
ficados por el país. 


24.- En materia de negociación colecti- 
va, para los fines de integrar cuerpos co- 
legiados o tripartitos, como el IDSS, 
INFOTEP el Comité Nacional de Salarios, 
la Comisión Nacional de Empleados y 
otros, se habla generalmente del sindica- 
to o sindicatos más representativos. Esta 
fórmula no es contraria a la ley ni a los 
convenios internacionales si la condición 
para la determinación del o de los sindi- 
catos más representativos se hace de 
manera objetiva e independiente y con 
facultad de reexaminarse periódicamen- 
te, de modo que no entrañe un privilegio 
ni afecte los derechos de los otros sindi- 
catos. 


NECESIDAD DEL SINDICATO 


25.- Sea cual sea el sistema económico 
de un país o la ideología política del go- 
bierno que administra el poder, donde- 
quiera que haya hombres trabajando por 
un salario, o empleados al servicio de 
otros, existe la necesidad de organiza- 
ción sindical. Los sindicatos representan 
un elemento indispensable en toda socie- 
dad democrática. (CIOSL, Manual para 
Dirigentes Sindicales, Buenos Aires, Argen- 
tina, 1968, p.8). Ellos no son ya única- 
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mente una fuerza opuesta al sistema so- 
cial controlado por la clase empresarial, 
sino que forman parte integrante del or- 
den social mismo, y se hallan en situa- 
ción de asumir sus propias responsabili- 
dades. 


26.- El sindicato de trabajadores tiene la 
representación del interés común profe- 
sional de los trabajadores. Así lo deter- 
mina el Art.317 del CT. El sindicato no 
tiene la representación de los intereses 
particulares, individuales del trabajador. 
Esto se evidencia en la negociación co- 
lectiva, ésto es, en la negociación del 
Convenio Colectivo de Condiciones de 
Trabajo. Pero, el sindicato de trabajado- 
res, es una persona distinta de cada uno 
de sus miembros y la representación de 
sus intereses profesionales no otorga al 
sindicato la representación de los intere- 
ses personales de cada uno de sus miem- 
bros. El secretario general de un sindica- 
to, en virtud de esta calidad, sólo tiene la 
representación de la persona moral del 
sindicato, pero, carece de la representa- 
ción de los intereses personales de los tra- 
bajadores miembros del sindicato. Por 
estas razones, ni el sindicato de trabaja- 
dores ni el Secretario General de un sin- 
dicato, pueden actuar en justicia en re- 
presentación de los trabajadores 
miembros del sindicato, sin un poder es- 
pecial para tales fines. 


JURISPRUDENCIA 


27.- Nuestra SCJ ha juzgado que: “un 
trabajador puede comparecer personal- 
mente o por medio de apoderado ante 
los tribunales de trabajo, si opta por ha- 
cerse representar, ese mandato debe dár- 
selo, obviamente, a una persona física, y 
no a una persona moral, pues la ley lo 
que ha querido es que la parte que se 
hace representar aproveche la capacidad 
personal de un representante aunque sea 
abogado, y no la fuerza colectiva de que 
estén revestidas las personas jurídicas, 
como un sindicato, cuyas atribuciones, por 


otra parte, están limitadas por la ley, y se 
refiere a la defensa global de los intere- 
ses profesionales comunes de los traba- 
¡adores, y no a las acciones personales 
que ellos pueden intentar contra su pa- 
trono, lo que no basta, sin embargo, para 
que un trabajador pueda, si así lo desea, 
escoger a un miembro determinado del 
sindicato para que lo represente como su 
apoderado especial. Como consecuencia 
de lo anteriormente expuesto, un sindi- 
cato de trabajadores aunque reciba el 
mandato, no puede reclamar los dere- 
chos o prestaciones especiales que se le 
adeuden a las trabajadoras embaraza- 
das; que esas acciones para que puedan 
ser válidas en la forma, deben ser inten- 
tadas por los mismos trabajadores per- 
sonalmente, o por apoderados especia- 
les en el sentido antes indicado” (Sent.. 
del 3 de abril de 1970, B.J.713, p.602). 


28.- El CT exige un mínimum de veinte 
miembros para la formación de un sindi- 
cato, una vez formado éste, la reducción 
del número (de miembros) por debajo de 
veinte, “no lo hace desaparecer o extin- 
guir automáticamente”, pues esto, equi- 
valdría a supeditar la subsistencia del sin- 
dicato a la voluntad unilateral del 
empleador, lo que está reñido con el es- 
píritu de las leyes de trabajo. (Sent. 21 
octubre 1970, B.J.719, p.2296). 


29.- La extinción del sindicato que había 
suscrito el convenio colectivo conlleva, 
consecuentemente, también, la extinción 
de dicho pacto o convenio colectivo (Sent. 
21 octubre 1970, B.J.719, p.2304). 


30.- Al estar ya extinguido el sindicato, 
los demandantes (ex-trabajadores de la 
empresa), por extinción del convenio co- 
lectivo, sólo tenían calidad para actuar 
en su propio nombre en reclamo de de- 
rechos individuales. (Sent. 21 octubre 
1970, B.J.719, p.2307). 


31.- Al establecer el convenio colectivo 
en su cláusula 39, que “el mismo queda- 
ba sin efecto, sin excepción ni reserva y 
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las relaciones de la empresa y el sindica- 
to se regirán única y exclusivamente por 
las disposiciones contenidas en el CT y 
otras leyes laborales”, se trata de una 
“especie de extinción del convenio colec- 
tivo en el que las partes habían conveni- 
do expresamente cuáles serían sus efec- 
tos después de su terminación”; el juez, 
“al asimilar los efectos de la extinción del 
pacto” (debida a la disolución del sindi- 
cato por la voluntad de los propios tra- 
bajadores) a su expiración normal hizo 
una correcta interpretación del referido 
convenio colectivo. (Sent. 21 octubre 
1970, B.J.719, p.2305-2306). 


32.- Con la disolución del sindicato y la 
consecuente terminación del pacto, que- 
dó sin efecto la cláusula de inamovilidad 
sindical. (Sent. 21 octubre 1970, B.J.719, 
p.2306). 


33.- En todo caso o situación que haya 
controversia o conflicto entre partes en 
relación a intereses privados, el principio 
de la separación de los poderes impone 
la actuación de los tribunales del orden 
judicial. (Sent. 3 marzo 1971, B.J.724, 
p.608-610). 


34.- El hecho de que el CT por conve- 
niencia práctica le haya reservado una 
actuación previa al SET no le quita a esos 
casos su carácter de controversia obrero- 
patronal; de esa actuación preliminar 
pueden resultar soluciones injustas y de 
una debida defensa de todas las partes, 
nada más justo y lógico que la solución 
final sea reservada a los tribunales de 
trabajo. (Sent. 3 marzo 1971, B.J.724, 
p.608-610). 


35.- Las decisiones de los funcionarios del 
DT y de la SET, en la materia en que su 
actuación o mediación está prevista por 
la ley, cuando de ella resulte un agravio 
o perjuicio particular, sea a los trabaja- 
dores o a los empleadores, no pueden 
ser últimas ni definitivas; esas decisiones 
deben ser objeto de una depuración con- 
tradictoria, que asegure el imperio de la 


justicia en las relaciones obrero-patrona- 
les; por las partes en controversia, perso- 
nas que defienden intereses privados 
como lo son los empleadores y los traba- 
jadores, es incuestionable que esa depu- 
ración contradictoria debe estar a cargo 
de los tribunales de trabajo. (Sent. 3 mar- 
zo 1971, B.J724, p.608-610). 


36.- Los sindicatos de trabajadores no son 
organismos oficiales sino asociaciones pri- 
vadas. (Sent. 21 junio 1974, B.J.763, 
p.1645-1650). Las atribuciones que el CT 
confiere a la SET en relación con los sindi- 
catos, deben ser interpretadas 
restrictivamente, a fin de que en ningún 
caso su ejercicio pueda reducir o suprimir 
la autonomía de esas asociaciones. (Sent. 
21 junio 1974, B.J.763, p.1645-1650). 


37.- El dejar de certificar el resultado de 
unas elecciones efectuadas en un sindi- 
cato, bajo el alegato de que no se había 
actuado conforme a los estatutos del sin- 
dicato, constituye, en definitiva, un des- 
conocimiento de dichas elecciones. (Sent. 
21 junio 1974, B.J.763, p.1645-1650). 


38.- La actuación del inspector de traba- 
jo que, en virtud de una resolución de la 
SET asiste a una asamblea para fines de 
las elecciones en un sindicato, no puede 
hacer otra cosa que tomar constancia e 
informar a la SET de las circunstancias 
en que se celebren esas asambleas y de 
lo que en ellas se resuelva. (Sent. 21 ju- 
nio 1974, B.J.763, p.1645-1650). 


39.- Si uno o más miembros de un sindi- 
cato resulta perjudicado con el resultado 
de las elecciones de los directivos de ese 
sindicato, por considerar que tales elec- 
ciones se efectuaron en contrariedad de 
los estatutos o en violación a las leyes y 
reglamentos, la solución de la controver- 
sia que puede surgir por ese motivo co- 
rresponde conforme a las disposiciones y 
a los propósitos del CT, a los tribunales 
laborales y no a las autoridades adminis- 
trativas. (Sent. 17 julio 1974, B.J.764, 
p.2039). 
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40.- El DT no puede, sin un fallo previo 
del tribunal competente promovido por los 
interesados, anular el registro de la asam- 
blea del sindicato. (Sent. 22 agosto 1979, 
B.J.824, p.1990). 


Art.318.- “Las autoridades públicas 
deben abstenerse de toda interven- 
ción que tienda a limitar o entorpecer 
el ejercicio de la libertad sindical. 


Los sindicatos deben conservar su in- 
dependencia frente a los partidos po- 
líticos y a las entidades religiosas. No 
pueden recibir subsidios o ayudas de 
los mismos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 6-12 


Comentarios, 2-5 Jurisprudencia, 13-14 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. Es 
una aplicación especial de parte del arti- 
culado del Convenio No.87 de la OIT, 
relativo a la libertad sindical y a la pro- 
tección del derecho de sindicación, cuyo 
Art.2 reconoce el derecho de asociación 
de los empleadores y trabajadores, sin 
ninguna distinción y sin autorización pre- 
via. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal junto al Art.3 del Con- 
venio No.87 de la OIT, sobre Libertad Sin- 
dical, prohíbe la injerencia de los 
empleadores e incluso de las autoridades 
de trabajo en la constitución del sindica- 
to. El derecho de sindicación es un dere- 
cho propio de los trabajadores. Las au- 
toridades de trabajo no pueden sustituir 
a los trabajadores en sus obligaciones le- 
gales, ni en el ejercicio de la libertad sin- 
dical. 


3.- La OIT opinó que: “Las organiza- 
ciones de trabajadores y de 
empleadores deberán gozar de ade- 
cuada protección contra todo acto de 
injerencia de unas respecto de las otras, 
ya se realice directamente o por me- 
dio de sus agentes o miembros, en su 
constitución, funcionamiento o admi- 
nistración”. 


4.- Según la OIT, “El deber de los sin- 
dicatos de “mantener su independen- 
cia con respecto a los partidos políti- 
cos y las entidades religiosas, sí 
pudiera ser interpretado de manera 
excesiva, comprometiendo el derecho 
de los sindicatos a “establecer rela- 
ciones” con los partidos políticos. El 
objeto de esta prohibición no debe ir 
más allá de impedir que el sindicato 
se convierta en "correa de transmisión” 
del partido político”. 


5.- También opinó la OIT que “Los sindi- 
catos deberán conservar su independen- 
cia frente a los partidos políticos y las 
entidades religiosas”. 


DOCTRINA 


6.- Este artículo dispone que las autori- 
dades públicas deben abstenerse de in- 
tervenir en el sindicato. La prohibición 
no sólo alcanza a injerencias en asuntos 
internos del sindicato, sino a entorpecer 
y limitar el ejercicio de la acción sindical, 
entendida ésta como el derecho de aso- 
ciación, el derecho a la huelga, el dere- 
cho de la negociación colectiva y el dere- 
cho a luchar y a participar por un mundo 
social más justo. 


7.- El párrafo de este texto consagra el 
deber de los sindicatos de empleadores y 
trabajadores de conservar su independen- 
cia frente a los partidos políticos y a las 
autoridades religiosas, al tiempo que les 
prohibe recibir subsidios o ayudas de las 
mismas (partidos políticos y autoridades 
religiosas). 
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8.- Las disposiciones de este párrafo com- 
pletan la prohibición prevista en el nu- 
meral 5) del Art.333 que prohíbe al 
empleador y considera práctica desleal 
contraria a la ética profesional del tra- 
bajo, cualquier forma de intervención pa- 
tronal en la creación o administración de 
un sindicato o sostenerlo por medios fi- 
nancieros o de cualquier naturaleza. Este 
tipo de intervención proveniente de las 
autoridades públicas, de los partidos po- 
líticos o de las autoridades religiosas es 
contraria a la libertad sindical. 


9.- Uno de los hechos que más daño ha 
hecho al sindicalismo dominicano ha sido 
la injerencia política en el sindicalismo y 
la participación de los sindicalistas en 
política, cuyos dirigentes se preocupan 
más por ser nominados a cargos electi- 
vos o desempeñar funciones públicas, que 
por dedicarse a la persecución de los fi- 
nes sindicales propios de la entidad que 
dirigen. Esto ha conducido a la pérdida 
de credibilidad y al estancamiento del sin- 
dicalismo nacional. 


10.- En la introducción a su interesante 
obra “Los Sindicatos en la Política” (Edi- 
torial Tecnos, Colección Ciencias Socia- 
les, No.40, Madrid 1964, p.11,12 y 15), 
Wolfgang Hirsch-Weber dice: “en los Es- 
tados en que esté garantizado el dere- 
cho de asociación y de huelga es muy 
difícil que los sindicatos puedan cerrar 
los ojos ante la política. El Estado inter- 
viene cada vez más en la vida económi- 
ca; en el reparto de la propiedad, en la 
renta; regula las condiciones laborales, y 
se preocupa de la seguridad social. Con 
todo ello, la misión de los sindicatos es- 
triba en defender frente al Estado los in- 
tereses de los trabajadores y en influir 
sobre las decisiones político-sociales y 
político-económicas del legislador y del 
Poder Ejecutivo”. 


11.- El cometido de los sindicatos no es 
“hacer política” en el sentido que se da 
hoy comúnmente a esta expresión. Los 
sindicatos no tienen carácter de “parti- 


dos políticos” que luchan por el poder y 
no deberían si quiera ser sometidos a las 
decisiones de los partidos políticos o te- 
ner vínculos demasiado estrechos con 
ellos. En efecto, en tal situación ellos pier- 
den fácilmente el contacto con lo que es 
su cometido específico, que es el de ase- 
gurar los justos derechos de los hombres 
del trabajo en el marco del bien común 
de la sociedad entera y se convierten, en 
cambio, en un instrumento para otras fi- 
nalidades. (Juan Pablo ll, Encíclica 
Laborem Exercens, sobre el Trabajo Hu- 
mano, Santiago de los Caballeros, 
R.D.1981, p.80). 


12.- La injerencia estatal sólo debe tener 
por objeto la protección del sindicato, o 
un carácter meramente formal, sin que 
entrañe limitación alguna al poder de 
deliberación y decisión de los miembros 
del sindicato, los que deben gozar de 
absoluta libertad para redactar y apro- 
bar sus propios estatutos y reglamentos y 
para elegir a sus representantes. 


JURISPRUDENCIA 


13.- La Corte de Casación revocó una 
decisión administrativa mediante la cual 
la SET había anulado las elecciones de 
un sindicato. Dicho alto tribunal dijo que 
“las atribuciones que la ley acuerda a di- 
cha SET con relación a los sindicatos de- 
ben ser interpretadas restrictivamente, a 
fin de que en ningún caso su ejercicio 
pueda suprimir o reducir sustancialmente 
la autonomía de esas asociaciones” (Sent. 
del 21 de junio de 1974, B.J.763, p.1645- 
1650). 


14.- Comentando esta decisión, González 
Canahuate afirma: “Esta sentencia resuel- 
ve una situación jurídica y de hecho que 
venían padeciendo los sindicatos, que 
configuraba un conflicto político y sindi- 
cal entre, de una parte, la práctica 
intervencionista que venía aplicando la 
SET, de inmiscuirse en la vida interna de 
los sindicatos, querer controlarlos políti- 
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camente, obstaculizarlos y ejercer presión 
contra los mismos y de la otra, el dere- 
cho legítimo de los sindicatos a defender 
su autonomía e independencia sindical 
(Recopilación Jurisprudencial Integrada, 
Materia Laboral y Procedimiento Labo- 
ral, Santo Domingo, 1979, No.50, 
p.LXVI)”. 


Art.319.- “Los sindicatos de trabaja- 
dores pueden ser de empresa, profe- 
sionales o por rama de actividad”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 -Del sindicalismo rural, 7-10 
Comentarios, 2-4 -Del sindicalismo ideológico, 
11-13 
-Del sindicalismo “libre”, 14-15 
sindicatos, 5 -Del sindicalismo católico, 
-Otras clasificaciones, 6 16-17 


Doctrina 


-Clasificación de los 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.294 del 
CT de 1951, al que se añadió un nuevo 
tipo de sindicato: por rama de actividad. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la tramitación del antepro- 
yecto del CT de 1992, una parte del 
sector empresarial comentó que “el sin- 
dicato por rama de actividad, aunque 
la denominación no es muy usada, pue- 
de asimilarse a los sindicatos industria- 
les. Este tipo de sindicato es ilógico y 
de hecho están ya constituidos y regis- 
trados en el República. Es recomenda- 
ble, como es usual incluso en otras le- 
gislaciones, que el número mínimo de 
adherentes a estos sindicatos se institu- 
ya con un número porcentual de la 
masa que pretenda representar, que 
puede ser del 10% al 20%, o si no un 
número mayor de veinte, y lo usual es 
que se disponga de quinientos”. 


3.- La OIT opinó que: “dada la dirección 
media de las empresas, que por lo gene- 
ral cuentan con pocos trabajadores, la 
redacción de estos artículos facilitará la 
constitución de sindicatos por ramas de 
actividad”. 


4.- El sindicato de empresa es el sindica- 
to predominante en la RD. Este es uno de 
los motivos del fraccionamiento del mo- 
vimiento sindical latinoamericano. En RD, 
antes de 1961, los sindicatos eran loca- 
les, provinciales y nacionales, de empre- 
sa o de oficio, sin descartar la existencia 
de algún que otro sindicato por rama de 
actividad o por industria. Existía una sola 
confederación de trabajadores, al igual 
que una sola confederación de emplea- 
dores. Después de 1961, predomina la 
organización de las asociaciones profe- 
sionales de trabajadores, en forma de sin- 
dicatos de oficio o profesionales. Existe 
además, el pluralismo sindical. Los tra- 
bajadores se organizan a su mejor con- 
veniencia, según sus preferencias e ideo- 
logías. Incluso, el Art.389 del CT permite 
la existencia de más de un sindicato en la 
misma empresa y, en la industria azuca- 
rera, en virtud del CT de 1951, existen 
más de un sindicato dentro de una mis- 
ma empresa. 


DOCTRINA 


CLASIFICACIÓN DE LOS SINDICATOS 


5.- El CT al definir el sindicato, establece 
la primera gran clasificación general. A 
saber: A) El sindicato de trabajadores 
y el sindicato de empleadores. Estos 
últimos son una consecuencia de los pri- 
meros y persiguen la defensa de los inte- 
reses del empleador. Pueden formarse 
entre empleadores que ejercen activida- 
des similares o conexas, y no pueden te- 
ner menos de tres miembros. (Art.323 y 
324 del CT). B) Sindicatos de empresa 
y sindicatos de oficios profesionales. 
Esta es la clasificación clásica de sindica- 
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tos de trabajadores, a que hacía referen- 
cia expresa el CT de 1951 (art.294). En 
los primeros “no se tiene en cuenta para 
la admisión de sus miembros, la natura- 
leza de las actividades que ejercen, sino 
la condición de que presten servicios en 
una misma empresa. La separación del 
trabajador, sea cual fuere la causa, en- 
traña su exclusión del sindicato”. (Art.320 
del CT). En cambio, los sindicatos profe- 
sionales -dice el Art.321 del CT- pueden 
formarse entre personas que habitual- 
mente ejercen una misma profesión u ofi- 
cio, o profesiones u oficios similares o 
conexos, sin tener en cuenta la empresa 
en que trabajan. Parte de la doctrina de- 
nomina también al sindicato profesional, 
sindicato gremial o de oficio. C) Con to- 
tal prescindencia de la categoría pro- 
fesional. Se trata del sindicato por rama 
de actividad, integrado por los trabaja- 
dores al servicio de varios empleadores 
en una misma rama de producción o ac- 
tividad económica, o en actividades simi- 
lares o conexas a dicha actividad econó- 
mica. El Art.319 del CT se refiere a este 
sindicato. D) Sindicatos rurales y ur- 
banos. Esta es otra de las clasificaciones 
del sindicato contemporáneo. La ley do- 
minicana no habla de ella, pero no pro- 
hibe el sindicalismo agrario. Los trabaja- 
dores del campo pueden formar 
sindicatos de empresa y sindicatos profe- 
sionales, así como por rama de activi- 
dad. E) Sindicatos verticales y horizon- 
tales. Los primeros “agrupan a quienes 
desempeñan una misma actividad, sin 
tener en cuenta la naturaleza de la em- 
presa. El sindicato vertical es un sindica- 
to de carácter netamente profesional, por 
lo que sus intereses colectivos tienen ma- 
yor homogeneidad, pudiendo organizar- 
se con base nacional, lo que le permite 
obtener mayor uniformidad en las condi- 
ciones de trabajo para la misma catego- 
ría profesional” (Eugenio Pérez Botija, 
Derecho del Trabajo, Madrid, 1960, óta. 
edición, p.391). En el sindicato horizon- 
tal “se tiene en cuenta la naturaleza de 
la empresa con prescindencia del oficio o 
actividad de los miembros”. (Guillermo 


Guerrero Figueroa, Derecho Colectivo de 
Trabajo, Editorial Themis, Bogotá, 1977, 
p.77) . F) Clasificación territorial. La 
base territorial es otro criterio de clasifi- 
cación del sindicato. Desde este punto de 
vista los sindicatos pueden ser locales 
municipales, provinciales regionales, na- 
cionales o estatales. 


OTRAS CLASIFICACIONES 


6.- Alfredo Montoya Melgar (Derecho del 
Trabajo, Editorial Tecnos, Madrid, 1979, 
p.131 y sigtes.), habla de sindicatos de 
derecho privado y de derecho público; 
sindicatos de oficios y de industrias; sin- 
dicatos unilaterales y mixtos. Cabanellas, 
trae una clasificación general y otra sis- 
tematizada. Conforme a la primera, los 
sindicatos se clasifican en relación a su 
posición frente a la ley (lícitos e ilícitos); 
desde el punto de vista de la libertad de 
sindicación, con mayor amplitud (obli- 
gatorios, voluntarios, mixtos, homogé- 
neos, plurales, únicos; por la tendencia 
política o social (obligatorios, libres, sin- 
dicalismo prohibido). 


DEL SINDICALISMO RURAL. 


7.- Los trabajadores rurales han trope- 
zado siempre con muchas dificultades 
para organizarse. Como ha reconocido 
la OIT (El Trabajo en el Mundo ll, p.15), 
no sólo se hallan en desventaja por el 
hecho de trabajar más bien en peque- 
ños grupos y en localidades distintas, 
sino que padecen también diversas for- 
mas de opresión y graves problemas de 
organización. Las dificultades de orga- 
nización de los campesinos no son ex- 
clusivamente de tipo legislativo (Gerar- 
do Von Potobsky, “Las Organizaciones 
Sindicales”, dentro de la obra colectiva 
“Las Relaciones Colectivas de Trabajo 
en América Latina”, bajo la dirección 
de Efrén Córdova, OIT, Ginebra, Suiza, 
1981, p.37); obedecen a diversos moti- 
vos, tales como el desempleo, el subem- 
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pleo, la estructura de la tenencia de la 
tierra, la naturaleza del trabajo y el tra- 
dicional paternalismo del empleador, 
tan fuertemente arraigado; la falta de 
comunicación; algunas discriminaciones 
antisindicales; la honda dependencia 
social y económica del campesino; su 
dispersión y movilidad y el enorme des- 
amparo real y legislativo. Estos y otros 
factores inciden en el poco desarrollo 
del sindicalismo rural. 


8.- No obstante, se observa una tenden- 
cia al crecimiento del número de organi- 
zaciones de trabajadores rurales. La OIT 
y otras entidades contribuyen a fortale- 
cer este propósito, con programas prác- 
ticos y con el establecimiento de nor- 
mas internacionales, como por ejemplo, 
el Convenio No.141 sobre la Organi- 
zación de Trabajadores Rurales, que 
destaca el papel de la sindicación cam- 
pesina en el desarrollo económico y so- 
cial. Dicho convenio consagra en su 
Art.4, como uno de los objetivos de la 
política nacional de desarrollo rural, 
“facilitar el establecimiento y la expan- 
sión, con carácter voluntario, de orga- 
nizaciones de trabajadores rurales in- 
dependientes como medio eficaz de 
asegurar la participación de estos tra- 
bajadores, sin discriminación alguna, en 
el desarrollo económico y social de cada 
país”. 


9.- En RD no existe una legislación espe- 
cial sobre la sindicación campesina, pero 
la Constitución, el CT y Convenios Inter- 
nacionales, como los Nos.87 y 98, am- 
bos de la OIT, sobre libertad sindical y 
derecho de sindicación y negociación co- 
lectiva, respectivamente, ratificados por 
el Congreso Nacional y por tanto, con 
carácter de norma interna (Sent. de mar- 
zo de 1938 de la Corte de Casación y 
Sent. del 20 de enero de 1961, B.J.606, 
p.52), consagran el derecho de sindica- 
ción de los trabajadores rurales, garanti- 
zando a toda persona empleada en la 
agricultura los mismos derechos de aso- 
ciación, coalición y sindicación reconoci- 


dos a los trabajadores de la industria y el 
comercio. 


10.- En RD, la mayoría de las ligas agra- 
rias o hermandades campesinas están 
agrupadas bajo la Federación Dominica- 
na de Ligas Agrarias Cristianas 
(FEDELAC). Estas ligas agrarias están re- 
conocidas oficialmente o registradas como 
sindicatos de trabajadores, aunque como 
dice Julio Aníbal Suárez (Sindicación 
Agraria, Memorias cits.Vol.Ll, p.233 y ss), 
no constituyen realmente verdaderos sin- 
dicatos, pues persiguen “la reivindicación 
del hombre del campo como productor 
agrícola” y “en ninguna de las conside- 
raciones estatutarias de la FEDELAC, se 
plantea mejorar las condiciones de tra- 
bajo del trabajador agrícola, asalariado 
o reinvindicaciones de carácter sindical”. 


DEL SINDICALISMO IDEOLÓGICO. 


11.- El sindicalismo socialista es un sindi- 
calismo de clase. Se caracteriza por al su- 
misión del sindicato al partido. En el sin- 
dicato socialista (donde sólo hay un 
partido político, el Partido Comunista), 
únicamente existe una categoría de sindi- 
cato, de base regional. Todos los trabaja- 
dores de una misma empresa están agru- 
pados en la misma organización, la cual 
está subordinada al partido político. 


12.- La actividad del sindicato se orien- 
ta: 1) al aumento del rendimiento de 
los trabajadores; 2) la mejora de la con- 
dición obrera en la fábrica, pero sobre 
todo fuera de la fábrica (seguros socia- 
les, servicios de salud, viviendas, turis- 
mo, educación, deportes, etc.,.); y 3) 
la formación ideológica de sus miem- 
bros. Estos sindicatos están subordina- 
dos al partido, que a su vez es el poder 
económico y político. 


13.- Como ejemplos de este sindicalismo 
cabe citar el sindicalismo ruso, antes del 
derrumbe del socialismo en la Europa 
Oriental, el chino y el cubano. 
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DEL SINDICALISMO “LIBRE”. 


14.- Los norteamericanos y anglosajones 
vieron en la FSM (Comité Consultivo Sin- 
dical para el Plan Marshall) un medio de 
dominación del comunismo internacional, 
de la política soviética. Se produjo la es- 
cisión de la FSM, la cual no pudo 
cohesionar a “los aliados”, y la ruptura 
entre éstos, acarrea la división en la FSM 
que agrupaba sindicatos de izquierda (ru- 
sos y la mayoría CGT francesa), derecha 
(sindicatos británicos y de los países es- 
candinavos), y de centro (sindicatos ita- 
lianos, la minoría de la CGT francesa). 
Nace entonces la Confederación Interna- 
cional de Organizaciones Sindicales Li- 
bres (CIOSL), con el propósito de mante- 
ner el movimiento obrero fuera de la 
influencia comunista. Tiene su sede per- 
manente en Bruselas (Bélgica). 


15.- La CIOSL se fundó en 1949 sin re- 
presentación dominicana. Las relaciones 
entre ésta y la RD se fortalecieron des- 
pués de la muerte de Trujillo (1961). La 
CIOSL tiene entidades regionales a nivel 
mundial; la correspondiente para Améri- 
ca Latina en la ORIT. 


DEL SINDICALISMO CATÓLICO 


16.- Sus bases de organización y de 
acción sindical parten de la doctrina 
social de la Iglesia Católica. Rechaza 
la ideología marxista, la violencia y la 
lucha de clases. Los sindicatos no de- 
ben estar sometidos a las decisiones 
de los partidos políticos ni actuar como 
partidos políticos que luchan por el 
poder. 


17.- En 1920 hace su aparición la Con- 
federación Internacional de Sindicatos 
Cristianos, pero con anterioridad, se ha- 
bía creado el Secretariado Internacional 
Cristiano. En 1954, los sindicatos cristia- 
nos de América Latina, forman la Confe- 
deración Latinoamericana de Sindicatos 
Cristianos (CLASC). Entre sus fines, cabe 


señalar las reivindicaciones económicas y 
el bienestar espiritual de los trabajado- 
res; un fin profesional tendiente a una 
mejor organización del sindicato para que 
éste pueda cumplir con su noción de es- 
tudio, protección y defensa de los intere- 
ses de la profesión y de los hechos y de- 
rechos de los trabajadores; un fin moral, 
ya que el hombre es el sujeto del trabajo, 
y el trabajo es un valor humano que no 
puede ser desprendido de la persona del 
trabajador, por lo que es esencialmente 
ético. 


Art.320.- “En los sindicatos de em- 
presa no se tiene en cuenta, para la 
admisión de sus miembros, la natu- 
raleza de las actividades que ejercen, 
sino la condición de que presten ser- 
vicios en la misma empresa. 


La separación del trabajador, sea cual 
fuera la causa, entraña su exclusión 
del sindicato”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.295 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere específicamente 
al sindicato de empresa. 


3.- Opinó la OIT que: “En los sindicatos 
de empresa no se tiene en cuenta, para 
la admisión de sus miembros, la natura- 
leza de las actividades que ejercen, sino 
la condición de que preste servicio en la 
misma empresa”. 
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DOCTRINA 


4.- Para ser miembro de un sindicato de 
empresa basta la condición de prestar 
servicios en la empresa. Por esta circuns- 
tancia, el párrafo de este texto dispone 
que la separación del trabajador de la 
empresa, sea cual sea la causa, entraña 
la exclusión del sindicato. 


5.- No se toma en cuenta para formar 
parte de este sindicato, ni la profesión o 
naturaleza de las actividades desempe- 
ñadas. 


Art.321.- “Los sindicatos profesiona- 


les pueden formarse entre personas 
que habitualmente ejercen una mis- 
ma profesión u oficio, o profesiones u 
oficios similares o conexos, sin tener 
en cuenta la empresa en que traba- 


n 


jan”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.296 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT opinó: “La redacción de este 
texto puede facilitar la constitución de sin- 
dicatos por rama de actividad y, por con- 
siguiente, tener un impacto positivo so- 
bre la sindicación y la negociación 
colectiva. 


3.- También opinó la OIT que: “Los sin- 
dicatos profesionales pueden formarse 
entre personas que habitualmente ejer- 
cen una misma profesión u oficio, o pro- 
fesiones u oficios similares o conexos, 


aunque presten servicios en diferentes 
empresas. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal se refiere a los sin- 
dicatos de oficio, que pueden integrar- 
se con personas de la misma profe- 
sión, o profesión u oficios similares o 
conexos, siendo indiferente la empre- 
sa en la cual prestan servicios. 


5.- En la RD es la clase de sindicato 
más numerosa después de los sindica- 
tos de empresa. Los primeros sindica- 
tos dominicanos, fueron sindicatos de 
oficio. Véase notas al Art.317. 


Art.322.- “Los sindicatos por rama 
de actividad son los integrados por 
trabajadores que prestan servicios 
a varios empleadores de una mis- 
ma rama de actividad industrial, 
comercial o de servicios, aún cuan- 
do desempeñen profesiones u ofi- 
cios diferentes”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Se introduce por primera vez el sindi- 
cato por rama de actividad. Hasta el 
momento ha tenido poca aplicación prác- 
tica. 


3.- Opinó la OIT que: “Los sindicatos por 
industria o rama de actividad pueden ser 
constituidos por trabajadores que pres- 
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tan servicios a varios empleadores de una 
misma industria o rama de actividad, aún 
cuando trabajen en diferentes empresas 
y desempeñen profesiones u oficios dife- 
rentes”. 


DOCTRINA 


4.- No se requiere como condición, la 
prestación de servicios a un solo 
empleador. Este sindicato, puede ser in- 
tegrado por trabajadores que prestan 
servicios a distintos empleadores de la 
misma rama (sea industrial, comercial o 
de servicios), aunque desempeñen profe- 
siones diferentes. 


Art.323.- “Los sindicatos de 
empleadores pueden formarse entre 
empleadores que ejercen actividades 
similares o conexas”. 


INDICE 


Doctrina, 4 
La CPRD, 5-8 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.297 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Estos sindicatos se forman entre 
empleadores que ejercen la misma ac- 
tividad o actividades similares o 
conexas. 


3.- Opinó la OIT que: “Los sindicatos 
patronales o de empleadores pueden 
formarse entre empleadores o patro- 
nos que ejercen actividades similares o 
conexas”. 


DOCTRINA 


4.- En RD no existen propiamente sindi- 
catos de empleadores. Las organizacio- 
nes más representativas de este sector 
están encabezadas por el Consejo Na- 
cional de la Empresa Privada (CONEP), 
anteriormente denominado Consejo Na- 
cional de Hombres de Empresa (CNHE), 
la Asociación de Industrias de la Repúbli- 
ca Dominicana (AIRD), la Unión Nacio- 
nal de Empresarios (UNE), la Asociación 
de Industriales de la Región Norte, Inc. 
(AIREN), el Consejo Regional Empresarial 
del Norte (CREN), la Asociación de Co- 
merciantes e Industriales de Santiago, Inc., 
la Asociación Dominicana de Zonas Fran- 
cas (ADOZANA), la Asociación de Jóve- 
nes Empresarios y otras. Pero la Confe- 
deración Patronal de la RD (CPRD), es 
realmente la única organización sindical 
de empleadores, pues las otras, aunque 
suelen tener y tienen, una Sección Labo- 
ral, persiguen predominantemente obje- 
tivos y propósitos económicos o empre- 
sariales. Además no están organizadas 
ni constituidas conforme al CT sino al te- 
nor de la Ley 520 de 1920. 


LA CONFEDERACIÓN PATRONAL DE La RD 


5.- Esta entidad se formó el 12 de sep- 
tiembre de 1946 (Decreto del Poder Eje- 
cutivo No.3938 del 11 de noviembre de 
1946, G.0.6532). 


6.- De acuerdo a sus estatutos, sus fines 
sociales son: 1) Coordinar su acción por 
los medios lícitos a su alcance para co- 
operar con el orden público, agrupando 
a todos los empleadores que tengan em- 
presas con asiento en el territorio de la 
RD y que utilicen trabajadores para fo- 
mentar la economía privada y pública; 
2) Defender los legítimos intereses de to- 
dos los empleadores, prestándoles servi- 
cios técnicos y jurídicos dentro de la apli- 
cación de la legislación laboral y del 
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Seguro Social vigentes hasta la jurisdic- 
ción de los tribunales donde juzguen con- 
venientes los organismos correspondien- 
tes de la Confederación Patronal; 3) 
Intervenir ante la Administración y los Po- 
deres Públicos en beneficio de una o to- 
das las ramas que componen las clases 
patronales del país, cuando puedan ser 
afectados en cualquier circunstancia los 
intereses del capital y el trabajo, factores 
fundamentales de la prosperidad nacio- 
nal; 4) Celebrar congresos de 
empleadores, auspiciar conferencias 
didácticas en materia laboral, fundar bi- 
bliotecas y dictar cursos y conceder becas 
para la capacitación técnica obrera, inter- 
cambiar relaciones con organismos pa- 
tronales y obreros y desarrollar este pro- 
grama creando instituciones y realizando 
cualquier acto en interés del mejoramien- 
to social, económico, moral y cultural de 
los trabajadores, para obtener el más es- 
trecho acercamiento y la mejor armonía 
entre las clases patronales y obreras de 
la República. 


7.- Los organismos que rigen la Confe- 
deración Patronal son la Asamblea Ge- 
neral y la Junta Directiva. Además, tiene 
una oficina técnica y otra jurídica. 


8.- Pertenece al Consejo Directivo del IDSS 
e interviene en la fijación y revisión de 
las tarifas de salarios mínimos de todas 
las actividades económicas cuya elabo- 
ración está a cargo del CNS de la SET. 


Art.324.- “Los sindicatos de trabaja- 
dores no pueden tener menos de vein- 
te miembros. 


Los sindicatos de empleadores no pue- 
den tener menos de tres”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4 


Comentarios, 2-3 Jurisprudencia, 5-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 


Art.298 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere al número míni- 
mo de miembros necesarios para la for- 
mación de un sindicato. 


3.- Opinó la OIT que: “Los sindicatos de 
trabajadores no pueden tener menos de 
veinte miembros. Los de empleadores no 
pueden tener menos de tres”. 


DOCTRINA 


4.- Algunos autores cuestionan el míni- 
mo de veinte personas para integrar el 
sindicato de trabajadores. 


JURISPRUDENCIA 


5.- La Corte de Casación ha juzgado (Sent. 
del 21 de octubre de 1970, B.J.719) que 
si bien el CT “exige un mínimum de veinte 
miembros para la formación de un sindi- 
cato, una vez formado éste, la reducción 
del número (de miembros) por debajo de 
veinte, “no lo hace desaparecer o extin- 
guir automáticamente”, pues ésto “equi- 
valdría a supeditar la subsistencia del sin- 
dicato a la voluntad unilateral del 
empleador, lo que está reñido con el espí- 
ritu de las leyes de trabajo” (p.2305). Se 
requiere de una decisión de un tribunal. 


6.- Las condiciones de calidad 
(empleadores), finalidad y número mí- 
nimo de miembros (tres empleadores, 
según el Art.324) son comunes al sindi- 
cato de empleadores. También le son 
comunes las condiciones formales de 
que trata el Art.373 CT. 
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TITULO Il 


DE LOS FINES SINDICALES 


Art.325.- “Son fines de los sindica- 
tos: 


1) El estudio de las condiciones en 
que se realiza el trabajo en la em- 
presa, profesión u oficio a que con- 
cierne el objeto de la asociación; 


2) La celebración de convenios co- 
lectivos de condiciones de trabajo, 
la protección y defensa de los dere- 
chos que de estos convenios se de- 
riven y la revisión de los mismos por 
causas justificadas, en las formas y 
condiciones establecidas en este Có- 
digo; 


3) La solución justa y pacífica de los 
conflictos económicos que se susciten 
con motivo de la ejecución de los con- 
tratos de trabajo que celebren sus 
miembros; 


4) El mejoramiento de las condicio- 
nes de trabajo, de la eficiencia en 
la producción y la condiciones ma- 
teriales, sociales y morales de sus 
asociados; 


5) El estudio y la preparación de 
declaraciones y de recomendaciones 
tendientes a que se hagan reformas 
legislativas para el logro de dichos 
fines”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 -El sindicalismo Revolucionario 11 


Comentarios, 2-4 -El sindicalismo de gestión, 12 


Doctrina -El sindicalismo de cogestión, 13 
La actuación de las partes | -La autogestión, 14 
sociales, 5-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.299 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT sugirió agregar a este texto 
legal lo siguiente, “la participación en los 
métodos de fijación y revisión de los sa- 
larios mínimos. La consulta con las auto- 
ridades públicas y la consulta tripartita 
en todas las cuestiones de interés econó- 
mico y social para sus miembros”. 


3.- Opinó la OIT que: “Son fines de los 
sindicatos, entre otros, los siguientes: 1.- 
La protección y defensa de los derechos 
económicos y sociales de sus miembros. 
2.- La representación colectiva de sus 
miembros, y en particular la celebración 
y revisión de convenios colectivos de tra- 
bajo, y la protección y defensa de los de- 
rechos que de los mismos se deriven. 3.- 
La participación en los métodos de fija- 
ción y revisión de los salarios mínimos. 
4.- El estudio de las condiciones en que 
se realiza el trabajo en la empresa, pro- 
fesión, oficio o rama de actividad que 
concierne a sus miembros. 5.- La solu- 
ción de los conflictos económicos. 6.- El 
mejoramiento de las condiciones de tra- 
bajo, de la eficiencia en la producción y 
las condiciones materiales, sociales y mo- 
rales de sus asociados. 7.- El estudio y la 
preparación de declaraciones y de reco- 
mendaciones tendientes a que se hagan 
reformas legislativas para el logro de di- 
chos fines. 8.- La consulta con las autori- 
dades públicas y la consulta tripartita en 
todas las cuestiones de interés económi- 
co y social para sus miembros. 
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4.- También opinó la OIT que: “Los sindi- 
catos de empleadores y de trabajadores 
a que se refiere el presente Libro tendrán 
por objeto el estudio, la defensa, el fo- 
mento y la protección de los intereses 
profecionales, así como el mejoramiento 
social, económico, cultural y moral de sus 
miembros”. 


DOCTRINA 


LA ACTUACIÓN DE LAS PARTES SOCIALES 


5.- Los ordinales que recoge este texto 
legal se refieren a los fines sindicales que 
no son otros que el bienestar económico 
y el desarrollo profesional y espiritual de 
los trabajadores. Incluyen necesariamen- 
te la defensa de sus intereses profesiona- 
les y el mejoramiento de las condiciones 
de vida y trabajo, la capacitación y 
reorientación social de los trabajadores. 


6.- Los fines del sindicato contemporá- 
neo, además del bienestar económico y 
cultural de sus miembros y la defensa de 
sus intereses, incluyen la lucha por un 
mundo social más justo. Véase Art.317 
del CT. 


7.- Eso ha dado lugar a la formación de 
un sindicalismo de colaboración. Los sin- 
dicatos intervienen en organismos y enti- 
dades de toma de decisión sobre la vida 
social. Así tienen representantes en el 
Comité Nacional de Salarios, en el Co- 
mité Nacional de Empleo, y en los Tribu- 
nales. 


8.- La actuación de los sindicatos de tra- 
bajadores en la sociedad moderna de- 
pende del desarrollo económico de cada 
país, de la actitud del gobierno, de la 
talla de los dirigentes obreros y del siste- 
ma político y económico en el cual exis- 
ten y deben asumir sus propias responsa- 
bilidades. En los países no socialistas en 
vías de desarrollo, los sindicatos son esen- 
cialmente nacionalistas, constituyendo la 


vanguardia del anticolonialismo. Se opo- 
nen a la inversión extranjera y al empleo 
de no nacionales en cargos técnicos, de 
dirección, o que puedan ser desempeña- 
dos por nacionales. Ellos contribuyen a 
que los valores humanos estén constante- 
mente defendidos, a que la humanización 
del trabajo sea posible en un medio em- 
pobrecido o en vías de desarrollo. Pero, la 
generalidad de las veces estas organiza- 
ciones son débiles, falta liderazgo y hay 
corrupción. Otras veces están sujetas al 
control de gobiernos totalitarios o siguen 
las consignas del partido oficial del go- 
bierno. 


9.- La acción defensiva del sindicalismo 
ha atravesado por diversas épocas según 
la fase de su desarrollo. En un tiempo 
prevalecieron las manifestaciones masi- 
vas, con banderas y pancartas, solicitan- 
do el apoyo de las autoridades, a fin de 
obtener de los empleadores y del Estado, 
mejor tratamiento. Luego, se recurre a la 
destrucción de maquinarias, a la ocupa- 
ción de fábricas, a la lucha contra la fuer- 
za pública. Más tarde, pasa a otra “de 
inserción en las actividades productivas y 
en el consorcio nacional e internacional. 
Se proyecta entonces sobre el plano polí- 
tico y decide presentar sus aspiraciones 
al Estado y a los empresarios con el em- 
pleo de técnicas de presión sobre la opi- 
nión y el poder público” (Ugo Piazzi, Ac- 
ción Sindical, Madrid, 1967, p.24). Pero 
el sindicato moderno no ha abandonado 
totalmente el recurso de la acción directa 
para el logro de reivindicaciones. Lucha 
al mismo tiempo por una mejor política y 
legislación sobre precios, salarios, seguri- 
dad social, relaciones laborales; por anti- 
cipar en la toma de decisiones en los asun- 
tos sociales económicos y públicos de la 
nación. En fin, por un mundo más justo y 
equilibrado. 


10.- El sindicato es uno de los motores 
del desarrollo. Pero todo cambio social y 
económico no debe ser producto de la 
improvisación y debe ajustarse a la reali- 
dad nacional; el futuro del sindicalismo 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 325-326 27 


en América Latina dependerá en gran par- 
te, del rumbo que tomen las organiza- 
ciones profesionales de trabajadores; de 
cómo y hacia dónde el Estado, los em- 
presarios y los dirigentes obreros encau- 
cen sus fuerzas, recursos, capacidades y 
ambiciones. 


EL SINDICALISMO REVOLUCIONARIO 


11.- Este tipo de sindicalismo se remonta 
a las primeras etapas del movimiento 
obrero europeo, y se practica aún, con 
mayor o menor grado, en los países del 
tercer mundo en vías de desarrollo. Su 
fin es la toma de la empresa por los tra- 
bajadores y la autogestión. El mejoramien- 
to de las condiciones de trabajo es sólo 
un aspecto de la lucha sindical. El sindi- 
cato es el arma de la revolución para 
alcanzar el poder transformando la so- 
ciedad capitalista. 


EL SINDICALISMO DE GESTIÓN 


12.- El norteamericano es el prototipo del 
sindicalismo de gestión, que busca “sólo 
mejores condiciones salariares, de traba- 
jo en general y de seguridad social, pero 
manteniendo en forma absoluta el siste- 
ma capitalista”. (Néstor de Buen, ob.cit., 
p.561, No.341). 


EL SINDICALISMO DE COGESTIÓN 


13.- Este tiene un digno representante 
en el sindicalismo alemán. La cogestión 
se enmarca dentro del capitalismo y se 
opone al comunismo. En todas las em- 
presas privadas en que trabajan cinco o 
más trabajadores permanentes con de- 
recho de voto, “se elegirá un consejo de 
empresa, al cual no pueden pertenecer 
los patronos ni los altos empleados”. La 
cogestión se refiere a cuestiones relativas 
a la organización del trabajo, colocación, 
despido y a los derechos y obligaciones 
derivados de la relación de trabajo. El 


Consejo de Empresa representa los in- 
tereses de los trabajadores ante el 
empleador, y debe cooperar con los sin- 
dicatos y las asociaciones de patronos 
en bien de los trabajadores y de la em- 
presa. 


LA AUTOGESTIÓN 


14.- Esto depende del sistema político- 
económico del país en que se estable- 
ce. Es usual en los países socialistas. 
Este sistema fue ensayado sin éxito en 
Perú. 


Art.326.- “Los sindicatos pueden 
crear, administrar o subvencionar, en 
interés de sus miembros, oficinas de 
información para colocaciones, es- 
cuelas y bibliotecas, deportes, cam- 
pos de experimentación, laborato- 
rios y demás instituciones, cursos y 
publicaciones relativas a la activi- 
dad representada por la asocia- 
ción”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.300 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Algunas Confederaciones, como por 
ejemplo la CASC, y la CNTD tienen insti- 
tutos de formación sindical que realizan, 
entre otras actividades, cursos de forma- 
ción y capacitación sindical. 


3.- La OIT opinó que: “Los sindicatos pue- 
den crear, administrar o subvencionar ofi- 
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cinas de información para colocaciones, 
escuelas y bibliotecas, centros de depor- 
tes, campos de experimentación, labora- 
torios y demás instituciones, cursos y pu- 
blicaciones de interés económico, social 
o cultural para sus miembros”. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal consagra una multi- 
plicidad de actividades y gestiones a car- 
go de los sindicatos, que pueden ser crea- 
das, administradas y dirigidas por ellos, 
y van desde la creación de oficinas de 
información, empleo, a actividades de- 
portivas, recreativas, escuelas y bibliote- 
cas. 


5.- La labor a cargo de los sindicatos pue- 
de ser : a) de creación; b) de administra- 
ción; c) de subvención (de escuelas, ofici- 
nas, bibliotecas, campos de deportes, 
etc.), en favor de sus miembros. Todo ello 
sin fines lucrativos. 


Art.327.- “Por una disposición es- 
pecial de sus estatutos, los sindica- 
tos pueden crear, administrar o sub- 
vencionar cajas de socorro mutuo y 
comprar instrumentos, máquinas, 
materias primas, semillas, plantas, 
abonos, animales y demás objetos 
necesarios para el ejercicio de la 
profesión u oficio de sus miembros 
para ser prestados, alquilados, ven- 
didos o repartidos, entre estos últi- 
mos, en la forma que los mismos es- 
tatutos determinen”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.301 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto es una aplicación particu- 
lar de las reglas generales relativas a la 
libertad sindical. 


3.-La OIT opinó que: “Por una disposi- 
ción especial de sus estatutos los sindica- 
tos podrán crear, administar o subven- 
cionar cajas de socorro mutuo. También 
podrán adquirir instrumentos, máquinas, 
materias primas, semillas, plantas, abo- 
nos, animales y además objetos necesa- 
rios para el ejercicio de la profesión u 
oficio de sus miembros, para ser presta- 
dos, alquilados, vendidos o repartidos 
entre estos últimos, en la forma que los 
mismos estatutos determinarán”. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal faculta a los sindica- 
tos a crear, mantener y administrar cajas 
de pensiones y socorros mutuos, así como 
comprar equipos, materiales, materias 
primas, instrumentos de trabajo, inclu- 
yendo los animales necesarios, sea para 
el adiestramiento y formación de sus 
miembros. 


5.- Dicho texto faculta también a los sin- 
dicatos para alquilar, vender o repartir 
estos objetos. Pero, una cosa es la facul- 
tad del sindicato para realizar estas acti- 
vidades para la formación profesional de 
sus miembros y otra que se dedique a 
una actividad de comercio con esos equi- 
pos e instrumentos, lo cual le está prohi- 
bido en el Art.340 del CT. 
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TITULO Ill 


DEL DERECHO DE ASOCIACIÓN SINDICAL 


Art.328.- “Los directores, gerentes o 
administradores de una empresa no 
pueden ser miembros de un sindicato 
de trabajadores. 


Tampoco pueden serlo quienes des- 
empeñan funciones de dirección, ins- 
pección, seguridad, vigilancia o fis- 
calización, cuando tienen carácter 
general o que se relacionen con tra- 
bajos rendidos directamente al 
empleador”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - La libertad sindical, 11-13 
Comentarios, 2-4 -Condiciones esenciales, 14-20 
Doctrina, 5-10 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.302 del 
CT de 1951 al que se añadió el párrafo, 
el cual se inspira en el Art.363 de la Ley 
Federal de Trabajo Reformada de Méxi- 
co. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del ante- 
proyecto del CT de 1992 establece: “Se 
amplía la prohibición contenida en el 
Art.302 del CT de 1951 sobre quienes 
no pueden ser miembros de un sindica- 
to de trabajadores, con la finalidad de 
excluir, no sólo a los directores, geren- 
tes o administradores, sino también a 
los trabajadores que desempeñen fun- 
ciones de dirección, inspección, seguri- 
dad, vigilancia o fiscalización, cuando 
tengan un carácter general, y a los tra- 
bajadores cuyas labores sean rendidas 


directamente al patrono, como la se- 
cretaria personal, el chofer del auto- 
móvil”. 


3.- Durante la redacción del antepro- 
yecto del CT de 1992, una parte del 
sector empresarial comentó que “el pá- 
rrafo nuevo que se añade a este texto 
legal debe ser nuevamente redacta- 
do, ya que es en contra de la misma 
libertad sindical el que los trabajado- 
res en labores de inspección, seguri- 
dad, supervisión y vigilancia no pue- 
dan ser miembros del sindicato. Dichas 
labores no tienen carácter gerencial 
o administrativas, no son mandos con 
goce de poder delegado. También la 
frase..... cuando tienen carácter gene- 
ral..., no está clara. Más adelante dice 
....O que se relacionen con los trabajos 
rendidos directamente al patrono. El de- 
recho de trabajo no es un costo aca- 
démico, sino que debe participar de 
la administración de personal. Sobre 
ésto ha de indicarse que todos los tra- 
bajos se relacionan con el patrono, y 
el patrono en estos casos es la perso- 
na que recibe el mando en la escala 
jerárquica, sea el capataz, supervisor 
o el gerente de área. Por tanto, todos 
los trabajos se relacionan directamente 
con el patrono a través de la delega- 
ción”. 


4.- La OIT comentó que “los trabajado- 
res mencionados en el párrafo de este 
artículo pudieran sin embargo asociarse 
con otros de su misma categoría profe- 
sional. Se sugiere reemplazar el texto por 
el siguiente.... Tampoco pueden serlo quie- 
nes desempeñan funciones de dirección, 
inspección, seguridad, vigilancia o fisca- 
lización, cuando tienen carácter general 
o que se relacionan con trabajos presta- 
dos directamente al patrono. Sin embar- 
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go, estos trabajadores pueden asociarse 
conjuntamente con otros de su misma 
categoría”. 


DOCTRINA 


5.- Este texto legal se refiere al derecho 
de asociación sindical, es decir, el dere- 
cho de empleadores y trabajadores de 
organizarse profesionalmente, de un de- 
recho que constituye una de las colum- 
nas que sustentan la libertad sindical. 


6.- Todo este Título IIl (Del derecho de 
asociación sindical, Arts.328 al 336) se 
refiere a este derecho. 


7.- Específicamente establece una excep- 
ción en el sentido de que las personas 
que desempeñan puestos de dirección o 
administración no pueden ser miembros 
de un sindicato. Por razonamiento con- 
trario, todos los demás pueden serlo. Sin 
embargo, nada se opone a que estas per- 
sonas puedan organizarse profesional- 
mente en su categoría. 


8.- Este artículo debe ser interpretado to- 
mando en cuenta las disposiciones del 
Art.6 y las del Art.119 del CT. 


9.- El párrafo de este texto legal trata de 
los que normalmente se conocen como 
trabajadores de confianza. Las personas 
que prestan las funciones de inspección, 
seguridad, vigilancia y fiscalización de 
labores no pueden formar parte del sin- 
dicato, cuando dichas funciones tienen 
un carácter general o que se relacionen 
con trabajos rendidos directamente al 
empleador. Un capataz puede formar 
parte de un sindicato, aunque tenga per- 
sonas bajo su dependencia directa. 


10.- La Constitución en su Art.8, párrafo 
7), consagra el derecho de asociación de 
los trabajadores . El derecho de asocia- 
ción implica el derecho de agruparse y 
asociarse profesionalmente, pero también 
el derecho de quedarse al margen. En 


nuestro país no existe la sindicalización 
obligatoria. 


LA LIBERTAD SINDICAL 


11.- El sindicato moderno es un produc- 
to de nuestra época. Su fuerza reside en 
la existencia de una trilogía funcional de 
instituciones: la libertad sindical, la ne- 
gociación colectiva y el derecho de huel- 
ga. El orden jurídico tradicional sólo ha- 
bía tomado en cuenta al empleador y a 
los obreros aisladamente, ligándolos me- 
diante la regulación jurídica de sus rela- 
ciones individuales. Véase Art.317. 


12.- Los trabajadores de hoy se conside- 
ran una nueva clase social, o tienen una 
conciencia más o menos clara de lo que 
esto significa: se sienten identificados por 
la labor prestada frente al empleador e 
incluso, frente al propio Estado, al que 
reclaman también el cumplimiento de las 
normas laborales que ha establecido para 
regular, en el sector privado, la presta- 
ción de un servicio subordinado a otra 
persona. Esta conciencia de clase es, para 
Mario de la Cueva (Nuevo Derecho Mexi- 
cano del Trabajo, T.Il, p.279), lo que di- 
ferencia al sindicato de los gremios, al 
trabajador de hoy de los trabajadores del 
pasado. El sindicato moderno, aunque tie- 
ne como propósito inmediato el mejora- 
miento de las condiciones de vida y de 
trabajo de sus miembros, lucha también 
por un mundo social más justo, por anti- 
cipar en la toma de decisiones o alcan- 
zar el poder. El instrumento básico, el 
arma principal para el logro de estos ob- 
jetivos, es la libertad sindical. 


13.- La libertad sindical integra: a) el 
derecho de organizarse en sindicatos, fe- 
deraciones y confederaciones, “sin nin- 
guna distinción y sin autorización pre- 
via”; b) el derecho de elaborar sus propios 
estatutos y reglamentos administrativos; 
c) el derecho de elegir libremente a sus 
dirigentes y representantes; d) el dere- 
cho de libre elección, sea para crear o 
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sea para afiliarse a determinada organi- 
zación ya establecida; o para decidirse 
por el pluralismo sindical o adoptar li- 
bremente el sistema del sindicato único; 
e) el derecho de afiliarse a federaciones 
o confederaciones de carácter interna- 
cional; f) la prohibición de todo géne- 
ro de ingerencia de las autoridades, 
en las organizaciones sindicales; g) la 
prohibición de requisitos que coarten, 
directa o indirectamente, la libertad de 
organizarse, o requieran permisos o 
autorizaciones, o formalidades de fon- 
do para el registro o reconocimiento 
del sindicato de parte de la autoridad, 
o que condicionen o limiten sus activi- 
dades o programas de acción; h) la 
garantía de que el sindicato no será 
disuelto por vía administrativa, por de- 
creto incluso, por vía legislativa; i) la 
protección efectiva del derecho de sin- 
dicación y de negociación colectiva 
prohibiendo y sancionado toda clase 
de práctica desleal contraria a la ética 
profesional de trabajo, incluyendo el 
reconocimiento y la protección de la 
negociación colectiva y del ejercicio 
legítimo del derecho de huelga; į) tam- 
bién comprende el derecho a no 
sindicalización. 


CONDICIONES ESENCIALES 


14.- El examen de la Constitución y las 
leyes de trabajo, revela la existencia de 
requisitos de fondo necesarios para la 
existencia de todo sindicato de trabaja- 
dores. 


15.- Un primer requisito esencial lo cons- 
tituye la calidad de trabajador, es de- 
cir, que los miembros del sindicato sean 
personas físicas que presten un servicio 
personal, material o intelectual en virtud 
de un contrato de trabajo. Esto se des- 
prende de la definición legal del sindica- 
to y del concepto de trabajador conteni- 
da en el Art.2 del CT. De ahí que una 
persona moral no pueda ser miembro de 
un sindicato de trabajadores. 


16.- Otra condición esencial es la exis- 
tencia de un contrato de trabajo. Esta 
condición se desprende también del tex- 
to del Art.2 del CT. Así, un mandatario, 
por ejemplo, no puede formar parte de 
un sindicato de trabajadores. Tampoco 
los desocupados, ni los militares, ni los 
servidores de una Secretaría de Estado, 
ni los empleadores. 


17.- Las personas excluidas de la aplica- 
ción el CT se indican en el Ill PF (miem- 
bros de las Fuerzas Armadas y de la Poli- 
cía Nacional, los funcionarios y 
empleados públicos). No obstante, algu- 
nos de éstos últimos podrían ser trabaja- 
dores regidos por el CT, si “los estatutos 
aplicables a ellos”, así lo disponen. Igual- 
mente, las personas indicadas en los Arts.5 
y 328 no pueden ser parte de un sindica- 
to de trabajadores. 


18.- Los miembros del sindicato de em- 
presa deben prestar servicios en ella. 
La única condición que exige el Art.320 
del CT es “la condición que presten servi- 
cios en la misma empresa”. Tampoco pue- 
den formar parte de un sindicato de tra- 
bajadores, los “directores, gerentes o 
administradores de una empresa” y las 
demás personas que ejerzan funciones de 
administración o dirección. Se trata de 
trabajadores que “se consideran repre- 
sentantes del empleador en sus relacio- 
nes con los trabajadores, dentro de la 
órbita de sus atribuciones” (Art.ó6 CT). 
Asimismo, no pueden formar parte de un 
sindicato de trabajadores, “quienes des- 
empeñan funciones de dirección, inspec- 
ción, seguridad, vigilancia o fiscalización, 
cuando tiene carácter general o que se 
relacionen con trabajos rendidos direc- 
tamente al empleador”. Otra condición 
esencial para la existencia del sindicato 
es el número mínimo de miembros, que 
la ley fija en veinte. (Art.324 del CT). 


19.- También es condición esencial, la fi- 
nalidad del sindicato. El Art.8 párrafo 
11, letra a) de la Constitución exige que el 
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sindicato se organice “para fines estricta- 
mente laborales y pacíficos”. El CT prevé 
además, en su Art.325 los fines sindicales. 


20.- Otra condición esencial prevé el Art.8, 
Páf.11, letra a) de la Constitución: Los sin- 
dicatos y las asociaciones de la misma ín- 
dole, deben ajustarse en sus estatutos y en 
su conducta a una organización democrá- 
tica, compatible con los principios demo- 
cráticos que consagra dicha Constitución, 
que prevé un gobierno civil, republicano, 
democrático y representativo, dividido en 
los tres poderes tradicionales (judicial, eje- 
cutivo y legislativo), lo que significa que los 
sindicatos no pueden prever en sus estatu- 
tos propósitos políticos que propugnen por 
un sistema socialista, ni pueden fungir como 
partidos políticos ni comportase como ta- 
les; que la huelga política está prohibida 
constitucionalmente. Dicha conducta ade- 
más debe ser pacífica, lo que significa que 
le está prohibido la destrucción de los bie- 
nes del empleador, el secuestro del 
empleador y la acción directa con violen- 
cia sobre las personas y las cosas. 


Art.329.- “El menor apto para cele- 
brar contratos de trabajo puede ser 
miembro de un sindicato de trabaja- 
dores”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción textual del 
Art.303 del CT de 1951. 
COMENTARIOS 
2.- Este texto legal es una reiteración de 


la capacidad reconocida al menor, apto 
para realizar un contrato de trabajo. 


3.- La OIT opinó que: “El menor apto 
para celebrar contratos de trabajo pue- 
de ser miembro de un sindicato de tra- 
bajadores”. 


DOCTRINA 


4.- El Art.17 del CT prevé las situaciones 
en que un menor tiene capacidad para 
suscribir un contrato de trabajo. 


5.- La condición misma de trabajador pro- 
veniente de la capacidad para ser parte 
de un contrato, entraña el derecho y lo 
capacidad para ser miembro del sindica- 
to de trabajadores. El menor trabajador 
goza de los mismos derechos que el tra- 
bajador mayor de edad y las únicas dife- 
rencias legales se refieren a su condición 
de menor de edad, dirigidas a proteger 
su desarrollo físico y mental. 


Art.330..- “Los sindicatos pueden fijar 
en sus estatutos condiciones adiciona- 
les a las exigidas por la ley para lo 
admisión de sus miembros”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.304 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé normas míni- 
mas de protección para garantizar la li- 
bertad sindical y la democracia interna, 
pero en ningún momento persigue res- 
tringir el derecho de los trabajadores y 
empleadores de organizarse profesional- 
mente. 
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DOCTRINA 


3.- La facultad reconocida al sindicato, 
de fijar en sus estatutos condiciones para 
la admisión de sus miembros no les auto- 
riza a restringir la libertad de trabajo ni 
el derecho de sindicación; a limitaciones 
fundadas en el sexo, la raza, la religión, 
ideología política, en fin en causas o 
motivos de discriminación. 


4.- Véase comentarios Arts.106, 328, 331, 
334, 335 del CT. 


Art.331.- “Los sindicatos tienen com- 
pleta autonomía para fijar en sus es- 
tatutos la forma de exclusión de sus 
miembros. 


Las decisiones que tomen a este res- 
pecto los organismos y funcionarios 
del sindicato, de conformidad con sus 
estatutos, son soberanas y no están 
sujetas a ningún recurso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-8 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.305 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT opinó que : “A falta de dispo- 
sición particular en los estatutos sindica- 
les las únicas causas por las que un sindi- 
cato podrá negar a un trabajador su 
afiliación al sindicato correspondiente a 
su empresa, profesión o rama de activi- 
dad serán las siguientes: a) no pertene- 
cer a las categorías de trabajadores que 
el sindicato, de acuerdo con sus estatu- 
tos, entiende representar; b) haber sido 


expulsado del sindicato por manejo des- 
honesto de fondos sindicales, debidamen- 
te comprobado por auditoría contable”. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal consagra una aplica- 
ción particular del principio de la liber- 
tad sindical, del derecho de sindicación 
que entraña la adopción libre de los es- 
tatutos y de las condiciones de admisión 
y la expulsión de los miembros. 


4.- Específicamente, consagra la autono- 
mía de los sindicatos para establecer en 
sus estatutos la forma de exclusión de sus 
miembros, generalmente por falta de 
pago de la cuota sindical, deslealtad, in- 
cumplimiento de disposiciones laborales 
y estatutarias consideradas sustantivas. 


5.- El párrafo de este artículo establece 
el carácter soberano de las decisiones 
adoptadas, las cuales no están sujetas a 
ningún recurso. No obstante, ésto no im- 
pide que el miembro del sindicato exclui- 
do del mismo que considere que su ex- 
clusión del sindicato se hizo en abierta 
violación a las normas estatutarias o al 
principio de la libertad sindical, no pue- 
da recurrir a los tribunales. La libertad 
sindical y el derecho de sindicación tiene 
el carácter de Derechos Humanos y de 
garantías constitucionales que no pue- 
den ser desconocidas. 


6.- El Art.8 del Convenio No.87 de la 
OIT, relativo a la libertad sindical y a la 
protección del derecho de sindicación, 
dispone expresamente que los trabaja- 
dores y los empleadores y sus organiza- 
ciones respectivas, “al ejercer los dere- 
chos que se les reconocen” en dicho 
Convenio, “están obligados, lo mismo 
que las demás personas o las colectivi- 
dades organizadas, a respetar la legali- 
dad”. Además del citado Convenio, cabe 
citar otras normas internacionales de ca- 
rácter universal. Por ejemplo, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
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Sociales y Culturales, adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Uni- 
das en diciembre de 1966, y entrado en 
vigor en enero de 1976, en su artículo 
8, después de consagrar la libertad sin- 
dical, dispone lo siguiente: “No podrán 
imponerse otras restricciones al ejercicio 
de este derecho que las que prescriba la 
ley y que sean necesarias en una socie- 
dad democrática, en interés de la segu- 
ridad nacional y del orden público o para 
la protección de los derechos y liberta- 
das ajenos”. El respeto de estas normas 
se impone a los sindicatos y a las autori- 
dades. 


7.- Naturalmente, cuando la decisión 
adoptada desconoce los estatutos, o la 
persona afectada considere que han sido 
vulnerados sus derechos o las normas 
estatutarias, puede recurrir a las autori- 
dades encargadas de la aplicación de la 
ley, las cuales darán el dictamen penal 
sobre el diferendo. La decisión final no 
puede estar en manos de las autoridades 
administrativas. 


8.- Véase Arts.106, 332, 334, 335 del 
Gl, 


Art.332.- “Los sindicatos no pueden 
coartar directa ni indirectamente la 
libertad de trabajo, ni tomar medida 
alguna para constreñir a los trabaja- 
dores o a los empleadores a ser 
miembros de la asociación o a per- 
manecer en ella”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 7-8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.306 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal recoge otra aplica- 
ción particular del derecho de sindica- 
ción. La libertad de trabajo se impone 
tanto a los empleadores como a los tra- 
bajadores y a la propia Autoridad de Tra- 
bajo. 


DOCTRINA 


3.- Los sindicatos de trabajadores no pue- 
den coartarla directa ni indirectamente, 
la libertad de trabajo. Consecuentemen- 
te, no pueden impedir el empleo de per- 
sonas por el hecho de no pertenecer al 
sindicato. Tampoco pueden recurrir a la 
vilencia física o moral contra otros tra- 
bajadores para que ingresen al sindicato 
en contra de su voluntad. 


4.- Algunas leyes especiales, como la Ley 
374-98 (promulgada el 18 de agosto de 
1998) que crea el Fondo Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones de los Trabajado- 
res Metalmecánicos, Metalúrgicos, Mine- 
ros y afines. Este Fondo que establece la 
citada Ley es una institución de seguri- 
dad social, destinada a ofrecer servicios 
semejantes al ofrecido por el Instituto Do- 
minicano de Seguros Sociales, con la di- 
ferencia que dicho Fondo protege exclu- 
sivamente a los trabajadores de una rama 
industrial determinada, que también es 
una entidad recaudadora de fondos sin- 
dicales: fija una contribución para uso 
de los trabajadores organizados en sin- 
dicatos de una rama industrial determi- 
nada y sus afines. Esta ley es contraria a 
los preceptos constitucionales que consa- 
gran la igualdad entre los dominicanos y 
la libertad sindical, ya que privilegia a 
una categoría de trabajadores y a deter- 
minados sindicatos, con una contribución 
económica para “servicios laborales co- 
lectivos”, que no otorga a las demás ca- 
tegorías y sindicatos de trabajadores. Por 
otra parte, la Ley 6-86 crea el Fondo de 
Pensiones, Jubilaciones y Servicios Socia- 
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les de los Trabajadores de la Construc- 
ción y afines. Esta ley viola también el 
precepto constitucional que consagra la 
libertad sindical (Art.8, párr.11, letra a) 
pues constriñe indirectamente a los tra- 
bajadores de la industria de la construc- 
ción para que ingresen a una organiza- 
ción sindical para ser acreedores de la 
protección que ella establece, pues el tra- 
bajador no sindicalizado de la industria 
de la construcción está legalmente al 
margen de estos beneficios aunque haya 
contribuido con parte de su salario a los 
fondos que prevé la Ley 6-88. El criterio 
de la SCJ es otro. (Véase No. 7, 8 y 9). 


5.- La Ley No.578 prohibe el estableci- 
miento de monopolios en provecho de 
particulares en los trabajos de carga o 
descarga de buques de cualquier natu- 
raleza en los muelles y puertos de la Re- 
pública, así como en las operaciones de 
transporte de mercancías efectuadas en 
los mismos, y en todas las operaciones 
similares conexas o dependientes de las 
operaciones señaladas precedentemente. 
Esta Ley descansa sobre las previsiones 
del Art.8, párr.12 de la Constitución de 
la República que prohibe los monopolios 
y en el Art.106 del CT que declara ilícita 
las cláusulas del convenio colectivo 
atentatorias a la libertad de trabajo y al 
derecho de sindicación. Cualquier conven- 
ción entre particulares suscrita con el obje- 
to de burlar las disposiciones de esta ley, 
será nula de pleno derecho sin que para 
ello sea necesario la intervención de nin- 
gún procedimiento judicial. Son pasibles de 
aplicación de las sanciones previstas en esta 
Ley, los particulares que valiéndose de cual- 
quier medio de intimidación o amenaza 
coarten el derecho de libertad de tránsito 
en las zonas portuarias a las personas físi- 
cas o morales que en razón de las activida- 
des a que se dediquen tengan alguna vin- 
culación con las operaciones señaladas. 
Corresponde a la SET velar por el respeto y 
cumplimiento de esta ley. 


6.- Véase comentarios a los Arts. 106, 
334 y 335 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


7.- La Ley No. 6-86, no exige para dis- 
frutar del fondo que a través de ella se 
crea, que los trabajadores estén 
sindicalizados, ni limita su alcance a los 
miembros de las organizaciones sindica- 
les, teniendo una aplicación general para 
todos los trabajadores del área de la cons- 
trucción, lo que es expresamente señala- 
do en el artículo 5, del Decreto No. 683- 
86, del 5 de agosto de 1986, que 
establece el reglamento para la aplica- 
ción de la ley, el cual dispone que “El 
Fondo de Pensiones, Jubilaciones y Servi- 
cios Sociales de los Trabajadores de la 
Construcción y sus Afines, tiene como 
objetivo principal, establecer un sistema 
económico mutuo y equitativo para ga- 
rantizar el futuro y bienestar social de los 
trabajadores del área de la construcción 
y sus afines” y el literal a) del artículo 6, 
de dicho reglamento, que indica entre 
las funciones principales del fondo: “Otor- 
gar pensiones y jubilaciones a todos los 
trabajadores perteneciente al área de la 
construcción que califiquen de acuerdo a 
lo establecido en el presente reglamento 
y en cualquier otra disposición dictada 
por el Consejo, sin advertirse que para 
los trabajadores de esa área gozar de 
esos derechos, estuvieren obligados a ins- 
cribirse en alguna de las organizaciones 
sindicales existente en el país o por for- 
marse en el futuro, ni a realizar acitividad 
sindical alguna, por lo que la indicada 
ley no viola el derecho a la asociación de 
la República a todos los ciudadanos. (Sent. 
No. 13 del Pleno de la SCJ del 19 de julio 
del 2000, B. J. 1076, p. 101) (Sent. No. 
14 del Pleno de la SCJ del 19 de julio del 
2000, B. J. 1076, p. 108) (Sent. No. 15 
del Pleno de la SCJ del 19 de julio del 
2000, B. J. 1076, p. 113). 


8.- Con la creación de los fondos de pen- 
siones y jubilaciones en beneficio de de- 
terminados trabajadores, el Estado, lejos 
de quebrantar la igualdad entre los do- 
minicanos, da cumplimiento al mandato 
constitucional que le obliga tomar todas 
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las providencias protección y asistencia 
en provecho de los integrantes de los tra- 
bajadores de la construcción, con lo que 
además estimula el desarrollo de la se- 
guridad social, que como proclama el 
referido numeral 17 del Art. 8 de la Cons- 
titución, puede realizarse de manera pro- 
gresiva, por lo que no constituye ningu- 
na discriminación ni privilegio, el hecho 
de que los beneficios no se apliquen al 
mismo tiempo a todos los ciudadanos, 
sino a parte de ellos. (Sent. No. 13 del 
Pleno de la SCJ del 19 de julio del 2000, 
B. J. 1076, p. 100) (Sent. No. 14 del 
Pleno de la SCJ del 19 de julio del 2000, 
B. J. 1076, p. 107) (Sent. No. 15 del 
Pleno de la SCJ del 19 de julio del 2000, 
B. J. 1076, p. 112). 


Art.333.- “Se prohibe a los 
empleadores realizar prácticas des- 
leales o contrarias a la ética profesio- 
nal del trabajo. 


Se reputarán entre otras, prácticas 
desleales o contrarias a la ética pro- 
fesional del trabajo: 


1) Exigir a trabajadores o personas 
que soliciten trabajo que se absten- 
gan de formar parte de un sindicato 
o que soliciten su admisión como 
miembros del mismo; 


2) Ejercer represalias contra los tra- 
bajadores en razón de sus activida- 
des sindicales; 


3) Despedir o suspender un trabaja- 
dor por pertenecer a un sindicato; 


4) Negarse a establecer, sin causa jus- 
tificada, negociaciones para la cele- 
bración de convenios colectivos de con- 
diciones de trabajo, sin que esto 
signifique la aceptación del emplea- 
dor al pliego presentado por el sindi- 
cato de los trabajadores. 


El empleador podrá solicitar a la Se- 
cretaría de Estado de Trabajo la sus- 
pensión de las negociaciones por 
caso fortuito o de fuerza mayor, in- 
costeabilidad y otra causa económi- 
ca atendible. 


El Departamento de Trabajo compro- 
bará si existe o no la causa de sus- 
pensión alegada, y dictará la resolu- 
ción correspondiente. 


Si la causa es de naturaleza económi- 
ca se asesorará con el informe de tres 
Contadores Públicos Autorizados, uno 
seleccionado por los trabajadores, otro 
por la empresa y un tercero, que pre- 
sidirá, por el Secretario de Estado de 
Trabajo. 


Las disposiciones generales sobre sus- 
pensión de los efectos del contrato con- 
tenidas en el Título V, Libro Primero 
de este Código, se aplican al presente 
caso. 


5) Intervenir en cualquier forma en la 
creación o administración de un sin- 
dicato de trabajadores o sostenerlo 
por medios financieros o de cualquier 
naturaleza; 


6) Rehusar a tratar con los legítimos 
representantes de los trabajadores; 


7) Usar la fuerza, violencia, intimida- 
ción o amenaza, o cualquier forma de 
coerción contra los trabajadores o sin- 
dicatos de trabajadores, con el objeto 
de impedir u obstaculizar el ejercicio 
de los derechos consagrados por las 
leyes en favor de los mismos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 9-14 


Comentarios, 2-8 Legislación Extranjera, 15-16 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 333 37 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.307 del 
CT de 1951, modificado por la Ley 4958 
del 19 de julio de 1958 (G.O.8265). El 
ordinal 4) fue modificado por la Ley 271 
del 27 de mayo de 1964 (G.O.8863), y el 
CT de 1992 añadió la frase “sin que ésto 
signifique la aceptación del empleador 
al pliego presentado por el sindicato de 
los trabajadores”. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT recomendó el siguiente texto: 
“Todo empleador (o en su caso grupo de 
empleadores o sindicato de empleadores) 
que se niegue a abrir las negociaciones 
con un sindicato que ha sido certificado 
de conformidad con el artículol11, será 
sancionado con multa de 10 a 50 sala- 
rios mínimos, que se duplicará en caso 
de reincidencia. Sin perjuicio de ello, los 
trabajadores podrán ejercer su derecho 
de huelga, en cuyo caso el empleador 
podrá ser condenado a pagar lo días hol- 
gados. Para la aplicación de este artículo 
será órgano competente el Tribunal de 
Garantías Sindicales, establecido en vir- 
tud de la Ley sobre libertad sindical”. 
(Art.12 Anteproyecto sugerido por la OIT). 


3.- También la OIT recomendó la siguiente 
norma: “Los trabajadores deberán gozar 
de adecuada protección contra todo acto 
de discriminación tendiente a menosca- 
bar la libertad sindical en relación con su 
empleo. Dicha protección deberá ejercer- 
se especialmente contra todo acto que 
tenga por objeto: a) sujetar el empleo de 
un trabajador a la condición de que no 
se afilie a un sindicato o a la de dejar de 
ser miembro de un sindicato; b) despedir 
("desahuciar”) a un trabajador o perju- 
dicarlo en cualquier otra forma a causa 
de su afiliación sindical o de su partici- 
pación en actividades sindicales fuera de 
las horas de trabajo, o con el consenti- 
miento del empleador, durante las horas 
de trabajo”. 


4.- Sugirió, además, que: “Se consideran 
actos de injerencia, en el sentido del pre- 
sente artículo, principalmente, las medi- 
das que tiendan a fomentar la constitu- 
ción de organizaciones de trabajadores 
dominadas por un empleador o una or- 
ganización de empleadores, o a sostener 
económicamente o en otra forma, orga- 
nizaciones de trabajadores, con objeto 
de colocar esta organizaciones bajo el 
control de un empleador o de una orga- 
nización de empleadores”. 


5.- Otra disposición sugerida por la OIT 
decía: “Deberán crearse organismos ade- 
cuados a las condiciones nacionales, 
cuando ello sea necesario, para garanti- 
zar el respeto del derecho de sindicación. 


6.- Los ordinales 1,2 y 3 de este texto 
legal son prácticas de carácter individual. 


7.- La OIT propuso también el siguiente 
texto: “Se prohibe a los empleadores rea- 
lizar prácticas desleales o contrarias a la 
ética de las relaciones de trabajo, como 
las siguientes: 1.-sujetar el empleo de un 
trabajador a la condición de un sindica- 
to de trabajadores; 2.-despedir a un tra- 
bajador o perjudicarlo en cualquier otra 
forma a causa de su afiliación sindical o 
de su participación en actividades sindi- 
cales fuera de las horas de trabajo o, 
con el consentimiento del empleador, du- 
rante ellas; 3.-intervenir por sí o por in- 
terpuesta persona en la constitución de 
un sindicato de trabajadores o en algu- 
no de los actos que deban realizar los 
sindicatos de trabajadores en ejercicio de 
su autonomía, como la elección de sus 
órganos directivos, las deliberaciones 
acerca de pliegos de peticiones y otras 
de similar naturaleza; 4.-establecer o 
participar de alguna manera en el esta- 
blecimiento de “listas negras” por moti- 
vos sindicales, en perjuicio de sus anti- 
guos trabajadores, con el objeto de 
impedirles encontrar una nueva ocupa- 
ción; 5.-rehusar a tratar con los repre- 
sentantes de los trabajadores; 6.-usar de 
fuerza, violencia, intimidación o amena- 


38 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 333 


za, o de cualquier forma de coerción con- 
tra los trabajadores o sindicatos de tra- 
bajadores, con el objeto de impedir u obs- 
taculizar el ejercicio de los derechos 
consagrados por las leyes en favor de los 
mismos; 7.-negarse, sin causa ¡justificada 
a negociar con los representantes de los 
trabajadores con miras a la celebración 
de un convenio colectivo de trabajo. A 
los efectos del numeral 7 el artículo pre- 
cedente, no será injustificada la negativa 
a negociar con un sindicato minotario”. 


8.- Finalmente sugirió la OIT que: “El 
empleador podrá asimismo solicitar a la 
Secretaría de Estado de Trabajo la sus- 
pensión de la negociación colectiva por 
caso fortuito o de fuerza mayor, 
incosteabilidad transitoria de las opera- 
ciones u otras causas económicas 
atendibles. La solicitud se deberá justifi- 
car debidamente, a la satisfacción de la 
Secretaría del Trabajo, si fuera necesario 
mediante la sumisión de informes conta- 
bles, pericias o estudios económicos. La 
contraparte en la negociación deberá re- 
cibir toda la información que fuera co- 
municada a la Secretaría del Trabajo y 
tendrá derecho a ofrecer y producir sus 
propias pruebas. Contra la decisión de 
la Secretaría de Estado de Trabajo cabrá 
recurso ante el Tribunal de Garantías Sin- 
dicales, previsto en el título V de la pre- 
sente Ley, cuya decisión será definitiva”. 


DOCTRINA 


9.- Este texto legal trata de robustecer la 
libertad sindical y corregir la práctica de 
castigar o despedir a los trabajadores, y 
en particular a los dirigentes sindicales, 
por sus actividades sindicales. 


10.- Se enumeran una serie de hechos 
que se consideran como una práctica con- 
traria a la ética profesional del trabajo 
tales como: exigir a los trabajadores que 
se abstengan de formar parte de un sin- 
dicato, o que soliciten su admisión en él 
(hecho ya sancionado en el Art.332 del 


CT); ejercer represalias contra los traba- 
jadores en razón de sus actividades sin- 
dicales; negarse a negociar un convenio 
colectivo; intervenir en cualquier forma 
en la creación, administración o gestión 
del sindicato, así como negarse a tratar 
con los legítimos representantes de los 
trabajadores; coartar la libertad sindical 
por la fuerza o cualquier otra forma de 
presión o práctica antisindical. Sugirió 
además que, “Se consideran actos de 
injerencias, en el sentido del presente ar- 
tículo, principalmente, las medidas que 
tiendan a fomentar la constitución de or- 
ganizaciones de trabajadores dominadas 
por un empleador o una organización 
de empleadores, o a sostener económi- 
camente o en otra forma, organizacio- 
nes de trabajadores, con objeto de colo- 
car estas organizaciones bajo el control 
de un empleador o de una organización 
de empleadores”. 


11.- La libertad de expresión guarda es- 
trecha relación con el derecho de asocia- 
ción y entraña la libertad de respuesta, 
el derecho a disentir, el derecho a no afi- 
liarse al sindicato. Por consiguiente, cual- 
quier trabajador y hasta el propio 
empleador, sin sujeción a censura previa, 
puede emitir libremente su pensamiento 
al respecto. Precisamente por ésto se mo- 
dificó el Ord.4 del Art.47 del CT. Por tan- 
to, cualquier trabajador e incluso el 
empleador, puede opinar sobre la forma- 
ción de un sindicato, aunque no se per- 
mite al empleador “influir para restringir 
el derecho de los trabajadores a ingresar 
o no en un sindicato o a retirarse de aquél 
al que pertenece o a permanecer en él”. 
La libertad de opinión y de pensamiento 
no entraña una restricción al derecho aje- 
no, el cual no se limita, coarta o restrin- 
ge por el hecho de que se emita una opi- 
nión sobre un sindicato en formación o 
ya formado. 


12.- El inciso 4 tiene carácter colectivo. 
Establece como una práctica desleal con- 
traria a la ética del trabajo, la negativa 
del empleador a negociar el convenio 
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colectivo. Consagra como causa justifi- 
cativa de dicha negativa, motivos econó- 
micos, el caso fortuito o de fuerza mayor 
y se prevé asimismo un procedimiento 
para solicitar la suspensión de las nego- 
ciaciones en las cuales las autoridades 
de trabajo juegan un papel determinan- 
te. Deben hacer las comprobaciones de 
lugar y dictar una resolución administra- 
tiva que puede ser objeto de los recursos 
pertinentes. Cuando los motivos son eco- 
nómicos, la autoridad de trabajo se ase- 
sorará de los contadores públicos autori- 
zados que indica la ley. 


13.- El ordinal 5) trata sobre formas es- 
pecíficas de violación de la libertad sindi- 
cal, entre las que está el hecho de inter- 
venir en la creación, administración o 
sostenimiento económico de un sindica- 
to, en forma directa o indirecta. Este in- 
ciso comprende el hecho de financiar o 
ayudar económicamente al sindicato me- 
diante donación constante y sucesiva de 
locales, vehículos (camionetas, guaguas, 
computadoras, pago de energía eléctri- 
ca, subsidios, pago del personal, etc...) 
para uso del sindicato, mobiliario del lo- 
cal y pago permanente de valores para 
cubrir el costo del gasoil, luz, etc... 


14.- El ordinal 6) prohibe la práctica de 
rehusarse a tratar con los legítimos re- 
presentantes de los trabajadores, y el in- 
ciso 7) usar la fuerza física o amenaza 
para coaccionar a los trabajadores o sin- 
dicatos con el objeto de impedir u obsta- 
culizar sus actividades sindicales o los 
derechos que les acuerda la ley. 


LEGISLACIÓN EXTRANJERA 


15.- El Art.387 de la LFT de México dis- 
pone que: “el patrón que emplee traba- 
jadores miembros de un sindicato tendrá 
obligación de celebrar con éste, cuando 
lo solicite, un contrato colectivo”. 


16.- El Art.401 del CT de Panamá esta- 
blece que: “Si el empleador se niega a 


celebrar la convención colectiva, los tra- 
bajadores podrán, una vez terminada la 
conciliación, ejercitar el derecho de huel- 


n 


ga 


Art.334.- “Todo miembro de un sin- 
dicato puede separarse de éste en 
cualquier momento, a pesar de cláu- 
sula contraria en los estatutos, sin otra 
obligación que la de pagar las cuotas 
vencidas”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.308 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT propuso: “Todo miembro de 
un sindicato puede separarse de éste en 
cualquier momento, a pesar de cualquier 
cláusula contraria en los estatutos, sin 
otra obligación que la de pagar las cuo- 
tas vencidas”. 


DOCTRINA 


3.- El derecho de sindicación reconocido 
al trabajador comprende no sólo el de- 
recho de afiliarse y formar parte del sin- 
dicato, sino también el derecho a negar- 
se a formar parte del sindicato. Dentro 
de este orden de ideas se encuentra este 
texto legal. 


4.- Cualquier trabajador miembro de un 
sindicato tiene facultad para separarse 
de éste en cualquier momento. La ley sólo 
le impone una condición: la obligación 
de pagar las cuotas sindicales vencidas. 
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Este derecho reconocido al trabajador se 
sobrepone a cualquier cláusula en senti- 
do contrario previsto en los estatutos. 


5.- Igualmente, todo trabajador o miem- 
bro de un sindicato, tiene derecho a di- 
sentir, a evacuar su opinión, a manifes- 
tar su criterio aún en contra de la opinión 
del sindicato o de la mayoría. 


6.- Véase Arts.328, 331, 332 y 335 del 
ar. 


Art.335.- “El miembro de un sindi- 
cato que renuncia, que es excluido o 
que de cualquier otra manera deja de 
pertenecer a la asociación, pierde to- 
dos sus derechos sobre los bienes de 
la misma; pero conserva su condición 
de miembro de las instituciones de 
mutualidad, seguro u otras similares 
que dependen del sindicato o que es- 
tén administradas o subvencionadas 
por él”. 


INDICE 
Doctrina, 3-7 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.309 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT propuso: “El miembro de un 
sindicato que renuncia, es excluido o que 
de cualquier otra manera deja de perte- 
necer a aquél, pierde todos los derechos 
sobre bienes del mismo. Los estatutos 
podrán, sin embargo, prever que el inte- 
resado conservará, con la sola condición 
del pago de la cuota social correspon- 
diente, su calidad de miembro de las ins- 
tituciones de mutualidad, seguro u otras 
similares que dependen del sindicato o 


que estén administradas o subvenciona- 
das por él. Cuando los estatutos 
dispusieren la exclusión, de sus antiguos 
miembros, de los beneficios de estas ins- 
tituciones, deberán prever una indemni- 
zación a las personas afectadas, propor- 
cional a las contribuciones pagadas y a 
los beneficios recibidos”. 


DOCTRINA 


3.- La actuación del sindicato frente a sus 
asociados nace a partir de la solicitud de 
admisión, momento en que el sindicato 
debe ponderar este pedimento, acogerlo 
o rechazarlo. Este primer paso se rige ge- 
neralmente por los estatutos y por la ley 
que protege la libertad sindical y el dere- 
cho de sindicación. Toda restricción exce- 
siva puede entrañar una limitación de es- 
tos derechos. Una vez admitido como 
asociado, el trabajador tiene derecho a 
las prerrogativas de su condición de aso- 
ciado, como también asume las obliga- 
ciones propias de esta calidad. Por consi- 
guiente, tiene derecho a participar en las 
asambleas generales, con voz y voto; pue- 
de aspirar a cargos y funciones electivos; 
tiene derecho a que se le informe de las 
actividades generales y particulares del sin- 
dicato, de sus problemas, estados finan- 
cieros, en fin, goza de una variada gama 
de prerrogativas y de obligaciones, inclu- 
yendo el goce de los servicios asistenciales 
y la obligación de pagar las cuotas ordi- 
narias y extraordinarias establecidas por 
el sindicato, debiendo sujetarse a la disci- 
plina sindical, respetando las normas 
estatutarias y las ejecutorias provenientes 
de los órganos y autoridades sindicales. 


4.- En la actuación del sindicato frente a 
los trabajadores cabe destacar no sólo 
su representación en la contratación co- 
lectiva, o en su rol de colaboración con 
el gobierno y los empleadores en el diá- 
logo social, sino también cuando actúa 
como verdadera agencia de servicios (mé- 
dicos, jurídico, de empleo, deportes, re- 
creativos, etc.). 
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5.- En RD, la expulsión de un miembro 
del sindicato, por falta o decisión del sin- 
dicato o del órgano sindical competente, 
conlleva la pérdida de la calidad de aso- 
ciado. El miembro de un sindicato que 
renuncia, que sea excluido o de cualquier 
otra manera deje de pertenecer a la aso- 
ciación, pierde todos sus derechos sobre 
los bienes de la misma; pero conserva su 
condición de miembro de las institucio- 
nes de mutualidad, seguro u otras simi- 
lares que dependan del sindicato o que 
estén administradas o subvencionadas 
por él. El sindicato sólo puede separar el 
miembro cesante de las citadas institu- 
ciones, “mediante indemnización propor- 
cional a las contribuciones pagadas y a 
los beneficios recibidos, la cual se fijará 
de acuerdo con los estatutos del sindica- 
to o con los instrumentos constitutivos de 
dichas instituciones” (Art.336 del CT). 


6.- La disposición que prevé este texto 
legal se justifica por la naturaleza y pro- 
pósitos perseguidos por las instituciones 
de mutualidad, seguros y otras similares. 


7.- Resumiento, este texto consagra el al- 
cance de los derechos del trabajador que 
se separa del sindicato, sea por renuncia 
o por su exclusión conforme a los estatu- 
tos del sindicato o que deje de pertene- 
cer al mismo por cualquier otro motivo. 
En tales casos, la pérdida de la condición 
de miembro del sindicato no entraña la 
pérdida de sus derechos como miembro 
de las instituciones de mutualidad, segu- 
ro u otras similares que dependen del sin- 
dicato o que estén administradas o sub- 
vencionadas por éste. 


Art.336.. “El sindicato sólo puede se- 
parar de las instituciones a que se 
refiere el artículo 335 al miembro ce- 
sante, mediante indemnización pro- 
porcional a las contribuciones paga- 
das y a los beneficios recibidos, la 
cual se fijará de acuerdo con los es- 
tatutos del sindicato o con los instru- 
mentos constitutivos de dichas insti- 
tuciones”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.310 del 
CT de 1951, con la adecuación al cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto prevé una excepción a los 
derechos que reconoce el artículo prece- 
dente al trabajador que deja de pertene- 
cer al sindicato. 


DOCTRINA 


3.- Esta disposición consagra la facultad 
del sindicato de separar al trabajador que 
deja de pertenecer al mismo, de las insti- 
tuciones mutualistas, de seguro y de ca- 
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rácter similar de que trata el Art.335, 
mediante el pago de una indemnización 
proporcional a las contribuciones paga- 
das por el trabajador y a los beneficios 
recibidos. Esta indemnización debe pa- 
garse conforme a las normas estatutarias 
previstas al efecto o de acuerdo al recur- 
so correspondiente a la institución o a 
las normas constitutivas de las mismas. 


4.- Las instituciones a que hacen refe- 
rencia los artículos 335 y 336 tienen un 
carácter privado y son dependientes del 
sindicato pues están administrados o 
subvencionadas por éste. Consecuente- 
mente, estos textos legales no se apli- 
can a los Fondos de Pensiones y Retiros 
u otras instituciones semejantes crea- 
das por la ley. 
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TITULO IV 
DE LA CAPACIDAD DE LOS SINDICATOS 


Art.337.- “Los sindicatos, por efecto 
de su registro en la Secretaría de Es- 
tado de Trabajo, adquieren persona- 
lidad jurídica. 


Por consiguiente, tienen derecho a 
estar en justicia, a adquirir sin auto- 
rización administrativa, a título gra- 
tuito u oneroso, bienes muebles o 
inmuebles, y, en general, a hacer to- 
dos los actos y negocios ¡jurídicos que 
tengan por objeto la realización de 
sus fines”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.311 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Las disposiciones de este texto legal 
constituyen una consagración particular 
del derecho de constituir organizaciones 
sindicales sin autorización previa, previs- 
ta en el Convenio 87 de la OIT ratificado 
por el Congreso Nacional. Por consiguien- 
te, la naturaleza de las formalidades re- 
lativas al registro del sindicato de que 
tratan los Arts. 373 al 377 de este Códi- 
go, no deben constituir ni considerarse 
obstáculos para el derecho de sindica- 
ción ni ser equivalentes a una autoriza- 
ción previa de la Autoridad competente, 
de modo que los poderes públicos res- 
trinjan las garantías a la libertad sindical 
consagrados constitucionalmente. Por este 


motivo, los párrafos finales del Art.376 
consagran el registro automático del sin- 
dicato, venciendo de este modo cualquier 
reticencia oficial. 


DOCTRINA 


3.- Los sindicatos, por efecto de su regis- 
tro en la SET, adquieren personalidad ¡u- 
rídica. Por consiguiente, tienen derecho 
a estar en justicia, a adquirir sin autori- 
zación administrativa, a título gratuito u 
oneroso, bienes muebles o inmuebles, y, 
en general, a hacer todos los actos y ne- 
gocios jurídicos que tengan por objeto la 
realización de sus fines. Los sindicatos no 
pueden adquirir inmuebles que no sean 
necesarios para la celebración de sus re- 
uniones o para sus escuelas, bibliotecas, 
campos de experimentación y demás 
obras concernientes a su objeto (Art.338 
CT). Las adquisiciones hechas en contra- 
vención de la disposición a lo dicho ante- 
riormente, serán anuladas a petición de 
cualquier interesado (Art.339 CT). Ade- 
más, se prohibe a los sindicatos ejercer el 
comercio, así como realizar actividades 
contrarias a la Constitución de la Repú- 
blica (Art.340 CT). Sin embargo, los sin- 
dicatos podrán constituir asociaciones 
cooperativas entre sus miembros, de 
acuerdo con la legislación que rige la 
materia. 


4.- Según Capitant (Vocabulario Jurídi- 
co), personalidad jurídica es la aptitud 
reconocida a una agrupación o estable- 
cimiento creado por el Estado o un parti- 
cular, para tener en esa calidad existen- 
cia jurídica propia y ser sujeto de 
derechos. 


5.- Sobre los efectos del registro del sin- 
dicato existen en nuestro medio, opinio- 
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nes opuestas. Para algunos, como Luis 
Miguel Pereyra (“El Registro del Sindicato 
y su Cancelación en el Nuevo Código de 
Trabajo de la República Dominicana”, V 
Congreso sobre Derecho del Trabajo, San- 
to Domingo, 1993, p.10), el registro “es 
indispensable para el nacimiento del 
sindicato; tiene un carácter constitutivo y 
no declarativo, puesto que sólo su cum- 
plimiento le permitirá al sindicato adqui- 
rir la personalidad jurídica y todos los be- 
neficios y atribuciones que de ellas se 
desprenden y la validez de sus actos”. 


6.- Para otros, el registro “consiste úni- 
camente en una formalidad” no necesa- 
ria para el funcionamiento del sindicato, 
y por tanto, no se relaciona con su naci- 
miento; consecuentemente, no tiene un 
carácter constitutivo. 


7.- Lo establecido en el párrafo de este 
texto legal son atributos propios e inhe- 
rentes a la personalidad jurídica de toda 
persona moral. En las asociaciones que 
no persiguen fines pecuniarios regulados 
al tenor de la Ley 520 de 1920, la perso- 
nalidad ¡jurídica proviene del cumplimien- 
to de los requisitos y condiciones previs- 
tas en esta ley. Para los sindicatos de 
empleadores y trabajadores, la persona- 
lidad jurídica y los atributos propios de 
ésta, provienen, en virtud del Art.337 y 
del Art.377, ambos del CT, del hecho de 
su registro en la SET. 


Art.338..- “Los sindicatos no pueden ad- 
quirir inmuebles que no sean necesa- 
rios para la celebración de sus reunio- 
nes o para sus escuelas bibliotecas, campos 
de experimentación y demás obras con- 
cernientes a su objeto”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una reproducción textual 
del Art.312 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La OIT recomendó el siguiente texto: 
A reserva de lo dispuesto en el Art.34, en 
las empresas o ramas de actividad eco- 
nómica en donde existiere un convenio 
colectivo vigente no se podrá plantear un 
conflicto económico cuando éste tuviere 
por objeto modificar, durante la vigencia 
del convenio colectivo, lo que en el mis- 
mo se hubiere pactado. (Art.31 Antepro- 
yecto sugerido por la OIT). 


DOCTRINA 


3.- Los sindicatos son organizaciones pro- 
fesionales de trabajadores o empleadores 
creadas con un objetivo particular: la 
defensa de los intereses profesionales de 
sus miembros y el bienestar social y eco- 
nómico de los mismos. Esto se desprende 
de la definición legal de sindicato 
(Art.317) y de los fines del mismo de que 
trata el Art.325. 


4.- Los sindicatos no son personas de de- 
recho comercial, aunque en su organizo- 
ción y estructura existen ciertas semejan- 
zas con las propias de las sociedades 
comerciales. El sindicato no persigue fi- 
nes comerciales ni realiza actos de co- 
mercio. Por ello, este texto prohibe al sin- 
dicato adquirir inmuebles que no sean 
los necesarios para la celebración de sus 
reuniones o para sus escuelas, bibliote- 
cas, campos de experimentación y demás 
obras concernientes a su objeto. 


5.- Véase comentarios a los Arts.317, 
325, 333, 339 y 340 del CT. 
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Art.339.- “Las adquisiciones hechas 
en contravención de la disposición del 
artículo 338 serán anuladas a peti- 
ción de cualquier interesado”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.312 del 
CT de 1951, con la adecuación por cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del Art.338. 


DOCTRINA 


3.- Este artículo consagra la facultad de 
cualquier interesado de pedir la anula- 
ción de las adquisiciones hechas por el 
sindicato para fines que contravengan los 
señalados en el Art.338 del CT. 


4.- ¿Quién es cualquier interesado?. Pue- 
de ser un miembro del sindicato u otro 
sindicato, un empleador o una persona 
a la que le interesa el inmueble o consi- 
dere que su derecho ha sido perjudicado 
por la adquisición. El interesado es todo 
aquel que tenga un interés legítimo para 
justificar la acción. 


5.- Se requieren tres condiciones básicas 
para que la demanda sea admisible: a) 
la capacidad; b) la calidad y c) el interés. 
Este último debe ser directo, personal y 
actual. 


Art.340.. “Se prohibe a los sindica- 
tos ejercer el comercio, así como rea- 
lizar actividades contrarias a la Cons- 
titución de la República. 


Sin embargo, los sindicatos podrán 
constituir asociaciones cooperativas en- 
tre sus miembros, de acuerdo con la le- 
gislación que rige la materia”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-8 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.314 del 
CT de 1951, modificado por la Ley 4667 
del 12 de abril de 1957 (G.0.8110), al 


que se añadió el párrafo. 


COMENTARIOS 


2.- La prohibición de los sindicatos de 
ejercer el comercio es una consecuencia 
del carácter y de la naturaleza de los sin- 
dicatos; de su propia finalidad. No son 
comerciantes ni pueden realizar actos de 
comercio. La libertad sindical ni se com- 
pra ni se vende. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal también prohibe rea- 
lizar actividades contrarias a la Constitu- 
ción de la República. Esto implica que el 
sindicato no es un partido político, aun- 
que puede, en ocasión de sus actividades 
sindicales, participar en los organismos 
de toma de decisión y hasta realizar acti- 
vidades políticas, como luchar por un vida 
político-social más justa. 
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4.- El Art.4 de la Constitución de la Re- 
pública prevé que el gobierno de la Na- 
ción es esencialmente civil, republicano, 
democrático y representativo. Consecuen- 
temente, al sindicato le está vedado, por 
ejemplo, establecer en sus Estatutos como 
fines del sindicato, luchar por el estable- 
cimiento de un gobierno socialista o 
antidemocrático. El Art.100 de la mis- 
ma Constitución dispone que la Repú- 
blica condena todo privilegio y toda si- 
tuación que tiende a quebrantar la 
igualdad de todos los dominicanos. El 
Art.8, al consagrar los derechos indivi- 
duales y sociales establece, entre otros, 
la inviolabilidad de la vida, la libertad 
de conciencia y de cultos, la inviolabili- 
dad de la correspondencia, la libertad 
de trabajo, la libertad sindical, la liber- 
tad de opinión y pensamiento, el dere- 
cho a la seguridad social, la prohibi- 
ción de monopolios, etc... 


5.- Está vedado al sindicato, en virtud 
del Art.340, dedicarse a aquellas activi- 
dades contrarias a estos derechos y ga- 
rantías, y contraria a cualquier otro pre- 
cepto constitucional. 


6.- Por este motivo, el Art.394 dispone 
que el fuero sindical cesa si el trabajador 
o el dirigente sindical ejecuta, dirige o 
participa en acciones violatorias de la 
Constitución de la República. 


7.- El párrafo final del Art.340 permite a 
los sindicatos constituir asociaciones coo- 
perativas entre sus miembros, conforme 
a las disposiciones legales que rigen la 
materia (Ley No.127 de 27 de enero de 
1964, sobre asociaciones cooperativas y 
Reglamento para la aplicación de dicha 
Ley 127, del veinticinco de julio de 1986). 


8.- Véase comentarios a los Arts. 317, 
325 y 338 del CT. 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 341 47 


TITULO V 
DEL PATRIMONIO DEL SINDICATO Y SU ADMINISTRACIÓN 


Art.341.- “El patrimonio de un sindi- 
cato se forma: 


1) Con las cuotas de sus miembros y 
otras contribuciones obligatorias, cuyo 
motivo y exigibilidad deben fijarse en 
los estatutos; 


2) Con las contribuciones voluntarias 
de sus miembros o de terceros; 


3) Con los demás bienes que adquie- 
ra a título gratuito u oneroso”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.315 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, la OIT comentó: “en- 
tre las fuentes de financiamiento conven- 
dría considerar asimismo, a las 
contribuciones que los trabajadores que 
no son miembros de un sindicato que ha 
firmado un convenio colectivo, pudieran 
ser obligados a pagar a aquél, por el 
hecho de beneficiarse de dicho convenio. 
Estas contribuciones, conocidas como cuo- 
ta de solidaridad, canon de negociación 
colectiva o agency shop, son admitidos por 
la legislación de muchos países, por ejem- 
plo Argentina, España, el Reino Unido o 
Suiza. Se sugiere el texto siguiente: Se 
considera válida la inclusión, en conve- 


nios colectivos, de una cláusula en virtud 
de la cual los trabajadores que se benefi- 
cian del convenio colectivo pero no son 
miembros del sindicato, deberán partici- 
par al financiamiento de este último me- 
diante una contribución denominada - 
canon de negociación colectiva-. Esta 
contribución se recaudará de la misma 
manera que las cuotas o contribuciones 
sindicales de los trabajadores que son 
miembros del sindicato, pero en ningún 
caso podrá ser de un monto superior a la 
mitad de la cuota ordinaria que los miem- 
bros deben pagar”. 


DOCTRINA 


3.- El patrimonio de los sindicatos, como 
el de las personas morales, se forma con 
las cuotas de sus miembros, las cuales 
pueden ser ordinarias o extraordinarias; 
éstas últimas por causas o motivos espe- 
ciales y con los demás bienes que ad- 
quiera a título gratuito u oneroso. 


4.- La ley habla también de contribucio- 
nes obligatorias cuyos motivos y 
exigibilidad deben fijarse en los Estatutos 
de los sindicatos. Entre éstas cabe men- 
cionar las provenientes del convenio co- 
lectivo de condiciones de trabajo. El sin- 
dicato también se forma mediante 
contribuciones voluntarias de sus miem- 
bros o terceros, los cuales pueden incluir 
donativos. 


5.- Conforme al Art.318, los sindicatos 
no pueden recibir subsidios ni ayudas de 
los partidos políticos, ni de entidades re- 
ligiosas. El ordinal 5) del Art.333 prohibe 
al empleador sostener por medios finan- 
cieros o de cualquier naturaleza al sindi- 
cato. Esto no impide que el sindicato, por 
ejemplo, acepte la donación de un in- 
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mueble de parte del empleador para ser 
destinado a los fines sindicales. 


6.- El numeral 3) de este Art.341 se refie- 
re a las aportaciones de otros bienes que 
recibe gratuitamente el sindicato o ad- 
quiere a título oneroso. La ley no esta- 
blece distinción sobre el tipo de bienes, 
determinando que el ingreso de éstos al 
patrimonio del sindicato puede ser a tí- 
tulo oneroso o gratuito. 


Art.342.- “Los fondos del sindicato 
deben ser depositados, a medida que 
se perciben, en una institución ban- 
caria, en cuenta abierta a nombre de 
la asociación”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.316 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra la obligación del 
sindicato de abrir en una institución ban- 
caria, una cuenta a nombre de la aso- 
ciación y la obligación del sindicato de 
depositar los fondos del mismo a medida 
que se perciben, en dicha cuenta. 


DOCTRINA 


3.- La ley no prevé la naturaleza de la 
cuenta, por lo que ésta puede ser una 
cuenta corriente, de ahorro, de depósito 
a plazo fijo, etc.... La exigencia de depo- 
sitar en el Banco los valores o fondos del 
sindicato a medida que se perciben, se 
dispone como una manera de prevención 


de eventuales pérdidas o sustracciones que 
pueden provenir incluso de terceros. 


4.- Aunque la ley no se refiere a ello y 
prohibe a los sindicatos dedicarse al co- 
mercio, el referido depósito podría ha- 
cerse mediante certificados de depósito a 
plazo fijo, cédulas o certificados hipote- 
carios. El fin de la ley es evitar el dispen- 
dio innecesario de los fondos sindicales, 
pero no le impide que el depósito pro- 
duzca interés en beneficio del sindicato, 
siempre que no le impida utilizar dichos 
fondos cuando fuere necesario para la 
consecución de los fines sindicales. 


5.- Véase Arts.362 y siguientes del CT. 


JURISPRUDENCIA 


6.- Al admitirse toda clase de pruebas y 
apreciarlas soberanamente, se elimina en 
materia de trabajo la disposición del ar- 
tículo 1356 del Código Civil que da ca- 
rácter indivisible a la confesión. (Sent. 23 
diciembre 1948, B.J.461, p.2019). 


Art.343.- “Sólo es permitido mante- 
ner en la caja del sindicato la suma 
que indiquen los estatutos para gas- 
tos menudos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.317 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Esta disposición es una aplicación par- 
ticular del sistema de organización y fun- 
cionamiento propio de las sociedades co- 
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merciales, que se incorpora a la organi- 
zación sindical. En el manejo de esta cuen- 
ta para gastos menudos, se impone al 
sindicato mantener al día los asientos de 
entrada y salida de los mismos. 


DOCTRINA 


3.- El monto de esta cuenta lo determi- 
nan los estatutos, cuando no la junta o 
consejo directivo del sindicato, aunque 
la ley impone esta obligación a las nor- 
mas estatutarias. 


4.- Las disposiciones de este artículo com- 
pletan las del Art.342, que prevé la obli- 
gación del depósito de los fondos sindi- 
cales en una institución bancaria. Las 
nrevisiones del Art.343 constituyen una 
excepción a las previsiones del citado 
Art.342. 


5.- Se trata de la única excepción o liber- 
tad permitida al depósito obligatorio de 
la totalidad de los fondos sindicales en 
una institución bancaria. 


6.- Véase Arts.362, 263 y siguientes del 
GT 


Art.344.- “Si en el lugar del domici- 
lio social no hay ninguna institución 
bancaria, el depósito de los fondos se 
hará en la forma que determine el 
consejo directivo del sindicato, con la 
autorización del Departamento de 
Trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.318 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la situa- 
ción especial de que en el domicilio so- 
cial del sindicato no exista una institu- 
ción bancaria en la cual el sindicato 
pueda abrir una cuenta bancaria y de- 
positar los fondos del mismo. 


DOCTRINA 


3.- En dicho supuesto, se deja a voluntad 
del consejo directivo del sindicato, con la 
autorización del Departamento de Tra- 
bajo, determinar la forma y el lugar del 
referido depósito. 


4.- Los sindicatos son asociaciones de 
derecho privado cuya organización y 
funcionamiento legal se establecen en 
forma análoga de las sociedades co- 
merciales. Sin embargo, y a pesar de la 
garantía constitucional de la libertad 
sindical, el legislador no deja a la vo- 
luntad del consejo directivo del sindi- 
cato determinar la forma del depósito 
de los fondos sindicales, cuando en el 
lugar de su asiento no exista una insti- 
tución bancaria. Impone y requiere la 
autorización de las autoridades de tra- 
bajo. 


5.- Podría pensarse que esta medida cons- 
tituye una restricción a los principios de 
la libertad sindical, pues restringe el de- 
recho y la libertad de los trabajadores y 
de sus autoridades de determinar la for- 
ma del depósito de los fondos sindicales. 
Sin embargo, el sindicato es una organi- 
zación profesional que, por su funciona- 
miento y objetivos se distancia de las com- 
pañías comerciales, y la autorización de 
la autoridad de trabajo, lejos de consti- 
tuir una restricción al ejercicio de la li- 
bertad sindical, es una forma de garanti- 
zar la salud económica de los sindicatos 
y con ello su propia independencia y au- 
tonomía. No se trata de una cuestión de 
fondo, sino de forma, que en nada vicia 
la libertad sindical. 
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Art.345.- “Las órdenes de pago a car- 
go de los fondos del sindicato deben te- 
ner las firmas de los dos funcionarios 
del sindicato que para tal fin señalen 
los estatutos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una reproducción textual 
del Art.319 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal tiene como objeto ase- 
gurar a los miembros de los sindicatos 
ciertos derechos esenciales, como un ma- 
nejo claro y honesto de sus fondos. 


DOCTRINA 


3.- El legislador no deja a los estatutos ni 
al consejo directivo del sindicato, deter- 
minar el número de firmas de los funcio- 
narios del sindicato, necesarias para el 
manejo de sus fondos, sino que prevé que 
en los estatutos se señalarán los dos fun- 
cionarios cuyas firmas avalarán las órde- 
nes de pago a cargo de los fondos del 
sindicato. 


4.- Tampoco esta medida puede conside- 
rarse una limitación a la libertad sindi- 
cal, ni al derecho del sindicato de mane- 


jar libremente sus fondos sindicales, pues 
se trata de una cuestión formal. Queda 
a voluntad del sindicato escoger los dos 
funcionarios que deben firmar sus che- 
ques y órdenes de pago con cargo a los 
fondos del sindicato. 


Art.346.- “Los estados relativos al 
movimiento de fondos del sindicato se 
fijarán en lugar visible, en el asiento 
social”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una reproducción textual 
del Art.320 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una medido 
de publicidad necesaria para asegurar la 
transparencia en el manejo de los fondos 
del sindicato, y fortalecer la confianza de 
sus miembros en el consejo directo del 
mismo. 


DOCTRINA 


3.- Los estados relativos al movimiento 
de fondos del sindicato se fijarán en lu- 
gar visible asequible a todos los trabaja: 
dores afiliados. 
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4.- Véase comentarios al Art.347. 


Art.347.- "Se enviarán copias de 
los estados a que se refiere el artículo 
346, el mismo día en que se fijen, al 
Departamento de Trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.321 del 
CT de 1951, con una adecuación al cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- La publicidad prevista en el Art.346 del 
CT se completa con la obligación de enviar 
copias de los estados relativos al movimiento 


de fondos del sindicato, a las Autoridades 
de Trabajo el mismo día en que se fijen en 
el lugar visible del asiento social. 


DOCTRINA 


3.- La ley menciona al Departamento 
de Trabajo como la autoridad ante 
la cual debe cumplimentarse esta 
obligación. Por Departamento de Tra- 
bajo ha de entenderse no sólo este 
departamento de la SET con asiento 
en el Distrito Nacional, sino también 
las dependencias del mismo abiertas 
en el interior y las oficinas de los re- 
presentantes locales de trabajo que, 
conforme a los Arts.422 y 431 del CT, 
ostentan la representación de la SET 
en el lugar y demarcación de su 
asiento. 


4.- La ley no determina el número de co- 
pias de los estados relativos al movimien- 
to de fondos del sindicato, que éstos de- 
ben remitir al representante legal del 
Departamento de Trabajo. 
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TITULO VI 


DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS SINDICATOS 


Art.348.- “Las actividades del sindi- 
cato son ejercidas por la asamblea 
general de sus miembros, por un con- 
sejo directivo y por los funcionarios y 
comisiones permanentes o tempora- 
les que el sindicato considere útiles 
para la mejor realización de sus fi- 


n 


nes . 


INDICE 


Antecedentes, 1 -Actuación frente a otros 


Disposiciones Reglamentarias, 2 sindicatos, 15 
Comentarios, 3 -Actuación frente al 
Doctrina, 4-12 empresario, 16 
-Actuación del sindicato frente | -Actuación ante la sociedad, 17 


asus miembros, 13 -Actuación en la comunidad 


-Actuaciones de los sindicatos internacional, 18 


en el plano nacional, 14 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.322 del 
CT de 1951. 


DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS 


2.- El Reglamento 258-93 para la aplica- 
ción del CT de 1992 establece en su 
Art.83: “Son disposiciones esenciales para 
el funcionamiento regular de los sindica- 
tos, la indicación en sus estatutos de su 
nombre, domicilio, objeto, obligaciones 
y derechos de los asociados, condiciones 
de admisión, duración o indicación de 
que es por tiempo indefinido, personas 
que los representan frente a terceros, 
número de funcionarios que constituyen 
el consejo directivo y el quórum, tanto 
para las sesiones del consejo directivo, 
como para las asambleas generales, nú- 
mero de miembros que en una u otra 


forman la mayoría para decidir y forma 
o formas de convocatoria para reunirse 
regularmente”. 


COMENTARIOS 


3.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que: “La organización y 
funcionamiento de los sindicatos están 
inspirados en las sociedades comerciales 
por acciones, con los cambios que la na- 
turaleza de esta asociación hace reco- 
mendables. Se consagra el derecho igual 
a todos los miembros del sindicato de asis- 
tir a las sesiones de la asamblea general, 
expresar en ellas sus opiniones y votar 
las resoluciones que se sometan regular- 
mente. Cada miembro tiene derecho a 
un voto. El consejo directivo se compone 
por lo menos de tres miembros, elegidos 
por la asamblea para un período que no 
deberá exceder de dos años”. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal se refiere a las autori- 
dades del sindicato (asamblea general, 
consejo directivo, los comisarios y las co- 
misiones temporales o permanentes, pre- 
vistas en los estatutos, o que establezca 
la asamblea general o el consejo directi- 
vo). La asamblea es la máxima autoridad 
que se reúne de forma ordinaria o ex- 
traordinaria conforme estipulaciones 
estatutarias que completan las disposi- 
ciones legales al respecto y establecen el 
quórum, los plazos para la convocatoria 
y las fechas de celebración de las mis- 
mas. La asamblea ordinaria tiene efecto 
en una fecha determinada en los estatu- 
tos y la extraordinaria cada vez que sea 
necesario tratar los asuntos que le con- 
ciernen estatutariamente. 
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5.- La estructura y funcionamiento de los 
sindicatos deben ser democráticos. En opi- 
nión de Manuel Alonso Olea (Derecho 
del Trabajo, 7ma.edic., Madrid, 1981, 
p.438), las seguridades mínimas de la 
democracia sindical, aparte de garanti- 
zar plena autonomía al gobierno del sin- 
dicato, deben incluir las siguientes: a) los 
poderes últimos en cuanto a los actos tras- 
cendentales del sindicato deben residir 
directa o indirectamente en el sindicato, 
en una asamblea o congreso de repre- 
sentantes libremente escogidos por ellos; 
b) las facultades para actos menos tras- 
cendentes deben ser confiados por el sin- 
dicato o su asamblea a órganos de re- 
presentación y gobierno, debiendo los 
estatutos prever un régimen electoral de- 
mocrático mediante el sufragio libre y 
secreto; c) libertad de expresión y delibe- 
ración en las reuniones con libertad de 
proposiciones y candidaturas y concesión 
de igualdad de oportunidad a éstos. Pero 
también se corre el riesgo de caer en lo 
que Duverger denomina “elitismo de las 
comisiones de base y sus asambleas ge- 
nerales, donde no se reúne sino una mi- 
noría y donde decide una minoría de la 
minoría.” (M. Duverger, Carta Abierta a 
los Socialistas, trad.español J.A.Bravo, 
Madrid, 1977, p.70-137, citado por 
Alfredo Montoya Melgar, ob.cit.p.123). 


6.- Como la organización y el funciona- 
miento de los sindicatos se inspiran en 
las sociedades comerciales por acciones, 
la asamblea general de sus miembros es 
la máxima autoridad del sindicato y sus 
actividades son ejercidas: a) por la asam- 
blea general; b) por un consejo directi- 
vo; y c) por los funcionarios y comisiones 
permanentes o temporales que el sindi- 
cato considere útiles para la mejor reali- 
zación de sus fines. El consejo directivo, 
salvo disposición contraria de los estatu- 
tos, tiene la representación legal del sin- 
dicato y puede delegarla en cualquiera 
de sus miembros (Art.368 CT), siendo res- 
ponsable de su gestión de acuerdo a las 
reglas del mandato, a menos que el miem- 
bro o miembros hayan salvado su voto 


por escrito o lo hagan constar en acta 
(Art.369 CT). Los estatutos determinan la 
existencia y las atribuciones de cada uno 
de estos órganos, la forma y plazo de la 
convocatoria a la asamblea general y el 
tiempo en el cual las persona físicas que 
los integran ejercerán sus funciones. Los 
propios estatutos disponen también las 
atribuciones de cada Secretario inte- 
grante de la Junta Directiva, los pode- 
res y atribuciones de las asambleas ge- 
nerales ordinarias o extraordinarias. Los 
estatutos tratan, asimismo, sobre las 
condiciones de admisión y exclusión de 
los miembros del sindicato; del patri- 
monio del sindicato y establecen ade- 
más otras disposiciones de interés para 
sus miembros, particularmente las cau- 
sas y formas de disolución de la asocia- 
ción profesional. 


7.- Los órganos del sindicato no constitu- 
yen una nueva persona jurídica distinta 
del sindicato, sino que son partes de la 
asociación profesional. La asamblea ge- 
neral se constituye y puede deliberar vá- 
lidamente con la asistencia de más de la 
mitad de los miembros del sindicato 
(Art.349 CT). Pero los estatutos pueden 
establecer, teniendo en cuenta el crecido 
número de afiliados al sindicato y la difi- 
cultad para su reunión en un mismo lu- 
gar, que la asamblea general se forme 
con los delegados (Art.350 CT). En caso 
de delegación, dichos miembros tienen 
derecho a participar en la elección de los 
delegados (Art.351 CT). Estos derechos 
(el de asistir a las asambleas generales y 
el de elegir delegados a la misma) solo 
pueden ejercerse personalmente, por los 
miembros del sindicato (Art.352 CT). Por 
consiguiente, los directivos o representan- 
tes de una federación o confederación 
no tienen derecho al voto en el sindicato 
ni están obligados a asistir a las asam- 
bleas generales de éstos. Toda vez que, 
los asistentes a la asamblea general y los 
delegados a las mismas, deben ser miem- 
bros del sindicato, y, en dichas asambleas, 
cada miembro o delegación tiene dere- 
cho a un voto (Art.353 CT). 
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8.- La ley reglamenta cómo debe efec- 
tuarse la elección de los delegados a las 
asambleas generales (Arts.355,356 y 357 
CT). La composición del consejo directi- 
vo, por lo menos de tres miembros elegi- 
dos por la asamblea general, por un pe- 
ríodo que no excede dos años. 


9.- Prevé también que cuando la asam- 
blea general no se reúna en la época 
determinada por los estatutos para la 
elección, el consejo directivo elegido con 
anterioridad continuará ejerciendo sus 
funciones con la obligación de convocar 
a nuevas elecciones en el término de un 
mes. Si esta nueva asamblea no se reúne 
o si no se llega a un acuerdo, la comisión 
electoral asumirá las funciones del con- 
sejo directivo hasta que se designe los 
nuevos miembros de dicho consejo. Esto 
último es una enmienda que introduce el 
Art. 360 del CT, pues en el CT de 1951 
no se establecía tal cosa. 


10.- La asamblea general también desig- 
na los comisarios, que deben ser miem- 
bros del sindicato, y cuya función es fis- 
calizar el empleo de los fondos sindicales, 
con derecho de convocar la asamblea 
general en los casos de urgencia (Art.363 
CT). Los comisarios tienen derecho al exa- 
men de los libros, a tomar comunicación 
de los mismos y a examinar las operacio- 
nes realizadas por el consejo directivo, 
cuando lo juzgue conveniente en interés 
del sindicato (Art.364 CT). El consejo di- 
rectivo debe formar cada tres meses 
un estado sumario de la situación ac- 
tiva y pasiva del sindicato y todos lo 
años, en la fecha fijada por los estatu- 
tos, un inventario de sus bienes, de- 
biendo dar copia de todos estos docu- 
mentos a los comisarios (Art.365 CT), 
quienes deben presentar un informe 
sobre las cuentas, que el consejo so- 
mete anualmente a la asamblea gene- 
ral. La decisión o deliberación de la 
asamblea general sobre las cuentas del 
sindicato, si no es precedida del infor- 
me de los comisarios, es legalmente 
nula (Art.366 CT). 


11.- Los sindicatos acostumbran a esta- 
blecer en los estatutos que corresponde 
a la asamblea general ordinaria ele- 
gir a los miembros del consejo directivo, 
con dos sustitutos, a los miembros del 
consejo disciplinario y sus respectivos sus- 
titutos y a los supervisores o comisarios y 
sus respectivos sustitutos. 


12.- También es frecuente leer en los es- 
tatutos que corresponde a las asambleas 
generales extraordinarias: a) elegir en 
el momento que se haga necesario, a los 
demás funcionarios y comisiones perma- 
nentes o temporales que el sindicato esti- 
me útiles para la mejor realización de 
sus fines; b) aprobar el presupuesto ge- 
neral del sindicato; c) ordenar gastos no 
previstos en el presupuesto anual; d) co- 
nocer la memoria anual del consejo di- 
rectivo y los estados financieros de cada 
año fiscal, presentados por éste; e) otor- 
gar derechos de comisiones y nombrar 
asesores legales o financieros para el 
mejor funcionamiento del sindicato; f) de- 
clarar huelga, previo cumplimiento de 
todos los trámites y requisitos legales es- 
tablecidos por el CT; g) modificar en lo 
que crea pertinente lo establecido en los 
estatutos, siempre con apego estricto a 
las leyes vigentes en nuestro país; h) ex- 
pulsar a cualquier miembro que cometa 
alguna de las faltas señaladas en los es- 
tatutos; i) conocer las sentencias emiti- 
das por el consejo disciplinario contra 
cualquier miembro acusado de violación 
a los estatutos. También conocer las ape- 
laciones que haga contra una resolución 
de asamblea anterior, o sobre excesos de 
autoridad o violación de los estatutos 
que cometa la directiva o cualquiera 
de los otros consejos del sindicato; j) 
ordenar la distribución en forma equi- 
tativa, de los beneficios del sindicato 
en favor de sus miembros, sean econó- 
micos, educaciones o socorro de bene- 
ficencia para los familiares de éstos; k) 
establecer la forma de distribución de 
trabajo y calificar a los miembros para 
las labores a realizar dentro de las atri- 
buciones de su contratación de traba- 
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jo, regularizando el desempeño de las 
mismas; |) conocer sobre la necesidad 
de aumentar o no la matrícula o canti- 
dad de miembros del sindicado y de una 
solicitud de derecho de admisión de és- 
tos o de vacantes que surjan de los ya 
matriculados; m) conocer sobre la re- 
gularización de los contratos de traba- 
jo de sus miembros y de los pactos y 
convenios colectivos de condiciones la- 
borales que celebre el sindicato con per- 
sonas o entidades patronales. 


ACTUACIÓN DEL SINDICATO FRENTE 
A SUS MIEMBROS 


13.- Véase Art.335. 


ACTUACIONES DE LOS SINDICATOS EN EL 
PLANO NACIONAL 


14.- La actuación de los sindicatos de tra- 
bajadores es diversa: a) participan acti- 
vamente en la determinación de las con- 
diciones de trabajo en las empresas, 
mediante negociación colectiva; b) luchan 
por elevar la calidad de vida y las condi- 
ciones de trabajo de los trabajadores; c) 
se preocupan y laboran por el mejora- 
miento de las condiciones técnicas, ma- 
teriales y espirituales de los trabajado- 
res; por elevar en lo posible y 
gradualmente, su nivel cultural y técnico; 
d) asimismo, actúan en defensa de los 
derechos e intereses profesionales de los 
trabajadores; e) participan en la vida 
pública y en la toma de decisiones den- 
tro de organismos tripartitos de carácter 
laboral; f) los sindicatos de trabajadores 
intervinieron también en forma activa en 
la concertación social, junto a los 
empleadores y el gobierno; y g) en RD la 
mayoría de los sindicatos luchan princi- 
palmente por el pago de bonificaciones y 
aumentos de salarios. 


ACTUACIÓN FRENTE A OTROS SINDICATOS 


15.- Esta relación tiene lugar: 1) al inte- 
grar con otros sindicatos una federación 
o al afiliarse a una confederación; 2) de- 
bido a la lucha intersindical. A veces, el 
personalismo, la ideologías políticas, la 
centralización excesiva, el profesionalismo 
sindical, crean fricciones, luchas, dispu- 
tas intersindicales; y 3) la relación con 
otros sindicatos tiene también importan- 
cia bien sea para la negociación colecti- 
va o la representación de los trabajado- 
res frente al Estado, o en el seno de 
entidades, empresas u organismos oficia- 
les, así como para la designación de los 
representantes de los trabajadores frente 
a la OIT, o para asistir a las conferencias 
internacionales. 


ACTUACIÓN FRENTE AL EMPRESARIO 


16.- Los delegados sindicales, las comi- 
siones mixtas o paritarias y los comités o 
consejos de empresa, la cogestión, son 
evidencias de la penetración permanente 
del sindicato en la empresa. La acción 
normativa, propia de la negociación co- 
lectiva; la misión vigilante y dinámica de 
protección del trabajador, del empleo; de 
respeto a la ley a la convención colecti- 
va; los medios de presión y acción direc- 
ta; la solidaridad y otros procedimientos; 
en fin, todos aquellos que son parte de 
la estrategia sindical frente a la empreso 
en su lucha reivindicativa por el recono- 
cimiento o en el ejercicio de la libertad 
sindical y el derecho de negociación. 


ACTUACIÓN ANTE A LA SOCIEDAD 


17.- El sindicato defiende: a) los dere- 
chos de sus miembros; y b) los intereses 
colectivos y los derechos de la colectivi- 
dad sindical, ante al sociedad. En este 
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sentido, la asociación profesional es 
sinónima de trabajador, y su conducta es 
identificada con la conducta y aspiracio- 
nes de los trabajadores de un mundo del 
trabajo más justo. 


ACTUACIÓN EN LA COMUNIDAD 
INTERNACIONAL 


18.- El sindicato es un instrumento que 
busca el equilibrio social, vocero de ideo- 
logías sociales y políticas, y órgano de pro- 
yección internacional de sistemas econó- 
micos. Es una columna de la democracia 
en el campo social. En el contexto interna- 
cional esta función la ejercen las federa- 
ciones o entidades sindicales de carácter 
regional o mundial, de la cual son miem- 
bros los sindicatos autónomos, las federa- 
ciones y confederaciones nacionales. 


Art.349.- “La asamblea general se 
constituye y puede deliberar válida- 
mente con la asistencia de más de la 
mitad de los miembros del sindicato”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.323 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto prevé la mayoría legal re- 
querida para que la asamblea general 
se constituya y pueda deliberar válida- 
mente. 


DOCTRINA 


3.- Se trata de la mayoría simple, es de- 
cir, más del cincuenta por ciento (50%) 
de los miembros del sindicato. Para el 
conocimiento y decisión de determinados 
asuntos, por ejemplo, la venta, traspaso 
o hipoteca de inmuebles del sindicato o 
su disolución, los estatutos prevén una 
mayoría especial para la asamblea ge- 
neral. 


Art.350.- “Los estatutos pueden dis- 
poner, teniendo en cuenta el crecido 
número de los miembros del sindica- 
to y la dificultad para su reunión en 
un mismo lugar, que la asamblea ge- 
neral se forme con los delegados”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una reproducción textual 
del Art.324 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra la facultad de ce- 
lebrar la asamblea general por medio de 
delegados escogidos en la forma prevista 
en los estatutos. 


DOCTRINA 


3.- Generalmente esta medida se prevé 
para los sindicatos que tienen una gran 
cantidad de miembros, cuya reunión en 
una asamblea general es difícil, pero 
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nada se opone a que los estatutos esta- 
blezcan como única forma de celebra- 
ción de la asamblea general, la consti- 
tuida con los delegados de sus miembros. 


4.- Véase Arts.351 al 357 del CT, ambos 
inclusive. 


JURISPRUDENCIA 


5.- El hecho de que la asamblea de dele- 
gados, a pesar de ser un órgano consul- 
tivo, tome decisiones, no convierte a los 
delegados en dirigentes del sindicato, 
pues igual sucede con todos los miem- 
bros del sindicato, que reunidos en asam- 
blea conforman el máximo órgano de di- 
rección del sindicato, pero no por eso 
ostentan individualmente condición de 
dirigentes. (Sent. 1 abril 1998, No.12, 
B.J.1049, p.265). 


Art.351.- “Todos los miembros del 
sindicato, sin distinción de edad, sexo 
o nacionalidad, tienen derecho igual 
de asistir a las sesiones de la asam- 
blea general, expresar en ella sus opi- 
niones y votar por las resoluciones que 
se sometan regularmente. 


En caso de delegación, todos los miem- 
bros del sindicato tienen derecho a 
participar en la elección de los dele- 
gados”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.325 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Consagra derechos particulares y pro- 
pios de cada miembro del sindicato, como 
el de asistir a las sesiones de la asamblea 
general, expresar sus ideas y opiniones y 
ejercer el derecho al voto en ocasión de 
las resoluciones que se sometan regular- 
mente. 


DOCTRINA 


3.- Se prevé asimismo que en caso de 
delegación, todos los miembros del sin- 
dicato tienen derecho a participar en la 
elección de los delegados. El reconoci- 
miento de estos derechos se establece sin 
distinción de edad, sexo o nacionalidad; 
es decir, exento de toda discriminación o 
desigualdad. 


4.- Este texto consagra principios que ro- 
bustecen la libertad y la democracia sin- 
dical y el respeto de derechos humanos 
reconocidos universalmente, como la li- 
bertad de opinión, el derecho a elegir y 
ser elegido, etc... 


Art.352..- “El derecho de asistir a las 
asambleas generales y el de elegir 
delegados a las mismas sólo puede 
ejercerse personalmente por los 
miembros del sindicato”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una reproducción textual 
del Art.326 del CT de 1951. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra también una 
norma tendiente a robustecer la demo- 
cracia sindical. 


DOCTRINA 


3.- Prevé la participación directa y el dere- 
cho al voto directo y personal de los miem- 
bros del sindicato en la elección de los de- 
legados. El derecho a asistir a las asambleas 
generales y elegir delegados a los mismos. 
Sin embargo, en casos excepcionales y de- 
bidamente justificados, el miembro del sin- 
dicato puede hacerse representar por otro 
en la asamblea general. 


4.- Este derecho no corresponde a las fe- 
deraciones y confederaciones, ni a sus re- 
presentantes autorizados, debido a que 
esta clase de sindicatos (de segundo y ter- 
cer grado) no son miembros del sindicato. 


5.- Cuando el representante autorizado 
de la federación o confederación, sea a 
su vez miembro del sindicato, tiene dere- 
cho a ejercer las facultades previstas en 
el Art.352, en su calidad de miembro del 
sindicato. 


6.- Véase Art.354 CT. 


Art.353.- “En las asambleas gene- 


rales cada miembro o cada delegado 
tiene derecho a un voto”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.327 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto completa los Arts. prece- 
dentes relativos a la facultad de estable- 
cer en los estatutos que la asamblea ge- 
neral se forma con los delegados (Art.350 
CT), el derecho de cada miembro a par- 
ticipar en la elección de los delegados 
(Art.351 del CT) y la obligación de parti- 
cipar personalmente en la asamblea para 
la elección de los delegados (Art.351 CT). 


DOCTRINA 


3.- El Art.353 consagra el carácter indi- 
vidual del voto de cada miembro o de 
cada delegado, ésto es, que cada miem- 
bro o delegado tienen derecho a un voto. 


Art.354.- “Los delegados a las asam- 
bleas generales deben ser miembros 
del sindicato”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción literal del Art.328 
del CT de 1951. 

COMENTARIOS 
2.- Este texto legal limita la calidad de 
delegados a los miembros del sindicato. 

DOCTRINA 

3.- Sólo los miembros del sindicato pue- 
den ser delegados a las asambleas gene- 


rales. El miembro de una federación o 
confederación, el asesor sindical, que no 
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es miembro del sindicato, y cualquier otra 
persona que no pertenece a éste, no pue- 
de asistir como delegado a las asambleas 
generales, ni tiene derecho al voto. Se 
trata de una norma que prohibe la inje- 
rencia de extraños en la formación y en 
la gestión sindical. 


4.- Entre las personas extrañas cabe citar 
personalidades y funcionarios públicos del 
medio local, e, incluso, inspectores de tra- 
bajo. 


5.- Véase Art.352 CT. 


Art.355.- “La elección de los dele- 
gados a las asambleas generales 
debe hacerse por grupos compuestos 
de igual número o de un número pro- 
porcional de miembros del sindicato. 
Cada grupo tiene derecho a elegir un 
delegado o los delegados que corres- 
pondan a esa proporción”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.329 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto completa las disposicio- 
nes precedentes relativas a la elección 
de los delegados a las asambleas ge- 
nerales, previendo como norma esen- 
cial la igualdad por grupos del mismo 
número o la igualdad en base a un nú- 
mero proporcional de miembros del sin- 
dicato y la igualdad en el derecho al 
voto (Art.356 CT). 


DOCTRINA 


3.- Se trata de robustecer de este modo 
la democracia interna del sindicato; evi- 
tar que unos grupos se impongan arbi- 
trariamente sobre los otros. Esta disposi- 
ción, como las otras relativas a la elección 
de delegados, en nada restringe la liber- 
tad sindical, sino que se trata de formali- 
dades mínimas que la ley prevé como ga- 
rantías para el ejercicio de la libertad 
sindical dentro del sindicato. 


Art.356..- “En la elección de delega- 
dos cada miembro tiene derecho a un 
voto”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.330 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La ley prevé, además de la igualdad 
por grupos compuestos de igual número 
o por un número proporcional de miem: 
bros del sindicato (Art.355), que cada 
miembro del sindicato tiene derecho o 
un voto en la elección de delegados. 


DOCTRINA 


3.- El Art.353 establece que cada de- 
legado en las asambleas generales tie- 
ne derecho a un voto. Esta disposición 
es distinta a la prevista en el Art.356 
CT, relativa a la elección de delega: 
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dos. Una cosa es el derecho al voto de 
cada delegado elegido, y otra el dere- 
cho al voto de cada miembro del sin- 
dicato para elegir al delegado a la 
asamblea general. 


4.- Véase Artículos precedentes. 


Art.357.- “Las votaciones de la asam- 
blea general y las que tengan por 
objeto la elección de delegados para 
la misma, son secretas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.331. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra el carácter 
secreto del voto, tanto en las votaciones 
de la asamblea general como en la elec- 
ción de delegados. 


DOCTRINA 


3.- Esta medida legal persigue garanti- 
zar la libertad de voto del miembro o 
delegado a la asamblea general, evitan- 
do las presiones que una votación abier- 
ta producirían en detrimento de la vo- 
luntad y libertad del miembro o delegado, 
al momento de votar en la asamblea ge- 
neral. 


Art.358.- “Para que las resoluciones 


que tome la asamblea general sean 
válidas se requiere: 


1) Que la asamblea general haya sido 
convocada en la forma y con la anti- 
cipación prevista en los estatutos; 


2) Que la asamblea general esté re- 
gularmente constituida; 


3) Que la resolución se refiera a una 
cuestión señalada en la convocatoria 
y que cuente con el voto favorable de 
más de la mitad de los miembros o 
delegados presentes, a menos que la 
ley o los estatutos exijan otra mayo- 
ría; 


4) Que se levante acta de la sesión, 
en la que se expresa el número de los 
miembros o delegados presentes, el 
orden del día y el texto de las resolu- 
ciones adoptadas, y que el acta esté 
firmada por las personas que hayan 
ejercido la funciones de presidente y 
secretario de la asamblea; 


5) Que se anexe al acta de la asam- 
blea una nómina de los miembros o 
delegados presentes, con la certifica- 
ción jurada de los funcionarios que fir- 
man el acta. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 3 


Disposiciones Reglamentarias, 2 | Doctrina, 4-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.332 del CT de 1951. 
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DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS 


2.- El Art.84 del Reglamento 258-93 para 
la aplicación del CT de 1992 establece: 
“Las modificaciones en los estatutos que 
se introduzcan con posterioridad al re- 
gistro del sindicato, deben comunicarse 
a la Secretaría de Estado de Trabajo, den- 
tro de los cinco (5) días siguientes al de 
las modificaciones, anexando dos copias 
auténticas de las modificaciones y del acta 


de la asamblea donde éstas fueron apro- 
badas”. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal consagra las condi- 
ciones requeridas para que las resolucio- 
nes que tomen las asambleas generales 
sean válidas. Consisten en cuestiones re- 
lativas a la convocatoria, en la forma y 
plazos previstos en los estatutos. Se re- 
quiere que la asamblea general esté le- 
galmente constituida, es decir, que haya 
sido convocada en la forma prevista en 
los estatutos, que conste con la asisten- 
cia del quórum legal o reglamentario, y 
que la agenda o asuntos del día a cono- 
cer se ajuste a los fines sindicales. 


DOCTRINA 


4.- Otra condición consiste en que la re- 
solución verse sobre una cuestión seña- 
lada en la convocatoria, y que cuente con 
el voto favorable de más de la mitad de 
los delegados presentes o representados, 
salvo que los estatutos o la asamblea es- 
tablezcan otra mayoría. Esto es, se trata 
de una decisión democrática sobre un 
punto del cual, los asistentes a la asam- 
blea general tienen conocimiento previo. 


Se persigue con ésto evitar sorpresas, que 
cada miembro presente sepa de antema- 
no lo que va a ser conocido en la asam- 
blea general. 


5.- Otro requisito formal es la obligación 
de levantar acta de la sesión, en la que 
debe hacerse constancia expresa de: 1) 
número de miembros presentes o repre- 
sentados; 2) orden del día; 3) texto de 
las resoluciones adoptadas. Se requiere 
además la firma de las personas que ha- 
yan presidido o ejercido las funciones de 
presidente o secretarios de la asamblea. 
Generalmente esta función la desempe- 
ña, por disposición estatutaria, el presi- 
dente o secretario general del sindicato y 
el secretario de actas y correspondencias 
de dicha entidad. También requiere la ley 
que se anexe al acta de la asamblea, la 
nómina de los miembros o delegados pre- 
sentes con la declaración jurada de los 
funcionarios que firmen el acta. Se trata 
de formalidades legalmente requeridas 
para la validez de las resoluciones adop- 
tadas por la asamblea general. Cuando 
se trata de una asamblea general consti- 
tutiva del sindicato, las disposiciones del 
Art.358 CT se completan con las estable- 
cidas en el Art.374. 


6.- Este texto legal es una aplicación del 
precepto constitucional (Art.8, párr.11, 
letra a) que establece “la organización 
sindical es libre” y que los gremios y aso- 
ciaciones “se ajusten en sus estatutos y 
en su conducta a una organización de- 
mocrática”. El propósito de este precepto 
constitucional es evitar prácticas 
antisindicales y garantizar el ejercicio de 
la libertad sindical, tanto frente a las 
inconductas del empleador y de las auto- 
ridades de trabajo, como frente a las con- 
ductas antidemocráticas de los propios 
dirigentes sindicales. 
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Art.359..- “El consejo directivo se com- 
pone, por lo menos, de tres miembros, 
elegidos por la asamblea general para 
un período que no debe exceder de dos 
años”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 5 
Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.333 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, el CNHE hoy CONEP 
propuso añadir a este texto legal un pá- 
rrafo que dijera: “Ningún trabajador 
puede ser miembro del consejo directivo 
por más de tres (3) periodos consecuti- 


n 


vos . 


3.- Este párrafo que se eliminó, ya había 
sido debatido en las observaciones que 
se le hicieron al texto original y se consi- 
deró contrario a la libertad sindical. La 
OIT comentó que el párrafo de este texto 
legal que limita el ejercicio de un man- 
dato sindical a tres periodos consecuti- 
vos, es “objetable a la luz del Art.3 del 
Convenio No.87, de 1948 sobre la liber- 
tad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, que consagra el derecho 
de las organizaciones de empleadores y 
de trabajadores a elegir libremente a sus 
representantes. La elegibilidad para un 
mandato sindical es una cuestión de com- 
petencia de los estatutos sindicales y no 
de la ley”. 


4.- Las opiniones de Hugo Ramírez 
Lamarche y Ramón Martínez fueron que 


“hay que establecer un número máximo 
de trabajadores que van a componer el 
consejo directivo para evitar que los mis- 
mos se constituyan con número excesivo 
de miembros con el propósito de benefi- 
ciarse del fuero sindical. Por otro lado, si 
permitiéramos que los trabajadores for- 
maran parte del consejo directivo por más 
de dos periodos, ésto podría conllevar a 
que los mismos adquieran una influencia 
preponderante frente a los demás, que 
podría resultar lesiva a los intereses de la 
empresa. Debería decir: El consejo direc- 
tivo se compone por un número de tres (3) 
a cinco (5) miembros, elegidos por la asam- 
blea general para un periodo que no debe 
exceder de dos años. Ningún trabajador 
puede ser miembro del consejo directivo 
por más de dos periodos consecutivos”. 


DOCTRINA 


5.- Este texto legal prevé dos puntos es- 
pecíficos. El primero de ellos se refiere al 
mínimo de personas que deben integrar 
el consejo de dirección del sindicato, el 
cual “por lo menos debe componerse de 
tres (3) miembros”. En la práctica, el con- 
sejo general de los sindicatos está com- 
puesto de once, quince, diecisiete y hasta 
veinte miembros. El segundo punto cons- 
tituye una limitación obligatoria. Los 
miembros del consejo directivo no pue- 
den ser elegidos por un periodo que ex- 
ceda de dos años. Se trata de otra dis- 
posición encaminada a garantizar la 
democracia sindical y evitar que deter- 
minadas personas o grupos de personas 
se mantengan mediante la reelección, 
indefinidamente en la dirección el sindi- 
cato sin permitir la renovación de sus 
cuadros, práctica que generalmente con- 
duce al estancamiento y al fracciona- 
miento sindical. En la práctica, los líde- 
res sindicales acostumbran burlar esta 
disposición legal mediante un sistema 
rotativo en el puesto de dirección sindi- 
cal desempeñado. 
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Art.360..- “Si la asamblea general no 
se reúne en la época determinada por 
los estatutos para la elección del con- 
sejo directivo o no se llega a un acuer- 
do para su elección, los miembros ele- 
gidos anteriormente continuarán 
ejerciendo sus funciones con la obli- 
gación de convocar a nuevas eleccio- 
nes en el término de un mes. 


Si esa nueva asamblea general no se 
reúne o no se llega a un acuerdo, los 
miembros de la comisión electoral asu- 
mirán las funciones del consejo direc- 
tivo hasta que se designen los nuevos 
miembros de dicho consejo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


> 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 7-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.334 del 
CT de 1951, al que se agregó la frase 
“con la obligación de convocar a nuevas 
elecciones en el término de un mes” y el 
párrafo. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del ante- 
proyecto del CT de 1992 establece que 
“se toman medidas para evitar que no 
se realicen las elecciones del sindicato 
en la época determinada por los esta- 
tutos, lo que ha sido fuente de nume- 
rosos conflictos intra-sindicales en la 
práctica”. 


DOCTRINA 


3.- Antes del CT de 1992, la directiva 
seguía al frente del sindicato hasta que 
se eligiera una nueva. Las reformas 
introducidas en este texto legal persi- 


guen quebrar la práctica de continui- 
dad impuesta por un grupo de direc- 
tivos del sindicato en la dirección de 
éste, mediante el subterfugio de la no 
celebración de elecciones en la fecha 
prevista en los estatutos; facilitar la 
renovación de los cuadros directivos 
del sindicato y hacer más democráti- 
ca su dirección. 


4.- Corresponde a la asamblea general 
eleccionaria elegir los miembros del con- 
sejo directivo. Cuando la asamblea ge- 
neral no se reúna en la época determi- 
nada por los estatutos para la elección 
del consejo directivo, o cuando no se lle- 
gue a un acuerdo para su elección, el 
consejo directivo elegido con anteriori- 
dad continuará ejerciendo sus funciones 
con la obligación de convocar a nuevas 
elecciones en el término de un mes. Si 
esta nueva asamblea no se reúne o si no 
se llega a un acuerdo, la comisión elec- 
toral asumirá las funciones del consejo 
directivo hasta que se designen los nue- 
vos miembros de dicho consejo. Esto últi- 
mo es una enmienda que introduce el 
Art.360 del CT de 1992; por ello no hay 
posibilidad de un “golpe de estado” 
estatutario. 


5.- En caso de inconformidad con el re- 
sultado de las elecciones, los interesados 
acostumbran impugnar el resultado de 
la asamblea ante la SET. De acuerdo a la 
Resolución del SET No.38/91 del 10 de 
diciembre de 1991, la decisión del Secre- 
tario de Estado de Trabajo debe ser im- 
pugnada ante el Tribunal Contencioso 
Administrativo. Pero, no se trata de un 
conflicto entre el Estado y un particular, 
sino de una controversia entre particula- 
res. Por esta razón, la disposición comen- 
tada de la Resolución 38/91 del SET es 
errónea y carece de validez. Incluso, hay 
decisiones de la Corte de Casación en el 
sentido de la incompetencia de la juris- 
dicción administrativa. 


6.- Del texto del Art.360 se desprende 
que los integrantes de la comisión elec- 
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toral, deben necesariamente ser miem- 
bros del sindicato. 


JURISPRUDENCIA 


7.- La SCJ ha juzgado que “en todo caso 
o situación en que haya controversia o 
conflicto entre partes en relación con in- 
tereses privados, el principio de la sepa- 
ración de poderes impone la actuación 
de los tribunales del orden judicial” (Sent. 
de marzo de 1971, B.J. 724, p.598). 


8.- Asimismo ha juzgado que “el hecho 
de que el CT por conveniencia práctica le 
haya reservado una actuación previa al 
Secretario de Trabajo no le quita a esos 
casos su carácter de controversia obrero- 
patronal” (Sent. cit.p.598). 


9.- En este mismo sentido, Estrella 
Sadhalá (Y Congreso Nacional de Dere- 
cho del Trabajo, Santo Domingo, 1992, 
“Registro del Sindicato. Cancelación del 
mismo”) sostiene que no obstante la Re- 
solución 38/91 “existen muchos antece- 
dentes sobre el particular, donde el pro- 
pio Tribunal Contencioso-Administrativo 
se ha declarado incompetente. Nosotros 
consideramos -dice- que aunque se en- 
tienda que la impugnación deba enca- 
minarse por el Tribunal Contencioso Ad- 
ministrativo, fundándose en que es una 
Resolución Administrativa, debe ser com- 
petencia de los Tribunales de Trabajo, y 
por tanto, la acción debe incoarse por 
esta última vía”. 


10.- La Corte de Casación ha juzgado 
que “Las decisiones de los funcionarios 
del Departamento de Trabajo en las ma- 
terias en que su actuación o su media- 
ción está prevista en el CT y en otras le- 
yes, cuando de ellas resulte un perjuicio 
o un agravio particular, sea a los traba- 
jadores o a los patrones, no pueden ser 
últimas y definitivas, ya que de serlo, es- 
tarían actuando como jueces; que, por 
tanto, esas decisiones, cuando se refie- 
ran a casos en controversia, deben ser 


susceptibles de una depuración contra- 
dictoria que asegure el imperio de la jus- 
ticia en las relaciones obrero patronales” 
(Sent. del 3 de marzo de 1971,B.J.724, 
p.598). 


Art.361.- “El consejo directivo tiene 
las atribuciones que le fijan los esta- 
tutos, con las limitaciones señaladas 
en este Código”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 8 
Comentarios, 2-7 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.335 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Los estatutos suelen recoger como fun- 
ciones del consejo directivo las siguien- 
tes: a) cumplir y hacer cumplir los estatu- 
tos, observando una conducta apegada 
a la moral y a las buenas costumbres; b) 
desarrollar programas para fomentar la 
capacitación de los miembros, así como 
las buenas relaciones y la cooperación 
entre los miembros de la organización; 
c) vigilar la administración de los fondos 
del sindicato de acuerdo con las disposi- 
ciones contenidas en estos estatutos; d) 
preparar los estados financieros y los pre- 
supuestos que debe presentar a la asam- 
blea general con copia a la SET; e) poner 
en lugar visible del local del sindicato los 
proyectos de presupuestos y las copias de 
estados financieros conforme a lo que dis- 
pone el CT en sus artículos 346 y 347; f) 
nombrar las comisiones temporales, que 
por urgencia de un caso a investigar o 
resolver, lo requiera; g) presentar para 
su debida revisión del consejo de super- 
visores o comisarios, el movimiento de 


66 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 361 


cuentas de los fondos del sindicato, que 
para tal efecto le entreguen el secretario 
general y el secretario de finanzas de es- 
tar organización; h) llevar un libro de 
actas de todas las resoluciones o decisio- 
nes tomadas tanto en las sesiones ordi- 
narias como en las extraordinarias que 
celebre regularmente; i) vigilar y anotar 
en el libro de actas, que para tales fines 
debe llevar el consejo directivo, las reso- 
luciones de los demás consejos, sea disci- 
plinario, de supervisores y de las comi- 
siones permanentes o temporales que se 
nombren; jį) dictar las resoluciones que 
fueran necesarias para el cumplimiento 
de estos estatutos y someter a conocimien- 
to de la asamblea general cualquier fal- 
ta cometida por uno de los directivos o 
de cualquier otro miembro de los demás 
organismos de dirección; k) representar 
¡jurídicamente y en forma administrativa 
al sindicato ante personas y entidades 
públicas y privadas; l) distribuir los tra- 
bajos que competen a cada uno de sus 
miembros y trazarles las pautas para la 
mejor realización de sus labores; m) or- 
denar los gastos de acuerdo a lo proyec- 
tado en el presupuesto y lo ordenado por 
resoluciones especiales de la asamblea; 
n) convocar y presidir las asambleas ge- 
nerales que celebre el sindicato, con ex- 
cepción de la ordinaria que deberá ser 
presidida por un consejo eleccionario ele- 
gido con 30 días o más de anticipación a 
su celebración; o) someter al conocimiento 
de la asamblea general o del organismo 
competente de este sindicato, las faltas 
que le denuncien por escrito cometidas 
por cualquier miembro de esta organiza- 
ción; p) realizar todas las gestiones que 
necesiten los miembros para resolver ne- 
cesidades cuya solución dependa del Ins- 
tituto Dominicano de seguros sociales y / 
o la caja de pensiones y jubilaciones del 
gremio que corresponda. 


3.- Las funciones del secretario general 
que normalmente recogen los estatutos 
son: a) Representar en todos los actos al 
sindicato, sea ante personas o entidades 
públicas y privadas; b) suscribir contratos 


hasta el límite que le otorgue la asam- 
blea general y el consejo directivo; c) fir- 
mar conjuntamente con el secretario de 
actas y correspondencia, todas las comu- 
nicaciones y convocatorias relacionadas 
con los asuntos del sindicato, así como 
las actas de cada sesión de asamblea y 
del consejo directivo; d) dirigir en cali- 
dad de presidente, las asambleas gene- 
rales del sindicato y las sesiones del con- 
sejo directivo; e) elaborar conjuntamente 
con los demás directivos la agenda de 
cada asamblea o reunión que le toque 
presidir; f) proponer mociones tanto a la 
asambleas como al consejo directivo, 
para el mejor funcionamiento del sindi- 
cato; g) firmar conjuntamente con el se- 
cretario de finanzas, todos los documen- 
tos de movimiento de fondos del sindicato 
y los estados financieros, que deben ser 
confeccionados conforme a lo estableci- 
do por el CT y los estatutos; h) firmar 
todas las certificaciones que sean expedi- 
das a solicitud de un miembro, sean és- 
tas para justificar su calidad de afiliado 
o su conducta ante terceros. 


4.- Las funciones del secretario de or- 
ganización según una mayoría de esta- 
tutos son: a) llevar un libro por orden 
alfabético con la identidad de los miem- 
bros del sindicato, con la indicación de 
fecha de admisión y de separación de és- 
tos; b) llevar un libro-registro de todos 
los familiares de los afiliados, para los 
fines de socorro y cualquier otra even- 
tualidad; c) firmar conjuntamente con el 
secretario general las convocatorias, tanto 
para asambleas generales, como para las 
sesiones del consejo directivo; d) presidir 
las comisiones que nombre el sindicato 
para organizar actividades culturales, 
deportivas, educacionales y actos festivos 
de esta organización; e) asistir a todas 
las asambleas que celebre el sindicato y 
a todas las sesiones del consejo directivo 
y a las reuniones que celebren las comi- 
siones, las cuales le corresponda presidir. 


5.- Los estatutos suelen recoger como fun- 
ciones del secretario de finanzas: a) 
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llevar los libros reglamentarios que acuer- 
da el CT, para asentar el movimiento de 
los fondos del sindicato y para el inven- 
tario del mismo; b) cobrar y expedir reci- 
bos de las cuotas ordinarias, extraordi- 
narias y de las demás que imponga el 
sindicato, para ayuda benéfica de miem- 
bros y/o familiares de éstos; c) firmar con- 
juntamente con el secretario general, los 
depósitos y retiros de las cuentas banca- 
rias y rendir un informe mensual al con- 
sejo directivo de su gestión administrati- 
va; d) preparar y firmar conjuntamente 
con el secretario general las declaracio- 
nes de los estados financieros y remitirle 
las copias al consejo de supervisores o 
comisarios; e) abstenerse de pagar cual- 
quier cuenta que no esté revisada y au- 
torizada por el secretario general y que 
la misma no conste en el egreso, con el 
recibo correspondiente a esa erogación; 
f) confeccionar conjuntamente con los de- 
más miembros directivos el presupuesto 
conforme a lo que dispone el CT en su 
artículo 362 y asistir en todas las comi- 
siones que se relacionen al movimiento 
de los fondos del sindicato; g) podrá re- 
tener en su poder la cuenta de caja chi- 
ca, para los gastos imprevistos del sindi- 
cato; h) asistir a las asambleas generales 
del sindicato y a las sesiones del consejo 
directivo; i) tendrá bajo su cargo y res- 
ponsabilidad, los ingresos y egresos del 
movimiento de la caja de socorro de prés- 
tamos que el Sindicato le haga a sus 
miembros; į) debe justificar los ingresos y 
egresos de los fondos de caja de présta- 
mos mediante un libro de deudores va- 
rios y con los recibos o vales debidamen- 
te firmados por las partes interesadas 
sobre las cuales recaiga tal responsabili- 
dad y autorizados con la firma del secre- 
tario general; k) rendirá un informe men- 
sual al Consejo Directivo del movimiento 
de los fondos de la caja de préstamos y 
mostrará al consejo de supervisores o co- 
misarios los libros y documentos que és- 
tos le exijan como comprobante de las 
operaciones de esa cuenta; |) el movi- 
miento de entrada y salida de las opera- 
ciones de préstamos, se asentarán en los 


libros del sindicato en una cuenta a car- 
go del secretario de finanzas denomina- 
da caja de socorro de préstamos. 


6.- Muchos estatutos establecen como fun- 
ciones del secretario de reclamos y con- 
flictos: a) representar a esta organización 
sindical, conjuntamente con el secretario 
general, en todos los conflictos que se sus- 
citen en interés de esta entidad; b) recibir 
y exponer ante la asamblea general o las 
sesiones del consejo directivo las quejas 
que les presenten los miembros del sindi- 
cato; c) representar ante los demás orga- 
nismos de gobierno de esta organización 
al miembro querellante; d) exponer ante 
la asamblea general y en las sesiones del 
consejo directivo todos las cuestiones an- 
teriores de su gestión; e) asistir a todas las 
sesiones de la asamblea general y del con- 
sejo directivo y exponer en ella lo que con- 
sidere de lugar, para que lo intereses de 
los miembros y de la entidad sean respe- 
tados. También hacer acto de presencia 
en las comisiones para las que sea desig- 
nado en relación con sus funciones; f) debe 
estar permanentemente, salvo causa de 
fuerza mayor, en el área de trabajo, para 
poder constatar todas las circunstancias 
que rodean el desarrollo de las labores en 
las que se ven envueltos los miembros del 
sindicato. 


7.- Los estatutos suelen recoger como fun- 
ciones del secretario de actas y corres- 
pondencia las siguientes: a) redactar en 
orden cronológico las actas de las sesio- 
nes de las asambleas generales y del con- 
sejo directivo y firmarlas conjuntamente 
con el secretario general; b) redactar y 
firmar conjuntamente con el secretario 
general las correspondencias expedidas 
por esta organización y dar lectura a las 
correspondencias recibidas por misma, 
ante las asambleas y el consejo directivo; 
c) guardar bajo su poder los libros de 
actas y los folios donde se archiven 
cronológicamente las copias de las co- 
rrespondencias expedidas y las recibidas 
por el sindicato, las cuales entregará a 
su sucesor bajo inventario. 
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DOCTRINA 


8.- Este texto legal es una aplicación par- 
ticular de la disposición constitucional 
según la cual la organización sindical es 
libre. Las limitaciones señaladas en el có- 
digo no son sino disposiciones formales 
que no restringen la libertad sindical, pero 
que tienden a garantizar su libre ejerci- 
cio y el precepto de que los sindicatos 
sujeten su conducta a una forma volun- 
taria. 


Art.362.- “No se puede ordenar nin- 
guna erogación de fondos del sindi- 
cato que no figure en un presupuesto 
previamente aprobado por la asam- 
blea general”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.336 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra la obliga- 
ción de todo sindicato de elaborar un 
presupuesto anual, el cual debe ser apro- 
bado previamente por la asamblea ge- 
neral. 


DOCTRINA 


3.- Este texto consagra también la prohi- 
bición de ordenar erogación alguna de 
fondos que no figuren en dicho presu- 
puesto. La regla es aplicable al consejo 
directivo, al secretario general y al secre- 
tario de finanzas, que generalmente son 
las personas que tienen el manejo direc- 


to de los fondos del sindicato en los esta- 
tutos. 


4.- Estas medidas tienen como fin la pul- 
critud y la honestidad en el manejo de 
los fondos sindicales, evitando que se di- 
rijan a propósitos o fines distintos a los 
sindicales o al programa de acción apo- 
yado por la asamblea general. 


5.- Véase Arts.341,342,343,344 y 364 del 
CT. 


Art.363.- “La asamblea general 
anual designará uno o varios comisa- 
rios, que deben ser miembros del sin- 
dicato, para fiscalizar el empleo de 
los fondos, con derecho de convocar 
la asamblea general en los casos de 
urgencia”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.337 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto completa las disposiciones 
relativas al control interno del manejo de 
los fondos del sindicato. Los comisarios sin- 
dicales ejercen funciones similares al co- 
misario de las compañías por acciones. 
En este último caso tienen la obligación 
de presentar a la junta general ordinaria, 
que se celebrará al año siguiente de la 
reunión de la junta que los nombró, un 
informe sobre la administración de la com- 
pañía, el balance y las cuentas rendidas 
por los administradores. También deben 
apreciar los factores que influyeron en los 
resultados obtenidos (Antonio Tellado hijo, 
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Práctica de Derecho Comercial, p.209). Los 
derechos que asisten a los comisarios, dice 
Tellado hijo, son: a) tomar comunicación 
de los libros y examinar las operaciones 
de la compañía, cada vez que lo juzguen 
conveniente; y b) en casos de urgencia, 
convocar la junta general de accionistas. 


DOCTRINA 


3.- El rol del comisario sindical, como el 
de los comisarios de las compañías co- 
merciales, comprende la obligación de 
examinar las operaciones del consejo di- 
rectivo sobre el manejo de fondos del sin- 
dicato, teniendo el derecho de tomar co- 
municación de los libros y examinar dichas 
operaciones, así como convocar a la asam- 
blea general en los casos de urgencia. 


4.- La elección de los comisarios debe 
efectuarse anualmente. En la práctica se 
realiza en la asamblea general ordinaria 
o conjuntamente con la elección de los 
miembros del consejo directivo. Los sin- 
dicatos consideran a los comisarios como 
si fueran miembros del consejo directivo. 
En la realidad se niegan a reconocer que 
no forman parte del mismo. Por eso la 
elección del comisario es cada año, mien- 
tras que la de los miembros del consejo 
directivo es legalmente cada dos años. 


Art.364.- “Los comisarios tienen el 
derecho de tomar comunicación de los 
libros y de examinar las operaciones 
realizadas por el consejo directivo, 
cada vez que lo juzguen conveniente 
al interés del sindicato”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.338 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del Art.363 del CT. 


DOCTRINA 


3.- Dicho texto consagra el derecho de 
los comisarios de realizar su labor de 
fiscalizar fondos del sindicato cada vez 
que lo juzguen conveniente al interés de 
éste, así como la facultad de tener acce- 
so a los libros y examinar las operacio- 
nes económicas realizadas por el conse- 
jo directivo. 


4.- Los comisarios son las personas a tra- 
vés de las cuales la ley y los estatutos 
establecen un control de los fondos sin- 
dicales y una forma de mantener un con- 
trol permanente sobre los fondos de los 
mismos. 


5.- Véase comentarios Arts.363 y 366 del 
CT. 


Art.365..- “El consejo directivo debe 
formar cada tres meses un estado su- 
mario de la situación activa y pasiva 
del sindicato, y todos los años, en la 
fecha fijada por los estatutos, un in- 
ventario de sus bienes. 


De todos estos documentos dará copia 


a los comisarios”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción de Art.339 del 
CT de 1951. 
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COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyecto 
del CT de 1992, la OIT comentó que “en 
los pequeños sindicatos que no cuentan 
con asesores contables, la primera parte 
de esta disposición pudiera plantear pro- 
blemas prácticos. Se sugiere limitar su 
exigibilidad a los grandes sindicatos úni- 
camente (por ejemplo, los sindicatos que 
cuentan con más de quinientos miembros), 
o mejor aún, suprimirla.” 


DOCTRINA 


3.- Este texto prevé obligaciones especia- 
les a cargo del consejo directivo del sindi- 
cato. Se impone la obligación de hacer 
un estado sumario de la situación activa y 
pasiva del sindicato cada tres meses. Tam- 
bién le obliga anualmente, en la fecha 
fijada por los estatutos, a preparar un in- 
ventario de los bienes del sindicato. 


4.- Prevé asimismo, la obligación de dar 
copia del inventario de los bienes y del esta- 
do sumario de la situación activa y pasiva 
del sindicato, a los comisarios. Se trata de 
una forma de habilitar a los comisarios para 
el mejor desempeño de sus funciones. 


5.- Sobre las atribuciones del consejo di- 
rectivo, (véase Art.367 CT). 


Art.366.- “Los comisarios deben pre- 
sentar un informe sobre las cuentas 
que el consejo manda anualmente a 
la asamblea general. 


La deliberación que contenga aprobación 
de las cuentas será nula si no es prece- 
dida del informe de los comisarios”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.340 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal impone a los sindica- 
tos la obligación de rendir un informe 
anual a la asamblea general sobre las 
cuentas del sindicato. Este informe debe 
versar sobre el estado de cuentas rendi- 
do por el consejo directivo a la asamblea 
general ordinaria. 


DOCTRINA 


3.- El Art.366 completa una serie de me- 
didas que incluye las disposiciones de los 
Arts.363, 364 y 365 relativas a la elección 
de los comisarios, el rol de éstos y los po- 
deres y facultades. 


4.- Los comisarios son parte de los fun- 
cionarios a que se refiere el Art.348 del 
CT, a través de los cuales el sindicato ejer- 
ce sus actividades y controla su funciona- 
miento económico desde el punto de vis- 
ta interno. 


Art.367.. “El consejo directivo, salvo dis- 
posición contraria de los estatutos, tiene 
la representación legal del sindicato y 
puede delegarla en cualquiera de sus 
miembros”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 
Comentarios, 2 Jurisprudencia, 8 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.341 del CT de 1951. 
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COMENTARIOS 


2.- El sindicato es una persona moral. 
Exige una representación frente a terce- 
ros. El consejo directivo es el órgano de 
dirección y administración del sindicato, 
a través del cual se realizan las activida- 
des propias del sindicato. 


DOCTRINA 


3.- Los sindicatos normalmente prevén 
en sus estatutos o ponen a cargo del 
consejo directivo, el poder de dirección 
y la facultad de establecer disposicio- 
nes reglamentarias o hacer cumplir las 
reglas disciplinarias previstas en los es- 
tatutos. 


4.- El consejo directivo tiene legalmente 
la representación del sindicato que pue- 
de delegar en cualquiera de sus miem- 
bros. Esta delegación normalmente recae 
sobre el secretario general. En algunos 
estatutos se prevé que el secretario gene- 
ral del sindicato es la persona que tiene 
la representación del mismo. Como re- 
presentante legal del sindicato, el conse- 
jo directivo es el órgano que, previo cum- 
plimiento de las disposiciones estatutarias, 
actúa en nombre del sindicato y suscribe 
documentos y abre cuentas bancarias. En 
cada caso y conforme a la naturaleza de 
la gestión, se hace representar por el se- 
cretario general y el secretario de finan- 
zas, si es asunto económico; por el secre- 
tario general y el secretario de quejas y 
conflictos, si se trata de mediar ante las 
autoridades de trabajo o del cumplimiento 
de la ley o del convenio colectivo; y por 
el secretario general y el secretario de 
organización, en caso de actividades de 
carácter sindical. El Consejo directivo tam- 
bién puede estar integrado por un secre- 
tario de asistencia social, un secretario 
de educación, un secretario de actas y 
correspondencias, sus sustitutos y los vo- 
cales. 


5.- Véase Art.361 CT. 


6.- El consejo directivo tiene la represen- 
tación legal del sindicato. Pero éste ni el 
consejo directivo tienen la representación 
legal de los derechos personales de los 
trabajadores miembros del sindicato. 


7.- El sindicato de trabajadores tiene la 
representación del interés común profe- 
sional de los trabajadores. El sindicato 
no tiene la representación de los intere- 
ses particulares, individuales del trabaja- 
dor. 


JURISPRUDENCIA 


8.- En este sentido, nuestra SCJ ha juz- 
gado que “un trabajador puede compa- 
recer personalmente o por medio de apo- 
derado ante los tribunales de trabajo; si 
opta por hacerse representar, ese man- 
dato debe dárselo, obviamente, a una 
persona física, y no a una persona mo- 
ral, pues la ley lo que ha querido es que 
la parte que se hace representar aprove- 
che la capacidad personal de un repre- 
sentante, aunque sea abogado, y no la 
fuerza colectiva de que estén revestidas 
las personas jurídicas, como un sindica- 
to, cuyas atribuciones, por otra parte, 
están limitadas por la ley, y se refiere a la 
defensa global de los intereses profesio- 
nales comunes de los trabajadores, y no 
a las acciones personales que ellos pue- 
den intentar contra su patrono, lo que 
no basta, sin embargo, para que un tra- 
bajador pueda, si así lo desea, escoger a 
un miembro determinado del sindicato 
para que lo represente como su apode- 
rado especial. Como consecuencia de lo 
anteriormente expuesto, un sindicato de 
trabajadores aunque reciba el mandato, 
no puede reclamar los derechos o pres- 
taciones especiales que se le adeuden a 
las trabajadoras embarazadas; que esas 
acciones para que puedan ser válidas en 
la forma, deben ser intentadas por los 
mismos trabajadores personalmente, o 
por apoderados especiales en el sentido 
antes indicado” (Sent. del 3 de abril de 
1970, B.J.713, p.602). 
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Art.368.- “Los miembros del consejo 
directivo son responsables de su ges- 
tión de acuerdo con las reglas del man- 
dato. 


En los casos de resolución conjunta, 
no son responsables los que hayan 
salvado su voto, siempre que lo ha- 
gan constar en acta”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.342 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra la responsa- 
bilidad de los miembros del consejo di- 
rectivo y el alcance de ésta. 


DOCTRINA 


3.- El sindicato es una persona moral, con 
personalidad ¡jurídica propia proveniente de 
su registro en la SET, por consiguiente, pue- 
de ser demandada y demandante. En su 
relación con los empleadores, con otros sin- 
dicatos, con las autoridades y con terceros 
(cualquier otra persona física o moral), el 
sindicato es sujeto de responsabilidad. Un 
hecho suyo en contravención de la ley que 
cause un daño, compromete su responsa- 
bilidad. El incumplimiento de cualquier obli- 
gación sustancial también es susceptible de 
comprometer su responsabilidad. La viola- 
ción a las normas laborales previstas en el 
CT está castigada legalmente. 


4.- Este artículo establece que los miem- 
bros del consejo directivo son responsa- 


bles de su gestión conforme a la regla del 
mandato. Esto significa que personalmente 
no son responsables en ocasión de su ges- 
tión sindical, sino que la responsabilidad 
es del sindicato al cual representa. 


5.- El Art.722 del CT prevé que cuando 
el infractor sea una persona moral, la 
pena de prisión se aplicará a los admi- 
nistradores, gerentes, representantes o 
personas que tengan la dirección de la 
empresa. En el caso del sindicato, y con- 
forme al Art.367 CT, la prisión recaería 
sobre el consejo directivo, que tiene la 
representación legal del sindicato. 


6.- En los casos en que el CT impone el 
pago de multas por la transgresión de 
sus normas (Arts.720 y 721 CT), las au- 
toridades de trabajo aplican la Ley 634 
de 21 de abril de 1934, según la cual 
todas las multas impuestas por los tribu- 
nales de la República serán pagadas en 
dinero y compensadas con prisión en caso 
de insolvencia, a razón de un día por 
cada peso, sin que en ningún caso pue- 
da exceder de dos (2) años. 


7.- Considero que esta ley no debe apli- 
carse en materia de trabajo, pues consti- 
tuye una sanción extremadamente seve- 
ra, aplicable aún en los casos de multas 
por faltas leves sancionadas en el CT con 
multa de un salario mínimo. Sin embar- 
go, esta opinión no prevalece en la prác- 
tica. 


Art.369.- “Las comisiones que se juz- 
guen necesarias para la administra- 
ción o dirección de los servicios del 
sindicato, pueden ser creadas en los 


estatutos o por disposición de la asam- 
blea”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.343 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal guarda estrecha rela- 
ción con el Art.348 del CT. Ambos se re- 
fieren a comisiones temporales o perma- 
nentes que el sindicato considera útiles 
para la mejor realización de sus fines. 
Dichas comisiones deben estar previstas 
en los estatutos o creadas por disposi- 
ción de la asamblea general. 


DOCTRINA 


3.- La ley no establece el tipo, ni la natu- 
raleza de estas comisiones. El Art.348 las 
clasifica por el tiempo de duración de las 
mismas (temporal o permanente). Que- 
da consecuentemente, a juicio del conse- 
jo de dirección, el establecimiento de di- 
chas comisiones cuando lo juzgue 
necesario. 


Art.370.- “Las correcciones discipli- 
narias que puede imponer el sindica- 
to a sus miembros son la amonesta- 
ción, la suspensión y la expulsión, sin 
perjuicio de la responsabilidad civil o 
penal en que puedan incurrir”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.344 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece un límite a 
las disposiciones disciplinarias que pue- 
den ser previstas en los estatutos del sin- 
dicato. 


DOCTRINA 


3.- Tiene como fin evitar abusos, excesos 
de poder, arbitrariedades. Estas medidas 
disciplinarias sólo pueden ser la amones- 
tación, la suspensión y la expulsión, por- 
que el sindicato no es un tribunal que 
impone sanciones sobre los bienes perso- 
nales del trabajador. Tampoco puede pre- 
verse en los estatutos, como corrección 
disciplinaria, la facultad del trabar em- 
bargos al salario del trabajador en ma- 
nos del empleador, fuera de los casos en 
que el embargo es permitido y autoriza- 
do por la ley. Las disposiciones discipli- 
narias que el sindicato puede establecer 
legalmente, se consagran sin perjuicio de 
la responsabilidad civil o penal en que 
pudiera incurrir el miembro del sindicato 
sancionado. 


4.- Véase Arts. 42 y 132 relativos a las 
sanciones disciplinarias que el empleador 
puede imponer al trabajador. 


Art.371.- “El sindicato está obliga- 
do a llevar los siguientes libros, que 
deberán ser foliados y rubricados en 
la primera y última página por el juez 
de paz del municipio del domicilio 
social. 


1) Un libro en que se anoten los 
nombres y apellidos, profesión, do- 
micilio y cédula personal de iden- 
tidad de cada uno de sus miem- 
bros; 


2) Un libro-inventario de los bienes mue- 
bles e inmuebles del sindicato; 
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3) Un libro diario en que figuren los in- 
gresos y egresos del sindicato, con indi- 
cación exacta de su procedencia e in- 
versión, y cualesquiera otros libros de 
contabilidad llevados con el mismo ob- 
jeto; 


4) Los libros de actas de la asamblea 
general, del consejo directivo y de los 
demás organismos que dependan del 
sindicato”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.345 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a los libros 
obligatorios a cargo de todo sindicato. 


DOCTRINA 


3.- Se trata de un libro de nóminas de 
los afiliados, el libro inventario de los bie- 
nes sindicales, el libro diario de ingresos 
y egresos, y los libros de correspondencia 
y actas de las asambleas generales, del 
consejo directivo y de los demás organis- 
mos del sindicato. 


4.- Estos libros han de ser foliados y ru- 
bricados en la primera página por el juez 
de paz del domicilio social del sindicato. 
En la localidad donde existan varios jue- 
ces de paz, corresponde ésto al juez de 
paz de la demarcación donde el sindica- 
to tiene su asiento social. 


5.- En el libro de miembros o afiliados al 
sindicato, la ley impone la obligación de ano- 


tar los nombres, apellidos, profesión, direc- 
ción y cédula de cada persona; en el libro de 
los bienes del sindicato, debe asentarse uno 
relación tanto de los bienes muebles, como 
inmuebles; y en el libro diario, los ingresos y 
los egresos se acompañan con la indicación 
de su procedencia e inversión, debiendo lle- 
var el sindicato cualquier otro libro que el 
consejo directivo considere necesario, como 
por ejemplo, libros de contabilidad. 


6.- En la práctica estos libros se llevan en 
una forma muy elemental, y no siempre 
se cumple con la formalidad del rubrica. 
do en la primera y última página por el 
juez de paz correspondiente y con la fo- 
liación. Por esta circunstancia, muchos de 
estos libros se integran por el conjunto 
de páginas y documentos engrapados. 


Art.372.- “La duración del sindicato 


es siempre por tiempo indefinido”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.346 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra el carácte: 
permanente de todo sindicato, nota que 
le diferencia de la coalición. 


DOCTRINA 


3.- El sindicato no nace ni se forma paro 
hacer frente a una situación coyuntural. 
Los Arts.378 y siguientes se refieren a lo 
disolución del sindicato y a la cancelo 
ción de su registro. 
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TITULO VII 


DE LA CONSTITUCIÓN DEL SINDICATO 


Art.373.- “El acta de la asamblea 
general constitutiva debe contener, 
además de las enunciaciones pro- 
pias de las actas ordinarias, la 
aprobación de los estatutos y la de- 
signación de los miembros del pri- 
mer consejo directivo y de los pri- 
meros comisarios”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.347 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia el Título VII (De 
la constitución del sindicato, Arts.373 al 
377) del Libro Quinto. 


DOCTRINA 


3.- Conforme a este artículo, el acta de 
la asamblea constitutiva debe contener, 
además de las enunciaciones propias de 
las actas ordinarias, la aprobación de los 
estatutos y la designación de los miem- 
bros del primer consejo directivo y de los 
primeros comisarios. Al exigirse que el 
acta de la asamblea constitutiva conten- 
ga las enunciaciones propias de las ordi- 
narias, se está exigiendo como condición 
formal necesaria para la constitución del 
sindicato y por tanto, para su registro, 
que dicha acta constitutiva llene las for- 


malidades que el Art.358 del CT exige 
“para que las resoluciones que tome toda 
asamblea general sean válidas”. 


Art.374.- “La solicitud de registro del 
sindicato debe dirigirse a la Secreta- 
ría de Estado de Trabajo, con dos ori- 
ginales o copias auténticas: 


1) De los estatutos; 


2) Del acta de la asamblea general 
constitutiva, donde se establece que 
los participantes han decidido demo- 
cráticamente constituir el sindicato, 
aprobar sus estatutos y elegir libre- 
mente sus representantes; 


3) De la nómina de los miembros fun- 
dadores; 


4) De la convocatoria a los trabajado- 
res de la empresa a la asamblea cons- 
titutiva. 


Todos estos documentos deben estar 
firmados o certificados, por lo menos, 
por veinte miembros, si el sindicato 
es de trabajadores, y por tres, si es 
de empleadores”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Comentarios, 3 


Disposiciones Reglamentarias, 2 Doctrina, 4-8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.348 del 
CT de 1951, al que se añade en el nume- 
ral 2) la frase: “donde se establece que 
los participantes han decidido democrá- 
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ticamente constituir el sindicato, aprobar 
sus estatutos y elegir libremente sus re- 
presentantes”, y el numeral 4). 


DISPOSICIONES 
REGLAMENTARIAS 


2.- El Art.81 del Reglamento 258-93 para 
la aplicación del CT de 1992 establece: 
“En la nómina de los miembros fundado- 
res del sindicato que señala el ordinal 
tercero del artículo 374 del Código de 
Trabajo, en adición a los nombres de los 
miembros fundadores y sus respectivas fir- 
mas, se señalará el número de la cédula 
de identidad personal (ahora llamada de 
identidad y electoral) de cada uno y en 
caso de no poseerla, la indicación de cual- 
quier otro documento oficial que indique 
su identidad”. 


COMENTARIOS 


3.- El CT de 1992, agrega la presenta- 
ción de la convocatoria, que no exigía el 


CT de 1951. 


DOCTRINA 


4.- “Una vez constituido el sindicato- afir- 
ma Porfirio Hernández Quezada (Nocio- 
nes de Derecho del Trabajo, Editora 
Corripio, Santo Domingo, 1993, No.138, 
p.135)-, salido de la asamblea convoca- 
da para ese fin, redactados y aprobados 
sus estatutos y cumplidas las demás ur- 
gencias de la ley, se elige democrática- 
mente la Junta Directiva, con no menos 
de tres miembros y por un período no 
mayor de dos años”. Y se eligen también 
los primeros comisarios. 


5.- Las urgencias de la ley, de que habla 
Hernández Quezada, incluyen necesaria- 
mente la obligación del sindicato o de 
sus promotores de comunicar por escrito 
al empleador y al DT o a la autoridad 


local que ejerza sus funciones, el propó- 
sito de constituir un sindicato, así como 
las elecciones y designaciones efectuadas, 
si el sindicato ya ha sido formado, a fin 
de gozar de la protección del fuero sindi- 
cal que comienza con dicha notificación. 


6.- La solicitud del registro debe dirigirse 
a la SET y acompañarse de los siguientes 
documentos en dos originales o copias 
auténticas: 1) los estatutos; 2) el acta de 
la asamblea donde se establece que los 
participantes han decidido democrática: 
mente constituir el sindicato, aprobar sus 
estatutos y elegir libremente a sus repre- 
sentantes (tanto la convocatoria a los tra- 
bajadores de la empresa, como la elec- 
ción democrática de los dirigentes del 
sindicato han provocado controversias en- 
tre los empleadores, trabajadores y juris- 
tas. César Estrella Sadhalá hace referen- 
cia a ello del modo siguiente: “el concepto 
democráticamente debe interpretarse 
como la libérrima expresión de los traba- 
¡adores constituidos en asamblea en el 
sentido de querer dejar formado un sin- 
dicato, sin presiones, sin coacción de nin- 
gún tipo, ni de parte de los propios tra- 
bajadores, ni de parte de los empresarios 
-ni del gobierno o de la SET- para que no 
los formen. Sin embargo, este término 
ha motivado otras interpretaciones, como 
es el caso de que la mayoría de los tra: 
bajadores de una determinada empresa 
voten favorablemente para formar el sin- 
dicato y no en el número mínimo de veinte 
como establece el Código”); 3) la nómi- 
na de los miembros fundadores; 4) la con- 
vocatoria de los trabajadores de la em- 
presa a la asamblea constitutiva. El 
Art.373 del CT exige que todos estos do- 
cumentos deben estar firmados o certifi- 
cados, por lo menos, por veinte miem- 
bros, si el sindicato es de trabajadores, y 
por tres, si es de empleadores. 


7.- En relación al acta de la asamblea 
constitutiva, el CT de 1992 introduce una 
expresión según la cual, en el acta de la 
asamblea constitutiva se debe establecer 
que los participantes han decidido de- 
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mocráticamente constituir el sindicato, 
aprobar los estatutos y elegir libremente 
asus representantes. Se trata de una apli- 
cación particular de la regla constitucio- 
nal que prevé que los sindicatos deben 
ajustar su conducta, y consecuentemente 
el ejercicio de la libertad sindical, a un 
comportamiento democrático. Aunque 
esta formalidad puede ser cumplida ha- 
ciendo constar que las decisiones adop- 
tadas son resultado de un ejercicio de- 
mocrático de la libertad sindical, se ha 
pretendido con esta disposición corregir 
la práctica de sustituir la asamblea gene- 
ral por la firma individual de los docu- 
mentos constitutivos del sindicato, inclui- 
do el acta de la asamblea general, 
previamente elaborados e impresos. 


8.- Todos los documentos mencionados 
en este artículo, deben estar firmados o 
certificados, por lo menos, por veinte 
miembros fundadores, si el sindicato es 
de trabajadores y por tres, si es de 
empleadores. Véase Art.324 CT. 


Art.375.- “La Secretaría de Estado de 
Trabajo, dentro de los diez días sub- 
siguientes a la fecha de la presenta- 
ción de los documentos exigidos por 
el artículo 374, puede devolver éstos 
a los interesados, señalándoles las 
faltas de que adolezcan, para la de- 
bida corrección”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 3 


Disposiciones Reglamentarias, 2 Doctrina, 4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.349 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


DISPOSICIONES 
REGLAMENTARIAS 


2.- El Art.82 del Reglamento 258-93 
para la aplicación del CT de 1992 es- 
tablece: “En caso de que la Secretaría 
de Estado de Trabajo devuelva a los 
miembros de un sindicato en formación 
la documentación sometida para fines 
de corrección, de conformidad con las 
disposiciones del Art.375 del CT, éstos 
tendrán un plazo de treinta días para 
corregir las faltas de que adolezcan. De 
no efectuar las correcciones en el tér- 
mino anterior las mismas no serán ad- 
misibles y los miembros del sindicato de- 
berán iniciar un nuevo procedimiento 
de constitución”. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal prevé el plazo dentro 
del cual las autoridades de trabajo de- 
ben realizar su labor de vigilancia en el 
cumplimiento de la ley, examinando los 
documentos que la han sido sometidos 
junto a la solicitud de registro del sindi- 
cato. Dentro de los 10 días subsiguientes 
a su presentación, la SET debe devolver 
los documentos cuando considere que en 
las mismos existen vicios formales que 
ameritan su corrección. 


DOCTRINA 


4.- La facultad reconocida a la SET en 
este texto no le faculta cuestionar as- 
pectos de fondo relativos al derecho de 
sindicación o al ejercicio de la libertad 
sindical. Su rol se limita a determinar si 
los documentos que acompañan la so- 
licitud de registro se ajustan a los tér- 
minos del Art.374, o si dichos documen- 
tos no son los requeridos por este texto 
legal. 
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Art.376.- “El registro del sindicato 
será negado: 


1) Si los estatutos no contienen las dis- 
posiciones esenciales para el funcio- 
namiento regular de la asociación, o 
si alguna de sus disposiciones es con- 
traria a la ley; 


2) Cuando no se cumpla cualquiera de 
los requisitos exigidos por este Códi- 
go o por los estatutos para la consti- 
tución del sindicato. 


Si el Secretario de Estado de Traba- 
jo no resuelve dentro del término de 
treinta días, los interesados lo pon- 
drán en mora para que dicte la re- 
solución y, si no lo hace dentro de los 
tres días siguientes, se tendrá por re- 
gistrado el sindicato con todos los 
efectos de la ley. 


El plazo de treinta días comienza a 
partir de la fecha en que se presen- 
te la solicitud, y cuando ha habido 
devolución conforme al artículo 375, 
a partir del reapoderamiento de la 
Secretaría”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Del registro automático 
Comentarios, 2 -del sindicato, 5 
Doctrina - Impugnación de la solicitud 
- Papel de la SET., 3-4 -del registro, 6-9 
Jurisprudencia, 10-11 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.350 del 
CT de 1951, al que se añaden los dos 
últimos párrafos. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del antepro- 
yecto del CT de 1992 dice: “se establece 


un plazo para que la SET resuelva sobre 
la concesión o no del registro; si vencido 
el plazo no hay respuesta, se reputa que 
el registro ha sido otorgado, con lo cual 
se trata de evitar las dilatorias que mu- 
chas veces se suscitan en la práctica”. 


DOCTRINA 


PAPEL DE LA SET. FACULTADES. 
LÍMITES 


3.- La SET, recibida la solicitud de regis- 
tro de un sindicato, debe hacer un estu- 
dio objetivo y ajustado a la ley de dicha 
solicitud y de los documentos que le 
acompañan. 


4.- El CT autoriza a la SET: 1) a devol- 
ver la solicitud con los documentos “o 
los interesados, señalándoles las faltas 
de que adolezcan, para la debida co- 
rrección” (Art.375 CT); 2) a negar el 
registro “si los estatutos no contienen 
las disposiciones esenciales, o si algu- 
nas de sus disposiciones son contrarios 
a la ley”. Las condiciones esenciales son 
las indispensables para la existencia del 
sindicato. A diferencia de las formales, 
requeridas para el registro (Arts.373 y 
374 CT), y, consecuentemente, la vali 
dez de las resoluciones de la asambleo 
general del sindicato (Art.358 CT), las 
condiciones esenciales, como la cali- 
dad (Arts.337 y 377 CT) -de 
empleadores o trabajadores-, la fina: 
lidad y el número mínimo de miem: 
bros del sindicato (de empleadores o 
trabajadores) (art.324 CT), y la orgo- 
nización y conducta democrática (de 
empleadores o trabajadores) (Arts.338 
y 374 CT), afectan la existencia mis- 
ma de la organización profesional. 
También puede negar el registro cuan- 
do no se cumplan las condiciones for- 
males, es decir, cuando la solicitud no 
se acompañe de los documentos que 
deben acompañarla, según el Art.373 
del CT, en la forma y condiciones pre- 
vistas por la ley, incluyendo los esto- 
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tutos del sindicato; 3) la SET debe 
otorgar el registro, si se han cumpli- 
do las condiciones esenciales y forma- 
les que exige la ley. 


DEL REGISTRO AUTOMÁTICO 
DEL SINDICATO 


5.- Con el propósito de vencer el des- 
cuido o la reticencia de las autoridades 
de trabajo, el CT de 1992 introdujo el 
registro automático del sindicato. Cuan- 
do el SET no adopta una decisión (de- 
volver los documentos para la correc- 
ción de sus errores formales o 
esenciales, negar o acoger el registro) 
dentro del plazo de diez días que le 
otorga la ley, “los interesados le pon- 
drán en mora para que dicte la resolu- 
ción correspondiente”, y “si no lo hace 
dentro de los tres días siguientes, se ten- 
drá por registrado el sindicato con to- 
dos los efectos de la ley” (Arts.376 CT). 
El plazo de treinta (30) días comienza 
a correr a partir de la fecha en que se 
presente la solicitud, y cuando ha ha- 
bido devolución conforme al Art.375, 
a partir del reapoderamiento de la SET. 
El registro automático vence la reticen- 
cia oficial, pero puede causar en la 
práctica el registro automático de sin- 
dicatos cuyos documentos constitutivos 
adolecen de vicios de forma u omisio- 
nes de condiciones esenciales. 


DE LA IMPUGNACIÓN DE LA SOLICITUD 
DEL REGISTRO 


6.- Es obligación legal de los gestores de 
todo sindicato de trabajadores, “comu- 
nicar por escrito al empleador” y a las 
autoridades de trabajo “el propósito de 
constituir un sindicato”. En estas circuns- 
tancias, es posible la impugnación de la 
solicitud de registro, de parte interesada, 
incluyendo el empleador, v.g. cuando los 
gestores del sindicato de empresa no son 
trabajadores. Las autoridades de trabajo 


están en la obligación de, previa solici- 
tud, enviar al empleador copia de los 
documentos constitutivos, en tiempo há- 
bil, para que el empleador pueda ejercer 
su derecho de impugnación a la solicitud 
de registro antes del vencimiento del pla- 
zo de diez días que otorga el CT a la SET 
para proceder al registro. Cuando el SET 
es puesto en mora, si persiste en una ne- 
gativa o indiferencia, puede ser perse- 
guido penalmente, ante la Suprema Cor- 
te de Justicia, por abuso de autoridad al 
tenor del Art.185, in fine, del Código Pe- 
nal. 


7.- Sobre la cancelación del registro, véase 
Art.382 CT. 


8.- Nicolás Válticos (ob.cit., No.253, 
p.244), cuando comenta el Convenio 
No.87 sobre la libertad sindical dice: “Al 
consagrar el derecho de constituir orga- 
nizaciones sin autorización previa, el con- 
venio prohibe tanto las autorizaciones que 
podrían exigirse para la creación de or- 
ganizaciones sindicales como cualquier 
otra regla relacionada con la constitu- 
ción de tales organizaciones, como las 
que podrán exigir la aprobación de los 
estatutos del sindicato o la autorización 
de la celebración de la asamblea consti- 
tutiva. Esto no implica, sin embargo, que 
los fundadores de una organización sin- 
dical hayan de quedar dispensados de 
observar las formalidades de publicidad 
o de otro tipo que puedan preverse, ya 
de manera general para todas las aso- 
ciaciones, ya especialmente para los sin- 
dicatos. La naturaleza de estas formali- 
dades no debe, no obstante, ser de tal 
suerte que hayan de ser equivalentes a 
una autorización previa. 


9.- El convenio 87 de la OIT, prevé igual- 
mente (Art.7) que la adquisición de perso- 
nalidad jurídica por parte de las organiza- 
ciones sindicales no puede subordinarse a 
condiciones que pongan en cuestión el de- 
recho de los trabajadores y de los empre- 
sarios de constituir libremente sindicatos. 
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Esta cláusula de salvaguardia se propo- 
ne evitar que, por la vía de la personali- 
dad jurídica, los poderes públicos restrin- 
jan la garantía de la libertad sindical, en 
los países en que la adquisición de la 
personalidad ¡jurídica constituye en reali- 
dad una condición para que los sindica- 
tos puedan ejercer efectivamente su acti- 
vidad”. (Nicolás Válticos, ob.cit., No.253, 
p.244). 


JURISPRUDENCIA 


10.-La Corte de Casación ha juzgado que 
los sindicatos de trabajadores “no son or- 
ganismos oficiales administrativos, sino 
asociaciones privadas”; que “las atribu- 
ciones que la ley acuerda a la SET con 
relación a las mismas deben ser interpre- 
tadas restrictivamente, a fin de que en 
ningún caso su ejercicio pueda suprimir 
o reducir la autonomía del sindicato” 
(Sent. del 21 de junio de 1974, B.J.763, 
p.1645-1650). 


11.- Véase Arts.377 y 378 del CT. 
Art.377.- “Son nulos los actos eje- 
cutados por un sindicato que no 
haya sido registrado en la forma 
requerida por este Código”. 

INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.351 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que: “Los sindicatos es- 
tán sujetos a la formalidad del registro 
en la Secretaría de Estado de Trabajo”. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal establece una sanción 
civil de nulidad para los actos ejecutados 
por un sindicato no registrado en la forma 
prevista en el CT. 


4.- Cuando se establece la nulidad de los 
actos ejecutados “por un sindicato que no 
haya sido registrado en la forma requeri- 
da por este Código”, el legislador no se 
refiere exclusivamente a la nulidad de los 
actos del sindicato no registrado, sino tam- 
bién a la nulidad de los actos del sindico- 
to que ha sido registrado regularmente o 
en la forma prevista en este título (Título 
VII, del Libro Quinto, Arts.373 al 377), por 
consiguiente, cuando se produce la can- 
celación del registro por sentencia de los 
tribunales de trabajo. 


5.- Este criterio no se aplica cuando lo 
cancelación del registro obedece a otros 
motivos, como por ejemplo, un sindi- 
cato cuyo registro ha sido obtenido en 
la forma requerida por el CT se dedico 
a actividades ajenas a sus fines legales 
o se comprueba fehacientemente que, 
de hecho, ha dejado de existir. En estos 
supuestos, la cancelación del registro 
no conlleva la nulidad de todos los ac: 
tos realizados por el sindicato, pues no 
se trata de un sindicato no registrado o 
cuyo registro ha sido obtenido al mar 
gen de la ley. 


6.- Véase Arts.376 y 378 del CT. 
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TITULO VIII 


DE LA DISOLUCIÓN DEL SINDICATO Y DE LA 
CANCELACIÓN DEL REGISTRO 


Art.378.- “Los estatutos pueden es- 
tablecer causas especiales de disolución 
del sindicato. 


Cuando no contengan disposición al 
respecto, su disolución podrá ser acor- 
dada por la asamblea general”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-8 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.352 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto prevé la facultad de los es- 
tatutos de establecer las causas de diso- 
lución del sindicato. 


DOCTRINA 


3.- Cabe no confundir la impugnación 
de la solicitud de registro, que opera en 
ocasión de los trámites que preceden al 
registro, con la anulación, cancelación 
del registro o disolución del sindicato, que 
operan con posterioridad al registro. 


4.- La disolución es voluntaria. Los esta- 
tutos pueden establecer causas especia- 
les de disolución del sindicato. Cuando 
los estatutos carecen de disposición al- 
guna al respecto, la disolución puede ser 
acordada por la asamblea general 
(Art.378), la que determina en tal caso, 


la forma de liquidación de los bienes del 
sindicato. Generalmente, la facultad de 
disolución del sindicato se pone a manos 
de la asamblea general extraordinaria. 


5.- Entre las causas de disolución se pue- 
de citar la fusión con otro sindicato, cuan- 
do se comprueba fehacientemente que 
ha dejado de tener una existencia real 
por inactividad. En ocasiones, los estatu- 
tos prevén como única forma de disolu- 
ción, la decisión adoptada por la asam- 
blea general con la aprobación de una 
mayoría especial de dos terceras partes, 
o con el voto de la totalidad de sus miem- 
bros. 


6.- La disolución del sindicato puede ser 
contractual o estatutaria (cuando los es- 
tatutos del sindicato establecen normas 
sobre la liquidación del sindicato), legal 
(cuando los estatutos no establecen dis- 
posiciones al repecto, aplicándose enton- 
ces las normas legales relativas a la diso- 
lución de los sindicatos, incluyendo 
federaciones y confederaciones) y judi- 
cial (cuando es el resultado de una sen- 
tencia de los tribunales que cancela el 
registro del sindicato) (Sent. de octubre 
de 1970, B.J.719, p.2296) y ordena su 
liquidación. 


7.- Los bienes del sindicato, después 
de pagadas las deudas y obligaciones, 
podrán ser donados a otras organiza- 
ciones sindicales o a instituciones be- 
néficas, de asistencia o previsión so- 
cial, si a ello autorizan los estatutos 
(Art.381 CT). 


8.- La disolución del sindicato de empre- 
sa puede producirse también, con el cie- 
rre definitivo de la empresa (Art.379 CT), 
que extingue los contratos de trabajo del 
personal a su servicio. 
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Art.379..- “El sindicato de empresa se 
disuelve de pleno derecho por el cierre 
definitivo de la empresa a que corres- 
ponde”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.353 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Conforme al Art.320 del CT, en los 
sindicatos de empresa sólo se tiene en 
cuenta la condición de que el trabaja- 
dor preste servicios en la empresa. Por 
este motivo, la separación del trabaja- 
dor de la empresa, sea cual fuere la 
causa, entraña su exclusión del sindi- 
cato. 


DOCTRINA 


3.- El cierre definitivo de la empresa 
conlleva la terminación de los contra- 
tos de trabajo de todo el personal que 
labora en la empresa, y con ello, la 
disolución el sindicato. 


4.- El cierre definitivo de la empresa con- 
lleva ipso facto la disolución del sindica- 
to y, consecuentemente, la extinción del 
convenio colectivo, sin necesidad de for- 
malidades previas. El pago de derechos y 
prestaciones laborales con posterioridad 
al cierre definitivo de la empresa, no de- 
vuelve su existencia legal al sindicato le- 
galmente extinguido, ni entraña una vio- 
lación al fuero sindical que cesa de pleno 
derecho con la extinción del sindicato y 
el cierre definitivo de la empresa. 


Art.380.- “La liquidación de los bie- 
nes del sindicato se hace en la forma 
que determinan sus estatutos o la 
asamblea general”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.354 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto es una aplicación particu- 
lar del principio de libertad sindical. 


DOCTRINA 


3.- Antonio Tellado hijo (Práctica de De- 
recho Comercial, p.83), establece que por 
lo regular, en materia comercial se nom- 
bra una o varias personas, sean o no so 
cios, para la liquidación. La designación, 
si no ha sido hecha por los estatutos, debe 
ser efectuada por los socios a unanimi- 
dad. La mayoría no basta para la desig: 
nación de un liquidador. Las operaciones 
de liquidación se dividen en tres grupos: 
a) actos conservatorios (es un deber del 
liquidador tratar de conservar en buen 
estado los bienes que integran el activo); 
b) cobro y pago de las deudas (el 
liquidador perseguirá, en pago de sus 
deudas, a todos los deudores de la socie- 
dad, sean socios o terceras personas); c) 
realización de los bienes sociales (es decir, 
realizar todo el activo social y convertirlo 
en sumas líquidas). 


4.- La ley deja en libertad a los trabaja: 
dores de establecer en los estatutos la 
forma de liquidación de los bienes del 
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sindicato. El silencio estatutario es cubierto 
por la decisión de la asamblea general. 
Los estatutos no sólo pueden prever las 
causas de disolución del sindicato, sino 
también la forma y procedimiento de li- 
quidación. 


Art.381.- “Los bienes del sindicato, 
después de pagadas las deudas y obli- 
gaciones, podrán ser donados a otras 
organizaciones sindicales o a institu- 
ciones benéficas, de asistencia o pre- 
visión social, si a ello autorizan los es- 
tatutos. 


De lo contrario se distribuirán entre 
los miembros que sean copropietarios 
de dichos bienes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.355 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una forma 
particular para la liquidación de los bie- 
nes del sindicato. 


DOCTRINA 


3.- Se trata de una facultad reconocida 
al sindicato o a la asamblea general. En 
el primer caso, debe constar en los esta- 
tutos del sindicato, y en el segundo, será 
resultado de la decisión adoptada por la 
asamblea. 


4.- También se refiere a la facultad de 
donar los bienes del sindicato a otras or- 


ganizaciones sindicales o instituciones de 
beneficencia o asistencia social, después 
de pagar las obligaciones y deudas del 
sindicato. Esta facultad se limita al pro- 
ceso de disolución del sindicato y liqui- 
dación de los bienes del mismo con moti- 
vo de su disolución. No debe otorgársele 
un alcance más amplio. Debe ser inter- 
pretada restrictivamente. 


5.- El párrafo de este artículo permite la 
distribución de los bienes del sindicato 
entre aquellos miembros que sean copro- 
pietarios de los mismos. Esta distribución 
sólo es posible cuando los estatutos del 
sindicato no autoricen la donación a que 
se refiere la parte principal de este texto 
legal, pero la facultad de donar no se 
impone sobre el derecho de copropiedad 
de los miembros del sindicato. 


Art.382.- “El registro de los sindica- 
tos, federaciones y confederaciones 
puede ser cancelado por sentencia de 
los tribunales de trabajo, cuando se 
dediquen a actividades ajenas a sus 
fines legales o cuando se compruebe 
fehacientemente que, de hecho, de- 
jaron de existir”. 


INDICE 


Doctrina, 6-10 


Jurisprudencia, 11 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.356 del 
CT de 1951, modificado a su vez por la 
Ley No.695 de 5 de abril de 1965, 
G.0.No.8940, que establecía: “El regis- 
tro de los Sindicatos, Federaciones y Con- 
federaciones puede ser cancelado por 
sentencia de los Tribunales de Primera 
Instancia: a) cuando el Sindicato se dedi- 
que a actividades ajenas a sus fines lega- 
les; b) cuando sus representantes lega- 
les, dirigentes o sus propios afiliados, 


84 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 382 


provoquen, inciten, patrocinen, apoyen 
o en alguna otra forma declaren una 
huelga sin haber observado previamente 
todos los requisitos exigidos por el Códi- 
go de Trabajo. La cancelación del regis- 
tro del Sindicato, Federación o Confede- 
raciones, producirá de pleno derecho su 
disolución”. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, una parte del sector 
empresarial comentó que “debe añadirse 
como causal de cancelación de registro 
del sindicato, la carencia de algunos de 
los requisitos señalados por el Código 
para su constitución: mantener el núme- 
ro mínimo de afiliados, no cumplir las 
disposiciones del Código en cuanto a su 
funcionamiento después de haber sido 
puesto en mora por cualquiera de los in- 
teresados, entre ellos la empresa, los tra- 
bajadores, o por la Secretaría de Traba- 
jo, teniendo un plazo el sindicato para 
normalizar dicha situación. También debe 
incorporarse en este artículo que el tri- 
bunal puede ser apoderado por cualquier 
parte interesada, entre ellos especialmen- 
te los trabajadores, en caso de no cum- 
plimiento de los estatutos. También cuan- 
do por acuerdo de la asamblea se haya 
dispuesto su disolución”. 


3.- El CNHE, comentó que “para una 
mejor garantía de la libertad sindical y 
corregir abusos cometidos en ocasión de 
su ejercicio provenientes de las autorida- 
des y del propio sindicato, conviene in- 
troducir en este texto la prohibición ex- 
presa a la disolución del sindicato por 
vía administrativa y otras causales para 
la cancelación judicial del registro; por 
tanto el nuevo texto de este artículo debe 
ser el siguiente: Se prohibe la cancelación 
o la suspensión de registro de los sindica- 
tos, federaciones, confederaciones por vía 
administrativa. Sin embargo, dichos regis- 
tros pueden ser cancelados por sentencia 
de los tribunales de trabajo, cuando se de- 


diquen a actividades ajenas a sus fines 
legales, se compruebe que de hecho ha 
dejado de existir o cuando el sindicato o 
dirigentes provoquen, inciten, patrocinen 
o en alguna otra forma participen en una 
huelga declarada ilegal, o contravengan 
las disposiciones del Libro V de este Có- 
digo”. 


4.- Tras la discusión tripartita, se supri- 
mió como causa de cancelación “cuando 
el sindicato o dirigentes provoquen, inci- 
ten, patrocinen o en alguna forma par- 
ticipen en una huelga declarada ilegal o 
contravengan las disposiciones del Libro 
V del CT”. 


5.- Sobre la disolución del sindicato y de 
la cancelación del registro, la OIT opinó: 
“La sanción que figura en el inciso b) (di- 
solución del sindicato cuando sus repre- 
sentantes... provoquen, inciten, patroci- 
nen, apoyen o en alguna otra forma 
participen en una huelga declarada ile- 
gal) es extremadamente grave y pudiera 
en la práctica dar lugar a serias restric- 
ciones a la libertad sindical. El Comité de 
libertad sindical ha estimado que en vis- 
ta de las graves consecuencias que tiene 
para la representación profesional de los 
trabajadores la disolución de su sindica- 
to, parecería preferible para el desarro- 
llo de las relaciones laborales que tal 
medida sea tomada sólo como último re- 
curso, después de haber agotado otros 
medios menos drásticos para la organi- 
zación en su conjunto”. 


DOCTRINA 


6.- La impugnación es pertinente antes 
del registro, por violación de las condi- 
ciones formales o esenciales requeridas 
por la Constitución y el CT para la exis- 
tencia o el registro de todo sindicato. El 
recurso de impugnación se interpone ante 
el SET. Pero la cancelación del registro 
corresponde Únicamente a los tribunales 
de trabajo. Así lo dispone el Art.382 del 
CT que prevé además, dos casos de can- 
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celoción del registro de los sindicatos, fe- 
deraciones y confederaciones: “1) cuan- 
do se dediquen a actividades ajenas a 
sus fines legales; y 2) cuando se com- 
prueba fehacientemente que, de hecho, 
dejaron de existir”, pero ésto no es 
limitativo. 


7.- ¿Es limitativa la disposición del Art.382 
que sólo menciona dos motivos de can- 
celoción del registro sindical? 


8.- la opinión de la doctrina nacional 
está dividida. Para algunos, como Es- 
trella Sadhalá (Ob.Cit., p.7), afirma 
que “tal como señala el artículo 382, 
la cancelación del registro de los sindi- 
catos, federaciones y confederaciones 
sólo puede hacerse por sentencia de los 
tribunales de trabajo, especificando que 
solamente en los casos de que dichas 
organizaciones laborales se dediquen 
a actividades ajenas a sus fines legales 
ocuando se compruebe fehacientemente 
que, de hecho, dejaron de existir. En nin- 
gún otro caso puede cancelarse el re- 
gistro sindical, aún por sentencia del tri- 
bunal laboral”; Hernández Quezada 
(ob.cit.,p.138) y Luis Miguel Pereyra (po- 
nencia cit., p.11). Pereyra cita además, 
una jurisprudencia de la Corte de Ca- 
sación -Sent. de octubre de 1970, B.J. 
719, p.2296- según la cual, dicho alto 
tribunal “sostiene que la cancelación del 
registro del sindicato produce, de pleno 
derecho, su disolución, siempre que di- 
cha cancelación provenga de una sen- 
tencia de los tribunales de trabajo de 
la República, ya que una cancelación 
del registro por la vía administrativa 
sería siempre considerada ilegal y con- 
traria al principio de la libertad sindi- 
cal”, la cancelación del sindicato pro- 
cede “mediante sentencia y solamente 
en los dos casos limitativamente se- 
ñalados por la ley”. 


9.- Pero la causas de cancelación del 
registro del sindicato previstas en el 
Art.382 del CT no son limitativas. En el 
estado actual de nuestra legislación, 


puede demandarse ante los tribunales 
de trabajo, la cancelación del registro 
de un sindicato de funcionarios públi- 
cos (v.g.sindicato nacional de legisla- 
dores -Diputados y Senadores-); o un 
sindicato de las personas mencionadas 
en el Art.5 del CT, v.g. un sindicato re- 
gistrado de corredores de bienes 
inmuebles; el registro de un sindicato 
integrado por las personas que el 
Art.328 les prohibe formar parte de un 
sindicato. Igualmente el registro de un 
sindicato mixto, de empleadores y tra- 
bajadores, o el registro de un sindicato 
de empresa integrado con menos de 
veinte trabajadores de dicha empresa. 
También es posible la cancelación judi- 
cial del registro obtenida en violación 
de los estatutos, la Constitución o las 
leyes vigentes, o cuando la negación 
del registro es legalmente pertinente, 
v.g. el registro otorgado al margen de 
la ley o de la forma prevista en el CT 
para el registro de todo sindicato. En 
estos casos se puede recurrir a los tri- 
bunales de trabajo para que éstos ha- 
gan cumplir la ley, cancelando el regis- 
tro indebidamente otorgado. En fin, 
existe una multiplicidad de causas de 
cancelación provenientes del incumpli- 
miento de las condiciones esenciales y 
formales requeridas por la ley para la 
existencia del registro de todo sindica- 
to. La Constitución y las leyes consa- 
gran la libertad sindical, las garantías 
y medidas de protección de este dere- 
cho y prevén el registro sindical y su 
cancelación que, además de proteger 
al trabajador, defiende la sociedad y al 
empleador contra los abusos cometidos 
en ocasión del ejercicio de la libertad 
sindical. 


10.- Por otra parte, este texto legal es 
una aplicación particular del Art.4 del 
Convenio 87 de la OIT sobre Libertad Sin- 
dical. Se admite sin discusión como con- 
traria a la libertad sindical, la disolución 
o suspensión de los sindicatos por vía ad- 
ministrativa. La OIT ha sostenido que la 
disolución de las organizaciones sindica- 
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les por decreto, o por vía legislativa sería 
contraria al citado Convenio No.87 de la 
OIT, sobre Libertad Sindical, porque la 
organización sindical afectada por tal me- 
dida no se beneficiaría de todas las ga- 
rantías de que dispone un procedimiento 
regular. El Art.4 del Convenio No.87 con- 
sagra expresamente que “las organiza- 
ciones de trabajadores y empleadores no 
están sujetas a disolución o suspensión 
por vía administrativa”. La disolución sólo 
es válida cuando procede de una deci- 
sión de los tribunales de trabajo compe- 
tentes, o de la voluntad de los trabaja- 
dores o empleadores. El objeto de esta 
disposición es que la disolución o suspen- 
sión no pueden hacerse sin el debido pro- 
ceso, sin las garantías que acompañan 
normalmente a los procedimientos judi- 
ciales. Consecuentemente, la ley prohibe 
la disolución el sindicato, por decreto, por 
ley o por resolución administrativa. 


JURISPRUDENCIA 


11.- La Corte de Casación ha juzgado 
-Sent. del 22 de agosto de 19709, 
B.J.824, p.1990- que “sin un fallo pre- 
vio del tribunal de trabajo competente 
promovido por los interesados, las au- 
toridades administrativas de trabajo no 
pueden anular el registro de la asam- 
blea del sindicato”); constituye igual- 
mente un exceso del SET, el dictar un 
reglamento para dirimir una disputa 
intersindical entre dos sindicatos, por 
la representación de los trabajadores 
de una empresa (sobre la mayoría le- 
gal) y disponer que un empleado o fun- 
cionario de la SET debe presidir dicha 
Asamblea. Esto viola el Art.318 del CT 
y el Convenio 87 de la OIT, relativo a 
la libertad sindical y al derecho de sin- 
dicación. 
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TITULO IX 


DE LAS FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES DE SINDICATOS 


Art.383.- “Los sindicatos pueden for- 
mar federaciones municipales, provin- 
ciales, regionales o nacionales. 


Estas, a su vez, pueden formar confe- 
deraciones con el voto de las dos ter- 
ceras partes de sus miembros, reuni- 
dos en asamblea general”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Comentarios, 3 
Disposiciones Administrativas, 2 Doctrina, 4-10 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.357, del CT de 1951. 


DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS 


2.- Véase Resolución 15/64 de la SET, para 
formar una Federación, Confederación; 
Disposiciones administrativas, Art. 388. 


COMENTARIOS 


3.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “las federaciones y 
confederaciones tienen una organización 
análoga a los sindicatos, pero sus fines 
quedan limitados por la naturaleza de su 
objeto, sin menoscabo de los derechos 
de los sindicatos que las integran”. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal señala la clase de 
federaciones que pueden formar los sin- 


dicatos, entre las cuales se incluyen las 
municipales, provinciales, regionales o 
nacionales. Esta clasificación descansa 
en la demarcación territorial, pero los 
sindicatos pueden formar también fe- 
deraciones de oficio o por ramas de 
actividad. 


5.- Las federaciones, a su vez, pueden 
formar confederaciones con el voto de 
las dos terceras partes de sus miembros, 
reunidos en asamblea general. 


6.- Para la formación de una federación 
es necesario la participación de un míni- 
mo de cuatro sindicatos. Para la forma- 
ción de una confederación es necesaria 
la participación de un mínimo de dos fe- 
deraciones (Art.388 CT). 


7.- Mientras el sindicato tiene relaciones 
dentro de la empresa, las federaciones y 
confederaciones se proyectan a nivel na- 
cional e internacional. 


8.- Sobre los campos de actuación sindi- 
cal, véase Art.348 de este mismo libro. 


9.- En las gestiones de concertación so- 
cial, los trabajadores se hacen represen- 
tar por las federaciones y confederacio- 
nes más representativas y dirigentes 
sindicales de estas entidades en repre- 
sentación de los mismos, quienes integran 
el Consejo Nacional de Empleo, y los con- 
sejos directivos del IDSS y del Infotep y 
otras instituciones tripartitas, así como las 
delegaciones a eventos internacionales, 
tales como la Conferencia Internacional 
del Trabajo celebrada anualmente en Gi- 
nebra (Suiza). También las federaciones 
y confederaciones son entidades aseso- 
ras de los sindicatos en la negociación 
colectiva. 
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10.- Véase Art.388 del CT. 


Art.384.- “Las actas constitutivas de 
las federaciones o confederaciones de 
sindicatos deben contener los nombres 
y domicilios de los sindicatos que las in- 
tegran. 


Los estatutos deben expresar la for- 
ma en que los sindicatos son repre- 
sentados en las asambleas generales 
de las federaciones o confederaciones 
y las demás condiciones de la organi- 
zación y funcionamiento de éste. 


Las disposiciones aplicables a los sin- 
dicatos en general rigen también a 
las federaciones y confederaciones”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.358 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Las disposiciones aplicables a los sin- 
dicatos, rigen también a las federaciones 
y confederaciones, por consiguiente, las 
normas sobre los fines sindicales, la ca- 
pacidad de los sindicatos, el funciona- 
miento interno, el patrimonio, lo relativo 
al derecho de sindicación y a la constitu- 
ción del sindicato y a su disolución rigen 
igualmente para las federaciones y con- 
federaciones. 


DOCTRINA 


3.- Los estatutos de las federaciones y 
conferaciones deben establer la forma de 


representación de cada sindicato, el 
quórum requerido para la validez de sus 
decisiones siempre que no desconozcan 
la ley, y las demás condiciones, como el 
derecho de admisión y de separación de 
algún miembro de la federación o confe- 
deración. 


4.- Véase Arts.precedentes relativos a es- 
tos temas, dentro de este mismo libro. 


Art.385.- “Cualquier sindicato pue- 
de renunciar a la federación que per- 
tenezca, aunque exista pacto en con: 
trario. 


Igual facultad tienen las federaciones 
respecto de las confederaciones”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.359 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra un derecho que 
constituye una aplicación particular de 
la libertad sindical. 


DOCTRINA 


3.- La sindicación no es obligatoria. Lo 
organización sindical es libre; todo sindi- 
cato está en libertad de pertenecer a uno 
federación y ésta, a una confederación, 
o de afiliarse a la que consideren sus 
miembros, e igualmente, tiene el dere- 
cho a separarse de la misma. Derechos 
semejantes tiene la federación frente a lo 
confederación. Las federaciones y las con- 
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federaciones no pueden coartar, ni di- 
recta ni indirectamente la libertad sindi- 
cal ni la libertad de trabajo, ni tomar 
medida alguna para constreñir a los tra- 
bojadores o sindicatos a ser miembros de 
la federación o de la confederación. 


4.- Véase comentario al Art.334 CT. 


Art.386.- “Las federaciones y confe- 
deraciones de sindicatos están suje- 
tas a la formalidad de registro que 
en este Código se establece para los 
sindicatos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.360 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Las federaciones y confederaciones son 
sindicatos de empleadores o trabajadores, 
consecuentemente, para su normal funcio- 
namiento deben ajustarse a las normas re- 
lativas a la organización sindical y a los 
sindicatos previstos en el CT. 


DOCTRINA 


3.- Una de esas disposiciones se refiere a 
la constitución del sindicato, al registro 
ante la SET y a la validez de los actos 
ejecutados por un sindicato que no haya 
sido registrado en la forma prevista en el 


CT. 


4.- Por el hecho de su registro en la SET, 
las federaciones y confederaciones de sin- 
dicatos adquieren la personalidad ¡urídi- 


ca. Los trámites previstos en el CT para el 
registro de los sindicatos se aplica a las 
federaciones y confederaciones. 


5. - Véase comentarios a los Arts. 337 al 
360 y del Art.373 al 377 del CT. 


Art.387.- “Los fondos de las federa- 
ciones y confederaciones están limi- 
tadas a las contribuciones obligato- 
rias que fijen sus estatutos y a los demás 
bienes que adquieran a título gratuito y 
oneroso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.361 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere al patrimonio de 
las federaciones y confederaciones. 


DOCTRINA 


3.- Trata en particular sobre la cuotas 
sindicales o contribuciones obligatorias 
que fijan los estatutos y sobre los bienes 
que adquiera a título gratuito u oneroso. 
Pero el patrimonio de la federación y con- 
federación también se integra con 
donaciones especiales y con las contribu- 
ciones voluntarias de sus miembros. Está 
vedado a estos sindicatos dedicarse al co- 
mercio, y los bienes que puedan adquirir 
son aquellos necesarios e indispensables 
para la realización de sus fines. 


4.- Los comentarios realizados en los Arts. 
341 al 347 de este libro sobre el patri- 
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monio de los sindicatos, son aplicables a 
las federaciones y confederaciones. 


Art.388.- “Para la formación de una 
federación es necesario la participa- 
ción de un mínimo de cuatro sindica- 
tos. Para la formación de una confe- 
deración es necesaria la participación 
de un mínimo de dos federaciones”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Comentarios, 3 
Disposiciones Administrativas, 2 | Doctrina, 4-6 
ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


DISPOSICIONES 
ADMINISTRATIVAS 


2.- La Resolución 15/64 del SET establece 
que “para formar una federación es ne- 
cesario que esté compuesta de siete (7), 
o más sindicatos”, que para formar “una 
Confederación es necesario que esté com- 
puesta de cuatro (4) o más Federacio- 
nes”, sin embargo, “tres (3) o más Fede- 
raciones de oficios pueden constituir una 
Confederación”. Establece también que 
“las Federaciones y Confederaciones de- 
berán comunicar a esta Secretaría de Es- 
tado de Trabajo en los primeros cinco (5) 
días de cada mes, todos los cambios que 
se ejecutan en el seno de las mismas” y 
que “el incumplimiento de lo dispuesto 
por la presente Resolución, implicaría se- 
gún el caso, el rechazamiento del regis- 
tro o su anulación”. 


COMENTARIOS 


3.- Durante la tramitación del antepro- 
yecto del CT de 1992, la OIT propuso 
que al nuevo texto se añadiera lo si 
guiente: “Todo miembro del consejo di- 
rectivo de una federación o confedera: 
ción debe ser trabajador o empleador, 
o haberlo sido durante los últimos cin- 
co (5) años”. Dicha propuesta fue re- 
chazada. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal trata sobre el número 
de sindicatos necesarios para la formo- 
ción de una federación y sobre el núme- 
ro de federaciones indispensables para 
la formación de una confederación. En 
el primer caso se requiere un número de 
cuatro (4) sindicatos, y en el segundo caso, 
se necesita un mínimo de dos (2) federo- 
ciones, la cuales, para constituir la con- 
federación, deben adoptar esta decisión 
con el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros reunidos en asamblea ge- 
neral. 


5.- En la práctica, cumplidas las for- 
malidades que prevé este texto y el 
párrafo del Art.383 del CT, a la con- 
federación se unen no sólo federacio: 
nes, sino también sindicatos autóno: 
mos. Las previsiones de este texto 
como las de los artículos que antece- 
den, tienen un carácter puramente for- 
mal sin implicar una restricción a lo 
libertad sindical consagrada constitu: 
cionalmente. 


6.- Véase Art.383. 
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TITULO X 


DEL FUERO SINDICAL 


Art.389.- “La estabilidad consagrada 
en este Título se otorga para garantizar 
la defensa del interés colectivo y la au- 
tonomía en el ejercicio de las funciones 
sindicales”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - De la finalidad del fuero 
Comentarios, 2-4 sindical, 8-11 
Doctrina - Del interés colectivo, 12-16 


- Consideraciones generales, 5-7 


ANTECEDENTES 


1.-El Título X (Del fuero sindical, Arts.389 
al 394) del Libro Quinto es nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del antepro- 
yecto del CT de 1992, una parte del 
sector empresarial comentó que “debe- 
ría adicionarse para más claridad y con- 
cepto ...la defensa de intereses colecti- 
vos de los trabajadores.. para 
diferenciarlo de ...interés colectivo..., 
que puede dar lugar a interpretaciones 
que pondrían a los sindicatos fuera de 
su órbita de trabajo y de los convenios 
internacionales. El fuero como institu- 
ción es reconocido en los pactos colec- 
tivos del país y en las legislaciones la- 
borales y en las recomendaciones de 
los organismos internacionales”. 


3.- Sobre el fuero sindical la OIT opinó 
que: “La introducción del fuero sindical, 
que propone este anteproyecto, debe 
saludarse como uno de los avances más 
importantes con relación al Código vi- 


gente. En la actualidad el fuero sindical 
está generalizado en el mundo, al punto 
de que la RD es uno de los muy pocos 
países en donde aún no existe. El ante- 
proyecto reflejará esta evolución legisla- 
tiva, y colmará una de las lagunas más 
serias del sistema de relaciones laborales 
dominicano”. 


4.- También dijo que sus propuestas so- 
bre el fuero sindical han tenido en cuen- 
ta tres preocupaciones: a) en primer lu- 
gar, la protección debe ser lo más 
amplia posible. Por ese motivo se ha 
previsto que abarcará no solamente a 
los miembros de la junta directiva de 
un sindicato, sino además a los candi- 
datos a elecciones sindicales, a dirigen- 
tes de federaciones y confederaciones, 
negociadores de un convenio colectivo, 
etc; b) en segundo lugar, se ha tenido 
en cuenta la procupación, expresada 
en los medios empresariales, de que el 
fuero sindical no sea extendido de ma- 
nera tal que prácticamente todos los 
trabajadores de una empresa estarían 
protegidos por el mismo, con lo que se 
crearía una rigidez excesiva en la ges- 
tión de la mano de obra. Con ese obje- 
to el número de trabajadores que se pue- 
den beneficiar del mismo ha sido limitado 
en función del tamaño de la empresa 
(Art.25). En caso de pluraridad sindical 
se prevé un mecanismo para determinar 
a qué trabajadores se hará beneficiar 
de la protección establecida por esta ley 
(Art.26); c) en tercer lugar, se ha procu- 
rado conferir seguridad jurídica al fue- 
ro sindical, mediante el establecimiento 
de la obligación de notificar el nombre 
de las personas que se benefician del 
mismo, así como la duración de sus man- 
datos (Arts.28 y 29). 
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DOCTRINA 
CONSIDERACIONES GENERALES 


5.- El CT no define el fuero sindical. Sin 
embargo, señala que es una forma de 
“estabilidad” que se consagra “para ga- 
rantizar la defensa del interés colectivo y 
la autonomía en el ejercicio de las fun- 
ciones sindicales”. 


6.- El fuero sindical es una protección 
especial y necesaria para el desarrollo 
del sindicalismo, pero no es una medi- 
da de protección de carácter absolu- 
to. El Art.394 prevé los casos en los 
cuales el fuero sindical cesa por inci- 
tar, dirigir, ejecutar, planear o partici- 
par en los hechos previstos en dicho 
texto legal. 


7.- Pedro José Marte (Fuero y Garan- 
tías Sindicales, V Congreso Nacional de 
Derecho del Trabajo, Santo Domingo, 
1993, p.5), lo define como “el conjun- 
to de normas tendientes a garantizar 
la estabilidad en el empleo del trabaja- 
dor o dirigente, con el objeto de ase- 
gurarle el ejercicio normal de sus acti- 
vidades sindicales”. 


DE LA FINALIDAD DEL FUERO SINDICAL 


8.- La institución del fuero sindical fue 
establecida con el propósito de erradicar 
y combatir la práctica antisindical de des- 
pedir al dirigente sindical por sus activi- 
dades sindicales o a quienes se aventura- 
ban a constituir un sindicato. 


9.- El artículo tiene dos finalidades: a) 
alcanzar la estabilidad o permanencia en 
el empleo del dirigente sindical y b) ga- 
rantizar la defensa del interés colectivo y 
la autonomía en el ejercicio de la liber- 
tad sindical. Es decir, proteger al dirigen- 
te sindical contra prácticas desleales, prác- 
ticas antisindicales, o violaciones a la 
libertad sindical. Estos fines se logran 
mediante la prohibición del despido o 


desahucio (despido con preaviso) por ac- 
tividades sindicales y con la formalidad 
de una autorización previa para el des- 
pido del dirigente sindical protegido por 
el fuero. 


10.- Pedro José Marte (ob.cit.,p.3) opina 
que el fuero “está dirigido básicamen- 
te, a obstaculizar y sancionar la discri- 
minación antisindical en sus diversas 
manifestaciones”; que la finalidad del 
fuero sindical “no es otra cosa que ase- 
gurar y librar de escollo el normal ejer- 
cicio de la libertad sindical y el derecho 
de sindicación de los trabajadores, man- 
teniéndose al abrigo de actos de discri- 
minación sindical”. 


11.- Cuando el texto habla de la auto- 
nomía en el ejercicio de las funciones sin- 
dicales, se refiere al sindicalismo “amari- 
llo”, costeado, fomentado y sostenido por 
el empleador. El fuero sindical persigue 
la erradicación de esta práctica o tipo de 
sindicalismo, devolviendo al dirigente sin- 
dical plena autonomía y sancionando al 
empleador en falta. 


DEL INTERÉS COLECTIVO 


12.- La categoría es el grupo homogé- 
neo, titular del interés colectivo que nace 
del vínculo de solidaridad proveniente del 
hecho de ejercer la misma profesión o 
actividad económica. De este modo la 
identidad de interés da origen a la cate- 
goría y al interés colectivo. 


13.- El interés colectivo es el interés pro- 
fesional de que hablan los Arts.107 y 108 
del CT, es decir, el interés de la catego- 
ría. En opinión de Guillermo Cabanellas 
(G. Cabanellas y Mozart Víctor 
Russomano, Los Conflictos Colectivos de 
Trabajo y sus Medios de Solución, Edito- 
rial Heliasta, Buenos Aires, 1979, p.76), 
“debe constituir.... una ventaja o un fin 
concreto en el cual se aúnen todos o casi 
todos los que trabajan en un mismo es- 
tablecimiento”. 
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14.- El interés del sindicato o el interés 
de ciertos miembros del sindicato no es 
el interés profesional que defiende el sin- 
dicato. De aquí cabe distinguir la huelga 
por un hecho que afecte el interés del 
sindicato o de un grupo de sus miem- 
bros, del hecho que lesiona el interés co- 
lectivo, al cual afecta el interés profesio- 
nal de todos los trabajadores. Si una 
cláusula de un convenio dispone un re- 
ajuste general de salario y, al ejecutar el 
convenio, deja de reajustar los salarios 
de algunos trabajadores, la controversia 
surgida por este hecho o la huelga basa- 
da en el mismo, no se fundamenta en un 
hecho que lesiona el interés colectivo. Se 
trata de acciones individuales de un gru- 
po de trabajadores. Lo pertinente es la 
demanda en ejecución del convenio co- 
lectivo violado, de la cual habla el Art.480 
del CT. No todo incumplimiento de una 
cláusula de un convenio colectivo afecta 
el interés profesional o el interés colecti- 
vo de los trabajadores. 


15.- La autonomía colectiva es la facul- 
tod reconocida al sindicato de 
autorreglamentarse y, junto al empleador, 
establecer las normas reguladoras de sus 
relaciones recíprocas. 


16.- La prohibición de las prácticas des- 
leales o contrarias a la ética profesional 
del trabajo de que trata el Art.333, la pro- 
hibición o nulidad del desahucio (despido 
con preaviso) contra el dirigente sindical y 
las sanciones penales en caso de violación 
de estos textos, se completa con el fuero 
sindical que tiende a la estabilidad del 
empleo del dirigente sindical, de modo que 
no pueda ser despedido o desahuciado 
por el hecho de sus actividades sindicales. 


Art.390.- “Gozan del fuero sindical: 
1) Los trabajadores miembros de un sin- 
dicato en formación, hasta un número 
de veinte. 


2) Los trabajadores miembros del 
consejo directivo de un sindicato, 
hasta un número de cinco, si la em- 
presa emplea no más de doscien- 
tos trabajadores; hasta un número 
de ocho, si la empresa emplea más 
de doscientos trabajadores, pero 
menos de cuatrocientos; y hasta un 
número de diez, si la empresa em- 
plea más de cuatrocientos trabaja- 
dores. 


3) Los representantes de los trabaja- 
dores en la negociación de un conve- 
nio colectivo, hasta un número de tres. 
4) Los suplentes, en las circunstancias 
previstas en este Título. 


En caso de que en una empresa fun- 
cionen más de un sindicato o inter- 
vengan sindicatos profesionales o de 
rama, el fuero sindical se distribuye 
de forma proporcional entre los dife- 
rentes sindicatos de acuerdo a la can- 
tidad de afiliados cotizantes de cada 


n 


uno”. 


INDICE 


Doctrina, 7-9 


Legislación Extranjera, 10 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2-6 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 
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COMENTARIOS 


2.- Según la OIT, “Además de las catego- 
rías de trabajadoras aquí mencionadas, 
convendría que el fuero sindical ampare 
igualmente a los candidatos a ejercer fun- 
ciones en el consejo directivo de un sindi- 
cato”. 


3.- También propuso la OIT, que “goza- 
rán de inamovilidad en el trabajo que 
desempeñen durante todo el tiempo que 
duren sus mandatos y hasta seis meses 
después de haber cesado en los mismos, 
no pudiendo tampoco ser trasladados, 
suspendidos ni desmejoradas sus condi- 
ciones de trabajo, las siguientes catego- 
rías de trabajadores: a) los miembros del 
consejo directivo del sindicato de empre- 
sa que tuviere la condición de más repre- 
sentativo en la misma; b) los dirigentes 
de federaciones y confederaciones que 
continúen prestando servicios en la em- 
presa; c) los miembros del consejo direc- 
tivo y los delegados sindicales de todo 
sindicato profesional o por rama de acti- 
vidad que estuviese representado en la 
empresa. A reserva de disposiciones más 
favorables que se pudieren pactar en con- 
venios colectivos de trabajo, la garantía 
prevista en el inciso a) del articulo ante- 
rior protegerá: a) en las empresas de 
hasta treinta trabajadores: hasta cinco 
personas; b) en las empresas que tuvie- 
sen entre treinta y cien trabajadores: has- 
ta siete personas; c) en las empresas que 
tuviesen más de cien trabajadores: una 
persona más por cada veinticinco traba- 
jadores por encima de cien.” 


4.- Sugirió además que: “El inciso a) 
limita el fuero sindical a los represen- 
tantes de los sindicatos de empresa que 
tuvieren la condición de más represen- 
tativos en la misma. Esta limitación, es 
cierto, no afecta a los representantes 
de los sindicatos gremiales o por rama 
de actividad, que están protegidos en 
virtud de la segunda parte del art 26. 
Se ha dicho al representante de la OIT 
que la pluralidad de sindicatos de em- 


presa, en el seno de una misma empre- 
sa, en la RD es prácticamente descono: 
cida. Sin embargo no se debería des- 
cartar que los órganos de supervisión 
exijan, llegado el momento, que la pro- 
tección se extienda igualmente a los re- 
presentantes de los sindicatos empreso 
minoritarios, en el hipotético caso de 
que éstos llegasen a constituirse”. 


5.- Sugirió también la OIT, que: “En las 
empresas en donde los trabajadores es- 
tuviesen representados por más de un sin- 
dicato de empresa, los trabajadores de- 
berán votar por escrutinio secreto paro 
designar al sindicato más representativo, 
cuyos directivos o representantes gozo- 
rán de la protección prevista en el artícu- 
lo 24, dentro de los límites fijados por el 
artículo 25. Cualquiera de los sindicatos 
interesados podrá pedir que la votación 
sea fiscalizada por la autoridad adminis- 
trativa laboral. Toda impugnación de lo 
votación será resuelta por el Tribunal de 
garantías sindicales. La limitación previs- 
ta en este artículo no afectará a los diri- 
gentes o representantes sindicales de los 
sindicatos profesionales o por rama de 
actividad, quiénes gozarán de la protec- 
ción prevista en el inciso c) del artículo 
24, en proporción de un dirigente o de 
un representante protegido por cada vein- 
ticinco miembros que dichos sindicatos 
tuviesen en la empresa. Cuando en uno 
empresa presten servicios dirigentes de fe- 
deraciones o confederaciones, la protec: 
ción prevista en virtud del artículo 24 se 
extenderá a una persona más por cado 
cincuenta trabajadores empleados en la 
empresa. 


6.- Igualmente propuso que: “La ga- 
rantía prevista en el artículo 24 ampo- 
ra igualmente: a) a los miembros del 
sindicato que, de conformidad con lo 
previsto en los estatutos, hayan presen- 
tado su candidatura para el Consejo 
Directivo. Con ese objeto el trabajador 
o su sindicato deberán notificar al 
empleador la presentación de la corres- 
pondiente candidatura. La protección 
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se extiende por un periodo de tres me- 
ses, a partir del momento en que se 
ha efectuado la notificación y se apli- 
cará aún cuando el trabajador no haya 
sido electo; b) a los candidatos a inte- 
grar comisiones directivas de federa- 
ciones o confederaciones, en las con- 
diciones previstas en el inciso a) del 
presente articulo; c) hasta tres nego- 
ciadores del convenio colectivo de tra- 
bajo, desde el momento en que su de- 
signación ha sido notificada al 
empleador, según lo previsto en el in- 
ciso a), hasta seis meses después de 
suscrito el convenio colectivo. 


DOCTRINA 


7.- Este texto legal se refiere a los miem- 
bros del sindicato protegidos por el 
fuero. Establece cuatro categorías: a) Los 
miembros del comité gestor, hasta un lí- 
mite de veinte (20), que es el mínimo de 
miembros que conforme al Art.324 del 
CT son necesarios para la formación de 
un sindicato de trabajadores. b) Los inte- 
grantes del consejo directivo del sindica- 
to. Para esta categoría la ley establece 
una escala dependiente del número de 
trabajadores de la empresa. Si ésta em- 
plea menos de doscientos (200) trabaja- 
dores, los protegidos por el fuero son cinco 
(5). Este número se extiende hasta ocho 
(8) si la empresa emplea más de doscien- 
tos (200) trabajadores, pero menos de 
cuatrocientos (400), pudiendo ser hasta 
diez (10) cuando la empresa emplea más 
de cuatrocientos (400) trabajadores. De 
modo que el número mínimo de miem- 
bros del consejo directivo protegidos por 
el fuero sindical son cinco (5), y el máxi- 
mo diez (10). Se trata de un límite legal. 
En los convenios colectivos, el límite es 
Mucho mayor, comprendiendo muchas 
veces hasta los delegados, categoría a la 
cual no se refiere la ley. c) Los represen- 
tantes de los trabajadores en la negocia- 
ción colectiva, hasta un número de tres 
3). En el convenio colectivo, la protec- 
ción cubre generalmente a toda la comi- 


sión negociadora y hasta a los suplentes 
de ésta. Finalmente, la ley prevé una cuar- 
ta categoría, d) los suplentes de los inte- 
grantes de las categorías precedentemente 
citadas, pero éstos sólo gozan del fuero 
sindical en las circunstancias que prevé 
la ley, salvo que las partes establezcan 
condiciones más favorables en el conve- 
nio colectivo. 


8.- El párrafo final de este artículo se re- 
fiere al caso en que una empresa funcio- 
ne con más de un sindicato, o interven- 
gan varios sindicatos profesionales o de 
rama de actividad. En este caso, el fuero 
sindical se distribuye en forma propor- 
cional entre los diferenies sindicatos, con- 
forme a la cantidad de afiliados cotizantes 
de cada uno. En estos casos, el fuero sin- 
dical se distribuye entre los sindicatos de- 
pendiendo de la cantidad de miembros 
cotizantes de cada sindicato que paguen 
la cuota sindical, que, previa autoriza- 
ción individual, descuenta el empleador 
del salario de cada trabajador. 


9.- Véase comentarios al Art.393 del CT. 


LEGISLACIÓN EXTRANJERA 


10.- El Art.309 del CT de Chile esta- 
blece que: “Los trabajadores 
involucrados en una negociación co- 
lectiva gozarán del fuero establecido 
en la legislación vigente, desde los diez 
días anteriores a la presentación del 
proyecto de contrato colectivo hasta la 
suscripción de este último, o hasta la 
fecha de notificación a las partes del 
fallo arbitral que se dicte. El Art.310 
del mismo Código dice: El fuero a que 
se refiere el Art.309 o anterior se ex- 
tenderá por treinta días adicionales 
contados desde la terminación del pro- 
cedimiento de negociación respecto de 
los integrantes de la comisión nego- 
ciadora que no estén acogidos al fue- 
ro sindical. Sin embargo no se reque- 
rirá solicitar el desafuero de aquellos 
trabajadores sujetos a contrato a pla- 
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zo fijo, cuando dicho plazo expirare 
dentro del período comprendido en el 
artículo anterior. 


Art.391.- “El despido de todo tra- 
bajador protegido por el fuero sin- 
dical debe ser sometido previamen- 
te a la Corte de Trabajo, a fin de que, 
en un término no mayor de cinco días 
determine si la causa invocada obe- 
dece o no a una falta, su gestión, fun- 
ción o actividad sindical. Cuando el 
empleador no observe esta formali- 
dad, el despido es nulo y no pondrá 
término al contrato”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 -Finalidad de esta protección 
Disposiciones Reglamentarias, 2 | legal, 34 
- Del Procedimiento, 35-39 


Jurisprudencia, 40-41 


Comentarios, 3-32 
Doctrina 


“Alcance, 33 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS 


2.- Según el Art.85 del reglamento 258- 
93, para la aplicación del CT: “La solici- 
tud de autorización de despido de un tra- 
bajador protegido por el fuero sindical, 
de que trata el artículo 391 del Código 
de Trabajo, debe expresar el nombre y 
domicilio del solicitante, el nombre y fun- 
ciones sindicales del trabajador que se 
pretende despedir, y los hechos que se 
imputan, así como las razones en que se 
basa la petición. Depositado el escrito en 
la Secretaría de la Corte de Trabajo, su 
Presidente fijará en el acto la fecha en 
que debe celebrarse la audiencia, que se 
realizará dentro de los cinco (5) días la- 
borables, a contar de la fecha del depó- 
sito de la solicitud. El acto de citación, 


encabezado con copia de la solicitud del 
empleador, será notificado por el algua- 
cil comisionado por el Presidente de la 
Corte, sin perjuicio del derecho que asis- 
te al empleador de notificarlo por su pro- 
pia cuenta. Entre la fecha de la citación y 
la de la audiencia debe mediar un plazo 
de un (1) día franco. El día de la audien- 
cia, la Corte reunida en Cámara de Con- 
sejo después de oír los alegatos del 
empleador y del trabajador, dictará auto 
en la misma audiencia autorizando o ne- 
gando el despido. Los incidentes que se 
presenten deben ser fallados en dicha 
audiencia conjuntamente con el fondo. 


COMENTARIOS 


3.- Durante la redacción del anteproyec- 
to de CT de 1992, una parte del sector 
empresarial comentó que “este artículo 
es inaceptable en cuanto a que el despi- 
do es nulo y no pone término al contra- 
to, en el caso del trabajador protegido 
por el fuero sindical. Los mismos pactos 
colectivos que inspiraron a los redactores 
crean indemnizaciones especiales en es- 
tos casos. Las legislaciones más radicales 
consagran este tipo de compensación por 
término de contrato con trabajadores pro- 
tegidos por el fuero sindical. La aproba- 
ción de este artículo tal y como está re- 
dactado causaría inestabilidad y 
desasosiego en los centros de trabajo y 
va en contra de la disciplina laboral, la 
producción y la paz social”. 


4.- Hugo Ramírez Lamarche y Ramón 
Martínez consideraron que “en este caso 
no se debe obligar al patrono a mante- 
ner al trabajador en la empresa”. Sugi- 
rieron que “se le conceda al patrono que 
ha incumplido con las formalidades de 
ley, un derecho de opción que le permi- 
ta, en caso de insistir en la separación 
del trabajador de la empresa, pagar una 
indemnización adicional al trabajador be- 
neficiario del fuero sindical. Debería de- 
cir: El despido de todo trabajador protegi- 
do por el fuero sindical debe ser sometido 
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previamente a la Corte de Trabajo, a fin 
de que, en un término no mayor de cinco 
días determine si la causa invocada obe- 
dece o no a su gestión, función o activi- 
dad sindical. Cuando el patrono no ob- 
serve esta formalidad tendrá dos 
opciones: a) reintegrar al trabajador; b) 
pagar “X” meses de salarios de indemni- 
zación adicional a las prestaciones labo- 
rales que puedan corresponder al bene- 
ficiario del fuero sindical. Si el despido se 
declara injustificado”. 


5.- La OIT comentó que “además del des- 
pido, el fuero sindical debería proteger 
contra otros actos de victimización, tales 
como traslados o desmejoramiento en las 
condiciones de trabajo”. 


6.- También sugirió que: “Los trabajado- 
res miembros de un sindicato en forma- 
ción, hasta un número de veinte, no po- 
drán ser despedidos, sancionados, ni 
desmejoradas sus condiciones de trabajo 
por el hecho de participar en la forma- 
ción de un sindicato”. 


7.- Propuso igualmente la OIT: “La crea- 
ción de un Tribunal de Garantías Sindi- 
cales, encargado de aplicar la ley. Guar- 
da relación con el articulo 3 del Convenio 
núm. 98. En sus entrevistas en Santo Do- 
mingo, se expresó al representante de la 
OIT la preocupación por la necesidad de 
disponer de un procedimiento rápido y 
expeditivo para tratar los casos relacio- 
nados con las violaciones a la libertad 
sindical. Se le indicó que los juzgados de 
paz no parecen ser los órganos más ade- 
cuados, pues están sobrecargados de tra- 
bajo. Una alternativa pudiera consistir en 
los recientemente creados tribunales de 
trabajo. Sin embargo, debe tenerse en 
cuenta que el cometido esencial de los 
tribunales de trabajo es la solución de 
conflictos jurídicos individuales. En los 
casos que se relacionan con la libertad 
sindical nos encontramos en situaciones 
que se encuentran en la frontera del con- 
flicto individual con el colectivo; a menu- 
do guardan mucha mayor vinculación con 


las relaciones profesionales que con la 
aplicación del derecho estricto. Por este 
motivo la OIT propone que la solución 
de estos conflictos se confíe a un órgano 
especial, el Tribunal de Garantías Sindi- 
cales, cuyo primer cometido, antes que 
sancionar el incumplimiento de la ley, se- 
ria la conciliación entre las partes. El ar- 
tículo 21, lo mismo que el art. 40 hacen 
hincapié en esta función particular del 
Tribunal de Garantías Sindicales. Según 
el art. 31 los vocales del Tribunal de Ga- 
rantías Sindicales deberán desempeñar 
sus funciones teniendo en cuenta el inte- 
rés de la justicia y de la ética de las rela- 
ciones de trabajo y no el de las respecti- 
vas organizaciones empresariales o 
sindicales que los han propuesto. Si este 
cometido es asumido por los interesados 
con plena responsabilidad, se puede es- 
perar que el Tribunal en la práctica sólo 
raras veces deberá aplicar sanciones. De 
ahí que convenga diferenciarlo de los tri- 
bunales de derecho”. 


8.- Y agregó la OIT: “Si bien las ventajas 
teóricas del Tribunal de Garantías Sindi- 
cales con respecto a los tribunales de 
derecho son innegables, la OIT es cons- 
ciente que no existen en el país antece- 
dentes que hagan presumir que esta fór- 
mula será plenamente aceptada por los 
interlocutores sociales. Uno de los auto- 
res del anteproyecto que el Gobierno ha 
sometido recientemente al Congreso Na- 
cional, Profesor Lupo Hernández Rueda, 
profundo conocedor de la realidad do- 
minicana y respetadísimo profesor de De- 
recho del Trabajo, ya ha manifestado su 
escepticismo; cabe agregar que los me- 
dios empresariales también han manifes- 
tado sus dudas sobre esta fórmula, mien- 
tras que los medios sindicales la han 
apoyado. El problema consiste en deter- 
minar que otros órganos, en ausencia del 
Tribunal de Garantías Sindicales pudie- 
ran cumplir aquel cometido, el que, como 
ya se ha dicho, se relaciona estrechamente 
con el cumplimiento del art. 3 del Con- 
venio núm. 98, ratificado. Si esta tarea 
se confía a la propia Secretaría del Tra- 
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bajo pudiera haber sospechas de parcia- 
lidad, o de injerencia administrativa, lo 
cual seria incompatible con el Convenio 
sobre la libertad sindical y el derecho de 
sindicación, 1948 (núm. 87), ratificado. 
Ya se ha dicho que si se confía a los jue- 
ces de paz, se pueden temer demoras en 
un procedimiento que por su propia na- 
turaleza debería sumario. Si se confía a 
los tribunales de trabajo es de temer 
que la función de aplicar la ley, es decir 
de imponer sanciones, prime sobre la 
conciliación, que es lo que más intere- 
sa para fomentar el desarrollo de rela- 
ciones de trabajo constructivas. A falta 
de una fórmula mejor la OIT recomien- 
da que se instituya un Tribunal de Ga- 
rantías Sindicales con carácter experi- 
mental y por una duración de tres años. 
como máximo. A los dos años de la pues- 
ta en funcionamiento del Tribunal de 
Garantías Sindicales, la Secretaría de 
Estado del Trabajo debería convocar a 
audiencias públicas, con la participa- 
ción de las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores más re- 
presentativas, magistrados de las cor- 
tes de trabajo, miembros del Tribunal 
de Garantías Sindicales y profesores uni- 
versitarios, con objeto de evaluar la ex- 
periencia de dicho Tribunal. Una vez 
realizadas esas audiencias la Secreta- 
ría de Estado de Trabajo debería remi- 
tir sus conclusiones al Parlamento, ¡un- 
to con un proyecto de ley con objeto 
de, sea institucionalizar definitivamen- 
te dicho Tribunal, si la experiencia se 
ha considerado positiva, sea de confe- 
rir la competencia en los recursos rela- 
cionados con esta ley a algún otro ór- 
gano jurisdiccional, si se estima que el 
Tribunal de Garantías Sindicales no ha 
dado los resultados esperados”. 


9.- El texto completo del Tribunal de Ga- 
rantías Sindicales es el siguiente: “Art. 30, 
créase, con carácter experimental y por 
una duración de tres años a partir de la 
promulgación de la presente ley, un Tri- 
bunal de Garantías Sindicales para aten- 


der en los recursos relacionados con la 
aplicación de la presente Ley”. 

“A los dos años de la puesta en funciona- 
miento del Tribunal de Garantías Sindi- 
cales la Secretaría de Estado del Trabajo 
deberá convocar a audiencias públicas, 
con la participación de las organizacio- 
nes de empleadores y de trabajadores más 
representativas, magistrados de las cor- 
tes de trabajo, miembros del Tribunal de 
Garantías Sindicales y profesores univer- 
sitarios, con objeto de evaluar la expe- 
riencia de dicho Tribunal. Una vez reali- 
zadas esas audiencias la Secretaría de 
Estado del Trabajo deberá remitir sus con- 
clusiones al Congreso Nacional, junto con 
un proyecto de ley con objeto de, sea 
institucionalizar definitivamente dicho Tri- 
bunal, si la experiencia se ha considero- 
do positiva, sea de conferir la competen- 
cia en los recursos relacionados con esta 
ley a algún otro órgano jurisdiccional, si 
se estima que el Tribunal de Garantías 
Sindicales no ha dado los resultados es- 
perados”. 


10.- “Art.31 El Tribunal de Garantías Sin- 
dicales estará integrado: a) por un ma- 
gistrado designado por el Senado, que 
actuará como presidente, y por b) seis 
vocales, de los cuales tres serán escogi- 
dos de nóminas formadas por las orga- 
nizaciones representativas de empleadores 
y tres de nóminas formadas por las orga- 
nizaciones representativas de trabajado- 
res, debiéndose observar lo dispuesto en 
el artículo 439 del Código de Trabajo”.”Al 
ser nombrados, los vocales prestarán ju- 
ramento de desempeñar sus funciones 
teniendo en cuenta el interés de la justi- 
cia y de la ética de las relaciones de tro- 
bajo y no el de las respectivas organiza- 
ciones empresariales o sindicales que los 
han propuesto”. 


11.- “Art.32: El Tribunal sesionará nor- 
malmente con el presidente y dos voco- 
les, uno de nóminas empresariales y uno 
de nóminas sindicales, designados por el 
Presidente teniendo en consideración las 
características de cada caso. Cada vez 
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que sea necesario el Presidente convoca- 
rá sesiones plenarias con objeto de unifi- 
car criterios de interpretación”. “En nin- 
gún caso el Tribunal podrá integrarse con 
vocales que tuvieren interés en el resulta- 
do del recurso que se ha incoado ante el 
mismo. El Tribunal pronunciará sus deci- 
siones por mayoría simple de sus miem- 
bros”. 


12.- Art.33: “El Tribunal tendrá su sede 
en la Ciudad de Santo Domingo. Se po- 
drán crear, por ley, un segundo tribunal 
u otros tribunales, en la Ciudad de Santo 
Domingo, o en otras localidades del país, 
de ser necesario en atención al número 
de recursos de que deberán conocer. Para 
su constitución se observarán las reglas 
del artículo precedente”. 


13.- “Art.34: El empleador que preten- 
da despedir a un trabajador ampara- 
do en virtud de la presente ley, o tras- 
ladarlo o cambiar sus condiciones de 
trabajo, deberá solicitar la autoriza- 
ción previa del Tribunal, quien resol- 
verá sobre la procedencia del despido, 
traslado o desmejora”. 


14.- “ Art.35: “Las únicas causas de des- 
pido serán las siguientes: a) la comisión 
de actos de coacción o violencia sobre 
las personas o las cosas, o cualquier otro 
acto que tenía por objeto promover el 
desorden o quitar a la huelga su carác- 
ter pacífico; b) el atentar contra los bie- 
nes de la empresa; c) la incitación o par- 
ticipación en actos que produzcan 
destrucción de materiales, instrumentos 
o productos de trabajo o mercaderías o 
disminuyan su valor o causen su deterio- 
ro; d) por incitar, dirigir o participar en 
la reducción intencional del rendimiento 
o en la interrupción o entorpecimiento 
ilegal de actividades totales o parciales, 
en la empresa de trabajo; e) la retención 
indebida de personas o bienes, o el uso 
indebido de éstos en movilizaciones o pi- 
quetes; f) la incitación a destruir, inutili- 
zar o interrumpir instalaciones públicas 
o privadas, o participar en hechos que 


las dañen; g) la comisión de un crimen o 
delito sancionado por la ley, o un acto 
contra la seguridad del Estado o violatorio 
de la Constitución”. 


15.- “Art.36: el despido también se po- 
drá fundar en el artículo 78 del Código 


de Trabajo, con la excepción del ordinal 
20". 


16. “Art.37: Cuando el empleador hubiere 
fundado su pedido de despido en la co- 
misión de delitos, o de faltas particular- 
mente graves, el Tribunal, si lo considera 
conveniente, podrá autorizar la suspen- 
sión provisoria del trabajador 
incriminado, a condición que el 
empleador deposite, en una cuenta ban- 
caria de su elección, a disposición del Tri- 
bunal, los salarios y sus accesorios que 
pudieren corresponder al trabajador du- 
rante el transcurso del procedimiento. Si 
el empleador no efectúa este depósito 
dentro de los tres días de serle requerido 
por el Tribunal, se considerará que ha 
desistido de su pedido de despido. Al con- 
cluir el procedimiento, si el Tribunal au- 
toriza el despido, las sumas depositadas 
serán restituidas al empleador. Si el Tri- 
bunal decide que no existen méritos para 
el despido, dichas sumas serán entrega- 
das al trabajador; en este caso el 
empleador deberá igualmente pagar, a 
titulo de daños y perjuicios, una suma 
igual al 20 por ciento de los importes 
depositados. El Tribunal podrá, sin em- 
bargo, reducir esta penalidad, o 
exonerarla, si considera que el empleador 
ha procedido de buena fe”. 


17.- “Art.38 El traslado, lo mismo que 
cualquier desmejora de las condiciones 
de trabajo de un trabajador protegido 
en virtud de la presente ley sólo se podrá 
fundar en las necesidades económicas de 
la empresa, establecimiento o servicio, las 
que deberán ser debidamente justifica- 
das por el empleador y apreciadas 
prudencialmente por el Tribunal de Ga- 
rantías Sindicales”. 
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18.-"Art.39 La solicitud de autorización 
de todo despido, traslado, desmejora o 
cambio en las condiciones de trabajo de 
un trabajador protegido en virtud de la 
presente ley, deberá expresar el nombre 
y domicilio del solicitante, el nombre y 
funciones sindicales de la persona que se 
pretende despedir, trasladar o desmejo- 
rar en sus condiciones de trabajo y los 
hechos que se le imputan o razones en 
que se funda la medida propuesta”. 


19.- “Art.40 Del escrito presentado se dará 
traslado a la parte contraria, para que 
lo conteste en el plazo de cinco días há- 
biles. Cumplidos estos extremos, el Tribu- 
nal convocará a las partes a una audien- 
cia de conciliación. Si el empleador o su 
representante no comparecieren, se con- 
siderará que ha desistido de su petición”. 


20.- “Art.41: Cuando resultare frustrada 
la conciliación, el Tribunal abrirá un pe- 
riodo de ocho días francos para las prue- 
bas pertinentes, de los cuales los tres pri- 
meros serán para su ofrecimiento y los 
cinco restantes para su producción”. 


21.- “Art.42: El Tribunal resolverá dentro 
los cinco días hábiles siguientes. “Su de- 
cisión será inapelable”. 


22.- “Art.43: Si el empleador procediera 
a alguno de los actos indicados en el ar- 
tículo 34 sin la autorización previa del 
Tribunal, este último, dentro de las cua- 
renta y ocho horas de interpuesto el re- 
curso correspondiente, ordenará como 
medida cautelar la reposición inmediata 
de la situación anterior. Su incumplimien- 
to será sancionado con multa de diez a 
cincuenta salarios mínimos diarios, por 
cada trabajador afectado y por cada día 
que dure el incumplimiento. El empleador 
deberá igualmente pagar el salario que 
correspondiere al trabajador.” 


23.- “Art.44: Las recursos relacionados 
con las garantías previstas en el presente 
Título podrán ser interpuestos por el tra- 
bajador afectado o por su sindicato”. 


24.- “Art.45: En los recursos relacionados 
con la aplicación de los artículos 15, 19 y 
20 de esta Ley, la decisión del Tribunal 
será tomada por el presidente, únicamen- 
te, después de haber escuchado la opi- 
nión de dos vocales, uno de medios em- 
presariales y otro de medios sindicales”. 


25.- “Art.46: El Tribunal de Garantías Sin- 
dicales también será competente para en- 
tender en todo recurso relacionado con 
la negativa a registrar un sindicato, fe- 
deración o confederación, o la cancela- 
ción de su registro. Será además el único 
órgano autorizado a pronunciar la diso- 
lución de un sindicato, federación o con- 
federación”. 


26.- “Art.47: A falta de disposición parti- 
cular, todos los recursos ante el Tribunal 
de Garantías Sindicales deberán interpo- 
nerse, bajo pena de caducidad, dentro 
de los diez días hábiles, contados a par- 
tir del hecho que los motiva”. 


27.- “"Art.48: Contra las decisiones del Tri- 
bunal de Garantías Sindicales no se ad- 
mitirá recurso alguno”. 


28.-El referido anteproyecto de ley de- 
cía: el título IV del Libro V del Código de 
Trabajo pasa a ser el nuevo título VI; los 
títulos siguientes del mismo Libro se 
renumeran correlativamente”. 


29.- “Todas las decisiones administrati- 
vas relacionadas con la aplicación del Li- 
bro Quinto del Código de Trabajo son 
recurribles ante el Tribunal de Garantías 
Sindicales”. 


30.- “Todos los recursos ¡judiciales que 
en virtud del Libro Quinto estaban so- 
metidos a los tribunales de primera ins- 
tancia, pasan a ser de competencia ex- 
clusiva del Tribunal de Garantías 
Sindicales”. 


31.- “Se derogan todas las disposiciones 
que se opongan a la presente ley”. 
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32.- “Se faculta a la Secretaría de Estado 
de Trabajo a renumerar el Código de Tra- 
bajo como consecuencia de la adopción 
de la presente ley, y hacer publicar su 
texto ordenado”. 


DOCTRINA 
ALCANCE 


33.- Como señala el propio texto legal, 
su alcance se limita a la protección de 
"todo trabajador protegido por el fuero 
sindical”; por consiguiente, cuando el fue- 
ro cesa, no se aplica el Art.391. El CT 
prevé la duración legal del fuero sindi- 
cal, cuando no está prevista en el conve- 
nio colectivo. El Art.394 dice expresamen- 
te cuándo cesa el fuero sindical. En estos 
casos, no hay que someter el despido a 
ningún tipo de autorización o permiso 
judicial ni a ningún juicio o audiencia 
previa de la corte de trabajo. El fuero 
sindical no es absoluto y las previsiones 
del Art.391 no se aplican cuando ha ce- 
sado el tiempo de duración legal o con- 
tractual del fuero sindical, o cuando el 
trabajador ha perdido la protección del 
fuero sindical por incurrir en los hechos 
previstos en el CT como causantes de la 
pérdida del fuero sindical. 


FINALIDAD DE ESTA PROTECCIÓN LEGAL 


34.- Precisamente, el Art.391 está dirigi- 
do a proteger al trabajador cubierto por 
el fuero sindical, de todo tipo de práctica 
o discriminación antisindical. Pero, en nin- 
gún caso, a impedir el despido de este 
trabajador si ha incurrido o hay indicios 
serios de que ha incurrido en una falta 
grave e inexcusable, que haga imposible 
la continuación del contrato. 


DEL PROCEDIMIENTO 


35.- La Corte de Trabajo apoderada al 
tenor del Art.391, no puede conocer del 


fondo, debiendo limitarse, previa audien- 
cia que puede celebrar en Cámara de 
Consejo o a puertas cerradas, como la 
autoriza el Art.527 del CT de 1992 y el 
Art.85 del Reglamento No.258-93 para 
la aplicación de dicho Código, a escu- 
char a las partes, examinar la documen- 
tación o prueba aportada, y dictar luego 
una Resolución autorizando o negando 
el despido. Por eso, se trata de una espe- 
cie de habeas corpus sindical. Incluso, 
después de la audiencia y antes del límite 
de cinco días previsto en el Art.391, la 
Corte puede solicitar a las partes cual- 
quier información o documento que con- 
sidere pertinente. 


36.- En la práctica, la redacción del 
Art.391 y la del Art.85 del Reglamento 
para la aplicación del Código de 1992, 
ha generado muchas controversias y opi- 
niones opuestas. Pedro José Marte (Po- 
nencia cit., p.17), hace referencia a este 
problema del modo siguiente: “Muchas 
dudas y confusión ha generado el proce- 
dimiento a seguir ante nuestras Corte de 
Trabajo, específicamente en el caso de 
dirigentes sindicales protegidos por el fue- 
ro sindical. En ese sentido, se discute si 
frente a un apoderamiento de la Corte 
de Trabajo en este caso, actúa en funcio- 
nes puramente administrativas o no; si 
está obligada o no a citar a la parte con- 
tra quien se dirige la instancia, o si sólo 
le basta y puede fallar fundándose en el 
contenido de ésta; si la decisión de la 
Corte es o no recurrible en casación; y 
finalmente, si la Corte, en cuanto a su 
constitución, debe sujetarse a las disposi- 
ciones del Art.473 del CT, o si puede cons- 
tituirse con abstracción de los vocales pre- 
vistos en dicho texto legal. A nuestro juicio 
-afirma-, la Corte de Trabajo en este caso 
actúa en base a una competencia espe- 
cial, en funciones puramente administra- 
tivas y en instancia única, y su decisión 
no puede ser objeto de recurso de casa- 
ción. Y es que, lo que otorga la Corte es 
una simple autorización en Cámara de 
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Consejo, y la hace mediante una Resolu- 
ción, que si bien debe motivarse, no re- 
viste las características de una sentencia. 
Siendo así, permitir el recurso de casa- 
ción en este caso sería frustratorio, sobre 
todo si se tiene en cuenta que su decisión 
no liga al juez de los hechos”. 


37.- El precipitado Art.85 del Reglamen- 
to para la aplicación del CT de 1992 prevé 
la celebración de una audiencia de la 
Corte en Cámara de Consejo, y una se- 
rie de formalidades que en la práctica 
son difíciles de cumplir dentro del plazo 
fijado por el CT y dicho Reglamento. 


38.- En la citada audiencia la corte de 
trabajo deberá oír los alegatos de las 
partes y dictar “auto” autorizando o ne- 
gando el permiso para el despido. En di- 
cha audiencia deben ser fallados “los in- 
cidentes que se presenten conjuntamente 
con el fondo”. El Reglamento da pie a la 
controversia. ¿Se trata de un proceso 
como dice el propio Reglamento?. ¿Se tra- 
ta de una auto autorizando o negando 
el despido?. El texto crea confusión, pero 
deja bien claro que no se trata de una 
sentencia, sino de una simple autoriza- 
ción o rechazo de carácter administrati- 
vo, de la solicitud de autorización el des- 
pido. Con ello, la Corte de Trabajo no 
prejuzga el fondo y el auto no puede con- 
tener ninguna mención o párrafo sobre 
el fondo (las causas de despido, es decir, 
la falta o faltas graves e inexcusables im- 
putables al trabajador protegido por el 
fuero). Cuando el Reglamento dice que 
la Corte de Trabajo fallará los incidentes 
conjuntamente con el fondo no se refiere 
a los motivos de despido invocados por 
el empleador, ni cuestiona la facultad de 
la corte de negar u otorgar el permiso 
solicitado, vale decir, de dictar el auto 
que menciona dicho Reglamento. 


39.- La protección del Art.391 se une a 
la prohibición de las prácticas desleales 
o contrarias a la ética profesional del tra- 
bajo de que trata el Art.333; a la prohi- 
bición o nulidad del desahucio contra el 


dirigente sindical (Art.392); a las sancio: 
nes penales en caso de violación de estos 
texto; y al fuero sindical, y protege con: 
tra el despido a todos los trabajadores 
protegidos por el fuero sindical. 


JURISPRUDENCIA 


40.- La decisión que adopta la Corte de 
Trabajo determinando que la causa in: 
vocada por un empleador para poner tér: 
mino al contrato de trabajo de un traba: 
¡ador amparado por el fuero sindical, 
obedece a una falta y no a las activida: 
des que éste desarrolla dentro de su ges 
tión, no es una sentencia en última ins 
tancia que prejuzgue el fondo, sino un 
resolución administrativa que no tiene 
autoridad de la cosa juzgada, pues m 
obstante ella, los interesados pueden re 
currir al juzgado de trabajo correspon: 
diente para hacer valer sus derechos en 
un sentido u otro. (Sent. 3 febrero 199, 
No.15, B.J.1059, p.452). 


41.- La única manera como los contratos 
de trabajo amparados por el fuero sindi 
cal terminan por la voluntad unilateral 
del empleador es cuando están previa: 
mente autorizados por la Corte de Tro 
bajo, (Sentencia No.35 del 29 de sep: 
tiembre del 1999, B. J. 1066, p.843). 


Art.392.- “No producirá efecto jur 
dico alguno el desahucio de los tra 
bajadores protegidos por el fuero sin: 
dical”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 5-7 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 
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COMENTARIOS 


2.- El Art.391 del CT se refiere al despido 
o resolución unilateral del contrato por 
voluntad del empleador, alegando una 
falta grave e inexcusable del trabajador 
protegido por el fuero sindical. El Art.85 
del Reglamento 258-93 prevé el procedi- 
miento aplicable en estos casos. 


3.- La OIT sugirió el siguiente texto: “Es 
nulo el desahucio de los trabajadores pro- 
tegidos en virtud de la presente ley ”. 


4.- Según la OIT, “La protección que con- 
fiere la ley comprende la nulidad del des- 
ahucio (Art.22). Por su parte, el despido 
o la desmejora en las condiciones de tra- 
bajo solamente pueden proceder por cau- 
sa justificada y deben ser objeto de auto- 
rización previa (Art.34). Los artículos 35 
y 36 señalan los casos en que procede el 
despido, mientras que el Art.37 autoriza, 
en casos particularmente graves, la sus- 
pensión previa del trabajador amparado 
por la garantía, mientras se instruye el 
procedimiento correspondiente. El Art.38 
indica las causas en que la desmejora 
puede proceder. El Art.38 indica las cau- 
sas en que la desmejora puede proceder. 
El Art.43 establece medidas cautelares que 
se aplicarían en los casos en que el 
empleador despide o desmejora a los tra- 
bajadores amparados por el “fuero sin- 
dical” sin la aprobación previa del órga- 
no encargado de aplicar la ley”. 


DOCTRINA 


5.- La más irritante y frecuente práctica 
antisindical fue, hasta la promulgación y 
vigencia del CT de 1992, la terminación 
del contrato del dirigente sindical median- 
te el ejercicio del derecho de desahucio, 
aunque toda terminación masiva de tra- 
bajadores por desahucio (despido con 
preaviso) es una reducción de personal. 
Esto queda evidenciado en el hecho de 
que la SET ha recomendado el desahucio 
en casos de huelgas salvajes e irreflexivas 


o a espaldas de la ley, y en situaciones de 
crisis económica de la empresa, cuando 
ésta ha recurrido a la reducción de su 
personal. En estos casos, el desahucio ha 
sido ejercido por recomendación y ante 
las propias autoridades laborales. 


6.- Después del CT de 1992, el empleador 
no puede desahuciar al trabajador pro- 
tegido por el fuero sindical. Así lo dispo- 
ne el Art.75 ordinal 4to. y el Art.392: 
“No producirá efecto jurídico alguno el 
desahucio de los trabajadores protegidos 
por el fuero sindical”. Consecuentemen- 
te, el contrato de trabajo de estas perso- 
nas no termina con el desahucio ejercido 
por el empleador y éste debe o reinte- 
grarlo o pagarle indefinidamente el sa- 
lario correspondiente a cada quien, has- 
ta que el contrato termine por cualquier 
otro motivo que no sea el despido. El 
empleador se expone además a que los 
trabajadores le pongan en mora para el 
reintegro a la empresa o para el pago de 
sus salarios y/o demanden en justicia este 
pago y la reparación de daños y perjui- 
cios. También podrían ejercer la acción 
penal por violación del CT y reclamar ante 
esta jurisdicción el pago de una indemni- 
zación a título de reparación en daños y 
perjuicios. 


7.- El Art.392 trata sobre el desahucio o 
despido con preaviso o resolución unila- 
teral del contrato por voluntad unilateral 
del empleador sin alegar causa alguna, 
del trabajador protegido por el fuero sin- 
dical. En este caso, la terminación del 
contrato no tiene lugar legalmente, ni 
produce efecto jurídico alguno. El despi- 
do del dirigente sindical protegido por el 
fuero es nulo y no produce efecto juridi- 
co alguno cuando el empleador no ob- 
serva la formalidad de solicitar la autori- 
zación para el despido prevista en el 
Art.391, pero también la resolución del 
contrato es nula y no produce efecto al- 
guno en el caso del desahucio ejercido 
por el empleador contra el dirigente pro- 
tegido por el fuero sindicado. Dicho en 
otras palabras, el empleador no tiene fa- 
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cultades para poner fin por desahucio el 
contrato de trabajo del trabajador pro- 
tegido por el fuero sindical. El Art.392 le 
niega esta facultad. 


Art.393.- “La duración del fuero sin- 
dical está sujeto a las siguientes re- 
glas: 


1) Para los miembros de un sindicato 
en formación, hasta tres meses des- 
pués de su registro. 


2) Para los miembros del consejo di- 
rectivo y para los representantes de 
los trabajadores en la negociación de 
un convenio colectivo, hasta ocho me- 
ses después de haber cesado en sus 
funciones. 


3) Cuando el trabajador titular sea re- 
emplazado por otro en el ejercicio de 
sus funciones sindicales, pierde la pro- 
tección del fuero sindical. 


4) El sindicato o sus promotores de- 
ben comunicar por escrito al 
empleador, al departamento de Tra- 
bajo o a la autoridad local que ejerza 
sus funciones el propósito de consti- 
tuir un nuevo sindicato así como la 
designación o elección efectuada. La 
duración el fuero sindical comienza 
con dicha notificación”. 


INDICE 


Doctrina 
- Alcance, 9-10 


- Cuándo empieza a correr 


Antecedentes, 1 
Disposiciones 
Reglamentarias, 2-3 


Comentarios, 4-8 la protección, 11-14 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


DISPOSICIONES 
REGLAMENTARIAS 


2.- El Reglamento 258-93 para la apli- 
cación del CT de 1992, establece en el 
Art.86: “La comunicación del sindicato 
o sus promotores de que trata el artí- 
culo 393, ordinal cuarto, del Código 
de Trabajo, debe indicar los nombres 
de los trabajadores que se beneficia- 
rán del fuero sindical. De no indicarse 
los nombres de los trabajadores prote- 
gidos o exceder del número fijado por 
la ley, el fuero sindical beneficiará al 
trabajador que encabeza la lista y así 
sucesivamente hasta completar el lími- 
te fijado por el Código de Trabajo en 
su artículo 390". 


3.- El Art.87 del citado reglamento dice: 
“El Comité Gestor y los miembros del 
sindicato en formación que no soliciten 
el registro del sindicato dentro de los 
treinta (30) días que sigan a la notifi- 
cación que indica el artículo 393, inci- 
so cuarto del Código de Trabajo, per- 
derán el fuero sindical. Sin embargo, 
en caso de que se solicite el registro 
dentro del plazo precedentemente in- 
dicado, la distribución del fuero se es- 
tablecerá conforme a las reglas del 
Art.390 del Código de Trabajo y en nin- 
gún caso podrá exceder de veinte tra- 
bajadores de la empresa, sin importar 
la clase de sindicato”. 


COMENTARIOS 


4.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, una parte del sector 
empresarial opinó que “si el fuero para 
los miembros de un sindicato en forma- 
ción es fijado hasta tres meses después 
de su registro, la situación a responder 
sería, ¿y si nunca se registrara ni se ne- 
gara el registro, hasta cuando duraría el 
fuero?”. 
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5.- la CE propuso “modificar este texto 
legal a fin de incluir bajo la protección 
del fuero sindical al tribunal disciplinario 
y a los comisarios, quienes realizan acti- 
vidades internas del sindicato, sin con- 
tacto directo o indirecto con el empleador 
en ocasión de sus funciones”. Pero la CE 
olvida, dice el CNHE, que “el Código de 
Trabajo está integrado por normas míni- 
mos, aplicables a todo tipo de empresas; 
grandes, pequeñas y medianas, quedan- 
do las partes en libertad, mediante la 
negociación colectiva, de establecer con- 
diciones distintas y más amplias que el 
mínimo legalmente establecido. La nor- 
ma de trabajo no puede sustituir la ne- 
gociación colectiva ni la función del sin- 
dicato de gestionar y convenir mediante 
la negociación colectiva u otros procedi- 
miento lícitos, condiciones más favora- 
bles al mínimo legalmente establecido”. 


6.- Según la OIT, “Si se acepta la inclu- 
sión de los candidatos dentro de las ca- 
tegorías de trabajadores protegidos, la 
duración de su fuero sindical debería co- 
rrer desde la fecha en que han presenta- 
do su acto de candidatura (a reserva que 
no sea superior a ...(por ejemplo tres) 
meses antes de la elección, hasta ...(por 
ejemplo tres) meses después de la elec- 
ción si no han sido elegidos”. 


7.- Sugirió también dicho organismo, que 
"La notificación del nombre de las perso- 
nos que se benefician de las garantías 
previstas en el presente título deberá in- 
dicar la duración del respectivo mandato 
sindical. Esta disposición no se aplica a 
los candidatos, quiénes solamente debe- 
rán indicar su nombre y la fecha de la 
elección sindical”. 


8.- Recomendó también la OIT, “A fin de 
gozar de esta protección los interesados 
deberán comunicar al empleador, por un 
medio fehaciente, con copia a la Secre- 
taría de Estado de Trabajo, su intención 
de constituir un sindicato y el nombre de 
aquellos que entiende beneficiarse de la 
protección. La inamovilidad se extiende 


hasta tres meses después del registro del 
sindicato por la autoridad administrativa 
competente”. 


DOCTRINA 
ALCANCE 


9.- Este texto legal se refiere a la dura- 
ción del fuero sindical, la cual está sujeta 
a determinadas reglas previstas en dicho 
texto. 


10.- Los miembros de un sindicato en 
formación (comité gestor) gozan de un 
fuero sindical de hasta tres (3) meses 
después del registro del sindicato. La 
protección cubre todo el tiempo de ges- 
tación y de cumplimiento de formalida- 
des ante la SET que precedan, y culmi- 
nan con el registro del sindicato, 
extendiéndose hasta tres meses después 
de dicho registro. Los miembros del con- 
sejo directivo y los representantes de 
los trabajadores (miembros de la co- 
misión negociadora) en la negocia- 
ción colectiva gozan de un fuero sindi- 
cal hasta ocho (8) meses después de 
haber cesado en sus funciones. Para 
los primeros, la protección se inicia con 
su elección por la asamblea general, a 
partir de la comunicación al empleador 
del hecho de su elección, extendiéndose 
hasta ocho meses después de haber ce- 
sado en sus funciones. Para los segun- 
dos, (los miembros de la comisión nego- 
ciadora del convenio colectivo) la 
protección se extiende desde su designa- 
ción y comunicación al empleador de este 
hecho y hasta ocho (8) meses después de 
haber cesado en sus funciones, pasando 
por la fase de elaboración del pliego de 
condiciones y su presentación al 
empleador y la negociación del convenio 
con el empleador o la comisión que lo 
representa. Los suplentes gozan del 
fuero sindical desde que reemplazan al 
titular protegido por el fuero sindical. 
De este modo se evita la duplicidad de 
personas con las funciones gozando al 
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mismo tiempo del fuero sindical, y conse- 
cuentemente la transgresión del Art.390 
CT. El reemplazo del dirigente sindical no 
comunicado al empleador, no produce la 
pérdida del fuero sindical para el traba- 
jador o dirigente sindical reemplazado. 
Mientras el reemplazo se mantenga oculto 
como una medida interna del sindicato y 
no llegue al empleador, este reemplazo 
no puede producir efecto. En esta circuns- 
tancia el suplente no goza del fuero sin- 
dical frente al empleador, hasta que éste 
no tenga conocimiento de que se ha pro- 
ducido una separación, destitución o re- 
emplazo de un dirigente sindical, al cual 
el suplente sustituye. La obligación de 
comunicar el reemplazo, se extiende no 
sólo al empleador, sino al Departamento 
de Trabajo o al representante local de 
trabajo. Igual comunicación debe hacer 
la comisión gestora, informando del pro- 
pósito de formar sindicatos o un nuevo 
sindicato. Y el sindicato, en los casos de 
la designación o elección efectuada de 
algún miembro protegido por el fuero. El 
Art.393 CT es claro; la duración del fue- 
ro sindical comienza con esta comunica- 
ción al empleador y a la autoridad local 
de trabajo. 


CUÁNDO EMPIEZA A CORRER 
LA PROTECCIÓN 


11.- Se ha dicho que el sindicato o sus 
promotores tienen la obligación de co- 
municar por escrito, al empleador, al 
DT o a la autoridad local que ejerza 
sus funciones, el propósito de consti- 
tuir un sindicato, así como la designa- 
ción o elección efectuada. La duración 
del fuero sindical comienza con dicha 
notificación. 


12.- Como se observa, la obligación que 
prevé la ley debe cumplirse tanto frente 
al empleador como frente al DT. Dicha 


comunicación es necesaria, pues da ini- 
cio al fuero sindical. Los trabajadores que 
no han informado al empleador la ges- 
tión de formación del sindicato o la elec- 
ción o designación efectuada protegido 
por el fuero sindical, no están cubiertos 
por dicha protección. No basta la simple 
participación a las autoridades de trabo- 
jo. Esto es una fuente de frecuentes con- 
flictos, pues el empleador despide invo- 
cando el Art.88 o desahucia al trabajador 
y alega que ni el sindicato ni sus promo- 
tores ni la SET le informaron del propósi- 
to de formar o de la existencia del sindi- 
cato o le comunicaron tal cosa varios días 
después de la terminación el contrato. Lo 
comunicación por escrito que dispone la 
ley tiene también otra importancia, que 
consiste en que a partir de entonces los 
trabajadores tienen la oportunidad de 
ejercer libremente y no a escondidas, su 
derecho de asociarse o de no asociarse, 
o de manifestar su desacuerdo, ante las 
autoridades de trabajo con la elección o 
designación que consideren violatorias a 
los estatutos o a la ley. 


13.- Francisco Carvajal Valdez opina que 
la participación al empleador debe ser 
hecha “por acto de alguacil”, luego de 
haber depositado los documentos consti- 
tutivos en el DT (“El Fuero o Garantía 
Sindical”, V Congreso Nacional de Dere- 
cho del Trabajo, Santo Domingo, 1993, 


p. 7.”). 


14.- La notificación al empleador debe 
ser primero o concomitante con la por- 
ticipación al DT. Esta es la forma más 
segura de protección. La simple comu: 
nicación al DT no es suficiente. No hay 
razón válida para que dichos promoto- 
res no cumplan con la ley, y oculten dl 
empleador su derecho o propósito de 
crear un sindicato en la empresa. Esto 
genera conflictos. 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 394 107 


Art.394.- “El fuero sindical cesa para 
el trabajador que lo disfruta, si ejecuta, 
dirige o participa en las acciones siguien- 
tes: 


1) Por la comisión de actos de coacción 
o de violencia física o moral sobre las 
personas o de fuerza física sobre las 
cosas, o cualquier otro acto que tenga 
por objeto promover el desorden o quitar 
a la huelga su carácter pacífico; 


2) Por coartar, directa o indirectamente, 
la libertad de trabajo, tomar medidas o 
realizar actos que impidan a los 
trabajadores concurrir a su trabajo o 
cumplir con sus obligaciones laborales; 


3) Por atentar contra los bienes situados 
en la empresa; 


4) Por incitar o participar en actos que 
produzcan destrucción de materiales, 
instrumentos o productos de trabajo o 
mercaderías o disminuyan su valor o 
causen su deterioro; 


5) Por incitar, dirigir o participar en la 
reducción intencional del rendimiento o 
en la interrupción o entorpecimiento 
ilegal de actividades totales o parciales, 
en la empresa de trabajo; 


6) Por la retención indebida de perso- 
nos o bienes o el uso indebido de éstos 
en movilizaciones o piquetes; 


7) Por incitación a destruir, inutilizar o 
interrumpir instalaciones públicas o pri- 
vadas o participar en hechos que la da- 
ñen; 


8) Por la comisión de un crimen o delito 
sancionado por la ley, o un acto contra 
la seguridad del Estado o violatorio de 
la Constitución”. 


INDICE 


- Alcance, 3-4 


- El fuero no es un derecho 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 


Doctrina absoluto, 5-8 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, la OIT comentó que 
“los incisos 2), 5) y 6) dejan un margen 
discrecional demasiado amplio y podrían 
ser aplicados arbitrariamente. En cual- 
quier caso sería más simple prescribir que 
el fuero sindical cesa por cualquier moti- 
vo de despido por falta grave, según el 
Art.88, el que deberá ser calificado se- 
gún el Art.391". 


DOCTRINA 


ALCANCE 


3.- Este texto consagra las situaciones 
en las cuales cesa el fuero sindical. Los 
motivos comprenden la comisión de ac- 
tos de violencia física o moral sobre las 
personas o las cosas; coartar directa o 
indirectamente la libertad sindical, im- 
pidiendo el derecho de disentir de los 
trabajadores en caso de huelga y obli- 
garles a participar en la huelga; los ac- 
tos de sabotaje contra la empresa o ac- 
tos materiales que produzcan la 
destrucción de equipos, instrumentos o 
productos ya elaborados; el hecho de 
incitar o participar en actos contrarios 
a la Constitución, como la reducción in- 
tencional del rendimiento, el secuestro 
de personas, etc... incluyendo la comi- 
sión de un crimen o delito sancionado 
por la ley. 
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4.- El fuero se pierde no sólo por la comi- 
sión real y efectiva de uno de estos actos 
sino por dirigir y participar e incitar la 
comisión de los mismos. 


EL FUERO NO ES UN 
DERECHO ABSOLUTO 


5.- El fuero sindical no es un derecho 
absoluto. En igual sentido se pronun- 
cia Francisco Carvajal Valdez (ob.cit., 
p.11). La protección cesa cuando el 
trabajador protegido ejecute, dirija o 
participe en uno cualquiera de los he- 
chos contenidos en los numerales del 
Art.394 CT. 


6.- Las causales del cese del fuero sindi- 
cal son distintas de las causas de despido 
previstas en el Art.88. Estas últimas obe- 
decen, fundamentalmente, a faltas gra- 
ves de carácter contractual consistentes 
en el incumplimiento de obligaciones pre- 
vistas en el contrato o la ley a cargo del 


trabajador. Tienen, además, un carácter 
individual. 


7.- Las causales del cese del fuero sindi- 
cal, aunque pueden justificar el despido, 
pues todas son faltas graves, se originan 
en ocasión del ejercicio aberrante de lo 
libertad sindical y son una consecuencia 
de éste, o una manifestación abusiva de 
dicho derecho. Por eso, estas causales com- 
prometen la responsabilidad civil del sin- 
dicato y del trabajador actuante, quienes 
deben responder por los daños que cav- 
sen, con motivo de estas conductas y no 
está sometida a la autorización previsto 
en el Art.391 del CT. 


8.- El fuero sindical también cesa al ven: 
cer el plazo legal de duración, por lo 
muerte o la sustitución del trabajador por 
el sindicato, por la renuncia, abandono 
o dimisión de dicho trabajador, por la 
terminación de su contrato por mútuo 
consentimiento, o en virtud del Art.82 del 
CE 
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LIBRO SEXTO 


DE LOS CONFLICTOS ECONOMICOS, 
DE LAS HUELGAS Y DE LOS PAROS 


TITULO | 
DE LOS CONFLICTOS ECONÓMICOS 


Art.395.- “Conflicto económico es el 
que se suscita entre uno o más sindica- 
tos de trabajadores y uno o más 
empleadores o uno o más sindicatos de 
empleadores, con el objeto de que se 
establezcan nuevas condiciones de tra- 
bajo o se modifiquen las vigentes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 -Conflictos individuales y 
Comentarios, 2 colectivos. 11-14 
Doctrina -Conflictos jurídicos y de 
«Concepto, 3-4 intereses, 15-18- 
Caracteres, 5 -La Autonomía 
-Del conflicto de trabajo, 6-7 colectiva, 19-20 


-Conflicto y controversia, 8-10 | Jurisprudencia, 21 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.362 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra la definición legal 
del conflicto económico o de interés. 


DOCTRINA 
CONCEPTO 
3.- Para la existencia del conflicto, los tra- 


bajadores deben estar organizados 
profesionalmente. La existencia del sindi- 


cato es un elemento imprescindible con- 
forme a la definición legal de conflicto 
económico. 


4.- Pero del lado de los empleadores no 
se requiere la existencia de un sindicato: 
pueden ser una o varias empresas o uno 
o varios empleadores. Otro rasgo del con- 
flicto económico es su objeto: establecer 
las condiciones de trabajo en una o va- 
rias empresas, o modificar las preexis- 
tentes. El objeto, dicho en otros térmi- 
nos, es: la autorreglamentación de sus 
relaciones de parte de las interlocutores 
sociales. 


CARACTERES 


5.- El concepto que antecede contiene los 
caracteres de los conflictos colectivos de 
trabajo. A saber: a) El conflicto de tra- 
bajo desborda el interés meramente 
particular. Tiene repercusión social. 
Como se lee en la Exposición de Motivos 
del CT de 1951, “se trata propiamente 
de conflictos entre el capital y el trabajo, 
elementos esenciales de la producción, 
cuyo desequilibrio genera perturbaciones 
de connotaciones sociales de imprevisi- 
bles alcances, susceptibles de romper la 
necesaria armonía entre las clases socia- 
les”. Esto es así (agrega la referida Expo- 
sición de Motivos), porque “las partes 
desavenidas utilizan para la defensa de 
sus derechos, procedimientos de coacción 
con el fin de obtener el logro de sus aspi- 
raciones. Entre estos procedimientos se 
destacan en primer plano, las huelgas y 
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los paros, los cuales, aunque han sido 
reconocidos universalmente como el ejer- 
cicio de derechos protegidos por la ley, 
causan en todos los casos una perturba- 
ción social y un desequilibrio económico 
capaz de afectar gravemente el orden 
público”; b) Son conflictos predominan- 
temente humanos que ponen en jue- 
go valores humanos de carácter uni- 
versal; predomina en ellos un interés de 
protección al trabajo del hombre, tenien- 
do en cuenta, esencialmente la dignidad 
de la persona del trabajador; c) Los con- 
flictos económicos son susceptibles de 
afectar la vida económica y la tranqui- 
lidad pública interestatal, trascendiendo 
los límites nacionales; d) Tienen una sus- 
tantividad propia que se deriva de la 
aplicación en cualquier forma, del dere- 
cho del trabajo a una relación jurídica o 
social (Mario de la Cueva, Derecho Mexi- 
cano del Trabajo, T.Il, p.750- citado por 
Miguel Gerardo Salazar, en su obra Cur- 
so de Derecho Procesal del Trabajo, 
2da.edición, Bogotá, 1963, No.12, p.35- 
). Esto motiva lo que se ha llamado la 
“despersonalización de las partes”, en el 
sentido de que “por su naturaleza específi- 
ca se considera que la contienda se ha pro- 
ducido entre el capital y el trabajo, con- 
cepto éste que sirve de base para asignar a 
cada una de las partes en litigio una fun- 
ción y un sentido diferente dentro del con- 
flicto laboral (Miguel Gerardo Salazar, 
ob.cit., p.15, No.12); e) Caracteriza tam- 
bién estos conflictos, la intervención de 
los sindicatos como parte en el proceso. 
Generalmente, en los conflictos económi- 
cos o de intereses, los trabajadores actúan 
representados por el sindicato. Este es par- 
te activa y decisiva en el conflicto; f) Nápoli 
(Manual de Derecho Sindical, La Ley, Bue- 
nos Aires, 2da.edición, 1969, p.181), Ma- 
nuel Alonso García (Derecho Procesal del 
Trabajo, Editorial Bosch, Barcelona, 1963, 
T.l, p.27) y otros tratadistas hablan de la 
“desigualdad de los desiguales” o de la 
“desigual situación de las partes” como otro 
elemento característico de los conflictos de 
trabajo. Esta situación no aparece en nues- 
tro derecho. 


DEL CONFLICTO DE TRABAJO. 


6.- Los conflictos de trabajo son las dis- 
putas de derecho o de intereses que en 
ocasión del hecho social trabajo, se sus- 
citan entre empleadores, trabajadores, 
sindicatos y el Estado. Ellos ponen en jue- 
go valores humanos universales, desbor- 
dando el interés meramente particular. 


7.- Este concepto de los conflictos de tro- 
bajo incluye las disputas de hecho y las 
contiendas de derecho: a) entre los 
empleadores y trabajadores; b) de los tra- 
bajadores entre sí; c) entre sindicatos o 
intersindicales; d) entre empleadores y 
sindicatos de trabajadores; e) entre lo 
entidad gremial y sus afiliados; f) entre 
empleadores, sindicatos y trabajadores 
con el Estado o funcionarios administro- 
tivos y judiciales encargados de la apli- 
cación e la ley de trabajo; g) entre 
empleadores, sindicatos y trabajadores 
con terceros trabajadores; h) disputas lo- 
borales de carácter penal; i) controver- 
sias civiles, accesorias, conexas o derivo 
das de la violación del contrato individudl 
o del convenio colectivo o de la ley de 
trabajo, sancionada por leyes represivos 
o, del incumplimiento de un obligación 
contractual de carácter laboral. 


CONFLICTO Y CONTROVERSIA 


8.- La doctrina italiana de la época cor- 
porativa diferenció los conflictos de la; 
controversias de trabajo. Los primeros 
implicarían la situación de hecho que se- 
para a las partes, y las segundas, la si 
tuación de derecho que procura el ave 
nimiento de las mismas; un estado de 
conflicto vinculado a la relación de tro 
bajo y sometida a un proceso. 


9.- Generalmente, el vínculo con la relo- 
ción de trabajo existe tanto en el conflic 
to como en la controversia, aunque el 
conflicto puede resolverse por procedi: 
mientos diversos que no necesariamente 
comprenden un proceso. Pero el procedi 
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miento utilizado para la solución del con- 
flicto o la controversia, no modifica en 
nada la naturaleza del conflicto, el cual 
se caracteriza como una situación de he- 
cho que tiende a la separación o separa 
a las partes, mientras que la controversia 
se caracteriza por una situación de dere- 
cho, que procura el avenimiento de las 
mismas, mediante el debido proceso. 


10.- La distinción entre conflicto y con- 
troversia es importante no sólo desde el 
punto de vista académico o doctrinal, sino 
porque el apoderamiento del tribunal que 
inicia el proceso generalmente conlleva 
costas procesales y honorarios profesio- 
nales. 


CONFLICTOS INDIVIDUALES 
Y COLECTIVOS 


11.- La más vieja clasificación de los con- 
flictos de trabajo, los divide en: conflictos 
individuales y conflictos colectivos. 


12.- a) Los conflictos individuales envuel- 
ven intereses concretos y particulares de 
los litigantes. Los colectivos se forman en 
torno a intereses generales y abstractos 
(Mozart Víctor Russomano, ob.cit., p.215- 
216, quien reproduce el criterio de Nicola 
Jaeger), de categoría (Amadeo Allocati, 
ob.cit.p.10) o como afirma Deveali, “in- 
tereses de la profesión o de la actividad” 
(Derecho Sindical y de la Previsión So- 
cial, Buenos Aires, 1957, 3ra.edición, 
p.57-58,- citado por Allocati, ob.cit., 
p.10, de donde se reproduce); b) En los 
conflictos individuales “hay cuestiones ju- 
rídicas a dilucidar, puesto que se trata de 
oplicar una norma existente” en los otros, 
principal y esencialmente “intereses eco- 
nómicos a satisfacer, toda vez que el con- 
flicto reside en el hecho de que una de 
las partes persigue modificar el derecho 
vigente o crear uno nuevo” (Amadeo 
Allocati, ob.cit., p.10); c) Los conflictos 
individuales generalmente son conflictos 
de naturaleza jurídica. Los conflictos co- 
lectivos pueden ser, indistintamente, con- 


flictos jurídicos o de naturaleza económi- 
ca (Mozart Víctor Russomano,ob.cit., 
p.219-220); d) Los conflictos colectivos 
se diferencian de los individuales, tanto 
por el objeto como por los medios apli- 
cados. La diferencia es importante ade- 
más, porque el carácter individual o co- 
lectivo del conflicto determina la 
competencia del tribunal y el procedimien- 
to a seguir para su solución. 


13.- En el conflicto colectivo es esen- 
cial: 1) la participación activa o pasiva 
de un grupo o colectividad obrera, orga- 
nizada o no en forma permanente, y 2) 
el hecho de que afecte un interés común 
a todo este grupo como colectividad. Esto 
es, que el carácter colectivo se manifieste 
cuantitativa y cualitativamente. Este últi- 
mo rasgo es determinante (Ernesto 
Krotoschin, Tratado Práctico de Derecho 
del Trabajo, Buenos Aires, 1955, T1.2, 
No.74, p.792). Un conflicto de trabajo 
no es colectivo por el número de trabaja- 
dores que participan, sino por la natura- 
leza de la contienda, por la naturaleza 
del derecho envuelto o discutido en el 
conflicto. 


14.- Mario de la Cueva, después de ana- 
lizar la doctrina francesa, la italiana y la 
opinión de diversas autoridades y profe- 
sores, termina afirmando que “Los con- 
flictos colectivos del trabajo son los que 
afectan la vida misma del derecho indivi- 
dual del trabajo o las garantías de su 
formación y vigencia, en tanto los con- 
flictos individuales del trabajo son los que 
únicamente afectan los intereses particu- 
lares de una o varias personas” (Mario 
de la Cueva, ob.cit., p.746). José Ernesto 
García Aybar (ob.cit., p.17 y 17), afirma 
que “Los conflictos individuales se susci- 
tan entre uno o varios trabajadores y un 
empleador. En estos, los obreros actúan 
con un interés absolutamente particular... 
Los conflictos colectivos son aquellos que 
surgen entre un grupo de trabajadores y 
uno o varios empleadores. Su caracterís- 
tica esencial es la de que dichos obreros 
tiene un interés común y colectivo, o lo 
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que es lo mismo, que sus demandas es- 
tán enderezadas a obtener determinados 
beneficios o condiciones de trabajo en 
provecho general de todos, y no particu- 
larmente de ninguno de ellos. Para esa 
circunstancia, es necesario que los gru- 
pos de trabajadores que actúan en co- 
mún, estén organizados en asociaciones, 
sindicatos o gremios, a fin de que legal- 
mente puedan representar el interés ge- 
neral de una clase profesional determi- 
nada”. Guillermo Cabanellas (ob.cit., 
p.59, No.38) entiende que ” los conflic- 
tos individuales se producen entre un tra- 
bajador o un grupo de trabajadores, in- 
dividualmente considerados, y un 
empleador; tienen por origen, general- 
mente, el contrato individual de trabajo. 
El conflicto laboral colectivo alcanza a 
un grupo de trabajadores y a uno o va- 
rios empleadores, y se refiere a los inte- 
reses generales del grupo. Según inter- 
vengan en el conflicto sujetos individuales 
o partes colectivas, el conflicto será indi- 
vidual o colectivo”. 


CONFLICTOS JURÍDICOS Y DE INTERESES 


15.- Los conflictos individuales y los co- 
lectivos de trabajo, pueden ser tanto de 
derecho como de intereses. 


16.- Un conflicto de trabajo es jurídico o 
de derecho, cuando tiene por causa el 
incumplimiento o violación de una nor- 
ma legal u obligación contractual, 
idependientemente de que se trate de la 
acción individual de un trabajador, o la 
demanda de un grupo de trabajadores, 
o de la acción de un sindicato de traba- 
jadores. En todas las situaciones, lo ca- 
racterístico es que se trate de un conflic- 
to exclusivamente jurídico, que la disputa 
se concrete a un asunto de derecho. 


17.- El conflicto es económico o de in- 
tereses, cuando persigue o tiene por ob- 
jeto la creación de nuevas condiciones 
de trabajo, o la modificación de las exis- 
tentes. El conflicto económico es una con- 


tienda que tiende a la creación de un 
nuevo status jurídico. 


18.- En el curso de un conflicto económi- 
co puede suscitarse una controversia ju- 
rídica, que puede culminar con la ilegali- 
dad de la huelga o del paro. El aspecto 
jurídico o de derecho es dirimido por los 
tribunales. La cuestión económica, de no 
ser resuelta por las partes, mediante el 
advenimiento directo o con la mediación 
de la autoridad administrativa de traba- 
jo, o por la conciliación, queda en ma- 
nos de los árbitros. 


LA AUTONOMÍA COLECTIVA 


19.- Tradicionalmente, el orden jurídico 
está reglamentado por las normas dicta- 
das por las autoridades competentes 
(Constituyente, Congreso, Poder Ejecuti- 
vo). En el conflicto colectivo, el derecho 
nace de la voluntad de las partes socia- 
les, mediante la negociación colectiva, la 
autorreglamentación de los intereses 
privados (de empleadores y trabajado- 
res). El convenio colectivo constituye una 
excepción de la regla tradicional. Esto se 
denomina en la doctrina la autonomía 
colectiva, poder o facultad sindical, como 
indica Sarthou, para, mediante la nego- 
ciación colectiva, reglamentar sus rela- 
ciones de trabajo, con un efecto erga 
omnes, que alcanza a trabajadores que 
no son miembros del sindicato ni labo- 
ran en la empresa, ni en la rama indus- 
trial en el momento de la elaboración 
del convenio. 


20.- Se trata de “un fenómeno social 
y jurídico propio del Derecho del Tra- 
bajo, que si bien en parte es regla- 
mentado por el Estado, desborda sus 
límites, pues las partes autorregla- 
mentan sus relaciones de trabajo, en 
tanto no afecten disposiciones de or- 
den público. El conflicto colectivo 
(económico o de intereses) genera un 
poder social derivado del interés co- 
lectivo, del interés del grupo o cate- 
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goría profesional, del interés de una 
pluralidad de personas, destinado a 
satisfacer una necesidad común. No 
se trata de una suma de intereses indi- 
viduales, pues el interés colectivo es in- 
divisible; no se trata de la satisfacción 
de necesidades individuales, sino de la 
satisfacción de la necesidad de la co- 
lectividad. El interés colectivo se dife- 
rencia “tanto del interés de cada uno 
de los trabajadores como del propio 
interés de la comunidad en general al 
cual ha de subordinarse. Para que exis- 
ta un interés colectivo es indispensable 
una pluralidad de personas, pero esa 
pluralidad que ejerce la titularidad y 
en cuyo ejercicio se actúa, constituye lo 
que se denomina categoría profesional, 
de la que forman parte los trabajado- 
res (o empleadores) que se vinculan en 
torno a un interés colectivo, común, 
pues no es otra cosa que el interés de 
la categoría profesional. En algunas le- 
gislaciones latinoamericanas, las cate- 
gorías son inducidas pero no impues- 
tas por la ley; la ley las indica, pero no 
las precisa ni las limita. (Mario Pasco, 
Fundamento de Derecho Procesal del 
Trabajo, p.127). 


JURISPRUDENCIA 


21.- El asunto relativo a conflictos eco- 
nómicos tiene carácter civil (laboral en 
sentido estricto) que escapa a la compe- 
tencia de la jurisdicción contencioso-ad- 
ministrativa. (Sent. 20 de mayo 1964, 
B.).646, p.815). 


Art.396.- “Para ser parte en un con- 
flicto económico se requieren las mis- 
mas condiciones que para celebrar un 


convenio colectivo de condiciones de tra- 
bajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.363 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé las condiciones 
requeridas para ser parte en un conflicto 
colectivo. 


DOCTRINA 


3.- Dichas condiciones son las mismas 
requeridas para celebrar el convenio 
colectivo. Esto se explica debido a que 
el convenio colectivo constituye el 
acuerdo de voluntades de las partes 
sociales. 


4.- Los Arts.107,108,109 y 110 del CT se 
refieren a las condiciones para celebrar 
un convenio colectivo. Véase estos textos 
legales. 


Art.397.- “Los conflictos económicos 
se resuelven por avenimiento directo, o 
bien por conciliación administrativa o el 
arbitraje, según los procedimientos pres- 
critos en el Titulo X del Libro Séptimo de 
este Código”. 


114 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 397 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Trato directo, 9 
Comentarios, 2 -La mediación 
Doctrina administrativa, 10-12 
Medios de solución de los - El arbitraje, 13 
conflictos (económicos) - De la conciliación en los 
- Panorama internacional, 3-7 conflictos de 
- Situación en la RD, 8 intereses, 14-15 
Fases en la solución del a 


conflicto económico 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.364 del 
CT de 1951 con una adecuación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto preve los medios de solu- 
ción de los conflictos económicos o de 
interes. 


DOCTRINA 


MEDIOS DE SOLUCIÓN DE LOS 
CONFLICTOS (ECONÓMICOS) 


PANORAMA INTERNACIONAL 


3.- Adam y Reynaud en su obra Conflic- 
tos de Trabajo y Cambio Social, destacan 
cuatro sistemas o procedimientos de so- 
lución pacífica de los conflictos colecti- 
vos. El alemán (rechaza la injerencia es- 
tatal); el norteamericano (se caracteriza 
por la intervención activa del Estado); el 
belga (donde predomina la colaboración 
institucional), y el francés (sistema de so- 
lución bastante completo; pero inaplicado 
en la práctica). 


4.- En Alemania, los sindicatos y los 
empleadores se preocupan más por el en- 
tendimiento directo evitando toda inje- 
rencia del Estado. En aplicación de esta 
filosofía, en los convenios colectivos se 


conviene el plazo para la conciliación en 
ausencia de lo cual cada parte puede so- 
licitarla sin que la otra parte pueda opo- 
nerse. El recurso de la conciliación cons- 
tituye un medio de presión para la 
negociación. En manos del Estado no 
quedan más que los conflictos jurídicos 
cuyo juicio está a cargo de los tribunales 
de trabajo. 


5.- En los Estados Unidos de 
Norteamérica, el Servicio Federal de Me- 
diación y Conciliación (FMCS), es un or- 
ganismo estatal autónomo cuyo objeto 
es ayudar a las partes a resolver sus 
diferendos a través de la conciliación y la 
mediación. Su papel no es imponer un 
acuerdo a las partes, sino “actuar como 
un catalizador para el desarrollo de la 
solución que será en definitiva, la que 
decidan los interlocutores sociales”. 


6.- En Bélgica, los sindicatos participan 
de un sistema constituido por comisiones 
paritarias cuya característica esencial es- 
triba en el hecho de que han sido crea- 
das por decisión real y presididas por un 
funcionario que representa el Ministerio 
de Trabajo. Generalmente, las comisio- 
nes paritarias poseen un buró de conci- 
liación. En caso de conflicto colectivo o 
de amenaza de conflicto, el citado buró 
se reúne para conocer las quejas de las 
partes en presencia. Cuando los 
interlocutores no han podido ponerse de 
acuerdo directamente, corresponde al 
Presidente del buró proponer una solu- 
ción transaccional. Esta no es en ningún 
caso obligatoria. Los interlocutores son 
libres de aceptarla o rechazarla. 


7.- Francia posee, jurídicamente, un tri- 
ple sistema de conciliación, mediación y 
arbitraje, que en la práctica ha caído en 
desuso. La conciliación es obligatoria y 
los convenios colectivos deben prever los 
procedimientos contractuales de concilia- 
ción, las partes gozan de libertad en 
cuanto a las modalidades prácticas de 
organización de las comisiones paritarias 
de conciliación. Si resulta infructuosa lo 
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gestión del procedimiento convencional 
"se nombra obligatoriamente una comi- 
sión nacional o regional a petición de 
una de las partes o la iniciativa de los 
poderes públicos”. El arbitraje es faculta- 
tivo y puede ser previsto en los convenios 
colectivos, pudiendo las partes de común 
acuerdo, recurrir a un árbitro o a un tri- 
bunal superior de arbitraje. La media- 
ción puede ser decidida después del fra- 
caso de la conciliación. 


SITUACIÓN EN La RD 


8.- En RD, la solución del los conflictos 
colectivos (económicos o de intereses), 
se sujeta a un procedimiento 
caracterizado por la simplicidad, la 
autorregulación y la flexibilidad que se 
realiza en parte, dentro del ámbito 
administrativo, e incluye, la conciliación 
y mediación de las autoridades de 
trabajo. Se inicia con: a) la negociación 
directa de las partes, seguida de b) la 
mediación administrativa y c) el arbitraje 
voluntario, tercera etapa del proceso, 
pudiendo las partes optar por el paro o 
la huelga, previo cumplimiento de las 
formalidades legales. 


FASES EN LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO 
ECONÓMICO 


TRATO DIRECTO 


9.- En el sistema dominicano, el trato 
directo entre las partes se inicia con la 
presentación del pliego de condiciones de 
parte del sindicato de trabajadores. Esta 
fase se conoce bajo el nombre de 
negociación directa. La ley no establece 
ninguna reglamentación, dejando a las 
partes en plena libertad de autorre- 
glamentarla. A menudo el conflicto se 
resuelve en esta fase. 


LA MEDIACIÓN ADMINISTRATIVA 


10.- Si no hay avenimiento directo entre 
las partes, el paso a seguir es la concilia- 
ción o mediación administrativa. 


11.- La mediación administrativa en la 
RD se efectúa a través de la Dirección 
General de Mediación y Arbitraje de la 
SET. Esta interviene a petición de parte 
en la solución de los conflictos de intere- 
ses cuando ha fracasado el avenimiento 
directo. Celebra reuniones conjuntas o 
por separado con las partes, buscando 
los términos del acuerdo y prolongando 
la mediación tanto como sea preciso para 
obtener el éxito de su gestión. En este 
sentido coincide con el modus operandi 
del Servicio Federal de Mediación y Con- 
ciliación de los Estados Unidos. Su papel 
no es imponer un acuerdo, sino propo- 
ner o insinuar soluciones o fórmulas de 
avenimiento. No existe una reglamenta- 
ción especial sobre procedimiento o que 
limite la actuación del mediador, sino nor- 
mas mínimas en el CT, por lo que la me- 
diación depende en gran parte de la ha- 
bilidad e inteligencia y grado de 
persuasión del mediador. A veces, en la 
mediación interviene el propio SET. 


12.- La parte más diligente en la solu- 
ción del conflicto solicita por escrito (Véase 
Art.674, en cuanto al contenido de dicho 
escrito) la mediación administrativa y, de 
inmediato, en el término de 48 horas es 
comisionado un mediador oficial, lo cual 
es comunicado en un plazo igual de 48 
horas a la contraparte, anexándose co- 
pia de la solicitud de la mediación. El 
mediador comisionado cita a las partes 
para el día, lugar y hora determinados. 
Hará a las partes las consideraciones de 
lugar. Les insinuará soluciones razona- 
bles y agotará, en suma, todos los me- 
dios persuasivos a su alcance, conservan- 
do, en todo caso, el carácter de 
mediador imparcial. Si hubiese entendi- 
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miento o desacuerdo, redactará acta que 
exprese lo convenido o consten los 
diferendos y puntos de vistas encontra- 
dos de las partes. El mediador acostum- 
bra a expedir copia certificada de estas 
actas a los interesados. Lo mismo hará 
en caso de no comparecencia. La no com- 
parecencia sin causa justificada de una 
cualquiera de las partes, constituye una 
infracción castigada penalmente (Véase 
Art.439 CT). 


EL ARBITRAJE 


13.- Sobre esta tercera fase, véase 
Arts.680 al 700, ambos inclusive del CT. 


DE LA CONCILIACIÓN EN LOS CONFLICTOS 
DE INTERESES 


14.- El objeto de la conciliación es siem- 
pre una solución pacífica y ordenada al 
conflicto. 


15.- Véase Arts.674 al 679, ambos inclu- 
sive, sobre la conciliación. 


Art.398..- “Sin perjuicio de lo dispues- 
to en el artículo 124, en las empresas 
en donde exista un convenio colectivo 
vigente no se puede plantear un conflic- 
to económico, cuando éste tenga por 
objeto modificar, durante la vigencia del 
convenio colectivo, lo que en el mismo 
se hubiese pactado, salvo convención 
contraria”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación el Art.365 del CT 
de 1951 que establecía: “No puede plan- 


tearse conflicto económico en una o va- 
rias empresas donde existan pactos co- 
lectivos o laudos, sino en los plazos y con- 
diciones fijados para su denuncia y 
revisión”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto no altera el alcance del 
Art.365 del CT de 1951. Sin embar- 
go prevé que en el propio convenio 
puede pactarse el planteamiento de 
su reforma o revisión durante su vi- 
gencia por causas distintas a su de- 
nuncia o revisión previstos en el 
Art.124 del CT. 


DOCTRINA 


3.- Generalmente el convenio colectivo 
contiene cláusulas de paz social que 
prohiben el conflicto económico durante 
su vigencia, o el compromiso de no re- 
currir a la huelga durante ese tiempo. 
En verdad, el sindicato no puede con- 
venir ni imponer a los trabajadores la 
renuncia de derechos que les pertene- 
cen. Sin embargo, el Art.398 del CT 
permite a las parte pactar la paz du- 
rante la vigencia del convenio colectivo 
o del laudo arbitral. No es una renun- 
cia al derecho de huelga, sino sólo a su 
ejercicio. 


4.- El convenio colectivo tiene un ca- 
rácter sinalagmático y durante el tiem- 
po de su vigencia no está permitido pre- 
tender modificar las condiciones de 
trabajo pactadas. Este texto consagra 
el respeto a las obligaciones legalmen- 
te contraídas. 


5.- Este texto no resta a las partes lo 
facultad de denunciar el convenio dvu- 
rante su vigencia ni pedir la revisión el 
convenio colectivo en los casos en que 
el Art.124 del CT lo autoriza. 
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Art.399.- “Todo avenimiento, conci- 
lación o laudo relativo a condiciones de 
trabajo debe indicar cuándo principia y 
cuándo termina su ejecución. 


El término que se fije no puede ser me- 
nor de un año ni mayor de tres”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.366 del 
CT de 1951, con la modificación de que 
se redujo el tiempo máximo de vigencia 
de todo avenimiento, conciliación o lau- 
do, de cinco a tres años. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé la obligación de 
señalar en todo avenimiento directo, me- 
diación o laudo arbitral, el tiempo míni- 
mo y máximo de duración de lo acorda- 
do, que es el previsto en el Art.115 del 
CT 


DOCTRINA 


3.- Dispone este texto legal que el aveni- 
miento, conciliación o laudo que dirime 
el conflicto económico en ningún caso 
pueda fijarse un periodo menor de un 
año ni mayor de tres. Las condiciones eco- 
nómicas de la empresa y las fluctuacio- 
nes del mercado de trabajo varían, lo que 
explica esta disposición legal. Consecuen- 
temente, las partes pueden ajustar las con- 
diciones de trabajo, dentro de un tiempo 
máximo de tres años, a las condiciones 
de la empresa y del mercado. 


4.- Eso plantea el problema de si un 
convenio colectivo puede modificar uno 


preexistente. La respuesta debe ser afir- 
mativa; las “conquistas” no son defini- 
tivas. Así como una ley posterior modi- 
fica una anterior, un convenio colectivo 
modifica otro, en todo lo que le sea 
contrario. Alfredo J.Ruprecht (Derecho 
Colectivo de Trabajo, Madrid, 1979, 
p.116) sostiene que el convenio colecti- 
vo es el fruto de común acuerdo de las 
partes para la regulación de las condi- 
ciones de trabajo en una empresa, ac- 
tividad, profesión u oficio determinado 
en un tiempo y en una zona también 
determinados. Si en un momento dado, 
las condiciones en que se desenvuelve 
la actividad alcanzada por el convenio 
son muy favorables, es posible que se 
otorguen beneficios extraordinarios; 
pero si luego se produce una situación 
de emergencia o dificultades graves que 
inciden en la marcha de la empresa, 
pretender insistir en mantener el status 
que tenía su origen en otras circuns- 
tancias, puede llevar a segar la fuente 
de trabajo o disminuir las posibilidades 
de empleo. Nada impide, entonces, que 
lo que se hizo de común acuerdo vuel- 
va a deshacerse por la misma vía. La 
voluntad de las partes es soberana y 
nada obsta que un beneficio otorgado 
desaparezca o disminuya, claro está, 
siempre que no se afecten los derechos 
otorgados por normas de carácter su- 
perior (la ley). 


5.- Este criterio, mucho más justo y 
equitativo, debe prevalecer siempre que 
no exista en el convenio colectivo una 
cláusula de mantenimiento de mejoras o 
conquistas anteriores, incluso, aún en este 
supuesto, en circunstancias extremas, de 
fuerza mayor, es necesario admitir el 
cambio y sustitución de las condiciones 
pactadas con anterioridad a las 
realidades del momento en interés de 
preservar la existencia de la empresa, y, 
consecuentemente, el empleo a los 
trabajadores. 


6.- Véase comentarios al Art.122 CT. 
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Art.400.- “Después del vencimiento 
del término fijado para la duración de 
un avenimiento, conciliación o laudo, 
cualquiera de las partes puede denun- 
ciarlo, mediante declaración en el De- 
partamento de Trabajo o en la oficina 
del representante local. 


La oficina que reciba la declaración la 
notificará a la otra parte en las cuaren- 
ta y ocho horas subsiguientes. 


La denuncia producirá sus efectos dos 
meses después de su notificación”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.367 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece la facultad 
de denunciar el acuerdo directo a través 
de la autoridad de trabajo e incluso el 
laudo arbitral después de su vencimien- 
to, así como el procedimiento para esta 
denuncia. 


DOCTRINA 


3.- Dispone, que la denuncia puede ha- 
cerse mediante declaración en el Depar- 
tamento de Trabajo o en la oficina del 


representante local. Aunque la ley no lo 
dice expresamente, también puede ha- 
cerse por una comunicación escrita reci- 
bida en dichas oficinas. El Departamento 
de Trabajo o el representante local de 
trabajo notificará la declaración o de- 
nuncia a la parte contraria dentro de las 
cuarenta y ocho horas subsiguientes. Esta 
denuncia produce sus efectos dos meses 
después de su notificación. 


4.- Conforme al Art.115 CT, el convenio 
colectivo se prorrogará automáticamente 
durante un periodo igual al estipulado o 
al establecido por la ley, si ninguna de 
las partes lo denuncia con dos meses de 
antelación a la fecha de su vencimiento. 
Sin embargo, el Art.400 prevé una de- 
nuncia después del vencimiento del con- 
venio resultado del avenimiento directo, 
la mediación administrativa o el laudo 
arbitral, denuncia que “producirá sus 
efectos dos meses después de su notifica- 
ción”. Se trata de dos normas contrapues- 
tas. La posterior al vencimiento, ¿deja sin 
efecto la prórroga del convenio colecti- 
vo? Si esto es así, la disposición del Art.115 
del CT no tendría sentido. Parece que el 
Art.400 se refiere al acuerdo directo, la 
conciliación o el laudo arbitral distinto 
sobre controversias que no tienen el ca- 
rácter de un convenio colectivo. 


5.- Cuando el acuerdo o laudo arbitral tie- 
ne por objeto establecer las condiciones de 
trabajo en una o varias empresas, o modi- 
ficar las preexistentes, tiene el carácter y 
produce los mismos efectos que un conve- 
nio colectivo. Consecuentemente, si no es 
denunciado en el plazo previsto en el 
Art.115, se prorrogará automáticamente 
por un periodo igual al establecido en la 
ley o en el laudo arbitral. 
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TITULO Il 
DE LAS HUELGAS 


Art.401.- “Huelga es la suspensión 
voluntaria del trabajo concertada y rea- 
lizada colectivamente por los trabajado- 
res en defensa de sus intereses comu- 


nes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 La huelga en la República 
Comentarios, 2 Dominicana 
Doctrina -Breve historia. 
La huelga. Panorama Evolución, 13-14 
internacional -Concepto. Caracteres, 15-17 
- Concepto, 3-5 - La huelga. Derecho 
constitucional, 18-19 


- Titularidad del derecho, 20-24 


Jurisprudencia, 25-29 


- La huelga y el derecho, 6-7 
- Fines y objetivos, 8 
- Elementos, 9-12 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Ar.368 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 recogía que “el establecimiento o 
la modificación de las condiciones de tra- 
bajo da lugar, con alguna frecuencia, a 
que las partes desavenidas utilicen para 
la defensa de sus derechos, procedimien- 
tos de coacción con el fin de obtener el 
logro de sus aspiraciones. Entre estos pro- 
cedimientos se destacan en primer plano 
las huelgas y los paros, los cuales, aun- 
que han sido reconocidos universalmen- 
te como el ejercicio de derechos protegi- 
dos por la ley, causan en todos los casos 
una perturbación social y un desequili- 
brio económico capaz de afectar grave- 
mente el orden público. Es por esta ra- 
zón que el Estado como institución 


representativa del conglomerado social 
debe, además de establecer regulaciones 
y formalidades previas para el ejercicio 
de esos derechos, intervenir como ami- 
gable conciliador en los conflictos que sur- 
¡an entre el capital y el trabajo, con el 
propósito de mantener el justo equilibrio 
que debe existir entre estos dos elemen- 
tos esenciales de la producción, así como 
también para evitar perturbaciones de 
imprevisibles alcances, susceptibles de 
romper la necesaria armonía entre las 
diversas clases sociales. A fin de conciliar 
el derecho que tienen los trabajadores y 
patronos de declararse respectivamente 
en estado de huelga o de paro, con el 
interés general de la colectividad, el Có- 
digo establece un procedimiento equili- 
brado tanto para el ejercicio de ese de- 
recho, como para la solución de los 
conflictos económicos que lo originan”. 


DOCTRINA 


LA HUELGA. PANORAMA INTERNACIONAL. 


CONCEPTO 


3.- La huelga (como el paro) es un he- 
cho, pero también un derecho. Consiste 
en la suspensión colectiva y concertada 
del trabajo previa observancia de la ley; 
si la cesación de actividades es de parte 
de los trabajadores, se denomina huel- 
ga; pero si proviene del empleador, se 
llama paro. 


4.- En opinión de Cabanellas (junto con 
Mozart Víctor Russomano, Los Conflictos 
Colectivos de Trabajo y su Solución, 
Heliasta, Buenos Aires, 1979, p.35), “la 
huelga puede definirse como la absten- 
ción colectiva y concertada del trabajo 
por los trabajadores, sea por un grupo 
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de ellos, por una asociación gremial, por 
la mayoría de quienes trabajan en una o 
varias empresas o grupos de empresas, 
con abandono de los lugares de trabajo, 
con el objeto de ejercer presión sobre el 
patrono o empresario, a fin de obtener 
el reconocimiento de una pretensión de 
carácter profesional o con el propósito 
de preservar, modificar o crear nuevas 
condiciones laborales. Resalta así lo co- 
lectivo del sujeto, del medio y del obje- 


"n 


to”. 


5.- Para Mario de la Cueva (Ob.cit., T.I, 
p.788), “la huelga es el ejercicio de la 
facultad legal de las mayorías obreras 
para suspender las labores de las empre- 
sas, previa observación de las formalida- 
des legales, para obtener el equilibrio de 
los derechos o intereses colectivos de tra- 
bajadores y empleadores”. 


LA HUELGA Y EL DERECHO 


6.- Prohibida y considerada originalmente 
como una actividad antijurídica, como un 
delito, la huelga hoy en día, es un dere- 
cho reconocido y reglamentado por la 
ley; pero no un simple derecho, sino un 
precepto constitucional, un derecho re- 
conocido y consagrado en modernos tex- 
tos constitucionales. Pero también se dis- 
pone constitucionalmente que este 
derecho se ejerce con arreglo a la ley. 
Esto es, que no se trata de un derecho 
absoluto, sino reglamentado por la ley. 
Esto ha llevado a Néstor de Buen a afir- 
mar que “la huelga, siendo una manifes- 
tación de la energía social, anterior y su- 
perior al derecho, ha sido convertida en 
un procedimiento administrativo de tras- 
cendencia jurisdiccional, que en alguna 
medida permite un control estatal” (Néstor 
de Buen, ob.cit., p.549). 


7.- Fernando Suárez (El Derecho de Huel- 
ga, Ponencia en Seminario Internacional, 
Puerto Rico, 1980) considera que “el he- 
cho huelga, regulado por normas lega- 
les, termina por encuadrarse como un 


derecho; de esta manera se llega a la 
conclusión de que, si el legislador reputa 
lícito el hecho de abstenerse a trabajar y 
pueden los trabajadores llegar colectiva- 
mente a esta abstención, la misma cons- 
tituye ya en sus efectos un derecho que 
aquél les otorga. La acción conjunta de 
los trabajadores, la suma de actos indivi- 
duales traducidos en una coherente abs- 
tención de trabajar, lo cual configura la 
huelga, hace que deba verse en ésta un 
derecho colectivo que ejercen los traba- 
jadores, y, en su consecuencia, la actitud 
legítima de éstos, por cuanto -por añadi- 
dura- se encuentra admitida, regulada e 
incluso sancionada por el legislador como 
tal derecho, al que se reconoce hasta je- 
rarquía constitucional”. 


FINES Y OBJETIVOS 


8.- Para Mario de la Cueva (ob.cit.,T.Il, 
p.701), la huelga persigue corregir injus- 
ticias, “la búsqueda de un orden jurídico 
justo”. Pero Cabanellas considera única- 
mente como objetivo de la huelga “con- 
seguir de los empleadores determinadas 
condiciones de trabajo o ejercer presión 
sobre ellos, ya que si la finalidad es el 
orden político, la huelga no encuadra en 
el Derecho Laboral”. Por consiguiente, 
para Cabanellas el interés profesional es 
el fin de la huelga, sea económica o no, 
pero un interés colectivo propio de la ca- 
tegoría profesional. Pero, en ocasiones, 
la huelga es un medio de lucha contra 
un régimen impopular o un arma políti- 
ca o de solidaridad. 


ELEMENTOS 


9.- Los rasgos tipificantes de la huelga 
pueden resumirse como sigue: a) hecho 
social colectivo (abstención masiva del tro- 
bajo: coalición o sindicato de trabajado- 
res); b) el concierto de voluntades de los 
trabajadores participantes en la absten- 
ción de trabajar; c) fin lícito, de 
autodefensa de un interés colectivo; d) 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 401 121 


ha de ser pacífica y limitada a la absten- 
ción de trabajar. 


10.- El derecho de huelga no es un dere- 
cho absoluto; tiene sus limitaciones. La 
propia Comisión de Expertos de la OIT 
reconoce que el derecho de huelga tiene 
limitaciones, entre las que cita, la función 
pública desempeñada, los servicios esen- 
ciales, los casos de fuerza mayor. También 
las condiciones de procedimiento, el res- 
peto a la legalidad, lo que vale decir, que 
el ejercicio de la huelga debe ejercerse 
"con arreglo a la ley”, previo cumplimien- 
to de los requisitos de forma y de fondo 
establecidos por la legislación nacional. 
En este sentido se pronuncia nuestra Cons- 
titución (Art.8, inciso 11, letra d). 


11.- La Comisión de Expertos de la OIT 
admite igualmente limitaciones por inten- 
tos de solución por conciliación y arbi- 
traje, en cuyo caso, como enseña Válticos 
(Dalloz, Derecho Internacional del Tra- 
bajo, p.249), estas limitaciones “habrían 
de tomar la forma de procedimientos 
adecuados, parciales y expeditivos de con- 
ciliación y arbitraje, en todas las fases de 
las cuales podrían participar las partes 
interesadas, y cuyas sentencias serían 
obligatorias en todos los casos para am- 
bas partes y ejecutadas rápidamente y 
de forma completa”. El régimen del arbi- 
traje, previsto en el proyecto y en la ley 
vigente, se ajusta a estas condiciones. 


12.- El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales admite 
el derecho de huelga de los trabajadores 
"con limitaciones que prescribe la ley y 
que sean necesarias en una sociedad de- 
mocrática, en interés de la seguridad na- 
cional y del orden público, o para la pro- 
tección de los derechos y libertades 
ajenos”. El Art.8 de dicho Pacto Interna- 
cional dispone además que el derecho 
de huelga debe ser ejercido, “conforme 
con las leyes de cada país”. Dentro de 
este contexto se enmarca la reglamenta- 
ción del derecho de huelga en República 
Dominicana. 


LA HUELGA EN LA REPÚBLICA 
DOMINICANA 


BREVE HISTORIA. EVOLUCIÓN 


13.- En RD, las primeras huelgas se re- 
montan a los días de la colonia. Poste- 
riormente, los Arts.414, 415 y 416 del 
Código Penal prohibían tanto la huelga 
como el paro, y sancionaban con penas 
correccionales “la interrupción del traba- 
jo” y los atentados “contra el libre ejerci- 
cio de la industria y el trabajo”. 


14.- En 1946, fue votada la Ley No.1094. 
Esta ley reconoce por primera vez en RD 
el derecho de huelga, aunque como se- 
ñala José Ernesto García Aybar (ob.cit., 
p.139), “no fue reconocido específicamen- 
te sino en forma indirecta, o sea, me- 
diante la regulación de su ejercicio”. La 
ley solamente reconoció el ejercicio del 
derecho de huelga, el cual atribuyó ex- 
clusivamente “a los gremios, sindicatos o 
cualquiera otra asociación de obreros”, 
pero no el derecho de paro o lock-out. 


CONCEPTO. CARACTERES 


15.- Toda huelga es una suspensión co- 
lectiva de labores, pero no toda suspen- 
sión colectiva de actividades es una huel- 
ga. La suspensión de labores es 
propiamente la huelga, pero la ley no 
permite la huelga o suspensión colectiva 
de labores a espaldas de la ley, ni legiti- 
ma una suspensión prematura de labo- 
res, sino que ésta debe efectuarse en una 
fecha y momento determinados, al ven- 
cimiento del preaviso de la huelga, cuya 
duración está fijada por la legislación 
positiva, y en cumplimiento de los demás 
requisitos legales. 


16.- En RD, la huelga es el derecho reco- 
nocido a los trabajadores de suspender 
temporalmente el trabajo en defensa de 
sus intereses comunes. Su marco legal 
comprende el Art.8, párrafol11, letra d) 
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de la Constitución de la República, y los 
Arts.401 y siguientes, y 658 y siguientes 
del CT. 


17.- Este concepto contiene los elemen- 
tos esenciales tipificantes del derecho de 
huelga. A saber: 1) Es un derecho reco- 
nocido y protegido por la ley. El Art.8, 
inciso 11, letra d), de la Constitución “ad- 
mite el derecho de los trabajadores a la 
huelga y de los empleadores al paro en 
las empresas privadas, siempre que se ejer- 
zan con arreglo a la ley y para resolver 
conflictos estrictamente laborales”. El Tí- 
tulo Il, del Libro VI del CT, denominado 
“De las huelgas” (Arts.401 al 412, am- 
bos inclusive), establece las condiciones 
de forma y de fondo requeridas por la 
ley dominicana para la existencia y el ejer- 
cicio de este derecho. De modo que la 
huelga, considerada como un legítimo 
derecho, debe ser ejercido como cualquier 
otro, con arreglo a la ley. Por esta cir- 
cunstancia, este derecho colectivo de los 
trabajadores es un acto jurídico, no ex- 
clusivamente una situación de hecho. “Al 
convertirse en un derecho colectivo, en- 
seña José Ernesto García Aybar (La Huel- 
ga Obrera, Colección Pensamiento Do- 
minicano, No.27, 1963, p.94), la huelga 
vino a constituir un verdadero acto jurí- 
dico reconocido expresamente por la ley. 
Este derecho es consecuencia lírica del 
reconocimiento de la libre asociación sin- 
dical en razón de que debe ser ejercido 
no por grupos desorganizados de traba- 
¡adores, sino por agrupaciones o sindi- 
catos que representen una colectividad 
laboral”; 2) La huelga es un derecho 
de mayoría, esto es, que el ejercicio de 
este derecho requiere el concurso y la 
anuencia de una mayoría legal determi- 
nada, que en RD es de “más del cincuen- 
ta y uno por ciento de los trabajadores 
de la empresa o empresas de que se tra- 
te” (Art.407, ordinal 3ro.CT). Una sen- 
tencia de la Corte de Trabajo de San 
Francisco de Macorís, (huelga CODAL), 
juzgó que para determinar esta mayoría 
legal “sólo deben tomarse en cuenta los 
trabajadores que cobren por hora”. Se 


trata de un criterio estrecho que crea una 
mayoría legal distinta a la establecida por 
la ley, la cual no establece la forma de 
pago del salario como condición deter- 
minante para el cómputo de dicha ma- 
yoría legal; 3) Los titulares del derecho 
de huelga son los trabajadores (Art.8, 
inciso 11, letra d, de la Constitución), o 
la coalición de trabajadores. Este tex- 
to que admite “el derecho de los trabaja- 
dores” a la huelga, “siempre que se ejer- 
za con arreglo a la ley y para resolver 
conflictos estrictamente laborales”. La 
huelga, además, “es la suspensión volun- 
taria del trabajo concertada y realizada 
colectivamente por los trabajadores en 
defensa de sus intereses comunes” 
(Art.401 CT). La Constitución y la propia 
definición legal de la huelga no requie- 
ren para su existencia la intervención del 
sindicato, bastando pues la coalición de 
los trabajadores. Es la colectividad de és- 
tos que, reuniendo la mayoría legal, de- 
cide la declaratoria de huelga, aunque 
esta mayoría es representada casi siem- 
pre, en derecho, por el sindicato, o en 
hecho, por un comité de huelga. El sindi- 
cato o el referido comité tienen entonces 
la representación legal o de hecho de los 
trabajadores, quienes son los auténticos 
titulares del derecho de huelga; 4) El acto 
jurídico que es la huelga decretada por 
la mayoría de trabajadores consiste en 
“la suspensión voluntaria del trabajo 
concertada y realizada colectivamen- 
te por los trabajadores” (Art.401). Pero 
se trata de una suspensión temporal del 
trabajo, porque la huelga no pone tér- 
mino a la relación de trabajo, sino que 
la suspende por el tiempo de duración. 
La huelga debe limitarse pues, al hecho 
de la suspensión temporal del trabajo. 
Los actos de coacción o de violencia físi- 
ca o moral sobre las personas o de fuer- 
za física sobre las cosas, o cualquier otro 
acto que tenga por objeto promover el 
desorden o quitar a la huelga su carác- 
ter pacífico, desnaturalizan este derecho 
y conllevan sanciones penales. La huelga 
es declarada ilegal. (Art.406. La propia 
Constitución exige un carácter pacífico, 
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no violento al ejercicio de la libertad sin- 
dica); 5) Esta paralización temporal del 
trabajo se hace en defensa de los inte- 
reses comunes de los trabajadores, para 
obtener el reconocimiento de sus dere- 
chos o la conquista de sus ¡justas aspira- 
ciones (Art. 407, ord.1ro. CT) persiguien- 
do un fin profesional. La ley no trata sobre 
la huelga por solidaridad y prohibe la 
huelga política o con fines políticos; 6) 
la huelga exterioriza un conflicto no 
resuelto por la vías y procedimientos 
amigables. El trato directo y la mediación 
administrativa son, entre otros, requisitos 
previos indispensables; 7) Se trata de un 
hecho social, colectivo, reglamentado por 
la ley para cuya existencia y legalidad 
no se requiere necesariamente la exis- 
tencia y participación del sindicato. El 
Art.407, ord.1ro. del CT, entre las condi- 
ciones para que la huelga sea declarada 
legal, menciona “la solución de un con- 
flicto económico, o de un derecho que 
afecte el interés colectivo de los trabaja- 
dores”. Si el legislador hubiese conside- 
rado indispensable la existencia o parti- 
cipación del sindicato, la bastaba haber 
dicho esto o haberlo mencionado en la 
definición legal de la huelga. Además, 
los trabajadores son constitucionalmente 
los titulares del derecho de huelga. Esto 
justifica el criterio precedentemente ex- 
puesto; 8) La huelga es una fuente real 
del Derecho de Trabajo, pues hace posi- 
ble el nacimiento de situaciones del he- 
cho y de derecho que motivan la evolu- 
ción y desarrollo de esta disciplina 
jurídica. 


La HUELGA. DERECHO CONSTITUCIONAL 


18.- El Título Il, Sección l, de la Constitu- 
ción de 1966, actualmente vigente, entre 
los Derechos Individuales y Sociales (Art.8, 
inciso 11, letra d) “admite el derecho de 
los trabajadores a la huelga”, elevando 
así el reconocimiento de este derecho a 
la categoría de norma sustancial, pero 
limitando su existencia y ejercicio: a) “a 
que se ejerza con arreglo a la ley” y b) a 


que la huelga tenga por objeto “resolver 
conflictos estrictamente laborales”. 


19.- Nuestra Constitución prohibe formal 
y expresamente los paros intermitentes, 
la huelga de brazos caídos o “paso de 
hicotea”, en fin, “toda interrupción, en- 
torpecimiento, paralización de activida- 
des o reducción intencional de rendimien- 
to en las labores de las empresas privadas 
o del Estado”. 


TITULARIDAD DEL DERECHO 


20.- Los titulares del derecho de huelga 
son los trabajadores y no el sindicato. Ni 
la Constitución, al consagrar la huelga 
entre los Derechos Individuales y Socia- 
les, ni el CT al definir la huelga, mencio- 
nan el sindicato sino que se refieren a la 
huelga como un derecho reconocido a 
los trabajadores. Por eso, no es necesa- 
ria la participación ni la existencia de un 
sindicato para que haya una huelga y 
para que los trabajadores se lancen a 
una huelga. Una cosa es el hecho de la 
huelga, de los trabajadores iniciar y par- 
ticipar en una huelga, y otra las condi- 
ciones que la ley determina para que una 
huelga sea declarada legal. 


21.- La existencia del sindicato sólo es 
condición necesaria para la legalidad de 
la huelga cuando ésta tiene por objeto la 
solución de un conflicto económico. 


22.- EL CT de 1992 dispone que la huel- 
ga puede tener por objeto un hecho que 
entrañe la violación del interés colectivo. 
Además, la Constitución reconoce a los 
trabajadores como titulares del derecho 
de huelga y no a los trabajadores orga- 
nizados. Tampoco la definición de la huel- 
ga que confería el CT de 1951, ni la defi- 
nición que aparece en el CT de 1992 exige 
la presencia de un sindicato para la exis- 
tencia de la huelga. El CT sólo habla de 
sindicatos de trabajadores para la exis- 
tencia del conflicto económico y conse- 
cuentemente, en los casos en que la huel- 
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ga tenga como fundamento la solución 
del conflicto económico. Por eso, el pro- 
pio CT distingue la calificación de la huel- 
ga cuando tiene un carácter jurídico, o 
de procedimiento como le llama, de la 
calificación de la huelga fundada en un 
conflicto económico. En el primer caso, 
los tribunales de trabajo resolverán el 
conflicto jurídico (de procedimiento). En 
el segundo caso, además de calificar la 
huelga, la Corte designará árbitros a cuyo 
cargo estará la solución del conflicto eco- 
nómico. 


23.- Una sentencia de la Corte de Ape- 
lación de Santo Domingo, en funciones 
de Corte de Trabajo, de 1 de enero de 
1983, plante el problema de la titulari- 
dad del derecho de huelga. En dicha 
sentencia se dice: 1) que “para la exis- 
tencia de una huelga, es elemento esen- 
cial la presencia, la actuación del 
sindicato....el conflicto económico re- 
quiere necesariamente la existencia de 
un sindicato (Art.368, hoy 401) y en la 
huelga es esencial la existencia de un 
conflicto (económico); admitir lo con- 
trario, o sea, que un grupo de trabaja- 
dores suspendan las labores sin el con- 
sentimiento del sindicato y este hecho 
sea catalogado como huelga y even- 
tualmente pueda ser declarado legal, 
suscitaría un conflicto (con el sindica- 
to) y un laudo arbitral que es equiva- 
lente a un convenio, también válido, 
con el grupo de trabajadores cuyo paro 
se calificó como huelga; esto es, como 
para la existencia de un convenio co- 
lectivo es indispensable un sindicato, 
para la existencia de un laudo también 
lo es” (así como para la existencia de 
una huelga fundada en un conflicto 
económico). 


24.- Este criterio de la Corte de Trabajo 
de Santo Domingo, se refiere a una huelga 
basada en un conflicto económico, con o 
sin la existencia del sindicato, pero no 
contempla no todas las huelgas tienen 
como fundamento la solución de un con- 
flicto económico. 


JURISPRUDENCIA 


25.- La Corte de Casación ha juzgado 
que “ningún trabajador puede sostener 
válidamente que los trabajos de la em- 
presa a que pertenece, se encuentran en 
estado de suspensión por estar en huel- 
ga, y deducir de ello consecuencias jurí- 
dicas favorables a su interés, si no ha 
cumplido, precisamente, las formalidades 
previstas por la ley para que la huelga 
sea declarada ilegal. (Sent. del 20 de no- 
viembre de 1965, B.J.696, p.2590). El 
caso juzgado se refería a trabajadores 
que suspendieron prematuramente sus 
trabajos sin llenar ninguna de las forma- 
lidades requeridas por el Art.374, hoy 407, 
del CT. Nuestro más alto tribunal de ¡us- 
ticia decidió que, “en estas circunstan- 
cias no podría producirse la suspensión 
justificada de los trabajos de la empresa 
y ésta podía, como lo hizo, ejercer el des- 
pido conforme al Art.78, hoy 88, en sus 
ordinales 11,12, 13, 19 y 21 (hoy 14 y 
19), sin tener que esperar la decisión de 
la Corte de Apelación de su caso, puesto 
que los trabajadores estaban, según cons- 
ta en la sentencia de la Corte de Apela- 
ción que calificó de ilegal la presunta 
huelga, precisamente por ese motivo, 
obligados a dar cumplimiento al contra- 
to de trabajo a la orden que le había 
dado la empresa de cumplir con sus tra- 
bajos habituales; que, además, en este 
caso, la empresa recurrente, antes de 
despedirlos, obtuvo una certificación de 
la SET que declara que los trabajadores 
recurridos abandonaron su trabajo el 18 
de enero de 1967, sin hacer ante ella la 
declaratoria de huelga exigida por la ley, 
y la empresa les requirió se reintegraran 
a su labores, dándoles un plazo al efecto 
sin que ellos dieran acatamiento a esa 
invitación (Sent.. del 20 de noviembre de 
1965, B.J.696, p.2590-2591). 


26.- Ningún trabajador puede sostener 
válidamente que los trabajos de la em- 
presa a que pertenece se encuentran en 
estado de suspensión por estar en huel- 
ga, y deducir de ello consecuencias jurí- 
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dicas favorables a su interés, si no ha 
cumplido, precisamente, las formalidades 
del artículo 374 (hoy 407) del Código de 
Trabajo. (Sent. 20 noviembre 1968, 
B.J.696, p.2590). 


27.- La ley de 1965, fue dictada con el 
deliberado fin de impedir la interrupción 
injustificada de las actividades en las ins- 
tituciones oficiales. (Sent. 18 octubre 
1968, B.J.695, p.2329). 


28.- La Constitución de 1966 no hizo ce- 
sar las disposiciones que contiene la Ley 
56 de 1965 para prohibir las huelgas en 
las instituciones públicas, pues, por lo 
contrario, dicha Constitución, en su Art.8, 
inciso 11, apartado d), declara ilícitas las 
huelgas que afectan la Administración 
Pública, los servicios públicos, y aun los 
de utilidad pública, y limita la admisión 
del derecho de huelga a las empresas pri- 
vadas. (Sent. 24 mayo 1968, B.J.690, 
p.1123). 


29.- Como la Constitución de la Repúbli- 
ca en el artículo 8, inciso 10, apartado 
A, declara ilícita toda huelga, paro, inte- 
rrupción o entorpecimiento en los servi- 
cios públicos o de utilidad pública, con el 
propósito evidente de mantener el nor- 
mal desenvolvimiento de la Administra- 
ción Pública, es claro que toda persona 
que directa o indirectamente quebrante 
esa norma constitucional o incite a su que- 
brantamiento, sobre todo si quien lo hace 
es un funcionario público, comete una 
falta grave, la cual, en el caso de los fun- 
cionarios de la justicia, puesto que tien- 
de a alterar la disciplina judicial, confi- 
gura una falta disciplinaria con el carácter 
de gravedad ya señalado. (Sent. 17 abril 
1968, B.J.689, p.936). 


Art.402.- “La huelga debe limitar- 
se al solo hecho de la suspensión del 
trabajo. 


Los actos de coacción o violencia fí- 
sica o moral sobre las personas o de 
fuerza física sobre las cosas, o cual- 
quier otro acto que tenga por objeto 
promover el desorden o quitar a la 
huelga su carácter pacífico, son san- 
cionados con las penas señaladas en 
este Código o en otras leyes, para lo 
cual el empleador puede gestionar 
la puesta en movimiento de la ac- 
ción pública contra las personas res- 
ponsables”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 6-7 


Comentarios, 2-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.369 del 
CT de 1951, del que se suprimió la frase 
final que decía “y pueden dar lugar a 
que la huelga sea declarada ilegal”, sus- 
tituyéndola por la expresión “para lo cual 
el empleador puede gestionar la puesta 
en movimiento de la acción pública con- 
tra las personas responsables”. 


COMENTARIOS. 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, una parte del sector 
empresarial comentó que la modificación 
del Art.369 del CT de 1951 era inacepta- 
ble porque “no puede premiarse que las 
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personas que realicen actos de coerción, 
violencia física o moral, promuevan des- 
órdenes o quiten a las huelgas el carác- 
ter pacífico, sean premiadas por dichos 
hechos, haciendo que la huelga no pue- 
da ser declarada ilegal”. 


3.- Consagra de modo expreso el carác- 
ter pacífico de la huelga que debe limi- 
tarse al sólo hecho de la suspensión del 
trabajo. Togo cuanto aparte a la huelga 
de su carácter pacífico le rompe su legiti- 


midad. 


4.- En el párrafo de este artículo se prevén 
varios casos: 1) prohibición de actos de 
coacción o violencia física o moral sobre 
las personas o de fuerza física sobre las 
cosas; 2) cualquier acto que persiga pro- 
mover el desorden o quitar a la huelga 
su carácter pacífico, independientemen- 
te de las sanciones que la comisión de 
tales actos conlleven. V.g. si bien se tiene 
derecho a la huelga, no se tiene derecho 
a la amenaza a la vida del empleador, su 
familia o representantes. 


5.- Este texto también autoriza al 
empleador a gestionar la puesta en mo- 
vimiento de la acción pública contra las 
personas responsables de los actos o in- 
tentos de violencia sobre las personas o 
las cosas. 


DOCTRINA 


6.- El ejercicio del derecho a la huelga 
no puede servir de instrumento para co- 
meter abusos o hechos castigados 
penalmente, ni causar daños materiales 
a la propiedad del empleador o sus re- 
presentantes. 


7.- Véase Art.406 CT. 


Art.403.- “No se permiten las huel- 
gas ni los paros en los servicios esencia- 
les, cuya interrupción fuese susceptible 
de poner en peligro la vida, la salud o la 
seguridad de la persona en toda o par- 
te de la población. Sin embargo, tanto 
los trabajadores como los empleadores 
de esta clase de servicios tienen dere- 
cho a proceder con arreglo a lo previsto 
en el artículo 680 de este Código. Cuan- 
do el conflicto se limite al salario míni- 
mo, el asunto debe someterse al Comi- 
té Nacional de Salarios”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - De la huelga en la Adminis- 


Comentarios, 2-3 -tración Pública, 12-14 


Doctrina -Criterios predominantes en el 


- Alcance, 4 panorama internacional, 14-17 

- La huelga en los servicios -La huelga de los empleados ; 

esenciales, 5-9 funcionarios públicos 

- Del arbitraje por delegación -en RD, 18-21 

presumida, 10-11 Jurisprudencia, 22, 23 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.370 del 
CT de 1951, modificado a su vez por la 
Ley No.695 (5 de abril de 1965, 
G.0.8940) que establecía: “No se permi- 
te la huelga en los servicios públicos de 
utilidad permanente, ni en aquellos que 
por razones de emergencia sean decla- 
rados por ley de interés nacional. Sin 
embargo, tanto los trabajadores como los 
patronos de esta clase de servicios ten- 
drán derecho a someter al Comité Na- 
cional de Salarios, para su examen y so- 
lución, los conflictos económicos que entre 
ellos se susciten. Cuando dichos conflic- 
tos no sean de la competencia del Comi- 
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té, deberán ser sometidos a los Tribuna- 
les de Trabajo”. 


COMENTARIOS 


2.- El CT de 1992 sustituye el concepto 
de servicio público de utilidad permanente 
por el de servicios esenciales o cuya inte- 
rrupción fuera susceptible de poner en 
peligro la vida, la seguridad, la salud de 
las personas en toda o parte de la pobla- 
ción. El CT no define ni establece los al- 
cances del servicio esencial. 


3.- También modificó el citado Art.370 
del CT de 1951, disponiendo que en los 
servicios esenciales, en casos de huelgas 
y paros, se “proceda con arreglo a lo pre- 
visto en el Art.684” (de la designación de 
árbitros); mantuvo la competencia del 
Comité Nacional de Salarios para las con- 
troversias sobre salario mínimo y excluyó 
lo referente al apoderamiento de la justi- 
cia, sin que esto implique una supresión 
de este derecho. 


DOCTRINA 
ALCANCE 


4.- Cuando se ha recurrido a la huelga 
en violación a las previsiones del Art.403, 
la corte de trabajo competente puede pro- 
ceder, conforme al Art.661, a la califica- 
ción e la huelga a solicitud de parte o de 
la SET, y aun de oficio, dentro de los cin- 
co (5) días de conocerse de la existencia 
de la huelga. Sin embargo, muy rara- 
mente la Corte de Trabajo en ocasión de 
conflictos que afecten servicios esenciales 
procede a la designación de árbitros. 


LA HUELGA EN LOS SERVICIOS 
ESENCIALES 


5.- El Art.8, inciso 11, letra d) de la Cons- 
titución y el Art.403 del CT, prohiben ex- 


presamente la huelga en los servicios 
esenciales. El Art.404 de dicho Código 
indica algunos de estos servicios. 


6.- La enumeración legal no es limitativa 
y figura ampliada en otras legislaciones 
latinoamericanas. No obstante, por “tra- 
tarse de verdaderas limitaciones al ejer- 
cicio del derecho de huelga, -dice García 
Aybar (ob.cit.,p.155)- por su carácter de 
reglas de excepción, deben ser siempre 
interpretadas restrictivamente”. 


7.- Aunque la ley no permite las huelgas 
ni los paros en los servicios esenciales, 
faculta a las partes a nombrar árbitros 
con arreglo a lo previsto en el Art.680 
del CT, y, cuando el conflicto se limita al 
salario mínimo, someter el asunto al CNS. 


8.- En la legislación de trabajo latinoa- 
mericana predomina la prohibición de la 
huelga en los servicios esenciales. Esto se 
explica, y “está justificado, precisamente, 
por las mismas razones de orden social 
en que se fundamenta el derecho de huel- 
ga. Si éste es reconocido en favor de los 
trabajadores para la defensa de los legí- 
timos intereses de una clase determina- 
da, es justo y natural, proteger a todas 
las clases que en conjunto forman el con- 
glomerado social, las cuales son siempre 
afectadas, en forma colectiva, por la pa- 
ralización de los servicios públicos”. 
(García Aybar, ob.cit., p.152). 


9.- En los casos de huelgas que afecten 
servicios esenciales, conforme las previ- 
siones del Art.680 CT se presume que las 
partes delegan en el presidente de la corte 
de trabajo la designación de árbitros. Se 
ha discutido el carácter de este arbitraje. 
En opinión de algunos juristas se trata de 
una arbitraje voluntario, pero aunque la 
ley no lo señala expresamente, se trata 
de un arbitraje obligatorio debido al ca- 
rácter esencial del servicio afectado y al 
mandato constitucional que prohibe la 
huelga en estos casos. Por eso, la desig- 
nación de árbitros por la corte puede ser 
de oficio. 
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DEL ARBITRAJE POR DELEGACIÓN 
PRESUMIDA 


10.- El arbitraje por delegación presumi- 
da tiene lugar en los conflictos económi- 
cos que afecten un servicio esencial, cuan- 
do las partes no designan árbitros dentro 
de los tres días que siguen al de su últi- 
ma reunión con el mediador, o cuando 
no declaran en igual termino la designa- 
ción que han hecho, ante el DT. En estos 
casos, la ley presume que las partes han 
delegado la facultad de designación en 
el presidente de la corte de trabajo del 
lugar donde se ha suscitado el conflicto. 


11.- Se trata, como se ha dicho, de un 
arbitraje obligatorio instituido por el le- 
gislador, precisamente, para evitar la ex- 
teriorización del conflicto de trabajo en 
forma de huelga, imponiendo a las par- 
tes la decisión de terceros imparciales. 


DE LA HUELGA EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA 


12.- El problema de la huelga en la Ad- 
ministración Pública es un asunto suma- 
mente controvertido; los argumentos que 
se esgrimen en contra se basan general- 
mente en la naturaleza de los servicios 
prestados al Estado, en las prerrogativas 
del poder soberano del Estado y en el 
carácter de la relación entre el Estado y 
sus empleados. 


13.- Se sostiene (OIT, informe citado, p.89 
y 90): 1) que la ausencia de fines de lu- 
cro del Estado hace incompatible la prue- 
ba de fuerza económica de la huelga en 
la función pública. Pero se alega en con- 
tra que la huelga no tiene exclusivamen- 
te una finalidad económica; en parte per- 
sigue dar publicidad a las reivindicaciones 
de los trabajadores y mover a la opinión 
pública en su favor; 2) Otro argumento 
rechaza la huelga como trastornadora de 
las funciones del Estado, esenciales para 
la vida de la sociedad; pero no todos los 
empleados públicos desempeñan funcio- 


nes esenciales, incluso, un gran número 
de ellos realizan labores materialmente 
idénticas a los trabajadores del sector 
privado; 3) Un tercer argumento sostiene 
que la huelga es incompatible con la so- 
beranía del Estado; pero, se dice en con- 
tra que no se persigue conculcar la fa- 
cultad del Estado de legislar para toda la 
Nación, sino que se busca fundamental- 
mente presionar al Estado para obtener 
la modificación de las condiciones de tra- 
bajo del empleador público. 


14.- En RD, la Constitución de la Repúbli- 
ca prohibe la huelga en la Administra- 
ción Pública. 


CRITERIOS PREDOMINANTES EN EL 
PANORAMA INTERNACIONAL 


15.- Las legislaciones nacionales difieren 
marcadamente en los que respecta a la 
legalidad de la huelga de los servidores 
públicos. 


16.- La OIT (informe citado, p.89,9091 
y 93) señala cuatro criterios predominan- 
tes: 1) Países que reconocen expresamente 
el derecho de la huelga de los emplea- 
dos públicos. La huelga es legal si el con- 
flicto no se resuelve mediante consultas, 
negociaciones, o los procedimientos de 
solución de conflictos (Canadá, Finlan- 
dia, Francia, México, Noruega). Pero la 
leyes establecen limitaciones al ejercicio 
del derecho de huelga por parte de per- 
sonas que desempeñan determinadas 
funciones y en cuanto al tipo de conflic- 
to; 2) Países que no establecen ninguno 
diferencia entre las huelgas del sector 
público y las de otros sectores de la eco- 
nomía (Ghana, Italia, Malasia, Nigeria 
Suecia); 3) El silencio del legislador do 
lugar a diversas interpretaciones: En 
Chad, Reino Unido, etc., se admite la le- 
galidad de la huelga, frente al silencio 
de la ley en Austria, Bélgica y otros paí- 
ses, donde la opinión está dividida. En 
cambio, en la República Federal Alema- 
na, en Irán y otros países, se interpreta el 
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silencio de la ley en el sentido de una 
prohibición de la huelga en la adminis- 
tración pública; 4) Países que niegan la 
huelga o la prohiben expresamente 
(Kenia, Trinidad y Tobago, Bolivia, Chile, 
R.D. y otros). 


17.- La diversidad de criterios sobre la 
huelga en la administración pública se 
ha reflejado incluso en la actuación de 
los sindicatos. Originalmente, éstos esta- 
blecian en sus estatutos la prohibición de 
recurrir a la huelga. Esta actitud ha cam- 
biado últimamente. En la generalidad de 
los estatutos de los sindicatos o asocia- 
ciones de trabajadores del Estado, cons- 
ta la facultad de recurrir a la huelga como 
medio para obtener reivindicaciones; pero 
la actitud de estos sindicatos no se con- 
creta ya a las disposiciones estatutarias, 
sino que ha evolucionado a la acción di- 
recta, recurriendo incluso al arma de la 
huelga. 


LA HUELGA DE LOS EMPLEADOS Y 
FUNCIONARIOS PÚBLICOS EN RD 


18.- Para la ley dominicana (III PF del 
CT), los funcionarios y empleados públi- 
cos no son trabajadores. Por consiguien- 
te, la huelga decretada por ellos escapa 
al campo de aplicación del CT. Sus rela- 
ciones de trabajo con el Estado, los ayun- 
tamientos y los organismos oficiales au- 
tónomos se rigen por las leyes especiales. 


19.- Sin embargo, las leyes orgánicas de 
gran parte de estos organismos autóno- 
mos reconocen a sus servidores algunos 
beneficios sociales o la protección de las 
leyes sobre seguridad social, accidentes 
de trabajo y a veces de las de trabajo; no 
faltan las que les otorgan el beneficio de 
prestaciones por antigúedad. Una pro- 
tección social atenuada, ofrece la Ley 2095 
de 1949, modificada, para aquellos tra- 
bajadores del Estado en cuya labor pre- 
domina el esfuerzo muscular. 


20.- La más enérgica negación del de- 
recho de huelga a estos trabajadores 
aparece en la Constitución de la Repú- 
blica, donde consta que “Será ilícita 
toda huelga, paro, interrupción, entor- 
pecimiento de los servicios públicos o 
los de utilidad pública. La ley dispon- 
drá medidas necesarias para garanti- 
zar la observancia de estas normas”. 
Una aplicación particular fue la Ley 56 
de 1965, derogada por el CT de 1992. 
No obstante, en la práctica, estas nor- 
mas legales y constitucionales no se 
cumplen, y los servidores públicos con 
frecuencia recurren a la huelga en de- 
manda de reivindicaciones. 


21.- En la RD han recurrido a la huel- 
ga, los profesores al servicio del Esta- 
do, agrupados en la Asociación Domi- 
nicana de Profesores (ADP); el personal 
de los servicios municipales de limpieza 
(empleados del Ayuntamiento del Dis- 
trito Nacional); los médicos de los hos- 
pitales del Estado, agrupados en la Aso- 
ciación Médica Dominicana (AMD); los 
choferes del transporte público de pa- 
sajeros, miembros de diversos sindica- 
tos y asociaciones de trabajadores del 
transporte y las enfermeras de los hos- 
pitales del Estado, etc,. 


JURISPRUDENCIA 


22.- Cuando hay huelga declarada, los 
contratos quedan suspendidos por la ley, 
pero no cuando la huelga declarada por 
empleados de un hospital que es un ser- 
vicio público de utilidad permanente en 
los cuales dicha medida está categórica- 
mente prohibida por el Art.370 (hoy 403) 
del Código de Trabajo. (Sent. 25 octubre 
1963, B.J.639, p.1193). 


23.-Procede declarar ilegal la huelga que 
afecte un servicio público de utilidad per- 
manente (servicio esencial). (Sent. 20 no- 
viembre 1965, B.J.660, p.982). 
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Art.404.. “Son servicios esenciales, 
para los fines de aplicación del artí- 
culo precedente, los de comunicacio- 
nes, los de abastecimiento de agua, 
los de suministro de gas o electrici- 
dad para el alumbrado y usos domés- 
ticos, los farmacéuticos, de hospita- 
les y cualesquiera otros de naturaleza 
análoga”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.371 del 
CT de 1951, modificado a su vez por la 
Ley No.695 de 5 de abril de 1965 (G.O. 
8940), reduciéndose la enumeración de 
servicios esenciales, eliminando los servi- 
cios de transporte, de expendio de ali- 
mentos en los mercados y los servicios de 
sanidad. 


COMENTARIOS 


2.- La reforma del Art.371 del CT de 
1951, se hizo atendiendo a observacio- 
nes de la OIT, que consideran que los 
servicios de transporte y otros suprimidos 
del texto, “no son servicios esenciales en 
sentido estricto”. 


DOCTRINA 


3.- La ley no define ni ofrece un concep- 
to de lo que llama servicios esenciales y 
que el CT de 1951 denominaba servicios 
públicos de utilidad permanente. Sin em- 
bargo, los enuncia y prohibe expresamen- 
te las huelgas y los paros de este tipo de 
servicios necesarios. 


4.- Son legalmente servicios esenciales, 
los de “comunicaciones, los de abasteci- 


miento de agua, los de suministro de gas 
o electricidad para el alumbrado y usos 
domésticos, los farmacéuticos, de hospi- 
tales y cualesquiera otros de naturaleza 
análoga”. Como se comprueba con la 
expresión legal “y cualesquiera otro de 
naturaleza análoga”, la relación de ser- 
vicios esenciales que hace la ley no es 
limitativa. 


5.- Véase Arts. 403 y 405 del CT. 


Art.405.- “En caso de huelga reali- 
zada en violación del artículo 403, el 
Poder Ejecutivo puede asumir la direc- 
ción y administración de los servicios 
suspendidos por el tiempo indispensa- 
ble para evitar perjuicio a la economía 
nacional, y dictar todas las providen- 
cias necesarias para restablecer dichos 
servicios y garantizar su mantenimien- 
to. 


Las disposiciones del presente artículo 
se aplican igualmente a aquellas huel- 
gas y paros cuya duración o extensión 
amenacen o pongan en peligro la vida 
o las condiciones normales de existen- 
cia de toda o parte de la población”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.372 del 
CT de 1951, con la adaptación al cam- 
bio de numeración, al que se le añadió 
el párrafo, que contiene la facultad del 
PE de asumir la dirección y administra- 
ción de los servicios en caso de huelga, 
cuya intención o duración ponga en peli- 
gro la vida o las condiciones normales de 
existencia de todo o parte de la pobla- 
ción. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las regla- 
mentaciones sobre la huelga en los servi- 
cios esenciales, que prohibe el Art.403 
del CT. 


3.- En estos casos, se faculta al poder ejecu- 
tivo a asumir la dirección y administración 
de dichos servicios, a fines de garantizar la 
vida, la salud, o la seguridad de la persona 
en toda o parte de la población afectada. 
El poder ejecutivo asumiría dicha dirección 
y administración por el tiempo indispensa- 
ble para evitar tales daños, incluyendo per- 
juicios económicos a la economía nacional, 
pudiendo dictar las providencias necesarias 
para restablecer los servicios esenciales y 
garantizar su mantenimiento. La facultad 
reconocida por este texto legal al Poder Eje- 
cutivo, se extiende a cualquier otra huelga 
o paro cuya duración o alcance amenacen 
o pongan en peligro la vida o las condicio- 
nes normales de existencia de toda o parte 
de la población. 


4.- A pesar de la prohibición legal y 
constitucional de la huelga en los servi- 
cios esenciales y de la huelga de los tra- 
bajadores al servicio del Estado, en la 
práctica es frecuente la huelga de los 
médicos y enfermeras de los hospitales 
del Estado. 


5.- El Art.55, inciso 8 de la Constitución 
establece que: “En caso de violación de 
las disposiciones contenidas en los apar- 
tados a) y d) del inciso 10 del artículo 8 
de esta Constitución, que perturben o 
amenacen perturbar el orden público o 
la seguridad del Estado o el funciona- 
miento regular de los servicios públicos o 
de utilidad pública o impidan el desen- 
volvimiento de las actividades económi- 
cos, el Presidente de la República adop- 
tará las medidas provisionales de policía 
y seguridad necesarias para conjurar la 
emergencia, debiendo informar al Con- 
greso de esa emergencia y de las medi- 
das adoptadas”. 


6.- El párrafo final de este texto legal no 
se refiere a huelgas que afecten servicios 
esenciales. 


Art.406.- “Son ilegales las huelgas 
que afectan la seguridad nacional, el 
orden público, los derechos y liberta- 
des ajenos o que se acompañen de 
violencia física o moral sobre las per- 
sonas o cosas, del secuestro de perso- 
nas o bienes o uso indebido de los 
equipos e instalaciones de la empre- 
sa, o que se acompañen de transgre- 
siones a la Constitución. 


También son ilegales las que se pro- 
muevan en violación a la disposición 
del artículo 407, así como las que con- 
tinúen por setenta y dos horas des- 
pués de vencido el término legal para 
la reanudación del trabajo ordenado 
por el juez competente”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-3 Huelga legal, ilícita 
Comentarios, 4-5 -e inexistente, 9-12 


Doctrina, 6-8 Jurisprudencia, 13 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una modificación del 
Art.373 del CT de 1951, al que se añadió 
el primer párrafo. El Art.373 declaraba 
ilegal la huelga que no tenía por objeto 
exclusivo la solución de un conflicto eco- 
nómico; la huelga por solidaridad; la huel- 
ga fundamentada en causas políticas; la 
que era promovida en violación del 
Art.374, hoy Art.407 del CT, y las que con- 
tinuarán después de vencido el término 
legal para la reanudación de los trabajos 
ordenados por el juez competente. 


2.- El texto del Art.406 se inspira en las 
experiencias de la huelga en RD y otros 
países y en el Art.8 del Pacto Internacio- 
nal de Derechos Económicos, Sociales y 
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Culturales, adoptado en 1966 por la 
ONU, en vigor desde 1976. 


3.- El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales admite 
el derecho de huelga de los trabajadores 
“con limitaciones que prescribe la ley y 
que sean necesarias en una sociedad de- 
mocrática, en interés de la seguridad na- 
cional y del orden público, o para la pro- 
tección de los derechos y libertades 
ajenos”. El Art.8 de dicho Pacto Interna- 
cional dispone además que el derecho 
de huelga debe ser ejercido, “conforme 
con las leyes de cada país”. Dentro de 
este contexto se enmarca la reglamenta- 
ción del derecho de huelga en República 
Dominicana. 


COMENTARIOS 


4.- El CT de 1992, al modificar el citado 
Art.373 del CT de 1951 (hoy 406) consi- 
dera ilegales las huelgas que afectan la 
seguridad nacional, el orden público, los 
derechos y libertades ajenos o que se 
acompañen de violencia física o moral 
sobre las personas o las cosas, del se- 
cuestro de personas o bienes o usos in- 
debidos de los equipos e instalaciones de 
la empresa o que se acompañen de trans- 
gresiones a la Constitución, pero excluye 
las huelgas por solidaridad y las que tie- 
nen por fundamento motivos políticos; 
pero la ilegalidad de estas últimas se 
mantiene en virtud del Art.8, párrafo 11, 
letra d) de la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


5.- Se deroga la disposición que disponía 
como objeto exclusivo de la huelga legal 
la solución de un conflicto económico. 
Esta derogación se ratifica en el Art.407, 
cuyo numeral primero establece como 
condición para la huelga ser declarada 
legal, que “tenga por objeto la solución 
de un conflicto económico o derecho que 
afecta un interés colectivo de los trabaja- 
dores”. 


DOCTRINA 


6.- En el Art.402 del CT se prohiben los 
actos que quitan a la huelga su carácter 
pacífico; en el Art.406 se declara ilegal 
la huelga que se acompaña de la fuerza 
física o moral sobre las personas o las 
cosas. 


7.- El párrafo final aparece en el Art.373 
del CT de 1951. Cuando se apodera a la 
Corte de Trabajo, el Presidente de este 
tribunal dicta un auto ordenando el rein- 
tegro de los trabajadores. Si no se rein- 
tegran en el plazo dado en dicho Auto, 
la huelga es ilegal. También lo es cuando 
no se cumplen con las condiciones for- 
males y de fondo recogidas en el CT, para 
el ejercicio del derecho a la huelga. 


8.- Véase Comentarios al At..401, núme- 
ros 10,11 y 12. 


HUELGA LEGAL, ILÍCITA E INEXISTENTE 


9.- La huelga puede ser legal, cuando se 
hace “con arreglo a la ley”. La ley regla- 
menta el ejercicio del derecho de huelga, 
disponiendo las condiciones de fondo y 
de forma necesarias para su legalidad y 
existencia jurídica. Entre estas condicio- 
nes constan una mayoría legal, que va- 
ría de un país a otro; un preaviso, o pla- 
zo previo al inicio de la suspensión de 
labores; que la huelga sea el resultado 
de una decisión mayoritaria y democráti- 
ca de los trabajadores; que no afecte a 
los servicios esenciales; y, finalmente, un 
fin lícito, así como la cumplimentación 
previa de las condiciones de forma que 
la ley nacional establezca. 


10.- El CT establece determinados requi- 
sitos para la legalidad de la huelga cuan- 
do ésta tiene por objeto la solución de un 
conflicto económico, que requiere por de- 
finición legal la existencia de un sindicato. 
En este caso, el sindicato es una condición 
formal necesaria para la legalidad de la 
huelga, aunque no para su existencia. 
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11.- La huelga deviene ilícita si es acom- 
pañada por actos de violencia o la ocu- 
pación de fábricas, la empresa o centro 
de trabajo. “Se considera que una huel- 
ga es abusiva, y puede justificar la ruptu- 
ra patronal del contrato: a) cuando el 
objeto perseguido no consiste en la satis- 
facción inmediata de intereses de los tra- 
bajadores en huelga, si se trata de un 
movimiento político de solidaridad, des- 
tinado a ayudar a otros huelguistas o 
para obtener la reincorporación de los 
obreros despedidos de una empresa, en- 
tre otros varios supuestos; b) cuando la 
huelga se inicia violando las disposicio- 
nes legales; por ejemplo, si la ley esta- 
blece un procedimiento previo de conci- 
lación que debe observarse, pues en caso 
contrario sería ilegítima; c) cuando viole 
disposiciones contenidas en contratos co- 
lectivos en que haya mediado acuerdo 
de no recurrir a la huelga; d) cuando no 
se observen las normas establecidas en 
la materia; por ejemplo, si no se han pre- 
sentado las reivindicaciones previamente 
al empresario, a fin de que éste pueda 
rechazarlas, aceptarlas o discutirlas; e) 
cuando al huelga va acompañada de 
medidas ilícitas, que por sí mismas cons- 
tituyen faltas, como al ocupación de los 
lugares de trabajo, los atentados a la li- 
bertad de trabajo u otros actos que que- 
pa calificar como graves (Guillermo 
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Cabanellas, y Mozart Víctor Russomano, 
ob.cit.,p.72). 


12.- Pero, la huelga es inexistente cuan- 
do le falta un elemento esencial para 
tipificar el concepto de huelga vigente 
en la legislación positiva nacional, o 
cuando no se cumple la condición legal 
que caracteriza en el derecho positivo la 
inexistencia de la huelga. El concepto 
de huelga lícita (o ilícita) está previsto 
por la ley. El hecho material y real de la 
suspensión masiva de labores a espal- 
das de la ley puede ser una huelga ile- 
gal, pero también una huelga jurídica- 
mente inexistente. Se trata entonces, de 
una suspensión de labores no protegida 
por el derecho, que compromete la res- 
ponsabilidad de sus actores y les expone 
al despido y otras sanciones disciplina- 
ras. 


JURISPRUDENCIA 


13.- Es correcta la sentencia que declara 
ilegal la huelga por no haber obtempe- 
rado el sindicato al mandamiento que le 
fue hecho para la reanudación de las la- 
bores, y sobre la base de que se trataba 
de un servicio público de utilidad perma- 
nente. (Sent. 29 noviembre 1965, B.J.660, 
p.982). 
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Art.407..- “Para ser declarada la huel- 
ga los trabajadores notificarán por es- 
crito a la Secretaría de Estado de Traba- 
jo una exposición contentiva de los 
elementos siguientes: 


1) Que la huelga tiene por objeto la 
solución de un conflicto económico o 
de derecho que afecte el interés co- 
lectivo de los trabajadores de la em- 
presa. 


2) Que la solución del conflicto ha sido 
sometida infructuosamente a los pro- 
cedimientos de conciliación adminis- 
trativa y las partes o una de ellas no 
ha designado árbitros o no ha decla- 
rado oportunamente la designación 
de éstos conforme a los dispuesto en 
el artículo 680. 


3) Que la huelga ha sido votado por 
más de cincuenta y uno por ciento de 
los trabajadores de la empresa o em- 
presas de que se trata; 


4) Que los servicios que la huelga va 
a comprender no son servicios esen- 
ciales. 


La huelga no puede declararse sino 
diez días después, por lo menos, de 
la fecha de la exposición que los re- 
presentantes del sindicato hayan no- 
tificado a la Secretaría de Estado de 
Trabajo. 


En las cuarenta y ocho horas subsi- 
guientes al recibo de la notificación, 
dicha Secretaría enviará copia de la 
misma a la parte empleadora”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-7 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modifica el Art.374 del CT de 
1951, modificado a su vez por al Ley 
4667 del 12 de abril de 1957 (G.O.8110). 
El CT de 1992 modifica los requisitos le- 
gales para la legalidad de la huelga. En 
este orden, amplía la previsión sobre el 
objeto de la huelga, incluyendo la lesión 
de un interés colectivo de los trabajado- 
res; reduce la mayoría legal, del 60% al 
51% de los trabajadores de la empresa y 
reduce la duración del preaviso de la huel- 
ga (de 15 a 10 días), a partir de la expo- 
sición escrita notificada a la SET. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 estableció que “para que las huel- 
gas y los paros puedan ser calificados le- 
gales, es necesario, que no afecten servi- 
cios públicos de utilidad permanente, que 
sean realizados pacíficamente, que no 
tengan por fundamento causas políticas, 
que se limiten al sólo hecho de la sus- 
pensión del trabajo, que no se funden en 
razones de pura solidaridad y que, por 
último, los conflictos económicos cuya 
solución se persigue, haya sido infructuo- 
samente sometidos a los procedimientos 
de conciliación indicados por la ley”. 


3.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, la OIT propuso modi- 
ficar la redacción del numeral 1, de for- 
ma que quedara redactado así: “Que la 
huelga se relaciona con un conflicto eco- 
nómico que no se ha podido resolver por 
arreglo directo, mediación o conciliación”. 
En cuanto al numeral 3, comento que “el 
quórum normal debería ser la mayoría 
simple de los trabajadores presentes en 
una asamblea convocada al efecto. El 51 
por ciento de los trabajadores de la em- 
presa puede ser una mayoría difícil de 
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alcanzar si muchos de ellos concurren a 
la asamblea; con lo que se limitaría se- 
riamente el derecho de huelga. Un com- 
promiso aceptable pudiera ser que si la 
huelga es declarada por una mayoría sim- 
ple de trabajadores presentes en la asam- 
blea, el derecho a trabajar de aquellos 
que no están de acuerdo con la huelga 
debe ser respetado. Sin embargo, si ha 
sido votada por la mayoría de los traba- 
jadores de la empresa, la huelga deberá 
ser obedecida por todos, incluyendo a 
aquellos que hubiesen votado en contra o 
no hubiesen participado en la votación”. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal establece las condi- 
ciones requeridas legalmente para 
que la huelga sea declarada legal. 
los trabajadores deben hacer una expo- 
sición escrita a la SET informándole: a) el 
objeto de la huelga, que puede ser la 
solución de un conflicto económico o de 
un conflicto de derecho que afecte el in- 
terés colectivo de los trabajadores; b) que 
se agotaron las formalidades previas in- 
fructuosamente (trato directo, conciliación 
o mediación administrativa) y que ningu- 
na de las partes o una de ellas no ha 
designado ni declarado oportunamente 
la designación de árbitro en el plazo de 
tres (3) días previsto en el Art.680 del CT; 
c) que la huelga cuenta con el voto de la 
mayoría legal (más del 50 por ciento de 
los trabajadores de la empresa); d) que 
no se refiere a uno de los casos en que la 
ley prohibe la huelga, como en los servi- 
cios esenciales. El sindicato debe dar al 
mismo tiempo un preaviso o plazo que el 
CT vigente redujo de 15 a 10 días antes 
de iniciar la huelga, tiempo que las au- 
toridades de trabajo aprovechan para in- 
tensificar su mediación para la solución 
del conflicto. 


5.- El parrafo final del texto prevé un plazo 
de 48 horas para que las autoridades 
envíen copia de la comunicación el sindi- 
cato al empleador. 


6.- Este texto legal amplía las causas y 
motivos legales de la huelga. El CT de 
1951 establecía la solución de un con- 
flicto económico como causa exclusiva 
para la validez de la huelga. El CT de 
1992 prevé además de la solución de un 
conflicto económico, que la huelga pue- 
de estar fundamentada en un hecho que 
afecte el interés colectivo de los trabaja- 
dores de la empresa, lo que en gran par- 
te coincide con lo previsto en la Constitu- 
ción de la República, que al reconocer el 
derecho de huelga de los trabajadores 
exige solamente que ésta tenga un fin 
exclusivamente laboral, que sea pacífica 
y que se ejerza con arreglo a la ley. 


7.- Véase comentarios al Art.395 CT (pun- 
tos 9 -12) sobre el interés colectivo. 


Art.408.- “La huelga declarada des- 
pués de cumplidas las formalidades del 
artículo 407 produce los efectos siguien- 
tes: 


1) Da facultad a los trabajadores de 
reclamar la protección de las autori- 
dades de trabajo y de la policía, para 
el ejercicio pacífico de sus derecho; 
2) Suspende los trabajos de la empresa 
de que se trata, salvo lo que se dispo- 
ne en el artículo 409". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-5 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.375 del 


CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal señala los efectos de 
la huelga legal: 1) da facultad a los tra- 
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bajadores de reclamar la protección de 
las autoridades de trabajo y de la poli- 
cía, para el ejercicio pacífico de sus dere- 
chos. 


3.- De nuevo se reitera el carácter pacífi- 
co de la huelga prevista en los Arts.402 y 
406 del CT; y 2) suspende los trabajos de 
la empresa de que se trata, salvo lo que 
se dispone en el artículo 409. Esta sus- 
pensión cesa, en cuanto a los trabajado- 
res requeridos para realizar las activida- 
des necesarias. 


4.- El PE puede intervenir cuando la huel- 
ga o el paro, por su “duración o exten- 
sión amenacen o pongan en peligro la 
vida o las condiciones normales de exis- 
tencia de toda o parte de la población”. 
Esta facultad, prevista en el Art.405, no 
se limita a la huelga en los servicios esen- 
ciales. 


5.- Los efectos precedentemente señala- 
dos cesan cuando: 1) cesa la huelga por 
cualquier causa; y 2) cuando se inicia el 
procedimiento de arbitraje. El procedi- 
miento de arbitraje se reputa iniciado 
desde la fecha de la notificación del auto 
mencionado en el Art.684 CT. 


Art.409.- “El empleador puede exi- 
gir, mientras dure la huelga, que los 
trabajadores que sean necesarios a 
juicio del Departamento de Trabajo o 
de la autoridad local que ejerza sus 
funciones, practiquen las labores in- 
dispensables para la seguridad y con- 
servación de las máquinas, centro de 
trabajo y materia prima. 


Dentro de las doce horas de recibir la 
solicitud, el Departamento de Traba- 
jo, o la autoridad local que ejerza sus 
funciones, escuchará la opinión del 
sindicato y dictará la resolución co- 
rrespondiente”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.376 del 
CT de 1951, al que se le agregó el pá- 
rrafo previendo la consulta al sindicato 
previa a la autorización para que los tra- 
bajadores que sean necesarios, practiquen 
las labores indispensables para la seguri- 
dad y conservación de la empresa y ma- 
terias primas. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, la OIT subrayó la im- 
portancia de que los sindicatos “partici- 
pen o se les ofrezca la oportunidad de 
participar en la determinación de los tra- 
bajadores indispensables para garantizar 
la seguridad de las instalaciones y mate- 
ria prima. Convendría agregar: Se debe- 
rá ofrecer al sindicato que sea parte en el 
conflicto, la oportunidad de participar en 
la determinación de los trabajadores a los 
que se aplicará la presente disposición”. 


DOCTRINA 


3.- Se trata de una excepción particular 
al efecto suspensivo del contrato de tra- 
bajo reconocido a la huelga legal por los 
Arts.75 y 408 del CT. Este texto consagra 
la facultad del empleador de exigir, mien- 
tras dure la huelga, que determinados 
trabajadores presten servicios. 


4.- El criterio de la autoridad de trabajo 
es determinante para decidir cuándo y 
quiénes son los trabajadores necesarios. 
De acuerdo a la ley, se trata de aquéllos 
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que ejerzan funciones indispensables para 
lu seguridad y conservación de maquina- 
rias, centros de trabajo y materias pri- 
mas. 


5.- El párrafo final de este texto es nuevo 
y fijo un plazo a las autoridades de tra- 
bajo para acoger la petición del 
empleador, debiendo obtener la opinión 
del sindicato antes de dictar la resolu- 
ción correspondiente. 


Art.410.- “Los efectos señalados en 
el artículo 408 cesan: 

1) Cuando cesa la huelga por cual- 
quier causa; 


2) Cuando se inicia el procedimiento 
de arbitraje. 


El procedimiento de arbitraje se re- 
puta iniciado desde la fecha de la no- 
tificación del auto mencionado en el 
Art.684". 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-6 
Comentarios, 23 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.377, con 
vna adecuación al cambio de numera- 
ción. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra las causas o 
motivos mediante los cuales cesan los 
efectos de la huelga legal. 


3.- Según el párrafo final, el procedimien- 
to de arbitraje se reputa iniciado desde 
la fecha de la notificación del auto que 
dicta el presidente de la corte de trabajo 
al tenor del Art.684 del CT. El secretario 


del tribunal está en el deber de notificar 
a las partes el auto que dicta el presiden- 
te de la corte de apelación apoderado 
de la calificación de la huelga, que orde- 
na la reanudación de los trabajos y la 
citación de las partes ante dicha corte en 
la fecha fijada por ésta para su califica- 
ción. 


DOCTRINA 


4.- Con la sentencia de calificación de la 
huelga culmina un proceso jurídico. Pero, 
puede iniciarse otro proceso: el de solu- 
ción del conflicto de intereses. En este 
caso, dispone el Art.685 del CT, “el presi- 
dente de la corte designará los árbitros y 
hará notificar los nombres de éstos a las 
partes, dentro de las cuarenta y ocho 
horas de habérsele notificado la senten- 
cia de la corte que haya calificado la huel- 
ga o el paro”. 


5.- En los casos de conflicto que afecten 
un servicio esencial, se presume es las 
partes delegan la facultad de designa- 
ción de árbitros en el presidente de la 
corte de trabajo del lugar donde se ha 
suscitado el conflicto, cuando no la ejer- 
cen por sí mismas dentro de los tres días 
subsiguientes al de su última reunión con 
el mediador, o cuando no declaran en 
igual término la designación que han he- 
cho ante el DT o en la oficina del repre- 
sentante local. 


6.- El arbitraje se inicia con la notifica- 
ción a las partes del auto del presidente 
de la corte de trabajo designando árbi- 
tros en virtud de la ley, siendo obligato- 
rio el arbitraje en todos los casos de huel- 
gas que afecten servicios esenciales en 
que la corte de trabajo designe los árbi- 
tros, sea de oficio, sea a petición de par- 
te o a requerimiento del SET, o cuando la 
designación se produce con la sentencia 
de la calificación de la huelga. Esto no 
significa, como se ha sostenido, la nega- 
ción del derecho de huelga, sino un for- 
ma de reglamentación legal que pone a 
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cargo de terceros imparciales la solución 
rápida y justa del conflicto económico o 
de la causa que motivó la huelga. 


Art.411.- “La huelga legal no pone 
fin al contrato de trabajo. Sólo sus- 
pende la ejecución de éste, conforme 
a lo prescrito en el artículo 408. 


Después de terminada la huelga la 
reanudación de los trabajos se suje- 
tará a lo prescrito en el artículo 59". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 5 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.378 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. Se añadió la frase 
“conforme a lo prescrito en el Art.408”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé que la huelga 
legal no pone fin al contrato. 


3.- Se trata de una disposición super- 
abundante debido a que, conforme al 
Art.51, ordinal 12) del mismo Código de 
Trabajo, la huelga legal es una causa le- 
gítima de suspensión del contrato de tra- 
bajo y el Art.408 prevé como efecto de 
esta huelga, la suspensión de los traba- 
jos de la empresa. 


4.- El párrafo final de este artículo prevé 
la aplicación de las disposiciones del 
Art.59 del CT, después de teminada la 
huelga legal. Este texto pone a cargo del 
empleador determinadas formalidades de 
publicidad, después de que ha cesado la 
causa de suspensión del contrato. (Véase 
comentarios al Art.59). 


JURISPRUDENCIA 


5.- Cuando hay huelga declarada, el con- 
trato de trabajo queda suspendido por 
la ley, pero no cuando la huelga decla- 
rada por empleados de un hospital, que 
es un servicio público de utilidad perma- 
nente, en los cuales dicha medida está 
categóricamente prohibida. (Sent.25 oc- 
tubre 1963, B.J.639, p.1192). 


Art.412.- “La huelga ilegal termina, 
sin responsabilidad para œl 
empleador, los contratos celebrados 
con los trabajadores que han partici- 
pado en ella. 


Si la huelga ha sido declarada ilegal 
por razones de procedimiento, se 
mantienen vigentes los contratos de 
trabajo si los trabajadores en huelga 
se reintegran voluntariamente a sus 
labores dentro de las veinticuatro ho- 
ras de haberse dictado la sentencia 
de calificación, y no se hayan produ- 
cido hechos contra la propiedad o las 
personas. 


En caso de que intervengan nuevos 
contratos de trabajo con los mismos 
trabajadores, o con una parte de és- 
tos, las condiciones de trabajo serán 
las que regían antes de iniciarse la 
huelga, a menos que el empleador 
acepte u ofrezca mejores para los tra- 
bajadores”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 5-8 


Comentarios, 2-4 Jurisprudencia, 9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.379 del 
CT de 1951, al que se añadió el segundo 
párrafo, que prevé el reintegro volunto- 
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rio de los trabajadores que han partici- 
pado en una huelga ilegal. Este reinte- 
gro debe efectuarse dentro de las veinti- 
cuatro horas de haberse dictado la 
sentencia de calificación. La vigencia de 
los contratos es válida siempre que no se 
“hayan producido hechos contra la pro- 
piedad o las personas”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal es deficiente u oscuro. 
Si se refiere a los hechos de violencia físi- 
ca o moral sobre las personas o las co- 
sas, dicha expresión es innecesaria, pues 
el Art.406 incluye estos hechos como una 
cousa de ilegalidad de la huelga. ¿El le- 
gislador quiso referirse a un hecho jurí- 
dico contra la propiedad o las personas? 
Esto parece ilógico, y de ser cierta tal con- 
jetura, la amplitud del texto legal sería 
tan vasta, que dejaría sin efecto la ex- 
cepción que establece. 


3.- Limita en gran parte, la terminación 
sin responsabilidad de los contratos en 
caso de huelga ilegal, debido a que la 
legalidad de la huelga por razones de 
procedimiento es bastante frecuente. La 
violación de las normas procesales existe 
coda vez que se desconoce cualesquiera 
de los requisitos que prevé la ley, en par- 
ticular el Art.407. Sólo en este caso ope- 
ra el párrafo agregado al Art.412. Cuan- 
do la huelga afecta la seguridad nacional, 
el orden público, los derechos y libertad 
ajenas, o se acompaña de los actos o 
hechos indicados en el Art.406 del CT y 
es declarada ilegal por uno de estos mo- 
tivos, la excepción precitada, no tiene 
aplicación. 


4.- Durante la tramitación del antepro- 
yecto del CT de 1992, la OIT comentó 
que “la participación en una huelga ile- 
gal no debería ser causa de despido ipso 
jure. El trabajador que participa en una 
huelga decretada por su sindicato, pocas 
veces sabe por anticipado si la huelga es 
legal o ilegal. Por imperativos de buena 


fe, convendría establecer una disposición 
en virtud de la cual el despido sólo sería 
procedente si, una vez declarada la ile- 
galidad de la huelga, el trabajador no se 
ha reintegrado al trabajo a pesar de ha- 
ber sido intimado a hacerlo por el 
empleador. Sin perjuicio de que el despi- 
do podrá operar de pleno derecha si el 
trabajador, además de haber participa- 
do en una huelga ilegal ha intervenido 
personalmente en actos de violencia. Si 
sugiere insertar el siguiente texto, al final 
del primer párrafo: ...Sin embargo, el 
empleador, para terminar el contrato de tra- 
bajo, deberá previamente notificar por un 
medio fehaciente a los trabajadores afecta- 
dos, informándoles que la huelga ha sido 
declarada ilegal e intimándoles a retomar 
el trabajo dentro de las cuarenta y ocho 
horas, bajo apercibimiento de despido”. 


DOCTRINA 


5.- Las previsiones del Art.412 restan efi- 
cacia a la ilegalidad de la huelga relati- 
va al desacato de los trabajadores al auto 
del Presidente de la Corte de Trabajo or- 
denando la reanudación de labores den- 
tro e las setenta y dos horas después de 
recibido dicho auto, pues el Art.412, dis- 
pone que “si la huelga no ha sido decla- 
rada ilegal” por razones de procedimien- 
to, se mantienen vigentes los contratos si 
los trabajadores voluntariamente retor- 
nan a sus labores dentro de las veinti- 
cuatro horas de haberse dictado la sen- 
tencia o las personas. Poco importa pues 
“el desacato” al auto del Presidente de la 
Corte, de que trata el Art.406 del CT. 


6.- En principio, la huelga ilegal termi- 
na, sin responsabilidad para el empleador, 
los contratos de trabajo de los trabaja- 
dores que han participado en ella. Pero 
esta terminación no surte efecto si los tra- 
bajadores “se reintegran voluntariamen- 
te a sus labores dentro de las 24 horas 
de haberse dictado la sentencia de califi- 
cación de la huelga por motivos de pro- 
cedimiento”. 
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7.- En segundo término, este reintegro no 
es posible legalmente, y por tanto los con- 
tratos de trabajo terminan, si la huelga 
no fue pacifica, ni obedeció a fines estric- 
tamente laborales, violándose la Consti- 
tución de la República; “porque se hayan 
producido hechos contra la propiedad o 
las personas”. La ley no especifica los he- 
chos a que se refiere, los cuales, conse- 
cuentemente, podrán ser materiales o 
morales contra la persona del empleador. 


8.- Finalmente, en caso de que interven- 
gan nuevos contratos de trabajo con los 
mismos trabajadores, o con una parte de 
éstos, las condiciones de trabajo serán las 
que regían antes de iniciarse la huelga, a 
menos que el empleador acepte y ofrezca 
otras mejoras para los trabajadores. 


JURISPRUDENCIA 


9.- La corte desborda los límites de sus 
facultades cuando declara rescindidos 
los contratos de trabajo de los trabaja- 
dores después de haber declarado la 
ilegalidad de la huelga por razones de 
procedimiento. (Sent. 2 septiembre 
1998, No.19, B.J.1054, p.438). La Corte 
viola el derecho de defensa de los tra- 
bajadores al disponer la rescisión de SUS 
contratos de trabajo, en la culminación 
de un proceso de calificación de huel- 
ga en el cual no fueron partes y que 
por tal razón no pudieron presentar me- 
dios de defensa en su favor. (Sent. 2 
septiembre 1998, No.19, B.J. 1054 
p.438). 
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TITULO Ill 


DE LOS PAROS 


Art.413.- “Paro es la suspensión vo- 
luntaria del trabajo por uno o más 
empleadores en defensa de sus inte- 
reses”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Diferencias con la huelga, 7 
Comentarios, 2 Calificación del paro patronal. 
Doctrina, 3-6 Tribunal competente, 8-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.380 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia el Título del CT relati- 
vo a look-out o paro patronal. 


DOCTRINA 


3.- El paro es la suspensión voluntaria 
del trabajo por uno o más empleadores, 
en defensa de sus intereses. 


4.- Este concepto reviste los siguientes ca- 
rocteres: 1) es un derecho reconocido, 
reglamentado y protegido por la ley; 2) 
Es una suspensión temporal y voluntaria 
del trabajo por motivos sindicales, no eco- 
nómicos ni técnicos; 3) Es una reacción 
patronal frente a una amenaza de huel- 
ga o en respuesta a un plan de acción 
sindical de los trabajadores; 4) Es un me- 
dio de presión empresarial, un arma de 
lucha del empleador; 5) Tiene un carác- 
ter pacífico, no violento, y debe limitarse 


al sólo hecho del cierre de la empresa o 
suspensión de actividades. 


5.- Así como toda suspensión colectiva 
de trabajadores es una huelga, no todo 
cierre patronal es un paro. El Título IlI 
del Libro Tercero (Arts.166 y siguientes) 
del CT regulan el cierre de establecimien- 
tos y empresas, y el Título IIl del Libro 
Sextos (Arts.412 y siguientes) tratan so- 
bre el paro patronal. 


6.- El paro debe limitarse al sólo hecho 
de la suspensión de labores; no puede 
afectar los servicios esenciales; no puede 
tener por fundamento causas políticas. 
Para ser declarado legal está sujeto a re- 
quisitos y condiciones legales de fondo y 
forma; produce los mismo efectos legales 
que la huelga; durante el paro se pue- 
den realizar las labores de seguridad y 
conservación del equipo y materias pri- 
mas que se consideren indispensables; y, 
los efectos del paro cesan cuando éste 
termina o cuando se inicia el procedi- 
miento de arbitraje. En fin, las normas 
relativas a la huelga, son aplicables al 
paro patronal (El Art.414 del CT prevé 
también un preaviso de quince días para 
el paro patronal). 


DIFERENCIAS CON LA HUELGA 


7.- No obstante estas coincidencias, en- 
tre la huelga y el paro patronal existen 
notables diferencias en cuanto al objeto, 
sujetos, número de participantes y en 
cuando a la decisión. El paro patronal 
generalmente es el resultado de la deci- 
sión de una empresa o empleador en 
particular como un procedimiento tácti- 
co sindical limitado al cierre de la em- 
presa. No persigue la reforma de las con- 
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diciones de trabajo. En la huelga, los 
trabajadores se abstienen colectiva y 
concertadamente de trabajar; en 
cambio, con el paro, el enpleador les 
impide trabajar al prohibir su acceso 
a los lugares de trabajo, y conse- 
cuentemente, a los instrumentos de 
trabajo. 


CALIFICACIÓN DEL PARO PATRONAL. 
TRIBUNAL COMPETENTE 


8.- El CT de 1951, otorgaba compe- 
tencia a las Cortes de Apelación para 
conocer del proceso de calificación de 
las huelgas y los paros. El CT de 1992 
derogó el CT de 1951 y otorga compe- 
tencia a las cortes de trabajo (Art.481 
CT) para conocer en única instancia: 
“a) de las demandas relativas a la cali- 
ficación de las huelgas y los paros”. 
Además, sujeta estas demandas a un 
procedimiento especial, sumarísimo pre- 
visto en el Capítulo IIl, del Título IX del 
Libro Séptimo del CT (Arts.660 y si- 
guientes), según el cual la sentencia de 
calificación “no estará sujeta a ningún 
recurso”, siendo obligación de la corte 
de trabajo competente de dictar sen- 
tencia dentro “de los cinco días” subsi- 
guientes a la fecha en que termina la 
audiencia. 


9.- Si el conflicto es de derecho, dice el 
Art.660 del CT, la sentencia de califica- 
ción debe decidir dicho conflicto. Si es 
económico, se procederá conforme al 
Art.685, según el cual “el presidente de 
la corte designará los árbitros.”. Cuando 
se trata de huelgas que afecten un servi- 
cio esencial o de huelgas declaradas 
ilícitas por el CT o cuando no se cumplan 
con las formalidades requeridas por la 
ley para el ejercicio del derecho de huel- 
ga, la corte de trabajo competente pue- 
de proceder a su calificación, “a solicitud 
de parte o de la SET y aún de oficio, den- 
tro de los cinco días de conocer de la 
existencia de la huelga o del paro” 
(Art.661 del CT). 


10.- La corte de trabajo es competente 
para conocer tanto del conflicto jurídico 
colectivo de calificación de la huelga o 
del paro, como para nombrar árbitros 
para que resuelvan el conflicto económi- 
co. No hay preliminar de conciliación y 
la corte de trabajo puede actuar de ofi- 
cio, a requerimiento de parte o de la SET. 


Art.414.- “Antes de realizar el paro, 
el empleador deberá justificar al De- 
partamento de Trabajo: 


1) Que el paro tiene por objeto exclu- 
sivo la solución de un conflicto econó- 
mico; 


2) Que la solución de ese conflicto eco- 
nómico ha sido sometida infructuosa- 
mente a los procedimientos de conci- 
liación administrativa y de arbitraje; 
3) Que los servicios que el paro va a 
suspender no son de naturaleza de 
los indicados en el artículo 404. 


El paro no puede realizarse sino quin- 
ce días después, por lo menos, de la 
fecha de la exposición del empleador 
al Departamento de Trabajo relativa 
a las justificaciones que anteceden”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción textual del 
Art.381 del CT de 1951, con la modifico- 
ción al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec: 
to del CT de 1992, una parte del sector 
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empresarial comentó que “habiéndose 
variado el objeto de la huelga, cubrien- 
do conflicto económico y conflicto de de- 
recho, el del paro debe tener modifica- 
ciones en el mismo sentido”. 


DOCTRINA 


3.- En RD, antes de realizar el paro, el 
empleador debe justificar al DT: 1) que 
el paro tiene por objeto la solución de 
un conflicto económico o que según el 
sindicato envuelve un interés colecti- 
vo; 2) que la solución de dicho conflic- 
to ha sido sometida infructuosamente 
alos procedimientos de conciliación y 
mediación administrativa y que las par- 
tes no han nombrado árbitros ni se ha 
decidido por el arbitraje; 3) que los 
servicios que el paro va a suspender 
no son servicios esenciales. El paro no 
puede realizarse sino después del 
preaviso legal. 


4.- El Art.413 del CT prevé un preaviso 
de quince días después, por lo menos, de 
la fecha de la exposición del empleador 
al DT relativa a las justificaciones y for- 
molidades del paro. 


5.- Véase comentarios Art.407 CT. 


Art.41 5.- “Las disposiciones de los ar- 
tículos 402, 403, 404, 405, 406, 407, 
408, 409 y 410, son aplicables a los 
paros”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 
1.-Modificación del Art.382 del CT de 


1951 por la adecuación al cambio de 
numeración. 


COMENTARIOS 
2.- Este texto hace aplicable al paro pa- 
tronal normas relativas a la huelga. 
DOCTRINA 
3.- Se trata de las disposiciones relativas a 
la huelga, comunes al paro patronal por 
disposición expresa de este texto legal. 


4.- Véase comentarios a los textos lega- 
les mencionados en este artículo. 
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Art.416.- “El paro legal no pone fin 
al contrato de trabajo. Sólo suspende 
la ejecución de éste. 


Después de terminado el paro, la re- 
anudación de los trabajos se sujetará 
a lo prescrito en el artículo 59". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Efectos del paro legal, 3-6 


Comentarios, 2 Sanciones, 7 


Doctrina 


ANTECEDENTES 


1.- Reproducción del Art.383 del CT de 
1951 con una modificación debdio al 
cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto trata sobre los efectosdel 
paro legal. 


DOCTRINA 


EFECTOS DEL PARO LEGAL 


3.- El paro puede ser declarado por un 
sólo patrono o por un grupo de empre- 
sas o empleadores, y, como la huelga, 
puede ser legal o ilegal. 


4.- El paro legal no pone fin al contra- 
to de trabajo. Sólo suspende la ejecu- 
ción de éste. Después de terminado el 
paro, la reanudación de los trabajos 
se sujetará a lo prescrito en el Art.59 
del CT, según el cual, “el empleador o 
sus herederos reanudarán inmediata- 
mente los trabajos mediante notifica- 
ción al DT o a la autoridad local que 
ejerza sus funciones, que se encargará 
de llevarlo al conocimiento de los tra- 
bajadores. 


5.- Si el empleador o sus herederos no 
reanudan los trabajos, a pesar de haber 
cesado la causa que ha determinado la 
suspensión, el DT, previa comprobación 
de esta circunstancia, declarará que la 
suspensión de los contratos ha cesado”. 


6.- Véase Art.417, sobre efectos del paro 
ilegal. 


SANCIONES 


7.- Las violaciones de los Títulos Il y IIl del 
Libro Sexto del CT denominado, respectiva- 
mente, “De las huelgas” y “De los paros”, 
pueden ser penales y civiles. Las primeras 
son castigadas de acuerdo a los Arts.720 y 
721 del CT, con multas que varían, según la 
falta sea leve, grave o muy grave. Las se- 
gundas, consisten la nulidad de las cláusu- 
las ilícitas que contiene el convenio, causa 
del paro o de la huelga, cuando son con- 
trarias a normas de orden público, las que 
violen la libertad sindical y el derecho de 
asociación, la libertad de trabajo o impli- 
quen renuncia o limitación a derechos re- 
conocidos por la ley o contengan renuncia 
o limitación al derecho que el convenio co- 
lectivo establece en favor del trabajador y 
que se incluyan en el contrato individual. A 
esto se agrega la acción en responsabilidad 
civil contra los empleadores, los sindicatos y 
los propios trabajadores. 


Art.417.- “El paro ilegal produce los 
siguientes efectos: 


1) Obliga al empleador a pagar a los 
trabajadores los salarios que éstos 
habrían percibido durante la suspen- 
sión indebida de los trabajos; 


2) Faculta a los trabajadores para 
dar por terminados sus contratos 
con la responsabilidad que a cargo 
del empleador establece este Códi- 
go en los casos de despido injustifi- 
cado”. 
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INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
At.384 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a los efectos del 
paro ilegal. 


DOCTRINA 


3.- El paro ilegal produce los siguientes 
efectos: 1) obliga al empleador a pagar 


a los trabajadores los salarios que éstos 
habrían percibido durante la suspensión 
indebida de los trabajos; 2) faculta a los 
trabajadores para dar por terminados sus 
contratos con la responsabilidad que a 
cargo del empleador establece el código 
en los casos de despido injustificado. 


4.- El pago del salario corresponde debi- 
do a que el trabajador ha sido privado 
de este pago por culpa del empleador 
que incurre en el paro ilegal. 


5.- Véase Arts.411 y 412 sobre los efec- 
tos de la huelga legal, y de la huelga 
ilegal, respectivamente. 


6.- Véase Art.416 sobre efectos del paro 
legal. 
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LIBRO SEPTIMO 


DE LA APLICACION DE LA LEY 


TITULO | 
DE LAS AUTORIDADES DE TRABAJO 


CAPITULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Art,418.- “La aplicación de las dis- 
posiciones de las leyes y reglamentos 
de trabajo está encomendada: 


1) A la Secretaría de Estado de Tra- 
bajo y sus dependencias; 


2) A los tribunales”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2-4 


Doctrina 


El Estado y el Derecho de 
-Trabajo, 5-8 


ANTECEDENTES 


l.- Es una reproducción literal del Art.385 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 
1.- Este texto inicia el Libro VII del CT. 


3.- La Exposición de Motivos del CT de 1951, 
estableció que “para asegurar la finalidad 
del bien social que domina, como objetivo, 
en los seis primeros Libros del Código, el 
libro Séptimo provee dos clases de organis- 
mos -el uno administrativo, y jurisdiccional, 
el otro-; determina sus respectivas funcio- 
nes, y traza, finalmente, las normas a las 
wales deben ajustarse estas funciones. 


4.- La aplicación de las leyes de trabajo 
está encomendada a la SET y sus depen- 


dencias, y a los tribunales. Además, sea 
cual fuere la naturaleza del conflicto de 
trabajo, los empleadores y los trabaja- 
dores, o las asociaciones que los repre- 
sentan, pueden acordar su sumisión al 
juicio de los árbitros libremente escogi- 
dos por ellos (Art.419 CT). 


DOCTRINA 
EL ESTADO Y EL DERECHO DE TRABAJO 


5.- Cuando en 1951 fue votado el pri- 
mer Código de Trabajo, la ley consideró 
el trabajo humano como una función so- 
cial que se ejerce con la protección y asis- 
tencia del Estado. Este “debe velar por- 
que las normas del derecho de trabajo se 
sujeten a sus fines esenciales, que son el 
bienestar humano y la justicia social”. Este 
precepto se conserva intacto en el | PF 
del CT de 1992. 


6.- En el orden jurídico, el Estado cumple 
con este compromiso, mediante actos o 
actividades administrativas, legislativas y 
jurisdiccionales. El organismo administra- 
tivo del Estado juega un papel importante 
en la creación, interpretación y aplicación 
de las leyes de trabajo. Si originalmente 
ésta eran producto de la labor exclusi- 
va del Poder Legislativo, hoy en día “se 
considera al derecho del trabajo como 
realización, más de los órganos de la 
administración especializada que del 
propio Poder Legislativo” (Humberto P. 
Capelli, Servicios Administrativos de Tra- 
bajo, libro undécimo del Tratado de 
Derecho de Trabajo dirigido por Mario 
L.Deveali, T.IV, Buenos Aires, 1966, 
p.491). 


148 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 418-419 


7.- La protección y asistencia del Esta- 
do en materia de trabajo no se limita a 
votar leyes y a establecer normas cons- 
titucionales, sino que ha creado los ór- 
ganos administrativos y jurisdiccionales 
encargados de la aplicación de la ley, 
al tiempo que provee los medios de con- 
ciliación de los intereses obreros patro- 
nales. 


8.- La mayor parte del Libro Séptimo del 
CT se dedica a los tribunales de trabajo. 


Art.419.- “En todos los casos de con- 
flictos de trabajo, sea cual sea su na- 
turaleza, los empleadores y trabaja- 
dores, o las asociaciones que los 
representen, pueden acordar su su- 
misión al juicio de árbitros libremen- 
te escogidos por ellos. 


El laudo que éstos dicten no produci- 
rá efecto jurídico válido cuando des- 
conozca disposiciones de la ley cuyo 
carácter sea de orden público”. 


INDICE 


Comentarios, 2-6 


Antecedentes, 1 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.386 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones relativas a las dos autoridades de 
trabajo: la administrativa y la judicial. 


3.- Este texto prevé la facultad de las partes 
de acordar someter al juicio de árbitros SU5 
disputas, en el entendido de que “el laudo 
que éstos dicten no producirá efecto ¡urídico 
válido cuando desconozca disposiciones de 
la ley cuyo carácter sea de orden público”. 


4.- Se trata de un arbitraje voluntario 
que comprende toda clase de conflictos Y 
controversias laborales. 


5.- La ley no prevé el procedimiento para 
este arbitraje, quedando, consecuente” 


mente, las partes en libertad d° 
autorreglamentarlo. 


6.- El párrafo final contiene los límites 
del alcance de este arbitraje voluntario; 
el poder público. 
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CAPITULO lII 


DE LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE TRABAJO 


SECCION PRIMERA 


De La SECRETARÍA DE EsTADO 
DE TRABAJO 


Art,420.- “La Secretaría de Estado 
de Trabajo, como órgano represen- 
tativo del Poder Ejecutivo en materia 
de trabajo, es la más alta autoridad 
administrativa en todo lo atinente a 
las relaciones entre empleadores y 
trabajadores, y al mantenimiento de 
la normalidad en las actividades de 
la producción en la República. 


Pora el mejor cumplimiento de sus 
funciones, la Secretaría de Estado de 
Trabajo tendrá un Departamento de 
Trabajo y ofrecerá, entre otros, los 
servicios de empleo, estadísticas de 
trabajo, mediación y arbitraje e hi- 
giene y seguridad industrial”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 -Principales servicios de la SET 


Comentarios, 2-3 -Del servicio de inspección, 26 


Doctrina -Servicios de Conciliación y 
La Secretaría de Estado de Arbitraje, 27-30 
Trabajo, 4-5 -Del servicio de Higiene y 


Origen. Evolución, 6-17 Seguridad en el trabajo, 31-36 


Principales funciones, 18-22 -Del servicio de Empleo y 
-De las resoluciones dictadas Recursos Humanos, 37 


por la SET, 23 


Estructura orgánica, 24-25 


-Servicios de Educación y 
Asesoría, 38-41 


ANTECEDENTES 


l.- Es una reproducción del Art.387 del 
(Tde 1951, al que se añadió el párrafo. 
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COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 estableció que el organismo admi- 
nistrativo está integrado por “la Secreta- 
ría de Estado de Trabajo, órgano cen- 
tral, y el Departamento de Trabajo y el 
Comité Nacional de Salarios, órganos 
secundarios, dependientes de dicha Se- 
cretaría de Estado”. Añade esta exposi- 
ción de motivos que “la amplitud de fun- 
ciones a cargo de la Secretaría de Estado 
de Trabajo no permite precisarlas. Los 
artículos 387 y 388 (hoy, 420 y 421) las 
sintetizan en la única medida que tal 
amplitud consiente: el Art.387 (hoy 420), 
reconociéndole el carácter de primera au- 
toridad administrativa que le correspon- 
de, en la doble misión de protección y 
asistencia que el Estado debe al trabajo, 
como función social”. 


3.- Durante la tramitación del antepro- 
yecto del CT de 1992, la OIT sugirió in- 
sertar en el párrafo añadido la “inspec- 
ción del trabajo” entre “servicios de 
empleo” y “estadísticas del trabajo”. 


DOCTRINA 


LA SECRETARÍA DE ESTADO DE TRABAJO 


4.- Conforme a lo establecido en este texto 
legal, la SET “es un órgano representati- 
vo del Poder Ejecutivo en materia de tra- 
bajo y la más alta autoridad administra- 
tiva en todo lo atinente a las relaciones 
entre empleadores y trabajadores, y al 
mantenimiento de la normalidad en las 
actividades de la producción de la Repú- 
blica”. 


5.- Pero este organismo administrativo del 
Estado no es obra del CT. La SET y la gran 
mayoría de sus dependencias actuales exis- 
tían en virtud de leyes anteriores. 
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ORIGEN EVOLUCION 


6.- En 1918 fue votada la Orden Depar- 
tamental No.1, mediante la cual “se es- 
tablece un Departamento de Trabajo bajo 
la dirección del Departamento de Inte- 
rior y Policía” (Art.1, Orden Departamen- 
tal cit.,G.0.No.2888, del 9 de abril de 
1918, p.5). Como dice Ambrosío Alvarez 
Aybar (La política Social de Trujillo, T.4, 
1955, p.52), “las disposiciones de esa 
Orden Departamental no organizaban 
verdaderamente ningún servicio para la 
lucha contra el desempleo, pues se limi- 
taba especialmente a invitaciones o re- 
comendaciones sin fuerza coercitiva, ca- 
reciendo además de previsiones 
encaminadas al aumento de la produc- 
ción, al mejoramiento y formación de ofi- 
cios u otras medidas que determinaron 
una coordinación práctica entre las ne- 
cesidades del capital y del trabajo. No 
existiendo ningún rasgo fundamentalmen- 
te institucional era claro que el mencio- 
nado Departamento de Trabajo de 1918, 
tendría, como tuvo, una efímera y obs- 
cura actividad”. Sin embargo, este es el 
primer antecedente nacional de lo que 
es hoy la SET. 


7.- Con la Ley 1312 de 1930 sobre Se- 
cretaría de Estado, se crea la de Trabajo 
y Comunicaciones. 


8.- El Reglamento 557 del 19 de octubre 
de 1932, para la aplicación de la Ley de 
Accidentes de Trabajo, pone a cargo de 
la Secretaría de Estado de Trabajo y Co- 
municaciones, determinadas funciones. 


9.- El 4 de mayo de 1945, fue promulga- 
da la Ley 889, que crea la Secretaría de 
Estado de Trabajo y Economía Nacional. 
Esta ley modifica la Ley de Secretarías de 
Estado No.129, del 2 de diciembre de 
1942. 


10.- El párrafo 1 del Art.2 de la Ley 1682 
de 1948, instituyó la Secretaría de Esta- 


do de Economía Nacional, incluyendo 
dentro de las dependencias de esta nue- 
va Secretaría de Estado, al Departamen- 
to de Trabajo. 


11.- A partir del 1 de enero de 1951, 
mediante la Ley 2525, se cambió la de- 
nominación de dicha Secretaría de Eco- 
nomía y Comercio, (G.0.7192). 


12.- Por la Ley 3435 de 1952 se cambió 
la denominación de la Secretaría de Es- 
tado de Economía y Comercio por la de 
Secretaría de Estado de Trabajo, Econo- 
mía y Comercio (G.0.7500). 


13.- En fecha 21 de mayo de 1954, 
fue votado el Reglamento Orgánico 
No.9946 de la Secretaría de Estado de 
Trabajo, Economía y Comercio 
(G.0.7706). 


14.- La ley 3921 de 1954, cambió la de- 
nominación de la Secretaría de Estado 
de Trabajo, Economía y Comercio, por la 
de Secretaría de Estado de Economía, In- 
dustria y Comercio (G.0.7747). 


15.- La ley 4010 de 1954, derogó la 
3921, cambiando la denominación de la 
Secretaría de Estado de Trabajo, Econo- 
mía y Comercio por la de Secretaría de 
Estado de Trabajo y Economía y creó lo 
Secretaría de Estado de Industria y Co- 
mercio (G.0.7783). 


16.- Posteriormente, en 1955, la Ley 
4177, cambió el nombre de la primera 
por el de Secretaría de Estado de Justicia 
y Trabajo, y el de la Secretaría de Estado 
de Industria y Comercio por el de Secre- 
taría de Estado de Industria, Comercio y 
Banca. 


17.- El Decreto No.2306-bis del 10 de 
diciembre de 1956, creó las Secretarías 
de Estado de Justicia, de Trabajo y de 
Fomento, y dictó otras disposiciones. (G.O. 
No.8067). | 
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PRINCIPALES FUNCIONES 


18.- Las funciones y el alcance de las atri- 
buciones de la SET están fijadas por la 
Ley Orgánica de Secretarías de Estado 
No.4378 de 1956, y sus modificaciones, 
actualmente vigente, por el Decreto 1489 
de 1956, sobre las funciones a cargo de 
las Secretarías de Estado, y sus modifica- 
ciones; por el Decreto 2306-bis del 10 de 
diciembre de 1956, que la creó; por el 
Reglamento Orgánico No.9946 de 1954, 
y las disposiciones del CT, del Reglamen- 
to para la aplicación de dicho Código y 
la ley anual sobre presupuesto y gastos 
públicos de la Nación. 


19.- Los artículos 420 y 421 del CT deter- 
minan latus sensu las funciones de la SET. 
Estos textos le reconocen: a) el carácter 
de máxima autoridad administrativa en 
materia de trabajo, en la doble misión de 
protección y asistencia que el Estado debe 
al trabajo, como función social, según reza 
el | PF del CT; y b) le otorga facultad para 
usar de las prerrogativas de su autoridad 
dictando las providencias que considere 
procedentes, para la mejor aplicación de 
las leyes y reglamentos, y manteniendo la 
vigilancia necesaria para que los emplea- 
dos de su dependencia cumplan las obli- 
gaciones que les correspondan”. Otra fun- 
ción igualmente importante, consiste en 
velar porque la legislación se ajuste a los 
convenios e instrumentos internacionales 
suscritos y ratificados por el país, formu- 
lando las sugerencias y recomendaciones 
pertinentes al Poder Ejecutivo. 


20.- El CT al establecer en el Art.420 que 
la SET es la primera autoridad adminis- 
trativa en todo lo atinente a las relacio- 
nes entre empleadores y trabajadores, le 
atribuye también igual categoría en lo 
concerniente “al mantenimiento de la 
normalidad en los actividades de la pro- 
ducción en la República”. Esto debe 
interpretarse en el sentido de mantener 
el equilibrio y la paz entre empleadores y 
trabajadores, así como el debido respeto 
de la ley de parte de ambos. 


21.- De modo que, las funciones de la 
SET trascienden el marco de la vigilancia 
en la aplicación de las leyes y reglamen- 
tos de trabajo y del puro establecimiento 
de medidas y procedimientos para pro- 
veer los medios de conciliar los respecti- 
vos intereses de empleadores y trabaja- 
dores, extendiéndose su participación en 
la formulación de las políticas guberna- 
mentales de empleo y relaciones labora- 
les y sobre el desarrollo de los recursos 
humanos, incluyendo las estadísticas del 
trabajo, la investigación y estudio de las 
relaciones de trabajo y de las condicio- 
nes de vida de los trabajadores y sus fa- 
miliares; y el fomento de normas y prác- 
ticas tendentes a su mejoramiento y 
bienestar material y espiritual. En este 
orden de ideas, corresponde a la SET, 
como funciones básicas, participar con 
los organismos nacionales de planifica- 
ción en los estudios y toma de decisiones 
sobre los asuntos de trabajo o concer- 
nientes al área de su competencia; 
implementar las medidas tendentes a ge- 
nerar empleo productivo para la mayo- 
ría de los dominicanos en capacidad de 
trabajo; presidir y orientar los consejos 
nacionales referentes a la seguridad so- 
cial, la capacitación, perfeccionamiento, 
especialización y reconversión de los tra- 
bajadores; coordinar y dirigir los estu- 
dios e investigaciones relativas al fenó- 
meno de las migraciones laborales, y a 
la formulación de planes en coordina- 
ción con los organismos gubernamenta- 
les y privados que, de un modo u otro 
inciden en esta materia; buscar los me- 
canismos necesarios para elevar el poder 
adquisitivo y, consecuentemente, el nivel 
de vida de los trabajadores; usar de sus 
facultades normativas para estos fines y 
para regular y normalizar la estabilidad 
en el empleo, evitando abusos y despidos 
arbitrarios, violaciones a la libertad sindi- 
cal y al derecho de negociación colectiva, 
así como orientadas al mantenimiento de 
la normalidad en las actividades de la pro- 
ducción, de modo que la valorización del 
trabajo humano prevalezca sobre el capi- 
tal y los instrumentos del capital. 
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22.- Igualmente corresponde a la SET: 1) 
Poner a disposición de las partes la es- 
tructura y procedimiento que les den opor- 
tunidad de negociar en un plano de igual- 
dad; 2) Proporcionar un serviéto nacional 
de inspección de trabajo que garantice 
el cumplimiento de las normas legales y 
contractuales vigentes, evitando los con- 
flictos por nacer o resolviendo los ya na- 
cidos; 3) Formular la política de remune- 
ración en coordinación con los otros 
organismos competentes, de consultas con 
los sindicatos y los empleadores; 4) Pro- 
teger la integridad síquico-física de los 
trabajadores, asegurando el cumplimien- 
to de las normas de higiene y seguridad 
industrial, de organización del trabajo y 
de control del medio ambiente del traba- 
jo y calidad de la vida en general de los 
trabajadores y sus familias; 5) Orientar, 
promover y evaluar la política de empleo, 
participar coordinadamente en los pro- 
gramas y proyectos destinados al desa- 
rrollo y utilización de los recursos huma- 
nos, especialmente los de uso intenso de 
mano de obra; 6) Promover la educación 
y conocimiento de las leyes de las partes 
sociales, y las actividades de educación 
que realicen las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores, ponien- 
do a disposición de las mismas el apoyo 
técnico que estas actividades requieran; 
7) Mejorar la capacidad y comportamien- 
to de sus funcionarios y empleados; 8) 
Contribuir a formular la política nacio- 
nal relativa a los asuntos internacionales 
de trabajo; participar en representación 
del Estado en eventos internacionales en 
lo concerniente a tales asuntos y coadyu- 
var a la preparación de las medidas que 
en este campo deben tomarse a nivel na- 
cional; 9) Realizar cualesquiera otras fun- 
ciones que correspondan al ámbito de su 
competencia. 


DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS 
POR LA SET 


23.- Como consecuencia de las faculta- 
des que le otorgan diversos textos del CT, 


la SET dicta resoluciones de distintas cla- 
ses. Así, dicta resoluciones relativas a la 
organización de sus dependencias; otras 
persiguen una mejor aplicación de la ley; 
algunas crean obligaciones al empleador; 
otras, autorizan trabajar horas extraor- 
dinarias o reajustes en los horarios, etc. 


ESTRUCTURA ORGÁNICA 


24.- La SET tiene actualmente la siguien- 
te estructura orgánica: A) Alta Dirección: 
1) Secretario, 2) Sub- secretarios. B) Or- 
ganos Operativos: 1) Dirección Gene- 
ral de Trabajo, que comprende, entre 
otros, las siguientes Divisiones: a) División 
de Inspección General de Trabajo; b) Divi- 
sión de Distrito de Trabajo; c) División de 
Registro y Contabilidad Sindical; d) División 
de Mujeres y Menores; e) División de Re- 
gistro y Control de Planillas; y f) la División 
de Intervención. 2) Dirección General de 
Mediación y Arbitraje, 3) Dirección Ge- 
neral de Higiene y Seguridad de Trabajo; 
y, 4) Dirección General de Empleos y Re- 
cursos Humanos, a la cual pertenecen las 
siguientes divisiones; a) División de Regis- 
tro y Control de Oficinas Regionales; b) 
División de Migraciones Laborales; c) Divi- 
sión de Evaluación y Archivo Codificado; 
d) División de Análisis de Inventario; y e) el 
Ministerio Público para Asuntos Laborales. 
C) Organos de Asesoramiento: 1) De- 
partamento de Asuntos Sociales e Inter- 
nacionales, a cuyo cargo se encuentran : 
a) la Sección de Convenios y Organismos 
Internacionales; y b) la Sección de Estudios 
Especiales y Coordinación Técnica. 2) 
Consultoría Jurídica, que consta de un 
Consultor y un Sub-Consultor Jurídico, y 
los empleados bajo la dependencia de 
éstos. El servicio gratuito de consultas de 
que trata el Art.425 está actualmente a 
cargo de la Consultoría Jurídica, depen- 
diente del Secretario de Estado, 3) De- 
partamento de Economía Laboral, al cual 
pertenecen las siguientes secciones: a) 
Sección de Análisis Económicos; b) Sección 
de Estadísticas del Trabajo; c) Sección de 
Registro y Control de Planillas, 4) Depar- 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 420 153 


tamento de Programación, con las sec- 
ciones que siguen: a) Sección de Presu- 
puesto; b) Sección de Organización y Mé- 
todos; c) Sección de Planificación. D) 
Organos de Apoyo: 1) Departamento 
de los servicios Administrativos, con las 
siguientes secciones: a) Sección de Archi- 
vo; b) Sección de Nombramiento y Perso- 
nal; c) Sección de Correspondencia; d) Sec- 
ción de Aprovisionamiento y Equipo; e) 
Sección de Mayordomía. E) Organo Con- 
sultivo-Normativo: Comité Nacional de 


Salarios. 


25.- El Decreto No.47-99, de 17 de fe- 
brero de 1999, crea el Consejo Consulti- 
vo del Trabajo que tiene por objeto ase- 
sorar al Secretario de Estado de Trabajo 
en todas aquellas cuestiones que intere- 
sen al desarrollo y coordinación de las 
relaciones entre el capital y el trabajo. 
Dicho Consejo Consultivo está formado 
por nueve miembros principales: el Se- 
cretario de Estado de Trabajo, quien lo 
presidirá; cuatro representantes de las or- 
ganizaciones de empleadores; y cuatro 
representantes de las organizaciones de 
trabajadores. Son sus funciones: a) efec- 
tvar estudios sobre los problemas del tra- 
bajo asalariado y sugerir o recomendar 
a los poderes públicos las medidas que 
juzgue adecuadas para su solución y para 
el mejor desarrollo y coordinación de las 
actividades laborales del país; b) Estudiar 
los proyectos de leyes y decretos de ca- 
rácter laboral, y emitir el correspondien- 
te dictamen. 


PRINCIPALES SERVICIOS DE LA SET 
* DEL SERVICIO DE INSPECCIÓN 
26.- Véase comentarios Arts.433 al 443, 
ambos inclusive del CT. 


* SERVICIOS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 


27.- Estos servicios constituyen una fun- 
ción esencial de la SET, y se refieren tan- 


to a los conflictos jurídicos como a los 
conflictos de intereses. 


28.- “Proveer los medios de conciliar” los 
respectivos intereses de empleadores y tra- 
bajadores, es uno de los objetivos del CT. 
Así lo prevé su lll PE Además, el XIII PF 
instituye como obligatorio el preliminar 
de la conciliación. 


29.- Para los conflictos de derecho rige 
la conciliación judicial a cargo de los tri- 
bunales de trabajo de primer y segundo 
grado. En los conflictos de intereses, la 
conciliación y mediación administrativa 
compete a la Dirección General de Me- 
diación y Arbitraje, y se rige por las dis- 
posiciones de los Arts.674 y siguientes del 
CT. 


30.- Véase también comentarios al 
Art.397 del CT. 


e DEL SERVICIO DE HIGIENE Y ¡SEGURIDAD 
EN EL TRABAJO 


31.- Este servicio está a cargo de la Di- 
rección General de Higiene y Seguridad 
Industrial, creada a principios de abril de 
1965, la cual tiene a su cargo la progra- 
mación de las políticas y trabajos dirigi- 
dos a la protección del trabajador en el 
centro de trabajo, en el desempeño de 
su labor, y a la prevención de accidentes 
y enfermedades profesionales. 


32.- El Reglamento 807, del 30 de di- 
ciembre de 1966, sobre Higiene y Segu- 
ridad Industrial (Véase además Resolucio- 
nes 02/93 y 03/93, en los comentarios al 
Art.251 del CT), prevé y reglamenta toda 
una serie de medidas encaminadas a 
“preservar y mantener la salud física, 
mental, moral y espiritual de los trabaja- 
dores que desenvuelvan sus actividades 
en establecimientos o centros industria- 
les”; de este modo se persigue la “elimi- 
nación de los peligros que amenacen la 
vida o la integridad física de los trabaja- 
dores en los centros de trabajo”. 


154 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 420 


33.- El Art.75 del Capítulo IIl del citado 
Reglamento, dispone de modo expreso 
que, “Antes de proceder a la instalación 
de maquinarias, todo establecimiento in- 
dustrial o comercial estará en la obliga- 
ción de obtener la aprobación correspon- 
diente de la SET, la cual determinará si 
dicha instalación procede o no, desde el 
punto de vista de la protección del tra- 
bajador contra los accidentes de trabajo 
y las enfermedades profesionales”. 


34.- La SET, y en particular, la Dirección 
General de Higiene y Seguridad Indus- 
trial de dicha SET, tiene a su cargo el 
control y vigilancia del Reglamento sobre 
Higiene y Seguridad Industrial No.807 de 
1966, estando facultadas legalmente 
para levantar actas de infracción. 


35.- La Dirección General de Higiene y 
Seguridad Industrial tiene, esencialmen- 
te, las funciones de investigar, identifi- 
car y evaluar los riesgos profesionales 
y las condiciones en que se desarrollan 
las actividades de los trabajadores. Asi- 
mismo, debe establecer las normas, po- 
líticas y procedimientos para que la ley 
al respecto se cumpla, a fin de prevenir 
y evitar accidentes y enfermedades pro- 
fesionales y cualquier otra consecuen- 
cia de los riesgos profesionales sobre 
la salud, vida e integridad física de los 
trabajadores, levantando las actas de 
infracción y los sometimientos al tribu- 
nal competente. 


36.- El referido Reglamento establece una 
forma de cooperación tripartita para el 
logro y ejecución de sus fines y el cumpli- 
miento del mismo. Dispone que todas las 
empresa industriales “están en la obliga- 
ción de fomentar, propiciar y crear comi- 
tés de higiene y seguridad industrial en 
coordinación con la Dirección General de 
Higiene y Seguridad Industrial y el sindi- 
cato de la empresa, si lo hubiere, y en su 
defecto, con una comisión designada por 
los trabajadores”. El empleador dará todo 
su apoyo a dichos Comités. El objeto de 
los mismos es “salvaguardar la salud físi- 


ca, mental, moral y espiritual de los tra- 
bajadores. Sus miembros cooperarán efec- 
tivamente para el logro de resultados sa- 
tisfactorios en la protección del 
trabajador, debiendo reunirse por lo me- 
nos una vez al mes”. 


e DEL SERVICIO DE EMPLEO Y RECURSOS 
HUMANOS 


37.- Véase comentarios a los Arts.444 al 
451, ambos inclusive del CT. 


e SERVICIOS DE EDUCACIÓN Y ASESORÍA 


38.- El Servicio de educación está dirigi- 
do a sindicatos, empleadores, trabajado- 
res y a los propios funcionarios y emplea- 
dos de la SET. Originalmente estaba a 
cargo de la Oficina de Empleo, Sindica- 
tos y Extensión Cultural Obrera, y se cum- 
plía mediante la divulgación y propagan- 
da entre los trabajadores de las normas 
de trabajo y de los principios de la políti- 
ca social del gobierno, instruyéndose a 
los trabajadores y empleadores acerca de 
sus derechos y obligaciones y los princi- 
pios de moralidad, disciplina, orden y 
dedicación al trabajo, así como al fomento 
de las asociaciones de ayuda mútua y cajas 
de retiro para trabajadores. Estas atribu- 
ciones constan en el Art.17 del Reglamen- 
to Orgánico de la SET. 


39.- Actualmen te este servicio se cumple 
mediante un Centro de Capacitación La- 
boral de la SET, el cual tiene por objeto 
promover la capacitación y adiestramiento 
al hombre de trabajo y a los funcionarios 
y empleados de la propia SET y sus de- 
pendencias oficiales. También le corres- 
ponde difundir programas encaminados 
a informar a empleadores y trabajadores 
sobre la legislación laboral; establecer 
cursos; programas de capacitación en 
coordinación con la ONAP y el INFOTEP 
etc.; celebrar acuerdos con instituciones 
públicas y universitarias para la realiza- 
ción de sus fines. 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 420-421 155 


40.- Por su parte, el Servicio de Asesoría 
está igualmente dirigido tanto a las au- 
toridades de trabajo como a empleadores 
y trabajadores. El propio SET cumple sus 
funciones con la asesoría de los órganos 
que informan la SET y los funcionarios 
bajo su dependencia, entre los cuales cabe 
mencionar el Comité Nacional de Sala- 
rios, el Departamento de Relaciones Pú- 
blicas e Información, la Consultoría Jurí- 
dica, el Departamento de los Servicios 
Administrativos, que comprende las Sec- 
ciones de Nombramientos y Personal; 
Correspondencia; Aprovisionamiento y 
Equipo y Mayordomía; el Departamento 
de Asuntos Sociales e Internacionales, uni- 
dod asesora que mantiene contactos y 
relaciones con la OIT y otros organismos 
de la especialidad, y contribuye a enca- 
minar los asuntos internacionales de tra- 
bajo en colaboración con la Secretaría 
de Estado de Relaciones Exteriores, así 
como a vigilar los programas de coope- 
roción técnica multilateral y bilateral con- 
cerniente o relacionados con el trabajo 
humano y a recabar y difundir a las au- 
toridades administrativas de trabajo y a 
los organizaciones de empleadores y tra- 
bojadores, información y documentación 
referentes a la materia laboral, incluyen- 
do asimismo, el cuidado del cumplimiento 
de las obligaciones contraídas por el país 
con organismos especializados, regiona- 
les e internacionales, en materia socio- 
laboral. 


41.- Empleadores y trabajadores pueden 
recurrir al servicio de asesoría cuando 
estimen pertinente; persigue, entre otros 
objetivos, el equilibrio y la armonía en 
las relaciones de trabajo, el cumplimien- 
lo de las normas legales y contractuales 
yla mejor orientación de los programas 
de trabajo y producción. Esta asesoría es 
gratuita. 


Art.421.- “El Secretario de Estado de 
Trabajo usará de las prerrogativas de 
su autoridad, dictando las providen- 
cias que considere procedentes para 
la mejor aplicación de las leyes y re- 
glamentos, y manteniendo la vigilan- 
cia necesaria para que los emplea- 
dos de su dependencia cumplan las 
obligaciones que les correspondan”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.388 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951, establecía que el Art.388 (hoy, 421) 
tiene una doble misión: “proveer cuantos 
medios sean necesarios para la mejor 
aplicación de las leyes y reglamentos de 
trabajo y para la debida vigilancia de los 
servicios de su dependencia, relaciona- 
dos con dichas leyes y reglamentos”. 


DOCTRINA 


3.- La SET en uso de las facultades que 
le otorga el art. 421 del CT, para la me- 
jor aplicación de las leyes y reglamentos 
de trabajo, ha dictado, entre otras, las 
siguientes Resoluciones: Resolución 03/ 
93 sobre trabajos peligrosos e insalu- 
bres para los menores de edad; Resolu- 
ción 04/93 sobre trabajadores que eje- 
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cutan labores intermitentes; Resolución 
09/93 sobre el trabajo nocturno de los 
menores de edad; Resolución 12/93 so- 
bre la lista de oficios y ocupaciones cali- 
ficadas que requieren aprendizaje; Re- 
solución 29/93 que define cuáles son los 
trabajos ligeros de recolección en el cam- 
po; Resolución 30/93 sobre el trabajo 
de menores que no ha cumplido catorce 
años en beneficio del arte, la ciencia o 
la enseñanza; Resolución 31/93 sobre 
trabajo nocturno de los menores de edad 
en conciertos o espectáculos teatrales; 
Resolución 32/93 sobre terminación de 
los contratos de trabajo o por cierre de- 
finitivo de la empresa o reducción defi- 
nitiva de su personal; Resolución 33/93 
sobre la jornada de trabajo de los tra- 
bajadores marítimos; Resolución 05/95 
que define el papel de los inspectores de 
trabajo en las asambleas de los sindica- 
tos. 


SECCION SEGUNDA 


DeL DEPARTAMENTO DE TRABAJO 


Art.422.- “Además del Director del 
Departamento de Trabajo y de los em- 
pleados que exijan las atenciones del 
servicio, forman parte de éste y están, 
por tanto, bajo la vigilancia del prime- 
ro: 


1) Los representantes locales de traba- 
jo; 


2) Los inspectores auxiliares. 


El Director General de Trabajo, los 
subdirectores generales, los supervi- 
sores, los representantes locales y los 
inspectores auxiliares deben ser abo- 
gados. No pueden ser destividos sino 
por falta grave e inexcusable. 


El Director General del Comité Na- 
cional de Salarios y los Directores Ge- 
nerales de los Departamentos o Ser- 
vicios de Empleo y Estadísticas deben 


ser doctores o licenciados en derecho 
o en cualquier rama de las ciencias 
sociales. 


El Director General de Higiene y Segu- 
ridad Industrial debe ser preferente- 
mente doctor o licenciado en medicina 
o en trabajo social”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 6-8 
Comentarios, 2-5 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.389 del 
CT de 1951, al que se añadieron los tres 
últimos párrafos. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del ante- 
proyecto del CT de 1992 establece que 
“en el Art.389 (hoy, 422), se han estable- 
cido exigencias de capacidad para poder 
ser nombrado en determinadas funcio- 
nes dentro de la Secretaría de Estado de 
Trabajo y se ha dispuesto que algunos de 
estos funcionarios, en particular los ins- 
pectores de trabajo, no puedan ser desti- 
tuidos si no media falta grave e inexcu- 
sable, con lo cual se otorga estabilidad a 
estos servidores públicos, a tono con las 
disposiciones del Convenio No.81 de la 
OIT sobre la inspección del trabajo”. 


3.- El Art.ó del citado Convenio 81 de la 
OIT, relativo a la inspección del trabajo 
en la industria y en el comercio (aproba- 
do por el Congreso Nacional, mediante 
Resolución No.3592, promulgada el 30 de 
junio de 1953, G.0.7584, del 22-7-53) 
establece que: “El personal de inspección 
deberá estar compuesto de funcionarios 
públicos cuya situación jurídica y cuyas 
condiciones de servicio les garanticen lo 
estabilidad en su empleo y los independicen 
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de los cambios del gobierno y de cual- 
quier influencia exterior indebida”. 


4.- La aprobación de los párrafos de este 
artículo, estuvo precedida de la siguiente 
observación por parte de la OIT: ” En re- 
lación al Art.6 del Convenio 87, la Comi- 
sión ha tomado nota de que el proyecto 
de estatuto de la función pública, al que 
el Gobierno ha hecho referencia en sus 
memorias anteriores, no ha sido aproba- 
do por el Senado de la República. Confía 
en que el Gobierno hará lo necesario para 
que próximamente se adopten las medi- 
das legislativas adecuadas que garanti- 
cen a los inspectores del trabajo estabili- 
dad en el empleo e independencia en el 
ejercicio de sus funciones”. 


5,- El CT de 1992, prevé la condición de 
profesional (abogado, médico, medicina 
social) para Directores Generales del DT, 
CNS, SNE, Estadísticas, así como para los 
departamentos de higiene y seguridad, 
preferentemente. 


DOCTRINA 


6.- El Art.33 de la Ley 14-91 que crea el 
Servicio Civil y la Carrera Administrativa, 
establece que “al empleado inscrito en la 
Carrera que desempeñe sus funciones con 
eficiencia, lealtad, honestidad y discipli- 
na, le asiste el derecho de permanecer 
en la carrera hasta el momento de su 
separación por alguna de las causas que 
establece la presente ley”. Dicho texto le- 
gal se aplica, en cuanto a la estabilidad 
en el empleo, a los inspectores de traba- 
jo. Las formas de separación de la carre- 
ra administrativa aparecen recogidas en 
el Art.36 de la citada Ley. 


7.- Véase comentarios al Art.430 del CT 
sobre la estructuración del DT. 


8.- El Director General del DT, los repre- 
sentantes locales de trabajo, los inspec- 
tores auxiliares, los miembros del servicio 
de inspección de trabajo y los demás em- 


pleados que señala la Ley General de 
Gastos de la Nación (Presupuesto anual), 
integran el personal del DT. 


Art.423.- “Corresponde al Departa- 
mento de Trabajo despachar de acuer- 
do con las leyes y reglamentos, bajo 
la vigilancia de la Secretaría de Esta- 
do de Trabajo, todo lo relativo: 


1) A la jornada de trabajo; 
2) A los descansos legales; 


3) A las vacaciones de los trabajado- 
res; 


4) Al cierre de las empresas; 


5) A la protección de la maternidad 
de las trabajadoras; 


6) A la protección de los menores en 
materia de trabajo; 


7) A los salarios de los trabajadores; 
8) A la nacionalización del trabajo; 
9) A los contratos de trabajo; 


10) A los demás asuntos relacionados 
con el trabajo como factor de la pro- 
ducción”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-7 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.390 del 
CT de 1951, al que se le suprimieron el 
ordinal 11), pactos colectivos de trabajo; 
el 12) régimen de los trabajadores des- 
ocupados; 13) estadística de trabajo; y 
14) prevención de accidentes de trabajo 
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e higiene industrial, de acuerdo con lo 
establecido en las leyes relativas a dicha 
materia. El ordinal 15) en el CT de 1951, 
pasó a ser el 10) en el CT de 1992. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivossdel CT de 
1951 estableció que “independientemente 
de ciertas modificaciones en cuanto a la 
organización de los servicios de control 
encomendados al Departamento de Tra- 
bajo por la ley No.889 del 4 de marzo de 
1945 (Art.2, párrafo l), el Código agre- 
ga los de protección de la maternidad de 
las trabajadoras, de protección de los 
menores en materia de trabajo, de pac- 
tos colectivos de condiciones y de esta- 
dística de trabajo; suprime los de segu- 
ros sociales, de accidentes de trabajo y 
de cajas y retiros de trabajadores, ahora 
a cargo de otro departamento y mantie- 
ne los demás, aunque con denominacio- 
nes distintas, en cuanto a algunos, para 
ajustarlas mejor a la naturaleza propia 
de cada servicio. Sin embargo, no son 
las adiciones, supresiones y cambios pu- 
ramente nominales en los servicios del 
Departamento de Trabajo, las modifica- 
ciones que importa poner de relieve... Re- 
visten positivo interés, entre otras: 1) La 
que se refiere a la investigación de de- 
nuncias de irregularidades en la ejecu- 
ción de los contratos, pactos colectivos, 
leyes y reglamentos de trabajo, en los tres 
días subsiguientes al de su sometimiento 
al Departamento por los patronos y tra- 
bajadores perjudicados; 2) La que crea 
el servicio gratuito de consultas sobre in- 
terpretación de las leyes y reglamentos 
de trabajo, en beneficio de patronos y 
trabajadores; 3) La que prohibe a toda 
persona que ocupe un cargo en el De- 
partamento, evacuar consultas sobre 
cuestiones que sean objeto de un litigio, 
proponer o insinuar conciliación entre 
partes, aconsejar demandas, denuncias 
o cualesquiera otras diligencias de ca- 
rácter procesal; 4) La que hace posible la 
organización, por decreto del Poder Eje- 


cutivo, del servicio de asistencia judicial, 
bajo la dependencia del Departamento, 
en beneficio de patronos y trabajadores 
que lo necesiten, y 5) La que crea el re- 
gistro de contratos, pactos y otros docu- 
mentos o papeles, y organiza el servicio 
gratuito de expedición de copias y ex- 
tractos de los mismos en favor de perso- 
nas interesadas”. 


3.- La Exposición de Motivos del antepro- 
yecto del CT de 1992, dice que “el Art.390 
del CT de 1951 es modificado para ac- 
tualizarlo, ya que incluye materias que 
hoy escapan a la supervisión del Depar- 
tamento de Trabajo”. 


DOCTRINA 


4.- La Dirección General de Trabajo tie- 
ne a su cargo, fundamentalmente, inves- 
tigar las denuncias de irregularidades en 
la ejecución de los contratos, convenios 
colectivos, leyes y reglamentos de traba- 
jo, así como llevar los registros exigidos 
por el CT y las leyes o reglamentos que lo 
completen, donde se consignarán fecha, 
lugar y naturaleza del documento y los 
datos que sean necesarios para la identi- 
ficación de las personas. 


5.- También corresponden a esta DT dic- 
tar las resoluciones que fueren pertinen- 
tes en casos de suspensión de contratos, 
reducción de personal, terminación par- 
cial o total de obra; realizar las investi- 
gaciones requeridas para la formulación 
de nuevas normas relativas al trabajo y 
proponer la reglamentación que se dic- 
te; vigilar el funcionamiento de los re- 
presentantes locales de trabajo y coor- 
dinar sus labores; llevar a cabo el 
registro de las organizaciones sindica- 
les, de los contratos y otros documentos 
del trabajo. Esta enumeración no es 
limitativa. 


6.- Este texto legal asigna además al DI, 
“despachar” todo lo relativo a la jornada 
de trabajo, a los descansos legales, a las 
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vacaciones de los trabajadores, al cierre 
de las empresas, a la protección de la 
maternidad de las trabajadoras, a la pro- 
tección de los menores en materia de tra- 
bajo, a los salarios de los trabajadores, a 
la nacionalización del trabajo, a las aso- 
ciaciones de empleadores y de trabaja- 
dores, a los contratos de trabajo y a los 
demás asuntos relacionados con el tra- 
bajo como factor de la producción. 


7.- El DT es una dependencia de la SET. 
Su labor se realiza “bajo la vigilancia de 
la Secretaría de Estado de Trabajo”. 


Art.424.- “El Departamento de Tra- 
bajo investigará las denuncias de irre- 
gularidades en la ejecución de los con- 
tratos, convenios, leyes y reglamentos 
de trabajo que le sean sometidas por 
los empleadores y por los trabajado- 
res perjudicados. 


la investigación se hará dentro de los 
tres días de la presentación de la de- 
nuncia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


l- Es una reproducción del Art.391 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra la obliga- 
ción del DT de investigar las denuncias 
de irregularidad o transgresiones a la ley 
o incumplimiento del contrato (individual 
o colectivo), incluyendo los convenios co- 
lectivos, presentada por empleadores y 
trabajadores o por las organizaciones 
profesionales que representan a estos sec- 
tores. 


DOCTRINA 


3.- La obligación de investigar no se limi- 
ta al incumplimiento de las obligaciones 
contractuales, sino también a la trans- 
gresión de las normas legales. 


4.- La ley prevé un plazo de 3 días a 
partir de la presentación de la denuncia. 
Dentro de este plazo el DT debe actuar. 


5.- Este texto es lo que motiva en la prác- 
tica las órdenes de servicios y los infor- 
mes que rinden los inspectores de traba- 
jo en cumplimiento de los mismos. 


6.- Véase Arts. 433 al 443, ambos inclu- 
sive, sobre el servicio de inspección de 
trabajo. 


Art.425.- “El Departamento de Tra- 
bajo mantendrá un servicio gratuito 
de consultas, sobre interpretación de 
las leyes y reglamentos de trabajo, en 
beneficio de empleadores y trabaja- 
dores. 


En todos los casos consultados, el De- 
partamento emitirá opinión sin per- 
juicio de la facultad de interpretación 
que corresponde a los tribunales”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Del Departamento Legal, 4-6 


> 


Comentarios, 2-3 Jurisprudencia, 7 


Doctrina 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.392 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal tiene relación con el 
Art.427 del CT, pero se trata de servicios 
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diferentes. Mediante el servicio gratuito 
de consultas, el DT evacua opiniones so- 
bre la interpretación de la ley y regla- 
mentos de trabajo, tanto a empleadores 
como a trabajadores. En el Art.427 ofre- 
ce un servicio gratuito de asistencia judi- 
cial ante los tribunales, a empleadores y 
trabajadores de escasos recursos. 


3.- El párrafo de este texto legal consa- 
gra que la opinión evacuada por el DT 
no liga al juez; esto es, que se emite sin 
perjuicio de la facultad de interpretación 
que corresponde a los tribunales. 


DOCTRINA 
DeL DEPARTAMENTO LEGAL 


4.- La Consultoría Jurídica, además de 
evacuar opiniones, emite consultas de 
carácter legal a funcionarios y dependen- 
cias de la SET, a empleadores, trabaja- 
dores y particulares, estudia y prepara 
los proyectos de leyes, decretos, regla- 
mentos y resoluciones que elabora dicho 
departamento de la administración pú- 
blica, e interviene en todas las reclama- 
ciones y conflictos que puedan afectar o 
de que es apoderada esa SET, llevando 
asimismo un registro de las leyes, decre- 
tos, reglamentos y ordenanzas. 


5.- El Art.8 de la Ley No.9946 de 1954, 
se refiere a este servicio. Así también lo 
hacen los Arts.425 y 426 del CT, el pri- 
mero de los cuales consagra su carácter 
gratuito y la circunstancia de que estas 
opiniones se emiten “sin perjuicio de la 
facultad de interpretación que correspon- 
de a los tribunales”. Las disposiciones del 
Art.426 disponen que la facultad reco- 
nocida a la autoridad de trabajo median- 
te el servicio gratuito de consultas sobre 
la interpretación de las leyes y reglamen- 
tos de trabajo, “no autorizan a ninguna 
persona que ocupe un cargo en el DT, a 
evacuar consultas sobre cuestiones que 
sean objeto de un litigio, ni a proponer o 
insinuar conciliación entre las partes, 


aconsejar demandas, denunciar o cua- 

ui ili i rácter 
lesquiera otras diligencias de caráct 
procesal”. 


6.- El Departamento Legal o Consultoría 
Jurídica de la SET no es una dependencia 
del DT. Está subordinado directamente al 
SET: 


JURISPRUDENCIA 


7.- Es lícito que una corporación se pro- 
cure el parecer de la Secretaría del ramo 
en asuntos relacionados con la aplica- 
ción de las leyes laborales, sin que esto 
sea “fabricarse un título a sí mismo”. (Sent. 
5 de junio 1957, B.J.563, p.1145). 


Art.426.- “Las disposiciones del ar- 
tículo 425 no autorizan a ninguna per- 
sona que ocupe un cargo en el De- 
partamento de Trabajo a evacuar 
consultas sobre cuestiones que sean 
objeto de un litigio, ni a proponer o 
insinuar conciliación entre las partes, 
aconsejar demandas, denuncias o 
cualesquiera otras diligencias de ca- 
rácter procesal”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de una reproducción del 
Art.393 del CT de 1951, con una ade- 
cuación al cambio de numeración del ar- 
ticulado. 


COMENTARIOS 


2.- De todas las modificaciones introdu- 
cidas por el CT de 1951, que mantiene el 
CT de 1992, la Exposición de Motivos del 
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CT de 1951, dedica particular atención a 
la prevista en el Art.393 de dicho Código 
(hoy 426 del CT de 1992), afirmando que 
“hay en la tutela que el Estado ofrece al 
trabajo conforme a los principios del nue- 
vo derecho, tres modos de ser que deben 
tenerse en cuenta a la hora de legislar 
sobre esta materia: en el primero se tra- 
zan normas que regulan los derechos y 
obligaciones de empleadores y trabaja- 
dores, de tal manera, que estos últimos 
queden protegidos contra cualquier abuso 
de los primeros que pueda traducirse en 
la imposición de condiciones que esclavi- 
cen a aquellos o que agoten su vida o su 
salud; en el segundo y en el tercero, en 
cambio, se formulan reglas para asegu- 
rar el cumplimiento de esas normas pro- 
tectoras del trabajador, mediante servi- 
cios de vigilancia y control, a cargo de la 
autoridad administrativa, y de funciones 
jurisdiccionales que sancionen las viola- 
ciones de la ley o del contrato. Existe la 
creencia en muchos países que han adop- 
tado leyes de carácter social, de que sien- 
do el propósito de éstas proteger a los 
trabajadores, corresponde a las autori- 
dades encargadas de hacerlas cumplir, 
ofrecer como éstas lo entiendan, esa pro- 
tección perseguida por el legislador. Erró- 
nea tal creencia desde todo punto de 
vista, es causa frecuente de que se vuel- 
va odiosa una legislación que podría ser 
de gran utilidad social para la concilia- 
ción y el equilibrio de los intereses res- 
pectivos de empleadores y trabajadores, 
desde luego que conduce, en la prácti- 
ca, a arbitrariedades que repudian has- 
ta los espíritus más ponderados. El Có- 
digo, en previsión de que la labor 
conciliadora del Departamento de Tra- 
bajo pueda conducir en el futuro a tan 
funestos resultados, la atribuye a los tri- 
bunales de trabajo, mejor preparados 
por razones que es obvio exponer, para 
ton delicada y útil misión”. 


DOCTRINA 


3.- El servicio de consulta a cargo del DT 
no faculta a ninguna persona que traba- 
je en el DT a evacuar su consulta sobre 
asuntos litigiosos ni a insinuar arreglos o 
contrademandas sobre asuntos litigiosos 
ni a insinuar otras diligencias de carácter 
procesal. 


4.- Este texto fija el alcance de las dispo- 
siciones del Art.425 y es una consecuen- 
cia del principio constitucional de la se- 
paración de los poderes del Estado, es 
decir, cuando un asunto esté en manos 
del Poder Judicial, la SET máxima autori- 
dad administrativa en materia de traba- 
jo, queda desapoderado. 


JURISPRUDENCIA 


5.- Sobre el alcance del Art.426 del CT, 
la Corte de Casación ha juzgado que 
“para una recta interpretación de esos 
textos legales, y especialmente para lo 
establecido en el artículo 393 (hoy 426) 
del CT, es preciso admitir que cuando el 
legislador ha prohibido a toda persona 
que ocupe un cargo en el DT, evacuar 
consultas sobre cuestiones que sean ob- 
jeto de un litigio o a realizar cualesquie- 
ra diligencias de carácter procesal, se está 
refiriendo a toda persona, abogado o no, 
que ocupe un cargo dentro de la SET, y 
no exclusivamente dentro del DT, strictu 
sensu; que el propósito del legislador al 
disponer esa prohibición ha sido impedir 
que la elevada misión confiada a las au- 
toridades laborales de conciliar en lo po- 
sible, los intereses de empleadores y tra- 
bajadores, sufra entorpecimientos a causa 
de la injerencia profesional de algún em- 
pleado o funcionario de las oficinas la- 
borales del país” (B.J.687, febrero de 
1968, p.372). 
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Art.427.- “El Poder Ejecutivo puede 
organizar, por decreto, el servicio de 
asistencia judicial, bajo la depen- 
dencia del Departamento de Traba- 
jo, en beneficio de empleadores o 
trabajadores cuya situación econó- 
mica no les permita ejercer sus de- 
rechos como demandantes o como 
demandados”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-2 Doctrina, 5-8 
Comentarios, 3-4 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.394 
del CT de 1951. 


2.- Otro antecedente proviene de la Ley 
No.956, del 30 de julio de 1945, que 
faculta a las organizaciones obreras a 
elegir anualmente en cada provincia un 
procurador obrero (G.0.6302), cuyas 
atribuciones, como portavoz de los gre- 
mios de la provincia son, de conformi- 
dad con su Art.3: “a) Representar a los 
trabajadores ante el Departamento del 
Trabajo y sus dependencias provinciales, 
haciendo llegar a ellos las aspiraciones y 
en su caso las reclamaciones generales 
de los gremios y los trabajadores de la 
provincia; b) Representar, a voluntad de 
los interesados, ante el Departamento de 
Trabajo, sus dependencias provinciales, 
las alcaldías y tribunales de primera ins- 
tancia a cada uno de los trabajadores de 
la provincia que tengan que formular al- 
guna reclamación o intentar alguna de- 
manda por incumplimiento del contrato 
de trabajo o de cualquier ley sobre el 
trabajo; c) Asesorar a los trabajadores 
de la provincia sobre las leyes del traba- 
jo, y los posibles incumplimientos que de 
las mismas y del contrato de trabajo se 
estén produciendo; d) Someter al Depar- 
tamento del Trabajo, para su traslado al 
Comité Nacional de Salario, los proyec- 


tos de tarifas de salarios mínimos que los 
gremios locales consideren prudente pro- 
poner al estudio de dicho Comité; e) So- 
meter al Departamento del Trabajo las so- 
licitudes, junto con sus estatutos y demás 
documentos exigidos por la Ley, a fin de 
obtener el reconocimiento de los nuevos 
gremios organizados en la provincia; f) 
Cualquier otra que les confieran las de- 
más leyes, decretos y reglamentos” . 


COMENTARIOS 


3.- El Decreto 377-97 del 4 de septiem- 
bre de 1997 (G.0.9963 del 15 del 9 de 
1997) establece que, conforme al Art.427 
del CT, se dispone la creación del servicio 
de asistencia judicial bajo la dependen- 
cia del Departamento de Trabajo de la 
Secretaría de Estado de Trabajo, para 
beneficio de empleadores y trabajadores 
cuya situación económica no les permita 
ejercer sus derechos como demandantes 
o demandados. 


4.- El Art. 4 de la Ley 87-01 establece, 
entre los derechos de los afiliados al SDSS, 
el de ser asistido por la DIDA “en cuanto 
información y defensa” (recursos e ins- 
tancias amigables y legales, formulación 
de querellas y demandas, representación 
y seguimiento de casos, entre otros). 
(Véase, además, Art. 29 de la citada Ley). 


DOCTRINA 


5.- Este servicio se ha creado a nivel na- 
cional, aunque el asiento del mismo en 
la actualidad reside únicamente en el Dis- 
trito Nacional. 


6.- La asistencia judicial gratuita com- 
prende todos los gastos del proceso para 
el cual fue acordada dicha asistencia. El 
trabajador o empleador favorecido está 
dispensado del pago o la consignación 
de honorarios y costas procesales. La asis- 
tencia judicial gratuita cubre, pues: a) 
defensa gratuita; b) gastos procesales; ¢) 
honorarios de abogados, alguaciles; d) 
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exención de pagos por copias, depósitos 
de documentos, conclusiones. Véase co- 
mentarios Art.729 del CT. 


7.- Aunque la ley no lo indica expresa- 
mente, los sindicatos pueden favorecerse 
con la asistencia judicial gratuita. Este de- 
recho le es reconocido en España (Art.151 
y 162, Ley de Procedimiento Laboral), pero 
limitado a los conflictos que afecten el in- 
terés colectivo o a los casos de impugna- 
ción de los convenios colectivos. Pero en 
Francia, los sindicatos están excluidos de 
este beneficio (Edgar Alfaro Muñoz, “La 
Asistencia Letrada a los Trabajadores, San 
José, Costa Rica, 1999, Encuentro Ibero- 
americano de Justicia Laboral). 


8.- Alfaro Muñoz (ob.cit. p.8-9), cita al 
Tribunal Constitucional de España, según 
el cual “entre el haz de garantías que 
integran el derecho a un proceso justo, 
se incluye el derecho a la defensa y a la 
asistencia letrada, que el Art.24.2 CE re- 
conoce no sólo para el proceso penal sino 
también, con las oportunas especialida- 
des, para el resto de los procesos, y cuya 
finalidad es la de asegurar la efectiva rea- 
lización de los principios de contradic- 
ción y de igualdad de armas que impo- 
nen a los órganos ¡judiciales el deber 
positivo de evitar desequilibrios entre la 
respectiva posición procesal de las par- 
tes, o limitaciones en la defensa que pue- 
don inferir a alguna de ellas un resulta- 
do de indefensión prohibido en todo caso 
en el inciso final del Art.24.1 CE”. Del 
texto transcrito precedentemente, según 
Alfaro Muñoz, se desprenden “las fun- 
ciones que está llamado a cumplir, en el 
debido proceso (o proceso justo, como se 
le llama en la sentencia), el derecho a la 
Asistencia Letrada, finalidades con las que 
se busca lograr: la efectiva realización 
de los principios de contradicción e igual- 
dad de armas procesales; el deber de los 
órganos judiciales de evitar desequilibrios 
en la relación procesal de las partes o 
limitaciones a la defensa, que busca evi- 
tar la indefensión, prohibida por el pro- 
pio artículo 24.1 de la Constitución Es- 


pañola; favorecer el interés general de la 
justicia, en la búsqueda de una sentencia 
ajustada a Derecho”. 


Art.428.- “El Departamento de Tra- 
bajo dispondrá de un libro para cada 
clase de registro exigido por este Có- 
digo. Toda inscripción debe enunciar: 
1) La fecha, lugar y naturaleza del do- 
cumento; 


2) Los datos que sean necesarios para 
la identificación de las personas que 
figuren en el documento”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.395 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece el libro que 
para cada registro debe llevar el DT y las 
enunciaciones comunes a cada uno de 
ellos: a) fecha, lugar y naturaleza del 
documento; y b) los datos que sean ne- 
cesarios para la identificación de las per- 
sonas que figuren en el documento. 


3.- Los libros son para cada registro exi- 
gido por el CT al Departamento de Tra- 
bajo, tales como un registro de: corres- 
pondencia, desahucios, despidos, 
dimisiones, contratos de trabajo, cesiones 
de empresas, convenios colectivos, termi- 
naciones por mu tuo acuerdo, actas de 
acuerdo y desacuerdo levantadas en la 
conciliación para la solución de conflic- 
tos económicos, sindicatos, y aquellos de 
que trata el Art.444 del CT, etcétera. 
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DOCTRINA 


4.- Estos registros tienen importancia por- 
que su propósito es mantener un orden 
riguroso por orden de llegada y salida 
de documentos decisivos, a veces, de con- 
troversias y conflictos de trabajo, o para 
evitar fraudes, habida cuenta de que la 
recepción de un documento en el DT pue- 
de ser determinante muchas veces de la 
responsabilidad de una parte. Tal es el 
caso, del día y la hora del asiento del 
recibo de la comunicación del despido o 
la dimisión, donde empieza a correr el 
plazo de caducidad de algunos derechos 
derivados de dichos actos. 


Art.429.- “Para facilitar la búsqueda 
de las inscripciones contenidas en los 
libros destinados al registro, el Depar- 
tamento de Trabajo preparará índices 
en los cuales se anotarán, por orden 
alfabético, los nombres de las personas 
que figuren en aquéllas, la naturaleza 
del documento y el tomo y la página 
correspondiente a cada inscripción. 


Los registros de las oficinas de traba- 
jo son públicos y, en consecuencia, toda 
persona puede obtener copias o ex- 
tractos de sus asientos. 


Cualquier persona puede obtener 
además, copias certificadas de los do- 
cumentos que obren en los archivos 
de las oficinas de trabajo, siempre que 
justifique un interés legítimo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.396 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa el Art.428 
del CT y se refiere también a los regis- 
tros, estableciendo la obligación de pre- 
parar los índices necesarios, en los cua- 
les se anotarán por orden alfabético, el 
nombre de las personas que figuren en 
los registros, la naturaleza del documen- 
to, el tomo del registro y la página de 
cada inscripción. 


DOCTRINA 


3.- Estos registros son públicos; conse- 
cuentemente, toda persona tiene dere- 
cho a obtener copia o extractos de sus 
asientos. 


4.- El párrafo final prevé el derecho de 
toda persona de obtener certificación de 
los documentos recibidos y registrados en 
el DT o en la oficina del representante 
legal de trabajo, basta que justifique un 
interés legítimo. 


5.- El Art.547 del CT relativo a la prueba 
escrita dispone que “la producción de las 
actas o registros de las autoridades ad- 
ministrativas de trabajo se hará siempre 
mediante copias certificadas por el jefe 
de la oficina en la cual existan los origi- 
nales de los mismos. Las partes podrán 
hacerse certificar por el Departamento de 
Trabajo o por la autoridad local que ejer- 
za sus funciones, copias del contenido de 
sus respectivos libros, libretas, registros o 
papeles que hayan de producir en uno 
contestación, cuando el uso al cual están 
destinados éstos o alguna disposición le- 
gal o reglamentaria no permitan deposi- 
tarlos en la secretaría”. De modo que no 
basta la presentación de la copia con el 
matasellos del DT que indica el día y lo 
hora de su recepción o registro; sino que 
es necesario que constituya un verdade- 
ro medio de prueba y por ello que lo 
copia sea certificada por el DT o por el 
funcionario correspondiente. 
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Art,430.- “En el Departamento de 
Trabajo funcionarán las secciones 
técnicas o administrativas que fue- 
sen necesarias para la mejor 
apliación de las disposiciones de 
este Código”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - División de Intervención y 


) 


Comentarios, 2 -Apercibimiento, 5 


Doctrina - División de Registro y Con- 
-tabilidad Sindical, 6 


- División de Mujeres y 


Estructuración del Departa- 
-mento de Trabajo, 3-4 


Secciones del Departamento -Menores, 7 


de Trabajo 
- División de Registro y 
Control de Planilla, 8-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.397 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a las seccio- 
nes técnicas o administrativas necesarias 
para el mejor funcionamiento del DT, las 
cuales se indican en la Ley Orgánica de 
lu SET con las reformas anualmente que 
introduce la Ley de Gastos Públicos y Pre- 
supuesto General de la Nación. 


DOCTRINA 


ESTRUCTURACIÓN DEL DEPARTAMENTO 
DE TRABAJO 


3.- Para el mejor desempeño de sus fun- 
ciones, la Dirección General de Trabajo 
se divide en zonas en el territorio nacio- 
nol. Cada zona tiene la responsabilidad 
de controlar, orientar y coordinar las fun- 
ciones del Departamento en su jurisdic- 
ción, y un número determinado de Dis- 
tritos de Trabajo, encabezados por un 
Representante Local de Trabajo. 


4.- En la ciudad de Santo Domingo, ade- 
más de las Secciones, la Dirección Gene- 
ral de Trabajo consta de la División de 
Inspección General de Trabajo y la Divi- 
sión del Distrito de Trabajo. Esta última 
tiene a su cargo coordinar las labores a 
realizar por el cuerpo de inspectores de 
esta zona, la comprobación de las nove- 
dades de planillas de las empresas, de 
los carteles de horario, vacaciones, y el 
registro y archivo de la correspondencia 
de los asuntos que competen al Distrito 
Nacional, incluyendo el control de los 
valores pagados por concepto de horas 
extraordinarias de trabajo, salario de tra- 
bajadores temporales, pago de vacacio- 
nes no disfrutadas, etcétera. 


SECCIONES DEL DEPARTAMENTO DE 
TRABAJO 


DIVISIÓN DE INTERVENCIÓN Y 
APERCIBIMIENTO 


5.- Esta división se ocupa de la amonesta- 
ción de los trabajadores cuando cometen 
faltas y los empleadores requieren la in- 
tervención del DT. Para tales fines, tiene 
lugar en dicha Sección, audiencia de aper- 
cibimiento e instrumentación de las actas 
correspondientes. Esta división además, 
estudia y tramita los expedientes sobre 
suspensión de contratos de trabajo, y vi- 
gila normas y procedimientos relativos a 
la reincorporación a sus empleos de los 
trabajadores suspendidos. Se ocupa asi- 
mismo de las solicitudes de prolongación 
y reducción de la jornada, del depósito y 
registro de contratos de trabajo por escri- 
to, así como todo lo relativo a los contra- 
tos de aprendizaje y registro y cancela- 
ción de libros de sueldos y jornales. 


DIVISIÓN DE REGISTRO Y CONTABILIDAD 
SINDICAL 


6.- Esta división estudia y tramita los ex- 
pedientes relativos a la constitución y a 
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las solicitudes de registro de sindicatos, 
federaciones y confederaciones, mante- 
niendo una relación de las mismas; ins- 
truye a los trabajadores sobre sus dere- 
chos y obligaciones legales, y los principios 
de moralidad, disciplina, orden y dedica- 
ción al trabajo; fomenta las asociaciones 
de ayuda mutua y la creación de cajas 
de retiro para trabajadores. Correspon- 
de asimismo a esta división, el examen 
de los informes relativos al movimiento 
de fondos de los sindicatos, de conformi- 
dad con lo establecido en el CT, y de las 
disposiciones que sobre los mismos esta- 
blecen por resoluciones particulares dic- 
tadas por el SET en virtud de la ley. 


DIVISIÓN DE MUJERES Y MENORES 


7.- Esta división debe velar por el cum- 
plimiento de las leyes y disposiciones que 
protegen el trabajo de las mujeres y los 
menores, recibiendo las denuncias pre- 
sentadas por éstos, haciendo las investi- 
gaciones de lugar y verificando sus con- 
tratos de trabajo, incluyendo los contratos 
de aprendizaje de las mujeres y los jóve- 
nes trabajadores. El Art.18 del Reglamen- 
to Orgánico de la SET No.9946 de 1954, 
detalla las atribuciones de esta división, 
a la cual le corresponde además estudiar 
y tramitar las solicitudes de licencia para 
trabajos a domicilio y todo lo relativo al 
trabajo de los domésticos. 


DIVISIÓN DE REGISTRO Y CONTROL DE 
PLANILLA 


8.- Esta Sección del DT tiene a su cargo 
el registro y control de las planillas y otros 
documentos sobre el movimiento, entra- 
da y salida de trabajadores en las em- 
presas, y disfrute de derechos reconoci- 
dos por la ley a los trabajadores. 


9.- Véase Art.46 del CT, en especial lo 
relativo a los Arts.15,16,17,18,20,21,22, 
y 23 del Reglamento 258-93 para la apli- 
cación del CT. 


10.- Sobre los Representanttes Locales de 
Trabajo, véase Arts.431 y 432 CT. 


SECCION TERCERA 


DE LOS REPRESENTANTES LOCALES DE 
TRABAJO 


Art.431.- “Para la mejor aplicación 
de las disposiciones de este Código, 
la Secretaría de Estado de Trabajo 
puede crear distritos jurisdiccionales. 


En cada distrito debe asignarse un ins- 
pector con la categoría de represen- 
tantes local de trabajo, así como los 
inspectores auxiliares que fueren ne- 
cesarios”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 De los representantes locales 
Comentarios, 2 -de trabajo, 5-9 
Doctrina Jurisprudencia, 10 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.398 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “Aunque el servicio 
de estos representantes del Departamen- 
to funcionaba ya, carecía, no obstante, 
de reglamentación adecuada que le per- 
mitiera ofrecer la colaboración que di- 
cha oficina central necesita, para cum- 
plir en todo el país la misión de control 
que le está encomendada. En la nueva 
organización de este servicio, no sólo se 
han tenido en cuenta sus deficiencias ac- 
tuales, para eliminarlas, sino la mayor 
amplitud de funciones que habrán de 
asumir, según el Código, los represen- 
tantes locales. De la misma lectura de los 
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seis primeros Libros del Código, resulta, 
en cuanto a esta mayor amplitud de fun- 
ciones de los representantes locales, que 
la intervención de éstos procede en casi 
todos lo casos y circunstancias en que in- 
terviene el Departamento mismo, y que 
sólo quedan excluidas, en cuanto a ellos, 
determinadas actuaciones cuya importan- 
cia requiere la mediación o la asistencia 
directa de la oficina central. Para evitar 
toda posible confusión al respecto, en el 
Código se indica de forma expresa, al 
regular las diferentes materias que for- 
man su estructura, cuándo corresponde 
primitivamente un servicio al Departamen- 
to de Trabajo, y cuándo pueden actuar 
por él, los representantes locales”. 


DOCTRINA 


DE Los REPRESENTANTES LOCALES 
DE TRABAJO 


5.- Este texto legal establece la facultad 
de la SET de crear distritos ¡urisdicciona- 
les de trabajo, conocidos en cada locali- 
dad, con el nombre de Representantes 
locales de Trabajo. 


6.- Estos funcionarios ostentan la re- 
presentación del DT y de la SET en su 
localidad, ante quienes deben cumplir- 
se con las obligaciones que la ley impo- 
ne a empleadores y trabajadores y ejer- 
citarse los derechos que corresponden 
ala demarcación territorial asignada 
al DT. Generalmente los Distritos de Tra- 
bajo se establecen mediante una orden 
departamental o resolución de carácter 
administrativo dictada por el titular de 


la SET, quien asigna el inspector jefe o 
encargado del distrito llamado repre- 
sentante local de trabajo y los inspec- 
tores sub-alternos que se consideran 
necesarios. 


7.- El DT cumple su labor de vigilancia a 
través del Servicio de Inspección y de los 
Representantes Locales de Trabajo que 
funcionan en cada Distrito de Trabajo, 
incluyendo los inspectores auxiliares que 
fueren necesarios. 


8.- La creación de los distritos de trabajo 
constituye una aplicación particular de 
las facultades reconocidas a la SET en los 
Arts. 420 y siguientes del CT. 


9.- En la práctica, los inspectores de tra- 
bajo son periódicamente trasladados de 
un distrito de trabajo a otro. 


JURISPRUDENCIA 


10.- El Art.431 del Código de Trabajo 
crea los Representantes Locales de Tra- 
bajo, los cuales operan en los distritos 
jurisdiccionales que la ley faculta a la Se- 
cretaría de Estado de Trabajo crear, para 
la mejor aplicación del Código de Traba- 
jo. Entre las facultades de los represen- 
tantes locales de trabajo está la de reci- 
bir las comunicaciones referentes a los 
despidos y dimisiones realizadas por 
empleadores y trabajadores que se origi- 
nen en su distrito, y darle el curso corres- 
pondiente comunicándolo a la parte con- 
tra quien se ejerce la terminación del 
contrato de trabajo. (Sent. 13 enero 1999, 
No.21, B.J.1058, p.352). 
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Art.432.- “Corresponde a los repre- 
sentantes locales de trabajo: 


1) Vigilar, en sus respectivas circuns- 
cripciones, el fiel cumplimiento de las 
leyes, reglamentos y contratos de tra- 
bajo; 


2) Ejecutar en sus respectivas circuns- 
cripciones las órdenes que reciban del 
Departamento de Trabajo, así como 
cuantas actuaciones les impongan las 
leyes y reglamentos; 


3) Recibir los avisos de suspensión to- 
tal o parcial de los contratos de tra- 
bajo, comprobar las causas alegadas 
al efecto y participar al Departamen- 
to de Trabajo el resultado de la com- 
probación”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.399 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra en términos 
generales las atribuciones de los repre- 
sentantes locales de trabajo que no son 
otras que las propias de la SET dentro de 
su demarcación con las limitaciones que 
establece la ley, la orden departamental 
o pueda establecer el SET. 


DOCTRINA 


3.- Corresponde a los Representantes Lo- 
cales de Trabajo: 1) Vigilar el cumplimien- 
to de las leyes, reglamentos y contratos 
de trabajo en sus respectivas circunscrip- 


ciones; 2) Ejecutar las órdenes que reci- 
ban, así como cuantas actuaciones les 
impongan las leyes y reglamentos; 3) Re- 
cibir los avisos de suspensión total o par- 
cial de los contratos de trabajo, compro- 
bar las causas alegadas al efecto y 
participar al DT el resultado de la com- 
probación; y 4) tienen a su cargo los asun- 
tos locales del SNE. 


4.- Los registros de sindicatos, federacio- 
nes y confederaciones se hacen en la ciu- 
dad de Santo Domingo, en la oficina 
abierta para tales fines dentro del DT. 


SECCION CUARTA 


DEL SERVICIO DE INSPECCIÓN DE TRABAJO 


Art.433.- “Compete al servicio de ins- 
pección de trabajo velar por el fiel 
cumplimiento de las disposiciones le- 
gales o reglamentarias relativas al 
trabajo, especialmente las que se re- 
fieren a las materias enunciadas en 
los ordinales del artículo 423”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-9 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.400 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951, establecía que “las disposiciones 
que reglamentan el Servicio de Inspec- 
ción de trabajo, no necesitan comentario 
alguno que las explique, dadas su clari- 
dad y precisión, ni exposición de razones 
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que la justifiquen, dada la importancia 
del servicio mismo, de cuya eficacia de- 
pende, en gran parte, el éxito de toda la 
legislación que, como la del trabajo, exi- 
ge una activa vigilancia de las autorida- 
des administrativas. Sin embargo, impor- 
ta decir, siquiera a título de mera 
información, que el Código consagra, en 
esta materia, la parte esencial del Con- 
venio No.81 adoptado en fecha 19 de 
junio de 1947, por la 30°. Conferencia 
Internacional del Trabajo sobre inspec- 
ción del trabajo en la industria y el co- 
mercio”. 


3.- Este Convenio fue aprobado por el 
Congreso Nacional, mediante Resolución 
No.3592, promulgada el 30-6-53, 
6.0.7584, del 22-7-53. 


DOCTRINA 


4.- Con el Servicio Nacional de Inspec- 
ción de Trabajo se persigue asegurar que 
lus normas de trabajo tengan aplicación 
real, de modo que no queden en normas 
teóricas, sino que se transformen, de he- 
cho, en normas efectivas, realmente apli- 
cadas. 


5.- "La inspección del trabajo no consti- 
tuye por sí sola un instrumento de pro- 
tección directa; sirve, más bien, como 
método para obtener el cumplimiento de 
la legislación de protección, para facili- 
tar el mejoramiento de las condiciones 
de trabajo y estudiar, para información 
de los poderes públicos, la situación exis- 
ente” (OIT, Guía para Inspectores de Tra- 
bajo, 1955, p.5). 


b.- De modo que, como bien dice la OIT, 
los servicios de inspección a cargo de “un 
grupo de funcionarios especialmente ca- 
lficados, que visitan los lugares de tra- 
bojo a intervalos frecuentes, cumplen tres 
funciones esenciales: 1) observar median- 
le exámenes e investigaciones persona- 
les, si se aplican las disposiciones legales 
y cuando no se apliquen, tomar las me- 


didas necesarias para conseguir su cum- 
plimiento; 2) asistir a trabajadores y a 
empleadores, proporcionándoles infor- 
maciones y consejos técnicos apropiados, 
a fin de que comprendan las disposicio- 
nes legales y sepan cómo cumplirlas; y 
3) investigar las condiciones de trabajo 
para información de los poderes públi- 
cos y poner en conocimiento de la auto- 
ridad competente las deficiencias o los 
abusos contra los que no estén 
especificamente dirigidas las disposicio- 
nes legales existentes. Para que estas ta- 
reas se lleven a cabo con el máximo de 
eficacia, se crean los servicios de inspec- 
ción del trabajo”. 


7.- Mediante la inspección del trabajo, la 
SET realiza la función de control y vigi- 
lancia en el cumplimiento de las leyes de 
trabajo, particularmente las relativas a 
las condiciones de trabajo y a la protec- 
ción de los trabajadores en el ejercicio 
de su labor. 


8.- El CT prevé las materias o leyes de 
protección de trabajo por cuyo cumpli- 
miento debe velar el servicio de inspec- 
ción de trabajo. La enumeración legal, 
que no es limitativa, comprende una am- 
plitud de normas y gestiones relativas a 
la protección de los trabajadores en el 
ejercicio de su actividad y a los asuntos 
relacionados con el trabajo como factor 
de producción. 


9.- Las atribuciones del Servicio de Ins- 
pección se concretan, conforme al At.423 
del CT,: 1) A la jornada de trabajo; 2) A 
los descansos legales; 3) A las vacaciones 
de los trabajadores; 4) Al cierre de las 
empresas; 5) A la protección de la mater- 
nidad de las trabajadoras; 6) A la pro- 
tección de los menores en materia de tra- 
bajo; 7) A los salarios de los trabajadores; 
8) A la nacionalización del trabajo; 9) A 
las asociaciones de empleadores y de tra- 
bajadores; 10) A los contratos de traba- 
jo; 11) A los demás asuntos relacionados 
con el trabajo como factor de la produc- 
ción. 
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Art.434..- “Los inspectores de trabajo 
que acrediten su identidad, están auto- 
rizados: 


1) A penetrar libremente y sin previa 
notificación en los lugares en los cua- 
les puedan ser objeto de violación las 
disposiciones a que se refiere el artí- 
culo 433, guardando el respeto debi- 
do a las personas que se encuentren 
en ellos y tratando de que no se inte- 
rrumpan innecesariamente los traba- 
jos que se estén realizando; 


2) A proceder a cualquier examen, 
comprobación o investigación que con- 
sideren necesarios para tener la con- 
vicción de que se observan las dispo- 
siciones legales, en particular: a) a 
interrogar, solo o ante testigos, al 
empleador y al personal de la em- 
presa sobre cualquier asunto relativo 
a la aplicación de las disposiciones 
legales; b) a pedir la presentación de 
libros, registros o documentos que las 
leyes y los reglamentos de trabajo or- 
denen llevar, a fin de comprobar si se 
hallan en debida forma, y para sacar 
copias o extractos de ellos; y c) a re- 
querir la colocación de los avisos y 
carteles que exigen las leyes y regla- 
mentos . 


Los inspectores de trabajo podrán re- 
querir el auxilio de la fuerza pública 
para el cumplimiento de lo dispuesto 
en el ordinal primero, en caso de opo- 
sición del propietario, sus represen- 
tantes o las personas que se encuen- 
tren en los lugares indicados en dicho 
ordinal o que acudan a ellos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1-2 Doctrina, 5-7 


Comentarios, 3-4 


ANTECEDENTES 


1.-Es una reproducción del Art.401 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración del articulado. 


2.- Se inspira en el Art.12 del Convenio 
81 de la OIT, relativo a la inspección del 
trabajo en la industria y el comercio. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal trata sobre las facul- 
tades que la ley atribuye a los inspecto- 
res de trabajo, a los cuales faculta a pe- 
netrar libremente y sin notificación previa 
a los lugares de trabajo, o donde tengan 
conocimiento de violación a la ley de tra- 
bajo; a proceder al examen, comproba- 
ción e investigación de cualquier hecho o 
documento necesario para tener la con- 
vicción de respeto o transgresión de la 
ley de trabajo; la facultad de interrogar 
sólo o ante testigos al empleador y a los 
trabajadores de la empresa; a pedir la 
presentación de los libros, registros o do- 
cumentos que las leyes o reglamentos de 
trabajo obliguen llevar al empleador; la 
de requerir la colocación de avisos o car- 
teles que exigen las leyes y reglamentos 
(registro de personal fijo, vacaciones, ...). 
También están facultados para, en caso 
de peligro inminente para la salud y se- 
guridad de los trabajadores, ordenar in- 
mediatamente las medidas ejecutorias 
pertinentes conforme al párrafo final del 
Art.436 del CT. 


4.- “La Superintendencia de Pensiones, 
de Salud y Riesgos del Trabajo están 
facultadas, para inspeccionar y realizar 
las indagaciones que sean necesarias (v.g. 
sobre inscripción de afiliados al 1DSS) 
para detectar a tiempo cualquier evasión 
o falsedad en la declaración del 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 434-435 171 


empleador y/o del trabajador, pudiendo 
examinar cualquier documento o archivo 
del empleador. En este aspecto constara 
con la colaboración de la SET” (Art. 12 
de la Ley 87-01 que crea el SDSS). 


DOCTRINA 


5.- La Ley autoriza a los Inspectores de 
Trabajo, a requerir también el auxilio de 
la fuerza pública cuando sea necesario 
para vencer la oposición o resistencia del 
empleador para penetrar libremente al 
lugar de trabajo o donde pueda produ- 
cirse o tenga conocimiento de que ocu- 
ran violaciones a la ley de trabajo. 


b.- Impone al mismo tiempo a los inspec- 
tores de trabajo, la obligación de identi- 
ficarse como tal con la presentación de 
la documentación correspondiente. De- 
ben acreditar previamente su identidad 
como inspectores de trabajo y además, 
guardar el debido respeto y considera- 
ción a las personas, evitando que su visi- 
ta genere perturbación o alteración de 
la normalidad en la empresa visitada, es 
decir, que deben ejecutar su trabajo de 
forma que no se interrumpan las labores 
de la empresa en el lugar de la inspec- 
ción. 


7.- Los libros y registros a que se refiere 
este texto legal son los libros, registros y 
documentos que las leyes y los reglamen- 
tos de trabajo exigen. 


Art.435.- “Compete a los inspecto- 
res de trabajo comprobar la existencia 
o no existencia de las causas de sus- 
pensión de los contratos de trabajo, en 
los tres días de haber recibido el avi- 
so correspondiente del representante 
local o del Departamento de Trabajo, 
si la suspensión ocurre en el Distrito 
Nacional. 


Del resultado de sus actuaciones re- 
mitirá un informe sucinto al represen- 
tante local o al Departamento, según 
el caso, en los dos días que sigan al 
de la inspección practicada”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-6 


ANTECEDENTES 


1.-Es una reproducción del Art.402 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto constituye una apelación 
particular de la función de vigilancia de 
las autoridades del trabajo, de la apela- 
ción de la ley. 


3.- Compete a los inspectores de trabajo 
comprobar la existencia o no de las cau- 
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sas de suspensión de los contratos de tra- 
bajo, dentro de los tres días de haber 
recibido la orden o aviso correspondien- 
te, debiendo remitir el informe o resulta- 
do de su actuación al DT o al represen- 
tante local de trabajo dentro de los dos 
días que sigan al de su actuación. Tam- 
bién compete a los inspectores de traba- 
¡o comprobar las causas de terminación 
parcial o definitiva de los trabajos de la 
industria de la construcción, el hecho del 
cierre definitivo o parcial de una empre- 
sa, etc., de cuyo resultado informarán en 
forma sucinta al representante local de 
trabajo o al DT, o al SET, cuando se trate 
de un inspector supervisor bajo su de- 
pendencia o de un inspector comisiona- 
do al efecto por dicho funcionario. 


4.- Este texto legal se refiere, en primer 
lugar, a la actuación de los inspectores de 
trabajo en los casos de suspensión de los 
contratos individuales de trabajo, sea cual 
sea el alcance de esta suspensión (total, 
parcial, etc.,). Pero, la actuación de los 
inspectores de trabajo no se limita exclu- 
sivamente a los casos de suspensión de los 
contratos, sino que alcanza también a los 
casos de reducción de personal, cierre tem- 
poral o definitivo de una empresa y en los 
demás casos que la ley o la función de 
control y vigilancia del cumplimiento de 
la ley exijan su actuación, o que la SET o 
el DT requiera de una investigación, in- 
forme o comprobación necesaria para dic- 
tar alguna resolución. 


5.- Este texto se relaciona estrechamente 
con las disposiciones de los Arts.55, 56 y 
432 ord.3) del CT. 


6.- Véase comentarios a los demás 
Arts.citados. 


Art.436.- “Cuando un inspector de 
trabajo advierta en alguna visita irre- 
gularidades no sancionadas por las 
leyes y reglamentos, o hechos, circuns- 
tancias o condiciones que puedan ser 
causa de perjuicio para las personas 
o los intereses del empleador o de los 
trabajadores, lo comunicará al prime- 
ro o a su representante y, le dará, si 
procede, los consejos técnicos que con- 
sidere apropiados. 


En caso de peligro inminente para la 
salud y la seguridad de los trabaja- 
dores el inspector de trabajo podrá 
ordenar inmediatamente las medidas 
ejecutorias pertinentes, a reserva de 
los recursos judiciales o administrati- 
vos correspondientes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-2 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.403 del 
CT de 1951, al que se añadió el párra- 
fo final, que faculta a los inspectores 
de trabajo a ordenar las medidas eje- 
cutorias pertinentes destinadas a pre- 
servar la salud, la vida o la integridad 
física de los trabajadores, en caso de 
peligro inminente, sin perjuicio de los 
recursos ¡judiciales o administrativos co- 
rrespondientes. Dicho párrafo se inspi- 
ra en el Art.13, párrf.2, letra b) del Con- 
venio 81 de la OIT, relativo a lo 
inspección del trabajo en la industria y 
el comercio. (Aprobado por el Congre- 
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so Nacional, mediante Resolución 
No.3592, promulgada el 30 de junio 
de 1953, G.0.7584, del 22-7-53). 


2.- La incorporación del párrafo a este 
texto legal se debió a las presiones de la 
OIT, ya que como se lee en el Informe 
Anual (1989) de la Comisión Nacional de 
Expertos en la aplicación de Normas de 
dicha entidad, “desde hace muchos años, 
la Comisión insiste ante el Gobierno sobre 
la necesidad de completar el Código de 
Trabajo con una disposición que prevea 
expresamente el derecho de los inspecto- 
res de trabajo de ordenar o hacer orde- 
nor medidas inmediatamente ejecutorias 
en caso de peligro inminente para la sa- 
lud y la seguridad de los trabajadores”. 


COMENTARIOS 


3.- La Exposición de Motivos del antepro- 
yecto del CT de 1992, establece que el 
Art.403 del CT de 1951 es modificado 
pora reforzar los poderes del inspector 
de trabajo, en consonancia con el Con- 
venio No.81 de la OIT. 


DOCTRINA 


4.- La función del servicio de vigilancia 
de cumplimiento de la ley a cargo del 
servicio de inspección, se extiende a la 
labor de prevención de eventuales con- 
flictos o violaciones a la ley, hechos o cir- 
cunstancias susceptibles de generar un 
accidente o perjuicio para el empleador 
y los trabajadores. 


5.- En este orden de ideas, este texto con- 
sagra el deber de los inspectores de, en 
el momento en que advierten irregulari- 
dades no sancionadas por las leyes o re- 
glamentos, pero susceptibles de generar 
perjuicios al empleador y a los trabaja- 
dores, comunicarlo al primero o a su re- 
presentante, sugiriéndole las correccio- 
nes que fueren pertinentes oO 
transmitiéndole los consejos técnicos de 


lugar. Tienen pues, una función preventi- 
va y correctiva que incluye consejos y 
orientaciones al empleador en cuanto al 
lugar de trabajo, forma de ejecución, 
manejo de sus relaciones con los traba- 
jadores, y no únicamente una labor de 
persecución o vigilancia de si se cumple 
o no la ley. 


Art.437.- “Las informaciones re- 
lativas a irregularidades, proce- 
dimientos o métodos de trabajo, 
contabilidad u otra, obtenidas en 
las inspecciones, son confidencia- 
les, excepto aquéllas que sean 
necesarias para la comprobación 
y denuncia de alguna infracción 
de las leyes o reglamentos de tra- 
bajo. 


La revelación innecesaria de dichas 
informaciones está sancionada con las 
penas establecidas en el artículo 719 
de este Código. 


Los inspectores de trabajo deben tra- 
tar, asimismo, como confidencial, el 
origen de cualquier denuncia sobre 
infracción de las leyes o reglamen- 
tos de trabajo y, en consecuencia, no 
informarán al empleador o a su re- 
presentante, ni a ninguna otra per- 
sona, que practican una visita de ins- 
pección en razón de una denuncia 
recibida”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.-Es una reproducción del Art.404 del 
CT de 1951 con la adecuación al cambio 
de numeración del articulado. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra el carácter 
confidencial de las informaciones y co- 
nocimientos adquiridos por el inspector 
de trabajo en el ejercicio de sus funcio- 
nes. Consecuentemente, no le está per- 
mitido a este funcionario haceylos de co- 
nocimiento de terceros. 


3.- Este carácter de confidencialidad no 
se aplica cuando aquellas informaciones 
o conocimientos sean necesarios para la 
comprobación y denuncia de la infrac- 
ción a la ley. 


DOCTRINA 


4.- La revelación innecesaria de estas in- 
formaciones está castigada con las san- 
ciones previstas en el Art.719 del CT (amo- 
nestación, multas, suspensión temporal y 
destitución). 


5.- El párrafo final de este artículo consa- 
gra el carácter confidencial del origen de 
cualquier denuncia sobre violación a las 
leyes o reglamentos de trabajo. Esta dispo- 
sición protege al denunciante de cualquier 
represalia del empleador. La violación de 
este precepto está castigada con la san- 
ción precedentemente indicada. 


Art.438.- “Está prohibido a los ins- 
pectores de trabajo tener cualquier 
interés directo o indirecto en las em- 
presas bajo su vigilancia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.405 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto está destinado a garantizar 
la imparcialidad y honestidad en la ac- 
tuación del inspector de trabajo. 


DOCTRINA 


3.- La ley le prohibe tener cualquier inte- 
rés directo e indirecto en las empresas bajo 
su vigilancia u objeto de su actuación. 


4.- Las disposiciones de este texto se rela- 
cionan, en parte, con las previsiones del 
Art.426 del CT, porque los inspectores, que 
son abogados, no pueden vincularse con 
ningún otro abogado u oficina de aboga- 
dos, ni tener la representación profesional 
de una parte. 


5.- Véase además comentarios al Art.427 
del CT. 


Art.439.- “Los inspectores de tra- 
bajo comprobarán las infracciones 
de las leyes o reglamentos de tra- 
bajo por medio de actas que redac- 
tarán en el lugar donde aquéllas 
sean cometidas. 


Las actas contendrán las siguientes 
menciones: 


1) Nombre del inspector que las re- 
dacte; 


2) Lugar, fecha, hora y circunstancias 
de la infracción; 


3) Nombre, profesión y domicilio del in- 
fractor o de su representantes si lo hay; 


4) Nombre, profesión y domicilio de 
los testigos, si los hay, los cuales de- 
ben ser mayores de quince años y so- 
ber leer y escribir. 


Las actas deben ser firmadas por el ins- 
pector actuante y por los testigos, si los 
hay, así como por el infractor o su repre- 
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sentante, o se hará constar que no han 
querido o no han podido firmarlas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 9 


Comentarios, 2-8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.439 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a las actas 
de infracción que levanta el inspector de 
trabajo al comprobar una violación a la 
ley o reglamento de trabajo. 


3.- En el ejercicio de sus funciones, los 
inspectores pueden hacer cualquier com- 
probación o investigación con motivo de 
una denuncia o en cumplimiento de una 
orden de servicio. En este caso rinden un 
informe de sus actuaciones a su superior 
jerárquico. 


4.- Este artículo se refiere también a 
las menciones que debe contener el acta 
de infracción: a) nombre del inspector 
actuante; b) lugar, fecha, hora y cir- 
cunstancias de la infracción; c) nom- 
bre, profesión y domicilio del infractor 
ode su representante si lo hay; d) nom- 
bre, profesión y domicilio de los testi- 
gos, si los hay, los cuales deben ser 
mayores de quince años y saber leer y 
escribir. 


5.- Una formalidad exigida es la firma 
del inspector actuante, de los testigos, si 
los hay, y del infractor o de su represen- 
tonte, haciéndose constar sin no han que- 
ido o no han podido firmar. 


6.- Sobre la firma del infractor de la ley, 
véase comentarios al Art.441 del CT. 


7.- En cuanto a la fuerza probante del 
acta de infracción firmada por el contra- 
ventor, véase Art.441 del CT. 


8.- Véase comentarios al Art.679 CT. 


JURISPRUDENCIA 


9.- El informe presentado por un inspec- 
tor de trabajo no está sujeto a las forma- 
lidades exigidas para el levantamiento de 
un acta de infracción, conforme a los 
Arts.406 y 408 (hoy 439 y 441) del Códi- 
go de Trabajo. (Sent. 25 marzo 1998, 
No.51, B.J.1048, p.601). 


Art.440.- “Cuando por cualquier cir- 
cunstancia no pueda redactarse el acta 
en el lugar de la infracción o en la fe- 
cha en que sea sorprendida, el inspec- 
tor lo hará en otro lugar o en otra fe- 
cha, según el caso, con enunciación de 
dicha circunstancia en el acta”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción literal del Art.407 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al caso 
específico de que el inspector actuan- 
te no pueda levantar el acta de in- 
fracción en la fecha y lugar de los he- 
chos. 


176 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 440-441 


DOCTRINA 


3.- En principio, el inspector debe levan- 
tar el acta en el lugar de la infracción y 
en la fecha en que sea sorprendida. En 
virtud de este texto, podrá hacerlo en otro 
lugar y en otra fecha cuando por cual- 
quier circunstancia se vea impedido para 
redactarla “en el lugar de la infracción o 
en la fecha en que sea sorprendido”. 


4.- El único requisito que la ley exige, es que 
el inspector actuante haga constar en el acta 
de infracción, las circunstancias por las cua- 
les no pudo redactar dicha acta en el lugar y 
fecha de comprobación de los hechos. 


Art.441.- “Se tendrán por ciertos, 
hasta inscripción en falsedad, los he- 
chos relatados en el acta, siempre que 
ésta haya sido firmada a la vez por 
los testigos y por el infractor o su re- 
presentante, sin protesta ni reserva”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6-8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.408 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Consagra el carácter auténtico del 
acta de infracción firmada por el inspec- 
tor, los testigos y el infractor sin protesta 
ni reserva. A falta de esto último, se ad- 
mite la prueba en contrario contra el con- 
tenido del acta de infracción. 


DOCTRINA 


3.- Para combatir el acta de infracción 
firmada en la forma que prevé este tex- 


to, es preciso inscribirse en falsedad y 
cumplir con el procedimiento previsto en 
los Arts.214 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil, que recoge un pro- 
cedimiento incidental encaminado a la 
comprobación de la falsedad, y 
consiguientemente a la supresión del do- 
cumento falso o a la reconstrucción del 
documento alterado. 


4.- La falsedad (Froilán Tavares Hijo, Ele- 
mentos de Derecho Procesal Civil Domi- 
nicano, Vol.ll, p.240-241) puede ser co- 
metida tanto en un acto auténtico como 
en uno bajo firma privada; de ahí que el 
procedimiento de la inscripción en false- 
dad sea aplicable a ambos actos. El acto 
auténtico es fehaciente hasta inscripción 
en falsedad respecto de los hechos que el 
oficial público actuante tiene misión de 
comprobar y que atesta haber compro- 
bado: es preciso inscribirse en falsedad 
para rebatir la sinceridad de una de esas 
comprobaciones. Por el contrario, las afir- 
maciones hechas en el acto por el oficial 
público, fuera de sus atribuciones lega- 
les, pueden ser combatidas por toda cla- 
se de pruebas, sin necesidad de inscrip- 
ción en falsedad. Por otra parte, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Art.214 
del Código de Procedimiento Civil, el acto 
bajo firma privada puede ser también 
objeto de una inscripción en falsedad, 
aunque “haya sido verificado, sea con 
el demandante, sea con el demandado 
en falsedad, si la verificación no ha te- 
nido por objeto una persecución de fal- 
sedad principal o incidental y aun cuan- 
do, fuera de esta excepción, haya 
intervenido sentencia fundada en dicho 
documento”. 


5.- La instrucción de este incidente- dice 
Froilán Tavares, hijo (ob.cit., p.242)- se 
halla dividida en tres etapas, cada una 
de las cuales se termina por una senten- 
cia: 1) debate acerca de la admisibilidad 
de la demanda; 2) debate sobre lo 
admisibilidad de los medios de falsedad; 


3) discusión de las pruebas de la false- 
dad. 
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JURISPRUDENCIA 


6.- Nuestra Suprema Corte de Justicia, 
en Sent. del 3 de febrero de 1984, 
(B.).878), donde se refiere al valor pro- 
batorio de las actas de los inspectores de 
trabajo, establece que si bien es verdad 
que el Art.408 del CT de 1951 (hoy, 441) 
atribuye valor probatorio de hasta ins- 
cripción en falsedad, a los hechos relata- 
dos en las actas levantadas por los ins- 
pectores de trabajo, no es menos cierto 
que ese valor de prueba está subordina- 
do a la circunstancia de que el acta haya 
sido firmado a la vez, por los testigos y 
por el infractor o sus representantes, sin 
protesta ni reservas que, en la especie, 
los informes a que se refiere el recurren- 
le están firmados por el inspector actuan- 
te, cuyo valor probatorio es el que le atri- 
buya el juez. 


7.- De acuerdo con el Art.81 de la Ley de 
Organización Judicial, sólo los alguaciles 
tienen calidad para hacer notificaciones; 
la notificación que envía el Secretario de 
la Cámara de Trabajo a ambos aboga- 
dos para anunciar el fallo no suple en 
modo alguno la notificación por medio 
del alguacil. (Sent. febrero 1969, B.J.699, 
p.233). 


8.- Las actas levantadas por los Inspecto- 
res de Trabajo que comprueban las in- 
fracciones en las leyes o reglamentos de 
trabajo, hacen fe hasta prueba en con- 
trario, cuando dichas actas no han sido 
fimadas a la vez por los testigos y por el 
infractor o su representante. (Sent. 5 
marzo 1954, B.J.524, p.408-412). 


Art,442.- “Sorprendida y compro- 
bada la infracción, el original y el 
duplicado del acta correspondiente 
serán remitidos al Departamento de 
Trabajo, el cual archivará el dupli- 
cado y remitirá el original, en los 
cinco días de su recibo, al tribunal 
represivo competente, para los fines 
de ley. 


El triplicado se entregará al infractor o a 
su representante. 


El cuadruplicado quedará en poder 
del inspector actuante, para ser en- 
cuadernado y archivado con los del 
año al cual corresponda. 


La remisión del original y el duplicado al 
Departamento de Trabajo debe ser 
hecha en los tres días de su fecha. 

La entrega del triplicado se hará el 
mismo día de la redacción del acta, si 
ésta se realiza en el lugar de la 
infracción, o se le remitirá 
inmediatamente por conducto de 
cualquier autoridad u otra vía que ofrezca 
seguridad”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.409 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra el procedi- 
miento a seguir en los casos de someti- 
miento o actos de infracción levantados 
por inspector de trabajo: el original y una 
copia se remite al DT en los tres (3) días 
de su fecha, el cual archivará el duplica- 
do y remitirá el original al tribunal com- 
petente, que es el Juzgado de Paz del 
domicilio del infractor. 


DOCTRINA 


3.- La ley otorga un plazo de cinco (5) 
días al DT para remitir el original a dicho 
tribunal para los fines de lugar. (Véase 
Arts.711 y 715); el triplicado se deja en 
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manos del infractor o su representante; 
el cuadruplicado del acta de infracción 
queda en manos del inspector actuante 
para ser encuadernado y archivado con 
las actas de infracción del año al cual 
corresponda. La entrega del triplicado al 
infractor se hará el mismo día de la re- 
dacción del acta, salvo que la misma se 
redacte en otra fecha conforme al Art.440 
del CT, en cuyo caso se le remitirá inme- 
diatamente por conducto de cualquier au- 
toridad u otra vía que ofrezca seguridad. 


4.- Véase comentarios Arts.440, 711 y 
715 del CT. 


Art.443..- “El servicio de inspección 
publicará un informe anual sobre 
la labor de los inspectores que es- 
tán bajo su dependencia. 


Los informes anuales del servicio de 
inspección tratarán de todas las ma- 
terias que le competen y contendrán 
además datos relativos: 


1) Al personal de servicio de inspec- 
ción de trabajo; 


2) A estadísticas de los establecimien- 
tos sujetos a inspección; 


3) A estadísticas de visitas de inspec- 
ción; 


4) A estadísticas de las infracciones 
comprobadas y de las sanciones im- 
puestas; 


5) A estadísticas de los accidentes de 
trabajo y de las enfermedades profe- 
sionales. 


El Instituto Dominicano de Seguros So- 
ciales y la Dirección General de Hi- 
giene y Seguridad Industrial de la 
Secretaría de Estado de Trabajo de- 
ben informar al Departamento de Tra- 
bajo de los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales de su co- 
nocimiento”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-2 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.410 del 
CT de 1951, al que se suprime del ordinal 
4) la frase “y del número de trabajadores 
que emplean”; y se añade el ordinal 5) y 
el último párrafo, el cual se inspira en el 
Art.14 del Convenio No. 81 de la OI, 
relativo a la inspección del trabajo en lo 
industria y el comercio (aprobado por el 
Congreso Nacional, mediante Resolución 
No.3592, promulgada el 30-6-53, 
G.0.7584, del 22-7-53). 


2.- La incorporación del último párrafo 
de este texto legal se debió a las presio- 
nes de la OIT, ya que la Comisión de Ex 
pertos en la aplicación de Normas, seña: 
ló al gobierno “el hecho de que lo 
inspección de trabajo debe estar infor- 
mada no solamente de los accidentes del 
trabajo sino igualmente de los casos de 
enfermedades profesionales”. 


COMENTARIOS 


3.- La Exposición de Motivos del antepro: 
yecto del CT de 1992, estableció que el 
del CT de 1951 es modificado con el ob. 
jetivo de adecuarlo al convenio No.81 de 
la OIT, 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal consagra la obligo: 
ción del servicio de Inspección de rendi 
un informe anual sobre sus actuaciones 
el cual debe contener específicamente lo 
siguientes aspectos: a) Personal de sem: 
cio de inspección de trabajo; b) estadíst 
cas de los establecimientos sujetos a ins 
pección; c) estadísticas de visitas de 
inspección; d) estadísticas de las infra: 
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ciones comprobadas y de las sanciones 
impuestas; e) estadísticas de los acciden- 
tes de trabajo y de las enfermedades pro- 
fesionales. 


5.- El párrafo final establece la obliga- 
ción del IDSS y del Director de Higiene y 
Seguridad Industrial de la SET, de infor- 
mar al Departamento de Trabajo de los 
accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de su conocimiento. 


SECCION QUINTA 


DEL SERVICIO DE EMPLEO 


Art,444.- “En la Secretaría de Esta- 
do de Trabajo habrá una Dirección 
General de Empleo con las siguientes 
atribuciones: 


1) Mantener un registro de los traba- 
jodores desocupados; 


2) Mantener un registro de los em- 
pleos vacantes; 


3) Suministrar las informaciones que 
les soliciten empleadores y trabaja- 
dores; 


4) Expedir certificados de desocupa- 
ción a los trabajadores sin empleo; 


5) Cancelar estos certificados cuando 
el trabajador sea empleado; 


b) Dar a los trabajadores desocupa- 
dos y a los empleadores los consejos 
que éstos soliciten”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Reglamento No.1480 
Comentarios, 2 -de 1956, 9-11 
Doctrina - Del Servicio Nacional 


-E servicio de empleo 

enla RD, 3-6 

-Del CT de 1951, Decreto 
-No.1179 de 1955, 7-8 


de Empleo, 12-18 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.411 del 
CT de 1951, con la salvedad de que el 
CT de 1992 menciona Secretaría de Es- 
tado de Trabajo en lugar de Departa- 
mento de Trabajo, y Dirección General 
de Empleo en lugar de Oficina de Em- 
pleo. Diversas leyes de gastos públicos mo- 
difican en parte, implícitamente, a Ley 
Orgánica de la SET y al propio CT en lo 
referente al Servicio Nacional de Empleo, 
al disponer que la Oficina de Empleo, 
Sindicatos y Extensión Cultural Obrera de 
que trata la Ley Orgánica No.9946 de 
1954, sea elevada a categoría de Direc- 
ción General, con igual rango adminis- 
trativo que la Dirección General de Tra- 
bajo, con lo que el servicio de empleo ha 
dejado de ser una dependencia de este 
último departamento, para depender di- 
rectamente del SET. De este modo que- 
daron modificadas las disposiciones del 
CT de 1951 que situaban el Servicio de 
Empleo bajo el ámbito del DT. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 estableció que: “El servicio de em- 
pleo es uno de los tantos servicios enco- 
mendados al Departamento de Trabajo, 
y que deben prestar, fuera del Distrito de 
Santo Domingo, según el Código, los re- 
presentantes locales. Dada su importan- 
cia se le dedica una sección completa a 
su reglamentación, tomando como base 
la parte esencial de la Ley No.640 del 23 
de julio de 1944, sobre Registro y Certifi- 
cados de Desocupados. La innovación 
más señalada que se introduce en este 
servicio especial, consiste en la coordina- 
ción del registro de trabajadores desocu- 
pados que funciona en virtud de la ley 
citada, con otro registro que debe llevar- 
se para la anotación de empleos vacan- 
tes, y en el consiguiente suministro de las 
informaciones y consejos que soliciten, 
respectivamente, patronos y trabajado- 
res acerca de las personas sin trabajo y 
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de los empleos vacantes, con los datos 
que figuren en dichos registros. De poco 
sirve, con relación a esto último, que el 
artículo 8 de la Ley No.640 de 1944, au- 
torice el acceso a los registros de desocu- 
pados de toda persona que quiera con- 
sultarlos, con el fin de ofrecer trabajo a 
las que figuren en ellos como desocupa- 
dos: la práctica ha demostrado que muy 
pocas veces han hecho uso de tal facultad 
los patronos que han necesitado llenar va- 
cantes en sus negocios. Puede esperarse, 
en cambio, que la doble información que 
ofrezca un registro de trabajadores des- 
ocupados y otro de empleos vacantes, pro- 
duzca, una vez generalizado su uso, to- 
dos los beneficios que se propuso obtener 
el legislador de 1944, al votar la 
preindicada ley del 23 de junio de ese año”. 


DOCTRINA 


EL SERVICIO DE EMPLEO EN LA RD 


3.- El Servicio Nacional de Empleo está 
regido por los Arts.444 al 451, ambos 
inclusive, del CT; el Decreto No.1179 del 
27 de septiembre de 1955 (G.0.7893), 
que crea el Registro Oficial Provincial de 
Desocupados, y por el Reglamento 
No.1480 del 9 de febrero de 1956 
(G.0.7946), sobre Registro Oficial pro- 
vincial de Desocupados y el Servicio de 
Empleo, modificado “en cuanto sea ne- 
cesario” por el CT de 1992; el Decreto 
No.107/95 del 31 de mayo de 1995 que 
vincula el SNE con el INFOTEP y la Reso- 
lución No.3-91 del 28 de enero de 1991, 
que autoriza las agencias retribuídas de 
colocación. 


4.- El Servicio Nacional de Empleo cons- 
tituye la función pública, nacional, gra- 
tuita, instituida y organizada por el Esta- 
do con el objeto de promover el completo 
desarrollo de los recursos humanos y su 
más conveniente distribución a fin de ase- 
gurar el empleo total (Art.1 del Regla- 
mento 1480). Este servicio está a cargo 
de la Dirección General de Empleo y Re- 


cursos Humanos de la SET, la cual tiene 
como objetivo principal aminorar la des 
ocupación, organizando y dirigiendo un 
servicio nacional y gratuito de colocación 
para trabajadores y empleadores. 


5.- Para el desempeño de esta función, 
la referida Dirección General cuenta con 
las Divisiones de Planificación y Promo- 
ción de Empleo, el Servicio Nacional de 
Intermediación de Empleo, la División de 
Migraciones laborales y las Secciones: de 
Recepción de Oferta y Colocación y Anó- 
lisis de Mercado de Trabajo; Oficinas Re- 
gionales y Control de Desocupados y lo 
Sección de Evaluación y Archivo. 


6.- El Servicio de Empleo en la RD ho 
atravesado por diferentes etapas evo: 
lutivas, en la cuales ha sido adaptado o| 
las exigencias y condiciones propias del 
medio: a) La primera ley votada en es: | 
sentido, fue la número 640 sobre Regis 
tro de Desocupados, del 23 de junio d| 
1944, que estableció por primera vez un 
registro de desocupados y cimentaba los 
bases de una organización del servicio 
de empleo; b) Posteriormente, la Ley 64) 
con algunas modificaciones, pasó a for: 
mar la Sección V, del Capítulo II del Libro 
VII del CT de 1951 (VEase punto 2 de 
este comentario); c) Más tarde, el 22 d| 
septiembre de 1953, se ratificó formal. 
mente el Convenio No.88 de la OIT, relo- 
tivo a la Organización del Servicio de 
Empleo; d) El 27 de septiembre de 1955 
se dictó el Decreto No.1179, mediante el 
cual a partir del 1ro.de enero de 195 
comenzarían a funcionar en cada cabe- 
cera de provincia los Registros Oficiales 
de Desocupados, los cuales tienen a su 
cargo, entre otras funciones, promover 
investigaciones sobre los recursos de lo 
mano de obra masculina y femenina; es 
tudiar las necesidades presentes y futu: 
ras de la mano de obra; el subempleo y 
desempleo; el análisis y clasificación de 
ocupaciones, etc., así como hacer estu: 
dios y encuestas sobre la situación de 
mercado de empleo en las distintas loco 
lidades del país. 
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DeL CT De 1951, DecrerTO No.1179 
DE 1955 


7.- Además de las disposiciones legales 
precitadas, el Servicio Nacional de Em- 
pleo estaba según el CT de 1951, en una 
sección denominada Oficina de Empleo 
(esta parte del citado Código fue refor- 
mada por la Ley de Gastos Públicos, la 
cual creó la Dirección General de Em- 
pleo), con las siguientes atribuciones: 
mantener un registro de los trabajadores 
desocupados; mantener un registro de los 
empleos vacantes; suministrar las infor- 
maciones que le solicitasen empleadores 
y trabajadores sin empleo; cancelar estos 
certificados cuando el trabajador fuera 
empleado; y dar a los trabajadores y 
empleadores los consejos que éstos le so- 
licitaran. 


8.- Fuera del DN, dichas atribuciones eran 
ejercidas por los Agentes Auxiliares de 
Empleos, y los Representantes Locales de 
Trabajo. La Oficina del Empleo en el DN 
funcionaba como oficina central, de con- 
formidad con las prescripciones del Art.3 
del Decreto No.1179 mencionado. En la 
actualidad, los representantes locales son 
los agentes provinciales de empleo. 


REGLAMENTO No.1480 pe 1956 


9.- El Reglamento 1480 del 19 de febre- 
ro de 1956, sobre el Registro Provincial 
de Desocupados y el Servicio de empleo, 
modificado en cuanto sea necesario por 
el Art.733 del CT de 1992, define el Ser- 
vicio de Empleo. (Véase No.4 de estos 
comentarios). Se incorpora así en nues- 
tra legislación un nuevo concepto del 
empleo. 


10.- El prealudido Reglamento incluye 
además, la orientación, capacitación y 
readaptación profesionales, extendiendo 
su campo de acción hasta las personas 
impedidas, esto es, físicamente imposibi- 
ltadas para desarrollar el trabajo de un 
hombre sin discapacidad para las cuales, 


se indica en dicho Reglamento, sólo se 
tomará en cuenta al procurarles trabajo, 
su capacidad, sea cual sea el defecto cor- 
poral o congénito que determine su con- 
dición de discapacidad. 


11.- El referido Reglamento contiene dis- 
posiciones en torno a la obligación de 
los empleadores de comunicar a la Ofici- 
na de Empleo correspondiente las vacan- 
tes producidas o a producirse en su esta- 
blecimiento, así como otras diversas 
medidas de utilidad para el mayor y me- 
¡or desenvolvimiento de este servicio, en- 
tre las cuales se incluye la colaboración 
estrecha de otros organismos del Estado, 
el acopio y divulgación de informaciones 
sobre el mercado de empleo, etc. 


DeL Servicio NACIONAL DE EMPLEO 


12.- Compete al SNE: 1) Mantener per- 
manente coordinación con los organis- 
mos que actúan en el campo de la plani- 
ficación y promoción de empleo; 2) 
Organizar y dirigir un servicio público gra- 
tuito de empleo para trabajadores y 
empleadores que regule la oferta y la 
demanda de trabajo; 3) Facilitar la mo- 
vilidad profesional a fin de ajustar la ofer- 
ta y la demanda de mano de obra a las 
posibilidades de empleo en las diversas 
actividades económicas; 4) Estudiar la si- 
tuación ocupacional y estimar el desem- 
pleo y subempleo; 5) Determinar los re- 
querimientos de puestos de trabajo, así 
como las necesidades de personal profe- 
sional calificado; 6) Participar en la for- 
mulación y ejecución de proyectos gene- 
rales de empleo; 7) Investigar y sugerir 
acciones para adecuar las relaciones la- 
borales internas y externas, con miras a 
que los recursos humanos migrantes con- 
tribuyan a la óptima distribución de la 
población trabajadora en el territorio 
nacional. 


13.- Entre las funciones del Servicio de 
Empleo está la de colaborar con los or- 
ganismos destinados a la rehabilitación 
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profesional de las personas impedidas o 
con defectos corporales congénitos o ad- 
quiridos que determinen una reducción 
en su calidad normal de trabajo, a fin de 
proporcionarles empleos adecuados. El 
criterio a seguir para la colocación de 
trabajadores físicamente impedidos será 
la capacidad de trabajo del interesado, 
cual que sea el origen de la invalidez. 


14.- El Decreto No.1019 del 29 de abril de 
1983 creó la Comisión Nacional de Empleo. 
Dicha Comisión, “debe elaborar planes y 
programas con recomendaciones prácticas 
y concretas que permitan al gobierno en- 
frentar efectivamente el grave problema del 
desempleo” así como “sugerir al Poder Eje- 
cutivo, dentro de una política y estrategia 
coherente, lineamientos que permitan ar- 
monizar y complementar las acciones que 
incidan en el empleo y productividad”. 


15.- Esta Comisión constituye uno de los 
casos de tripartismo en la RD. Conforme 
al Art.3 del citado Decreto No.1019 de 
1983, la CNE está integrada de la si- 
guiente manera: el SET, quien la presidi- 
rá, el Secretario de Estado de Industria y 
Comercio, el Director de la Oficina Na- 
cional de Planificación, el Director Gene- 
ral de la Corporación Dominicana de 
Empresas Estatales y el Director Ejecutivo 
del Consejo Estatal del Azúcar, en repre- 
sentación del Estado. Un representante 
de cada una de las siguientes institucio- 
nes: Consejo Nacional de Hombres de 
Empresas, (hoy Consejo Nacional de la 
Empresa Privada), Asociación de Indus- 
trias de la RD, Confederación Patronal 
de la RD, Empresas de Zona Franca y Aso- 
ciación de Comerciantes e Industriales de 
Santiago, en representación del sector 
empleador, y un representante de cada 
una de las siguientes instituciones labo- 
rales: Confederación General de Traba- 
jadores, Unión General de Trabajadores 
Dominicanos, Confederación Autónoma 
de Sindicatos Clasistas; Central Unitaria 
de Trabajadores y Confederación de Tra- 
bajadores Dominicanos, en representa- 
ción de la clase trabajadora. El Banco de 


los Trabajadores Dominicanos, el Institu- 
to de Formación Técnico Profesional 
(INFOTEP) y el Instituto Dominicano de 
Seguros Sociales (IDSS), participarán en 
la Comisión por medio de sus represen- 
tantes como miembros especiales con voz. 
El Director Nacional de Empleo de la SET 
será el Secretario Ejecutivo de la Comi- 
sión Nacional de Empleo (Art.4). Dicha 
Comisión se reunirá ordinariamente una 
vez por mes (esto no se cumple. La CNE 
brilla por su ineficacia e inactividad) y 
extraordinariamente por convocatoria de 
su Presidente (Art.5). La mencionada Co- 
misión deberá rendir informes trimestra- 
les al Poder Ejecutivo y cada vez que le 
fueren solicitados (Art.6). 


16.- La CNE, creada mediante el citado 
Decreto 1019 de 29 de abril de 1983, es 
reestructurada mediante el Decreto 
No.381-96 de 28 de agosto de 1996, y 
tiene a su cargo las siguientes atribucio- 
nes: a) Elaborar planes y programas con 
recomendaciones prácticas y concretas 
que permitan al Gobierno enfrentar el 
grave problema de desempleo; b) Suge- 
rir al Poder Ejecutivo, dentro de una poli- 
tica y estrategia coherente, lineamientos 
que permitan armonizar y complementar 
las acciones que incidan en el empleo y 
la productividad; c) Recomendar planes y 
medidas tendentes a la creación de nue- 
vos empleos, tanto en el sector público 
como el privado del país; d) Fijar las nor- 
mas conforme a las cuales se promueve 
un crecimiento generado de ocupación 
productiva que eleve la productividad 
nacional; e) Crear los mecanismos que 
garanticen la observancia de las políticas 
de empleo trazadas; f) Recomendar me- 
didas que permitan enfrentar la inflación 
y el desempleo, fortaleciendo la político 
de revalorización del trabajo basada en 
una mejor calidad de vida y de trabajo; 
g) Conocer de los asuntos que para fines 
de opinión, le someta el Poder Ejecutivo; 
y, h) Conocer, deliberar y hacer recomen- 
daciones sobre todos los asuntos que con- 
sidere pertinentes y relacionados con la 
política de empleo, en fin, orientar, pro- 
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mover y evaluar la política nacional de 
empleo. 


17.- A partir de su creación, y principal- 
mente a partir de su modificación, la 
Comisión Nacional de Empleo ha hecho 
importantes planteamientos de 
lineamientos de políticas y programas de 
generación de empleo al Poder Ejecutivo, 
algunos de los cuales han sido elabora- 
dos con la asistencia técnica de la Orga- 
nización Internacional del Trabajo, a tra- 
vés de sus Equipos Multidisciplinarios de 
San José y Lima. 


18.- Corresponde a esta Comisión crear 
y actuar dentro de la política nacional de 
empleo, esto es, el conjunto de decisio- 
nes que tienen como objetivo la consecu- 
ción del equilibrio, a corto y largo plazo, 
entre la oferta y la demanda de trabajo, 
en sus aspectos cuantitativos y cualita- 
tivos, incluyendo la protección del em- 
pleo y de las situaciones de desempleo. 
las medidas de política de empleo deben 
adoptarse en el marco de la política eco- 
nómica del gobierno, de forma que per- 
mitan conseguir y mantener en lo posible 
el nivel de pleno empleo, mejoraría la 
estructura ocupacional y fomentar la me- 
jora de las condiciones de vida y de tra- 
bajo. Por consiguiente, mediante esta po- 
litica se persigue: 1) un aumento del nivel 
de empleo a través de programas desti- 
nodos a fomentar la colocación de tra- 
bajadores; 2) establecer y regular siste- 
mas adecuados de prevención y 
protección de las situaciones de desem- 
pleo; 3) lograr el mejor grado de trabajo 
mediante una adecuada gestión de la co- 
cación y de la adopción de medidas que 
posibiliten la información, orientación, 
formación y promoción profesionales; 4) 
proteger la movilidad geográfica y ocu- 
pacional de la mano de obra a fin de 
conseguir mayor adecuación de las ofer- 
tos y las demandas de empleo. Esta polí- 
tica debe comprender asimismo, 5) pro- 
gamas a nivel nacional de promoción 
de empleo en los campos económico, so- 
cial y formativo; 6) medidas de carácter 


selectivo para zonas geográficas donde 
la desocupación tenga mayor incidencia 
para sectores económicos en crisis; 7) in- 
cluyendo, también, entre otras cosas, la 
contratación temporal de trabajadores. 


Art.445.- “Las atribuciones estable- 
cidas en el artículo anterior son 
ejercidas fuera del Distrito Nacio- 
nal, por los representantes locales 
de trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.412 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El Reglamento 1480 de 1956, que- 
da modificado en cuanto que en cada 
municipio no hay Oficinas de Registro 
Oficial Provincial de Desocupados. 


3.- El Art.3 del mencionado Reglamento 
1480 establecía que: “Los Encargados de 
los Registros Oficiales Provinciales de Des- 
ocupados además de las atribuciones que 
les son conferidas por las leyes y regla- 
mentos, tienen el deber de controlar y 
precisar el número de desocupados que 
pudiera haber en sus respectivas jurisdic- 
ciones, lo que les impone la obligación 
consiguiente de localizar y determinar por 
todos los medios posibles, las personas 
que estuviesen sin trabajo, con el fin de 
hacerlas inscribir en los registros corres- 
pondientes, y de procurarles colocación 
adecuada, debiendo en consecuencia, 
desplegar asimismo dentro de su juris- 
dicción, todas las actividades que fueren 
necesarias para cercionarse de las opor- 
tunidades de trabajo disponibles” 
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DOCTRINA 


4.- Este texto legal pone el servicio de 
empleo fuera del Distrito Nacional a car- 
go de los representantes locales de tra- 
bajo. 


5.- Véase comentarios al Art.444 CT. 


Art.446.- “Las personas desocupadas 
pueden solicitar y obtener de la Di- 
rección General de Empleo o de los 
representantes locales de trabajo su 
inscripción en el registro de trabaja- 
dores desocupados, tan pronto como 
se encuentren sin empleo. 


La inscripción debe contener: 
1) Número de orden y fecha; 
2) Nombre, nacionalidad, estado, 
edad y residencia actual del desocu- 


pado; 


3) Mención de la cédula de identidad 
de éste; 


4) Profesión, arte y oficio del mismo y 
especialización si la tiene; 


5) Número de hijos del trabajador; 


6) Indicación de si sabe o no leer y 
escribir; 


7) Nombre del último empleador a 
quien sirvió, y clase de trabajo reali- 
zado; 


8) Monto del último salario percibido; 
9) Título, licencia o diploma que po- 
sea; 


10) Sindicato a que pertenece, si es 
miembro de alguno. 


La Dirección General de Empleo o los 
representantes locales de trabajo, se- 
gún el caso, deben expedir al traba- 
jador desocupado, inmediatamente 
después de su inscripción, un certifi- 
cado de desocupación, en el cual fi- 
guren los mismos datos indicados en 
este artículo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1-3 Comentarios, 4-6 


ANTECEDENTES 


1.- Modificación del Art.415 del CT de 1951, 
con la supresión de la remisión que hacía 
al Art.413 del mismo, el cual establecía que 
“Toda persona de sexo masculino, mayor 
de dieciocho años, que no tenga medios 
lícitos de subsistencia y se encuentre sin tro- 
bajo, está en la obligación de obtener unas 
constancia de ello en la forma prevista en 
esta sección. La solicitud a que se refiere 
este artículo es potestativa para las perso- 
nas del sexo femenino”. 


2.- El CT de 1992 dice Dirección General 
de Empleo, en lugar de Oficina de Empleo 
porque el Servicio Nacional de Empleo que 
estaba, según el CT de 1951, en una sec: 
ción denominada Oficina de Empleo (esto 
parte del citado Código fue reformada por 
la Ley de Gastos Públicos, la cual creó lo 
Dirección General de Empleo). 


3.- Otra modificación introducida por el 
CT de 1992, es que hace voluntario el 
registro de desocupados, en lugar de obli- 
gatorio. 


COMENTARIOS 


4.- Este texto legal prevé el derecho de 
toda persona desocupada de inscribirse 
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en el registro de empleo y obtener un 
certificado de desocupación y la obliga- 
ción del Estado, a través del SNE, de 
procurlarle trabajo. 


5.- Consagra, además, las menciones que 
debe contener la inscripción en el Regis- 
to de Desocupados: a) fecha y lugar; b) 
nombre y generales del interesado; c) su 
cédula de identidad personal; d) profe- 
sión, arte u oficio y especialización si la 
tiene; e) número de hijos; f) indicación 
de si sabe leer y escribir; g) indicación 
del último empleador y clase de trabajo 
realizado; h) monto del último salario 
percibido; i) título, licencia o diploma que 
posea; į) sindicato al que pertenece en 
caso de ser miembro de alguno. 


6.- El párrafo final se refiere a la obliga- 
ción del Director Nacional del Servicio de 
Empleo o de los representantes locales 
de trabajo de expedir el certificado de 
desocupación al interesado registrado. 


Art,447.- “Los empleadores que ne- 
cesiten trabajadores para sus empre- 
sas, pueden informar de esta circuns- 
tancia a la Dirección General de Empleo 
oa los representantes locales de tra- 
bajo, debiendo indicar al mismo tiem- 
po todas las características del trabajo 
de que se trate, los días y horas de éste 
y el salario correspondiente. 


Sien el momento de la información exis- 
ten en el Registro de Desocupados ins- 
cripciones de trabajadores con aptitud 
pora el trabajo de que se trate, la Di- 
rección General de Empleo o los repre- 
sentantes locales deben llamar inme- 
diatamente a dichos trabajadores y 
ponerlos en comunicación con los 
empleadores. 


Si no hay inscripciones o el número de 
éstas es insuficiente, se asentarán los 
empleos vacantes en un registro espe- 
cial, en el cual deben figurar las men- 
ciones indicadas en la primera parte de 
este artículo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.416 del 
CT de 1951, con la salvedad que El CT 
de 1992 habla de Dirección General de 
Empleo, en lugar de Oficina de Empleo 
porque el Servicio Nacional de Empleo 
estaba, según el CT de 1951, en una sec- 
ción denominada Oficina de Empleo (esta 
parte del citado Código fue reformada 
por la Ley de Gastos Públicos, la cual creó 
la Dirección General de Empleo). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé el derecho de 
todo empleador necesitado de un traba- 
jador, de dirigirse a la Dirección Nacio- 
nal de Empleo e informarle sobre las ca- 
racterísticas del trabajo disponible y 
solicitar si en el registro existe alguna per- 
sona desocupada que reúna las condi- 
ciones requeridas para el empleo dispo- 
nible. 


3.- En caso de existir alguna persona ins- 
crita con las aptitudes para desempeñar 
el empleo, la Dirección Nacional de Em- 
pleo, o el representante local de trabajo 
la llevará y servirá de contacto de dicho 
persona con el empleador. En caso con- 
trario, se procederá a asentar en el libro 
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registro el empleo o empleos vacantes y 
a dar publicidad a la oferta de trabajo 
disponible para que cualquier persona no 
registrada que reúna las condiciones del 
empleo pueda optar por él. 


Art.448.- “Los registros de desocu- 
pados y de empleos vacantes son pú- 
blicos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.417 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto es una aplicación particu- 
lar del carácter público reconocido a los 
registros de las oficinas de trabajo de que 
trata el Art.429 del CT. 


3.- Reitera una característica común de 
los registros a cargo de la SET, la cual 
consiste en que los mismos son públicos; 
por consiguiente, toda persona interesa- 
da puede tomar conocimiento directo u 
obtener alguna certificación sobre los re- 
gistros que el SNE lleva conforme al 
Art.444 del CT. 


4.- Véase comentarios Art.429. 


Art.449.- “Tan pronto como un tra- 
bajador desocupado obtenga trabajo 
debe devolver su certificado de des- 
ocupación a la oficina expedidora 
para su cancelación y archivo. 


Si posteriormente queda sin empleo, 
debe solicitar y obtener un nuevo cer- 
tificado”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.418 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra la obliga- 
ción a cargo de todo trabajador desocu- 
pado registrado como tal, provisto de un 
certificado de desocupación, de devolver 
este certificado tan pronto obtenga un 
empleo. En la práctica, esta obligación 
no se cumple cabalmente. 


3.- El párrafo de este artículo se refiere a 
la expedición de un nuevo certificado des- 
pués de que el certificado de desocupa- 
ción original ha sido devuelto y se proce- 
de a una nueva inscripción del trabajador. 
En este supuesto, el trabajador debe soli- 
citar su nuevo registro, y las autoridades 
están en el deber de expedir un nuev 
certificado de desocupación. 
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Art.450.- “La Dirección General de 
Empleo podrá solicitar de las institu- 
ciones públicas y privadas, sindica- 
tos de empleadores y de trabajado- 
res u otros organismos, todos los datos 
e informaciones que considere necesa- 
rios para el desarrollo de sus activida- 
des”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.5 del Re- 
glamento No.1480 de 9 de febrero de 
1956, sobre el Registro Oficial Provincial 
de Desocupados y el Servicio de Empleo 
(6.0.7946). La facultad establecida en 
este texto legal se reconoce a la Direc- 
ción General de Empleo en lugar de a los 
Encargados de los Registros Provinciales 
de Desocupados. 


COMENTARIOS 


2.- Se trata de una disposición importan- 
te para que el Servicio Nacional de Em- 
pleo que ofrece la SET sea eficaz. 


3.- Este texto prevé la facultad de la Di- 
rección General de Empleo para que ésta 
pueda dirigirse a las instituciones públi- 
cos y privadas, incluyendo sindicatos de 
empleadores y trabajadores u otros or- 
ganismos, solicitando los datos e infor- 
maciones que considere necesarios para 


sus actividades y pedir los empleos dis- 
ponibles. Esta facultad le da mayor agi- 
lidad y flexibilidad para el éxito de las 
gestiones. 


Art.451.- “La Dirección General de 
Empleo colaborará con los orga- 
nismos destinados a la rehabilita- 
ción profesional de minusválidos, 
a fin de proporcionarles empleos 
adecuados”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se dictó en aplicación 
del Convenio No.159 sobre la readapta- 
ción profesional y el empleo de personas 
inválidas, del 20 de ¡unio de 1983 (Pro- 
mulgado por el Poder Ejecutivo en fecha 
31 de diciembre de 1994). 


3.- Este texto guarda relación con las obli- 
gaciones asumidas por el Estado domini- 
cano de tomar las medidas pertinentes 
para procurar trabajo adecuado a los 
discapacitados. 


4.- Véase comentarios Arts.314, 315 y 
316 del CT. 
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SECCION SEXTA 


DeL ComiTé NACIONAL DE SALARIOS 


Art.452.- “En la Secretaría de Esta- 
do de Trabajo funcionará un Comité 
Nacional de Salarios, integrado de la 
manera siguiente: 


1) Por un Director General y dos vo- 
cales, nombrados por el Poder Ejecu- 
tivo; 


2) Por los vocales especiales que, en 
representación de empleadores y tra- 
bajadores, sean designados de acuer- 
do con el párrafo primero del artículo 
457. 


El Director General del Comité no po- 
drá, durante el ejercicio de su cargo, 
dedicarse a actividades económicas, 
incluyendo las agrícolas, comerciales, 
industriales, profesionales o de cual- 
quiera otra naturaleza que requieran 
el empleo de trabajadores cuyos sa- 
larios puedan ser objeto de tarifas 
mínimas. 


Los miembros del Comité recibirán el 
sueldo que se les asigne en el presu- 
puesto nacional, excepto los vocales 
que percibirán por cada sesión a que 
asistan, los honorarios que les sean 
asignados por el Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo podrá destituir a 
cualquiera de los miembros del Comi- 
té por negligencia o mala conducta, y 
sustituirlos por cualquier impedimen- 
to para el desempeño de su cargo. 


Toda vacante de un miembro guber- 
namental del Comité será cubierta por 
la persona que designe el Poder Eje- 
cutivo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Salarios mínimos, OIT y 
Comentarios, 2-5 América Latina, 9 
-Origen. Evolución histórica, 6 | -Perspectiva internacional, 10 
-Métodos y Procedimientos, 7 | -De la fijación del Salario 


-Principales funciones, 8 mínimo en Santo Domingo, 1! 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.420 del 
CT de 1951, que fue modificado por la 
Ley No.528, del 5 de diciembre de 1964 
(G.0.8910), al que se le suprimió el últi- 
mo párrafo que establecía que: “En lo 
adelante se modifica la denominación del 
Presidente del Comité Nacional de Salo- 
rios, por la de Director General del Co- 
mité Nacional de Salarios, y, en conse- 
cuencia, en cualquier ley, reglamento u 
ordenanza que se refiera a dicho Presi- 
dente, deberá leerse Director General del 
Comité Nacional de Salarios de la Secre- 
taría de Estado de Trabajo, el cual estará 
bajo la autoridad inmediata del Titular 
de la Cartera de Trabajo, en todo lo re- 
lativo a sus funciones”. 


COMENTARIOS 


2.-Este texto introduce en el CT como un 
dependencia de la SET, el Comité Nacio: 
nal de Salarios, organismo encargado del 
establecimiento de los salarios mínimos 
en RD. 


3.- Dicho Comité está integrado por un 
Director General y dos vocales nombre: 
dos por el Poder Ejecutivo (miembros 
gubernamentales), y por los vocales es 
peciales que en representación de 
empleadores y trabajadores sean de- 
signados por el Director General (la ley 
habla del presidente de ese organismo), 
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entre los candidatos recomendados 
para tales fines por los empleadores o 
sus organizaciones y por los trabajado- 
res o sus sindicatos. El Comité tiene 
además, un Secretario, un Contador 
Público Autorizado y los demás emplea- 
dos necesarios. 


4.- El texto fija además determinadas li- 
mitaciones al Director General del Comi- 
té que no podrá dedicarse a actividades 
económicas (agrícolas, comerciales, indus- 
triales ni profesionales) o de cualquier otra 
naturaleza que requieran el empleo de 
trabajadores cuyos salarios puedan ser 
objeto de tarifas del salario mínimo. 


5.- Este texto legal se refiere también a 
la forma de pago de los miembros del 
CNS y la facultad del PE de destituir a 
cualquiera de los miembros gubernamen- 
tales por negligencia o mala conducta. 
También corresponde al PE cubrir la va- 
cante dejada por cualquier miembro gu- 
bernamental. 


DOCTRINA 

ORIGEN. EVOLUCIÓN HISTÓRICA 
6.- Véase comentarios al Art.213, párra- 
fos 6 y 7. 

Méropos Y PROCEDIMIENTOS 
7.- Véase comentarios al Art.213 (puntos 
8 y 9). 

PRINCIPALES FUNCIONES 


8.- Nos remitimos a los comentarios efec- 
tados en el Art.213, puntos 10 y 11. 


SALARIOS MÍNIMOS, OIT 
Y AMÉRICA LATINA 


9.- Véase los comentarios contenidos en 
los puntos 15 y 16 de los comentarios al 
Art.213. 


PERSPECTIVA INTERNACIONAL 


10.- Nos remitimos a los comentarios 
efectuados en los párrafos 17, 18 y 19 
del Art.213. 


De la fijación del Salario mínimo en San- 
to Domingo. 


11.- Véase puntos 12,13 y 14 del Art.213. 


Art.453.- “El Comité tendrá un se- 
cretario y demás empleados adminis- 
trativos que requiera, nombrados por 
el Poder Ejecutivo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.421 del 
CT de 1951, que fue modificado por la 
Ley No.80, de fecha 5 de diciembre de 
1963 (G.0.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a que el 
CNS tendrá un Secretario y el personal 
administrativo que requiera, nombrado 
por el Poder Ejecutivo, incluyendo el per- 
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sonal técnico, de investigación o necesa- 
rio para los archivos y otras funciones 
que le sean propias. 2 


3.- Los cargos ocupados por este perso- 
nal nombrado por el PE, y su retribución, 
aparece anualmente en la Ley General 
de Gastos Públicos. 


Art.454..- “El Comité redactará su re- 
glamento interior y lo someterá al 
Poder Ejecutivo para su aprobación, 
por vía del Secretario de Estado de 
Trabajo, quien podrá hacer las re- 
comendaciones que considere perti- 
nentes”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.422 del CT de 1951, modificado por 
la Ley No.80 de 5 de diciembre de 1963 
(G.0.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra la facultad 
del CNS de establecer su propio regla- 
mento interno, con la obligación de so- 
meterlo al Poder Ejecutivo para su apro- 
bación por vía del SET, además de la 
facultad de este funcionario de hacer las 
recomendaciones que estime pertinentes. 


DOCTRINA 


3.- Aunque el CNS tiene cierta autono- 
mía en el desempeño de su labor, forma 
parte de la SET, siendo una dependencia 
de este departamento. Esta autonomía 
se ejerce con las limitaciones que esta- 


blece el Art.426 del CT, que impone al 
SET la obligación de examinar toda reso- 
lución que le remita el CNS, aprobarla o 
devolverla con las objeciones que le ha- 
yan sido sometidas. 


4.- Véase Comentarios Arts.462 y 463. 


Art.455.- “El Comité estará encarga- 
do de fijar tarifas de salarios míni- 
mos para los trabajadores de todas 
las actividades económicas, incluyen- 
do las agrícolas, comerciales, indus- 
triales o de cualquiera otra naturale- 
za que se realicen en la República, 
así como la forma en que estos sala- 
rios deban pagarse. Dichas tarifas 
pueden ser de carácter nacional, re- 
gional, provincial, municipal, para el 
Distrito Nacional o exclusivamente para 
una empresa determinada”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.423 del 
CT de 1951, modificado por la Ley No.80, 
de 5 de diciembre de 1963 (G.O.8814). 


COMENTARIOS 


2.- El Art.8, párrafo 11 de la Constitu- 
ción de la República establece que “Lo 
ley podrá, según lo requiera el interés 
general, establecer... los sueldos y sala- 
rio mínimos y sus formas de pago...”. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal determina el alcance 
de las facultades legales del CNS. Le re- 
conoce: 1) La facultad de fijar el salario 
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mínimo de todas las actividades econó- 
micas (agrícolas, comerciales, industria- 
les) o de cualquier otra naturaleza que 
se realicen en la República; 2) La forma 
del pago del salario mínimo; 3) El alcan- 
ce de la tarifa de salario mínimo que la 
ley clasifica por la demarcación territo- 
rial (nacional, regional, provincial, mu- 
nicipal), o para una empresa o rama in- 
dustrial o de actividad. 


4.- El CNS no está autorizado ni tiene 
facultad para hacer reajustes de salario, 
ni aumentos de los salarios que por enci- 
ma del salario mínimo pague voluntaria- 
mente el empleador o éste haya conveni- 
do pagar en el contrato individual o en 
el convenio colectivo. 


5.- Su capacidad se limita al estableci- 
miento del salario mínimo por actividad, 
por empresa, por rama de actividad o 
para determinado ámbito territorial. 


6.- Carlos Hernández Contreras sostiene 
El Caribe, 21 de abril de 1995) que ” el 
Congreso Nacional no tiene facultad para 
establecer salarios mínimos. El legislador 
ha creado el CNS como la única institu- 
ción encargada del establecimiento de sa- 
larios mínimos. Además, el Congreso Na- 
cional mediante resolución 4528, 
promulgada el 31 de agosto de 1956 
(G.0.8025), ratificó el Convenio No.26 
de la OIT relativo a salarios mínimos, el 
cual establece que todo Estado miembro 
que ratifica el Convenio, debe establecer 
un organismo especializado para el esta- 
blecimiento de salarios mínimos donde 
esté prevista la participación de 
interlocutores sociales en la fijación de 
los mismos”. 


Art.456.- “Las tarifas de salarios mí- 
nimos en cada actividad económica 
serán revisadas de oficio por el Comi- 
té, por lo menos una vez cada dos años. 
En ningún caso, el Comité conocerá de 
la revisión de las tarifas que le sean 
sometidas por los empleadores o los 
trabajadores, antes de haber cumpli- 
do un año de vigencia. 


Sin embargo, si después de estar vi- 
gente una resolución, alguna de las 
partes demuestra con documentos que 
su aplicación le es perjudicial y que 
dicho perjuicio afecta la economía na- 
cional, el Comité puede, previa justi- 
ficación, proceder a revisar la misma 
antes del plazo ya indicado, pudien- 
do modificarla en lo que respecta a la 
o a las partes interesadas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.424 del 
CT de 1951, modificado a su vez por la 
Ley No.80 de 5 de diciembre de 1963 
(G.0.8814), reduciéndose el plazo de re- 
visión de tres a dos años. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la revisión 
periódica de las tarifas sobre salarios mí- 
nimos dictados por el CNS. Este revisará 
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de oficio, por lo menos una vez cada dos 
años, cada tarifa de salario mínimo, no 
pudiendo hacerlo antes de haberse cum- 
plido un año de vigencia de cada resolu- 
ción o tarifa. 


DOCTRINA 


3.- Sin embargo, el párrafo de este texto 
permite la revisión antes del año de vi- 
gencia cuando: a) alguna de las partes 
demuestre categóricamente que su apli- 
cación le es perjudicial, y b) que dicho 
perjuicio afecta a la economía nacional. 


4.- La ley exige una prueba documental 
del perjuicio, cuando dice que la parte 
interesada “demuestre con documentos”; 
lo que significa que la prueba del perjui- 
cio particular y del daño a la economía 
nacional debe estar justificada por escri- 
to. En el supuesto señalado, el CNS po- 
drá revisar la resolución antes del plazo 
señalado, pudiendo modificarla en lo que 
respecta a los aspectos objetados o per- 
judiciales a la parte, a las partes o a la 
economía nacional. 


5.- En todo caso, el CNS debe justificar 
debidamente su decisión de revisión de 
la tarifa. 


Art.457.- “Cuando el Comité deter- 
mine fijar o revisar la tarifa de sala- 
rio mínimo de una cualquiera activi- 
dad económica, el presidente de ese 
organismo procederá a solicitar de 
los empleadores y trabajadores de 
esa actividad, así como de sus res- 
pectivas organizaciones, si las 
hubiere, mediante constancia de re- 
cibo expedido por éstos, que le so- 
metan sus respectivos candidatos 
para los cargos de vocales especia- 
les del Comité Nacional de Salarios 
que conocerá de la fijación o revi- 
sión de la tarifa que es aplicable a 
dicha actividad económica. 


Recibidas en la Oficina del Comité lu 
recomendaciones de candidatos en dl 
plazo que se haya fijado, el presiden: 
te nombrará uno o dos vocales espe 
ciales para formar parte del Comité de 
entre los candidatos recomendado 
por los empleadores o sus organizo 
ciones, y un número igual de entre lo 
candidatos recomendados por los tro 
bajadores o sus organizaciones. 


Si alguno de los vocales designado; 
no tomare posesión en la fecha seño 
lada o si ocurriere alguna vacante, él 
presidente nombrará el sucesor de 
entre los restantes candidatos some 
tidos por la parte empleadora o po 
la parte obrera, según corresponda, 


De no haber recomendación alguna o 
de no ser suficientes las recibidas, el 
presidente queda facultado para ho 
cer una o más veces nuevas solicit. 
des en la misma forma indicada an 
teriormente, o para designar el voul 
o los vocales especiales que sean ne: 
cesarios de entre los empleadores y 
los empleados o trabajadores repre: 
sentativos de dicha actividad econó: 
mica. 


El vocal o los vocales especiales de 
signados en representación de los tro 
bajadores, recibirán por cada sesión 
a que ellos asistan los honorarios que 
les asigne el Poder Ejecutivo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-10 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.425 del 
CT de 1951, modificado por la Ley No.80 
de 5 de diciembre de 1963 (G.O.8814 
salvo el último párrafo que fue el resul. 
tado de la modificación introducida por 
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la Ley No.528, del 5 de diciembre de 1964 
(6.0.8910). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento a seguir para el nombramiento 
de los vocales especiales del CNS que ac- 
tvarán en la fijación de una tarifa o en 
su revisión. 


3.- En ambos casos, el Director General 
del CNS procederá a solicitar a 
empleadores y trabajadores de la activi- 
dad económica de que se trate, así como 
a sus respectivas organizaciones profe- 
sionales, si las hubiere, que les sometan 
sus respectivos candidatos para los car- 
nos de vocales especiales de que trata el 
inciso 2) del Art.452 del CT. 


DOCTRINA 


4.- Los empleadores y trabajadores y sus 
organizaciones profesionales darán cons- 
tancia de recibo de dicha solicitud. El CNS 
fijará el plazo que estime pertinente para 
las recomendaciones de candidatos y su 
Director General nombrará uno o dos 
vocales entre los candidatos presentados 
por los empleadores, en igual número de 
los candidatos recomendados por los tra- 
bajadores o sus organizaciones profesio- 
nales. 


5.- Si ocurriera alguna vacante, esco- 
gerá al sucesor entre los restantes can- 
didatos sometidos por el sector obrero 
o patronal a que corresponde la va- 
cante. 


6.- En caso de no ser suficientes las re- 
comendaciones recibidas o cuando no 
ha habido recomendación alguna, el Di- 
rector General del CNS está facultado 
legalmente para renovar las solicitudes 
a los empleadores y trabajadores y or- 
ganizaciones profesionales o para de- 
signar el vocal o vocales especiales que 
sean necesarios entre los empleadores 
y trabajadores representativos de la 
actividad económica sobre la cual se 
dictará la resolución que fije el salario 
mínimo. 


7.- El párrafo final se refiere a la retribu- 
ción que por cada sección de trabajo del 
Comité, corresponde a los vocales espe- 
ciales designados en representación de 
los trabajadores, retribuidos por el PE. 


8.- Los vocales especiales nombrados por 
los empleadores no reciben esa retribu- 
ción. 


9.- Por error inadvertido, el texto de este 
artículo mantiene la palabra Presidente 
en vez de Director General del CNS, como 
se prevé en el Art.452. 


10.- Véase comentarios Art.447 del CT. 
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Art.458.- “Los vocales especiales en 
representación de los trabajadores 
y de los empleadores cesarán en sus 
funciones al empezar a regir la ta- 
rifa de salarios mínimos aplicable a 
la actividad económica de que se tra- 
te, previa celebración de audiencias 
o consultas adecuadas, acopio de da- 
tos, estadísticas o informaciones que 
puedan ayudarle, y tomando en 
cuenta: 


a) La naturaleza del trabajo; 


b) Las condiciones, el tiempo y lugar 
en que se realicen; 


c) Los riesgos del trabajo; 


d) El precio corriente o actual de los 
artículos producidos; 


e)La situación económica de la empre- 
sa en esas actividad económica; 


f) Los cambios en el costo de la vida 
del trabajador, así como sus necesi- 
dades normales en el orden material 
moral y cultural; 


g) Las condiciones de cada región o 
lugar; 


h) Cualesquiera otras circunstancias 


que puedan facilitar la fijación e di- 
chos salarios”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.426 del 
CT de 1951, modificado por la Ley No.80, 
de 5 de diciembre de 1963 (G.O.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal fija el límite de dura- 
ción en sus funciones de los vocales espe- 
ciales nombrados conforme al Art.457 del 
CT. La ley limita dichas funciones al mo- 
mento en que comienza a regir la tarifa 
de salario mínimos. 


3.- Este texto señala además, a modo de 
orientación, los datos e informaciones que 
el CNS tomará en cuenta para dictar la 
resolución correspondiente, previa la ce- 
lebración de las audiencias o consultas 
necesarias. Entre los aspectos a conside- 
rar señala: la naturaleza y riesgo del tra- 
bajo, condiciones de tiempo y lugar en 
que se realiza, el precio de los productos 
elaborados, la situación económica de lo 
empresa, los cambios en el costo de lo 
vida del trabajador, sus necesidades nor- 
males, las condiciones de cada región o 
lugar, así como cualquiera otra circuns- 
tancia que puede facilitar la fijación el 
salario mínimo. 


Art.459.- “Con el propósito de pre- 
parar la tarifa de salario mínimo 
para cada actividad económica, el 
Comité podrá establecer clasificacio- 
nes por ocupación, o grupos de ocu: 
paciones. 


También podrá establecer clasificacio- 
nes por regiones o zonas o por cate: 
gorías o clase de actividad económico 
de que se trate, cuando a su juicio tal 
diferenciación sea aconsejable y siem: 
pre que no concedan ventajas de com- 
petencia a otras zonas, regiones o co: 
tegorías de la misma actividad 
económica”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-5 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.427 del 
CT de 1951, modificado por la Ley 
No.80, de 5 de diciembre de 1963 
(6.0.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal guarda cierta rela- 
ción con las disposiciones del Art.455 
del CT, que prevé la facultad del CNS 
de fijar tarifas de salario mínimo para 
los trabajadores de cualquier actividad 
económica, incluyendo el alcance terri- 
torial de la tarifa, que puede ser para 
una empresa, rama industrial o de ac- 


tividad. 


3.- En este texto se prevé la facultad del 
CNS, para facilitar sus funciones, de cla- 
sificar por ocupación, grupos de ocupa- 
ción, alcance territorial (nacional, regio- 
nal, por zona) o por categoría o clases 
de actividades económicas. 


4.- Esta clasificación queda a discreción 
del CNS, siempre que a su juicio tal dife- 
renciación sea razonable, que no sea sus- 
ceptible de lesionar el interés de una em- 
presa o grupo de empresas o zonas, 
regiones o categorías de actividad eco- 
nómica. 


5.- La limitación que la ley impone al CNS 
reside en no crear privilegios de ningún 
tipo o formas que quebranten la igual- 
dad de tratamiento. 


Art.460.- “Para el cumplimiento de 
sus funciones el Comité Nacional de Sa- 
larios debe reunirse cuantas veces sea 
necesario. 


Sus atribuciones son las siguientes: 
1) Solicitar, cuando lo considere nece- 


sario, la opinión de funcionarios u or- 
ganismos oficiales o semioficiales, te- 


niendo además facultad para invitarlos a 
las reuniones del Comité; 


2) Convocar a las sesiones públicas en 
que se discuten tarifas de salarios para 
que asistan con voz, pero sin voto, a re- 
presentantes de los empleadores y tra- 
bajadores de la actividad económica 
bajo consideración, así como de sus res- 
pectivas organizaciones si las hubiere; 


3) Ordenar el traslado a cualquier lugar 
de la República, cuando fuere necesa- 
rio, o enviar tres o más de sus miem- 
bros para el acopio, en audiencia públi- 
ca, de datos o informaciones 
indispensables, a condición de que siem- 
pre entre los miembros enviados haya, 
por lo menos, un representante de los 
empleadores, uno de los trabajadores y 
uno del interés público, respectivamen- 
te; 


4) Obtener de las oficinas públicas los 
datos e informaciones que sean nece- 
sarios para su labor; 


5) Realizar, mediante el personal técni- 
co que se le asigne, investigaciones en 
los archivos, libros de comercio y otros 
documentos en cualquier oficina parti- 
cular, incluyendo nóminas, constancias 
de salarios y horas de labor, listas de 
pago, estados de activo y pasivo, esta- 
dos de ganancias y pérdidas y libros de 
contabilidad. Estos datos e informacio- 
nes no podrán ser usados ni revelados 
para fines extraños a las labores del 
Comité. 


El presidente del Comité tendrá dere- 
cho a exigir de dichas oficinas, la pre- 
sentación de esta información; 


6) Fijar las tarifas de salario mínimo, 
mediante la redacción de resoluciones; 


7) Enviar al Secretario de Estado de tra- 
bajo, para su aprobación, las resolucio- 
nes relativas a tarifas; 


196 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 460 


8) Notificar dichas resoluciones a 
empleadores y trabajadores median- 
te entrega de una copia a los represen- 
tantes respectivos, así como al público 
en general mediante su publicación en 
un periódico de circulación nacional en 
la República; 


9) Conocer nuevamente de las tarifas 
que le sean devueltas por el Secreta- 
rio de Trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 -De la devolución de las 
Comentarios, 2-4 -tarifas, 5-8 


Doctrina 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.428 del 
CT de 1951, modificado por la Ley No.80, 
de 5 de diciembre de 1963 (G.O.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal señala las principales 
atribuciones del CNS. Dispone asimismo 
que el CNS puede, en cumplimiento de 
sus funciones, reunirse cuantas veces sea 
necesario. 


3.- Las atribuciones que la ley prevé son: 
1) Solicitar al funcionario y a oficinas 
públicas u organismos semi-oficiales, los 
datos e informaciones necesarias para su 
labor, incluyendo la facultad de invitar- 
los a las reuniones del Comité. Invitar a 
los representantes de empleadores y tra- 
bajadores a las sesiones públicas del Co- 
mité con voz, pero sin voto; 2) Ordenar 
el traslado del Comité a cualquier lugar 
de la República cuando sea necesario, o 
enviar parte de sus miembros para el aco- 
pio, en audiencia pública, de datos e in- 
formaciones indispensables, siempre que 
entre sus miembros haya representantes 
de los empleadores y trabajadores, y uno 


gubernamental (de interés público); 3) 
Realizar investigaciones en cualquier ofi- 
cina particular incluyendo nóminas, cons- 
tancias de salarios, horas de trabajo, es- 
tado de ganancias y pérdidas. Esta labor 
debe estar a cargo de un personal técni- 
co del Comité, y las informaciones conte- 
nidas son totalmente confidenciales y no 
pueden ser usadas para fines extraños a 
las labores del CNS; 4) La fijación de las 
tarifas del salario mínimo; 5) Enviar al 
SET la resolución correspondiente para 
su aprobación, debiendo notificar dicha 
resolución a empleadores y trabajadores. 
Esta notificación debe hacerse mediante 
entrega de una copia certificada a los 
representantes respectivos para el cono- 
cimiento del público en general. El Co- 
mité dictará la resolución en un periódi- 
co de circulación nacional; 6) Conocer 
nuevamente de las tarifas que le sean 
devueltas nuevamente por el Secretario 
de Trabajo. 


4.- Este texto prevé también las faculta 
des del Director General del CNS. 


DOCTRINA 


DE LA DEVOLUCIÓN DE LAS TARIFAS 


5.- ¿Quién puede impugnar los 
resoluciones del CNS? El Art.460 numerd 
9, faculta al Secretario de Estado de 
Trabajo para devolver al CNS las tarifos 
elaboradas por dicho Comité. 


6.- Pero el Código no dice cuándo el Sil 
puede devolver una resolución del CN', 
sino que en el Art.461 prevé la facultad 
de los trabajadores, los empleadores o 
“cualquier otra parte interesada de 
impugnar, haciéndole objeciones debi 
damente razonables a las tarifas de 
salarios mínimos recomendadas por él 
Comité”. 


7.- El Art.462 dispone que el Secretari 
“debe examinar toda resolución que i 
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remita el Comité y aprobarla”. Este mis- 
mo texto faculta a dicho funcionario “a 
devolverla al mismo (al Comité) para que 
conozca nuevamente de ella, después de 
haber considerado las objeciones que le 
hayan sido sometidas dentro del término 
legal”. 


8.- Véase Arts. 461,462 y 463 del CT. 


Art.461.- “Tanto los trabajadores 
como los empleadores o cualquiera otra 
parte interesada, podrán dirigirse por 
escrito al Secretario de Estado de Trabajo 
haciéndole objeciones debidamente 
razonables a las tarifas de salarios 
mínimos recomendadas por el Comité, 
dentro de los quince días a contar de la 
fecha en que éstas hayan sido recibidas 
o publicadas en un periódico de 


circulación nacional, a pena de 
caducidad”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 De la impugnación de las 
Comentarios, 2-6 -tarifas, 7-12 


Doctrina 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.429 
del CT de 1951, modificado por Ley 
No.80, de 5 de diciembre de 1963 
(6.0.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la facul- 
tad de cualquier parte interesada, inclu- 
yendo trabajadores y empleadores, de 
impugnar o hacer objeciones a las tari- 
fos de salario mínimo adoptadas por el 
CNS. 


3.-Conforme al Art.460, una de las 
atribuciones del CNS es notificar a las 
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partes y al público en general, mediante 
la publicación de su resolución en un 
diario de circulación nacional, la tarifa 
adoptada por dicho Comité. Esta primera 
resolución no pasa de ser una 
recomendación del CNS, esto es, la tarifa 
sobre el salario mínimo recomendado por 
el CNS después de realizados los estudios 
pertinentes. 


4.- Hecha la notificación a las partes y la 
publicación al público en general en la 
prensa local, la resolución puede ser 
objetada o impugnada dentro de los 15 
días a partir de su publicación o 
notificación. La impugnación u objeción 
se hará por escrito con las ¡justificaciones 
pertinentes, dirigida al SET. 


5.- Hasta el momento la resolución 
adoptada por el CNS no tiene carácter 
obligatorio, ni se impone a las partes. 
Tampoco tiene fuerza de ley. Se encuentra 
en una fase de su elaboración definitiva, 
en la cual la resolución, como la ley 
señala, no pasa de ser una tarifa de 
salario mínimo recomendada por el 
Comité; es decir, una recomendación. 


6.- La expresión “cualquier otra parte in- 
teresada” que contiene este texto legal, 
incluye al propio SET, y cualquier perso- 
na o autoridad con interés en el asunto. 
Parte interesada no son necesariamente 
aquellas personas, empresas o entidades 
que hayan intervenido en las audiencias 
o en el proceso de elaboración de las 
tarifas. 


DOCTRINA 


DE LA IMPUGNACIÓN DE LAS TARIFAS 


7.- En caso de devolución por impugna- 
ción de una tarifa, el Comité debe en 
primer lugar, ponderar si la impugnación 
fue en tiempo hábil, pues solo debe con- 
siderar las objeciones planteadas dentro 
del término de los quince días que prevé 
el Art.461 del CT, y, luego debe conocer 
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nuevamente de la tarifa impugnada. Toda 
impugnación debe ser pues, seria y opor- 
tuna, y provenir de parte interesada. 


8.- El SET como máxima autoridad admi- 
nistrativa en esta materia, está legalmente 
autorizado para refrendar con su firma, 
y, consecuentemente, dar fuerza de ley, 
a las tarifas de salarios mínimos reco- 
mendadas (término que usa el artículo 
461 del CT), lo que evidencia que la re- 
solución del CNS no es otra cosa que una 
“recomendación” de resolución, que el SET 
debe refrendar para darle existencia le- 
gal, fuerza de ley. En caso contrario, tie- 
ne derecho a devolverla. Su pasividad 
podría generar la aplicación del Art.185, 
in fine, del Código Penal. 


9.- La ley prohibe (Art.463) una segunda 
impugnación de la resolución que fija los 
salarios mínimos. El derecho de impug- 
nación corresponde a empleadores y tra- 
bajadores y a los organismos gremiales 
de empleadores y trabajadores. Pero tanto 
los unos como los otros, no pueden im- 
pugnar dos veces la misma tarifa, la cual, 
una vez que retorna al SET y éste conoce 
nuevamente de ella por efecto de una 
impugnación debe refrendarla, natural- 
mente, si está de acuerdo con ella, o si a 
su juicio, no hay motivo para su devolu- 
ción, sea por la composición errónea o 
mala composición del Comité u otra vio- 
lación a la ley. 


10.- La que antecede se refiere al proceso 
de elaboración de la tarifa. Una vez 
refrendada y publicada por el SET, en caso 
de controversia sobre su aplicación o 
incumplimiento, las partes interesadas 
pueden plantear ante los tribunales los 
medios de defensa que estimen 
pertinentes. 


11.- Conforme al Art.464 del CT, “las re- 
soluciones que fijan tarifas de salarios 
mínimos, después de ser aprobadas defi- 
nitivamente, se publicarán en un perió- 
dico de circulación nacional, y en la Ga- 
ceta Oficial. Salvo disposición en contrario 


contenidas en dichas Resoluciones, las 
mismas serán obligatorias quince días 
después de una de dichas publicaciones. 
Estas resoluciones deberán ser fijadas de 
manera permanente en lugar visible del 
sitio donde se realicen los trabajos suje- 
tos a su aplicación”. Esta tarifa definitiva 
es la que produce los efectos de una ley 
para las personas o región o empresa a 
que se refiera, después de quince días de 
su publicación. 


12.- Véase Arts. 461 al 464 del CT. 


Art.462.- “El Secretario de Estado de 
Trabajo debe examinar toda resolución 
que le remita el Comité y aprobarla, o 
devolverla al mismo para que conozco 
nuevamente de ella, después de haber 
considerado las objeciones que le ho- 
yan sido sometidas dentro del término 
legal”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.430 del 
CT de 1951, modificado por la Ley No.80 
de fecha 5 de diciembre de 1963 
(G.0.8814). 


COMENTARIOS 


2.- Una de las atribuciones del CNS es lo 
de enviar al SET para su aprobación las 
resoluciones relativas a tarifas sobre 
salario mínimo, es decir, los salarios 
mínimos recomendados por el Comité. 


DOCTRINA 


3.- Conforme al Art.462, el SET debe exo: 
minar esta resolución o recomendación 
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que formula el CNS teniendo dos alter- 
nativas: aprobarla o devolverla al Comi- 
té para que conozca nuevamente de ella. 
En este último caso (devolverla), la ley 
menciona Únicamente la devolución con 
miras a que el Comité conozca nueva- 
mente de la tarifa después de haber con- 
siderado las objeciones que le hayan sido 
sometidas dentro del plazo legal de 15 
días previsto en el Art.461. Aunque la 
redacción legal no es clara, las objecio- 
nes a la resolución pueden provenir del 
propio SET y no únicamente de los traba- 
jodores y empleadores. 


4.- Véase notas de los Arts.460, 461, 463 
y 464, 


Art.463.- “En caso de devolución de 
la tarifa al Comité, la nueva resolu- 
ción de éste no tiene que ser notifica- 
do a las partes ni puede ser objeta- 
do, pero debe ser refrendada por el 
Secretario de Estado de Trabajo”. 


INDICÉ 


Antecedentes, 1 


Doctrina, 3-5 
ANTECEDENTES 
l- Es una reproducción del Art.431 del 


(Tde 1951, modificado por la Ley No.80, 
de 5 de diciembre de 1963 (G.O.881 4). 


COMENTARIOS 
l- Este texto legal prevé una disposición 


que determina la autonomía limitada del 
CNS. 


DOCTRINA 


3.- Una vez dictada la resolución que es- 
tblece el salario mínimo, ésta, como lo 


señala el Art.461 tiene el carácter de tarifa 
de salario mínimo recomendado por el 
Comité, que puede ser objetada por 
empleadores, trabajadores o cualquiera 
otra parte interesada, incluyendo el SET, 
pero cuando esta resolución es devuelta 
por el titular de trabajo sin objeción al- 
guna o cuando es devuelta con las obje- 
ciones formuladas por las partes sociales 
y el CNS conoce de la devolución, la nue- 
va resolución dictada se impone a las 
partes (empleadores y trabajadores y al 
propio SET). No tiene que ser notificada 
a las partes, ni puede ser objetada, dice 
la ley, pero debe ser refrendada por el 
SET. La ley no establece plazo a este fun- 
cionario para estos fines, pero este fun- 
cionario podría ser obligado a cumplir 
con su obligación, so pena de incurrir en 
la sanción prevista en el Art.185, in fine, 
del Código Penal. 


4.- Este texto consagra, pues, cierta au- 
tonomía del CNS en la elaboración de la 
tarifa: La segunda resolución es definiti- 
va, y no es ya una recomendación. Para 
ser obligatoria basta que sea refrendada 
como debe refrendarla por mandato le- 
gal, el SET, y publicarse en un diario de 
circulación nacional. 


5.- Véase comentarios Arts.460- 464. 


Art.464.- “Las resoluciones que fi- 
jan tarifas de salarios mínimos, des- 
pués de ser aprobadas definitivamen- 
te, se publicarán en un periódico de 
circulación nacional y en la Gaceta Ofi- 
cial. Salvo disposición en contrario con- 
tenidas en dichas resoluciones, las mis- 
mas serán obligatorias quince días 
después de una de dichas publicacio- 
nes. 


Estas resoluciones deberán ser fijadas 
de manera permanente en lugar visible 
del sitio donde se realicen los trabajos 
sujetos a su aplicación”. 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6-8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción de los Arts.432 
y 433 del CT de 1951, modificados por 
la Ley No.80, de 5 de diciembre de 1963 
(G.O. 8814). 


COMENTARIOS 
2.- Este texto legal prevé tres 
disposiciones importantes: 1) Una 


primera medida de publicidad. Las 
tarifas de salario mínimo definitivas, es 
decir, después de ser aprobadas y 
refrendadas por el SET, se publicarán 
definitivamente por el CNS en un diario 
de circulación nacional; 2) Se establece 
que la tarifa entrará en vigencia y será 
obligatoria 15 días después de dicha 
publicación; 3) Se consagra la obligación 
de fijar de manera permanente la tarifa 
en un lugar visible del local de la 
empresa donde se realizan los trabajos 
sujetos a su aplicación. 


DOCTRINA 


3.- La primera medida de publicidad es 
necesaria y se completa con el vencimiento 
del plazo de 15 días a partir de dicha 
publicación, para dar fuerza de ley, ca- 
rácter de obligatoriedad a la resolución 
que establece los salarios mínimos. El in- 
cumplimiento de esta primera medida de 
publicidad, resta a la tarifa de salario 
mínimo, fuerza legal. 


4.- El incumplimiento de la última medi- 
da de publicidad, relativa a la coloca- 
ción de la tarifa en lugar visible, sólo da 
lugar a una contravención a la ley, pero 
no resta fuerza legal a la tarifa definitiva 


publicada después de vencido el plazo 
de 15 días. 


5.- La tarifa puede fijar la fecha a partir 
de la cual entrará éh vigor, antes de los 
15 días precedentemente citados. 


JURISPRUDENCIA 


6.- La fuerza legal de las tarifas de 
salarios mínimos ha sido reconocida 
por la Corte de Casación, la que ha 
juzgado que “es necesario admitir que 
las tarifas de salarios mínimos que dic- 
ta el Comité Nacional de Salarios son 
asimilables a disposiciones legales, 
puesto que sólo así se conforman a lo 
preceptuado, en relación con los sa- 
larios mínimos, en el artículo 8, inci- 
so 11, de la Constitución de la Repú- 
blica; que, en consecuencia, cuando 
dichas tarifas fijan por sí mismas un 
término para su vigencia, dejan se ser 
imperativas al llegar ese término (Sen- 
tencia de 16 de octubre de 1967, 
B.J].683, p.169). 


7.- La Corte de Casación ha juzgado 
también que la demanda en pago de 
suplemento de salario por incumpli- 
miento de la tarifa oficial, sobre lo 
base de que no se pagaba al trabajo: 
dor el salario mínimo establecido por 
resolución del CNS, es “independien- 
te del despido”; que, consecuentemen: 
te, la prueba de dicho incumplimien- 
to o falta de pago no puede resulto 
única y directamente “de la admisión 
del despido injustificado” (Almanzor 
González Canahuate, Recopilación 
Jurisprudencial Integrada, Vol.lX 
p.471; Sent. del 8 de septiembre de 
1972, p.2186). 


8.- Las disposiciones de toda tarifo 
legal que fija un salario mínimo par 
determinada actividad laboral debe 
ser interpretada estrictamente con 
sujeción a las tareas en ellas especi 
ficamente previstas, especialmente 
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cuando de sus disposiciones se des- 
prendan sanciones de carácter pe- 
nal para una de las partes; de la 
manera cómo se ejecuta el contrato, 
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se debe deducir el alcance que las 
partes le han querido dar a sus obli- 


gaciones. (Sent. 13 enero 1956, 
B.J546, p.27). 
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SECCION SEPTIMA 


DE LA GARANTÍA DE LOS CRÉDITOS 
LABORALES 


Art.465.- “Se crea una garantía que 
abonará a los trabajadores el impor- 
te de los salarios correspondientes a 
cuatro meses como máximo, que es- 
tén pendientes de pago en los casos 
de insolvencia del empleador. Igual- 
mente abonará todas las indemniza- 
ciones reconocidas judicialmente o por 
laudo arbitral en favor de los traba- 
jadores por causa de terminación del 
contrato de trabajo, con un límite 
máximo de un año de salario”. 


INDICE 

Antecedentes, 1 - Utilidad de la existencia de 

Comentarios, 2-9 -un Fondo de Garantía, 14-17 
Doctrina - El Fondo de Garantía 

-de los créditos laborales 


-en RD, 18-22 


-Origen de las instituciones de 
garantía salarial, 10-12 


-Características y naturaleza jurídica, 13 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un artículo nuevo, y de 
una sección también nueva. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, la OIT comentó: “Esta 
sección constituye una de las innovacio- 
nes más importantes del anteproyecto. 
Innovación, que es fuertemente objetada 
por el sector empresarial. La falta de pago 
de los créditos laborales por motivo de 
insolvencia del empleador es una de las 
situaciones más injustas que se pueden 
conocer en el campo de las relaciones de 
trabajo. En efecto, el crédito laboral tie- 
ne naturaleza alimentaria, y normalmente 
el trabajador necesita de su salario para 
vivir y hacer vivir a su familia; el trabaja- 


dor no es socio del empleador, de modo 
que no tiene por qué participar en sus 
pérdidas; es el empleador, y no el traba- 
jador, quien debe asumir el riegos de 
empresa. Este tema es tan importante que 
en la 78”: reunión de la Conferencia In- 
ternacional del Trabajo se examinan, en 
primera discusión, un punto titulado Pro- 
tección de los créditos laborales en caso de 
insolvencia del empleador. La conferen- 
cia adoptó un proyecto de convenio y un 
proyecto de recomendación, en 1992, con 
miras a la adopción de un texto definiti- 
vo. El proyecto de convenio adoptado en 
1991 contempla un instrumento de dos 
partes, aplicables separadamente, a so- 
ber: una parte ll, relativa a la protección 
de los créditos laborales por medio de un 
privilegio (el que debería ser de un ran- 
go superior a la mayoría de los otros pri- 
vilegios) y una parte lll, relativa a su pro- 
tección por una institución de garantía. 
Sin embargo, no obstante la importancio 
de establecer una protección adecuada 
en favor de los créditos laborales, la Ofi- 
cina no puede dejar de advertir que en 
la actualidad son muy pocos los países 
del mundo (fundamentalmente Europa 
Occidental, Japón, Israel y dos provin- 
cias canadienses) que han establecido ins- 
tituciones de garantía análogas a las que 
el anteproyecto propone. En América Lo 
tina solamente la Argentina adoptó uno 
ley, en 1988, tendiente a crear un fondo 
de garantía, que aún no es operacional. 
A decir verdad, cuando se pretende insti- 
tuir una institución de garantía salario! 
las dificultades que se pueden enfrento 
son importantes, pero no insalvables. Muy 
probablemente cualquier otra institución 
de seguridad social, que paga prestacio- 
nes periódicas y exige cálculos complico: 
dos para determinar sus parámetros fi 
nancieros, es más difícil de concebir, de 
poner en funcionamiento y de adminis 
trar un fondo de garantía de los crédito 
laborales, cuyos supuestos de interven: 
ción son relativamente simples y limito 
dos. En efecto, el Fondo interviene úni 
camente cuando el empleador deja de 
pagar los salarios por motivo de insol. 
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vencia, asume prestaciones que no son 
de pago periódico y se subroga en los 
derechos de los trabajadores a quienes 
ha pagado prestaciones. Acotaremos que 
la experiencia muestra que el Fondo es 
menos costoso de financiar que lo que 
habitualmente se cree: en la actualidad, 
en los países en que dicho fondo existe, 
la tasa de contribución que pagan los 
empleadores se sitúa entre 0,10 % y 0,50% 
de la nómina salarial. Sin embargo, para 
que el fondo funcione bien, debe ser re- 
glamentado de una manera minuciosa y 
administrado con rigor. Y a ese respecto, 
los Arts. 469 y 470 (del anteproyecto, hoy 
465 y 466) no parecen suficientes, por 
ejemplo, para definir la insolvencia ni 
constatarla de una manera que no ofrez- 
ca dudas; tampoco se han previsto medi- 
dos para evitar el fraude o la simulación 
de relaciones laborales inexistentes. Los 
textos tampoco responden a otras pre- 
guntas como las siguientes: ¿De qué ma- 
nera se recaudarán las contribuciones al 
fondo? ¿El fondo deberá pagar presta- 
ciones inclusive respecto de aquellas re- 
liciones de trabajo que no hubieren sido 
declaradas ante el mismo, y con respecto 
alas cuales no se hubiesen pagado coti- 
ciones? Mención aparte merece la ad- 
ministración del fondo. El anteproyecto 
propone que ésta quede a cargo de un 
organismo autónomo, bajo la supervisión 
de la Secretaría de Estado de Trabajo. 
Esta propuesta ha sido seriamente cues- 
tonada por los medios empresariales, 
quienes temen que el Fondo se convierta 
en un organismo burocrático más, y que 
los aportes que se deben efectuar al mis- 
mo se transformen, en la práctica, en un 
nevo impuesto al trabajo. Estos argu- 
mentos son sumamente serios y merecen 
que se los examine con gran atención. El 
proyecto de convenio elaborado por la 
Conferencia en 1991, no establece nin- 
gún modelo de administración de los fon- 
dos de garantía, que inclusive pudieran 
sr instituciones privadas establecidas en 
vrtud de negociación colectiva. Aún más, 
como lo que cuenta es el resultado y no 
el medio, nada impediría que la protec- 
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ción de los créditos laborales en caso de 
insolvencia del empleador esté garanti- 
zada mediante un seguro privado, al que 
todo empresario que declare una activi- 
dad en la que cuente con trabajadores 
asalariados debería obligatoriamente sus- 
cribir. Desde el punto de vista de la OIT, 
cualquiera de estas soluciones sería igual- 
mente válida. Sin perjuicio de ello, a la 
luz de lo que el representante de la Ofi- 
cina ha discutido con las autoridades na- 
cionales y con los representantes empre- 
sariales durante sus misión en Santo 
Domingo, parecería recomendable que, 
si los empleadores deben asumir la res- 
ponsabilidad de financiar el Fondo, sería 
oportuno que se le confíe la tarea de ad- 
ministrarlo, de modo tal que puedan con- 
trolar el destino de sus recursos. En cual- 
quier caso, la Oficina se permite 
recomendar que esta materia sea 
desglosada del anteproyecto y que se la 
estudie detenidamente, en consulta con 
las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores interesados, con objeto de 
encontrar el mecanismo más realista, 
práctico y eficaz que pudiera solucionar 
el problema del pago de los créditos la- 
borales adeudados por motivos de insol- 
vencia. Desde luego que la Oficina ofre- 
ce toda su cooperación y asistencia técnica 
en la materia”. 


3.- El CONEP comentó, por su parte, que 
“El sector empresarial considera que el fon- 
do de garantías de créditos laborales pro- 
puesto, aun cuando cumple con un propó- 
sito loable, conlleva una organización y 
estructura administrativa que se prestan 
como ha sido la práctica en muchos casos 
similares, a una administración deficiente 
y costosa en contra de los propios propósi- 
tos para la cual fue creada. Consideramos 
que el sector empleador puede ofertar las 
mismas garantías a los trabajadores me- 
diante una legislación que haga obligato- 
rio el establecimiento de una fianza de 
empresas de seguro para los mismo fines”. 


4.- Ramón A.Inoa Inirio y Juan Miguel 
Grisolía opinaron que “con esta institu- 
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ción el anteproyecto crea de manera li- 
gera e imponderada una obligación a 
cargo de los patronos que, no sólo care- 
ce de suficiente fundamento, sino que 
además unida a otras disposiciones de 
índole económico, probablemente sea 
incosteable”. 


5.- La Exposición de Motivos del antepro- 
yecto del CT de 1992, establece que “se 
agrega una nueva Sección en la cual se 
reglamenta un nuevo organismo admi- 
nistrativo y autónomo, denominado Fon- 
do de Garantías de los Créditos Labora- 
les”. 


6.- El texto del anteproyecto (Art.469) 
decía: “El Fondo de Garantía de los Cré- 
ditos Laborales es un organismo autóno- 
mo con personalidad jurídica bajo la su- 
pervisión de la Secretaría de Estado de 
Trabajo. Está compuesto por un Director 
y dos vocales designados por el Poder Eje- 
cutivo y por vocales especiales que en re- 
presentación de patronos y trabajadores, 
en número de tres por cada sector, sean 
designados por las organizaciones más 
representativas de dichos sectores. El Fon- 
do de Garantía abonará a los trabaja- 
dores el importe de los salarios corres- 
pondientes a cuatro meses como máximo, 
que estén pendientes de pago en los ca- 
sos de insolvencia del patrono. Igualmente 
abonará todas las indemnizaciones reco- 
nocidas judicialmente o por laudo arbi- 
tral en favor de los trabajadores por cau- 
sa de terminación del contrato de trabajo, 
con un límite máximo equivalente a un 
año de salarios. El fondo asumirá las obli- 
gaciones especificadas en los párrafos 
anteriores, previa comprobación de su 
procedencia, subrogándose en los dere- 
chos y acciones de los trabajadores por 
las cantidades pagadas”. 


7.- Este instituto surgió como una necesi- 
dad constatada por la experiencia profe- 
sional de los miembros de la Comisión 
redactora. Se trata de proteger al traba- 
jador que ha demandado y obtenido una 
decisión judicial irrevocable, o ha sido 


favorecido por un laudo arbitral o está 
provisto de un reconocimiento de deuda 
y el patrono resulta insolvente, se ha ido 
al extranjero o ha ocultado sus bienes. 
Esta práctica es muy común y ha queda- 
do al descubierto con las quiebras de 
empresas financieras. Es lógico, conse- 
cuentemente, en estas circunstancias, que 
sean los patronos quienes hagan los apor- 
tes para la creación de dicho fondo. 


8.- La CR ponderó también que dicha 
práctica constituye uno de los motivos más 
frecuentes de resentimiento social y de 
descrédito de los tribunales de trabajo; 
que el referido fondo como ha sido con- 
cebido, no es una simple dependencia 
burocrática de la Secretaría de Estado de 
Trabajo, ni un nuevo impuesto, sino un 
organismo autónomo, tripartito, con pa- 
trimonio y fines propios. 


9.- El texto de las normas de anteproyec- 
tos no fué el originalmente propuesto, el 
cual fue combatido y desarticulado en el 
seno de dicha Comisión, resultando una 
normativa deficiente. Luego, el Fondo fue 
objeto de la oposición empresarial y de 
las observaciones precitadas de la OIT. A 
final, resultaron los Arts.465 y 466, y, por 
último, el Art.738, que dió la entrada fi- 
nal a una institución tan necesaria en 
nuestro medio. El diálogo tripartito se in- 
clinó por la garantía de una fianza de 
seguro anual, sugerida por la OIT. Pre- 
valeció la falta de visión y el interés eco- 
nómico de los empleadores. 


DOCTRINA 


ORIGEN DE LAS INSTITUCIONES DE 
GARANTÍA SALARIAL 


10.- Las limitaciones de los privilegios en 
los procedimientos concursales, el aumen- 
to del número de quiebras que dejaban 
pocos activos realizables y muchos tro: 
bajadores perjudicados, hicieron com- 
prender que el privilegio de los crédito 
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laborales, daba una respuesta sólo a 
medias a un problema que había dejado 
de ser civil o laboral para convertirse en 
un problema social (Edward Yemin y Arturo 
S.Bronstein, Protección de los créditos la- 
borales en caso de insolvencia del em- 
pleado, p.40). 


11.- El primer fondo de garantía sala- 
rial- dicen los autores citados- fue esta- 
blecido en Bélgica en 1967, sobre la base 
de una institución que había sido creado 
en 1960 con objeto de pagar 
indemnizaciones a los trabajadores cu- 
yos empleos se suprimían por motivos de 
reestructuración industrial. 


12.- El 20 de octubre de 1980, el Conse- 
jo de las Comunidades Europeas adoptó 
una directiva sobre “la aproximación de 
las legislaciones de los Estados miembros 
relativas a la protección de los trabaja- 
dores asalariados en caso de insolvencia 
del empleador”. La directiva reenvía a la 
legislación nacional las modalidades con- 
cernientes al establecimiento de las insti- 
tuciones de garantía, a reserva de que 
lus mismas observen los siguientes princi- 
pios: a) su patrimonio debe ser indepen- 
diente del capital de los empleadores y 
estar constituido de manera tal que no 
pueda ser embargado en el curso de un 
procedimiento concursal; b) los 
empleadores deben contribuir al 
financiamiento, a menos que él mismo 
sea asegurado en su totalidad mediante 
fondos públicos; y c) la obligación de pago 
de las instituciones deberá existir con in- 
dependencia de la ejecución de la obli- 
gación (de los empleadores) de contri- 
vir al financiamiento (Edward Yemin y 
| Auro S.Bronstein,ob.cit., p.41). 


CARACTERÍSTICAS Y NATURALEZA 
JURÍDICA 


13.- En casi todos los países (Edward 
lemin y Arturo S.Bronstein,ob.cit., p.41- 
42), los fondos de garantía comparten 
dertos rasgos comunes. De forma bási- 


ca, los fondos de garantía salariales son 
sistemas subsidiarios y no alternativos del 
régimen de los privilegios, que subsisten 
(con la sola excepción de Austria, en don- 
de, los privilegios por los créditos ante- 
riores a la iniciación del procedimiento 
han sido suprimidos); son obligatorios, 
se fundan en el principio de la solidari- 
dad, se financian mediante cotizaciones 
relacionadas con el salario, pagan pres- 
taciones que no guardan proporción con 
las cotizaciones, funcionan según el prin- 
cipio del pago por un tercero y son ad- 
ministrados por instituciones autónomas 
desde un punto de vista administrativo y 
financiero. 


UTILIDAD DE LA EXISTENCIA DE UN 
FONDO DE GARANTÍA 


14.- Los privilegios como sistema de pro- 
tección de los créditos laborales tienen 
sus limitaciones. Una de ellas responde 
al hecho de que ni aun cuando el crédito 
laboral goza del rango de protección más 
elevado, el trabajador podrá estar segu- 
ro de que sus créditos laborales le serán 
pagados en su totalidad. Esto ocurre por 
la simple razón de que el privilegio sólo 
es eficaz cuando en los procedimientos 
concursales existen activos realizables y 
suficientes (Edward Yemin y Arturo 
S.Bronstein,ob.cit., p.55). 


15.- La eficacia de las instituciones de ga- 
rantía salarial es superior a la de los privi- 
legios, puesto que transfieren el riesgo de 
la empresa del empleador individual a lo 
que se podría llamar, en cierto sentido, la 
comunidad de empleadores, y posibilitan, 
por consiguiente, que el crédito laboral 
sea pagado en todos los casos, por obra 
de un tercero, institucionalmente solven- 
te, quien actúa como asegurador del “ries- 
go de insolvencia” (Edward Yemin y Artu- 
ro S.Bronstein,ob.cit., p.56). 


16.- Por otra parte, el principio de ase- 
guramiento del riesgo de insolvencia in- 
dividual por la comunidad de empresa- 
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rios, en su aspecto conceptual, no es muy 
distinto del principio del financiamiento 
de los seguros de accidentes del trabajo 
mediante cotizaciones exclusivamente 
patronales.(Edward Yemin y Arturo 
S.Bronstein,ob.cit., p.56). 


17.- Además, no parece una institución 
particularmente difícil de administrar, por 
ejemplo, sería más simple que el seguro 
del paro, puesto que este último efectúa 
prestaciones periódicas y se debe apoyar 
en una red de oficinas de empleo que no 
son necesarias para una institución cu- 
yas obligaciones se agotan con el pago 
de una prestación única. (Edward Yemin 
y Arturo S.Bronstein,ob.cit., p.57). 


EL FONDO DE GARANTÍA DE LOS 
CRÉDITOS LABORALES EN RD 
Y 


18.- La idea del Fondo de Garantía, tuvo 
su fuente, en parte, en el Art.33 del Esta- 
tuto de los Trabajadores de España, que 
recoge la institución del Fondo de Ga- 
rantía Salarial (FOGASA), ente público, 
integrado en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y que forma parte, por 
tanto, de la Administración del Estado. 
Dicho organismo goza de personalidad 
jurídica propia y de capacidad de obrar, 
como consecuencia de su naturaleza de 
ente “autónomo”. Dicho Fondo se finan- 
ciará con las aportaciones efectuadas por 
todos los empresarios (todas las perso- 
nas, físicas o jurídicas, o comunidades de 
bienes que reciban la prestación de ser- 
vicios); tanto si son públicas como priva- 
das. Con el fin de racionalizar y simplifi- 
car el procedimiento recaudatorio, la 
cotización de los empresarios al Fondo 
de Garantía Salarial se satisface de modo 
conjunto con las cuotas de la Seguridad 
Social. (Edward Yemin y Arturo 
S.Bronstein,ob.cit., p.101-102). 


19.- El Art.465 del CT garantiza a los tra- 
bajadores el importe de sus salarios pen- 
dientes de pago, en caso de insolvencia 
del empleador. Les garantiza igualmente 


el pago “de toda indemnización reconoci- 
da judicialmente o por laudo arbitral” a 
los trabajadores, a la terminación del con- 
trato de trabajo hasta un límite de un año. 
La protección se limita a los casos de in- 
solvencia del empleador. No se refiere a 
los casos de quiebra o abandono del país, 
tan frecuente en las empresas de la indus- 
tria para la exportación (zona franca). 


20.- Prevé asimismo una limitación de 
hasta cuatro (4) meses de salario (bastan- 
te reducida), y hasta un (1) año de salario 
por concepto de indemnización reconoci- 
dos por sentencia o laudo arbitral. 


21.- La idea original fue que el Fondo de 
Garantía propuesto por la Comisión re- 
dactora no se limitara a los casos de quie- 
bra, insolvencia y abandono del país, sino 
también que ayudara a otros fines, como 
los préstamos a los trabajadores para vi- 
vienda o reparación de las mismas e in- 
cluso para cubrir la prestación de la ga- 
rantía prevista en el art.539 del CT. Por 
eso se establecía un aporte empresarial 
del 1% del salario de cada trabajador 
(cabe recordar que estos salarios, en su 
inmensa mayoría, son bajos). 


22.- Las disposiciones del CT que crean 
las garantías, apenas se limitan a dos ca- 
racterísticas, y no organizan adecuado: 
mente la institución que queda maltrecho 
por la carencia de normas necesarias paro 
su existencia y funcionamiento. Los comen: 
tarios de la OIT, en este sentido, son váli- 
dos para el texto del anteproyecto, como 
para el texto definitivo. Posteriormente, en 
una forma desconocida, se agregó a últi 
ma hora, al CT el Art.738 que ha conver- 
tido definitivamente en letra muerta la ideo 
y la garantía proyectada en los Arts.465 y 
466 del CT. Según el Art.738, la reglo- 
mentación de la garantía establecida en 
los Art.465 y 466 será fijada de forma 
tripartita y consensual entre el Estado, 
empleadores y trabajadores, lo cual nun: 
ca se ha producido. Primero se combate y 
desarticula el Fondo, y luego se remato 
con el Art.738. 
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Art.466.- “La garantía será una 
fianza que contratará el empleador 
con una compañía de seguros y cuyos 
datos éste comunicará a la 
Secretaría de estado de Trabajo en 
el informe de entrada de cada 
trabajador y que deberá constar en 
el cartel de horario. 


Esta fianza estará exenta de impues- 
tos, tasas y contribuciones, y tendrá 
una vigencia de un año, renovable 
anualmente por anticipado”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- La CR del anteproyecto había pro- 
puesto el siguiente texto (Art.470): ” El 
Fondo se financiará con los aportes de 
los patronos. El importe de la cotización 
será igual al uno por ciento (1%) de los 
salarios ordinarios devengados por los tra- 


bajadores. Para los fines de este artículo, 
se entiende que existe insolvencia cuan- 
do se carezca de bienes para cubrir los 
créditos de los trabajadores reconocidos 
por sentencia, laudo arbitral o ante no- 
tario público o en conciliación”. 


DOCTRINA 


3.- Este texto acoge sugerencia de la OIT, 
de sustituir el Fondo de Garantías reco- 
mendado por la Comisión redactora del 
anteproyecto del CT de 1992, por una 
fianza anual que el empleador debe con- 
tratar con una compañía de seguros, con 
la obligación de comunicar a la SET los 
datos relativos a dicha fianza, la cual, 
según dicho texto legal, debe hacerse “en 
el informe de entrada de cada trabaja- 
dor”, lo que tiene poco sentido práctico 
y deberá hacerse constar en el cartel de 
horarios. 


4.- El párrafo final establece que dicha 
fianza estará exenta de tasas, impuestos 
y contribuciones y será renovada anual- 
mente. 


5.- En la práctica, los Arts. 465 y 466 son 
letras muertas. Todavía no se ha dado 
cumplimiento a sus disposiciones. Lo im- 
pide lo previsto en el Art.738 del CT. 
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CAPITULO lll 


DE LA ORGANIZACIÓN Y COMPE- 
TENCIA DE LOS TRIBUNALES DE 
TRABAJO 


SECCION PRIMERA 


DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES 
DE TRABAJO 


DE LOS JUZGADOS DE TRABAJO 


Art.467.- Modificado por el Art. 20 
de la Ley 327-98 que crea la Carrera 
Judicial. Los juzgados de trabajo se 
componen de un juez designado por la 
Suprema Corte de Justicia, que actúa 
como presidente, y dos vocales escogi- 
dos preferentemente de sendas nómi- 
nas formadas por los empleadores y los 
trabajadores. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-13 


Comentarios, 2 De la Carrera Judicial, 14-17 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.435 del CT de 1951, modificado por 
la reforma Constitucional de 1994 
(Art.67, inciso 4)., y la citada Ley 307-98 
sobre Carrera Judicial. Ya estos jueces no 
son designados por el Senado. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “en la mayor parte 
de los países que cuentan con una mo- 
derna legislación de trabajo, se ha insti- 
tuido la jurisdicción especial de trabajo 
para la solución de los conflictos jurídi- 
cos, tanto individuales como colectivos. 
Para el efecto, no se ha tenido sólo en 


cuenta la acumulación de asuntos que 
generalmente sobrecargan las labores de 
los tribunales ordinarios, sino, principal- 
mente, la doble exigencia de una rápida 
y expedita solución de las cuestiones con- 
tenciosas que pueden afectar las relacio- 
nes normales entre patronos y trabaja- 
dores, y la de que esta solución esté a 
cargo de jueces especializados en el de- 
recho del trabajo, cuyos fundamentos se 
apartan a menudo de los postulados esen- 
ciales del derecho clásico”. 


DOCTRINA 


3.- La organización de los tribunales des- 
cansa, esencialmente, en la organización 
tradicional de nuestros tribunales ordi- 
narios establecida por la Ley de Organi- 
zación Judicial, con las modificaciones 
necesarias para ajustarla a la disciplina 
jurídica de que se trata, al grado de 
conflictividad de cada distrito o departa- 
mento judicial y a otras peculiaridades. 


4.- Este texto se refiere a la composición 
de los tribunales de trabajo integrados 
por un juez, abogado o doctor en dere- 
cho, y dos vocales escogidos preferente- 
mente de las nóminas formadas por 
empleadores y trabajadores. El término 
“preferentemente” significa que cuando 
los empleadores y trabajadores no pre- 
sentan dichas nóminas, o las personas 
escogidas por estas no integran el tribu: 
nal, éste puede llamar al sustituto de vo- 
cal de una nómina presentada por el SET. 


5.- Con excepción del Distrito Nacional, 
Monseñor Nouel (Bonao), del Distrito Ju- 
dicial de Espaillat, del Departamento Ju- 
dicial de Santiago, Puerto Plata, Depor- 
tamento Judicial de San Francisco de 
Macorís, la Romana y del Departamento 
Judicial de San Pedro de Macorís, donde 
se han establecido los tribunales de tro: 
bajo propiamente dichos, en el resto del 
país actúan como tribunales de trabajo 
de primer y segundo grado, los juzgados 
de primera instancia y las cortes de ape 
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lación ordinarias, integrados con sus res- 
pectivos vocales clasistas. A pesar de esta 
diferencia en la composición, las funciones 
de un juzgado o de una corte de trabajo, 
son similares a las atribuciones de los jue- 
ces de los juzgados de primera instancia y 
cortes de apelación ordinarias, y las condi- 
ciones para ser juez de trabajo son las mis- 
mas requeridas para la designación de los 
jueces de estos tribunales ordinarios. 


6.- Después de la reforma constitucional 
de 1994, el Senado de la República está 
desprovisto de facultad para designar los 
jueces de los juzgados de trabajo. Co- 
responde a la Suprema Corte la desig- 
nación de estos jueces, la que a su vez es 
elegida por el Consejo Nacional de la 
Magistratura. 


7.-La Exposición de Motivos del CT de 
1951 decía, en cuanto a la organización 
y competencia de los Tribunales de tra- 
bajo, que “para la organización de los 
tribunales de trabajo propiamente dichos, 
el Código ha tomado como base la or- 
ganización de nuestros tribunales ordi- 
narios de cuyas reglas esenciales se apar- 
ta, no más, en cuanto lo requieren 
determinadas funciones especiales pro- 
pias de aquéllos. Instituye el Código, en 
efecto, juzgados y cortes de trabajo inte- 
grados, a la vez, por jueces de derecho 
designados por el Senado, cuyas funcio- 
nes se asimilan a las de los jueces de nues- 
tros juzgados de primera instancia y cor- 
tes de apelación, respectivamente, y por 
vocales, con funciones de conciliadores, 
seleccionados por patronos y trabajado- 
res, o, en su defecto, por el Secretario de 
Estado de Trabajo. Y puesto que esta di- 
ferencia, en cuanto a la organización de 
los tribunales de trabajo y la de los tribu- 
nales ordinarios, no obsta, como queda 
dicho, para que las funciones de los jue- 
ces de unos y otros tribunales sean más o 
menos las mismas, también ha podido el 
Código tomar la reglamentación de com- 
petencia de los tribunales de derecho co- 
mún, como modelo, en algunos de sus 
aspectos, para la regulación de la com- 


petencia de los tribunales especiales que 
en él se instituyen”. 


8.- Los tribunales de trabajo son creados 
en el CT de 1951, pero el Art.691 del 
citado Código, pospone el funcionamiento 
de dichos tribunales. El Art.691 estable- 
cía: “ Mientras no estén funcionando los 
tribunales de trabajo creados por el pre- 
sente código, los procedimientos en caso 
de litigio seguirán siendo regidos por los 
artículos 47 al 63 bis, inclusive, de la Ley 
No.637 sobre Contratos de Trabajo. Duran- 
te ese lapso, las atribuciones conferidas a 
las Cortes de Trabajo para la solución de 
los conflictos económicos, estarán a cargo 
de las Cortes de Apelación”. 


9.- En 1955 se crean en el Distrito Nacio- 
nal y en Santiago algunos tribunales de 
trabajo dentro de la organización gene- 
ral de los tribunales. 


10.- En 1991, la Ley 2-91 del 23 de ene- 
ro, deroga el Art.691 del CT de 1951. 
No obstante, continúan operando los tri- 
bunales ordinarios como tribunales de 
trabajo. 


11.- Es sólo en 1992, con la promulgación 
del CT de ese año, cuando empieza real- 
mente a establecerse y funcionar los tri- 
bunales de trabajo, sin que hasta la fecha 
existan tribunales de trabajo en todas las 
provincias o departamentos ¡judiciales de 
la Nación. Esto se explica por la falta de 
desarrollo económico y el escaso número 
de conflictos o controversias de trabajo. 


12.- La composición tripartita del tribu- 
nal de trabajo es utilizada a veces como 
un medio de dilatar el proceso, por lo 
que ha sido objeto de fuertes críticas. Al- 
gunos juristas entienden que los vocales 
no han desempeñado el rol que les co- 
rresponde y por el cual integran el tribu- 
nal, y que debe volverse al sistema de 
tribunales integrado exclusivamente por 
jueces egresados de la facultad de dere- 
cho de nuestras universidades o de la es- 
cuela de la judicatura. 
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13.- Debido al cúmulo de trabajo, en el 
Distrito Nacional y en el Distrito Judicial 
de Santiago, los tribunales de trabajo se 
dividen en Cámaras denominadas salas. 
En el Distrito Nacional habrá seis salas 
dentro del juzgado de trabajo y dos salas 
en la corte de trabajo. En el Distrito Judi- 
cial de Santiago, “habrá tantas salas del 
juzgado de trabajo como cámara civiles 
y comerciales existan dentro del juzgado 
de primera instancia de ese distrito judi- 
cial”. Cada sala está presidida por un 
juez que imparte justicia conforme a las 
disposiciones del CT. Además, el CT pre- 
vé que los presidentes de los tribunales 
de primer y segundo grado, celebrarán a 
su vez, audiencias especiales en determi- 
nados casos establecidos por la ley. 


DE La CARRERA JUDICIAL 


14.- La Ley 327-98 del 11 de agosto de 
1998 (G.0.9994) y sus reglamentos re- 
gulan “los derechos y deberes de los Ma- 
gistrados del orden judicial en el ejerci- 
cio de la función jurisdiccional del Estado, 
estableciendo las normas de trabajo en- 
tre éstos, para garantizar la idoneidad, 
la estabilidad e independencia de los mis- 
mos, así como para el establecimiento de 
un sistema que permita estructurar técni- 
camente y sobre la base de los méritos, 
la Carrera Judicial, con exclusión de toda 
discriminación fundada en motivos polí- 
ticos, sociales, religiosos o de cualquier 
otra índole”. 


15.- La citada Ley excluye del campo de 
su aplicación: “1) Todos aquellos funcio- 
narios que de acuerdo a la Constitución 
de la República, sus nombramientos co- 
rrespondan a otro Poder del Estado; 2) 
Los Jueces de las jurisdicciones militar y 
policial; 3) Todas las disposiciones de la 
presente ley se aplicarán de inmediato a 
los Jueces de la Suprema Corte de Justi- 


n 


cia”. 


16.- La referida Ley trata además, de la 
Administración de la Carrera Judicial, 
condiciones de ingreso, de la designa- 
ción e inamovilidad de los jueces, el es- 
calafón judicial, los ascensos, traslados, 
evaluación, rendimiento, remuneración, 
deberes, derechos, prohibiciones e incom- 
patibilidades de los jueces, así como del 
régimen de Seguridad Social, incluyendo 
el sistema disciplinario y el procedimien- 
to correspondiente. Trata también sobre 
la Escuela de Judicatura. 


17.- Por sentencia del 30 de septiembre 
de 1998, la SCJ declaró “la inconstitu- 
cionalidad o nulidad erga omnes de las 
disposiciones precitadas del artículo 17 
de la Ley 169-97, del 2 de agosto de 
1997, publicada el 15 de agosto de 1997, 
Orgánica del Consejo Nacional de la 
Magistratura, y 3,14 y sus párrafos l,l, 
Ill, IV y V de la Ley No.327-98, del 11 de 
agosto de 1998, de Carrera Judicial; $e- 
gundo: declara que las demás disposi- 
ciones de dichas leyes son conforme con 
la Constitución”. 
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Art.468.- “Las asociaciones de 
empleadores y de trabajadores más 
calificadas para el efecto, a juicio del 
Poder Ejecutivo, formarán, en los pri- 
meros quince días del mes de diciem- 
bre de cada año, nóminas de las per- 
sonas que hayan de representar sus 
respectivos intereses de clase como 
vocales de los juzgados de trabajo, 
para ser efectivas durante el año ca- 
lendario subsiguiente. 


Cada una de estas nóminas debe 
enunciar los nombres, domicilios, re- 
sidencias y profesiones de seis perso- 
nas que pertenezcan, respectivamen- 
te, a la clase empleadora y a la de los 
trabajadores, cuyos intereses hayan 
de representar. 


En igual término formará la Secreta- 
ría de Estado de Trabajo una nómina 
de doce personas extrañas a intere- 
ses de clase, con indicación de sus res- 
pectivos nombres, domicilios, residen- 
cias y profesiones”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 -Designación de los vocales, 4-8 
Comentarios, 2-3 -Funciones de los vocales, 9-10 
Doctrina 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.436 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a las nóminas pre- 
sentadas para la selección de los vocales 
que integran los tribunales de trabajo. 


3.- Los vocales de dichos tribunales se 
escogen de sendas nóminas de personas 
formadas en los primeros quince días del 
mes de diciembre de cada año, por las 


asociaciones profesionales de empleado- 
res y trabajadores “calificadas al efecto 
por el Poder Ejecutivo”. Dichas personas 
serán los vocales de los tribunales de tra- 
bajo durante el año subsiguiente. 


DOCTRINA 


DESIGNACIÓN DE LOS VOCALES 


4.- La ley no dispone que las nóminas 
sean presentadas por las organizaciones 
más representativas, sino por las “califi- 
cadas por el Poder Ejecutivo” para tales 
fines, lo que en la práctica permite la 
preferencia política. 


5.- Este texto prevé asimismo, las men- 
ciones requeridas para que las personas 
pertenecientes a cada clase o sector sin- 
dical (empleadores o trabajadores), figu- 
re en las nóminas de vocales de los tribu- 
nales de trabajo. 


6.- La SET formará asimismo, la nómina 
de suplentes, integrada por un número 
de doce (12) personas ajenas a los inte- 
reses de clase de los empleadores y tra- 
bajadores, con las menciones correspon- 
dientes a cada una de ellas. 


7.- Las nóminas de vocales y suplentes 
deben hacerse para cada lugar o distrito 
judicial donde funcione un tribunal de 
trabajo, o un tribunal ordinario que ac- 
túe en funciones de tribunal de trabajo. 
En el Distrito Nacional y en Santiago, 
donde los tribunales de trabajo están di- 
vididos en salas, deben formarse tantas 
nóminas de vocales y suplentes, como 
número de salas componen el juzgado y 
la corte de trabajo. 


8.- El número cada vez mayor de tribu- 
nales de trabajo que entran en funciona- 
miento en el Distrito Nacional y en el in- 
terior del país, implica que la ley que crea 
estos tribunales produce la reforma del 
número de vocales originalmente esta- 
blecidos en el Art.468. 
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FUNCIONES DE LOS VOCALES 


9.- Los vocales son parte integrante del 
tribunal, sin cuya presencia el tribunal 
no está legalmente constituido. Son los 
conciliadores con un papel activo en la 
fase preliminar, siempre abierta, de la 
conciliación; pueden ser los árbitros cla- 
sistas en la solución de los conflictos 
económicos, que, junto a un juez de la 
corte, integrarían la junta o tribunal 
arbitral. En el procedimiento de juicio, 
tienen facultad de intervenir en el inte- 
rrogatorio, haciendo preguntas a los 
testigos de las partes. Tienen, además, 
el rol de asesores o consultores del juez, 
cuando éste lo estime necesario, parti- 
cularmente en asuntos técnicos o de la 
especialidad del vocal. Su rol, pues, es 
importante y variado. Pero cabe recal- 
car, que, aunque parte del tribunal, los 
vocales no son jueces, y por tanto, no 
dictan sentencias ni intervienen en la 
redacción de las mismas, lo que está a 
cargo exclusivamente de los jueces. 


10.- Sobre las condiciones requeridas 
para ser vocal del tribunal de trabajo, 
véase comentarios al Art.471. 


Art.469.- “Tanto las nóminas forma- 
das por los empleadores y por los tra- 
bajadores respectivamente, como la 
formada por la Secretaría de Estado 
de Trabajo, serán remitidas al juez 
presidente del juzgado de trabajo co- 
rrespondiente, con la constancia de 
la aceptación de cada una de las per- 
sonas que las integran, en los dos días 
que siguen al vencimiento del térmi- 
no señalado en el artículo 468, para 
su formación. 


La juramentación de las personas 
nominadas debe efectuarse antes del día 
treinta del mismo mes de diciembre, de 
acuerdo con requerimientos que hará el 
juez en el curso de las cuarenta y ocho 


horas de haber recibido cada una de las 
nóminas indicadas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.437 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones de los artículos que le preceden 
sobre los vocales y las nóminas de voca- 
les clasistas que integran los tribunales 
de trabajo. 


3.- Se dispone que dichas nóminas (lo 
de los trabajadores, empleadores y SET) 
serán remitidas al juez presidente del 
juzgado de trabajo correspondiente, 
con la constancia de la aceptación de 
cada una de las personas que las inte- 
gran, en los dos (2) días que siguen al 
vencimiento del plazo indicado en el 
Art.468 del CT para la formación de 
dicha nómina. 


DOCTRINA 


4.- La juramentación de los vocales 
nominados se hará antes del día 
treinta (30) del mes de diciembre, 
previo requerimiento o invitación del 
juez presidente del tribunal para tales 
fines. 


5.- El párrafo final de este texto fijo 
un plazo de cuarenta y ocho (48) ho- 
ras a dicho funcionario, después de 
haber recibido cada una de las nómi: 
nas, para requerir la presencia de los 
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personas escogidas para fines de su 
¡juramentación. 


Art.470.- “Todo lo dispuesto por la 
Constitución y las leyes respecto de los 
jueces de primera instancia, en cuanto 
a requerimientos para su designación, 
sustitución, duración en sus funciones 
e incompatibilidad, se declara común 
a los jueces de los juzgados de 
trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-7 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.438 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Los jueces de los juzgados de trabajo 
tienen la misma categoría que los jueces 
de primera instancia de los tribunales or- 
dinarios. 


3.- El Art.74 de la Constitución prevé que 
para ser Juez de Primera Instancia se re- 
quiere: “ser dominicano, hallarse en el 
pleno ejercicio de los derechos civiles y 
políticos, ser licenciado o doctor en De- 
recho, y haber ejercido la Profesión de 
abogado durante dos años o haber des- 
empeñado por igual tiempo las funcio- 
nes de Juez de Paz o de Fiscalizador”. 


DOCTRINA 


4.- La Ley de Carrera Judicial y la Ley de 
Organización Judicial completan las dis- 
posiciones aplicables a los jueces de los 
juzgados de trabajo. Consecuentemente, 
como lo prevé este texto legal, tienen la 


misma categoría que los jueces de pri- 
mera instancia. 


5.- La ley 327-98, del 11 de agosto de 
1998, de la Carrera Judicial, se refiere a 
las condiciones para ser Juez de un tri- 
bunal de primera instancia (Art.13); 
inamovilidad (Art.14, párrf.l); escalafón 
(Art.15); designación (Art.20); etc. Véase 
comentarios Arts.467 y 475. 


6.- Ver Ley de Organización Judicial 
No.821 de 1927 (G.0.3821 de 1927). 
Estado general de las causas (Art.29), 
ausencias, audiencias, atribuciones, su- 
plentes (Art.33-5); incompatibilidad 
(Arts.4,5 y 6). 


7.- Véase capítulo VI de la Ley 327-98, 
de la Carrera Judicial (Art.45 y siguien- 
tes). 


Art.471.- “Para figurar en las nómi- 
nas formadas por los empleadores y los 
trabajadores se requiere: 


1) Ser dominicano en el pleno ejercicio 
de los derechos civiles y políticos; 


2) Pertenecer a la clase que haga la de- 
signación; 


3) Haber cumplido veinticinco años; 


4) No haber sido condenado irrevoca- 
blemente por crimen o delito de dere- 
cho común; 


5) No haber sido condenado irrevoca- 
blemente en los dos años que preceden 
a su elección, por infracción de las leyes 
o de los reglamentos de trabajo; 


6) Gozar de buena reputación; 

7) Saber leer y escribir; 

8) No ser miembro dirigente ni formar 
parte de directivas de asociaciones 


empleadoras o de trabajadores ni des- 
empeñar cargos retribuidos en ellas; 
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Para figurar en la nómina formada por 
la Secretaría de Estado de Trabajo, sólo 
se requieren las condiciones indicadas 
en los ordinales 10.,30.,40.,60. y 7o.”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.439 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal señala los requisitos y 
condiciones necesarias para figurar en las 
nóminas clasistas que las organizaciones 
profesionales de empleadores y trabaja- 
dores más representativos deben presen- 
tar anualmente. 


3.- Entre las menciones que señala di- 
cho texto están: 1) Ser nacional domi- 
nicano en pleno ejercicio de sus dere- 
chos civiles y políticos; 2) Pertenecer a 
la clase (obrero o empresarial) que 
hace la designación; 3) Gozar de bue- 
na reputación. 4) No haber sido con- 
denado irrevocablemente por crimen 
o delito de derecho común o en los 
dos años que precedan a su elección, 
por infracción de las leyes o reglamen- 
tos de trabajo; 5) Haber cumplido vein- 
ticinco años de edad; 6) Saber leer y 
escribir; 7) No ser miembro dirigente 
ni formar parte de directivas de aso- 
ciaciones de empleadores o trabaja- 
dores, ni desempeñar cargos retribui- 
dos en ellas. 


DOCTRINA 


4.- En definitiva, la persona nominada 
en las listas clasistas para integrar el 


tribunal de trabajo, aunque debe per- 
tenecer a la clase que la postula para 
el cargo de vocal, no puede ser un su- 
bordinado de la entidad que le propo- 
ne, ni un dirigente de la misma. Esta 
condición, incluyendo la de saber leer 
y escribir, son las condiciones propias, 
no comunes a las requeridas para otras 
funciones en la Administración Pública 
previstas en este texto legal para los 
vocales. 


5.- Según el párrafo final, para integrar 
la nómina presentada por la SET, no se 
requiere pertenecer a la clase obrero o 
patronal, ni es un impedimento el hecho 
de haber sido condenado irrevocablemen- 
te por infracción a las leyes y reglamen- 
tos de trabajo. Tampoco impide su nomi- 
nación el hecho de ser miembro dirigente, 
o formar parte de la directiva de alguna 
organización empresarial o de trabaja- 
dores, ni desempeñar cargos retribuidos 
en ellas. 


Art.472.- “Los vocales de los juz 
gados de trabajo deben residir, du- 
rante el año para el cual hayan sido 
nominados, en los respectivos lugo- 
res donde funcionen dichos tribuno- 
les”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción de los Arts.44 
del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal obliga a los vocales o 
residir durante el año para el cual hayan 
sido nominados, en los lugares en que 
funcione el tribunal correspondiente. 
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3.- El juez también debe residir en los lu- 
gares donde funciona el tribunal. Esto tie- 
ne el propósito de facilitar las funciones a 
cargo de los vocales dentro del tribunal. 


DOCTRINA 


4.- La expresión “lugar donde funcione el 
tribunal” no debe interpretarse en el 
sentido rígido de la ciudad donde está 
ubicado el tribunal. El vocal, como el resto 
de personas que integran el tribunal, 
deben residir dentro de la jurisdicción 
correspondiente a la competencia 
territorial del tribunal. 


DE LAS CORTES DE TRABAJO 


Art.473.- (Modificado por la Ley 142- 
98 del 6 de mayo de 1998, G.0.9982 
del 15 de mayo de 1998 y el Art. 20 de 
la Ley 327-98 que crea la Carrera Ju- 
dicial). 


"Las cortes de trabajo se compondrán 
de cinco jueces designados por la Su- 
prema Corte de Justicia, quien nom- 
brará su presidente y un primer y un 
segundo sustitutos del presidente; ade- 
más, dos vocales, tomados preferen- 
temente de las nóminas formadas por 
los trabajadores y empleadores o de la 
formada en cada caso por la Secretaría 
de Estado de Trabajo. 


Estas nóminas se conformarán según lo 
dispuesto en los artículos 468, 469 y 471. 


Las cortes laborales podrán sesionar vá- 
lidamente con tres de sus cinco jueces”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Corte de Apelación, 6 
Comentarios, 2 


- Corte de Trabajo, 7 
Doctrina, 3-5 - Tribunal, 8 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Originalmente, fue una reproducción 
del Art.441 del CT de 1951. Luego de la 
reforma constitucional de 1994 que qui- 
ta al Senado la facultad de nombrar jue- 
ces, se produjo en 1998 la modificación 
introducida por la Ley 142-98 del 6 de 
mayo de 1998 (G.0.9982 del 15 de mayo 
de 1998), que eleva a cinco el número 
de jueces de las cortes de trabajo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a la composición 
de las Cortes de Trabajo, tribunales de 
trabajo de segundo grado. A diferencia 
de los juzgados de trabajo, no son tribu- 
nales unipersonales, en el sentido de que 
no están integrados por un sólo juez 
egresado de la Facultad de Derecho o 
Escuela de la Judicatura. 


DOCTRINA 


3.- Las cortes de trabajo se componen de 
cinco (5) jueces designados por la Supre- 
ma Corte de Justicia, y dos (2) vocales 
escogidos de las nóminas presentadas por 
empleadores y trabajadores, o de los for- 
mados en cada caso por la SET. 


4.- El párrafo final de este texto hace 
aplicable, en cuanto a la formación de 
éstas nóminas, las disposiciones de los 
Arts.468, 469 y 471. Véase comentarios 
a dichos artículos. 


5.- Véase comentarios a los Arts. prece- 
dentemente citados y al Art.706 del CT. 
JURISPRUDENCIA 
CORTE DE APELACIÓN 
6.- Las disposiciones del artículo 34 de la 


Ley de Organización Judicial que prohi- 
be a las cortes de apelación funcionar 
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con menos de tres jueces no hacen más 
que aplicar la regla de la mayoría sim- 
ple, en razón de que las cortes de apela- 
ción con atribuciones civiles, comerciales 
y penales, están compuestas por cinco 
jueces. (Sent. 11 agosto 1999, Banco 
Intercontinental S.A., Vs.Rosa María 
Figuereo y compartes, p.13). 


CORTE DE TRABAJO 


7.- La cantidad de jueces que se requiere 
designar para la composición de una cor- 
te de trabajo, no implica que para su 
funcionamiento regular como tribunal de 
segundo grado sea necesaria la presen- 
cia de la totalidad de los miembros de la 
Corte, debiendo admitirse, frente a la 
ausencia de un quórum especial, que su 
constitución regular se produce con la 
asistencia de la Mayoría simple que re- 
gula los órganos colegiados, cuando una 
disposición legal no establece un número 
mayor de asistentes para la validez de 
sus actuaciones. (Sent. 11 agosto 1999, 
Banco Intercontinental S.A., Vs.Rosa Ma- 
ría Figuereo y compartes, p.12). Si bien 
el Art.473 del Código de Trabajo dispo- 
ne la cantidad de jueces que se requiere 
designar para la composición de una 
Corte de Trabajo, no implica que para su 
funcionamiento regular como tribunal de 
segundo grado sea necesaria la presen- 
cia de la totalidad de los miembros de la 
Corte, debiendo admitirse, frente a la au- 
sencia de un quórum especial, que su 
constitución regular se produce con la 
asistencia de la mayoría simple que re- 
gula los órganos colegiados cuando una 
disposición legal no establece un número 
mayor de asistentes para la validez de 
sus actuaciones. (Sent. 17 diciembre 1997, 
No.40, B.J.1045, p.566- 567). Las dispo- 
siciones del artículo 34 de la Ley de Or- 
ganización Judicial que prohibe a las 
Cortes de Apelación funcionar con me- 
nos de tres jueces, no hacen más que 
aplicar la regla de la mayoría simple en 
razón de que las Cortes de Apelación con 
atribuciones civiles, comerciales y pena- 


les están compuestas por cinco jueces. 


(Sent. 17 diciembre 1997, No.40, 
B.J.1045, p.567). 
TRIBUNAL 


8.- La cantidad de jueces que se requiere 
designar para la composición de una cor- 
te de trabajo, según se dispone en el 
Art.473 del Código de Trabajo, no impli- 
ca que para su funcionamiento regular 
como tribunal de segundo grado sea ne- 
cesaria la presencia de la totalidad de 
los miembros de la Corte, debiendo ad- 
mitirse, frente a la ausencia de un quórum 
especial, que su constitución regular se 
produce con la asistencia de la mayoría 
simple que regula los órganos colegia- 
dos, cuando una disposición legal no es- 
tablece un número mayor de asistentes 
para la validez de sus actuaciones. (Sent. 
20 mayo 1998, No.26, B.J.1050, p.523). 


Art.474..- “Los jueces y los vocales de 
las cortes de trabajo pueden ser de- 
signados árbitros para la solución de 
los conflictos económicos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.442 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal faculta a los ¡jueces y 
a los vocales de las cortes de trabajo para 
ser designados como árbitros para la so- 
lución de los conflictos económicos. $e 
refiere al arbitraje previsto en los 
Arts.680,681 y 682 del CT. 
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3.- Sin embargo, nada se opone a que 
las partes puedan solicitar a los jueces y 
vocales de la corte, actuar como árbitros 
en los casos de que trata el Art.419 del 
CT cuando se trate de conflictos econó- 
micos, pero los jueces y los vocales sólo 
pueden actuar como árbitros en la solu- 
ción de conflictos económicos. La ley no 
les permite actuar como árbitros en la 
solución de un conflicto jurídico. 


Art.475.- “Todo lo dispuesto por la 
Constitución y las leyes en cuanto a re- 
quisitos para la designación y sustitu- 
ción de los jueces de las cortes de ape- 
lación, duración e incompatibilidad de 
sus funciones, se declara común a los 
jueces de las cortes de trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.443 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El Art.69 de la Constitución prevé que 
para ser Juez de la Corte de Apelación se 
requiere: ” ser dominicano, hallarse en 
el pleno ejercicio de los derechos civiles y 
políticos, ser licenciado o doctor en De- 
recho, y haber ejercido la Profesión de 
abogado durante cuatro años o haber 
desempeñado por igual tiempo las fun- 
ciones de Juez de Primera Instancia, de 
representante del Ministerio Público ante 
los Tribunales y de Juez de Jurisdicción 
Original del Tribunal de Tierras. Los pe- 
riodos en que se hubiesen ejercido la abo- 
gacía y las funciones judiciales podrán 
acumularse”. 


DOCTRINA 


3.- La ley 821 de 1927, de Organización 
Judicial prevé normas especiales sobre es- 
tados de las causas (Art.33-3); atribucio- 
nes, sustitutos (Art.38); incompatibilidad 
(Arts.4,5 y 6). 


4.- Véase Capítulo VI, Ley 327-98 de la 
Carrera Judicial, Art.45 y siguientes. 


DISPOSICIONES COMUNES DE 
LOS JUZGADOS Y CORTES DE TRABAJO 


Art.476.- “Los jueces de los juzga- 
dos de trabajo y de las cortes de tra- 
bajo, como funcionarios del orden ju- 
dicial, tienen igual categoría y los 
mismos deberes y prerrogativas que 
los jueces de primera instancia y los 


de las cortes de apelación, respectiva- 
mente”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 | Doctrina, 4 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.-Es una reproducción del Art.444 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a los deberes y 
prerrogativas de los jueces y cortes de 
trabajo, a los cuales reconoce: a) su cali- 
dad de funcionario del orden judicial; b) 
una categoría igual a los jueces de pri- 
mera instancia y de cortes de apelación, 
respectivamente, de los tribunales ordi- 
narios. 
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3.- Esto guarda estrecha relación con las 
disposiciones de los Arts.470 (para los 
jueces del juzgado de trabajo) y 475 (para 
los jueces de las cortes de trabajo). Véa- 
se comentarios relativos a estos textos 
legales. 


DOCTRINA 


4.- El Capítulo VII de la Ley 327-98, de la 
Carrera Judicial, dedica sus Títulos, | (De- 
rechos y Prerrogativas especiales de los 
Jueces), Il (Régimen de Seguridad Social 
de los jueces, Art.56); el Capítulo VII de 
dicha ley se refiere al régimen disciplina- 
rio, sus objetivos y procedimiento (Art.57 
y siguientes).; faltas, sanciones discipli- 
narias (Art.59 y siguientes). 


Art.477.- “Los vocales nominados 
por los trabajadores y por la Secreta- 
ría de Estado de Trabajo para la in- 
tegración de los juzgados y las cortes 
de trabajo, recibirán por cada audien- 
cia a que concurran la dieta que, a 
cargo del Tesoro Público, fije el Poder 
Ejecutivo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.445 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la retribu- 
ción de los vocales nominados por los tra- 
bajadores y sus organizaciones represen- 
tativas y por la SET. 


3.- Se trata de una disposición semejante 
a la prevista en el Art.457 del CT sobre 
los honorarios de los vocales especiales 
nominados por los trabajadores o sus or- 
ganizaciones representativas para inte- 
grar el Comité Nacional de Salarios. 


DOCTRINA 


4.- Tanto el Art.457 como el Art.477 con- 
sagran un trato desigual con respecto a los 
vocales nominados por los empleadores, 
cuya retribución no la establece el PE con 
cargo al Tesoro Público. Se da por estable- 
cido que el empleador y las organizacio- 
nes profesionales de empleadores tienen 
recursos suficientes para cubrir estos gas- 
tos. 


5.- En la práctica, la falta de pago de 
esa retribución ha motivado la inasistencia 
de muchos vocales a las audiencias fija- 
das por los tribunales, convirtiéndose, a 
veces, en una práctica dilatoria del pro- 
ceso debido a que el tribunal no está le- 
galmente constituido cuando falta el vo- 
cal representativo de uno de los sectores 
clasistas. 


Art.478.- “Las personas comprendi- 
das en las nóminas de vocales, una vez 
¡uramentadas, actuarán en rotación, du- 
rante períodos de una semana cado 
una. 


Corresponderá la primera semana a las 
que encabecen respectivamente las nó- 
minas de empleadores y de los trabaja- 
dores, debiendo seguirse rigurosamente 
para los demás períodos semanales el 
orden de dichas nóminas. 


En caso de impedimento de las perso- 
nas a quienes corresponda el turno, los 
sustituirá la que ocupe el siguiente lu- 
gar en la nómina”. 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.446 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al modus 
operandi para la integración al tribunal 
de los vocales seleccionados o integrantes 
de las nóminas correspondientes a cada 
sector (obrero o patronal). 


3.- Según este texto, actuarán en forma 
rotativa durante periodos de una sema- 
na cada vez. Con esto se persigue una 
mayor idoneidad en el desempeño de sus 
funciones, la cual desaparecería con el 
carácter permanente de los vocales como 
miembros del tribunal. 


4.- Durante la primera semana se inte- 
grarán al tribunal las personas que en- 
cabezan respectivamente las nóminas de 
empleadores y trabajadores. La ley im- 
pone al Presidente del Tribunal la obliga- 
ción de seguir rigurosamente la rotación 
semanal de dichas personas siguiendo el 
orden de las mismas en las indicadas nó- 
minas. 


5.- El párrafo final se refiere al caso de 
impedimentos o de motivos que justifican 
que las personas a quienes corresponde 
el turno, no puedan ocupar o desempe- 
ñar las funciones de vocales durante la 
semana correspondiente. Les sustituirá, 
según la ley, aquéllas que ocupen el se- 
gundo lugar en la nómina a que perte- 
nezcan. 


Art.479.- “Cuando los empleadores 
olos trabajadores no hayan formado sus 


respectivas nóminas, o cuando todas las 
personas nominadas por unos u otros 
se encuentren en la imposibilidad de 
servir como vocales, actuarán ep su lugar 
las que integren la nómina formada por 
la Secretaría de Estado de Trabajo. 


La actuación de estas últimas cesa- 
rá con la causa que haya imposibili- 
tado a las de las nóminas de prefe- 
rencia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.447 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a los casos 
en que procede integrar al tribunal a las 
personas nominadas en la lista prepara- 
da por la SET. Estas sustituirán a las otras 
cuando estén imposibilitadas de servir 
como vocales de los tribunales, sea cual 
sea la causa que le impida desempeñar 
tales funciones. 


DOCTRINA 


3.- Para la selección dentro de la nómina 
preparada por la SET, se seguirá el mis- 
mo sistema establecido para la integra- 
ción al tribunal de las nóminas clasistas 
(de empleadores o trabajadores), corres- 
pondiendo primero a las personas que 
encabezan dicha nómina y así sucesiva- 
mente. 


4.- El párrafo final de este artículo trata 
sobre el momento en que cesa la actuación 
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de los vocales sustitutos, que según dicho  5.- La ley no usa la palabra de vocales 
párrafo, terminará con el cese de la causa titulares, sino de nóminas de preferen- 
que haya imposibilitado a los vocales legal- cia. Así consta en este párrafo y en los 
mente preferidos ejercer sus funciones. Arts.467 y 473 del CT. 
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SECCION SEGUNDA 


DE LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
DE TRABAJO 


DE LA COMPETENCIA DE ATRIBUCIÓN 


Art.480..- “Los juzgados de trabajo ac- 
tuarán: 


1) Como tribunales de conciliación, en 
las demandas que se establecen entre 
empleadores y trabajadores o entre tra- 
bajadores solos, con motivo de la apli- 
cación de las leyes y reglamentos de tra- 
bajo, o de la ejecución de contratos de 
trabajo y de convenios colectivos de con- 
diciones de trabajo, excepto, en este úl- 
timo caso, cuando las demandas ten- 
gan por objeto modificar las condiciones 
de trabajo, así como cuando se trate de 
calificar las huelgas o los paros; 


2) Como tribunales de juicio, en primera 
y última instancia, en las demandas in- 
dicadas en el ordinal que antecede no 
resueltas conciliatoriamente, cuando su 
cuantía no exceda del valor equivalente 
o diez salarios mínimos; y a cargo de 
apelación, cuando exceda de esta suma 
o su cuantía se indeterminada. 


los juzgados de trabajo son competen- 
tes para conocer de los asuntos ligados 
accesoriamente a las demandas indica- 
dos en el presente artículo. 


Son igualmente competentes para 
conocer de las demandas que se 
establecen entre sindicatos o entre 
trabajadores, o entre trabajadores 
afiliados al mismo sindicato, o entre 
éstos y sus miembros, con motivo de 
la aplicación de las leyes y reglamentos 
de trabajo y de las normas 
estatutarias”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2 - Competencia, 14 
Doctrina - Contratista, 15 


-De la competencia de los - Inconstitucionalidad, 16-17 


tribunales de trabajo, 3-4 | - Sentencia, 18 
-De la competencia de - Tribunal, 19 
atribución, 5-13 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.480 del 
CT de 1951, el cual contemplaba en el 
ordinal 2) el límite de cincuenta pesos, en 
lugar del valor equivalente a diez salarios 
mínimos, y se agrega el último párrafo. 


COMENTARIOS 


2.- El CT dedica los Arts.480 al 482, am- 
bos inclusive, a la competencia de atri- 
bución, y los Arts.483 al 485, ambos in- 
clusive, a la competencia territorial del 
tribunal de trabajo. 


DOCTRINA 


DE LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
DE TRABAJO 


3.- Al determinar cuál es el tribunal com- 
petente para conocer de un asunto, la 
ley toma en cuenta, en primer lugar, las 
distintas categorías o clases de tribuna- 
les, y atribuye competencia a cada una 
de estas clases de tribunales para el co- 
nocimiento de ciertos procesos. Es la com- 
petencia de atribución o competencia 
ratione materiae. Esta primera selección 
determina la clase de tribunal competen- 
te. Una segunda selección va a precisar 
cuál es, de entre los diversos tribunales 
de la misma categoría repartidos en el 
territorio nacional, el que particularmente 
tiene competencia para conocer del caso. 
Esta última es la competencia territorial 
o ratione personae vel loci, así llamada 
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porque se determina tomando en cuenta 
sea el domicilio o la residencia del de- 
mandado, sea la situación de la cosa que 
forma el objeto del litigio, sea el lugar en 
que se ha formado o deba ejecutarse el 
contrato que ha dado motivo al litigio 
(Froilán Tavares, hijo, Elementos de De- 
recho Procesal Civil Dominicano, Vol.l, 


p.286). 


4.- Puede afirmarse- dice Froilán Tavares 
(ob.cit., p.288)- que todas las normas re- 
lativas a la competencia de atribución o 
ratione materiae, son de orden público. 
La violación de las reglas de la compe- 
tencia de atribución o ratione materiae 
engendra una incompetencia absoluta, 
de orden público; mientras que la viola- 
ción de las reglas de la competencia te- 
rritorial o ratione personae vel loci engen- 
dra una incompetencia relativa, de 
carácter privado. 


DE LA COMPETENCIA DE ATRIBUCIÓN 


5.- La competencia de atribución en ma- 
teria de trabajo comprende la actuación 
del órgano jurisdiccional: 1) como tribu- 
nales de conciliación; 2) como tribunal 
de juicio; y 3) Como tribunales de ejecu- 
ción (de sus propias sentencias). Com- 
prende además, todo tipo de demandas 
entre empleadores y trabajadores, entre 
empleadores, trabajadores y sindicatos o 
entre empleadores y trabajadores afilia- 
dos a un sindicato o entre éste y sus miem- 
bros, con motivo de la aplicación de las 
leyes y reglamentos de trabajo de la eje- 
cución de contratos laborales y de las 
normas estatutarias. 


6.- El ordinal 1) de este texto legal se 
refiere al preliminar de conciliación, obli- 
gatorio en materia de trabajo; es decir, a 
la actuación de los tribunales de tra- 
bajo como tribunales de conciliación 
en la solución de conflictos jurídicos. Di- 
cho ordinal menciona las clases de de- 
mandas en que el juzgado de trabajo 
actúa como tribunal de conciliación: a) 


demandas entre empleadores y trabaja- 
dores, o entre trabajadores solos con mo- 
tivo de aplicación de las leyes y regla- 
mentos de trabajo;»b) demandas en 
ejecución de contrato de trabajo o con- 
venio colectivo de condiciones de traba- 
jo, excepto, en este último caso, cuando 
se trate de un conflicto económico o de- 
manda que tenga por objeto modificar 
las condiciones de trabajo o cuando se 
trate de la calificación de las huelgas o 
los paros. El Art.487 prevé las demandas 
exentas del preliminar obligatorio de la 
conciliación. 


7.- En el ordinal 2) consagra la compe- 
tencia de atribución de los juzgados de 
trabajo como tribunales de juicio. Pre- 
vé asimismo cuándo el juzgado de traba- 
jo conoce del caso en primera instancia 
con cargo a apelación o en última ins- 
tancia, dependiendo de la cuantía de la 
demanda. En los casos señalados en el 
ordinal 1) después de agotado el preli- 
minar de conciliación, el tribunal de tra- 
bajo actúa como tribunal de justicia en 
primera y última instancia cuando la de- 
manda no exceda de valor equivalente a 
diez (10) salarios mínimos. Cuando el 
monto de la demanda sobrepase esa 
suma, el juzgado de trabajo actúa como 
tribunal de juicio en primera instancia, y 
a cargo de apelación. Vale decir, que en 
este último caso, la ley prevé el derecho 
de impugnar por la vía del recurso de 
apelación, la decisión del tribunal de tra- 
bajo de primera instancia. También es- 
tán sujetas a apelación las demandas de 
cuantía indeterminada. 


8.- El primer párrafo del ordinal 2) otor- 
ga competencia de atribución a los juz 
gados de trabajo, como tribunales de jui- 
cio, para conocer a los asuntos ligados 
accesoriamente a las demandas de tro- 
bajo señaladas en el ordinal 1) de dicho 
artículo. 


9.-El párrafo final de este texto legal otor- 
ga competencia de atribución a los juz 
gados de trabajo para conocer la deman- 
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da entre sindicatos o entre trabajadores, 
o entre trabajadores afiliados al mismo 
sindicato, o entre éstos y sus miembros, 
con motivo de la aplicación de las leyes y 
reglamentos de trabajo. 


10.- La demanda entre sindicatos y tra- 
bajadores que no tengan por causa el 
desconocimiento de un derecho laboral 
o el incumplimiento de las leyes y regla- 
mentos de trabajo o normas estatutarias, 
no son de la competencia de los tribuna- 
les de trabajo. Tampoco son de la com- 
petencia de los tribunales de trabajo, las 
demandas entre empleadores y trabaja- 
dores que no se fundamenten en la apli- 
cación de las leyes o reglamentos de tra- 
bajo o normas estatutarias. 


11.- En principio, el Art.480 no da com- 
petencia a los tribunales de trabajo para 
conocer de las violaciones a las leyes so- 
bre seguridad social. Las violaciones a los 
Arts.52, 82,83 y 728 y otras disposicio- 
nes del CT están sancionadas penalmente 
(Arts.720 y 721). 


12.- El Art.713 otorga competencia a los 
tribunales de trabajo para conocer de las 
demandas en responsabilidad civil pro- 
movidas contra empleadores, trabajado- 
res y empleados de dichos tribunales, por 
los actos que realicen en violación de las 
normas previstas en el CT. 


13.- Véase comentarios Arts. 713, 728 
del CT. 


JURISPRUDENCIA 


COMPETENCIA 


14.- La SCJ ha juzgado (Sent. No.49 del 
15 de julio de 1998, B.J.1052, p.685 y 
siguientes), que los tribunales de trabajo 
son competentes para conocer de las de- 
mandas en caso de accidentes del traba- 
jo cuando el empleador no tiene asegu- 
rado al trabajador en el IDSS o no está 
al día en el pago de sus cotizaciones. Los 


tribunales de trabajo son competentes 
para conocer de las litis entre el sindica- 
to y sus miembros. (Sent. 16 febrero 1979, 
B.J.819, p.216). El hecho de que la con- 
troversia haya surgido entre los obreros 
y el sindicato no deja de constituir un 
litigio entre trabajadores que deben re- 
solver los tribunales laborales; ello tiene 
su fundamento no sólo en los términos 
del referido texto legal, sino en el Princi- 
pio IlI (hoy Ill) del CT. (Sent. 16 febrero 
1979, B.J.819, p.221). Los tribunales de 
trabajo son competentes para decidir so- 
bre las controversias surgidas con motivo 
de resoluciones administrativas de traba- 
jo. (Sent. 16 junio 1978, B.J.811, p.1211). 
Los tribunales de trabajo son competen- 
tes para conocer de las contestaciones 
que se refieren a los pactos colectivos de 
condiciones de trabajo. (Sent. 21 noviem- 
bre 1969, B.J.708, p.7154). Los tribuna- 
les de trabajo no son competentes ratione 
materia para solucionar cuestiones 
sucesorias ni para determinar los here- 
deros de una sucesión. (Sent. 23 enero 
1970, B.J.710, p.66). Es regla general que 
cuando un tribunal es apoderado de una 
demanda, lo primero que debe examinar 
es el objeto de ésta, y determinar si tiene 
aptitud para conocer del caso. (Sent. 26 
de octubre de 1949, B.J.471, p.874). 


CONTRATISTA 


15.- La acción del ingeniero contratista 
contra el subcontratista de obra por ajuste 
no es de carácter laboral ni cae dentro 
de los términos de la ley 3143 de 1951, 
porque entre las partes no existe una re- 
lación de trabajo sino de carácter civil. 
(Sent. 9 febrero 1977, B.J.795, p.192). 


INCONSTITUCIONALIDAD 


16.- De conformidad con los principios 
de nuestro derecho constitucional, todo 
tribunal ante el cual se alegue la 
inconstitucionalidad de una ley, decreto, 
reglamento o acto, como medio de de- 


224 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 480-481 


fensa, tiene competencia y está en el de- 
ber de examinar y ponderar dicho alega- 
to como cuestión previa al resto del caso. 
(Sent. 16 diciembre 1983, B.J.877, 
p.3980). 


17.- A pesar de que las disposiciones del 
artículo 67 de la Constitución de la RD, 
otorga facultad a la Suprema Corte de 
Justicia, para conocer de los recursos de 
inconstitucionalidad de las leyes, facul- 
tad esta que es exclusiva del más alto 
tribunal de justicia, cuando se encamina 
como una acción principal en inconstitu- 
cionalidad, todo tribunal ante el cual se 
alege la inconstitucionalidad de una ley, 
decreto, reglamento o acto como medio 
de defensa, tiene competencia y está en 
el deber de examinar y ponderar dicho 
alegato como cuestión previa al resto del 
caso, pues el referido artículo 67, al crear 
el sistema concentrado de control de la 
constitucionalidad, no elimina la obliga- 
ción de todos los tribunales del país, de 
verificar que la norma jurídica que sirve 
de fundamento a un litigio puesto a su 
cargo, está acorde con nuestra Carta 
Magna, lo que se deriva de las disposi- 
ciones del artículo 46 de la misma que 
declara nulo toda ley, decreto o acto, que 
sean contrarios a la Constitución. (Sent. 
del 18 de agosto del 1999. B.J. 1065, 
Págs. 661-662). 


SENTENCIA 


18.- Todo juez tiene competencia para 
conocer de las demandas que se intenten 
a fines de interpretación de sus propias 
sentencias independientemente de lo fun- 
dada e infundada de la demanda; como 
en la especie se trata no de la solución 
de una dificultad de ejecución de un títu- 
lo, sino de una demanda en interpreta- 
ción de una sentencia del Juzgado de Paz 
de Trabajo, es obvio que tanto dicho Juez 
como la Cámara de Trabajo eran com- 
petentes para decidir respecto de ese do- 
cumento. (Sent. 19 abril 1963, B.J.633, 
p.353). 


TRIBUNAL 


19.- Es incuestionable que en los conflic- 
tos entre patronos y trabajadores, la de- 
puración contradictoria del conflicto debe 
estar a cargo de los tribunales de traba- 
jo. (Sent. 3 marzo 1971, B.J.724, p.605). 


Art.481.- “Compete a las cortes de 
trabajo: 


1.- Conocer de las apelaciones de las 
sentencias pronunciadas en primer 
grado por los juzgados de trabajo; 


2.- Conocer en única instancia: 


a) De las demandas relativas a la ca- 
lificación de las huelgas y los paros; 


b) De las formalidades previstas en el 
artículo 391 para el despido de los tra- 
bajadores protegidos por el fuero sin- 
dical”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.449 del 
CT al que añade la competencia de las 
cortes de trabajo para conocer en única 
instancia de las formalidades previstas en 
el Art. 391 del CT para el despido de los 
trabajadores protegidos por el fuero sin- 
dical. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto trata sobre la competencia 
de atribución de las cortes de trabajo o 
cortes de apelación en materia de traba- 
jo. Específicamente establece la facultad 
de las cortes de trabajo para conocer 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 481-482 225 


como cortes de apelación de las senten- 
cias pronunciadas por los juzgados de 
trabajo, susceptibles de apelación. A es- 
tas decisiones del tribunal de trabajo de 
primer grado, se refiere el Art.480, 
ordinal 2 (sentencias sobre demandas que 
excedan del valor equivalente a diez sa- 
larios mínimos o cuya cuantía sea inde- 
terminada). 


DOCTRINA 


3.- Compete asimismo a las cortes de tra- 
bajo conocer en única instancia: a) las 
demandas relativas a la calificación de 
las huelgas y los paros; b) de la autoriza- 
ción para el despido de los trabajadores 
protegidos por el fuero sindical. 


4.- Del procedimiento relativo a la califi- 
cación de las huelgas y los paros, tratan 
el Art.674 y siguientes (de la conciliación). 
De la calificación de las huelgas y los pa- 
ros, los Arts. 658 y siguientes (Véase co- 
mentarios Arts.658 al 662, 636, 683, 403, 
406 y 407). 


5.- Sobre el recurso de casación contra 
las decisiones en única instancia de las 
cortes de trabajo, véase comentarios al 
Art.482 CT. 


6.- Del procedimiento relativo a la auto- 
rización del despido del trabajador pro- 
tegido por el fuero sindical, véase comen- 
tarios al Art.391. 


Art.482.- “Compete a la Suprema 
Corte de Justicia, además del conoci- 
miento de los recursos de casación con- 
tra las sentencias en última instancia de 
los tribunales de trabajo, con las excep- 
ciones establecidas en este Código, co- 
nocer de las recusaciones de los miem- 
bros de las cortes de trabajo y de las de 
los árbitros, en los casos de conflictos 
económicos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 5-8 


Comentarios, 2-4 Jurisprudencia, 9-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.482 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a la competencia 
de atribución de la SCJ. Menciona el re- 
curso de casación contra las sentencias 
dictadas en última instancia de los tribu- 
nales de trabajo. No se refiere a las sen- 
tencias dictadas en única instancia. 


3.- Por consiguiente, el recurso de casa- 
ción no está abierto en materia de tra- 
bajo contra las sentencias dictadas por 
las Cortes de Trabajo en única instancia. 
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Esto significa que las sentencias de califi- 
cación de las huelgas y paros no son 
atacables por la vía de la casación. 


4.- En este sentido debe interpretarse el 
p 

párrafo del Art.660, según el cual la sen- 

tencia de calificación de las huelgas y 

los paros “no estará sujeta a ningún re- 

curso”. 


DOCTRINA 


5.- Otra limitación al recurso de casa- 
ción contra las sentencias en última ins- 
tancia de los tribunales de trabajo se pre- 
vé en el Art.641 del CT, que declara 
inadmisible el recurso cuando la conde- 
nación impuesta no exceda de veinte (20) 
salarios mínimos o después de un mes a 
contar de la notificación de la sentencia. 


6.- Compete igualmente a la Suprema 
Corte de Justicia, conocer de la recusa- 
ción de los miembros de las cortes de tra- 
bajo (jueces y vocales) y de “los árbitros 
en caso de conflictos económicos”, quie- 
nes precisamente son miembros de la cor- 
te de trabajo en virtud de la ley 
(Arts.681,685, 660 y otros del CT). Las 
disposiciones del CT “relativas a la recu- 
sación de los jueces y vocales de las cor- 
tes de trabajo son comunes a la recusa- 
ción de los árbitros” (Art.686 del CT). La 
sustitución de los árbitros recusados se 
hará conforme a lo dispuesto para su 
designación a contar desde la notifica- 
ción de la sentencia que admita la recu- 
sación. 


7.- Las disposiciones combinadas de los 
Arts.482 y 639 del CT modifican el Art.1 
de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción. 


8.- Conforme al Art.14 de la Ley No.25- 
91, que crea la Ley Orgánica de la Su- 
prema Corte de Justicia, corresponde a 
la SCJ en pleno, el conocimiento de “los 
casos de recusación e inhibición de jue- 
ces”. 


JURISPRUDENCIA 


9.- Compete a la Suprema Corte de Jus- 
ticia el conocimiento de los recursos de 
casación contra las sentencias en últi- 
ma instancia de los tribunales de tra- 
bajo. (Sent. 3 febrero 1999, No.12, 
B.J.1059, p.431). La sentencia dictada 
en primera instancia no es susceptible 
de ser impugnada en casación. (Sent. 
17 diciembre 1997, No.35, B.J.1045, 
p.536). 


10.- De acuerdo con lo que dispone el 
artículo Iro. de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación, la Suprema Cor- 
te de Justicia decide como Corte de 
Casación, si la ley ha sido bien o mal 
aplicada en los fallos en última o en 
única instancia pronunciados por los 
tribunales del orden judicial, admite o 
desestima los medios en que se basa el 
recurso, pero sin conocer en ningún 
caso del fondo del asunto. (Sent. 26 
noviembre 1997, No.24, B.J. 1044, 
p.307). 
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DE LA COMPETENCIA TERRITORIAL 


Art. 483.- “En las demandas entre 
empleadores y trabajadores, la com- 
petencia de los juzgados de trabajo, 
en razón de lugar, se determina según 
el orden siguiente: 


1) Por el lugar de la ejecución del tra- 
bajo; 


2) Si el trabajo se ejecuta en varios 
lugares, por cualquiera de éstos, a 
opción del demandante; 


3) Por el lugar del domicilio del de- 
mandado; 


4) Por el lugar de la celebración del 
contrato, si el domicilio del deman- 
dado es desconocido o incierto; 


5) Si son varios los demandados, por 
el lugar del domicilio de cualquiera 
de éstos, a opción del demandante”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2 -Competencia, 14-20 


Doctrina, 3-13 -Competencia territorial, 21-23 


ANTECEDENTES 


l.- Es una reproducción textual del 


Art. 451 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


1.- Este texto legal se refiere a la deman- 
da entre empleadores y trabajadores, y 
establece un orden relativo a la compe- 
tencia territorial. Se aparta del derecho 
común, dando preferencia al lugar de 
ejecución del contrato, por encima del 
domicilio del demandado, previendo asi- 


mismo la competencia para el caso en 
que el trabajo se ejecuta en varios luga- 
res o cuando son varios los demandados. 


DOCTRINA 


3.- Froilán Tavares hijo (Elementos de 
Derecho Procesal Civil Dominicano, Vol. 
l, p.331), establece en qué consiste la 
competencia territorial: “una vez que la 
persona que quiere intentar un proceso 
ha determinado cuál es, genéricamente, 
el tribunal competente ratione materia 
para conocer de su acción, le es preciso 
escoger, específicamente, uno de los di- 
versos tribunales del mismo orden y del 
mismo grado, repartidos en el territorio 
nacional. Esto último es la determinación 
de la competencia territorial, o ratione 
personae vel loci”. 


4.- Para establecer estas reglas de com- 
petencia -dice Tavares- el legislador se- 
lecciona, de entre los diversos tribunales 
del mismo orden, el que se halla en me- 
jores condiciones de instruir y decidir el 
proceso, con los menores gastos y moles- 
tias para los litigantes. Esto puede deci- 
dirse: o tomando en consideración las 
partes, para atribuir competencia al tri- 
bunal del domicilio o de la residencia de 
una de ellas; o considerando la situación 
del litigio, para atribuir competencia al 
tribunal de esa situación; o en fin, to- 
mando en cuenta la causa del proceso, 
para dar competencia, según los casos, 
sea al tribunal del lugar de ejecución del 
contrato, sea al tribunal del lugar en que 
ocurrió el hecho que motiva el proceso. 


5.- Tavares establece (ob.cit, p.332-333) 
que en la competencia territorial de los 
juzgados de primera instancia, a falta de 
disposición contraria, el tribunal compe- 
tente es el del domicilio o el de la resi- 
dencia de la parte demandada: Actor 
sequitur forum rei, principio originado 
en el derecho romano que expresa el de- 
recho común en esta materia. Esta regla 
se basa en la presunción de que, hasta 
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prueba contraria, se debe admitir que el 
demandado tiene razón; por consiguien- 
te, si las partes no están domiciliadas en 
la misma localidad, los gastos y moles- 
tias del desplazamiento ocasionadas por 
el proceso deben ser soportados por el 
demandante que ataca, y no por el de- 
mandado que se defiende. 


6.- En caso de que el demandado no ten- 
ga ni domicilio ni residencia, se atribuye 
la competencia al tribunal del lugar en 
que se origine la obligación; o al tribu- 
nal del lugar en que la obligación deba 
ser ejecutada; o al tribunal del lugar en 
que el demandado se encuentre momen- 
táneamente; o al tribunal del último do- 
micilio conocido; o al tribunal del domi- 
cilio del demandante (Froilán Tavares, 
ob.cit., p.334). 


7.- Si se trata de un extranjero deman- 
dado, aún no residente en la República, 
puede ser citado ante los tribunales do- 
minicanos para la ejecución de las obli- 
gaciones contraídas hacia un dominica- 
no, en la República o en el extranjero. El 
tribunal competente es el del domicilio 
del demandante. (Tavares, ob. cit., 
p.336). 


8.- Este texto legal no trata del caso en 
que el demandado no tiene domicilio co- 
nocido o tiene domicilio conocido en el 
exterior. En estos casos se aplicará el de- 
recho común (Véase puntos 7 y 8). El 
Código de Procedimiento Civil establece 
en el Art.69, ord.7 y 8 el procedimiento 
para la notificación cuando el demanda- 
do no tiene domicilio conocido en el país, 
o tiene domicilio conocido en el extranje- 
ro. 


9.- La regla general Actor sequitur forum 
rei sufre dos clases de excepciones -dice 
Froilán Tavares-: cuando la ley atribuye 
competencia a un tribunal que no es el 
del domicilio del demandado (referimien- 


tos, extranjero demandado sin domicilio 
en la República, materias reales inmobi- 
liarias, sociedad, garantía incidental); 
cuando el demandante puede optar en- 
tre varios tribunales (elección de domici- 
lio, pluralidad de demandados, asuntos 
mixtos inmobiliarios, asuntos comercia- 
les). 


10.- El territorio de la República se divide 
¡jurisdiccionalmente en nueve departamen- 
tos judiciales, encabezados cada uno por 
una Corte de Apelación (Art.68 de la 
Constitución). Artagnan Pérez Méndez 
(Procedimiento Civil, Tomo l, p.55) dice 
que “con notoria impropiedad la Consti- 
tución, al referirse a la demarcación de 
las cortes, las llama distrito judicial, en 
lugar de la forma correcta que es depar- 
tamento judicial”. 


11.- En cada provincia existe un juzgado 
de primera instancia, y, en alguna de 
ellas, incluyendo el Distrito Nacional, el 
juzgado de primera instancia se divide 
en cámaras. Cada departamento o dis- 
trito judicial tiene su demarcación terri- 
torial determinada. Lo mismo ocurre con 
los juzgados de primera instancia corres- 
pondientes a cada departamento o dis- 
trito judicial y a los juzgados de trabajo, 
instalados en las localidades pertenecien- 
tes al tribunal de primera instancia. 


12.- El conocimiento de los procesos com- 
pete al tribunal en cuya demarcación te- 
rritorial hayan ocurrido los hechos. Este 
Código de Trabajo se aparta, en cierta 
medida, de las reglas del Derecho Co- 
mún (Actor sequitur forum rei). El Tribunal 
competente es el de la ejecución del con- 
trato, pero el trabajador puede a su vo- 
luntad, dar preferencia al lugar del do- 
micilio del empleador demandado por 
encima del tribunal del lugar de ejecu- 
ción del contrato. 


13.- Véase comentarios al Art.467. 
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JURISPRUDENCIA 


COMPETENCIA 


14.- El trabajador puede demandar al 
patrono tanto en el lugar donde está el 
centro de trabajo, como en el lugar don- 
de está la gerencia de los negocios. (Sent. 
febrero 1974, B.J.759, p.329). 


15.- La declaratoria de incompetencia te- 
rritorial impide al juez juzgar si la acción 
ejercida está bien o mal fundamentada. 
(Sent. 12 agosto 1998, No.17, B.J.1053, 
p.308). 


16.- Es competente para conocer de la 
demanda el tribunal de trabajo del lugar 
donde el contrato se ejecuta. (Sent. 8 
enero 1969, B.J.698, p.16). 


17.- Nada se opone a que una persona 
sea citada válidamente, si tiene varias re- 
sidencias, en una de ellas para compare- 
cer ante la jurisdicción que sea realmen- 
te competente, según la ley. (Sent. 8 enero 
1969, B.J.698, p.22). 


18.- Si es cierto que una persona pue- 
de tener un domicilio en un lugar y a 
su vez tener diversas empresas o ne- 
gocios en otros sitios, siempre será 
competente en materia laboral el lu- 
gar en donde el contrato de trabajo se 
ejecuta y en donde está el centro de 
trabajo. (Sent. 8 enero 1969, B.J.698, 
p.22). 


19.- El hecho de que el demandado ten- 
ga su familia y residencia en Santo Do- 
mingo, y aún cuando un acto pueda ser- 
le notificado válidamente en esa 
residencia, ello no desplaza la compe- 
tencia del juez que naturalmente ha de 
conocer del asunto. (Sent. 8 enero 1969, 
B.J.698, p.22). 


20.- La incompetencia relativa es de in- 
terés privado y no puede ser invocada 
por primera vez en casación. (Sent. 16 
septiembre 1952, B.J.506, p.1668). 


COMPETENCIA TERRITORIAL 


21.- El hecho de que el trabajador hu- 
biera podido demandar ante el tribunal 
en donde está el centro de trabajo, no 
obsta para que pudiera hacerlo válida- 
mente en el lugar en donde la demanda- 
da tiene la gerencia de sus negocios. 
(Sent. 6 febrero 1974, B.J.759, p.335). 


22.- No es necesario que el contrato de 
trabajo se ejecute permanentemente en 
una localidad, para dar competencia a 
los tribunales de ese lugar de conocer de 
las demandas que se deriven de los con- 
tratos de trabajo, siendo suficiente que 
en algún momento de la existencia de 
dicho contrato el servicio sea prestado 
allí, correspondiendo al trabajador la 
opción de escoger, entre los lugares en 
que ha prestado sus servicios personales, 
el juzgado de trabajo, ante el cual ejer- 
cerá su acción. (Sentencia No.8 del lero 
de septiembre de 1999, B. J. 1066p.636). 


23.- El contenido del Art.483 del Código 
de Trabajo, trata de una orden ¡erárqui- 
ca que debe ser cumplida de manera 
numérica, teniendo en cuenta que el pri- 
mer lugar es el del sitio donde se ejecutó 
el contrato de trabajo y en último caso el 
lugar de la celebración del contrato, lo 
cual se deduce no tan solo de la secuen- 
cia numérica que observa el artículo, sino 
de lo expresado en el numeral 4", que al 
señalar el lugar de la celebración del con- 
trato, precisa que esta jurisdicción co- 
rresponde si el domicilio del demandado 
es desconocido o incierto. (Sentencia No. 
37 del 29 de septiembre de 1999, p. 852). 
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Art.484..- “En las demandas entre tra- 
bajadores, la competencia de los juzga- 
dos de trabajo, en razón del lugar, se 
determina según el orden siguiente: 


1) Por el lugar del domicilio del de- 
mandado; 


2) Si son varios los demandados, por 
el lugar del domicilio de cualquiera 
de ellos, a opción del demandante; 


3) Por el lugar del domicilio del de- 
mandante, si el domicilio del deman- 
dado es desconocido o incierto”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.452 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata de la competen- 
cia territorial en los casos de demandas 
entre trabajadores. 


3.- En estos casos, el tribunal competen- 
te es el del domicilio del demandado. 
Cuando son varios los demandados, el 
del lugar de domicilio de cualquiera de 
ellos, a opción del demandante. El nu- 
meral 3) de este texto da competencia al 
tribunal del lugar del domicilio del de- 
mandante, si el domicilio del demanda- 
do es desconocido o incierto. El Art.484 
se aparta en este aspecto del derecho 
común, en el cual prevalece lo previsto 
en el Art.69 ordinal 7 del Código de Pro- 
cedimiento Civil. 


Art.485..- “La competencia de las cor- 
tes de trabajo, en razón del lugar, la 
determina: 


1) La circunscripción a la cual corres- 
ponde el juzgado de trabajo que ha pro- 
nunciado la sentencia apelada, cuando 
actúa como tribunal de segundo grado; 


2) La circunscripción donde se ha pro- 
ducido el conflicto, cuando conoce de 
una instancia de calificación de huel- 
ga o de paro”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.453 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto establece la competencia 
territorial de las cortes de trabajo, la cual 
se determina: a) por la circunscripción a 
la cual corresponde el juzgado de traba- 
jo que ha pronunciado la sentencia ape- 
lada; y b) por la circunscripción donde se 
ha producido el conflicto cuando conoce 
en instancia Única de la calificación de la 
huelga o el paro. En este último caso da 
competencia a la corte de apelación den- 
tro de cuya demarcación se produce el 
paro o la huelga. 


DOCTRINA 


3.- Froilán Tavares hijo (Elementos de 
Derecho Procesal Civil Dominicano, Vol.l, 
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p.331) dice que “las reglas de la 
competencia territorial se aplican 
únicamente a las jurisdicciones del primer 
grado propiamente dichas, o sea a los 
juzgados de primera instancia, como 
tribunales de primer grado, y a los 
juzgados de paz. Pero esas reglas son 
forzosamente extrañas al Tribunal de 
Trabajo, aun en los casos en que funciona 
como tribunal de primera instancia y del 
Tribunal de Confiscaciones porque, se trata 
de tribunales únicos que tienen jurisdicción 


nacional, y su competencia es solamente, 
por tanto, de atribución. Nada tienen que 
ver esas reglas con las jurisdicciones del 
segundo grado, cuya competencia se limita 
al conocimiento de los recursos de 
apelación ¡interpuestos contra las 
decisiones emanadas de los tribunales 
establecidos en su circunscripción”. 


4.- Lo previsto en el numeral 1) de este 
texto legal ocurre de igual forma en el 
Derecho Común. 
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TITULO Il 


DEL PROCEDIMIENTO ANTE LOS TRIBUNALES DE TRABAJO 
EN LOS CONFLICTOS JURÍDICOS 


CAPITULO | 


DISPOSICIONES GENERALES 


Art.486.- “En las materias relativas 
al trabajo y a los conflictos que sean 
su consecuencia, ningún acto de pro- 
cedimiento será declarado nulo por 
vicio de forma. 


En los casos de omisión de una men- 
ción substancial, de mención incom- 
pleta, ambigua u oscura que impida 
o dificulte el ejercicio del derecho de 
defensa o la sustanciación y solución 
del asunto, los tribunales de trabajo 
pueden de oficio, o a solicitud de par- 
te, conceder un término de no más de 
tres días a quien corresponda, para 
la nueva redacción o la corrección del 
acto viciado, cuando esto último sea 
posible. 


La nulidad por vicios no formales 
sólo puede ser declarada en los ca- 
sos de irregularidades que perjudi- 
quen derechos de las partes o que 
impidan o dificulten la aplicación de 
la ley”. 


INDICE 
X 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2-3 - Apelación, 11 
Doctrina, 4-10 - Nulidades, 12-16 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.454 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia las disposiciones ge- 
nerales relativas al procedimiento ante 
los tribunales de trabajo. 


3.- Este texto se refiere a las nulidades en 
el procedimiento de trabajo. Distingue 
entre las nulidades de forma, y las nuli- 
dades no formales. 


DOCTRINA 


4.- Bajo el nombre de “Disposiciones ge- 
nerales”, se agrupan las normas referen- 
tes a las peculiaridades del proceso. Se 
trata de disposiciones comunes a todos 
los tribunales de trabajo, consagradas en 
diversos textos dentro del articulado del 
CT, y en particular, en los Capítulos | y ll 
del Título Il del Libro Sépfimo (Arts.486 
al 507, ambos inclusive, CT), denomino- 
dos precisamente “Disposiciones Genero- 
les” y “De las Acciones y su Acumulación", 
respectivamente. 


5.- Entre estos rasgos y disposiciones cabe 
citar, las que consagran o robustecen lo 
simplicidad, la celeridad, la oralidad, la 
gratuidad y otros rasgos característicos 
del proceso de trabajo. A saber: a) Nin- 
gún acto de procedimiento será declaro: 
do nulo por vicio de forma; b) El juez 
puede de oficio o a petición de parte, 
otorgar plazo para la corrección o nuev 
redacción del acto o escrito viciado, aún 
por omisiones substanciales o insuficien- 
cias formales; c) El preliminar de la con 
ciliación es obligatorio, salvo limitados 
excepciones; d) Las notificaciones de ac 
tas y documentos redactados o deposito- 
dos en la secretaría del tribunal, deben 
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ser practicadas dentro de las veinticuatro 
horas de su fecha o depósito; e) Las noti- 
ficaciones deben ser hechas por vía pos- 
tal o telegráfica, a diligencia de los se- 
cretarios de los tribunales o por acto de 
alguacil a requerimiento de parte intere- 
sada; f) La demanda introductiva de ins- 
tancia debe ser notificada por acto de 
alguacil; g) La parte interesada puede 
notificar a su contraparte, por acto de 
alguacil, la demanda y los documentos 
que la acompañan, un día después de su 
depósito en el tribunal; h) Los escritos y 
documentos que se depositen en el tribu- 
nal deben acompañarse por lo menos, 
de un número igual de copias como par- 
tes con intereses opuestos o demandas; 
i) Cuando intervenga una asociación pro- 
fesional, debe indicarse su número de 
registro sindical; į) Las oficinas públicas, 
asociaciones y personas están obligadas 
a facilitar los datos de informaciones que 
le soliciten los tribunales de trabajo; k) 
Los plazos son francos y aumentados en 
razón de la distancia, en la proporción 
de un día por cada treinta kilómetros o 
fracción de quince; |) Los días no labora- 
bles comprendidos en un plazo, no son 
computables. La parte de las disposicio- 
nes generales también contiene las dis- 
posiciones relativas a las obligaciones a 
cargo de la secretaría de cada tribunal, 
incluyendo normas sobre los expedientes 
y registros. 


6.- La simplicidad es una de las notas 
características del procedimiento en ma- 
teria de trabajo. No hay nulidades de 
procedimiento ni fórmulas sacramentales. 
Este artículo establece que ningún acto 
de procedimiento será declarado nulo por 
defecto de forma; que las nulidades por 
vicios no formales sólo pueden ser decla- 
radas en caso de irregularidad que per- 
judique derechos de las partes o impidan 
o dificulten la aplicación de la ley. 


7.- Permite asimismo, la corrección de la 
demanda o la defensa en el curso del 
proceso, al establecer que en los casos 
de omisión de una mención sustancial, 


mención incompleta, ambígua u oscura 
que impida o dificulte el ejercicio del de- 
recho de defensa o la substanciación o 
resolución del caso, los tribunales pue- 
den de oficio o a petición de parte con- 
ceder plazo no mayor de tres (3) días para 
la nueva redacción o la corrección del 
acto viciado, cuando esto sea posible. 


8.- El Art.37 de la Ley 834 del 15 de julio 
de 1978 establece que “ningún acto de 
procedimiento puede ser declarado nulo 
por vicio de forma si la nulidad no está 
expresamente prevista por la ley, salvo 
en caso de incumplimiento de una for- 
malidad substancial o de orden público. 
La nulidad no puede ser pronunciada sino 
cuando el adversario que la invoca prue- 
be el agravio que le causa la irregulari- 
dad, aún cuando se trate de una forma- 
lidad substancial o de orden público”. Se 
trata de la consagración legal del princi- 
pio “No hay nulidad sin agravio”. 


9.- El Art.39 de la citada ley dice: “Consti- 
tuyen irregularidad de fondo que afec- 
tan la validez del acto: La falta de capaci- 
dad para actuar en justicia. La falta de 
poder de una parte o de una persona que 
figura en el proceso como representante, 
ya sea de una persona moral, ya sea de 
una persona afectada de una incapaci- 
dad de ejercicio. La falta de capacidad o 
de poder de una persona que asegura la 
representación de una parte en justicia”. 


10.- Capitant (Vocabulario Jurídico) de- 
fine la nulidad como la ineficacia de un 
acto jurídico, proveniente de la ausencia 
de una de las condiciones de fondo o de 
forma requeridas para su validez. 


JURISPRUDENCIA 


APELACIÓN 


11.- Las disposiciones del artículo 486 del 
CT, en el sentido de que ningún acto de 
procedimiento será declarado nulo por 
vicio de forma, en materia relativa al tra- 
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bajo, es inaplicable en la especie, por tra- 
tarse no de la falta de una mención sus- 
tancial o del cumplimiento de una for- 
malidad, sino de la no realización de una 
actuación que es la que constituye el re- 
curso de apelación. (Sent. 26 noviembre 
1997, No.22, B.J.1044, p.289). 


NuLIDADES 


12.- El Art.56 de la Ley 637 establece que 
“no se admitirá ninguna clase de nulida- 
des de procedimiento, a menos que éstas 
sean de una gravedad tal que imposibili- 
ten al tribunal, y a juicio de éste conocer y 
juzgar los casos sometidos a su considera- 
ción”; que esta disposición legal somete 
las nulidades en materia de trabajo, a un 
régimen especialísimo derogatorio del de- 
recho común; que el indicado texto legal 
deja a la apreciación discrecional del tri- 
bunal ante el cual se invoca una nulidad 
de procedimiento, la cuestión de saber si 
esa nulidad reviste un carácter de grave- 
dad capaz de impedirle el conocimiento y 
el fallo a su solución (Cas. del 27 de abril 
de 1950, B.J.447, p.376-385). 


13.- “Por aplicación de la máxima no hay 
nulidad sin agravio, lo cual constituye en 
el estado actual de nuestra legislación, 
la expresión de un principio que el legis- 
lador ha consagrado ya cuando ha teni- 
do la oportunidad de hacerlo, la nulidad 
de un acto de procedimiento sólo debe 
ser proninciada cuando la formalidad 
omitida o irregularmente consignada ha 
perjudicado los intereses de la defensa”. 
(Sent. del 5 de noviembre de 1957, 
B.J568, p.2268 y Sent. del 4 de febrero 
de 1964, B.J.643, p.241). 


14.- Es de carácter absoluto la facultad 
de los jueces del fondo para decidir si la 
nulidad es de tal gravedad que, a su jui- 
cio, les imposibilite para conocer y juzgar 
los casos que les son sometidos (p.384, 
libro Jurisprudencia de Trabajo LHR). 


15.- “Cuando las nulidades de procedi- 
miento han sido invocadas ante los tri- 


bunales, sólo se les imponen cuando la 
nulidad propuesta sea de tal carácter que 
les imposibilite conocer y fallar los casos 
de que estén apoderados” (Sent. del 30 
de noviembre de 1977, B.J.804, p.2305). 


16.- “Que la pretendida nulidad de un 
procedimiento sólo debe pronunciarse 
cuando ha perjudicado los intereses de 
las partes”. (Sent. de octubre de 1960, 
B.J.603, p.547). 


Art.487.- “Ninguna demanda rela- 
tiva a conflictos de trabajo puede ser 
objeto de discusión y juicio sin previo 
intento de conciliación, salvo en ma- 
teria de calificación de huelgas o pa- 
ros y de ejecución de sentencias. 


En las materias sumarias el intento 
de conciliación y la discusión se reali- 
zan en la primera audiencia. 


Se reputan sumarias las materias re- 
lativas a la ejecución de convenios co- 
lectivos y de laudos sobre conflictos 
económicos, a los ofrecimientos rea- 
les y la consignación y al desalojo de 
viviendas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 7-22 


Comentarios, 2-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.455 del 
CT de 1951, al que se añade en las sal- 
vedades del primer párrafo, la ejecución 
de sentencias. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece, en princi- 
pio, el carácter obligatorio de la conci- 
liación. 
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3.- Toda demanda relativa a conflicto 
de trabajo debe ser objeto previo de 
la conciliación. El texto no distingue 
entre el conflicto jurídico y el conflicto 
económico, ni entre el conflicto indivi- 
dual y el colectivo. Pero este texto tra- 
ta de la conciliación judicial de la so- 
lución de conflictos y controversias 
jurídicas. De la conciliación en los con- 
flictos económicos o de intereses, tra- 
tan los Arts. del 674 al 679 del CT, 
ambos inclusive. 


4.- Este texto establece también las ex- 
cepciones al preliminar de la concilia- 
ción: a) la calificación de las huelgas y 
los paros, y b) la ejecución de las sen- 
tencias. Estos dos procesos están exen- 
tos del preliminar de la conciliación. 


5.- El segundo párrafo de este texto 
legal se refiere a la conciliación en el 
procedimiento sumario de que trata 
este Código. En este procedimiento, la 
conciliación y la discusión se realiza 
en la primera audiencia. Esta es una 
de las notas que diferencia el procedi- 
miento sumario del procedimiento or- 
dinario en materia de trabajo. En este 
último, la conciliación se agota en una 
audiencia preliminar distinta de la au- 
diencia de discusión y aportación de 
pruebas. 


6.- El párrafo final de este texto esta- 
blece algunas precauciones legales. Se 
reputan materias sumarias las relativas 
alos conflictos o controversias que sur- 
gen con motivo de la ejecución de los 
convenios colectivos, de la ejecución de 
laudos arbitrales sobre conflictos eco- 
nómicos; los ofrecimientos reales de 
pago seguidos de consignación; y el 
desalojo de los trabajadores de la vi- 
vendas que les han sido entregadas 
como accesorio del contrato de traba- 
jo. Estos asuntos se reputan sometidos 
al procedimiento sumario previsto en 
el Código. 
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7.- Las controversias que surjan entre el 
patrono y el sindicato con motivo de un 
pacto colectivo deben ser sometidas pre- 
viamente al preliminar de conciliación, 
requisito que es, por otra parte, de or- 
den público. (Sent. 16 mayo 1984, 
B.J].882, p.1168). 


8.- El preliminar de conciliación en ma- 
teria de trabajo ha sido instituido en un 
interés general, por lo que es de orden 
público y obliga a someter la controver- 
sia a dicho preliminar, (18 de enero de 
1962, B.J. 630, p. 27; Sent. del 27 de 
junio de 1962, B.J. 623, p. 963; Sent. del 
10 de junio de 1956, B.J. 551, p.1288; 
24 de julio de 1956, B.J. 552, p. 1521; 
Sent. del 20 de abril de 1957, B.J. 561 p. 
831); y como tal el medio deducido de la 
violación de ese principo pude ser supli- 
do de oficio por la Suprema Corte de 
Justicia (Sent. del 29 de mayo de 1958 
B.J. 574, p.1118 y 1119); 


9.- Los tribunales deben de oficio decla- 
rar inadmisible la demanda (Sent. 24 de 
julio de 1956,B.J. 552 p. 1521); o en el 
aspecto de la controvesia no sometido a 
la conciliación (Sent. del 20 de abril de 
1957, B.J. 561 p. 831). 


10.- El legislador ha perseguido, esen- 
cialmente, al instituir el preliminar de la 
conciliación, que las relaciones obrero- 
patronales se efectúen dentro de un cli- 
ma de buen entendimiento, y se preven- 
gan en cuanto sea posible, cualesquiera 
clases de contestaciones cuyas consecuen- 
cias puedan reflejarse negativamente so- 
bre la economía nacional. (Sent. 12 mayo 
1971, B.J.726, p.1207). 


11.- El preliminar de la conciliación se 
cumple únicamente en cuanto a las cau- 
sas de desavenencias que son expuestas 
en el momento en que se lleve a cabo ese 
trámite; por consiguiente, en materia la- 
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boral, las dificultades planteadas a la 
conciliación son las únicas que pueden 
ser sometidas al tribunal llamado a esta- 
tuir sobre la contestación (Sent. del 16 
de julio 1961, B.J. 611 p.1228), o cono- 
cidas en el procedimiento de juicio. El 
preliminar queda solamente satisfecho 
cuando abarca todas las causas de des- 
avenencias entre patronos y trabajado- 
res (Sent. del 7 de diciembre de 1960, 
B.J. 605, p. 2480). 


12.- Las causas de despido y las dificulta- 
des plantedas en la conciliación son las 
únicas que pueden ser sometidas al tri- 
bunal llamado a estatituir sobre la con- 
testación (Sent. del 7 de ¡unio de 1962, 
B.J. 623 p. 862). 


13.- Las disposiciones del Art.47 de la 
Ley sobre Contratos de Trabajo, que dis- 
pone que en caso de no acuerdo entre 
las partes se consigne sumariamente, los 
puntos de desacuerdos, el hecho de la 
intervención del departamento de traba- 
jo y la negativa de las partes a aceptar el 
arreglo propuesto, ha sido previsto por 
el legislador, esencialemnte para segurar 
al juez de la contestación, de que está en 
los términos de que es apoderado de ella, 
no difiere de la sometida a la concilia- 
ción. (Sent. del 20 de mayo de 1960, B.J. 
598 p.1050). En caso de patronos colec- 
tivos el voto de la ley se cumple con la 
citación de uno de ellos (Sent. 7 de di- 
ciembre 1960, B.J. 605 p. 2469). 


14.- La expresión del patrono de que no 
se aviene a la conciliación no puede 
interpretarse como una aceptación de las 
pretensiones del trabajador. (Sent. del 29 
de baril de 9149, B.J. 465 p. 338). 


15.- El procedimiento de conciliación or- 
ganizado por la Ley 637 de 1944, es un 
procedimiento de carácter administrati- 
vo; en consecuencia dicho procedimiento 
escapa a las regulaciones del Código de 
Procedimiento Civil y la ley de Organiza- 
ción Judicial (Sent. 21 de octubre de 1959, 
BJ. 597, p- 2079). 


16.- Las faltas que fundamentan un des- 
pido deben ser alegadas de modo expre- 
so por el patrono que intenta prevalecerse 
de ellas, ya que solamente con el conoci- 
miento concreto pueden ponderarse las 
posibilidades propiciatorias de un enten- 
dimiento enre las partes, sin que se per- 
siga con la conciliación. (Sent. del 21 de 
marzo de 1962, B.J. 620 p. 394). 


17.- El procedimiento del preliminar de 
conciliación de que tratan los Arts. 516 
al 524 no se aplica al caso del delito por 
falta de pago del salario de que trata el 
Art.211 del Código de Trabajo. El preli- 
minar de la conciliación es una formali- 
dad obligatoria en toda litis laboral, por 
lo cual la persona que hace una recla- 
mación de este tipo debe comparecer 
personalmente o por medio de una per- 
sona provista de un poder especial y ex- 
preso, que esté en condiciones de poder 
válidamente conciliarse, propósito éste de 
la conciliación que quedaría frustrado si 
el compareciente no es el reclamante o 
su representante no exhibe los poderes 
necesarios. (Sent. 4 agosto 1971, B.J.729, 
p.2306). 


18.- El propósito del legislador al insti- 
tuir el preliminar de la conciliación no 
puede cumplirse al no comparecer los 
demandantes personalmente ni por una 
persona regularmente apoderada. (Sent, 
19 julio 1968, B.J.692, p.1629-1630). 


19.- La no comparecencia del querellan- 
te deja sin efecto la tentativa de concilia- 
ción. (Sent. 19 agosto 1968, B.J.693, 
p.1827-1828). 


20.- El patrono que alega que no se agotó 
con relación a todos los trabajadores el 
preliminar de la conciliación, debe pro- 
barlo. (Sent. 1 abril 1973, B.J.749, 
p.904). 


21.- Si bien es cierto que toda reclamo- 
ción laboral debe ser precedida del preli- 
minar de conciliación, no es menos cier- 
to que las partes están en el deber, cuando 
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se realiza dicha conciliación, de señalar 
ante los jueces del fondo cualquiera irre- 
gularidad en que a su juicio se haya in- 
currido. en la conciliación. (Sent. 13 abril 
1973, B.J.749, p.938). 


22.- El secuestrario administrador de una 
empresa es mandatario del propietario, 
y por tanto, al asistir a la conciliación, 
este preliminar obligatorio se cumple con 
relación al propietario de la empresa. 
(Sent. 14 febrero 1969, B.J.699, p.315- 
316). 


Art.488.- “Las notificaciones de las 
actas, ordenanzas y demás actuacio- 
nes que se redacten en los tribuna- 
les; y las actas y documentos que se 
depositen en las secretarías de dichos 
tribunales, deben ser practicadas 
dentro de las veinte y cuatro horas de 
su fecha o depósito”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.456 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una disposi- 
ción específica o particular del principio 
de la celeridad en el proceso de trabajo. 


3.- Las notificaciones de las actas, orde- 
nanzas, documentos que se redacten o 
depositadas en el tribunal deben 
practicarse dentro de las veinticuatro (24) 
horas de su fecha o depósito en el tribu- 
nal. 


DOCTRINA 


4.- El elemento básico del principio de 
celeridad se manifiesta en la brevedad 
de los plazos para el ejercicio de la ac- 
ción y para la administración de justi- 
cia. Como manifestaciones de tal prin- 
cipio pueden citarse, además de lo 
previsto en este texto legal, las siguien- 
tes: a) el juez debe fijar audiencia den- 
tro de las cuarenta y ocho horas del 
depósito de la demanda. Las partes de- 
ben acompañar sus escritos con los do- 
cumentos que harán valer en el proce- 
so; b) el plazo de la comparecencia en 
materia sumaria es de un día franco 
(Art.613 CT), aumentado en razón de 
la distancia.; c) el tribunal debe fallar, 
en principio, dentro de los ocho días 
subsiguientes de la discusión del caso 
(Art.617 CT). En materia ordinaria, d) 
el plazo de la comparecencia es de tres 
días (Art.511 CT); e) La sentencia será 
dictada dentro de los quince días de ven- 
cidos los plazos otorgados para producir 
escritos de réplica y contrarréplica, cuan- 
do se trate de conflictos individuales, y 
en los treinta días, si se trata de conflic- 
tos jurídicos colectivos (Art.535 CT); f) el 
plazo de apelación es de un mes a par- 
tir de la notificación de la sentencia im- 
pugnada y el plazo de la comparencia 
es de ocho días (Art.628 CT); g) la sen- 
tencia de la Corte de Trabajo será dic- 
tada en el término de un mes (Art.638 
CT), salvo el caso de fuerza mayor; h) 
la ley prohibe el recurso de oposición; 
i) las sentencias de los tribunales de tra- 
bajo se consideran contradictorias com- 
parezca o no la parte demandada; j) 
las demandas cuyo monto no exceden 
de diez salarios mínimos, no son 
recurribles en apelación; k) las que im- 
ponen condenaciones por debajo de 
veinte salarios mínimos no son 
recurribles en casación. 


5.- Véase Art.495 CT. 
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Art.489.- “En los procedimientos 
ante los tribunales de trabajo, las 
notificaciones deben ser hechas por 
la vía postal o telegráfica, según lo 
exija el caso, a diligencia de los 
secretarios o mediante acto de 
alguacil a requerimiento de parte 
interesada. 


Las demandas introductivas de instan- 
cia ante los juzgados de trabajo de- 
ben ser notificadas por alguacil”. 


INDICE 
ë 
Antecedentes, 1 Doctrina, 5-11 
Comentarios, 2-4 
ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.457 del 
CT de 1951, al que se añade que las no- 
tificaciones pueden hacerse mediante acto 
de alguacil a requerimiento de parte in- 
teresada. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra disposiciones par- 
ticulares relativas a la celeridad y simpli- 
cidad del procedimiento en materia de 
trabajo. 


3.- Las notificaciones por la vía postal o 
telegráfica cumplen este objetivo, así como 
el hecho de que las mismas sean practi- 
cadas a requerimiento de los secretarios 
del tribunal. 


4.- En este sentido el texto se aparta del 
Derecho Común, aunque no se descarta 
totalmente, pues permite la notificación 
hecha por acto de alguacil a requerimien- 
to de parte interesada. 


DOCTRINA 


5.- Las disposiciones de gaste texto tienen 
poca aplicación en el Distrito Nacional, 
particularmente las notificaciones por vía 
postal o telegráfica o a diligencia de la 
Secretaría del Tribunal. Sin embargo, en 
el interior del país ocurre lo contrario. 


6.- La notificación no necesariamente tie- 
ne que se hecha por la Dirección Gene- 
ral de Correo del Estado, sino que tam- 
bién es válida cuando se hace por medio 
de correo y telégrafo privado. 


7.- Las notificaciones por actos de algua- 
cil, contendrán, según lo previsto en el 
Art.61(modificado por la Ley No.296 del 
31 de mayo de 1940) del Código de Pro- 
cedimiento Civil: 1) la común, el lugar, el 
día, el mes y el año del emplazamiento; 
los nombres, profesión y domicilio del 
demandante; la designación del aboga- 
do que defenderá por él con expresión 
del estudio del mismo, permanente o ad 
hoc, en la ciudad donde tenga su asiento 
el tribunal llamado a conocer del asun- 
to, estudio en el que se considerará ho- 
ber elegido domicilio el intimante, si por 
el mismo acto no lo hace, expresamente 
en otro lugar de la misma ciudad, salvo 
previsiones especiales de la ley; 2) el nom- 
bre y residencia del alguacil así como el 
tribunal donde ejerza sus funciones; los 
nombres y residencia del demandado, y 
el nombre de la persona a quien se en- 
tregue la copia del emplazamiento; 3) el 
objeto de la demanda, con la exposición 
sumaria de los medios; y 4) la indicación 
del tribunal que deba conocer de la de- 
manda, así como la del plazo para lo 
comparecencia. 


8.- El Art.68 (modificado por la Ley 
No.3459 del 24 de septiembre de 1952) 
del Código de Procedimiento civil esta- 
blece que “los emplazamientos deben 
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notificarse a la misma persona, o en su 
domicilio, dejando copia. Si el alguacil 
no encontrare en éste ni a la persona 
a quien se emplaza ni a ninguno de 
sus parientes, empleados o sirvientes, 
entregará la copia a uno de los veci- 
nos, quien firmará el original. Si el 
vecino no quiere o no puede firmar, 
el alguacil entregará la copia al sín- 
dico municipal, o a quien haga sus 
veces, si fuere en la cabecera de un 
municipio, y al alcalde pedáneo si 
fuere en el campo. Estos funcionarios 
deberán visar el original, libre de todo 
gasto. El alguacil hará mención de 
todo, tanto en el original como en las 
copias”. 


9.- Sobre la nulidad de estos actos, véase 
comentarios al Art.486 CT. 


10.- El párrafo final establece que las 
demandas introductivas de instancia 
ante los tribunales de primer grado de- 
ben ser notificadas por alguacil, pero 
este alguacil debe ser uno de los al- 
guaciles del tribunal que conoce del 
caso (Veáse Art.511). 


11.- Véase comentarios al Art.512 CT. 


Art.490.- “La parte interesada notifi- 
cará a la contraparte, por acto de al- 
guacil un día después del depósito, co- 
pia del inventario del depósito de actas, 
escritos o documentos hecho en la se- 
cretaría del tribunal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.458 del 
CT de 1951 que establecía: “Las notifica- 
ciones por vía postal o telegráfica, se re- 


putan diligenciadas un día después del 
depósito de las actas o de las copias he- 
cho por el secretario de la oficina postal 
o telegráfica correspondiente”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto establece la obligación de 
notificar a la contraparte los escritos y 
documentos depositados bajo inventario 
en la secretaría del tribunal. Dispone 
asímismo que esta obligación debe cum- 
plirse un día después de la fecha del de- 
pósito. 


3.- Este texto se completa con las disposi- 
ciones del Art.491 (Véase comentarios al 
mismo). 


DOCTRINA 


4.- Conforme al Art.508 del CT, el escrito 
contentivo de la demanda se acompaña- 
rá con los documentos que la justifiquen; 
el Art.513 dispone que el escrito de de- 
fensa se acompañará de los documentos 
que le sirvan de base y fundamento. To- 
dos estos documentos que acompañan 
tanto la demanda como la defensa, inclu- 
yendo los escritos mismos, son a los que 
se refiere el Art.490, así como a cualquier 
otro documento que se produzca en el 
curso del proceso, en el tiempo y forma 
prevista en el Art.543 y siguientes del CT. 


5.- El propósito de esta medida es evitar 
sorpresas y dilatorias en el proceso. Esto 
es propiamente otra medida de simplici- 
dad. 


Art.49 1 .- “En las contestaciones que 
se inicien o que cursen en los tribuna- 
les de trabajo, las partes que deposi- 
ten escritos o documentos están obli- 
gados a acompañarlos de un número 
de copias igual, por lo menos, al de las 
personas que figuren como partes con- 
trarias”. 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.459 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del Art.490 del CT. 


3.- Este artículo consagra la obligación de 
las partes que depositen escritos o 
documentos al iniciar una demanda o en 
el curso de ésta, de depositar copia para 
cada una de las partes intervinientes con 
interés opuesto. De este modo se trata de 
preservar el derecho de defensa, evitando 
sorpresas y dilatorias. Las disposiciones de 
este texto legal obedecen también a la 
indivisibilidad de las demandas acumuladas. 


4.- Cuando se trata de demandas que 
comprenden un número crecido de per- 
sonas, la obligación legal consiste en 
acompañar la demanda de un número 
igual de copias como contrapartes, pues 
la acumulación del proceso no le resta la 
individualidad a cada demanda. 


5.- Véase comentarios Art.490 CT. 


Art.492.- “En los escritos en que fi- 
gure como parte una asociación de 
empleadores o de trabajadores, se in- 
dicará el número y la fecha del registro 
de la asociación”. 


INDICE 


Doctrina, 3-4 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.460 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto establece la obligación a 
cargo de todo sindicato de empleadores 
o trabajadores que figure como parte en 
un proceso, de indicar el número y la 
fecha del registro de dicho sindicato. La 
obligación es extiende a cualquier aso- 
ciación de empleadores y trabajadores 
que no tenga el carácter de un sindicato. 
En este caso, deberá indicarse el número 
de Decreto de incorporación y su fecha. 


DOCTRINA 


3.- Las disposiciones de este texto legal 
guardan relación con la previsiones de 
los Arts.337 y 377, el primero relativo a 
los efectos del registro del sindicato en la 
SET, lo que le otorga la personalidad ju- 
rídica y el derecho a estar en justicia y el 
segundo, que declara nulo los actos eje- 
cutados por un sindicato que no ha sido 
registrado en la forma que establece el 
CT, y con el Art.11 de la Ley 620 de 1920, 
relativo a la personalidad ¡jurídica reco- 
nocida a las asociaciones que no persi- 
gan beneficios económicos provenientes 
del Decreto de incorporación, previo cum- 
plimiento de las disposiciones legales per- 
tinentes. 


4.- Véase comentarios a los Arts. men- 
cionados precedentemente. 


Art.493.- “No se admitirá escrito 
alguno que contenga términos gro- 
seros o expresiones injuriosas con- 
tra las partes o sus mandatarios, 
ni contra las autoridades o funcio- 


narine” 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-11 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 12-13 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.461 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto incorpora al proceso de tra- 
bajo una norma general de ética del pro- 
fesional del Derecho. 


DOCTRINA 


3.- No está permitido al Abogado, como 
auxiliar de la justicia, aprovecharse de la 
inmunidad que le otorga la ley para usar 
términos groseros y expresiones injuriosas, 
en perjuicio de su contraparte o de los 
mandatarios de éstos; tampoco contra las 
autoridades judiciales o administrativas 
encargadas de la aplicación de la ley. 


4.- El Art.52 del Código de ética del pro- 
fesional del derecho, establece que “el 
Abogado en sus escritos, informes y pe- 
roraciones, podrá criticar las institucio- 
nes así como también los actos de los 
Magistrados y funcionarios que hubieren 
intervenido, cuando a su juicio no se ha- 
yan ceñido a las leyes o a la verdad pro- 
cesal, actuando con la mayor indepen- 
dencia y usando los calificativos 
empleados por las leyes o autorizados 
por la doctrina”. 


5.- El Art.63 del mencionado Código dice 
que “el profesional en derecho debe res- 
petar en todo momento la dignidad del 
colega, debiendo abstenerse de toda ex- 
presión hiriente o malévola. Asimismo 
debe impedir toda maledicencia del cliente 


hacia su anterior director o hacia el 
patrocinante de su adversario. La con- 
fianza, la lealtad, la benevolencia, de- 
ben constituir la disposición habitual ha- 
cia el colega, a quien debe facilitarse la 
solución de inconvenientes momentáneos 
-enfermedad, duelo o ausencia- y consi- 
derarla siempre en un pie de igualdad 
salvo los respetos tradicionales guarda- 
dos a la edad y a las autoridades del 
Colegio”. 


6.- El Art.78, inciso c) de la Ley de Orga- 
nización Judicial, establece la obligación 
de: “Expresarse ante los Tribunales, y en 
los escritos que les dirijan a éstos, con 
respeto y moderación; exponer los he- 
chos fielmente y con claridad y precisión; 
y no emplear en la defensa de las causas 
que se les encomiendan medios reproba- 
dos por la moral”. 


7.- El Art.238 del Código de Procedimien- 
to Criminal establece que: “El presidente 
advertirá al abogado o al defensor del 
acusado, que no le es permitido decir 
nada en contra de su conciencia o con- 
tra el respeto que se debe a las leyes; y 
ha de expresarse con decoro y modera- 
ción”. 


8.- El Art.1,036 del Código de Procedi- 
miento Civil dice que: “Los tribunales, se- 
gún la gravedad de las circunstancias, 
podrán, en las causa que cursen ante 
ellos, pronunciar aún de oficio, por man- 
damiento expreso, la supresión de escri- 
tos, declararlos calumniosos, y ordenar 
la impresión y publicación de sus senten- 
cias por medio de la prensa”. 


9.- El Art.222 del Código Penal contem- 
pla que: “Cuando uno o muchos magis- 
trados del orden administrativo o judi- 
cial, hubieren recibido en el ejercicio de 
sus funciones, o a causa de este ejercicio, 
algún ultraje de palabra, o por escrito, o 
dibujos no públicos, tendentes en estos 
diversos casos a herir el honor o la deli- 
cadeza de dichos magistrados, aquel que 
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hubiese dirigido tales ultrajes será casti- 
gado con prisión correccional de seis días 
a seis meses. Si el ultraje con palabras se 
hiciere en la audiencia de un tribunal, la 
pena será de prisión correccional de seis 
meses a un año”. 


10.- El Art.223 del mismo Código dispo- 
ne que: “El ultraje hecho por gestos o 
amenazas a un magistrado, en el desem- 
peño de sus funciones, o con motivo de 
ese ejercicio, se castigarán con prisión de 
seis días a tres meses, aumentándose la 
pena de un mes a dos años, si el ultraje 
se hiciere en la audiencia de un tribu- 
nal”. 


11.- El Art.374 del Código Penal estable- 
ce que los jueces pueden, al conocer del 
fondo, mandar “que se supriman los es- 
critos injuriosos o difamatorios, y aún 
imponer penas disciplinarias a los abo- 
gados que los hubieren producido”. 


JURISPRUDENCIA 


12.- La SCJ ha juzgado (Cas. del 2 de 
diciembre de 1960, B.J.605, p.2421) que 
“considerando que en virtud del Art.1036 
del Código de Procedimiento Civil los tri- 
bunales, según la gravedad de las cir- 
cunstancias, podrán, en las causas que 
cursen ante ellos, pronunciar de oficio, 
la supresión de escritos, declararlos ca- 
lumniosos y ordenar la impresión y pu- 
blicación de sus sentencias por medio de 
la prensa; que, para la aplicación de este 
texto, que puede hacerse aún de oficio 
por los jueces, los abogados de una litis, 
cuando consideren que deben ser supri- 
midas, por difamatorias o injuriosas, las 
expresiones contenidas en un escrito del 
abogado de la parte adversa no tienen 
que recurrir a la intervención regulada 
por el Código de Procedimiento Civil, ya 
que en esos casos no se encuentran re- 
unidas las condiciones que hacen admi- 
sible dicha intervención, ni hay lugar tam- 
poco a que la SCJ indique, en virtud de 


la facultad que le acuerda el Art.29 de la 
Ley de Organización Judicial, el procedi- 
miento que deba seguirse en la especie, 
pues, cuanto habría que decir en este sen- 
tido es que, para ser regulado un pedi- 
mento tendiente a la aplicación el referi- 
do Art.1036, basta que el abogado que 
se crea ofendido lo formule ante los jue- 
ces de la causa”. 


13.- Véase Comentarios Art.496 CT. 


Art.494.- “Los tribunales de traba- 
jo pueden solicitar de las oficinas pú- 
blicas, asociaciones de empleadores y 
de trabajadores y de cualesquiera per- 
sonas en general, todo los datos e in- 
formaciones que tengan relación con 
los asuntos que cursen en ellos. 


Las oficinas públicas, asociaciones y per- 
sonas a quienes les sea dirigida una so- 
licitud de datos e informaciones están 
obligados a facilitarlos, sin dilación, o 
dentro del término señalado por el tri- 
bunal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 5 


Comentarios, 2-4 Jurisprudencia, 6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.462 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece la facul- 
tad de los tribunales de solicitar los 
datos e informaciones que tengan re- 
lación con los asuntos que cursen en 
ellos. 
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3.- Dichos tribunales pueden hacer esta 
solicitud a las oficinas públicas, a los sin- 
dicatos de empleadores y trabajadores y 
a cualquier persona en general. La ley 
no limita esta facultad a determinada 
entidad o persona. 


4.- El párrafo final impone la obligación 
a las oficinas públicas, a las asociaciones 
de empleadores y trabajadores y a las 
personas a las cuales les sea dirigida la 
solicitud por el tribunal, de atender di- 
cha solicitud de datos e informaciones sin 
dilación alguna o dentro del término se- 
ñalado por el tribunal. 


DOCTRINA 


5.- La facultad otorgada a los tribunales 
de trabajo en este texto legal, cae dentro 
del poder de diligencia, del papel activo 
del tribunal de trabajo que impone al juez 
realizar y disponer todas las medidas ne- 
cesarias para el esclarecimiento de la ver- 
dad o impartir justicia. No es necesario, 
consecuentemente, una solicitud previa 
de parte interesada. El tribunal de traba- 
jo puede actuar de oficio en el pedimen- 
to de datos e informaciones de que trata 
este texto legal. 


JURISPRUDENCIA 


6.- Frente a la contradicción entre una 
certificación del Seguro Social y la plani- 
lla del personal, los jueces del fondo de- 
bieron auxiliarse de las disposiciones del 
artículo 494 del CT y solicitar a las ofici- 
nos públicas y privadas, todos los datos e 
informaciones que tengan relación con 
los asuntos debatidos. (Casación, 12 de 
septiembre de 1997, B.J.1042, p.228- 
233). 


Art.495.- “Los plazos de procedi- 
mientos para las actuaciones que de- 
ban practicar las partes son francos y 
se aumentarán en razón de la distan- 


cia, en la proporción de un día por cada 
treinta kilómetros o fracción de más de 
quince. 


Los días no laborables comprendidos en 
un plazo no son computables en éste. 


Si el plazo vence en día no laborable, se 
prorroga hasta el siguiente. 


No puede realizarse actuación alguna 
en los días no laborables, ni antes de la 
seis de la mañana o después de la seis 
de la tarde en los demás”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Días no laborables, 13-14 
- Fallo Ultra Petita, 15 
- Plazos, 16-21 


- Legislación Extranjera, 22 


Comentarios, 2-3 
Doctrina, 4-11 


Jurisprudencia, 12 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.463 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una se- 
rie de disposiciones relativas a los pla- 
zos procesales. Se inspira en las nor- 
mas previstas al respecto por el 
Derecho Común, con las alteraciones 
propias a la naturaleza del Derecho 
de Trabajo. 


3.- Este texto establece en primer lugar 
que todos los plazos de procedimiento 
en materia de trabajo, son francos. 


DOCTRINA 


4.- July Jiménez Tavárez (Plazos de Pres- 
cripción y Plazos de Procedimiento, Bole- 
tín Patronal No.187, p.29-30) sostiene 
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que “dentro del derecho laboral hay pla- 
zos que preceden al proceso y plazos pro- 
pios del proceso (entendido éste como el 
conjunto de formalidades mediante las 
cuales una dificultad de origen jurídico 
se somete al tribunal). Por consiguiente, 
el Art.495 del CT debe ser interpreta- 
do en el sentido de que se aplica ex- 
clusivamente a los plazos que tienen 
lugar después de iniciado el procedi- 
miento ante el tribunal, el cual comien- 
za con la demanda. Por otra parte, el 
plazo de procedimiento se cumple o se 
desacata, pero no es susceptible de sus- 
pensión o de interrupción”. 


5.- Para Froilán Tavares hijo (Elementos de 
Derecho Procesal Civil Dominicano, Vol.l, 
p.164), : “son plazos francos, aquellos en 
cuyo cálculo se excluyen los días términos, 
el dies a quo, o día en que se inicia, y el dies 
ad quem, o día que termina el plazo. De 
aquí resulta que los plazos francos com- 
prenden dos días adicionales sobre la du- 
ración nominal que les atribuye la ley, puesto 
que, como se ha dicho, en el cómputo de 
su duración no se toman en cuenta ni el 
día de su comienzo ni el día de su venci- 
miento”. La ley considera como francos - 
dice Tavares- todos los plazos que se ini- 
cian con una notificación hecha a la 
persona o en el domicilio. 


6.- El mismo texto legal habla del au- 
mento del plazo en razón de la distan- 
cia, disponiendo un día por cada treinta 
(30) kilómetros o fracción de más de quin- 
ce (15). 


7.- Lo establecido por el Derecho Común 
no varía en este punto. Froilán Tavares 
(Ob.cit.,p.169) establece que “cuando la 
persona contra quien corre el plazo tiene 
« su domicilio en la República se aplica la 
disposición del Art.1033, mod. por la 
L.296 de 1940, que aumenta el plazo en 
razón de un día por cada treinta kilóme- 
tros o fracción mayor de quince kilóme- 
tros de distancia”. Cuando la persona a 
quien se notifica -dice Tavares- tiene su 
domicilio en el extranjero, el plazo de la 


comparecencia varía entre un mínimun 
de 15 días y máximun de 120 días, de 
conformidad con la escala establecida por 
el Art.73, mod.por la L.1821 de 1948", 


8.- El Art.495 del CT excluye los días no 
laborables de los plazos de procedimien- 
to. Por consiguiente, no son computables 
los días no laborables en los plazos pro- 
cesales. Sólo se computan los días hábi- 
les laborables. 


9.- La Ley 4123 de 1955 (G.O.7829) y 
sus modificaciones establecen cuáles son 
los días legalmente no laborables, entre 
los cuales se encuentran los domingos. 
La Ley No.139-97, de 19 de junio de 
1997, permite que el carácter no labora- 
ble de todos los días feriados del calen- 
dario que coincidan con los días martes, 
miércoles, jueves o viernes de la semana 
de que se trate, será efectivo conforme a 
la siguiente pauta: 1) martes y miércoles, 
el lunes precedente; 2) jueves y viernes, 
el lunes siguiente. Quedan excluidos del 
ámbito de aplicación de la ley los siguien- 
tes días feriados: 1 de enero, día de año 
nuevo; 21 de enero, día de Nuestra Sra. 
de Altagracia; 27 de febrero, día de la 
Independencia Nacional; 16 de agosto, 
cuando coincida con el inicio de un pe- 
riodo constitucional; 24 de septiembre, 
día de las Mercedes; 25 de diciembre, 
día de Navidad. Quedan también exclui- 
das del ámbito de aplicación de la pre- 
sente ley los días feriados de carácter re- 
ligioso que rijan en razón del día de la 
semana: Jueves Corpus Christi, jueves y 
viernes Santos. 


10.- La disposición de que si el plazo ven- 
ce un día no laborable, se prorroga has: 
ta el siguiente no es privativa del Dere- 
cho de Trabajo; proviene del Derecho 
Común y de la jurisprudencia. Froilán 
Tavares (ob.cit., p.167) entiende que de 
acuerdo con el Art.1033 “si fuere feria: 
do el último día del plazo, éste se pro- 
rrogará hasta el siguiente”. Cuando son 
feriados el día en que se vence el plazo 
y el día que le sigue, el plazo debe 
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prorrogarse hasta el día que sigue a 
éste último. 


11.- El párrafo final del Art.495 prohi- 
be realizar actuación alguna, esto es, 
notificar algún acto de alguacil los días 
no laborables, ni antes de las seis de la 
mañana, ni después de las seis de la 
tarde. 


JURISPRUDENCIA 


12.- En materia laboral, donde no hay 
oposición, en la negligencia del que no 
comparece no debe perjudical a la otra 
parte. (Casación, 31 de enero de 1994, 
Sent. 415, B. J. #998, p. 113). 


Días NO LABORABLES 


13.- A los fines de la aplicación del artí- 
culo 495 del Código de Trabajo, deben 
reputarse como días no laborables no tan 
solo los que son expresamente declara- 
dos no laborables en virtud de la ley, sino 
todos los domingos del año, por ser un 
día en que no es posible la realización de 
ninguna actuación judicial, al igual que 
los demás días legalmente no laborables. 
(Sent. 25 noviembre 1998, No.51, 
B.J.1056, p.600). 


14.- Se trata de un plazo franco en los 
cuales no se cuentan los días a-quo y el 
ad-quem, y hay que excluirse los días 
no laborables de ese período. (Sent. 25 
hoviembre 1998, No.51, B.J.1056, 
p.600). 


FALLO ULTRA PETITA 


15.- No existe el vicio de ultra petita, ni 
de extra petita en los asuntos que con- 
ciernen al orden público, como es la ob- 
servancia de los plazos para ejercer las 
vías de recurso. (Sent. 17 septiembre 
1997, No.23, B.J.1042, p.275). 
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16.- Cuando un plazo se vence en un día 
feriado, el mismo se extiende hasta el 
próximo día laborable, al tenor de las 
disposiciones del artículo 1033 del Códi- 
go de Procedimiento Civil, no iniciándose 
el plazo nuevamente a partir de ese día 
cuando los plazos son de hora a hora. 
(Sent. 6 enero 1999, No.39, B.J.1058, 
p.460). 


17.- El plazo de la prescripción no es un 
plazo de procedimiento. (Sent. 13 mayo 
1998, No.8, B.J.1050, p.409). 


18.- Los plazos que se computan por 
meses se calculan de fecha a fecha, cual 
que sea el número de días de que se com- 
pongan los meses incluídos en el plazo. 
(Sent. 13 mayo 1998, No.8, B.J.1050, 
p.410). (En igual sentido Sent. 21 julio 
1999, No.34, B.J.1064, p.730). 


19.- Cuando los plazos acordados en la 
ley lo son por meses y no por día, se cuen- 
tan de fecha a fecha. (Sent. 18 agosto 
1971, B.J.729, p.2419). 


20.- Los plazos aumentan en razón de la 
distancia; aplicación del artículo 1033 del 
Código de Procedimiento Civil en mate- 
ria laboral. (Sent. 14 diciembre 1956, 
B.J.557, p.2606). 


21.- La disposición final del artículo 1003 
del Código de Procedimiento Civil, que 
establece que cuando fuere feriado el úl- 
timo día del plazo éste será prorrogado 
hasta el día siguiente, se aplica al plazo 
de cuarenta y ocho horas fijado por el 
artículo 81 (hoy 91) del Código de Tra- 
bajo. (Sent. 20 octubre 1958, B.J.579, 
p.2253). 


LEGISLACIÓN EXTRANJERA 


22.-El Art.312 del CT de Chile dispone 
que: “cuando un plazo de días previsto 
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en el Código vence en sábado, domingo 
o festivo se entenderá prorrogado hasta 
el día siguiente hábil”. 


Art.496.- “En el curso de las audien- 


cias, el presidente de los tribunales de 
trabajo tiene a su cargo el mantenimien- 
to del orden. 


Obligará a las partes o a sus mandata- 
rios a expresarse con moderación y res- 
peto, y al público, a observar la com- 
postura y el silencio debidos. Puede 
suspender el uso de la palabra a los pri- 
meros, en caso de desobediencia, y re- 
clamar el auxilio de la fuerza pública para 
hacer desalojar la sala, en caso de alte- 
ración del orden”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-8 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.464 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a la facultad re- 
conocida al presidente del tribunal de 
mantener el orden en la audiencia. Se 
trata de lo que normalmente se denomi- 
na la policía de audiencia. 


3.- No se trata de una facultad exclusiva 
del juez de trabajo ni del presidente del 
tribunal de trabajo, cuando éste sea co- 
legiado, sino que es propia de los tribu- 
nales de Derecho Común, y extensiva a 
todos los jueces que presiden un tribu- 
nal. 


DOCTRINA 


4.- “Los artículos 88 al 92, reformados, 
del Código de Procedimiento Civil y 365 
y 366 del Código de procedimiento cri- 
minal, establecen las normas según las 
cuales el juez presidente controla el or- 
den de las audiencias y queda facultado 
para castigar los delitos que se cometan 
en la misma, los cuales pueden estar cons- 
tituidos por cualquiera de los tipos de 
hechos siguientes: a) irreverencias y falta 
de respeto al tribunal; b) ultrajes a los 
Magistrados durante el ejercicio de sus 
funciones; c) ultrajes o amenazas contra 
los abogados, secretario, testigo, algua- 
cil, perito; y d) delitos o crímenes cometi- 
dos durante la celebración de la audien- 
cia. Las sanciones a imponer varían de 
acuerdo a la naturaleza del hecho y van 
desde la expulsión de la sala de los per- 
turbadores o su detención, hasta la im- 
posición de penas de simple policía o co- 
rreccionales” (Juan Manuel Pellerano, 
Guía del Abogado, p.25). 


5.- El presidente del tribunal está 
facultado para obligar a las partes a ex- 
presarse con moderación y respeto, tan- 
to frente a los jueces como frente a la 
contraparte y mandatario de la contra- 
parte. Esta facultad se extiende hasta obli- 
gar al público a observar la compostura 
y el silencio debidos, a no incurrir en nin- 
gún acto susceptible de alterar el orden 
o perturbar el funcionamiento normal de 
la audiencia. 


6.- En el uso de esta facultad, el tribunal 
puede retirar la palabra a los abogados 
o mandatarios de las partes que incu- 
rran en falta, así como reclamar el auxi- 
lio de la fuerza pública para mantener el 
orden e incluso desalojar de la sala al 
público en caso de desorden. 


7.- Los abogados o mandatarios que in- 
curran en desobediencia pueden ser pro- 
cesados. “El abogado goza de inmunidad 
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en cuanto a las expresiones pronunciadas 
en audiencia o contenidas en los escritos 
sometidos al tribunal, no obstante los cual 
el artículo 1036 del Código de Procedi- 
miento Civil faculta a los tribunales a pro- 
nunciar, aún de oficio, -la supresión de 
escritos, declararlos calumniosos y orde- 
nar la impresión publicación de sus sen- 
tencias por medio de la prensa.- En caso 
de defensa oral puede amonestar al abo- 
gado en la audiencia” (Juan Manuel 
Pellerano, Guía del Abogado, p.25). 


8.- Estas disposiciones completan las del 
Art.493. Véase comentarios relativos a este 
texto legal. 


Art.497.- “Para cada asunto que cur- 
se en cualquier tribunal de trabajo se 
formará un expediente que compren- 
da todos los escritos y documentos pre- 
sentados por las partes y las actua- 
ciones verificadas en dicho tribunal u 
ordenadas por éste. 


El secretario debe anotar al pie de todos 
los escritos y documentos que reciba la 
hora y fecha en que le hayan sido entre- 
gados, antes de pasarlos al expediente 
del cual deben formar parte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.465 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia una serie de 
disposiciones referentes a las obligacio- 
nes de la Secretaría de los Tribunales, que 
incluye especificamente el establecimien- 


to ordenado de los expedientes corres- 
pondientes a cada asunto en curso en el 
tribunal. 


3.- En cada caso en particular, se debe 
abrir un expediente que comprenda to- 
dos los escritos y documentos presenta- 
dos, así como las actas y actuaciones ve- 
rificadas por el Tribunal. 


4.- El párrafo final pone a cargo de la 
Secretaría del Tribunal, la obligación de 
anotar al pie de todos los escritos y do- 
cumentos, la hora y la fecha en que le 
hayan sido entregados antes de pasar- 
los al expediente del cual forman par- 
te. Esta anotación es importante, pues 
puede eventualmente determinar la res- 
ponsabilidad de una parte o la falta de 
ponderación del documento por extem- 
poráneo. 


Art.498.- “La secretaría del tribunal 
de trabajo en la cual se inicie o continúe 
un expediente cuidará de que los 
escritos, documentos y demás papeles 
del mismo estén unidos, ordenados, 
foliados y sellados con el sello de la 
secretaría. 


Estos escritos, documentos y demás papeles 
deben tener margen suficiente que permita 
su costura, engrape o encuadernación sin 
dificultar su lectura. 


Al recibir el primer escrito o documento, o 
al practicar la primera actuación, según sea 
el caso, la secretaría iniciará un índice que 
continuará llenando a medida que se 
agreguen otros escritos, documentos o 
actuaciones”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.466 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una serie de 
disposiciones destinadas a garantizar la 
conservación de los escritos, documentos 
y actas que la secretaría del tribunal debe 
conservar. Completa las disposiciones del 
Art.497. 


DOCTRINA 


3.- La obligación del secretario/a no se 
limita a formar un expediente ordenado, 
sino que cuidará de que las piezas que lo 
integran (escritos, documentos y demás 
papeles) están unidos, ordenados, foliados 
y sellados con el sello del tribunal. 


4.- El texto prevé también la obligación 
de mantener un margen suficiente que 
permita la costura, engrape o encuader- 
nación del expediente sin perjuicio de su 
lectura y sin dañar su texto. 


5.- El párrafo final se refiere al índice 
que debe acompañar cada expediente, 
el cual debe confeccionarse a medida que 
se agreguen escritos, documentos o 
actuaciones.Dicho índice tiene por obje- 
to facilitar la localización y estudio de las 
piezas que integran el expediente, evi- 
tando pérdidas de tiempo. 


Art.499..- “Cada expediente debe es- 
tar protegido por cubierta de papel re- 
sistente, en cuya cara anterior se escri- 
birá: 


1) El número de orden que le corres- 
ponde; 


2) La fecha de iniciación del asunto; 


3) La naturaleza del mismo; 


4) Los nombres de las partes y los de 
sus mandatarios, si los hay; 


5) La fecha de la conciliación, si la hubo, 
caso en el cual pasará definitivamente 
al archivo; y si no la ha habido, las sen- 
tencias, recursos o incidentes, hasta la 
actuación final, con la cual deberá ser 
archivado. 


Sólo puede ordenarse la expedición de 
copias a las partes mientras el asunto 
está pendiente de decisión o es sus- 
ceptible de algún recurso”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 | Doctrina, 5-6 
Comentarios, 2-4 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.467 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere también a 
medidas destinadas a la conservación 
de los expedientes de los tribunales de 
trabajo, incluyendo detalles e informa- 
ciones que permitan su rápida localiza- 
ción. 


3.- En este sentido se dispone que cada 
expediente debe estar protegido por cubierta 
de papel resistente y en la cual se haga 
constar, entre otras cosas; a) el número de 
orden que corresponde al expediente, b) lo 
fecha de inicio del caso y consecuentemente 
del expediente, c) la naturaleza del mismo, 
d) los nombres de las partes y de sus 
mandatarios, si los hay, y e) las fechas 
correspondientes a las distintas fases del 
proceso (audiencias de conciliación, 
aportación y discusión de pruebas), las fechas 
de cada actuación o sentencia del tribunal 
incluyéndose las fechas de cualquier recurso 
interpuesto contra éstas. 
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4.- El párrafo final establece una restric- 
ción relativa a la expedición de copias a 
las partes, del expediente o documentos 
que la integran, las cuales sólo pueden 
ser expedidas mientras el asunto esté pen- 
diente de decisión o es susceptible de al- 
gún recurso. Fuera de estos casos, la ex- 
pedición de copias no está permitida. 


DOCTRINA 


5.- El Art.643 del CT pone a cargo del 
secretario/a del tribunal que haya dicta- 
do sentencia recurrida en casación, re- 
mitir al secretario de la SCJ “el expedien- 
te completo y un inventario en duplicado 
de las piezas del mismo”. Una disposi- 
ción semejante aparece en el Art.628 del 
CT para el recurso de apelación; el se- 
cretario/a de la corte, en las cuarenta y 
ocho (48) horas del depósito del recurso 
de apelación o de la declaración en se- 
cretaría cuando la apelación se interpo- 
ne por esta forma, está en la obligación 
de pasar todo el expediente a la corte. 


6.- El incumplimiento de estas obligacio- 
nes constituye una transgresión a los 
Arts.628 y 643 del CT que compromete 
la responsabilidad civil del funcionario o 
empleado del tribunal de trabajo en fal- 
ta, conforme a las disposiciones del 
Art.712 y 713 del CT. (Véase comentarios 
a los textos legales mencionados). 


Art.500.- “Las secretarías de los tri- 
bunales de trabajo tendrán índice de 
todos los expedientes que se formen 
en ellas o que reciban, en los cuales 
se anotarán: 


1) El número de orden de cada uno; 


2) Los nombres de las partes; 
3) La fecha de la última actuación; 


4) La fecha de la salida o la mención de 
que se encuentra archivada”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.468 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones de los artículos que le anteceden 
(497,498 y 499 del CT), relativos a los 
deberes y atribuciones del secretario/a de 
los tribunales de trabajo. 


3.- Específicamente, trata sobre la 
obligación de llevar un índice de todos 
los expedientes que se forman o reciban 
en el tribunal, en las cuales se 
enunciarán, entre otras cosas: a) el 
número de orden de cada uno, b) los 
nombres de las partes, c) la fecha de la 
última actuación, y d) la fecha de la 
salida o la mención de que se encuentra 
archivada. 


4.- Además, los secretarios de los tribu- 
nales llevan un libro-registro donde se 
asientan cronológicamente las demandas 
recibidas y otro libro de asiento de los 
recursos de apelación. 
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CAPITULO ll 


DE LAS ACCIONES 
Y DE SU ACUMULACIÓN 


Art.501.- “Tiene acceso a los tribu- 
nales de trabajo, en calidad de parte, 
toda persona con interés en hacer que 
se le reconozca o proteja algún derecho 
o situación jurídica, cuyo beneficio lo 
otorguen las leyes de trabajo o derive 
de algún contrato de trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.469 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra en materia de 
trabajo, un derecha humano universal: 
el de dirigirse a losltribunales en solici- 
tud de protección para una situación ju- 
rídica violada, desconocida o en cual- 
quier forma contradicha, sea para 
obtener o su restablecimiento, o las re- 
paraciones adecuadas (Froilán Tavares, 
ob.cit., p.196). Consagra pues, princi- 
pios de Derecho Común y de carácter 
universal. 


DOCTRINA 


3.- En el caso del Art.501 del CT, tiene 
derecho a actuar en justicia como par- 
te, toda persona con interés legítimo o 
con interés de hacer que se le reconozca 
o proteja algún derecho o situación ju- 
rídica, pero la naturaleza del derecho o 


de la situación debe ser de carácter la- 
boral para que competa a los tribunales 
de trabajo, por tanto, el Art.501 señala 
de modo expreso el carácter labora! de 
la contienda, que debe tratarse de un 
beneficio reconocido por las leyes de tra- 
bajo o que derive de algún contrato de 
trabajo. 


Art.502.- “Es optativo de toda perso- 
na que figure como parte en un proceso 
ante los tribunales de trabajo actuar por 
sí misma o por mandatario. 


En este último caso, sin embargo, se exi- 
girá, aún de oficio, el depósito del po- 
der, a menos que la parte esté presente 
en las actuaciones de su mandatario, 
que declare el mandato en secretaría o 
que esté representada por un aboga- 
do”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Conclusiones, 19 


> 


Comentarios, 2 - Costas, 20 


Doctrina, 3-5 - Demanda, 21 
Jurisprudencia - Desestimiento, 22 


- Abogado, 6-12 


- Comparecencia, 13 


- Mandato, 23 
- Sindicato, 24 


- Conciliación, 14-18 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.470 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la facul- 
tad reconocida a toda parte en un pro- 
ceso de trabajo de actuar personalmente 
o a través de un mandatario. Esto signifi- 
ca que el ministerio de abogado no es 
obligatorio en materia de trabajo; las 
partes pueden actuar por sí mismas o por 
un mandatario. 
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DOCTRINA 


3.- Cuando una parte decide hacerse re- 
presentar por un mandatario, la ley exi- 
ge la obligación del depósito del poder 
que otorga la representación del 
mandante al mandatario. El tribunal pue- 
de exigirlo aún de oficio. Se exceptúa el 
caso en que el mandatario sea un abo- 
gado, o que la parte esté presente en las 
actuaciones del mandatario o declare el 
mandato en secretaría. 


4.- Froilán Tavares hijo (Ob.cit., p.110) 
establece que la convención que intervie- 
ne entre el abogado y el cliente es un 
mandato, en todo lo que respecta al ejer- 
cicio de sus funciones de postular y de- 
fender. Asímismo, el abogado es el man- 
datario, representante de la parte, en 
aquellas materias en que no se exige el 
ministerio de abogado: la parte confiere 
procuración para actuar en su nombre. 


5.- El sindicato no tiene la representa- 
ción legal de los intereses personales del 
trabajador demandante. Por consiguien- 
te, no puede representarle en justicia. Lo 
mismo ocurre con los dirigentes sindica- 
les, que deben estar provistos de un po- 
der al respecto. La condición de dirigen- 
te sindical, de miembro de la directiva 
del sindicato, o de ostentar legalmente 
la representación del sindicato, no es su- 
ficiente para representar los intereses per- 
sonales de los trabajadores en los tribu- 
nales; se requiere en este caso, de un 
poder especial para tales fines. 


JURISPRUDENCIA 


ABOGADO 


6.- Las disposiciones de los artículos 342, 
343 y 344 del Código de Procedimiento 
Civil no son aplicables en materia labo- 
ral en razón de que no es imprescindible 
el ministerio de abogado a que se refiere 
el artículo 344. (Sent. 25 noviembre 1998, 
No.57, B.J.1056, p.636). 


7.- El no cumplimiento del artículo 147 
del Código de Procedimiento Civil no tie- 
ne ningún efecto en la interposición de 
los recursos, pues el mismo sólo es exigi- 
ble como un requisito previo a la ejecu- 
ción de sentencia, en los casos donde 
hay necesidad de constituir abogado. 
(Sent. 12 agosto 1998, No.12, B.J.1053, 
p.276). 


8.- Cuando el abogado de la demanda- 
da concluye por ante el Juez de la si- 
guiente manera: “nos acogemos a las 
conclusiones del acto introductivo de la 
demanda” y no se procede en grado de 
apelación a la denegación de esas ac- 
tuaciones de su abogado para hace anu- 
lar dichas conclusiones; en esas condi- 
ciones, el recurso de apelación es 
inadmisible por falta de interés. (Casa- 
ción del 3 de junio de 1992. Sentencia 
44). 


9.- Las partes pueden confiarle su repre- 
sentación jurídica a los abogados por 
ante los tribunales de trabajo, en calidad 
de apoderados especiales (Sent. 15 abril 
1948; B.J.453, p.1168). 


10.- No es indispensable el ministerio de 
abogados en materia de trabajo, pudien- 
do las partes comparecer personalmente 
o por mediación de apoderados especia- 
les (Sent. 17 diciembre 1953, B.J.521, 
p.2450). 


11.- El legislador tuvo en cuenta segu- 
ramente, la posibilidad de que los 
litigantes en esta materia no fuesen ver- 
sados en cuestiones jurídicas, y por ello 
simplificó el procedimiento excluyendo 
nulidades del mismo que pudiesen pa- 
ralizar definitivamente las demandas o 
las defensas contra aquellas; y dispuso 
que todos los medios de prueba fuesen 
admisibles en esta materia, sin dejar sub- 
sistir diferencias entre la oportunidad o 
el valor de las pruebas orales y las escri- 
tas. (Sent. 5 septiembre 1951, B.J.494, 
p.1080). 
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12.- Si los apoderados de las partes ante 
la jurisdicción de trabajo no son repre- 
sentantes de éstas, sino sus mandata- 
rios ad-litem, vale decir encargados de 
proceder a su defensa en la jurisdicción 
de juicio, tal calidad los autoriza, sin 
necesidad de ningún mandato especial, 
a producir conclusiones en su nombre; 
que si éstas pueden ser rectificadas o 
modificadas dentro de ciertos límites, 
deben serlo antes del cierre de los de- 
bates, puesto que ellas fijan los límites 
de la contestación a decidir por el juez 
(Sent. 7 diciembre 1960, B.J.605, 
p.2472). 


COMPARECENCIA 


13.-Nuestra SCJ ha juzgado que “un tra- 
bajador puede comparecer personalmen- 
te o por medio de apoderado ante los 
tribunales de trabajo; si opta por hacerse 
representar, ese mandato debe dárselo, 
obviamente, a una persona física, y no a 
una persona moral, pues la ley lo que ha 
querido es que la parte que se hace re- 
presentar aproveche la capacidad perso- 
nal de un representante, aunque sea abo- 
gado, y no la fuerza colectiva de que estén 
revestidas las personas jurídicas, como un 
sindicato, cuyas atribuciones, por otra 
parte, están limitadas por la ley, y se re- 
fiere a la defensa global de los intereses 
profesionales comunes de los trabajado- 
res, y no a las acciones personales que 
ellos pueden intentar contra su patrono, 
lo que no basta, sin embargo, para que 
un trabajador pueda, si así lo desea, es- 
coger a un miembro determinado del sin- 
dicato para que lo represente como su 
apoderado especial. Como consecuencia 
de lo anteriormente expuesto, un sindica- 
to de trabajadores aunque reciba el man- 
dato, no puede reclamar los derechos o 
prestaciones especiales que se le adeuden 
a las trabajadoras embarazadas; que esas 
acciones para que puedan ser válidas en 
la forma, deben ser intentadas por los 


mismos trabajadores personalmente, o por 
apoderados especiales en el sentido antes 
indicado” (Sent. del 3 de abril de 1970, 
B.J.713, p.602). Stcia. del 27 de junio de 
1962, B.J.623, p.963. 


CONCILIACIÓN 


14.- La falta de exhibición del poder (del 
representante que no es abogado), po- 
dría constituir eventualmente un obstá- 
culo insuperable para el preliminar de la 
conciliación. (Sent. 12 mayo 1971, 
B.J.726, p.1207). 


15.- No basta que el apoderado esté pro- 
visto de poder; es necesario que lo pre- 
sente en conciliación si ello le es requeri- 
do. (Sent. 12 mayo 1971, B.J.726, 
p.1208-1209). 


16.- Siendo el principal interés del preli- 
minar de conciliación la armonía entre 
los patronos y los trabajadores de modo 
que se solucionen discrepancias y, por ello, 
se eviten conflictos por nacer, el propósi- 
to del legislador se cumple cuando no 
comparecen los demandantes personal- 
mente ni por ninguna persona regular- 
mente apoderada. (Sent. 27 junio 1962, 
B.J.623, p.963). 


17.- Si los principios del mandato son 
aplicables en cuanto a la finalidad de 
la representación, en todos los casos 
en que no existan disposiciones espe- 
ciales en materia laboral, el Art.52 de 
la Ley 637 (hoy Art.502 del CT) repro- 
duce esos principios para los fines de 
comparecencia en los procedimientos 
laborales. (Sent. 27 junio 1962, B.J.623, 
p.963-964). 


18.- Corresponde a los tribunales de 
justicia pronunciarse sobre si se ha 
cumplido o no con el preliminar de 
conciliación en razón de la inexistencia 
del mandato. (Sent. 27 junio 1962, 
B.J.623, p.963-964). 
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CONCLUSIONES 


19.- Los abogados en su condición de 
mandatarios ad litem, tienen calidad 
para producir conclusiones a nombre de 
sus representados, pueden ser rectifica- 
das o modificadas dentro de ciertos lí- 
mites, esto es, antes del cierre de los de- 
bates, puesto que ellas fijan los límites 
de la contestación a decidir por el juez. 
(Sent. 7 diciembre 1960, B.J.605, 
p.2472). 


CosTAs 


20.- Cuando el recurso es decidido por 
un medio suplido de oficio por la Supre- 
ma Corte de Justicia, las costas pueden 
ser compensadas. (Sent. 28 octubre 1998, 
No.61, B.J.1055, p.763). 


DEMANDA 


21.- Las acciones en reclamación de sa- 
larios dejados de pagar e indemnización 
o las obreras embarazadas, correspon- 
den Única, exclusiva y personalmente a 
cada trabajador de la empresa, aún los 
no miembros del sindicato; acciones que 
para ejercerlas tiene que hacerlo perso- 
nalmente, no a través del sindicato como 
demandante. (Sent. 3 abril 1970, B.J.713, 
p.602). 


DESISTIMIENTO 


22.- El hecho de que el desestimiento de 
una acción se haga en desmedro de los 
derechos del abogado apoderado por el 
desistente no determina la nulidad del 
mismo, sino que permite al abogado ac- 
cionar en contra de su cliente en cumpli- 
miento de las obligaciones que haya ad- 
quirido en el contrato de cuotas litis, lo 
que en modo alguno compromete la res- 
ponsabilidad de la parte en favor de quien 
se haya hecho el desistimiento, salvo el 
caso de que lo haya inducido a los fines 


de desconocer los derechos del aboga- 
do. (Sent. 23 diciembre 1998, No.62, 
B.J.1057, p.634). 


MANDATO 


23.- Cuando la Ley 637 establece que un 
trabajador puede comparecer personal- 
mente o por medio de apoderado ante 
los tribunales de trabajo, si opta por ha- 
cerse representar, ese mandato debe dár- 
selo, obviamente, a una persona física y 
no a una persona moral, pues la ley lo 
que ha querido es que la parte que se 
hace representar aproveche la capacidad 
personal de un representante, aunque no 
sea abogado, y no la fureza colectiva de 
que estén revestidas las personas jurídi- 
cas, como un sindicato, cuyas atribucio- 
nes, por otra parte, están limitadas por 
la ley, y se refieren todas a la defensa 
global de los intereses profesionales co- 
munes de los trabajadores, y no a las 
acciones personales que ellos pueden in- 
tentar contra su patrono, lo que no obs- 
ta sin embargo, para que un trabajador 
pueda si así lo desea, escoger a un miem- 
bro determinado del sindicato para que 
los represente como su apoderado espe- 
cial.. (Sent. 3 abril 1970, B.J.713, p.602). 


SINDICATO 


24.- Un sindicato de trabajadores, aun- 
que reciba el mandato, no puede re- 
clamar válidamente para sí ni para los 
trabajadores los salarios que les adeu- 
da la empresa a los trabajadores indi- 
vidualmente, ni puede tampoco recla- 
mar los salarios o prestaciones especiales 
que se le adeuden a las trabajadoras 
embarazadas; esas acciones para que 
puedan ser admitidas en la forma, de- 
ben ser intentadas por los mismos tra- 
bajadores personalmente o por apode- 
rados especiales en el sentido antes 
indicado. (Cas. 32 abril 1970, B.J.713, 
p.602). 
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Art.503.- “La presencia de la parte 
representada puede ser ordenada de 
oficio, si así lo exige la mejor subs- 
tanciación de la causa y nada le impi- 
de obtemporar al requerimiento”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-12 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.471 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra la facultad 
del tribunal de disponer la comparecen- 
cia personal de una parte o de las par- 
tes envueltas en el proceso, sin necesi- 
dad de una petición previa de parte 
interesada. 


3.- La comparecencia personal puede ser 
ordenada de oficio, si así lo exige la me- 
jor sustanciación de la causa, a juicio del 
tribunal; la parte convocada está en la 
obligación de comparecer, salvo que al- 
guna razón justificada le impida a la parte 
comparecer. Dicha comparecencia pue- 
de ser ordenada aun en el preliminar de 
la conciliación. 


DOCTRINA 


4.- Las disposiciones de este artículo se 
completan con las previstas en los 
Arts.575 y siguientes de este Código. 

5.- La comparecencia personal puede ser 
ordenada en el curso de una audiencia o 
posteriormente, aun de oficio, mediante 
una sentencia preparatoria. No podrá 
ordenarse la comparecencia personal (de 
un sindicato, o asociación o persona mo- 
ral) extraña al caso juzgado. 


6.- El Art.503 del CT coincide con el 
Art.575 del mismo código, en el sentido 
de que la comparecencia personal de las 
partes puede ser ordenada de oficio o a 
petición de parte interesada, “si así lo 
exige la mejor sustanciación de la cau- 
sa”. Dicha medida puede ser dispuesta 
“en cualquier estado de causa”. El plazo 
de la comparecencia es de tres días por 
lo menos, antes del día y la hora fijados 
por el juez, que dispondrá la citación de 
las partes, salvo que éstas estén presen- 
tes o debidamente representadas en au- 
diencia, en cuyo caso “se tendrán como 
citadas”. 


7.- La comparecencia de los sindicatos 
de empleadores y de trabajadores se hará 
por medio de sus representantes, y las 
demás personas morales, por sus respec- 
tivos gerentes o administradores, salvo 
que éstos no tengan conocimiento perso- 
nal de los hechos. Deben estar provistas 
del poder correspondiente. 


8.- La solicitud de comparecencia perso- 
nal hecha por una de las partes vale pro- 
mesa suya de comparecer personalmen- 
te. El día de la audiencia la parte que 
haya solicitado la comparecencia indica- 
rá al juez, en forma concreta, los hechos 
sobre los cuales desea que se interrogue 
a la otra. Esta última puede luego de ha- 
ber respondido al interrogatorio, solici- 
tar que se interrogue a la primera sobre 
los mismos hechos o sobre otros que ten- 
gan relación con las cuestiones de hecho 
o de derecho en discusión. 


9.- El Art.581 dispone que la falta de 
comparecencia o la negativa a contestar 
de una de las partes, sin causa justifica- 
da, puede ser admitida como presunción 
contra ella. 


10.- Los Arts.60 al 72, ambos inclusive, 
de la Ley 834 de 1978, se refieren a la 
comparecencia personal de las partes. Se 
trata de normas que, en materia de 
trabajo, tienen un carácter supletorio. 
Estos textos legales están vigentes en 
cuanto no contradigan las normas 
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particulares al respecto contenidas en el 
CT. El juez puede, en toda materia, hacer 
comparecer personalmente a las partes 
o a una de ellas. El juez, al ordenarlo, 
fija los lugares, día y hora de la 
comparecencia personal, a menos que se 
proceda a ello de inmediato. La 
comparecencia personal puede siempre 
realizarse en cámara de consejo. Las 
partes son interrogadas en presencia una 
de la otra, a menos que las circunstancias 
exijan que se haga separadamente. Deben 
ser confrontadas si una de las partes lo 
solicita. Si una de las partes está en la 
imposibilidad de presentarse, el juez que 
haya ordenado la comparencia puede 
transportarse adonde ella, después de 
haber convocado a la parte adversa. El 
juez puede hacer comparecer a los 
incapaces bajo reserva de las reglas 
relativas a la capacidad de las personas 
ya la administración de la prueba, así 
como a sus representantes legales o a 
aquellos que les asisten. Puede hacer 
comparecer a las personas morales 
incluyendo las colectividades públicas y 
establecimiento públicos, en la persona 
de sus representantes calificados. Puede 
además, hacer comparecer a cualquier 
miembro o agente de una persona moral 
para ser interrogado tanto sobre hechos 
personales como sobre los que ha 
conocido en razón de su calidad. El juez 
puede sacar cualquier consecuencia de 
derecho, de las declaraciones de las 
partes, de la ausencia o de la negativa a 
responder de una de ellas y considerar 
ésta como equivalente a un principio de 
prueba por escrito. 


11.- La jurisprudencia establece que la 
sola declaración de una parte no es 
suficiente, por sí sola, como un medio 
de prueba. Lo que diga en su contra 
figura como una confesión en materia 
de prueba. Cuando la declaración de 
una parte esté corroborada por los 
hechos y los documentos puede servir 
como medio de prueba, en caso 
contrario no. 


12.- Véase Arts.575 y siguientes. 


Art.504..- “En materia laboral las cos- 
tas del procedimiento están regidas por 
el derecho común”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 -Compensación de costas, 11-26 


Comentarios, 2 -Abogado distraccionario, 27-32 
Doctrina, 3-5 -Liquidación de costas, 33-37 
Jurisprudencia 


-Abogado, 6-9 
-Citación, 10 


-Parte Sucumbiente, 38-42 


-Decisiones diversas, 43-48 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.472 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Una de las características del proceso 
en materia de trabajo lo constituye su 
gratuidad, pero los gastos y las costas 
procesales inherentes al proceso, están a 
cargo de la parte sucumbiente. 


DOCTRINA 


3.- Conforme al Art.729 del CT están li- 
beradas de derechos e impuestos de toda 
naturaleza los contratos de trabajo, las 
actas constitutivas de sindicatos, las ac- 
tas y documentos relacionados con el pro- 
cedimiento administrativo y judicial. 


4.- La Ley No.637, del 16 de junio de 
1944, sobre Contratos de Trabajo 
(G.0.6096) en su Art.52 (modificado por 
la Ley No.5055, del 19 de diciembre de 
1958, G.0.8317), no otorgaba a los abo- 
gados a título de honorarios profesiona- 
les, una suma igual a la reconocida a 
dichos profesionales por el Derecho Co- 
mún. 
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5.- El Art.504 del CT le da igual trata- 
miento. Las costas y honorarios se rigen 
por las disposiciones establecidas por la 
Ley 302 de 1964, del 18 de junio de ese 
año, (modificada por la Ley 95-88 de 20 
de noviembre de 1988) y por el Derecho 
Común. 


JURISPRUDENCIA 


ABOGADO 


6.- De conformidad con los artículos 5 
y 9 de la Ley No.302 de 1964, sobre 
Honorarios de los Abogados, éstos tie- 
nen el derecho, cuando sean utilizados, 
de obtener la distracción de las costas 
siempre que afirmen que las han avan- 
zado. (Sent. mayo 1975, B.J.774, 
p.911). 


7.- Los que postulan en materia laboral 
tienen derecho a cobrar honorarios y por 
tanto a pedir su distracción. (Sent. 16 
noviembre 1973, B.J.756, p.3505). 


8.- Es deber del abogado que somete un 
estado de costas y honorarios ajustarlo a 
las previsiones de la ley. (Sent. 24 abril 
1972; B737, 972), 


9.- El abogado que ha actuado en re- 
presentación de alguna de las partes, 
en una instancia, puede hacerse apro- 
bar el correspondiente Estado de Gas- 
tos y Honorarios causados en esa ins- 
tancia, sin que la sentencia 
condenatoria en costas haya adquirido 
la autoridad de la cosa juzgada; cuan- 
do un abogado se hace aprobar un Es- 
tado de Gastos y Honorarios dicho es- 
tado sólo puede ser ejecutado contra 
la parte adversa, si ésta sucumbe final- 
mente en el litigio, pero podría ejecu- 
tarlo contra su propio cliente, por sus 
honorarios y por los gastos que haya 
avanzado por cuenta de éste. (Sent. 26 
junio 1968, B.J.691, p.1331). 


CITACIÓN 


10.- Lo que la ley 302 de 1962 exige es 
que se cite a los litigantes, citación que 
puede hacerse, no sólo por carta certifi- 
cada del Secretario, sino también por 
acto de alguacil. (Sent. 23 julio 1971, 
B.J:728, p.2191-2192). 


COMPENSACIÓN DE COSTAS 


11.- Cuando la sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser 
compensadas. (Sent. 10 febrero 1999, 
No.35, B.J.1059, p.584). 


12.- Cuando el recurso de casación es 
decidido por la Suprema Corte de Justi- 
cia, por un medio suplido de oficio, el 
literal segundo del artículo 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación dispo- 
ne que las costas podrán ser compenso- 
das. (Sent. 9 diciembre 1998, No.22, 
B.J.1057, p.410). 


13.- Cuando la sentencia es casada por 
la violación a una norma procesal a car- 
go de los jueces, las costas pueden ser 
compensadas. (Sent. 7 octubre 1998, 
No.6, B.J.1055, p.431). Cuando la sen- 
tencia es casada por falta de motivos, las 
costas pueden ser compensadas. (Sent. Y 
de diciembre 1998, No.17, B.J.1057, 
p.379). 


14.- Cuando se casa una sentencia por 
vicios procedimentales a cargo de los jue- 
ces, las costas pueden ser compensadas. 
(Sent. 22 octubre 1980, B.J.838, p.2221). 


15.- La compensación de las costas es 
puramente facultativa de parte de los jue- 
ces, por lo que su no pronunciación no 
implica violación alguna a la ley. (Sent. 
13 julio 1979, B.J.824, p.1298). 


16.- La compensación de costas dispues. 
tas por la Suprema Corte de Justicia sólo 
comprende las costas de la instancia de 
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casación pero no las costas que pudieran 
ser de lugar posteriormente, como resul- 
tado del envío. (Sent. 26 septiembre 1977, 
B.]802, p.1748-1749). 


17.- El decidir la compensación de las 
costas en todo o en parte constituye una 
facultad de los jueces. (Sent. 23 agosto 
1974, B.1.765, p.2332). 


18.- El juez puede compensar las costas 
cuando un litigante sucumbe en un inci- 
dente procesal, pero gana el fondo. (Sent. 
27 septiembre 1973, B.J.754, p.2902). 


19.- El juez debe motivar la no condena- 
ción en costas de la parte sucumbiente. 
Sent. 4 julio 1973, B.J.752, p.1840). 


20.- El juez tiene la facultad en caso de 
sucumbencia en parte, de compensar 
las costas, por lo que si no usa de esa 
facultad y condena a pagar todas las 
costas a una parte a la que sólo se le 
acordó una mínima porción de sus con- 
clusiones, no incurre en violación a la 
ley. (Sent. 10 febrero 1971, B.J.723, 
p.365). 


21.- Cuando el rechazamiento del re- 
curso se funda en motivos de derecho 
suplidos por la Suprema Corte de Justi- 
cia, las costas pueden ser compensa- 
das. (Sent. 2 agosto 1972, B.J.741, 
p.1913-1914). 


22.- Cuando el trabajador sucumbe en 
algunos aspectos de la litis, la compen- 
sación de las costas es una facultad de 
los jueces. La sentencia no puede ser cri- 
ticada si no compensa las costas. (Sent. 
30 agosto 1972, B.J.741, p.2114). 


23.- Cuando las partes han sucumbido 
respectivamente en algunos puntos, las 
costas pueden ser compensadas total o 
parcialmente. (Sent. 23 noviembre 1970, 
8.720, p.2766). 


24.- Cuando un fallo es casado por el 
incumplimiento de reglas procesales que 


estén a cargo de los jueces, las costas 
pueden ser compensadas. (Sent. 28 mayo 
1969, B.J.702, p.1151). 


25.- Las costas pueden ser compensadas 
cuando una sentencia fuere casada como 
consecuencia de una irregularidad pro- 
cesal o un error atribuible a un Secreta- 
rio. (Sent. 22 enero 1968, B.J.636, p.145). 


26.- Cuando una sentencia es casada por 
falta o insufieciencia de motivos, las cos- 
tas se compensan. (Cas. 2 octubre 1968, 
B.J.695, p.2185-2186). 


ABOGADO DISTRACCIONARIO 


27.- Para que el abogado sea acreedor 
personal de costas contra la parte adver- 
sa a su cliente, es necesario que la dis- 
tracción a su favor haya sido pronuncia- 
da por sentencia. (Sent. 17 julio 1974, 
B.J.764, p.2030). 


28.- Si el abogado no puede concluir al 
fondo y pedir costas y su distracción, al 
no concurrir a la audiencia, no podía la 
parte sucumbiente ser condenada en cos- 
tas tratándose de una cuestión civil, aún 
cuando en materia laboral no existe el 
defecto y debe estimarse contradictoria 
la sentencia que intervenga. (Sent. 23 ju- 
lio 1973, B.J.852, p.2068). 


29.- El abogado que no es distraccionario 
de costas no puede ejecutarlas. (Sent. 17 
julio 1974, B.J.764, p.2030). 


30.- Un abogado distraccionario de cos- 
tas no puede ejecutar éstas antes de que 
la litis que les dio origen haya finaliza- 
do. (Sent. 11 agosto 1969, B.J.705, 
p.1845). 


31.- El abogado distraccionario de cos- 
tas no puede exigir a la parte a cuyo car- 
go ha sido puesto el pago de las mismas, 
sino después que recaiga sentencia sobre 
el fondo que haya adquirido la fuerza de 
la cosa irrevocablemente juzgada. (Sent. 
11 agosto 1969, B.J.705, p.1845). 
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32.- Si el abogado no pidió la condena- 
ción en costas, en estas condiciones, no 
debió el tribunal pronunciar una conde- 
nación en costas que no fue solicitada y 
mucho menos la distracción de esas cos- 
tas no pedidas. (Sent. 4 septiembre 1968, 
B.J.694, p.1935). 


LIQUIDACIÓN DE COSTAS 


33.- La aprobación de un estado de cos- 
tas y honorarios sólo adquiere la autori- 
dad de la cosa juzgada cuando se hace 
contencioso y es fallado definitivamente. 
(Cas.23 enero 1978, B.J.806, p.103). 


34.- Si surge una impugnación del esta- 
do de costas y honorarios en virtud del 
Art.11 de la Ley 302 de 1964, el 
impugnante debe señalar cada partida 
impugnada y dar los fundamentos de su 
impugnación, lo que obliga a su vez al 
tribunal, al decidir el caso, a justificar su 
sentencia, partida por partida, con lo re- 
suelto sobre todas las impugnaciones. 
(Sent. 24 abril 1972, B.J.737, p.972-973). 


35.- Cuando los presidentes de los Juz- 
gados de Primera Instancia divididos o 
no en Cámaras, aprueben, modifiquen o 
rechacen un estado de gastos y honora- 
rios, el tribunal llamado para conocer de 
la impugnación de dicho estado, como 
tribunal inmediato superior competente, 
es la Corte de Apelación correspondiente 
(impugnación de estado aprobado por 
la Cámara de Trabajo). (Sent. 18 ¡unio 
1969, B.J.703, p.1362). 


36.- El presidente del tribunal donde se 
producen los gastos y honorarios es el 
competente para aprobar la liquidación 
de los mismos. (Sent. 26 ¡unio 1968, 
B.J.691, p.1327-1328). 


37.- Todo aquel que tenga motivos de 
queja contra un estado de gastos y ho- 
norarios aprobado por el juez, debe apor- 
tar al tribunal inmediato superior la prue- 
ba de que las partidas que se impugnan 


no se ajustan a la ley. (Sent. 11 marzo 
1968, B.J.688, p.612). La liquidación de 
las costas puede hacerse tan pronto como 
se pronuncie la sentencia de condena- 
ción en costas, independientemente de 
que la sentencia que dio origen a dicha 
condenación fuese objeto de algún re- 
curso. (Sent. 26 junio 1968, B.J.691, 
p.1327-1328). 


PARTE SUCUMBIENTE 


38.- Quien cubre las costas es el que su- 
cumbe. (Sent. 21 octubre 1998, No.41, 
B.J.1055, p.638). 


39.- El hecho de que el tribunal haya 
determinado que el contrato de tra- 
bajo concluyó por una causa distinta 
a la señalada por el demandante, no 
le obligaba a compensar las costas, 
sino que estaba dentro de sus faculta- 
des condenar al pago de las mismas a 
la parte que a su juicio sucumbiera, 
(Sent. 21 octubre 1998, No.4l, 
B.J. 1055, p.637). 


40.- Compete al poder soberano de los 
jueces declarar cuál es la parte que sv- 
cumbe en una litis. Tanto la condenación 
en costas como la negativa del juez de 
compensar las mismas no tienen necesi- 
dad de ser motivadas, especialmente por- 
que se trata, en el primer caso, de un 
mandato de la ley y en el segundo, de 
una facultad que el juez puede ejercer o 
no sin incurrir en violación de los dere- 
chos protegidos por la ley. (Sent. 12 oc- 
tubre 1977, B.J.803, p.1871). 


41.- Cuando los jueces del fondo dispo- 
nen reservar las costas relativas a un in- 
cidente, no están incurriendo en ningu: 
na violación de las reglas procesales, pues 
tal reserva de costas puede tener por con- 
secuencia permitir a dichos jueces ¡untar- 
las en su totalidad para resolver lo que 
juzguen más conveniente si la parte que 
sucumbió en un incidente obtiene luego 
ganancia de causa en cuanto al fondo 
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del litigio; además, como en la reserva 
de costas no hay decisión alguna acerca 
de quién debe soportarlas, es obvio que 
en esas condiciones, los ¡jueces no tienen 
que dar motivos particulares al respecto. 
(Sent. julio 1973, B.J.752, p.2070). 


42.- No incurre en violación del Art.131 
del Código de Procedimiento Civil, el juez 
que en caso de sucumbencia no compen- 
sa las costas y condena a pagar a una 
parte una porción. (Sent. 10 febrero 
1971, B.J.723, p.365). 


DECISIONES DIVERSAS 


43.- La condenación al pago de las cos- 
tas es una medida de interés privado que 
no puede ser dispuesta de oficio por los 
jueces. (Sent. 18 noviembre 1998, No.29, 
B.J.1056, p.466; Sent.16 febrero 1979, 
8.819, p.221). 


44.- Es propósito fundamental del Art.130 
del Código de Procedimiento Civil, que 
las costas no sean exigibles sino después 
que recaiga sentencia sobre el fondo que 
haya adquirido la fuerza de la cosa irre- 
vocablemente juzgada. (Sent. 17 julio 
1974, B.J.764, p.2031). 


45.- Las costas de la suspensión de eje- 
cución de la sentencia impugnada cuyo 
recurso es declarado caduco, están a car- 
go del recurrente cuyo recurso se declaró 
caduco. (Sent. 12 octubre 1970, B. J. 719, 
p. 2472). 


46.- La condenación en costas, tratán- 
dose de una cuestión de interés privado, 
sólo se concede a la persona gananciosa 
que lo haya solicitado. (Sent. 23 julio 
1973, B. J. 852, p. 2068). 


47.- La circunstancia de que el acto de 
alguacil contenga además un manda- 
miento de pago, no es un obstáculo para 
que esa partida pueda figurar como gas- 
tos de la litis. (Sent. 7 junio 1967, B. J. 
679, p.1160). 


48.- Cuando la Corte de Apelación co- 
noce y falla una impugnación de hono- 
rarios al tenor del artículo 11 de la Ley 
302 de 1964, está decidiendo no como 
tribunal de primer grado sino en instan- 
cia única y de modo final, salvo los resul- 
tados de los recursos de casación. (Sent. 
17 junio 1968, B. J. 691, p. 1312). 


Art.505.- “Todo demandante, tanto 
principal como incidental, está obli- 
gado a acumular en una sola deman- 
da las acciones que pueda ejercitar 
contra el demandado. 


La inobservancia de la regla que an- 
tecede extingue las acciones no acu- 
muladas, cuando éstas no deriven de 
disposiciones cuyo carácter es de or- 
den público. 


El demandante sólo tendrá derecho a 
la repetición de las costas de la pri- 
mera demanda, si procede, cuando 
las acciones no acumuladas deriven de 
disposiciones cuyo carácter sea el indi- 
cado en el párrafo que antecede”. 


INDICE 
Antecedente,- 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTE 


1.- Es una reproducción del Art.473 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Las disposiciones de los Arts.505,506 
y 507 se relacionan estrechamente. Se 
tratan de reglas relativas a la acumula- 
ción de las demandas, tanto principales 
como incidentales. En todos los casos, el 
cúmulo de las demandas no implica su 


indivisibilidad. 
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DOCTRINA 


3.- El Art.505 obliga al demandante a 
acumular en una sola demanda las ac- 
ciones que puede interponer contra el 
demandado. Dispone asimismo que el 
incumplimiento de esta regla extingue las 
acciones no acumuladas cuando éstas no 
deriven de disposiciones de orden públi- 
co. Establece además, que el demandan- 
te sólo tendrá derecho a repetir las cos- 
tas de la primera demanda si procede, 
cuando las acciones acumuladas deriven 
de disposiciones de carácter de orden 
público. 


4.- “Del contenido del Art.505 se puede 
colegir - dice Gloria María Hernández- 
que la acumulación en materia laboral 
constituye una figura jurídica, con sus 
características y condiciones propias, 
acordes con la naturaleza social y de ce- 
leridad que caracteriza el derecho de tra- 
bajo. Para su existencia, es necesario que 
reúna los siguientes requisitos a tenor de 
la ley: a) Es una regla de orden público, 
inherente a los aspectos generales de la 
acción en justicia, contemplada y plan- 
teada por el legislador previo a todo el 
procedimiento ante los tribunales; b) No 
es un incidente. El legislador de 1992 tam- 
poco considera esta petición como tal. 
Lo que es más, la acumulación se en- 
cuentra expresamente excluida del capí- 
tulo relativo a lo que el Código de Tra- 
bajo considera como “incidentes”; c) Liga 
tanto a las partes como al tribunal apo- 


derado, y para cada una de ellas con- 
templa condiciones específicas, depen- 
diendo de quien sea el que solicite la acu- 
mulación”. 


5.- Al tenor del Art.505, -dice Gloria 
María Hernández-, “cuando la solici- 
tud la hace la parte demandante, se 
trata de una obligación determinada y 
cierta, a su cargo, obligación que sub- 
siste aún cuando el demandante sea 
principal o incidental. Incluso, la pro- 
pia ley sanciona el no cúmulo con la 
extinción de las acciones que no hubie- 
se incluído dentro de su pedido de cú- 
mulo. El legislador sólo admite una ex- 
cepción a esta última regla y es cuando 
las acciones no acumuladas por el de- 
mandante “dependan de disposiciones 
de orden público”. 


6.- El legislador trata de evitar el cúmulo 
de costas y honorarios procesales, con 
motivo de la no acumulación de las de- 
mandas, permitiendo al demandante re- 
petir las costas Únicamente cuando la ley 
no le obligue la acumulación de las de- 
mandas debido al carácter de orden pú- 
blico de una de ellas. Por consiguiente, 
la regla prevista en el Art.505 es de im- 
periosa aplicación. Por este motivo, se 
establece como sanción la extinción de 
las acciones no acumuladas en una sola 
demanda. Se persigue de este modo evi- 
tar el hostigamiento procesal a través de 
sucesivas demandas de una parte contra 
la otra. 
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Art.506..- “ El juez acumulará de ofi- 
cio: 


1) Las demandas entre las mismas 
partes, cuando la substanciación y jui- 
cio en común sea posible sin perjui- 
cios de derechos; 


2) Las demandas intentadas por un 
empleador contra dos o más trabaja- 
dores, o las de éstos contra aquél, 
cuando tengan la misma causa o idén- 
tico objeto y se encuentren en la mis- 
ma etapa del proceso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 -Acumulación de demandas, 9 
- Conexidad, 10 


- Sentencia preparatoria, 11 


Comentarios, 2-3 
Doctrina, 4-8 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.474 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece los casos en 
que el juez esté en la obligación de acu- 
mular de oficio las demandas. Se trata 
de una disposición de orden público que 
se impone al juez. 


3.- Prevé específicamente dos situaciones. 
Se refiere en primer término a las de- 
mandas entre las mismas partes, cuando 
la sustanciación y juicio común sea posi- 
ble sin perjuicio de derechos. También 
menciona las demandas interpuestas por 
un empleador contra dos o más trabaja- 
dores, o de éstos contra un empleador 
cuando tengan la misma causa e idénti- 
co objeto y se encuentren en la misma 
etapa del proceso. 


DOCTRINA 


4.- “Procede acoger la solicitud de cú- 
mulo de las demandas -dice Gloria Ma- 
ría Hernández-, cuando se encuentran 
reunidos los siguientes requisitos: a) que 
se trate de varias demandas ejercidas con- 
tra el empleador por dos o más trabaja- 
dores o de aquél contra éstos; b) que no 
tengan causas y objetos distintos; c) que 
la sustanciación y juicio de las mismas 
sea posible sin perjuicio de derechos; y 
d) que las acciones cuya acumulación se 
solicita se encuentren en la misma etapa 
del proceso. Cabe señalar que “estar en 
la misma etapa del proceso” no significa 
necesariamente que se encuentre al ini- 
cio o al final del mismo, ya que el cúmu- 
lo puede ser planteado en todo estado 
de causa. Lo que esto significa es que las 
demandas a acumularse deben encon- 
trarse en etapas similares del proceso”. 


5.- Los Arts.506 y 507 del CT, establecen 
a cargo de los tribunales la obligación 
de acumular, aún de oficio, los casos don- 
de se encuentran reunidos cualesquiera 
de los requisitos antes señalados, sea en 
favor del trabajador, o sea en favor del 
empleador (Gloria María Hernández). 


6.- A juicio de Gloria María Hernández, 
la razón esencial para este mandato a 
cargo del tribunal es que en definitiva, el 
cúmulo se origina en una razón adminis- 
trativa, de orden público, relativa al or- 
denamiento de las causas, de forma tal 
que se conozcan con mayor celeridad, 
con menor gasto y sin que exista la posi- 
bilidad de que puedan existir sentencias 
contradictorias sobre asuntos similares o 
idénticos ejercidos contra una parte liti- 
gante, empleador o trabajador. 


7.- En los distritos judiciales en que el 
tribunal de trabajo está dividido en salas 
o cámaras corresponde al juez presiden- 
te asignar las demandas, rotativa y 
cronológicamente, a cada sala del juz- 
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gado. Consecuentemente, la primera y 
principal responsabilidad de la acumula- 
ción recae sobre el presidente del tribunal 
conforme a este texto legal, sin perjuicio 
de la facultad del juez apoderado de dis- 
poner por sentencia la acumulación. 


8.- La circunstancia de que las partes es- 
tén asistidas y representadas por distin- 
tos abogados no impide la acumulación. 
El abogado no es parte en el proceso. Lo 
que el legislador persigue es evitar la 
multiplicidad de procesos entre las mis- 
mas partes, fundadas en la misma causa 
y con idéntico objeto, además de lograr 
economía de tiempo y trabajo en la ad- 
ministración de justicia. 


JURISPRUDENCIA 


ACUMULACIÓN DE DEMANDAS 


9.- Las decisiones mediante las cuales los 
jueces disponen la unión de dos o más 
demandas deben ser consideradas más 
una medida de instrucción que una me- 
dida para llegar más prontamente a una 
decisión definitiva; por tanto, la senten- 
cia que tal disponga debe considerarse 
como simplemente preparatoria, indepen- 
dientemente de que la adopción de la 
medida haya provocado previamente con- 
troversia entre las partes. (Cas. 9 sep- 
tiembre 1970, B.J.718, p.1920). 


CONEXIDAD 


10.- Decidir si las demandas son o no 
conexas es una cuestión de hecho que 
los jueces del fondo deciden soberana- 
mente, escapando lo decidido a la cen- 
sura de la casación. (Sent. septiembre 
1970, B.J.718, p.1914). 


SENTENCIA PREPARATORIA 


11.- Las decisiones mediante las cuales 
los jueces disponen la unión de dos o 


más demandas, deben ser considera- 
das más una medida de instrucción que 
una medida para llegar más pronta- 
mente a una decisión definitiva; por 
tanto, la sentencia que lo disponga debe 
considerarse simplemente preparatoria. 
(Sent. septiembre 1970, B.J.718, 
p.1914). 


Art.507.- “El juez puede acumular 
las demandas de un empleador con- 
tra dos o más trabajadores, o las 
de éstos contra aquél aunque ten- 
gan causas y objetos distintos, cuan- 
do la substanciación y juicio en co- 
mún es posible sin perjuicio de 
derechos. 


El cúmulo de acciones o de demandas 
no implica su indivisibilidad”. 


INDICE 
-Acumulación de demandas, 8-9 


-Conexidad, 10-12 


-Sentencia preparatoria, 13 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 
Doctrina, 3-7 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.475 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las dispo- 
siciones de los artículos precedentes so- 
bre la acumulación de demandas. El 
Art.505 trata de la obligación de todo 
demandante de acumular en una sola 
demanda, las acciones que pueda in- 
terponer contra el demandado y el 
Art.506 establece cuándo el juez está 
obligado a acumular de oficio las de- 
mandas. 
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DOCTRINA 


3.- El Art.507 faculta al juez a acumular 
las demandas de un empleador contra 
dos o más empleadores o de éstas contra 
aquél, con causas y objetos distintos, 
cuando la sustanciación y juicio en co- 
mún es posible sin perjuicio de derechos. 


4.- Se trata de una facultad reconocida 
por la ley al juez de trabajo en este tipo 
de demandas. Basta que la acumulación 
sea posible sin perjuicio de derechos, aun- 
que la causa de las demandas y el objeto 
de las mismas sean diferentes. 


5.- “El único efecto que de manera ex- 
presa contempla el Código de Trabajo 
cuando se refiere a la acumulación, dice 
-Gloria María Hernández-, es el de se- 
ñalar que el hecho del cúmulo de las 
acciones o demandas no implica la 
indivisibilidad de las mismas. Esto 
significa que la acumulación de deman- 
das, sobre todo la que contempla el 
Código de Trabajo, donde pueden ha- 
ber distintas partes, con abogados di- 
ferentes, e, incluso con pretensiones di- 
versas, pues cada acción mantiene su 
propia individualidad, existen necesa- 
riamente otros efectos que se originan 
del derecho común”. 


6.- Para Gloria María Hernández, este 
efecto, sin embargo, no tiene un carác- 
ter especial, ni tampoco es el único efec- 
to que produce una acumulación de ac- 
ciones. Por el contrario, tan pronto una 
parte interesada o el tribunal, de oficio, 
acumula varias acciones, el primer efec- 
to que se produce frente a este hecho es 
el sobreseimiento inmediato del caso para 
analizar si en la especie se encuentran 
reunidas las condiciones que establece la 
ley para la acumulación. El segundo efec- 
to, debe necesariamente ser, en materia 
laboral, donde los tribunales se encuen- 
tran organizados en una forma especial 


y característica, la declinatoria del caso 
por el Presidente, como tercer efecto, se 
produce su inmediata devolución al Juez 
Presidente del tribunal. 


7.- Aunque la ley no establece como una 
medida obligatoria la comunicación de 
la solicitud de acumulación al Juez Presi- 
dente, toda parte interesada que solicite 
esta medida debe necesariamente hacer 
de conocimiento del mismo su petición, 
puesto que se trata de una medida cuya 
ejecución siempre culminará con un nue- 
vo apoderamiento del Juez Presidente, 
que será quien finalmente en cumplimien- 
to de las atribuciones que le otorga la 
ley, organice los expedientes y designe la 
sala que conocerá de los casos acumula- 
dos en forma conjunta. 


JURISPRUDENCIA 


ACUMULACIÓN DE DEMANDAS 


8.- El principio de la no indivisibilidad 
aplicado por el artículo 507 del Códi- 
go de Trabajo para el conocimiento de 
las acciones acumuladas por más de un 
demandante, significa que en cada caso 
específico los jueces tienen que juzgar 
los hechos que fundamentan cada de- 
manda en particular y apreciar las prue- 
bas que sustentan esos hechos indivi- 
dualmente, pero no surte ningún efecto 
en el momento de determinar cuál es 
el monto de las condenaciones a los 
fines de la limitación de los recursos de 
apelación y de casación indicada en los 
artículos 619 y 641 del Código de Tra- 
bajo. (Sent. 22 abril 1998, No.38, B. J. 
1049, p.432). 


9.- Si bien es verdad que cuando varios 
trabajadores demandan a su patrono 
por una misma causa, y esas deman- 
das se instruyen mediante un solo pro- 
cedimiento de información testimonial, 
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los jueces del fondo pueden acumular 
dichas demandas para decidirlas por 
una sola sentencia; tal actuación es, 
dentro de nuestra legislación laboral, 
relativa al procedimiento, una cuestión 
discrecional, que no se impone a los 
jueces. (Sent. abril 1974, B.J.761, p.911, 
989, 1042). 


CONEXIDAD 


10.- Al tratarse de cuatro demandas in- 
dividuales en cobro de salarios, funda- 
das en igual número de contratos indivi- 
duales, no existe conexidad que pueda 
dar lugar a sentencia contradictoria y la 
suerte de una demanda puede ser total- 
mente distinta de las demás. (Sent. 9 sep- 
tiembre 1970, B.J.718, p.1914). 


11.- Decidir si las demandas son o no co- 
nexas es una cuestión de hecho que los 
jueces del fondo decided soberanamente. 
(Sent. 9 septiembre 1970, B.J.718, p.1920). 


12.- La fusión de los casos o expedientes 
constituye siempre una soberana facul- 
tad de los jueces, cuyo ejercicio no está 
sujeto al control de la casación. (Sent. 17 
febrero 1975, B.J.771, p.233). 


SENTENCIA PREPARATORIA 


13.- La sentencia que ordena la acumu- 
lación de dos o más demandas, es pre- 
paratoria y no definitiva sobre un inci- 
dente, debiendo ser apelada después de 
ser fallado el fondo. (Sent. 9 septiembre 
1970, B.J.718, p.1920). 
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CAPITULO lll 


DEL PROCEDIMIENTO ANTE LOS 
JUZGADOS DE TRABAJO 


SECCION PRIMERA 


DEL PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN 


DeL PROCEDIMIENTO PRELIMINAR 


Art.508.- “En toda materia ordina- 
ria relativa a conflictos jurídicos, la 
acción se inicia mediante demanda 
escrita de la parte que reclama diri- 
gida al juez del tribunal competente 
y entregada al secretario de dicho tribu- 
nal, con los documentos que la justifi- 
que, si los hay, de todo lo cual se expe- 
dirá recibo. 


En las materias, sumarias de intro- 
ducción, substanciación y juicio las de- 
mandas están sometidas a lo prescri- 
to en el Título VII de este Libro”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Características y alcances 
Comentarios, 2-4 -del procedimiento, 10-13 
Doctrina, 5-9 Jurisprudencia, 14-22 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.476 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Con anterioridad al CT de 1992, el 
procedimiento ante los tribunales se re- 
gía por las disposiciones de los Arts.47 al 
63 bis de la Ley 637 de 1944 sobre Con- 
tratos de Trabajo. 
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3.- De un régimen procesal de escasas 
normas como el previsto en la menciona- 
da Ley 637 sobre Contrato de Trabajo, 
se pasa, con el CT de 1992, a un sistema 
detalladamente reglamentado, caracte- 
rizado por la insistencia reiterada en la 
conciliación, que es obligatoria, tanto en 
apelación como ante el tribunal de pri- 
mer grado, en el procedimiento ordina- 
rio como en el sumario y puede ser pro- 
movida ante los jueces del fondo, en 
cualquier etapa del proceso y por las in- 
novaciones que contiene el Código en 
cuanto a la composición de los tribuna- 
les, las notificaciones de actas, escritos y 
documentos por la vía postal o telegráfi- 
ca y las diligentes funciones que atribuye 
al secretario del tribunal y otras noveda- 
des que lo distancian de la composición, 
práctica y funciones tradicionales de nues- 
tros tribunales civiles ordinarios. 


4.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establece que para enfocar las ca- 
racterísticas más relevantes del procedi- 
miento que se establece en el Código, en 
cuanto al conocimiento y juicio de los 
conflictos jurídicos o de derecho, convie- 
ne distinguir el ordinario, del sumario, y 
uno y otro, a su vez de un tercer procedi- 
miento que, por la naturaleza sui géneris 
de su finalidad, se aparta de las normas 
esenciales comunes a los dos primeros. 
El procedimiento ordinario.- El proce- 
dimiento que se adopta para la solución 
de los conflictos jurídicos ordinarios, si- 
milar, en su parte sustancial, al que or- 
ganiza el código de procedimiento civil 
para nuestros tribunales de derecho co- 
mún, en la materia ordinaria, difiere de 
éste, sin embargo, en cuanto es preciso 
para ajustarlo a determinadas exigencias 
del derecho especial de que forma parte. 
En efecto, tiene en cuenta el Código con 
tales exigencias de manera especial: 1) 
Para hacer que se intente la conciliación 
de las partes durante todo el curso del 
proceso ante los jueces del fondo; 2) Para 
no exigir a las partes la presentación de 
escritos, sino en cuanto éstos sean indis- 
pensables para la garantía de sus res- 
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pectivos derechos de defensa; 3) Para 
ofrecer a las partes que no sepan escri- 
bir, la asistencia de la Secretaría del Tri- 
bunal ante el cual actúen; 4) Para no san- 
cionar con la pena de nulidad los vicios 
de forma que afecten los escritos de las 
partes, y permitir a éstas corregir o hacer 
corregir los escritos viciados; 5) Para per- 
mitir a las partes mismas o a los apode- 
rados especiales que designen, previo 
cumplimiento de las formalidades que 
sean de lugar, la producción oral, en las 
audiencias, de los informes, observacio- 
nes y argumentos que deseen hacer valer 
en defensa de sus respectivas pretensio- 
nes; 6) Para disponer la intervención ac- 
tiva de los tribunales, una vez ampara- 
dos de los asuntos, imponiendo a los 
jueces no sólo la obligación de ordenar 
las medidas de instrucción necesarias para 
la sustanciación de cada caso, sino la de 
suplir cualquier medio de derecho; enco- 
mendando a los secretarios, diligenciar 
las notificaciones posteriores a la de la 
demanda introductiva de la acción y au- 
torizando, para la mismas, el uso de los 
servicios postales y telegráficos naciona- 
les; 7) Para procurar la rápida termina- 
ción de todo conflicto que se discuta, su- 
j¡etando las diversas actuaciones del 
proceso a plazos cortos pero suficientes 
para garantizar los derechos de las par- 
tes. Tales son, en sustancia, las caracte- 
rísticas más señaladas que distinguen al 
procedimiento ordinario que se organiza 
en el Código del procedimiento, también 
ordinario, regido por nuestro derecho 
procesal común. -Procedimiento suma- 
rio-. -Se instituye éste, de forma exclusi- 
va, para la solución de los conflictos jurí- 
dicos que surjan en ocasión de la 
ejecución de los pactos colectivos y los 
laudos sobre conflictos económicos, para 
los ofrecimientos reales y la consignación 
y para el desalojo de viviendas. En 
puridad, las características del procedi- 
miento ordinario, ya señaladas, son co- 
munes al procedimiento sumario. Las di- 
ferencias que existen entre ambos sólo 
afectan determinados detalles: en primer 
lugar, los términos para las actuaciones, 


en los dos grados de jurisdicción, son más 
reducidos en el procedimiento sumario; y 
en segundo lugar, mientras en el proce- 
dimiento ordinario de primera instancia 
se promueve el intento de conciliación en 
una audiencia especial, distinta de la pre- 
vista para la producción y discusión de 
las pruebas, y luego se reitera en esta 
última, en el sumario, en cambio, el in- 
tento de conciliación, tanto en primera 
instancia como en apelación, se promue- 
ve en la misma audiencia de producción 
y discusión e las pruebas. Procedimien- 
to especial.- Tal carácter tiene el proce- 
dimiento instituido en el Código para la 
calificación de las huelgas y los paros. 
Aunque estos dos hechos sólo pueden 
producirse como consecuencia de conflic- 
tos económicos, su calificación es siem- 
pre materia de derecho, cuyo conocimien- 
to corresponde, por lo mismo, a los 
tribunales organizados para la solución 
de los conflictos jurídicos. La urgencia que, 
de por sí, reviste la solución de este con- 
flicto sui géneris, hace indispensable la 
adopción de un procedimiento especial 
que corresponda al interés social, direc- 
tamente afectado en los casos de huel- 
gas o paro. Y es de interés social, precisa- 
mente, el que se toma en cuenta para 
someter la calificación de la huelga o el 
paro a un procedimiento que se aparta, 
no sólo de las características comunes al 
ordinario y al sumario de los tribunales 
de trabajo, sino a la regla del doble gra- 
do de jurisdicción, y a la que supedita la 
intervención de los tribunales a la deman- 
da de una de las partes. En efecto, carac- 
terizan, en síntesis, al procedimiento de 
calificación; a) la competencia exclusiva 
de las cortes de trabajo, en instancia úni- 
ca; b) la facultad de actuación de oficio 
que se les reconoce a las cortes, y c) la 
ausencia de todo intento de conciliación. 


DOCTRINA 


5.- Este texto legal inicia el conjunto de 
normas relativas al procedimiento ante 
los tribunales de trabajo. 
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6.- Como se lee en la Exposición de Moti- 
vos de 1951, el CT prevé propiamente 
tres procedimientos: el ordinario, el su- 
mario, y el especial o sumarísimo. 


7.- El Art.508 se refiere al procedimiento 
ordinario y a los conflictos jurídicos. El 
procedimiento para la solución de los 
conflictos económicos o de intereses se 
reglamenta por los Arts.647 y siguientes. 
Del procedimiento sumario tratan los 
Arts.610 y siguientes. 


8.- A diferencia de la Ley 637 de 1944, 
según la cual el apoderamiento del tri- 
bunal tenía efecto por acto de alguacil 
previa fijación de audiencia, en el CT de 
1992, la fijación de audiencias es poste- 
rior a la demanada, que, en materia or- 
dinaria relativa a “conflictos jurídicos, la 
acción se inicia mediante demanda escri- 
ta de la parte que reclama dirigida al 
juez del tribunal competente y entregada 
al secretario de dicho tribunal con los 
documentos que la justifiquen, si los hay”. 


9.- La demanda se hará en tantos origi- 
nales o copias (incluyendo los documen- 
tos que la acompañen) como partes de- 
mandadas, debido a que conforme al 
Art,491 del CT, “en las contestaciones que 
se inicien o que cursen en los tribunales 
de trabajo, las partes que depositen es- 
critos o documentos están obligadas a 
acompañarlos de un número de copias 
igual, por lo menos, al de las personas 
que figuren como partes contrarias”. 


CARACTERÍSTICAS Y ALCANCES DEL 
PROCEDIMIENTO 


10.- Las demandas de trabajo están so- 
metidas al doble grado de jurisdicción y 
al recurso extraordinario de la casación. 
En todos los casos, los jueces gozan de 
un papel activo en el conocimiento y so- 
lución de la disputa. Pueden, si así lo con- 
sideran pertinente, siempre que no lesio- 
nen el derecho de defensa, desnaturalicen 
los hechos o violen la ley, acumular en 


un sólo expediente las reclamaciones 
conexas que se encuentren en la misma 
etapa del proceso. No hay nulidades de 
procedimiento; no es obligatorio el mi- 
nisterio de abogado; la justicia es gratui- 
ta y el juez de trabajo goza de un poder 
soberano de apreciación de los medios 
de prueba. Estos no están sujetos a una 
tarifa u orden jerárquico de las pruebas 
que se impone al tribunal. La composi- 
ción de los tribunales es distinta a la de 
los tribunales ordinarios. Las reglas so- 
bre competencia y los procedimientos son 
diferentes. La oralidad se mezcla con el 
procedimiento escrito, el juez tiene un 
papel activo, los plazos son más cortos, 
las vías de ejecución se apartan también 
del derecho común, sin restar a éste su 
carácter supletorio, con ciertas limitacio- 
nes derivadas de la naturaleza y objeti- 
vos del Derecho del Trabajo. No existe el 
recurso de oposición. Todas las senten- 
cias de los tribunales de trabajo se repu- 
tan contradictorias. No es admisible el 
recurso de apelación cuando el monto 
de la demanda es menor de diez salarios 
mínimos. Los plazos para la solución de 
los conflictos de trabajo son breves y ge- 
neralmente perentorios, aunque en la 
práctica los tribunales no deciden los ca- 
sos en la brevedad que la ley determina. 


11.- En resumen: los procedimientos pre- 
vistos en el CT para la administración de 
justicia en materia de trabajo se inspiran 
en el procedimiento ordinario de dere- 
cho común, del cual se diferencia, entre 
otras cosas: 1) El CT prevé el preliminar 
de la conciliación, en todo el curso del 
proceso ante los jueces de los hechos; 2) 
No exige a las partes, con excepción del 
escrito de demanda que inicia el proceso 
y del escrito de defensa de la contrapar- 
te, la defensa por escrito; 3) Prevé la asis- 
tencia del tribunal a las parles, lo que es 
totalmente ajeno al proceso civil ordina- 
rio; 4) No admite nulidades de forma y 
la nulidad por vicios no formales sólo 
puede ser declarada cuando la irregula- 
ridad perjudique derechos de las partes 
o impidan o dificulten la aplicación de la 
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ley en cuyo caso se debe fijar nueva au- 
diencia para el conocimiento del caso; 5) 
Permite a las partes corregir o hacer co- 
rregir sus escritos, después de iniciado el 
proceso; 6) No es obligatorio el ministe- 
rio de abogado; 7) La justicia laboral es 
gratuita; 8) Prevé la notificación (y la ci- 
tación) por vía postal y telegráfica; 9) 
Admite, en audiencia, la defensa oral; 
10) El juez goza de un papel activo; 11) 
Los plazos son muy breves, tanto en el 
procedimiento ordinario como en el su- 
mario, ante el tribunal de primer grado 
como en grado de apelación; y, 12) En el 
procedimiento de calificación de huelgas, 
y los paros, se reconocer a las cortes la 
facultad de actuar de oficio. 


12.- El tribunal debe otorgar recibo de 
este depósito. Cuando el demandante 
carezca de aptitud para redactar el es- 
crito de la demanda, se procederá con 
arreglo a las disposiciones del Art.510: 
puede utilizar los servicios del Secretario 
del Tribunal. En el procedimiento suma- 
rio, la demanda se introduce y se sustan- 
ciará conforme al procedimiento previsto 
en los Arts.610 al 618, ambos inclusive. 
(Véase comentarios sobre estos textos le- 
gales). 


13.- Véase comentarios Arts.509 al 513 
del CT. 


JURISPRUDENCIA 


14.- De acuerdo al CT, la tentativa de 
conciliación es una fase previa a la dis- 
cusión del caso, pero que se produce des- 
pués de introducida la demanda origi- 
nal. (Sent. 11 agosto 1999, Banco 
Intercontinental S.A., Vs. Rosa María 
Figuereo y compartes, p.16). 


15.-Con la obligación de depositar los 
documentos antes del conocimiento de 
toda demanda, se persigue lograr la leal- 
tad en los debates permitiendo a las par- 
tes preparar sus estrategias procesales al 
margen de sorpresas que pudieren aten- 


tar contra su sagrado derecho de defen- 
sa. (Sent. 9 diciembre 1998, No.21, 
B.J.1057, p.403). 


16.- La sanción por el no depósito de los 
documentos con los escritos iniciales en 
el Juzgado de Trabajo no trasciende los 
límites del mismo, en razón de que el re- 
curso de apelación abre una nueva ins- 
tancia en la que por el efecto devolutivo 
del recurso se conoce íntegramente el 
asunto, lo que facilita a las partes depo- 
sitar nuevamente sus documentos, aún 
cuando en primer grado no se hubieren 
depositado o lo fueren tardíamente. (Sent. 
9 diciembre 1998, No.21, B.J.1057, 
p.403). 


17.- La necesidad del registro de los do- 
cumentos a ser utilizados en los tribuna- 
les que dispone el Art.1328 del Código 
Civil, es a los fines de hacerlos oponibles 
a terceros. (Sent. 18 noviembre 1998, 
No.29, B.J.1056, p.465). 


18.- “El Art.508 del CT, al disponer que 
el demandante depositará conjuntamen- 
te con el escrito contentivo de la deman- 
da los documentos que la justifiquen, uti- 
liza el término si los hay, lo que determina 
que la exigencia no es a pena de 
inadmisibilidad, sino que tiene por finali- 
dad preservar el derecho de defensa del 
demandado y la celeridad que prima en 
el proceso laboral” (Cas. del 11 de fe- 
brero de 1998, No.9, B.J.1047, p.307). 


19.- “El Art.16 del CT dispone que las es- 
tipulaciones del contrato de trabajo, así 
como los hechos relativos a su ejecución o 
modificación pueden probarse por todos 
los medios, por lo que no es posible impe- 
dir a una pare probar los hechos en que 
fundamenta sus pretensiones por cualquier 
medio, bajo el fundamento de que con su 
escrito inicial no depositó documentos jus- 
tificativos de la demanda o de su defensa, 
lo que pudo haber ocurrido por la inexis- 
tencia de documentos que fundamenten 
la demanda”. (Cas. del 11 de febrero de 
1998, No.9, B.J.1047, p.307). 
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20.- “Las demandas laborales no se in- 
troducen a través de la notificación de 
un acto de alguacil al demandado, sino 
mediante escrito de la parte que reclama 
dirigida al juez del tribunal competente y 
entregada al secretario de dicho tribu- 
nal” (Cas. del 11 de febrero de 1998, 
No.9, B.J.1047, p.312). 


21.- La sentencia que condena a una per- 
sona que no había sido demandada in- 
currió en la violación del artículo 8 inciso 
2 letra į) de la Constitución, por lo cual 
la sentencia impugnada debe ser casada 
por vía de supresión y sin envío, en lo 
que respecta a dicha persona (Casación, 
6 de mayo de 1994. Sentencia #3). 


22.- Cuando en un acto introductivo de 
instancia se omite indicar el domicilio real 
del demandante, pero se hace en el mis- 
mo elección de domicilio en el estudio de 
su abogado para fines de la demanda y 
sus consecuencias, tal situación significa 
que la parte adversa, si desea hacer al- 
guna notificación en relación con la litis, 
no debe utilizar el procedimiento de artí- 
culo 69 inciso 70. del Código de Procedi- 
miento Civil relativo a la citación de 
"aquellos que no tienen ningún domicilio 
conocido en la República”, a menos que 
haya dejado de existir el hecho, el domi- 
cilio elegido; ese criterio se reafirma aún 
más en materia laboral cuando los abo- 
gados postulantes son generalmente apo- 
derados especiales y representan a per- 
sonas que por sus ocupaciones podrían 
estar cambiando de domicilio con fre- 
cuencia. (Sent. 23 julio 1969, B.J.704, 
p.1673-1674). 


Art.509.- “El escrito de demanda 
debe expresar: 


1) La designación del tribunal ante el 
cual se acude y el lugar donde funcio- 
ne; 


2) Los nombres, profesión, domici- 
lio real y menciones relativas a la 


cédula del demandante, así como la 
indicación precisa de un domicilio de 
elección en el lugar en que tenga su 
asiento el tribunal amparado; 


3) Los nombres y residencias de los 
empleadores, o los domicilios de elec- 
ción de éstos, si existe contrato de tra- 
bajo escrito en el cual conste dicha elec- 
ción; 


4) La enunciación sucinta, pero ordena- 
da y precisa, de los hechos, la del lugar 
donde han ocurrido y su fecha exacta o 
aproximada; 


5) El objeto de la demanda y una breve 
exposición de las razones que le sirvan de 
fundamento; 


6) La fecha de la redacción del es- 
crito, y la firma del demandante, o 
la de su mandatario, si lo tiene; y si 
no tiene ninguno ni sabe firmar, la 
de una persona que no desempeñe 
cargo en el tribunal y que, a ruego 
suyo, lo haga en presencia del se- 
cretario, lo cual éste certificará”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.477 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto contiene las menciones que 
el escrito de demanda debe expresar: 
además del nombre y la generales del 
demandante o demandantes, debe indi- 
car la designación del tribunal; la elec- 
ción de un domicilio por el demandante 
en el lugar de asiento del tribunal; nom- 
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bre y domicilio del empleador o em- 
pleadores; la enunciación sucinta de los 
hechos y consideraciones de derecho; ob- 
jeto y causa de la demanda, incluyendo 
la fecha y lugar y la firma del deman- 
dante o su mandatario, si lo tiene. Cuan- 
do el demandante no sabe firmar, puede 
firmar una persona “que no desempeña 
cargo en el tribunal y que, a ruego suyo, 
lo haga en presencia del secretario del 
tribunal, lo cual éste certificará”. 


3.- Esta disposición del Art.509, se apar- 
ta de la prevista en el Art.21 del CT para 
la firma del contrato de trabajo por es- 
crito, cuando el trabajador no sabe fir- 
mar. En este último caso “suplirá su firma 
válidamente fijando sus señas digitales”. 
Esta es la forma en la que normalmente 
se procede en la práctica cuando el tra- 
bajador no sabe firmar, pero el CT esta- 
blece otra. 


DOCTRINA 


4.- Cuando el demandado no sabe leer 
ni escribir, puede, conforme a los Art.509 
y 514 in fine del CT, solicitar la ayuda del 
secretario o de un empleado del tribunal 
autorizado por éste. En materia sumaria 
la demanda puede hacerse por declara- 
ción en secretaría (Art.612 CT) y de igual 
forma puede interponerse recurso de ape- 
lación (Art.622 CT). 


5.- En el ordinal 3) de este texto legal, se 
presume que el demandado es un 
empleador. Esto no significa que el 
empleador no puede demandar a los tra- 
bajadores por violación a las disposicio- 
nes del CT. Este error no aparece en el 
Art.514 del CT, donde se habla de parte 
demandante y parte demandada. 


Art.510.- “La parte que carezca de 
aptitud para la redacción del escrito 
de demanda puede utilizar los servi- 
cios del secretario del tribunal o del 
empleado que éste indique. 


La formalidad de la firma está sometida 
a lo prescrito en el ordinal 60.del artícu- 
lo 509". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproductión del Art.478 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa el ordinal 6) 
del Art.509 del CT. 


3.- La demanda debe hacerse por escri- 
to, pero cuando el demandante no ten- 
ga aptitud para su redacción o no sepa 
leer ni escribir, ni tenga un mandatario 
que sepa leer ni escribir, puede utilizar 
los servicios del secretario del tribunal o 
de un empleado de éste, indicado por 
dicho secretario o qe un tercero que a 
ruego del demandante y en presencia del 
secretario, lo cual éste certificará, acepte 
redactar y firmar la demanda. 


4.- El párrafo final establece que la for- 
malidad de la firma se someterá a lo pre- 
visto en el Art.509, que no es otra cosa 
que será hecha por una persona, que a 
petición del demandante acceda a firma 
por él y firma en presencia del secreta- 
rio, todo lo cual éste certificará. Cuando 
no se llene esta formalidad, el deman- 
dante estampa sus huellas digitales en 
presencia de los testigos, es decir, cumple 
con la formalidad prevista en el Art.21 
del CT para la firma del contrato por es- 
crito cuando la persona no sabe leer ni 
escribir. Esto último no lo prevé la ley. 


5.- La demanda presentada en esta for- 
ma no puede ser rechazada ni declarada 
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inexistente, debiendo en tal caso el tribu- 
nal, disponer la comparecencia del de- 
mandante y ordenar las correcciones de 
lugar. 


Art.5171.- “En las cuarenta y ocho 
horas subsiguientes a la entrega 
mencionada en el artículo 508, el 
presidente del juzgado designa- 
rá al juez que conocerá de la de- 
manda. 


Dentro de las cuarenta y ocho horas 
subsiguientes, el juez autorizará la no- 
tificación de la demanda, y los docu- 
mentos depositados con ella a la per- 
sona demandada, así como su citación 
ala audiencia que se fije en el mismo 
outo mediante alguacil del tribunal que 
conoce del caso. 


Entre la fecha de la citación y la de la 
audiencia deberá mediar un término 
no menor de tres días francos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Citación, 12 


Comentarios, 2-5 - Emplazamiento, 13-15 
Jurisprudencia- Notificaciones, 16-17 


-Acto de alguacil, 6-11 


ANTECEDENTES 


l.- Es una modificación del Art.479 del 
CT de 1951, que no mencionaba la de- 
signación por parte del presidente del juz- 
gado, del juez que conocerá de la de- 
manda. Se añade también la frase 
"mediante alguacil del tribunal que co- 
noce del caso”. 


COMENTARIOS 


1.- Este texto legal trata sobre el 
procedimiento que sigue inmediatamente 
después de presentarse la demanda ante 
el tribunal de trabajo. En las cuarenta y 
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ocho (48) horas subsiguientes, el 
Presidente del Tribunal designará un juez. 
Cuando el tribunal es unipersonal, se 
limitará a dar el auto de admisión 
correspondiente, en el cual se establece 
la fecha para el preliminar de la 
conciliación y dispondrá su notificación a 
la parte demandada. 


3.- Las disposiciones de este texto legal 
se completan con las previstas en el 
Art.706 del CT donde se pone a cargo 
del Presidente del Tribunal de Trabajo 
“asignar las demandas rotativas y 
cronológicamente a cada sala de juzga- 
do”, debiendo el Juez Presidente tomar 
en cuenta las disposiciones de los 
Arts.505 y 506 del CT relativas a la acu- 
mulación de las demandas a fin de evi- 
tar asignar a distintas salas o cámaras 
del mismo tribunal, las demandas intro- 
ducidas por un empleador contra dos o 
más trabajadores o los de éstos contra 
aquél. 


4.- Toda demanda introductiva ante el 
juzgado de trabajo debe ser notificada 
por alguacil y éste debe ser un alguacil 
del tribunal que conoce el caso. 


5.- El párrafo final del Art.511 del CT se 
refiere al plazo de la comparecencia: en- 
tre la fecha de la citación y la de la au- 
diencia debiendo mediar un término no 
menor de tres (3) días francos. 


JURISPRUDENCIA 


ACTO DE ALGUACIL 


6.- Cuando no exista la constancia del 
domicilio o residencia del demandante, 
la notificación ha de hacerse en cumpli- 
miento de las disposiciones del ordinal 
7mo. del Art.69 del Código de Procedi- 
miento Civil, que señala la forma de no- 
tificación de los actos a las personas que 
no tienen domicilio ni residencia conoci- 
dos en el país. (Sent. 15 abril 1998, 
No.26, B.J.1049, p.355). 
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7.- Es válida la notificación hecha en el 
lugar donde la recurrente tiene un lo- 
cal, independientemente de que las ofi- 
cinas principales de dicha empresa 
estuvieren radicadas en otra ciudad. 
(Sent. 15 abril 1998, No.28, B.J.1049, 
p.367). 


8.- Aún cuando fuere cierto que el 
tribunal donde está asignado el alguacil 
actuante hubiere desaparecido, su 
actuación tuvo validez, porque pasó a 
ser un funcionario de hecho, cuyos 
actos, en las condiciones apreciadas por 
el tribunal, producen efectos y tienen 
validez por la necesidad que hay de 
preservar la estabilidad del orden 
jurídico y el interés general que no 
pueden resultar perjudicados. (Sent. 18 
agosto 1999, B. J. + 1065 p. p. 589- 
590). 


9.- Las afirmaciones que hacen los 
alguaciles en los actos que notifican 
respecto de hechos que son de su personal 
actuación, deben ser tenidos por ciertos 
hasta inscripción en falsedad. (Sent. 13 
diciembre 1972, B.J.745, p.3073). 


10.- Los alguaciles sólo tienen calidad 
para hacer notificaciones. (Sent. 7 febre- 
ro 1969, B.J.699, p.236). 


11.- El hecho de que un alguacil 
requerido para la notificación de un acto, 
por error o por cualquier otra 
circunstancia, notifique el acto en una 
forma irregular tal que la notificación no 
puede llegar al conocimiento de la 
persona que debía ser notificado, no 
puede suprimir el derecho legítimo de esa 
persona de pedir y obtener la caducidad 
del recurso o procedimiento de que se 
trata, si esa caducidad es la sanción que 
corresponde al caso; todo sin perjuicio 
del requeriente de intentar las acciones 
que considere de lugar, en vista del 
perjuicio que experimente. (Sent. 19 
diciembre 1968, B.J.709, p.7413). 


CITACIÓN 


12.- Nadie podrá ser juzgado sin haber 
sido citado para así asegurar un juicio 
imparcial y el ejercicio del derecho de 
defensa. (Sent. 9 mayo 1979, B.J.822, 
p.803). La citación para la audiencia fi- 
jada por el tribunal no es una demanda 
introductiva de instancia. (Sent. 23 julio 
1971, B.J.728, p.2191). 


EMPLAZAMIENTO 


13.- Las sociedades comerciales pueden 
ser emplazadas por un acto dejado en su 
domicilio social, o ya sea por un acto en- 
tregado fuera de ese domicilio a una per- 
sona con calidad para representarla. 
(Sent. 31 agosto 1992, No.37, B.J.981, 
p.1022). 


14.- El emplazamiento debe notificarse a 
persona o a domicilio. En materia labo- 
ral su violación no puede ser causa de 
nulidad. (Sent. 24 febrero 1953, B.J.511, 
p.272-273). 


15.- Aquellas personas que no tienen nin- 
gún domicilio ni residencia conocidos en 
el país, se les emplazará fijando el acto 
correspondiente en la puerta principal del 
Tribunal que conocerá de la demanda, 
entregándose copia al fiscal, quien visa- 
rá el original. (Sent. 15 marzo 1951, 
B.J.488, p.316-325). 


NOTIFICACIONES 


16.- Las notificaciones de las personas 
que no tienen domicilio conocido en el 
país se hará en manos del Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial correspondien- 
te. (Sent. 30 diciembre 1998, No.88, 
B.J.1057, p.797). 


17.- Cuando la demanda omite el domi- 
cilio real del demandante, pero contiene 
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elección de domicilio, la contraparte no 
debe utilizar el procedimiento del Art.69 
del Código de Procedimiento Civil, a me- 
nos que haya dejado de existir, en hecho, 
el domicilio elegido. (Sent. 23 julio 1969, 
B.).704, p.1673-74; Sent. 13 junio 1973, 
B.J.751, p.1593). 


Art.512.- “Para la notificación pres- 
crita en el artículo 511, el alguacil ob- 
servará lo dispuesto en los artículos 
68 y 69 del Código de Procedimiento 
Civil. 


El acta de notificación enunciará: 


1) Lugar y fecha de la actuación del 
alguacil; 


2) Fecha del auto que autoriza la notifi- 
coción y designación del tribunal cuyo 
juez lo haya dictado; 


3) Nombres y residencia del alguacil, y 
designación del tribunal en el cual des- 
empeñe sus funciones; 


4) Declaración del alguacil de haberse 
trasladado al lugar donde debe hacerse 
la notificación, e indicación de los 
nombres y calidad de la persona con 
quien hable y a quien entregue las 
copias del escrito de demanda, de los 
documentos y del auto, así como de su 
propia acta; 


5) Monto de los honorarios de la actua- 
ción y firma del alguacil”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 5-6 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.480 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal pone a cargo del al- 
guacil observar las disposiciones de los 
Arts.68 y 69 del Código de Procedimiento 
Civil, estableciendo cuáles son las enuncia- 
ciones que debe contener el acto de algua- 
cil que notifica el escrito de la demanda y 
los documentos que la acompañan. 


3.- Entre dichas enunciaciones está el auto 
y la fecha del mismo que autoriza la no- 
tificación y la designación del tribunal, 
cuyo juez lo haya dictado (ésto no apa- 
rece en el Derecho Común). 


4.- La omisión de estas menciones no son 
a pena de nulidad. 


DOCTRINA 


5.- El Art.68 del citado Código de Proce- 
dimiento Civil, establece que “los empla- 
zamientos deben notificarse a la misma 
persona, o en su domicilio, dejándole 
copia. Si el alguacil no encontrare en éste 
ni a la persona a quien se emplaza ni a 
ninguno de sus parientes, empleados o 
sirvientes, entregará la copia a uno de 
los vecinos, quien firmará en el original. 
Si el vecino no quiere o no puede firmar, 
el alguacil entregará la copia al síndico 
municipal, o a quien haga sus veces, si 
fuere en la cabecera de un municipio, y 
al alcalde pedáneo si fuere en el campo. 
Estos funcionarios deberán visar el origi- 
nal, libre de todo gasto. El alguacil hará 
mención de todo, tanto en el original 
como en las copias”. 
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6.- El Art.69 del mismo dice que se em- 
plazará: a los municipios, en la persona 
o en el domicilio del síndico municipal 
respectivo, y al Distrito Nacional, en la 
persona o en el domicilio del Presidente 
del Ayuntamiento del Distrito Nacional; 
a las sociedades de comercio, mientras 
existan, en la casa social, y si no la hay, 
en la persona o domicilio de uno de los 
socios; a los concursos y ligas de acree- 
dores, en la persona o en el domicilio de 
uno de los síndicos; a aquéllos que no 
tienen ningún domicilio conocido en la 
República, en el lugar de su actual resi- 
dencia; si no fuere conocido ese lugar, el 
emplazamiento se fijará en la puerta prin- 
cipal del local del tribunal que deba co- 
nocer de la demanda, entregándose una 
copia al fiscal, que visará el original; a 
aquellos que se hallen establecidos en el 
extranjero, se les emplazará en el domi- 
cilio del fiscal del tribunal que deba co- 
nocer de la demanda, el fiscal visará el 
original y remitirá la copia al Ministerio 
de Relaciones Exteriores. 


Art.513.- “La parte demandada de- 
positará su escrito de defensa en la se- 
cretaría del juzgado ante el cual se le 
haya citado, antes de la hora fijada para 
la audiencia. 


Con el depósito de su escrito, hará tam- 
bién el de los documentos que sirvan 
de base a su defensa, si los tiene, así 
como el de las copias requeridas por el 
artículo 491". 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-8 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.481 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al depósito 
del escrito de defensa de la parte deman- 
dada. Conforme al Art.508 del CT, la 
demanda se interpone mediante escrito 
depositado en la segretaria del Tribunal 
competente, firmadd por el demandante 
o su mandatario y cuando éste no sabe 
firmar, en la forma prevista en el Art.509, 
ordinal 6), y cuando carezca de aptitud 
para redactar la demanda, procederá con 
arreglo a las previsiones del Art.510 del 
CT. 


DOCTRINA 


3.- Cuando el Tribunal está dividido en 
cámaras o salas, como ocurre en los dis- 
tritos judiciales de Santo Domingo y San- 
tiago, el Presidente del Tribunal asignará 
rotativamente y cronológicamente los ca- 
sos a las salas que integran el tribunal, 
las cuales, en las cuarenta y ocho (48) 
horas subsiguientes, dictarán el auto de 
admisión autorizando al demandante a 
emplazar al demandado por acto de al- 
guacil. Este alguacil debe ser uno de los 
alguaciles del tribunal apoderado. No tie- 
ne necesariamente que ser comisionado 
por el tribunal. Las partes pueden esco- 
ger libremente uno cualquiera de ellos. 


4.- Cuando el tribunal no está dividido 
en cámaras, el juez que lo preside dicta- 
rá el auto de admisión y autorizará la 
notificación de la demanda y sus docu- 
mentos a la persona demandada, dentro 
de los plazos previstos en el Art.511 del 
CT. 


5.- El Art.513 dispone que la persona de- 
mandada depositará su defensa escrita 
en la secretaría del tribunal “antes de la 
hora fijada para la audiencia”. Dicho es- 
crito se acompañará de los documentos 
que sirvan de base a su defensa. Debe 
cumplir con las disposiciones del Art.491, 
cuando el demandante sea más de una 
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persona, debiendo depositar tantas co- 
pias idénticas al original como partes de- 
mandantes. 


6.- La “hora antes de la fijada para la 
audiencia” de que trata este texto legal, 
se refiere a la audiencia de conciliación, 
pues el juez que preside esta audiencia 
debe tener en su poder los escritos de 
demanda y defensa de las partes y los 
documentos que le permitan cumplir con 
su misión de señalar los puntos contro- 
vertidos, necesarios para el preliminar de 
la conciliación. 


7.- Cuando la parte demandada no ha 
asistido a la audiencia de conciliación 
puede cumplir con esta obligación antes 
de la hora fijada para la audiencia de 
producción y discusión de pruebas. Lo que 
se persigue con esta formalidad es evitar 
sorpresas entre las partes, facilitar al tri- 
bunal el conocimiento del caso, tanto en 
la fase previa de la conciliación como en 
el procedimiento de juicio. Es decir, pro- 
teger el derecho de defensa e impedir 
que el depósito de los documentos sea 
motivo de dilatoria en el proceso u obs- 
taculice la administración de justicia. 


8.- El legislador otorga tanta importan- 
cia a esta formalidad, que la presenta- 
ción de nuevos documentos está sujeta 
tanto en primer grado (Arts.543 y siguien- 
tes) como en grado de apelación 
(Arts.631 y 632), a un procedimiento par- 
ticular cuya inobservancia hace inadmi- 
sible la producción de nuevos documen- 
tos (conforme al Art.542). 


Art.514.- “El escrito de la parte de- 
mandada contendrá las siguientes 
enunciaciones: 


1) Designación del juzgado al cual se 
dirija; 


2) Nombre, profesión y domicilio real 
y menciones relativas a la cédula per- 
sonal de identidad de la parte deman- 


dada, e indicación precisa de un domi- 
cilio de elección en el lugar donde ten- 
ga su asiento el tribunal apoderado; 


3) Nombre, profesión y domicilio real 
de la parte demandante y fechas del 
escrito de ésta, del auto del juez y de 
la notificación de la demanda; 


4) Conformidad o reparos de la par- 
te demandada en cuanto a los he- 
chos expuestos por la demandante, 
y si hay lugar, exposición sucinta de 
otros hechos, del lugar donde han 
ocurrido y su fecha, exacta o aproxi- 
mada; 


5) Exposición sumaria de los medios y 
alegados opuestos a la demanda; 


6) Fecha del escrito y firma de la par- 
te demandada o de su mandatario, si 
lo tiene; 

Si la parte demandada no sabe fir- 
mar ni tiene mandatario que lo haga 
por ella, se observará lo prescrito en 
el ordinal 60. del artículo 509. 


Lo dispuesto en el artículo 510 es apli- 
cable a la parte demandada”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.482 del 
CT de 1951, con la adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene las men- 
ciones que el escrito de demanda debe 
expresar: designación del tribunal al 
que se dirija; generales de la parte 
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demandada; elección de un domicilio 
por el demandado en el lugar de 
asiento del tribunal; fechas del escri- 
to de la parte demandada, del auto 
del juez y de la notificación de ésta; 
exposición sumaria de los medios y 
alegatos opuestos a la demanda; y 
fecha del escrito y firma de la parte 
demandada o de su mandatario, si lo 
tiene. 


3.- Los párrafos finales se refieren a los 
casos en que la persona demandada no 
sepa firmar y no tenga un mandatario 
que lo haga, debiéndose observar por ello 
lo previsto en el ordinal 6) del Art.509. 
Este texto hace aplicable el Art.510 a la 
persona demandada cuando éste no ten- 
ga aptitud para redactar el escrito de 
defensa. 


Art.515.- “La parte demandada pue- 
de incluir en su escrito de defensa, sal- 
vo su derecho de hacerlo oralmente en 
audiencia, las demandas reconven- 
cionales que sean procedentes, con ex- 
posición, en tal caso, de forma suma- 
ria, de los hechos y el lugar donde han 
ocurrido y su fecha, exacta o aproxima- 
da, así como el objeto de dichas de- 
mandas y sus fundamentos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2 - Demanda, 4 
Doctrina, 3 - Demanda reconvencional, 5 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.483 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a las de- 
mandas reconvencionales en materia de 
trabajo. Según Froilán Tavares hijo (Ele- 


mentos de Derecho Procesal Civil Domi- 
nicano, Vol.ll, p.292), la demanda 
reconvencional tiende a obtener, además 
del rechazamiento de la demanda, una 
condenación contra el demandante. 


DOCTRINA 


3.- El demandado o la parte deman- 
dada pueden demandar reconvencio- 
nalmente en el curso del proceso. Esta 
demanda puede ser oral o por escrito. 
En el primer caso, se incluye en el cuer- 
po de la defensa oral; en el segundo, 
en audiencia en la defensa escrita. En 
ambos casos, el demandante reconven- 
cionalmente debe hacer una exposición 
sumaria del caso (en hecho y derecho) 
deteniéndose en el objeto y en los fun- 
damentos de su demanda. Sobre él re- 
cae el fardo de la prueba. 


JURISPRUDENCIA 


DEMANDA 


4.- Es de principio que ante los jueces del 
fondo los litigantes pueden variar siem- 
pre los medios en que apoyen sus de- 
mandas, defensas y excepciones. (Sent. 
18 de septiembre 1956, B.J.554, p.1976- 
1977). 


DEMANDA RECONVENCIONAL 


5.- La demanda reconvencional no 
constituye una demanda nueva 
introductiva de instancia, sino que como 
demanda formada en el curso de una 
instancia, extiende los efectos del apo- 
deramiento del tribunal, por lo que 
puede ser juzgada como parte y dentro 
del proceso abierto por la demanda 
principal, sin que sea necesario que sea 
sometida al preliminar de conciliación. 
(Sent. 29 abril 1983, B.J.869, p.1162- 
1163). 
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DE LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 


Art.516.- “El día y hora fijados para 
la comparecencia, reunidos el juez y 
los vocales en audiencia pública con 
asistencia del secretario, el primero 
declarará la constitución del juzgado 
en atribuciones del tribunal de conci- 
liación, y ordenará la lectura de los 
escritos de las partes”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Acto de alguacil, 6 


Comentarios, 2 - Conciliación, 7-13 
Doctrina, 3-5 - Sentencia, 14 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.484 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las disposicio- 
nes del Código relativas al preliminar de 
la conciliación. Resalta la composición 
regular del tribunal, con la asistencia del 
Juez Presidente, sus vocales clasistas y el 
Secretario del Tribunal, debiendo el Juez 
Presidente declarar constituído el tribu- 
nal en sus atribuciones de tribunal de con- 
ciliación y ordenar la lectura de los escri- 
tos de las partes. Esto último no se cumple 
en la práctica. 


DOCTRINA 


3.- Después de declarada abierta la au- 
diencia y la constitución regular del tri- 
bunal, como tribunal de conciliación, en 
la práctica el presidente del tribunal otor- 
ga la palabra a los vocales para que és- 
tos inicien el proceso de conciliación. No 


sólo no se procede a la lectura de los 
escritos, sino que tampoco el presidente 
del tribunal hace un resumen del caso 
para la mejor edificación de los vocales y 
el desempeño de su papel. Esto, junto a 
otros hechos, desnaturalizan el prelimi- 
nar de la conciliación que cada vez más 
se convierte en un trámite dilatorio del 
proceso. 


4.- Con anterioridad al CT de 1992 (pro- 
cedimiento previsto en la Ley 637 de 
1944), el preliminar de la conciliación 
tenía un carácter administrativo; se cum- 
plía en la Sección de Querellas y Conci- 
liación del Departamento de Trabajo. Era 
una fase previa al apoderamiento del tri- 
bunal. En principio, ninguna demanda 
de trabajo era admisible sin haberse ago- 
tado dicho preliminar administrativo. A 
partir de 1992, la conciliación tiene un 
carácter judicial. 


5.- Véase jurisprudencia en el Art.487 CT. 


JURISPRUDENCIA 


ACTO DE ALGUACIL 


6.- La falta momentánea del alguacil no 
invalida la constitución del tribunal. (Sent. 
9 julio 1971, B.J.728, p.2083). 


CONCILIACIÓN 


7.- Es a falta de llegar a un acuerdo o 
conciliación en el procedimiento preli- 
minar al conocimiento de la demanda 
en juicio, de conformidad con lo que 
establecen los artículos 516 y siguien- 
tes del Código de Trabajo en el cual 
también deben cumplirse reglas de pro- 
cedimiento, que aseguran y permiten 
a las partes a ejercer todos sus dere- 
chos y medios de defensa, que el tri- 
bunal queda en condiciones de pro- 
nunciar la decisión correspondiente. 
(Sent. 1 abril 1998, No.9, B.J.1049, 
p.244). 


278 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 516-517 


8.- El hecho de que un demandado pro- 
ponga al demandante llegar a un acuer- 
do en la audiencia de conciliación, no 
implica un reconocimiento de parte del 
proponente de los hechos de la deman- 
da, ni de los pretendidos derechos del 
demandante. (Sent. 14 enero 1998, No.3, 
B.J.1048, p.246). 


9.- Nada impide que luego de formular- 
se una propuesta de conciliación la parte 
que la formule niegue su condición de 
empleador, en cuyo caso el tribunal debe 
solucionar el asunto con la ponderación 
de las pruebas que se le aporten.(Sent. 
14 enero 1998, No.3, B.J.1048, p.246). 


10.- El preliminar de la conciliación es una 
formalidad obligatoria en toda litis labo- 
ral, por lo cual la persona que hace una 
reclamación de este tipo debe compare- 
cer personalmente o por medio de una 
persona provista de un poder especial y 
expreso, que esté en condiciones de po- 
der válidamente conciliarse, propósito éste 
de la conciliación que quedaría frustrado 
si el compareciente no es el reclamante o 
no exhibe los poderes necesarios. (Sent. 4 
agosto 1971, B.J.729, p.2310). 


11.- Corresponde a quien alega que no 
fue citado a la audiencia de conciliación 
hacer la prueba de su aseveración. (Sent. 
12 febrero 1969, B.J.699, p.304-305). 


12.- Las dificultades planteadas en la con- 
ciliación son las únicas que pueden ser 
sometidas al tribunal. (Sent. 16 de ¡unio 
1961, B.J.611, p.1228). 


13.- La celebración de una audiencia de 
conciliación no conlleva aceptación de nin- 
guna de las condiciones que se exigen para 
el éxito de una acción en justicia, sino que 
es un preliminar que se debe cumplir y 
que en nada influye en la solución que se 
dará al asunto. (Sent. del 6 de octubre de 
1999, B. J. 1067, Vol. Il, p. 580). 


SENTENCIA 


14.- La decisión que ordena la celebra- 
ción de una audiencia de conciliación 
previa a la presentación de pruebas y dis- 
cusión del caso, no prejuzga el fondo. 
(Sent. 19 agosto 1998, No.22, B.J.1053, 
p.344). 


Art.517.- “El juez, una vez leídos los 
escritos por el secretario, precisará los 
puntos controvertidos de la demanda 
y ofrecerá la palabra a los vocales, 
para que traten de conciliar a las par- 
tes por cuantos medios lícitos aconse- 
jen la prudencia, el buen juicio y la 
equidad”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.485 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal detalla el procedi- 
miento en la audiencia de concilia- 
ción. El juez, después de leídos los es- 
critos por el secretario (lo que en la 
práctica no se cumple), debe precisar 
los puntos controvertidos (lo cual tam- 
poco se hace) y ofrecer la palabra a 
los vocales para que traten de conci- 
liar a las partes. Esto se cumple en la 
práctica en forma elemental y simple, 
debido a la escasa información que 
sobre el caso poseen los vocales por 
la forma en que el preliminar se rea- 
liza de hecho. 
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DOCTRINA 


3.- La ley otorga a los vocales la facultad 
de hacer uso de todos los medios lícitos 
aconsejables por la prudencia, el buen 
juicio y la equidad. 


4.- Debido a la forma en que se cumple 
con las disposiciones de este texto legal, 
y al número crecido de casos fijados para 
la misma fecha, el propósito del prelimi- 
nar se alcanza escasamente en la prácti- 
ca. Á esto se agrega el comportamiento 
de los abogados representantes de las 
partes que, muchas veces, constituyen un 
obstáculo insuperable para la concilia- 
ción, exigiendo el pago de honorarios 
profesionales que la ley no les otorga, 
ante la pasividad y falta de carácter o 
responsabilidad del juez, que permite 
comportamientos semejantes en detrimen- 
to de la conciliación, sobre todo cuando 
las partes presentes en la audiencia han 
llegado a un acuerdo. 


Art.518.- “En el curso de su actua- 
ción como conciliadores, los vocales 
harán a las partes las reflexiones que 
consideren oportunas, procurando con- 
vencerlas de la conveniencia de un ave- 
nimiento. 


les insinuarán soluciones razonables 
y agotarán, en suma, todos los me- 
dios persuasivos a su alcance, conser- 
vando, en todo caso, el carácter de 
mediadores imparciales que le impo- 
ne su condición de miembros del tri- 
bunal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.486 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la actua- 
ción de los conciliadores y al rol que los 
vocales deben desempeñar. 


3.- La ley menciona las reflexiones que 
los vocales consideren hacer oportu- 
nas a las partes para convencerles de 
la conveniencia de la conciliación. Les 
faculta para insinuar soluciones razo- 
nables y para agotar todos los medios 
persuasivos a su alcance sin parciali- 
zarse, sin imponer o tratar de imponer 
su condición de miembros del tribunal 
para presionar a las partes a un ave- 
nimiento. 


4.- Véase comentarios Arts.516, 517,519, 
320 y 521. 


Art.519.- “Durante esta actuación 
conciliadora de los vocales, el juez sólo 
puede intervenir para mantener el 
orden en la audiencia, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 496. 


Sin embargo, si se hiciere alguna 
proposición en pugna con dispo- 
siciones legales de orden públi- 
co, lo advertirá a las partes o a 
los vocales, según el caso, invitán- 
doles a ensayar otras soluciones 
o a eliminar de la propuesta, si 
fuere posible, las condiciones pro- 
hibidas”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 5-6 
Comentarios, 2-4 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.487 del 
CT de 1951. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al papel del 
juez en la audiencia de conciliación. 


3.- Los vocales son los conciliadores. El 
juez tiene, en principio, un rol pasivo; 
sólo puede intervenir para mantener el 
orden en la audiencia. Véase comenta- 
rios al Art.496. 


4.- Sin embargo, el Art.519 del CT impo- 
ne al juez la obligación de advertir a las 
partes sobre cualquier proposición ilegal, 
violatoria de disposiciones de orden pú- 
blico; v.g. que impliquen renuncia de de- 
rechos legalmente irrenunciables. Esta 
advertencia se extiende también a los vo- 
cales, a los cuales puede invitar a ensa- 
yar otras soluciones o eliminar las pro- 
puestas ¡legítimas o contrarias a la ley. 
Consecuentemente, el juez está en la obli- 
gación de impedir las actuaciones profe- 
sionales de los mandatarios de las partes 
que impidan u obstaculicen el avenimien- 
to de las partes, lo que lamentablemente 
no se cumple en la práctica y hace de la 
conciliación un trámite procesal dilatorio 
del proceso. 


DOCTRINA 


5.- Es común el comportamiento indebi- 
do de los abogados en la fase del preli- 
minar de conciliación. Con cierta frecuen- 
cia este preliminar de orden público no 
se cumple, a pesar de las partes estar de 
acuerdo, debido a que los abogados exi- 
gen el pago de honorarios profesionales 
no autorizados por la ley. Por compla- 
cencia, debilidad de carácter y otros mo- 
tivos, el juez permite que este comporta- 
miento frustre la conciliación. 


6.- Las facultades del juez reconocidas 
por la ley son: 1) Mantenimiento del or- 
den en la audiencia de conciliación; 2) 
Advertir a las partes y a los vocales sobre 
cualquier sugerencia o propuesta ilegal 
o contraria a disposiciones de orden pú- 


blico; 3) Dar por terminada la audiencia 
cuando lo considere pertinente (Art.520 
CT); 4) Suspender la audiencia para con- 
tinuarla en fecha posterior (Art.520); 5) 
Ordenar la redacción del acta de acuer- 
do o desacuerdo (Art.521); 6) Fijar, en 
caso de desacuerdo, la fecha de la au- 
diencia para la neral y presentación 
de pruebas; 7) Declarar terminada la fase 
de conciliación. 


Art.520.- “La audiencia de concilia- 
ción terminará inmediatamente des- 
pués de haberse logrado un aveni- 
miento, o cuando el Juez considere 
inútil continuarla, en vista de la acti- 
tud de las partes o de alguna de ellas. 


Es potestativo del juez, suspender la 
audiencia para continuarla en fecha 
posterior, cuando se lo pidan de co- 
mún acuerdo las partes con el propó- 
sito de hacer más fácil su conciliación. 


En este caso, la declaración del juez 
por la cual fija el día y hora para con- 
tinuar la audiencia, vale citación para 
las partes”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.488 del 
CT de 1951, modificado por la Ley 
No.664, de 12 de marzo de 1965 
(G.0.8935). El CT de 1992, suprimió del 
segundo párrafo la parte final que decía 
“o cuando por cualquier otra circunstan- 
cia lo considere de lugar”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene disposicio- 
nes distintas relativas a la audiencia de 
conciliación. 
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3.- En primer término, dispone que el pre- 
liminar de la conciliación termina con el 
avenimiento de las partes. La ley dice que 
la audiencia de conciliación terminará 
"inmediatamente después de haberse lo- 
grado el acuerdo”. 


4.- Pero también faculta al juez, cuando 
considere inútil continuarla en vista de la 
actitud de las partes, de una de ellas o 
por otro motivo, determinar la termina- 
ción, agotado el preliminar de la conci- 
liación, frustratoriamente. 


5.- Dispone igualmente, que es potesta- 
tivo del juez suspender la audiencia de 
conciliación cuando lo considere pertinen- 
te o a petición de parte, para facilitar un 
avenimiento entre ellas. En este caso, la 
fecha, día, hora y mes es dispuesto por el 
Tribunal para la continuación de la au- 
diencia de conciliación y vale citación para 
las partes. 


6.- Véase comentarios al Art.519 del CT. 


Art.521.- “En caso de que la audien- 
cia termine por conciliación de las 
partes, el juez ordenará que se re- 
dacte el acta correspondiente, hacien- 
do constar en ella los términos de lo 
convenido. 


El acta, una vez firmada por los miem- 
bros del tribunal y por el secretario, 
producirá los efectos de una senten- 
cia irrevocable”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 4-9 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.489 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al resulta- 
do de la conciliación y a las facultades 
reconocidas al juez cuando dicho re- 
sultado es positivo. En este caso, orde- 
nará que se redacte el acta donde cons- 
te los términos de lo pactado en la 
conciliación. 


3.- Conforme al párrafo final de este ar- 
tículo, “el acta (de conciliación) una vez 
firmada por los miembros del tribunal y 
por el secretario, producirá los efectos 
de una sentencia irrevocable”. Entonces, 
tiene el carácter de un título ejecutorio. 


JURISPRUDENCIA 


4.- El acta de no acuerdo (o de concilia- 
ción) es un documento auténtico. (Sent. 
12 enero 1983, B.J.866, p.4). 


5.- Las partes están en el deber, cuando 
se realiza la conciliación, de señalar cual- 
quier irregularidad en que a su juicio se 
haya incurrido. (Sent. 13 abril 1973, 
B.J.749, p.935). 


6.- La certificación del acta de no com- 
parecencia en conciliación, que forma 
parte del proceso, es un documento co- 
mún a las partes, tiene que reputarse co- 
nocida por las partes en litis y no requie- 
re una sentencia que ordene su 
comunicación. (Sent. 22 abril 1971, 
B.J.725, p.1029). La conciliación agota- 
da para un primera demanda entre las 
partes que terminó en una transacción, 
no puede servir para una segunda de- 
manda destinada a anular dicha tran- 
sacción. Necesidad de un nuevo prelimi- 
nar de conciliación. (Sent. 3 diciembre 
1969, B.J.709, p.7293). 


7.- Con anterioridad a la vigencia del CT 
de 1992, la Corte de Casación había es- 
tablecido que “la oferta hecha por una 
parte en conciliación no puede ser reti- 
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rada después de haber sido debidamen- 
te aceptada por la otra parte ante los 
funcionarios competentes, ya que tal ofer- 
ta una vez aceptada, cambia la situación 
jurídica originaria de las partes” (Cas. del 
19 de junio de 1956, B.J.551, p.1288). 


8.- En otra decisión posterior, la Corte de 
Casación sentó el criterio de que el acuer- 
do de conciliación cambia la situación 
jurídica de las partes, y consecuentemen- 
te, hace improcedente la demanda en 
pago de las prestaciones acordadas (Cas. 
del 6 de junio de 1962, B.J.623, 
págs.842-849). 


9.- Lo que antecede equivale a atribuir 
carácter de cosa juzgada a lo pactado 
en conciliación, en base a lo cual se pue- 
de proceder a las vías de ejecución. La 
Corte de Casación se adelantó al legisla- 
dor de 1992. 


Art.522.- “Si no se logra la conci- 
liación, el juez señalará día y hora 
para la audiencia de producción y 
discusión de las pruebas; dispon- 
drá que se redacte acta de lo ocu- 
rrido y declarará terminada la au- 
diencia. 


El acta la firmarán los miembros del 
tribunal y el secretario. 


La audiencia indicada en este artícu- 
lo no podrá tener efecto antes de los 
tres días subsiguientes al de su fija- 
ción. 


La declaración del juez relativa al día 
y hora de esta segunda audiencia vale 
citación para las partes presentes. 


Si alguna de ellas está ausente será 
citada por el secretario”. 


INDICE 


- Conciliación, 5-10 
- Despido, 11 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2-4 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.490 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al resultado 
de la conciliación y facultades reconoci- 
das al juez cuando la conciliación tiene 
resultados negativos. 


3.- Si no se logra la conciliación, el juez 
ordenará que se redacte acta de lo ocu- 
rrido y debe declarar terminado el preli- 
minar de la conciliación, debiendo fijar 
el día y la hora para el inicio del procedi- 
miento del juicio (producción y discusión 
de las pruebas). 


4.- Esta declaración del juez relativa al 
día y hora de la audiencia de discusión y 
producción de pruebas, vale citación para 
las partes presentes o representadas. Si 
alguna de ellas no está presente “será 
citada por el secretario” o por la parte 
más diligente. El acta de desacuerdo debe 
ser firmada por el secretario y los miem- 
bros del tribunal (el juez y vocales). 


JURISPRUDENCIA 


CONCILIACIÓN 


5.- Para los fines del proceso laboral, el 
acta de no comparecencia constituye un 
acta de no acuerdo indicativa de que las 
partes no lograron la conciliación de sus 
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intereses en la audiencia correspondien- 
te, importando poco que ello se debiera 
a la incomparecencia de una parte o a 
las posiciones adoptadas en dicha audien- 
cia de conciliación. (Sent. 10 junio 1998, 
No.17, B.J.1051, p.369). 


6.- El levantamiento de un acta de no 
comparecencia por la inasistencia de una 
de las partes, tiene los mismos efectos 
que un acta de no conciliación. (Sent. 18 
marzo 1998, No.38, B.J.1048, p.509). 


7.- No se considera agotada la concilia- 
ción cuando quien representa a un co- 
demandado hace constar en el acta de 
no acuerdo que actúa a nombre y en re- 
presentación de determinada persona y 
no a nombre de la empresa, cuando ésta 
no ha sido citada en su domicilio. (Sent. 
23 enero 1974, B.J.758, p.144). 


8.- La conciliación de intereses cambió la 
situación jurídica de las partes, y, conse- 
cuentemente, hace improcedente la de- 
manda del trabajador en pago de pres- 
tación por despido injustificado. (Sent. 6 
de junio 1962, B.J. 623, p.847-848). 


9.- La formalidad del preliminar de con- 
ciliación queda solamente satisfecho 
cuando abarca todas las causas de des- 
avenencia entre patronos y trabajadores. 
(Sent. 7 diciembre 1960, B.J.605, p.2480). 
la irregularidad de las actas procesales 
no puede aplicarse al preliminar de la 
conciliación. (Sent. 29 mayo 1958, 
B.J.574, p.1119-1120). 


10.- La declaración del patrono de que 
no se aviene a lo pedido por el obrero, 
es decir, que no se concilia, no puede 
interpretarse sin desnaturalizar los hechos 
y el acta de desacuerdo, como una acep- 
tación implícita de las pretensiones. (Sent. 
del 29 abril 1949, B.J.465, p.338). 


283 
DespPIDO 


11.- La ley no exige que el patrono, al 
recurrir a la conciliación, está obliga- 
do a enunciar la justa causa del ale- 
gado despido del trabajador, conser- 
vando, si no lo hace en ese momento, 
su derecho de suministrar la prueba 
posteriormente ante los jueces del fon- 
do. (Sent. 23 septiembre 1964, B.J.650, 
p.1404). 


Art.523.- “Es obligatoria la compa- 
recencia personal del empleador o su 
representante autorizado a la audien- 
cia de conciliación”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2 - Conciliación, 6-8 


Doctrina, 3-5 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece una obliga- 
ción importante a cargo del empleador: 
está obligado a comparecer personalmen- 
te a la audiencia de conciliación. En la 
práctica, el empleador cumple esta obli- 
gación haciéndose representar por un 
abogado. El propósito de esta medida es 
facilitar la conciliación. La comparecen- 
cia a través de un representante no au- 
torizado o desprovisto de facultad para 
el avenimiento, constituye un obstáculo 
insuperable para los fines de la concilia- 
ción. 
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DOCTRINA 


3.- La falta de comparecencia del 
empleador sin causa justificada, podría 
eventualmente ser considerada como una 
presunción en su contra. Su obligación es 
comparecer en el preliminar de concilia- 
ción, que es de orden público. La no com- 
parecencia sin causa justificada constituye 
un medio para frustrar la conciliación. 


4.- En esta materia los derechos deben 
ser ejercidos conforme la reglas de la 
buena fe (VI PF). 


5.- Este artículo guarda cierta relación 
con el Art.581 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
CONCILIACIÓN 


6.- El acta de no comparecencia es una 
pieza del proceso que debe reputarse co- 
nocida por las partes. (Sent. 23 abril 1971, 
B.J.725, p.1028-1029). 


7.- Para que la tentativa de conciliación 
agote todas sus posibilidades, es necesario 
que cuando las partes interesadas o algu- 
na de ellas no concurran personalmente a 
su celebración, sino que se hacen repre- 
sentar por medio de apoderados, éstos, si 
no son abogados, están obligados a pre- 
sentar, en el momento mismo del intento 
conciliatorio, si les es requerido, el escrito 
que acredite válidamente su representación. 
(Sent. 12 mayo 1971, B.J.726, p.1207). 


8.- La no comparecencia del patrono al 
preliminar de conciliación debe reputar- 
se como la manifestación de su parte de 
no llegar a un acuerdo con los trabaja- 
dores. (Sent. 2 junio 1969, B.J.703, 
p.1231-1232). 


Art.524.- “Salvo prueba en contra- 
rio, la no comparecencia de ambas par- 
tes basta para que se presuma su con- 
ciliación y autoriza al juez a ordenar que 
el expediente sea definitivamente archi- 
vado”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 5 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.492 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a los efectos 
de la no comparecencia de las partes a 
la audiencia de conciliación. 


3.- Dispone que en este supuesto, la no 
comparecencia de ambas partes hace 
presumir que se ha producido su conci- 
liación fuera del tribunal. Autoriza al 
juez a ordenar, consecuentemente, que 
el expediente sea archivado definitiva- 
mente. 


4.- Este artículo establece, pues, una pre- 
sunción iuris tantum. 


JURISPRUDENCIA 


5.- La conciliación es para oir a las 
partes, las cuales después de sostener 
sus respectivos puntos de vista pueden 
hacer proposiciones a fin de evitar lo 
litis. (Sent. 16 junio 1971, B.J.727, 
p.1878). 
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SECCION SEGUNDA 


DEL PROCEDIMIENTO DE JUICIO 


| 
DE LA PRODUCCIÓN Y DISCUSIÓN DE LAS 
PRUEBAS 


Art.525.- “El día y hora fijados 
para la comparecencia de las par- 
tes, se reunirán en audiencia públi- 
ca el juez y los vocales, asistidos del 
secretario, y el primero declarará la 
constitución del juzgado en atribu- 
ciones del tribunal de juicio y con- 
flictos jurídicos. 


Seguidamente ofrecerá la palabra a 
las partes para que declaren si des- 
pués de la primera audiencia ha in- 
tervenido algún avenimiento entre 
ellas y para que, en caso contrario, 
traten de lograrlo antes de procederse 
a la producción y discusión de las 
pruebas”. 


INDICE 


- Audiencia, 8-9 


- Comparecencia personal, 10 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 
Doctrina, 3-7 - Conciliación, 11-12 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.493 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia el articulado 
relativo al procedimiento de juicio, don- 
de las partes pueden producir sus me- 
dios de prueba y tiene lugar la discu- 
sión de dichas pruebas en audiencia 
pública. 


DOCTRINA 


3.- Mozart Víctor Russomano (Decálogo 
de Derecho Procesal, Universidad 
Complutense, Madrid, 1986, p.60-61), 
dice que los principios de la oralidad son 
“a) predominancia de la palabra oral 
sobre la palabra escrita; b) inmediatividad 
entre el juez, las partes y las pruebas; c) 
identidad física del juez singular, de ma- 
nera que se garantice el conocimiento di- 
recto de la prueba por el magistrado; d) 
concentración de los actos judiciales, has- 
ta el extremo límite de la realización de 
todo el proceso, incluso la sentencia, en 
una sola audiencia”. 


4.- La oralidad está presente en la audien- 
cia de conciliación y en el procedimiento 
de juicio. Esto facilita, la inmediación del 
juez, el conocimiento directo de la prueba 
así como la concentración de los actos ju- 
diciales necesarios para una rápida admi- 
nistración de justicia en materia laboral. 


5.- El día y la hora fijados para la au- 
diencia, el juez declarará la constitución 
regular del Tribunal y abierto el procedi- 
miento de juicio. Primero ofrecerá la pa- 
labra a las partes, para que declaren si 
entre la audiencia de conciliación y la 
fecha de la audiencia de juicio, ha inter- 
venido algún avenimiento entre ellos, y 
en caso contrario, para que traten de lo- 
grarlo antes de procederse a la produc- 
ción y discusión de las pruebas. 


6.- Lo que establece el párrafo de este 
artículo es propiamente una nueva con- 
ciliación, un nuevo intento de concilia- 
ción, que el tribunal facilita en la misma 
audiencia de aporte y discusión de prue- 
bas. Esto revela la importancia que el le- 
gislador otorga a la conciliación en ma- 
teria de trabajo, pues, pone a cargo de 
los jueces facilitar el avenimien to entre 
las partes después de agotado dicho pre- 
liminar infructuosamente, y en la misma 
audiencia que inicie el procedimiento de 
juicio. 
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7.- En cuanto a la reglamentación del 
procedimiento ordinario de que trata el 
CT, (Véase comentarios al Art.508). 


JURISPRUDENCIA 
AUDIENCIA . 


8.- La disposición del artículo 16 de la 
Ley No.821 de Organización Judicial, en 
el sentido de que las horas de oficina para 
los empleados de todas las cortes y los 
tribunales serán las mismas que se fijen 
para los demás empleados del Estado, 
cuyo horario se cumple de lunes a vier- 
nes de 7:30 a 2:30 PM., tiene como fina- 
lidad lograr un mínimo de rendimiento 
de estos servidores, a la vez que recono- 
cer un máximo de horas a laborar de 
manera cotidiana, pero no es óbice para 
que los tribunales judiciales, cuando la 
necesidad del servicio lo requiera y así lo 
estimen los magistrados, funcionen fuera 
de dicho horario. (Sent. 9 septiembre 
1998, No.22, B.J.1054, p.452-453). 


9.- Cuando se tiene alguna duda de que 
la audiencia pública se ha celebrado, se 
debe atacar la sentencia a través del pro- 
cedimiento de inscripción en falsedad. 
(Sent. 9 septiembre 1998, No.22, 
B.J.1054, p.453). 


COMPARECENCIA PERSONAL 


10.- Las partes están obligadas a asistir 
a la audiencia en la que se conocerá el 
fondo del recurso, por haberse fijado la 
audiencia en cuestión en su presencia, 
siendo intranscendente cualquier anorma- 
lidad que pudiere tener un acto de cita- 
ción, que por demás es superabundante. 


(Sent. 16 diciembre 1998, No.54, 
B.J.1057, p.586). 
CONCILIACIÓN 


11.- Nada se opone a que la empresa 
proponga en conciliación la falta de cali- 


dad que luego alega ante los tribunales, 
de la persona que representa en conci- 
liación a los trabgjadores. (Sent. 2 junio 
1969, B.J.703, p.1231-1232). 


12.- Para que el voto de la ley se consi- 
dere cumplido es necesario presentar al 
momento de la tentativa de la concilia- 
ción, los documentos contentivos de la 
procuración. (Sent. 12 mayo 1971, 
B.J.726, p.1199). 


Art.526.- “Los vocales intervendrán 
en la segunda tentativa de concilia- 
ción con las mismas facultades y los 
mismos deberes que la ley les confie- 
re para la primera. 


Transcurrido un tiempo razonable sin 
que se haya logrado la conciliación 
de las partes, el juez les invitará a 
producir las pruebas de sus respecti- 
vas pretensiones, debiendo hacerlo 
primero la demandante”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-8 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.494 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al rol de los 
vocales y del juez durante la segunda ten- 
tativa de conciliación de que trata el ar- 
tículo precedente. 


DOCTRINA 


3.- Se reconoce a los vocales, las mismas 
facultades y los mismos deberes que la 
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ley les confiere para la primera audien- 
cia (Véase comentarios al Art.518). 


4.- Agotado un tiempo razonable sin que 
se haya logrado la conciliación de las 
partes, o cuando éstas hayan manifestado 
que no tienen el propósito de procurar 
un avenimiento entre ellas, el juez las 
invitará a producir las pruebas de sus 
respectivas pretensiones debiendo hacerlo 
primero el demandante. 


5.- De los medios legales de prueba 
tratan los Arts.541 y siguientes del CT. 
En la práctica, las partes recurren a 
una defensa o exposición oral apoya- 
da en los documentos que han aporta- 
do junto a sus escritos, o celebran al- 
guna medida de instrucción, como el 
informativo o contra informativo de de- 
recho o solicitan la comparecencia per- 
sonal de las partes o un peritaje o una 
inspección directa de lugares o de co- 
sas. 


6.- Estos pedimentos no constituyen inci- 
dentes del proceso cuando su solicitud y 
celebración tienen lugar en la forma y en 
el tiempo previsto por la ley para la apor- 
tación y discusión de estos medios de prue- 


ba. 


7.- En la defensa oral, hay derecho a la 
réplica y a la contra réplica previa solici- 
tud al juez, e incluso a la contrademanda 
o demanda reconvencional . Véase co- 
mentarios al Art.515 del CT. 


8.- El tribunal acostumbra, después de 
las conclusiones de audiencia, a otorgar 
sendos plazos para depositar escritos de 
defensa, ampliación o ¡justificación de 
conclusiones. 


Art.527.- “El juez, sin perjuicio de la 
substanciación del caso, procurará que 
la producción de las pruebas se veri- 


fique en el más breve término posi- 
ble. 


Puede disponer la celebración a puertas 
cerradas de la audiencia, o de parte de 
ella, cuando el interés de mantener el 
orden, el de evitar que se divulguen se- 
cretos técnicos o cualquier otra causa 
grave lo justifiquen”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.495 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una disposi- 
ción particular relativa al principio de la 
celeridad, de la esencia del proceso de 
trabajo. 


DOCTRINA 


3.- El juez dispondrá que la producción 
de las pruebas se verifique en el más bre- 
ve término posible. Esto no significa la 
facultad de festinar el proceso, sino que 
en todo momento la producción de la 
prueba que debe hacerse en el menor 
tiempo posible, no puede lesionar el de- 
recho de defensa ni desconocer disposi- 
ciones legales de orden público, como 
tampoco quebrantar el orden o generar 
hechos u obstáculos que imposibiliten al 
Tribunal realizar sus funciones. Cabe re- 
cordar sobre esto último, las facultades 
que el Art.496 del CT reconoce al Presi- 
dente del Tribunal. 


4.- El párrafo final trata sobre la po- 
testad reconocida al Tribunal para la 
celebración a puerta cerrada de la au- 
diencia, o de parte de ella. Señala este 
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texto los casos en que puede ser ejerci- 
da esta facultad indicando el interés de 
mantener el orden y el de evitar que se 
divulguen secretos técnicos. La enun- 
ciación que hace la ley no es limitativa, 
pues ella misma prevé la celebración a 
puerta cerrada de las audiencias por 
cualquiera otra causa grave que lo jus- 
tifique. 


5.- La audiencia de aporte y discusión de 
pruebas, no necesariamente, es la pri- 
mera audiencia en el procedimiento de 
juicio. El Juez, después de agotado el se- 
gundo intento de conciliación, puede fi- 
jar audiencia para la audición de testi- 
gos, disponer una inspección directa de 
lugares o cosas, la aportación de otro 
medio de prueba, de oficio, a petición de 
parte o a sugerencia de los vocales, v.g. 
un peritaje o la comparecencia personal 
de las partes. 


JURISPRUDENCIA 


6.- Es evidente que en materia labo- 
ral, los jueces, haciendo uso de esa fa- 
cultad general que le ha conferido el 
legislador, pueden ordenar como me- 
dida de instrucción, el reenvío de una 
litis para otra audiencia, aún cuando 
una de las partes no hayan compare- 
cido. (Sent. 28 julio 1971, B.J.728, 
p.2.234). 


Art.528.- “En la misma audiencia de 
la producción de pruebas, o en la si- 
guiente, si lo avanzado de la hora no 
permite hacerlo en ella, se procederá 
a la discusión de las que se hayan pre- 
sentado, así como a las del objeto de la 
demanda. 


Cuando no sea suficiente una audien- 
cia para la producción de las prue- 
bas, el juez puede ordenar su conti- 
nuación en una nueva audiencia, en 
la cual las partes presentarán sus me- 
dios de prueba, concluirán al fondo y 


el asunto quedará en estado de fa- 
llo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 5-7 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.496 del 
CT de 1951, al que se le añadió la parte 
final del párrafo, que establece que en la 
nueva audiencia, las partes presentarán 
su medios de prueba, concluirán al fondo 
y el asunto quedará en estado de fallo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra que en la misma 
audiencia de producción de pruebas se 
procederá a la discusión de aquellas que 
hayan sido presentadas, así como a las 
del objeto de la demanda. 


3.- La audiencia de producción de prue- 
bas no es necesariamente la audiencia 
de los debates y defensas sobre el fondo; 
el tribunal, debe fijar una próxima av- 
diencia, distinta a la de producción de 
las pruebas, para los debates y las de- 
fensas orales de las partes. 


4.- El párrafo dispone asimismo que, 
cuando no sea suficiente una audiencia 
para la producción de pruebas, el ¡uez 
puede ordenar su continuación en una 
nueva audiencia, en la cual las partes 
presentarán sus medios de defensa y con- 
clusiones al fondo, quedando el asunto 
en estado de fallo. 


DOCTRINA 


5.- El Art.528 no debe interpretarse rígi- 
damente, en el sentido de que el Tribu- 
nal sólo podrá celebrar dos audiencias 
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públicas para la aportación y discusión 
de las pruebas, debiendo en la última 
quedar el asunto en estado de fallo. El 
tribunal puede celebrar las audiencias 
que fueran necesarias para la produc- 
ción de las pruebas, respetando natu- 
ralmente el principio de la celeridad, 
de la esencia del proceso en materia 
de trabajo, y la intención manifiesta del 
legislador de no prorrogar innecesaria- 
mente o complacientemente las audien- 
cias, prolongando así la discusión de 
las pruebas y las defensas al fondo. 
Cabe recordar que esta limitación se 
estableció para corregir la práctica abe- 
rrante de los tribunales de fijar nume- 
rosas audiencias para agotar una mis- 
ma medida de instrucción. 


6.- Cuando el juez actúe complacien- 
temente o quebrante el principio de 
la celeridad con sucesivos reenvíos in- 
necesarios y no justificados, cualquier 
parte interesada podrá pedir que se 
comisione otro juez para el conoci- 
miento del caso, pues tal comporta- 
miento es similar a la denegación de 
justicia. 


7.- La Ley 2-91, del 23 de enero de 
1991, que deroga el Art.691 del CT 
de 1951, y en consecuencia, puso le- 
galmente en funciones los tribunales 
y cortes de trabajo organizados por 
dicho código, establece en el Art.4: 
"En todos los casos en que los Tribu- 
nales o Cortes de Trabajo no fallaran 
los asuntos sometidos a su considera- 
ción dentro del plazo señalado, la parte 
más diligente solicitará a la Suprema 
Corte de Justicia que el caso sea endo- 
sado a otra jurisdicción del mismo gra- 
do, que deberá fallar el asunto dentro 
del mes de haber sido recibido”. 


Art.529.- “Cada una de las partes, 
en primer término la demandante, 
tiene facultad para hacer sus obser- 
vaciones en cuanto a las pruebas 
producidas y exponer sus argumen- 


tos respecto al objeto de la deman- 
da”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2-3 - Derecho de Defensa, 6 


Doctrina, 4-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.497 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene otras dispo- 
siciones relativas al procedimiento de jui- 
cio y en particular al derecho de las par- 
tes de participar en la discusión oral desde 
las pruebas aportadas y hacer sus obser- 
vaciones y argumentos cuando lo consi- 
dere necesario. 


3.- Este artículo establece un orden en el 
ejercicio de dicho derecho, correspondien- 
do en primer término a la parte deman- 
dante. Luego, a la parte demandada plan- 
tear sus observaciones en cuanto a las 
pruebas producidas y exponer sus argu- 
mentos. Al final, cada parte deberá pre- 
sentar sus conclusiones al fondo o inci- 
dentales. 


DOCTRINA 


4.- Es opcional del juez que preside el 
tribunal, ofrecer la palabra a las partes 
para la réplica y la contra réplica, o para 
producir sus defensas y réplicas por es- 
crito, otorgando los plazos que el tribu- 
nal estime pertinente. Se trata pues, de 
una reglamentación que permite la de- 
fensa oral y escrita y establece el orden 
de su producción. Es una medida protec- 
tora del derecho de defensa de los 
litigantes. 
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5.- Véase Arts.513, y del 525 al 528 del 
GI: 


JURISPRUDENCIA 
DERECHO DE DEFENSA 


6.- En una litis se considera lesionado el 
derecho de defensa, entre otros casos, 
cuando de algún modo se ha alterado la 
equidad en los debates. (Sent. 13 octu- 
bre 1971, B.J.731, p.2894). 


Art.530.- “El juez puede declarar ter- 
minada la discusión cuando se consi- 
dere suficientemente edificado. 


Puede también, en el curso de la dis- 
cusión o al finalizar ésta, solicitar de 
las partes informaciones adicionales 
o aclaraciones sobre hechos, alega- 
ciones de derecho o situaciones rela- 
tivas al caso discutido”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2-3 


Doctrina, 4-8 


- Papel activo del juez, 9 


- Perención, 10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.498 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto trata sobre las facultades 
del Juez con relación a los debates y a 
las pruebas aportadas. 


3.- Los debates terminan con las conclu- 
siones al fondo de las partes. Después de 
producidas éstas no cabe plantear inci- 
dentes. 


DOCTRINA 


4.- El Art.2 de la Ley No.834, de 15 de 
julio de 1978, establece que “las excep- 
ciones deben, a pena de inadmisibilidad, 
ser presentadas simultáneamente y antes 
de toda defensa al fondo o fin de 
inadmisión”. 


5.- Según Juan Pellerano Gómez (Guía 
del Abogado, p.33), la causa queda en 
estado de recibir el fallo tan pronto como 
finalizan los debates. Estos terminan al 
concluir la audiencia, salvo el caso en 
que se han autorizado réplicas escritas 
(Suprema Corte, 27 de julio 1931, 
B.J.252, p.96), en el cual la causa que- 
dará en estado al agotarse el plazo de la 
última réplica. 


6.- Ha sido juzgado, dice Pellerano, que 
“los plazos...se conceden en interés de 
las partes que lo solicitan y simplemente 
para ampliar las defensas y las réplicas”, 
lo que significa que ya las partes han pre- 
sentado sus conclusiones; que, por tanto 
es obvio, que si se concede al deman- 
dante o al apelante (según sea en prime- 
ra o en apelación) un plazo determina- 
do, y se acuerda, como es de rigor un 
plazo igual a la otra parte, si el escrito 
de ampliación del primero no se produ- 
ce, y el otro no somete ningún escrito en 
el plazo a él concedido, la igualdad con 
que deben ser tratadas las partes en el 
debate, no se ha alterado, ya que la litis 
ha quedado ligada entre las partes, por 
las conclusiones producidas por ellas en 
audiencia (SC, 8 de agosto 1966, B.J. 669, 
p.1278; 22 de agosto 1966, B.J.669, 
p.1433). 


7.- El juez tiene facultad para declarar 
terminada la discusión e invitar a las par- 
tes a producir sus conclusiones al fondo. 
Le basta simplemente adoptar esta medi- 
da cuando se considere suficientemente 
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edificado. Puede también, en el curso de 
la discusión o al finalizar ésta, solicitar 
de las partes informaciones adicionales o 
aclaraciones sobre hechos, alegaciones 
de derecho o situaciones relativas al caso 
discutido. 


8.- Podrá asimismo, hacer consultas a los 
vocales acerca de los hechos y materias 
de carácter técnico que sean de conoci- 
miento de éstas (Art.533 CT). Esta facul- 
tad reconocida al juez de trabajo, en el 
curso de la discusión de las pruebas o al 
finalizar ésta, y a los vocales del tribunal, 
tiene poca aplicación práctica. General- 
mente los jueces, después de cerrados los 
debates, no acostumbran solicitar a las 
partes informaciones adicionales o acla- 
raciones sobre el caso. Prefieren dispo- 
ner de oficio, una reapertura del proce- 
so, siguiendo la práctica del derecho 
común, y olvidan que el párrafo de este 
texto legal está destinado, precisamente, 
a evitar una reapertura del proceso y a 
dar mayor celeridad a la solución del 
caso. 


JURISPRUDENCIA 
PAPEL ACTIVO DEL JUEZ 


9.- Los jueces tienen un papel activo para 
desentrañar la verdad. (Sent. 27 octubre 
1980, B.J.838, p.2270). 


PERENCIÓN 


10.- La circunstancia de que el juez dic- 
tara una sentencia y por medio de ella 
fijara de oficio una audiencia, no consti- 
tuye un acto interruptivo del plazo de 
perención, ya que la acción que la ley 
exige en el curso de un proceso para que 
éste no perima es la acción de las partes, 
no la acción del juez. (Sent. 11 febrero 
1982, B.J.855, p.255). 


Art.531.- “Agotados los turnos, el juez 
ordenará al secretario hacer constar 
en acta, sumariamente, todo lo ocurri- 
do en la audiencia. 


Esta acta la firmarán los miembros del 
tribunal y el secretario. 


En el curso de las cuarenta y ocho horas 
siguientes pueden las partes ampliar sus 
observaciones y argumentos, en escri- 
tos mecanografiados a dos espacios”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


> 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 7 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.499 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al acta de 
audiencia que debe levantar el Secreta- 
rio del Tribunal. La misma se inicia ha- 
ciendo constar el día y la hora de la au- 
diencia, el nombre del tribunal, su 
constitución regular y sumariamente todo 
lo ocurrido en la audiencia. 


DOCTRINA 


3.- Aunque la ley dice que el juez orde- 
nará al secretario levantar el acta y ha- 
cer constar en ella sumariamente todo lo 
ocurrido, desde el momento en que se 
produce la apertura de la audiencia y la 
constitución del tribunal, el secretario pro- 
cede a levantar el acta, que al final es 
firmada por los miembros del tribunal y 
por el secretario. 
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4.- En el curso de la audiencia, el juez 
acostumbra ordenar al tribunal que haga 
constar tal o cual hecho o declaración. 
Con cierta frecuencia, las partes intere- 
sadas formulan al juez pedimentos se- 
mejantes sobre cualquier hecho o docu- 
mento de su interés. 


5.- El párrafo final otorga el derecho a 
las partes de ampliar sus observaciones 
y argumentos orales, en escritos meca- 
nografiados a dos espacios. Este dere- 
cho le es reconocido en el curso de las 
cuarenta y ocho (48) horas de la termi- 
nación de la audiencia. En la práctica, 
el tribunal otorga, de oficio o a peti- 
ción de parte, un plazo de cuarenta y 
ocho horas para ampliar y justificar por 
escrito sus conclusiones de audiencia. 
A veces, el plazo se otorga a partir de 
determinada fecha o el juez otorga un 
plazo mayor. 


6.- La brevedad del plazo (48 horas) no 
se justifica con la práctica de ciertos tri- 
bunales que levantan el acta de audien- 
cia a mano, en forma ilegible, y de no 
entregar copia del acta a las partes en 
tiempo que le permita la mejor defensa 
de sus intereses. Pero, se trata de una 
mala práctica que no se realiza en todos 
los tribunales del país, aunque sí princi- 
palmente en Santo Domingo, Distrito 
Nacional. 


JURISPRUDENCIA 


7.- Las conclusiones de las partes fijan, 
junto con el emplazamiento, los límites y 
alcances del debate. (Sent. 24 abril 1978, 
B.J.809, p.879). 


Art.532.- “La falta de comparecen- 
cia de una o de las dos partes a la au- 
diencia de producción y discusión de las 
pruebas no suspende el procedimien- 
to”. 


INDICE 


- Perención, 7 
- Defecto, 8-9 


- No comparecencia, 10 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2-6 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.500 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la falta de 
comparecencia de alguna parte o de 
ambas en el procedimiento de juicio. 


3.- La ley dispone que esto no suspende 
el procedimiento. Tampoco impide al tri- 
bunal dictar sentencia, pues los escritos 
de defensa y los documentos de ambas 
partes obran depositadas en el expediente 
al tenor de los Arts.508 y 513 del CT, 
donde constan los pedimentos y conclu- 
siones de las mismas ante el tribunal (con- 
forme al Art.540 del CT, se reputa con- 
tradictoria toda sentencia dictada por un 
tribunal de trabajo). 


4.- Esto hace que la comparecencia de las 
partes a presentar conclusiones en el pro- 
cedimiento de trabajo pueda considerar- 
se como una formalidad. Sin embargo, 
en la práctica, los jueces en estos casos se 
inclinan por ordenar que el expediente seo 
archivado y preferentemente por cancelar 
el rol de audiencias, dejando a la parte 
más diligente o interesada reanudar el 
proceso. 


5.- Vale decir que no existe recurso de 
oposición. Por aplicación del Art.532, no 
existe el defecto en materia de trabajo. 


6.- Véase comentarios a los Arts.523 y 
524 del CT. 
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JURISPRUDENCIA 
PERENCIÓN 


7.- Si en principio la fijación de audien- 
cia hecha a solicitud de un litigante se 
reputa como un acto interruptivo de la 
perención de la instancia, dicha fijación 
pierde su eficacia para producir tal efec- 
to cuando el tribunal de oficio y como 
ua medida de orden interior, cancela 
el rol por la incomparecencia de las 
partes. (Sent. 9 octubre 1963, B.J.639, 
0.1119). 


DEFECTO 


8.- Frente al defecto de la recurrente el 
tibunal debe ponderar las pruebas apor- 
tadas por las partes para determinar si 
las conclusiones reposan sobre base le- 
gal. (Sentencia No.. 32 del 29 de diciem- 
be de 1999 B. J. 1070 p. 726). 


9.- En caso de defecto de la parte re- 
urrente el tribunal no puede limitarse 
a pronunciar el descargo puro y simple 


293 


de la apelación aplicable en materia 
de trabajo en virtud del Art.540 que 
dispone que ” se reputa contradictoria 
toda sentencia dictada por un tribunal 
de trabajo” y de las disposiciones del 
artículo 532 del referido código, en el 
sentido de que la “falta de compare- 
cencia de un de las dos partes a la 
audienca de producción y discusión de 
las pruebas no suspende el procedimien- 
to”, lo que le obligaba a determinar 
los méritos del recurso de apelación. 
(Sentencia No. 32 del 29 de diciembre 
de 1999 B. J. 1070 p. 726). 


No COMPARECENCIA 


10.- De acuerdo a la disposiciones del 
Art.532 del CT, la falta de compare- 
cencia de una de las dos partes a la 
audiencia de producción y discusión 
de las pruebas no suspende el proce- 
dimiento lo que le obligaba al tribu- 
nal aquo a determinar los méritos del 
recurso de apelación. (Sent. No. 17 
del 20 de octubre de 1999. B. J. 1067 
p. 633). 
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DE LA SENTENCIA 


Art.533.- “La apreciación de las prue- 
bas, la decisión del caso y la redacción 
de la sentencia corresponden al juez, 
quien puede hacer consultas a los voca- 
les acerca de hechos o materias de ca- 
rácter técnico que sean del conocimien- 
to de éstos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Decisiones diversas, 6-49 
Sentencias Diversas, 49-52 
Juez, 53-55 


Comentarios, 2-3 
Doctrina, 4-5 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.501 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal da inicio a una serie 
de disposiciones relativas a las sentencias 
de los tribunales de trabajo y a las facul- 
tades del juez de trabajo. 


3.- Este artículo deja sentado claramente 
que corresponde al juez redactar la sen- 
tencia. Los vocales, aunque miembros del 
tribunal, no son jueces. Su rol está limi- 
tado a la conciliación, a participar en los 
interrogatorios y a la función de consul- 
tores del juez cuando éste lo considere 
necesario, en casos especiales acerca de 
hechos o materias de carácter técnico que 
sean de conocimiento de los vocales. 


DOCTRINA 


4.- En la redacción de la sentencia de los 
tribunales de trabajo, rigen las disposi- 


ciones del Art.141 del Código de Proce- 
dimiento Civil. Establece dicho texto le- 
gal que “la redacción de las sentencias 
contendrá los nombres de los jueces, del 
fiscal y de los abogados; los nombres, 
profesiones y domicilios de las partes; sus 
conclusiones, la exposición sumaria de los 
puntos de hecho y de derecho, los fun- 
damentos y el dispositivo”. 


5.- Consecuentemente, la sentencia debe 
contener motivos suficientes para justifi- 
car su dispositivo y que permitan a la SC) 
como Corte de Casación, apreciar si la 
ley ha sido bien o mal aplicada. El juez 
goza de un poder soberano de aprecia- 
ción de los hechos y los medios de prue- 
ba, pero no está facultado para desna- 
turalizarlos o desconocer el derecho de 
defensa o la ley. Su apreciación de los 
hechos es soberana y escapa al control 
de la SCJ salvo que los desnaturalice. 


JURISPRUDENCIA 
DECISIONES DIVERSAS 


6.- Cuando la sentencia impugnada no 
contiene una relación completa de los 
hechos y motivos suficientes y pertinentes 
que permitan a la Suprema Corte de Jus- 
ticia verificar la correcta aplicación de la 
ley, la misma debe ser casada. (Sent. 17 
febrero 1999, B.J.36, B.J.1059, p.589). 


7.- Una vez que un tribunal dicta senten- 
cia definitiva sobre un asunto queda des- 
apoderado del mismo y no puede tomar 
ninguna nueva decisión sobre lo juzgo- 
do, salvo que se produzca una nueva de- 
manda o recurso, para lo cual debe cum- 
plir con las reglas procesales que 
garantizan el derecho de defensa del de- 
mandado o recurrido. (Sent. 28 abril 
1999, Transporte Duluc, C.por A.- 
TRADULCA- y Cayena Vs.Conrado de 
León Alié y compartes, p.9). La sentencia 
fue dictada para la mejor substanciación 
del caso y en busca del equilibrio de los 
debates, sin prejuzgar el fondo del asun- 
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to, lo que hace que la misma sea prepa- 
ratoria. (Sent. 9 diciembre 1998, No.25, 
B.,1057, p.422). 


8.- la sentencia contiene una relación 
completa de los hechos y motivos sufi- 
cientes cuando el único punto controver- 
tido por la demandada fue la justa causa 
del despido, no existiendo constancia de 
que la misma objetara los demás hechos 
de la demanda, razón por la cual el tri- 
bunal los dió por admitidos. (Sent. 30 
diciembre 1998, No.75, B.J.1057, p.720). 


9.- La sentencia es un título auténtico que 
tiene que ser creído hasta que, después 
de iniciado un proceso de inscripción en 
falsedad, se establezca una adulteración 
de la verdad, salvo los casos de 
desnaturalización de los hechos y docu- 
mentos de la causa. (Sent. 15 abril 1998, 
No.33, B.J.1049, p.399). 


10.- No basta que una sentencia exprese 
que por la prueba aportada han queda- 
do establecidos todos los aspectos de he- 
chos en que se fundamenta una deman- 
da, sino que se debe precisar cuáles son 
esos hechos y en qué circunstancias se 
produjeron. (Sent. 29 abril 1998, No.65, 
8.3.1049, p.603). 


11.- En el estado actual de nuestro dere- 
cho las sentencias que ordenan un infor- 
mativo testimonial, pueden ser, tanto pre- 
paratorias como interlocutorias, 
dependiendo si prejuzgan o no el fondo 
del litigio. (Casación, 17 de septiembre 
1997, B.J.1042, p.260-264). 


12.- El hecho de que el rechazo de una 
medida no figure contenida en el dispo- 
stivo de una sentencia, no implica que el 
uez haya omitido el fallo, si el mismo se 
encuentra inserto en el cuerpo de la sen- 
encia, ya que el artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil ni ninguna otra 
disposición legal establece un orden 
sacramental para la redacción de una 
sentencia. (Sent. 17 septiembre 1997, 
No.20, B.J.1042, p.256). 


13.- A pesar de consignar el depósito de 
esos documentos por parte de la recurri- 
da en apelación, la sentencia impugna- 
da no contiene ninguna ponderación de 
los mismos, ni explicación alguna sobre 
por qué no fueron tomados en conside- 
ración al momento de dictarse el fallo, lo 
que no permite a la SCJ apreciar si la ley 
fue bien o mal aplicada. (Casación, 12 
de septiembre de 1997, B.J.1042, p.234- 
329). 


14.- Un tribunal incurre en fallo extra 
petita cuando concede derechos que no 
le han sido solicitados. (Sent. 30 septiem- 
bre 1998, No.95, B.J.1054, p.900). 


15.- Un tribunal falla extra petita cuan- 
do decide sobre asuntos sobre los cuales 
no se le ha solicitado decidir. (Sent. 15 
julio 1998, No.48, B.J.1052, p.685). 


16.- Los jueces no están obligados a pro- 
nunciarse sobre los alegatos y argumen- 
tos que una parte expone en sus escritos 
de defensa, sino a decidir los pedimentos 
que se le formulen a través de conclusio- 
nes formales. (Sent. 22 julio 1998, No.83, 
B.J.1052, p.893). 


17.- Cuando los documentos aportados 
al litigio carecen de todo contenido útil, 
el juez no está obligado a ponderarlos. 
(Casación, 27 de noviembre de 1995. 
Sentencia #9).Carece de motivos y viola 
el derecho de defensa la sentencia que 
desestima las conclusiones sin ofrecer ra- 
zones para ello. (Sent. 21 febrero 1969, 
B.J.699, p.415). 


18.- Carece de motivos y fuerza proba- 
toria la sentencia cuando la decisión de 
primer grado no fue reproducida ni se 
depositó su certificación. (Sent. 6 agosto 
1971, B.J729, p.2324). 


19.- Es obligación de los jueces exponer 
en sus sentencias los motivos pertinentes 
en relación con las cuestiones presenta- 
das por las partes, ya sea mediante con- 
clusiones principales o por medio de con- 
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clusiones subsidiarias. (Sent. 3 febrero 
1984, B.J.879, p.283). No es indispensa- 
ble que las conclusiones de las partes se 
transcriban totalmente en la sentencia; 
basta para que se cumpla el voto de la 
ley, que los jueces hagan constar en sus 
sentencias los alegatos fundamentales 
contenidos en las mismas, que compren- 
dan todas las cuestiones que se suscita- 
ron en la litis. (Sent. 9 mayo 1983, 
B.J.870, p.1247). 


20.- Cuando los jueces han sido puestos 
en mora de pronunciarse sobre conclu- 
siones explícitas y formales, en las cuales 
se les haya formulado una pretensión pre- 
cisa, no pueden dichos jueces rechazar 
expresa ni implícitamente los pedimentos 
contenidos en tales conclusiones, sin ex- 
poner en sus sentencias motivos suficien- 
tes y pertinentes que justifiquen su 
rechazamiento. (Sent. 6 diciembre 1972, 
B.J.745, p.3002). 


21.- Si bien el juez tiene facultad para 
apreciar la procedencia o no de la medi- 
da de instrucción solicitada, y rechazarla 
antes de fallar el fondo del recurso de 
apelación, debe dar la oportunidad al 
impetrante de la medida a que formule 
sus conclusiones, la cuales pueden versar 
sobre el fondo del recurso o sobre cual- 
quier otro aspecto colateral, con inciden- 
cia en la solución del mismo. (Sent. 18 
marzo 1998, No.37, B.J.1048, p.503). 


22.- Al fallar el juez a-quo el fondo del 
litigio, sin antes poner en mora al hoy 
recurrente a fin de que concluyeran so- 
bre el fondo del asunto, es obvio que se 
violó su derecho de defensa. (Sent. 10 
octubre 1983, B.J.875, p.3103). 


23.- Cuando a la audiencia para cele- 
brar contra informativo asisten los tra- 
bajadores quienes concluyeron al fondo, 
pero el patrono no asiste, y se produce 
sentencia condenatoria al fondo contra 
el patrono, hay una lesión al derecho de 
defensa. (Cas. 26 julio 1982, B.J.860, 
p.1197). 


24.- Los jueces no están obligados a or- 
denar todas las medidas de instrucción 
que les son propuestas, si ellos estiman 
que están suficientemente edificados con 
las pruebas ya aportadas. (Sent. 14 agos- 
to 1992, No.12, B.J.981, p.910). 


25.- Es casable la sentencia que “no con- 
tiene una relación completa de los he- 
chos de la causa y motivos suficientes y 
pertinentes que ¡justifiquen su dispositi- 
vo” (Casación, 14 de diciembre de 1994, 
Sentencia #6). 


26.- No puede criticarse una fallo sino 
cuando el juez haya sido puesto en mora 
de pronunciarse sobre conclusiones ex- 
plícitas y formales, en las cuales se le haya 
formulado una pretensión precisa, no es- 
tando los jueces obligados a dar motivos 
particulares para cada uno de los títulos 
o hechos invocados por las partes y mu- 
cho menos para cada argumento de los 
litigantes (23 de marzo de 1954, B.J.524, 
p.550). 


27.- Los elementos de la causa y espe- 
cialmente el resultado de las medidas de 
instrucción constituye motivación adecua- 
da y suficiente (23 de noviembre de 1948, 
B.J.460, p.1854-1859). 


28.- La contradicción de motivos o los 
motivos contradictorios implican ausen- 
cia de motivos (31 de julio de 1950, 
B.J.4080, p.638-643). 


29.- La insuficiencia de motivos equivale 
a falta de motivos cuando éstos no pue- 
den ser completados por otros conteni- 
dos en la misma sentencia (19 de mayo 
de 1948, B.J.454, p.1257-1262). 


30.- La insuficiencia de motivos equivale 
a una falta de motivos que deja al fallo 
sin justificación (25 de abril de 1951, 
B.J.489, p.447-455). 


31.- La insuficiencia de motivos, por sí 
sola, no anula una sentencia, sino cuan: 
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do esa insuficiencia de motivos sea tal 
que equivalga a una falta de motivos (23 
de marzo de 1954, B.J.524, p.550). 


32.- Busta a los jueces, referirse a los ele- 
mentos, circunstancias o documentos de la 
wusa, para fundamentar sus conclusiones, 
sin tener que retener y contestar cada ar- 
gumento ofrecido por las partes, no sien- 
do su fallo susceptible de críticas sino cuan- 
do el juez haya sido puesto en mora por 
conclusiones explícitas y formales de pro- 
nunciarse sobre pretensiones precisas (25 
de agosto de 1954, B.J.529, p.1699). 


33.- Se viola el Art.141 del Código de 
Procedimiento Civil cuando se rechazan 
los pedimentos precisos de una de las 
partes sin dar motivo alguno para su de- 
cisión (30 de mayo de 1952, B.J.502, 
p.992). 


34.- Los jueces de trabajo tienen, en la 
decisión de los procesos laborales, las 
mismas facultades de que gozan en los 
demás procesos (21 de diciembre de 1948, 
B.J,461, p.1993-1999). 


35.- La ponderación de los elementos de 
prueba sometidos al debate corresponde 
al poder soberano de que, en general, 
están investidos los jueces de fondo (21 
de enero de 1954, B.J.522, p.100). 


36.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano de interpretación de los 
convenios y demás elementos de hecho 
de la causa, cuando no incurran en 
desnaturalización de los mismos (11 de 


febrero de 1953, B.J.511, p.133). 


37.- El poder soberano reconocido a los 
jueces en materia de trabajo no les auto- 
iza a admitir sin prueba, alegato algu- 
no ni a prescindir de las disposiciones le- 
gales que rigen el sistema de prueba (5 
de septiembre de 1952, B.J.506, p.1636- 
1641). 


38.- La apreciación de si una irregulari- 
dad causa perjuicio a una de las partes, 


escapa al control de la SCJ (14 de mayo 
de 1957, B.J.562, p.458). 


39.- Los jueces pueden dividir las decla- 
raciones de las partes y aceptar aquellas 
partes de una misma declaración corro- 
borada por otros elementos del proceso 
(23 de diciembre de 1948, B.J.461, 
p.2015-2023). 


40.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente las declaraciones y for- 
mas de éstas (23 de noviembre de 1948, 
B.J.460, p.1860-1865). 


41.- Los jueces del fondo están en la obli- 
gación de dar motivos especiales sobre 
cada uno de los pedimentos contenidos 
en las conclusiones de las partes, y en 
particular, sobre las conclusiones subsi- 
diarias, presentadas de modo preciso, por 
uno de los litigantes y que tienen una 
base distinta de las de sus conclusiones 
principales (Sent.del 19 de mayo de 1948, 
B.J.554, p.1261). 


42.- Los jueces deben responder todos 
y cada uno de los puntos de las conclu- 
siones motivando sus decisiones. 
(Sent.del 3 de junio de 1957, B.J.563, 
p.1111-1115). 


43.- Esta regla se extiende a las conclu- 
siones relativas a un medio de defensa, a 
una excepción o a un medio de 
inadmisión. (Sent. de 3 de junio de 1957, 
B.J.563, p.1114; Sent. 28 de ¡unio de 
1957, p.1333; Sent.del 21 de octubre de 
1964 B.J].651, p.1548; 21 de octubre de 
1959, B.J1591 p.2080; 17 de abril de 
1958, B.J.573 p.743). 


44.- Los jueces no están obligados a res- 
ponder a conclusiones banales, sin fun- 
damento, que carezcan de utilidad jurí- 
dica para los litigantes que la propongan 
(Sent. 20 de julio de 1962, B.J.623, 
p.908). 


45.- El juez no está obligado a responder 
a pedimentos extraños al litigio o que 
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implícitamente han sido desestimados (23 
de julio de 1961, B.J.611, p.1277). 


46.- El juez no está obligado a decidir y 
motivar alegatos contenidos en el cuerpo 
de la defensa y que no fueron objeto de 
una formulación precisa en las conclu- 
siones (Sent.del 21 de febrero de 1950, 
B.J.475, p.125; Sent.del 23 de diciembre 
de 1948, B.J.461, p.2022). 


47.- Tampoco están obligados a dar mo- 
tivos particulares, sobre cada uno de los 
títulos o hechos invocados por las partes 
(Sent.23 de marzo de 1954, B.J.524, 
p.550). 


48.- Abogado que emplea en sus conclu- 
siones la palabra despido en vez de aban- 
dono. El juez debe atenerse más a la rea- 
lidad de los hechos que a la expresión 
literal de las palabras. (Sent. mayo 1972, 
B.J.738, p.1303). 


SENTENCIAS DIVERSAS 


49.- Para que los jueces del fondo usen 
el poder de apreciación de las pruebas 
de que disfrutan, es necesario que pre- 
viamente ponderen toda la prueba apor- 
tada y del resultado de esa ponderación 
formar su criterio. (Sent. No. 2 del 1 de 
diciembre de 1999. B. J. No. 1069,P 535). 


50.- La facultad que tienen los jueces la- 
borales de fallar extra y ultra petita se 
limita al juzgado de primera instancia, 
no pudiendo hacerse por primera vez en 
apelación. (Sent. del 29 de diciembre de 
1999. B. J. 1069 P 786). 


51.- Para el buen uso del soberano po- 
der de apreciación de los jueces del fon- 
do, es necesario que éstos ponderen toda 
la prueba aportada, de cuyo resultado 
formarían su criterio, no bastando con el 


análisis de parte de la misma, pues ese 
proceder evitaría el estudio de pruebas 
que por su importancia podría determi- 
nar el curso de la solución que se le da- 
ría al asunto. (Sent. No. 34 del 29 de 
diciembre de 1999, B. J. 1069, p.740). 


52.- Para que los jueces del fondo hagan 
uso del poder soberano de apreciación 
que disfrutan, es necesario que exami- 
nen todas las pruebas que se le sometan, 
sin omitir ninguna de ella. (Sent. del 13 
de octubre de 1999 B.J. 1067, Vol Il 
p.622). 


JUEZ 


53.- Es de principio que los jueces del 
fondo son soberanos en la interpretación 
de los contratos, como también lo son en 
las interpretaciones de las declaraciones 
de los testigos, salvo desnaturalización. 
(Sent. No. 7 del 8 de diciembre de 1999. 
B. J. 1069 p. 572). 


54.- Los jueces del fondo, son soberanos 
para apreciar el monto de los 
indemnizaciones que deben imponer en 
ocasión de una falta a las obligaciones 
de una de las partes escapando al con- 
trol de la casación, salvo cuando el mon- 
to fijado sea irrazonable. (Sent. No. 9 
del 8 de diciembre de 1999 B. J. No. 1069 
p. 585). (Sentencia No. 14 del 8 de di- 
ciembre de 1999, B. J. 1069 p.615). 


55.- Si bien la libertad de pruebas que 
existe en materia laboral y el principio de 
la realidad de los hechos permite a los 
jueces del fondo tomar decisiones que 
contraríen la prueba documental emo- 
nada de las partes, para ello es neceso- 
rio, que estos expresen sobre qué base 
sustentan sus apreciaciones. (Sentencia 
No. 13 del 8 de diciembre de 1999, B. J, 
No.1069, p. 609). 
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Art.534.- “El juez suplirá de oficio 
wolquier medio de derecho y decidirá 
en una sola sentencia sobre el fondo y 
sobre los incidentes, si los ha habido, 
excepto en los casos de irregularidades 
de forma”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Incidentes, 9-18 
Comentarios, 2 - Inconstitucionalidad, 19 
Doctrina, 3-8 - Poder Soberano, 20 
Jurisprudencia - Juez, 21 


ANTECEDENTES 


l- Es una reproducción del Art.502 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra algunas dis- 
posiciones particulares encaminadas a 
ofianzar en la práctica el principio de la 
celeridad, de la esencia del proceso en 
materia de trabajo. En primer término, 
dispone que el juez debe suplir de oficio 
cwolquier medio de derecho. Dispone lue- 
go que decidirá en una sola sentencia 
sobre el fondo y los incidentes, excep- 
tundo los casos de irregularidades de 
forma en las cuales, conforme al Art.486, 
debe disponer su corrección. (Véase co- 
mentarios a este artículo). 


DOCTRINA 


3. Por medio de derecho cabe entender 
bda norma o disposición de orden pú- 
blico cuyo cumplimiento se impone tanto 
alas partes como al juez, quien debe 
cogerlo de oficio. La no participación 
del despido y su causa en el plazo legal 
de 48 horas a la autoridad de trabajo; el 
no planteamiento de los puntos contro- 
vertidos en el preliminar de la concilia- 
ción, lo que haría frustratorio este preli- 


minar obligatorio; la falta de interés; la 
inconstitucionalidad y cualquier otro me- 
dio de orden público, son medios de de- 
recho a los cuales se refiere este texto 
legal. 


4.- Artagnan Pérez Méndez (Procedimien- 
to Civil, Tomo l, p.157) sostiene que “un 
medio de derecho puede ser acogido de 
oficio por el juez y por primera vez se 
puede presentar en casación. Cuando tie- 
ne carácter de orden público, en princi- 
pio, debe acogerse por el juez de fondo 
o por la Corte Suprema”. “Un medio de 
puro derecho es aquel que en razón de 
la manera como las pretensiones han sido 
expuestas en hecho y en derecho, ha sido 
implícitamente invocado. Las partes, al 
precisar el objeto de su demanda y expo- 
ner los hechos que les sirven de funda- 
mento, ponen al juez en mora para que 
se pronuncie conforme a la ley, dejándo- 
le al cuidado de que él busque, como es 
su deber, el texto aplicable”... Se habla 
de medio de puro derecho cuando no 
puede tener por fundamento ningún he- 
cho que no haya sido presentado ante 
los jueces. Se trata de un medio que re- 
sulta de los únicos hechos expuestos y que 
tienden al mismo fin que aquel que es el 
objeto de la pretensión”. 


5.- Este texto legal consagra además, la 
obligación del juez de decidir en una sola 
sentencia los incidentes junto con el fon- 
do. Los incidentes son peticiones acceso- 
rias o nacidas después de iniciado el pro- 
ceso, que conciernen a las formalidades 
procesales. En virtud del Art.534, ¿está 
obligado el juez a decidir siempre los in- 
cidentes con el fondo? ¿Un medio de 
inadmisión, debe ser conocido y decidido 
con el fondo? El Art.619 permite el re- 
curso de apelación, en todos los casos, 
contra las sentencia que decidan sobre 
competencia. El propio Art.534 obliga al 
juez suplir de oficio cualquier medio de 
derecho. Además, es lógico y de princi- 
pio, que el juez debe determinar ante 
todo su propia competencia, evitar me- 
didas inútiles y frustratorias o dilaciones 
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innecesarias que acumularían de trabajo 
innecesario al tribunal. El principio de la 
celeridad no está por encima de las nor- 
mas de orden público. 


6.- En la práctica, el Art.534 ha resulta- 
do ser uno de los más controvertidos. Al- 
gunos jueces y juristas le otorgan un al- 
cance general, incluyendo la SCJ, (Sent. 
citada más abjo, del 15 de julio de 1998, 
B.J.1052, p.702). Pero esta sentencia con- 
funde los incidentes con las excepciones, 
las defensas al fondo y los medios de 
inadmisibilidad. Con este razonamiento, 
los Arts.534 y 589 justifican el apodera- 
miento y la competencia de los tribuna- 
les de trabajo de cualquier caso, sea cual 
sea su naturaleza, con la obligación del 
juez de decidir su competencia de atribu- 
ción, los fines de inadmisión y los medios 
de derecho que excluyen y hacen innece- 
sario el examen del fondo conjuntamen- 
te con el fondo. Los Arts.534 y 589 del 
Código de Trabajo no imponen a los tri- 
bunales de trabajo la obligación de co- 
nocer y juzgar cualquier asunto que se le 
plantee, aunque la ley no le otorgue com- 
petencia de atribución. Tampoco le obli- 
ga a decidir los medios de inadmisión, 
conjuntamente con el fondo. La parte ini- 
cial del mismo Art.534, según la cual el 
Juez suplirá de oficio cualquier medio de 
derecho, contradice el criterio de la SCJ. 
En nombre de la celeridad, no cabe res- 
tar celeridad al proceso con el cúmulo de 
trabajo innecesario, desconocer disposi- 
ciones legales de orden público, destina- 
das esencialmente, a la protección del de- 
recho de defensa y el debido proceso. 


7.- Las previsiones del Art.534 en opi- 
nión de Gloria María Hernández, “no son 
de carácter general, erga omnes ni ab- 
solutas. La principal prueba de ello es el 
propio texto del Art.534, que establece 
como excepciones los medios de derecho 
que el tribunal debe acoger de oficio y 
los casos de irregularidades de forma” 
(Arts.393 y siguientes del CT) . Lo impor- 
tante en estos casos excepcionales es se- 
ñalar, dice René Morel (Teoría General 


de la Acción en Justicia, 12 ava.edición, 
p.53, No.51; Recueil Sirey, París, No.52, 
p.55) “que la base esencial se fundamen- 
ta en el interés público, en el respeto del 
debido proceso y de los principios gene- 
rales que, por su carácter imperativo, im- 
piden al tribunal continuar el desarrollo 
de la causa”. 


8.- El Art.638 CT deja fuera los Arts. del 
534 al 539 del mismo Código, en grado 
de apelación, a diferencia del Art.506 del 
CT de 1951, que disponía lo contrario . 
En base a esta disposición legal, parte de 
la doctrina sostiene que el Art.534 ni el 
Art.539 del CT se aplican en grado de 
apelación. 


JURISPRUDENCIA 
INCIDENTES 


9.- La Tercera Cámara (de Tierras, Labo- 
ral, Contencioso -Administrativo y Con- 
tencioso- Tributario) de la SCJ mediante 
su sentencia del 15 de julio de 1998 (B. 
1052, p.702) ha juzgado que “el referi- 
do Art.534 no hace diferencias sobre el 
tipo de incidentes que tienen que ser fo- 
llados conjuntamente con el fondo”, por 
lo que este texto legal es “de aplicación 
general en todos los casos de incidentes 
y excepciones declinatorias (se refiere al 
Art.589 del mismo Código), que se plan- 
teen en ocasión de una litis laboral”. Se- 
gún dicha sentencia, el alcance general 
que otorga a los Art.534 y 589 se debe 
al propósito perseguido por dichas nor- 
mas, de “librar de obstáculos innecesa- 
rios al Tribunal”. Por razonamiento con- 
trario, dichos textos legales no imponen 
al tribunal la obligación de acumular el 
incidente con el fondo, cuando legalmen- 
te existe un obstáculo necesario. Por con- 
siguiente, el alcance de dichos textos le- 
gales no es “de aplicación general en 
todos los casos de incidentes y excepcio- 
nes de declinatoria que se planteen en 
ocasión de una litis laboral”, sino que 
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hay situaciones en que existen obstáculos 
necesarios o legalmente imperiosos que 
impiden al tribunal aplicar literalmente 
dichos textos legales. Uno de estos obs- 
fáculos es la incompetencia absoluta (en 
ozón de la materia) y cualquier otra dis- 
posición legal de orden público o medio 
de derecho que excluya o haga innece- 
sario el conocimiento del fondo. 


10.- Posteriormente, por sentencia del 5 
de mayo de 1999, (caso Petra Díaz de 
Dantes Castillo vs.Fundación Dominica- 
n de Desarrollo), la Tercera Cámara de 
lu SCJ, consideró que “en virtud del 
Art.534 el tribunal está obligado a acu- 
mular la decisión del incidente plantea- 
do para tomarla en el momento en que 
correspondiera dictar sentencia sobre el 
tondo de la demanda, para lo cual debió 
sustanciar el proceso a su cargo, aún 
wando por la precedencia del incidente 
fondo no llegara a decidirse” (p.6, sent. 
cf). La Tercera Cámara de la SCJ justifi- 
u su criterio diciendo que “ha sido inte- 
és del legislador que la culminación del 
proceso no se vea interrumpida con la 
formulación de incidentes infundados, 
que de ser decididos previamente retar- 
darían la solución definitiva del asunto, 
como consecuencia de los recursos que 
surgirían en contra de esos fallos, para 
b cual ha preferido una sustanciación 
que facilitaría al tribunal la correcta de- 
isión sobre el incidente y la posterior 
wocación del fondo del asunto, en gra- 
do de apelación, si el incidente es acep- 
tado por el juzgado de trabajo y revoca- 
do por la Corte correspondiente, aún 
cwando la sustanciación pudiere resultar 
imecesaria si el incidente planteado 
estuviere bien fundamentado”. 


11.- Según este criterio, cuando se plan- 
ta al tribunal de trabajo, v.g. su incom- 
retencia absoluta o un medio de 
nodmisión fundado en la falta de inte- 
tés, la cosa juzgada, etc., el tribunal “aún 
wando la sustentación del fondo pudie- 
resultar innecesaria”, el incidente debe 
«umularse con el fondo, a fin de 1) “que 


la culminación del proceso no se vea in- 
terrumpido como consecuencia de los re- 
cursos que surgirían en contra de los fa- 
llos que rechazarán tales incidentes y 2) 
para “facilitar del tribunal de apelación 
la posterior avocación del fondo del asun- 
to si el incidente es aceptado por el juz- 
gado de trabajo y revocado por la corte 
correspondiente, aún cuando la 
sustanciación pudiere resultar innecesa- 
ria si el incidente planteado estuviere bien 
fundamentado”. En oposición a este cri- 
terio, véase párrafo 6, in fine, de los co- 
mentarios del Art.534 del CT. 


12.- Los jueces del fondo violan el dere- 
cho de defensa cuando deciden el fondo 
de la demanda de que se trate sin antes 
pronunciarse sobre conclusiones inciden- 
tales de la recurrente y sin que tampoco 
ésta tuviera oportunidad de presentar 
conclusiones sobre el fondo de la deman- 
da. (Sent. 27 mayo 1998, No.48, 
B.J.1050, p.660). 


13.- Las disposiciones del artículo 534 del 
Código de Trabajo que dispone que el 
juez decidirá en una sola sentencia sobre 
el fondo y sobre los incidentes, si los ha 
habido, es a condición de que las partes 
previamente se hubieren pronunciado 
sobre el fondo o que por lo menos se le 
hubiere dado la oportunidad de hacerlo, 
pues de lo contrario se violaría su dere- 
cho a la defensa. (Sent. 1 octubre 1997, 
No.5, B.J.1043, p.261). 


14.- Al fallar como lo hizo la Cámara a- 
qua por una sola y misma sentencia so- 
bre el incidente y sobre las prestaciones 
reclamadas sin haberle dado la oportu- 
nidad al patrono de presentar conclusio- 
nes al fondo, lesionó su derecho de de- 
fensa. (Sent. 29 octubre 1976, B.J.791, 
p.1828). 


15.- Véase Arts.citados precedentemen- 
te, y los Arts.586 y 706 del CT. 


16.-Los jueces están impedidos de deci- 
dir sobre los incidentes que se le presen- 
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ten, antes de la culminación del prelimi- 
nar de la conciliación, debiendo acumu- 
larlos para decidirlos en la sentencia que 
decidirían el fondo de la demanda,en 
caso de que el incidente fuere rechaza- 
do. (Sent. del 6 de octubre de 1999, B.J. 
1067, Vol Il, p. 580). ə 


17.- La finalidad del artículo 534, es im- 
primir al proceso laboral la máxima cele- 
ridad, sin desconocer el derecho de de- 
fensa de las partes. (Sent. del 6 de octubre 
de 1999, B.J 1067, Vol Il, p. 580). 


18.- El hecho de que una parte solicite al 
tribunal que se reserve el fallo de un inci- 
dente para ser decidido conjuntamente 
con lo principal, no significa que da ad- 
misión al incidente planteado, sino que 
procura con ello que el conocimiento del 
incidente no sea causa de retardo en el 
conocimiento del fondo de la acción ejer- 
cida. (Sentencia No.8 del 1%° de septiem- 
bre de 1999, B. J. 1066p.636). 


INCONSTITUCIONALIDAD 


19.- El Art.46 de la Constitución de la 
República lo que manda en cuanto al or- 
den judicial es que todo tribunal o corte, 
en presencia de una ley, resolución, re- 
glamento o acto contrarios a la Consti- 
tución surgido con motivo de un proce- 
so, en cualquiera de las materias de su 
competencia, puede y debe pronunciar 
su nulidad aunque no la hayan promovi- 
do las partes envueltas en el mismo, esto 


es, de oficio, sin el cumplimiento de nin- 
guna formalidad de cualquier naturale- 
za que sea; que al proceder de ese modo 
los jueces no están invadiendo atribucio- 
nes de otros organismos, ni violando los 
principios fundamentales de la separación 
de los poderes, sigo dando cabal cumpli- 
miento a las facultades que se le otorga 
para examinar y ponderar no solo la re- 
gularidad de las leyes, sino también sus 
alcances y propósitos. (Cas. 16 diciembre 
1983, B.J.877, p.3980); Sent. del 18 de 
agosto, 1999; B.J.41065, p.661-662. 


PODER SOBERANO 


20.- Los ¡jueces laborales pueden suplir 
de oficio cualquier medio de derecho, 
facultad ésta derivada del papel activo 
del juez laboral que le permite dar a la 
terminación del contrato de trabajo la 
calificación que corresponda atendiendo 
a los hechos de la causa. (Sent. 21 octu- 
bre 1998, No.41, B.J.1055, p.638). 


JUEZ 


21.- El juez puede suplir de oficio cual- 
quier medio de derecho, lo que le permi- 
te indagar la verdad del asunto que tie- 
ne a su cargo decidir, aún frente a la 
ausencia de pedimentos formales de una 
parte, sin que ello signifique que incurra 
en el vicio de extra petita. (Sent. No. 18 
del 20 de octubre de 1999. B. J. 1067. 
p.646). 
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Art.535.- “La sentencia será pronun- 
ciada en los quince días siguientes a 
la expiración del término señalado a 
las partes para presentar sus escritos 
de ampliación, cuando se trate de con- 
flictos individuales, y en los treinta 
días, si se trata de conflictos jurídicos 
colectivos. 


Cuando no se dictare sentencia den- 
tro del plazo señalado, la parte más 
diligente podrá solicitar a la Supre- 
ma Corte de Justicia o al presidente 
del tribunal o de la Corte, si se trata 
del Distrito Nacional y del Distrito Ju- 
dicial de Santiago, que del caso sea 
apoderado otra jurisdicción del mis- 
mo grado y otra sala del mismo tribu- 
nal, para que dicte sentencia en los 
plazos precedentemente indicados. 


En caso de falta o reincidencia es apli- 
coble la sanción establecida en el ar- 
fículo 5 de la Ley 2-91 del 23 de enero 
de 1991". 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Hechos, 10 
Comentarios, 2-4 - Juez, 11 
Doctrina, 5-7 - Plazos, 12 
Jurisprudencia -Reapertura de debates, 13-14 
- Conclusiones, 8-9 - Sentencia, 15-19 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.503 del 
CT de 1951, al que se le añadieron los 
dos últimos párrafos, el primero de los 
cuales se inspira en el Art.4 de la Ley 2- 
91, que establece: “En todos los casos en 
que los Tribunales o Cortes de Trabajo 
no fallaran los asuntos sometidos a su 
consideración dentro del plazo señala- 
do, la parte más diligente solicitará a la 
Suprema Corte de Justicia que el caso 
sea endosado a otra jurisdicción del mis- 
mo grado, que deberá fallar el asunto 
dentro del mes de haber sido recibido”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé el plazo para 
que el Juzgado de Trabajo dicte senten- 
cia. Le otorga quince (15) días. La sen- 
tencia será pronunciada en los quince días 
subsiguientes a la expiración de los pla- 
zos otorgados a las partes para presen- 
tar sus respectivos escritos de ampliación 
y ratificación de conclusiones, cuando se 
trate de conflictos individuales, pero la 
decisión debe pronunciarse en los treinta 
(30) días si se trata de conflictos jurídicos 
colectivos. 


3.- Sobre los conflictos individuales y 
colectivos, véase comentarios al Art.395 
del CT. Véase además, comentarios 
Art.530. 


4.- El párrafo final dispone que en caso 
de falta o reincidencia, se aplica la san- 
ción establecida en el Art.5 de la Ley 2- 
91 de 23 de enero de 1991, que dice:” 
Se considerará falta grave en el ejercicio 
de sus funciones en todos los casos en 
que un Juzgado o Corte de Trabajo, en 
más de dos oportunidades, la Suprema 
Corte de Justicia se vea en la obligación 
de recurrir al procedimiento señalado en 
el artículo 4 de la presente ley. En estos 
casos se aplicará a los jueces responsa- 
bles las penas señaladas en el artículo 
140 de la Ley de Organización judicial. 
La reincidencia implicará como pena úni- 
ca la destitución. Para la imposición de 
las indicadas penas se seguirá el juicio 
disciplinario correspondiente”. 


DOCTRINA 


5.- La mencionada Ley 2-91 establece en 
sus considerandos que “es necesario im- 
primir celeridad a los procedimientos sur- 
gidos en materia laboral, principalmente 
en aquellos casos en que el interés social 
se encuentra directamente afectado, 
como consecuencia de procedimientos ju- 
diciales o relacionados con esta materia. 
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Que es indispensable, que el conocimien- 
to de los procedimientos laborales sean 
de la competencia exclusiva de los tribu- 
nales especializados, para que disfruten 
de las características esenciales de celeri- 
dad, gratuidad y simplicidad. Que la acu- 
mulación de expedientes tiende a retar- 
dar el conocimiento de cuestiones que, 
como la materia laboral, amerita una in- 
tervención rápida, directa y conciliado- 
ra. Es de principio en esta materia la ad- 
misión de todos los medios de prueba 
producidos en forma regular y en tiempo 
oportuno”. 


6.- El Art.140 de la Ley de Organización 
Judicial dispone: “Las penas disciplina- 
rias para los jueces son: la admonición, 
la suspensión, sin goce de sueldo, que no 
podrá exceder de un mes, y la destitu- 
ción”. 


7.- Véase Art.706 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
CONCLUSIONES 


8.- Frente a conclusiones incidentales y 
sin la presentación de conclusiones sobre 
el fondo del recurso de apelación por nin- 
guna de las partes, el tribunal está impe- 
dido de decidir sobre los méritos del re- 
ferido recurso. (Sent. 19 agosto 1998, 
No.27, B.J.1053, p.372). 


9.- El tribunal no puede decidir el fondo 
sin darle oportunidad a las partes de con- 
cluir sobre el fondo. (Sent. 26 marzo 
1971, B.J.724, p.840). 


HECHOS 


10.- El Tribunal está en el deber de pre- 
cisar en qué consiste la contradicción 
de las declaraciones de los testigos. 
(Sent. 20 noviembre 1959, B.J.592, 
p.2347). 


JUEZ 


11.- Que cuando un juez no falla un asun- 
to en el plazo que establece la ley, sin 
dar motivos que justifiquen el retardo, es 
pasible de una sanción; pero ese hecho 
no es causa de nulidad de la sentencia 
emitida. (Sent. No. 12 del 10 de noviem- 
bre de 1999. B.J. 1068 p.595). 


PLAzos 


12.- El hecho de que un tribunal no deci- 
da un asunto dentro de los plazos lega- 
les constituye una falta de los jueces que 
podría dar lugar a acciones en su con- 
tra, pero dicha falta no constituye un vi- 
cio a los fines de la casación de la sen- 
tencia. (Sent. 12 agosto 1998, No.12, 
B.J.1053, p.276). 


REAPERTURA DE DEBATES 


13.- Para la procedencia de una 
reapertura de los debates es necesario 
que se presenten hechos y documentos 
nuevos, de una importancia tal que 
pudieren influir en la solución del litigio; 
son los jueces del fondo los que tienen lo 
facultad de decidir cuando esa circuns- 
tancia se presenta. (Sent. 30 septiembre 
1998, No.92, B.J.1054, p.882). 


14.- La reapertura de debates es de lo 
soberana discreción de los jueces, quie- 
nes están facultados para determinar si 
la solicitud está basada en hechos y do- 
cumentos nuevos, que por su importan: 
cia pudieren influir en la suerte del pro- 
ceso. (Sent. 30 septiembre 1998, No.104, 
B.J.1054, p.954). 


SENTENCIA 
15.- Un tribunal comete el vicio de omi- 


sión de estatuir cuando no decide sobre 
un pedimento que se le haya formulado 
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a través de conclusiones formales y no 
cuando omite referirse al contenido de 
un documento. (Sent. 23 diciembre 1998, 
No.62, B.J.1057, p.635). 


16.- El hecho de que una sentencia sea 
pronunciada un día en que habitualmen- 
te los tribunales no laboran, no es moti- 
vo de casación de la misma, siempre que 
para ello se haya cumplido con el requi- 
sito de la publicidad que exige el Art.17 
de la Ley No.821 de Organización Judi- 
cial. (Sent. 9 septiembre 1998, No.22, 
B.J.1054, p.453). 


17.- Los jueces, cuando no pueden fallar 
los casos dentro del plazo de ley, les bas- 
ta indicar en los mismos que han dictado 
auto, mencionando esta circunstancia, 
pero aún en el caso en que estuviesen en 
falta, ello no conllevaría la nulidad de 
sus decisiones. (Sent. 21 mayo 1982, 
B.J.858, p.730). 


18.- La ausencia del alguacil en una au- 
diencia en que se dicta una sentencia, no 
puede, por su intrascendencia, invalidar 
por sí solo el fallo dictado. (Sent. 9 julio 
1971, B.J.728, p.2078). 


19.- Cuando el aplazamiento del fallo se 
hace en presencia de las partes y con se- 
ñalamiento de la fecha en que la senten- 
cia será pronunciada, tal indicación equi- 
vale a una puesta en mora o citación a 
las partes que estuvieron presentes en el 
juicio para que comparezcan a la audien- 
cia señalada. (Sent. marzo 1963, B.J.632, 
p.226). 


Art.536.- “Si el juez ordenare cual- 
quier medida de instrucción, el término 
no comenzará a contarse sino desde el 


día siguiente al de la ejecución de la 
medida ordenado”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Oposición, 28 
Comentarios, 2-4 - Papel activo del juez, 29-31 
- Poder soberano, 32-35 
- Prueba, 36 


- Sentencia, 37-42 


Jurisprudencia 
- Apelación, 5 


- Conclusiones, 6 


- Debates, 7-8 - Sentencia preparatoria, 
- Defecto, 9 43-44 
-Derecho de Defensa, 10-11 - Sentencia interlocutoria, 
- Despido, 12-13 45-50 


- Informativo, 14-18 Testimonio, 51 
- Jueces, 19-20 


- Medidas de 


instrucción, 21-27 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.504 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal guarda estrecha rela- 
ción con el Art.535 del CT que establece 
el término dentro del cual el juez dictará 
sentencia. 


3.- Dispone que cuando se ha ordenado 
una medida de instrucción, dicho término 
no empezará a correr sino al día siguiente 
de la ejecución de dicha medida o a partir 
del día siguiente de la expiración del 
término señalado a las partes para 
producir sus respectivos escritos de 
defensa, después de ejecutada la medida 
de instrucción ejecutada. 


4.- Véase además Arts.530 y 533 del CT. 
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JURISPRUDENCIA 
APELACIÓN 


5.- Los jueces de la apelación pueden 
ordenar cualquier medida de instrucción 
que estimen útiles para el mejor esclare- 
cimiento del caso, incluso un nuevo in- 
formativo, aunque una medida semejan- 
te hubiese sido ordenada por el Juez de 
primer grado. (Sent. 12 marzo 1971, 
B.J.724, p.634). 


CONCLUSIONES 


6.- Cuando se ordena un informativo 
para probar los hechos íntimamente re- 
lacionados con el objeto de la demanda, 
el tribunal no acoge ni desestima las con- 
clusiones presentadas por las partes de 
las cuales deberá responder cuando de- 
cida el fondo. (Sent. 20 mayo 1964, 
B.J.646, p.820-821). 


DEBATES 


7.- La sentencia que ordena la reapertura 
de los debates es una sentencia prepara- 
toria, no susceptible de apelación sino 
juntamente con la sentencia definitiva 
sobre el fondo (Casación del 12 de octu- 
bre de 1994. Sentencia #5). 


8.- La reapertura de debates es una fa- 
cultad atribuida al juez que puede acor- 
dar cuando la necesidad y las circuns- 
tancias la hagan conveniente para el 
esclarecimiento de la verdad, y su nega- 
tiva, en caso contrario, no da lugar a 
casación (Casación, 23 de julio de 1993. 
Sentencia +19). 


DEFECTO 
9.- En caso de defecto de la recurrente si 


el tribunal estima que las pruebas apor- 
tadas no son suficientes puede ordenar 


las medidas de instrucción necesarias para 
la substanciacón del proceso, haciendo 
uso del su papel activo. (Sent. No. 32 del 
29 de diciembre de 1999 B. J. 1070 p. 
726). 


DERECHO DE DEFENSA 


10.- El tribunal garantiza el derecho de 
defensa del recurrente al reservarle el 
contrainformativo para que presente los 
testigos que habría de oponer a los testi- 
gos presentados por el recurrido, y al fi- 
jar una nueva audiencia para que pre- 
sente las correspondientes conclusiones. 
(Sent. 22 julio 1998, No.69, B.J.1052, 
p.811). 


11.- Negar una medida de instrucción 
solicitada puede, eventualmente, alterar 
el equilibrio en los debates y lesionar el 
derecho de defensa. (Cas. 22 octubre 
1973, B.J.755, p.3240). 


DespPipo 


12.- Tiene un carácter interlocutorio la 
sentencia que ordena un informativo para 
probar si se trata o no de un despido 
injustificado. (Sent. 7 de febrero 1964, 
B.J.643, p.197). 


13.- Los jueces pueden ordenar la prue- 
ba de los hechos que les parezcan con- 
cluyentes cuando no se consideren sufi- 
cientemente edificados respecto de ellos. 
(Sent. 7 de febrero 1964, B.J.643, p.197). 


INFORMATIVO 


14.- El juez puede negar la información 
testimonial por frustratoria e inútil cuon- 
do dispone de elementos de prueba sufi- 
cientes. (Sent.20 julio 1949, B.J.468, 
p.598-603). 


15.- Cuando el tribunal niega una medi- 
da de instrucción, debe exponer los mo- 
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tivos que ¡justifiquen la improcedencia o 
la inutilidad de dicha medida. (Sent. 3 
junio 1957, B.J.563, p.1114). 


16.- El juez está obligado a ordenar un 
nuevo informativo, si a su juicio el proce- 
so le ofrece elementos de prueba sufi- 
cientes. (Sent.21 febrero 1950, B.J.475, 
p.120-126). 


17.- Queda a la prudencia del juez la 
apreciación de las circunstancias en que 
la prórroga de la información testimo- 
nial puede ser acordada. (Sent.28 agos- 
to 1951, B.J.493, p.1030-1035). 


18.- Los jueces no tan solo tienen dere- 
cho, sino que están en el deber de orde- 
nar todas las medidas de instrucción que 
sean necesarias para esclarecer su reli- 
gión y asegurar la justicia de su decisión. 
(Sent.30 noviembre 1960, B.J.604, 
p.2388). 


JUECES 


19.- Son los jueces del fondo los llama- 
dos a decidir cuándo procede la celebra- 
ción de una medida de instrucción, no 
constituyendo ninguna violación a la ley 
el hecho de que un tribunal rechace una 
medida de instrucción solicitada por una 
de las partes, cuando él entiende que en 
el expediente existen elementos suficien- 
tes para formar su convicción. (Sent. 30 
septiembre 1998, No.104, B.J.1054, 
p.955). 


20.- Es facultativo de los jueces del fondo 
disponer el aplazamiento de una audien- 
cia, u ordenar medidas de instrucción adi- 
cionales para la mejor sustanciación del 
asunto. (Sent. No. 10 del 10 de noviem- 
bre de 1999. B. J. 1968, p 582). 


MEDIDAS DE INSTRUCCIÓN 


21.- Los jueces del fondo pueden recha- 
zr cualquier medida de instrucción, siem- 


pre y cuando estimen que el expediente 
contiene elementos de juicio suficientes 
para fundamentar sus fallos. (Sent. 11 
mayo 1984, B.J.882, p.1101). 


22.- Cuando el demandado ha sido ad- 
mitido en cualquiera medida de instruc- 
ción en su interés que no ha procedido a 
realizar, conserva a pesar de su actitud, 
el derecho de pedir la perención aunque 
a él le corresponda ejecutar las medidas 
ordenadas. (Sent. 16 marzo 1983, 
B.J.868, p.691). 


23.- Los informativos son medidas de ins- 
trucción que pueden ordenar siempre los 
jueces del fondo sin tener que examinar 
los alegatos de las partes fundados en la 
oportunidad o inoportunidad de dichas 
medidas, a menos que se invoquen 
fundadamente, lo que no podía ocurrir 
en este caso, por ser materia laboral, que 
se trata de un aspecto judicial en que la 
ley no permite la prueba testimonial. 
(Sent. 7 octubre 1977, B.J.803, p.1842). 


24.- Para que los jueces del fondo pue- 
dan ejercer la facultad de ordenar una 
medida de instrucción que tienda al me- 
¡or esclarecimiento de los hechos, les basta 
para su motivación que estimen esas me- 
didas necesarias, sobre todo si con los 
elementos de ¡juicio que poseen no se ha- 
llan suficientemente edificados. (Cas. 2 
noviembre 1977, B.J.804, p.1992). 


25.- En materia laboral se les reconoce a 
los jueces la facultad de ordenar todas 
aquellas medidas de instrucción suple- 
mentarias conducentes al establecimien- 
to de los hechos determinantes de la con- 
testación, ello es así cuando lo juzguen 
pertinente. (Sent. 26 septiembre 1977, 
B.J.802, p.1743). 


26.- Si bien es cierto que en principio los 
jueces no están obligados a ordenar to- 
das las medidas de instrucción que se les 
soliciten, no es menos cierto que tratán- 
dose de la materia laboral, en que los 
jueces tienen un papel activo, están en el 
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deber de agotar cuantas medidas fuesen 
necesarias para el mejor esclarecimiento 
de los hechos. (Sent. 22 octubre 1973, 
B.J.755, p.3240). 


27.- El juez laboral puede, dentro de las 
amplias facultades de que goza en mate- 
ria laboral, ordenar un nueva informa- 
ción testimonial. (Cas. 6 abril 1973, 
B.J.749, p.864). 


OPOSICIÓN 


28.- Los jueces pueden ordenar cualquier 
medida de instrucción no obstante algu- 
na de las partes no haber comparecido, 
incluso el reenvío de la causa para próxi- 
ma audiencia. (Sent. 29 abril 1966, 
B.J.665, p.657). 


PAPEL ACTIVO DEL JUEZ 


29.- Si bien el papel activo del juez labo- 
ral permite dictar, motu propio, cualquier 
medida de instrucción, ello está sujeto a 
que los jueces las estimen pertinentes y 
que con las mismas se pretenda disipar 
dudas e insuficiencias no cubiertas por 
las partes. (Sent. 17 diciembre 1997, 
No.30,B.J.1045, p.498). 


30.- El juez puede, en virtud de su papel 
activo, prorrogar una medida de instruc- 
ción, pero el hecho de no hacerlo, no 
invalida su sentencia. (Sent. 13 octubre 
1972, B.J.743, p.2522). 


31.- Los jueces disponen de un papel ac- 
tivo pudiendo ordenar, antes de dictar 
sentencia sobre el fondo, un informativo 
u otra medida de instrucción que fuese 
pertinente. (Cas. 5 junio 1974, B.J.763, 
p.1479). 


PODER SOBERANO 


32.- Es privativo de los jueces del fondo 
apreciar la utilidad, oportunidad y perti- 


nencia de una medida de instrucción, 
entrando en el poder soberano de éstos 
apreciar si es procedente o no la medida 
de instrucción solicitada, no lesionando 
el derecho de defensa de la parte que 
solicita una medida de instrucción el he- 
cho de que el tribunal la rechace al con- 
siderar que el asunto esté lo suficiente- 
mente debatido y él se siente debidamente 
edificado. (Sent. 13 enero 1999, No.20, 
B.J.1058, p.346). 


33.- Los jueces del fondo son sobera- 
nos para apreciar la procedencia de 
la celebración de una medida de ins- 
trucción, haciendo uso de sus facul- 
tades privativas cuando rechazan la 
audición de testigos por considerarla 
innecesaria. (Sent. 20 enero 1999, 
No.43, B.J.1089, p.480). 


34.- Los jueces del fondo tienen la fa- 
cultad de apreciar la procedencia del 
pedimento de la celebración de una 
medida de instrucción, siendo sobe- 
ranos para decidir cuándo es neceso- 
rio ordenar dicha medida. (Sent. 30 
septiembre 1998, No.88, B.J.1054, 
p.855). 


35.- Si el juez, en uso de las facultades 
soberanas que en materia laboral le 
acuerda la ley, aprecia como una cues- 
tión de hecho que la empleada, por su 
capacidad, no fue engañada, sino que 
realmente firmó la carta de renuncia, es 
obvio que él no tiene que ordenar ningu- 
na medida de instrucción adicional, máxi- 
me cuando la propia empleada no la so- 
licita. (Cas. 19 septiembre 1973, B.J.754, 
p.2842). 


PRUEBA 


36.- Dentro de las facultades del juez lo- 
boral está la de ordenar la celebración 
de una nueva audiencia para dar opor- 
tunidad a una parte a exponer sus ale- 
gatos y presentar sus medios de pruebo 
cuando el tribunal considere que ello es 
necesario para la mejor substanciación 
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del proceso, no constituyendo esta ac- 
ción ninguna suspensión del conocimien- 
to del procedimiento ni falta alguna im- 
putable al tribunal. (Sent. 25 noviembre 
1998, No.51, B.J.1056, p.603). 


SENTENCIA 


37.- Los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar cuándo procede la cele- 
bración de un informativo testimonial, 
escapando al control de la casación el 
rechazo de esta medida cuando el tribu- 
nal para el mismo no desnaturaliza los 
hechos ni viola el derecho de defensa. 
(Sent. 9 diciembre 1998, No.28, B.J.1057, 
p.436). 


38.- Las medidas ordenadas por los jue- 
ces del fondo, cuya falta de celebración 
incide en la suerte del proceso, son aque- 
llas que son decisivas para la solución 
del mismo y no las que tienen un estricto 
carácter preparatorio como son las que 
tienen por finalidad permitir a una parte 
conocer los documentos depositados en 
el expediente. (Sent. 16 diciembre 1998, 
No.49, B.J.1057, p.560). 


39.- Cuando el tribunal decide el fondo 
sin antes dar oportunidad a la recurren- 
te a que presente sus medios de defensa 
al fondo o que solicite cualquier medida 
de instrucción para la substanciación del 
proceso, se le violó su derecho a la de- 
fensa. (Sent. 30 diciembre 1998, No.82, 
B.J.1057, p.759). 


40.- No todas las sentencias que orde- 
nan informativo testimonial son prepa- 
ratorias, pues este tipo de sentencias pue- 
den ser tanto preparatorias como 
interlocutorias, dependiendo si prejuz- 
gan o no el fondo del litigio. (Sent. 17 
septiembre 1997, No.21, B.J.1042, 
p.263). 


41.- Los jueces del fondo gozan de la 
facultad de dejar sin efecto sus propias 
decisiones cuando justifiquen que son 
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frustratorias o innecesarias las medidas 
de instrucción ordenadas. (Sent. 3 diciem- 
bre 1979, B.J.829, p.2435). 


42.- La sentencia es un acta auténtica 
cuyas enunciaciones tienen fuerza pro- 
batoria hasta inscripción en falsedad. 
(Sent. 21 febrero 1950, B.J.475, p.120- 
126). 


SENTENCIA PREPARATORIA 


43.- Las sentencias preparatorias son 
aquellas que tienen por objeto exclusivo 
ordenar una medida de instrucción que 
no prejuzgue el fondo de los derechos de 
las partes.(Sent.8 marzo 1955, B.J.536, 
p.435). 


44.- Los tribunales de trabajo tienen fa- 
cultad para dictar sentencias preparato- 
rias y ordenar cuantas medidas de ins- 
trucción consideren necesarias para 
esclarecer los litigios a su cargo; en con- 
secuencia, la Cámara a-qua no ha co- 
metido el exceso de poder que le atribu- 
ye el recurrente ni ha violado dicho Art.59. 
(Sent.30 noviembre 1962, B.J.628, 
P: 1837) 


SENTENCIA INTERLOCUTORIA 


45.- Tiene carácter interlocutorio porque 
prejuzga el fondo del asunto, toda sen- 
tencia que ordene una medida de ins- 
trucción encaminada a la prueba de he- 
chos precisos cuyo establecimiento resulte 
favorable a una de las partes en causa, 
ya sea que tal medida de instrucción haya 
sido ordenada a petición de una parte y 
con la oposición de la otra, o que haya 
sido dispuesta de oficio o a petición de 
una de las partes y sin contradicción del 
adversario. (Sent. 8 marzo 1955, B.J.536, 
p.435). 


46.- Es una sentencia interlocutoria la que 
ordenó una información y contrainforma- 
ción testimonial para establecer la prue- 
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ba de los hechos precisos enunciados en 
la demanda y relativos al carácter del 
despido alegado por el demandante y 
negado por la demandada; al hacerlo 
así, prejuzgó el fondo del litigio puesto 
que la solución del mismo se hizo depen- 
der del resultado de la medida de ins- 
trucción ordenada. (Sent. 14 octubre 
1952, B.J.507, p.1860; Sent. 30 octubre 
1951, B.J.495, p.1371- 1382). 


47.- Una sentencia puede ser reputada 
interlocutoria cuando al ordenar la com- 
parecencia personal de las partes, indi- 
que los puntos sobre los cuales se propo- 
ne esclarecerse el tribunal, siempre que 
de la naturaleza de dichos puntos resulte 
tal carácter. (Sent. 18 diciembre 1946, 
B.J.437, p.902-909). 


48.- Los jueces pueden ordenar la prue- 
ba de los hechos que le parezcan conclu- 
yentes cuando no se consideren suficien- 
temente edificados respecto de ellos; es 
decir, si es infundada o no la demanda 
del trabajador. Es obvio que esos hechos 
son pertinentes y controvertidos, y que al 
ordenar la celebración de un informativo 
a esos fines, se dicta una sentencia que 
prejuzga el fondo. (Sent. 7 febrero 1964, 
B.J.643, p.197). 


49.- Si bien es cierto que las sentencias 
interlocutorias prejuzgan el fondo, tal 
circunstancia no obliga a los jueces que 
las dictan a resolver en definitiva los 
litigios en el mismo sentido que haya 
podido quedar insinuado en aquellas 
sentencias; siendo así la naturaleza pro- 
pia de las sentencias interlocutorias, 
éstas no pueden ser casadas por la mera 
circunstancia de que hayan prejuzgado 
el fondo. (Sent. 23 marzo 1962, 
B.J.620, p.460). 


50.- Las sentencias interlocutorias ligan 
al juez en el sentido de que no puede 
estatuir sobre el fondo antes de que la 
prueba haya sido administrada a menos 
que las partes renuncien a la medida de 
instrucción ordenada o resultare inútil o 
de imposible ejecución. (Sent. 23 agosto 
1963, B.J.637, p.900). 


TESTIMONIO 


51.- Los jueces del fondo pueden orde- 
nar de oficio la prueba de los hechos que 
les parezcan concluyentes, cuando, como 
se expresa en la decisión impugnada, no 
se consideren suficientemente edificados 
respecto de ellos. (Sent. 12 enero 1962, 
B.J.618, p.26). 
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Art.537.- “La sentencia se pronun- 
ciará en nombre de la República y 
debe enunciar: 


1) La fecha y lugar de su pronuncia- 
miento; 


2) La designación del tribunal; 


3) Los nombres, profesión y domicilio 
de las partes, y los de sus represen- 
tantes, si los tuvieren; 


4) Los pedimentos de las partes; 


5) Una enunciación sucinta de los actos 
de procedimiento cursados en el caso; 


6) La enunciación sumaria de los he- 
chos comprobados; 


7) Los fundamentos y el dispositivo; 
8) La firma del juez. 


En la fijación de condenaciones, el 
juez tendrá en cuenta la variación en 
el valor de la moneda durante el tiem- 
po que mediare entre la fecha de la 
demanda y la fecha en que se pro- 
nunció la sentencia. La variación en 
el valor de la moneda será determi- 
nada por la evolución del índice ge- 
neral de los precios al consumidor ela- 
borado por el Banco Central de la 
República Dominicana”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Indexación, 39 
Comentarios, 2-4 - Jueces, 40-42 
Doctrina, 5-6 - Poder Soberano, 43-46 
Jurisprudencia - Prestaciones laborales, 47 
- Acta auténtica, 7 - Prueba, 48-49 


- Conclusiones, 8-12 - Sentencia, 50 


Facultades del juez, 13-19 - Requisitos, 51-65 
Motivación, 20-25 - Carencia de motivos, 66-68 
Decisiones diversas, 26-33 - Omisión de estatuir, 69-70 
-Contención, 34 - Decisiones diversas, 71-79 
- Documentos, 35-36 Legislación extranjera, 80 


-Falta de motivos, 37-38 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.505 del 
CT de 1951 al que se añadió el último 
párrafo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se inspira en las disposicio- 
nes semejantes previstas en los 
Arts.141,142 y 146 del Código de Proce- 
dimiento Civil. 


3.- El artículo se refiere al contenido de 
la sentencia; debe ser pronunciada en 
nombre de la República y enunciar entre 
otras cosas: lugar y fecha; designación 
del tribunal; nombre, profesión y domici- 
lio de las partes y sus representantes; los 
pedimentos de cada una de ellas, una 
enunciación sucinta de los actos de pro- 
cedimiento y de los hechos comprobados 
y el dispositivo y los motivos o fundamen- 
tos que justifiquen el dispositivo. Se trata 
de disposiciones comunes a todas las sen- 
tencias. 


4.- El párrafo final de este texto es una 
disposición nueva referente a la 
indexación de las condenaciones. En la 
fijación de éstas, el juez tendrá en cuen- 
ta la variación en el valor de la moneda, 
durante el tiempo que mediare entre la 
fecha de la demanda y la fecha en que 
se dictara la sentencia. Esta disposición 
se estableció para proteger a la parte 
gananciosa frente a las fluctuaciones de 
la moneda nacional y su constante deva- 
luación, debido al largo tiempo de dura- 
ción de los procesos. En dicho párrafo se 
dispone que la variación en el valor de la 
moneda nacional se determinará por el 
Indice General de Precios al Consumidor 
elaborados por el Banco Central de la 
República Dominicana. 


DOCTRINA 


5.- Conforme al Art.9 de la Ley Mone- 
taria No.1528, del 9 de octubre de 
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1947, el dólar norteamericano man- 
tiene su paridad con el peso domini- 
cano. Esta disposición no se aplica en 
materia de trabajo, ni se ajusta a la 
realidad, debido a que el Art.538 for- 
ma parte de la ley 16-92 del 29 de 
mayo de 1992 (Código de Trabajo) que 
es una ley posterior que la modifica 
en cuanto a las sentencias de trabajo 
se refiere. 


6.- Véase comentarios al Art.533 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
ACTA AUTÉNTICA 


7.- La sentencia es un acta auténtica cu- 
yas enunciaciones tienen fuerza proba- 
toria hasta la inscripción en falsedad 
(Sent. 21 febrero de 1950, B.J.475, 
p.122). 


CONCLUSIONES 


8.- Para dar cumplimiento al artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, no 
es suficiente que el tribunal señale que 
las partes han presentado sus conclusio- 
nes en otra audiencia o que las mismas 
fueron depositadas por escrito, sino que 
es necesario que éstas sean copiadas en 
el cuerpo de la sentencia. (Sent.10 fe- 
brero 1999, No.19, B.J.1059, p.477; 
Sent. 2 septiembre 1998, No.7, B.J.1054, 
p.362). 


9.- De conformidad con los términos del 
Art.141 del Código de Procedimiento Ci- 
vil, las sentencias deben contener las con- 
clusiones de las partes; esta formalidad 
es esencial, ya que por la comparación 
de las conclusiones con los motivos y el 
dispositivo es que la Suprema Corte de 
Justicia puede saber si se ha respondido 
a cada uno de los puntos de la demanda 
y si la Ley fue bien o mal aplicada. (Sent. 
18 de septiembre de 1963, B.J.638, 
p.1023; 1029). 


10.- Los jueces del fondo sólo están en el 
deber de contestar las conclusiones de las 
partes sin que tengan que contestar y mo- 
tivar todos los alegatos contenidos en sus 
escritos ni hacer una relación de los mis- 


mos. (Sent. 24 abril 1978, B.J.809, p.879). 


A 
11.- Los jueces del fondo están obligados 
a responder a todos los puntos que han 
sido articulados en audiencia de un modo 
preciso y categórico en las conclusiones 
de las partes. (Sent. 28 de junio 1957, 
B.J.563, p.1333). 


12.- El juez apoderado de la contesta- 
ción sólo está obligado a responder a 
aquellos pedimentos que no son extra- 
ños al litigio o que implícitamente no ho- 
yan sido desestimados. (Sent. 23 julio 
1961, B.1.611, p.1277). 


FACULTADES DEL JUEZ 


13.- No es necesario que las conclusio- 
nes de las partes se transcriban totalmente 
en la sentencia; basta para que se cum- 
pla el voto de la ley que los ¡jueces hagan 
constar en sus sentencias los alegatos fun- 
damentales contenidos en las mismas que 
comprendan todas las cuestiones que se 
suscitaron en la litis. (Sent. 9 mayo 1983, 
B.J.870, p.1247; Sent. 11 marzo 1964, 
B.J. 644, p.468). 


14.- Para que quede cumplida la pres- 
cripción legal relativa a que las senten- 
cias expresen las conclusiones de las par- 
tes, no es indispensable que se copien 
literalmente tales conclusiones, y basto 
que el contenido de éstas se encuentren 
de modo claro y preciso en el fallo de 
que se trate. (Sent. 5 de junio 1953, 
B.J]515, p.947; Sent. 20 diciembre 1951, 
B.J. 497, p.1728-1729;1738;1448;1757), 


15.-La ley no obliga a los jueces a seguir 
a las partes en el detalle de los argumen- 
tos por ellas invocados para la justifico- 
ción de tales medios. (Sent. 9 de marzo 
1956, B.J.548, p.474). 
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16.- No se puede criticar un fallo sino 
cuando el Juez haya sido puesto en mora 
de pronunciarse sobre conclusiones ex- 
plícitas y formales en las cuales se le haya 
formulado una pretensión precisa, no es- 
tando los jueces obligados a dar motivos 
particulares para cada uno de los títulos 
o hechos invocados por las partes, ni mu- 
cho menos para cada argumento de los 
litigantes. (Sent. 23 marzo 1954, B.J. 524, 
p.550). 


17.- Cuando un tribunal acoge las con- 
clusiones principales, no tiene que dar a 
conocer los motivos por los cuales no ha 
fallado sobre las conclusiones subsidia- 
rias. (Sent. 23 agosto 1951, B.J.493, 
p.1017). 


18.- Las conclusiones implícitas no obli- 
gan al juez a referirse a ellas expresa- 
mente. (Sent. 24 febrero 1948, B.J.451, 
p.1033). 


19.- Los jueces no están obligados a res- 
ponder a conclusiones banales sin fun- 
damento, en razón de que ellas carecen 
de utilidad ¡jurídica para el litigante que, 
no obstante, las proponga. (Sent. 20 de 
julio 1962, B.J. 623, p.908). 


MOTIVACIÓN 


20.- Si bien los jueces son soberanos para 
apreciar la conveniencia o no de la ad- 
misión de las pruebas que se les someten 
y pueden desestimar cualquier pedimen- 
to al respecto que no resulte justificado, 
deben dar los motivos en que basan su 
decisión, si el pedimento ha sido hecho 
por conclusiones formales. (Sent. septiem- 
bre 1971, B.J.730, p.2730). 


21.- Los jueces no pueden rechazar ex- 
presa ni implícitamente, sin dar motivos 
suficientes y pertinentes, los pedimentos 
formales de las conclusiones de las par- 
tes. (Sent. 18 septiembre 1970, B.J.718, 
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p.2000; Sent. 22 diciembre 1965, B.J.661, 
p.1138). 


22.- Los jueces deben responder a todos 
los puntos de las conclusiones de las par- 
tes para admitirlos o rechazarlos, dando 
los motivos que sean pertinentes; esta re- 
gla se aplica tanto a las conclusiones que 
contenga una demanda, como a las con- 
clusiones relativas a un medio de defen- 
sa, a una excepción o a un medio de 
inadmisión que, consecuentemente, cuan- 
do el tribunal deniega una medida de 
instrucción debe exponer los motivos que 
justifiquen la improcedencia o la inutili- 
dad de dicha medida. (Sent. 21 octubre 
1964, B.J.651, p.1548; Sent. 3 de junio 
1957, B.J.563, p.1114; Sent. 17 abril 
1958, B.J.573, p.743). 


23.- Los jueces del fondo están en la obli- 
gación de dar motivos especiales sobre cada 
uno de los pedimentos contenidos en las 
conclusiones de las partes y en particular, 
sobre las conclusiones subsidiarias presen- 
tadas de modo preciso por uno de los 
litigantes, y que tienen una base distinta 
de las de sus conclusiones principales. (Sent. 
19 de mayo 1948, B.J.554, p.1261). 


24.- El Juez no está obligado a decidir ni 
a motivar alegatos contenidos en el cuer- 
po de la defensa y que no fueron objeto 
de una formulación precisa en las con- 
clusiones. (Sent. 21 febrero 1950, B.J.475, 
p.125. Sent. 23 de diciembre 1948, 
B.J.461, p.2022). 


25.- Basta a los jueces referirse a los ele- 
mentos, circunstancias o documentos de 
la causa para fundamentar sus conclu- 
siones, sin tener que retener y contestar 
cada argumento ofrecido por las partes, 
no siendo su fallo susceptible de críticas 
sino cuando el Juez haya sido puesto en 
mora, por conclusiones explícitas y for- 
males de pronunciarse sobre pretensio- 
nes precisas. (Sent. 25 agosto 1954, 
B.J.529, p.1699). 
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DECISIONES DIVERSAS 


26.- Para que exista el vicio de omisión 
de estatuir es necesario que el tribunal 
haya dejado de pronunciarse sobre un 
pedimento hecho mediante conclusiones 
formales y no sobre simples alegatos in- 
sertos como motivación del recurso de 
apelación no planteados en los debates. 
(Sent. 2 diciembre 1998, No.11, B.J.1057, 
p.341). 


27.- La certificación del secretario del tri- 
bunal contentiva de las conclusiones del 
abogado no reproducidas en la senten- 
cia, no puede aniquilar la autenticidad 
del contenido de una parte sustancial de 
una sentencia, sin agotar el procedimiento 
de inscripción en falsedad. (Sent. 28 fe- 
brero 1977, B.J.795, p.354). 


28.- La falta de transcripción en la sen- 
tencia de las conclusiones no causa le- 
sión al derecho de defensa si los puntos 
esenciales de las conclusiones son pon- 
derados por el juez. (Sent. 2 septiembre 
1970, B.J.718, p.1881-1882). 


29.- Si bien de acuerdo con el artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, 
la sentencias deben contener las conclu- 
siones de las partes, porque ellas fijan 
junto con el emplazamiento los límites y 
alcance del debate y permiten, al com- 
parar los motivos con el dispositivo, apre- 
ciar si los jueces del fondo han respondi- 
do a la demanda y si la ley ha sido bien o 
mal aplicada, es también cierto que esto 
no está sujeto a términos sacramentales 
y puede resultar de las enunciaciones 
combinadas de los puntos de hecho y los 
motivos sobre las pretensiones de las par- 
tes. (Sent. 28 mayo 1969, B.J.700, p.721). 
30.- Las sentencias deberán contener, 
entre otras formalidades, la enunciación 
de las conclusiones de las partes; esta for- 
malidad es esencial, ya que las conclu- 
siones son las que circunscriben la esfera 
del litigio, limitando el poder de la deci- 
sión del Juez y el alcance de la sentencia 
y las que permiten verificar además a la 


Suprema Corte de Justicia si se ha viola- 
do o no el derecho de defensa. (Sent. 3 
de julio 1953, B.J.516, p.1162). 


31.- El Art.141 del Código de Procedi- 
miento Civil, al disponer que las senten- 
cias contengan las conclusiones de las 
partes, abarca con ello, no solamente las 
leídas en audiencias, sino también las pre- 
sentadas en escritos de réplicas para las 
cuales hayan sido autorizadas las partes 
por los jueces, de modo que no se vulne- 
ren los derechos de la defensa. (Sent. 20 
diciembre 1951, B.J. 497, p. 1728-1729; 
1738; 1448; 1757). 


32.- Para que el voto de la ley se cumpla, 
basta que el contenido de las conclusio- 
nes se encuentre consignado de un modo 
inequívoco en el fallo impugnado. (Sent. 
11 marzo 1964, B.J. 644, p.468). 


33.- Los jueces estatuyen sobre las con- 
clusiones que ante ellos formulen las par- 
tes. Cuando una parte no comparece, y 
por consiguiente no presenta ninguna 
conclusión, no puede pretender que el 
Juez conozca de lo que ella no ha solici- 
tado. (Sent. 23 agosto 1951, B.J.493, 
p.1014-1020). 


CONTENCIÓN 


34.- Los jueces del fondo, cuando surge 
contención entre las partes acerca del 
carácter o la naturaleza del contrato de 
trabajo, deben asignar en su sentencia 
las circunstancias de hecho que le han 
permitido la caracterización de dicho con- 
trato a fin de permitir a la Suprema Cor- 
te de Justicia ejercitar su poder de con- 
trol y permitirle conocer si esa 
caracterización es correcta. (Sent. 31 de 
julio 1950, B.J.480, p.643). 


DOCUMENTOS 


35.- Los jueces del fondo no tienen que 
dar motivos particulares acerca de cado 
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uno de los documentos que, entre otros 
elementos de juicio, se les aportan para 
la solución del caso, bastando que lo ha- 
gan respecto de aquellos que resulten 
decisivos como elementos de juicio que 
son, por regla general, los que emanan 
de personas distintas de las partes 
litigantes. (Sent. 3 mayo 1968, B.J.690, 
p.958). 


36.- Los jueces no están obligados a dar 
explicaciones respecto a cada uno de los 
documentos que le son presentados. (Sent. 
9 diciembre 1970, B.J.721, p.2925). 


FALTA DE MOTIVOS 


37.- La buena o mala aplicación de la 
ley puede resultar de los hechos, no sólo 
de las conclusiones de las partes. (Sent. 
28 marzo 1969, B.J.700, p.721). 


38.- La determinación de los motivos y 
alcance del debate no está sujeta a tér- 
minos sacramentales: puede resultar de 
una combinación de motivos y hechos. 
(Sent. 28 marzo 1969, B.J.700, p.721). 


INDEXACIÓN 


39.- La indexación de la moneda es una 
medida complementaria que se aplica 
sobre las condenaciones principales, por 
lo que al haber sido casada la sentencia 
en ese aspecto, no procede decidir sobre 
la misma. (Sent. 13 enero 1999, No.33, 
B.J,1058, p.427). 


JUECES 


40.- Los cánones de Ley aplicables por 
los jueces a los casos que les sean some- 
tidos, pueden ser variados por dichos jue- 
ces sin pedimento de las partes y aún con- 
tra las peticiones erradas de éstos, si con 
ello no se varía la naturaleza ni la causa 
ni las demás características de lo pedido, 
ni se violan los derechos de defensa de 
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los litigantes. (Sent.20 diciembre 1951, 
B.J.497, p.1725-1772). 


41.- El juez tiene facultad para dictar o 
no medidas de instrucción para la solu- 
ción de la litis sin perjudicar el derecho 
de defensa. (Sent.23 noviembre 1950, 
B.J.484, p.1133-1137). 


42.- A las partes les basta alegar sus de- 
rechos en justicia y precisar sus pedimen- 
tos en conclusiones formales, sin que es- 
tén obligados a señalar los textos legales 
en que apoyan su demanda. Es a los jue- 
ces a quienes compete indicar en sus fa- 
llos las disposiciones de la ley en que se 
han fundado para dictarlos. (Sent. diciem- 
bre 1953, B.J.641, p.1451). 


PODER SOBERANO 


43.- Para los jueces hacer uso del poder 
soberano de apreciación de las pruebas 
es necesario que éstos ponderen las prue- 
bas aportadas tanto por la recurrente 
como por la recurrida y no circunscribir- 
se al análisis de las aportadas por una 
de las partes. (Sent.20 enero 1999, No.49, 
B.J.1089, p.515). 


44.- La libertad de las pruebas y el poder 
de apreciación que tienen los jueces no 
exime a éstos del deber de indicar aque- 
llas en que fundan sus fallos, de no des- 
naturalizarlas ni subvenir las reglas refe- 
rentes a cuál de las partes corresponde 
suministrarlas, y asimismo, de dar en he- 
cho, motivos suficientes que permitan a 
la Suprema Corte de Justicia, ejercer su 
poder de verificación. (Sent. 29 abril 
1949, B.J.465, p.333-339). 


45.- Los jueces del fondo tienen facultad 
para apreciar soberanamente la sinceri- 
dad de las declaraciones prestadas en una 
información testimonial. (Sent. 28 agos- 
to 1950, B.J.481, p.735-738). 


46.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para la apreciación de 
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los hechos que les sean sometidos como 
pruebas. (Sent. 21 agosto 1953, B.J.517, 
p.1621). 


PRESTACIONES LABORALES 


47.- Para fijar el monto de las prestacio- 
nes que debe pagar el patrono por causa 
de despido injustificado del trabajador, los 
jueces del fondo están en el deber de con- 
signar en la sentencia los hechos en que 
se han fundado para incluir el contrato 
en una categoría determinada, y a fijar el 
promedio diario del salario, para la liqui- 
dación de las indemnizaciones a que tie- 
ne derecho el trabajador, pues estas pres- 
taciones varían de acuerdo con la 
naturaleza del contrato, al tenor del artí- 
culo 84 (hoy 95) del Código de Trabajo. 
(Sent. 26 agosto 1959, B.J.589, p.1670; 
Sent. 19 diciembre 1958, B.J.581, p.2789). 


PRUEBA 


48.- El poder de apreciación que tienen 
los jueces no exime a éstos del deber de 
indicar las pruebas en que funden sus 
fallos, de no desnaturalizarlas ni subve- 
nir las reglas referentes a cuál de las par- 
tes corresponde suministrarlas, y asimis- 
mo, de dar en hecho, motivos suficientes 
que permitan a la Suprema Corte de Jus- 
ticia ejercer su poder de verificación. 
(Sent. 29 abril 1949, B.J.465, p.333-339). 


49.- Los jueces no tienen la obligación 
de hacer constar en sus fallos por qué 
prefieren un testimonio con relación a 
otros. No tienen que exigir tampoco al 
demandante una certificación del Depar- 
tamento de Trabajo que justifique su con- 
dición de trabajador fijo. (Sent. 16 di- 
ciembre 1964, B.J.653, p.1827). 


SENTENCIA 


50.- Basta al tribunal declarar oponible 
la sentencia a determinada persona o ins- 


titución o condenar al pago de los valo- 
res envueltos en la demanda sin referirse 
a los pormenores de la ejecución de la 
sentencia sobre todo cuando en la espe- 
cie no se conoce ni estaba en discusión 
ninguna medida de ejecución. (Senten- 
cia No.33 del 29 de septiembre 1999, 
B.J. 1066 p.822). 


REQUISITOS 


51.- Toda sentencia debe bastarse por sí 
misma, por lo que toda condenación que 
se imponga a una parte debe ser especi- 
ficada e identificada, así como el funda- 
mento legal de las mismas. (Sent. 30 sep- 
tiembre 1998, No.72, B.J.1054, p.759). 


52.- La obligación de los jueces del fon- 
do es pronunciarse sobre las conclusio- 
nes y no de sus alegatos. (Sent. 30 sep- 
tiembre 1998, No.104, B.J.1054, p.955). 


53.- No es necesario que el juez copie los 
testimonios y el contenido de los docu- 
mentos, bastando con la expresión de que 
ha analizado los mismos y deducido la 
inexistencia de la justa causa del despi- 
do. (Sent. 2 septiembre 1998, No.8, 
B.J.1054, p.368). 


54.- La sentencia debe precisar los he- 
chos que conforman la falta atribuida por 
la demandada al demandante para jus- 
tificar el despido y las circunstancias en 
que ésta fue cometida. (Sent. 12 agosto 
1998, No.9, B.J.1053, p.252). 


55.- La sentencia debe contener una re- 
lación completa de los hechos y motivos 
suficientes que permitan a la Corte veri- 
ficar si la ley ha sido bien aplicada. (Sent. 
1 julio 1998, no.2, B.J.1052, p.394). 


56.- La sentencia, cuando condena al 
pago de varias sumas de dinero, debe 
indicar si los mismos corresponden a so- 
larios dejados de pagar o a prestaciones 
laborales, ya que la misma no contiene 
un desglose de los conceptos que las mo- 
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tivan, la duración de los contratos de tra- 
bajo, los salarios devengados por los tra- 
bajadores favorecidos. (Sent. 9 de diciem- 
bre 1998, No.17, B.J.1057, p.379). 


57.- Para dictar un fallo no es necesario 
que los jueces copien en sus considerandos 
la totalidad de las declaraciones vertidas 
en las medidas de instrucción que se ce- 
lebren, sino las partes que consideren de 
trascendencia para la solución del caso; 
que las declaraciones de los testigos se 
insertan totalmente en las actas de au- 
diencias levantadas al efecto, las cuales 
deben ser depositadas conjuntamente con 
el memorial de casación, cuando el recu- 
rente alega alguna desnaturalización 
sobre las mismas.(Sent. 30 diciembre 
1998, No.81, B.J.1057, p.753). 


58.- No basta que una sentencia señale 
que el tribunal de primer grado hizo una 
correcta aplicación del derecho y una jus- 
ta apreciación de los hechos para confir- 
mar una sentencia, siendo necesario que 
se haga una relación completa de los 
hechos y se señalen los motivos que sus- 
tentan la sentencia que decide sobre el 
recurso de casación. (Sent. 21 octubre 
1998, No.35, B.J.1055, p.603). 


59.- Todo pedimento que tenga un valor 
tangible tiene que ser computado por el 
tribunal para determinar la cuantía de la 
demanda de que se trate. (Sent. 1 julio 
1998, No.5, B.J.1052, p.416). 


60.- Los jueces deben señalar con preci- 
sión cuál es la persona que ostenta la 
condición de empleadora y en caso de 
que las condenaciones se impongan a 
más de una persona, indicar los motivos 
de esta circunstancia. (Sent. 13 mayo 
1998, No.15, B.J.1050, p.458). 


61.- Los tribunales deben precisar cuál 
es la persona que tiene la condición de 
empleadora antes de imponer condena- 
ciones por prestaciones laborales, sien- 
do impropio que esas condenaciones 
sean dirigidas a más de una persona, 


separadas en su enunciación por las con- 
junciones y/o, y a un empleador, inmo- 
lando el término “y cualquier otra de- 
nominación”. (Sent. 15 abril 1998, 
No.35, B.J.1049, p.416). 


62.- Los jueces del fondo están en el de- 
ber de responder de manera clara y pre- 
cisa a los pedimentos que les formulan 
las partes en causa, sobre todo cuando 
se trata de conclusiones formales y explí- 
citas. (Sent. 5 mayo 1985, B.J.738, 
p.1069). 


63.- No basta que una sentencia tenga 
motivos, sino que es necesario que esos 
motivos sean serios, precisos y pertinen- 
tes. (Sent. 27 agosto 1980, B.J.1810). 


64.- De conformidad con el artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, las sen- 
tencias deberán contener, entre otras for- 
malidades, la enunciación de la conclu- 
siones de las partes; esta formalidad es 
esencial, ya que las conclusiones son las 
que circunscriben la esfera del litigio, li- 
mitando el poder de decisión del juez y el 
alcance de la sentencia y las que permi- 
ten verificar además a la Suprema Corte 
de Justicia si se ha violado o no el dere- 
cho de defensa. (Sent. 3 julio 1953, 
B.J516, p.1163). 


65.- Si es incontestable que el artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, exige 
que en las sentencias se enuncien las con- 
clusiones de las partes, no lo es menos 
que para que el voto de la ley quede cum- 
plido no es indispensable que se copien 
literalmente dichas conclusiones, bastan- 
do tan solo que el contenido de ellas se 
encuentre consignado de un modo inequí- 
voco en el fallo impugnado. (Sent. 8 mar- 
zo 1955, B.J.536, p.436; Sent. 20 diciem- 
bre 1951, B.J.497, p.1725-1763). 


CARENCIA DE MOTIVOS 


66.- Carece de motivos la sentencia que 
declara que las conclusiones del deman- 
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dante reposan sobre prueba legal y no 
indica en qué consiste esa prueba, los 
medios de que se valió para establecer 
los hechos de la demanda, ni las circuns- 
tancias en que se produjo el despido. 
(Sent. 10 febrero 1999, No.29, B.J.1059, 
p.546). 


67.- Cuando el tribunal no precisa las 
pruebas que se le presentaron para de- 
mostrar la existencia del despido, ni las 
circunstancias en que éste se produjo, 
hace que la sentencia carezca de motivos 
y de una relación completa de los hechos 
de la causa. (Sent. 24 febrero 1999, 
No.62, B.J.1059, p.760). 


68.- Cuando la sentencia impugnada 
declara injustificado el despido sin preci- 
sar los medios de prueba que le permi- 
tieron establecer ese hecho ni las circuns- 
tancias en que el mismo se produjo, hace 
que la sentencia impugnada carezca de 
motivos suficientes y pertinentes. (Sent. 
11 noviembre 1998, No.25, B.J.1056, 
p.442). 


OMISIÓN DE ESTATUIR 


69.- Cuando el tribunal no se pronuncia 
sobre las conclusiones comete el vicio de 
omisión de estatuir. (Sent. 4 noviembre 
1998, No.2, B.J.1056, p.319). 


70.- Cuando el tribunal no se pronuncia 
sobre las conclusiones incidentales de las 
partes, incurre en el vicio de omisión de 
estatuir y falta de motivos y de base le- 
gal. (Sent. 2 septiembre 1998, No.4, 
B.J.1054, p.339). 


DECISIONES DIVERSAS 


71.- La sentencia dictada en dispositivo 
no contiene ninguna motivación, ni el se- 
ñalamiento de la manifestación o actua- 
ción de la recurrente de la que el tribu- 
nal dedujo la falta de interés de ésta para 
la celebración del informativo testimonial 


puesto a su cargo, lo que no permite a 
esta corte verificar si la ley ha sido bien 
aplicada. (Sent. 25 noviembre 1998, 
No.66, p.686). D 


72.- La decisión tomada por la Corte con- 
tenida en el acta de audiencia en que el 
tribunal decidió sobre una tacha, consti- 
tuye una sentencia incidental que era in- 
necesario volver a consignar en la sen- 
tencia sobre el fondo. (Sent. 21 octubre 
1998, No.39, B.J.1055, p.624). 


73.- La sentencia como título auténtico 
se basta a sí sola, por lo que su conteni- 
do no puede ser desconocido por una 
simple certificación del secretario del tri- 
bunal que declare que lo reseñado en lo 
sentencia es contrario a la verdad, máxi- 
me cuando este mismo secretario certifi- 
ca la sentencia, razón por la cual frente 
a conclusiones contenidas en una sen- 
tencia, y una certificación expedida con 
posterioridad a dicha sentencia, contra- 
ria a las mismas, es preciso aceptar los 
conclusiones que figuran en la sentencia 
impugnada. (Sent. 15 abril 1998, No.33, 
B.J.1049, p.399-400). 


74.- Si bien los jueces son soberanos para 
apreciar la conveniencia o no de la ad- 
misión de las pruebas que se les someten 
y pueden desestimar cualquier pedimen- 
to al respecto que no resulte justificado, 
deben dar los motivos en que basan su 
decisión, si el pedimento ha sido hecho 
por conclusiones formales. (Sent. 29 sep- 
tiembre 1971, B.J.730, p.2730). 


75.- El juez debe ponderar las certifica- 
ciones del Instituto Dominicano de Segu- 
ros Sociales. (Sent. 7 octubre 1970, 
B.J.719, p.2141-2142). 


76.- Los jueces no están obligados a dar 
explicaciones respecto a cada uno de los 
documentos que le son presentados. (Sent. 
9 noviembre 1970, B.J.720, p.2563). 


77.- Cuando los jueces forman su con- 
vicción como resultado de la pondero- 
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ción de ciertos documentos, no tienen que 
dar motivos ¡justificativos de porqué no se 
han fundado en otros igualmente pon- 
derados. (Sent. 29 abril 1968, B.J.689, 
p.901). 


78.- Los motivos erróneos de una senten- 
cia no la vician de nulidad cuando ésta 
contiene otros motivos que justifiquen su 
dispositivo. (Sent. 8 febrero 1963, 
B.J.631, p.93). 


19.- Ningún juez puede restringir, exten- 
der o modificar el dispositivo de su pro- 
pia sentencia. (Sent. 19 julio 1963, 
B..633, p.353). 


LEGISLACIÓN EXTRANJERA 


80.- El Codigo de Trabajo de Chile esta- 
blece en su Art.63 lo siguiente: “Las su- 
mas que los empleadores adeudaren a 
los trabajadores por concepto de remu- 
neraciones, indemnizaciones o cualquier 
otro, devengadas con motivo de la pres- 
tación de servicios, se pagarán reajusta- 
das en el mismo porcentaje en que haya 
variado el Indice de Precios al Consumi- 
dor determinado por el Instituto Nacio- 
nal de Estadísticas, entre el mes anterior 
o aquel en que debió efectuarse el pago 
y el precedente a aquel en que efectiva- 
mente se realize. 


Idéntifico reajuste experimentarán los 
anticipos, abonos o pagos parciales que 
hubiera hecho el empleador. Las sumas a 
que se refiere el inciso primero de este 
artículo, reajustadas en la forma allí in- 
dicada, devengarán el máximo interés 
permitido para operaciones reajustables 
a partir de la fecha en que se hizo exigi- 
ble la obligación”. 


Art.538.- “En las cuarenta y ocho ho- 
ras del pronunciamiento de toda sen- 
tencia, el secretario enviará a cada 
una de las partes, por entrega espe- 
cial, con acuse de recibo, una copia 
del dispositivo. 


Cuando la parte demandada no haya 
elegido domicilio, el envío se le hará 
al lugar donde el alguacil hubo noti- 
ficado el escrito introductivo de la de- 
manda”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 5 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.506 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la obli- 
gación de la Secretaría del tribunal 
de remitir a las partes, en las cuaren- 
ta y ocho (48) horas del pronuncia- 
miento de toda sentencia, por comu- 
nicación especial con acuse de recibo, 
una copia del dispositivo de la sen- 
tencia. 


3.- Esta disposición legal no se cumple 
en la práctica, con excepción de la SCJ 
que remite un boletín a cada parte, in- 
formándoles simplemente que el caso ha 
sido fallado en tal o cual sentido, pero 
sin reproducir el dispositivo de la sen- 
tencia. 
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4.- El párrafo final dispone que cuando 
la parte demandada no haya elegido do- 
micilio el envío se le hará al lugar donde 
el alguacil hubo notificado el escrito 
introductivo de la demanda. 


JURISPRUDENCIA 


5.- Si bien es cierto que las sentencias 
interlocutorias prejuzgan el fondo, tal cir- 
cunstancia no obliga a los jueces que las 
dictan a resolver en definitiva los litigios 
en el mismo sentido que haya podido 
quedar insinuado en aquellas sentencias; 
siendo así la naturaleza propia de las sen- 
tencias interlocutorias. (Sent. 23 de mar- 
zo 1962, B.J.620, p.460). 


Art.539.- “Las sentencias de los juz- 
gados de trabajo en materia de con- 
flictos de derechos serán ejecutorias 
a contar del tercer día de la notifica- 
ción, salvo el derecho de la parte que 
haya sucumbido de consignar una 
suma equivalente al duplo de las 
condenaciones pronunciadas. 


Cuando la consignación se realice des- 
pués de comenzada la ejecución, ésta 
quedará suspendida en el estado en 
que se encuentre. 


En los casos de peligro en demora, el 
juez presidente puede ordenar en la 
misma sentencia la ejecución inme- 
diatamente después de la notificación. 
Los efectos de la consignación en tal 
caso, se regirán por lo dispuesto en el 
segundo párrafo de este artículo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Apelación, 13 
Comentarios, 2-3 - Duplo condensaciones, 14 
Doctrina - Fianza, 15 


- Sobre el depósito del duplo | - Inconstitucionalidad, 16 


de las condenaciones, 4-6 - Juez, 17 
- Opiniones contrarias al - Ley, 18 
Art.539, 7-12 - Referimiento, 19-20 


Jurisprudencia Sentencia, 21-26 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.507 del 
CT de 1951. Sus orígenes pueden encon- 
trarse en las disposiciones del párrafo del 
Art.557 del Código de Procedimiento Ci- 
vil Dominicano, conforme al cual, el ter- 
cer embargado retendrá el duplo del cré- 
dito del embargante. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se ha convertido en el 
artículo más controvertido del CT. Es fuen- 
te de errores, confusiones y abusos. 


3.- La sentencia, en materia de conflic- 
tos de derecho, es ejecutoria a contar 
del tercer día de su notificación, salvo 
que la parte sucumbiente consigne una 
suma equivalente al duplo de las 
¿ondenaciones pronunciadas en la Di- 
rección General de Rentas Internas, 
aunque la ley no lo establece de modo 
“expreso. En los casos de peligro en la 
demora, el juez puede ordenar en la 
misma sentencia la ejecución inmedia- 
ta después de la notificación. Para ob- 
viar los abusos que genera en la prác- 
tica la aplicación literal del Art.539, el 
reglamento elaborado por el consenso 
tripartito de los interlocutores sociales 
y el gobierno, dispone en su artículo 
93 que el depósito del duplo de las 
condenaciones puede ser hecho no sólo 
en la Colecturía de Rentas Internas, sino 
también “en manos de un banco comi- 
sionado por el tribunal”, debiendo el 
juez hacer “constar en su decisión (au- 
torización) las modalidades del depósi- 
to”. En este último caso, el juez, si hace 
derecho a esta solicitud, hará constar 
en su decisión las modalidades del de- 
pósito. La parte condenada al pago en 
especie puede evitar la ejecución provi- 
sional consignando, con autorización 
del juez, las especies suficientes paro 
garantizar el duplo del valor de dicho 
especie. 
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DOCTRINA 


SOBRE EL DEPÓSITO DEL DUPLO DE LAS 
CONDENACIONES 


4- Dado el propósito perseguido por el 
Art.539 del CT, el juez podría ser aún 
más flexible y disponer cualquier otra for- 
ma de garantía que asegure el crédito 
eventual o cierto del litigante ganancio- 
so. Cabe destacar finalmente que al te- 
nor del Art.638 del CT, el duplo de las 
condenaciones no se impone en la ejecu- 
ción de las sentencias de los tribunales 
de trabajo de segundo grado. Dicho tex- 
to hace aplicable a las sentencias de las 
cortes de trabajo, únicamente lo dispuesto 
en los “artículos 533 y 540 ambos inclu- 
sive”, excluyendo el Art.539. ¿Se trata de 
un error involuntario? El CT de 1951 re- 
producía la obligación. Pero el texto del 
At.638 del CT de 1992, fue el resultado 
de las negociaciones que condujeron al 
consenso que produjo el texto definitivo 
del CT. No cabe aquí aplicar la norma o 
condición más favorable, pues no existe 
contradicción alguna entre textos legales 
o condiciones pactadas, sino una simple 
exclusión legal en grado de apelación, 
de una medida de protección prevista 
pora la ejecución de las sentencias de los 
tibunales de primer grado, en favor de 
la parte gananciosa. Así pues, la Comi- 
sión redactora del anteproyecto del Có- 
digo de 1992, limitó dicha garantía a las 
decisiones de los tribunales de primer gra- 
do, tomando en cuenta que resultaba in- 
necesaria la misma frente a las decisio- 
nes de la Corte de Trabajo, dado que el 
recurso de Casación no tiene carácter 
suspensivo y la parte perdidosa, para evi- 
tarla ejecución de la sentencia de la Corte, 
tene siempre abiertas las previsiones del 
A1t.12 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. 


5.-¿Las previsiones del Art.539 del CT de 
1992, son un obstáculo insuperable para 
la actuación del presidente de la corte, 
como juez de los referimientos? El pro- 


pósito del duplo de las condenaciones 
previstas en el citado artículo es garanti- 
zar al demandante ganancioso su crédi- 
to reconocido por una sentencia. Conse- 
cuentemente, el presidente de la corte 
puede siempre, cuando hay un peligro 
inminente o un daño manifiestamente ilí- 
cito, establecer una garantía sustituta, 
que proteja el crédito del acreedor provi- 
sionalmente hasta tanto la corte se pro- 
nuncie sobre el fondo. 


6.- Cuando el sucumbiente en primer gra- 
do no hace el depósito establecido legal- 
mente o por el Juez de los Referimientos, 
la sentencia es ejecutoria aunque haya 
sido impugnada por la vía de la apela- 
ción. El efecto suspensivo de este recurso 
cesa en este supuesto, al tercer día de la 
notificación de la sentencia. No obstan- 
te, el plazo es franco y no se computan 
los días no laborables comprendidos en 
él. Si la consignación se produce poste- 
riormente, la ejecución comenzada que- 
da suspendida en el estado en que se 
encuentre al momento de la consigna- 
ción. El alcance del Art.539 es determi- 
nado, en parte, por las facultades del Pre- 
sidente de la Corte como Juez de los 
Referimientos, previstas en los 
Arts.666,667 y 668 del Código de Traba- 
jo, y por el Art.731 del mismo Código, 
conforme al cual, los empleadores cuyos 
bienes no pueden legalmente ser embar- 
gados por los trabajadores, salvo que es- 
tén provistos de una sentencia con ca- 
rácter de cosa definitivamente juzgada. 
Por esta circunstancia, por ejemplo, el 
Consejo Estatal del Azúcar (CEA) y otras 
entidades o empresas del Estado, no pue- 
den ser embargadas por sus trabajado- 
res en virtud del Art.539. 


OPINIONES CONTRARIAS AL ART.539 


7.- No es cierto que este texto legal impi- 
da el recurso de apelación. Lo que este 
texto hace, es reducir y condicionar el 
efecto suspensivo del recurso de apela- 
ción, que es una cosa distinta. La falta 
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del depósito del duplo de la condenación 
(o del monto fijado por el Juez de los 
referimientos), hace la sentencia ejecuto- 
ria, agotado el plazo legalmente esta- 
blecido. La ejecución inmediata de la sen- 
tencia en materia de trabajo, sólo es 
posible en los casos de urgencia o peli- 
gro en la demora y debe ser dispuesta 
por la propia sentencia, según el mismo 
artículo 539. 


8.- Este texto legal no transgrede el debi- 
do proceso que consagra nuestra Consti- 
tución (Art.8, párr.2, letra į) ni el artículo 
8 numeral | de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. Dicho texto 
forma parte de un procedimiento de la 
competencia de un tribunal imparcial pre- 
viamente establecido, donde los litigantes 
tienen oportunidad de defenderse en un 
juicio público, oral y contradictorio. 


9.- El artículo 539 no dice que el duplo 
de la condenación recae únicamente so- 
bre el empleador, ni establece que la ga- 
rantía que consagra favorece sólo al tra- 
bajador; por tanto, es injusto afirmar 
como se ha dicho, que este texto es in- 
constitucional porque privilegia o favo- 
rece exclusivamente a una clase social 
determinada y que, además, quebranta 
la igualdad entre los dominicanos, care- 
ciendo de un alcance general. 


10.- El hecho de que los empleadores no 
demanden a los trabajadores y sindica- 
tos de trabajadores cuando éstos no cum- 
plen sus obligaciones o violen el Código 
de Trabajo en su perjuicio, o el hecho 
que en ocasión de una demanda incoada 
por un trabajador o un sindicato, los 
empleadores no contrademanden y pi- 
dan condenaciones económicas contra su 
contraparte, no significa que el artículo 
539 protege sólo a una parte. 


11.- ¿Qué impide al empleador pedir al 
juez presidente de la corte, que al comi- 
sionar un banco para hacer el depósito, 
imponga a su contraparte, generalmen- 
te insolvente, una fianza o garantía para 


cubrir las eventualidades de la ejecución 
de la sentencia? ¿Por qué no pide la fija- 
ción de un monto razonable frente a las 
condenaciones excesivas? La culpa no es 
del artículo 539, sino del comportamien- 
to del empleador. 


12.- Véase comentarios Arts.534, 667 y 
706 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
APELACIÓN 


13.- El artículo 539 no impide el ejercicio 
del recurso de apelación contra las sen- 
tencias dictadas por el tribunal de primer 
grado, sino que condiciona el efecto 
suspensivo de ese recurso, efecto éste, 
cuyo condicionamiento o eliminación no 
constituye ninguna violación a cánones o 
principios constitucionales por no tener 
su asidero en nuestra carta sustantivo, 
sino en los principios del derecho; el re- 
curso de apelación ejercido aún sin el 
depósito del duplo de las condenaciones, 
conserva los demás efectos propios de 
estos recurso, lo que permite a las parts 
exponer sus medios de defensa como ii 
la sentencia no existiere, a través de un 
procedimiento cuyas reglas están previo- 
mente establecidas, lo que les da ade- 
más oportunidad de hacer valer todos sus 
derechos, cumpliéndose con ello el debi- 
do proceso que es el interés del artículo 
8, numeral 1 de la Convención Americo 
na sobre Derechos Humanos. (Sent. 18 
agosto 1999, Máximo Santana y compo- 
tes Vs. Karson Manufacturing, Inc, B.! 
1065 p. 670). El artículo 539 del Códig 
de Trabajo no condiciona el ejercicio de 
los recursos al depósito del duplo de los 
condenaciones impuestas por la senten 
cia que se recurre, sino que esta exigen 
cia ha sido establecida para lograr la su: 
pensión de la ejecución de la sentenci 
impugnada, en vista de que el recurso de 
apelación en esta materia no tiene u 
efecto suspensivo. (Sent. 28 abril 199% 
Transporte Duluc, C.por A.- TRADULCA 
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y Cayena Vs.Conrado de León Alié y com- 
partes, B. J. 1061 p.995). 


DUPLO CONDENSACIONES 


14,- El demandante se puede ver librado 
del depósito del duplo de las 
cndenaciones que establece el Art.539, 
si se establece que dicha sentencia esta- 
ba afectada de una nulidad evidente, o 
sea el producto de un error grosero, de 
un exceso de poder o pronunciada en 
violación al derecho de defensa. (Sent. 
No. 23 del 15 de diciembre de 1999, B. 
1,1069, p. 668). 


FIANZA 


15.- Sólo los trabajadores que han obte- 
nido ganancia de causa pueden resultar 
lesionados si se distribuye entre un nú- 
mero mayor de beneficiarios la fianza 
establecida conforme al Art.539 del CT. 
Sent. del 6 de octubre de 1999,B. J. 1067 
Vil p.546). 


INCONSTITUCIONALIDAD 


16.- El artículo 539 del Código de Traba- 
jo no es contrario a ninguna norma o 
principio constitucional. (Sent. 18 agosto 
1999, Máximo Santana y compartes 
Vs. Karson Manufacturing, Inc, B. J. 1065 
p. 671). Las disposiciones del artículo 539 
del Código de Trabajo que exigen para 
la suspensión de la ejecución de las sen- 
tencias dictadas por los juzgados de tra- 
bajo el depósito del duplo de las 
condenaciones impuestas por la senten- 
cia, son dirigidas contra toda parte que 
haya sucumbido en esa jurisdicción, sin 
establecer diferencias por la condición de 
trabajador o empleador de ella; las de- 
mandas laborales no están reservadas 
pora ser ejercidas exclusivamente por los 
trabajadores, sino por todos los sujetos 
del derecho del trabajo, entre los cuales 
se encuentran los empleadores, quienes, 


en caso de ejercer cualquier acción en 
contra de un trabajador o de un sindi- 
cato, tendrían a su favor la condición 
que impone el artículo 539 para la sus- 
pensión de la ejecución de la sentencia 
que le diere ganancia de causa, 
preservándose la igualdad jurídica de las 
partes. (Sent. 18 agosto 1999, Agencia 
de Viajes y Turismo Angelly Tours, S. A, 
Vs. Moisés París Medina, B. J. 1065 
p.586). 


JUEZ 


17.- Para que un tribunal decida sobre 
un planteamiento que se le haga debe 
determinar previamente que el asunto a 
decidir tiene alguna vinculación con di- 
chas demandas y que se trata de cuestio- 
nes ligadas a lo principal que se conoce. 
(Sent. No. 14 del 17 de noviembre de 
1999, B. J. 1068 p. 611). 


LEY 


18.- La racionalidad de la ley queda ma- 
nifestada en el complemento que para el 
cumplimiento de la exigencia del artículo 
539 del Código de Trabajo establece el 
artículo 667 de dicho Código. (Sent. 18 
agosto 1999, Máximo Santana y compar- 
tes Vs.Karson Manufacturing, Inc, B. J. 
1065, p. 671). 


REFERIMIENTO 


19.- Para que el juez de los referimientos 
pueda suspender la ejecución de una sen- 
tencia en ausencia del depósito del du- 
plo de las condenaciones, es menester que 
la decisión esté afectada de una nulidad 
evidente o haya sido producto de un error 
grosero, un exceso de poder o pronun- 
ciada en violación del derecho de defen- 
sa de la parte que demanda la suspen- 
sión. (Sent. 6 enero 1999, No.5, B.J.1058, 
p.256; Sent. 27 enero 1999, No.63, 
B.J.1058, p.594). 
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20.- Así como cae dentro de las faculta- 
des privativas del juez de referimientos, 
decidir que el duplo de las condenaciones, 
sea depositado mediante la presentación 
de una fianza, también cae dentro de 
esas facultades fijar las condiciones y re- 
gulaciones de la misma y rechazar el con- 
trato que instituya dicha fianza, si a su 
juicio, no cumple con esas regulaciones. 
(Sent. del 26 de abril del 2000, B.J. 1073, 
p.581). 


SENTENCIA 


21.- El depósito exigido para lograr la 
suspensión de la ejecución de una sen- 
tencia de un tribunal de trabajo, en prin- 
cipio debe ser hecho en la colecturía de 
Rentas Internas, pero por decisión del juez, 
el mismo se puede hacer en un banco 
comercial, teniendo dicho juez facultad 
para comisionar el banco consignatario, 
aún en los casos en que el depósito es 
solicitado por la parte que pretende lo- 
grar la suspensión de la ejecución de la 
sentencia. (Sent.10 febrero 1999, No.34, 
B.J.1059, p.574). 


22.- El depósito del duplo de las conde- 
naciones que exige el artículo 539 no es 
para la admisibilidad del recurso de ape- 
lación, sino que al declarar ejecutorias 
las sentencias del juzgado de trabajo a 
partir del tercer día de la notificación, 
exige ese depósito para lograr la suspen- 
sión de la ejecución de la sentencia, con 
lo que crea una condición para que di- 
cho recurso mantenga el efecto suspensi- 
vo propio de este tipo de recurso. (Sent. 
18 agosto 1999, Máximo Santana y com- 
partes Vs. Karson Manufacturing, Inc, B.J. 
1065. p. 670). El artículo 539 no persi- 
gue forzar a la parte sucumbiente ante 
el juzgado de trabajo a pagar el monto 
de las condenaciones y con ello a poner 
fin al litigio, sino garantizar que al tér- 
mino del mismo, quien resulte ganancio- 
so asegure el cobro de sus acreencias, 
sin correr el riesgo de que una insolven- 
cia, muy normal entre los litigantes en 


esta materia, por su peculiar característi- 
ca, impida la ejecución de la sentencia 
que finalmente resuelva el asunto y evi- 
tar las consecuencias negativas que para 
una parte podría acarrear esa suspen- 
sión, si los montos de las condenaciones 
no han sido garantizados previamente. 
(Sent. 18 agosto 1999, Máximo Santana 
y compartes Vs.Karson Manufacturing, 
Inc, B.J. 1065, p. 670). 


23.- Dos sentencias, una de la Corte de 
Apelación del Distrito Judicial de San Pe- 
dro de Macorís, del 17 febrero de 1994, 
y otra de la Corte de Apelación de La 
Vega, del 28 de junio de 1994, declaran 
la inconstitucionalidad del Art.539. 


24.- “La finalidad del Art.539 del CT, al 
disponer que las sentencias de los juzga- 
dos de trabajo son ejecutorias después 
del tercer día de su notificación, salvo el 
depósito del duplo de las condenaciones 
por la parte que haya sucumbido, no es 
la de impedir la continuación de un pro- 
ceso judicial, sino garantizar que al final 
del litigio la parte gananciosa esté en con- 
diciones de acceder a sus acreencias, sin 
necesidad de recurrir al proceso de la eje- 
cución forzosa, de ahí que el recurso de 
apelación recupere su efecto suspensivo 
tan pronto se consigne el duplo arriba 
indicado” (Cas.del 8 del julio de 1998, 
No.38, B.J.1052, p.623). 


25.- “Solo cuando la sentencia cuya sus- 
pensión se demanda esté afectada de uno 
nulidad evidente o ha incurrido en un 
error grosero, violación al derecho de 
defensa o exceso de poder, puede el juez 
de referimiento ordenar la suspensión de 
la ejecución de la sentencia impugnada, 
sin necesidad del depósito del referido 
duplo” (Cas.del 18 de noviembre de 1998, 
No.32, B.J.1056, p.485). 


26.- “Conforme al Art.539 del CT, para 
que el juez de los referimientos pueda 
suspender la ejecución de una sentencia 
en ausencia del depósito del duplo de las 
condenaciones, es menester que la deci- 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 540 325 


sión esté afectada de una nulidad evi- 
dente, o haya sido producto de un error 
grosero, un exceso de poder o pronun- 
dada en violación del derecho de defen- 
sa de la parte que demanda la suspen- 
sión” (Cas. del 8 de julio de 1998, No.34, 
B.J.1052, p.603). 


Art.540.- “Se reputa contradictoria 
toda sentencia dictada por un tribu- 
nal de trabajo”. 
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ANTECEDENTE 


l- Es una reproducción del Art.508 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra una presunción 
legal en materia de trabajo; todas las sen- 
tencias se reputan controvertidas, por tan- 
to, no hay oposición. 


3.- Guarda estrecha relación con el 
Art.532 del CT, según el cual, la falta de 
comparecencia de una o de las dos par- 
tes en la audiencia de discusión y pro- 
ducción de pruebas no suspende el pro- 
cedimiento. No existe el defecto en 
materia de trabajo, debido a las caracte- 
rísticas del procedimiento. 


DOCTRINA 


4.- Los Arts.508 y 513 establecen la obli- 
gación de las partes de producir sus es- 


critos y documentos antes de la audien- 
cia. En estos escritos y documentos cons- 
tan los hechos, los alegatos y fundamen- 
tos de la demanda, la defensa y los 
documentos que le sirven de apoyo, así 
como las conclusiones de las partes. En 
tales circunstancias, la comparecencia a 
la audiencia y la defensa oral es en prin- 
cipio superabundante. Las partes ya han 
comparecido formalmente y el tribunal 
está en condiciones de dictar sentencia. 
Naturalmente que el juez si no se siente 
edificado, puede, dentro de las faculta- 
des que le otorgan los Arts.530 y otros 
del CT, fijar una nueva audiencia para 
conocimiento del caso o dejar caer el rol 
o decidir sobreseer definitivamente el 
asunto. 


5.- La reapertura de debates es cuestio- 
nable en materia de trabajo, en la cual 
los Arts.545 y siguientes prevén un pro- 
cedimiento especial para la producción 
de nuevos documentos cuya inobservan- 
cia da lugar a la inadmisibilidad del nue- 
vo documento. ¿Estaría permitido al juez 
en tales circunstancias acoger un pedi- 
mento de reapertura de debates sin el 
cumplimiento de estos procedimientos? 
Reconocer esta facultad al juez de traba- 
jo tendría los mismos efectos que el re- 
curso de oposición, prohibido por el 
Art.540 en materia de trabajo. 


6.- Véase comentarios Art.530,523 y 524 
del CT. 


7.- Según Froilán Tavares hijo (Elementos 
de Derecho Procesal Civil Dominicano, 
Vol.Il, p.367), “es contradictoria la sen- 
tencia intervenida en un procedimiento 
en que el demandado ha comparecido, y 
en que tanto él como el demandante han 
presentado conclusiones”. Cuando se pro- 
duce el defecto, el tribunal procede a dos 
actuaciones: a) pronunciar el defecto; b) 
juzgar en defecto. “Pronunciar el defecto 
es comprobar la incomparecencia del 
demandado, o la falta de conclusiones 
de éste o del demandante. Juzgar en de- 
fecto es estatuir acerca de la contesta- 
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ción en ausencia del demandado (sen- 
tencia en defecto por falta de compare- 
cer), o en ausencia de conclusiones de él 
o del demandante (sentencia en defecto 
por falta de concluir). 


JURISPRUDENCIA 
APELACIÓN 


8.- El descargo puro y simple de la ape- 
lación no es aplicable en materia de tra- 
bajo en virtud de que el Art.540 del CT 
dispone que “se reputa contradictoria 
toda sentencia dictada por un tribunal 
de trabajo”, y de las disposiciones del ar- 
tículo 532 del referido Código, en el sen- 
tido de que “la falta de comparecencia 
de una de las dos partes a la audiencia 
de producción y discusión de las pruebas 
no suspende el procedimiento”, lo que 
obliga al juez a determinar los méritos 
del recurso de apelación. (Sent. 18 fe- 
brero 1998, No.22, B.J.1047, p.400). 


9.- Apelante que no asiste a la audiencia 
a sostener su recurso. Descargo puro y 
simple de la apelación. (Casación, 10 de 
octubre de 1994. Sentencia +4). 


10.- En caso de defecto del apelante, si 
el intimado pide el descargo puro y sim- 
ple de la apelación, el Tribunal debe li- 
mitarse a pronunciarlo sin examinar el 
fondo del asunto; que, por el contrario, 
cuando el intimado, en vez de pedir el 
descargo de la apelación concluye al fon- 
do, el tribunal está obligado a examinar 
el mérito de la apelación y dar los moti- 
vos de hecho y derecho que justifiquen 
su decisión (Sent. de 23 septiembre 1952, 
B.J.506, p.1700-1701). 


CITACIÓN 


11.- Habiendo sido cancelado el rol de 
audiencia y al fijarse la nueva audiencia 
a solicitud de parte, debió existir un acto 
de citación a la audiencia. (Sent.13 ene- 
ro 1999, No.37, B.J.1058, p.449). 


CONCLUSIONES 


12.- Cuando una parte está citada para 
la celebración del contrainformativo tes- 
timonial, al cual no asiste, en esa circuns- 
tancia, el tribunal, antes de permitir al 
compareciente concluir sobre el fondo del 
recurso, debió fijar otra audiencia para 
darle oportunidad a la recurrente a ha- 
cer lo mismo, en vista de que la indicada 
audiencia estaba llamada a la celebra- 
ción de una medida de instrucción y no 
para la presentación de conclusiones al 
fondo. (Sent. 16 diciembre 1998, No.35, 
B.J.1057, p.474). 


13.- Cuando el intimado se limita a pe- 
dir el descargo puro y simple, el Juez no 
puede examinar el fondo. (Sent. 10 no- 
viembre 1954, B.J.532, p.2261). 


OTRAS DECISIONES 


14.- Cuando el abogado de un litigan- 
te asiste a una audiencia a concluir en 
representación de su cliente, “no pue- 
de ser pronunciado el defecto contro 
ese litigante por falta de concluir" 
(Sent.12 diciembre 1974, B.J. 769, 
p.31395), 


DEFECTO 


15.- Las disposiciones del Art.156 del 
Código de Procedimiento Civil, en el 
sentido de la necesidad de que se 
comisione un alguacil para la notifico- 
ción de las sentencias dictadas en de- 
fecto, tienen por finalidad garantizar 
que la sentencia llegue al conocimien- 
to del defectuante para que éste eleve 
el recurso correspondiente, sin que re: 
sulte afectada la sentencia en defecto 
que omite la designación de un alguo- 
cil para su notificación, la cual puede 
hacerse con posterioridad a su pronun: 
ciamiento mediante un auto del juez. 
(Sent. 10 febrero 1999, No.2, 
B.J.1059, p.498). 
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l6.- Frente al defecto del recurrente, 
dl tribunal debió ponderar las pruebas 
aportadas por las partes para determi- 
nor si las conclusiones reposaban sobe 
bose legal y en caso de que estimara 
que éstas no son suficientes, ordenar 
lis medidas de instrucción necesarias 
pora la substanciación del caso y no 
limitarse a pronunciar el descargo puro 
ysimple de la apelación. (Sent. 20 ene- 
ro 1999, No.46, B.J.1058, p.497; Sent. 
24 febrero 1999, No.60, B.J.1059, 
p.748; Sent. 9 septiembre 1998, No.26, 
8,1054, p.477-478; Sent. 30 septiem- 
bre 1998, No.79, B.J.1054, p.800; Sent. 
17 diciembre 1997, No.21, B.J.1045, 
p.439). 


17.- Cuando el recurrente es citado 
pra la celebración de un informativo 
testimonial al cual no asiste, en esa cir- 
cunstancia, el tribunal, antes de permi- 
tir al compareciente concluir sobre el 
fondo del recurso, debió fijar otra au- 
dencia para darle oportunidad al re- 
currente a hacer lo mismo, en vista de 
que la indicada audiencia estaba lla- 
mada a la celebración de una medida 
de instrucción, cumplida la cual se le 
mobía reservado otra a su cargo. (Sent. 
lé diciembre 1998, No.53, B.J.1057, 
p.582). 


18.- La declaratoria del defecto no tiene 
nnguna trascendencia en esta materia, 
bastando que la sentencia haga consig- 
mr esa circunstancia a los fines de esta- 
becer por qué no figuran sus conclusio- 
res y el pronunciamiento sobre las 
mismas, tal como lo exige el Art.141 del 
Código de Procedimiento Civil, sin nece- 
sidad de que el defecto sea ratificado en 
l sentencia que finalmente decide el 
asunto. (Sent. 30 diciembre 1998, No.87, 
811057, p.792). 


19.- Frente al defecto de un demanda- 
do, el tribunal solo acogerá las conclu- 
siones del demandante si reposan sobre 
bse legal. (Sent. 30 septiembre 1998, 
No.81, B.J.1054, p.811). 


20.- Frente a la inasistencia de una parte 
debidamente citada, los jueces no están 
obligados a fijar nueva audiencia para 
dar a ésta la oportunidad de presentar 
defensa sobre el fondo de la demanda, 
salvo el caso de que la audiencia a la 
que incompareció estuviere destinada a 
la celebración de una medida de instruc- 
ción y su citación no haya sido para el 
conocimiento del fondo del asunto. (Sent. 
22 julio 1998,No.79, B.J.1052, p.871). 


21.- Aún en ausencia de las partes, los 
tribunales están obligados a dar cumpli- 
miento a las leyes vigentes en el país. 
(Sent. 4 febrero 1998, No.1, B.J.1047, 
p.251). 


22.- El hecho de que el fallo sea dictado 
en defecto no redime al juez de la obli- 
gación de ponderar si había pruebas que 
justificaran el acogimiento de las conclu- 
siones de la parte que ha comparecido. 
(Sent. febrero 1969, B.J.699, p.463). 


23.- En materia laboral las sentencias en 
defecto se reputan contradictorias y no 
son susceptibles de oposición. Cuando 
una de las partes concluye al fondo y no 
asiste posteriormente a una medida de 
instrucción solicitada, el Juez no puede 
pronunciar el descargo puro y simple de 
la apelación sin violar el Art.154 del Có- 
digo de Procedimiento Civil. (Sent. 24 fe- 
brero 1954, B.J.523, p.256-257). 


24.- La notificación de la sentencia en 
defecto o de las reputadas contradicto- 
rias por un alguacil comisionado al efec- 
to, tiene por finalidad asegurar que las 
mismas lleguen a conocimiento de la par- 
te que haya hecho defecto; se trata de 
una exigencia cuyo cumplimiento no 
cuenta al momento de verificarse si el 
asunto sometido a la consideración de 
los jueces ha sido decidido mediante la 
aplicación correcta de la ley, al tratarse 
de una medida que incide, no en el con- 
tenido de la sentencia sino en los actos 
que se efectúen con posterioridad a ella, 
razón por la cual, el propio artículo 156 
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del Código de Procedimiento Civil per- 
mite que la designación del alguacil co- 
misionado se realice por un auto dicta- 
do por el juez, al margen de la sentencia. 
(Sent. 17 diciembre 1997, No.22, 
B.J.1045, p.446). 


25.- Cuando el demandante hace defec- 
to y sobre las conclusiones del demanda- 
do el tribunal se limita a pronunciar el 
descargo puro y simple de la demanda 
sin estatuir sobre el fondo, el demandan- 
te puede formar una nueva demanda. 
(Sent. 27 de marzo 1952, B.J.500, p.593- 
599). 


26.- En caso de defecto del apelante, 
cuando el intimado en vez de pedir el 
descargo de la apelación concluye al 
fondo, como ha ocurrido en el presente 
caso en que el intimado presentó las 
conclusiones, el Tribunal está obligado 
a examinar el mérito de la apelación y, 
el Juez está apoderado de toda la cau- 
sa, de todas las conclusiones de la de- 
manda, de todas las excepciones y de- 
fensas, sea que la sentencia atacada las 
haya aceptado o rechazado y está obli- 
gado a dar motivos de hecho y de de- 
recho que justifiquen su decisión. (Sent. 
4 de septiembre 1953, B.J.518, p.1690- 
1691; Sent. 16 de septiembre 1952, 
B.J.506, p.1664-1669). 


27.- El artículo 1351 del Código Civil no 
puede ser violado cuando la sentencia 
en defecto se limita a pronunciar el des- 
cargo puro y simple de la demanda, de- 
jando intacto el fondo. (Sent. 27 de mar- 
zo 1952, B.J.500, p.593-599). 


28.- La regla contenida en el Art.154 
del Código de Procedimiento Civil no 
es aplicable en materia laboral, mate- 
ria en la cual, por reputarse toda sen- 
tencia contradictoria, los jueces están 
obligados a examinar siempre el fondo 
de la contestación sometida a su juicio 
y a fundar su decisión en ese examen. 
(Sent. 28 de mayo 1958, B.J. 574, 
p.1106). 


OPOSICIÓN 


29.- En materia de accidente de trabajo 
no está prohibido el recurso de oposi- 
ción. (Sent. 18 diciembre 1967, B.J.685, 
p.2483). 


30.- El recurso de oposición no existe en 
materia laboral contra las sentencias en 
defecto. (Sent.18 enero 1956, B.J.546, 
p.41). 


31.- La oposición regularmente formada 
tiene por efecto aniquilar la sentencia en 
defecto y colocar a las partes en el mis- 
mo estado en que se encontraban antes 
de haber sido pronunciada dicha senten- 
cia. (Sent. 30 agosto 1956, B.J.553, 
p.1852). 


REAPERTURA DE DEBATES 


32.- La reapertura de los debates sólo 
procede cuando aparecen documentos o 
hechos nuevos que las partes no pudie- 
ron someter al debate oportunamente y 
que los mismos sean decisivos para el pro- 
ceso. (Sent 20 enero 1999, No.40, 
B.J.1058, p.466). 


33.- Admitir la reapertura de los debates 
para conocer medidas de instrucción que 
no pudieron celebrarse por lo 
incomparecencia de la parte a cuyo car- 
go estaban, equivaldría a la admisión de 
un recurso de oposición, en una materia 
en la cual el legislador suprimió ese re- 
curso para evitar el alargamiento de los 
procesos. (Sent 20 enero 1999, No.40, 
B.J.1058, p.466). 


34.- Corresponde a los jueces del fondo 
determinar cuándo procede ordenar uno 
reapertura de los debates. (Sent. 30 di- 
ciembre 1998, No.87, B.J.1057, p.792; 
Sent. 28 octubre 1998, No.53, p.717). 


35.- Entra dentro de las facultades de los 
jueces del fondo determinar cuándo pro- 
cede una reapertura de los debates, sien- 
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do optativo para ello ordenarla cuando 
aprecian que los documentos o hechos 
nuevos que acompañan la solicitud 
pudieren influir en la suerte del litigio. 
(Sent. 11 noviembre 1998, No.21, 
B.J.1056, p.421). 


36.- El tribunal puede, previo análisis del 
documento aportado para sustentar el pe- 
dimento de reapertura de los debates, 
rechazar el mismo al considerar que di- 
cho documento no incide en la solución 
del asunto, sintiéndose debidamente edi- 
ficado con la substanciación que se ha- 
bía hecho del proceso. (Sent. 28 octubre 
1998, No.53, p.717). 


37.- La reapertura de debates es una fa- 
cultad atribuída al juez, que éste debe 
tomar cuando la necesidad y las circuns- 
tancias la hagan conveniente para el 
mejor esclarecimiento de la verdad; cuan- 
do se la solicita en momento en que ya el 
juez estime que la instrucción del asunto 
carece de fundamento o pertinencia, su 
negativa no puede dar lugar a casación. 
(Sent. 21 febrero 1982, B.J.855, p.252). 


38.- La reapertura de debates sólo pro- 
cede cuando se revelan documentos o 
hechos nuevos que puedan influir, por su 
importancia, en la suerte del litigio y que 
no hayan sido revelados ante los jueces 
del fondo; tratándose de documentos 
nuevos, éstos deben ser anexados a la 
instancia que contenga el pedimento, o 
si se trata de hechos y circunstancias no 
manifestados antes, susceptibles de influir 
en la decisión a adoptar por los jueces, 
deben ser suficientemente expuestos al de- 
mandar las medidas de instrucción a que 
haya lugar, a fin de que los citados jue- 
ces estén en condición, si lo consideran 
de lugar, proceder en consecuencia. (Sent. 
26 febrero 1979, B.J.819, p.29). 


39.- Cuando se solicita una reapertura 
de debates, el pedimento debe ir acom- 
pañado de los documentos nuevos que 
se afirman han aparecido. (Sent. 16 abril 
1969, B.J.701, p.814). 


SEGUROS SOCIALES 


40.- De conformidad con el apartado pri- 
mero del Art.83 de la Ley 1896, de 1948, 
modificada por la Ley 5487, de 1961, las 
sentencias que se dictan en materia de 
seguros sociales se reputarán contradic- 
torias, comparezca o no el inculpado; en 
consecuencia, en esta materia no hay 
oposición. (Sent. 22 marzo 1965, B.J.656, 
p.354). 


SENTENCIA 


41.- Cuando se dicta la sentencia que 
fija la audiencia en presencia del repre- 
sentante de la recurrente, no es necesa- 
rio que se le cite a comparecer a la mis- 
ma a través de un acto de alguacil, no 
debiéndose su incomparecencia al des- 
conocimiento de que dicha audiencia se 
celebraría. (Sent. 1 abril 1998,No.6, 
B.J.11049, p.223). 


42.- No puede interpretarse en manera 
alguna en el sentido de que el legislador 
al redactar la ley quisiera colocar ex 
profeso en desigualdad de situación al 
demandante y al demandado cuando 
uno u otro hace defecto, ya que esto 
atentaría el sagrado principio de la 
igualdad, sancionado y consagrado 
repetidas veces por la ley, y frustraría 
el equilibrio social perseguido por el 
legislador de la materia; al expresar 
dicho texto que toda sentencia se 
considerará contradictoria no ha 
querido expresar otra cosa que sentar 
el principio de que no existen ante los 
tribunales de trabajo la vía ordinaria 
de la oposición, lo cual se aviene 
perfectamente con toda la economía 
que impera en la legislación del trabajo, 
en especial con respecto de las 
nulidades, las pruebas, el procedimiento 
para el esclarecimiento de los litigios, 
el plazo de la prelación, el derecho a 
dicho recurso, la prescripción de la 
acción correspondiente. (Sent. 20 
diciembre 1951, B.J.497, p.1791-1798). 
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43.- La Ley 637 sobre Contratos de Tra- 
bajo no establece ninguna distinción en- 
tre las sentencias de primer o del segun- 
do grado de jurisdicción. (Sent. 20 
diciembre 1951, B.J.497, p.1791-1798). 


44.- Dicho texto no ha derogado los artí- 
culos 149, 150 y 154 del Código Civil, sino 
privado del recurso de oposición a la parte 
que hace defecto en materia laboral. (Sent. 
10 noviembre 1954, B. J. 532, p.2260). 
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TITULO Ill 


DE LAS PRUEBAS 


CAPITULO | 


DISPOSICIONES GENERALES 


Art.541.- “La existencia de un he- 
cho o de un derecho contestado, en 
todas las materias relativas a los 
conflictos jurídicos, puede establecer- 


se por los siguientes modos de prue- 
ba: 


1) Las actas auténticas o las privadas; 


2) Las actas y registros de las autori- 
dades administrativas de trabajo; 


3) Los libros, libretas, registros y otros 
papeles que las leyes o los reglamen- 
tos de trabajo exijan a empleadores 
o trabajadores; 


4) El testimonio; 
5) Las presunciones del hombre; 


6) La inspección directa de lugares o 
cosas; 


7) Los informes periciales; 
8) La confesión; 


9) El juramento”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - De los registros y 
Comentarios, 2-7 documentos32-37 
Doctrina, 8-15 - Decisiones diversas, 38-53 
Ley 834 de 1978, 16 


Jurisprudencia 


- Seguros Sociales, 54 
- Testimonio, 55 
- Presunciones, 17-29 - No jerarquización 


-de la prueba, 30-31 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.509 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia el Título relativo a las 
pruebas, del 3 al 7. 


DOCTRINA 


3.- El Art.541 consagra los modos lega- 
les de prueba en materia de trabajo. No 
da preferencia a ninguno sobre otro. La 
diferencia entre los medios de prueba del 
derecho común y los modos de prueba 
previstos en el CT consiste en que en ma- 
teria laboral, se consagran expresamen- 
te, como medios de prueba, las actas y 
registros de las autoridades administrati- 
vas de trabajo, los libros, registros, pa- 
peles y documentos que las leyes de tra- 
bajo y sobre seguridad social, imponen 
al empleador y a los trabajadores. Se re- 
fiere a las planillas de personal de que 
tratan los Arts.15 y siguientes del Regla- 
mento 258-93 para la aplicación del CT. 
Son documentos propios de la relación 
de trabajo, que no tienen el mismo valor 
en una litis civil. Estos registros, actas y 
documentos que la ley exige a emplea- 
dores y trabajadores constituyen un me- 
dio legal de prueba; particularmente 
cuando son objeto de verificación opor- 
tuna y registro por las autoridades admi- 
nistrativas encargadas de la aplicación 
de la ley. 


4.- Otra diferencia reside en la forma y 
tiempo en que dichos modos de prueba 
deben ser presentados en materia de tra- 
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bajo. Esto es importante, pues su desco- 
nocimiento hace inadmisible el medio de 
prueba legal (Art.542 del CT). 


5.- El CT se aparta, pues, del Derecho 
Común en cuanto al fardo de la prueba. 
Josserand (Derecho Civil, Teorías Gene- 
rales del Derecho y de los Derechos, Tomo 
I, Vol |, p.158), dice que “el principio tra- 
dicional es que, en la lucha judicial, co- 
rresponde a cada uno de los litigantes el 
suministrar la justificación de los hechos 
que afirma, desde establecer el funda- 
mento de sus pretensiones, de sus alega- 
ciones: actori incumbit probatio (Art.1315). 
Es, pues, inicialmente al demandante a 
quien incumbe la prueba; el demandado 
puede replegarse en una actitud expec- 
tante; puede mantenerse a la defensiva. 
Pero puede tomar a su vez la ofensiva, 
llevar el debate a un terreno nuevo, y 
desde el momento en que esto ocurre, la 
carga probatoria se desplaza: reus 
excipiendo fit actor. Y el demandante ini- 
cial puede, a su vez, replicar, volver a la 
carga, lo que produce un nuevo despla- 
zamiento de la obligación de probar, y 
así sucesivamente. La lucha judicial pue- 
de, de esa manera, revestir fases sucesi- 
vas en el curso de las cuales los adversa- 
rios habrán de ocupar posiciones 
diferentes, lo que es del todo lógico, pues 
nadie puede tener la pretensión de ser 
creído bajo su palabra”. 


6.- En cuanto a la acción de responsa- 
bilidad civil que se prevé en los Arts.712 
y 713 CT, el CT libera al demandante de 
la prueba del perjuicio (Véase comenta- 
rios Art.16, 712 y 713 del CT). 


7.- Si bien el CT establece el principio de 
la libertad de prueba, por lo que las esti- 
pulaciones del contrato de trabajo así 
como los hechos relativos a su ejecución 
o modificación pueden probarse por to- 
dos los medios legales de prueba, exime 
al trabajador de la carga de la prueba 
de los hechos que conforme a la ley (CT y 
Reglamentos), tiene la obligación de co- 
municar, registrar y conservar, como las 


planillas, carteles de horarios, vacacio- 
nes y el libro de sueldos y jornales. 


8.- Los modos de prueba en los procesos 
laborales, son los medios de prueba del 
derecho común: la prueba escrita, la 
prueba testimonial, las presunciones del 
hombre, la prueba directa o comproba- 
ción material de los hechos, lugares o 
cosas, los informes periciales, la confe- 
sión y el juramento, con la natural mo- 
dalidad que se desprende de la naturale- 
za, obligaciones propias y objetivos del 
Derecho de Trabajo, y, consecuentemen- 
te, de las características propias del pro- 
ceso laboral. 


9.- Para Josserand (Derecho Civil, Tomo 
I, Vol.1, p.161-167), los diferentes medios 
de prueba son los siguientes: a) La prue- 
ba directa por comprobación material 
de los hechos. Es un procedimiento muy 
eficaz pero no siempre utilizable: bien se 
dirige el mismo juez al lugar del hecho 
para proceder a las comprobaciones ne- 
cesarias y para recoger indicios suscepti- 
bles de ayudar a la reconstitución del caso, 
bien el tribunal nombra varios peritos para 
proceder a comprobaciones de orden téc- 
nico para las cuales carece él mismo de 
competencia; b) La prueba escrita: do- 
cumentos privados, son los redactados 
por los particulares, partes o terceros, sin 
la intervención de un oficial público; de- 
ben ser firmados por las partes. Docu- 
mentos auténticos: son aquellos que han 
sido redactados ante un oficial público 
competente, es decir, que han sido auto- 
rizados por un notario, un oficial del es- 
tado civil, un secretario judicial, un ofi- 
cial de policía, etc; c) La prueba testifical, 
se practica por medio de un procedimien- 
to que se llama información; d) Las pre- 
sunciones “hominis”, se llaman así las 
consecuencias que de un hecho conocido 
llevan a un hecho desconocido, no ya por 
la misma ley, sino por el juez. Se trata 
simplemente de reflexión y raciocinio; el 
magistrado basa su convicción en indi- 
cios y en operaciones de la inteligencia; 
e) La confesión y el juramento, tienen 
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en común el consistir en declaraciones, 
en afirmaciones emanadas de una de las 
portes. La confesión es una declaración 
por la cual una de las partes reconoce la 
exactitud de las pretensiones, de las afir- 
maciones de su adversario. El juramento 
implica la afirmación por un litigante de 
un hecho, de una circunstancia que le es 
favorable. 


10.- Los modos de prueba y los procedi- 
mientos por medio de los cuales se reali- 
zx en justicia el establecimiento del dere- 
cho lesionado, responden a un principio 
general común: actori incumbit probatio, 
reus excipiendo fit actor. “El que reclama 
la ejecución de una obligación, debe pro- 
barla. Recíprocamente, el que pretende 
estar libre, debe justificar el pago o el 
hecho que ha producido la extinción de 
su obligación”.(Art.1315 del Codigo Ci- 
vil). En materia de trabajo, el fardo de la 
prueba no recae necesariamente en el 
trabajador demandante. De ahí el rol sig- 
nificativo de las presunciones legales, que, 
en gran parte originan una inversión en 
la carga de la prueba en provecho del 
trabajador. 


11.- Hay una gran similitud entre los 
medios de prueba del derecho común y 
los modos de prueba en el proceso labo- 
ral. Pero, en materia de trabajo, predo- 
minan la oralidad, la inmediación del juez 
y rigen el principio de la disponibilidad 
de las pruebas y el principio de la liber- 
tad de la prueba, siendo medios legales 
de prueba documentos propios de la re- 
lación de trabajo, que no tienen el mis- 
mo valor en una litis civil. Pero, en defini- 
tiva, la existencia de un hecho o de un 
derecho contestado puede establecerse 
por: a) La prueba escrita (actas auténti- 
cas o privadas); b) la prueba testimonial; 
c) las presunciones del hombre; d) la prue- 
ba directa (inspección directa de lugares 
o cosas, comprobación material de los 
hechos); e) los informes periciales; f) la 
confesión y el juramento. 


APORTACIÓN DE LAS PRUEBAS. REGLAS 
GENERALES. 


12.- La admisibilidad de cualquiera de 
los modos legales de prueba está subor- 
dinada a que su producción se realice en 
el tiempo y en la forma determinados por 
la ley'. Las pruebas han de proponerse y 
practicarse, ajustándose a los principios 
de igualdad y prohibición de la indefen- 
sión. No es pertinente ni necesaria la 
prueba de los hechos admitidos o no con- 
trovertidos; invocados en la demanda y 
no negados. El demandante no puede 
negar en el proceso lo que ha afirmado 
en la demanda y aceptado el demanda- 
do. Las partes deben concurrir y aporta- 
da en juicio todos los medios de prueba 
de que intenten valerse. La pertinencia 
de la aportación de las pruebas es facul- 
tad del tribunal. Es facultad del juez acor- 
dar la continuación de la práctica de la 
prueba, aunque quien la propuso renun- 
cie a ella. 


ReGLas ESPECÍFICAS. 
La PRUEBA ESCRITA. 


13.- En materia de trabajo, la prueba 
escrita no se impone sobre ningún otro 
medio de prueba. Sin embargo, la prue- 
ba testimonial no se admite contra el con- 
tenido de un acta cuya validez ha sido 
reconocida o declarada. 


14.- El juez de trabajo no esta obligado 
a dar preferencia a la prueba escrita so- 
bre la prueba testimonial. Tampoco a la 
prueba testimonial sobre la escrita, pero 
la Corte de Casación ha juzgado que “Los 
jueces de trabajo pueden dar mas crédi- 
to a la prueba testimonial que a una cer- 
tificación expedida por un inspector de 
trabajo (Sent. del 22 de mayo del 1970, 
B. J. 714, p. 913); sobre la proveniente 
de las cotizaciones pagadas al seguro 
social (Sent. del 15 de diciembre de 1969, 
B. J. 709 págs. 7367-7369), ha juzgado 
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que nada se opone a que el juez se apo- 
ye a la vez en la prueba documental como 
en elementos resultantes de la prueba 
testimonial (Sent. 28 de mayo de 1969. 
B. J. 702, págs. 1155-1156), o en las de- 
claraciones de las partes o de una de ellas. 


15.- También ha juzgado que los libros, 
planillas, libretas, registros, u otros pa- 
peles y documentos que las leyes y regla- 
mentos exigen a los trabajadores y 
empleadores, son medios legales de prue- 
ba, pero no se imponen al tribunal, ni 
prevalecen sobre ningún otro medio le- 
gal de prueba. También ha admitido como 
medio de prueba los libros oficiales de 
Rentas Internas. La prueba escrita debe 
acompañar la demanda o la defensa. La 
producción como medida de instrucción 
de nuevos documentos está sujeta a una 
reglamentación especial. 


Ley 834 ne 1978 


16.- La reformas introducidas al procedi- 
miento civil en 1978, particularmente las 
relativas a los modos de prueba, se apli- 
can en materia de trabajo en caso de 
silencio o insuficiencia de la ley de traba- 
jo cuando ésta no regula específicamente 
la situación. El derecho común consiste, 
en gran parte, en la reglamentación de 
la Ley 834 de 1978, porque ya no existe 
el procedimiento sumario de derecho co- 
mún, ni la ley 637 de 1944 que consti- 
tuía nuestro derecho procesal de traba- 
jo, la cual fue derogada por el CT de 
1992. De todos modos, la jurispruden- 
cia, abundante y precisa, suple con cre- 
ces las lagunas de la ley. 


JURISPRUDENCIA 


PRESUNCIONES 


17.- Para que opere la presunción del 
contrato de trabajo, es necesario que se 
demuestre que una persona prestó un 


servicio personal a otra, que es lo que 
constituye una relación. (Casación, 8 de 
octubre 1997, B.J.1043, p.283-288). 


18.- Si bien el contenido de un acto no- 
tarial puede ceder frente a otros medios 
de pruebas que demuestran que la reali- 
dad de los hechos es contraria a lo afir- 
mado en dicho acto, en virtud del princi- 
pio de la libertad de pruebas existente en 
esta materia y a las disposiciones del IX 
Principio Fundamental del Código de Tra- 
bajo, para que ello suceda es necesario 
que se precisen los hechos que contradi- 
cen el acto cuestionado.(Sent.ó enero 
1999, B.J.11, B.J.1058, p.295). 


19.- Frente al defecto el tribunal debe 
ponderar las pruebas aportadas por los 
partes para determinar si las conclusio- 
nes reposan sobre base legal y en caso 
de que estimara que éstas no son sufi- 
cientes, ordenar las medidas de instruc- 
ción necesarias para la sustanciación del 
proceso. (Sent. 16 septiembre 1998, 
No.65, B.J.1054, p.718). 


20.- Para la validez de un documento 
como elemento probatorio, no es nece- 
sario que el mismo esté legalizado por 
un notario, debiendo el tribunal que lo 
examine determinar su alcance como 
prueba y si el mismo está acorde con los 
hechos de la causa. (Sent. 30 diciembre 
1998, No.91, B.J.1057, p.811). 


21.- El solo hecho de que una carta o 
documento cualquiera firmado por un 
trabajador haya sido redactada por su 
empleador, no resta veracidad al conte- 
nido de la misma, debiendo el tribunal 
verificar si la firma del documento de 
parte del trabajador se hizo bajo presión 
o libremente, para determinar si las cir- 
cunstancias que rodearon la firma impli- 
caban la existencia de un despido encu- 
bierto en una carta de renuncia, o si en 
cambio el trabajador debía probar dicho 
despido. (Sent. 1 abril 1998, No.16, 
B.J.1049, p.290). 
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12.- Las Leyes 5136 de 1912 y 22 de 1963 
constituyen un obstáculo para que se 
aepte la prueba de un hecho en una 
litis por medio de documentos escritos en 
otro idioma y que no hubieren sido tra- 
ducidos antes legalmente al español. 
Sent. noviembre 1973, B.J.756, p.3460). 


23.- El procedimiento de inscripción en 
falsedad contra los actos auténticos pro- 
cede cuando se desea combatir o anular 
ls expresiones o actuaciones del oficial 
público que instrumenta el acto, pero di- 
cho procedimiento no es necesario para 
desconocer o dar una interpretación dis- 
tnta a las expresiones surgidas de las 
partes que concurren ante el oficial ac- 
tonte para la formulación del acto. (Sent. 
19 julio 1998, No.49, B.J.1052, p.694). 


24.- La Corte de Casación, ha reconoci- 
do que las presunciones simples son sus- 
ceptibles de formar la convicción del juez 
en materia de trabajo (Cas. del 31 de 
octubre de 1958, B.J.834, p.1061-1063). 


15.- En esta misma sentencia, nuestro más 
alto tribunal de justicia juzgó, que los jue- 
ces del fondo aprecian soberanamente 
cuando los hechos en que se fundan las 
presunciones del hombre las hacen gra- 
ves, precisas y concordantes. Cuando los 
jueces del fondo fundan sus presuncio- 
nes sobre los hechos de la causa, y les 
hacen producir a esos hechos consecuen- 
cias que son pertinentes, su apreciación 
es soberana y escapa a la censura de la 
SCJ (Sent. del 24 de marzo de 1952, 
B.J.500, p.547-553). 


26.- La declaración del representante del 
empleador, unida a los datos aportados 
por el mismo empleador (al vale y las 
certificaciones), son hechos que a título 
de presunciones, pueden formar la con- 
vicción del juez (Sent. del 28 de febrero 
de 1951, B.J. 487, p.199-205). 


27.- Los jueces del fondo están investidos 
de un poder soberano para apreciar el 
valor probatorio de las presunciones ba- 


sadas en los hechos de la causa, sin estar 
obligados a dar motivos para acreditar 
la gravedad, precisión y concordancia de 
esas presunciones (Sent. del 27 de abril 
de 1950, B.J.477, p.376-385). 


28.- El CT, teniendo en cuenta sin duda 
alguna que la casi totalidad de los con- 
tratos de trabajo se pactan sin escritos y 
sin testigos iniciales, permite que a los 
litigios laborales puedan aportarse todos 
lo medios de prueba, incluso los indicios, 
que pueden ser, por supuesto, hechos y 
documentos aparentemente extraños con- 
cretamente a la causa que se ventile, pero 
que a pesar de ello, puedan ser capaces 
de ser tomados como punto de apoyo 
para el esclarecimiento de la verdad en 
el litigio de que se trate (Sent. del 20 
octubre de 1971, B.J.731, p.2933-2941). 


29.- Las presunciones o indicios de la cau- 
sa, junto al testimonio y otros medios de 
prueba, concurren a dar objetividad a 
los hechos y a configurar las circunstan- 
cias externas de los mismos, lo que per- 
mite un examen objetivo que facilita una 
mejor administración de la justicia. De 
ahí que este medio de prueba adquiera 
cada día más importancia, particularmen- 
te en materia de trabajo, donde predo- 
mina el principio de la libertad de prue- 
bas, y el juez goza de un poder soberano 
de apreciación de los hechos”. 


No JERARQUIZACIÓN DE LA PRUEBA 


30.- En esta materia no existe la 
jerarquización de la prueba, gozando los 
jueces del fondo de un soberano poder 
de apreciación de las mismas, sin que 
haya distinción entre los diversos tipos de 
esa prueba. (Sent. 17 febrero 1999, 
No.41, B.J.1059, p.628). 


31.- En materia laboral no existe la pri- 
macía de una prueba con relación a otra, 
por lo que el Art.541 del CT no establece 
un orden jerárquico en este sentido, lo 
que obliga a los jueces del fondo ponde- 
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rar todas las pruebas aportadas y acoger 
las que estén más acorde con los hechos 
de la causa. (Sent. 22 julio 1998, No.77, 
B.J.1052, p.860). 


DE LOS REGISTROS Y DOCUMENTOS A 
CARGO DEL PATRONO 


32.- Los registros y documentos que con- 
forme al Código de Trabajo deben llevar 
los empleadores no pueden constituir, en 
principio, sino elementos de pruebas en 
sus diferencias y controversias con los tra- 
bajadores, por lo que éstos deben ser so- 
metidos al mismo rigor de análisis y pon- 
deración que las demás pruebas 
aportadas en un plano de igualdad, pues 
su carácter de simples medios de prue- 
bas permite que sean contradichos por 
los elementos que se deriven de la 
sustanciación de proceso. (Sent. 11 agos- 
to 1999, Gustavo Emilio Peguero y Juan 
Evangelista Vs. Refrescos Nacionales C. 
por A., B. J. 1065, p. 547). 


33.- Los registros, formularios, planillas 
y carteles que, conforme al Código de 
Trabajo deben llevar y preparar los pa- 
tronos, no eximen al trabajador de la 
carga de la prueba del despido, y no pue- 
den constituir, en principio, sino elemen- 
tos de prueba en los diferendos y contro- 
versias que surjan entre patrono y 
trabajador, ya que toda cuestión de he- 
cho está sujeta en materia laboral a toda 
clase de pruebas, resultando las informa- 
ciones testimoniales una de las más efi- 
caces para el establecimiento de las mis- 
mas y su clarificación. (Sent. 22 enero 
1998, No.10, B.J.1046, p.304). 


34.- El libro de suelaos y jornales no es 
un libro privado, sino un registro oficial, 
ya que está a la disposición de las partes 
y sujeto al control del Departamento de 
Trabajo. (Cas.25 octubre 1974, B.J.767, 
p.2829). 


35.- Deben ser admitidos como medios 
de prueba los libros, libretas, registros y 


otros documentos que las leyes o los re- 
glamentos de trabajo exijan a patronos y 
trabajadores mencionados por el Art.509 
(hoy 541) del CT, particularmente si su 
contenido está sujeto a la comprobación 
de las autoridades laborales, como lo es- 
tán las planillas o relaciones de personal 
fijo, por disposición del Art.23 del Regla- 
mento 7676 de 1951. (Sent. 30 junio 
1972, B.J.739, p.1588;Sent. 24 febrero 
1960, B.J.595, p.279). 


36.- Es un principio consagrado en ma- 
teria de trabajo que todos los medios de 
prueba son admisibles en los litigios rela- 
tivos a la ejecución de los contratos de 
trabajo; en tal virtud deben ser admiti- 
dos como medios de prueba los libros, 
libretas, registros y otros documentos que 
las leyes o los reglamentos de trabajo exi- 
¡an a patronos o trabajadores, mencio- 
nados en el Art.509 (hoy 541) del Códi- 
go de Trabajo. (Sent. 31 enero 1961, 
B.J.606, p.99). 


37.- Los registros y documentos que con- 
forme al Código de Trabajo deben llevar 
y preparar los patronos, no pueden cons- 
tituir, en principio, sino elementos de prue- 
ba en sus diferendos y controversias con 
los trabajadores; que al no constituirse 
pruebas legales, su invocación no es in- 
dispensable para los trabajadores; toda 
cuestión de hecho está sujeta en materio 
laboral a todas clases de pruebas. (Sent. 
26 agosto 1960, B.J.601, p.1699). 


DECISIONES DIVERSAS 


38.- El hecho de que las declaraciones 
vertidas por un testigo en una audiencia 
fueren recogidas en el acta levantada dl 
efecto, no convierte esas declaraciones 
en una prueba documental. (Sent. 25 
noviembre 1998, No.57, B.J.1050, 
p.637). 


39.- Todos los medios de prueba serán 
admisibles con motivo de un contrato de 
trabajo; en tal virtud deben ser admit- 
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dos como medios de prueba libros, libre- 
tas, registros y otros documentos que las 
leyes o reglamentos de trabajo exijan a 
empleados o trabajadores, particular- 
mente si su contenido está sujeto a la 
comprobación de las autoridades labo- 
rales, como lo están las comunicaciones 
del patrono al Departamento de Trabajo 
señalando la fecha de la terminación de 
las labores estacionales o indicando la 
lista de los trabajadores cuya labor ha 
terminado; el hecho de que el Departa- 
mento de Trabajo no haya realizado nin- 
guna comprobación oficial del asunto, no 
excluye a tales documentos como elemen- 
tos de juicio de la litis, los cuales deben 
ser ponderados. (Sent. 31 agosto 1984, 
B.).885, p.2182). 


40.- El Art.14 del Código de Comercio 
no está derogado por el Código de Tra- 
bajo. (Sent. marzo 1976, B.J.784, p.580). 


41.- Si bien es cierto que en términos ge- 
nerales, nadie puede hacerse pruebas en 
favor de sí mismo, en materia de relacio- 
nes obrero-patronales existe -a diferen- 
cia del campo de las relaciones puramen- 
te civiles- un Departamento de Trabajo 
que tiene, por disposición del CT, la atri- 
bución de velar por la armonía de esas 
relaciones; dentro de esa misión, recibe 
normalmente, para que esa misión se 
cumpla en cada centro de trabajo, que- 
jas o informaciones de parte de los tra- 
bajadores como de los patronos, y en 
base a esas quejas e informes, muchas 
irregularidades y malentendidos se corri- 
gen o se disipan, sin tener que llegarse a 
la ruptura de esas relaciones; en vista de 
esa práctica concordante con la ley, se 
producen frecuentemente comunicaciones 
escritas al Servicio de Trabajo tanto de 
parte de los trabajadores como de los 
patronos que, en caso de llegar un con- 
flicto a la vía judicial, si tienen relación 
con el caso planteado, deben ser conde- 
nadas por los jueces, si no como pruebas 
perentorias, sí en cambio, como elemen- 
tos de juicio que, unidos a otros indicios, 
permiten solucionar los litigios. (Sent. 9 
febrero 1975, B.J.735, p.240). 
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42.- Las tarjetas récord de asistencia del 
demandante constituyen un medio de 
prueba válido de la inasistencia al traba- 
jo (Sent. del 8 de septiembre de 1975, 
B.J.778, p.1717). 


43.- En los litigios que se originan con 
motivo de un contrato de trabajo, todos 
los medios de prueba son admisibles, y 
los jueces gozan de un poder soberano 
para la ponderación de las pruebas apor- 
tadas (Stcia. 28 de febrero de 1951, 
B.J.487, p.205-215). 


44.- Dentro del régimen liberal de las 
pruebas admitido por el Código, los jue- 
ces pueden aceptar cualquier medio le- 
gal de prueba para formarse su íntima 
convicción (Stcia. 30 de junio de 1949, 
B.J.467, p.531-537). 


45.- El juez goza de la facultad de orde- 
nar cuentas medidas de instrucción con- 
sidere necesarias para el esclarecimiento 
de los litigios a él sometidos (Stcia.23 de 
noviembre de 1950, B.J. 484, p.1133- 
1137), 


46.- Conforme al Art.1 de la Ley No.301 
del Notariado: “Los Notarios son los ofi- 
ciales públicos instituidos para recibir los 
actos en los cuales las partes deban o 
quieran dar el carácter de autenticidad 
inherente a los actos de la autoridad pú- 
blica y para darle fecha cierta, conser- 
vándolos en depósito y expedir copias de 
los mismos”....que según el Art.1319 del 
Código Civil: “El acto auténtico hace ple- 
na fe respecto de la convención que con- 
tiene entre las partes contratantes y sus 
herederos o causahabiente”.. las afirma- 
ciones que emanan del oficial público no 
hacen fe, sino cuando se trata de com- 
probaciones que tenía la misión de hacer 
y no de aquellas que son simplemente la 
expresión de su apreciación personal 
(Sent. del 17 de abril de 1989, No.10, 
p.465). 


47.- Si bien es cierto que en materia de 
trabajo no existen limitaciones en cuanto 


338 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 541 


a las pruebas se refiere, no es menos cier- 
to, que en una litis, cual que sea su natu- 
raleza, una parte no se puede fabricar 
su propia prueba. (Cas. 27 agosto 1980, 
B.J837, p.1809; Cas.10 agosto 1973, 
B.J.753, p.2305). 


48.- En el acto bajo firma privada legali- 
zada por notario, lo único auténtico en 
él es la legalización de las firmas por el 
notario público, por consiguiente el juez 
puede ordenar cualquier medida de ins- 
trucción y proceder a indentificar el con- 
trato y su contenido. (Sent. 9 julio 1971, 
B.J.728, p.2082-2083). 


49.- Si bien es cierto que los jueces, al 
instruir y decidir un litigio tienen la facul- 
tad de denegar una medida de instruc- 
ción cuando declaren y den fe en sus sen- 
tencias que disponían ya de elementos 
de juicio suficientes para la solución del 
caso, esa facultad no puede extenderse 
hasta la de denegar los medios de prue- 
ba que, en cada materia, son obviamen- 
te y sin necesidad de que la ley lo decla- 
re, los más naturales y pertinentes, como 
es el caso de reclamo de bonificaciones, 
contractualmente estipuladas, cuyo monto 
dependa del monto de las ventas o de los 
beneficios. (Sent. 4 agosto 1971, B.J.729, 
p.2296). 


50.- Nada se opone a que los jueces del 
fondo, para solucionar un litigio cualquie- 
ra en el que sea admisible la prueba tes- 
timonial, como lo es en la materia labo- 
ral, se apoyen a la vez en el elemento de 
juicio de carácter documental y en el re- 
sultado de una información testimonial, 
cuando no resulte de esa doble base, con- 
tradicción alguna. (Sent. 28 mayo 1969, 
B.J.702, p.1155-1156). 


51.- Las cartas de apercibimiento no 
constatadas en el Departamento de Tra- 
bajo no pueden hacer prueba en favor 
de la empresa y en contra del trabaja- 
dor. Nadie puede crearse su propia prue- 
ba. (Sent. 29 octubre 1979, B.J.827, 
p.2061). 


52.- La formalidad del protesto del che- 
que es sólo de rigor cuando se necesita 
preconstituir una prueba fehaciente de 
la falta de pago para ejercitar acciones 
en contra el librador y los endosantes. 
(Sent. 24 enero 1968, B.J.688, p.156). 


53.- La comprobación hecha por la SET 
del despido de la mujer embarazada, se 
convierte en un elemento probatorio a 
ser utilizado en caso de litigio, pero que 
en forma alguna determina que el despi- 
do sea ¡justificado o no, lo que como con- 
secuencia de la libertad de prueba en 
materia laboral puede establecerse por 
cualquier medio, no pudiendo ser califi- 
cado de precipitado e injustificado un 
despido porque la Secretaría de Estado 
de Trabajo no hubiere realizado la inves- 
tigación previa de las causas del despi- 
do, lo que es optativo para el empleador 
solicitar. (Sent. 22 abril 1998, No.38, 
B.J.1049, p.433-434). 


SEGUROS SOCIALES 


54.- Las contestaciones sobre trabajo son 
distintas de las contestaciones sobre se- 
guros sociales. Los hechos y circunstan- 
cias en una materia no obligan a los jue- 
ces a reconocerle en la otra una fuerza 
probatoria irrefragable. (Sent. 11 junio 
1958, B.1575,.p.1252). 


TESTIMONIO 


55.- Falla correctamente el tribunal al de- 
cidir que un testigo que lo único que sabe 
sobre el hecho del despido es lo que le 
había referido la misma parte, no puede 
hacer prueba en favor de esa parte. (Sent. 
31 enero 1973, B.J746, p.231). Los re- 
sultados tanto de los informativos como 
de los contrainformativos pueden servir 
a los jueces del fondo para tener prue- 
bas de los hechos de la causa a favor o 
en contra de cualquiera de las partes 
litigantes. (Sent. 13 diciembre 1961, B. J. 
617, p.2253). La ponderación del testi- 
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monio como exposición de puro hecho, 
es privativa de los jueces del fondo, y la 
interpretación de la prueba circunstan- 
cial derivada de los indicios también co- 
responde a dichos jueces. (Sent.13 julio 
1960, B.J.600, p.1403). 


Art.542.- “La admisibilidad de 
cualquiera de los modos de prue- 
ba señalados en el artículo que an- 
tecede, queda subordinada a que 
su producción se realice en el tiem- 
po y en la forma determinada por 
este Código. 


los jueces gozan de un poder sobera- 
no de apreciación en el conocimiento 
de estos modos de prueba”. 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.510 del 
CT de 1951, del que se suprimió una con- 
dición para la admisibilidad de los mo- 
dos de prueba; “que se trate de un hecho 
ode un derecho cuya prueba no esté su- 
jeta a uno de los modos indicados con 
exclusión de los demás”. El párrafo de 
este texto legal es nuevo. Proviene de la 
ley 637 de 1944, sobre contratos de tra- 
bajo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal tiene dos disposicio- 
nes diferentes. En la primera se declara 
inadmisible cualquier modo de prueba de 
los previstos en el Art.541, cuya produc- 
ción no se realice en el tiempo y en la 
forma determinados en el CT. Se trata de 
una sanción civil que castiga la inobser- 
vancia de las reglas preestablecidas para 
la aportación de los medios legales de 
prueba. 


3.- El CT dedica sendos capítulos a la 
prueba escrita, al testimonio, a la ins- 
pección directa de lugares y cosas y a los 
demás modos de prueba legales. 


4.- El párrafo final es nuevo y consagra 
el poder soberano de apreciación de los 
modos de prueba reconocidos al juez de 
trabajo. El Art.16 del CT reconoce 
asímismo que las estipulaciones del con- 
trato de trabajo y los hechos relativos a 
su ejecución o modificación, pueden pro- 
barse por todos los medios. Tanto este 
último texto legal, como el Art.542 se re- 
fieren a modos legales de prueba. Así lo 
ha reconocido la Corte de Casación al 
establecer que “dentro del régimen libe- 
ral de las pruebas admitido” (en materia 
de trabajo) “los jueces pueden aceptar 
cualquier medio legal de prueba para for- 
marse su íntima convicción” (Cas. del 30 
de junio de 1949, B.J.467, p.531-537). 


DOCTRINA 


5.- Según la parte final de este texto le- 
gal los jueces de trabajo aprecian sobe- 
ranamente, los hechos de la causa, lo 
que escapa al control de nuestra Corte 
de Casación, siempre que no los desna- 
turalice o violen la ley en perjuicio de 
una de las partes. Los alcances de su ac- 
tuación soberana, en la apreciación de 
los hechos y en la ponderación de los 
modos de prueba, están sujetos a las si- 
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guientes limitaciones: a) No pueden le- 
sionar el derecho de defensa de las par- 
tes, privándolas de aportar la prueba de 
sus pretensiones; b) No pueden subvertir 
las reglas legales referentes a la prueba; 
el procedimiento previsto por la ley para 
su administración en justicia, ni a cuál de 
las partes corresponde, según las circuns- 
tancias del proceso y sus alegatos, la 
prueba de los hechos; c) No pueden des- 
naturalizar los hechos y documentos de 
la causa, atribuyéndoles a éstos un senti- 
do y alcance que no tienen, y, con base a 
ello, decidir el caso en perjuicio de una 
de las partes; d) No pueden preferir otro 
medio de prueba sobre aquellas en que, 
para la constatación o existencia de un 
hecho, la ley dispone expresamente la ins- 
trumentación de un acto, o el cumpli- 
miento de una formalidad sustancial, de 
orden público, por ante autoridad u ofi- 
ciales públicos competentes. 


6.- La admisibilidad de cualesquiera de 
los medios de prueba indicados en el 
Art.541 está subordinada a que su pro- 
ducción se realice en el tiempo y en la 
forma determinados por el CT. Pero los 
jueces gozan de un poder soberano de 
apreciación en el conocimiento de dichos 
modos de prueba. Por consiguiente, en 
caso de conflicto de pruebas, especial- 
mente de testimonios contradictorios o de 
pruebas a las que la ley atribuye fuerza 
incontestable, el juez es libre para acep- 
tar unos y desechar otros, conforme al 
juicio que se haya formado por el exa- 
men a que los ha sometido, cotejándolos 
además, con los demás elementos de 
prueba que puedan existir en el debate 
(Cas. del 19 de junio de 1956, B.J.551, 
p.1276-1289). 


CONDICIONES PARA LA ADMISIÓN DE LOS 
MEDIOS DE PRUEBA 


7.- Si bien existe el principio de la liber- 
tad de pruebas, la ley exige para la 
admisibilidad de cualquiera de los mo- 
dos de prueba previstos en el Art.541, 


que su producción se realice con arreglo 
a la ley, es decir, en el tiempo y la forma 
determinados por el CT. Así, por ejem- 
plo, el informativo testimonial debe apor- 
tarse en una audiencia pública, oral, con- 
tradictoria, en el tiempo y con las 
formalidades requeridos por la ley. De 
igual modo, la prueba escrita debe apor- 
tarse en el tiempo y condiciones previstas 
en el CT. Esto es común a todos los me- 
dios legales de prueba. En caso contra- 
rio, son inadmisibles. Cabe citar aquí el 
caso del Art.542 del CT, que prohibe la 
prueba testimonial en determinadas si- 
tuaciones que señala dicho texto. 


8.- De igual modo, cabe no confundir el 
principio de la libertad de pruebas con la 
facultad de apreciación de las pruebas 
que corresponde a los jueces. En la prác- 
tica, generalmente, en materia laboral, 
lo que está en juego es la credibilidad de 
las pruebas, debiendo el juez dar mayor 
crédito a aquellas pruebas que corres- 
pondan más a la naturaleza de los he- 
chos del caso, que estén corroboradas 
con otros medios de prueba, o que co- 
rrespondan a lo esencial y a las circuns- 
tancias del servicio prestado. 


9.- El principio de la libertad de pruebas 
en materia de trabajo está sujeto a que 
su producción se realice en el tiempo y 
forma determinados por el CT, gozando 
los jueces de un poder soberano para 
ponderar el valor de los elementos de 
prueba cometidos al debate y para esta- 
blecer, mediante tal ponderación, los he- 
chos de la causa. 


JURISPRUDENCIA 


PODER SOBERANO 
CONTENIDO 


10.- Los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar la procedencia o no de uno 
medida de instrucción, por lo que el 
rechazamiento de un pedimento en ese 
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sentido de oir al empleador no constitu- 
ye una violación al derecho de defensa. 
(Casación, 5 de septiembre de 1997, 
B.J.1042, p.168-174). 


11.- El juez, dentro de sus poderes sobe- 
rnos de apreciación de los testimonios, 
puede dar mayor crédito a unas declara- 
ciones sobre otras. (Sent. 8 junio 1984, 
B.J.882, p.1409). 


12.- Si bien es cierto que en materia la- 
boral todos los medios de prueba son 
admisibles, y que en dicha materia los 
jueces tienen un papel activo, ello no tie- 
ne otro alcance que el de que los jueces 
de trabajo están en el deber de tratar de 
establecer la verdad, utilizando para ello 
cualquiera de los medios de prueba que 
sean admitidos por la ley. (Sent. 29 mar- 
10 1976, B.J.784, p.585). 


13.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano de apreciación de los ele- 
mentos de juicio sometidos al debate, al 
formar su convicción, sin tener, por tan- 
to, que dar motivos del porqué han atri- 
buido mayor crédito a unos testigos que 
a otros. (Sent. 18 marzo 1974, B.J.760, 
p.740). 


14.- Si bien los jueces son soberanos para 
apreciar la conveniencia o no de la ad- 
misión de las pruebas que se les someten 
y pueden desestimar cualquier pedimen- 
to al respecto que no resulte justificado, 
deben dar los motivos en que basan su 
decisión, si el pedimento ha sido hecho 
por conclusiones formales. (Sent. 29 sep- 
tiembre 1971, B.J.730, p.2734). 


15.- Los jueces del fondo, sin que en este 
orden de ideas su proceder esté someti- 
do a crítica alguna, gozan de un poder 
soberano de apreciación al ponderar los 
elementos de prueba sometidos al deba- 
te y en el establecimiento de los hechos 
de la causa, no estando obligados a dar 
motivos de por qué prefieren unos testi- 
monios a otros, y aún éstos a la prueba 
documental cuando la ley no lo prohibe. 


(Sent. 17 junio 1970, B.J.715, p.1219- 
1220). 


16.- Los jueces gozan de un papel activo, 
estando en capacidad de ordenar por 
mandato expreso de la ley cuantas medi- 
das de instrucción juzguen útiles para la 
mejor sustanciación del expediente. 
(Sent.15 julio 1966, B.J.688, p.980). 


17.- La ponderación de los elementos de 
prueba sometidos al debate corresponde 
al poder soberano de que, en general, 
están investidos los jueces del fondo. 
(Sent. 29 enero 1954, B.J.522, p.100). 


18.- Los jueces del fondo pueden dividir 
las declaraciones de las partes para acep- 
tar aquellas partes de la misma que era 
corroborada por los otros elementos del 
proceso; al obrar así, sin adulteración de 
los hechos, hacen libre ejercicio de la fa- 
cultad soberana para establecer los he- 
chos de la causa y para apreciar los ele- 
mentos de prueba aportados al proceso. 
(Sent. 23 diciembre 1948, B.J.461, 
p.2015-2023). 


19.- El juez laboral no tiene forzosamen- 
te que aplicar los artículos 1354 y 1356 
del Código Civil, relativos a la confesión, 
ya que le basta con ejercer el poder de 
apreciación que le acuerda la ley. (Sent. 
23 noviembre 1948, B.J. 460, p.1860- 
1865). 


20.- Los jueces del fondo tienen facultad 
de apreciar las declaraciones y formar 
de éstas su íntima convicción. (Sent. 23 
noviembre 1948, B.J.460, p.1860-1865). 


21.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente la fuerza probatoria de 
los elementos de convicción aportados al 
debate. (Sent.24 marzo 1952, B.J.500, 
p.547-553). 


22.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para ponderar los me- 
dios de prueba empleados ante ellos y 
para establecer como consecuencia de tal 
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ponderación los hechos de la causa. (Sent. 
30 julio 1953, B.J. 516, p.1346). 


23.- Los jueces del fondo tienen un po- 
der soberano para apreciar el valor pro- 
batorio de las presunciones basadas en 
los hechos de la causa. (Sent.27 abril 
1950, B.J.477, p.376-385). 


Límites. DESNATURALIZACIÓN 


24.- El poder de apreciación de que dis- 
frutan los jueces del fondo no les permite 
a éstos dar un sentido distinto a las prue- 
bas que les son presentadas, pues de ha- 
cerlo cometerían el vicio de desnaturali- 
zación de las mismas. (Sent. 21 julio 1999, 
Luis H. Suárez Vs. Sacos Agroindustriales 
S. A; p- 9): 


25.- Si bien los jueces del fondo gozan 
de un soberano poder de apreciación, 
para el uso del mismo se deben ponde- 
rar las pruebas aportadas y señalarse, 
sobre todo cuando sólo una parte apor- 
tó pruebas, las razones por las cuales no 
fueron tomadas en cuenta a fin de que 
la Corte pueda apreciar si en la aprecia- 
ción se cometió alguna desnaturalización. 
(Sent.6 enero 1999, No.8, B. J. 1058, 
p.276). 


26.- Para el uso del poder de apreciación 
de que disfrutan los jueces del fondo, es 
necesario que las pruebas aportadas sean 
analizadas por éstos, sin cometer ningu- 
na desnaturalización y sin excluir las de- 
claraciones de las personas que laboren 
en la empresa, por el solo hecho de su 
posición, siempre que hayan depuesto 
como testigos contra quienes no se haya 
presentado ninguna tacha. (Sent. 16 sep- 
tiembre 1998, No.67, B.J.1054, p.730). 


27.- Para que los jueces del fondo pue- 
dan usar el soberano poder de aprecia- 
ción que les otorga la ley, es necesario 
que éstos hagan una ponderación de to- 
das las pruebas aportadas en el expe- 
diente, no debiendo limitarse al examen 


de una de ellas con exclusión a las de- 
más, en vista de que en esta materia existe 
el principio de la libertad de pruebas, sin 
el predominio de un medio de prueba 
sobre otro. (Sent. 30 septiembre 1998, 
No.87, B.J.1054, p.854). 


28.- Es de principio que la Suprema Cor- 
te no puede censurar la apreciación del 
valor de los testimonios que reciben los 
jueces del fondo, a menos que se pro- 
duzcan en esa apreciación una 
desnaturalización o distorsión de los he- 
chos. (Cas. 19 agosto 1981, B.J.849, 
p.2097). 


29.- Los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar el valor de las pruebas so- 
metidas a su examen, lo que escapa al 
control de la casación, salvo 
desnaturalización. (Sent. 8 junio 1984, 
B.J.883, p.1415). 


30.- La idoneidad de los testigos y la sin- 
ceridad de sus deposiciones son cuestio- 
nes de hecho sujetas únicamente al crite- 
rio y a la convicción de los ¡jueces del 
fondo y escapan al control de la SCJ como 
Corte de Casación; sobre estas cuestio- 
nes, sus poderes de control solo son 
ejercibles cuando los jueces atribuyen a 
los testigos, a los declarantes y a las par- 
tes, palabras o expresiones distintas a los 
que realmente hayan hecho y consten 
debidamente, configurándose así en caso 
de desnaturalización. (Cas. 9 julio 1976, 
B.J.787, p.1012). 


31.- Aún cuando los jueces del fondo 
pueden decidirse por las declaraciones que 
estimen más verosímiles y sinceras, de- 
ben hacer siempre las ponderaciones de 
todas las declaraciones para que la SC) 
pueda ejercer su facultad de control. 
(Sent. 13 abril 1973, B. J. 749, p.939). 


32.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para la interpretación de 
las convenciones y de los demás elemen- 
tos de hecho de la causa cuando no in- 
curran en la desnaturalización de los mis- 
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mos. (Sent. 11 febrero 1953, B.J.511, 
p.133). 


33.- La amplitud reconocida a los jueces 
en materia laboral para ponderar la prue- 
ba, no los autoriza a admitir sin prueba 
alegato alguno ni a prescindir de las dis- 
posiciones legales que rigen sobre ello. 
(Sent. 5 septiembre 1952, B.J.506, 
p.1636-1641). 


34.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para establecer cuáles 
son los hechos y circunstancias de la cau- 
so y para interpretarlos, siempre que no 
los desnaturalicen. (Sent. 21 diciembre 
1948, B.J.461, p.1993-1999). El poder 
soberano de apreciación no exime a los 
jueces del fondo de indicar las pruebas 
en que funden sus fallos y de dar motivos 
suficientes. (Sent. 29 abril 1949, B.J.465, 
p.333-339). 


35.- El poder de apreciación de las prue- 
bas de que disfrutan los jueces del fondo 
es mal utilizado cuando éstos otorgan a 
lus declaraciones de un testigo un valor 
distinto al que tienen o dejan de ponde- 
rarlo al restarles importancia desnatura- 
lizando su contenido. (Sent. 14 julio 1999, 
No.21, B.J.1064, p.649). 


FACULTAD FRENTE A DECLARACIONES 
DISTINTAS 


36.- Los jueces, frente a declaraciones dis- 
tintas gozan de la facultad de acoger 
aquellas, que a su juicio, les parezcan 
más convenientes. (Sent. 17 febrero 1999, 
No.38, B.J.1059, p.603; Sent.ó6 enero 
1999, No.6, B.J.1058, p.262). 


37.- Los jueces del fondo tienen la facul- 
tod frente a declaraciones disímiles a ba- 
sar su fallo en las que le parezcan más 
verosímiles con los hechos de la causa, 
para lo cual hacen uso del poder sobera- 
no de apreciación, no censurable en ca- 
soción a no ser que cometan alguna 
desnaturalización. (Sent. 25 noviembre 


1998, No.57, B.J.1056, p.636; Sent. 14 
octubre 1998, No.22, B.J.1055, p.519). 


38.- Cuando los jueces del fondo reco- 
nocen como sinceros ciertos testimonios 
y fundan en ellos su íntima convicción, 
lejos de incurrir en una desnaturalización 
de los hechos de la causa, hacen un co- 
rrecto uso del poder soberano de apre- 
ciación de que están investidos en la de- 
puración de la prueba. (Sent. 18 
septiembre 1992, No.16, B.J.982, p.1102- 
1103). 


39.- El tribunal tiene el derecho de 
edificarse en virtud del soberano poder 
de apreciación que tienen los jueces del 
fondo del valor probatorio de los elemen- 
tos de juicio que se le someten, y con ello 
no incurre en el vicio de desnaturalización 
aún cuando se decidan por la declara- 
ción que estimen más sincera y verosímil. 
(Cas.13 marzo 1974, B.J.760, p.698). 


OTRAS DECISIONES 


40.- Aunque las fotocopias no constitu- 
yen una prueba por sí solas, ello no im- 
pide que el juez aprecie el contenido de 
las mismas y deduzca consecuencias, so- 
bre todo en una materia donde existe la 
libertad de pruebas y el juez tiene un 
amplio poder de apreciación de éstas. 
(Sent. 28 enero 1998, No.15, B.J.1046, 
p.346). 


41.- Los jueces del fondo tienen, en la 
decisión de los procesos relativos al con- 
trato de trabajo, las mismas facultades 
de que gozan en los demás procesos. 
(Sent. 21 diciembre 1948, B.J.461, 
p.1993-1999). La facultad del juez para 
apreciar si una irregularidad causa per- 
juicio a la defensa de una de las partes, 
escapa al poder de control de la Supre- 
ma Corte de Justicia. (Sent. 14 mayo 
1957, B.J.562, p.958). 


42.- La facultad discrecional que la ley 
otorga a los jueces del fondo para deci- 
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dir si a su juicio la nulidad asume una 
gravedad de tal magnitud que los impo- 
sibilite para conocer y juzgar los casos 
que les son sometidos, no tiene, por su 
carácter absoluto, necesidad de ninguna 
justificación. (Sent. 27 abril 1950, B.J. 
477, p.376-385). 


43.- La interpretación de las cláusulas de 
un contrato es del dominio soberano de 
los jueces del fondo, cuando no son des- 
naturalizados los hechos de la causa. 
(Sent. 21 octubre 1952, B.J.507, p.1899). 


PRUEBA 
PODER ¡SOBERANO 


44.- Los jueces, frente a declaraciones 
distintas de testigos, gozan de la facul- 
tad de acoger aquellas, que a su juicio, 
les parezcan más verosímiles y sinceras. 
(Sentencia No. 5 del lero de septiembre 
de 1999, B. J. 1066, p. 616). 


45.- Frente a declaraciones disímiles los 
jueces tienen facultad de basar su fallo 
en las que a su juicio estén más acordes 
con los hechos de la causa. (Sentencia 
No. 28 del 22 de septiembre de 1999, B. 
J. 1066, p.787). 


APRECIACIÓN DE LAS PRUEBAS 


46.- Los jueces del fondo gozan de un 
soberano poder de apreciación de las 
pruebas, lo que les permite decidir los 
asuntos puestos a su cargo al margen de 
la censura de la casación, salvo el caso de 
que cometieren alguna desnaturalización. 
(Sent. 9 diciembre 1998, No.33, B.J.1057, 
p.463). 


47.- Para que los jueces puedan utilizar 
el poder de apreciación de que disfru- 
tan es necesario que analicen y ponde- 
ren todas las pruebas que les sean apor- 
tadas, no pudiendo descartar un 


testimonio por el hecho de que en esta 
materia no existe el predominio de un 
tipo de prueba sobre otro y sí la libertad 
de pruebas, que permite a las partes re- 
currir a cualquier medio para probar sus 
alegatos. (Sent. 19 agosto 1998, No.28, 
B.J.1053, p.378). 


48.- El Art.542 del Código de Trabajo 
otorga al juez laboral un poder sobera- 
no de apreciación de las pruebas, lo que 
determina la inexistencia de un orden je- 
rárquico en los medios de pruebas esta- 
blecidos por el Art.541 de dicho código y 
le libra de la obligación de excluir un 
medio de prueba con relación a otro, a 
no ser por razones de credibilidad. (Sent. 
2 diciembre 1998, No.15, B.J.1057, 
p.361). 


49.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente el sentido y alcance de 
las pruebas que emanan de los documen- 
tos y los testimonios (Sent. 21 noviembre 
1966, B.J.672, p.2289). 


50.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente el valor del testimonio, y 
pueden escoger, para formar su convic- 
ción, entre las diversas declaraciones de 
los testigos los que a su juicio le merez: 
can más crédito (Sent. 15 julio 1966, 
B.J.668, p.986). 


51.- Todos los medios de prueba son ad- 
misibles en los litigios que se originen con 
motivo de un contrato de trabajo, y los 
jueces gozarán de un poder soberano de 
apreciación en el conocimiento de los 
mismos; dado el alcance de este princi- 
pio general en materia laboral, la prohi- 
bición establecida por el Art.1341 del Có- 
digo Civil, escrito especialmente para las 
convenciones, y sea cual fuere la exten- 
sión que se le atribuya, no se aplica a los 
litigios sobre la existencia o sobre la ter- 
minación de un contrato de trabajo, paro 
lo cual todo género de pruebas es admi- 
sible. (Sent. 2 agosto 1957, B.J.565, 
p.1635). 
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52.- Los jueces gozan de la facultad de 
opreciar la utilidad y oportunidad de un 
medio de prueba ofrecido por las partes. 
Sent. 20 julio 1949, B.J.468, p.598-603; 
Sent. 21 diciembre 1948, B.J.461, 
p.1982-1993). 


53.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para ponderar el valor 
de los elementos de prueba sometidos al 
debate y para establecer mediante tal 
ponderación los hechos de la causa, no 
estando obligados a exponer las razones 
de su apreciación. (Sent. 27 julio 1960, 
8.600, p.1486). 


54.- El poder de apreciación de que dis- 
frutan los jueces del fondo, se limita a la 
facultad que tienen éstos de formar su 
criterio sobre la base de la prueba que le 
merezca más crédito, sin que un medio 
de prueba se imponga sobre otro, pero 
en modo alguno le permite dar un al- 
cance distinto a las pruebas que se le 
aporten. (Sent. 14 julio 1999, No.14, 
B.).1064, p.600). 


FACULTADES DE LOS JUECES 


55.- Los jueces no están obligados a or- 
denar todas las medidas de instrucción 
que les sean propuestas, si ellos estiman 
que están suficientemente edificados con 
las pruebas ya aportadas. (Casación del 
15 de julio de 1992, sent.#14). 


56.- Nada se opone a que los jueces 
del fondo, para solucionar un litigio 
cualquiera, en el que sea admisible la 
prueba testimonial, se apoyen en el ele- 
mento de juicio de carácter documen- 
tal y en el resultado de una informa- 
ción testimonial cuando no resulta de 
esa doble base, contradicción alguna. 
(Sent. 28 mayo 1969, B.J.702, p.1155- 
1156). 


57.- Los jueces gozan de la facultad de 
ordenar o no, según procediera, las in- 
formaciones testimoniales que juzguen 


pertinentes. (Sent. 23 noviembre 1950, 
B.J.484, p.1137-1142). 


58.- En todo conflicto de pruebas, espe- 
cialmente cuando se está en presencia 
de testimonios recíprocamente contradic- 
torios, el Juez -cuando no se trata de prue- 
bas a las que la Ley le atribuye fuerza 
incontestable-, es libre para aceptar unos 
y desechar otros, conforme al juicio que 
se haya formado por el examen a que los 
ha sometido, cotejándolos, con los de- 
más elementos de prueba que pueden 
existir en el debate, especialmente en 
materia laboral. (Sent. 19 junio 1956, 
B.J.551, p.1285). 


OBLIGACIONES DE LOS JUECES 


59.- Los jueces del fondo están en la obli- 
gación de examinar todos los documen- 
tos que se les presentan y decidir respec- 
to de su fuerza probatoria. (Casación, 
12 de noviembre de 1993. Sentencia 
412). 


60.- Es de principio que, cuando hay con- 
tención entre las partes los jueces no se 
pueden contentar con las simples afirma- 
ciones de dichas partes, ni proceder ellos 
mismos por tales simples afirmaciones, ya 
que están obligados a dar a conocer los 
elementos de prueba a los que han recu- 
rrido, a fin de que la Suprema Corte pue- 
da verificarlos; que, especialmente, no 
pueden los jueces del fondo invertir el 
fardo de la prueba, en violación de la 
regla general establecida por el Art.1315 
del Código Civil, que obliga a aquél que 
se pretende acreedor a establecer su cré- 
dito y al deudor a jusfificar su liberación. 
(Sent. 3 mayo 1956, B.J.550, p.927). 


DECISIONES DIVERSAS 


61.- Al no discutir la antigúedad del tra- 
bajador en la empresa, monto del sala- 
rio y otros aspectos del contrato, los jue- 
ces proceden correctamente al declararlos 
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como no controvertidos y admitirlos como 
ciertos. (Sent. 26 septiembre 1997, No.31, 
B.J.1042, p.323). 


62.- En materia laboral existe la libertad 
de pruebas, sin otra subordinación que 
las siguientes condiciones: lro.) que se 
trate de un hecho o de un derecho cuya 
prueba no esté sujeta a uno de los mo- 
dos indicados con exclusión de los de- 
más; 2do.) que su producción se realice 
en el tiempo y en la forma determinados 
por el Código de Trabajo; que los jueces 
del fondo gozan de un poder soberano 
para ponderar el valor de los elementos 
de prueba sometidos al debate y para 
establecer, mediante tal ponderación, los 
hechos de la causa. (Sent. 6 septiembre 
1957, B.J566, p.1839). 


63.- En materia laboral los jueces no es- 
tán ligados por restricciones que puedan 
entorpecer la investigación de la verdad; 
que, especialmente, la doble regla con- 
tenida en el artículo 1341 del Código Ci- 
vil, que condiciona la admisibilidad de la 
prueba testimonial en materia civil, no se 
aplica en materia laboral. (Sent. 11 di- 
ciembre 1951, B.J.497, p.1668-1673). 


64.- Cuando la sentencia ha aceptado 
como única prueba la sola afirmación del 
demandante sobre los hechos que éste debe 
probar, se viola el Art.1315 del Código Ci- 
vil. (Sent. 7 mayo 1954, B.J.526, p.820). 


65.- La apreciación relativa a la utilidad, 
oportunidad y pertinencia de los hechos 
cuya prueba es ofrecida, es privativa de 
los jueces del fondo y esta apreciación, 
como cuestión de puro hecho, escapa al 
control de la casación. (Sent. 21 noviem- 
bre 1962, B.J.628, p.1781). 


66.- El rechazamiento de una medida de 
instrucción no implica necesariamente vio- 
lación al derecho de defensa, si el tribu- 
nal apoderado mediante la ponderación 
soberana de los elementos de prueba 
aportados al debate, está en aptitud de 
edificar su convicción acerca del objeto 


del litigio. (Sent. 21 noviembre 1962, B.J. 
628 p.1781). 


OTRAS SENTENCIAS 


67.- Los jueces del fondo al dictar sus 
fallos pueden fundarse en aquellas de- 
claraciones testimoniales que ellos crean 
más sinceras y verosímiles, sin que al pro- 
ceder de este modo incurran con ello en 
la desnaturalización de los hechos, apre- 
ciación ésta que escapa a la censura de 
la casación. (Cas. 14 diciembre 1973, 
B.J.757, p.3813). 


68.- Para el uso correcto del soberano 
poder de apreciación de las pruebas de 
que disfrutan los jueces del fondo, es ne- 
cesario que todas las pruebas sean pon- 
deradas, sin exclusión de ninguna, no sien- 
do un elemento suficiente para omitir el 
análisis de una prueba, el hecho de que 
se establezca que el demandante estuvie- 
ra ligado contractualmente a otra perso- 
na, pública o privada, en vista de que el 
artículo 9 del Código de Trabajo permite 
que un trabajador preste sus servicios a 
más de un empleador en horarios de tro- 
bajo diferentes. (Sentencia No.4 del 19 
de enero del 2000, B.J.1070, p.406). 


69.- Cuando haya divergencias de deto- 
lles en las declaraciones de los testigos, 
pero en cambio en esas declaraciones 
haya congruencia en relación con la cues: 
tión esencial que se procura aclarar, los 
jueces deben atender más lo esencial y 
congruente de la declaración, que las di 
vergencias de detalle que pueda haber 
en ellas. (Cas. 3 febrero 1971, B.J.72, 
p.,284 y 290). 


70.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente la sinceridad del valor de 
los testimonios; el hecho de que las de 
claraciones de un testigo no le merezca 
crédito y en cambio edifiquen su criterio 
en las declaraciones de otros testigos que 
juzguen idóneos, no puede interpretarse 
como una desnaturalización del testimo 
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nio desechado.(Sent. 30 noviembre 1962, 
B.J.628, p.1838). 


711.- Los jueces del fondo no están obli- 
gados a dar motivos para justificar su 
convicción sobre los testimonios aporta- 
dos. (Sent.16 marzo 1960, B.J.596, 
p.545). 


12.-Los jueces del fondo tienen un sobe- 
rano poder de apreciación, cuyo uso es- 
capa del control de la casación, ello es a 
condición de que a los hechos analiza- 
dos no se le de un alcance distinto, sin 
cometer desnaturalización alguna.(Sent. 
del 9 de mayo, B. J.1086, p. 834. 


13.- Los jueces del fondo son soberanos 
pora apreciar las pruebas que les sean 
aportadas, lo que escapa a la censura de 
lu casación cuando al hacer uso de ese 
poder de apreciación no cometen 
desnaturalización alguna. (Sent. del 8 
de agosto del 2001, B. J. 1089, p. 754). 


714.-Cuando los jueces del fondo recono- 
cen como verosímiles y sinceros ciertos 
testimonios y fundan en ellos su convic- 
ción, lejos de incurrir en una 
desnaturalización de los hechos de la cau- 
sa, hacen un correcto uso del poder so- 
berano de apreciación de que están 
investidos en la depuración de la 
prueba.(Sent. del 31 de enero de 1994, 
B. 1 998, p..113). 


75.- Los jueces de fondo no están obli- 
godos a decidir sobre los argumentos pre- 


sentados por las partes para fundamen- 
tar sus conclusiones, sino pronunciarse 
sobre éstas con motivaciones apropiadas. 
(Sent. del 12 de septiembre del 2001, B. 
J. 1090, p. 682) 


76.-Si bien es facultativo de los jueces 
del fondo autorizar el depósito de docu- 
mentos con posterioridad al momento en 
que se presenta el escrito de apelación o 
el de defensa, una vez que dan su auto- 
rización para que esto suceda están en el 
deber de examinar los mismos y deducir 
las consecuencia que fueren de lugar. 
(Sent. del lero de agosto del 2001, B. J. 
1089, p. 719) 


77.- Entra dentro de las facultades 
privativas de los jueces del fondo de- 
terminar cuando procede la celebra- 
ción de medidas de instrucción adi- 
cionales, lo que dependerá de la 
apreciación que hagan de las prue- 
bas aportadas y de la necesidad que 
tengan de formar su convicción en 
pruebas adicionales, por la deficien- 
cia que encuentren en las medidas ya 
ordenadas. (Sent. del 8 de agosto del 
2001, B. J. 1089, p. 726). 


78.- Para los jueces del fondo hacer 
un uso correcto del soberano poder de 
apreciación de que disfrutan es necesa- 
rio que ponderen todas las pruebas 
aportadas, ya que cualquier prueba 
omitida podría tener influencia en la 
solución del caso. (Sent. del 8 de agos- 
to del 2001, B. J. 1089, P 737). 
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CAPITULO ll 
DE LA PRUEBA ESCRITA 
Art.543.- “La parte que desee ha- 


cer valer como modo de prueba un 
acta auténtica o privada, actas o re- 
gistros de las autoridades adminis- 
trativas de trabajo, o libros, libre- 
tas, registros o papeles de los 
señalados en el ordinal 30. del artí- 
culo 541, está obligada a depositarlos 
en la secretaría del tribunal de traba- 
jo correspondiente, con su escrito ini- 
cial, según lo prescrito en los artículos 
508 y 513”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Condiciones de tiempo 
Comentarios, 2-4 -y forma 10-12 
Doctrina Jurisprudencia, 13-26 


Consideraciones Generales, 5-9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.511 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia el articulado relativo 
a la prueba escrita. Dispone que la parte 
que desea hacer valer en el proceso los 
medios de prueba indicados en los nú- 
meros 1,2 y 3 del Art.541 del CT (acta 
auténtica o privada; actas y registros de 
las autoridades de trabajo; libros, libre- 
tas, registros y otros papeles que las le- 
yes o los reglamentos de trabajo exijan a 
empleadores o trabajadores), deben cum- 
plir con lo prescrito en los Arts.508 y 513 
del CT. 


3.- Esto es, acompañar el escrito de la 
demanda con tales documentos o acom- 
pañar el escrito de defensa con los docu- 


mentos que lo justifican. Se trata de lo 
regla general para la producción de prue- 
ba escrita ante los tribunales de trabajo, 
pues los citados artículos señalan el tiempo 
y la forma en que deben ser producidos 
dichos documentos. 


4.- Véase comentarios Arts.508 y 513 del 
cr. 


DOCTRINA 
CONSIDERACIONES GENERALES 


5.- En materia civil, la prueba escrita es 
la prueba por excelencia, debido a su 
carácter preconstituído, anterior al liti- 
gio, a la necesidad de ser empleada en 
justicia. Pero, en materia de trabajo, lo 
prueba escrita no se impone sobre nin- 
gún otro medio legal de prueba, gozan- 
do el juez, de un poder soberano de apre- 
ciación de los medios legales de prueba. 


6.- Una excepción prevé el Art.549 del 
CT. La prueba testimonial no se admite 
contra el contenido de un acta cuya vali- 
dez haya sido reconocida o declarada. 
Así, por ejemplo, la terminación por 
mútuo consentimiento instrumentada ante 
notario público o ante la autoridad de 
trabajo competente; el acta de concilia- 
ción levantada en el tribunal competen: 
te; una declaración jurada ante el Im. 
puesto sobre la Renta o cualquier acta o 
documento reconocido y no controverti- 
do por la parte que pretende el informo- 
tivo, no puede ser combatida por este 
medio de prueba. Por el contrario, Julio 
Aníbal Suárez (Régimen de la Pruebas, 
V Congreso Nacional de Derecho del 
Trabajo, Santo Domingo, mayo 1993, 
p.30) considera que “en virtud de los 
disposiciones del IX Principio Funda: 
mental del Código de Trabajo, la reali- 
dad de los hechos se impone a cual- 
quier prueba documental, por lo que 
la fe pública de un acto auténtico pue- 
de sucumbir a una prueba testimonial 
veraz”. 
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7.- El juez de trabajo no está obligado a 
dor preferencia a la prueba escrita sobre 
la prueba testimonial. Pero, tampoco a 
la prueba testimonial sobre la prueba es- 
crita. La facultad de apreciación de los 
modos de prueba es lo que realmente 
está en juego dentro del principio de la 
libertad de prueba, que no es un princi- 
pio absoluto ni puede interpretarse o apli- 
carse arbitrariamente. Este principio, 
muchas veces es motivo de sentencias in- 
justas (Stcia.de 21 de octubre de 1964, 
B.J.651, p.1530-1536; 1537-1543). De 
modo que, en este terreno es riesgoso 
emitir juicios radicales; las condiciones 
para la validez o existencia de determi- 
nados actos, exigidos por la ley, y la cir- 
cunstancia de que los mismos sean 
insttumentados legalmente por un oficial 
público competente en el ejercicio de sus 
funciones, otorgan a tales documentos 
una garantía de veracidad, de credibili- 
dad, que emana de la ley misma, que el 
juez debe necesariamente tomar en con- 
sideración cuando proceda a la aprecia- 
ción de los modos de pruebas aportados 
en el proceso, a fines de decir el dere- 
cho. Cabe distinguir el acto auténtico 
instrumentado conforme a la Ley del No- 
toriado, o en los casos en que la ley exi- 
ge la actuación notarial, o cuando “las 
partes deban o quieran dar el carácter 
de autenticidad inherente a los actos de 
la autoridad público y para darles fecha 
cierta (Art.1, Ley del Notariado, No.301 
de 1962, modificada y ampliada por la 
ley 86-89) ; de aquellos en los que se 
pretende dar autenticidad a hechos y tes- 
timonios, en desconocimiento del proce- 
dimiento oral, público y contradictorio y 
demás condiciones de tiempo y forma 
previstos por el CT para la presentación 
y admisibilidad en justicia de la prueba 
testimonial. 


8.- Los notarios públicos, afirma Vílchez 
González (Comprobación Notarial, Listín 
Diario, Santo Domingo, 8 de agosto de 
1988), no tienen facultad para compro- 
bar hechos contenciosos y mucho menos 
para establecer con su actuación la exis- 


tencia de tales hechos, en desconocimien- 
to del tribunal y del procedimiento legal 
para que las declaraciones o testimonios 
de personas puedan ser admitidos como 
un medio de prueba en justicia”. Lo que 
caracteriza la intervención de los nota- 
rios es que las partes hayan recurrido a 
ellos, voluntariamente, en ausencia de 
contestación. “Al contrario, los actos de 
jurisdicción contenciosa le son prohibi- 
dos, salvo los casos que la ley señala ex- 
presamente (Art.154, Código Civil; 
Art.159 del Código de Comercio, Protes- 
to; 1258 Ofrecimientos Reales). Pero como 
estos actos tienen carácter litigioso, es pre- 
ferible que ellos se abstengan (Dalloz, En- 
ciclopedia Jurídica, Notariado, Nos.16 y 
17). La Corte de Casación ha juzgado 
que “el valor probatorio que tiene un acto 
auténtico,....subsiste hasta inscripción en 
falsedad, pero sólo en lo que se refiere a 
los hechos de que el funcionario actuan- 
te da constancia que pasaron ante él, 
pero no en cuanto a la veracidad de las 
declaraciones que hayan hecho las per- 
sonas que intervienen en el acto” (Sent. 
del 5 de abril de 1974, B.J.761, p.988). 


9.- Por demás, los actos auténticos no 
son exclusivamente los instrumentados por 
los notarios públicos. Existen por otro lado, 
documentos y declaraciones juradas o 
documentos no controvertidos en el cur- 
so de un proceso, que no pueden ser com- 
batidos por la prueba testimonial al te- 
nor del Art.549 del CT. 


CONDICIONES DE TIEMPO Y FORMA PARA 
LA ADMISIÓN DE LA PRUEBA ESCRITA. 


10.- Para que un acta auténtica o priva- 
da, actas o registros de las autoridades 
administrativas del trabajo, libros, libre- 
tas, registros o cualquier otro medio le- 
gal de prueba escrita sea admisible, es 
preciso: a) que sean depositados en la 
secretaría del tribunal con el escrito (o 
declaración) inicial de la demanda. b) la 
producción de las actas y registros oficia- 
les, se hará siempre mediante copias cer- 
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tificadas, pudiendo las partes hacerse “cer- 
tificar” para usarlas en el proceso, co- 
pias del contenido de sus respectivos li- 
bros, libretas, registros o papeles, cuando 
el uso o la ley no le permita su depósito 
en el tribunal. c) es potestativo del juez, 
oídas las partes, de autorizar la aporta- 
ción con carácter de medida de instruc- 
ción, de cualquier documento con poste- 
rioridad al depósito del escrito 
introductivo de la demanda, en los si- 
guientes casos: 1) cuando no se haya 
podido haber producirlo en la fecha del 
escrito inicial, a pesar “de haber hecho 
esfuerzos razonables para ello”; 2) cuan- 
do haya hecho reserva de hacer el depósi- 
to o solicitar su admisión en el curso del 
proceso, especificando el documento de que 
se trata; 3) cuando demuestre “satisfacto- 
riamente”, que a la fecha del depósito del 
escrito (inicial o de defensa) no conocía la 
existencia del documento; y,4) cuando la 
fecha del documento fuese posterior a la 
del escrito inicial (o de defensa). 


11.- No obstante estas limitaciones, el se- 
cretario del tribunal remitirá copia de la 
solicitud de depósito y del nuevo docu- 
mento a la parte contraria para que en 
el plazo de cuarenta y ocho horas comu- 
nique su asentimiento u observaciones. 
En las cuarenta y ocho horas subsiguien- 
tes, “el juez concederá o negará lo solici- 
tado, por ordenanza que el secretario del 
tribunal comunicará a las partes “un día 
después de su fecha, a más tardar”. La 
ordenanza que autorice la producción 
señalará a cada una de las partes un 
término no menor de tres días ni mayor 
de cinco para que exponga en secreta- 
ría, verbalmente o por escrito sus res- 
pectivos medios en relación con la nue- 
va producción. El término señalado a la 
parte contra quien se haya producido el 
documento correrá a contar de la noti- 
ficación hecha por la parte contraria. 
En la práctica, ninguno de estos plazos 
se cumplen. 


12.- Véase comentarios Arts.544,545,546 
y 547. 


JURISPRUDENCIA 


13.- La violación a los artículos 508 y 
513 del Código de Trabajo, que obligan 
al demandante a depositar los documen- 
tos conjuntamente con el escrito 
introductorio de la demanda y al deman- 
dado con el escrito de defensa antes de 
la hora fijada para el conocimiento del 
asunto, impiden a éstos depositar docu- 
mentos fuera de los términos estableci- 
dos por dicho textos legales, salvo cuan- 
do en acatamiento de las disposiciones 
del Art.544 del Código de Trabajo, el juez 
lo autoriza. (Sent. 9 diciembre 1998, 
No.21, B.J.1057, p.403). 


14.- El hecho de que el autor de un do- 
cumento sea empleado de un demanda- 
do, no convierte ese documento en uno 
prueba prefabricada por una parte inte- 
resada, mucho menos en una materia 
donde es posible oír como testigo a un 
trabajador de uno de los litigantes, por 
lo que un documento así producido pue- 
de ser aceptado como una prueba váli- 
da, siendo obligación del tribunal la pon- 
deración del mismo para verificar su 
idoneidad, independientemente de la per- 
sona que lo produjo. (Sent. 11 marzo 
1998, No. 4, B.J.1048, p.39). 


15.- La SCJ, con anterioridad a la vigen- 
cia del CT de 1992, había juzgado que 
“deben ser admitidos como medios de 
prueba, los libros, libretas, registros y 
otros documentos que las leyes o los re- 
glamentos de trabajo exigen a patronos 
y trabajadores” (Cas. del 24 de febrero 
de 1960, B.J.595, p.274-280; Cas. del 
31 de enero de 1961, B.J.606, p.96-100). 


16.- Nuestro más alto tribunal de justi- 
cia, se refiere a los registros y documen- 
tos a que hace referencia el Art.509 (hoy 
541) del CT, “particularmente si su con- 
tenido está sujeto a la comprobación de 
las autoridades laborales, como lo están 
en la especie, la planilla o formularios de 
referencia por disposición expresa del Re- 
glamento”. Esta sentencia reconoce la 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 543 


herza probante de la planilla. En otro 
hlo posterior, la Corte de Casación con- 
fma el valor de la planilla como medio 
de prueba en materia laboral. En otros 
ios anteriores al CT de 1992, la Corte 
de Casación había sostenido el criterio 
de que “los registros y documentos que 
conforme al CT deben llevar y preparar 
ls empleadores, no puede constituir, en 
principio, sino elementos de prueba en 
sus diferencias y controversias con los tra- 
bajadores; que al no constituir pruebas 
legales, su invocación no es indispensa- 
ble para los trabajadores; y que toda 
cuestión de hecho está sujeta en materia 
lboral a toda clase de pruebas” (Sent. 
del 26 de agosto de 1960, B.J.601, 
p.1690-1694). 


17.- Por otra sentencia, nuestro más alto 
tibunal de justicia, sostuvo que, “es de 
principio que en justicia nadie puede 
crearse un título a sí mismo, las cartas 
producidas por el empleador, anteriores 
alos hechos que específicamente origi- 
naron su derecho al despido, constituyen 
cwando menos, elementos de juicio que 
han debido ser ponderados para la solu- 
ción del litigio; que al ser excluidos del 
debate dichos documentos, se incurrió 
evidentemente en la violación de las re- 
gas de la prueba”. (Sent. del 24 de fe- 
bero de 1961, B.J.607, p.343-349). 


18.- También ha juzgado la SCJ que nada 
impide a los jueces retener como elemen- 
tos de juicio, las declaraciones y demás 
datos que figuran en los expedientes re- 
lotivos al seguro social (Sent. del 28 de 
agosto de 1963, B.J.637, p.909-918). 


19.- Por otras sentencias, la Corte de Ca- 
sación ha juzgado que “los jueces de tra- 
bajo pueden dar más crédito a la prueba 
testimonial que a la Certificación expedi- 
da por un Inspector de Trabajo (Sent. del 
22 de mayo de 1970, B.J.714, p.913). 


20.- La sola declaración del empleador 
no puede hacer prueba (Sent. del 11 de 
noviembre de 1970, B.J.720, p.2606); 
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pero el tribunal puede edificarse en las 
declaraciones de las partes (Sent. del 25 
de febrero de 1970, B.J.711, p.364). 


21.- Asimismo, puede dar preferencia a 
la prueba testimonial sobre la proveniente 
de las cotizaciones pagadas al seguro 
social (Sent. del 15 de diciembre de 1969, 
B.J. 709, p.7367- 7368), debido a que es 
facultad soberana de los jueces atribuir 
más fe, al ponderarlos a unos más que a 
otros (Sent. del 19 de julio de 1968, 
B.J692, p.1635); pero, nada se opone a 
que el juez se apoye a la vez en la prue- 
ba documental como en elementos resul- 
tantes de la prueba testimonial (Sent. del 
28 de mayo de 1969, B.J.702, p.1155- 
1156), debido a que no existe jerarquía 
alguna entre los medios de prueba (Sent. 
del 13 de agosto de 1969, B.J.705, 
p.1873-1874). 


22.- Nada se opone a que el juez se edi- 
fique también, en caso de comparecen- 
cia personal de las partes, en las decla- 
raciones de una de ellas si éstas le parecen 
más sinceras (Sent. del 25 de febrero de 
1970, B.J.711, p.364). 


23.- También ha juzgado, que la prueba 
del despido no puede provenir de las de- 
claraciones de un testigo de referencia 
que admita que su información sobre los 
hechos provienen del demandante (Sent. 
del 29 de octubre de 1969, B.J.707, 
p.6032-6041). 


24.- La Corte de Casación ha reconocido 
la fuerza probatoria de la tarjeta récord 
de asistencia, salvo cuando se constaten 
irregularidades en su manejo, para esta- 
blecer la inasistencia del trabajador a su 
trabajo (Sent. del 8 de septiembre de 
1975, B.J.778, p.1721). 


25.- Asimismo ha admitido, como me- 
dios de prueba, los libros oficiales de Ren- 
tas Internas (Sent. del 22 de agosto de 
1957, B.J.565, p.1685-1691; Sent. del 28 
de agosto de 1957, B.J.565, p.1734- 
1742). 
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26.- La Corte de Casación ha juzgado 
también, que si bien es cierto que en el 
contrato de trabajo y sus diversas estipu- 
laciones, los hechos relativos a su ejecu- 
ción o modificación, pueden probarse por 
todos los medios, no es menos verdadero 
que, de acuerdo con el Artículo 32 del 
CT, para que las “señas digitales” del tra- 
bajador o del empleador que no sepan 
firmar puedan ser tomadas en conside- 
ración “en las actas relativas al contrato 
o a su ejecución o modificación”, esas 
actas “deberán además ser firmadas por 
dos testigos, los cuales certificarán que 
han sido leídas a las partes y que éstas 
las han aprobado en la forma indicada 
(Sent. 31 de julio de 1957, B.J.564, 
p.1567-1575). 


Art.544.- “No obstante lo dispuesto 
en el artículo que antecede, es facul- 
tativo para el juez, oídas las partes, 
autorizar, con carácter de medida de 
instrucción, la producción posterior al 
depósito del escrito inicial, de uno o 
más de los documentos señalados en 
dicho artículo: 


1) Cuando la parte que lo solicite no 
haya podido producirlos en la fecha del 
depósito del escrito inicial, a pesar de 
haber hecho esfuerzos razonables para 
ello y siempre que en dicho escrito, o 
en la declaración depositada con éste, 
se haya reservado la facultad de solicitar 
su admisión en el curso de los 
procedimientos, especificando el 
documento de que se trata; 


2) Cuando la parte que lo solicite de- 
muestre satisfactoriamente que en la 
fecha del depósito de su escrito inicial 
desconocía la existencia del documen- 
to cuya producción posterior pretende 
hacer, o cuando la fecha de éste fuere 
posterior a la del depósito de su escrito 
inicial”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 6-7 


Comentarios, 2-5 Reapertura de debates, 8-13 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.512 del 
CT de 1951; añadiéndose únicamente en 
el numeral 1) la frase “especificando el 
documento de que se trata”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé las excepciones 
a la regla general prevista en el Art.543 
del CT para la producción de la prueba 
escrita en materia de trabajo. 


3.- Establece la facultad para el juez de 
autorizar con carácter de medida de ins- 
trucción, la producción de documentos 
con posterioridad al momento señalado 
en los Arts.508 y 513 (acompañando la 
demanda o la defensa escrita, respecti- 
vamente). Pero esta facultad está condi- 
cionada: lro.) a que la parte que solicite 
la autorización para producir uno o más 
documentos fuera del plazo indicado, no 
haya podido producirlos en la fecha del 
depósito del escrito inicial o de la defen- 
sa, a pesar de haber hecho esfuerzos ra- 
zonables para ello; 2do) y siempre que 
en dicho escrito o en la declaración soli- 
citada con éste, se haya reservado la fo- 
cultad de solicitar la admisión en el curso 
del proceso, especificando el documento 
de que se trata. 


4.- También cabe la solicitud cuando se 
demuestra “satisfactoriamente”, que se 
trata de un documento nuevo, que a lo 
fecha del depósito del escrito inicial o de 
la defensa se desconocía la existencia del 
documento, o cuando la fecha de ésto 
fuera posterior a la del depósito del es- 
crito inicial o de defensa. El régimen de 
aportación de la prueba escrita es bas 
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tante riguroso, particularmente cuando 
en el Art.542 se establece que la 
admisibilidad de cualquier medio de prue- 
ba “queda subordinada a que su pro- 
ducción se realice en el tiempo y la for- 
ma determinada por el CT”. 


5.- En la práctica, se acostumbra a hacer 
una reserva general sin especificar el do- 
cumento, y muchas veces no se cumple 
con el procedimiento previsto en los 
Arts.545 y siguientes. 


JURISPRUDENCIA 


6.- La Corte de Casación ha juzgado 
"Que si bien el Art.544 del CT dispone 
que a una parte solo se le autorizará la 
producción de documentos posterior al 
depósito del escrito inicial, cuando de- 
muestre que a la fecha del escrito inicial 
no haya podido producirlo y que con di- 
cho escrito hubiere hecho reserva de so- 
licitar su admisión en el curso de los pro- 
cedimientos, o cuando se trate de un 
documento originalmente desconocido 
por la parte que solicita su depósito ulte- 
rior o que tuviere una fecha posterior a 
la del depósito del escrito inicial, ella no 
autoriza a la contraparte a solicitar pri- 
ma facie, que el juez decida rechazar cual- 
quier documento o medio de prueba que 
en el futuro pudiere pretender utilizar el 
interesado, pues el procedimiento para 
planear ese rechazo debe ser cumplido 
en el momento en que la parte pretenda 
utilizar un documento fuera de los pla- 
zos establecidos por la ley, solicite la au- 
torización al tribunal, o en ocasión de un 
depósito realizado fuera de tiempo, sin 
cumplir con el procedimiento establecido 
a estos fines”. (Cas. del 11 de febrero de 
1998, No.9, B.J.1047, p.307). 


7.-Cuando una de las partes en litis soli- 
cita la comunicación de documentos, tie- 
ne el derecho de exigir se le presente el 
original de la pieza que va a usar su con- 
trario; la notificación hecha en el empla- 
zamiento no llena el objetivo de esa me- 


dida de instrucción, ya que la parte que 
la ha pedido no tiene, en esa circunstan- 
cia, el medio de determinar si la pieza 
notificada de ese modo, es la que en de- 
finitiva va a ser usada. (Cas. 14 noviem- 
bre 1979, B.J.828, p.2237). La fecha de 
los documentos públicos, en caso de dis- 
crepancia entre el original y las copias 
de los mismos, debe ser la del original. 
(Sent. 30 agosto 1956, B.J.553, p.1803). 


REAPERTURA DE DEBATES 


8.- Si la Cámara ordena una reapertura 
de los debates para conocer documentos 
previamente sometidos a su considera- 
ción, es porque aprecia que esos docu- 
mentos tienen alguna importancia y even- 
tualmente pueden incidir en la suerte del 
proceso. (Sent. 17 diciembre 1997, No.32, 
B.J.1045, p.513). 


9.- La reapertura de los debates es una 
facultad conferida a los jueces del fondo 
que pueden ordenarla sea de oficio o a 
pedimento de parte, cuando aparezcan 
documentos o hechos nuevos que tengan 
alguna influencia en la solución de la litis. 
(Cas.11 enero 1985, B.J.890, p.41-42). 


10.- Cuando los jueces estimen 
soberanamente que la reapertura de de- 
bates resultaría frustratoria o no cumpli- 
ría con la finalidad perseguida porque 
los documentos ofrecidos son actos que 
tienen su origen en el proceso mismo y 
figuran ya en el litigio, no tienen necesi- 
dad de exponer motivos especiales al re- 
chazar, expresa o implícitamente, la re- 
ferida medida. (Cas. 11 enero 1985, 
B.J.890, p.41-42). 


11.- La sentencia que ordena la 
reapertura de debates y la comparecen- 
cia personal de las partes es una senten- 
cia preparatoria. (Sent. 13 enero 1982, 
B.J.854, p.18). 


12.- Para ordenar la reapertura de de- 
bates es preciso que se ofrezca depositar 
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documentos nuevos que puedan variar 
la suerte del proceso o que sean decisi- 
vos para la solución del mismo. (Cas.22 
agosto 1979, B.J.825, p.1592). 


13.- La reapertura de debates sólo pro- 
cede cuando aparecen documentos o he- 
chos nuevos que las partes no pudieron 
someter al debate oportunamente y que 
los mismos sean decisivos para el proce- 
so. (Sent. 18 julio 1973, B.J.752, p.1978; 
Cas. 10 septiembre 1979, B.J.826, 
p.1693). 


Art.545.- “La solicitud de autori- 
zación indicada en el artículo 544 
debe hacerse por escrito que depo- 
sitará la parte interesada junto con 
el documento cuya producción pre- 
tenda hacer, indicando el hecho o 
el derecho que se proponga probar 
con él. 


El secretario del tribunal remitirá in- 
mediatamente copia del escrito y del 
documento a la parte contraria, para 
que en las cuarenta y ocho horas sub- 
siguientes comunique por secretaría 
su asentimiento o sus observaciones a 
lo solicitado”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.513 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra la tramitación de 
la solicitud de autorización para el depó- 
sito de documentos, fuera de los casos 
previstos en los Arts.508 y 513 del CT, de 


la cual trata el Art.544 del CT, y cuya 
solicitud debe hacerse por escrito que la 
parte interesada depositará junto con el 
documento cuya producción pretende ha- 
cer, indicando el hecho o el derecho que 
se propone establecer mediante dichos 
documentos. 


3.- El párrafo final de este texto legal prevé 
la obligación del Secretario del Tribunal de 
remitir inmediatamente reciba la solicitud, 
copia del escrito y del documento a la par- 
te contraria. Esta debe, en las cuarenta y 
ocho (48) horas subsiguientes, comunicar 
a la Secretaría del Tribunal su asentimien- 
to o sus observaciones a la indicada solici- 
tud. Este mismo procedimiento debe lle- 
narse cuando se pretende en grado de 
apelación, presentar nuevos documentos. 
(Véase comentarios al Art.631 CT). 


4.- Véase comentarios a los Arts.343 y 
344 del CT. 


Art.546..- “En las cuarenta y ocho ho- 
ras subsiguientes al vencimiento del 
plazo señalado en la última parte del 
artículo 545, el juez concederá o nego- 
rá lo solicitado, por ordenanza que co- 
municará el secretario a las partes un 
día después de su fecha, a más tardar. 


La ordenanza que autorice la produc: 
ción señalará a cada una de las par- 
tes un término no menor de tres días 
ni mayor de cinco para que expon- 
gan en secretaría, verbalmente o por 
escrito sus respectivos medios en re- 
lación con la nueva producción. 


El término señalado a la parte contro 
quien se haya producido el documento 
correrá a contar de la notificación he- 
cha por la contraria”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 
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ANTECEDENTES 


l.- Es una reproducción del Art.514 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


1.- Este texto legal se refiere al rol y fa- 
cultad del juez, a quien se le presenta 
una solicitud que autorice presentar do- 
cumentos fuera de los plazos previstos en 
los Arts.508 y 513 del CT. 


3.- Después de que la parte contraria ha 
evacuado su opinión o presentado sus 
observaciones al Tribunal en el plazo 
indicado en el Art.545, el juez, en las 
cuarenta y ocho (48) horas subsiguientes, 
concederá o negará la solicitud por 
ordenanza que comunicará el secretario 
o las partes interesadas. Esta 
comunicación debe ser hecha un día 
después de la fechal de la ordenanza, si 
no el mismo día. La referida ordenanza 
señalará a las partes un término no menor 
de tres días ni mayor de cinco para que 
expongan en Secretaría, verbalmente o 
por escrito, sus respectivos medios en 
relación a la nueva producción, esto es, 
que este plazo se otorga a ambas partes 
para que deduzcan las consideraciones 
pora interés de su defensa, fundadas o 
derivadas de los documentos autorizados 
a depositar. 


4.- El párrafo final dispone que el térmi- 
no señalado a las partes contra quien se 
haya producido el documento, comenza- 
rá a contar desde la notificación hecha 
por su contraparte. La ordenanza que 
rechaza la solicitud de autorización para 
el depósito de documentos puede ser ape- 
lda, pues se trata de una decisión defi- 
nitiva sobre un incidente. 


Art.547.- “La producción de las ac- 
tos o registros de las autoridades ad- 


ministrativas de trabajo se hará siem- 
pre mediante copias certificadas por 
el jefe de la oficina en la cual exis- 
tan los originales de los mismos. 


Las partes podrán hacerse certificar por 
el Departamento de Trabajo o por la 
autoridad local que ejerza sus funcio- 
nes, copias del contenido de sus res- 
pectivos libros, libretas, registros o 
papeles que hayan de producir en una 
contestación, cuando el uso al cual es- 
tán destinados éstos o alguna disposi- 
ción legal o reglamentaria no permi- 
tan depositarlos en la secretaría”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.515 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a la formalidad 
requerida para la producción de las ac- 
tas o registros de que tratan los numera- 
les 1, 2 y 3 del Art.541 del CT. 


DOCTRINA 


3.- La producción de estos documentos, 
actas o registros debe hacerse por copias 
certificadas, es decir, que “se hará siem- 
pre mediante copias certificadas por el 
jefe de la oficina administrativa en la cual 
existan los originales de los mismos”. Sin 
embargo, las partes pueden hacerse cer- 
tificar por el DT o por el representante 
local de trabajo, copias de sus libros, li- 
bretas, registros o papeles que hayan de 
producir en una contestación, cuando 
existan motivos que impidan su depósito 
en la Secretaría del Tribunal. 
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CAPITULO lll 


DEL TESTIMONIO 


Art.548.- “La audición de testigos 
debe efectuarse en la audiencia de 
producción de pruebas. 


Sólo pueden ser oídos los que figuren 
en lista depositada dos días antes de 
la audiencia, por lo menos, en la se- 
cretaría del tribunal, donde podrá 
cada parte solicitar la copia corres- 
pondiente. 


En cada lista se enunciarán: 


l) Los nombres, profesión, domicilio y 
residencia de cada testigo; 


2) Los nombres, profesión y domicilio 
del empleador a quien preste servi- 
cios, si el testigo es un trabajador, o 
la clase de negocio a la cual se dedi- 
que, si es un empleador, o la declara- 
ción de que el testigo no es trabaja- 
dor ni empleador; 


3) los hechos sobre los cuales puede 
declarar el testigo”. 


INDICE 
Antecedentes. 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2-5 - Contrainformativo, 31-33 


Doctrina - Derecho de Defensa, 34 
Del informativo testimonial, 6-9| - Informativo, 35-42 

Del informativo en la Ley - Poder Soberano, 43-53 
834 de 1978, 10-11 - Prueba, 54 

Importancia de la prueba tes- | - Testigos, 55-59 

umonial. Debilidades, 12-14 | - Testimonio, 60-79 
Criterio de la Corte de Casa- 

ción antes de la vigencia del 

CT de 1992, 15-30 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.516 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere al momento en 
que debe efectuarse la producción de la 
prueba testimonial. 


3.- Señala que la audición de testigo 
debe hacerse en la audiencia de pro- 
ducción de pruebas, que es la audien- 
cia subsiguiente a la del preliminar de 
la conciliación o la que fije el juez para 
tales fines. 


4.- El párrafo dispone que sólo pueden 
ser oídos los testigos que figuren en la 
lista depositada dos días antes, por lo 
menos, en la Secretaría del Tribunal. 
Esta medida tiene por finalidad, prote- 
ger el derecho de defensa y ofrecer 
oportunidad a la parte contraria para 
tomar conocimiento de la persona que 
su contraparte hará oír como testigo, y 
estar en condiciones de proponer con- 
tra ésta, las tachas de lugar y que sean 
procedentes. Dicho párrafo dispone que 
la parte contraria a la que ha hecho el 
depósito, puede solicitar copia de la re- 
lación de testigos, la cual debe conte- 
ner: nombres, profesión, domicilio, re- 
sidencia de cada testigo, la del 
empleador a quien le presten servicios 
(si el testigo es trabajador) o la clase 
de negocios a que se dedique (si el tes- 
tigo es un empleador), o la declaración 
de que el testigo no es ni una cosa ni 
otra, y asimismo los hechos sobre los 
que puede declarar dicho testigo. 


5.- Véase comentarios al Art.541, prue- 
ba testimonial. 
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DOCTRINA 
DEL INFORMATIVO TESTIMONIAL 


6.- La prueba testifical se administra me- 
diante un procedimiento que, en nuestro 
lenguaje jurídico, se conoce como infor- 
mativo o información testimonial. La 
contraprueba por testigos se llama con- 
tra-informativo o contrainformación tes- 
timonial. Es una prueba de excepción en 
materia civil (Francois Gorphe, La Apre- 
ciación Judicial de las Pruebas, Editorial 
La Ley, S.A., 1967, p.51), aunque la prin- 
cipal en materia penal. Se trata de una 
prueba relativamente simple, que a me- 
nudo es difícil de apreciar, siendo fuente 
de numerosos errores judiciales. 


7.- Para que un informativo sea ordena- 
do, es necesario que los hechos a esta- 
blecer “sean pertinentes, concluyentes, 
admisibles, que la prueba no esté prohi- 
bida por la ley y que sea posible por tes- 
tigos” (Glasson, Tissier et Morel, Tratado 
Teórico y Práctico de Organización Judi- 
cial, de Competencia y de Procedimiento 
Civil, 3ra.edic., T.Il, p.761). 


8.- En materia laboral, impera el princi- 
pio de la libertad de pruebas. Todos los 
medios de prueba son susceptibles de for- 
mar la convicción del juez, quedando en- 
tonces, a juicio del tribunal, ordenar por 
sentencia una información testimonial, 
según las circunstancias de la causa, aún 
en casos en que se hayan aportado otros 
medios legales de prueba (Cas. del 12 de 
febrero de 1964, B.J.634, p.263-267), par- 
ticularmente cuando el tribunal no está 
suficientemente edificado sobre el caso 
juzgado. (Los jueces del fondo pueden or- 
denar de oficio la prueba de los hechos 
que le parezcan concluyentes cuando no 
se consideran suficientemente edificados 
respecto de ellos. (Sent. del 12 de enero 
de 1962, B.J.618, p.2227). 


9.- En los litigios que cursan por ante los 
tribunales de trabajo, consecuentemen- 
te, la prueba testimonial no está condi- 


cionada ni prohibida, por las limitacio- 
nes previstas en el artículo 1341 del Có- 
digo Civil (La Corte de Casación ha ¡uz- 
gado que: la doble regla contenida en el 
artículo 1341 del Código Civil, que condi- 
ciona la admisibilidad de la prueba testi- 
monial en materia civil, no es aplicable en 
materia laboral. Cas.del 11 de diciembre 
de 1951, B.J.497, p.1668-1673; Cas. del 
2 de agosto de 1957, B.J.565, p.1631- 
1636), que dice textualmente: “Debe ex- 
tenderse acta ante notario o bajo firma 
privada, de todas las cosas cuya suma o 
valor excede de treinta pesos, aún por 
depósitos voluntarios; y no se recibirá 
prueba alguna de testigos en contra o 
fuera de lo contenido en las actas, ni so- 
bre lo que se alegue haberse dicho an- 
tes, en, o después de aquellas, aunque 
se trata de una suma o valor menos de 
treinta pesos. Todo esto, sin perjuicio de 
lo que se prescribe en las leyes relativas 
al comercio”. 


DEL INFORMATIVO EN LA 
Ley 834 pe 1978 


10.- Las disposiciones del CT sobre el tes- 
timonio, son complementados supletoria- 
mente por las normas sobre el informati- 
vo previstas en la Ley 834 de 1978, que 
reformó varios textos del Código de Pro- 
cedimiento Civil. El CT modifica la Ley 
834 de 1978 en cuanto a las disposicio- 
nes que, de modo expreso, establece para 
el informativo en materia de trabajo, pero 
por disposición del propio CT, dicha ley 
se aplica supletoriamente y en la medida 
que no riña con la celeridad, normas y 
propósitos esenciales del derecho de tra- 
bajo. 


11.- Algunos de los lineamientos del in- 
formativo, conforme a la citada Ley 834 
de 1978 son: a) En toda materia y ante 
todas las ¡jurisdicciones cuando el infor- 
mativo es ordenado, la prueba contraria 
puede ser hecha por testigos sin que ten- 
ga que ser ordenada; b) Están dispensa- 
dos de ser oídos como testigos: 1) las per- 
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sonas afectadas por una incapacidad 
para prestar testimonio en justicia; 2) los 
descendientes no podrán jamás ser oídos 
sobre los agravios invocados por los es- 
posos en apoyo de una demanda en di- 
vorcio; 3) pueden ser dispensados de de- 
clarar quienes justifiquen un motivo 
legítimo; y 4) también podrán negarse 
los parientes o afines en línea directa de 
una de las partes o su cónyuge, aún cuan- 
do no está divorciado. c) Las personas 
que no puedan prestar testimonio, pue- 
den no obstante, ser oídas en las mismas 
condiciones, pero sin prestar juramento. 
d) El testigo declarará su vínculo de pa- 
rentesco o de afinidad con las partes, de 
subordinación con respecto a ellas, de 
colaboración o de comunidad de intere- 
ses con las mismas (Art.79, Ley 834 de 
1978). Las personas que sean oídas en 
calidad de testigos, prestarán juramento 
de decir la verdad. El juez les advertirá 
que incurrirán en las penas de multa y 
prisión en caso de falso testimonio (Art.80, 
ley 834 de 1978). e) El juez puede, de 
oficio, o a requerimiento de parte, con- 
vocar u oír cualquier persona cuya audi- 
ción le parezca útil al esclarecimiento de 
la verdad (Art.87, Ley 834 de 1978). f) 
Los testigos que no comparezcan pueden 
ser citados a sus expensas y los que no 
comparezcan o se nieguen a declarar o 
prestar juramento sin motivo legítimo 
pueden ser condenados a una multa civil 
de $10.00 a $100.00 (Art.76, Ley 834 de 
1978). g) En todos los casos en que un 
juez ordena un informativo, el contrain- 
formativo pertenece de pleno derecho a 
la otra parte, lo que generalmente se hace 
constar en la sentencia que ordena dicha 
medida. Sin embargo, ha sido juzgado 
que los jueces que ordenan una informa- 
ción testimonial no están obligados a dis- 
poner una contrainformación, si no se 
les pide, ya que ésta es de derecho y la 
parte interesada puede promoverla siem- 
pre antes del fallo del fondo del asunto 
(Sent. del 29 de octubre de 1958, B.J.579, 
p.2323-2330). No obstante, la Ley 834 
de 1978 (Art.73) dispone que cuando el 
informativo es ordenado, la prueba con- 


traria puede ser hecha por testigos sin 
que tenga que ser ordenada. h) Los testi- 
gos se oirán separadamente y en el or- 
den que el juez determine. Serán oídos 
en presencia de las partes o en su ausen- 
cia, si han sido regularmente citadas. Ex- 
cepcionalmente, el juez puede, si las cir- 
cunstancias lo exigen, invitar a una parte 
a retirarse bajo reserva del derecho para 
ésta, de tomar inmediatamente conoci- 
miento de las declaraciones de los testi- 
gos oídos fuera de su presencia. El juez 
puede, si hay riesgo de que desaparezca 
la prueba, proceder sin plazo a la audi- 
ción de un testigo después de haber, si es 
posible, emplazado a las partes (Art.77 
de dicha Ley 834). El informativo tendrá 
lugar en presencia de los defensores de 
todas las partes o en su ausencia si han 
sido citados (Art.78). Los testigos no po- 
drán leer ningún proyecto, borrador o 
apunte (Art.81). El juez puede oír o inte- 
rrogar a los testigos sobre todos los he- 
chos para los cuales la ley admite la prue- 
ba, aunque estos hechos no estén 
indicados en la decisión que ordene el 
informativo (Art.82). El juez puede oir de 
nuevo a los testigos, confrontarlos entre 
sí o con las partes; si fuere necesario pro- 
cederá a la audición en presencia de un 
técnico (Art.84). A menos que les haya 
sido permitido o requerido a retirarse 
después de haber declarado, los testigos 
permanecerán a disposición del juez hasta 
la clausura del informativo o de los de- 
bates. Podrán hasta ese momento hacer 
adiciones o cambios a sus declaraciones 
(Art.85). Si un testigo justifica que está 
en la imposibilidad de comparecer el día 
indicado, el juez puede acordarle un pla- 
zo o trasladarse para recibir su declara- 
ción. (Art.86 de dicha ley). i) Los testigos 
declararán sus apellidos, nombres, cédu- 
la personal, fecha y lugar de nacimiento, 
su domicilio, residencia y profesión. j) 
Después del juramento, el testigo depo- 
ne libremente sobre los hechos de que 
ha oído o visto, sin que las partes pue- 
dan interrumpir su testimonio ni tratar 
de influenciar a los testigos. Tampoco di- 
rigirse directamente a ellos a pena de 
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exclusión (Art.83, Ley 834 de 1978). k) 
Las declaraciones serán consignadas en 
un acta. Sin embargo, si ellas son recibi- 
das en el curso de los debates, solamente 
se harán mención en la sentencia del nom- 
bre de las personas oídas y del resultado 
de sus declaraciones cuando el asunto 
deba ser juzgado inmediatamente en úl- 
tima instancia. El acta debe hacer men- 
ción de la presencia o ausencia de las 
partes, de sus apellidos, nombres, cédula 
personal, fecha y lugar de nacimiento, 
domicilio, residencia y profesión de las 
personas oídas, así como si hubiere lu- 
gar, del juramento prestado por ellas y 
de sus declaraciones relativas a su víncu- 
lo de parentesco o de afinidad con las 
partes, de subordinación con respecto a 
ellas, de colaboración o de comunidad 
de intereses con éstas. Cada persona oída 
firmará el acta de su declaración, des- 
pués de leída, o la certificará como con- 
forme a sus declaraciones, en cuyo caso 
se hará mención de esto en el acta. Lle- 
gado el caso se indicará la negativa o 
imposibilidad de firmarla o certificarla 
conforme. El juez pude consignar en el 
acta sus comprobaciones relativas al com- 
portamiento del testigo durante su audi- 
ción. Las observaciones de las partes se- 
rán consignadas en el acta o serán 
anexadas a la misma cuando sean escri- 
tas. Los documentos aportados al infor- 
mativo serán igualmente anexados. El 
acta será fechada y firmada por el juez y 
si hay lugar por el secretario. El juez au- 
torizará al testigo que lo requiera a reci- 
bir las indemnizaciones a las cuales pue- 
da pretender por concepto de los gastos 
en que haya incurrido (Arts.88, 89 y 90 
Ley 834 de 1978). 


IMPORTANCIA DE LA PRUEBA TESTIMONIAL. 
DEBILIDADES 


12.- En el procedimiento de trabajo la 
prueba testimonial reviste una importan- 
cia extraordinaria, habiéndose converti- 
do en la práctica, en la prueba de más 
uso y mayor aplicación, la preferida por 


los jueces de trabajo, incluyendo la prue- 
ba escrita y las propias decisiones admi- 
nistrativas de trabajo. A ello ha contri- 
buido el celo de la justicia dominicana, 
en conocer y juzgar todas las controver- 
sias que surjan entre empleadores y tra- 
bajadores, en cuyos procesos, inspirados 
en el principio de la libertad de prueba 
los jueces, generalmente, dan preferen- 
cia al testimonio sobre cualquier otro 
medio de prueba. 


13.- La preferencia que dan los jueces al 
testimonio sobre los demás medios de 
prueba no tiende a desaparecer con el 
CT de 1992, a pesar de la fuerza proba- 
toria que éste otorga a los documentos 
que los empleadores deben cumplir fren- 
te a las autoridades de trabajo y cuya 
veracidad, antes de todo litigio, éstas de- 
ben comprobar. La prueba testimonial es 
sumamente peligrosa. Se presta a injusti- 
cias, y a la legalización del testimonio 
interesado, complaciente, temeroso, pro- 
veniente de aquellos que, en menospre- 
cio de la alta función de hacer justicia, se 
apartan de la verdad por temor, interés 
o amistad. Además de estos males, dicha 
práctica conduce a que las situaciones 
de hecho en las cuales la ley autoriza a 
las autoridades administrativas de traba- 
jo a tomar decisiones, se vean eventual- 
mente sometidas a dos procesos, uno ad- 
ministrativo y otro judicial, lo que va en 
contra de la celeridad y simplicidad en la 
solución de los conflictos de trabajo. Para 
evitar esta duplicidad, la Corte de Caso- 
ción ha determinado con precisión, rei- 
teradamente, la preferencia de la vía ju- 
dicial sobre la administrativa. 


14.- Actualmente se otorga preferencia 
a los procedimientos más objetivos de in- 
vestigación, realzados en todas partes por 
el espíritu científico. Las deposiciones de 
los testigos no se pesan únicamente de 
acuerdo con sus cualidades personales y 
actos, sino también principalmente de 
acuerdo con las circunstancias externas 
del hecho y las diversas condiciones del 
testimonio. La sicología judicial ha de- 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 548 361 


mostrado la extrema debilidad de este 
medio de prueba y el escaso valor del 
¡uramento. 


CRITERIO DE LA CORTE DE CASACIÓN 
ANTES DE LA VIGENCIA DEL CT pe 1992 


15.- En relación a la prueba testimonial, 
y su aplicación, la SCJ, en funciones de 
Corte de Casación, ha dictado numero- 
sas sentencias con anterioridad a la vi- 
gencia del CT. Ha juzgado que “los jue- 
ces del fondo aprecian soberanamente 
la sinceridad del valor de los testimonios; 
que el hecho de que las declaraciones de 
un testigo no le merezcan crédito y en 
cambio edifiquen su criterio en las decla- 
raciones de otros testigos que juzguen idó- 
neos, no puede interpretarse como una 
desnaturalización del testimonio desecha- 
do (Cas. del 30 de noviembre de 1962, 
B.1628, p.1830-1839; Sent. del 28 de 
julio de 1971, B.J.728, p.2246). 


16.- Los jueces tienen un poder soberano 
para apreciar el valor del testimonio en 
justicia y pueden, por tanto, en caso de 
desacuerdo de los testigos, acoger las 
deposiciones que aprecien como sinceras 
(Cas. del 28 de octubre de 1963, 
B.J.1963, p.1195-1200). 


17.- Los jueces pueden escoger para 
formar su convicción, de las declara- 
ciones de los testigos, aquellas que les 
merezcan más crédito (Cas. del 24 de 
agosto de 196-0, B.J.601, p.1668- 
1674). 


18.- Los jueces no están obligados a dar 
motivos para ¡justificar su convicción so- 
bre las declaraciones o de los testimonios 
aportados (Cas. del 16 de marzo de 1960, 
B.J.596, p.541-546). 


19.- Los jueces no tienen la obligación 
de hacer constar en sus fallos por qué 
apoyan un testimonio en relación a otros 
(Cas. del 16 de diciembre de 1964, 
8.1653, p.1821-1828). 


20.- Nada se opone a que los empleados 
de una empresa sean válidamente oídos 
como testigos (Cas. del 14 de noviembre 
de 1958, B.J.580, p.2546-2551). 


21.- Es indiferente que los testigos sean o 
no trabajadores del patrono en causa 
(Cas. del 13 de febrero de 1956, B.J.547, 
p.272-277). 


22.- El hecho de que una persona haya 
opinado acerca de algún asunto de su 
conocimiento, por lo que haya visto u 
oído, no lo excluye de su condición de 
testigo, máxime cuando esa persona no 
ha sido tachada. Que tampoco podría 
dejarse de tomar en cuenta un testigo 
por el hecho de que el deponente tenga 
relaciones con la empresa o sea compa- 
ñero de los trabajadores (Sent. del 26 de 
noviembre de 1971, B.J.723, p.3221). 


23.- En materia laboral, en que nada se 
opone a que sean presentados como tes- 
tigos los propios compañeros de labores, 
la aportación al debate de un reporte o 
informe de un superior, no descalifica por 
sí solo a quien lo afirma para que pueda 
ser aportado como testigo, por cualquie- 
ra de las dos partes, quedando, desde 
luego, dentro de las facultades sobera- 
nas del juez apreciar la sinceridad o no 
de ese testigo (Sent. del 2 de abril de 
1971, B.J.725, p.878). 


24.- El juez no está obligado a ordenar 
un nuevo informativo, si a su juicio el 
proceso le ofrece elementos de prueba 
suficientes (Sent. del 21 de febrero de 
1950, B.J.475, p.120-126). 


25.- El juez puede negar una informa- 
ción testimonial por frustratoria e inútil 
cuando dispone de elementos de prueba 
suficientes que le permitan resolver el li- 
tigio sin necesidad de ordenar dicha me- 
dida (Sent. del 20 de julio de 1949, B.J. 
468, p.598-603). 


26.- Cuando la información testimonial 
es denegada, los jueces deben motivar la 
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negativa (Sent. del 3 de junio de 1957, 
B.J3563, p.1111-1115). 


27.- Queda a la prudencia del juez la 
apreciación de las circunstancias en que 
la prórroga de una información testi- 
monial pueda ser acordada (Sent. del 
28 de agosto de 1951, B.J.493, p.1030- 
1035). 


28.- Cuando hay divergencia de detalles 
en las declaraciones de los testigos, pero 
en cambio, en esas declaraciones hay 
congruencia en relación con la cuestión 
esencial que se procura aclarar, los jue- 
ces deben atender más lo esencial y con- 
gruente de las declaraciones, que las di- 
vergencias de detalles que pueda haber 
en ellas (Sent. del 3 de febrero de 1971, 
B.J.723, p.278). 


29.- Nuestra SCJ ha sentado el criterio 
de que “la observancia de la regla de la 
inadmisibilidad de la prueba testimonial 
respecto de negocios jurídicos superiores 
a RD$30.00 no es de orden público y di- 
cha regla no es de lugar cuando los inte- 
resados en su cumplimiento no la ale- 
guen ante los jueces del fondo y acepta 
la prueba testimonial (noviembre de 
1955, B.J.544, p.2365). 


30.- La información testimonial celebra- 
da de acuerdo con las reglas del dere- 
cho común implica un máximo de ga- 
rantía para el derecho de defensa 
(Cas.12 de mayo de 1954, B.J. 526, 
p.853). 


JURISPRUDENCIA 
CONTRAINFORMATIVO 


31.- El contra informativo es siempre una 
consecuencia del informativo, y si el uno 
no se efectuó para probar el patrono la 
justa causa del despido, es claro que es 
innecesario realizar el contra informati- 
vo. (Sent. 5 diciembre 1969, B.J.709, 
p.7310). 


32.- A la única persona que puede cau- 
sar agravio la renuncia o no celebración 
del contrainformativo, es a la persona a 
cuyo cargo debe realizarse dicha medido 
de instrucción. (Sent. 5 diciembre 1969, 
B.J.709, p.7310). 


33.- Se lesiona el derecho de defensa 
cuando se celebra el informativo sin dar 
oportunidad a la contraparte de ejercer 
su derecho al contrainformativo. (Sent. 9 
diciembre 1981, B.J.853, p.2786). 


DERECHO DE DEFENSA 


34.- Cuando la recurrente en apelación 
está citada para el conocimiento de un 
informativo testimonial y no para presen- 
tar conclusiones al fondo del recurso de 
apelación habiéndosele reservado el de- 
recho a la celebración del contrainfor- 
mativo testimonial, una vez celebrado el 
informativo testimonial debe fijar la av- 
diencia para conocer la medida y poste- 
rior presentación de las conclusiones so- 
bre el fondo de ambas partes. (Sent. 30 
septiembre 1998, No.94, B.J.1054, 
p.894). 


INFORMATIVO 


35.- El hecho de que un tribunal rechace 
ordenar una información testimonial no 
constituye una violación al derecho de 
defensa del impetrante, siempre que el 
rechazo sea motivado y esté basado en 
la prerrogativa de los jueces del fondo 
de apreciar la procedencia de esa medi- 
da. (Sent. 24 febrero 1999, No.69, 
B.J.1069, p.800). 


36.- La rigurosidad formal del procedi- 
miento del derecho civil ordinario, espe- 
cialmente con relación al informativo, no 
es aplicable a la materia de trabajo. (Sent. 
23 julio 1979, B.J.824, p.1367). 


37.- Los jueces del fondo son soberanos 
para denegar una información testimo- 
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nial, sin que ello implique un atentado al 
derecho de defensa, cuando los hechos 
que se ofrece probar, aunque fueren pro- 
bados resulten no concluyentes para los 
fines de la demanda. (Sent. 10 enero 
1968, B.J.686, p.11). 


38.- Los jueces de fondo pueden dene- 
gar una información solicitada, cuando 
estiman que esa medida es inútil o 
frustratoria por existir en el proceso ele- 
mentos de convicción suficientes para for- 
mar criterio de los hechos del litigio. 
(Sent.15 julio 1966, B.J.668, p.986). 


39.- La ley no exige al patrono que soli- 
cita un informativo articular los hechos, 
basta enunciarlos. (Sent. 23 septiembre 
1964, B.J.650, p.1404). 


40.- De una manera general, el tribunal 
que conoce de una apelación utiliza al 
dictar sus fallos de instrucción realizada 
en primer grado, instrucción que conoce 
bien las actas que han sido redactadas al 
efecto, y cuyo contenido debe ponderar 
para formar su convcción, esto, sin men- 
gua del derecho que le asiste para orde- 
nar nuevas medidas, si las practicadas 
por el Juez de primer grado las estima 
insuficientes. (Sent. 23 octubre 1964, 
B.J.651, p.1559). 


41.- Al disponer la Cámara a-qua la ce- 
lebración de un informativo dando como 
Único motivo “que no se siente suficiente- 
mente sustanciada”, sin ponderar el in- 
formativo hecho con anterioridad ante el 
juzgado de primer grado, ha violado el 
artículo 141 del Código de Procedimien- 
to Civil. (Sent. 31 enero 1961, B.J.606, 
p.104-105). 


42.- Procede anular un procedimiento de 
informativo cuando no se haya cumplido 
con la notificación de los nombres de los 
testigos. (Sent.3 agosto 1962, B.J.625, 
p.1207). 


PODER SOBERANO 


43.- La presunción creada en la primera 
parte del artículo 2279 del Código Civil 
no impide al juez laboral admitir las prue- 
bas testimoniales en virtud de los pode- 
res soberanos de que para ello está in- 
vestido. (Sent. 21 diciembre 1948, B.J.461, 
p.1982-1993). 


44.- De una manera general los jueces 
del fondo aprecian libremente con exclu- 
sión de todo criterio artificial, el resulta- 
do de la prueba testimonial aportada de 
modo regular, en la instrucción del pro- 
ceso. (Sent. 19 octubre 1949, B.J.471, 
p.866-870). 


45.- El apreciar la procedencia o no 
procedencia de la información testimo- 
nial que se les pida, no faculta a los 
jueces para presentar como fundamen- 
to de sus decisiones, hechos que no ten- 
gan relación alguna con lo decidido. 
(Sent. 18 octubre 1950, B.J.483, 
p.1000-1009). 


46.- Los jueces del fondo tienen un po- 
der soberano para apreciar el valor del 
testimonio en justicia y pueden por tan- 
to, en caso de desacuerdo de los testi- 
gos, acoger las deposiciones que apre- 
cien como sinceras. (Sent. 28 diciembre 
1963, B.J.639, p.1199). 


47.- Los jueces del fondo apreciarán 
soberanamente el valor de las decla- 
raciones de los testigos, pudiendo es- 
coger para formar su convicción, 
aquellos que les merezcan más crédi- 
to; por tanto, dichos jueces actuaron 
de acuerdo con sus facultades al des- 
estimar, después de oídas por ser os- 
tensiblemente interesadas y sospecho- 
sas, además de imprecisas y falta de 
claridad, la declaración de los testi- 
gos. (Sent. 24 agosto 1960, B.J.601, 
p.1671). 
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48.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente el valor de los testimo- 
nios que se producen en un informativo; 
y al basar su decisión en las declaracio- 
nes que le merecen mayor crédito, no in- 
curren con ello en el vicio de 
desnaturalización. (Sent. 16 septiem- 
bre1959, B.J.590, p.1879). 


49.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para ponderar el valor 
de los elementos de prueba sometidos al 
debate y para establecer mediante tal 
ponderación los hechos de la causa, no 
estando obligados a exponer las razones 
de su apreciación. (Sent. 27 julio 1960, 
B.J.600, p.1486). 


50.- Los jueces aprecian soberanamente 
el valor de las deposiciones de los testi- 
gos y sus decisiones al respecto escapan 
al control de la casación, a menos que 
no incurran en desnaturalización. (Sent. 
29 mayo 1963, B.J.632, p.320). Los jue- 
ces del fondo aprecian soberanamente 
la sinceridad y el valor de los testimo- 
nios. El hecho de que la declaración de 
un testigo no merezca crédito no puede 
interpretarse como desnaturalización del 
testimonio desechado. (Sent. 14 agosto 
1964, B.J.649, p.1238). 


51.- El hecho de que algunos testigos de 
una causa produzcan sus testimonios en 
un sentido favorable a una de las partes, 
no impide a los jueces del fondo dar ma- 
yor crédito a las declaraciones de otros 
testigos en sentido contrario. (Sent. 20 
marzo 1961, B.J.608, p.601). 


52.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente el valor del testimonio; 
cuando una sentencia no le atribuye fuer- 
za probatoria alguna a la declaración de 
un testigo, no puede ser censurada en 
casación, a menos que dicha declaración 
haya sido desnaturalizada, lo que no ha 
ocurrido en el presente caso. (Sent. 29 
julio 1959, B.J.588, p.1519). 


53.- Los jueces aprecian soberanamente 
las pruebas que son sometidas a su con- 
sideración y no tienen la obligación de 
hacer constar en sus fallos por qué apo- 
yan un testimonio con relación a otros. 
(Sent. 16 diciembre 1964, B.J.653, 
p.1827). Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente el valor de las declara- 
ciones de los testigos y sus decisiones al 
respecto escapan al control de la casa- 
ción, a menos que incurran en desnatu- 
ralización. (Sent. 17 marzo 1965, B.J.656, 
p.339). 


PRUEBA 


54.- La sentencia desconoce la libertad 
de pruebas que existe en esta materia 
cuando descarta la posibilidad de que la 
inasistencia de un trabajador sea proba- 
da a través del testimonio de un superi- 
sor, si la empresa no está dotada de me- 
canismos de control de tarjetas de 
asistencia de los trabajadores. (Sent. 16 
septiembre 1998, No.67, B.J.1054, 
p.730). 


TESTIGOS 


55.- “Que la obligación que tiene la par- 
te que pretende hacer oír testigos en la 
audiencia de producción de pruebas, de 
depositar una lista de esos testigos dos 
días antes de la audiencia, tiene como 
finalidad facilitar que la contraparte rea- 
lice las indagatorias pertinentes que le 
permitan solicitar la exclusión como tes- 
tigo de toda persona que se encuentre 
afectada por cualquiera de la tachas in- 
dicadas en el Art.553 del CT, por lo que 
el depósito se puede realizar dos días 
antes de la audiencia donde depondrán 
los testigos y no necesariamente en la pri- 
mera audiencia que para los fines de pro- 
ducción de pruebas fije el tribunal”. (Cos. 
del 11 de febrero de 1998, No.9, 
B.J.1047, p.310). 
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56.- “La decisión del juez de primer grado 
de autorizar al demandante, a depositar 
por secretaría la lista de testigos en un 
plazo de dos días antes de la audiencia 
que habría de fijarse para la discusión del 
caso, no constituye ninguna violación a la 
ley, ni la concesión de ningún derecho al 
demandante, sino la reiteración de una 
obligación que a su cargo pone la ley, 
para el caso de que pretendiera escuchar 
testigos en la audiencia de producción de 
pruebas”. (Cas. del 11 de febrero de 1998, 
No.9, B.J.1047, p.310). 


57.- “De acuerdo al procedimiento esta- 
blecido en el Código de Trabajo para el 
conocimiento de las demandas labora- 
les, para la audición de testigos no es 
necesario que el juez ordene la celebra- 
ción de una información testimonial, sino 
que basta que éste fije la audiencia en 
que se deberán producir y discutir las 
pruebas para que ambas partes puedan 
presentar los testigos que estimen conve- 
nientes al establecimiento de los hechos 
en que fundamentan sus pretensiones, 
siempre que hubieren depositado los da- 
tos de ellos en el mencionado plazo de 
dos días antes, por lo menos, de la cele- 
bración de la audiencia”. (Cas. del 11 de 
febrero de 1998, No.9, B.J.1047, p.310). 


58.- La obligación que tiene la parte que 
pretende hacer oír testigos en la audien- 
cia de producción de pruebas, de depo- 
sitar una lista de esos testigos dos días 
antes de la audiencia, tiene como finali- 
dad facilitar que la contraparte realice 
las indagatorias pertinentes que le per- 
mitan solicitar la exclusión como testigo 
de toda persona que se encuentre afec- 
tada por cualquiera de las tachas indica- 
das en el Art.553 del CT. (Sent. 7 julio 
1999, No.8, B.J.1064, p.557). 


59.- El depósito se puede realizar dos días 
antes de la audiencia donde depondrán 
los testigos y no necesariamente en la 
primera audiencia para los fines de pro- 
ducción de pruebas fije el tribunal. (Sent. 
7 julio 1999, No.8, B.J.1064, p.557). 


TESTIMONIO 


60.- El poder soberano de apreciación 
de que disponen los jueces del fondo en 
esa materia le permiten fundamentar su 
fallo en las declaraciones de los testigos 
que le merecen entero crédito. (Sent.10 
febrero 1999, No.30, B.J.1059, p.552). 


61.- Los jueces, frente a declaraciones dis- 
tintas, gozan de la facultad de acoger 
aquellas que a su juicio les parezcan más 
verosímiles y sinceras.(Sent.10 febrero 
1999, No.26, B.J.1059, p.528; Sent. 6 
enero 1999, No.9, B.J.1058, p.282). 


62.- En materia laboral nada se opone a 
que sean admitidas como elementos de 
juicio las declaraciones de los propios 
compañeros de labores, así como tam- 
bién los reportes que han sido presenta- 
dos a un superior, lo que no descalifica 
por sí solo a quien lo firma para que pue- 
da ser oído como testigo a petición de 
cualquiera de las dos partes, quedando, 
desde luego, dentro de las facultades so- 
beranas del juez el apreciar la sinceridad 
y verosimilitud de sus declaraciones. (Sent. 
28 julio 1999, Megacorp, S.A., Vs.William 
Torres Thomas, B. J. 1064, p.822). 


63.- Lo que determina la parcialización 
de las declaraciones de un testigo son las 
contradicciones de éstas con los hechos 
de la causa o la evidente falsedad de su 
contenido. (Sent. 22 julio 1998, No.72, 
B.J.1052, p.829). 


64.- Las disposiciones del artículo 548 del 
Código de Trabajo que obliga a las par- 
tes a depositar la lista de testigos dos días 
antes de la audiencia de producción de 
pruebas, tiene como finalidad dar opor- 
tunidad a la parte contra quien se oirán 
los testigos de presentar las tachas y ob- 
servaciones que considere de lugar. (Sent. 
10 junio 1998, No.21, B.J.1051, p.394). 


65.- La mayor o menor credibilidad de 
un testimonio no depende de la catego- 
ría de la persona deponente, sino de que 
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el testimonio esté más acorde con los he- 
chos de la causa y del grado de sinceri- 
dad que aprecie un tribunal en las ex- 
presiones de un testigo. (Sent. 10 ¡unio 
1998, No.23, B.J.1051, p.413). 


66.- Los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar el valor de las declaracio- 
nes de los testigos, pudiendo escoger para 
formar su convicción aquellas que les 
merezcan más crédito y sin que la cir- 
cunstancia de que los testigos sean em- 
pleados de la empresa afecte la validez 
de sus testimonios, cuando no sean des- 
naturalizados. (Sent. 11 mayo 1984, 
B.J.882, p.1130). 


67.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para apreciar el valor 
probatorio del testimonio, salvo desna- 
turalización, así como para frente a tes- 
timonios disímiles escoger el que estimen 
más ajustado a la verdad y a las circuns- 
tancias de la causa, todo lo cual escapa 
al control de la casación. (Sent. 3 febre- 
ro 1984, B.J.879, p.273). 


68.- Es de principio que la SCJ no puede 
censurar la apreciación del valor de los 
testimonios que reciban los jueces del fon- 
do, a menos que se produzcan en esa 
apreciación una desnaturalización o dis- 
torsión de los hechos. (Sent. 24 marzo 
1982, B.J.856, p.325). 


69.- La credibilidad o no que atribuyen 
los jueces del fondo a la declaración de 
un testigo, solo puede ser censurada en 
casación cuando se haya incurrido en 
desnaturalización. (Sent. 19 agosto 1981, 
B.J.849, p.2108). 


70.- Si bien los jueces del fondo son so- 
beranos para apreciar el valor de los tes- 
timonios según el grado de sinceridad con 
que sean ofrecidos y la verosimilitud ma- 
yor o menor que tengan con otros ele- 
mentos de juicio, en la especial materia 
de trabajo, los jueces no pueden descar- 
tar testigos ni desestimar testimonios ya 
vertidos sobre la única base de que los 


deponentes eran empleados u obreros de- 
pendientes del patrono. (Sent. 7 mayo 
1980, B.J.834, p.919). 


71.-Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente la pertinencia y utilidad 
de la prueba testimonial ofrecida, y pue- 
den, por tanto, denegar libremente di- 
cha medida de instrucción cuando en- 
tienden que los hechos a probar están 
contradichos o desmentidos por los do- 
cumentos de la causa; por consiguiente, 
la sentencia que rechaza por cuestiones 
de puro hecho una demanda de infor- 
mativo, no está sujeta a la censura de la 
casación. (B.J.597, p.2082-2126). 


72.- En materia laboral en que son ad- 
misibles todas las pruebas, nada se opo- 
ne en derecho a que los empleados u 
obreros de una empresa cualquiera sean 
oídos válidamente como testigos en los 
litigios entre el patrono y sus trabajado- 
res, quedando sólo al libre juicio del tri- 
bunal, la apreciación y valorización de 
sus declaraciones. (Sent. 9 octubre 1974, 
B.J.767, p.2693). 


73.- Nada se opone a que los jueces del 
fondo, en uso de las facultades que le 
otorga la ley en materia laboral, formen 
su criterio respecto del estado de embria- 
guez del trabajador, mediante la audi- 
ción de un ex-servidor de la compañía, 
cuando por las circunstancias del caso, 
la versión de dicho testigo le pareciese 
más ajustada a la realidad. (Sent. 4 di- 
ciembre 1972, B.J.745, p.2990). 


74.- El derecho de defensa debe quedar 
siempre protegido y el equilibrio entre las 
partes en el proceso debe mantenerse, 
para lo cual es necesario que se dé a la 
parte con interés contrario los nombres 
de los testigos cuya audición se propone. 
(Sent. 28 abril 1971, B.J.725, p.1048- 
1049). 


75.- Es necesario admitir para una bue- 
na administración de justicia, especial 
mente en materia laboral en donde nada 
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se opone a que sean presentados como 
testigos los propios compañeros de la- 
bor, que la aportación al debate de un 
reporte o un informe a un superior, no 
descalifica por sí solo a quien lo firma 
para que pueda ser aportado como testi- 
go por cualquiera de las dos partes, que- 
dando desde luego dentro de las faculta- 
des soberanas del juez el apreciar la 
sinceridad o no de ese testimonio. (Sent. 
2 abril 1971, B.J.725, p.885). 


76.- No puede dejarse de tomar en cuenta 
un testimonio por el hecho de que el 
deponente tenga relaciones con la em- 
presa o sea compañero de los trabajado- 
res, a menos que se haya propuesto con- 
tra él una tacha legalmente atendible. 
(Sent. 26 noviembre 1971, B.J.732, 
p.3226). 


77.- El hecho de que una persona haya 
opinado acerca de algún asunto de su 
conocimiento por lo que haya visto u oído 
no lo excluye de su condición de testigo, 
máxime si esa persona no es tachada 
como testigo. (Sent. 26 noviembre 1971, 
B.J.731, p.3226). 


78.- El hecho de que en apelación una 
parte cualquiera solicite la repetición, con 
los mismos testigos, de un informativo 
practicado en primera instancia, no pue- 
de significar que el peticionario del nue- 
vo informativo reconoce el buen funda- 
mento de la sentencia de primera 
instancia fundada en base al primer in- 
formativo. (Sent. 4 julio 1969, B.J.704, 
p.1500). 


79.- Cuando haya divergencias de deta- 
lle en las declaraciones de los testigos, 
pero en cambio en esas declaraciones 
haya congruencia en relación con la cues- 
tión esencial que se procura aclarar, los 
jueces deben atender más lo esencial y 
congruente de la declaración que las di- 
vergencias de detalle que pueda haber 
en ellas. (Sent. febrero 1971, B.J.723, 
p.278). 


Art.549.- “No pueden admitirse tes- 
timonios contra el contenido de un acta 
escrita cuya validez haya sido reco- 
nocida o declarada. 


El acta cuyas firmas o contenido no 
hayan sido objeto de contestación se 
tendrá como reconocida”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4 


Comentarios, 2-3] Jurisprudencia, 5-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.517 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto no admite la prueba testi- 
monial contra el contenido de un acta 
escrita que no haya sido controvertida o 
cuya validez haya sido reconocida o de- 
clarada. El texto no indica a qué clase de 
acta se refiere (acta de audiencia, acta 
notarial, acta de una asamblea general, 
acta de conciliación o no acuerdo, acta 
de infracción), ni el momento en que debe 
ser controvertida o reconocida, ni tam- 
poco por quién: si por las partes o por 
qué autoridad. 


3.- Debido a que se trata de una excep- 
ción al principio general de libertad de 
pruebas en materia de trabajo, debe 
interpretarse restrictivamente. Pero el pro- 
pósito del legislador ha sido mantener la 
fuerza probatoria hasta inscripción en 
falsedad de las actas auténticas, en los 
casos en que no sea cuestionable el libre 
consentimiento o la actuación de funcio- 
nario público en el ejercicio de sus fun- 
ciones. Cabe reconocer como aceptado y 
no controvertido el contenido de un acta 
pública o privada al cual se haya dado 
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ejecución voluntaria sin ningún tipo de 
reservas. 


DOCTRINA 


4.- El párrafo final se refiere al valor re- 
conocido a las firmas o contenidos que 
no hayan sido objeto de contestación, las 
cuales se tendrán, en tal caso, como re- 
conocidas y por tanto, no pueden ser 
combatidas por la prueba testimonial. 


JURISPRUDENCIA 


5.- Nuestra SCJ ha juzgado que para que 
un acta escrita impida la admisión de tes- 
timonio contra ella, al tenor del Art.549 
del CT, no basta con que sea un acta 
auténtica sino que es necesario que la 
misma no haya sido objeto de contesta- 
ción en el curso del proceso. (Sent. 2 de 
diciembre de 1998, B. J. 1057. p.361). 
También ha juzgado en la misma senten- 
cia que es necesario que “el acta auténti- 
ca no haya sido objeto de contestación 
en el curso del proceso”. En el caso juz- 
gado el demandante cuestionó el conte- 
nido del acta notarial alegando que fir- 
mó el referido documento tras haber sido 
apresado, sin que el mismo reflejara su 
libre voluntad de poner fin al contrato 
de trabajo por el mutuo consentimiento. 
La Corte de Casación juzgó en tales cir- 
cunstancias que “no puede considerarse 
como un acta a los fines del referido 
Art.549 del CT, sin que ello implique des- 
conocimiento del valor probatorio hasta 
inscripción en falsedad que corresponde 
a la actuación notarial, que no resulta 
afectada con la audición de un testigo 
que declare sobre los hechos de la cau- 
sa”. También ha juzgado nuestra Corte 
de Casación que “las afirmaciones que 
emanan del oficial público no hacen fe, 
sino cuando se trata de comprobaciones 
que tenía la misión de hacer y no de aque- 
llas que son simplemente la expresión de 
su apreciación personal” (Sent. del 17 de 
abril de 1998; B.J.941, p.465). 


6.- Para que no puedan ser admitidos 
testimonios contra el contenido de un 
acta escrita, al tenor del artículo 549 
del Código de Trabajo, es necesario que 
la misma no haya sido objeto de nin- 
guna contestación, que su contenido 
haya sido admitido por la parte contra 
quien se opone, dentro de la esfera pro- 
cesal. (Sent. 17 febrero 1999, No.41, 
B.J.1059, p.628). 


7.- Lo que prohibe el artículo 549 del 
Código de Trabajo es que un hecho 
consagrado documentalmente que haya 
sido admitido por las partes o que no 
haya sido contestado por la parte a 
quien se le opone, pueda ser contradi- 
cho a través del testimonio; el hecho 
de que la recurrida presentara un testi- 
go para contradecir las declaraciones 
formuladas por el testigo presentado 
por la recurrente, es una demostración 
de que estaba en desacuerdo con el tes- 
timonio de dicho testigo, resultando 
inaplicable la prohibición del referido 
artículo 549 del Código de Trabajo. 
(Sent. 25 noviembre 1998, No.57, 
B.J.1056, p.637). 


8.- Para que un acta escrita impida la 
admisión de testimonio contra ella al te- 
nor del Art.549, no basta que ésta sea 
un acta auténtica, sino que es necesario 
que la misma no haya sido objeto de con- 
testación en el curso del proceso. (Sent. 
2 diciembre 1998, No.15, B.J.1057, 
p.361). 


9.- La actuación notarial no resulta afec- 
tada con la audición de un testigo que 
declare sobre los hechos de la causa. 
(Sent. 2 diciembre 1998, No.15, B.J.1057, 
p.362). 


10.- En regla general y bajo reserva de 
las excepciones establecidas por la Ley, 
ninguna forma determinada se impone 
para la redacción de los escritos privados 
destinados a servir como instrumentos de 
prueba; el único elemento necesario para 
la confección de un escrito probatorio de 
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esta naturaleza es la firma de las partes; 
que éstas no están obligadas a emplear 
la lengua española, pudiendo redactar 
el escrito en cualquier otro idioma (Sent. 
24 abril 1951, B.J.489, p.422). Para ser 
oponible a una persona un acto privado, 
es necesario de una manera general, que 
esté firmado por ella. (Sent. 30 septiem- 
bre de 1949, B.J.470, p.833). 


Art.550.- “Antes de comenzar la au- 
dición de los testigos, el juez pedirá a 
las partes que precisen lo que se pro- 
pongan probar con ella. 


Los hechos no contestados, los que ten- 
gan relación con la prohibición con- 
tenida en el artículo 549 y los que ca- 
rezcan de pertinencia serán excluidos 
por el juez, de oficio o a solicitud de 
parte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.518 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la fase 
previa a la audición de testigos. El juez 
pedirá a las partes que precisen lo que se 
proponen establecer mediante la prueba 
testimonial. Se trata de una disposición 
que no es privativa del Derecho Laboral. 
Proviene del Derecho Común. 


DOCTRINA 


3.- Glason, Tisier y Morel, (T.2, 
p.761.n.648), enseñan que para que un 
informativo sea ordenado, es preciso que 
los hechos alegados sean pertinentes, con- 
cluyentes, admisibles, que la prueba no 
sea prohibida por la ley y que sea posible 
por testigos (Jottin Cury, Formularios Ano- 
tados del Procedimiento Civil Dominica- 
no, Tomo l, p. 113). Pertinentes equivale 
aquí a hechos relativos a la demanda: con- 
cluyentes, es decir, susceptibles de entra- 
ñar el rechazo de las pretensiones de la 
parte adversa, y admisibles, cuando los 
hechos, suponiéndolos probados, deban 
ejercer una influencia seria sobre la sen- 
tencia (Garsonnet et Cézar-Bru, t.2, 
no.235, p-375). 


4.- El informativo- dice Cury- tiende no 
solo a establecer la existencia de hechos 
materiales, sino también de los actos ju- 
rídicos, cuando en virtud del Art.1341 del 
Código Civil, no sea necesario extender 
escrito alguno. El informativo procede aún 
para establecer hechos jurídicos por en- 
cima del límite fijado por el repetido 
Art.1341 del C.Civil, en el caso de existir 
un comienzo de prueba por escrito. 


5.- El párrafo de este artículo establece 
que el juez excluirá de oficio, o a petición 
de parte, los hechos no contestados o con- 
trovertidos, los que tenían relación con la 
prohibición prevista en el Art.549 del CT, 
y los que carezcan de pertinencia. 


6.- La Corte de Casación ha juzgado que, 
en materia de trabajo, no es aplicable el 
Art.1341 del Código Civil (Sent. del 2 de 
agosto de 1957, B.J.565, p.1635; Sent. 
del 11 de diciembre de 1951, B.J.497, 
p.1668-1673). 


7.- Véase comentarios Art.549 del CT. 
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Art.551.- “No pueden declarar como 
testigos los menores de quince años, sal- 
vo cuando se trate de trabajadores. 


Sin embargo, el juez puede admitir o 
disponer que se oiga como simple re- 
lato lo que sea del conocimiento de 
los menores de quince años no traba- 
jadores cuyo discernimiento fuere pre- 
sumible, en caso de falta o insuficien- 
cia de todo otro elemento de prueba”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.519 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere al testimonio de 
menores de edad. 


3.- La mayoridad en nuestro país se 
alcanza a los dieciocho (18) años, 
pero el Art.17 del CT prevé cuándo 
un menor de dieciocho años se repu- 
ta mayor de edad para los fines de 
las leyes de trabajo, pudiendo, conse- 
cuentemente, ser parte en un contrato 
de trabajo. Estos menores (menor 
emancipado, o menor no emancipado 
que haya cumplido dieciséis años de 
edad, o menor no emancipado mayor 
de catorce y menor de dieciséis con la 
autorización de sus padres o uno de 
éstos, o de su tutor) con capacidad 
para los fines del contrato de trabajo 
pueden ser oídos como testigos. Di- 
cho en otros términos: estos menores 
no deben incluirse dentro de los me- 
nores a que se refiere este texto le- 
gal, pues el Art.17 del CT los reputa 
mayores de edad. 


4.- El párrafo de este texto permite al 
juez admitir o disponer que los menores 
de edad de que trata el Art.551 se oigan 
“como simple relato de lo que sea de su 
conocimiento”. El juez puede admitir o 
disponer que los menores de quince años 
no trabajadores, cuyo discernimiento 
fuere presumible, pueden relatar lo que 
sea de su conocimiento, pero únicamen- 
te “en caso de falta o insuficiencia de 
otro elemento de prueba”. En este su- 
puesto, el legislador reconoce fuerza pro- 
batoria al relato del menor de quince 
años no trabajador. 


Art.552.- “Los testigos declararán 
por separado y no podrán hacer uso 
de escrito, diagrama o dibujo algu- 
no. 


Antes de declarar, cada testigo dirá, 
a invitación del juez, su nombre, 
profesión, domicilio y residencia, si 
es pariente o afín de una de las par- 
tes, en qué grado, y luego prestará 
juramento o hará solemne promesa 
de decir la verdad”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2 - Juramento, 5 


Doctrina, 3-4 - Testigos, 6-9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.520 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra una disposición 
que no es privativa del Derecho de Tro- 
bajo, sino común al proceso de la apor- 
tación de prueba testimonial conforme 
al procedimiento civil. El Art.81 de la Ley 
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834 de 1978 establece que ” los testigos 
no podrán leer ningún proyecto, borra- 
dor o apunte”. 


DOCTRINA 


3.- Según dice Froilán Tavares (Elemen- 
tos de Derecho Procesal Civil Dominica- 
no, Vol.ll, p.252), “el testigo es la perso- 
na que relata lo que ha percibido por 
medio de los órganos de los sentidos, es- 
pecialmente lo que ha visto u oído, en 
relación con los hechos de la causa”. Por 
eso no se le permite hacer uso de escrito, 
diagrama o dibujo alguno. El testimonio 
es oral, público y contradictorio. Se trata 
de un principio general de Derecho que 
tiene el carácter de una garantía consti- 
tucional. Un testigo no puede declarar 
ante un notario. El testigo debe hacer su 
declaración ante un juez. 


4.- El párrafo final establece una for- 
malidad que tampoco es privativa del 
Derecho de Trabajo. El testigo compa- 
rece ante el juez y es invitado por éste, 
antes de presentar su declaración, a 
decir su nombre y generales; si tiene 
algún parentesco o es afín a una de las 
partes y en qué grado; y si vive o tra- 
baja bajo la dependencia de alguna de 
ellas. Luego, prestará juramento o pro- 
mesa solemne de decir la verdad. Esta 
formalidad es importante, pues las ta- 
chas propuestas contra un testigo de- 
ben ser presentadas con anterioridad a 
su juramentación ante el juez que pre- 
side el Tribunal. 


JURISPRUDENCIA 
JURAMENTO 


5.- La falta del juramento de los testigos 
en un informativo sumario, no está san- 
cionado con la nulidad ni es materia de 
orden público. (Sent. 23 diciembre de 
1946, B.J.437, p.912). 


TESTIGOS 


6.- La tacha contra un testigo no pro- 
puesta antes de su juramentación y de- 
claración puede implicar una aceptación 
tácita a lo que declara. (Sent. 2 abril 
1971, B.J.725, p.885). 


7.- Los testigos deben ser oídos por sepa- 
rado. (Sent. 4 julio 1960, B.J.600, p.1321- 
1327) 


8.- Las tachas de los testigos deben opo- 
nerse antes de las declaraciones de los 
mismos. (Sent. 2 julio 1960, B.J.600, 
p.1326). 


9.- Los jueces del fondo aprecian sobera- 
namente el valor de las deposiciones de 
los testigos, y sus decisiones al respecto 
escapan al control de la casación, a me- 
nos que incurran en desnaturalización. 
(Sent. 18 mayo 1962, B.J.622, p.696). 


Art.553.- “Serán excluídos como tes- 
tigos, a solicitud de parte: 


1) El pariente o afín de una de las 
partes, en línea directa sea cual fuere 
el grado, y en la colateral hasta el 
cuarto grado inclusive; 


2) El cónyuge de una de las partes o 
la persona que lo haya sido; 


3) La persona que viva bajo el mismo 
techo con una de las partes, a cual- 
quier título que sea; 


4) La persona que sostenga o haya 
sostenido una litis con una de las par- 
tes en el curso de los dos años ante- 
riores al caso para el cual se requiere 
su declaración; 


5) La que mantenga una actitud noto- 
riamente hostil o de manifiesta ene- 
mistad respecto de una de las partes 
o de su mandatario; 
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6) La que haya estado ligada a una de 
las partes por algún contrato de trabajo 
terminado por voluntad unilateral, con 
justa causa o sin ella, en el curso de los 
seis meses anteriores al caso para el 
cual se requiere su declaración; 


7) La que hay sido condenada en vir- 
tud de una sentencia irrevocable por 
crimen, o por robo, estafa, abuso de 
confianza o falso testimonio. 


En todo caso, el juez presidente pue- 
de admitir la tacha de cualquier tes- 
tigo siempre que haya grave sospecha 
de que tiene interés en deponer en 
favor o en contra de una de las par- 


n 


tes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Tacha, 6-16 
Comentarios, 2-3 - Testigos, 17-21 
Doctrina, 4-5 - Testimonio, 22-28 
Jurisprudencia 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.521 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal enuncia las tachas que 
pueden ser propuestas contra los testigos 
en materia de trabajo. 


3.- Este texto comprende motivos de ta- 
cha que provienen del Derecho Común y 
otros propios de la materia laboral. En 
este grupo cabe citar la persona que sos- 
tenga o haya sostenido una litis en el curso 
de los dos años anteriores al caso para el 
cual se requiere su declaración y la que 
haya estado ligada a alguna de las par- 
tes por algún contrato de trabajo en el 
curso de los seis meses anteriores al caso 
juzgado. Los lazos sanguíneos o de afini- 


dad con una de las partes, la condición 
de cónyuge o ex-cónyuge, la de vivir bajo 
el mismo techo a cualquier título que sea 
o la de mantener una actitud notoria- 
mente hostil o de manifiesta enemistad 
respecto de una de las partes o de su 
mandatario y la de haber sido condena- 
do por sentencia irrevocable por crimen, 
robo, estafa, abuso de confianza o falso 
testimonio, son motivos de tacha respec- 
to a este texto legal. 


DOCTRINA 


4.- Hostil significa contrario o enemigo 
y enemigo el que tiene mala voluntad y 
el que desea o hace mal a otro. El he- 
cho de rendir un informe reportando el 
resultado de una investigación no cons- 
tituye un acta de hostilidad ni enemis- 
tad y no justifica una tacha en materia 
de trabajo. 


5.- El párrafo final autoriza al juez que 
preside el tribunal a admitir la tacha de 
cualquier testigo cuando existan o consi- 
dere que existan graves sospechas de que 
tiene interés en deponer a favor o en con- 
tra de una de las partes. Se trata de una 
apreciación que cae dentro del poder so- 
berano del juez que, no obstante, debe 
ofrecer motivación suficiente para justifi- 
car su dictamen. 


JURISPRUDENCIA 
TACHA 


6.- No descalifica por sí solo a quien lo 
afirme para que pueda ser oído como 
testigo, a petición de cualquiera de las 
partes, quien ha hecho reportes o de- 
nunciado la falta cometida, quedando 
desde luego, dentro de las facultades so- 
beranas del juez, apreciar la sinceridad 
y veracidad de sus declaraciones. (Sent. 
3 marzo 1978, B.J.808, p.499). 
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1.- Las tachas o reproches de los testigos 
en el informativo sumario son las mismas 
del informativa, ordinario. (Sent. marzo 
1972, B.J.736, p.475). 


8.- Nada impide a la empresa proponer 
la tacha del testigo que ha hecho en jus- 
tcia, con anterioridad, una reclamación 
similar contra el patrono. (Sent. 1 sep- 
tiembre 1971, B.J.730, p.2532). 


9.- El hecho de que una persona haya 
opinado acerca de algún asunto de su 
conocimiento por lo que haya visto y oído, 
no lo excluye de su condición de testigo; 
tampoco podría dejarse de tomar en cuen- 
ta un testimonio por el hecho de que el 
deponente tenga relaciones con la em- 
presa o sea compañero de los trabajado- 
res, a menos que se haya propuesto con- 
tra él una tacha legalmente atendible. 
(Sent. 26 noviembre 1971, B.J.732, 
p.3221). 


10.- Nada se opone en derecho a que 
los empleados y obreros de una empresa 
cualquiera sean oídos válidamente como 
testigos en los litigios entre patronos de 
la empresa y sus trabajadores, quedan- 
do sólo a la libre ponderación de los jue- 
ces, teniendo en cuenta esa circunstan- 
cia, la apreciación y valorización de sus 
declaraciones. (Sent.del 14 de noviem- 
bre de 1958, B.J.580, p.2550). 


11.- En materia de trabajo es completa- 
mente indiferente- salvo en los casos de 
tacha propuesta formalmente- que los 
testigos sean o no trabajadores del pa- 
trono en causa, que el hecho de que no 
lo sean es más bien una garantía de im- 
parcialidad para las partes y especialmen- 
te para los trabajadores litigantes (Sent. 
del 13 de febrero de 1956, B.J. 547, 
p.272-277). 


12.- La tacha que establece el Art.283 
del Código de Procedimiento Civil contra 
los dependientes y criados, no se aplican 
en principio a los obreros, ya que éstos 
no se encuentran en un estado de de- 


pendencia tal con respecto de sus patro- 
nos que haga presumible su parcialidad 
en una información testimonial (Sent. del 
20 de marzo de 1952, B.J.500, p.506- 
513 


13.- En sent. del 12 de mayo de 1961 
(B.J.610, p.955-961), el tribunal acoge 
la tacha del deponente y luego admite su 
declaración y la desestima como elemen- 
to de convicción por sospechosa y con- 
tradictoria. 


14.- La circunstancia de que el Juez a- 
quo al realizar el análisis de los testimo- 
nios producidos en la contra-información 
testimonial, haya calificado de “sospecho- 
sa” la sinceridad de la deposición de un 
testigo determinado, no está con ello ad- 
mitiendo una tacha contra ese testigo, sino 
ponderando el valor de su declaración 
como elemento de prueba, puesto que la 
admisión de una tacha hubiera implicado 
el rechazamiento puro y simple del testi- 
monio producido sin previo examen. (Sent. 
19 octubre 1949, B.J.471, p.869). 


15.- El simple anuncio del abogado de 
que “se interpondrá un recurso contra la 
decisión de tacha”, sin la prueba de que 
tal recurso estuviera ya interpuesto, no 
obliga al tribunal a ordenar la suspen- 
sión que se le pedía. (Sent. 15 diciembre 
1952, B.J.509, p.2323). 


16.- Es correcta la decisión del Tribunal 
que rechaza la tacha propuesta contra 
un testigo basada en su condición de 
Gerente de Recursos Humanos de la em- 
presa. (Sentencia No. 30 del 22 de sep- 
tiembre de 1999, B. J. 1066, p.803). 


TESTIGOS 


17.- Cuando se participa en el interro- 
gatorio que se le hizo a un testigo for- 
mulando preguntas, se le da asentimien- 
to a la medida haciéndose definitiva. 
(Sent. 21 octubre 1998, No.39, B.J.1055, 
p.624). 
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18.- Es admisible que compañeros de 
trabajo depongan como testigos. 
(Sent.diciembre 1963, B.J.641, p.1397). 


19.- En materia de trabajo es comple- 
tamente indiferente- salvo en los casos 
de tacha propuesta formalmente- que 
los testigos sean o no trabajadores del 
patrono en causa y que el hecho de 
que no lo sean es más bien una garan- 
tía de imparcialidad para las partes y 
especialmente para los trabajadores 
litigantes. (Sent. 13 febrero 1956, 
B.J.547, p.276). 


20.- La tacha que establece el mismo 
Art.283 del Código de Procedimiento 
Civil contra los dependientes y criados, 
no se aplica en principio a los obreros 
ya que éstos no se encuentran en un 
estado de dependencia tal con respec- 
to de sus patronos que haga presumi- 
ble su parcialidad en una información 
testimonial, máxime, después que nues- 
tras leyes laborales admiten todo gé- 
nero de pruebas en los litigios origina- 
dos a los obreros y una indemnización 
en despido injustificado por parte de 
sus patronos. (Sent. 20 marzo 1952, 
B.J.500, p.506-513). 


21.- En materia laboral nada se opone a 
que sean admitidos como elementos de 
juicio las declaraciones de los propios 
compañeros de labores, así como tam- 
bién los reportes que ha sido presenta- 
dos a un superior, lo que no descalifica 
por sí solo a quien lo firma para que pue- 
da ser oído como testigo a petición de 
cualquiera de las dos partes, quedando, 
desde luego, dentro de las facultades so- 
beranas del juez el apreciar la sinceridad 
y verosimilitud de sus declaraciones. (Sent. 
21 julio 1999, No.39, B.J.1064, p.769). 


TESTIMONIO 


22.- El hecho de que una persona sea 
empleada de una parte no implica nece- 


sariamente la parcialización de su testi- 
monio. (Sent. 22 julio 1998, No.84, 
B.J.1052, p.898). 


23.- Cuando en un litigio las partes en- 
tiendan que uno o más testigos tienen 
algún motivo comprobado para espe- 
rar o sospechar que sus deposiciones 
serán parcializadas, pueden declararlo 
a los jueces para que éstos decidan o 
queden prevenidos de la circunstancia 
expresada. (Sent. 9 junio 1976, B.J.787, 
p. 1013). 


24.- Nada se opone a que sea oído 
como testigo, en materia laboral, el su- 
pervisor que ha rendido un informe o 
reporte sobre los hechos que motivaron 
el despido. (Sent.2 abril 1971, B.J.725, 
p.885). 


25.- Nada se opone a que el capitán de 
un buque sea oído como testigo. (Sent. 
28 mayo 1969, B.J.702, p.1119). 


26.- El hecho de que se omitan los 
nombres de los testigos que van a ser 
oídos no puede constituir un motivo 
de casación cuando antes de efectuarse 
la información testimonial la parte in- 
teresada no haya hecho petición al- 
guna para la radicación de esos nom- 
bres. (Sent. 28 mayo 1969, B.J.702, 
p.1155). 


27.- La circunstancia de que el testigo 
tenga relaciones de negocios con el 
recurrido no puede por sí sola hacer 
insinceras sus declaraciones. (Sent. 21 
septiembre 1966, B.J.670, p.1779). 


28.- El hecho del tribunal rechazar la 
tacha propuesta contra un testigo, ba- 
sado en su condición de Gerente de 
Recursos Humanos no obliga a darle 
crédito a sus declaraciones sino a pon- 
derar las mismas y deducir su valor 
probatorio. (Sentencia No.30 del 22 
de septiembre de 1999, B. 
J3.1066,p.803). 
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Art.554.- “La parte interesada en ha- 
cer excluir la audición de un testigo por 
una de las causas enumeradas en el ar- 
tículo 553, debe proponer la tacha co- 
rreespondiente antes de que el testigo 
preste juramento o haga promesa de 
decir la verdad. 


El juez interrogará al testigo tachado 
acerca de los hechos en los cuales se 
funde la causa invocada y decidirá 
seguidamente”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Sentencia, 5 
Comentarios, 2-4 - Tacha, 6 
Jurisprudencia 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.522 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto guarda relación estrecha 
con el párrafo del Art.552. Consagra de 
modo expreso el momento en el cual debe 
ser propuesta la tacha contra un testigo, 
fundada en una de las causas enumera- 
das en el Art.553, que son las causas le- 
gales por las cuales puede ser tachado 
un testigo. 


3.- Conforme a este texto legal, se debe 
proponer la tacha correspondiente antes 
que el testigo preste juramento o haga pro- 
mesa de decir la verdad. Esta disposición 
tampoco es propia del Derecho del Traba- 
jo, sino que proviene del Derecho Común. 


4.- El párrafo de este texto se refiere al 
procedimiento subsiguiente a la tacha pro- 
puesta contra el testigo, el cual será inte- 
rogado inmediatamente por el juez acer- 
ca de los hechos en que se funde la tacha 
invocada, debiendo decidir inmediatamen- 


te en la misma audiencia acogiendo o des- 
estimando la tacha propuesta. 


JURISPRUDENCIA 
SENTENCIA 


5.- La sentencia relativa a la tacha de 
testigos no es preparatoria ni interlocu- 
toria, sino definitiva sobre un incidente, 
y por tanto susceptible de apelación. 
(Sent. 19 octubre 1974, B.J.767). 


TACHA 


6.- La negligencia del patrono no puede 
perjudicar a la otra parte, si por su 
inasistencia él perdió la oportunidad de 
proponer la tacha del testigo o la irregu- 
laridad de su citación. (Sent. 13 octubre 
1972, B.J.743, p.2522). 


Art.555.- “El juez señalará al testigo 
que no haya sido objeto de tacha o cuya 
tacha no haya sido admitida, los hechos 
sobre los cuales habrá de versar su de- 
claración de acuerdo con la indicación 
que conste en la lista depositada por la 
parte interesada y le pedirá que los re- 
late. 


Una vez terminada la relación de los 
hechos, el juez, los vocales y en últi- 
mo término las partes, podrán inte- 
rrogar al testigo o pedirle explica- 
ciones acerca de los hechos 
comprendidos en su relación o co- 
nexión con ésta, así como de cuales- 
quiera circunstancias que puedan po- 
ner de manifiesto su veracidad o su 
imparcialidad. 


El juez podrá intervenir en el interroga- 
torio que hagan los vocales o las partes, 
sea para concretar o explicar al testigo 
las preguntas, ya para limitarlas, cuan- 
do sea procedente, ya en fin, para ex- 
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cluirlas, en el caso de que, a juicio suyo, 
insinúen la contestación que desee ob- 
tener quien las haya hecho”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.523 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento de la prueba del testimonio o 
aportación de la prueba testimonial. El 
juez, después de tomar el juramento al 
testigo que no ha sido objeto de tacha o 
cuya tacha ha sido desestimada, le seña- 
lará los hechos sobre los cuales habrá de 
versar su testimonio, conforme a la indi- 
cación que conste en la lista depositada 
por la parte interesada al tenor del 
Art.548, y conforme a lo declarado por 
la parte interesada en la audición del tes- 
tigo a que se refiere el Art.550. 


DOCTRINA 


3.- Esta formalidad tiene escasa aplica- 
ción práctica, limitándose de hecho el tri- 
bunal a solicitar al testigo que declare lo 
que es de su conocimiento sobre el caso 
juzgado. Luego procede a interrogar di- 
rectamente al testigo. Después de termi- 
nado el relato de los hechos efectuado 
por el testigo, el juez, los vocales y final- 
mente las partes proceden a interrogar- 
le, o a pedirle explicación acerca de su 
relato de los hechos o sobre hechos 
conexos con su declaración, incluyendo 
cualquier circunstancia que pueda poner 
de manifiesto su imparcialidad o su vera- 
cidad. 


4.- Este texto consagra la facultad de los 

vocales de interrogar directamente a los 
testigos y aunque no lo dice de modo 
expreso, el interrogatorio que corresponde 
a las partes se hace por intermedio del 
juez que preside el tribunal. 


5.- El párrafo final faculta al juez a inter- 
venir “en el interrogatorio que hagan los 
vocales o las partes, sea para concretar 
o explicar al testigo las preguntas, ya 
para limitarlas, cuando sea procedente, 
ya en fin, para excluirlas, en el caso de 
que, a juicio suyo, insinúen la contesta- 
ción que desee obtener quien las haya 
hecho”. 


6.- El Art.83 de la Ley 834 de 1978 esta- 
blece que “en toda materia y ante todas 
las jurisdicciones cuando el informativo 
es ordenado, la prueba contraria puede 
ser hecha por testigos sin que tenga que 
ser ordenada”. Se ha sostenido que al 
tenor del Art.555 del CT, en materia de 
trabajo, el interrogatorio de las partes al 
testigo se hará directamente, y no por la 
mediación del juez, como es tradicional 
en el derecho común, donde “el juez hará, 
si lo estima necesario, las preguntas que 
las partes le sometan”. Disposición seme- 
jante prevé el Art.250 del Código de Pro- 
cedimiento Criminal, según el cual “no 
se podrá interrumpir al testigo: el acusa- 
do o su abogado o defensor podrán ho- 
cerle preguntas después de su declara- 
ción, por conducto del presidente del 
tribunal”. 


7.- El CT de 1992 consagra únicamente: 
a) el deber del tribunal de señalar al tes- 
tigo los hechos sobre los cuales habrá de 
versar su declaración; b) el derecho de 
los vocales y de las partes, de interrogar 
al testigo; c) la facultad del juez de inter- 
venir en el interrogatorio (de los vocales 
o las partes), para concretar o explicar dl 
testigo las preguntas o para limitarlas o 
excluirlas, cuando fuere pertinente. El 
hecho de que dicho Código no diga que 
el interrogatorio se hará con lo 
intermediación del juez, no significa que 
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se prevé interrogatorio directo al testigo. 
Frente al silencio del legislador, se aplica 
supletoriamente el derecho común. 


Art.556.- “El juez podrá, también, li- 
mitar hasta tres el número de testigos 
que presente cada una de las partes 
para deponer sobre el mismo hecho, 
caso en el cual deberá escoger, para su 
audición, los que señale la parte que 
los haya requerido”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5-9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.524 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra la facultad del 
juez de limitar el número de testigos. 
Establece un máximo de tres testigos 
para cada parte. La disposición consti- 
tuye una aplicación particular de los 
principios de celeridad y simplicidad, 
propios del proceso en materia laboral. 
Sin embargo, nada se opone a que con 
posterioridad a la audición de los testi- 
gos a que se refiere este texto legal, el 
tribunal disponga de oficio la audición 
de un nuevo testigo o la comparecen- 
cia personal de las partes cuando con- 
sidere que ello es necesario para la 
mejor sustanciación del caso. Del mis- 
mo modo, el juez puede limitar a dos la 
audición de testigos por cada parte o 
suspender la misma cuando a su juicio 
esté suficientemente edificado. Del mis- 
mo modo, después de agotada la infor- 
mación testimonial y el contrainforma- 
tivo de derecho, también puede 
proceder con arreglo al Art.530 del CT 


frente a las partes o a los testigos, des- 
pués de la deposición de éstos. 


DOCTRINA 


3.- El juez goza del poder soberano en la 
apreciación de la prueba testimonial y 
puede dar preferencia a aquellas partes 
de los testimonios que considere más ajus- 
tados a la verdad. 


4.- Véase Art.533 y 542. 


JURISPRUDENCIA 


5.- Al apreciar y ponderar las declara- 
ciones de los testigos, el tribunal puede 
decidirse por aquellas que a su juicio le 
merecieran mayor crédito, sin que tu- 
viera que ponderar las declaraciones en 
particular de cada testigo (Sent. del 29 
de noviembre de 1968, B.J. 696, 
p.2620). 


6.- Los jueces del fondo aprecian sobe- 
ranamente la sinceridad del valor de 
los testimonios; que el hecho de que 
las declaraciones de un testigo no le 
merezcan crédito y en cambio edifiquen 
su criterio en las declaraciones de otros 
testigos que juzguen idóneos, no pue- 
de interpretarse como una desnaturali- 
zación del testimonio desechado (Sent. 
del 30 de noviembre de 1962, B.J.628, 
p.1838). 


7.- Los jueces del fondo aprecian sobera- 
namente el valor de los testimonios que 
se producen en un informativo, y al ba- 
sar su decisión en las declaraciones que 
le merecen mayor crédito, no incurren 
con ello en el vicio de desnaturalización 
(Sent. del 16 de septiembre de 1959, 
B.J.590, p.1879). 


8.- El hecho de que algunos testigos de 
una causa produzcan sus testimonios en 
un sentido favorable a una de las partes, 
no impide a los jueces del fondo dar ma- 
yor crédito a las declaraciones de otros 


378 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 556-557 


testigos en sentido contrario (Sent. del 
20 de marzo de 1961, B.J.608, p.601). 


9.- Los jueces del fondo no están obliga- 
dos en sus decisiones a dar razones de 
los motivos que hayan tenido, al ponde- 
rar los testimonios de la causa, para for- 
mar su convicción en un sentido determi- 
nado, y de por qué han preferido unos 
testimonios a otros (Sent.del 16 de mar- 
zo de 1960, B.J.596, p.545). 


Art.557.- “En el acta de audiencia 
debe hacerse constar sumariamente la 
declaración de cada testigo, así como 
las preguntas que se le hayan hecho y 
las respuestas correspondientes”. 


INDICE 


Doctrina, 3-4 
Jurisprudencia, 5 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.525 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Consagra menciones específicas que 
debe contener el acta de audiencia. 


DOCTRINA 


3.- Se refiere a la declaración de cada 
testigo que debe aparecer sumariamente 
en dicha acta, las preguntas y respuestas 
correspondientes. Pero el acta debe con- 
tener además otras menciones: nombre y 
composición del Tribunal, lugar, fecha de 
la audiencia, nombre de las partes, con- 
clusiones o pedimentos formulados por 
éstas y decisión del Tribunal. 


4.- En la práctica el acta es firmada por 
cada testigo. En esta materia se aplica 
supletoriamente al Derecho Común. El 
Art.89 del la Ley 834 de 1978 establece 
que “cada persona oída firmará el acta 
de su declaración, después de leída, o la 
certificará como conforme a sus declara- 
ciones, en cuyo caso se hará mención de 
ésto en el acta. Llegado el caso se indica- 
rá la negativa o imposibilidad de firmar- 
la o certificarla conforme”. 


JURISPRUDENCIA 


5.- El hecho de que sus declaraciones no 
sean leídas a los testigos ni éstos firmen 
las actas, no es causa de nulidad ni vicia 
el testimonio si las actas de audiencia es- 
tán firmadas por el Secretario del tribu- 
nal, quien conforme al Art.71 de la Ley 
de Organización Judicial, tiene fe públi- 
ca en el ejercicio de sus funciones. (Sent. 
21 abril 1978, B.J.809, p.877). 
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CAPITULO IV 


DE LA INSPECCIÓN DIRECTA DE 
LUGARES Y DE COSAS 


Art.558.- “Cuando los hechos 
expuestos por las partes en sus 
respectivos escritos o en el curso de la 
audiencia de conciliación resulte útil a 
la substanciación de la causa la 
inspección directa de alguna fábrica, 
taller o cualquier lugar de trabajo, 
dependencia o accesorio del mismo o 
que tenga relación inmediata con la 
ejecución de contratos de trabajo, el juez 
podrá ordenar, a solicitud de parte, por 
insinuación de uno de los vocales o de 
oficio, el traslado del tribunal a la fábrica, 
taller o lugar del cual se trate. 


Tendrá igual facultad, cuando la utili- 
dod de la inspección resulte de las ob- 
servaciones y exposiciones que hagan 
las partes en la audiencia de produc- 
ción y discusión de pruebas o en las 
ampliaciones subsiguientes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-8 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.526 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia el Capitulo relativo a 
la inspección directiva de lugares y co- 
sas. 


DOCTRINA 


3.- la prueba directa es un medio de 
prueba eficaz, que comprende: a) la ins- 
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pección de lugares, o lo que los france- 
ses llaman “descenso sobre los lugares”, 
o “vista de los lugares”, de uso frecuente 
en proceso penal, particularmente en los 
casos de accidentes de tránsito, lo que 
permite al juez recoger indicios suscepti- 
bles de formar su convicción, mediante 
la comprobación material de los hechos; 
y b) el peritaje, comprobaciones de or- 
den técnico que el tribunal pone a cargo 
de entendidos en la materia, v.g. un mé- 
dico, un ingeniero, un contador público 
autorizado, químicos, peritos de diversa 
naturaleza, etc. 


4.- La inspección de lugares y cosas pue- 
de ser ordenada de oficio o a pedimen- 
to de parte interesada. Las restriccio- 
nes del artículo 295, in fine, del Código 
de Procedimiento Civil, en el sentido de 
que el tribunal no puede ordenar de 
oficio esta medida, cuando un peritaje 
sea posible o esté dispuesto por ley, no 
es aplicable en materia laboral, donde 
el juez puede disponer siempre el des- 
censo sobre los lugares, o cualquier otra 
medida de instrucción para el esclare- 
cimiento de los asuntos sometidos a su 
dictamen. 


5.- Queda pues, a la apreciación sobe- 
rana del juez de trabajo, disponer cuan- 
do lo considere útil o pertinente a la subs- 
tanciación de la causa, la inspección 
directa de alguna fábrica, taller u otro 
lugar de trabajo, o cualquier otro sitio 
que a su juicio tenga relación con el tra- 
bajo prestado, o la litis de la cual está 
apoderado, estando esta facultad dentro 
del papel activo del juez y de su poder 
soberano de apreciación. Esta medida 
podrá ser ordenada en el curso de cual- 
quier audiencia, sea cual fuere el grado 
del proceso, escapando la misma, en la 
precitada circunstancia, al control de la 
Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Corte de Casación. De igual manera, 
el juez puede hacerse acompañar de pe- 
ritos o testigos, si con ello entiende se le 
facilita el establecimiento de la verdad y 
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está en condiciones de juzgar con mayor 
propiedad los hechos. 


6.- La inspección directa de lugares y 
cosas se caracteriza por la inmediativi- 
dad entre el juez, las partes y las prue- 
bas, y la identidad física del juez con el 
lugar y las cosas relativas al caso juz- 
gado, de manera que garantiza el co- 
nocimiento directo de los hechos por el 
magistrado. 


7.- Este texto legal inicia las normas re- 
lativas a la inspección directa de lugares 
y de cosas. Se trata de un medio de prue- 
ba que no es privativo del Derecho de 
Trabajo. Cuando los hechos expuestos 
en los escritos de las partes u oralmente 
en audiencia, por éstas o por los testi- 
gos no bastan al tribunal para el escla- 
recimiento del caso, puede resultar útil 
a la sustanciación de la causa, la ins- 
pección directa de alguna fábrica, taller 
o lugar de trabajo que tenga relación 
inmediata con la ejecución del trabajo o 
los hechos en los cuales se fundamenta 
la demanda. En estos casos, el juez pue- 
de disponer, de oficio o a petición de 
parte interesada, o por insinuación de 
alguno de los vocales, el descenso del 
tribunal al lugar de los hechos (fábrica, 
taller, establecimiento, dependencia de 
la empresa o lugar de que se trate). El 
contacto directo con la realidad, con el 
modus operandi de la ejecución del tra- 
bajo, el conocimiento inmediato de la 
empresa y sus dependencias puede ser 
útil al tribunal para la compresión de la 
declaración de los testigos y de las par- 
tes y para dictar un fallo más acorde 
con la verdad. 


8.- El párrafo de este artículo consagra 
la facultad del juez o del tribunal para 
ordenar la inspección directa de lugares 
y cosas cuando resulte útil y necesario de 
las observaciones y exposiciones que ha- 
gan las partes durante el procedimiento 
de ¡juicio o en las ampliaciones subsiguien- 
tes o cuando el tribunal tenga alguna 


duda que puede ser aclarada con dicha 
inspección. 


Art.559.- “En el caso previsto en 
la primera parte del artículo 558, el 
juez podrá disponer que la audien- 
cia de producción y discusión de 
pruebas, en su primera etapa o en 
ambas, tenga lugar en la misma fá- 
brica, taller o lugar objeto de la ins- 
pección”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.527 del 
CT de 1951, con una adecuación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del artículo precedente. 


3.- La inspección directa de lugares y de 
cosas autorizada en la parte principal del 
Art.558 del CT, puede acompañarse con la 
celebración de la audiencia de producción 
y discusión de pruebas en la fábrica, taller 
establecimiento o cualquier lugar de tra- 
bajo, dependencia o accesorio del lugar 
que tenga relación inmediata con la ejecu- 
ción del contrato o su terminación. 


4.- Esta medida puede ser dispuesta tan- 
to en la primera etapa de la fase de pro- 
ducción y discusión de pruebas o poste- 
riormente. En el lenguaje común se 
conoce como el descenso del tribunal dl 
lugar de los hechos. Es un medio de prue 
ba practicado con cierta frecuencia en dl 
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proceso penal donde el Tribunal acostum- 
bra a trasladarse y celebrar audiencia 
pública, v.g en el lugar de un accidente 
de tránsito. 


Art.560.- “Cuando la utilidad de la 
inspección sólo se refiera a una o más 
cosas cuyo desplazamiento es posible 
con poco o ningún gasto o perjuicio de 
su propietario y sin interrupción apre- 
ciable del trabajo, la inspección podrá 
hacerse en el local donde se constituya 
el tribunal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.528 del 
CT de 1951. 


2.- Este texto se refiere al caso en que el 
desplazamiento de la cosa o cosas a 
inspeccionarse por el tribunal, es posible 
con poco o ningún gasto o perjuicio del 
propietario y con o sin interrupción apre- 
ciable del trabajo. 


DOCTRINA 


3.- En este supuesto se permite el desplaza- 
miento de la cosa o cosas al local del tribu- 
nal donde éste celebra sus audiencias pú- 
blicas. Se trata sin duda de bienes muebles 
que pueden ser trasladados al Tribunal a 
fin de que éste pueda inspeccionarlos sin 
necesidad de desplazarse de su asiento. 


Art.561.- “La inspección directa po- 
drá ser ordenada en el curso de cual- 
quier audiencia, comprendida la de con- 
ciliación o mediante ordenanza. 


En el primer caso, la indicación de lu- 
gar, día y hora hecha por el juez, al 
ordenarla, valdrá citación a las partes 
presentes o debidamente representa- 
das. 


Cuando la inspección haya de verifi- 
carse en virtud de ordenanza, el se- 
cretario citará a las partes, para que 
estén presentes, si lo desean. 


Se procederá del mismo modo cuan- 
do la inspección haya sido ordenada 
en audiencia, respecto de la parte no 
compareciente o no representada”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.529 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Esta norma se refiere al momento en 
que puede ser ordenada la inspección 
directa de lugar y cosas. 


DOCTRINA 


3.- Prevé tres situaciones diferentes o en 
cualquier etapa del proceso. A saber: a) 
el juez puede ordenarla en cualquier au- 
diencia, incluso en la fase del preliminar 
de la conciliación; b) puede ordenarla en 
el curso del proceso durante la deposi- 
ción de los testigos; y c) puede ordenarla 
de oficio después de cerrados los deba- 
tes, mediante una decisión u ordenanza. 
Cuando la medida es dispuesta en au- 
diencia en presencia de las partes, la in- 
dicación del lugar, día y hora hecha por 
el juez vale citación para las partes pre- 
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sentes o debidamente representadas en 
la audiencia. 


4.- Cuando la inspección directa se 
dispone por una ordenanza o decisión 
del tribunal (sin estar presentes las 
partes), el Secretario citará a las partes 
para el lugar, día y hora señalados en 
la ordenanza, para que estén presentes 
si así lo desean y consideran 
pertinente. 


5.- El párrafo final de este artículo dispo- 
ne que se procederá del modo última- 
mente señalado, cuando la inspección 
haya sido ordenada en audiencia respecto 
de la parte no compareciente o no re- 
presentada. La decisión u ordenanza que 
dispone la inspección directa de lugares 
y cosas no tiene carácter interlocutorio 
sino preparatorio. 


Art.562..- “Entre la fecha de la citación 
y de la inspección debe haber un término 
que permita a las partes estar presentes 
o hacerse representar. 


En los casos de inspección de lugar or- 
denada en audiencia, el juez podrá dis- 
poner que el traslado se efectúe in- 
mediatamente, y aunque la audiencia 
continúe en el lugar objeto de la ins- 
pección, siempre que las partes se en- 
cuentren presentes o debidamente re- 
presentadas. 


Podrá procederse de igual modo en los 
casos de inspección de cosas cuyo des- 
plazamiento inmediato es posible, según 
se prescribe en el Art.560". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.530 con 
una alteración al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al plazo de 
la comparecencia para la inspección di- 
recta de lugares y cosas. 


DOCTRINA 


3.- No señala un plazo específico, sino 
que deja el término para la inspección a 
la discreción del juez. Sin embargo, dis- 
pone que entre la fecha de la citación y 
la fecha de la inspección debe haber un 
término que permita a las partes estar 
presentes o hacerse representar. El plazo 
es franco y no se computan como señala 
el Art.495 del CT, los días legalmente no 
laborables. 


4.- La disposición precedentemente indi- 
cada se refiere a los casos en que la ins- 
pección haya de verificarse en virtud de 
una ordenanza o decisión del tribunal, 
en la cual las partes o una de ellas no 
estén presentes. 


5.- Cuando la inspección directa es 
ordenada en audiencia, el juez puede 
disponer que el descenso del tribunal al 
lugar de los hechos se efectúe de 
inmediato o en una fecha determinada. 
En el primer caso, la audiencia debe 
continuar en el lugar objeto de lo 
inspección, siempre que las partes se 
encuentren presentes o estén debidamente 
representadas. El tribunal puede así 
mismo disponer que los testigos y las 
partes sean oídos en el lugar objeto de la 
inspección, sea inmediatamente, si la 
audiencia continúa en dicho lugar o en 
la fecha para la cual se fija la inspección 
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directa del lugar o las cosas. Puede 
igualmente limitar su descenso a la simple 
inspección de lugares y de cosas. 


6.- El párrafo final de este texto legal, 
faculta al juez a proceder de igual modo 
en los casos de inspección de cosas cuyo 
desplazamiento inmediato es posible, si- 


tuación prevista expresamente en el 
Art.560 del CT. 


Art.563.- “El Secretario redactará 
octa de toda inspección”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.531 del 
CT de 1951. 


383 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal pone a cargo del se- 
cretario levantar el acta relativa a la ins- 
pección ordenada por el tribunal. 


DOCTRINA 


3.- Dicha acta debe contener las enun- 
ciaciones propias de todas las actas de 
audiencia: lugar y fecha, nombre y com- 
posición del tribunal, los hechos y men- 
ciones que el juez o los jueces conside- 
ren necesarios hacer constar en el acta, 
así como todas las comprobaciones y de- 
talles relativas al lugar o a las cosas ins- 
peccionadas, particularmente aquellas 
relativas al caso juzgado o conexas o 
relacionadas con éstas. 


4.- Este acta tiene el carácter de un acta 
auténtica, pues se trata de un acta 
instrumentada por un funcionario público 
en el ejercicio de sus funciones habituales. 
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CAPITULO V 
DE LOS INFORMES PERICIALES 


Art.564.- “El juez podrá ordenar, a 
solicitud de parte o de oficio, que se 
proceda a un examen de peritos, 
cuando la naturaleza o las circunstan- 
cias del litigio exijan conocimientos 
especiales”. 


INDICE 


Doctrina, 3-7 
Jurisprudencia, 8-13 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.532 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El texto del Art.564 inicia las nor- 
mas relativas a los informe periciales 
que es una de los modos de prueba 
previstos en el Art.541. Prevé la facul- 
tad del juez de ordenar un peritaje, 
de oficio o a petición de parte, cuan- 
do la naturaleza o circunstancia del 
litigio exijan de conocimientos espe- 
ciales. 


DOCTRINA 


3.- Perito es aquella persona elegida en 
razón de sus conocimientos técnicos por 
el juez o las partes, o también por un 
tercero designado por la ley y que tiene 
por misión, proceder a exámenes, com- 
probaciones y apreciaciones de hecho 
cuyo resultado consigna en una memo- 
ria o informe, que en la mayoría de los 
casos debe depositar en la secretaría del 
tribunal (Henri Capitant, Vocabulario Ju- 
rídico, Ediciones Depalma, Buenos Aires, 
Argentina. pág.422). 


4.- El informe pericial o experticio puede 
ser ordenado a juicio del tribunal, para 
edificarse sobre materias que requieran 
conocimientos técnicos especiales que el 
juez no tiene, y sin los cuales el tribunal 
no podría apreciar con claridad ni exac- 
titud los hechos y documentos de la cau- 
sa. El tribunal de trabajo puede ordenar 
un peritaje, como cualquier otra medida 
de instrucción, cuando no se encuentre 
suficientemente edificado. 


5.- El peritaje en materia laboral, no está 
sujeto a las formalidades y condiciones 
del peritaje ordinario. Las partes pueden 
elegir los peritos, y el juez confirmar la 
elección, como el propio tribunal puede 
nombrarlos de oficio. Las causas de re- 
cusación de los peritos son las mismas 
que la ley establece para la tacha de tes- 
tigos. La recusación del perito, en virtud 
del principio que consagra el derecho de 
defensa, es permitido a las partes en el 
proceso de trabajo. 


6.- El resultado de los peritos no liga al 
juez; el juez no está obligado a acatar el 
resultado de la actuación de los peritos. 
El informe pericial tiene consecuentemente 
el carácter de una información sustepti- 
ble de formar la convicción del juez en 
asuntos que exijan la actuación especial 
de dichos técnicos. 


7.- Froilán Tavares (Elementos de Dere- 
cho Procesal Civil Dominicano, Vol.ll, 
p.272-274) dice que cuando el proceso 
plantea cuestiones cuya solución exige 
conocimientos técnicos que el juez no 
posee, es preciso que él recurra a perso- 
nas que tengan esos conocimientos a fin 
de que le emitan un dictamen razonado 
contentivo de los elementos aplicables a 
la solución del caso.[Esas personas en- 
tendidas son llamadas peritos o exper- 
tos. Peritaje, peritación, juicio pericial o 
experticio es la operación por medio de 
la cual los peritos o expertos proceden al 
examen de los hechos sometidos a su con- 
sideración. Informe o información 
pericial, es la relación escrita de las in- 
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vestigaciones de todo género que los pe- 
ritos han llevado a cabo, con indicación 
del resultado de las apreciaciones técni- 
cos a que han llegado. 


JURISPRUDENCIA 


8.- La Corte de Casación ha juzgado que 
el informe de los peritos constituye sim- 
plemente una opinión que no obliga al 
tribunal, el cual conserva siempre com- 
pleta libertad para estatuir en el sentido 
que le dicte su convicción (Manuel D. 
Bergés Chupani, Jurisprudencia Domini- 
cana, No.551, Peritos, Edic.1957-1961, 
p.266). 


9.- También, ha juzgado nuestro más alto 
tribunal de justicia, que “al ordenar la 
Corte a-qua una información testimonial 
encaminada a establecer una situación 
jurídica distinta a la admitida por el peri- 
to designado en su informe, no podía in- 
currir en la violación de los Arts.1319 y 
1320 del Código Civil” (Sent. del 23 de 
diciembre de 1957, B.J.569, p.2624- 
2640). 


10.- Asímismo ha establecido, que los 
jueces, ante quienes se niega la veracidad 
de una firma, pueden hacer, por sí 
mismos, la verificación correspondiente, 
si les pareciere posible, sin necesidad de 
recurrir al procedimiento de verificación 
de escritura organizado por el Código 
de Procedimiento Civil, procedimiento que 
es puramente facultativo para dichos 
jueces (Sent. del 16 de septiembre de 
1963, B.J.638, p.1004). 


11.- Cuando los jueces proceden a rea- 
lizar ellos mismos una verificación de 
firma, no están sujetos a las formalida- 
des previstas para esta medida de ins- 
trucción en el Código de Procedimiento 
Civil, sino que forman su convicción de 
acuerdo con los hechos y documentos 


de la litis (Sent. del 25 de marzo de 
1960, B.1.526, p.393). 


12.- Ha sido juzgado también por la Cor- 
te de Casación (Sent. del 4 de agosto de 
1971, B.J.729, p.2291-2297) “que es pre- 
ciso admitir que, cuando surge un litigio 
entre empleadores y empleados por ra- 
zón de bonificaciones reclamadas por los 
últimos que deban calcularse sobre el 
volumen de las ventas o los beneficios, y 
en principio la obligación del pago de 
esas bonificaciones no sea discutida... la 
exhibición de los libros de cuentas y ope- 
raciones del empleador en caso de liti- 
gio... constituye un medio de prueba fun- 
damental que no puede negarse, si se 
pide formalmente, sin que esa denega- 
ción configure una lesión al derecho de 
defensa del empleado”. 


13.- Véase comentarios Art.558 del CT. 


Art.565.- “El examen puede ser or- 
denado en el curso de una audiencia o 
por ordenanza. 


En uno u otro caso, el juez debe indicar: 
1) Los nombres de uno o más peritos; 


2) La facultad de las partes de sustituir 
por otros o aún por uno solo de su elec- 
ción, los designados por el juez; 


3) El objeto preciso sobre el cual habrá 
de versar el examen; 


4) El día y la hora en que deben prestar 
juramento los peritos designados o sus 
sustitutos. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.533 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al momento 
en que puede ser ordenado el informe 
pericial y a las menciones que el juez debe 
indicar cuando recurre o autoriza este 
medio de prueba. 


DOCTRINA 


3.- Según este texto, dicho informe pue- 
de ser dispuesto tanto en el curso de una 
audiencia como posteriormente, mediante 
una decisión del tribunal. Por tanto, en 
un caso como en el otro, la sentencia u 
ordenanza debe indicar: los nombres del 
perito o peritos designados; la facultad 
de las partes de sustituir por otros o aún 
por uno solo de su elección, los designa- 
dos por el juez; el objeto del informe 
pericial o sobre lo que va a versar y el 
día y la hora en que deben prestar jura- 
mento los peritos o sus sustitutos. 


4.- Sobre la facultad de las partes para 
sustituir los peritos designados por el juez 
o por el perito o los peritos escogidos por 
ellas, véase Art.566 CT. 


Art.566..- “El secretario enviará co- 
pia de la ordenanza a las partes y a los 
peritos en las veinticuatro horas de su 
fecha. 


Si el examen es ordenado en el curso 
de una audiencia el secretario enviará 
copia del acta a los peritos en el térmi- 
no señalado en este artículo. 


En el caso de que las partes hagan uso 
de la facultad de escoger los peritos en 
sustitución de los designados por el juez, 


la más diligente lo comunicará al secre- 
tario, en el escrito redactado y firmado 
por ellas, o por declaración en secreto- 
ría, de la cual se redactará acta, que 
firmarán dichas partes, si saben y pue- 
den hacerlo, con el secretario. 


Este enviará copia del escrito o del 
acta de declaración tanto a los peri- 
tos sustituidos como a los sustitutos, en 
el término indicado en la primero 
parte del presente artículo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.534 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra diversas for- 
malidades y diligencias a cargo del Se- 
cretario del Tribunal cuando el juez ha 
ordenado un informe pericial. En las cua- 
renta y ocho (48) horas de la ordenanza, 
enviará a las partes copia de dicha deci- 
sión. Cuando el examen es ordenado en 
el curso de una audiencia, dicha notifi- 
cación se hará únicamente a los peritos 
en el plazo de veinticuatro (24) horas. 
Las partes presentes o representadas tie- 
nen conocimiento directo de esta medi- 
da, por lo que hace innecesario su notifi- 
cación posterior. 


DOCTRINA 


3.- Cuando las partes hacen uso de lo 
facultad de escoger los peritos en sustitv- 
ción de los designados por el juez, la más 
diligente lo comunicará al Secretario del 
Tribunal por escrito firmado por las por- 
tes o por declaración en Secretaría, de h 
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cual se redactará acta que firmarán las 
portes con el Secretario. En el primer caso, 
la ley exige que el escrito sea redactado y 
fimado por las partes. 


4.- El párrafo final establece la obliga- 
ción del Secretario de enviar copia del 
escrito o el acta precedentemente indica- 
do, tanto a los peritos escogidos como a 
sus sustitutos, en el periodo de veinticua- 
tro (24) horas de la fecha del escrito o 
del acta. 


Art.567.- “Las partes que no usen de 
lo facultad de escoger peritos por sí mis- 
mas, pueden recusar los designados por 
el juez, antes de la fecha fijada para el 
juramento. 


los peritos elegidos por ellas sólo pue- 
den ser recusados cuando la causa de 
la recusación o el conocimiento de su 
existencia sean posteriores a la elec- 
ción”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.535 del 
CT de 1951. 

COMENTARIOS 
2.- Este texto se refiere a la facultad de 


los partes para recusar a los peritos nom- 
brados por el Tribunal. 


DOCTRINA 


3.- Sus disposiciones completan las de los 
artículos que le anteceden. De ellos se 
desprende que las partes tienen la facul- 


tad de escoger peritos diferentes a los 
designados por el tribunal, y facultad 
para recusar los nombrados por el juez, 
como también aceptarlos. La recusación 
debe proceder antes de la fecha fijada 
para la juramentación del perito o peri- 
tos. 


4.- El párrafo de este texto legal trata 
sobre cuándo pueden ser recusados los 
peritos elegidas por las partes. Indica 
que esto sólo puede ocurrir cuando la 
causa de recusación o el conocimiento 
de su existencia sean posteriores a la 
elección. 


Art.568.- "Pueden actuar como pe- 
ritos los mayores de dieciséis años, 
en el caso de tratarse de trabaja- 
dores. 


En cualquier otro caso los peritos de- 
ben tener no menos de dieciocho 
años. 


Puede ser recusado como perito la 
persona comprendida en cualesquiera 
de los casos señalados por el artículo 
533. 


El perito cuya recusación sea admitida 
debe ser sustituido por otro designado 
en la misma sentencia por el juez. 


Se procederá de igual modo en los ca- 
sos de no aceptación de un perito o de 
que causas de fuerza mayor le impidan 
desempeñar sus funciones. 


En los casos señalados por los dos pá- 
rrafos que anteceden, las partes con- 
servarán, en cuanto al sustituto, la fa- 
cultad que les acuerda el ordinal 2) del 
artículo 565". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.536 del 
CT de 1951, rebajándose el límite de edad 
de los peritos de veintiuno a dieciocho. 
Se produce una alteración debido al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la capaci- 
dad y condiciones para actuar como pe- 
rito y a las causas de recusación de los 
peritos. 


DOCTRINA 


3.- Cuando se trata de trabajadores, pue- 
den actuar como peritos los mayores de 
dieciséis (16) años. En los demás casos, 
los peritos deben tener no menos de die- 
ciocho (18) años. 


4.- Las causas de recusación son las pre- 
vistas en el Art.533 del CT, de modo que 
los motivos de recusación son las causas 
por las cuales un testigo puede ser ta- 
chado. Cuando la recusación es admiti- 
da, la sentencia designará el sustituto. 
La recusación debe ser presentada an- 
tes de la ¡uramentación. Se procederá 
de igual forma en los casos de no acep- 
tación de un perito o cuando éste esté 
impedido de actuar por causas de fuer- 
za mayor. En los casos precitados, las 
partes conservan la facultad de sustituir 
el perito designado por el juez, por otra 
persona escogida por ellas. 


5.- Véase comentarios Arts.553 y 565. 


6.- En caso de tratarse de trabajadores, 
la edad mínima del perito es de dieciséis 
(16) años. Véase Art.17 del CT. 


Art.569.- “Los peritos deben prestar 
juramento ante el juez en el día y la 
hora indicados. 


Cuando su actuación deba realizarse 
en un municipio distinto del asiento 
del tribunal pueden prestar juramen- 
to ante el juez de paz del mismo); y si 
funcionare en él más de uno, ante el 
que señale el juez, de todo lo cual se 
dará conocimiento oportuno a las par- 
tes para que se encuentren presentes 
si lo desean”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.537 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a lo 
¡uramentación del perito o de los peritos. 
Establece que debe ser presentada ante 
el juez en el día y hora indicados en la 
ordenanza. 


DOCTRINA 


3.- El párrafo se refiere a la actuación 
realizada en un municipio distinto del 
asiento del tribunal. En este caso, el pe- 
rito o los peritos pueden prestar jura- 
mento ante el Juez de Paz de esa locali- 
dad. Cuando existan más de un Juez 
de Paz en dicha localidad, el juramento 
se prestará ante el que señale el juez 
que dispuso la medida, todo lo cual será 
de conocimiento oportuno de las par- 
tes, con la finalidad de que estén pre- 
sentes a la hora y lugar de juramento, 
si así lo desean. Con esta medida se 
preserva el derecho reconocido por lo 
ley a las partes de recusar, si lo creen 
pertinente, a los peritos antes de pres 
tar juramento. 
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Art.570.- “El acta de juramen- 
tación de los peritos indicará la fe- 
cha, hora y lugar en que se dará co- 
mienzo a las operaciones. 


La parte que no comparezca a la pre- 
sentación de juramento puede tomar 
conocimiento de la fecha, hora y lu- 
gar indicados en el acta, en la secre- 
taría del tribunal ante el cual se haya 
prestado”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.538 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al acta de 
juramentación de los peritos y a las men- 
ciones que debe contener dicha acta, en- 
tre las cuales se incluye, la fecha, hora y 
lugar de la juramentación y en la cual se 
dará comienzo a los trabajos o funciones 
del peritaje. 


DOCTRINA 


3.- El párrafo de este artículo consagra 
la facultad de la parte que no comparez- 
ca a la juramentación, de tomar conoci- 
miento de la fecha, hora y lugar indica- 
dos en el acta, en la Secretaría del 
Tribunal en el cual se haya prestado el 
juramento. Se trata de una disposición 
superabundante. La parte no compare- 
ciente no sólo tiene derecho a tomar co- 
nocimiento de tales hechos, sino a pro- 
veerse de una copia certificada del acta 
de juramentación. 
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Art.571.- “Las partes están obliga- 
das a dar a los peritos todas las infor- 
maciones que Éstos les soliciten, en re- 
lación con la materia objeto de su 
examen. 


Pueden darles, además las que consi- 


deren útiles, aun cuando no les sean 
solicitadas”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.539 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra disposicio- 
nes encaminadas a facilitar la labor de 
los peritos. 


DOCTRINA 


3.- Este texto establece la obligación 
de las partes de suministrar a los peri- 
tos todas las informaciones que éstos le 
soliciten, con relación a la materia o 
asunto que éstos examinan o deben exa- 
minar. 


4.- El párrafo de este texto faculta a las 
partes para suministrar a los peritos to- 
das las informaciones que consideren 
útiles. 


Art.572.- “Las partes pueden hacer- 
se acompañar de técnicos o personas 
entendidas cuando asistan a un examen 
pericial. 


390 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 572-573-574 


La intervención de estas personas se li- 
mitará a ilustrar y aconsejar a la parte a 
quien acompañen, sin que en caso al- 
guno puedan discutir con los peritos ni 
tratar de influir en ninguna forma en el 
resultado de las operaciones que éstos 
realicen”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.540 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las normas 
relativas al procedimiento del peritaje. 


DOCTRINA 


3.- Este texto faculta a las partes a ha- 
cerse acompañar de técnicos o personas 
entendidas cuando asistan a un examen 
pericial. La función de estas personas es 
de simple asesoría. Se limitarán a acon- 
sejar e ilustrar a las partes a quienes 
acompañan. No están facultadas para 
discutir con los peritos, ni para tratar de 
influir en ninguna forma, en el resultado 
de las operaciones realizadas por éstos. 


4.- La labor de asesoría de estos técnicos 
se justifica, debido a que el peritaje se 
realiza sobre asuntos técnicos sobre los 
cuales las partes no necesariamente tie- 
nen conocimiento, siendo útil que las mis- 
mas estén asesoradas por entendidos en 
la materia. 


Art.573.- “Los peritos redactarán y 
firmarán un solo informe en el cual ha- 


rán constar la opinión de la mayoría y 
los motivos en que se funde. 


Cuando hubiere opiniones distintas, las 
indicarán con sus motivos, pero sin dar 
a conocer los nombres de sus respec- 
tivos sustentadores”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.541 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere al informe que 
deben rendir los peritos. 


DOCTRINA 


3.- La ley les obliga a redactar y firmar 
dicho informe. Dispone que se trata de 
un solo informe en el cual los peritos ha- 
rán constar la opinión de la mayoría y 
los motivos en que se fundamenta esta 
opinión. 


4.- El párrafo trata el caso en que hubie- 
ra opiniones distintas. El informe debe 
indicarlas con sus fundamentos, pero no 
debe dar a conocer los nombres de las 
personas que las sustentan. 


Art.574.- “El informe será deposita- 
do en la secretaría del tribunal, acom- 
pañado de las copias correspondientes 
y de la del juramento, cuando haya sido 
prestado ante un juez de paz, en el tér- 
mino de quince días a contar del que 
siga al juramento. 
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Este término puede ser aumentado por 
el juez en casos justificados a solicitud 
de los peritos”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.542 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra distintas dis- 
posiciones relativas al informe pericial. 


DOCTRINA 


3.- La principal disposición consiste en el 
término en el cual se debe rendir el infor- 
me pericial, que es de quince (15) días a 
contar del que siga a la ¡uramentación. 
Establece además, que el informe será 
depositado en la secretaría del tribunal 
acompañado de las copias correspon- 
dientes y del acta de juramentación cuan- 
do éste haya sido prestado ante un juez 
de paz. 


4.- Por último, establece que el plazo de 
quince (15) días citado precedentemen- 
te, puede ser aumentado por el juez en 
casos justificados, a solicitud de los peri- 
tos. El informe pericial no se impone al 
tribunal. 
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CAPITULO VI 
DE LA CONFESIÓN 


Art.575.- “El juez podrá ordenar la 
comparecencia personal de las partes 
en cualquier estado de la causa, sea de 
oficio o a solicitud de una de ellas”. 


INDICE 


- Confesión, 33-35 

- Despido, 36 

- Poder Soberano, 37 
- Prueba, 38-39 


- Testimonio, 40 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2-3 

Doctrina, 4-11 
Jurisprudencia 
-Comparecencia personal, 12-32 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.543 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las disposicio- 
nes del CT relativas a la confesión 
(Arts.575 al 582, ambos inclusive). Dis- 
pone que el juez podrá ordenar la com- 
parecencia personal de las partes en cual- 
quier estado de la causa, sea de oficio o 
a petición de parte. 


3.- El Art.60 de la Ley 834 de 1978 esta- 
blece que “el juez puede, en toda mate- 
ria, hacer comparecer personalmente a 
las partes o a una de ellas”. 


DOCTRINA 


4.- La comparecencia de las partes es 
común a todas las materias; persigue oír 
los decires y confesiones de una de las 
partes. Puede solicitarse y ordenarse en 
todo estado de causa, incluso por los 
intervinientes (Artagnan Pérez, Procedi- 
miento Civil, Tomo ll, p.127). 


5.- La confesión consiste en el reconoci- 
miento de la exactitud de un hecho por 
parte de aquel contra quien se alega 
(FGorphe, La Apreciación Judicial de las 
Pruebas, Editorial Ley, S.A, 1967, p.219). 


6.- Mazeaud (Derecho Civil, Parte l, Vol l, 
p.618-621) enseña que la confesión es 
“la declaración por la cual una persona 
reconoce por verdadero, y como debien- 
do tenerlo por comprobado a su respec- 
to, un hecho que por su naturaleza pue- 
de producir contra ella consecuencias 
jurídicas”. La confesión está considerada 
como la reina de la pruebas. Eso no es 
exacto, por otro lado, sino en materia 
privada: el litigante que confiesa el fun- 
damento de la pretensión de su adversa- 
rio no podría mentir. Por el contrario, en 
materia penal, numerosas confesiones 
están dictadas por el deseo de evitar que 
sea castigado el verdadero culpable. 


7.- El Código Civil distingue dos suertes 
de confesión “La confesión que se opone 
a una parte, o es extrajudicial o judicial” 
(Art.1345). El Art.1356, pf.1) define la 
confesión judicial: “la declaración que 
hace en juicio la parte o su apoderado 
especial”. La confesión es un procedimien- 
to de prueba perfecto: “Da fe plena con- 
tra el que la ha hecho (Art.1356, pf.2) y 
obliga al juez, que debe tenerla por ver- 
dadera y ajustar su resolución a ella”. El 
Art.1356, pf.3), establece el principio de 
la indivisibilidad de la confesión: “No 
puede ser dividida contra él” (contra el 
que la ha hecho). Las razones que cabe 
alegar a favor de esta regla no le han 
parecido decisivas a la jurisprudencia. Por 
eso ha disminuido considerablemente el 
alcance del principio de la indivisibilidad 
de la confesión. La jurisprudencia limito, 
pues, la regla de la indivisibilidad de la 
confesión a la confesión judicial. Más aún, 
desecha la indivisibilidad de la confesión 
cuando los hechos afirmados no tienen 
más que una relación indirecta con el 
hecho principal, e igualmente cuando son 
de una inverosimilitud grosera, o tam: 
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bién cuando la confesión recae sobre un 
hecho incontrovertido o establecido por 
otro medio de prueba. Por último, consi- 
dera que la confesión de la existencia de 
una convención no obliga al tribunal a 
adoptar la interpretación que el confe- 
sante dé a esa convención. La confesión 
judicial “no puede ser revocada, a me- 
nos que se pruebe que ha sido conse- 
cuencia de un error de hecho. No podrá 
ser revocada so pretexto de un error de 
derecho”. (Art.1356, p.4). (Mazeaud, 
Derecho Civil, Parte I, Vol I, p.619-620). 


8.- La confesión extrajudicial, contra- 
riamente a la confesión judicial, puede 
ser dividida sin restricciones. Pero, como 
la confesión judicial, es irrevocable. La 
persona que intenta valerse de una con- 
fesión extrajudicial, debe probar prime- 
ramente que esa confesión ha sido he- 
cha realmente. Si tal prueba fuera libre, 
resultaría fácil eludir las reglas legales 
de la prueba; al no poderse probar por 
medio de testigos que aquel a quien se 
opone ese acto ha confesado la realidad 
del mismo. Por eso se resuelve que, mien- 
tras la prueba de la confesión extrajudicial 
de un hecho jurídico es libre, esta prue- 
ba no puede practicarse sino por un pro- 
cedimiento de prueba perfecto cuando 
la pretendida confesión recaiga sobre un 
acto jurídico. (Mazeaud, ob.cit. p.621). 


9.- Artagnan Pérez Méndez (Procedimien- 
to Civil, Tomo Il, Ediciones Talla, Santo 
Domingo, 1988, p.131) sostiene que la 
comparecencia personal de las partes 
equivale a la confesión judicial (Art.1356 
del Código Civil). Ella produce tres efec- 
tos: 1) Vale como medio de prueba ya 
que hace plena fe contra la parte de quien 
emana. Pero se trata de un efecto relati- 
vo porque es solamente válido en el pro- 
ceso en el cual la confesión se ha hecho. 
2) La confesión es indivisible en relación 
a la parte que la ha hecho: su contrapar- 
te puede aceptarla o no aceptarla en su 
totalidad, siempre que se refiera a un 
hecho único (SCJ, 7 de julio de 1950, 
B.J.480, p.575). 3) La confesión es irre- 


vocable aún cuando haya intervenido 
como consecuencia de un error de dere- 
cho. En cambio puede revocarse cuando 
es la consecuencia de un error de hecho 
(Froilán Tavares, ob.cit. Vol.l-1l, p.559). 


10.- Para que la confesión valga como 
prueba, debe ser precisa, sincera y ver- 
dadera. La realidad de la confesión o de 
las declaraciones se verifica directamen- 
te mediante los interrogatorios, pero tam- 
bién puede ser hecha en forma más o 
menos formal en un escrito o ser relata- 
da por testigo, o finalmente, puede re- 
sultar de presunciones. En los tres últi- 
mos casos, se recurre a otra prueba para 
establecer la existencia de la confesión, 
que es extrajudicial. En el último caso, 
no hay confesión propiamente dicha, sino 
más bien simples presunciones o indicios 
de valor muy variables y que equivalen 
en mayor o menor grado a una confe- 
sión tácita o implícita; éstas presunciones 
o indicios pueden ser extraídos de com- 
probaciones, de documentos o de testi- 
monios, lo mismo que de declaraciones 
del acusado. En todos los casos en que la 
confesión se establece mediante otras 
pruebas, su certidumbre depende eviden- 
temente de estas pruebas, cuestión que 
deberá determinarse en primer lugar. Lue- 
go podrá ser necesario interpretar las de- 
claraciones de donde se pretende extraer 
una confesión: las dificultades surgen 
cuando la confesión no está expresada 
clara o formalmente. En materia civil, 
donde sólo están en juego intereses pri- 
vados, basta con que un hecho no sea 
discutido para que se lo tenga por confe- 
sado, pues se trata menos de una prue- 
ba que de un medio para el adversario 
de dispensarse de prueba en contra de 
quien consiente en dejarse condenar. En 
materia penal, en la que está en juego el 
orden público, se requiere una confesión 
probatoria ya que ésta debe ser un me- 
dio fundamental para llegar al descubri- 
miento de la verdad, meta esencial del 
proceso (F Gorphe, ob.cit, p.219-220). 


11.- Véase comentarios al Art.503 del CT. 
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JURISPRUDENCIA 
COMPARECENCIA PERSONAL 


12.- Es facultativo de los jueces del fondo 
ordenar la comparecencia personal de las 
partes, quienes apreciarán soberanamen- 
te cuándo procede ordenar esa medida, 
por lo que no constituye una violación al 
derecho de defensa el hecho de que un 
tribunal rechace ese pedimento, sobre 
todo cuando éste ha permitido a la im- 
petrante proponer todos los medios de 
defensa que considerare pertinentes y 
presentar todo tipo de prueba en apoyo 
de sus alegatos. (Sent. 18 noviembre 1998, 
No.32, B.J.1056, p.483). 


13.- Si bien es cierto que los jueces del 
fondo son soberanos en la apreciación 
de la procedencia de la celebración de 
una medida de instrucción solicitada por 
una de las partes, como es el caso de la 
comparecencia personal, también lo es 
que, para la negativa, los jueces deben 
dar motivos pertinentes que se correspon- 
dan con la naturaleza del pedimento for- 
mulado y que no produzcan confusión 
en cuanto al objeto de la medida. (Sent. 
9 septiembre 1998, No.34, B.J.1054, 
p.529). 


14.- Los jueces del fondo no están obli- 
gados a ordenar la comparecencia per- 
sonal de las partes siempre que se le soli- 
cite, sino cuando ellos determinen que 
dicha medida es necesaria para la mejor 
sustanciación del proceso. (Sent. 20 julio 
1998, No.104, B.J.1052, p.1020). 


15.- La comparecencia personal ordena- 
da a los fines de que la recurrida se pro- 
nunciara sobre los documentos deposita- 
dos, determina que la no celebración de 
esa medida afectara a esa parte y no a 
la recurrente, por lo que aún cuando 
fuere imprescindible la celebración de tal 
medida, ésta carece de interés para plan- 
tearlo como un medio de casación. (Sent. 


16 diciembre 1998, No.49, B.J.1057, 
p.560). 


16.- Cuando el documento en el cual la 
sentencia recurrida se basa para estable- 
cer el tiempo laborado por el demandante 
y el salario que éste percibía, se trata de 
una hoja contentiva de datos, cifras y fe- 
chas que no indica la persona responsa- 
ble de su elaboración, al no estar firma- 
da por ninguna persona, el tribunal debe 
ordenar la comparecencia personal de las 
partes y cuantas medidas de instrucción 
le permitan indagar la procedencia y ve- 
racidad del documento que le sirvió de 
fundamento para dictar su fallo, pues por 
su condición de apócrifo el mismo care- 
ce, por sí solo, de todo valor probatorio. 
(Sent. 11 febrero 1998, No.11, B.J.1047, 
p.327). 


17.- Una vez ordenada la comparecen- 
cia personal de las partes, no puede ser 
omitida en la instrucción del caso sin darse 
motivos ¡justificativos sobre todo cuando 
haya sido pedida por la parte demanda- 
da. (Sent. 22 octubre 1980, B.J.837, 
p.2218). 


18.- Nada se opone a que el juez se edi- 
fique también en lo declarado por el tra- 
bajador demandante, si esta declaración 
le parece más sincera. (Sent. 25 febrero 
1970, B.J.711, p.364). 


19.- Dada la naturaleza del pedimento 
hecho en audiencia (comparecencia per- 
sonal de las partes), nada se opone a 
que el juez lo decidiera en la forma en 
que lo hizo (sentencia in voce), sin que 
estuviese obligado a redactar in extenso 
la sentencia incidental pronunciada. (Cas. 
28 abril 1972, B.J.737, p.994). 


20.- El juez puede denegar la compare- 
cencia personal de las partes, por consi- 
derarla el tribunal frustratoria e innece- 
saria, ya que no conduciría a aportar 
nada nuevo al proceso y alargaría inne- 
cesariamente la solución definitiva del 
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asunto. (Sent. 9 marzo 1977, B.J.796, 
p.482). 


21.- Sólo el demandado que ha pedido 
la comparecencia personal de las partes 
puede válidamente alegar que la dene- 
gación de esa medida de instrucción le- 
siona su derecho de defensa. (Sent. 16 
mayo 1969, B.J.702, p.1036). 


22.- El demandante no puede hacer la 
prueba de sus derechos por su sola de- 
claración, aun dada en comparecencia 
personal. (Sent. del 15 diciembre 1965, 
8.661, p.1069). 


23.- El demandante no puede hacer la 
prueba de sus derechos por su sola de- 
claración, aún dada en la comparecen- 
cia personal (Sent. del 15 de diciembre 
de 1965, B.J.611, p.1069). 


24.- Hay falta de base legal cuando el 
tribunal no pondera las declaraciones 
de las partes, las cuales de haber sido 
parecidas, podrían conducir eventual- 
mente a una solución diferente del caso 
(Sent. del 19 de abril de 1961, B.J. 609, 
p.794). 


25.- El tribunal puede rechazar la com- 
parecencia personal cuando se conside- 
ra suficientemente edificado, pues tales 
medidas son de la soberana apreciación 
de los jueces del fondo y sólo proceden 
en interés de esclarecer hechos que se 
estime que no estén aún bien instruídos 
(Stcia. abril de 1974, B.J.761, p.899). 


26.- La simple declaración de una parte 
no hace prueba en su favor. (Sent. 7 julio 
1999, No.1, B.J.1064, p.506). 


27.- Es facultativo para los jueces del fon- 
do ordenar la comparecencia personal 
de las partes, escapando del control de 
la casación toda decisión que niegue la 
realización de dicha medida, salvo cuan- 
do se produce una desnaturalización. 
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(Sentencia No. 7 del 19 de enero del 2000, 
B. J. 1070 p.424). 

28.- La confesión es divisible en materia 
laboral (Sent. del 26 de mayo de 1949, 
B.J.466, p.410). 


29.- El juez de trabajo está capacitado 
para dividir una confesión aceptando 
aquellas de sus partes que están co- 
rroboradas por los otros elementos de 
prueba aportados al proceso y recha- 
zando los que no lo están (Sent. del 
23 de diciembre de 1948, B.J.461, 
p.2019). 


30.-El artículo 542, in fine, del CT eli- 
mina de esta materia la disposición del 
Art.1356 del Código Civil, que da ca- 
rácter indivisible a la confesión desde 
que autoriza al juez que conoce de una 
demanda relativa a un contrato de tra- 
bajo, a apreciar soberanamente los 
medios de prueba (en sentido semejan- 
te, Sent. del 23 de diciembre de 1948, 
B.J. 461, p.2019, fundada en el Art.57 
de la Ley 637 de 1944, derogada por 
el CT de 1992). Corresponde a los jue- 
ces del fondo apreciar el sentido y al- 
cance de las declaraciones de las par- 
tes invocadas como una confesión (Sent. 
del 28 de noviembre de 1949, B.J.472, 
p.1007). 


31.- El juez laboral puede calificar de 
confesión la declaración de una de las 
partes, atribuyéndole a ésta la fuerza pro- 
batoria de este medio de prueba (Sent. 
del 18 de agosto de 1961, B.J.613, 
p.1568-1574). 


32.- La comparecencia personal cae den- 
tro de las facultades privativas de los jue- 
ces del fondo, quienes son los que pue- 
den apreciar cuándo procede dictar esa 
medida y cuándo no, sin que el rechazo 
de un pedimento en ese sentido constitu- 
ya violación al derecho de defensa del 
impetrante. (Sent. 21 julio 1999, No.28, 
B.J.1064, p.690). 
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CONFESIÓN 


33.- La confesión es divisible en materia 
laboral. (Sent. 26 de mayo 1949, B.J.466, 
p.410). 


34.- El juez, en materia laboral, está ca- 
pacitado para dividir una confesión acep- 
tando aquellas de sus partes que están 
corroboradas por los otros elementos de 
prueba aportados al proceso y rechazan- 
do las que no lo están. (Sent. 23 de di- 
ciembre 1948, B.J. 461, p.2019). 


35.- Corresponde a los jueces del fondo 
apreciar el sentido y el alcance de las 
declaraciones de las partes invocadas 
como una confesión. (Sent. 28 noviem- 
bre 1949, B.J.472, p.1007). 


DEsPIDO 


36.- La circunstancia de haberse estable- 
cido el despido de la información verifica- 
da, no libera al tribunal de su obligación 
de examinar y ponderar la declaración del 
patrono, ya que la prueba del despido 
alegada era susceptible de resultar even- 
tualmente de su sola disposición. (Sent. 
19 abril 1961, B.J.609, p.797). 


PODER SOBERANO 


37.- Los jueces del fondo no tienen for- 
zosamente que aplicar los artículos 1345 
y 1356 del Código Civil relativos a la con- 
fesión. Les basta con ejercer su poder so- 
berano. (Sent. 23 noviembre 1948, 
B.J.460, p.1860-1865). 


PRUEBA 


38.- La simple afirmación de una parte 
sobre la existencia de un hecho no puede 
ser tomada como prueba de ese hecho, 
si éste es negado por la contraparte y si 
no se acompaña la declaración con otros 
elementos que corroboren o hagan pre- 


sumir la veracidad de lo afirmado, todo 
ello como consecuencia del principio de 
que nadie puede constituir su propia 
prueba. (Sent. 6 noviembre 1997, No.1, 
B.J.1044, p.134). 


39.- El demandante en materia de con- 
tratos de trabajo puede hacer la prueba 
de sus derechos por todos los medios es- 
tablecidos por la ley, pero no por su sola 
declaración, aún dada en comparecen- 
cia personal, la cual constituye un simple 
alegato que el demandado puede limi- 
tarse a negar sin tener que probar nada, 
cuando la comparecencia personal no 
verse sobre hechos personales al decla- 
rante. (Sent. 15 diciembre 1965, B.J.661, 
p.1069). 


TESTIMONIO 


40.- El hecho de que la Cámara a-qua 
califique de confesión la declaración del 
recurrente, no habiéndose producido en 
las condiciones que sean de lugar para 
que una declaración asuma la fuerza pro- 
batoria de una confesión, no quita a esa 
declaración el valor probatorio que, por 
estar unida a otras circunstancias 
corroborativas, le ha atribuido la Cáma- 
ra a-qua. (Sent. 18 agosto 1961, B.J.613, 
p.1688). 


Art.576.- “La ordenanza de compa- 
recencia personal indicará el día, hora 
y lugar en que debe verificarse y dis- 
pondrá la citación de las partes tres 
días, por lo menos, antes de la fecha 
fijada para la audiencia. 


Cuando la comparecencia es ordenada 
en el curso de una audiencia, las partes 
presentes o debidamente representadas 
se tendrán como citadas. 


La comparecencia de las asociaciones 
de empleadores o de trabajadores se 
hará por medio de sus representan- 
tes; la de las demás personas mora- 
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les, por sus respectivos gerentes o ad- 
ministradores. 


En ningún caso podrá ordenarse la 
comparecencia de una asociación u 
otra persona moral cuyo representan- 
te, gerente o administrador no tenga 
conocimiento personal de los hechos 
controvertidos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.544 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene diferentes dis- 
posiciones relativas a la comparecencia 
personal. 


DOCTRINA 


3- La primera se refiere a la 
comparecencia de las partes ordenada 
por sentencia del tribunal. En este caso, 
la ordenanza indicará el lugar, día y hora 
en que debe verificarse la comparecencia. 
El termino para la comparecencia de las 
partes es de tres (3) días, por lo menos, 
de la fecha de la sentencia que la ordena. 
En este caso, el plazo empieza a partir 
de la notificación de la sentencia. Dicho 
en otros términos, debe mediar un término 
de tres días francos entre la fecha de 
notificación de la sentencia y la fecha 
fijada para la audiencia donde las partes 
deben comparecer. 


4.- El texto también se refiere a la com- 
porecencia ordenada en el curso de una 
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audiencia, debido a que las partes están 
presentes o debidamente representadas, 
se tendrán como citadas para la fecha 
de la audiencia. No obstante el carácter 
imperioso de esta norma, en la práctica 
la ordenanza acostumbra a disponer que 
la fijación de la audiencia vale citación 
para las partes presentes o representa- 
das. En el supuesto de que la ordenanza 
no dispusiera tal cosa, el hecho de ser 
dictada en presencia de las partes, vale 
citación de éstas de conformidad a este 
texto legal. 


5.- Cuando se ordena la comparecencia 
de una persona moral, de un sindicato 
u organización profesional de trabaja- 
dores o empleadores, cabe distinguir lo 
siguiente: la comparecencia de los sin- 
dicatos u organizaciones profesionales 
de empleadores y trabajadores se hará 
por medio de las personas que ostentan 
legal o estatutariamente su repre- 
sentación. En cuanto a las demás perso- 
nas morales, por su respectivos gerentes 
o administradores. En este último caso 
basta la constancia del secretario de la 
persona moral donde se certifique el 
mandato. 


6.- El Art.576 dispone que en ningún caso 
se ordenará la comparecencia personal 
de una persona moral, cuyo gerente o 
administrador o representante no tenga 
conocimiento personal de los hechos con- 
trovertidos. Esto significa que la persona 
moral puede hacerse representar por otra 
persona que no sea el gerente o admi- 
nistrador. Pero en esta caso, dicha perso- 
na debe tener un conocimiento personal 
y directo de los hechos. Se persigue con 
esto, evitar que con la designación de un 
gerente o persona sin conocimiento so- 
bre los hechos, la medida de la compa- 
recencia personal tenga un resultado 
frustratorio. 


Art.577.- “La solicitud de compare- 
cencia personal hecha por una de las 
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partes vale promesa suya de compare- 
cer personalmente”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.545 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto dispone que el hecho de 
solicitar la comparecencia personal, vale 
promesa de la comparecencia personal 
del solicitante. En efecto, cuando una 
de las partes solicita la comparecencia 
personal se compromete legalmente a 
comparecer a la audiencia. Por este mo- 
tivo, la falta de comparecencia del soli- 
citante sin causa justificada, puede ser 
admitida como una presunción en su 
contra. 


DOCTRINA 


3.- Esta norma persigue evitar que este 
medio de prueba sea utilizado como una 
dilatoria de carácter procesal, o como un 
recurso para que la contraparte compa- 
rezca y sea sometida a los trámites relati- 
vos a la confesión, mientras que quien 
solicita dicha comparecencia elude su pro- 
pia comparecencia. Es decir, el ejercicio 
malicioso de un derecho apartándose de 
las reglas de la buena fe. 


Art.578..- “El día de la audiencia la 
parte que haya solicitado la compa- 
recencia indicará al juez, en forma 
concreta, los hechos sobre los cuales 
desea que se interrogue a la otra. 


Esta última puede luego de haber 
respondido al interrogatorio, solicitar 
que se interrogue a la primera sobre 
los mismos hechos o sobre otros que 
tengan relación con las cuestiones de 
hecho o de derecho en discusión”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.546 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere al procedimiento 
de la comparecencia personal de las par- 
tes. Establece un orden en la deposición 
de las partes litigantes. El día de la au- 
diencia, la parte que ha solicitado la com- 
parecencia será la primera en deponer, 
debiendo indicar al juez, en forma con- 
creta, los hechos sobre los cuales desea 
que se interrogue a la otra parte. Luego, 
esta parte, después de responder al inte- 
rrogatorio, puede solicitar que se inte- 
rrogue a la que ha solicitado su compo- 
recencia sobre los mismos hechos o sobre 
otros relacionados o conexos con las cues- 
tiones controvertidas en la práctica. Las 
disposiciones de este texto legal no se 
cumplen rigurosamente. 


DOCTRINA 


3.- El tribunal, después de constituído, 
declara abierta la audiencia para la com- 
parecencia personal de las partes y lla- 
ma generalmente a la parte demandan- 
te a la cual le pide un relato breve de los 
hechos, la interroga, lo que hace luego 
con su contraparte, otorgando en ambos 
casos facultad a los abogados que repre- 
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sentan a los litigantes para interrogar a 
los partes por intermedio del juez, es de- 
cir, el interrogatorio no es directo, sino a 
trovés del tribunal. 


Art.579.- “El juez podrá negarse a 
transmitir a una de las partes las pre- 
guntas sugeridas por la otra: 


1) Cuando se trate de hechos no con- 
cluyentes o no pertinentes; 


2) Cuando las preguntas mismas o sus 
respuestas puedan referirse a hechos 
o circunstancias que ataquen el ho- 
nor o la consideración de la parte in- 
terrogada, de su cónyuge, o de sus pa- 
rientes o afines más próximos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.547 del 
CT de 1951. 


2.- Este texto legal se refiere a la facultad 
del juez de negarse a transmitir a una de 
los partes determinadas preguntas. 


DOCTRINA 


3.- Se refiere a preguntas sobre hechos 
no concluyentes ni pertinentes y a pre- 
guntas o cuyas respuestas puedan refe- 
rirse a hechos o circunstancias que ata- 
quen el honor y la consideración de la 
porte interrogada, de su cónyuge o de 
uno de sus parientes o afines más próxi- 
mos. Entre las preguntas sobre hechos 
no concluyentes ni pertinentes, cabe in- 
cuir aquellas sobre asuntos que no guar- 
dan relación con el caso juzgado, ni con 
los hechos controvertidos y las preguntas 
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referentes a apreciaciones subjetivas del 
interrogante o de la parte interrogada. 


4.- Véase Art.580 CT. 


Art.580.- “Una parte puede negarse 
a contestar una pregunta: 


1) En el caso previsto en el ordinal 
20.del artículo que antecede; 


2) Cuando se trate de hechos extraños 
al proceso o de hechos en los cuales 
por no haber intervenido personal- 
mente la parte interrogada, carezca 
Ésta de información suficiente para 
responder; 


3) Cuando la pregunta tenga relación 
con procedimientos o métodos de tra- 
bajo, descubrimientos o invenciones 
cuyo secreto no desee revelar la parte 
interrogada y tenga derecho a ello”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.548 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del artículo precedente que versa 
sobre las preguntas que el juez puede 
negarse a transmitir a una de las partes. 


DOCTRINA 


3.- En el presente texto se reglamenta 
cuándo una parte puede negarse a con- 
testar una pregunta. Se trata cuando la 
pregunta o su respuesta se refieran o 
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puedan referirse a hechos o circunstan- 
cias que atenten al honor y considera- 
ción de la parte o de sus familiares más 
cercanos. 


4.- También puede negarse a contestar, 
cuando la pregunta verse sobre hechos 
extraños al proceso o de hechos sobre 
los cuales, por no haber intervenido per- 
sonalmente, la parte interrogada carez- 
ca de información suficiente para respon- 
der. También puede negarse cuando la 
pregunta sea susceptible de entrañar la 
revelación de secretos de fabricación o 
esté relacionada con métodos o procedi- 
mientos de trabajo como invenciones, 
descubrimientos cuyo secreto no quiera 
o deba revelar. 


5.- El gerente o administrador que re- 
presente a la persona moral puede ser 
una persona a la cual está vedado reve- 
lar los secretos o procedimientos técnicos 
de fabricación. En este caso, tiene dere- 
cho a no responder a esta pregunta. 


6.- En la práctica, el compareciente o re- 
presentante de la persona moral, pocas 
veces se niega a contestar limitándose a 
declarar que nada sabe sobre lo pregun- 
tado. 


7.- Véase Art.579. 


Art.581.- “La falta de comparecen- 
cia o la negativa a contestar de una de 
las partes, sin causa justificada, puede 
ser admitida como presunción contra 
ella”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.549 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal guarda cierta rela- 
ción con las disposiciones de los Arts.577 
y 580 del CT. 


DOCTRINA 


3.- Se consagra que la falta de compare- 
cencia o la negativa a contestar de una 
de las partes, sin causa justificada y fue- 
ra de las causas previstas en el Art.580, 
puede ser admitida como una presunción 
contra ella. 


4.- Se trata de una facultad que la ley 
otorga al juez de trabajo, quien puede 
ejercerla y deducir o no la presunción, 
no sólo por el simple hecho de la no 
comparecencia y la negativa a 
responder preguntas, sino cuando estos 
hechos corroborados con otros hechos 
y medios de prueba, constituyen 
elementos de convicción suficientes 
para el tribunal deducir una presunción 
contra dicha parte. Cabe recordar que 
nadie está obligado a declarar contra 
sí mismo. 


5.- El Art.71 de la Ley 834 de 1978 
establece que ” el juez puede hacer 
comparecer a los incapaces bajo reserva 
de las reglas relativas a la capacidad 
de las personas y a la administración 
de la prueba, así como a sus 
representantes legales o a aquéllos que 
les asisten. Puede hacer comparecer a 
las personas morales incluyendo las 
colectividades públicas y 
establecimientos públicos, en la persona 
de sus representantes calificados. Puede, 
además, hacer comparecer a cualquier 
miembro o agente de una persona 
moral para ser interrogado tanto sobre 
hechos personales como sobre los que 
ha conocido en razón de su calidad”. 
Según Artagnan Pérez Méndez, lo que 
el legislador tiene expresamente en 
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cuenta es la negativa a responder 
(ob.cit., p.30). 


Art.582.- “El acta de interrogatorio 
enunciará sumariamente las preguntas 
hechas por el juez, requeridas o no por 
las partes, y sus respectivas contesta- 
ciones. 


Será redactada en la misma audiencia 
y leída allí mismo a las partes, quienes 
manifestarán su conformidad o repa- 
ros y firmarán, si saben y quieren ha- 
cerlo, con el juez, los vocales y el se- 
cretario. 


De todo esto se dará constancia al final 
del acta”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.550 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al acta de 
la comparecencia personal y a las men- 
ciones que debe contener. Enunciará 
sumariamente las preguntas hechas por 
el juez y las sugeridas por las partes. 


DOCTRINA 


3.- El secretario redactará en audiencia el 
acta de la comparecencia, la que debe ser 
leída a las partes, quienes manifestarán su 
conformidad o harán reparos a lo consigna- 
do en el acta, la cual será firmada por el 
juez, los vocales, el secretario y las partes, de 
todo lo cual se dará constancia en la misma. 
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CAPITULO VII 
DEL JURAMENTO 


Art.583.- “El juramento sólo puede 
ser deferido o referido en audien- 
cia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.551 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto inicia las normas relativas 
al juramento. 


DOCTRINA 


3.- El juramento es la afirmación que hace 
un litigante de un hecho que le es favo- 
rable; puede ser decisorio, cuando es de- 
ferido por una parte a otra, en cuyo caso 
se impone al juez, y consecuentemente, 
resuelve el asunto por sí solo; y supleto- 
rio, o sea, el que se defiere de oficio por 
el juez a cualquiera de las partes 
(Art.1357 del Código Civil, in fine). En 
este caso, no decide la litis, aunque pue- 
de contribuir a su esclarecimiento. Es como 
bien señala Josserand (ob.cit., No.179, 
p.156): “no puede desempeñar más pa- 
pel que el de un refuerzo, un comple- 
mento de prueba; el tribunal lo aprecia, 
por demás, según su criterio a favor de 
una o de otra de las partes”. El Art.583 
establece que el ¡juramento sólo puede 
ser deferido o referido en audiencia. 


4.- El juramento es un acto a la vez civil y 
religioso (Aubry y Rau XII, pf.752) por el 


cual quien jura toma a Dios por testigo 
de la verdad. El juramento puede ser 
promisorio, que compromete la voluntad 
futura del que lo presta (juramento de 
los jurados, peritos, testigos, etc....) o pro- 
batorio, que constituye un modo excep- 
cional de prueba. Este a su vez es deciso- 
rio o supletorio. El primero, conforme dl 
Art.1357 del Código Civil, es aquel que 
una de las partes defiere a la otra poro 
que del mismo dependa la decisión de la 
cuestión controvertida. El supletorio es 
deferido de oficio por el tribunal a una u 
otra de las partes; no es más que un com- 
plemento de prueba y no obliga al tribu- 
nal (Planiol y Ripert, Tratado Práctico de 
Derecho Civil francés, Tomo VII, p. 921). 
Según el Art.1363 del Código Civil, cuan- 
do el juramento deferido o referido seo 
prestado, el adversario no podrá probar 
la falsedad del mismo en modo alguno. 


5.- Se trata de un medio de prueba fun- 
dado en las convicciones religiosas de lo 
sociedad, y tiene fuertes raíces éticas. 


6.- Según Cabanellas (Diccionario Enci- 
clopédico de Derecho Usual, Tomo IV 
p.42), el juramento es la afirmación o 
negación de algo, poniendo a Dios como 
testigo. 


7.- Mazeaud y Mazeaud (Derecho Civil, 
Parte l, Vol. |, p.622), sostienen que por 
lo peligroso de este procedimiento, úni- 
camente las personas capaces de dispo- 
ner de sus derechos pueden deferir el ju- 
ramento. Los mandatarios no tienen 
calidad para hacerlo en nombre de sus 
mandantes, salvo estar provistos de un 
poder especial. El juramento no puede 
recaer más que sobre un hecho personol 
de aquel a quien se le defiere (Art.1359 
del Código Civil). Ese hecho debe ser per- 
tinente; es decir, que la solución del pro- 
ceso debe depender del mismo. Por ser el 
juramento un procedimiento de pruebo 
perfecto, es admisible en toda controver. 
sia, salvo en las materias relacionadas 
con los derechos a que no cabe renun 
ciar. Por ejemplo, está excluído, como lo 
confesión, en los juicios de divorcio. 
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SECCION PRIMERA 


DEL JURAMENTO DECISORIO 


Art.584.- “En los procedimientos re- 
lativos a los conflictos jurídicos, cual- 
quiera de las partes podrá referir a 
la otra el juramento decisorio, sobre 
uno o más hechos concretos persona- 
les a la última, en los casos de ausen- 
cia de cualquier otro modo de prueba 
útil. 


El litigante a quien le sea deferido el 
juramento puede a su vez, referirlo a 
su adversario. 


Se tendrá como probado todo hecho 
sobre el cual se defiera el juramento, 
cuando la parte a quien sea deferido 
se niega a prestarlo o a referirlo, sin 
causa justificada. 


Deberá sucumbir en sus pretensiones 
la parte que se negare a prestar el 
juramento que le haya sido referido”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6 -9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.552 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El CT de 1992 dedica una sección al 
juramento decisorio. Se trata de un me- 
dio de prueba bastante peligroso para la 
persona que difiera el juramento a su 
contraparte, la cual recurre a ello cuan- 
do no tiene otro recurso que hacer valer 
o la acción está extinguida. El juramento 
puede versar sobre uno o más hechos 
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concretos “en ausencia de cualquier otro 
modo de prueba útil”. 


DOCTRINA 


3.- El litigante al que se defiere el jura- 
mento decisorio puede referirlo a su vez 
a su adversario. El juramento decisorio 
pone término al litigio. Se tendrá como 
probado todo hecho sobre el cual se de- 
fiera al juramento, cuando la parte a la 
que se ha deferido se niega a prestarlo o 
a deferirlo a la otra sin causa justificada. 
También sucumbe en sus pretensiones la 
parte que se niega a prestar el juramen- 
to que le ha sido referido. Las disposicio- 
nes de este texto legal provienen del De- 
recho Común (Art.1361 al 1364 del 
Código Civil). 


4.- Cuando el empleador sea una perso- 
na moral, el juramento puede ser deferi- 
do al gerente o administrador u otra per- 
sona provista de un poder especial. Lo 
mismo cabe afirmarse en cuanto a los 
sindicatos. En estos casos, también la per- 
sona que ostente su representación legal 
debe estar provista de un mandato espe- 
cial. El CT no prohibe deferir el juramen- 
to en estos casos, en tales personas. En 
estos casos, no basta la representación 
proveniente del Art.576 CT. 


5.- En síntesis, el CT contiene las siguien- 
tes reglas sobre el juramento decisorio: 
a) es pertinente en los procedimientos 
relativos a conflictos jurídicos; b) en los 
casos de ausencia de cualquier otro me- 
dio de prueba útil; c) debe versar sobre 
uno o más hechos concretos personales 
a la parte a la cual le es deferido el jura- 
mento; d) cualquiera de las partes puede 
deferir a la otra el ¡juramento decisorio; 
e) la parte a la cual le es deferido el ¡u- 
ramento, puede a su vez, referirlo a su 
adversario; f) se tendrá como probado 
todo hecho sobre el cual se defiere el ju- 
ramento, cuando la parte a quien sea 
deferido se niega a prestarlo o a referir- 
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lo, sin causa justificada y, g) sucumbirá 
en sus pretensiones la parte que se negare 
a prestar el juramento decisorio que le 
haya sido referido. 


JURISPRUDENCIA 


6.- El juramento decisorio sólo procede 
cuando se pretende el pago de una deu- 
da ya establecida, caso en que es nece- 
sario solo investigar según el Art.2275 
del Código Civil, “si la cosa ha sido pa- 
gada realmente”, lo que obviamente sig- 
nifica que no es procedente cuando se 
trata de una deuda eventual, no estable- 
cida todavía (Sent. del 23 de agosto de 
1967, B.J.681, p.1498-1502). 


7.- La Corte de Casación ha establecido 
además, que: “Por ese carácter eventual 
de la obligación de pagar prestaciones, 
es preciso admitir que su pago o no pago, 
no puede depender del juramento deci- 
sorio, y que si por error éste ha sido de- 
ferido, sus efectos deben ser limitados a 
las deudas preconstivídas y exigibles, pero 
no extendidas a lo eventual”. (Cas. del 
16 de junio de 1971, B.J. 727, p.1898- 
1905). 


8.- En otro fallo, la Corte de Casación 
ha sostenido: “Que para que la absten- 
ción de una parte a prestar el juramento 
decisorio pueda ser calificada como una 
negativa, esa abstención o denegación 
debe producirse por la parte misma o por 
su apoderado especial a esos fines, en 
una audiencia especial que se fije para 
ello; que, si en el curso de la instrucción 
o de los debates de un caso se producen 
alegaciones, de cualquier clase que sean, 
tales alegaciones no pueden ser equipa- 
radas a la negativa del juramento y los 
jueces, como lo hizo el de primer grado 
correctamente hasta ese momento, pue- 
den finalmente, cumplir la voluntad so- 
berana de la parte que defirió el jura- 
mento decisorio, y fijar una audiencia 
para oír a la parte a quien se defirió el 
juramento, para que esa parte decida li- 
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bremente si se niega a prestar el jura- 
mento, o a deferirlo a la parte contraria, 
para que sea esa otra parte la que deci- 
da el litigio; que, por tanto, la Cámara 
a-qua decidió este punto correctamente 
al estimar que el juramento prestado por 
la actual recurrida ante el juez de primer 
grado tenía el carácter de decisorio que 
tenía en el momento en que fue deferi- 
do, por haberse prestado en la compare- 
cencia personal que se fijó para ese efec- 
to y en la cual la Cervecería ahora 
recurrida, compareció en la persona de 
su apoderado especial a esos fines, com- 
parecencia que no podía ser obstruccio- 
nada por efecto de la audiencia que pre- 
cedió a esa comparecencia; que por otra 
parte, en esa comparecencia el juramen- 
to fue deferido por el juez de paz como 
un simple portavoz de la parte que lo 
defirió y en los mismos términos de ésta, 
por lo cual no emanaba del juez mismo, 
sino del demandante, y era, por ello, in- 
cuestionablemente decisorio” (Sent. del 
16 de junio de 1972, p.1898-1905). 


9.- Por su sentencia del 23 de agosto de 
1967(B.J.681, p.1948), la Corte de Co- 
sación juzgó que: ” el juramento deciso- 
rio sólo procede cuando se pretende el 
pago de una deuda ya establecida, caso 
en que es necesario sólo investigar según 
el Art.2275 del Código Civil, si la coso 
ha sido pagada realmente, lo que obvia- 
mente significa que no es procedente 
cuando se trata, como en la especie, de 
una deuda eventual no establecida todo- 
vía”. En esa misma sentencia, nuestro más 
alto tribunal e justicia expresa que “el 
juez no puede con el propósito de ani- 
quilar esa prescripción (prescripción de 
la acción por despido, en caso en que se 
invoca una justa causa), deferir el juro- 
mento decisorio al empleador para esta- 
blecer si pagó no las prestaciones recla- 
madas por el trabajador, porque lo que 
invoca el empleador es que no está obli- 
gado a pagar dichas prestaciones en ro 
zón de que el despido fue justificado". 
De todo cuanto antecede se desprende 
que, para nuestra Suprema Corte de Jus: 
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ticia, en principio, el juramento deciso- 
rio puede combatir y combate las pres- 
cripciones laborales, porque éstas “de- 
bep ser asimiladas a las cortas 
prescripciones de derecho civil”, que re- 
posan en una presunción de pago. Más, 
para que proceda deferir el juramente, 
es necesario que se “pretenda el pago 
de una deuda ya establecida”, no de 
"un crédito eventual”, ya que “el juez 
no puede, con el propósito de aniquilar 
la prescripción, deferir el juramento de- 
cisorio al empleador para establecer si 
pagó o no las prestaciones reclamadas 
por el trabajador”, cuando “lo que in- 
voca el empleador es que no está obli- 
gado a pagar dichas prestaciones en 
razón de que el despido fue justifica- 
do”. En tales casos, ni el artículo 2275 
del Código Civil ni el del Código de 
Trabajo pueden aplicarse. También, se- 
gún el criterio de la Corte de Casación, 
cuando el empleador admite, de modo 
tácito o expreso los hechos de la deman- 
da, como se ha visto precendentemente 
(Sent. del 6 de mayo de 1968, B.J.690, 
p.974-986), el juramente decisorio pue- 
de ser deferido al empleador en inte- 
rés de combatir la prescripción. La ra- 
zón de esta asimilación deja abierta la 
interrogante sobre el verdadero fun- 
damento de la prescripción en materia 
de trabajo. 


SECCION SEGUNDA 


DeL JURAMENTO SUPLETORIO 


Art.585.- “Sólo puede deferirse de 
oficio el juramento en el caso de he- 
chos cuya prueba sea incompleta. 


El juramento deferido de oficio no pue- 
de ser referido”. 
INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-6 


Comentarios, 2-3 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.553 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una doble 
disposición. El juez no puede deferir de 
oficio el juramento sino en el caso de he- 
chos cuya prueba sea incompleta. Este 
juramento tiene un carácter supletorio. 
El mismo texto dispone que no puede ser 
referido a la contraparte. 


3.- Se trata del ¡juramento deferido de 
oficio, en caso de hechos cuya prueba 
sea incompleta. Este juramento de oficio 
no puede ser referido a la parte contra- 
ria. 


DOCTRINA 


4.- Conforme al Art.1367 del Código Ci- 
vil, el juramento supletorio es el que es 
deferido de oficio por el juez a una u 
otra de las partes para completar su con- 
vicción. El tribunal lo deferirá a aquella 
de las partes que le inspira mayor con- 
fianza. Generalmente se defiere a aquel 
que aporta, en apoyo de su demanda, 
una comienzo de prueba. 


5.- A diferencia del juramento decisorio, 
puede deferirse el juramento supletorio 
en cuanto a hechos no personales, a la 
parte que haya de prestarlos. El tribunal 
podrá incluso deferir un juramento de 
credulidad, en los casos en que las par- 
tes pudieran por sí mismas hacerlo 
(Planiol, ob.cit, No.1584, p.928). 


6.- Es necesario que la demanda no se 
encuentre totalmente desprovista de 
pruebas admisibles. Un comienzo de 
prueba es necesario en todo caso. Ese 
comienzo de prueba puede consistir en 
las simples presunciones si se trata de 
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un hecho que puede probarse por testi- 
gos. Además, es necesario que la de- 
manda no sea plenamente justificada. 
En este caso, la demanda debe admitir- 
se pura y simplemente. Sin embargo, el 
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hecho de deferir el juramento, cuando 
la demanda es plenamente justificada no 
constituye una irregularidad que vicie la 
sentencia (Planiol, ob.cit., No.1582, 
p.927-928). 
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TITULO IV 


DE LOS INCIDENTES DE PROCEDIMIENTOS 


CAPITULO | 


DE LOS MEDIOS DE INADMISIÓN DE 
LA ACCIÓN 


Art.586.- “Los medios deducidos de 
la prescripción extintiva, de la 
aquiescencia válida, de la falta de 
calidad o de interés, de la falta de 
registro en el caso de las asociaciones 
de carácter laboral, de la cosa juzgada 
o de cualquier otro medio que sin 
contradecir el fondo de la acción la 
hagan definitivamente inadmisible, 
pueden proponerse en cualquier estado 
de causa, salvo la posibilidad para el 
juez de condenar a daños y perjuicios a 
los que se hayan abstenido, con 
intención dilatoria de invocarlos con 
anterioridad”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Apelación, 21 
Comentarios, 2 - Aquiescencia, 22-24 
- Casación, 25-27 
- Compañía, 28 
- Cosa Juzgada, 29-30 
- Inadmisibilidad, 31-35 
- Efectos, 36 
- Falta de interés, 37 
- Omisión de estatuir, 38 
- Otras decisiones, 39-47 


Doctrina 

De los incidentes. 

- Concepto. Consideraciones 
generales, 3-6 

- Clases, 7-8 

- Los incidentes de proce- 
dimiento en el CT, 9-10 


De los medios de 


- inadmisión, 11-15 - Incidentes, 48 
Diferencia entre excepciones, | - Interés, 49 
medios de defensa y medios - Motivos, 50 


de inadmisión, 16-20 - Prescripción, 51-52 


Jurisprudencia - Transacción, 53 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.554 del 
CT de 1951, el cual hablaba de excep- 


ciones en lugar de medios de inadmisión, 
y se añade la posibilidad para el juez de 
condenar a daños y perjuicios a los que 
se hayan abstenido, con intención 
dilatoria de invocarlos con anterioridad. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto tiene escasa aplicación prác- 
tica. Apoyándose en el artículo 534, los 
jueces prefieren “reservarse el fallo” so- 
bre los medios de inadmisión para decir- 
los conjuntamente en el fondo, lo que 
genera en la inmensa mayoría de los ca- 
sos, un cúmulo innecesario de trabajo y 
convierte los medios de inadmisión, en 
un simple incidente. 


DOCTRINA 


DE LOS INCIDENTES. 


CONCEPTO, CONSIDERACIONES GENERALES. 


3.- Los incidentes son peticiones acce- 
sorias o nacidas después de iniciado el 
proceso, que conciernen a las formali- 
dades procesales, al fondo de la de- 
manda o que tienden a hacer declarar 
inadmisible la demanda, sin examen del 
fondo. 


4.- Este concepto comprende: 1) Las ex- 
cepciones; 2) Los medios de defensa; y 3) 
Los fines de no recibir la demanda con la 
particularidad común de que todos : a) 
surgen en el curso de un proceso, vale 
decir, tienen un carácter accesorio frente 
a la demanda principal; b) persiguen obs- 
taculizar, excluir o vencer la demanda; y 
c) todos requieren de una decisión del 
tribunal. 
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5.- “El espíritu de las disposiciones conte- 
nidas en el nuevo CT es evitar que los 
procesos se vean entorpecidos por inci- 
dentes, pero la única garantía de que un 
proceso no tenga incidentes, o de que 
éstos no puedan triunfar es que se haya 
actuado en fiel cumplimiento de los tex- 
tos legales y respetando de forma abso- 
luta el derecho de defensa. En el nuevo 
CT no sólo aparecen incidentes en cada 
uno de los procedimientos establecidos 
en su articulado, sino que también hay 
disposiciones comunes a ciertas catego- 
rías de incidentes, como las que apare- 
cen en los artículos 586 al 609 inclusive, 
donde se tratan bajo el título De los inci- 
dentes de procedimiento, los medios de 
inadmisión, las excepciones de 
declinatorias, las excepciones de nulidad, 
la recusación, la intervención forzosa y la 
voluntaria ” (Américo Moreta Castillo, Los 
Incidentes en el Nuevo Código de Traba- 
jo, V Congreso Nacional de Derecho del 
Trabajo, Santo Domingo, 1993, pp.4-5). 


6.- Moreta Castillo (ponencia cit., p.12) 
considera el incidente “un mecanismo 
procesal para justificar el imperio de la 
ley y la justicia”. Cita además la defini- 
ción de Guillien y Vicent, para quienes 
los incidentes de procedimiento son 
“aquellos pedimentos formulados en el 
curso de una instancia ya abierta y que 
tienen por efecto, ya sea suspender o de- 
tener la marcha de la instancia (inciden- 
tes propiamente dichos), ya sea modifi- 
car la fisonomía de la demanda 
(demandas incidentales). Los incidentes 
propiamente dichos son los relativos a la 
competencia, a la administración de la 
prueba, a la regularidad del procedimien- 
to, a las excepciones dilatorias. Las de- 
mandas incidentales se enfocan a intro- 
ducir demandas nuevas entre las mismas 
partes o a poner en causa a personas 
hasta entonces extrañas al proceso 
(Guillien, R., Vicente, J., Lexique des ter- 
mes juridiques. Dalloz, París, 1981 ,p.227). 
Moreno Gautreau (Los incidentes en ma- 
teria laboral, V Congreso Nacional de 
Derecho de Trabajo, Santo Domingo, 


1993, p.4) los vincula con “un juicio im- 
parcial y el ejercicio del derecho de de- 
fensa”, reconocidos constitucionalmente. 
En cambio, Disla Muñoz (Los incidentes 
en el nuevo procedimiento laboral, V 
Congreso Nacional de Derecho del Tra- 
bajo, Santo Domingo, 1993, p.5) consi- 
dera que “aunque en ocasiones se justifi- 
can, como salvaguarda del derecho de 
defensa y del principio de la igualdad 
procesal, por lo general no son más que 
manifestaciones del espíritu chicanero de 
abogados inescrupulosos que, sabiendo 
su causa perdida, los utilizan como tácti- 
cas dilatorias. En el proceso laboral, como 
en todo otro proceso, deben ser reduci- 
dos a su mínima expresión, dadas la ce- 
leridad, la sociabilidad, la simplicidad y 
la informalidad que deben caracterizarlo, 
aunque de ninguna manera pueden ser 
suprimidos, puesto que ello equivaldría a 
suprimir el proceso mismo. Este autor ofre- 
ce un concepto lato y otro restringido. Se- 
gún el primero, “incidentes de procedimien- 
to son, en sentido amplio, todos los 
acontecimientos susceptibles de entorpecer 
u obstaculizar la marcha normal del pro- 
ceso, complicando la instancia, dificultan- 
do la instrucción del litigio y retardando 
sus solución; son los incidentes propiamen- 
te dichos y, entre ellos, cabe citar los me- 
dios de inadmisión, las diferentes excep- 
ciones y la recusación”. En sentido estricto, 
“son también incidentes de procedimiento, 
las demandas nuevas- comúnmente deno- 
minadas demandas incidentales- que se in- 
corporan a un litigo ya nacido, ampliando 
su esfera; las principales son las demandas 
adicionales, reconvencionales y en interven- 
ción voluntaria o forzosa”. Para Henri 
Capitant (Vocabulario Jurídico, p.315), el 
incidente es “toda discusión accesoria que 
sobreviene en el curso de un pleito y con- 
cierne a la forma del procedimiento o al 
fondo del litigio”. 


CLASES 


7.- Generalmente, en casi todos los pro- 
cesos hay lugar a numerosos y variados 
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incidentes que alteran el curso normal o 
ideal del proceso. La doctrina (Jean Vicent 
et Serge Guinchard, Le Procedure Civile, 
Precis Dalloz, 22a.edic, pp.723 y ss. 
Nos.1086 y ss) clasifica los incidentes en 
cinco categorías principales. A saber: a) 
Las excepciones. b) Incidentes relativos a 
la prueba. c) Incidentes provenientes de 
la modificación de las pretensiones de las 
partes o de los litigantes en el proceso. 
d) Incidentes relativos al personal judi- 
cial. e) Incidentes relativos al curso de la 
instancia, a su desarrollo normal. 


8.- El CT habla específicamente de los 
incidentes relativos a la competencia 
(declinatoria) y a las excepciones de nuli- 
dad (irregularidades de forma y no for- 
males). La Ley 845 de 1978, trata sobre 
la excepción de la fianza judicatum solvi 
(Art.16). La Ley 834 de 1978, dispone 
que la demanda en comunicación de do- 
cumentos no constituye una excepción 
dilatoria ni una causa de inadmisión de 
las excepciones. El CT se refiere también 
a los medios de inadmisión, a la recusa- 
ción y a la intervención (forzosa y volun- 
taria). 


Los INCIDENTES DE PROCEDIMIENTO 
EN EL CT 


9.- El CT de 1992 trae un concepto am- 
plio de los incidentes de procedimiento, 
que incluye los medios de inadmisibilidad, 
las excepciones (de declinatoria, de nuli- 
dad, de irregularidades de forma), la re- 
cusación, y la intervención (voluntaria y 
forzosa). Dedica así los Títulos IV, V y VI 
del Libro Séptimo a los incidentes. 


10.- Debido a este sentido lato de los 
incidentes, en aras del principio de la ce- 
leridad y del impulso procesal de oficio, 
el CT dispone en su Art.534 que “el juez 
suplirá de oficio cualquier medio de de- 
recho y decidirá en una sola sentencia 
sobre el fondo y sobre los incidentes, si 
los ha habido, excepto en los casos de 
irregularidades de forma”. Este texto no 
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debe ser interpretado literalmente, sobre 
todo en lo referente a decidir los inciden- 
tes conjuntamente con el fondo. Una in- 
terpretación literal de esta parte de di- 
cho texto legal podría traducirse en una 
violación al derecho de defensa, en una 
transgresión al principio de la celeridad 
que impulsa el proceso en materia de tra- 
bajo y persigue el propio Art.534 y en un 
entorpecimiento injusto e innecesario de 
la administración de la justicia de traba- 
jo, además de un cúmulo excesivo de tra- 
bajo que iría en perjuicio de todos. “Por 
su propia naturaleza y por sentido co- 
mún, hay cuestiones incidentales que de 
ninguna manera pueden resolverse junto 
con el fondo sino antes, pues podrían 
hacer que, en lo principal, la sentencia 
resulte frustratoria”. Ejemplos de inciden- 
tes necesariamente previos y diferentes 
de las irregularidades de forma: los me- 
dios de inadmisión, la incompetencia ab- 
soluta, la recusación de un miembro del 
tribunal, etc. 


DE LOS MEDIOS DE INADMISIÓN 


11.- Entre los medios de inadmisión el 
Art.586 del CT menciona, la prescripción 
extintiva, la aquiescencia válida, la falta 
de calidad, la falta de interés, la falta de 
registro de la asociación de carácter la- 
boral, la cosa ¡juzgada y cualquier otro 
medio que sin contradecir el fondo de la 
acción, la haga inadmisible. Dispone que 
los medios de inadmisión pueden propo- 
nerse en cualquier estado de la causa. El 
juez está facultado para condenar a da- 
ños y perjuicios a los que se abstengan 
con intención dilatoria de invocar un 
medio de inadmisión oportunamente. 


12.- El concepto recogido en el Art.586 
del CT coincide con la definición de los 
medios de inadmisión del Art.44 de la 
Ley 834 de 1978, según el cual “constitu- 
ye una inadmisibilidad todo medio que 
tienda a hacer declarar al adversario in- 
admisible en su demanda, sin examen al 
fondo, por falta de derecho para actuar, 
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tal como la falta de calidad, la falta de 
interés, la prescripción, el plazo prefija- 
do, la cosa juzgada”. 


13.- Se observa también que, en ambos 
textos legales: 1) La ley enuncia, no limi- 
ta los medios de inadmisión; 2) se dice 
que el fin de no recibir persigue que “sin 
contradecir el fondo de la acción la ha- 
gan definitivamente inadmisible” (Art.586 
CT), o “todo medio que tienda a decla- 
rar al adversario inadmisible en su de- 
manda, sin examen del fondo” (Art.44 
Ley 834 de 1978); 3) que tanto el CT 
como la citada ley (Art.45), prevén la 
posibilidad de condenar a daños y per- 
juicios a quienes hayan procedido con 
intención dilatoria, en la presentación de 
algún medio de inadmisión. 


14.- Estas características de los medios 
de inadmisión, ¡justifican también que el 
Art.534 no puede interpretarse literalmen- 
te, sino conforme a la intención perse- 
guida por el legislador con dicho texto: 
dar celeridad al proceso, evitar chicanas 
procesales, pero en ningún modo violar 
el derecho de defensa, desnaturalizar los 
medios de inadmisión ni recargar inne- 
cesariamente de trabajo al tribunal. 


15.- Froilán Tavares hijo (ob.cit., pp.244- 
245) señala como “caracteres propios de 
los medios de inadmisibilidad, que los dis- 
tinguen de las defensas y de las excep- 
ciones: 1) al acoger un medio de 
inadmisibilidad el juez no examina el fon- 
do de la demanda como lo hace cuando 
acoge una defensa, sino que la declara 
inadmisible porque el demandante no tie- 
ne el derecho de acción. Al ser declarada 
inadmisible, la demanda, en regla gene- 
ral, no puede ser reproducida, como ocu- 
rre cuando el juez acoge una excepción; 
2) los medios de inadmisibilidad podían, 
de acuerdo con el Código de Procedi- 
miento Civil, ser invocados en todo esta- 
do de causa, lo mismo que las defensas; 
por el contrario, las excepciones tenían 
que ser invocadas antes que las defensas 
al fondo, y antes que los medios de 


inadmisibilidad; 3) la sentencia que, en 
ausencia de conclusiones del demanda- 
do sobre el fondo rechaza un medio de 
inadmisibilidad ligado al fondo, es con- 
tradictoria y no en defecto, de acuerdo 
con la opinión más generalizada. Los 
anteriores rasgos característicos, general- 
mente atribuidos a los medios de 
inadmisibilidad, en oposición respectiva- 
mente a las excepciones y a las defensas, 
no autorizan a ver en ellos, según la ma- 
yoría de los autores, una categoría inde- 
pendiente de medios, que ocupara una 
situación intermedia entre las unas y las 
otras. En la generalidad de los casos, 
en efecto, de acuerdo con el sistema 
del Código de Procedimiento Civil, el 
régimen a que se hayan sometidos los 
medios de inadmisibilidad es el mismo 
que rige las defensas al fondo. Algunos 
de los medios de inadmisibilidad ope- 
raban más bien como las excepciones, 
y no como las defensas. Puede citarse: 
el de la inadmisilidad, por prematuro, 
del recurso de apelación previsto en el 
Art.449, derogado, puesto que la sen- 
tencia que lo acogía quitaba al ape- 
lante el derecho de incoar otro recurso 
de apelación”. 


DIFERENCIA ENTRE EXCEPCIONES, MEDIOS 
DE DEFENSA Y MEDIOS DE INADMISIÓN 


16.- René Morel (Procedure Civile, No.52, 
pp.54 y ss) ha propuesto un criterio que 
permite distinguir las defensas, las excep- 
ciones y los fines de no recibir (Glasson 
et Tissier, T.I, No.227). La defensa ataca 
el derecho pretendido, la excepción ata- 
ca el procedimiento, el fin de no recibir 
el derecho de actuar. El demandante que 
opone un fin de no recibir no dice al de- 
mandado; “su derecho no existe” (defen- 
sa), ni dice: “su instancia está mal con- 
ducida” (excepción), él dice: “Vd. no 
puede ejercer su acción, porque está des- 
provisto de interés o de calidad, o por- 
que su derecho a esta acción se encuen- 
tra extinguido”. 
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17.- “El fin de inadmisión o medio de 
inadmisión, como también se le denomi- 
na, -afirma Tavares hijo-, no contesta di- 
rectamente el derecho alegado por el 
adversario; tiende a declararlo inadmisi- 
ble. Se ha considerado que la inadmisi- 
bilidad es un medio de defensa de natu- 
raleza mixta, ya que se podría situar entre 
las defensas al fondo y las excepciones. 
Difiere de las defensas al fondo, por lo 
cual se asemeja a las excepciones, en 
cuanto a su objeto, y en cuanto a su téc- 
nica procesal; difiere de las excepciones 
por lo que se asemeja a las defensas al 
fondo, en cuanto a sus resultados. En efec- 
to, mientras las defensas al fondo tien- 
den a anonadar un derecho alegado, la 
inadmisibilidad contesta el derecho del 
demandante a ejercer la acción, sin ata- 
car el derecho mismo. La inadmisibilidad 
se presenta como una especie de cues- 
tión previa, que impide la discusión res- 
pecto de los fundamentos de la deman- 
da. Pero sus resultados son más enérgicos 
que las excepciones, ya que las inadmisi- 
bilidades van encaminadas a impedir el 
ejercicio del derecho alegado. Es por lo 
que, en sus resultados son similares a las 
defensas al fondo” (Froilán Tavares, Ele- 
mentos de Derecho Procesal Civil Domi- 
nicano, Vol.!, pp.189-190). 


18.- La Ley 834 de 1978 establece en el 
Art.3 que “las excepciones deben, a pena 
de inadmisibilidad, ser presentadas simul- 
táneamente y antes de toda defensa al 
fondo o fin de inadmisión. Se procederá 
de igual forma cuando las reglas invoca- 
das en apoyo de la excepción sean de 
orden público”. El Art.586 no entra en 
contradicción con la Ley 834. 


19.- Los medios de inadmisión deben co- 
nocerse y juzgarse previamente al fondo 
(Sent. del 11 de enero de 1969, B.J.698, 
p.69). 


20.- Véase Arts.554 y 667 CT. 


JURISPRUDENCIA 


APELACIÓN 


21.- La inadmisibilidad del recurso de 
apelación tiene como efecto evitar que 
se conozca el fondo de una acción, por 
lo que no es imputable como falta del 
tribunal la no discusión de la demanda y 
de los méritos del recurso de apelación 
por ante el tribunal. (Sent. 15 julio 1998, 
No.62, B.J.1052, p.771). 


AQUIESCENCIA 


22.- La aquiescencia a una sentencia no 
se presume; esa manifestación de la vo- 
luntad debe ser formal, es decir que no 
puede resultar sino de hechos o actos que 
no dejen ningún equívoco sobre la inten- 
ción de quien la hace (Sent. 30 de julio 
1954, B.J.528, p.1475-1476). 


23.- La aquiescencia a la sentencia im- 
plica su renuncia a impugnarla por las 
vías de recursos ordinarios o extraordi- 
narios prescritos por la Ley, quedando, 
consecuentemente, terminada la contes- 
tación judicial surgida entre las partes en 
causa. (Sent. 16 de enero 1953, B.J.510, 
p.9). 


24.- La aquiescencia prestada por una 
de las partes a las pretensiones de su con- 
traparte, o en ciertos casos, su reconoci- 
miento de los hechos alegados por ésta, 
extinguen necesariamente la instancia, 
por falta de objeto, en la medida de esta 
aquiescencia o de este reconocimiento, 
de tal manera que, después de prestada 
la aquiescencia respecto de tales preten- 
siones o de que tales hechos hayan sido 
reconocidos, ya no es posible ordenar en 
justicia la prueba de hechos que se en- 
cuentren en contradicción con los hechos 
reconocidos o con las pretensiones que 
fueron objeto de aquiescencia, puesto que 
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ya no existe entre las partes controversia 
acerca de esos puntos (Sent. 22 febrero 
1949, B.J.463, p.106-107). 


CASACIÓN 


25.- El recurso de casación que se inter- 
ponga contra una sentencia que aprove- 
cha a varias partes entre cuyos intereses 
exista un vínculo de indivisibilidad, tiene 
que ser dirigido contra todas; de no ha- 
cerse así, el recurso debe ser declarado 
inadmisible. (Sent. 1 septiembre 1999, 
Eddy Leyba Domínguez y compartes 
Vs.William Torres Thomas, p.6). 


26.- La sentencia, a pesar de transcribir 
las conclusiones de la recurrente en la 
cual figura el medio de inadmisión plan- 
teado, no se pronuncia al respecto, por 
lo que la misma contiene el vicio de omi- 
sión de estatuir. (Casación, 3 de septiem- 
bre 1997, B.J.1042, p.143-147). 


27.- La inadmisibilidad de un medio nue- 
vo no hace inadmisible el recurso. (Sent. 
enero 1963, B.J.630, p.40). 


ComPAÑÍA 


28.- Para acoger el medio de inadmisión 
fundado en no tener calidad por no exis- 
tir ya entidad comercial, no bastan la 
prueba de disolución de esta sociedad, 
la de que tal disolución había sido publi- 
cada y la de que la nueva sociedad es 
causahabiente universal de la entidad di- 
suelta, sino que es necesario haber con- 
signado también el hecho de haberse 
operado la liquidación de la disuelta so- 
ciedad, el de no tener la calidad de re- 
presentante de dicha sociedad disuelta y 
en proceso de liquidación; pudiera ocu- 
rrir que la sociedad disuelta, no obstante 
haber adquirido su activo y su pasivo la 
nueva compañía por acciones, continua- 
ra teniendo frente a sus acreedores la 
existencia que la Ley reconoce a toda so- 
ciedad mientras dure el proceso de liqui- 


dación. (Sent. 22 de diciembre 1948, 
B.J.461, p.2008-2009). 


Cosa JUZGADA 


29.- Cuando la parte civil no apela la 
sentencia de primer grado, el Tribunal 
de segundo grado no puede reformar, 
en interés suyo, el fallo anterior, pues ello 
implicaría un atentado a la cosa juzga- 
da. (Sent. 8 de junio 1954, B.J.527, 
p.1063-1069). 


30.- La sentencia interlocutoria no recu- 
rrida en casación, sino ejecutada en au- 
diencia pública, tiene carácter de cosa 
juzgada. (Sent. 15 diciembre 1952, B.J. 
509, p.2321). 


INADMISIBILIDAD 


31.- Al declarar inadmisible el recurso de 
apelación, el juez no puede conocer los 
méritos de la demanda ni exigir al de- 
mandante la prueba de los hechos en que 
fundamenta la misma, pues uno de los 
efectos de la declaratoria de 
inadmisibilidad es que impide que se co- 
nozca del fondo del asunto declarado in- 
admisible. (Sent. 20 enero 1999, No.51, 
B.J.1058, p.530). 


32.- Al declarar inadmisible la acción 
ejercida, los jueces no pueden estatuir 
sobre el fondo de la demanda, por ser 
ésta una consecuencia lógica de declara- 
toria de inadmisibilidad, lo que en modo 
alguno puede verse como una carencia 
de decisión. (Sent. 19 noviembre 1997, 
No.13, B.J.1044, p.226). 


33.- El no conocimiento del fondo del re- 
curso de apelación ni de los méritos de la 
demanda constituye una correcta aplica- 
ción de las reglas que rigen los medios 
de inadmisión, y que de manera expresa 
consagra el artículo 44 de la Ley 834 del 
16 de junio de 1978, al prescribir que la 
inadmisibilidad tiende “a hacer declarar 
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inadmisible al adversario en su deman- 
da, sin examen del fondo”. (Sent. 3 di- 
ciembre 1997, No.3, B.J.1045, p.328). 


34.- El Juez, al acoger el medio de 
inadmisión está impedido de conocer 
del fondo del recurso de apelación. 
(Sent. 3 diciembre 1997, No.3, B.J.1045, 
p.328). 


35.- El juez no puede ordenar un infor- 
mativo testimonial para probar el fon- 
do de la demanda, sin antes decidir 
sobre los medios de inadmisión pro- 
puestos. (Cas.11 enero 1969, B.J.698, 
p.69). 


EFECTOS 


36.- Uno de los efectos de las 
inadmisibilidades es que impide la discu- 
sión del fondo de un asunto. (Sent. 1 oc- 
tubre 1997, No.4, B.J.1043, p.255). 


FALTA DE INTERÉS 


37.- La ausencia de condenaciones que 
acarrea la inadmisibilidad del recurso de 
casación por falta de interés es cuando 
el recurrente es el demandado y no el 
demandante, pues es lógico que si un de- 
mandado no ha sido condenado no ha 
sido afectado con la decisión de los tri- 
bunales del fondo y en consecuencia ca- 
rezca de interés en la continuación del 
litigio. (Sent. 15 julio 1998, No.59, 
B.J.1052, p.752-753). 


OMISIÓN DE ESTATUIR 


38.- Constituye el vicio de omisión de 
estatuir cuando la Corte decide al fon- 
do del recurso de apelación, sin referir- 
se en sus motivaciones ni en el dispositi- 
vo de la sentencia recurrida, al 
pedimento de inadmisibilidad formula- 
do. (Sent. 10 diciembre 1997, No.14, 
B.J.1045, p.395). 
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OTRAS DECISIONES 


39.- Si bien es cierto que la declaratoria 
de inadmisibilidad impide el conocimien- 
to del recurso de apelación, la expresión 
errónea del tribunal en el sentido de que 
confirma la sentencia impugnada, no 
constituye un motivo de casación, en ra- 
zón de que al declararse inadmisible el 
recurso, la sentencia de primer grado 
toma plena vigencia lo que produce un 
efecto similar a su confirmación. (Sent. 
13 enero 1999, No.31, B.J.1058, p.417). 


40.- Para que un juez pueda declarar de 
oficio un medio de inadmisión basado en 
la inobservancia de los plazos, es nece- 
sario que éste sea puesto en condiciones 
de verificar si los plazos han sido puestos 
a correr y el acto que impulsó su inicio. 
(Sent. 11 noviembre 1998, No.19, 
B.J.1056, p.413- 414). 


41.- El alegato de que la recurrente no 
es empleadora del recurrido, sino otra 
persona, no constituye un medio de 
inadmisión sino un medio de defensa al 
fondo. (Sent. 3 junio 1998, No.8, p.314). 


42.- No constituye ninguna contradicción 
el hecho de que el tribunal declare la 
inadmisibilidad de la demanda y a la vez 
rechace el fondo del recurso. (Sent. 10 
junio 1998, No.25, B.J.1051, p.425). 


43.- Pero la Corte a-qua debió, antes de 
fallar el fondo del asunto, como lo hizo, 
darle la oportunidad a la empleadora 
para que presentara sus conclusiones so- 
bre lo principal. (Casación, Iro. de octu- 
bre 1997, B.J.1043, p.257-262). 


44.- La celebración de medidas de ins- 
trucción y la formulación de conclusiones 
sobre el fondo del asunto, no impide que 
el medio de inadmisibilidad sea plantea- 
do; el pedimento hecho de esa manera 
sólo podría hacer pasible al concluyente 
de una condena a daños y perjuicios, si 
el juez considera que ha actuado con in- 
tención de dilatar el conocimiento del pro- 
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ceso, pero en modo alguno es óbice para 
la declaratoria de inadmisibilidad, en caso 
de que de la ponderación que realice el 
tribunal se determine la procedencia del 
pedimento. (Sent. 17 septiembre 1997, 
No.23, B.J.1042, p.275). 


45.- El Art.47 de la Ley 834 de 1978 pres- 
cribe que “los medios de inadmisión de- 
ben ser invocados cuando tienen un ca- 
rácter de orden público, especialmente 
cuando resulten de la inobservancia de 
los plazos en los cuales deben ser ejerci- 
das las vías de recurso”. (Sent. 17 sep- 
tiembre 1997, No.23, B.J.1042, p.276). 


46.- Es inadmisible por prematuro el re- 
curso interpuesto contra una sentencia 
preparatoria, antes de que se dictara sen- 
tencia definitiva sobre el fondo. (Sent. 19 
marzo 1984, B.J.880, p.693). 


47.- De la comprobación realizada por 
el Departamento de Trabajo en fecha 
posterior a un hecho, no resulta necesa- 
riamente la falsedad del hecho. (Sent. 26 
febrero 1968, B.J.687, p.442-443). 


INCIDENTES 


48.- Es interés manifiesto del legislador 
que el procedimiento, en la materia de 
que se trata, esté exento de los formalis- 
mos e incidentes que de ordinario entor- 
pecen en muchos casos, sin ventaja algu- 
na para una buena administración de la 
justicia, los procedimientos civiles de de- 
recho común. (Sent.28 julio 1946, 
B.J.456, p.1469-1476). 


INTERÉS 


49.- La parte que renuncia a una dife- 
rencia de cálculos en las prestaciones ca- 


rece de interés para reclamarla. (Sent. 


30 septiembre 1949, B.J.470, p.828-834). 


Morivos 


50.- La inadmisibilidad del recurso de 
apelación rechazado implícitamente por 
falta de motivos puede ser suplida por la 
Suprema Corte por tratarse de una cues- 
tión de puro derecho. (Sent.15 marzo 
1951, B.J.488, p.316-325). 


PRESCRIPCIÓN 


51.- Como cuestión perentoria, los jue- 
ces ante los cuales se alega la prescrip- 
ción de la acción deben ponderar, en pri- 
mer término, si la demanda ha sido 
incoada dentro de los plazos exigidos por 
la ley. (Sent. 16 febrero 1979, B.J.819, 
p.220). 


52.- Es indudable que los jueces deben, 
cuando les es propuesta la excepción de 
prescripción, examinar previamente la 
naturaleza de la acción que ha sido in- 
tentada antes de declararla prescrita para 
determinar el texto aplicable en el caso; 
pero de ningún modo deben ordenar 
medidas de instrucción sobre el fondo de 
la demanda. (Sent. 16 febrero 1979, 
B.J.819, p.220). 


TRANSACCIÓN 


53.- Un acuerdo transaccional justifica 
la falta de interés de la recurrente mani- 
festada en la instancia sometida al tribu- 
nal. (Casación, 15 de octubre 1997, 
B.J.1043, p.289-295; 296-302). (Casa- 
ción, 29 de octubre 1997, B.J.1043, 
p.303-307; 308-316; 317-323; 324-331). 
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CAPITULO ll 


DE LAS EXCEPCIONES DE 
DECLINATORIA 


Art.587.- “La declinatoria por causa 
de incompetencia en razón de la ma- 
teria puede ser solicitada en todo es- 
tado de causa por cualesquiera de las 
partes. 


Sin ninguna de éstas la solicitare, el 
juez la ordenará de oficio”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Competencia, 9 
- Declinatoria, 10 
- Inadmisibilidad, 11 


- Incompetencia, 12 


Comentarios, 2 
Doctrina, 3-8 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.555 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El CT de 1992 apenas dedica tres 
breves artículos a la excepción de 
declinatoria. El primero, se refiere a 
la declinatoria en razón de la mate- 
ria (competencia de atribución) “la 
cual puede ser invocada en todo es- 
tado de la causa por cualesquiera de 
las partes” u ordenada de oficio por 
el juez. La segunda disposición trata 
sobre la declinatoria por causa de 
incompetencia territorial, de litispen- 
dencia o de conexidad “que sólo pue- 
de ser ordenada a solicitud de la par- 
te demandada, antes de la 
producción y discusión de las prue- 
bas”. Finalmente dispone que “la ex- 
cepción de declinatoria se juzgará con 
lo principal”. 
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DOCTRINA 


3.- El Art.587 se refiere a las excepciones 
de declinatoria. Henri Capitant (Vocabu- 
lario Jurídico, p.190), define declinatoria 
como “defensa opuesta por una de las 
partes- generalmente el demandado- 
para que el litigio sea remitido a otra 
jurisdicción, por causa de incompetencia, 
litispendencia o conexidad”. 


4.- Vincent y Guinchard (ob.cit., 
No.1090, p.724) definen la excepción 
como un medio invocado por una de las 
partes, más habitualmente por el deman- 
dado que pretende suspender momentá- 
neamente el procedimiento, sin compro- 
meter el debate sobre el fondo. Constituye 
un obstáculo temporal a la acción. 


5.- Según Moreta Castillo (ponencia cit., 
p.7) en las declinatorias por incompeten- 
cia, litispendencia y conexidad, la regla 
es diferente a la del derecho común, don- 
de se presentan en principio in limini litis; 
en materia laboral las declinatorias son 
invocadas en todo estado de causa y se 
juzgan junto a lo principal, quedando así 
postergado el principio de que se deben 
juzgar previamente, que existe en el de- 
recho procesal civil y que ha sido objeto 
de reconocimiento jurisprudencial 
(Art.589 CT, Cas. del 2 de julio de 1982, 
B.J.860, p.1096). 


6.- Este texto legal hace referencia a la 
declinatoria por incompetencia en razón 
de la materia. Esta incompetencia es de 
orden público y puede ser solicitada en 
cualquier estado de causa por cualquie- 
ra de las partes. 


7.- El párrafo final dispone que puede 
ser ordenada de oficio. Debido a su ca- 
rácter de orden público, es una cuestión 
de derecho que el juez debe suplir de 
oficio. No es correcto acumular la deci- 
sión de la competencia en razón de la 
materia para decidirlo conjuntamente con 
el fondo. 
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8.- Véase comentarios a los Arts. 480 al 
482, 534, 588, 589, 590 y 619 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


COMPETENCIA 


9.- Cuando los jueces del fondo se limi- 
tan a resolver la cuestión de competen- 
cia sin estatuir sobre el medio de la falta 
de calidad de las demandantes, esta omi- 
sión no puede conducir a la casación de 
la sentencia, ya que nada se opone a 
que las demandadas reiteren ante el tri- 
bunal apoderado de la demanda, el me- 
dio en cuestión. (Sent. 21 septiembre 
1984, B.J.886, p.2450). 


DECLINATORIA 


10.- Cuando el tribunal no hace ningu- 
na consideración en torno al pedimento 
de declinatoria por incompetencia plan- 
teado, en esta circunstancia la SCJ no 
está en disposición de determinar la co- 
rrecta aplicación de falta de motivos y de 
falta de base legal. (Sent. 6 enero 1999, 
No.4, B.J.1058, p.250). 


INADMISIBILIDAD 


11.- La falta de interés no se manifiesta 
por la ausencia de una demanda o la no 
presentación a juicio, sino que se genera 
cuando habiendo sido desinteresado con 
el cumplimiento de una obligación a su 
favor, o habiendo dado asentimiento a 
una situación jurídica, se inician accio- 
nes ¡judiciales en reclamación del cumpli- 
miento de esas obligaciones ejecutadas o 
liberadas. (Sent. 19 noviembre 1997, 
No.13, B.J.1044, p.226). 


INCOMPETENCIA 


12.- El tribunal viola los artículos 170 y 
172 del Código de Procedimiento Civil al 


no resolver por una sentencia separada 
la excepción de incompetencia ratione 
materia que propuso ante ella la recu- 
rrente. (Sent. 28 septiembre 1981, 
B.J.850, p.2256). La incompetencia del 
tribunal apoderado es absoluta cuando 
se trata de materias para las cuales la ley 
ha atribuido exclusivamente jurisdicción 
a un tribunal determinado. (Sent. 15 abril 
1959, B.J.585, p.666-667). 


Art.588.- “La declinatoria por cav- 
sa de incompetencia territorial, de 
litispendencia o de conexidad sólo 
puede ser ordenada a solicitud de 
la parte demandada, antes de la 
producción y discusión de las prue- 
bas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción el Art.556 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al momento 
en que debe ser propuesta la declinatoria 
por causa de incompetencia territorial, 
de litispendencia o de conexidad. Dispo- 
ne que sólo puede ser ordenada a solici- 
tud de parte demandada, antes de la pro- 
ducción y discusión de las pruebas. 


DOCTRINA 


3.- Froilán Tavares hijo, (ob.cit., p.248- 
249) expresa que “los Arts. 3 y 34 de la 
Ley 834 instauraron un nuevo régimen 
para las excepciones declinatorias, enca- 
minado primordialmente a favorecer la 
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aceleración del procedimiento, y a evitar 
la proliferación de éstas generalmente 
usadas como medios dilatorios, frente a 
los cuales tanto el adversario como el juez 
se encontraban desarmados dentro del 
antiguo sistema procesal. Conforme a este 
régimen, las excepciones declinatorias 
pueden presentarse bajo la forma de una 
excepción de incompetencia, una excep- 
ción de conexidad o una excepción de 
litiipendencia. En el primero de los ca- 
sos, el litigante pretende que la jurisdic- 
ción apoderada es incompetente. Se de- 
nomina este caso como declinatoria de 
competencia (Art.3 al 27). En el segundo 
de los casos, el mismo litigio se encuen- 
tra pendiente ante dos jurisdicciones del 
mismo grado, igualmente competentes 
para conocerlo: es el caso de la 
declinatoria de litispendencia (Art.28). En 
el tercer caso, existe entre dos litigios un 
lazo tal que es de interés, para una bue- 
na administración de la justicia, hacerlos 
instruir y juzgar conjuntamente, es el caso 
de la conexidad (Art.28)” (El derecho co- 
mún y las normas de la Ley 834 de 1978 
sobre la incompetencia promovida de ofi- 
cio, sobre litispendencia y conexidad, que 
no contradigan las previsiones de los 
Arts.587 al 589 del CT se aplican 
supletoriamente”. 


4.- Véase comentarios a los Arts.483, 
484, 534, 587, 589 y 590 del CT. 


Art.589.- “La excepción de 
declinatoria se juzgará con lo principal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2 - Declinatoria, 7 


Doctrina, 3-6 - Incidentes, 8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.557 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra que la ex- 
cepción de declinatoria se juzgará con lo 
principal. Se refiere únicamente a la 
declinatoria por causa de incompetencia 
territorial. 


DOCTRINA 


3.- Este texto no persigue llenar de tra- 
bajo innecesario al tribunal. Tampoco le 
impone el conocimiento de asuntos que, 
en razón de la materia, no son de su 
competencia, v.g. una demanda ante los 
tribunales de trabajo en pago de dere- 
chos y prestaciones laborales contra una 
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empresa u organismo autónomo del Es- 
tado que no tenga carácter comercial, 
industrial, financiero o de transporte o la 
incoada contra un Ayuntamiento, en es- 
tos casos la declinatoria por incompeten- 
cia absoluta en razón de la materia no 
debe juzgarse con lo principal. Se trata 
de un medio de derecho que se impone 
al juez que debe admitir aún de oficio, 
su propia incompetencia, por aplicación 
del Art.534, primera parte. 


4.- La Cámara de Tierras, Laboral, Con- 
tencioso- Administrativo y Contencioso-Tri- 
butario de la Suprema Corte de Justicia 
mediante su sentencia del 15 de julio de 
1998 (B.J. 1052, p.702) ha juzgado que 
“el Art.534 no hace diferencias sobre el 
tipo de incidentes que tienen que ser fa- 
llados conjuntamente con el fondo”, por 
lo que este texto legal es “de aplicación 
general en todos los casos de incidentes y 
excepciones declinatorias (se refiere al 
Art.589 del mismo Código), que se plan- 
teen en ocasión de una litis laboral”. Se- 
gún la propia sentencia, el alcance gene- 
ral que otorga a los Art.534 y 589 se debe 
al propósito perseguido por dichas nor- 
mas, de “librar de obstáculos innecesarios 
al Tribunal”. Por razonamiento contrario, 
dichos textos legales no imponen al tribu- 
nal la obligación de acumular el incidente 
con el fondo, cuando legalmente existe 
un obstáculo necesario. Por consiguiente, 
el alcance de dichos textos legales no es 
“de aplicación general en todos los casos 
de incidentes y excepciones de declinatoria 
que se planteen en ocasión de una litis 
laboral”, sino que hay situaciones en que 
existen obstáculos necesarios o legalmen- 
te imperiosos que impiden al tribunal apli- 
car literalmente dichos textos legales. Uno 
de estos obstáculos es la incompetencia 
absoluta (en razón de la materia) y cual- 
quier otra disposición legal de orden pú- 
blico. Un juez de trabajo no puede cono- 
cer de un asunto del cual la ley no le otorga 
competencia de atribución y, contraria- 
mente a acelerar el proceso laboral, co- 
nocer de este asunto conjuntamente con 
el fondo, significa quebrantar el principio 


de la celeridad, de la esencia del proceso 
de trabajo. Lo mismo sucede con los me- 
dios de inadmisión que, “tienden a hacer 
declarar al adversario inadmisible en su 
demanda, sin examen al fondo”. 


5.- Los Arts.534 y 589 del Código de Tra- 
bajo no imponen a los tribunales de tra- 
bajo la obligación de conocer y juzgar 
cualquier asunto que se le plantee, aun- 
que la ley no le otorgue competencia de 
atribución. Tampoco le obligan a decidir 
los medios de inadmisión, conjuntamen- 
te con el fondo. El criterio de la referida 
Cámara de la Suprema Corte de Justicia 
se reduce a una interpretación errónea 
de la ley. En nombre de la celeridad, no 
cabe desconocer disposiciones legales de 
orden público, destinadas esencialmen- 
te, a la protección del derecho de defen- 
sa y del debido proceso. 


6.- Véase comentarios al Art.534, 586, 
587 y 592 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


DECLINATORIA 


7.- Cuando un tribunal de trabajo se 
reserva el fallo de una excepción de 
declinatoria, no está rechazando la 
declinatoria, sino dando cumplimiento 
a los artículos 534 y 589 que así lo or- 
denan, por lo que la decisión así emiti- 
da es una sentencia preparatoria que 
solo puede ser recurrida “después de la 
sentencia definitiva” y conjuntamente 
con la apelación de ésta, al tenor del 
artículo 451 del Código de Procedimiento 
Civil. (Sent. 18 marzo 1998, No.39, 
B.J.1048, p.515). 


INCIDENTES 


8.- Los Arts.534 y 589 son de aplicación 
general en todos los casos de incidentes 
y excepciones de declinatoria que se plan- 
teen en ocasión de una litis laboral. (Sent, 
15 julio 1998, No.50, B.J.1052, p.702). 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 590 


CAPITULO Ill 
DE LAS EXCEPCIONES DE 
NULIDAD 


Art.590.- “Será declarada nula toda 
diligencia o actuación verificada an- 
tes de la expiración del plazo legal 
que deba precederle o después de 
expirado aquél en el cual haya debi- 
do ser verificada: 


1) Cuando la inobservancia del plazo 
perjudique el derecho de defensa de 
una de las partes o derechos consa- 
grados por este Código con carácter 
de orden público; 


2) Cuando impida o dificulte la apli- 
cación de este Código o de los regla- 
mentos de trabajo. 


También será declarada nula toda 
diligencia o actuación practicada por 
terceros en nombre de cualquiera de las 
partes en violación de lo prescrito por el 
artículo 502 relativo al mandato”. 


INDICE 


Clases de nulidad, 6-7 


Jurisprudencia, 8 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2-3 
Doctrina, 4-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.558 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia el capítulo rela- 
tivo a las excepciones de nulidad. Se re- 
fiere a la nulidad de toda diligencia o 
actuación efectuada antes o después de 
la expiración del plazo legal correspon- 
diente. En estos supuestos, la actuación 
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o diligencia será declarada nula cuando 
desconoce disposiciones con carácter de 
orden público o lesione el derecho de 
defensa de una de las partes, también 
cuando impida o dificulte la aplicación 
de las normas de trabajo. 


3.- El párrafo final dispone que será de- 
clarada nula toda diligencia o actuación 
de tercero en nombre de las partes, des- 
provisto de mandato o en violación a lo 
previsto en el Art.502 del CT. 


DOCTRINA 


4.- La sanción de nulidad a que se refie- 
re este texto versa sobre las diligencias o 
actuaciones fuera de los plazos legales 
previstos para dichas actuaciones o dili- 
gencias. No trata de las omisiones, am- 
bigúedades o menciones oscuras de los 
escritos o documentos depositados. Pro- 
piamente consagra la regla no hay nuli- 
dad sin agravio. 


5.- Véase comentarios a los Arts.486 y 
502 del CT. 


CLASES DE NULIDAD 


6.- El CT habla de nulidades por “vicio 
de forma” y de “nulidades por vicios no 
formales”. En el primer caso, no se admi- 
te en materia de trabajo ni en los conflic- 
tos que sean su consecuencia (Art.486 CT) 
ninguna nulidad. Si hubiese alguna omi- 
sión de una mención sustancial, oscuri- 
dad, ambigúedad o mención incompleta 
que impida, limite o lesione el derecho 
de defensa o la sustanciación del caso, el 
tribunal de oficio o a petición de parte, 
puede ordenar su corrección en un plazo 
“de no más de tres días”. 


7.- En las nulidades no formales que el 
CT no especifica, sólo puede ser declara- 
da la nulidad “en los casos de irregulari- 
dades que perjudiquen derechos de las 
partes o que impidan o dificulten la apli- 
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cación de la ley”. Pero, no obstante las 
previsiones del Art.486, en el embargo 
inmobiliario se admiten nulidades de for- 
ma. En todo caso, “las excepciones pre- 
vistas en el código, deben bajo pena de 
inadmisibilidad presentarse simultánea- 
mente antes de toda defensa al fondo o 
medio de inadmisión”. Se trata de una 
reproducción parcial del texto del Art.2 
de la Ley 834 de 1978, la cual no toma 
en cuenta las previsiones de los artícu- 
los 587 y 591 del CT, y, por tanto, ha- 
brá que considerarlos como excepcio- 


nes a la regla del párrafo final del 
Art.596 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


8.- La persona que inserta una firma 
en el escrito de demanda por orden de 
los abogados apoderados especiales de 
la demandante, quienes sí actúan en 
su nombre y representación de ésta, no 
se atribuye ningún mandato, por lo que 
resulta inaplicable la nulidad que pro- 
nuncia el artículo 590 del Código de 
Trabajo para las actuaciones practica- 
das por terceros sin autorización para 
ello. (Sent. 13 mayo 1998, No.13, 
B.J.1050, p.445). 


Art.591.- “En los casos previstos por 
este Capítulo la nulidad puede ser pro- 
nunciada, aún de oficio, en cualquier 
estado de la causa”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.559 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a las nulidades 
previstas en el Art.590. 


DOCTRINA 


3.- Los casos en que la nulidad puede ser 
pronunciada de oficio y en cualquier es- 
tado de causa, son: violación de disposi- 
ciones legales de orden público, viola- 
ción del derecho de defensa o cualquier 
otra que impida la aplicación de la ley o 
reglamentos de trabajo, o cuando la per- 
sona actuante carezca del mandato co- 
rrespondiente. 


4.- Este texto completa las disposiciones 
del artículo precedente. Se explica por el 
carácter de orden público de la disposi- 
ción legal desconocida, o por el hecho 
de que la diligencia o actuación entraña 
una violación al derecho de defensa o 
dificulte o impida la aplicación de la ley. 
También cuando el tercero, que dice re- 
presentar a una de las partes, incurre en 
la osadía de actuar desprovisto del man- 
dato correspondiente. 


5.- Véase comentarios Arts.502 y 590 del 
CT. 


Art.592.- “La sentencia que admita 
la nulidad, fijará la fecha para conocer 
del asunto, si fuere pertinente. El juez 
puede, si la nulidad, a juicio de éste, no 
le impide conocer y juzgar el caso, en la 
misma sentencia, pero por disposicio- 
nes distintas, estatuir sobre la nulidad y 
el fondo del litigio, salvo poner previa- 
mente a las partes en mora de concluir 
sobre el fondo, en una próxima audien- 


a a 
. 


cia 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 4-5 
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ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Tiene un precedente en el Art.4 de la 
ley 834 de 1978 que contiene una dis- 
posición semejante para el caso en que 
se le plantee al tribunal la excepción de 
incompetencia. El texto legal dice: “El juez 
puede, en la misma sentencia, pero por 
disposiciones distintas, declararse compe- 
tente y estatuir sobre el fondo del litigio, 
salvo poner previamente a las partes en 
mora de concluir sobre el fondo, en una 
próxima audiencia a celebrarse en un pla- 
z0 que no excederá de 15 días, a partir 
de la audiencia”. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal se refiere a la senten- 
cia que declara la nulidad en materia de 
trabajo, y a las facultades del tribunal 
que la dicta. En primer término dispone 
que la sentencia que admita la nulidad, 
fijará la fecha para conocer del caso, si 


fuera pertinente. También faculta al juez, 
cuando la nulidad no le impide conocer 
y juzgar el caso, para estatuir por dispo- 
sición distinta en la misma sentencia so- 
bre la nulidad y sobre el fondo del litigio, 
debiendo en este supuesto previamente 
poner en mora a las partes para que pro- 
duzcan sus conclusiones sobre el fondo 
en una próxima audiencia. Lo que se per- 
sigue en estos casos es proteger el dere- 
cho de defensa, ofreciendo a la parte la 
oportunidad de defenderse sobre el fon- 
do o recurrir en apelación. 


JURISPRUDENCIA 


4.- La SCJ, como Corte de Casación ha 
juzgado que cuando se propone “la ex- 
cepción de incompetencia como cuestión 
previa al conocimiento del fondo del asun- 
to, el Tribunal a-quo una vez fallada la 
excepción debió darle oportunidad para 
que presentara conclusiones al fondo o 
solicitara cualquier medida de instrucción 
para substanciación del proceso”. (Sent. 
del 14 de abril de 1999, pp.9-10, Caso 
Sodocal Vs.Pedro Váldez). 


5.- Véase Arts. 534 y del 586 al 588 del 
CT: 
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CAPITULO IV 


DE LAS EXCEPCIONES DE IRREGULA- 
RIDAD DE FORMA 


Art.593.- “La parte que tenga inte- 
rés en que se ordene la nueva redac- 
ción o la corrección de un acta vicia- 
da, en los casos de omisión de una 
mención substancial, de mención in- 
completa, ambigua u oscura, puede 
solicitarlo por escrito dirigido al juez, 
u oralmente en audiencia, antes de 
toda discusión”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.560 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas a las excepciones de irregularidad 
de forma. El incidente fundado en estas 
excepciones no puede ser decidido con- 
juntamente con el fondo. Así lo prevé el 
Art.534 del CT. 


DOCTRINA 


3.- La parte con interés en que se ordene 
la nueva redacción o la corrección de una 
acta, debe solicitarlo por escrito dirigido 
al juez, in limini litis, y antes de la discu- 
sión de las pruebas. El pedimento puede 
ser hecho también oralmente en audien- 
cia. 


4.- Este texto señala los casos en que pue- 
de solicitarse la nueva redacción o la co- 


rrección de un acto viciado: omisión de 
una mención sustancial, mención incom- 
pleta, ambigua u oscura. El vicio debe 
lesionar el ejercicio del derecho de de- 
fensa o impedir la sustanciación y solu- 
ción del asunto. 


5.- El Art.486 del CT otorga al juez un 
plazo no mayor de tres (3) días para la 
nueva redacción o corrección del acto vi- 
ciado. Este plazo es franco y no se com- 
putan los días no laborables. 


Art.594.- “Cuando la solicitud se 
haga en audiencia y el acta emane 
de la parte adversa, ésta puede 
optemperar inmediatamente, dic- 
tando en la misma audiencia la 
nueva redacción o la corrección del 
acta o de la parte del acta señala- 
da como irregular, o prometiendo 
hacerlo en el curso de los tres días 
siguientes. 


En el primer caso, la audiencia podrá 
continuar, si la parte que propuso la 
excepción no tuviere interés evidente 
en oponerse. 


Cuando hubiere oposición legítima de 
la parte que haya propuesto la ex- 
cepción, o cuando la nueva redacción 
o corrección del acta irregular hubie- 
ra de hacerse después de la audien- 
cia, el juez ordenará la suspensión de 
ésta y fijará día y hora para conti- 
nuarla”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.561 del 
CT de 1951. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la petición 
de nueva redacción o corrección del acto 
viciado formulado oralmente en audien- 
cia, que puede presentarse con motivo 
de esta excepción por irregularidad de 
forma. 


DOCTRINA 


3.- Cuando esto ocurre, y el acta o acto 
emane de la parte adversa, ésta puede 
hacer la corrección o subsanar la men- 
ción o la irregularidad señalada oral e 
inmediatamente en la misma audiencia. 
También puede comprometerse a hacer- 
lo en el término de tres (3) días previsto 
en el Art.486 del CT. Cuando la correc- 
ción se hace en audiencia, ésta podrá 
continuar si no hay oposición de la par- 
te contraria. Cuando la parte que pro- 
puso la excepción hace oposición a la 
continuación de la audiencia, o cuan- 
do la nueva redacción o corrección del 
acta no es posible en audiencia, el juez 
debe suspender el conocimiento del caso 
y fijar un día y hora para la continua- 
ción del mismo, valiendo citación para 
las partes. 


4.- En la práctica, el tribunal casi siem- 
pre puede con arreglo al Art.486 del 
CT. 


Art.595.- “En todos los casos de nue- 
va redacción o de corrección de actas 
señaladas como comienzo de un pla- 
zo para una diligencia o actuación, 
dicho plazo comenzará a contar de la 
fecha de la nueva redacción o de la 
corrección de las mismas”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.562 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra que la ex- 
cepción de irregularidad de forma tiene 
un efecto interruptivo del plazo previsto 
para la diligencia o actuación hecha irre- 
gularmente. 


DOCTRINA 


3.- Por consiguiente, en estos casos dicho 
plazo comienza después de la nueva re- 
dacción o de la corrección de la irregula- 
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ridad señalada en el acto. El acto irregu- 
lar no da paso a la caducidad de los pla- 
zos, ni a la extinción de los derechos, sino 
que la excepción de irregularidad de for- 
ma suspende el conocimiento del caso, 
hasta tanto se corrija la irregularidad. El 
procedimiento que debía comenzar, em- 
pieza a partir de la fecha de la nueva 
redacción o correción del acta. 


Art.596.- “El juez puede ordenar de 
oficio, antes de toda discusión, la nue- 
va redacción o la corrección del acta 
en la cual, a juicio suyo, se haya omi- 
tido una mención substancial, o que 
contenga mención incompleta, ambi- 
gua u oscura. 


La ordenanza que disponga la nueva 
redacción o la corrección del acta, 
acordará un plazo de tres días para 
su ejecución. 


Se procederá del mismo modo cuan- 
do ordene la nueva redacción o co- 
rrección en audiencia, salvo el caso 
previsto en la primera parte del artí- 
culo 594. 


Las excepciones previstas en este Códi- 
go, deben bajo pena de inadmisibilidad 
presentarse simultáneamente antes de 
toda defensa al fondo o medio de 
inadmisión”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.554 
del CT de 1951, al que se añadió el 
último párrafo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene varias dispo- 
siciones diferentes. Concluye las normas 
relativas a la excepción de nulidad por 
vicio o irregularidades de forma. Prevé la 
facultad del juez de ordenar de oficio, 
antes de toda discusión, la nueva redac- 
ción o la corrección del acta viciada, 
cuando, a su juicio, se haya omitido una 
mención sustancial o el acto contenga 
mención incompleta, oscura o ambigua 
que impide al juez, y a juicio de éste, la 
sustanciación y solución del asunto. 


DOCTRINA 


3.- La ordenanza o decisión del tribu- 
nal otorgará el plazo de tres días pre- 
vista en el Art.486 del CT para su eje- 
cución (nueva redacción o corrección 
de la irregularidad). De igual modo se 
procederá cuando la excepción se plan- 
tee oralmente en audiencia, salvo que 
la nueva redacción o corrección de la 
irregularidad pueda hacerse inmedia- 
tamente en audiencia o como dice este 
texto legal “salvo el caso previsto en la 
primera parte del Art.594”. 


4.- Finalmente, este texto consagra en 
su último párrafo una disposición par- 
ticular del principio de la celeridad, pro- 
pia también del procedimiento de de- 
recho común: las excepciones deben 
bajo pena de inadmisibilidad, presen- 
tarse simultáneamente, antes de toda 
defensa al fondo o medios de 
inadmisión. El Art.2 de la Ley 834 de 
1978, que modifica varios artículos del 
Cód.de Proc.Civil, contiene una dispo- 
sición semejante: “ Las excepciones de- 
ben, a pena de inadmisibilidad, ser pre- 
sentadas simultáneamente y antes de 
toda defensa al fondo o fin de 
inadmisión”. 
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TITULO V 


DE LA RECUSACIÓN 


Art.597.- “Cualquiera de los miem- 
bros de un juzgado de trabajo puede 
ser recusado: 


1) Cuando tenga algún interés perso- 
nal en el asunto, o cuando lo tenga su 
cónyuge o quien lo hubiese sido, o al- 
gún pariente o afín en línea directa o 
pariente en línea colateral hasta el 
cuarto grado inclusive; 


2) Cuando viva con una de las partes 
bajo el mismo techo, a cualquier títu- 
lo que sea; 


3) Cuando haya opinado sobre el asunto; 


4) Cuando sostenga o haya sostenido 
una litis con una de las partes en el 
curso de los dos años anteriores, o 
cuando la sostenga o la hubiere soste- 
nido en igual término su cónyuge, uno 
de sus parientes o afines de segundo 
grado en línea colateral; 


5) Cuando mantenga una actitud no- 
toriamente hostil o de manifiesta ene- 
mistad respecto de una de las partes 
o de su mandatario. 


Cualquiera de los vocales puede ser re- 
cusado, además, cuando haya estado 
ligado a una de las partes por algún 
contrato de trabajo terminado por vo- 
luntad unilateral, con justa causa o sin 
ella, en el curso de los seis meses ante- 
riores a la introducción de la demanda 
de que se trata”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-8 


Comentarios, 2-3 Jurisprudencia, 9-12 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.564 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas a la recusación en materia de tra- 
bajo, la cual consiste en la petición que 
pueden hacer las partes para que el juez 
en el cual concurra una causa legítima 
de abstención y no se haya inhibido vo- 
luntariamente, se abstenga del conoci- 
miento del caso. 


3.- La ley prevé los motivos y el procedi- 
miento de recusación. 


DOCTRINA 


4.- La recusación puede ser dirigida con- 
tra los miembros del tribunal (jueces, vo- 
cales) contra el secretario y contra el per- 
sonal auxiliar del tribunal. 


5.- El Art.597, al establecer la facultad 
de recusar a los miembros del juzgado 
de trabajo, prevé las siguientes causas 
de recusación. A saber: a) cuando tenga 
un interés personal en el asunto; b) cuan- 
do lo tenga su cónyuge o quien lo hubie- 
se sido, o algún pariente o afín en línea 
directa o el pariente en línea colateral 
hasta el cuarto grado, inclusive. (Aunque 
el texto no señala el interés del afín en 
línea colateral, debe interpretarse en el 
sentido de que este hecho es una causa 
de recusación, sobre todo cuando el 
ordinal 4o.del mismo texto legal prevé 
como motivo de recusación el hecho de 
que los parientes o afines del miembro 
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del tribunal recusado de segundo grado 
en línea colateral haya interpuesto una 
demanda contra uno de las partes en el 
curso de los dos años anteriores a la litis); 
c) cuando viva con una de las partes bajo 
el mismo techo, a cualquier título que 
sea; d) cuando haya opinado sobre el 
asunto; e) cuando su cónyuge, él mismo 
o uno de sus parientes o afines citados, 
sostenga o haya sostenido una litis con 
una de las partes en el curso de los dos 
años anteriores; y f) cuando sostenga una 
actitud notoriamente hostil o de mani- 
fiesta enemistad respecto de una de las 
partes o de su mandatario. Los vocales 
pueden ser recusados, además, de los 
motivos ya dichos, cuando hayan sido tra- 
bajadores de una de las partes, en el cur- 
so de los seis meses anteriores a la de- 
manda, sea cual fuere la causa de 
terminación de su contrato. 


6.- Los motivos de recusación coinciden 
en gran parte con las causas por las cua- 
les puede ser tachado un testigo, previs- 
tas en el Art.553 CT. 


7.- Las causas y los procedimientos de 
recusación de los miembros de un juzga- 
do de trabajo son los mismos para los 
miembros de la corte de trabajo, pero 
compete a la SCJ, conforme al Art.482 
del CT, conocer de las recusaciones de 
los miembros de las cortes de trabajo y 
de los árbitros, en los casos de conflictos 
económicos, y, de los vocales de estos tri- 
bunales de segundo grado. Véase comen- 
tarios al Art.482. 


8.- La Ley No.237 del 23 de diciembre de 
1967, añadió un párrafo al Art.382 del 
C.de Proc.Civil que establece, en relación 
a la recusación que: “Para estos fines, se 
deberá previamente prestar fianza que 
garantice el pago de la multa, indemni- 
zaciones y costas, o que pueda ser even- 
tualmente condenado al recusante en 
caso de ser declarada inadmisible su de- 
manda, de acuerdo con lo que dispone 
el artículo 390. La fianza será solicitada 
al tribunal que deba conocer de la recu- 


sación, quien fijará soberanamente su 
cuantía, afectándola como acreencia pri- 
vilegiada a los fines indicados, pudiendo 
la misma ser admitida en efectivo, me- 
diante el depósito que de él se haga en 
la Colecturía de Rentas Internas, o en for- 
ma de garantía otorgada por una com- 
pañía de seguros autorizada a ejercer 
esta clase de actividades en el país, en 
virtud de acta auténtica o bajo firma pri- 
vada suscrita por el representante de la 
compañía y por el ministerio público, ac- 
tuando éste a nombre del Estado. La mis- 
ma formalidad se impondrá para aque- 
llos casos en que, por ir dirigida la 
recusación contra varios jueces de un tri- 
bunal colegiado, deba ser resuelto como 
una demanda en declinatoria por causa 
de sospecha legítima. Los efectos de la 
fianza cesarán de pleno derecho, un año 
después de que se haya decidido definiti- 
vamente sobre la recusación, a menos que 
el Estado o el funcionario recusado, cada 
uno en lo que le concierna, hayan ejerci- 
do en tiempo hábil la acción correspon- 
diente en cuanto a la multa o en recla- 
mación de daños y perjuicios. El recibo 
del depósito de la fianza o el acta autén- 
tica o bajo firma privada comprobatoria 
de la garantía, según el caso, será depo- 
sitada en secretaría, adjunto a la decla- 
ración de recusación y de los demás do- 
cumentos a que se refiere el artículo 382”. 


JURISPRUDENCIA 


9.- La facultad de recusar a los jueces ha 
sido acordada con el propósito de ase- 
gurar el juicio imparcial, y no puede ser- 
vir para sustraer caprichosamente el 
asunto a la jurisdicción legalmente apo- 
derada, lo cual sucedería si se admitiese 
que las partes fundaran la recusación en 
su propósito de reiterar ante los jueces 
conclusiones acerca de las cuales habían 
opinado los mismos en una sentencia 
anterior (29 de ¡unio de 1927, B.J.203, 
p.11. Manuel Ubaldo Gómez, hijo, Re- 
pertorio Alfabético de la Jurisprudencia 
Dominicana). 
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10.- Las recusaciones deben hacerse ante 
el tribunal de que forme parte el magis- 
trado recusado, y sólo pueden ser juzga- 
das por jueces no recusados, puesto que 
nadie puede ser juez y parte en la misma 
causa. El Código de Procedimiento Civil 
no prevé la recusación de todos los jue- 
ces de un tribunal ni de su mayoría, ni 
ninguna ley autoriza la declinatoria de 
un tribunal a otro por sospecha legítima, 
en materia civil; y cuando, no obstante 
esto, pudiesen los tribunales dominica- 
nos aplicar al caso de la recusación total 
la regla de la jurisprudencia francesa y 
considerarlo como motivo de declinatoria 
por sospecha legítima, tratándose de una 
Corte de Apelación, la acción solo po- 
dría ser intentada por ante la Suprema 
Corte de Justicia por la parte interesada, 
de acuerdo con lo prescrito por el Códi- 
go de Procedimiento Criminal (4 de di- 
ciembre de 1914, B.J.54, p.1. Manuel 
Ubaldo Gómez, hijo, Repertorio Alfabético 
de la Jurisprudencia Dominicana). 


11.- “Que para la aplicación del Art.378 
inciso 8 del C.de Proce.Civil, es preciso 
que el asunto envuelto en la litis sea idén- 
tico y que las partes sean las mismas y en 
la declaración prestada por la deman- 
dante ante el Secretario de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, no consta 
que dichas condiciones se encuentran re- 
unidas; que, por otra parte, cuando el 
texto de las leyes se refiere a un juez que 
hubiere conocido de un asunto como juez 
o como árbitro, se plantea la hipótesis de 
un juez que ha actuado como tal en otro 
grado o en otra jurisdicción; que tampo- 
co es causa de recusación el hecho de 
que un juez firme una sentencia que está 
en contradicción con la jurisprudencia do- 
minicana recopilada por dicho juez en 
un libro” (Sent. de noviembre de 1967, 
B.J.684, p.2321). 


12.- “La Ley No.237 de 1967 que agregó 
un párrafo al Art.382 del C.de Proce.Civil, 
no es inconstitucional ni quebranta el 
principio de que la ley es igual para to- 
dos, pues precisamente la ley ha dispues- 
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to en sentido general para todos; y exigir 
a uno y a otro no, sí sería discriminar” 


(Sent. de junio de 1973, B.J.751, p.1777). 


Art.598.- "El miembro de un juzga- 
do de trabajo que se encuentre en uno 
de los casos de recusación enumera- 
dos en el artículo 597, debe declarar- 
lo a los demás y solicitar su exclusión 
de quien deba acordarla. 


Puede solicitarla, además, cuando cir- 
cunstancias particulares, que no está 
obligado a revelar, no le permitan 
actuar con plena independencia o 
imparcialidad”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 4 


ANTECEDENTES 


1.-Es una reproducción del Art.565 del 
CT de 1951 con una alteración debida al 
cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece cuándo un 
miembro de un juzgado de trabajo debe 
inhibirse voluntariamente, así como el 
procedimiento que debe seguir en estos 
casos. 


DOCTRINA 


3.- El miembro del tribunal puede 
inhibirse voluntariamente. Pero, el CT le 
impone la obligación de declarar a los 
demás miembros del tribunal, cuando se 
encuentre en uno de los casos de recusa- 
ción enumerados por la ley (Art.597 CT), 
y de solicitar su exclusión a quien deba 
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ordenarla. Las causas legales de recu- 
sación no son los únicos motivos que 
obligan o facultan al miembro del tri- 
bunal para inhibirse. Puede solicitar 
su exclusión, además, cuando existan 
motivos especiales (la ley habla de cir- 
cunstancias particulares) de carácter 
personal que no está obligado a re- 
velar, que a su juicio no le permiten 
actuar con independencia e imparcia- 
lidad. La Corte de Apelación o la SCJ, 
según el caso, pueden rechazar la so- 
licitud de exclusión cuando lo consi- 
deren pertinente. 


JURISPRUDENCIA 


4.- El juez debe abstenerse de fallar el 
asunto en el cual había sido abogado 
apoderado especial de una de las par- 
tes, pues esa situación no le permite 
actuar con imparcialidad e idoneidad. 
(Sent. 13 enero 1999, No.29, B.J.1058, 
p.404). 


Art.599.- “La recusación debe ser 
solicitada en escrito depositado en 
la secretaría del tribunal apode- 
rado del asunto, antes de que éste 
se encuentre en estado de ser juz- 
gado. 


También pude ser solicitada por de- 
claración verbal en la secretaría. 


De esta declaración se levantará acta 
que firmará la parte recusante o su 
mandatario, si sabe y puede hacerlo, 
con el secretario”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.566 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento para la solicitud de recusación. 
Establece que la recusación del miembro 
del tribunal de trabajo puede ser solici- 
tada por escrito u oralmente. En el pri- 
mer caso, la solicitud se deposita en el 
tribunal apoderado, antes de que el asun- 
to se encuentre en estado de ser juzga- 
do. Cuando la recusación es verbal o por 
declaración en secretaría, se levantará 
acta que firmará la parte recusante o su 
representante legal o autorizado, conjun- 
tamente con el secretario. 


DOCTRINA 


3.- El Art.382 del C.de Proc.Civil estable- 
ce en su primer párrafo que: ” El que 
quiera recusar, deberá hacerlo antes de 
principiar el debate, y antes que la ins- 
trucción esté terminada o que los plazos 
hayan transcurrido en los asuntos some- 
y 

tidos a relación; a menos que las causas 
de la recusación hayan sobrevenido con 
posterioridad”. 


4.- Véase comentarios al Art.597 CT. 
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Art.600.. “El secretario dará copia del 
escrito o del acta del miembro recusa- 
do, en las veinte y cuatro horas siguien- 
tes al depósito o a la declaración para 
que admita o niegue los hechos señala- 
dos como causa de la recusación. 


El miembro recusado admitirá o ne- 
gará estos hechos, en escrito o por de- 
claración en secretaría, en las cua- 
renta y ocho horas de la entrega de 
la copia mencionada en el presente 
artículo. 


La contestación del miembro recusa- 
do debe estar sumariamente motiva- 
da cuando niegue los hechos alega- 
dos por la parte recusante. 


En este caso, el secretario enviará un 
expediente a la corte de trabajo en 
las cuarenta y ocho horas subsiguien- 
tes al depósito de la contestación o a 


la declaración del miembro recusa- 
do”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.567 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las normas 
relativas al procedimiento de recusación. 
El secretario del tribunal dará copia del 
escrito o del acta, cuando la recusación 
ha sido oral, al miembro del tribunal re- 
cusado en las veinticuatro (24) horas sub- 
siguientes al depósito o a la declaración 
oral. El miembro del tribunal recusado 
admitirá o negará los hechos mediante 
escrito o declaración oral en la secreta- 


ría del tribunal, dentro de las cuarenta y 
ocho (48) horas de la entrega de la co- 
pia mencionada precedentemente. 


DOCTRINA 


3.- Los plazos son sumamente breves: 
veinticuatro (24) horas al secretario del 
tribunal para entregar copia de la recu- 
sación al miembro recusado para que 
éste admita o rechace los hechos y moti- 
vos de la recusación, lo que debe hacer 
en un término de cuarenta y ocho (48) 
horas. Dispone además este texto sobre 
el contenido de la defensa del miembro 
recusado, el cual debe motivar 
sumariamente su contestación, cuando 
niegue los hechos alegados por el 
recusante. Esta obligación no se exige 
en caso contrario. 


4.- Finalmente se impone a cargo del se- 
cretario otra obligación: enviará un ex- 
pediente a la Corte de Trabajo (o a la 
SCJ), en las cuarenta y ocho (48) horas 
subsiguientes al depósito de la contesta- 
ción o declaración del juez o miembro 
del tribunal recusado. 


Art.601.- “La recusación será deci- 
dida por la corte de trabajo en los 
cinco días de la recepción del expe- 
diente. 


La decisión pronunciada al respecto 
no será susceptible de ningún recur- 


n” 


so . 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.568 del 
CT de 1951. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al plazo en 
el cual la corte de trabajo decidirá la re- 
cusación de un miembro del juzgado de 
trabajo y al carácter de la sentencia dic- 
tada al respecto. Dispone que la senten- 
cia de recusación será dictada por la cor- 
te en los cinco (5) días de la recepción 
del expediente. 


DOCTRINA 


3.- El examen conjunto de las disposicio- 
nes relativas a la recusación en materia 
de trabajo, destaca la brevedad de los 
plazos: en primer término, el miembro 
que se encuentre en uno de los casos de 
recusación legalmente establecido, tiene 
el deber de inhibirse o solicitar su exclu- 


sión como miembro del tribunal. La re- 
cusación proveniente de una de las par- 
tes contra un miembro del tribunal pue- 
de ser hecha, por escrito o por 
declaración en secretaría. El secretario del 
tribunal tiene veinticuatro (24) horas para 
hacerlo de conocimiento del miembro re- 
cusado, y éste cuarenta y ocho (48) para 
contestar, admitiendo o negando los mo- 
tivos de recusación. Cuarenta y ocho (48) 
horas tiene el secretario para formar y 
tramitar el expediente de recusación ante 
la corte de trabajo o la SCJ, y la senten- 
cia debe ser dictada por la corte de tra- 
bajo, en los cinco (5) días de la recepción 
del expediente. Se trata de un procedi- 
miento que se caracteriza por su simpli- 
cidad y celeridad. 


4.- La sentencia no es susceptible de nin- 
gún recurso. No es apelable. No es 
recurrible en casación. 
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TITULO VI 


DE LA INTERVENCIÓN 


CAPITULO | 


DE LA INTERVENCIÓN 
VOLUNTARIA 


Art.602.- “El tercero que tenga in- 
terés legítimo en un conflicto de tra- 
bajo puede intervenir en él como 
parte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 11 


- Indivisibilidad, 12 


Comentarios, 2 


Doctrina, 3-10 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.569 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El CT se refiere tanto a la interven- 
ción voluntaria como a la intervención 
forzosa, dedicando a ambas sendos ca- 
pítulos dentro del Título VI del Libro Sép- 
timo. La doctrina clásica denomina a es- 
tas intervenciones como “demandas 
incidentales”. 


DOCTRINA 


3.- La intervención consiste en el derecho 
reconocido a la persona con interés legí- 
timo de intervenir en un conflicto. Puede 
ser, voluntaria o forzosa. Este texto con- 
sagra el derecho de los terceros a inter- 
venir voluntariamente como parte en un 
conflicto de carácter laboral. 


4.- Froilán Tavares (Elementos de Dere- 
cho Procesal Civil Dominicano, p.295-300) 
establece que la intervención es el “acto 
procesal por el que un tercero entra a 
tomar parte en un proceso pendiente”. 
Es voluntaria la intervención en que el 
tercero, por propia iniciativa, entra a ser 
parte de un proceso pendiente entre otras 
personas. La intervención es forzosa 
cuando una de las partes litigantes incoa 
una acción contra el tercero a fin de obli- 
garle a tomar parte en el proceso. 


5.- Para Juan MI.Pellerano (Guía del Abo- 
gado, Tomo l, Vol.ll, p.37), la interven- 
ción se evidencia como un incidente por 
el cual una persona extraña a un proce- 
so pendiente demanda ser parte en el 
mismo o es constreñida a ello para hacer 
valer sus derechos o, para apoyar aque- 
llos del demandante o del demandado. 


6.- La ley - dice Froilán Tavares- concede 
al tercero, que tema ser perjudicado con 
la solución a que se llegue en el proceso, 
un medio preventivo para evitar el peli- 
gro de una sentencia desfavorable a sus 
intereses, el de entrar en un proceso, a 
fin de defender sus propias pretensiones, 
o las suyas al mismo tiempo que las de 
una de las partes: la intervención. Así 
pues, la intervención voluntaria tiende: o 
a hacer conocer un derecho que perte- 
nece al interviniente en relación a un pro- 
ceso pendiente entre otras personas o a 
ejercer una cierta influencia sobre la so- 
lución que debe recibir el proceso en re- 
lación a los derechos de una de las par- 
tes en causa. 


7.- Las características de la intervención 
voluntaria son (Juan MI.Pellerano, Guía 
del Abogado, Tomo |l, Vol.ll, p.39) : a) 
constituye un incidente, puesto que se in- 
jerta en el proceso que se desarrolla en- 
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tre las partes, lo cual también evidencia 
que no es introductiva de instancia; b) es 
necesario que el interviniente tenga “un 
interés directo o indirecto, actual o futu- 
ro” en el proceso en curso (SCJ, 17 de 
julio de 1956, B.J.552, p.1475); c) para 
que la intervención sea admisible es ne- 
cesario que ella tenga una relación di- 
recta con el objeto perseguido en la ins- 
tancia: no puede exceder sus límites ni 
propender a un fin distinto a lo persegui- 
do en lo principal; d) por su carácter ac- 
cesorio a un proceso ya en curso “la 
intervención...sigue la suerte de la ins- 
tancia principal” (SCJ, 8 de junio de 1952, 
B.J.502, p.826); e) ella puede producirse 
en todo estado de causa “en tanto que la 
instrucción no está enteramente consu- 
mada” (Juzgado de la.Instancia de San- 
to Domingo, 19 de septiembre de 1935, 
citado por Gatón Richiez, La Jurispruden- 
cia en la República Dominicana, p.454). 


8.- Tercero es la persona que no ha sido 
parte ni ha estado representada en un 
contrato o juicio. (Henri Capitant, Voca- 
bulario Jurídico, p.540). Juan MI.Pellerano 
añade (ob.cit., p.39) que no tiene la cali- 
dad de tercero y, consecuencialmente no 
puede invocar la calidad de interviniente, 
aquella parte que lanza una nueva pre- 
tención bajo otra calidad. El interviniente 
debe tener capacidad y poder para ac- 
tuar ante los tribunales. 


9.- La intervención voluntaria y la deman- 
da principal se decidirán por una misma 
sentencia. 


10.- Véase comentarios Arts.607 y 609 
del CT. 


JURISPRUDENCIA 


11.- La intervención voluntaria o forza- 
da, no está regida en materia penal por 
los principios establecidos en los Art.339 
y siguientes del C.Proc.Civil (Sent. del 30 
de septiembre de 1937, B.J.326, p.543. 
Manuel Ubaldo Gómez, hijo. Repertorio 


Alfabético de la Jurisprudencia Domini- 
cana, p.202). 


INDIVISIBILIDAD 


12.- En el caso de indivisibilidad por la 
naturaleza del objeto del litigio la con- 
testación no puede ser juzgada sino con- 
junta y contradictoriamente entre las par- 
tes. (Sentencia No. 1 del 1 de septiembre 
de 1999. B. J. 1066 p.597). 


Art.603.- “La intervención se inicia- 
rá mediante escrito depositado en la 
secretaría del tribunal, con los docu- 
mentos que justifiquen el interés de 
la parte interviniente y los que sirvan 
de base a sus pretensiones, si los 
hubiere. 


El escrito inicial debe contener: 


1) La designación del tribunal al cual 
se dirija; 


2) Los nombres, profesión, domicilio y 
menciones relativas a la cédula per- 
sonal de identidad de la parte 
interviniente, y la indicación precisa 
de un domicilio de elección en el mis- 
mo lugar donde tenga su asiento el tri- 
bunal; 


3) Los nombres, profesión y domicilio 
real respectivos del demandante y 
demandado; 


4) El interés legítimo que se alegue 
para intervenir; 


5) El objeto de la intervención y una 
exposición sumaria de los medios de 
hecho y de derecho en los cuales se 
funde; 


6) La fecha del escrito y la firma del 
tercero interviniente o de su mandoa- 
tario”. 
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INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.570 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento de la intervención voluntaria en 
materia de trabajo. Dispone que esta in- 
tervención se inicia mediante escrito de- 
positado en secretaría, por medio de do- 
cumentos que lo justifiquen. Se trata de 
la forma prevista en el Art.508 CT, para 
el inicio de toda demanda en materia 
ordinaria relativa a conflictos jurídicos de 
carácter laboral. 


DOCTRINA 


3.- El interviniente voluntario debe justi- 
ficar en dicho escrito su interés para in- 
tervenir como parte en el proceso, así 
como las razones que justifican sus pre- 
tensiones. Este texto establece también las 
menciones que debe contener el escrito 
de la intervención voluntaria. Estas men- 
ciones guardan estrecha relación con las 
previstas en el Art.509 del CT, relativas al 
escrito que inicia la demanda en materia 
de trabajo. Entre otras cosas se mencio- 
na: la designación del tribunal; el nom- 
bre y generales del interviniente, con in- 
dicación de su domicilio de elección en el 
lugar de asiento del tribunal; nombres y 
domicilios de las partes demandante y de- 
mandada en el proceso en el cual se in- 
terviene; el interés legítimo del 
interviniente y el objeto de su interven- 
ción con una relación sumaria de los he- 


chos y consideraciones de derecho. El es- 
crito debe contener fecha y firma del 
interviniente o de su mandatario. 


Art.604.- “En ningún caso será ad- 
misible la intervención después de 
celebrada la audiencia de produc- 
ción y discusión de pruebas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.571 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal fija un límite al mo- 
mento en que el tercero puede inter- 
venir válidamente. Su intervención vo- 
luntaria no será admisible sino antes 
de la audiencia de producción y discu- 
sión de pruebas: significa que sólo es 
válida en el preliminar de la concilia- 
ción y en el procedimiento de juicio, 
durante la conciliación que precede a 
la producción y discusión de pruebas y 
a más tardar antes de agotarse el pro- 
cedimiento de juicio. 


DOCTRINA 


3.- En Derecho Común, La demanda en 
intervención voluntaria puede ” produ- 
cirse en todo estado de causa” (Juzgado 
de Primera Instancia de Santo Domingo, 
19 de septiembre de 1935, Gatón 
Richiez,ob.cit., p.454). Para su admisibi- 
lidad basta que aún se encuentren abier- 
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tos los debates (París, 10 de diciembre de 
1901, D.P1905, 2.128). 


Art.605.- “La intervención no de- 
tendrá el curso regular de los pro- 
cedimientos; pero podrá prolon- 
garlo en cuanto fuere necesario 
para garantizar los derechos de 
defensa de terceros intervinientes 
o de la parte que requiera la in- 
tervención de un tercero, según se 
prescribe en el capítulo siguien- 
te”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


? 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 4-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.572 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a los efectos 
de la intervención voluntaria. La inter- 
vención del tercero no detiene el curso 
regular del proceso, aunque podrá pro- 
longarlo si fuera necesario para garanti- 
zar el derecho de defensa del interviniente 
o de la parte que requiera la interven- 
ción del un tercero, cuando se trate de 
una intervención forzosa. 


DOCTRINA 


3.- Las disposiciones de este texto legal 
se justifican en el principio de la celeri- 
dad, de la esencia del proceso en mate- 
ria de trabajo y en la preservación del 
derecho de defensa. 


JURISPRUDENCIA 


4.- “Cuando una persona es demandada 
en razón de que aparenta ser el patrono 
y no lo es, ella debe hacer que se ponga 
en causa al patrono real” (Sent. de abril 
de 1961, B.J.609, p.755). 


5.- La Corte de Casación ha juzgado que 
“los trabajadores no están llamados a sa- 
ber cuál es el dueño de la empresa en 
donde realizan sus labores, por lo que la 
demanda que ellos intenten contra el pa- 
trono aparente estará correctamente en- 
caminada” (septiembre de 1970, B.J.718, 
p.2063). También la Suprema Corte de 
Justicia ha juzgado que “cuando un agente 
o representante de otra empresa, sobre 
todo si esa empresa tiene su asiento en 
otra localidad, contrata un trabajador, lo 
dirige en su actividad y le paga su salario 
en efectivo o en cheque suscrito por el 
agente o representante contratante, esas 
circunstancias le comunican toda la apa- 
riencia de patrono en relación con el o los 
trabajadores que así se contraten, para 
los fines laborales; que, en los casos en 
que los agentes o representantes tengan 
razón seria para sustraerse a esa calidad, 
pueden poner en causa a la persona o 
empresa que ellos tengan por verdadero 
patrono, a fin de que los jueces decidan 
el caso en el sentido más conforme con 
las pruebas que se aporten; que de no 
admitirse así, se crearía para los trabaja- 
dores una causa de desorientación con- 
traria a los intereses de la justicia social, 
puesto que los trabajadores, salvo los de 
alta categoría, desconocen generalmente 
los documentos y las situaciones exactas 
de las personas con quienes laboran”. (Julio 
de 1971, B.J.728, p.2164). En igual senti- 
do S.C.J., enero de 1972, B.J.734, p.31). 


6.- El empleador demandado que sostie- 
ne que el verdadero patrono es otra per- 
sona o empresa, es a quien le correspon- 
de poner en causa al patrono o empresa 
a que alude. 
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Art.606.- “Cuando el propio inte- 
rés de la parte interviniente no sea 
contrario al de una de las partes 
principales, las actuaciones y dili- 
gencias de la primera se ejecutarán 
en los plazos señalados por este Có- 
digo a dicha parte. 


En el caso contrario, la parte 
interviniente gozará de plazos igua- 
les a los acordados a las partes prin- 
cipales, pero sus actuaciones y dili- 
gencias deberán ser ejecutadas antes 
que las de éstas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.573 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto concluye las normas espe- 
ciales relativas a la intervención volunta- 
ria en materia de trabajo. Contiene una 
disposición fundada en los principios de 
simplicidad y celeridad y en la pretección 
del derecho de defensa. 


DOCTRINA 


3.- Cuando el interés del interviniente co- 
incide o no sea contrario a una de las 
partes principales, los plazos estableci- 
dos por la ley para las actuaciones y pre- 
servación del derecho de defensa del 
interviniente, se ejecutarán conjuntamen- 
te. Las actuaciones y diligencias del 
interviniente se ejecutarán en los plazos 
otorgados por la ley a la parte principal, 
cuyo interés coincide con el interés del 
interviniente. En caso contrario, se otor- 


garán al interviniente plazos iguales a las 
partes principales (demandante y deman- 
dado), pero las actuaciones y diligencias 
del interviniente deben ejecutarse antes 
que las de las partes principales. 


4.- En la práctica, esta disposición no se 
cumple totalmente. Con cierta frecuen- 
cia, los tribunales otorgan plazos con- 
juntos a las partes y al interviniente para 
sus actuaciones y diligencias. 


CAPITULO Il 


DE LA INTERVENCIÓN 
FORZOSA 


Art.607.- “Cualquiera de las partes 
puede requerir la intervención de un 
tercero”. 


INDICE 


Doctrina, 3-4 


Jurisprudencia, 5 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.574 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra el derecho 
de las partes litigantes para requerir la 
intervención de un tercero en la litis sos- 
tenida entre ellas. 


DOCTRINA 


3.- Froilán Tavares (ob.cit, p.301) define 
la intervención forzosa como “la deman- 
da incoada por una de las partes contra 
un tercero, a fin de convertirlo en parte 
demandada en el proceso y de que la 
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sentencia a intervenir, al mismo tiempo 
que decida acerca de las pretensiones de 
las partes originarias una contra otra, 
resuelva acerca de las pretensiones de una 
de ellas contra el demandado en inter- 
vención” (Cas. 18 de junio de 1958, 
B.1552, p.1-473). 


4.- Juan MI.Pellerano (ob.cit, p.45) dice 
que existe demanda en intervención for- 
zada “cuando el demandante o el de- 
mandado en un proceso en curso cons- 
triñen a un tercero a ser parte en el 
mismo, a fin de obtener por la sentencia 
que habrá de resolver la contestación 
principal una condenación en su contra 
o, hacerle oponible las condenaciones que 
ella pronuncie”. 


JURISPRUDENCIA 


5.- Véase la contenida en los Arts. 602 y 
605. 


Art.608.- “La parte que tenga inte- 
rés en requerir la intervención se ce- 
ñirá a las reglas prescritas para la 
demanda introductiva de la acción”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.575 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento aplicable a la intervención forzo- 
sa. Dispone que la parte que tenga inte- 
rés en que un tercero intervenga en un 
proceso debe ceñirse a las reglas prescri- 


tas en el Art.508 y siguientes del CT, para 
las demandas introductivas en los con- 
flictos jurídicos de carácter laboral. 


DOCTRINA 


3.- Se trata del procedimiento ordenario 
previsto en el Art.508 y sigtes. Véase co- 
mentarios de los Arts.508, 509, 603 y 605 
del CT. 


Art.609.- “La intervención y la de- 
manda principal se decidirán por una 
misma sentencia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.576 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la senten- 
cia relativa a la intervención forzosa. Aun- 
que la ley no lo establece de modo ex- 
preso, la misma regla es aplicable a la 
intervención voluntaria. La demanda en 
intervención forzosa y la demanda prin- 
cipal se decidirán por una misma senten- 
cia. 


DOCTRINA 


3.- Esta norma se justifica debido a la 
conexidad que existe entre ambas deman- 
das, a fin de evitar decisiones contradic- 
torias y por el principio de la celeridad, 
de la esencia del proceso de trabajo. 


4.- Véase comentarios Arts.602 y 607 Cl. 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 610-611 437 


TITULO VII 


DEL PROCEDIMIENTO SUMARIO 


Art.610.- “El procedimiento es- 
tablecido en este capítulo sólo se 
aplica en las materias enumeradas 


en el último párrafo del artículo 
487". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.577 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia el título relativo 
al procedimiento sumario. Establece que 
este capítulo se aplica a las materias enu- 
meradas en el último párrafo del Art.487 
del CT, es decir, a los litigios relativos a la 
ejecución de convenios colectivos y lau- 
dos arbitrales sobre conflictos económi- 
cos, a los ofrecimientos reales de pago y 
a la consignación y al desalojo de vivien- 
das entregadas al trabajador como ac- 
cesorio del contrato individual de traba- 
jo. También se aplica a la ejecución por 
vía de embargo de la sentencias de los 
tribunales de trabajo, conforme al Art.663 
del CT. 


DOCTRINA 


3.- Las demandas en cumplimiento de un 
laudo arbitral que no dirime un conflicto 


económico escapan al procedimiento su- 
mario. 


4.- Sobre las características del procedi- 
miento sumario, y las diferencias entre 
éste y el procedimiento ordinario, véase 
comentarios Art.508 del CT. 


5.- Véase también comentarios Arts.487 
y 663 CT. 


Art.611.- “La parte que pretenda 
exigir el cumplimiento de un conve- 
nio colectivo o de un laudo sobre con- 
diciones de trabajo, o el pago de 
daños y perjuicios a falta de dicho 
cumplimiento, debe hacerlo mediante 
demanda escrita dirigida al juez del 
tribunal competente o por declara- 
ción en la secretaría de dicho tribu- 
nal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.577 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra que la demanda 
que inicia el procedimiento sumario pue- 
de hacerse por escrito dirigido al juez del 
tribunal competente, o por declaración 
en la secretaría del tribunal. 
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DOCTRINA 


3.- El texto se refiere únicamente: a) 
a la demanda en cumplimiento de un 
convenio colectivo; b) a la demanda 
en cumplimiento de un laudo arbitral 
o sentencia arbitral sobre condiciones 
de trabajo;y c) al pago de daños y 
perjuicios a falta de dicho cumplimien- 
to. No obstante, el procedimiento es- 
crito o por declaración en secretaría 
precitado es común al procedimiento 
sumario. Es la forma que rige tam- 
bién para las demandas en ofrecimien- 
to reales de pago seguidas de consig- 
nación, para el desalojo de las 
viviendas y para las demandas en eje- 
cución de sentencias dictadas por los 
tribunales de trabajo. 


4.- Véase Arts.487, 610, 612 y 663 del 
CT. 


Art.612.- “El escrito de demanda o 
la declaración que la contenga expre- 
sará: 


1) Los nombres, domicilio y demás 
menciones necesarias para la 
identificación de la demandante y 
de la demandada, así como el últi- 
mo domicilio elegido por una y otra 
en el convenio colectivo o en los 
procedimientos de arbitraje, y el 
que elija la primera si se propone 
cambiarlo; 


2) La fecha del convenio o del laudo 
cuyo cumplimiento se persigue y la fe- 
cha y el número de su registro en el 
Departamento de trabajo; 


3) Los daños y perjuicios reclamados, 
en caso de persistencia en el incum- 
plimiento del convenio o del laudo, 
con las bases del avalúo de los mis- 
mos; 


4) La fecha del escrito de deman- 
da o de la declaración y la firma 


de la parte, si se trata de demanda 
escrita”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.579 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece las mencio- 
nes que deben contener la demanda es- 
crita o la declaración en secretaría en el 
procedimiento sumario. 


DOCTRINA 


3.- Entre estas menciones cabe citar: nom- 
bre y generales del demandante y de la 
parte demandada; el último domicilio de 
éstos, indicado en el convenio colectivo o 
en los procedimientos de arbitraje o de 
la demanda cuya ejecución se pretende. 
Cuando se trata de ofrecimientos reales 
de pago y demanda en desalojo, el de- 
mandante y el demandado deben elegir 
domicilio en la demanda o en su defen- 
sa, respectivamente. Aún en los demás 
casos, el demandante puede elegir do- 
micilio en un lugar distinto al que figure 
en el convenio colectivo o procedimiento 
de arbitraje. La demanda escrita o la de- 
claración en secretaría cuando reclamen 
daños y perjuicios deben señalar el mon- 
to de éstos, su justificación y las bases del 
avalúo de los mismos. Finalmente, el tex- 
to señala que el escrito o declaración en 
secretaría deben indicar la fechas de las 
mismas y llevar la firma de la parte, si se 
trata de una demanda escrita. Debe se- 
ñalarse también el lugar y la indicación 
del tribunal. 
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Art.613.- “En las veinticuatro horas 
de la entrega del escrito o de la fecha 
de la declaración, el juez autorizará la 
notificación de la demanda a la parte 
demandada y su citación para la au- 
diencia que fije en el mismo auto. 


Entre la fecha de la citación y la de la 
audiencia mediará un término de no 
menos de un día franco”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.580 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento que sigue a la demanda en mate- 
ria sumaria. Dentro de las veinticuatro 
(24) horas subsiguientes, el juez autori- 
zará la notificación de la demanda (o de 
la declaración en secretaría) a la parte 
demandada y su citación para la audien- 
cia fijada en el auto correspondiente. A 
diferencia del procedimiento ordinario, 
en materia sumaria la ley no exige que la 
citación se haga por alguacil del tribunal 
que conoce del caso, pero en la práctica, 
el juez acostumbra a comisionar un al- 
guacil en el auto que autoriza la notifi- 
cación de la demanda. 


DOCTRINA 


3.- El párrafo final se refiere al pla- 
zo de la comparecencia. Entre la fe- 
cha de la citación y la de la audien- 


cia mediará no menos de un día 
franco. 


4.- El Art.511 prevé en el procedimiento 
ordinario un término no menor de tres 
días francos. 


5.- Véase Art.508 CT. 


Art.614.- “La notificación de la de- 
manda y la citación se practicarán 
conforme a lo prescrito en el artículo 
5127: 


INDICE 


Antecedentes, 1 


Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.581 con 
una alteración debido al cambio de nu- 
meración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto remite al cumplimiento 
de las disposiciones previstas en el 
Art.512. 


DOCTRINA 


3.- El acto de alguacil relativo a la noti- 
ficación de la demanda y a la citación 
para la audiencia fijada por el tribunal, 
deberá cumplir con lo dispuesto en los 
Arts.68 y 69 del Código de Procedimien- 
to Civil y con las menciones específicas 
en el Art.512 del CT. 


4.- Véase comentarios al Art.512 CT. 
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Art.61 5.- “El día y la hora fijados para 
la comparecencia, reunidos el juez y los 
vocales en audiencia pública, con asis- 
tencia del secretario, el primero decla- 
rará constituido el juzgado en sus atri- 
buciones de conciliación y juicio y pedirá 
a las partes que expongan, sin discutir- 
las, sus respectivas pretensiones”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.582 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a la audiencia de 
juicio en el procedimiento sumario. Des- 
pués de la constitución regular del tribu- 
nal con la comparecencia del juez, los 
vocales, el secretario y el alguacil de tur- 
no, se declarará abierta la audiencia pú- 
blica. El preliminar de la conciliación tie- 
ne lugar en la misma audiencia de la 
aportación y discusión de pruebas. Tan 
pronto se declara abierta la audiencia, 
el Juez Presidente debe declarar consti- 
tuido el tribunal en sus atribuciones de 
conciliación y juicio conjuntamente, y pe- 
dirá a las partes que expongan, sin dis- 
cutirlas, sus respectivas conclusiones. 


DOCTRINA 


3.- En la práctica, declarada abierta la 
audiencia, el juez que preside el tribunal 
otorga la palabra a los vocales para que 
procedan a la fase preliminar de la con- 
ciliación en cumplimiento de las previsio- 
nes del Art.616 del CT y cuando éste re- 
sulte frustratorio, da inicio de inmediato 
en la misma audiencia el procedimiento 


de juicio. Las defensas generalmente son 
orales y en adición a lo expresado en el 
escrito que inicia la demanda y en el es- 
crito de defensa, e independientemente 
de los procedimientos relativos a la infor- 
mación testimonial y a la aportación de 
otros medios de prueba. 


4.- Sobre la diferencia con el procedi- 
miento ordinario, véase Art.508. 


Art.616.- “Oídas las partes, se pro- 
cederá de acuerdo con lo establecido 
en los artículos 517, 518 y 519. 


Transcurrido un tiempo razonable sin 
que se logre la conciliación de las 
partes, el juez ofrecerá la palabra a 
éstas para la discusión del caso y les 
pedirá que depositen en secretaría 
sus respectivas conclusiones 
motivadas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.583 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al prelimi- 
nar de la conciliación y al procedimiento 
de juicio en materia sumaria. Dispone que 
se procederá con arreglo a lo estableci- 
do en el Art.517,518 y 519 del CT. En 
caso de desacuerdo, se hará constar esto 
en el acta de audiencia y el juez dará 
paso al procedimiento de juicio o de dis- 
cusión y aportación de pruebas. Final- 
mente pedirá a las partes que depositen 
en secretaría sus respectivas conclusiones 
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motivadas. Estas disposiciones no impi- 
den al tribunal disponer la audición de 
testigos ni la comparecencia personal de 
las partes o la aportación de cualquier 
otro modo de prueba. 


DOCTRINA 


3.- En la práctica, las partes presentan 
defensas orales en audiencia, solicitan y 
obtienen plazo para producir sendos es- 
critos de réplica, justificación o amplia- 
ción de conclusiones. 


Art.617.- “La sentencia será pronun- 
ciada en los ocho días subsiguientes 
a la discusión, salvo el caso de que la 
substanciación del asunto exija algu- 
na medida de instrucción o la cele- 
bración de nueva audiencia, en la cual 
los partes deben presentar sus con- 
clusiones al fondo. 


En dicho caso, el término correrá un 
día después de la ejecución de la me- 
dida ordenada o de la celebración de 
la nueva audiencia. 


Se declaran comunes a la presente 
materia los artículos 533, 534, 536, 
537, 538 y 539". 


INDICE 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 


Doctrina, 3-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.584 del 
CT de 1951, al que se añadió al primer 
párrafo la frase “en el cual las partes de- 


ben presentar sus conclusiones al fondo”. 
Se produce una alteración debido al cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre la sen- 
tencia del tribunal en materia sumaria, 
la cual debe ser dictada en el plazo de 
los ocho (8) días subsiguientes del cierre 
de los debates y de vencimiento de los 
plazos otorgados a las partes para el 
depósito de escritos. Los tribunales de 
trabajo no acostumbran a dictar senten- 
cias, en materia sumaria, en el referido 
plazo legal. 


DOCTRINA 


3.- Cuando la sustanciación del caso exi- 
¡a alguna medida de instrucción o la ce- 
lebración de una nueva audiencia para 
que las partes presenten sus respectivas 
conclusiones al fondo, el plazo comienza 
a contarse un día después de la ejecu- 
ción de dicha medida de instrucción o de 
la celebración de la audiencia. Sobre el 
momento en que el asunto queda en es- 
tado de fallo, véase comentarios al 
Art.528 del CT. 


4.- El párrafo final hace común al proce- 
dimiento sumario las disposiciones de los 
Arts.533 y 534, y del 536 al 539, ambos 
inclusive del CT. Véase comentarios a di- 
chos textos legales. 


5.- El Art.535 versa sobre el plazo den- 
tro del cual en materia ordinaria, el juez 
debe dictar sentencia, lo que en materia 
sumaria está previsto en el Art.617 del 
CT: 


6.- Véase comentarios Art.638 CT. 
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Art.618.- “La apelación de las sen- 
tencias pronunciadas en materia su- 
maria debe interponerse en los diez 
días de su notificación, en la forma 
establecida para la materia ordina- 
ria. 


La substanciación y el juicio del re- 
curso y la notificación de la senten- 
cia se practicarán conforme a lo 
prescrito en el presente Título”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.585 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al re- 
curso de apelación en materia suma- 


ria, el cual debe interponerse en el 
plazo de diez días a partir de la noti- 
ficación de la sentencia. El recurso 
de apelación se hará en la forma es- 
tablecida en materia ordinaria. Véa- 
se comentarios Arts. 619 y siguientes 
del CT. 


DOCTRINA 


3.- El Art.61 de la Ley 637 de 1944, 
sobre Contratos de Trabajo, estable- 
cía un plazo de un “mes a contar del 
día de la notificación de la senten- 


"n 


cia. 


4.- El párrafo final establece que la 
substanciación y el juicio del recurso 
de apelación ante la corte de traba- 
¡o apoderada, así como la notifica- 
ción de la sentencia se hará confor- 
me al procedimiento sumario, 
previsto en este Título VII, del Libro 
Séptimo relativo al procedimiento su- 
mario. 


5.- Véase Arts.610 y siguientes del CT. 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 619 


443 


TITULO VIII 


DE LOS RECURSOS 


CAPITULO | 
DE LA APELACIÓN 


SECCION PRIMERA 


DISPOSICIONES GENERALES 


Art.619.- “Puede ser impugnada me- 
diante recurso de apelación toda sen- 
tencia dictada por un juzgado de tra- 
bajo en materia de conflictos jurídicos, 
con excepción: 


1) De las relativas a demandas cuya 
cuantía sea inferior a diez salarios 
mínimos; 


2) De las que este Código declara no 
susceptibles de dicho recurso. 


las sentencias que decidan sobre com- 
petencia son apelables en todos los 
casos”. 


INDICE 


- Efecto devolutivo, 16-23 
-Cuantía de la demanda, 24-29 


Decisiones diversas, 30-47 


Antecedentes, 1 
Comentarios, 2 
Doctrina 

- Las vías de recursos. - Inconstitucionalidad, 48 
- Interés, 49 

- Parte, 50 

- Prueba, 51 


- Recursos, 52 


Fundamento., 3 

- Clasificación, 4 

- Peculiaridades, 5-6 

-Del recurso de apelación, 7-8 
- Efectos del recurso , 9-13 - Salario mínimo, 53 
Jurisprudencia - Sentencia, 54-55 


- Apelación, 14-15 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.586 del 
CT de 1951, con la modificación del 


ordinal 1) que establecía “de las deman- 
das relativas a demandas cuya cuantía 
sea inferior a cincuenta pesos”. 


COMENTARIOS 


2.- El Art.61 de la Ley 637 de 1944 sobre 
Contratos de Trabajo establecía: “ No será 
admisible la apelación si no ha sido in- 
tentada dentro del mes a contar del día 
de la notificación de la sentencia. Tam- 
poco será admisible la apelación cuando 
el monto del litigio sea de RD$ 25.00 o 
menos”. Posteriormente, la Ley 5055 del 
19 de diciembre de 1958 (G.0.8317) re- 
emplazó el término de un mes por trein- 
ta días, y elevó a RD$ 50.00 la cuantía. 


DOCTRINA 
Las vías DE RECURSOS. FUNDAMENTO. 


3.- En el curso del conocimiento del pro- 
ceso, o al dictar la resolución o senten- 
cia, el juez puede incurrir en errores, vi- 
cios o irregularidades (Froilán Tavares, 
ob.cit., T.I!-11l, p.1), que pueden ser: a) 
vicio de incompetencia, error in 
competentia, si el juez apoderado o que 
dicta el fallo no es el llamado por la ley 
para ser apoderado del proceso; b) error 
in procedento, por vicio de forma, viola- 
ción o incumplimiento de formalidades 
sustanciales prescritas a pena de nulidad 
o inexistencia; c) errores de hecho o de 
derecho, en cuanto al fondo, que hacen 
la sentencia injusta, error in iudicando. 
Las vías de recursos son pues, los medios 
con los cuales las partes en un proceso 
atacan una resolución (sentencia u orde- 
nanza) que les perjudica o con la cual 
están inconformes. (Enciclopedia Dalloz, 
Tomo ll, p.1126). 
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CLASIFICACIÓN 


4.- El derecho común clasifica las vías de 
recursos en vías de reformación y vías de 
retracción. De estas últimas conoce la 
misma jurisdicción que ha dictado la sen- 
tencia atacada para que se retracte. De 
las primeras conoce un tribunal ¡erárqui- 
camente superior al tribunal que dictó la 
decisión impugnada. El derecho común 
habla también de recursos extraordina- 
rios y de recursos ordinarios, estableciendo 
sus diferencias. El recurso ordinario es 
suspensivo y general, mientras el extraor- 
dinario no es suspensivo y sólo puede in- 
terponerse en determinados casos, nun- 
ca cuando el plazo del recurso ordinario 
está abierto. Este tipo de clasificación, en 
principio, es común al derecho de traba- 
¡o donde también se habla de vías de 
reformación y vías de retractación; de 
recursos ordinarios y extraordinarios. 


PECULIARIDADES 


5.- En materia de trabajo existen ciertas 
peculiaridades que separan el ordena- 
miento de estos recursos de su regula- 
ción en el derecho común. Entre otras, 
cabe señalar, que el sistema de recursos 
está enmarcado dentro de un ámbito de 
brevedad de plazos que aseguran, al 
menos en derecho, una rápida solución 
del diferendo. A saber: a) plazos cortos 
para recurrir; b) plazos cortos para con- 
testar el recurso; c) plazos cortos para su 
tramitación; d) plazos cortos para la de- 
cisión del caso. 


6.- La brevedad de los plazos procesales, 
unida a la simplicidad del recurso, des- 
poja a éste de solemnidad alguna, bas- 
tando la intención manifiesta de recurrir, 
expresada y fundamentada dentro del 
plazo legal (M.V.Russomano, Recursos y 
Ejecución de Sentencia en la Jurisdicción 
Laboral, III Congreso Iberoamericano de 
Derecho del Trabajo, Sevilla, España, 
1970, Vol. Il, p.1081-1082). Pero la cele- 
ridad, directa o indirectamente vincula- 


da a todos los aspectos del proceso, no 
puede justificar errores de hecho o de 
derecho ni la violación al derecho de de- 
fensa de las partes, como tampoco la ce- 
leridad puede resultar perjudicada por 
un sistema de recursos complicado y de- 
fectuoso. Otra nota relevante consiste en 
las restricciones o limitaciones a la facul- 
tad de recurrir, debido fundamentalmen- 
te: 1) a la cuantía o naturaleza de la 
controversia; 2) a la prohibición legal de 
recursos dilatorios o presumiblemente 
dilatorios (v.g. prohibición del recurso de 
oposición); y 3) al carácter ejecutorio de 
las decisiones, salvo el depósito de una 
fianza, garantía personal, o del monto 
del duplo de las condenaciones. 


DEL RECURSO DE APELACIÓN 


7.- El Art.619 inicia las normas relativas 
al recurso de apelación. Contiene tres dis- 
posiciones diferentes. Establece en prin- 
cipio que toda sentencia de un juzgado 
de trabajo en materia de conflictos jurí- 
dicos puede ser objeto de apelación. Lue- 
go, prevé las excepciones a esta regla: 
algunas sentencias, por la cuantía de la 
demanda, otras por su naturaleza o por 
disposición legal, no son susceptibles de 
ser impugnadas por la vía del recurso de 
apelación. Entre las primeras, cabe citar 
todas aquellas demandas cuya cuantía 
sea inferior a diez salarios mínimos. Tam- 
poco pueden ser apeladas las sentencias 
que el CT declara no susceptibles de ape- 
lación, como las que son conocidas, le- 
galmente, en instancia Única o cuando el 
recurso se interpone tardíamente. Por 
consiguiente, no están sujetas a apela- 
ción, las sentencias de calificación de las 
huelgas y los paros, las decisiones del pre- 
sidente de la corte, como juez de 
referimiento, los recursos interpuestos fue- 
ra del plazo de un mes para interponer 
el recurso de apelación. Tampoco es 
apelable el laudo arbitral ni las actas de 
acuerdo o de desacuerdo o de no com- 
parecencia levantadas en la audiencia de 
conciliación; después de firmada por las 
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partes y los funcionarios del tribunal, tie- 
ne el carácter de una sentencia con la 
autoridad de la cosa juzgada, y las otras 
lactas de conciliación o desacuerdo), son 
fases de un procedimiento preliminar, 
carentes del carácter de una sentencia o 
decisión impugnable. La sentencia que 
decide sobre la recusación contra un 
miembro del juzgado de trabajo no es 
susceptible de apelación, conforme al 
Art.601. Tampoco son objeto de apela- 
ción, sino conjuntamente con el fondo, 
las sentencias preparatorias. El párrafo 
final establece que las sentencias que de- 
ciden sobre competencia son apelables 
en todos los casos. 


8.- La apelación puede interponerse con- 
tra toda sentencia de un juzgado de tra- 
bajo o de un tribunal de primera instan- 
cia en funciones de juzgado de trabajo, 
en materia de conflictos ¡jurídicos indivi- 
duales o colectivos. Las sentencias que 
deciden sobre la competencia son 
opelables en todos los casos. Esto signifi- 
ca que el recurso de le contredit que pre- 
vé la Ley 834 de 1978, no es aplicable en 
materia de trabajo después de la 
promulgación del CT de 1992. 


EFECTOS DEL RECURSO 


9.- La apelación produce dos efectos: uno 
suspensivo y otro devolutivo (Artagnan 
Pérez Méndez, Procedimiento Civil, T.l, 
No.591, p.289). El efecto suspensivo, 
enseña Froilán Tavares hijo (ob.cit, Vol.!Il- 
iV p.37) se aplica, “tanto a las sentencias 
definitivas como a las sentencias previas. 
Se aplica no sólo a la sentencia directa- 
mente atacada sino también a las que 
son una consecuencia necesaria de ella”. 
En virtud del efecto suspensivo, la parte 
gananciosa no puede iniciar la ejecución 
de la sentencia después de intentado el 
recurso, y, si la ha comenzado antes de 
intervenir la apelación, debe suspender- 
la. Esto se aplica a todos los actos 
implicativos de ejecución de la sentencia, 
como por ej. a las medidas de instruc- 
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ción (experticio, información testimonial, 
etc.), y, con mayor motivo, a los actos de 
ejecución propiamente dichos (embar- 
gos). Se admite, generalmente, que, dado 
el carácter general de la regla enuncia- 
da en el Art.457 del Código de Procedi- 
miento Civil una apelación, “aunque sea 
tardía o irregular es suspensiva de la eje- 
cución de la sentencia” (Cas. del 26 de 
mayo de 1949, B.J.466, p.403). Enseña, 
igualmente, Artagnan Pérez (ob.cit., 
No.592, p.289) que “la apelación es una 
vía ordinaria, tiene efecto suspensivo, es 
decir, la interposición del recurso implica 
la suspensión de la ejecución de la sen- 
tencia impugnada. Después de las refor- 
mas introducidas por la Ley 845 de 1978, 
también el plazo para la interposición del 
recurso es suspensivo, es decir, que hasta 
tanto no haya transcurrido el plazo de 
un mes, la sentencia no se puede ejecu- 
tar, como tampoco se podría hacerlo si 
ha habido la interposición del recurso de 
apelación, a no ser que se haya ordena- 
do la ejecución provisional de la senten- 
cia no obstante el recurso”. La suspen- 
sión que consagra el Art.457 del Cód. de 
Proc.Civil, se refiere a los actos de ejecu- 
ción; por tanto, la parte gananciosa en 
primer grado puede practicar actos con- 
servatorios. 


10.- En razón del efecto devolutivo del 
recurso de apelación, res devolvitur ad 
iudicem superiorem, el proceso pasa del 
tribunal de primer grado al tribunal de 
apelación, que se encuentra así apode- 
rado del conocimiento total de la contro- 
versia, tanto de las cuestiones de hecho 
como de derecho debatidas ante el tri- 
bunal de primer grado; consecuentemen- 
te, el asunto pasa a ser conocido, nueva- 
mente, en toda su extensión ante la Corte 
de Apelación. Las únicas limitaciones son 
las que resultan del recurso mismo (Sent. 
del 7 de marzo de 1973, B.J.748, p.562; 
Artagnan Pérez, ob.cit, No.594, p.290). 
El juez de la apelación no puede ir más 
lejos de lo que se ha juzgado en primera 
instancia. El proceso, tal como se ha pre- 
sentado al primer juez, forma el marco 
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que delimita los poderes del segundo 
(Artagnan Pérez, ob.cit.,No.594, p.290). 
No se admiten demandas nuevas en gra- 
do de apelación. 


11.- En principio, en materia de traba- 
jo, el recurso de apelación produce los 
mismos efectos que en materia civil, 
(efecto suspensivo y efecto devolutivo). 
Pero, conforme a las disposiciones del 
Art.539 del CT, el efecto suspensivo del 
recurso de apelación en materia de tra- 
bajo no sobrepasa al tercer día de la 
notificación de la sentencia, salvo el 
depósito del duplo de la condenación. 


12.- Las disposiciones del Art.539 no se 
extienden a las sentencias interlocuto- 
rias ni definitivas sobre un incidente. 
Ello entrañaría, además, una violación 
al derecho de defensa. Las disposicio- 
nes del Art.539 son una excepción a la 
regla general. Su propósito consiste en 
dotar a la parte gananciosa en primer 
grado, de una garantía de su crédito. 
Dicho texto no puede ser aplicado lite- 
ralmente, como tampoco en el sentido 
de que entraña una derogación total 
del efecto suspensivo del recurso de 
apelación. Dicho de otro modo, las dis- 
posiciones del Art.539 deben interpre- 
tarse restrictivamente. Por tanto, el re- 
curso de apelación de las sentencias 
interlocutorias y de las definitivas so- 
bre un incidente, tiene carácter suspen- 
sivo. Lo contrario sería privar a una de 
las partes de la oportunidad de llevar 
ante otros jueces el conocimiento del 
asunto, cuando el juez apoderado da 
señales abiertas de que la decisión so- 
bre el fondo le será adversa, v.g. cuan- 
do rechaza un medio de inadmisión 
debidamente justificado. Tampoco es 
aplicable cuando la cuantía es indeter- 
minada. 


13.- Véase comentarios al Art.539 CT. El 
plazo para recurrir en apelación está pre- 
visto en el Art.621 CT. En materia suma- 
ria, en el Art.618 CT. 


JURISPRUDENCIA 
APELACIÓN 


14.- Las disposiciones del artículo 619 y 
641 del Código de Trabajo tienen por 
finalidad permitir una pronta solución de 
los asuntos de esta naturaleza, que por 
su modicidad no merecen ser impugna- 
das mediante esas vías de recursos. (Sent. 
del 20 de octubre de 1999, B.J.1067, Vol. 
Il, p. 651). 


15.- No serán admisibles los recursos de 
apelación contra las sentencia que deci- 
dan demanda cuya cuantía no exceda de 
diez salarios mínimos. (Sentencia no.38 
del 29 de septiembre de 1999, B. J. 1066, 
p.859). 


EFECTO DEVOLUTIVO 


16.- El efecto devolutivo del recurso de 
apelación no implica la invalidez de los 
actos procesales celebrados en primer 
grado, lo que permite que un juez de 
segundo grado sustancie el conocimien- 
to del recurso de apelación con las prue- 
bas aportadas ante el tribunal de prime- 
ra instancia, sin necesidad de ampliación 
de las mismas, si a juicio de la Corte son 
suficientes para su debida edificación. 
(Sent. 20 enero 1999, No.43, B.J.1089, 
p.481). 


17.- Al no tratarse de condenaciones in- 
dividuales, sino comunes a ambos con- 
denados, lo cual hacía que el cumplimien- 
to de uno de ellos en la ejecución de las 
obligaciones que les impuso la sentencia, 
liberaba al otro frente al demandante, el 
recurso de apelación que uno de ellos 
interpusiera contra la referida sentencia, 
favorecía al otro demandado, producien- 
do como efecto que el tribunal apodera- 
do estuviera obligado a conocer del re- 
curso de apelación contra la sentencia 
impugnada, sin hacer exclusión de nin- 
guna de las partes involucradas en dicha 
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sentencia y por el efecto devolutivo del 
recurso de apelación interpuesto. (Sent. 
18 noviembre 1998, No.30, B.J.1056, 
p.472). 


18.- Por el defecto devolutivo de la ape- 
lación, el asunto queda devuelto en su 
totalidad a la Corte de Trabajo para su 
nuevo examen y ponderación. (Sent. 21 
octubre 1977, B.J.803, p.1948). 


19.- El hecho de que el juez de apelación 
se edificara en sentido contrario a como 
lo había hecho el juez de primer grado, 
entra también en sus facultades sobera- 
nas y es una de las consecuencias del 
efecto devolutivo que produce el recurso 
de apelación. (Sent. 10 mayo 1972, 
B.,.738, p.1126). 


20.- Por el efecto devolutivo inherente al 
recurso de apelación, el juez está en ap- 
titud de decidir el fondo, siendo innece- 
sario hacer uso de la avocación para pro- 
ducir un efecto ya producido de pleno 
derecho. (Sent. 9 septiembre 1970, 
B.J.718, p.1921). 


21.- En vista del efecto devolutivo de la 
apelación, que abre en su integridad el 
juicio planteado por la demandada con 
todos los medios sobre lo cuales se apo- 
ya, el debate se abre y comienza de nue- 
vo ante la jurisdicción de segundo gra- 
do, en las mismas condiciones y estado 
que ante el Juez de primer grado (Sent. 
7 de mayo 1954; B.J.526, p.819-820). 


22.- En virtud del efecto devolutivo de la 
apelación, el Juez del segundo grado ha 
debido examinar el fondo de la deman- 
da, ponderar las pruebas existentes y apli- 
car las reglas concernientes a la prueba 
para el caso en que el despido no hubie- 
se quedado establecido (Sent. 24 febrero 
1950, B.J.475, p.140). 


23.- Una sentencia definitiva sobre un in- 
cidente puede ser recurrida inmediata- 
mente, sin que tenga que esperarse el 
fallo sobre el fondo del recurso. (Sent. 
21 julio 1999, No.39, B.J.1064, p.769). 


447 


CUANTÍA DE LA DEMANDA 


24.- El recurso de apelación contra una 
sentencia sobre una demanda cuya cuan- 
tía no excede del valor equivalente a diez 
salarios mínimos, no es admitido en vir- 
tud de lo dispuesto por los artículos 480 
y 619 del Código de Trabajo. (Sent. 27 
enero 1999, No.58, B.J.1058, p.568). 


25.- Para determinar que el recurso de 
apelación está dentro de los límites esta- 
blecidos por el artículo 619 del Código 
de Trabajo, el tribunal debe establecer 
cuál es la cuantía de la demanda inten- 
tada y cuál el salario mínimo aplicado en 
el caso, con lo que se advertiría cuál es el 
monto de la demanda y en consecuencia 
la admisibilidad del recurso. (Sent. 7 oc- 
tubre 1998, No.9, B.J.1055, p.446; Sent. 
2 diciembre 1998, No.12, B.J.1057, 
p.346). 


26.- Las disposiciones del Art.619 del CT, 
que exceptúa del recurso de apelación 
las sentencias originadas en demandas 
que no excedan de diez salarios mínimos 
y las del artículo 641 del mismo código 
que declara inadmisible el recurso de ca- 
sación contra las sentencias que impon- 
gan condenaciones que no excedan de 
veinte salarios mínimos tienen por finali- 
dad permitir una pronta solución de los 
asuntos de esta naturaleza, que por su 
modicidad no merecen ser impugnadas 
mediante esas vías de recursos. (Sent. 1 
julio 1998, No.11, B.J.1052, p.452). 


27.- El salario al que se refiere el artículo 
619 del CT, es el salario mínimo legal- 
mente establecido y no al salario que al 
momento de la terminación del contrato 
devengare el trabajador demandante. 
(Casación, 19 de septiembre de 1997, 
B.J.1042, p.295-301). 


28.- Es admisible el recurso de apelación 
cuando las condenaciones pronunciadas 
por el Juzgado de Trabajo son por un 
monto superior a diez veces el salario 
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mínimo vigente. (Casación, 23 de diciem- 
bre de 1994. Sentencia #10). 


29.- Siendo una demanda en cobro de 
una suma indeterminada, está abierta la 
vía de la apelación (Sent. del 22 febrero 
1949; B.J.463, p.112). 


DECISIONES DIVERSAS 


30.- Los recursos de apelación deben ser 
juzgados por un juez distinto al que dictó 
la sentencia impugnada. (Sent.17 febre- 
ro 1999, No.49, B.J.1059, p.668). 


31.- El hecho de que la recurrida formu- 
le conclusiones sobre el alegado recurso 
de apelación, no implica la existencia del 
mismo ni obliga al tribunal a declararlo 
válido, cuando este mismo es inexistente. 
(Sent. 10 febrero 1999, No.22, B.J.1059, 
p.498). 


32.- No puede considerarse una deman- 
da nueva en apelación el hecho de que 
una demanda en perención de instancia 
se eleve en grado de apelación, pues es 
lógico que si se persigue la perención de 
esa instancia es ante esa jurisdicción don- 
de se debe iniciar la demanda.(Sent. 2 
diciembre 1998, No.8, B.J.1057, p.324). 


33.- El hecho de que la demandada fuere 
recurrente en grado de apelación no exi- 
mía a la demandante original a probar 
los hechos en que fundamentó su deman- 
da, por lo que la no asistencia de la re- 
currente a la celebración del informativo 
testimonial puesto a su cargo no puede 
tomarse como una prueba en su contra, 
salvo que del pedimento para la celebra- 
ción del informativo testimonial se presu- 
miera la existencia del contrato de tra- 
bajo o se admitiera la justa causa del 
despido. (Sent. 16 diciembre 1998, No.50, 
B.J.1057, p.566). 


34.- Para que un recurso de apelación 
sea rechazado y confirmada la sentencia 
impugnada, no es necesario que se utili- 


ce una fórmula sacramental, pues de la 
motivación de la sentencia y del depósito 
se deriva esa consecuencia. (Sent. 18 no- 
viembre 1998, No.34, B.J.1056, p.495). 


35.- Es de principio que el recurso de ape- 
lación no puede agravar la situación pro- 
cesal de la parte que lo ejerce, por lo 
que al imponer condenaciones adiciona- 
les a las impuestas por la sentencia recu- 
rrida, el tribunal dictó una sentencia ca- 
rente de base legal. (Sent. 18 noviembre 
1998, No.35, B.J.1056, p.503). 


36.- El hecho de que una sentencia de 
primer grado sea ejecutada no elimina el 
interés jurídico de la parte perdidosa so- 
bre la suerte del litigio, pues ésta man- 
tiene el interés de la revocación de la sen- 
tencia a los fines de impedir su 
condenación por una violación que nie- 
ga haber cometido y de ejercer poste- 
riormente las acciones que puedan deri- 
varse de esa situación contra aquel que 
se haya prevalido de una ejecución pro- 
visional antes de la existencia de una sen- 
tencia con autoridad de la cosa irrevoca- 
blemente juzgada. (Sent. 8 julio 1998, 
No.38, B.J.1052, p.624). 


37.- Siempre que una parte resulte afec- 
tada por una sentencia dictada en pri- 
mera instancia tiene el interés jurídico de 
utilizar las vías de recursos correspondien- 
tes, importando poco que, como conse- 
cuencia de que el recurso de apelación 
por sí solo no produzca la suspensión de 
la sentencia impugnada, la sentencia re- 
currida sea ejecutada, pues aún en eso 
circunstancia, el apelante tiene el dere- 
cho en caso de resultar ganancioso, de 
ejercer las acciones legales de lugar con- 
tra aquel que haya ejecutado una sen- 
tencia antes de que ésta se torne irrevo- 
cable. (Sent. 3 junio 1998, No.7, 
B.J.1051, p.309). 


38.- La procedencia de un recurso de ape- 
lación depende de que los agravios que 
se imputan contra la sentencia recurrido 
sean ciertos, siendo imposible que un tri- 
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bunal verifique los mismos sin la presen- 
cia de la sentencia recurrida y sin que se 
le demuestren cuáles son los agravios con- 
tra ella. (Sent. 18 marzo 1998, No.35, 
B.J.1048, p.491). 


39.- El juez está obligado a conocer, en 
primer término, el recurso de apelación 
principal y sólo si éste es rechazado, co- 
nocer la apelación incidental. (Sent. 25 
marzo 1998, No.51, B.J.1048, p.600). 


40.- Cuando el demandado, condenado 
en primera instancia, interpone apelación, 
la obligación de hacer la prueba queda 
totalmente a cargo del demandante inti- 
mado, ya que éste es quien ha tomado la 
iniciativa del proceso. (Sent. 7 de mayo 
1954; B.J.526, p.819-820). 


41.- La parte demandante tiene derecho, 
en virtud de los principios que rigen en 
materia de apelación, a repetir en la se- 
gunda instancia su pedimento para que 
el nuevo Juez examinase lo que se le so- 
metió al primer Juez. (Sent. 23 de no- 
viembre 1950, B.J.484, p.1141). 


42.- No compete a un Juez de apelación 
anular un fallo que decide el fondo de 
un asunto por el hecho de que aprecie 
que el Juez de primer grado, pudo o de- 
bió estar en la imposibilidad de juzgar el 
asunto, o lo que es lo mismo, porque exis- 
tía una nulidad. (Sent. de 28 julio 1948, 
B.J,456, p.1474). 


43.- Cuando la ley suprime la apelación 
lo hace por razones de interés general, y 
no pueden las partes, aún cuando estén 
de acuerdo, interponer el recurso de ape- 
lación en los casos en que la ley ha dis- 
puesto que deben ser conocidos en ins- 
tancia Única. (Sent. del 21 febrero 1962, 
B.J.619, p.301). 


44.- No constituye una violación a la re- 
gla Tantum devolutum por lo demás 
aplicable a la apelación, la circunstancia 
de que los jueces ordenen un informativo 
para esclarecer una cuestión determina- 


da, y en el informativo se revela un he- 
cho, relacionado con la misma causa, que 
los jueces pueden aprovechar como prue- 
ba. (Sent.del 13 diciembre 1961, B.J.617, 
p.2253). 


45.- Cuando el desistimiento del recurso 
de apelación no es aceptado, no queda 
suprimido para el demandado el dere- 
cho a interpretar apelación incidental y 
que aún podía hacerlo en todo estado 
de causa. (Sent. 30 de abril 1952, B.J.501, 
p.802). 


46.- La Corte de Casación ha juzgado 
que el juez de trabajo puede disponer 
que se subsanen aquellas irregularida- 
des u omisiones en el procedimiento que 
no sean de una gravedad tal que imposi- 
biliten al tribunal, y a juicio de éste co- 
nocer y juzgar el caso (Sent. del 23 de 
febrero de 1968, B.J.687, p.422; 22 de 
abril de 1968, B.J.689, p.820; 24 de abril 
de 1968, B.J.689, p.859). 


47.- El Juez puede reenviar el asunto para 
que la parte más diligente haga el depó- 
sito del acto de apelación omitido (Sent. 
del 19 de febrero de 1969, B.J.699, 
p.376). 


INCONSTITUCIONALIDAD 


48.- Las sentencias originadas en deman- 
das cuya cuantía sea inferior a diez sala- 
rios mínimos, están sometidas a reglas 
de procedimiento que deben cumplirse 
previamente por las partes en conflicto, 
las que les da oportunidad de hacer va- 
ler todos sus derechos y ejercer en la ins- 
tancia sus medios de defensa; además, 
es a falta de llegar a un acuerdo o conci- 
liación el procedimiento preliminar al co- 
nocimiento de la demanda en juicio, de 
conformidad con lo que establecen los 
artículos 516 y siguientes del CT y en el 
cual también deben cumplirse reglas de 
procedimiento que aseguran y permiten 
a las partes ejercer todos sus derechos y 
medios de defensa, que el tribunal que- 
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da en condiciones de pronunciar la de- 
cisión correspondiente; en tales condi- 
ciones, resulta erróneo sostener que 
los artículos 619 y 641 del CT son 
inconstitucionales.(Casación, 26 de 
noviembre 1997, B.J.1044, p.303- 
308). 


INTERÉS 


49.- Carece de interés el recurrente en 
atacar los puntos de la sentencia impug- 
nada que le favorecen. (Sent. mayo 1963, 
B.J.634, p.421). 


PARTE 


50.- Es de principio que una parte no 
puede resultar perjudicada por su propio 
recurso. (Sent. No.9 del 10 de noviembre 
de 1999.B. J. No. 1068 p. 574). 


PRUEBA 


51.- Aun cuando el demandado no asis- 
tiera a la audiencia en que se conoció 
el recurso de apelación, el demandan- 
te está en la obligación de demostrar 
los hechos en que fundamenta su 
demanda.(Sent. 13 enero 1999, No.23, 
B.J.1058, p.365). 


Recursos 


52.- El artículo 67, ordinal 2 de la Cons- 
titución que faculta a la Suprema Corte 
de Justicia a “conocer de los recursos de 


casación de conformidad con la ley” no 
prohibe en modo alguno que el legisla- 
dor dicte leyes adjetivas que establezcan 
que una sentencia o decisión cualquiera 
no sea susceptible de determinado recur- 
so o de ningún recurso. (Sent. 1 abril 
1998, No.9, B.J.1049, p.244). 


SALARIO MÍNIMO 


53.- El salario al que hace referencia el 
Art.619 del Código de Trabajo, es al sa- 
lario mínimo legalmente establecido y no 
al salario que al momento de la termina- 
ción del contrato de trabajo devengue el 
trabajador demandante. (Sent. 19 sep- 
tiembre 1997, No.27, B.J.1042, p.300). 


SENTENCIA 


54.- El artículo 71 ordinal 1ro. de la 
Constitución, no prohibe en modo algu- 
no que el legislador dicte leyes adjetivas 
que establezcan que una sentencia o de- 
cisión cualquiera no sea susceptible de 
determinado recurso o de ningún recur- 
so. (Sent. 18 agosto 1999, Máximo San- 
tana y compartes Vs.Karson Manufactu- 
ring, Inc, B. J. 1065, p.663). 


55.- Ninguna sentencia puede ser reputa- 
da legalmente conocida por aquel contra 
quien ha sido dictada, sino por el pronun- 
ciamiento de la misma hecho en su pre- 
sencia o por medio de una notificación re- 
gular hecha a persona o a domicilio, como 
lo requiere la ley para que los plazos de los 
recursos comiencen a correr. (Sent. 9 di- 
ciembre 1981, B.J.853, p.2784-85). 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 620 


Art.620.- “Sólo puede interponer re- 
curso de apelación contra una senten- 
cia quien ha figurado en ella como 
parte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Juriaprudencia 


Comentarios, 2 - Apelación, 5-7 


Doctrina, 3-4 - Parte en el proceso, 8 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.587 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El recurso de apelación es un derecho 
reconocido a la parte sucumbiente de un 
proceso o a quien no esté conforme con 
la decisión o dictamen de un tribunal. 


DOCTRINA 


3.- Con este recurso se ofrece oportuni- 
dad a los litigantes de recurrir ante nue- 
vos jueces; en nuestro país, ante un tri- 
bunal colegiado, pues en el tribunal de 
primer grado quien toma la decisión, es 
juez letrado. Por esta razón, un tercero 
extraño al proceso en el cual no figura 
como demandante ni demandado, que 
no es un interviniente voluntario o forzo- 
so, en definitiva, que es un texto extraño, 
que no es parte en el proceso, no puede 
interponer recurso de apelación. Esta re- 
gla no es privativa del proceso en mate- 
ria de trabajo. 
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4.- Véase comentarios Art.619. 


JURISPRUDENCIA 


APELACIÓN 


5.- Si el tribunal considera que una per- 
sona no es parte en el recurso de ape- 
lación no puede tomar ninguna medi- 
da en su contra, como fue declarar que 
la sentencia de primer grado se había 
tornado irrevocable en cuanto a él, pues 
con ello afectaba los intereses de al- 
guien que no podía defenderse, porque 
según el criterio del tribunal, no había 
sido recurrida la referida sentencia. 
(Sent. 18 noviembre 1998, No.30, 
B.J.1056, p.472). 


6.- La prueba de la calidad para apelar 
corresponde al apelado, según el 
Art.1315 del Código Civil. (Cas. 18 julio 
1980, B.J.836, p.1510). 


7.- Sólo las personas que resulten perju- 
dicadas por una decisión pueden impug- 
narla. (Sent. No. 10 del 29 de diciembre 
de 1999. B.J.No. 1069. p. 101). 


PARTE EN EL PROCESO 


8.- Es imposible que el tribunal a-quo 
mantenga unas condenaciones im- 
puestas a alguien que no ha sido par- 
te en primer grado, pues de hacerlo 
viola el principio del doble grado de 
¡jurisdicción que se aplica en esta ma- 
teria. (Sent. 12 mayo 1999, Mariano 
Matos Rubio, Vs.Casino Gran Hotel 
Lina, B.J. 1062, p.726). 
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SECCION SEGUNDA 


DEL PROCEDIMIENTO PRELIMINAR 


Art.621.- “La apelación debe ser in- 
terpuesta mediante escrito deposita- 
do en la secretaría de la corte compe- 
tente, en el término de un mes a contar 
de la notificación de la sentencia im- 
pugnada”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Apelación, 7-20 
- Documentos, 21-22 
- Plazos, 23-25 


Comentarios, 2 
Doctrina, 3-6 


Jurisprudencia - Sentencia, 26 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.588 del 
CT de 1951, que establecía que el escrito 
debía depositarse en “la secretaría del 
tribunal que haya dictado la sentencia”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las reglas relati- 
vas al procedimiento de apelación en 
materia de trabajo. Al igual que en ma- 
teria ordinaria, el procedimiento se divi- 
de en dos fases, con la diferencia que el 
preliminar de la conciliación se celebra 
en la misma audiencia del procedimiento 
de juicio, aunque en la práctica no todas 
las cortes de trabajo se sujetan a esta 
regla, celebrando algunas el procedi- 
miento preliminar de la conciliación en 
una audiencia distinta a la de produc- 
ción y discusión de pruebas. 


DOCTRINA 


3.- Este texto establece cómo, cuándo y 
ante quién debe interponerse el recurso 
de apelación. Debe presentarse median- 


te escrito depositado en la secretaría de 
la corte competente, en el término de un 
mes a contar de la notificación de la sen- 
tencia apelada. También puede ser inter- 
puesto por declaración en secretaría. Véa- 
se Art.632 CT. 


4.- Las disposiciones del Art.621 son nue- 
vas porque en el CT de 1951, el recurso 
se hacía ante la secretaría del tribunal 
que hubiera dictado la sentencia, mien- 
tras que el CT de 1992 establece la se- 
cretaría de la corte. Sin embargo, la nor- 
ma del CT de 1951 nunca se llegó a 
aplicar porque regía el procedimiento 
previsto en la Ley 637 de 1944 sobre con- 
tratos de trabajo. El recurso se interpo- 
nía entonces por acto de alguacil, previa 
solicitud de audiencia. El Art.53 de la 
precitada Ley 637 establecía: “El empla- 
zamiento se hará por acta de alguacil, 
previa fijación de audiencia solicitada y 
concedida por el tribunal correspondien- 
te”. Añade el Art.55 de la misma Ley (mo- 
dificado por la Ley 5055, del 19 de di- 
ciembre de 1958, G.0.8317) que “el plazo 
de la comparecencia será de un día fran- 
co, aumentado en razón de la distancia. 
Todo tribunal de trabajo fallará a más 
tardar, treinta días después que el asun- 
to esté en estado, salvo causa justificada 
que impida la solución del litigio en el 
término señalado”. 


5.- Al establecer el CT de 1992 que el 
recurso de apelación será interpuesto ante 
la secretaría de la corte de apelación, 
alteró el régimen establecido en las dis- 
posiciones legales posteriores, previsto 
para una apelación interpuesta en la se- 
cretaría del tribunal que dictó la senten- 
cia. Esto ha traído en la práctica el des- 
conocimiento del Art.628 del CT y otros, 
que la jurisprudencia de la SCJ ha trato: 
do de subsanar. 


6.- En materia sumaria, la apelación se 
interpondrá “en los diez días de la notifi- 
cación de la sentencia”. Véase Art.618 
CT. 
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JURISPRUDENCIA 
© APELACIÓN 


7.- La parte gananciosa no está obliga- 
da a notificar la sentencia de primer gra- 
do en el domicilio del abogado constitui- 
do por una parte, aún cuando haya hecho 
elección de domicilio en ese estudio, sal- 
vo el caso previsto por el artículo 147, 
que obliga a la notificación de la senten- 
cia al abogado constituído a los fines de 
la ejecución de la misma, disposición que 
no se aplica en esta materia por no ser 
indispensable el ministerio de abogado. 
(Sent. 30 diciembre 1998, No.88, 
B.J.1057, p.798). 


8.- Salvo inscripción en falsedad, el juez 
está en la obligación de aceptar la ac- 
tuación del alguacil como válida, por tra- 
tarse de un acto auténtico y aceptar que 
el plazo para la interposición del recurso 
de apelación corre a partir de la fecha 
de dicho acto. (Sent. 9 septiembre 1998, 
No.27, B.J.1054, p.483). 


9.- La finalidad de que el recurso de ape- 
lación sea notificado a la persona o en el 
domicilio del recurrido, es la de garanti- 
zar que el recurso llegue a su destinata- 
rio para que éste prepare las defensas 
correspondientes y formule los reparos que 
estime de lugar. (Sent. 30 septiembre 
1998, No.93, B.J.1054, p.889). 


10.- Aún cuando en esta materia fuere 
obligatorio que en los actos de notifica- 
ción de sentencia se indicara el plazo para 
el ejercicio del correspondiente recurso, 
la omisión de esa formalidad podría te- 
ner efecto sobre el acto en sí, el cual po- 
dría ser objetado si la persona contra 
quien se hace la notificación recurre fue- 
ra de los plazos establecidos por la ley, 
pero en modo alguno tiene repercusión 
sobre la sentencia notificada, por tratar- 
se de un requisito extrínseco a la misma 
a cumplir después que ésta ha sido dicta- 
da. (Sent. 30 septiembre 1998, No.95, 
B.J.1054, p.900). 
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11.- La finalidad de las disposiciones 
del Art.456 del Código de Procedi- 
miento Civil, en el sentido de que el 
recurso de apelación debe contener 
emplazamiento en la persona o domi- 
cilio del recurrido, es garantizar que 
dicho recurso llegue al recurrido y 
poner a éste en condiciones de pre- 
parar su defensa, respondiendo a los 
agravios imputados a la sentencia im- 
pugnada. (Sent. 15 abril 1998, No.21, 
B.J.1049, p.323). 


12.- La exigencia del escrito o declara- 
ción formulada por ante la Secretaría de 
la Corte correspondiente tiene por finali- 
dad, facilitar el cumplimiento del proce- 
dimiento establecido en grado de apela- 
ción, el cual otorga al secretario del 
Tribunal un papel activo que le obliga a 
enviar copia del escrito contentivo de la 
declaración a la parte adversa, como una 
manera de garantizar la seguridad en la 
recepción del recurso al intimado a fin 
de que organice su defensa y la exponga 
en su escrito que deberá ser depositado 
en la Secretaría de la Corte; por tales 
razones, la notificación de un acto de al- 
guacil no suple la exigencia del escrito o 
declaración que formulan lo artículos 621 
y 622, por lo que no puede constituirse 
en un recurso de apelación frente a la 
precisión de las disposiciones de los indi- 
cados artículos y la razón de ser del es- 
crito o declaración. (Sent. 26 noviembre 
1997, No.22, B.J.1044, p.290); (Casa- 
ción, 26 de noviembre 1997, B.J. 1044, 
p.285-291). 


13.- El recurso de apelación no se inter- 
pone mediante un acto de alguacil sino 
mediante un escrito o declaración formu- 
lada ante la Secretaría de la Corte com- 
petente. (Sent. 17 diciembre 1997, No.38, 
B.J.1045, p.554). 


14.- La notificación de un acto de algua- 
cil no suple la exigencia del escrito o de- 
claración que formulan los artículos 621 
y 622, (Sent. 26 de noviembre 1997, B.J. 
No.1044, p.290). 
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15.- El plazo para apelar es de 30 días 
un mes acordado por el artículo 621 del 
CT. (Casación del 31 de agosto de 1994. 
Sentencia #8, B.J. 1005, p.175). 


16.- La apelación notificada al abogado 
que había defendido al patrono en pri- 
mera instancia es nula, conforme a los 
Arts.70 y 45 del Código de Procedimien- 
to Civil. (Sent. 13 junio 1973, B.J.751, 
p.1593; Sent. 23 julio 1969, B.J.704, 
p.1673-74). 


17.- El plazo de un mes para recurrir en 
apelación a contar del día de la notifica- 
ción de la sentencia ha sido estatuido en 
beneficio del apelante. (Sent. 20 octubre 
1982, B.J.863, p.1918). 


18.- El boletín del tribunal anunciando a 
los abogados la existencia del fallo, no 
suple en modo alguno la notificación del 
alguacil. (Sent. 7 febrero 1969, B.J.699, 
p.236). 


19.- El plazo de la apelación en materia 
laboral al tenor del Art.1033 del Código 
de Procedimiento Civil debe aumentarse 
en razón de la distancia, la cual debe ser 
calculada entre el lugar del domicilio de 
la parte contra quien el plazo corre y el 
lugar en donde ésta debe notificar la ape- 
lación (Sent. del 28 enero 1960, B.J. 594, 
p.89). 


20.- El recurso de apelación no se in- 
terpone mediante un acto de alguacil, 
sino mediante un escrito o declaración 
formulada ante la secretaría de la cor- 
te competente, siendo la notificación 
una actuación posterior a la existencia 
del recurso y la cual está a cargo del 
secretario del tribunal y no de la parte 
recurrente, por lo que cualquier irre- 
gularidad contenida en la notificación, 
que de manera espontánea y adicional 
haga el recurrente, no puede tener nin- 
guna repercusión sobre la regularidad 
y validez formal del recurso de apela- 
ción. (Sent. 21 julio 1999, No.31, 
B.J.1064, p.708). 


DOCUMENTOS 


21.- Si bien los artículos 621 y 625 del 
Código de Trabajo regulan el depósito 
de los escritos contentivos del recurso de 
apelación y de defensa del intimado, no 
exigen a las partes depositar los docu- 
mentos conjuntamente con esos escritos, 
por analogía y dadas las razones que 
obligan el depósito de los documentos 
ante el Juzgado de Trabajo, en el mo- 
mento en que depositan los escritos ini- 
ciales, se debe entender que en grado de 
apelación, el depósito de los documentos 
debe hacerse en el momento en que se 
realiza el recurso de apelación o se hace 
el escrito de defensa. (Sent. 9 diciembre 
1998, No.21, B.J.1057, p.403). 


22.- Si bien el Art.621 del Código de Tra- 
bajo no exige que con el escrito de ape- 
lación se depositen los documentos que 
se harán valer en esa instancia, el Art.631 
de dicho código prescribe que: “puede 
admitirse la producción de documentos 
en los casos previstos por el artículo 544 
del Código de Trabajo. La solicitud de 
autorización se depositará en la Secreta- 
ría de la Corte con los documentos cuya 
producción se pretenda hacer, ocho días 
antes, por lo menos del fijado para la 
audiencia”. (Sent. 17 diciembre 1997, 
No.33, B.J.1045, p.520-521). 


PLAzos 


23.- El plazo de la apelación corre a par- 
tir de la notificación hecha en el domici- 
lio real o en el domicilio de elección. (Sent. 
23 julio 1969, B.J.704, p.1673, 1674). 


24.- La notificación del dispositivo de una 
sentencia no puede dar inicio a los pla- 
zos procedimentales en relación con los 
recursos. (Sent. 16 octubre 1968, B.J.695, 
p.2292-2293). 


25.- El plazo de apelación es aumenta- 
ble en razón de la distancia. (Sent. 28 
enero 1960, B.J.594, p.86-91). 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 621-622 455 


SENTENCIA 


26.- La notificación de una sentencia para 
que haga correr el plazo de la apelación 
debe hacerse a persona o a domicilio, y 
si la persona no tiene domicilio ni resi- 
dencia en la República, la notificación 
debe ser hecha de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 68, párrafo 8vo. 
del Procedimiento Civil, pero no en el 
domicilio elegido por la parte a quien es 
dirigida la notificación. (Sent. 15 mayo 
1956, B.J.550, p.1011). * 


Art.622.- “También puede ser inter- 
puesto por declaración de la parte o de 
su mandatario en la secretaría. 


En este último caso, el secretario re- 
doctará acta de la declaración, la cual 
firmará con él la parte apelante o su 
mandatario, si sabe y puede hacer- 
lo”, 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3 
Comentarios, 2 Jurisprudencia, 4 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.589 del 
CT de 1951. 

COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra el recur- 
so de apelación oral. Mientras el 


Art.621 dispone que el recurso de ape- 
lación contra las sentencias apelables 
del juzgado de trabajo en materia de 
conflictos jurídicos, se interpone me- 
diante escrito depositado en la secre- 
taría de trabajo de la corte de traba- 
¡o competente, este artículo dice que 
dicho recurso puede interponerse por 
declaración de la parte o de su man- 
datario en la secretaría de dicho tri- 
bunal. El mandatario debe estar pro- 
visto de un poder especial cuando no 
es abogado, de conformidad con el 
Art.502 del CT. 


DOCTRINA 


3.- Cuando la apelación se interpone 
por declaración en secretaría, corres- 
ponde al secretario de la corte redac- 
tar acta de la declaración que contie- 
ne dicho recurso, la cual debe firmar 
la apelante o su mandatario. Cuando 
no sabe firmar, se procederá con arre- 
glo a lo previsto en el ordinal 6) del 
Art.509 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


4.- El patrono no puede, después de 
levantada el acta de no comparecen- 
cia al preliminar de la conciliación, 
considerada de orden público, variar 
la causa del despido invocada en su 
comunicación al Departamento de Tra- 
bajo. (Sent. 23 julio 1976, B.J.788, 
p.1208). 
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Art.623.- “El escrito de apelación 
debe contener: 


1) Los nombres, profesión y domicilio 
real del apelante, las enunciaciones 
legales relativas a su cédula personal 
de identidad y la indicación precisa 
de un domicilio de elección en el lu- 
gar donde tenga su asiento la corte 
de trabajo ante la cual se recurra; 


2) La fecha de la sentencia contra la 
cual se apela y los nombres, profe- 
sión y domicilio real de las personas 
que hayan figurado como partes de 
la misma; 


3) El objeto de la apelación y una ex- 
posición sumaria de los medios de 
hecho y de derecho en los cuales se 
funde; 


4) La fecha del escrito y la firma del 
apelante o la de su mandatario”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2 - Apelación, 4 


Doctrina, 3 - Motivos, 5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.590 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al contenido 
del escrito de apelación. Dispone que con- 
tendrá: los nombres y generales del ape- 
lante, con la indicación precisa de un 
domicilio de elección en el lugar donde 
tenga asiento el tribunal; los nombres y 
generales de las demás personas que ha- 
yan figurado como partes en el proceso; 
la fecha de la sentencia apelada y la in- 
dicación del tribunal que la dictó, así 


como su dispositivo; el objeto y los moti- 
vos de la apelación; los agravios al ape- 
lante con una exposición sumaria de los 
hechos y el derecho en los cuales se fun- 
damenta el recurso; la fecha del escrito y 
la firma del apelante o de su mandata- 
rio. Pueden admitirse nuevos documen- 
tos en los casos previstos en el Art.544 
del CT, siguiéndose el procedimiento es- 
tablecido en el Art.545 del CT, debiendo 
el secretario del tribunal de primer gra- 
do del juzgado de trabajo, remitir todo 
el expediente a la corte de apelación apo- 
derada del recurso. 


DOCTRINA 


3.- Cuando el apelante no señalare el 
objeto de la apelación, ni haga en su 
escrito o declaración una exposición su- 
maria de los medios de hecho y derecho 
en los cuales se fundamente el recurso, 
el tribunal puede ofrecer oportunidad 
para que haga la corrección del escrito o 
de la declaración, por aplicación de lo 
dispuesto en el párrafo del Art.486 del 
CT. Pero, una apelación incausada es in- 
admisible. Cuando en el escrito o en la 
declaración, el dispositivo de la senten- 
cia apelada es distinto al dispositivo de 
la sentencia dictada por el juzgado de 
trabajo, el recurso de apelación es igual- 
mente inadmisible, pues se ha apelado 
una sentencia distinta. Cuando la fecha 
es diferente, pero el dispositivo el mismo, 
se trata de un error material. 


JURISPRUDENCIA 
APELACIÓN 


4.- Lo que prohibe el Art.464 del Código 
de Procedimiento Civil son las demandas 
nuevas en apelación, y aún ello con de- 
terminadas excepciones, pero no la pre- 
sentación de medios nuevos de defensa, 
tanto de parte de los demandados como 
de los demandantes. (Cas. 9 febrero 
1972, B.J.735, p.252). Si la parte 
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perdidosa no apela un aspecto que le 
desfavorece de la sentencia impugnada, 
el tribunal de alzada procede correcta- 
mente al no estatuir sobre este punto. 
(Sent. 6 octubre 1976, B.J.791, p.1655). 


Morivos 


5.- La falta de motivación del recurso de 
apelación justifica la inadmisibilidad de 
dicho recurso. (Sent.15 marzo 1951, 
B.).488, p.316-325). 


Art.624.- “En el caso de que la ape- 
lación se haga por declaración en se- 
cretaría, debe contener las enuncia- 
ciones señaladas en los tres primeros 
ordinales del artículo 623”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


l- Es una reproducción del Art.591 del 
CT de 1951, con una alteración debida 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se completa con las 
disposiciones del Art.623. Establece que 
cuando la apelación se interponga por 
declaración en secretaría, la declaración 
debe contener las enunciaciones indica- 
das en los tres primeros ordinales del 
Ar.623, esto es: nombre y generales del 
apelante con elección de un domicilio en 
el lugar del asiento de la corte de traba- 
jo competente; la indicación de la fecha 
de la sentencia apelada y los nombres y 
generales de las demás partes en el pro- 


ceso; así como el objeto y los agravios 
contra la sentencia impugnada, incluyen- 
do una relación sucinta de los hechos y 
el derecho en los cuales se fundamenta. 


DOCTRINA 


3.- La falta de mención de estos elemen- 
tos hace la apelación inadmisible, excep- 
to cuando se trate de errores u omisiones 
formales en cuyo caso procede actuar 
conforme al párrafo del Art.486 CT. 


4.- Véase Arts.486; del Art.621 al 623 
del CT. 


Art.625.- “En los primeros cinco 
días que sigan al depósito del escri- 
to o a la declaración, el secretario 
enviará copia a la parte adversa, sin 
perjuicio del derecho del recurrente 
de notificar su apelación a su con- 
traparte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.592 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- El citado texto legal que establecía 
que el secretario, además de enviar co- 
pia a la parte adversa, “remitirá el expe- 
diente completo y un inventario en dupli- 
cado de sus piezas al secretario de la 
corte, quien en los tres días de su recibo 
devolverá firmado por él, uno de los du- 
plicados al secretario remitente”. 
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DOCTRINA 


3.- Este texto legal consagra otra regla 
relativa al procedimiento de apelación. 
Prevé un plazo de cinco (5) días, a partir 
del depósito del escrito o la declaración 
contentiva del recurso de apelación, den- 
tro del cual el secretario debe enviar a la 
parte recurrida, copia de dicho escrito o 
acta de apelación, cuando ésta ha sido 
oral. El CT de 1992 agregó al Art.592 
del CT de 1951, la facultad del recurren- 
te de notificar por alguacil la apelación 
a su contraparte. Esta medida se adoptó 
debido a las debilidades del correo del 
Estado en la década de los años 90, cir- 
cunstancia que no ocurría en 1951 cuan- 
do fue votado el CT de ese año. 


4.- Véase comentarios Arts.489 CT y del 
621 al 624 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


5.- La notificación del recurso de apela- 
ción es una actuación posterior a la exis- 
tencia del recurso, la cual está a cargo 
del secretario del tribunal y no de la par- 
te recurrente, por lo que cualquier irre- 
gularidad contenida en la notificación que 
de manera espontánea y adicional haga 
el recurrente, no puede tener ninguna 
repercusión sobre la seguridad y validez 
formal del recurso de apelación. (Sent. 
17 diciembre 1997, No.38, B.J.1045, 
p.554). 


6.- La exigencia del escrito o declaración 
formulada por ante la Secretaría de la 
Corte competente, tiene por finalidad fa- 
cilitar el cumplimiento del procedimiento 
establecido en grado de apelación, el cual 
otorga al secretario del tribunal un pa- 
pel activo que le obliga enviar copia del 
escrito contentivo de la declaración a la 
parte adversa, como una manera de ga- 
rantizar la seguridad en la recepción del 
recurso al intimado a fin de que organi- 
ce su defensa y la exponga en un escrito 
que deberá ser depositado en la secreta- 


ría de la corte. (Sent. 26 noviembre 1997, 
No.22, B.J.1044, p.289). 


Art.626.- “En el curso de los diez días 
que sigan a la notificación indicada 
en el artículo 625, la parte intimada 
debe depositar en la secretaría de la 
corte su escrito de defensa, el cual ex- 
presará: 


1) Los nombres, profesión y domicilio 
real de dicha parte, las enunciacio- 
nes relativas a su cédula personal de 
identidad y la indicación precisa de 
un domicilio de elección en el lugar 
de donde tenga su asiento la corte; 


2) La fecha de la notificación del es- 
crito de apelación o del acta de de- 
claración; 


3) Los medios de hecho y de derecho 
que la intimada oponga a los de la ape- 
lante, así como los suyos propios en el 
caso de que se constituya apelante inci- 
dental y sus pedimentos; 


4) La fecha del escrito y la firma de la 
intimada o la de su mandatario”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.593 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre la defensa 
de la parte recurrida en el recurso de 
apelación. Establece un plazo de diez (10) 
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días a partir de la notificación que la con- 
traparte o el secretario del tribunal debe 
hacer del escrito de la parte apelante. En 
este término debe producir su defensa 
escrita, en la cual debe expresar, entre 
otras cosas: nombres y generales de la 
parte apelada, así como elección precisa 
de un domicilio en el lugar de asiento de 
la corte de apelación; la fecha de notifi- 
cación del escrito o acta de apelación; 
las consideraciones de hecho y de dere- 
cho mediante las cuales refuta a la parte 
apelante, así como sus propios argumen- 
tos justificativos de sus pedimentos, in- 
cluyendo fecha y firma. 


DOCTRINA 


3.- Las citadas menciones deben apare- 
cer en el escrito de la parte apelada, tanto 
en el caso de una apelación principal 
como de una apelación incidental. 


4.- Véase comentarios a los Arts.623 y 
siguientes. 


Art.627.- “La defensa puede ser pro- 
ducida por declaración en secretaría, 
coso en el cual el secretario redacta- 
rá acta con expresión de las enuncia- 
ciones señaladas en los tres primeros 
ordinales del artículo 626, la cual fir- 
mará la intimada o su mandatario, si 
sobe y puede hacerlo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.594 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposicio- 
nes del Art.626. Así como el recurso de ape- 
lación puede ser producido, tanto por escri- 
to depositado en la secretaría de la corte de 
trabajo, como por declaración en secreta- 
ría, la defensa puede hacerse de igual modo, 
debiendo en este caso contener las mencio- 
nes indicadas en los tres primeros ordinales 
del Art.626 del CT y ser firmada por la par- 
te intimada o su mandatario. 


DOCTRINA 


3.- En caso de no saber firmar, se proce- 
derá conforme al Art.509, ordinal 6. 


4.- Véase comentarios a los Arts.509 y 
626. 


Art.628.- “El escrito o el acta serán 
notificados por el secretario a la ape- 
lante en las cuarenta y ocho horas del 
depósito o de la declaración. 


En el mismo término pasará el secre- 


tario todo el expediente a la corte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.595 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal obliga al secretario 
del tribunal a notificar en el plazo de cua- 
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renta y ocho (48) horas del depósito o 
declaración en secretaría, el escrito o acta 
donde el recurrido presenta su defensa 
con motivo de la apelación a la parte 
recurrente. También debe enviar todo el 
expediente al secretario de la corte de ape- 
lación, lo que carece de sentido porque la 
apelación se interpone ante la secretaría 
de la corte de apelación. Cabe interpre- 
tar el párrafo de este texto legal, en el 
sentido de que la remisión del expediente 
está a cargo del secretario del juzgado de 
trabajo que dictó la sentencia. 


DOCTRINA 


3.- Como se ha dicho en los Arts. 621 y 
siguientes, el recurso de apelación se in- 
terpone por escrito o por declaración, 
depositado o hecha en la secretaría de la 
corte de apelación. La ley establece las 
menciones que debe contener este escri- 
to y el acta de apelación. En los primeros 
cinco días subsiguientes, el secretario de 
la corte o la parte recurrente notificará al 
recurrido dicho escrito o el acta de la de- 
claración, teniendo la parte apelada diez 
días a partir de entonces para producir su 
escrito de defensa y depositarlo en la se- 
cretaría de la corte de trabajo apodera- 
da, pudiendo hacer su defensa por decla- 
ración en secretaría. En ambos casos, (la 
apelación por escrito o por declaración 
en secretaría), deben contener las men- 
ciones que señala la ley. A esta altura del 
proceso, conforme al Art.628 del CT, tan- 
to dicho escrito de defensa como la men- 
cionada acta de defensa, se notificarán al 
apelante en el término de cuarenta y ocho 
horas, enviándose el expediente completo 
al secretario de la corte de apelación. 


4.- Véase comentarios a los Arts. 530 y 
del 621 al 627 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


5.- Un tribunal de alzada está en la 
imposibilidad de conocer un recurso 


de apelación si el acto contentivo de 
dicho recurso no le es suministrado, 
pues del estudio del mismo es que 
puede determinar los agravios que se 
le atribuyen a la sentencia impugna- 
da, verificar la certeza de los mismos 
y el límite de su apoderamiento. (Sent. 
13 enero 1999, No.31, B.J.1058, 
p.416). 


6.- El depósito en un expediente distinto 
de la sentencia y del acto de apelación, 
por error de la secretaría, no justifica la 
inadmisibilidad del recurso. (Sent. 22 ene- 
ro 1968, B.J.686, p.145). 


Art.629.- “El juez presidente fijará 
el día y hora para conocer del recur- 
so, en las cuarenta y ocho horas de 
haber sido pasado el expediente a la 
corte. 


Entre la fecha de su ordenanza y la 
de la audiencia deberá mediar un tér- 
mino no menor de ocho días”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.596 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto trata sobre las obliga- 
ciones del juez presidente de la corte 
apoderada de un recurso de apelación 
y del plazo en el cual debe fijar au- 
diencia. Dispone que dicho juez presi- 
dente, en la cuarenta y ocho horas de 
haber pasado el expediente a la corte, 
fijará el día y la hora para conocer del 
recurso. 
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DOCTRINA 


3.- Esta disposición no se cumple en la 
práctica, debido a que el recurso no se 
interpone conforme al Art.621 del CT, en 
la secretaría del tribunal que dictó la sen- 
tencia, sino en la secretaría de la corte 
de apelación. Se forma en la secretaría 
de este tribunal, un nuevo expediente que 
comprende el recurso de apelación y la 
defensa de la parte recurrida, sea que 
una u otra, o ambas, se hayan hecho 
por escrito o por declaración en secreta- 
ría. Las partes acostumbran a depositar 
también nuevos documentos, quedando 
el expediente original muerto en el tribu- 
nal de trabajo de primer grado, cuando 
no mutilado, si las partes se limitan a 
retirar sus documentos para hacerlos va- 
ler en grado de apelación. El secretario 
del juzgado de trabajo no remite el ex- 
pediente completo a la corte; por consi- 
guiente, las disposiciones dispuestas en 
el párrafo del Art.628 y en el Art.629 no 
se cumplen en la práctica. Como se ha 
dicho precedentemente, la jurispruden- 
cia de la Corte de Casación ha querido 
enmendar este problema. 


4.- El párrafo final se refiere al plazo de 
la comparecencia. Dispone que deben 
mediar no menos de ocho (8) días entre 
el auto de fijación de audiencia y la fe- 
cha de la audiencia. 


5.- Véase Arts. 621 y 628 del CT. 
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Art.630..- “El secretario remitirá a 
las partes sendas copias de la 
ordenanza en las veinticuatro horas 
de su fecha, dirigidas a los domicilios 
respectivamente elegidos en sus 
escritos. 


Estas notificaciones valdrán citación a 
las partes para la audiencia señala- 
da en la ordenanza”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.597 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto completa el procedimiento 
ante la corte de apelación. Prevé la obli- 
gación del secretario de remitir a las par- 
tes sendas copias del acta de fijación de 
audiencia en las veinticuatro (24) horas 
de la misma. Estos documentos se dirigi- 
rán a los partes, en sus respectivos domi- 
cilios elegidos por las partes litigantes, 
valiendo citación para la audiencia fija- 
da en la ordenanza. 
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DOCTRINA 


3.- En los lugares donde la corte de tra- 
bajo está dividida en salas o cámaras, el 
recurso es recibido por el secretario de la 
corte. El presidente de este tribunal dicta 
una ordenanza apoderando a una de esas 
salas de apelación, y el presidente de la 
sala o cámara de apelación designada, 
es quien dicta el auto fijando audiencia 
para el conocimiento de audiencia. 


4.- Véase comentarios Arts.528 y 629 del 
CT: 


Art.631.- “Puede admitirse la pro- 
ducción de nuevos documentos en 
los casos previstos por el artículo 
544. 


La solicitud de autorización se de- 
positará en la secretaría de la corte 
con los documentos cuya producción 
se pretenda hacer, ocho días antes, 
por lo menos, del fijado en la au- 
diencia”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 -Comunicación de 
Comentarios, 2 -documentos, 6 
Doctrina, 3-5 


Jurisprudencia 


- Documentos, 7-8 


- Informativo, 9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.589 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece la facultad 
de producir nuevos documentos en gra- 
do de apelación, pero los sujeta a los 
casos previstos en el Art.544. Dispone 
que la solicitud de que trata el Art.545 


se depositará en la secretaría de la cor- 
te de apelación, con los documentos nue- 
vos cuya prueba se pretenda hacer, ocho 
días antes, por lo menos, del fijado en 
la audiencia. La norma que prevé este 
texto se justifica para un recurso inter- 
puesto ante el tribunal que dictó la sen- 
tencia apelada, y en un procedimiento 
en el cual el secretario de este tribunal 
debe remitir al secretario de la corte de 
apelación apoderada, todo el expedien- 
te del caso. 


DOCTRINA 


3.- Este texto evidencia la rigurosidad de 
las normas relativas a la prueba escrita 
en materia de trabajo. Se debe cumplir 
con las previsiones del Art.508, 513 y 543 
CT, acompañando con la demanda y la 
defensa, la prueba escrita que la funda- 
menta y haciendo reserva expresa de los 
documentos que posteriormente pueden 
aparecer o no ha sido posible depositar 
junto con la demanda o defensa. Se per- 
sigue con ello evitar sorpresas y dilato- 
rias, pero no dejar de ser un procedi- 
miento bastante rígido. 


4.- La inobservancia del indicado proce- 
dimiento hace inadmisible la prueba es- 
crita conforme al Art.542 del CT. 


5.- Véase comentarios Arts.508, 513, del 
542 al 547, ambos inclusive. 


JURISPRUDENCIA 


COMUNICACIÓN DE DOCUMENTOS 


6.- Si para ciertos fines debe admitirse 
que la orden de comunicación de docu- 
mentos es suspensiva de la instancia, 
nada se opone a que conjuntamente con 
esa medida se dicte otra que no resuel- 
va el fondo ni punto alguno de la mis- 
ma. (Sent. 13 de abril de 1962, B.J.621, 
p.575). 
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DocuMENTOS 


7.- El artículo 631 del Código de Trabajo 
faculta a la Corte a autorizar el depósito 
de documentos, previo cumplimiento de 
la formalidad dispuesta por el artículo 
644 del Código, hasta ocho días antes, 
por lo menos, del fijado para el conoci- 
miento del reucurso de apelación. (Sent. 
9 diciembre 1998, No.21, B.J.1057, 
0.403-404). 


8.- Las partes pueden depositar los do- 
cumentos presentados con su escrito ini- 
cial de primera instancia, en cualquier 
estado de causa, pero que todo docu- 
mento no depositado en esa ocasión está 
sometido al procedimiento establecido 
por el artículo 544 del CT, que da facul- 
tad al juez a admitir documentos deposi- 
tados con posterioridad al escrito inicial, 
para lo cual la parte interesada deberá 
hacer la solicitud acompañada de los 
documentos que se pretenden utilizar y 
que en grado de apelación debe formu- 
larse ocho días antes, por lo menos al 
fijado para el conocimiento del recurso”. 


(Sent. 17 diciembre 1997, No.33, 
B.),1045, p.520-521). 
INFORMATIVO 


9.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente la pertinencia de los he- 
chos a probar. El tribunal en apelación 
puede ordenar un informativo para pro- 
bar hechos nuevos íntimamente relacio- 
nados con el hecho inicial que ha dado 
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origen a la litis. (Sent. 20 mayto 1965, 
B.J.646, p.821). 


Art.632.- “Depositada la solicitud, 
se procederá conforme a lo dispues- 
to en la última parte del artículo 545 


y en la primera parte del artículo 
546". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.599 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del Art.631. Exige el cumplimiento 
del procedimiento establecido en el 
Art.545 y en la primera parte del Art.546. 


DOCTRINA 


3.- Las disposiciones del CT relativas a la 
prueba escrita rigen en la especie. 
4.- Véase comentarios a los Arts. 542, 
543, 544, 545, 546 y 631 del CT. 
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SECCION TERCERA 


De LA AUDIENCIA 


Art.633..- “El día y hora fijados se re- 


unirá la corte en audiencia pública. 


El presidente ofrecerá la palabra a 
las partes para que declaren si en 
el tiempo transcurrido después de 
la apelación ha intervenido algún 
avenimiento entre ellas, y para que, 
en caso contrario, traten de lograr- 
lo antes de procederse a la discu- 
sión del recurso”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-5 
Comentarios, 2 Jurisprudencia, 6 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.600 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas so- 
bre el procedimiento de audiencia en gra- 
do de apelación comenzando con el pre- 
liminar de la conciliación. 


DOCTRINA 


3.- El día y la hora fijadas por el tribunal 
se reunirá la corte en audiencia pública, 
declarada la constitución regular del tri- 
bunal. El presidente de la corte ofrecerá 
la palabra a las partes para que decla- 


ren si en el tiempo transcurrido después 
de la sentencia de primer grado del re- 
curso de apelación se ha producido al- 
gún avenimiento directo entre ellos. En 
caso contrario, invitará a los vocales para 
que inicien un nuevo intento de concilia- 
ción. Transcurrido un tiempo prudente sin 
que la conciliación se haya efectuado o 
si alguna de las partes manifiesta que no 
tiene interés en llegar a un acuerdo amis- 
toso, el presidente de la corte da inicio al 
procedimiento de juicio (producción y dis- 
cusión de pruebas). 


4.- En la práctica, algunas cortes de tra- 
bajo celebran una audiencia especial 
para el preliminar de la conciliación y 
posponen para otra fecha la audiencia 
de discusión y producción de pruebas. A 
veces, el presidente de la corte se limita a 
preguntar a las partes si ha habido al- 
gún entendimiento entre ellos, o si están 
interesados en un nuevo preliminar de 
conciliación. En caso de respuesta nega- 
tiva, da inicio el procedimiento de juicio. 


5.- Véase comentarios al Art.525 CT. 


JURISPRUDENCIA 


6.- En grado de apelación la tentativa de 
conciliación es promovida en la primero 
fase de la audiencia en que se discutirá 
el recurso, no siendo necesario que para 
la discusión del asunto, una vez fracasa- 
do el intento de conciliación al conside- 
rar el Juez Presidente que ha transcurri- 
do el tiempo suficiente sin que las partes 
hayan logrado la misma o porque una 
de ella no haya comparecido, el tribunal 
ordene la celebración de una nueva au- 
diencia, lo que puede llevarse a efecto 
en la misma fecha. (Sentencia No. 18 del 
15 de septiembre de 1999, B. J. 1066, p. 
707). 
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Art.634.- “Se declara común a esta 
materia lo prescrito en la primera parte 
del artículo 527”. 


INDICE 


Antecedentes, | Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.601 con 
una adaptación al cambio de numera- 
ción. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal hace común en grado 
de apelación las disposiciones previstas 
en el Art.527 sobre el procedimiento de 
juicio, particularmente la facultad reco- 
nocida al tribunal de proceder a la 
sustanciación del caso en el más breve 
tiempo posible, sin perjuicio de derechos. 


DOCTRINA 


3.- La celeridad, esencia del procedimien- 
to de trabajo, no implica desconocimien- 
to de disposiciones legales de orden pú- 
blico, ni del derecho de defensa de las 
partes. 


4.- Véase comentarios Art.527 CT. 


JURISPRUDENCIA 


5.- El hecho de que una parte solicite la 
repetición, con los mismos testigos, de un 
informativo practicado en primera instan- 
cia, no significa que el peticionario del 
nuevo informativo reconoce el buen fun- 
damento de la sentencia apelada, fun- 
dada en el primer informativo. (Sent. 4 
julio 1969, B.J.704, p.1500). 
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Art.635.- “Transcurrido el tiempo su- 
ficiente, a juicio del presidente, sin 
que se haya logrado la conciliación 
de las partes, dicho funcionario dará 
por terminada la tentativa final de 
conciliación y ofrecerá la palabra a 
las partes para la discusión del re- 
curso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 5-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.602 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al prelimi- 
nar de la conciliación y al procedimiento 
de juicio ante la corte de trabajo. Su tex- 
to es muy semejante al párrafo del Art.526 
de este código. 


DOCTRINA 


3.- Queda a discreción del presiden- 
te de la corte, determinar cuándo el 
tiempo de la conciliación es suficien- 
te para que se haya logrado o no el 
acuerdo entre las partes, facultándo- 
le para dar por terminado, transcu- 
rrido cierto tiempo, este preliminar 
obligatorio, dando consecuentemen- 
te inicio al procedimiento de juicio, 
para lo cual dará la palabra a las 
partes para la discusión del recurso 
de apelación, comenzando por la 
parte apelante. 


4.- Véase comentarios Arts. 526, 627,628 
y siguientes. 
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JURISPRUDENCIA 


5.- En grado de apelación la tentativa 
de conciliación se lleva a cabo en la mis- 
ma audiencia de la presentación de las 
pruebas y discusión del caso, por lo que 
no es necesario, una vez agotado el pre- 
liminar de conciliación, que la Corte dis- 
ponga la celebración de una nueva au- 
diencia, pudiendo culminar el 
conocimiento del recurso de apelación 
en la única audiencia celebrada, sin que 
incurriera en ninguna violación a la ley. 
(Sent. 25 noviembre 1998, No.64, 
B.J.1056, p.675). 


6.- El tribunal de segundo grado pue- 
de ordenar un informativo para probar 
hechos nuevos íntimamente relaciona- 
dos con la demanda inicial. (Sent. 20 
de mayo 1965, B.J.646, p.821). 


Art.636.- “El presidente puede de- 
clarar terminada la discusión cuando la 
corte se considere suficientemente edi- 
ficada. 


En el curso de la discusión, o al 
finalizar ésta, los jueces podrán 
solicitar de las partes o de una de 
ellas, informaciones adicionales o 
aclaraciones sobre los hechos, 
alegaciones de derecho o situaciones 
relativas al caso discutido”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.603 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a las facul- 
tades del presidente de la corte para dar 
por terminado la fase de discusión o apor- 
tación de pruebas del procedimiento de 
juicio. También consagra la facultad de 
la corte de apelación de solicitar a las 
partes informaciones adicionales o acla- 
raciones de hecho, en el curso de la dis- 
cusión o al finalizar esta fase del proce- 
so. 


DOCTRINA 


3.- Las disposiciones de que trata este 
texto legal coinciden plenamente cen 
las previstas en los Arts.527, 528, 529 
y particularmente con el Art.530, que 
otorga al juez de primer grado, fa- 
cultades semejantes a las estableci- 
das en el Art.536 al presidente y jue- 
ces de la corte de trabajo. Véase 
comentarios a los artículos preceden- 
temente citados. 


JURISPRUDENCIA 


4.- No es posible en apelación la 
admisibilidad de demandas nuevas, pero 
sí puede ser ordenado por el tribunal de 
segundo grado un informativo para pro- 
bar hechos nuevos íntimamente relacio- 
nados con el hecho inicial que ha dado 
origen a la litis. (Sent. 20 de mayo 1965, 
B.J.646, p.821). 


Art.637.- “Agotados los turnos, se 
procederá conforme a lo dispuesto en 
el artículo 531”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.604 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal cierra las normas re- 
lativas al procedimiento de la audiencia 
ante la corte de trabajo. Se trata de nor- 
mas semejantes a las previstas en los 
Arts.525 al 531 del mismo código, para 
el procedimiento de juicio ante el tribu- 
nal de primer grado. 


DOCTRINA 


3.- En el Art.637 se dispone que la cor- 
te procederá conforme a lo dispuesto 
en el Art.531, el cual establece que 
agotados los turnos, el presidente del 
tribunal ordenará al secretario levan- 
tar acta donde conste sumariamente 
todo lo ocurrido en la audiencia, la 
cual firmarán los miembros del tribu- 
nal y el secretario. En la práctica, el 
secretario del tribunal procede 
automáticamente desde que los miem- 
bros del tribunal arriban a la sala de 
audiencia, levantando acta de lo ocu- 
rrido sin que medie orden expresa del 
presidente de la corte. La ley faculta 
a las partes para en el curso de las 
cuarenta y ocho (48) horas subsiguien- 
tes a la terminación de la audiencia, 
ampliar por escrito sus argumentos y 
observaciones. 


4.- Esta última disposición legal no se 
cumple en la práctica, sino del siguiente 
modo: las partes solicitan al tribunal que 
les otorgue un plazo, generalmente de 
cuarenta y ocho horas para producir un 
escrito de ampliación de sus defensas y 
conclusiones, pedimento que generalmen- 
te acoge el tribunal. Véase comentarios 
Art.531 CT. 


SECCION CUARTA 
DE LA SENTENCIA 


Art.638.- “Se declara aplicable a la 
materia de esta sección lo dispuesto en 
los artículos 533 y 540 ambos inclusive, 
con las modificaciones que siguen: 


1) El término para el pronunciamiento 
de las sentencias será de un mes, a con- 
tar de la expiración del señalado a las 
partes para presentar sus escritos de am- 
pliación, salvo lo dispuesto en el artícu- 
lo 536; 


2) La redacción de las sentencias corres- 
ponderá al presidente o al juez que éste 
designe en cada caso”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Derecho de Defensa, 19 
- Fallo Extra Petita, 20 
- Falta de motivos, 21 
- Hechos, 22 
- Motivos, 23-25 
- Omisión de estatuir, 26 
- Plazos, 27 
- Poder Soberano, 28 
- Prueba, 29-33 
- Revisión Civil, 34 
- Sentencia, 35-36 


Comentarios, 2-3 

Doctrina 

Exclusión legal, 4-5 

De la suspensión y ejecución 
de la sentencia de la Corte 
de Trabajo, 6-9 
Jurisprudencia 

- Apelación, 10-16 

- Aquiescencia, 17 


- Conclusiones, 18 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción parcial del 
Art.605 del CT de 1951, porque éste ha- 
cía aplicable a la materia de esta sección 
lo dispuesto en los artículos 501 al 508, 
ambos inclusive (actuales, 533 al 540), 
mientras que el CT de 1992, hace aplica- 
ble los dispuesto en los artículos 533 y 
540, ambos inclusive, dejando fuera el 
534, 535,536, 537, 538 y 539. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre la senten- 
cia de las cortes de trabajo. Contiene di- 
versas disposiciones. Hace común las dis- 
posiciones de los Arts.533 y 540 del CT 
relativas: 1) a las sentencias de los tribu- 
nales, su redacción y a la facultad del 
juez de consultar con los vocales sobre 
hechos o materias sobre las cuales éstos 
tengan conocimientos especiales; y 2) el 
carácter contradictorio de toda senten- 
cia dictada por un tribunal de trabajo. 
Pero la aplicación de las disposiciones de 
los Arts.533 y 540 están sujetas a las si- 
guientes condiciones: el término para que 
la corte dicte sentencia es de un mes a 
contar de la expiración del plazo otorga- 
do a las partes para presentar sus res- 
pectivos escritos de ampliación, salvo que 
la corte haya ordenado alguna medida 
de instrucción, en cuyo caso, el término 
comienza a correr a partir de dicha me- 
dida de instrucción. Los juzgados de tra- 
bajo deben dictar sentencia en el térmi- 
no de quince (15) días (Art.535) y en 
materia sumaria, en el término de ocho 
días (Art.617). 


3.- La otra condición prevista en el 
Art.638, se refiere a la redacción de 
las sentencias. En primer grado, la re- 
dacción de la sentencia está a cargo 
del juez presidente del tribunal. Se tra- 
ta de un tribunal unipersonal. La corte 
de trabajo es un órgano colegiado: las 
sentencias de este tribunal serán redac- 
tadas por el presidente de la corte o 
por el juez que designe en cada caso 
éste último. Los vocales no pueden re- 
dactar ni intervenir en la redacción de 
las sentencias. Las sentencias de las cor- 
tes de trabajo como las de la corte de 
apelación deben cumplir con las dispo- 
siciones del Art.141 del Cód.Proc.Civil. 
Véase comentarios Arts.533,536 y 540 
del CT. 


DOCTRINA 
EXCLUSIÓN LEGAL 


4.- Del estudio de la reforma introducida 
en 1992, se desprende que no son 
aplicables en grado de apelación (a las 
sentencias de las Cortes de Trabajo), las 
disposiciones de los Arts. 534 al 539 
ambos inclusive. Se ha opinado que se 
trata de un error tipográfico, y que la 
conjunción “y” reemplazó por error a la 
preposición “a”. Conforme a este criterio, 
habría que depositar también el duplo 
de las condenaciones que prevé el 
Art.539 para evitar la ejecución de las 
sentencias de las Cortes de Trabajo. Esto 
haría inaplicable el Art.12 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, pues 
el CT establecería entonces una norma 
especial suspensiva de la ejecución de la 
sentencia recurrida en casación y, no 
sería justo para la parte sucumbiente, el 
depósito de una segunda garantía como 
la prevista en el Art.12 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación. De todos 
modos, si se trata de un error tmaterial, 
no compete a los jueces modificar la ley, 
sino que la enmienda debe hacerla el 
legislador. Cabe señalar que la reforma 
hace inaplicable el Art.534; párrafos tan 
importantes del Art.535, como el relativo 
a la aplicación de la Ley 2-91 de 1991; 
el Art.537 relativo a las menciones que 
debe contener la sentencia de trabajo, 
aunque esta omisión no es tan grave, 
pues se aplicarían entonces las 
disposiciones del 141 del código de 
procedimiento civil. Deja fuera también, 
la aplicación de los Arts. 538 y 539. Pero 
tal es el texto de la ley vigente. En tales 
circunstancias, es aplicable el Derecho 
Común. 


5.- Véase comentarios artículos 534, 539, 
617,618 y 639. 
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DE LA SUSPENSIÓN Y EJECUCIÓN DE LA 
SENTENCIA DE_LA CORTE DE TRABAJO 


6.- La ejecución de estas sentencias se 
rigen por las disposiciones de los Arts. 
663 y siguientes y la suspensión de las 
mismas, es facultad de la SCJ, al tenor 
del Art.12 de la Ley sobre procedimiento 
de casación. El Art.539 no es aplicable, 
en el estado actual de nuestro Derecho. 


7.- “El recurso de casación es una vía 
extraordinaria, de naturaleza particular, 
no es suspensiva de ejecución, a la cual 
se acude en los casos limitativamente in- 
dicados por la ley” (Artagnan Pérez 
Méndez, Procedimiento Civil, T.l, p. 329, 
No.687.- Definición y naturaleza del re- 
curso de casación). 


8.- Gloria María Hernández sostiene que 
el recurso de casación no es un tercer 
grado de jurisdicción, ni tiene por efecto 
suspender la ejecución de la sentencia re- 
currida en casación. La suspensión de la 
misma es una facultad que corresponde 
a la Suprema Corte de Justicia otorgar, 
siempre y cuando se cumplan con las con- 
diciones de forma y de fondo necesarias 
para la misma. Estas condiciones están 
previstas en el Art.12 de la Ley sobre pro- 
cedimiento de casación (reformado por 
el Art.8 de la Ley 845 de 1978). 


9.- Según Ernest Fayé (Tratado sobre la 
Corte de Casación, 1903),” en todas las 
materias, las sentencias dictadas en últi- 
mo recurso que emanan de una jurisdic- 
ción soberana deben en principio ser eje- 
cutadas; las mismas no pueden ser 
cosadas más que si las formas no han 
sido observadas o si están en contradic- 
ción con la ley, pero hasta que no se de- 
muestre lo contrario existe sobre esta sen- 
tencia una presunción de regularidad; por 
lo tanto, la facultad de suspensión que 
tiene la Corte de Casación es de carácter 
excepcional y sólo debe ser otorgada 
cuando la parte que lo solicita demues- 
tre ante la Suprema que la ejecución de 
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la sentencia entrañaría un perjuicio gra- 
ve e irreparable en su contra. Este princi- 
pio es de orden público y debe ser apli- 
cable a todas las materias, con excepción 
del falso incidente civil de materia de di- 
vorcio, de materia de elecciones y sen- 
tencia contra el Estado”. 


JURISPRUDENCIA 


10.- Cuando el fallo apelado ha estatui- 
do sobre el fondo del proceso, el juez de 
apelación está de pleno derecho apode- 
rado del fondo por el efecto devolutivo 
de la apelación, y conoce de la contesta- 
ción como juez ordinario y la retiene por- 
que el primer juez ha agotado su juris- 
dicción. (Sent. 17 octubre 1979, B.J.827, 
p.1990). 


11.- En virtud del efecto devolutivo de 
la apelación, el juez de la alzada tiene 
que examinar totalmente el caso y dar 
sus propios motivos para justificar su 
decisión, sin tener en cuenta si la sen- 
tencia apelada tiene o no motivos. (Sent. 
26 agosto 1977, B.J.801, p.1477). 


12.- La prueba aportada en primera ins- 
tancia no exime de la obligación de ha- 
cer la misma prueba ante el Juez de la 
apelación. Efecto devolutivo de la apela- 
ción. (Sent. 23 agosto 1951, B.J.493, 
p.1018-1019). 


13.- La circunstancia de que el Juez a- 
quo haya hecho referencia en los moti- 
vos de su fallo al derecho de avocación 
que tienen los jueces cuando “modifiquen” 
una sentencia, esto, en nada viciaría el 
fallo, aún cuando se considere que dicho 
Juez ha entendido hacer uso de su dere- 
cho de avocación, porque lo relativo a la 
avocación hace ineficaz la queja de cual- 
quiera de las partes (Sent. 20 marzo 1952, 
B.J.500, p.512). 


14.- La sentencia de primera instancia 
no puede ser revocada, sino cuando se 
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establezca que los derechos reconocidos 
por ella, no existen o son otros. (Sent. de 
28 julio 1948, B.J.456, p.1474). 


15.- Cuando un Juez de Apelación con- 
firma una sentencia que además de 
haber fallado un incidente, había or- 
denado una medida de instrucción, el 
Juez de segundo grado no puede rete- 
ner el asunto para realizar en él las 
medidas de instrucción ordenadas; que 
en ese caso el litigio vuelve a primera 
instancia para que sea ante aquella ju- 
risdicción donde se verifiquen las medi- 
das que se habían ordenado (Sent. 4 
de diciembre de 1965, B.J.651, p. 
1759). 


16.- El juez de la apelación no está obli- 
gado a declarar; en términos formales 
y expresos, si revoca o confirma la sen- 
tencia apelada; que este punto puede 
ser objeto de una decisión implícita, que 
se conoce por la simple confrontación 
del dispositivo de ambas sentencias 
(Sent. 21 febrero 1950, B.J.475, p. 120- 
126). El hecho de que la recurrente no 
comparezca a la audiencia de presen- 
tación de pruebas y discusión del caso, 
no implica que abandone el proceso en 
apelación, pues esa inasistencia no li- 
bera a los recurridos a aportar la prue- 
ba de la justa causa de la dimisión, ni 
al tribunal de sustanciar el proceso. 
(Sent. 7 julio 1999, No.4, B.J.1064, 
p.529). 


AQUIESCENCIA 


17.- El recurrente da aquiescencia o asen- 
timiento a la sentencia y cubre cualquier 
nulidad o irregularidad de procedimien- 
to cuando concluye al fondo, no presen- 
ta agravios ni hace reservas de recurrir 
en casación. (Sent. 20 agosto 1971, 
B.J.729, p.2432). 


CONCLUSIONES 


18.- Los fallos de los jueces no son sus- 
ceptibles de críticas sino cuando los mis- 
mos hayan sido puestos en mora por con- 
clusiones explícitas y formales de 
pronunciarse sobre pretensiones precisas. 
(Sent. 25 agosto 1954, B.J.529, p.1699). 


DERECHO DE DEFENSA 


19.- El juez, que conoce del recurso, no 
puede sin darle al apelante la oportuni- 
dad de concluir al fondo, fallar en defec- 
to la litis, pues lesiona el derecho de su 
defensa. (Sent. 31 enero 1979, B.J.818, 
p.64). 


FALLO EXTRA PETITA 


20.- El hecho de que un tribunal modifi- 
que una sentencia de primer grado y no 
la revoque totalmente no constituye el 
vicio de un fallo extra petita ni ultra 
petita, los cuales se manifiestan, el pri- 
mero, cuando el juez decide sobre as- 
pectos que no le han sido planteados y 
el segundo cuando la decisión trascien- 
de los límites de las pretensiones de una 
parte. (Sent. 3 junio 1998, No.6, 
B.J.1051, p.303). 


FALTA DE MOTIVOS 


21.- No es necesario motivar la confir- 
mación del fallo de primer grado si el 
recurrente no niega los hechos de la de- 
manda y se limita a presentar excepción 
de prescripción. (Cas.6 mayo 1968, 
B.J.690, p.979-980). El tribunal de alza- 
da no está obligado a pronunciarse so- 
bre hechos que no fueron objeto de con- 
testación en primer grado. (Cas.ó6 mayo 
1968, B.J.690, p.979-980). 
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Hechos 


22.- Si bien es suficiente para los jueces 
del fondo, en la mayoría de los casos y 
como motivación para afirmar la existen- 
cia de un hecho, el establecer que tal he- 
cho es constante en el expediente, ello no 
basta en apelación cuando, como en la 
especie, el Juez de primer grado de juris- 
dicción ha establecido lo contrario, susci- 
tando así una cuestión que los jueces de 
la alzada deben resolver con exposición 
de los fundamentos de lo que decidan. 
(Sent. 9 de julio 1953, B.J.516, p.1202). 


Motivos 


23.- La sentencia del segundo grado 
adopta tácitamente los motivos de la 
del primer grado, al confirmarla. 
(Sent.25 marzo 1952, B.J.500, p.561- 
565). La contradicción de motivos fun- 
dada en la comparación de los motivos 
de la sentencia del primer grado y los 
de la sentencia impugnada teniendo 
ésta sus motivos propios, no es posible, 
porque el hecho mismo de que pudiera 
existir una disparidad entre los motivos 
de ambos fallos revelaría que los moti- 
vos del Juez del primer grado no fue- 
ron adoptados ni explícitamente sobre 
ese punto. (Sent. 24 marzo 1952, 
8.500, p.547-553). 


24.- Ninguna ley obliga a los jueces a 
dar motivos individuales o particulares 
respecto de una de las afirmaciones que 
los mismos hagan en sus sentencias, cuan- 
do ellas sean el resultado de ineludibles 
consecuencias de hechos probados de 
manera legal y suficiente. (Sent.20 julio 
1962, B.J.623, p.907). 


25.- Hay contradicción en una sentencia 
cuando el juez después de rechazar un 
recurso de apelación en cuanto al fondo, 
declara su incompetencia para decidir 
respecto de las pretensiones del apelan- 
te. (Sent.agosto 1963, B.J.637, p.891). 
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OMISIÓN DE ESTATUIR 


26.- La omisión de estatuir sobre un punto 
de las conclusiones da apertura a la revi- 
sión civil, al tenor de lo dispuesto en el 
ordinal 5to. del artículo 480 del Código 
de Procedimiento Civil, y para que la 
omisión de estatuir abra asímismo un re- 
curso de casación es indispensable que 
dicha omisión esté acompañada de una 
violación de la ley. (Sent. 4 junio 1980, 
B.J.835, p.1138). 


PLAZOS 


27.- El plazo para que las Cortes de Tra- 
bajo pronuncien sentencias decidiendo los 
asuntos puestos a su cargo está regido 
por el artículo 638 del Código de Traba- 
jo, y el mismo se ha instituido para dar 
celeridad en la solución de las demandas 
laborales, pero no como condición para 
la validez de las sentencias que dictaren 
esos tribunales; las consecuencias de la 
inobservancia del plazo de un mes esta- 
blecido por el referido artículo es el de 
permitir a la parte interesada “solicitar a 
la Suprema Corte de Justicia o al Presi- 
dente del Tribunal o de la Corte, si se 
trata del Distrito Nacional y del Distrito 
Judicial de Santiago, que del caso sea 
apoderado otra jurisdicción del mismo 
grado y otra Sala del mismo Tribunal, 
para que dicte sentencia” en el plazo pre- 
cedentemente señalado y la imposición 
de sanciones, al juez en falta, al tenor 
del artículo 5 de la Ley 291 del 23 enero 
1991, todo ello por disposición del artí- 
culo 535 del Código de Trabajo, pero ja- 
más la nulidad de la sentencia dictada 
fuera del plazo legal. (Sent. 17 septiem- 
bre 1997, No.23, B.J.1042, p.276-277). 


PODER SOBERANO 
28.- Si bien corresponde a los jueces del 


fondo apreciar la procedencia o la no 
procedencia de la información testimo- 
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nial que se les pida, ello no les permite 
presentar como el fundamento que ex- 
presamente den a sus decisiones sobre 
tal punto, hechos que no tengan rela- 
ción alguna con lo decidido. (Sent. 18 
octubre 1950, B.J.483, p.1000-1009). 


PRUEBA 


29.- Existiendo en esta materia libertad 
de prueba, nada obsta para que un tribu- 
nal de alzada base su fallo en el testimo- 
nio vertido ante el tribunal de primer gra- 
do y rechace la celebración de nuevas 
medidas de instrucción, sobre todo cuan- 
do en ellas se oirían los mismos testigos, 
quedando a juicio del tribunal determinar 
si las pruebas aportadas son suficientes 
para formar su convicción, lo cual escapa 
al control de la casación. (Sent. 20 enero 
1999, No.43, B.J.1089, p.480). 


30.- El juez del segundo grado debe exa- 
minar el fondo de la demanda, ponderar 
las pruebas existentes y aplicar las reglas 
concernientes a la prueba para el caso 
en que el despido no hubiese quedado 
establecido. (Sent. 24 febrero 1950, 
B.J.475, p.137-140). 


31.- Es facultad de los jueces ordenar la 
prueba de los hechos que parecen con- 
cluyentes cuando su criterio no está sufi- 
cientemente establecido. (Sent. 20 mayo 
1964, B.J.646, p.820). 


32.- Los jueces pueden ordenar la prue- 
ba de los hechos que le parezcan conclu- 
yentes cuando no se consideren suficien- 
temente edificados respecto a ellos; los 
hechos a probar tienden a establecer si 
se trata de un despido justificado, es de- 
cir, si es infundada o no la demanda del 
trabajador. Es obvio que esos hechos son 
pertinentes y controvertidos y al ordenar- 
se la celebración de un informativo a esos 


fines, dictó una sentencia que prejuzga 
el fondo. (Sent. 7 febrero 1964, B.J.643, 
p.197). 


33.-Como en materia laboral todos los 
medios de prueba son admisibles, el juez 
pudo, para formar su convicción res- 
pecto de la existencia y del monto del 
crédito del trabajador, acoger los indi- 
cados elementos de prueba del infor- 
mativo celebrado en el tribunal de pri- 
mer grado, sin incurrir por ello en 
ninguno de los vicios y violaciones de- 
nunciados. (Sent. 24 junio 1964, 
B.J.647, p.970). 


Revisión CrviL 


34.- La vía de la revisión civil solamente 
está abierta cuando el vicio que afecta el 
procedimiento y la sentencia es debido a 
un error involuntario de los jueces. (Sent. 
4 agosto 1955, B.J.541, p.1648). 


SENTENCIA 


35.- No puede acarrear la anulación de 
la sentencia el hecho de atribuirle a una 
de las partes un detalle indiferente al in- 
terés de la cuestión debatida. (Sent. 12 
noviembre 1947, B.J.448, p.707-715). 


36.- Si bien es cierto que los jueces del 
fondo, en virtud de su poder soberano 
de apreciación pueden atribuirles mayor 
crédito a lo declarado por un testigo, que 
a los declarado por otro, no es menos 
cierto que cuando como en la especie, el 
juez de apelación revoca la decisión de 
juez de primer grado, es su deber seño- 
lar los elementos de juicio, que el prime- 
ro dejara de ponderar, o que al hacerlo 
lo hiciera erróneamente, para fundamen- 
tar así la revocación aludida. (Sent.16 
enero 1980, B.J.830, p.72). 
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CAPITULO II 
DE LA CASACIÓN 


SECCION PRIMERA 


DISPOSICIONES GENERALES 


Art.639.- “Salvo lo establecido de 
otro modo en este capítulo, son apli- 
cables a la presente materia las dis- 
posiciones de la ley sobre procedi- 
miento de casación”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 -Ausencia de base legal, 38-39 
- Perención, 40-43 


Decisiones diversas, 44-57 


Comentarios, 2-6 
Doctrina, 7-11 
Jurisprudencia 
- Casación, 12-15 


- Incompetencia, 58 
- Oposición, 59 
- Plazos, 60 


- Sentencia, 61 


- Sentencias susceptibles de 
casación, 16-27 

-Objeto recurso casación, 28-32| - Sentencia contradictoria, 62 
Personas calificadas para - Sentencia preparatoria, 63 
intentar recurso de - Suprema Corte de 


casación, 33-37 Justicia, 64-70 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.606 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece la ley 
aplicable en lo relativo al recurso de 
casación en materia de trabajo. Esta 
disposición es completada por las nor- 
mas relativas al procedimiento de ca- 
sación ante los tribunales de trabajo, 
previstas en los Arts.640 al 647 del 
CT. Consagra que el procedimiento de 
casación en materia de trabajo se rige 
por estos últimos textos legales y 
supletoriamente por las disposiciones 
de la Ley 3726 de 29 de diciembre de 
1953, sobre procedimiento de casa- 


ción. Dicho de otro modo, las normas 
relativas al derecho común sobre pro- 
cedimiento de casación tienen un ca- 
rácter supletorio en materia de traba- 
jo, y se aplican en la medida que no 
sean incompatibles con las normas y 
principios que rigen el Derecho del Tra- 
bajo. 


3.- Conforme al Art.1 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, “La Su- 
prema Corte de Justicia, decide, como 
Corte de Casación si la ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos en 
última o en única instancia pronun- 
ciados por los tribunales del orden 
judicial. Admite o desestima los me- 
dios en que se basa el recurso, pero 
sin conocer en ningún caso del fondo 
del asunto”. Este texto legal es común 
a todas las materias. 


4.- El Art.2 de la precitada ley establece 
que “Las decisiones de la SCJ, en funcio- 
nes de Corte de Casación, establecen y 
mantienen la unidad de la jurispruden- 
cia nacional”. 


5.- De la citada Ley, los Arts. que tie- 
nen carácter supletorio son las nor- 
mas contenidas en el Cap.l y el Cap.ll 
de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación, que tratan del procedimiento 
en materia civil y comercial. También, 
las disposiciones particulares relativas 
a los incidentes, falsedad, interven- 
ción, etc.. y las disposiciones genera- 
les de dicha ley, cuando el asunto tra- 
tado en dichos textos, no esté 
regulado en el CT. 


6.- La Ley 25-91 de 19 de marzo de 
1991 (G.0.9818), Ley Orgánica de 
la Suprema Corte de Justicia, rees- 
tructura la SCJ y la divide en cáma- 
ras. La Ley No.156-97, de 10 de ju- 
lio de 1997 (G.0.9959), dispone que 
la SCJ estará integrada por dieciséis 
(16) jueces. 
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DOCTRINA 


7.- El recurso de casación es (Rafael 
Tulio Pérez de León, Ley sobre Procedi- 
miento de Casación, p.55) una vía úni- 
ca y extraordinaria que tiene por ob- 
jeto especial declarar si el fallo que se 
impugna se ha dictado en consonan- 
cia con la ley, o si ésta fue infringida; 
y al confirmarlo o anularlo, regula la 
justicia, porque mantiene la uniformi- 
dad de la legislación y de la jurispru- 
dencia; que por consiguiente, la Su- 
prema Corte de Justicia, en funciones 
de Corte de Casación, jamás averigua 
si la sentencia está bien o mal funda- 
da en cuanto al fondo, porque esto 
equivaldría a un tercer grado de juris- 
dicción, y solo se concreta a saber si 
los medios propuestos para obtener la 
casación pedida, son legales o ilega- 
les; de modo que su encargo se redu- 
ce Únicamente a juzgar la sentencia 
atacada, y si la casa, no la sustituye o 
reemplaza con otra nuevo, sino que 
reenvía las partes ante la ¡jurisdicción 
ordinaria y competente, para que ésta 
resuelva respecto del hecho y del de- 
recho conjuntamente. Así pues, la SCJ 
no es un tercer grado de jurisdicción 
y, por consiguiente no juzga los pro- 
cesos sin las sentencias; no el hecho 
sino el derecho. El recurso de casación 
es una vía extraordinaria, que no es 
abierta sino cuando todas las otras vías 
están cerradas, y en las condiciones ri- 
gurosamente determinadas. 


8.- Sobre la suspensión de la sentencia 
recurrida en casación, véase comenta- 
rios al Art.638 CT. 


9.- Sobre los medios de casación, véa- 
se Art.642, No.3. 


10.- Sobre la composición y división 
en Cámaras, de la SCJ y la compe- 
tencia de la Tercera Cámara (la que 


conoce de lo laboral) y del Pleno de 
la SCJ, véase Arts.645. 


11.- Sobre la sentencia de la SCJ, véa- 
se Arts.646 y 647. 


JURISPRUDENCIA 


CASACIÓN 


12.- Escapa al control de la casación la 
apreciación que hagan los jueces del fon- 
do de las pruebas que se les presenten, 
salvo el caso de que cometan alguna 
desnaturalización. (Sent. No. 3 del lero 
de diciembre de 1999. No. B. J. 1069. 
p.541). 


13.- Cuando han resultado infractuosas 
las diligencias realizadas por la Secreta- 
ría de la Suprema Corte de Justicia para 
lograr el depósito de la sentencia im- 
pugnada, impide que el recurso de ca- 
sación de que se trata sea decidido por 
esta Corte se sobresee dicho recurso. 
(Sent. no. 19 del 15 de diciembre de 
1999, B. J. No.1069 p.640). (Sent. No. 
18 del 15 de diciembre de 1999, B. J. 
1069p. 636). 


14.- Después de haber sido interpuesto 
un recurso de casación, las partes en sus 
respectivas calidades de recurrente y re- 
currido han desistido del recurso, desisti- 
miento que ha sido aceptado por las mis- 
mas la Suprema Corte de Justicia declara 
que no ha lugar a estatuir sobre dicho 
recurso. (Sent. No. 25 del 15 de diciem- 
bre de 1999, B.J. 1069, p.676). 


15.- Se admite el desistimiento del recur- 
so de casación después de haber sido in- 
terpuesto cuando la recurrente ha desis- 
tido de dicho recurso y la parte recurrido 
ha aceptado el desistimiento. (Sent. del 
13 de octubre de 1999, B.J. 1067, Vol ll 
p. 605), (Sent. No. 17 del 17 de noviem- 
bre de 1999, B.J. 1068 p. 624). 
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SENTENCIAS SUSCEPTIBLES DE CASACIÓN 


16.- No se puede interponer recurso de 
casación contra las sentencias prepara- 
torias, sino después de la sentencia defi- 
nitiva. (Sent. 3 febrero 1999, No.12, 
B.J.1059, p.431; Sent.9 diciembre 1998, 
No.25, B.J.1057, p.422). 


17.- Compete a la Suprema Corte de Jus- 
ticia conocer los recursos de casación con- 
tra las sentencias dictadas en última ins- 
tancia por los tribunales de trabajo. (Sent. 
3 febrero 1999, No.15, B.J.1059, p.452). 


18.- De acuerdo con el artículo 5 de la 
ley No.3726 sobre Procedimiento de 
Casación, aplicable en el caso por dis- 
posición del artículo 639 del Código de 
Trabajo, que remite a la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación, todo lo relativo a 
este recurso cuando el Código de Traba- 
jo no contiene una disposición contraria, 
no se puede interponer recurso de casa- 
ción contra las sentencias preparatorias 
sino después de la sentencia definitiva. 
(Sent. 11 noviembre 1998, No.24, 
8.),1056, p.437; Sent. 19 noviembre 
1997, No.16, B.J.1044, p.254). 


19.- Una sentencia laboral de primer 
grado no es una sentencia en última o 
única instancia, sino dictada en prime- 
ra instancia, por eso no es susceptible 
de ser impugnada en casación. (Casa- 
ción, 5 de septiembre 1997, B.J 1042, 
p.175-179). 


20.- Una sentencia no puede ser objeto 
de dos recursos sucesivos de casación 
interpuestos por la misma parte, y me- 
nos cuando se proponen contra la deci- 
sión impugnada los mismos medios de 
casación y los mismos agravios o desa- 
rollos. (Sent. 25 marzo 1998, No.45, 
3.1048, p.549; Casación, 1 de octu- 
bre 1997, No.3, B.J.1043, p.244-249; 
Sent. 5 octubre 1970, B.J.719, p.2127). 
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21.- Los medios que fundamentan un re- 
curso deben ser dirigidos contra la sen- 
tencia dictada en única o última instan- 
cia. (Sent. 2 diciembre 1998, No.11, 
B.J.1057, p.341) 


22.- La sentencia que ordena una medi- 
da de instrucción relativa al peritaje re- 
suelve un incidente del proceso definiti- 
vamente, por lo que es susceptible de 
casación. (Sent. 30 septiembre 1974, 
B.J.766, p.2554). 


23.- La sentencia apelable no es suscep- 
tible de casación. (Sent. 22 marzo 1972, 
B.J.736, p.703). 


24.- Las sentencias dictadas por la Su- 
prema Corte de Justicia no son suscepti- 
bles de recurso de casación. (Sent. 17 
enero 1968, B.J.686, p.70). 


25.- La sentencia es impugnada por la 
vía de la casación, cuando es dictada en 
última o única instancia. (Sent. 30 octu- 
bre 1963, B.J.639). 


26.- Las sentencias interlocutorias no 
pueden ser casadas por la mera cir- 
cunstancia de que hayan prejuzgado 
el fondo; si el recurso de casación está 
permitido contra las sentencias 
interlocutorias, ello es con el objeto 
de que se ajusten a la ley en otros 
aspectos que no son el mero prejuicio 
del fondo, y cuya revelación resulta 
evidente a los expedientes judiciales, 
sin necesidad de ponderar el fondo 
de los litigios. (Sent. 23 de marzo 
1962, B.J.620, p.460). 


27.- El recurso de casación contra la sen- 
tencia de primera instancia, del Juzgado 
de Paz, es inadmisible. La sentencia im- 
pugnada debe ser dictada en última ins- 
tancia. (Sent. 30 octubre 1963, B.J.639, 
p.1221). 
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OBJETO RECURSO CASACIÓN 


28.- De acuerdo con lo que dispone el artí- 
culo 1ro. de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, la Suprema Corte de Justicia 
decide como Corte de Casación si la ley ha 
sido bien o mal aplicada en los fallos en 
última instancia o en única instancia pro- 
nunciadas por los tribunales del orden ju- 
dicial, admite o desestima los medios en 
que se basa el recurso, pero sin conocer en 
ningún caso el fondo del asunto. (Sent. 17 
diciembre 1997,No.35, B.J.1045, p.536; 
Sent. 7 septiembre 1981, B.J.850, p.2031). 


29.- Corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia, en funciones de Corte de Casa- 
ción, restituir a los hechos de la preven- 
ción o de la acusación, la calificación le- 
gal que les corresponde según su propia 
naturaleza. (B.J.564, p.1576). 


30.- No pueden impugnarse en casación 
sino aquellos puntos que hayan sido ob- 
jeto de contestación por ante los jueces 
del fondo. (Sent. 12 septiembre 1969, 
B.J.706, p.3022 y 3064). 


31.- La Suprema Corte de Justicia, en fun- 
ciones de Corte de Casación, puede exa- 
minar los actos de procedimiento para 
verificar si las formalidades legales, pro- 
pias de ellos, han sido observadas y tam- 
bién para restituirles su alcance jurídico 
si éste ha sido desconocido por los jueces 
del fondo. (Sent. 5 diciembre 1960, 
B.J.602, p.1775). 


32.- La jurisdicción de casación no pue- 
de tratar de establecer hechos o inaccio- 
nes que debieran serlo por los jueces del 
fondo. (Sent. 16 octubre 1950, B.J.483, 
p.1005). 


PERSONAS CALIFICADAS PARA INTENTAR 
RECURSO DE CASACIÓN 


33.- Cuando el tribunal a-quo no ha he- 
cho otra cosa que acoger las conclusio- 


nes del recurrente, éste carece de interés 
jurídico para quejarse de ese aspecto de 
la sentencia impugnada. (B.J.622, p.718). 
El interés de un recurrente en casación 
no puede ser otro que aniquilar los efec- 
tos de la sentencia dictada en su contra, 
por lo cual si el beneficiario de ella re- 
nuncia a esos efectos, el interés del recu- 
rrente no puede quedar subsistente. (Sent. 
diciembre 1966, B.J.673, p.2433). 


34.- El recurso de casación como cual- 
quier otra acción en justicia, está su- 
bordinada a la condición de que quien 
lo ejerza tenga interés de hacerlo. (Sent, 
octubre 1965, B.J.659, p.599). Las per- 
sonas calificadas para intentar el re- 
curso de casación son las que han sido 
partes en la instancia que culminó con 
la sentencia impugnada; esta condición 
resulta explícitamente de los términos 
del artículo 22 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación, según el cual pue- 
den pedir la casación de una senten- 
cia, el condenado, el ministerio público, 
la parte civil y la persona civilmente res- 
ponsable. (Sent. 8 septiembre 1962, 
B.J].862, p.1607). 


35.- La circunstancia de que una parte 
interesada que hubiera figurado en el 
juicio, notifique una sentencia que dé lu- 
gar a casación sin hacer expresas y for- 
males reservas de derecho de recurrir 
contra esa sentencia, no le impide a la 
parte interponer el recurso de casación 
que le acuerda la Ley sobre Procedimien- 
to de Casación. (Sent. 23 diciembre 1964, 
B.J.653, p.1930-1935). 


36.- Cuando un recurrido por haber sido 
desinteresado después de la audiencia 
comunica a la Suprema Corte de Justi- 
cia que ha renunciado a los beneficios 
que le acordaba la sentencia impugna- 
da y que, por tanto, no ha lugar a esto- 
tuir acerca del recurso de casación, no 
está presentando escritos ni conclusiones 
fuera de los plazos establecidos por el 
artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento 
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de Casación, sino dando a conocer a la 
Suprema Corte de Justicia, la nueva si- 
tuación de los litigantes surgida como con- 
secuencia de un acuerdo entre las par- 
tes; situación que está en la obligación 
de resolver la Suprema Corte de Justicia 
en virtud del artículo 4 del Código Civil. 
(Sent. diciembre 1966, B.J.673, p.2433). 


37.- El demandante en casación debe, 
para que su recurso sea recibible, tener 
interés en la casación de la sentencia; 
que ésta, al menos, le cause un perjuicio 
por más mínimo que fuere, aun cuando 
consista en la condenación en costas pro- 
nunciadas a su cargo. (Sent. 30 noviem- 
bre 1937, B.J.328, p.628). 


AUSENCIA DE BASE LEGAL 


38.- Cuando la sentencia no señala los 
medios de pruebas utilizados para pro- 
bar la existencia del despido, ni contiene 
una relación completa de los hechos y 
motivos suficientes y pertinentes, la Cor- 
te de Casación está impedida de verificar 
si la ley ha sido bien aplicada. (Sent.11 
noviembre 1998, No.22, B.J.1056, 
p.426). 


39.- Cuando la sentencia impugnada no 
indica en qué consistió el medio de 
inadmisión presentado, ni decide sobre 
el mismo, a la Corte no le es posible veri- 
ficar si la ley ha sido bien aplicada, ado- 
leciendo la misma de falta de base legal 
y de vicio de omisión de estatuir. (Sent. 1 
julio 1998, No.3, B.J.1052, p.399). 


PERENCIÓN 


40.- El recurso de casación perimirá de 
pleno derecho si transcurrieren tres años 
contados desde la fecha del auto que 
autorizó el emplazamiento sin que el re- 
currente haya depositado en la secreta- 
ría el original del emplazamiento, o si 
transcurriere igual plazo, contado desde 


la expiración del término de quince días 
señalado en el artículo 8, sin que el recu- 
rrente pida el defecto o la exclusión con- 
tra el recurrido que diere lugar a ello, a 
menos que en caso de haber varias par- 
tes recurrentes o recurridas, una de di- 
chas partes haya pedido el defecto o la 
exclusión contra las partes en falta. (Re- 
solución No.1781-98 del 12 de octubre 
1998). 


41.- La perención del recurso de casa- 
ción tiene por fundamento la presunción 
de que el recurrente ha abandonado la 
instancia. (Resolución No. 1381-2000 del 
Pleno de la SCJ, relativo al recurso de 
casación interpuesto Ing. Miguel Bacha, 
contra la sentencia dictada por la Prime- 
ra Sala de la corte de Trabajo del Districto 
Nacional en fecha 7 de julio de 1995). 


42.- Esta presunción resulta de un silen- 
cio prolongado por más del tiempo se- 
ñalado en el segundo párrafo del artícu- 
lo 10 de la ley sobre Procedimiento de 
Casación, cuyo cómputo se inicia desde 
la fecha del auto que autorizó el empla- 
zamiento o desde la expiración del tér- 
mino de quince días señalado en el artí- 
culo 8, sin que el recurrente pida el 
derecho o la exclusión del recurrido. Res. 
1381-2000 del pleno SCJ, de fecha 13 
de diciembre, 2000, B.J. No.1081, p.551. 
La SCJ ha descontinuado la publicación 
de sus resoluciones en el B.J. 


43.- Esta sanción a la inactividad del re- 
currente es un beneficio que la ley ha 
creado en favor del recurrido, de lo que 
resulta que el hecho de éste constituya 
abogado por acto separado o produzca 
y notifique su defensa, no tiene por efec- 
to interrumpir la perención que corre con- 
tra el recurrente en falta durante tres 
años, según el caso. (Resolución No. 
1381-2000 del 13 de Dic., del 2000, del 
Pleno de la SCJ relativo al recurso de ca- 
sación interpuso Ing. Miguel Bacha, con 
tra la sentencia dictada por la Primera 
Sala de la corte de Trabajo del Distrito 
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Nacional en fecha 7 de julio de 1995. 
B.J. No.1081, p.551 


DECISIONES DIVERSAS 


44.- Cuando la sentencia es casada por 
falta de motivos, las costas pueden ser 
compensadas. (Sent. 10 febrero 1999, 
No.29, B.J.1059, p.546). 


45.- Las disposiciones del artículo 6 de la 
Ley sobre Procedimiento Casación, al exi- 
gir que el abogado del recurrente debe 
tener domicilio en la ciudad capital, en 
el cual se reputará de pleno derecho que 
el recurrente ha hecho elección de domi- 
cilio, persigue facilitar las notificaciones 
que deben realizarse en ocasión del pro- 
cedimiento de casación, concentrándola 
en el lugar donde funciona la corte de 
casación. (Sent. 30 diciembre 1998, 
No.85, B.J.1057, p.777). 


46.- Si bien la recurrente desarrolla bre- 
vemente los medios de casación, esa cir- 
cunstancia no impide a esta Corte adver- 
tir los vicios atribuidos a la sentencia 
recurrida, las violaciones alegadas y la 
forma como, según ella, se produjeron 
esas violaciones.(Sent. 9 de diciembre 
1998, No.17, B.J.1057, p.377). 


47.- La casación de una sentencia que or- 
dena una medida de instrucción implica, 
por vía de consecuencia, la casación de la 
sentencia subsiguiente que se haya pro- 
nunciado sobre el fondo; este principio se 
aplica no sólo cuando la casación se refie- 
re a una sentencia que ordena una medi- 
da de instrucción, sino también cuando la 
casación se refiere a una sentencia que 
haya negado una medida de instrucción o 
haya admitido indebidamente una tacha 
contra testigo de una parte, siempre que 
se haya lesionado el derecho de defensa. 
(Sent. 4 octubre 1982, B.J.863, p.1761). 


48.- Cuando el patrono demandado fa- 
llece, la litis es continuada por su here- 


dero. (Sent. 3 agosto 1973, B.J.753, 
p.2254). 


49.- En casos de accidentes de trabajo, 
conforme al Art.33 de la Ley sobre Pro- 
cedimiento de Casación, la declaración 
del recurso de casación se hará por la 
parte interesada, en la Secretaría del tri- 
bunal que dictó la sentencia, representa- 
da por un abogado o un apoderado es- 
pecial. (Sent. 12 enero 1968, B.J.686, 
p.52). 


50.- La palabra ley, empleada en el Art.3 
de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción tiene un sentido genérico y compren- 
de todas las disposiciones oficiales de ca- 
rácter normativo, tales como las leyes, 
decretos y ordenanzas. (Sent. 11 julio 
1969, B.J.704, p.1574). 


51.- La jurisdicción de casación no pue- 
de, sin violar el artículo 1ro. de la Ley 
que rige sus funciones, tratar de estable- 
cer hechos e inacciones que debieran serlo 
por los jueces del fondo y no lo fueron 
por culpa de la parte que ahora preten- 
de alegarlos. (Sent. 18 octubre 1950, 
B.J.483, p.1005). 


52.- No es obligación del recurrente no- 
tificar la sentencia recurrida para que sea 
admisible el recurso. (Sent. 3 abril 1963, 
B.J.633, p.341). 


53.- Cuando la Suprema Corte de Justi- 
cia, en virtud de las facultades que le con- 
fiere el Art.13 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación, deniega la suspensión 
de la ejecución de la sentencia impugna- 
da en casación, no es posible ya, por nin- 
gún otro tribunal, sobreseer ni suspender 
esa ejecución, sin violar la autoridad del 
fallo de la Suprema Corte de Justicia. 
(Sent. 12 de ¡junio 1959, B.J.587, p.1174). 


54.- Todos los plazos establecidos por la 
ley sobre procedimiento de casación en 
favor de las partes son francos y se au- 
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mentan en razón de la distancia. (Sent. 
29 de noviembre 1965, B.J.660, p.971). 


55.- El memorial, acto inicial del recurso, 
fija el sentido y la extensión de éste. (Sent. 
21 noviembre 1949, B.J.436, p.824). 


56.- El escrito de ampliación no puede 

contener medios nuevos, distintos a los 

contenidos en el memorial excepto cuan- 

do se trate de un medio de orden públi- 

co, el cual debe suscitarse aún de oficio. 

(Sent. 23 julio 1957, B.J.564, p.1470). 
D 


57.- Los requisitos y formalidades man- 
dados a observar a pena de nulidad por 
el Art.27 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación, conciernen únicamente al 
procedimiento penal y no pueden 
invocarse en materia de trabajo. (Sent. 
16 marzo 1951, B.J.488, p.331). 


INCOMPETENCIA 


58.- La excepción de incompetencia de la 
jurisdicción laboral no propuesta por ante 
los jueces del fondo, no puede ser invoca- 
da por primera vez en casación. (Sent. 2 
noviembre 1983, B.J.876, p.3409). 


OPOSICIÓN 


59.- El recurso de oposición interpuesto 
dentro de los plazos y cánones estableci- 
dos por el Art.16 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación, procede admitirlo en 
cuanto a la forma; la oposición regular- 
mente formada tiene por efecto colocar a 
los partes en el mismo estado en que se 
encontraban antes de haber sido pronun- 
ciada la sentencia objeto de ese recurso. 
(Sent. 6 julio 1970, B.J.716, p.1443). 


PLAZOS 


60.- En regla general, los días feriados 
se cuentan en los plazos establecidos en 


la Ley sobre Procedimiento de Casación. 


(Sent. 22 junio 1962, B.J.623, p.919). 


SENTENCIA 


61.- Una sentencia dictada en primera 
instancia no es susceptible de ser impug- 
nada en casación. (Sent. 20 mayo 1998, 
No.30, B.J.1050, p.552). 


SENTENCIA CONTRADICTORIA 


62.- Las sentencias contradictorias no 
pueden ser casadas por la mera circuns- 
tancia de que haya juzgado el fondo. 
(Sent. 23 marzo 1962, B.J.620, p.460). 


SENTENCIA PREPARATORIA 


63.- Se reputa sentencia preparatoria la 
dictada para la sustanciación de la causa 
y para poner el pleito en estado de recibir 
fallo definitivo; estas sentencias, contra- 
riamente a las de carácter interlocutorio, 
no pueden ser recurridas en casación sino 
después de la sentencia definitiva. (Sent. 
septiembre 1967, B.J.682, p.1774). 


SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


64.- De conformidad con el articulo 1ro. 
de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción, la Suprema Corte de Justicia decide 
como Corte de Casación si la ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos en últi- 
ma instancia, pronunciados por las cor- 
tes de apelación y los tribunales inferio- 
res. (Sent. 16 enero 1953, B.J.510, p.18). 


65.- La Suprema Corte de Justicia Ilama- 
da a verificar si se incurrió o no en la 
violación de la ley y que tiene control so- 
bre la calificación de la falta del trabaja- 
dor, no puede ejercer ese control ni com- 
probar si existe o no la violación alegada 
cuando no encontrasen precisados en el 
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fallo sometido a su examen, los hechos a 
los cuales la calificación de falta pudiera 
o no aplicarse. (Sent. 1ro. septiembre 
1953, B.J.518, p.1660). 


66.- Si es verdad que pertenece a los jue- 
ces del fondo estatuir soberanamente so- 
bre las circunstancias de hecho que pue- 
dan hacer conocer la intención de las 
partes e interpretar el sentido y la letra 
de las convenciones, no es menos cierto 
que la Suprema Corte tiene el poder in- 
discutible y el derecho de apreciar los ele- 
mentos de un acto y ver en esos elemen- 
tos caracteres diferentes a los que le han 
atribuido dichos jueces; también perte- 
nece a esta Corte, la determinación de 
las consecuencias legales que resultan de 
los hechos del proceso de donde se deri- 
va, para ella, tanto el derecho como el 
deber de averiguar si las reglas aplica- 
bles a un hecho previamente calificado 
son las que la ley prescribe, y atribuirle a 
éste su verdadera calificación. (Sent. 16 
marzo 1955, B.J.536, p.518). 


67.- Corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia determinar si los actos o contratos 
han sido bien calificados conforme a la ley 
o por los efectos que las partes han enten- 
dido deben producir. (Sent. 26 octubre 
1949, B.J.471, p.873-876). 


68.- La Suprema Corte de Justicia en ejer- 
cicio de su poder de control debe deter- 
minar si los hechos comprobados por los 
jueces del fondo constituyen una causa 
justa del despido del obrero en los térmi- 
nos de la ley. (Sent. 27 abril 1951, B.J.489, 
p.478-482). 


69.- Es indispensable para que la Supre- 
ma Corte de Justicia pueda examinar, que 
los alegatos hayan sido planteados ante 
los jueces de los hechos. (Sent. 18 octu- 
bre 1950, B.J.483, p.996-999). 


70.- Un tribunal no está obligado a so- 
breseer el conocimiento de un recurso de 
apelación, hasta que la Suprema Corte 


de Justicia decida sobre el recurso de ca- 
sación elevado contra una sentencia inci- 
dental dictada por ese tribunal, salvo, que 
la recurrente en casación haya solicitado 
la suspensión de la ejecución de la sen- 
tencia impugnada, al tenor del Art.12 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
mientras la Corte de Casación no rechace 
el pedimento de suspensión. (Sent. 21 ju- 
lio 1999, No.34, B.J.1064, p.731). 


SECCION SEGUNDA 


DEL PROCEDIMIENTO 


Art.640.- “El recurso de casación se 
interpondrá mediante escrito dirigi- 
do a la Suprema Corte de Justicia y 
depositado en la secretaría del tribu- 
nal que haya dictado la sentencia, 
acompañado de los documentos, si los 
hubiere”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Formalidades interposición 


> 


Comentarios, 2 - Recurso de casación, 11-17 


Doctrina, 4-7 - Decisiones diversas, 18-30 
De la perención del - Casación Incidental, 31-32 
recurso, 8-10 - Documentos, 33 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.607 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas 
sobre el procedimiento relativas al re- 
curso de casación en materia de tra- 
bajo. Dispone que este recurso se in- 
terpone mediante escrito dirigido a la 
SCJ y depositado en la secretaría del 
tribunal que haya dictado la senten- 
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cia, acompañado de los documentos, 
si los hubiese. 


3.- No obstante esta última disposición, 
el Art.643 establece que el secretario 
del tribunal que ha dictado la senten- 
cia impugnada remitirá a la SCJ, junto 
con el recurso de casación, “el expe- 
diente completo y un inventario en du- 
plicado de las piezas del mismo al se- 
cretario de la SCJ”. Esto hace 
innecesario que el recurrente acompa- 
ñe a su memorial de casación, “de los 
documentos, si los hubiere”, pues no se 
admite el depósito de nuevos documen- 
tos en casación y esta disposición es su- 
perabundante, dada la regla señalada 
del Art.643 CT. 


DOCTRINA 


4.- Los artículos 639 y siguientes del CT, 
otorgan a la Ley 3726 de 29 de diciem- 
bre de 1953, sobre Procedimiento de 
Casación, un carácter supletorio en ma- 
teria laboral. Es decir, que el recurso de 
casación en materia de trabajo se rige 
por las disposiciones de los Arts.639 al 
647, ambos inclusive, del Código de Tra- 
bajo y, supletoriamente, por la Ley sobre 
Procedimiento de Casación. El recurso de 
casación en materia de trabajo no se ad- 
mite después del mes, a contar de la no- 
tificación de la sentencia, ni cuando ésta 
imponga una condenación que no exce- 
de de veinte salarios mínimos (Art.641 
Código de Trabajo). Dicho código esta- 
blece las menciones que debe enunciar 
el referido escrito (Art.642 Código de Tra- 
bajo). También dispone que, en los cin- 
co días que siguen al depósito de di- 
cho escrito, el recurrente debe notificar 
copia del mismo a la parte contraria, 
y el secretario del tribunal que dictó la 
sentencia, en el mismo plazo, remitirá 
el expediente completo y un inventario 
en duplicado de las piezas del mismo, 
al secretario de la Suprema Corte de 


Justicia (Art.643 Código Trabajo). Los 
Arts. 644 al 646 completan un proce- 
dimiento especial que se aparta tam- 
bién del procedimiento previsto por la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, 
en cuanto a plazos para recurrir en 
casación, depositar escritos de defen- 
sa y dictar sentencia, excluyendo ade- 
más, el dictamen del Procurador Ge- 
neral de la República, el Auto de 
Admisión y la autorización previa del 
Presidente de la SCJ. 


5.- Lo dicho y transcrito precedentemente 
demuestra que el Art.5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, que exige al 
recurrente el depósito de una copia certi- 
ficada de la sentencia impugnada, a pena 
de inadmisibilidad de su recurso de casa- 
ción, no es aplicable en materia de traba- 
jo, al tenor del Art.643 del CT, pues la 
SCJ tiene en su poder el original o una 
copia certificada del original de la sen- 
tencia impugnada, que, conforme a di- 
cho texto legal, el secretario del tribunal 
que dictó la sentencia impugnada remite 
a la Suprema Corte de Justicia, bajo in- 
ventario, el “expediente completo” del 
caso. En tales circunstancias, no es válido 
ni justo que se declare inadmisible un re- 
curso porque el recurrente no ha deposi- 
tado una copia certificada del original de 
una sentencia, cuyo original o copia certi- 
ficada está en manos de la Suprema Cor- 
te de Justicia en virtud de la Ley. 


6.- En materia de casación no se admite 
el recurso por vía de declaración en la 
secretaría del tribunal que dictó senten- 
cia. El Art.642 establece de modo expre- 
so el ministerio de abogado en el recurso 
de casación. En efecto, de las disposicio- 
nes del Art.502, se deduce que es obliga- 
torio el ministerio de abogado en el re- 
curso de casación, lo que también se 
desprende la Ley 3726, sobre Procedi- 
miento de Casación. 


7.- La propia Suprema Corte de Justicia 
ha juzgado que, cuando la cuestión está 
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prevista en las normas de trabajo, no hay 
necesidad de recurrir al derecho común 
(Sent.del 23 de diciembre de 1948, 
B.J.461, p.2015-2023). 


DE LA PERENCIÓN DEL RECURSO 


8.- El Art.10 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación se refiere a la pe- 
rención del recurso. Su párrafo Il esta- 
blece:” El recurso de casación perimirá 
de pleno derecho si transcurrieren tres 
años contados desde la fecha del auto 
que autorizó el emplazamiento, sin que 
el recurrente haya depositado en la Se- 
cretaría el original del emplazamiento, 
o si transcurriere igual plazo, contado 
desde la expiración del término de quin- 
ce días señalado en el artículo 6, sin 
que el recurrente pida el defecto o la 
exclusión contra el recurrido que diere 
lugar a ello, a menos que, en caso de 
haber varias partes recurrentes o recu- 
rridas, una de dichas partes haya pedi- 
do el defecto o la exclusión contra las 
partes en falta. La Suprema Corte de 
Justicia hará constar la perención del 
recurso mediante resolución que será 
publicada en el Boletín Judicial”. Con 
anterioridad al CT de 1992, las dispo- 
siciones de la citada Ley sobre Procedi- 
miento de Casación eran la norma apli- 
cable para el recurso de casación en 
materia laboral conforme al Art.50 de 
la Ley 637 sobre contratos de trabajo. 


9.- Actualmente, en materia de traba- 
jo, no hay auto de autorización para 
emplazar. Tampoco la obligación de 
depositar en la SCJ, dentro de los quin- 
ce (15) días de su fecha, el original del 
acta de emplazamiento de que trata el 
Art.ó de la Ley sobre procedimiento de 
casación. De modo que los dos puntos 
de inicio del plazo de la perención que 
prevé el párrafo del citado Art.10 no 
rigen en el procedimiento de casación 
en materia de trabajo. El procedimien- 
to es otro: Dentro de los cinco (5) días 


del depósito del escrito en la secretaría 
del tribunal que dictó la sentencia, el 
recurrente notificará copia del mismo 
a la parte recurrida. Esta, en los quin- 
ce (15) días de dicha notificación, de- 
positará su defensa en la secretaría de 
la SCJ, la que notificará a la parte re- 
currente en los tres (3) días subsiguien- 
tes al depósito de su defensa. “Vencido 
el término de quince días señalado pre- 
cedentemente o hecho el depósito del 
escrito de la parte intimada en el mis- 
mo plazo”, según el Art.645, “el secre- 
tario pasará el expediente al presiden- 
te de la SCJ quien fijará la audiencia 
correspondiente mediante auto, sin pre- 
vio relato ni dictamen del Procurador 
General de la República”. Esta disposi- 
ción legal excluye para la fijación de 
audiencia, el trámite de la solicitud de 
exclusión o defecto del recurrido. La fi- 
¡ación de audiencia es un mandato le- 
gal que sigue a la obligación del secre- 
tario de la SCJ de, vencido el plazo de 
quince días para el depósito de la de- 
fensa del recurrido, tramitar el expe- 
diente al presidente de la SCJ quien 
debe fijar audiencia para conocer del 
caso. El tiempo que dura el asunto en 
manos de la SCJ sin fijar audiencia no 
puede justificar una sanción contra el 
recurrente. No cabe tampoco, en estas 
circunstancias, la presunción de que el 
recurrente ha perdido interés o aban- 
donado el recurso, que es la presun- 
ción en la cual descansa la perención 
de pleno derecho del párrafo ll del 
Art.10 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación. 


10.- Véase Arts.639, 642 y siguientes. 


JURISPRUDENCIA 


FORMALIDADES INTERPOSICIÓN RECURSO 
DE CASACIÓN 


11.- El depósito del escrito contentivo del 
recurso de casación en la secretaría del 
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tribunal que dictó la sentencia es una for- 
malidad substancial para la interposición 
del recurso de casación en esta materia, 
la cual es sancionada con la inadmisibili- 
dad del mismo. (Sent. 16 septiembre 
1998, No.68, B.J.1054, p.736). 


12.- De la combinación de los Arts. 640 y 
642 inciso 4to.del Código de Trabajo, el 
recurso de casación se interpondrá me- 
diante escrito dirigido a la Suprema Cor- 
te de Justicia, que enunciará entre otras 
formalidades los medios en los cuales se 
funda el recurso y las conclusiones. (Sent. 
15 abril 1998, No.20, B.J.1049, p.317). 


13.- “Por medio del presente acto le ha- 
cen saber que ha incoado una acción en 
casación por ante la SCJ”. Dice la SCJ 
que ese acto así redactado no cumple 
con lo dispuesto por el artículo 6 de la 
ley sobre Procedimiento de Casación, al 
carecer de las menciones que ese texto 
legal prescribe a pena de nulidad. En di- 
cho acto no consta que el memorial de 
casación y el auto del presidente de la 
SCJ que autorizó a los recurrentes a em- 
plazar a los recurridos, fueron notifica- 
dos a estos últimos; que las irregularida- 
des de que está afectado dicho acto ha 
impedido a los recurridos ejercer su de- 
recho de defensa.(Casación, 23 de no- 
viembre de 1994. Sentencia #13). 


14.- La forma prescrita por el artículo 640 
del CT, para interponer el recurso de ca- 
sación, es mediante escrito dirigido a la 
SCJ, depositado en la Secretaría del Tri- 
bunal que dictó las sentencias, acompa- 
ñado de los documentos si los hubiere. El 
depósito de un memorial de casación en 
la Secretaría de la SCJ, no es la forma 
prescrita para interponer el recurso de ca- 
sación en esta materia laboral. (Casación, 
27 de noviembre de 1995. Sentencia #9). 


15.- Los documentos necesarios para jus- 
tificar los medios presentados en apoyo 
del recurso, son documentos, títulos o 
actos que hayan sido invocados o produ- 


cidos ante los jueces del fondo. (Sent. 29 
noviembre 1963, B.J.640, p.1343-1344). 


16.- Cuando la sentencia impugnada 
acoja en lo que no sea contradictorio los 
motivos de la sentencia de primera ins- 
tancia, el recurrente debe depositar tam- 
bién en apoyo del recurso, una copia de 
esta última sentencia. (Sent. 27 octubre 
1950, B.J.484, p.1050). 


17.- Corresponde a la parte recurrente 
anexar a su memorial copias de los do- 
cumentos en que apoya su recurso y la 
sentencia impugnada. (Sent. 25 julio 
1952, B.J.504, p.1352-1353). 


DECISIONES DIVERSAS 


18.- El recurso de casación contra la 
sentencia que pronunció el descargo puro 
y simple de la apelación por no haber 
concluido el apelante, no se extiende a 
la sentencia del primer grado. (Sent. 18 
febrero 1977, B.J.795, p.291). 


19.- Conforme al Art.5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, las senten- 
cias en defecto no son recurribles en ca- 
sación sino después que el recurso de 
oposición contra ellas no sea ya admisi- 
ble; esa regla solo sufre necesaria excep- 
ción en las materias en que la ley supri- 
me el recurso de oposición o cuando el 
defectuante, por haber obtenido ganan- 
cia de causa, carece de interés en inter- 
poner el recurso; la prohibición del re- 
curso de casación en tales casos se aplica 
no sólo a las partes defectuantes, sino a 
las que en el mismo asunto no han esta- 
do en defecto, ya que la finalidad de la 
regla de que se trata es la de evitar la 
contradicción de sentencia. (Sent. mayo 
1973, B.J.750, p.1093). El hecho de re- 
currir en casación contra dos sentencias 
mediante un solo memorial, no lesiona 
el derecho de defensa de los recurridos. 
(Sent. 23 mayo 1973, B.J.750, p.1375). 
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20.- El recurrente puede en todos los ca- 
sos, sin que sea ilícito ni merezca crítica, 
apoyar sus alegatos en toda clase de cri- 
terios y opiniones. (Sent. 18 noviembre 
1970, B.J.720, p.2674). 


21.- La notificación de la sentencia que 
da lugar a casación, sin hacer expresas y 
formales reservas de derecho de recurrir 
contra esa sentencia, no le impide a la 
parte interponer el recurso de casación. 
(Sent. 23 diciembre 1964, B.J.653, 
p.1933). 


22.- Los únicos medios de casación que 
la Suprema Corte de Justicia debe exa- 
minar, para admitirlos o desestimarlos, 
de conformidad con el Art.1ro. de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, son 
aquellos que se han expuesto en el me- 
morial de casación; que, por otra parte, 
el Art.15 de dicha ley faculta a los abo- 
gados de las partes a depositar escritos 
de ampliación a sus medios de defensa, 
de los cuales los del recurrente deberán 
estar notificados a la parte contraria no 
menos de ocho días antes de la audien- 
cia; pero no a proponer medios nuevos, 
distintos de los contenidos en el memo- 
rial de casación, excepto cuando se trata 
de un medio de orden público, el cual 
debe suscitarse aún de oficio. (Sent. 23 
de julio 1957, B.J.564, p.1470). 


23.- Al tenor del Art.72 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, todos los pla- 
zos establecidos en ella, en favor de las 
partes, son francos; el mismo artículo dis- 
pone que si fuere festivo el último día del 
plazo, éste será prorrogado hasta el si- 
guiente. (Sent. 30 mayo 1952, B.J.502, 
p.980). 


24.- Los plazos establecidos en la Ley de 
Casación son francos. Los días feriados 
se cuentan en el plazo. (Sent. 22 de junio 
1962, B.J.623, p.919). 


25.- Cuando se trate de un asunto del 
cual se llegó a conocer en audiencia pú- 


blica, la perención debe ser pronunciada 
por sentencia. (Cas. del 13 de feb. de 
1942, B.J. No. 379, p.78). 


26.- El depósito en tiempo útil y en su 
propio interés (de la parte recurrente), 
suple la falta de acción de la parte 
intimada y excluye la posibilidad de que 
se produzca la perención de su recurso 
(Cas. 13 de feb. de 1950, B.J. No. 475, 
p. 190). 


27.- Una petición formulada por la par- 
te recurrente, de que se considere en 
defecto a la otra parte, produce un 
efecto interruptivo de la perención (Cas. 
del 7 de mayo de 1951, B.J. 490, p. 
636). 


28.- Resulta inconcebible la simple ex- 
clusión de un recurrente, que haya in- 
currido en una caducidad que la Supre- 
ma Corte, debe pronunciar aún de 
oficio, conforme a las disposiciones de 
la ley (Cas. del 22 de mayo de 1956, 
B.J. 550, pág. 1048). 


29.- La falta de la notificación del me- 
morial de defensa y de su depósito en 
Secretaría, cuando ha habido constitu- 
ción de abogado, a lo que da lugar es a 
la exclusión del demandado después de 
vencido el plazo de la intimación, a que 
se refiere este artículo (Cas. 19 de octu- 
bre de 1956, B.J. No. 555, p. 2288). 


30.- Pluralidad de demandados. Indivi- 
sibilidad del proceso: aunque en princi- 
pio las instancias tienen un efecto relati- 
vo, esta regla procesal sufre una 
excepción cuando hay pluralidad de de- 
mandados y los actos deben ser notifi- 
cados a cada uno de los demandados. 
(Cas. d18 de nov. de 1983, B.J. 876, p. 
3628). (Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación, Dr. Rafael Tulio Pérez de León, 
Ediciones Calpeldom, Santo Domingo, 
República Dominicana, 1995, págs. 161- 
163). 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 640-641 


CASACIÓN INCIDENTAL 


31.- Cuando un emplazado en casación 
desea a su vez interponer ese recurso 
contra algún punto de la sentencia 
impugnada que le haya hecho agravio, 
debe hacerlo intidentalmente sin tener 
que esperar que se le haga una 
notificación especial de dicha sentencia, 
pues tan pronto como él fue emplazado 
en casación tuvo conocimiento de la 
existencia de ese fallo y del depósito de 
la copia del mismo en Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en virtud de 
la ley, lo que le pone en condiciones de 
invocar los agravios que estimare 
pertinentes. (Sent. junio 1968, p. 1262, 
B.J.691). 


32.- La casación incidental no está sujeta 
a las formas y plazos reservados para los 
recursos principales. (Sent. 23 enero 
1959, B.J.582, p.41). 


DOCUMENTOS 


33.- La Suprema Corte no puede deducir 
ninguna consecuencia jurídica de un do- 
cumento presentado por primera vez en 
casación. (Sent. 7 de mayo de 1954, 
B.J.526, p.818). 


Art.641.- “No será admisible el re- 
curso después de un mes a contar de la 
notificación de la sentencia ni cuando 
ésta imponga una condenación que no 
exceda de veinte salarios mínimos”. 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.608 del 
CT de 1951, al que se añadió que el re- 
curso tampoco sería admisible “cuando 
la sentencia imponga una condenación 
que no exceda de veinte salarios míni- 


” 


mos . 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece el plazo 
para recurrir en casación y cuándo el 
recurso de casación es inadmisible. Dis- 
pone que no será admisible después de 
un mes a contar de la notificación de la 
sentencia. Tampoco será admisible cuan- 
do ésta imponga una condenación que 
no exceda de veinte salarios mínimos. 
Se trata de un medio de inadmisión fun- 
dado en la cuantía de la condena im- 
puesta. 
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DOCTRINA 


3.- El Art.619 establece que el recurso de 
apelación no es admisible en los casos de 
demandas de una cuantía inferior a los 
diez salarios mínimos. Este texto legal fija 
la limitación en la cuantía de la deman- 
da. El Art.641 la establece en la cuantía 
de la condenación impuesta por la sen- 
tencia de la corte. 


4.- La Ley 637, del 16 de junio de 1944, 
sobre contratos de trabajo (G.O. 6096) 
establecía en su Art.50 que: “El recurso 
de casación contra las sentencias de los 
tribunales de trabajo, estará abierto en 
todos los casos y se regirá por las reglas 
de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción”. Esta disposición fue derogada por 
el Art.732 del CT, que deroga la mencio- 
nada ley. 


JURISPRUDENCIA 
ACTO DE ALGUACIL 


5.- De acuerdo con el Art.81 de la Ley de 
Organización Judicial, sólo los alguaciles 
tienen calidad para hacer notificaciones; 
la notificación que envía el Secretario de 
la Cámara de Trabajo a ambos aboga- 
dos para anunciar el fallo no suple en 
modo alguno la notificación por medio 
del alguacil. (Sent. febrero 1969, B.J.699, 
p.233). 


CADUCIDAD 


6.- Ante la ausencia de una disposición 
expresa del Código de Trabajo, es preci- 
so aplicar las disposiciones del Art.7 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación 
que declara la caducidad del recurso de- 
positado fuera del plazo establecido para 
esos fines. (Sent. 15 abril 1998, No.25, 
B.J.1049, p.350). 


CASACIÓN 


7.- No es admisible el recurso de casa- 
ción después de un mes a contar de la 
notificación de la sentencia. (Sent. del 
13 de octubre de 1999, B. J. 1067, Vol 
ll, p. 585). (Sent. del 20 de octubre de 
1999, B. J. 1067 Vol Il p.651). 


8.- No son admisibles los recursos de ca- 
sación contra las sentencias cuyas 
condenaciones no excedan de veinte sala- 
rios mínimos. (Sent. del 13 de octubre de 
1999, B. J. 1067, Vol Il, P 589). (Sent. 
No.22 del 20 de octubre de 1999. B.M. 
1067, p.667). (Sent. No. 20 del 20 de 
Octubre de 1999. B. J. 1067, p.656). (Sent. 
No. 18 del 17 de noviembre de 1999 B. J. 
1068 p 629). (Sent. No. 19 del 17 de no- 
viembre de 1999, B. J. 1068, p.64). 


9.- Cuando las condenaciones de la sen- 
tencia no alcanzan a veinte salarios mí- 
nimos el recurso de casación debe ser 
declarado inadmisible. (Sentencia No. 16 
del 15 de septiembre de 1999, B. J. 1066, 
P 695). (Sentencia No.19 del 15 de sep- 
tiembre de 1999, B. J. 1066, P713). 


10.- El tribunal no puede excluir del mon- 
to de la demanda los salarios que con- 
templa el ordinal 3ero del Art.95 del 
Código de Trabajo en los casos de con- 
troversia por despido. (Sentencia No. 32 
del 29 de septiembre de 1999, B. J. 1066 
p. 818). 


INADMISIBILIDAD RECURSO DE CASACIÓN 


11.- No será admisible el recurso des- 
pués de un mes a contar de la notifica- 
ción ni cuando ésta imponga una conde- 
nación que no exceda de veinte salarios 
mínimos. (Sent. 24 febrero 1999, No.68, 
B.J.1059, p.793; Sent.13 enero 1999, 
No.27, B.J.1058, p.392). 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 641 


12.- Las disposiciones del artículo 619 del 
Código de Trabajo, que exceptúa del re- 
curso de apelación las sentencias origi- 
nadas en demandas que no excedan de 
diez salarios mínimos y las del artículo 
641 del mismo código que declara inad- 
misible el recurso de casación contra las 
sentencias que impongan condenaciones 
que no excedan de veinte salarios míni- 
mos, tienen por finalidad permitir una 
pronta solución de los asuntos de esta 
naturaleza, que por su modicidad no 
merecen ser impugnadas mediante esas 
vías de recursos. (Sent. 24 febrero 1999, 
No.68, B.J.1059, p.794; Sent.13 enero 
1999, No.27, B.J.1058, p.392; Sent. 7 
octubre 1998, No.16, B.J.1055, p.487; 
Sent. 28 octubre 1998, No.52, B.J.1055, 
p.711). 


13.- El recurso de casación no puede ser 
admitido cuando las condenaciones no 
exceden el monto de veinte salarios míni- 
mos. (Sent. 27 enero 1999, No.58, 
B.J.1058, p.568; Sent. 24 febrero 1999, 
No.68, B.J.1059, p.794; Sent. 9 diciem- 
bre 1998, No.24, B.J.1057, p.418; Ca- 
sación 1 de octubre 1997, B.J.1043 p.239- 
243). 


14.- Es inadmisible el recurso de casa- 
ción interpuesto contra una sentencia dic- 
tada por el Juzgado de Trabajo sin existir 
constancia de que el mismo actuara en 
única o última instancia. (Casación, 26 
de noviembre 1997, B.J.1044, p.303-308). 


15.- Es inadmisible el recurso de casa- 
ción contra una sentencia que ordena la 
comunicación de documentos sin prejuz- 
gar el fondo. (Sent. 7 diciembre 1977, 
B..805, p.2378). 


16.- El recurso de casación interpuesto 
por una persona (Instituto Dominicano 
de Seguros Sociales) que no es parte, con- 
tra una sentencia que no contiene 
condenaciones contra ella, es inadmisi- 
ble. (Sent. 17 diciembre 1969, B.J.709, 
p.7377). 
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17.- La reclamación en pago de salarios 
no sometida al preliminar de la concilia- 
ción, al no ser planteado este alegato 
ante los jueces de los hechos, es inadmi- 
sible en casación. (Sent. 3 marzo 1971, 
B.J.724, p.607). 


18.- El memorial depositado fuera del 
plazo que acuerda la ley, hace inadmisi- 
ble el recurso. (Sent. 3 julio 1968, B.J.691, 
p.1211-1212; Sent. 28 octubre 1970, 
B.J.719, p.2408-2409). 


19.- Es inadmisible el recurso interpuesto 
por una compañía que había dejado de 
existir por efecto de la ley. (Sent. 3 octu- 
bre 1965, B.J.655, p.78). 


20.- Es inadmisible el recurso de casa- 
ción interpuesto a nombre de la parte 
interesada, por una persona que no sea 
abogado, desprovista de un poder es- 
pecial. (Sent. 12 enero 1968, B.J.686, 
p.52). 


CUANTÍA DE LA CONDENACIÓN 


21.- La obligación impuesta al recurren- 
te de pagar un día de salario por cada 
día de retardo en el pago de las 
indemnizaciones laborales hace que el 
monto de las condenaciones sea indeter- 
minado e imposibilita establecer que el 
mismo no alcance los veinte salarios míni- 
mos que exige el artículo 641 del Código 
de Trabajo para la admisión del recurso 
de casación. (Sent. 21 octubre 1998, 
No.30, B.J.1055, p.567). 


22.- En los casos en que varios trabaja- 
dores demandan en conjunto a una per- 
sona, las condenaciones impuestas a 
cada demandante deben ser totalizadas 
para determinar si su monto está dentro 
de los límites del referido artículo 641, 
pues aunque para un trabajador el asunto 
sea módico, la acumulación de 
condenaciones en una misma sentencia 
hacen que el asunto pierda esa modicidad 
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en relación al demandado. (Sent. 28 oc- 
tubre 1998, No.47, B.J.1055, p.677). 


23.- Cuando la sentencia impugnada en 
casación no contiene condenaciones por 
haberse revocado la sentencia de primer 
grado y rechazado la demanda original, 
el monto a tomarse en cuenta a los fines 
de determinar la admisibilidad del recur- 
so de casación, al tenor del artículo 641 
del Código de Trabajo es el de la cuantía 
de la sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia, a no ser que el demandante 
también hubiere recurrido dicha senten- 
cia, en cuyo caso se tomaría en conside- 
ración la cuantía de la demanda, pues 
en principio las condenaciones que se 
impondrían al demandado en caso de 
éxito de la acción ejercida por el deman- 
dante no excederían de esa cuantía. (Sent. 
9 septiembre 1998, No.21, B.J.1054, 
p.447; Sent. 19 agosto 1998, No.24, 
B.J.1053, p.354). 


24.- Para los fines de determinar la 
admisibilidad de un recurso de casación 
no se toma en cuenta el salario que per- 
ciba el trabajador en el momento de la 
terminación del contrato de trabajo, sino 
el salario mínimo establecido legalmente 
para ser aplicado en el área de produc- 
ción o en la localidad en que éste preste 
sus servicios. (Sent. 9 septiembre 1998, 
No.31,B.J.1054, p.507). 


25.- El salario mínimo aplicable es el vi- 
gente en el momento en que concluyó su 
contrato de trabajo. (Sent. 9 septiembre 
1998, No.31,B.J.1054, p.507). 


26.- El monto de los veinte salarios míni- 
mos que exige el Art.641 del Código de 
Trabajo para la admisibilidad del recurso 
de casación debe computarse sobre la 
base de la tarifa de salarios mínimos que 
esté vigente en el momento que suceden 
los hechos que originan la reclamación y 
no la vigente en la fecha en que se inter- 
pone el recurso de casación. (Sent. 1 ju- 
lio 1998, No.20, B.J.1052, p.502). 
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27.- La exigencia que establece el artícu- 
lo 641 del Código de Trabajo se refiere a 
las condenaciones que impongan las sen- 
tencias recurridas globalmente y no a los 
beneficios particulares de cada una de 
las partes involucradas en el litigio, pues 
la modicidad de un asunto, que es lo que 
determina la limitación del recurso con- 
templada en dicho artículo, no existe 
cuando se imponen condenaciones que 
sumadas ascienden al monto mayor a los 
20 salarios mínimos. (Sent. 22 abril 1998, 
No.38, B.J.1049, p.432). 


28.- Cuando el recurso de casación es 
elevado contra la totalidad de la senten- 
cia, pasan a ser recurridos todos los tra- 
bajadores beneficiados con la misma, la 
cual contiene condenaciones que exce- 
den al monto de 20 salarios mínimos, 
condenaciones que tienen que verse en 
su conjunto para determinar la 
admisibilidad o no del recurso de casa- 
ción. (Sent. 22 abril 1998, No.38, 
B.J.1049, p.431). 


29.- Cuando una sentencia impone con- 
denaciones a favor de varias personas, el 
cálculo para determinar si las mismas ex- 
ceden el monto de veinte salarios míni- 
mos, se realiza sumando las condenacio- 
nes correspondientes a cada reclamante 
para determinar el monto total involu- 
crado en la sentencia que se impugna, 
pues aunque se mantiene la indivisibili- 
dad de las demandas fusionadas, la sen- 
tencia es sólo una, debiendo tomarse en 
cuenta el compromiso económico que 
significa para el demandado y no los be- 
neficios particulares de cada demandan- 
te recurrido. (Sent. 9 diciembre 1998, 
No.21, B.J.1057, p.401). 


30.- Cuando la sentencia no contiene 
condenaciones por haber sido rechaza- 
da la demanda, el monto a tomar en 
cuenta a los fines de determinar la 
admisibilidad del recurso de casación, es 
el de la totalidad de las reclamaciones 
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de los demandantes y no el de cada re- 
clamación individual. (Sent. 9 diciembre 
1998, No.21, B.J.1057, p.401). 


31.- El artículo 641 del Código de Traba- 
jo no distingue el concepto de las 
condenaciones ni exige que las 
condenaciones sean por concepto de sa- 
larios, sino que se refiere al monto de - 
éstas, sin importar cuál sea su causa, pues 
la finalidad del legislador ha sido elimi- 
nar el recurso de casación en los asuntos 
que él entiende, que por los valores eco- 
nómicos involucrados son módicos y no 
requieren de este recurso. (Sent. 19 sep- 
tiembre 1997, No.27, B.J.1042, p.299). 


32.- Las disposiciones del artículo 641 del 
Código de Trabajo, en el sentido de que 
no son admisibles los recursos de casa- 
ción contra la sentencia que imponga una 
condenación que no exceda de veinte sa- 
larios mínimos, tiene por finalidad res- 
tringir el recurso de casación contra las 
sentencias que deciden asuntos que por 
su modalidad requieren soluciones rápi- 
das y no ameritan de este recurso. (Sent. 
15 abril 1998, No.20, B.J.1049, p.315). 


33.- El artículo 641 no impide el recurso 
de casación contra las sentencias que no 
contengan condenaciones, sino contra las 
que conteniendo condenaciones no ex- 
cedan al monto de veinte salarios míni- 
mos, pues la ausencia de condenaciones 
no implica la modalidad del asunto co- 
nocido, ya que puede ser como conse- 
cuencia del rechazo de una demanda o 
de un recurso de apelación, o a la natu- 
raleza incidental de una sentencia que 
decide un medio de inadmisión, una ex- 
cepción o cualquier otro incidente. (Sent. 
15 abril 1998, No.20, B.J.1049, p.316; 
Sent. 15 julio 1998, No.59, B.J.1052, 
p.752-753). 


OTROS CASOS DE ADMISIBILIDAD 


34.- Es admisible el recurso de casación 
interpuesto aunque no se haya notifica- 
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do la sentencia impugnada al recurrido, 
depositada en la Secretaría de la Supre- 
ma Corte de Justicia. (Sent. 11 julio 1979, 
B.J.824, p.1270). 


35.- La duplicidad de nombres de los re- 
currentes no hace inadmisible el recurso 
de casación, ni les irroga perjuicios que 
pudiesen lésionar su derecho de defensa. 
(Sent. 9 febrero 1972, B.J.735, p.346). 


36.- El recurso interpuesto por una em- 
presa con el nombre con el que fue con- 
denada, es admisible. (Sent. 9 febrero 
1972, B.J.735, p.346). 


37.- El memorial y la sentencia impugna- 
da son documentos indispensables para 
la admisión del recurso. (Sent. 11 marzo 
1968, B.J.688, p.611). 


PLAZOS EN CASACIÓN 


38.- Para que el plazo comience a correr 
es necesario que la sentencia haya sido 
regularmente notificada. (Sent. 2 abril 
1982, B.J.857, p.409). El plazo para re- 
currir no queda suspendido por el solo 
hecho de que se encuentre comprendido 
o se venza dentro del período de las va- 
caciones judiciales. (Cas. 8 junio 1979, 
B.J.823, p.1001). 


39.- Las vacaciones ¡judiciales no suspen- 
den el plazo para recurrir en casación. 
(Sent. 8 junio 1979, B.J.823, p.997). 


40.- La notificación de una sentencia pura 
y simple o no certificada por el Secreta- 
rio de la Suprema Corte de Justicia, no 
hace correr el plazo para el recurso de 
oposición contra una sentencia en defec- 
to pronunciada por la Corte de Casa- 
ción. (Sent. 3 octubre 1973, B.J.755, 
p.3037). 


41.- La Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación no autoriza a que se le conceda al 
intimante un plazo suplementario para 
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producir un memorial ampliativo cuando 
el abogado ha dejado transcurrir los pla- 
zos legales para hacer el escrito de répli- 
ca o el memorial ampliativo a que tiene 


derecho. (B.J.517, p.1533). 


42.- Nada se opone a que una parte in- 
teresada interponga recursos antes de 
haber recibido notificación del fallo con- 
tra el cual recurre, ni obliga a la parte 
recurrente a notificar dicho fallo a la otra 
parte antes de interponer el recurso. 
(Sent. marzo 1966, B.J.664, p.533). 


43.- No es obligación del recurrente no- 
tificar la sentencia recurrida para que sea 
admisible el recurso de casación. (Sent. 3 
abril 1963, B.J.633, p.341). 


OTRAS DECISIONES 


44.- Es erróneo sostener que el Art.641 
del Código de Trabajo es inconstitucio- 
nal porque ningún artículo ni postulado 
de la Constitución prohibe que el legisla- 
dor dicte leyes adjetivas que establezcan 
que una sentencia o decisión cualquiera, 
no sea susceptible de determinado recur- 
so o de ningún recurso; las demandas 
que culminan en sentencias que impon- 
gan condenaciones que no excedan a 20 
salarios mínimos en la materia de que se 
trata, están sometidas a reglas de proce- 
dimiento que deben cumplirse previamen- 
te por las partes en conflicto, las que le 
dan oportunidad de hacer valer todos sus 
derechos y ejercer en la instancia sus 
medios de defensa. (Sent. 15 julio 1998, 
No.46, B.J.1052, p.673). 


45.- El ordinal 10. del artículo 71 de la 
Constitución no prohibe, en modo algu- 
no, que el legislador dicte leyes adjetivas 
que establezcan que una sentencia o de- 
cisión cualquiera, no sea susceptible de 
determinado recurso o de ningún recur- 
so. (Casación, 26 de noviembre 1997, 
B.J.1044, p.303-308). 


46.- Se puede recurrir en casación con- 
tra una sentencia contradictoria que no 
haya sido notificada. Ninguna disposi- 
ción legal se opone a ello. (Sent. 21 
marzo 1975, B.J.772, p.560; Sent. 28 
junio 1978, B.J.811, p.1277). 


47.- El recurso de casación no puede 
ser interpuesto contra la misma senten- 
cia que ha sido previamente impugna- 
da en revisión civil por falta de comu- 
nicación al ministerio público, sino 
después de haberse decidido, por sen- 
tencia irrevocable, este último recurso; 
mediante el ejercicio de esta vía extraor- 
dinaria el fallo puede ser retractado y 
subsanadas, en lo rescisorio, las viola- 
ciones de la Ley que puedan afectarlo. 
(Sent. 12 noviembre 1952, B.J.508, 
p.2070). 


DERECHO DE DEFENSA 


48.- Las demandas que culminan en sen- 
tencias que impongan condenaciones que 
no excedan a 20 salarios mínimos, en la 
materia de que se trata, están sometidas 
a reglas de procedimiento que deben 
cumplirse previamente por las partes en 
conflictos, las que les dan oportunidad 
de hacer valer todos sus derechos y ejer- 
cer en la instancia sus medios de 
defensa.(Sent. 1 abril 1998, No.9, 
B.J.1049, p.244). 


HUELGA 


49.- Al disponer el legislador que las sen- 
tencias que se dicten en materia relativas 
a la calificación de huelga, no estarán 
sujetas a ningún recurso, ha suprimido el 
recurso de casación en dicha materia, por 
lo cual es necesario admitir que lo ha 
suprimido también en relación con los in- 
cidentes que se presentan respecto de los 
mismos casos (Sent. 11 noviembre 1966, 
B.1672, p.2197)]. 
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INTERÉS 


50.- Es inadmisible por falta de interés el 
recurso de casación que se interpone con- 
tra una sentencia que ha acogido lo soli- 
citado por el recurrente. (Sent. del 11 de 
marzo de 1959, B.J.584, p.503). 


PLAzoS 


51.- Cuando entre la fecha de la notifi- 
cación de la sentencia impugnada y la 
de la interposición del recurso de casa- 
ción transcurre más de un mes, que es el 
plazo fijado por el artículo 641 del Códi- 
go de Trabajo para interponer un recur- 
so de casación, el mismo debe ser decla- 
rado inadmisible. (Sent. 10 febrero 1999, 
No.31, B.J.1059, p.557). 


52.- Habiendo sido los trabajadores (re- 
currentes) quienes notificaron la senten- 
cia impugnada, el plazo para ejercer el 
recurso de casación comenzó a correr en 
contra de la empresa (recurrida) y no con- 
tra ellos, en vista que nadie se excluya 
con su propia notificación; para que el 
plazo se iniciara en contra de los traba- 
jadores es necesario que la recurrida le 
hubiera notificado la sentencia impug- 
nada, por lo que al no haber constancia 
en el expediente de que esa notificación 
se hubiere realizado, ni haber alegado 
la recurrida que lo hizo, el recurso de 
casación fue interpuesto cuando todavía 
no se había vencido el plazo para la in- 
terposición del mismo, por no haberse 
iniciado. (Sent. 28 octubre 1998, No.59, 
B.J,1055, p.750). 


53.- Cuando la sentencia es dictada en 
presencia de las partes, el plazo para la 
interposición del correspondiente recur- 
so comienza a contar desde el mismo día 
de la fecha de la sentencia. (Sent. 9 sep- 
tiembre 1998, No.41, B.J.1054, p.570). 


54.- El plazo para recurrir en casación es 
susceptible de aumento en razón de la 
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distancia. (Sent. 28 febrero 1951, B.J.487, 
p.199-205). 


55.- Este plazo es franco. Si fuere festivo 
el último día del plazo, éste será prorro- 
gado hasta el siguiente. (Sent.30 mayo 
1952, B.J.502, p.980). 


PODER SOBERANO 


56.- Al declarar el tribunal a-quo “inne- 
cesaria la celebración del informativo” 
sobre el fundamento de que se encontra- 
ba “suficientemente edificado respecto a 
la cuestión relativa de si el despido fue 
justificado o no”, no ha podido incurrir 
en la violación del artículo 6 de la Cons- 
titución, ni ha atentado tampoco contra 
el derecho de defensa de la recurrente, 
sino que ha hecho uso de una facultad 
soberana que corresponde a los jueces 
del fondo, de ponderar libremente la uti- 
lidad y pertinencia de la prueba que le es 
ofrecida. (Sent. 11 febrero 1953, B.J.511, 
p.125). 


SENTENCIA 


57.- La sentencia que deniega un infor- 
mativo tiene carácter definitivo sobre un 
incidente. La casación es admisible. (Sent. 
29 noviembre 1968, B.J.696, p.2622). 


SENTENCIA PREPARATORIA 


58.- No se puede interponer el recurso 
de casación contra la sentencia prepara- 
toria, sino después de la sentencia defi- 
nitiva. (Sent. 2 mayo 1973, B.J.750, 
p.1093; Sent. 1 junio 1973, B.J.751, 
p.1441). 


Art.642.- “El escrito enunciará: 


1) Los nombres, profesión y domicilio 
real de la parte recurrente; las men- 
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ciones relativas a su cédula personal 
de identidad; la designación del abo- 
gado que lo representará, y la indica- 
ción del domicilio del mismo, que de- 
berá estar situado permanentemente 
o de modo accidental y para los efec- 
tos del caso, en la capital de la Repú- 
blica, y en la cual se reputará de ple- 
no derecho que el intimante hace 
elección de domicilio, a menos que en 
el mismo escrito se hiciere constar otra 


elección, que no podrá ser fuera de 
dicha ciudad; 


2) La designación del tribunal que haya 
pronunciado la sentencia contra la cual 
se recurre y la fecha de ésta; 


3) Los nombres y domicilios reales de 
las personas que hayan figurado como 
partes en la sentencia impugnada; 


4) Los medios en los cuales se funde el 
recurso, y las conclusiones; 


5) La fecha del escrito y la firma del abo- 
gado del recurrente”. 


INDICE 


- Inadmisibilidad, 87-91 
- Obligación de desarrollar 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2 


Doctrina, 3-4 los medios, 92-96 
Jurisprudencia -Otras decisiones, 97-106 
- Abogado, 5 - Competencia, 107 

- Casación, 6-15 - Derecho de Defensa, 108 


- Medios de Casación, 16-17 
- Violación a la ley, 18-19 

- Vicios, 20 

- falta de motivos, 21-41 

- falta de base legal, 42-69 

- desnaturalización de los 
hechos, 70-71 

- contradicción entre los 
motivos y el dispositivo, 72-74 
- Medios nuevos, 75-86 


- Desnaturalización de los 
hechos, 109-110 

-Exceso de poder, 111 

- Hechos, 112-115 

- Nulidad, 116 

- Poder Soberano, 117-122 
- Prueba, 123-125 

- Sentencia, 126-127 

- Testimonio, 128-132 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.609 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra las mencio- 
nes que debe incluir el escrito contentivo 
del recurso de casación. El texto señala: 
a) los nombres y generales de la parte 
recurrente; b) la designación de aboga- 
do que la representa en casación; c) elec- 
ción de domicilio en la capital de la Re- 
pública, para los efectos del caso; d) 
designación del tribunal que ha pronun- 
ciado la sentencia impugnada y la fecha 
de ésta; e) nombre, generales y domicilio 
real de la parte contraria o recurrida; f) 
la fecha del recurso, incluyendo la firma 
del abogado del recurrente. Las mencio- 
nes indicadas en las letras a), b), c), e) y 
f) son susceptibles de provocar la 
inadmisibilidad del recurso. Es obligación 
del recurrente desarrollar en su recurso, 
aunque sucintamente, los medios de ca- 
sación invocados, es decir los vicios o vio- 
lación a la ley que atribuye a la senten- 
cia impugnada. 


DOCTRINA 


3.- Froilán Tavares, hijo (Elementos de De- 
recho Civil Dominicano, Vol.lll- IV, p. 93) 
es de opinión que no obstante que la vio- 
lación de la ley es, en realidad, el único 
motivo de apertura del recurso de caso- 
ción, que tiene por consiguiente un al- 
cance general, resulta de algunos textos 
y de la jurisprudencia que ese motivo úni- 
co puede revestir diversas modalidades, 
que son: 1) La violación de la ley propia: 
mente hablando; 2) la violación de las 
formas sustanciales o prescritas a peno 
de nulidad; 3) el exceso de poder; 4) lo 
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incompetencia; 5) la contrariedad de sen- 
tencias; 6) la violación del derecho de la 
defensa; 7) la desnaturalización de los 
hechos de la causa; 8) la falta de base 
legal. 


4.- Véase comentarios Arts.639 al 641 
GT. 


JURISPRUDENCIA 
ABOGADO 


5.- El memorial de casación, acto inicial 
del recurso, que fija el sentido y la exten- 
sión de éste, ha de estar suscrito por un 
abogado, de igual modo que ha de con- 
tener constitución de abogado el empla- 
zamiento notificado a la parte intimada; 
pues, de lo contrario, dichos actos, me- 
morial y emplazamiento, carecen de una 
formalidad sustancial, y en consecuen- 
cia, no pueden tener ninguna eficacia 
jurídica. (Sent. 21 noviembre 1949, 
B.J.436, p.824). 


CASACIÓN 


6.- La forma como se ha presentado el 
memorial de casación no cumple con las 
exigencias de la ley, al no desarrollarse, 
aunque fuere de manera sucinta, ningún 
medio de casación, razón por la cual el 
recurso debe declararse inadmisible, por 
violación al artículo 642 del Código de 
Trabajo. (Sent. No. 16 del 15 de diciem- 
bre de 1999, B. J. 1069 p.628). 


7.- Cuando el recurrente se limita a enun- 
clar un medio de casación sin desarro- 
llarlo y sin precisar en qué consistieron 
las violaciones atribuidas a la sentencia 
impugnada y la forma como se cometie- 
ron, no cumpliendo con la exigencia de 
la ley, el recurso debe ser declarado in- 
admisible. (Sentencia del 19 de enero del 
2000, B. J. 1070 p. 412); (Sentencia No.8 
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del 19 de enero del 2000, B. J. 1070 
p.430). 


8.- Para dar cumplimiento a la disposi- 
ciones del ordinal 4to del Art.642 no basta 
que se enuncien las violaciones que se 
atribuyen a la sentencia impugnada, sino 
que es necesario además, que se desa- 
rrollen los medios en que se funda el re- 
curso y de qué manera se cometieron las 
violaciones que dió (sic) lugar a éste, aun- 
que fuere de manera sucinta; (Sent. de 6 
de octubre de 1999. B. J. 1067. Vol Il p. 
563). 


9.- Para el cumplimiento de las disposi- 
ciones legales del Art.642 del CT es me- 
nester que los medios que integren el 
memorial de casación estén dirigidos 
contra la sentencia dictada en última 
instancia, que son las susceptibles de 
ser recurridas en casación, al tenor de 
lo dispuesto por el artículo 482 del CT. 
(Sent. No. 26 del 20 de octubre de 
1999. B. J. 1067 p.691). 


10.- Para dar cumplimiento a la ley es 
necesario que los escritos contentivos de 
memoriales de casación, contengan una 
relación de los medios en que se funda- 
menta el recurso, debiendo indicarse cuá- 
les son las violaciones que se atribuyen a 
la sentencia impugnada y la forma en 
que los jueces las cometieron. (Sent. No. 
20 del 17 de noviembre de 1999. B. J. 
1068 p. 638). (Sent. No. 23 del 24 de 
noviembre de 1999, B.J. 1068 p.656). 


11.- El recurso de casación que no cum- 
ple con las disposiciones legales que exi- 
gen el desarrollo de los medios en que se 
funda dicho recurso es inadmisible por 
falta de desarrollo de los medios. (Sen- 
tencia No. 4 del lero de septiembre de 
1999, B. J. 1066p.610). 


12.- En el recurso de casación no basta 
hacer mención de textos y principios le- 
gales, sino que es necesario, además pre- 
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cisar los medios en que se funda el re- 
curso y desarrollarlos, para que la Cor- 
te de Casación pueda verificar si la sen- 
tencia recurrida cumplió o no con las 
normas de derecho. (Sentencia No. 36 
del 29 de septiembre de 1999, B. J. No. 
1066, p 847). 


13.- Para cumplir con el voto de la ley no 
basta con criticar el fallo impugnado, sino 
que es indispensable señalar los textos le- 
gales cuya violación se invoca y desarro- 
llar los mismos, aunque sea de manera 
sucinta explicando en qué consisten los vi- 
cios y las violaciones denunciadas por el 
recurrente. (Sentencia No. 20 del 15 de 
septiembre de 1999, B. J. 1066 p. 717). 


14.- No cumple con las exigencias de la 
Ley y por tanto el recurso debe ser de- 
clarado inadmisible cuando el recurren- 
te se limita a enunciar un medio de ca- 
sación, sin desarrollarlo y sin precisar 
en qué consistieron las violaciones atri- 
buidas a la sentencia impugnada. (Sen- 
tencia No. del de septiembre de 1999, 
B. J. 1070, P430). 


15.- Para determinar la admisibilidad 
del recurso de casación, no se toma en 
cuenta el salario que devenga el traba- 
jador, sino el establecido por el Comité 
Nacional de Salarios, o por el Congre- 
so Nacional, como mínimo nacional o 
del área de producción correspondien- 
te, según el caso. (Sentencia No.33 del 
29 de septiembre 1999, B.J. 1066 
p.822). 


MeEpios DE CASACIÓN 


16.- Los únicos medios de casación que 
la Suprema Corte de Justicia está en el 
deber de examinar -salvo los que intere- 
sen al orden público- son aquellos que se 
han invocado en el memorial de casa- 
ción. (Sent. 24 agosto 1960, B.J.601, 
p.1666-1667). 


17.- La casación de una sentencia está 
limitada al medio que le sirve de base, 
subsistiendo con autoridad de cosa juzga- 
da todas las partes de la decisión que no 
hayan sido recurridas. (Sent. 30 septiem- 
bre 1959, B.J.590, p.1944; Sent. 28 mayo 
1969, B.J.702, p.1150). 


VIOLACIÓN A LA LEY 


18.- En materia laboral, no ha lugar a 
examinar la alegada violación del artícu- 
lo 27 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, ya que los requisitos y formali- 
dades mandados a observar por este tex- 
to, a pena de nulidad, son relativos úni- 
camente al procedimiento que debe 
seguirse y a la sentencia dictada en mate- 
ria penal (Sent. 16 de marzo 1951; B.J.488, 
p.331). 


19.- El medio de casación es accesorio 
cuando las violaciones de los textos lega- 
les que denuncia están subordinados a 
que se reconozca el fundamento de otro 
medio. (Sent. 28 febrero 1951, B.J.487, 
p.212). 


Vicios 


20.- El decir que un tribunal aprecia “par- 
cialmente” una declaración no es más que 
una crítica al criterio del juez, pero no 
configura vicio alguno. (Sent. abril 1971, 
B.J.725, p.1086). 


FALTA DE MOTIVOS 


21.- El artículo 642 del Código de Trabo- 
jo dispone que el recurso de casación se 
interpondrá mediante un escrito que con- 
tendrá los medios en los cuales se funde; 
cuando la recurrente no ha motivado su 
recurso ni ha explicado en el memorial 
introductivo en qué consisten las viola- 
ciones de la ley, limitándose a hacer una 
relación de los hechos y a mencionar el 
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VIII Principio Fundamental del Código de 
Trabajo, sin siquiera indicar que la sen- 
tencia impugnada lo violó; esto no cons- 
tituye una motivación suficiente que sa- 
tisfaga la exigencias de la ley. (Sent. 24 
febrero 1999, No.67, B.J.1059, p.789). 


22.- El hecho de limitarse a copiar varios 
artículos del Código de Trabajo y de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación y a invo- 
car una mala aplicación de la ley y de la 
interpretación del derecho, no constituye 
ninguna motivación del recurso. (Sent. 14 
octubre 1998, No.23, B.J.1055, p.524). 


23.- El hecho de que a la recurrente le 
fuere notificado tan solo el dispositivo de 
la sentencia impugnada, podría tener re- 
percusión en cuanto a los efectos de la 
notificación a los fines de poner a correr 
el plazo para elevar el recurso de casa- 
ción, pero en modo alguno puede hacer 
considerar que dicha sentencia estaba ca- 
rente de motivos y de la relación de los 
hechos que exige la ley. (Sent. 6 enero 
1999, No.39, B.J.1058, p.461). 


24.- Debe revocarse la sentencia que no 
motiva su inadmisión de un recurso tar- 
dio. (Cas. 18 mayo 1983, B.J.870, 
p.1340). 


25.- Las condenaciones por pago de ho- 
ras extras deben motivarse independien- 
temente de otros reclamos conexos. 
(Cas.24 marzo 1982, B.J.856, p.321). 


26.- Faltan motivos a la sentencia que 
rechaza las conclusiones de una de las 
partes sin responder a sus formales pedi- 
mentos. (Cas.27 agosto 1980, B.J.837, 
p.1806). 


27.- Incurre en falta de motivos la sen- 
tencia que no aporta razones para justi- 
ficar la inaplicación de los artículos 1315 
del Código Civil y 30 del Código de Co- 
mercio en el jucio en que se invocan di- 
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chos textos legales. (Cas.18 julio 1980, 
B.J.836, p.1507). 


28.- La sentencia es suficientemente mo- 
tivada si se basa en medidas de instruc- 
ción, informativos y contrainformativos 
que constan, y en completa exposición 
de hechos. (Cas. 13 octubre 1978, 
B.J1.815, p.1935). 


29.- Carece de suficientes motivos la sen- 
tencia de despido a un trabajador en es- 
tado de suspensión, que no demuestra 
que el mismo fue transferido a otras la- 
bores. (Cas.ó6 febrero 1978, B.J.807, 
p.208). 


30.- Carece de motivos la sentencia que 
rechaza las conclusiones incidentales del 
recurrente sin motivar esta decisión. (Sent. 
4 febrero 1976, B.J.783, p.191). 


31.- Faltan motivos a la sentencia que 
no establece la verdadera dependencia 
de un empleado cuyas actividades se re- 
parten entre varias empresas. (Sent. 8 
mayo 1972, B.J.738, p.1100). 


32.- Carece de motivos la sentencia en 
que los jueces no motivan adecuada- 
mente el pedimento sobre calidad que 
condiciona la prescripción. (Sent. 8 ju- 
nio 1970, B.J.715, p.1055). 


33.- Debe ser casada por falta de mo- 
tivos la sentencia que rechaza una co- 
municación de documentos sin moti- 
var esa decisión. (Sent. 24 enero 1969, 
B.J.698, p.122-123). 


34.- Carece de motivos y debe casarse 
una sentencia sobre duración de contra- 
to de trabajo que no establece los me- 
dios usados para determinar dicho tiem- 
po. (Sent. 10 febrero 1969, B.J.699, 
p.274-275). 


35.- Cuando el juez no explica el funda- 
mento de su decisión, la sentencia carece 
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de motivos. (Sent. 10 febrero 1969, 
B.J.699, p.274-275). 


36.- Carece de motivos la sentencia cuya 
motivación es vaga sobre el asunto bási- 
co del litigio. (Sent. 10 febrero 1969, 
B.J.699, p.274-275). 


37.- Una sentencia cuyo dispositivo no 
manifieste nada sobre el fondo y/o moti- 
vos de la litis, debe ser casada al tenor 
del Art.141 del Código de Procedimiento 
Civil. (Cas.2 octubre 1968, B.J.695, 
p.2185-2186). 


38.- La sentencia carece de motivos cuan- 
do éstos no han sido aportados sobre el 
fondo del asunto. (Sent. 2 octubre 1968, 
B.J.695, p.2181). 


39.- No incurre en desnaturalización la 
sentencia que al analizar documentos no 
altera el sentido y alcance de los mismos. 
(Sent. 24 abril 1968, B.J.689, p.851-852). 


40.- Se asemeja a la falta de motivos, el 
motivo erróneo invocado por el tribunal. 
(Sent. 26 febrero 1968, B.J.687, p.442- 
443). 


41.- Debe ser casada por falta de moti- 
vos la sentencia cuyos motivos se contra- 
dicen. (Sent. 10 enero 1968, B.J.686, 
p.19-20). 


FALTA DE BASE LEGAL 


42.- Cuando la sentencia no contiene una 
relación completa de los hechos de la 
causa y motivos suficientes y pertinentes 
que permitan a esta Corte verificar la 
correcta aplicación de la ley, debe ser 
casada. (Sent.6 enero 1999, No.8, 
B.J.1058, p.277). 


43.- Es de derecho que el vicio de falta 
de base legal en cuanto a cualquier pun- 
to de las sentencias impugnadas en ca- 
sación, puede ser suscitada de oficio por 
la Suprema Corte de Justicia, cuando ello 


sea necesario para asegurar una recta 
aplicación de la ley y la protección de 
todos los intereses. (Sent. junio 1970, 
B.J.715, p.1105). 


44.- Se incurre en el vicio de falta de 
base legal cuando se dejan de ponde- 
rar documentos de la causa que even- 
tualmente hubieran podido conducir a 
una solución distinta del litigio (Sent. 
12 de septiembre 1966, B.J.670, 
p.1691). 


45.- Hay falta de base legal cuando las 
declaraciones de testigos no son ponde- 
radas (Sent. del 8 de marzo de 1961, 
B.J.608, p.485). 


46.- Hay falta de base legal cuando se 
dicta sentencia sin ponderar, como era 
su deber, las declaraciones de las partes 
en la comparecencia personal, declara- 
ciones que de haber sido ponderadas por 
la Cámara a-qua podían conducir even- 
tualmente a una diferente solución del 
asunto. (Sent. 25 enero 1965, B.J.656, 
p.29). 


47.- Hay falta de motivos y de base le- 
gal, cuando la sentencia no contiene la 
exposición de los hechos necesarios para 
permitir a la Suprema Corte de Justicia 
ejercer su derecho de control sobre la 
calificación de la falta. (Sent. 27 de octu- 
bre 1965, B.J.659, p.687). 


48.- Hay falta de base legal cuando los 
motivos dados por los jueces no permi- 
tan reconocer si los elementos de hecho, 
necesarios para justificar la aplicación de 
la Ley, se hallan presentes en la senten- 
cia, ya que este vicio no puede provenir 
sino de una exposición incompleta de un 
hecho decisivo. (Sent. 23 de marzo 1954, 
B.J.524, p.550). 


49.- La falta de base legal existe cuando 
la motivación en hecho de una sentencio 
no permite a la Suprema Corte de Justi- 
cia ejercer su facultad de control y verifi- 
car que la sentencia impugnada está le- 
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galmente justificada. (Sent. 12 de marzo 
de 1948). 


50.- Una sentencia carece de base legal 
cuando a la Suprema Corte de Justicia 
no le es posible verificar, confrontando 
los textos legales aplicados con los he- 
chos que la sentencia da por comproba- 
dos, si en ella se ha hecho o no una co- 
rrecta aplicación de la Ley. (Sent. 30 de 
mayo 1950, B.J.478, p.482). 


51.- La falta de base legal es un vicio 
que proviene de la exposición incomple- 
ta de un hecho decisivo que no permite 
reconocer si la Ley ha sido bien o mal 
aplicada (Sent. 28 agosto 1957, B.J.565, 
p.740). 


52.- Debe ser acogido el medio de ca- 
sación fundado en la falta de base le- 
gal si la sentencia impugnada no con- 
tiene una exposición exacta y completa 
de los hechos de la causa, o si los moti- 
vos de hecho en que se funda son ma- 
nifiestamente vagos e insuficientes, o si 
entre los hechos admitidos por el Juez 
como determinantes de su decisión y 
las disposiciones legales aplicadas no 
existe lazo ¡jurídico alguno. (Sent. 30 
de mayo 1950, B.J.478, p.482). 


53.- Para que una sentencia adolezca del 
vicio de la falta de base legal, es necesa- 
rio que su motivación en cuanto a los 
hechos de la causa no permita al Tribu- 
nal de Casación ejercer el poder de veri- 
ficación que tiene para reconocer si, en 
el dispositivo del fallo impugnado, la ley 
ha sido observada, o por el contrario vio- 
lada. (Sent. 22 de diciembre 1954, 
B.J.533, p.2772). 


54.- No puede constituir una ausencia 
de base legal la serie de presunciones que, 
en virtud de su facultad soberana, forma 
el Juez sobre la base de los hechos por él 
comprobados merced a pruebas vertidas 
al proceso, y que lo determinan a recha- 
zar el informativo. (Sent. 23 noviembre 
1950, B.J. 484, p.1137). 
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55.- La cita de los acápites de los artícu- 
los de las leyes en los encabezamientos y 
motivaciones de las sentencias, si bien 
contribuye a su mayor precisión, no cons- 
tituye, en caso de no hacerse, el vicio de 
falta de base legal, puesto que la falta 
de base legal consiste en omitir la expo- 
sición de los hechos y circunstancias de 
una causa. (Sent. 13 de febrero 1956, 
B.J.547, p.276). 


56.- Carece de base legal la sentencia 
que no ha precisado la fecha en que ocu- 
rrieron los hechos. (Sent. 23 de marzo de 
1954, B.J.524, p.558). 


57.- Carece de base legal la sentencia 
que no contiene una descripción de las 
circunstancias de la causa lo suficiente- 
mente precisa que le permitan a esta ju- 
risdicción verificar si la ley ha sido co- 
rrectamente aplicada. (Sent. 23 de marzo 
de 1954, B.J.524, p.558). 


58.- Carece de base legal la sentencia 
que no expone ninguno de los hechos 
del informativo y contrainformativo cuya 
existencia formaron la convicción del Juez. 
(Sent. 10 de febrero 1956, B.J.547, 
p.263). 


59.- Carece de base legal la sentencia 
donde no se revelan los elementos de 
hecho indispensables para que la Su- 
prema Corte pueda decidir si la Ley ha 
sido bien o mal aplicada. (Sent. 21 no- 
viembre 1951, B.J.496, p.1532-1533). 


60.- Cuando una sentencia no consigna 
las circunstancias de hecho que le han 
permitido eliminar como elemento de 
prueba una confesión, carece de base le- 
gal. (Sent. 31 de octubre de 1951, 
B.J.495, p.1388). 


61.- Carece de base legal la sentencia que 
da por establecido que los litigantes no 
estaban ligados por un contrato de tra- 
bajo por tiempo indefinido, en razón de 
que la demanda solo fabricaba mosaicos 
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cuando recibía pedidos de sus clientes, y 
que los litigantes no rendían labor diaria 
o ininterrumpida, sin comprobar, como 
era su deber, si la interrupción de la labor 
material de los trabajadores originada por 
la falta de pedidos u otras causas, impli- 
caba necesariamente la interrupción de 
la dependencia o subordinación a que es- 
taban sometidos los obreros. (Sent. 24 de 
abril 1964, B.J.645, p.675-681). 


62.- Adolece del vicio de falta de base 
legal, la sentencia que no ofrece datos 
para determinar tiempo de duración del 
contrato ni monto del salario devengado 
por el obrero. (Sent. 27 de junio 1962, 
B.J.623, p.979). 


63.- Carece de base legal la sentencia 
que establece el sistema de destajo como 
forma de pago del salario sobre la base 
de que no fue objeto de contestación en- 
tre las partes. (Sent. 4 de julio 1962, 
B.J.624, p.1019). 


64.- Carece de base legal la sentencia 
que no expresa de qué modo operó el 
tribunal para establecer el promedio del 
salario diario del trabajador. (Sent. 19 
agosto 1960, B.J.601, p.1649). 


65.- Carece de base legal la sentencia 
que acoge demanda y determina existen- 
cia de contrato por tiempo indefinido sin 
examinar documentos depositados por el 
patrono en que consta que el contrato 
entre las partes era para obra determi- 
nada (Sent. 8 de junio 1964, B.J.647, 
p.906). 


66.- Carece de base legal la sentencia 
que no establece los hechos y circunstan- 
cias de la causa que permitieron al tribu- 
nal calificar la naturaleza del contrato 
(Sent. 16 de marzo 1960, B.J.596, p.531- 
532). 


67.- Carece de base legal la sentencia 
que no da motivos suficientes que permi- 
tan a la Corte de Casación verificar la 


naturaleza indefinida del contrato, en el 
sentido de los artículos 7, 8 y 9 del Códi- 
go de Trabajo. (Sent. 23 de diciembre 
1959, B.J.593, p.2576-2581). 


68.- Carece de base legal la sentencia 
que no establece en forma alguna, ni 
número de semanas en que el obrero tra- 
bajó horas extras en jornada de trece 
horas diarias, ni el número de días labo- 
rables de que contaba cada semana tra- 
bajada. (Sent. 21 de agosto 1959, 
B.J.589, p. 1643-1644). 


69.- Adolece del vicio de falta de base 
legal, la sentencia que no dice nada so- 
bre el acta de no acuerdo, cuyo examen 
era esencial para decidir si se había he- 
cho una correcta aplicación de la ley. 
(Sent.26 mayo 1959, B.J.586, p.1094). 


DeEsNATURALIZACIÓN DE LOS HECHOS 


70.- Se produce una desnaturalización 
de testimonios cuando el juez dicta su 
fallo dándole un alcance distinto al que 
tiene la declaración. (Sent. 19 noviembre 
1997, No.20, B.J.1044, p.278). 


71.- Se incurre en desnaturalización en- 
tre otras cosas, cuando se atribuye a los 
cláusulas de un contrato un alcance me- 
nor o distinto del que realmente tienen, 
(Sent. 7 agosto 1963, B.J.637, p.841). 


CONTRADICCIÓN ENTRE LOS MOTIVOS 
Y EL DISPOSITIVO 


72.- Las contradicciones que pueden dar 
lugar a casación son aquellas que exis- 
ten en los propios motivos de una sen- 
tencia, pero no las que resulten entre los 
motivos o las disposiciones de distintas 
sentencias dictadas en relación con dife- 
rentes causas. (Sent. 14 agosto 1968, 
B.J.693, p.1815). 


73.- Cuando un fallo en sus motivos pro- 
clama su incompetencia (del tribunal) y 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 642 499 


en el dispositivo juzga el fondo de la de- 
manda, es obvio que hay una evidente 
contradicción entre los motivos y el dis- 
positivo, que da lugar a casación aun 
cuando este medio haya sido propuesto. 
Este medio puede suscitarse de oficio por- 
que es de orden público ya que envuelve 
una cuestión de competencia. (Sent. del 
9 de noviembre de 1959, B.J.592, 
p.2266). 


74.- Cuando hay contradicción entre dis- 
posiciones contenidas en el mismo dispo- 
sitivo, determina que se destruyan recí- 
procamente, es necesario admitir que el 
fallo de que se trata carece de motivos. 
(Sent. 23 agosto 1963, B. J.637, p.893). 


MeEpios NUEVOS 


75.- No se puede hacer valer ante la Su- 
prema Corte de Justicia, como Corte de 
Casación, ningún medio que no haya sido 
expresa o implícitamente sometido por la 
parte que lo invoca al Tribunal del cual 
proviene la sentencia impugnada, a me- 
nos que la ley le haya impuesto su exa- 
men de oficio en un interés de orden pú- 
blico. (Sent. 20 julio 1998, No.104, 
B.,.1052, p.1020; Sent. 11 diciembre 
1992, No.12, B.J.985, p.1442; Sent. 29 
octubre 1980, B.J.839, p.2310; Sent.6 
mayo 1981, B.J.846, p.831). 


76.- Los únicos medios de casación que 
la Suprema Corte de Justicia debe exa- 
minar, son los expuestos en el memorial 
de casación. (Sent. 19 noviembre 1982, 
B.J.864, p.2239). 


17.- La enfermedad del trabajador no 
puede ser planteada por primera vez en 
casación (Sent. 13 mayo 1977, B.J.798, 
p.879). 


78.- Constituye un medio nuevo en casa- 
ción, el alegato no planteado ante los 
jueces de los hechos, de que se pagaba 
un salario inferior al mínimo. (Sent. 6 
mayo 1981, B.J.846, p.831). 


79.- Cuando el recurrente se limita úni- 

camente por ante los jueces del fondo a 
discutir la cuestión del despido sin hacer 
ninguna objeción acerca de los demás 
puntos de la demanda, no puede pre- 
sentar dichos puntos por primera vez en 
casación. (Sent. 12 septiembre 1973, 
B.J.754, p.2722). 


80.- Los alegatos relativos a la audición 
de testigos no presentados ante los jue- 
ces del fondo, no puede plantearse por 
primera vez en casación. (Sent. 22 mayo 
1972, B.J.738, p.1252). 


81.- La ley no permite invocar en el me- 
morial de ampliación un nuevo medio de 
casación. (Sent. 21 febrero 1969, B.J.699, 
p.409). 


82.- Los medios de casación no propues- 
tos en el memorial introductivo no pue- 
den serlo en el ampliativo, salvo que se 
trate de medios fundados exclusivamente 
en la violación de un texto constitucio- 
nal. (Sent. 12 septiembre 1969, B.J.706, 
p.3055-3057). 


83.- La previsión legal de que el recurso 
contendrá todos los medios en que se fun- 
da y consecuentemente, que los medios 
no propuestos en el memorial mismo no 
pueden serlo en el ampliativo, no puede 
ser extensiva a los medios fundados ex- 
clusivamente en un desconocimiento o 
violación de la Constitución de la Repú- 
blica, en razón del supremo interés pú- 
blico envuelto en la Constitución del Es- 
tado, cuya intangibilidad está por encima 
de cualquier otra norma de menor jerar- 
quía. (Sent. 12 febrero 1969, B.J.706, 
p.3012). 


84.- La regla que impide presentar me- 
dios nuevos no impera ante las jurisdic- 
ciones anteriores a la casación. (Sent. 5 
mayo 1969, B.J.702, p.980). 


85.- No pueden hacerse valer ante la Su- 
prema Corte de Justicia medios nuevos, 
es decir, que no hayan sido sometidos 
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expresa o implícitamente por la parte que 
los invoca al tribunal cuya decisión es 
impugnada, o que no hayan sido apre- 
ciados por dicho tribunal cuya decisión 
es impugnada a menos que la ley no im- 
ponga su examen de oficio en un interés 
de orden público. (Sent. agosto 1964, 
B.J.649, p.1275). 


86.- El Art.15 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación permite a los abo- 
gados de las partes depositar escrito de 
ampliación a sus medios de defensa; pero 
no autoriza al recurrente a proponer 
medios nuevos distintos de los conteni- 
dos en su memorial de casación. (Sent. 
24 agosto 1960, B.J.601, p.1666-1667). 


INADMISIBILIDAD 


87.- El medio de casación relativo a la 
naturaleza del contrato de trabajo no 
propuesto ante los jueces del fondo, no 
puede ser admisible en casación. (Sent. 
30 enero 1980, B.J.830, p.152). 


88.- No son admisibles en casación los 
medios fundados en documentos o títu- 
los nuevos, aún cuando sean relativos a 
una cuestión de orden público, ya que es 
de principio que los ¡jueces de casación 
deben estatuir en las mismas condiciones 
en que los jueces del fondo han sido lla- 
mados a conocer del debate. (Sent. 22 
de mayo de 1957, B.J.562, p.1025). 


89.- Para que un medio de casación sea 
admisible, aunque sea de orden publico, 
es preciso que el juez del fondo haya sido 
puesto en condiciones de conocer el he- 
cho que sirve de base al agravio formu- 
lado por el recurrente. (Sent. 27 octubre 
1978, B.J815, p.2060; Sent. 30 octubre 
1961, B.J.615, p.2013-2014). 


90.- Si bien un medio eventualmente pue- 
de ser declarado inadmisible por haber 
sido sometido por primera vez en casa- 
ción, ello solo invalidaría ese medio pero 


no bastaría para declarar inadmisible el 
recurso de casación, si existen otros váli- 
dos para sostenerlo. (Sent. diciembre 


1966, B.J.673, p.2552). 


91.- El recurrente pretendió que la Su- 
prema Corte de Justicia supliera de ofi- 
cio las violaciones de la ley de que pu- 
diera adolecer el fallo impugnado no 
enunciadas en el memorial de casación; 
pero esa pretensión es inadmisible. 
(Sent. 29 de julio de 1959, B.J.588, 
p.1514). 


OBLIGACIÓN DE DESARROLLAR 
LOS MEDIOS 


92.- No basta que un recurrente alegue 
la violación de un texto legal, sino que 
debe indicar en qué consistió la violación 
y de qué manera se cometió esa viola- 
ción, al tenor del artículo 642, ordinal 
4to. del Código de Trabajo, que dispone 
que el memorial contendrá todos los me- 
dios en que se funda; que al no hacerlo 
así, el recurso se declara inadmisible por 
falta de desarrollo de los medios invoca- 
dos. (Sent.10 febrero 1999, No.33, 
B.J.1059, p.567; Sent.6 enero 1999, 
No.10, B.J.1058, p.288; Sent. 20 enero 
1999, No.42, B.J.1058, p.476; Sent. 30 
diciembre 1998, No.80, B.J.1057, p.747; 
Sent. 30 septiembre 1998, No.98, 
B.J.1054, p.918; Sent. 14 octubre 1998, 
No.24, B.J.1055, p.529; Sent. 30 septiem- 
bre 1998, No.106, B.J.1054, p.965). 


93.- No basta con la enunciación de vi- 
cios atribuidos a la sentencia impugna- 
da, sino que es necesario que se desarro- 
llen estos vicios, aún de manera sucinta, 
y se indique en qué consistieron las viola- 
ciones cometidas por la sentencia que se 
recurre y la forma en que esas violacio- 
nes se originaron. (Sent. 9 septiembre 
1998, No.33, B.J.1054, p.523; Sent. 2 
septiembre 1998, No.9, B.J.1054, p.373; 
Casación, 23 de diciembre de 1994. Sen- 
tencia +8). 
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94.- El hecho de que un recurrente no 
desarrolle un vicio especificado en un 
medio de casación no invalida el recurso 
de casación si el memorial contiene la 
enunciación y desarrollo de otros medios 
de casación. (Sent. 3 ¡unio 1998, B.J. 
1051, No.8, p.313-314). 


95.- Para cumplir el voto de la ley no 
basta la simple enunciación de los textos 
legales y de los principios jurídicos cuya 
violación se invoca; es indispensable que 
el recurrente desarrolle, aunque sea de 
una manera sucinta, en el memorial 
introductivo del recurso, los medios en 
que lo funda y que explique en qué con- 
sisten las violaciones de la ley y de los 
principios jurídicos invocados. (Sent. 15 
abril 1998, No.20, B.J.1049, p.317; Ca- 
sación, 19 de noviembre 1997, B.J.1044, 
p.256-259; Sent. 1 julio 1998, No.9, 
B.J.1052, p.440; Sent. 30 octubre 1963, 
B.J.639, p.1228; Sent. 27 de julio de 
1960, B.J.600, p.1488; Sent. 11 de mar- 
10 1960, B.J.596, p.326). Basta desarro- 
lar, aunque escuetamente, los medios de 
casación en el recurso y desarrollarlos con 
mayor amplitud en el escrito de amplia- 
ción. (Sent. 13 junio 1979, B.J.823, 
p.1036). 


96.- Es necesario que el recurrente pro- 
ceda a una exposición coherente y razo- 
nablemente motivada, aún sucinta, pero 
específica, del medio de que se trate. 
(Sent. 12 septiembre 1969, B.J.706, 
p.3058). 


OTRAS DECISIONES 


97.- Para determinar si existe el vicio de 
falta de ponderación de documentos atri- 
buido a una sentencia en casación, es 
necesario que el recurrente aporte esos 
documentos con indicación de su impor- 
tancia y la influencia que podría tener en 
la solución del caso. (Sent. 30 diciembre 
1998, No.76, B.J.1057, p.726). 
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98.- El hecho de que en el memorial de 
casación no figuraba el estudio del abo- 
gado actuante en la capital de la Repú- 
blica no impide notificar la constitución 
de abogado y posterior notificación del 
memorial de defensa. (Sent. 30 diciem- 
bre 1998, No.85, B.J.1057, p.777). 


99.- Cuando el Art.5 de la Ley No.3726 
sobre Procedimiento de Casación exige 
que el memorial de casación contendrá 
todos los medios en que se funda, se re- 
fiere a los medios invocados contra la sen- 
tencia dictada en última o única instan- 
cia recurrida, y no a la sentencia de 
primera instancia. (Sent. 1 abril 1998, 
No.18, B.J.1049, p.302). 


100.- Es de principio que para la admi- 
sión de un medio de casación, es indis- 
pensable que los hechos que sirven de 
base a los agravios sean formulados ante 
el juez del fondo, pues los jueces de ca- 
sación deben estatuir en las mismas con- 
diciones en que aquellos hayan sido apo- 
derados en los debates. (Sent. 19 
noviembre 1982, B.J.864, p.2243). 


101.- Si bien es cierto que los jueces del 
fondo interpretan soberanamente los do- 
cumentos del expedientes, esa facultad 
no les permite, bajo tal pretexto, modifi- 
car o alterar el sentido de las cláusulas 
claras y precisas contenidas en esos do- 
cumentos, pues tal vicio justificaria la ca- 
sación de su sentencia. (Cas. 8 marzo 
1974, B.J.760, p.640). 


102.- Los medios surgidos con motivo de 
la sentencia impugnada sólo pueden ser 
propuestos después de dictada la senten- 
cia. (Sent. febrero 1974, B.J.759, p.394). 
El escrito de ampliación notificado al re- 
currido fuera del plazo previsto en el 
Art.15 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, no puede ser tomado en cuen- 
ta. (Sent. 9 septiembre 1970, B.J.718, 
p.1911). 
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103.- La ejecución de la sentencia pre- 
paratoria, aunque fuere voluntaria, no 
es oponible como medio de inadmisión 
del recurso de casación. (Sent. 9 septiem- 
bre 1970, B.J.718, p.1912). 


104.- El memorial de casación, acto ini- 
cial del recurso, fija el sentido y la exten- 
sión de éste; ha de ser suscrito por un 
abogado, de igual modo que ha de con- 
tener constitución de abogado el empla- 
zamiento notificado a la parte intimada, 
pues, de lo contrario, dichos actos, me- 
morial y emplazamiento, carecen de una 
formalidad sustancial, y en consecuencia, 
no pueden tener ninguna eficacia ¡jurídica 
(Sent. 21 noviembre 1949, B.J.436, p.824). 


105.- El abogado no tiene derecho para 
hacer, del hecho de su propia no compa- 
recencia, un medio de casación. (Sent. 
15 de diciembre 1952, B.J.509, p.2322). 


106.- Aunque sea de orden público, es 
preciso que el juez del fondo haya sido 
puesto en condiciones de conocer el he- 
cho que sirve de base al agravio formu- 
lado por el recurrente. (Sent. 30 octubre 
1959, B.J. 591, p.2203). 


COMPETENCIA 


107.- Al ordenar la Corte el informativo 
y la comparecencia personal de las par- 
tes está admitiendo su competencia para 
juzgar el asunto, lo que significa que re- 
chaza implícitamente la excepción de in- 
competencia propuesta. (Cas. 20 mayo 
1983, B.J.870, p.1365). 


DERECHO DE DEFENSA 


108.- Cuando la sentencia rechaza el 
pedimento de prórroga del contrainfor- 
mativo y decide el fondo, sin dar motivos 
sobre este pedimento, viola el derecho 
de defensa y el Art.141 del Código de 
Procedimiento Civil. (Sent. 13 noviembre 
1970, B.J.720, p.2618-2619). 


DESNATURALIZACIÓN DE LOS HECHOS 


109.- No incurre en desanturalización 
una sentencia que contiene la relación 
completa de los hechos de la causa. (Sent. 
23 julio 1980, B.J.836, p.1559). 


110.- Cuando a los hechos admitidos 
como verdaderos no se les da el sentido 
o alcance inherente a su propia natura- 
leza, se incurre en desnaturalización de 
los hechos y la sentencia que adolece de 
este vicio debe ser casada. (Sent. 9 de 
febrero 1962, B.J.619, p.220-225). 


EXCESO DE PODER 


111.- La corrección de una omisión co- 
metida por el juez de primer grado al 
conocerse de una apelación incidental, 
no constituye un exceso de poder. (Sent. 
26 septiembre 1981, B.J.838, p.2068). 


Hechos 


112.- Los hechos que dan por estableci- 
dos los jueces del fondo no están sujetos 
al control de la casación, a menos que 
para llegar a su apreciación se hayan 
basado en documentos o escritos y al 
hacer esto hayan distorsionado el senti- 
do y alcance de los mismos. (Cas. 1ro. 
marzo 1978, B.J.808, p.475). 


113.- Los hechos cuya prueba no apare- 
ce realizada ante los jueces del fondo no 
son alegables en casación, que sólo co- 
noce de cuestiones de derecho, salvo los 
casos en que se alegue alguna 
desnaturalización de hechos. (Sent. 26 
septiembre 1950, B.J.482, p.897-904). 


114.- Los hechos solo pueden ser desna- 
turalizados cuando los jueces alteran su 
propia existencia, no cuando los apre- 
cian para derivar de ellos consecuencias 
jurídicas acordes con su naturaleza. 
(Sent.25 agosto 1954, B.J.529, p.1699). 
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115.- La desnaturalización de los hechos, 
la cual supone que a los hechos estable- 
cidos se ha atribuído un sentido distinto 
del que le es apropiado, o sea les ha he- 
cho producir consecuencias jurídicas 
inconciliables con las que han debido pro- 
ducir según su propia naturaleza. (Sent. 
5 noviembre 1957, B.J.568, p.2262). 


NuLIDAD 


116.- Es de principio que no pueden ser 
propuestos como medios de casación las 
nulidades cometidas en primera instan- 
cia, si no hubiesen sido alegadas en ape- 
lación. (Sent. septiembre 1971, B.J.730, 
p.2534). 


PODER SOBERANO 


117.- Frente a declaraciones distintas, los 
jueces gozan de la facultad de acoger 
aquellas, que a su juicio, les parezcan 
más verosímiles y sinceras. (Sent. 25 no- 
vembre 1998, No.44, B.J.1056, p.555). 


118.- Los jueces, frente a declaraciones 
distintas, gozan de la facultad de acoger 
aquéllas que a su juicio les parezcan más 
verosímiles y sinceras, para lo cual hacen 
uso de su soberano poder de apreciación 
de las pruebas aportadas. (Sent. 1 julio 
1998, No.13, B.J.1052, p.463). 


119.- Para un uso adecuado del poder 
soberano de apreciación de que disfru- 
tan los jueces del fondo, es necesario que 
éstos examinen todas las pruebas que 
sean aportadas al expediente, no pudien- 
do, prima facie, basar su fallo en el estu- 
dio de un solo documento sin ponderar 
ls demás pruebas presentadas, sobre el 
criterio de que dicho documento tiene 
preeminencia sobre los demás, pues ello 
es contrario a la libertad de pruebas que 
existe en esta materia y al propio poder 
de apreciación. (Sent. 11 agosto 1999, 
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120.- Es de principio que los jueces del 
fondo son soberanos en la interpretación 
de los contratos, como también lo son en 
la interpretación de las declaraciones de 
los testigos, salvo desnaturalización. (Sent. 
6 octubre 1982, B.J.863, p.1783). 


121.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para ponderar el valor 
de los elementos de juicio sometidos al 
debate, y deducir de ello las consecuen- 
cias que sean de lugar, sin tener que dar 
motivos expresos de su apreciación, ni 
estar sujetos a crítica alguna, por tratar- 
se de una cuestión de hecho ajena al con- 
trol de la casación, salvo el caso de 
desnaturalización, cuando tal medio fuere 
propuesto. (Cas. 26 septiembre 1977, 
B.J.802, p.1742). 


122.- Los ¡jueces del fondo son soberanos 
tanto para apreciar la coherencia y vero- 
similitud, o lo contrario, de los testimo- 
nios que se producen en justicia, como el 
alcance probatorio o no de esos testimo- 
nios, relacionándolos cuando tal sea el 
caso, con los demás elementos de juicio 
que resulten del proceso. (Cas.9 octubre 
1974, B.J.767, p.2676). 


PRUEBA 


123.- Los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar las pruebas aportadas, lo 
cual escapa al control de la casación, salvo 
el caso de que se cometiere alguna 
desnaturalización. (Sent. 25 noviembre 
1998, No.63, B.J.1056, p.671). 


124.- Los jueces del fondo aprecian 
soberanamente el valor de las pruebas 
que son sometidas a su consideración con 
fines de edificar su criterio respecto del 
litigio que deben dirimir, y esta facultad 
escapa al control de la casación, salvo 
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desnaturalización. (Sent. 10 octubre 
1962, B.J.627, p.1536). 


125.- Los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para apreciar el valor 
de los medios de prueba aportados al 
debate, lo que escapa al control de la 
casación, salvo que haya desnaturaliza- 
ción. (Sent. 23 diciembre 1964, B.J.653, 
p.1901, 1907, 1914; Sent. 5 marzo 1965, 
B.J. 656, p.252-258). 


SENTENCIA 


126.- El vicio de desnaturalización de los 
hechos consiste en alterar o cambiar en 
la sentencia el sentido claro y evidente 
de un hecho de la causa. (Sent. 13 mayo 
1998, No.14, B.J.1050, p.452). 


127.- La contradicción con el dispositivo 
de la sentencia no es, por sí solo, motivo 
de casación, si del estudio de la misma se 
determina que el tribunal, al rechazar 
las pretensiones de las demandantes no 
cometió ninguna violación a la ley, in- 
dependientemente de la terminología 
que haya utilizado para dictar su fallo. 
(Sent. 22 enero 1998, No.12, B.J.1046, 
p.319-320). 


TESTIMONIO 


128.- La circunstancia del juez dar prefe- 
rencia a determinada declaración testi- 
monial sobre otra, y sobre esta base de- 
cidir el caso, no constituye una 
desnaturalización sino una evaluación de 
la prueba sometida al proceso que los 
jueces de los hechos realizaron sobera- 
namente como cuestión de hecho que 
escapa al control de la Corte de Casa- 
ción. (Sent. 29 abril 1983, B.J.869, 
p.1161). 


129.- La credibilidad o no que atribu- 
yan los jueces del fondo a la declara- 


ción de un testigo, sólo puede ser cen- 
surada cuando se haya incurrido en 
desnaturalización. (Sent. 13 febrero 
1976, B.J.783, p.298). 


130.- El hecho de que la declaración de 
un testigo no merezca crédito en todas 
sus partes y en cambio edifique la convic- 
ción del juez en las declaraciones de otros 
testigos que juzgue idóneos, no puede 
interpretarse como una desnaturalización 
del testimonio. (Sent. 9 julio 1971, B.J.728, 
p.2075). 


131.- Si bien es cierto que los jueces de- 
ben ser pasivos en el sentido de que no 
pueden apartar los litigios de los límites 
que les fijen las partes, no es menos cier- 
to que ellos pueden deducir de todas las 
declaraciones y peticiones que las partes 
hagan en los litigios o lleguen a su vista 
como parte de ellas, las consecuencias 
probatorias que de tales declaraciones y 
peticiones resulten, aun cuando tales con- 
secuencias resulten contrarias al interés 
de la parte que las produjo, sin que ésto 
pueda considerarse como indebida ofi- 
ciosidad de los jueces. (Sent. 30 agosto 
1961, B.J.613, p.1688). 


132.- Cuando el que acoge tacha de 
deponente y luego admite su declaración 
y la desestima como elemento de convic- 
ción por sospechosa y contradictoria, hay 
una manifiesta contradicción de motivos. 
(Sent. 12 mayo 1961, B.J610, p.961). 


Art.643.- “En los cinco días que si- 
gan al depósito del escrito, el recurren- 
te debe notificar copia del mismo a lo 
parte contraria; el secretario en el mis- 
mo plazo remitirá el expediente com- 
pleto y un inventario en duplicado de 
las piezas del mismo al secretario de lo 
Suprema Corte de Justicia, quien en los 
tres días de su recibo devolverá, firmo- 
do por él, uno de los duplicados al se- 
cretario remitente”. 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.610 del 
CT de 1951, al que se añadió que “el 
recurrente debe notificar copia del mis- 
mo (del escrito) a la parte contraria”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al proce- 
dimiento que sigue al depósito del me- 
morial de casación en la secretaría del 
tribunal que dictó la sentencia impug- 
nada. Dicho texto prevé los siguientes 
pasos: 1) el recurrente debe notificar 
copia del escrito a la parte contraria 
en los cinco días que siguen a dicho 
depósito; 2) el secretario del tribunal 
que dictó la sentencia, dentro del mis- 
mo plazo, remitirá el expediente com- 
pleto al secretario de la SCJ; 3) esta 
remisión se hará acompañada de un 
inventario en duplicado de las piezas 
de dicho expediente; 4) en los tres días 
subsiguientes al recibo, el secretario de 
la SCJ, devolverá firmado por él, uno 
de los duplicados al secretario remitente. 


DOCTRINA 


3.- El CT no prevé expresamente la san- 
ción aplicable al recurrente que no noti- 
fica al recurrido copia del memorial de 
casación, en el plazo de los cinco días 
que prevé este texto legal. El Art.7 de la 
ley sobre procedimiento de casación no 
es aplicable en materia de trabajo, debi- 
do a que el Art.643 establece un plazo y 
un procedimiento distinto. El Art.639 del 
CT hace inaplicable dicha Ley. 


4.- La Corte de Casación ha observado a 
este respecto un criterio vacilante y con- 
tradictorio. Originalmente, (Sent. No. 28 
del 12 de julio de 1991), descartó la ca- 
ducidad del recurso en base a la aplica- 
ción de la máxima “No hay nulidad sin 
agravios”. Luego, (Sentencia No. 5, del 1 
de octubre de 1995), admite el recurso 
notificado fuera del plazo de cinco días 
previsto en el Art.643, en razón de que 
“dicho artículo no contempla la inadmi- 
sibilidad del recurso no notificado en di- 
cho plazo, no siendo aplicables las dis- 
posiciones del Art.7 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación”. Más tarde, 
por sentencia No.32 del 17 de diciembre 
de 1997, ratifica implícitamente este cri- 
terio y el externado en la citada decisión 
No.28 del 12 de julio de 1991, cuando 
rechaza la caducidad del recurso sobre 
la base de que el recurrido constituyó 
abogado, produjo su defensa y se defen- 
dió en casación, y, por tanto, no se lesio- 
nó su derecho de defensa, aunque el re- 
curso le fuera notificado tardíamente. 
Posteriormente, el Pleno de la SCJ por 
Resolución No.343-97 (B.J.1045), adop- 
tó un criterio distinto, al juzgar pertinen- 
te “la caducidad del recurso por aplica- 
ción del Art.7 de la Ley de Procedimiento 
de Casación”. El mismo Pleno, por Reso- 
lución 65-98 del 29 de enero de 1998, 
desestima “la caducidad propuesta por- 
que el incidente debe promoverse con- 
tradictoriamente en audiencia pública”. 
Luego, dicho Pleno, por Resolución No.87- 
98, del 2 de febrero de 1998, B.J.1047, 
p.13, reitera su criterio precitado sobre 
la caducidad del recurso de casación, pero 
esta vez, “si el recurrente no emplazare 
al recurrido en el término de 30 días” 
previsto en el Art.7 de la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación. Esta posición se 
reitera por Resolución del Pleno de la SCJ, 
de fecha 2 de febrero de 1998, B.J.1047, 
p.161. Esta decisión es seguida por otra 
del 7 de abril de 1999, (caso: Centro de 
Estudios Morayca Vs.Osmilda Acosta Gon- 
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zález), esta vez de la mencionada Cáma- 
ra de la SCJ, en la cual este tribunal deja 
atrás su criterio original, citado prece- 
dentemente, y hace suya, la opinión del 
pleno de la SCJ, arriba dicho, al juzgar 
que, “cuando la notificación del memo- 
rial no se haya hecho en el plazo de cin- 
co días a que se refiere el Art.643 del 
referido Código debe aplicarse el Art.7 
de la Ley No.3726 del 23 de noviembre 
de 1996, sobre Procedimiento de Casa- 
ción”. Las vacilaciones y las decisiones 
contradictorias de nuestro más alto tri- 
bunal de justicia, son producto de una 
aplicación errónea de la ley, (Art.639, 643 
y 7 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación), al aplicar una caducidad y una 
norma relativa a un procedimiento dis- 
tinto al estatuído en el Código de Traba- 
jo. 


5.- El hecho de que el secretario del tri- 
bunal que dictó la sentencia deba remi- 
tir el expediente completo y un inventa- 
rio en duplicado de las piezas del mismo 
a la SCJ, hace inaplicable las disposicio- 
nes del Art.5 de la Ley sobre procedi- 
miento de casación, según la cual el re- 
currente depositará copia certificada de 
la sentencia impugnada y, consecuente- 
mente, descarta la sanción de inadmisi- 
bilidad del recurso por la omisión del 
depósito de esta sentencia, prevista en 
el citado artículo. 


6.- Las disposiciones de los Arts.ó y de la 
Ley sobre procedimiento de casación no 
se aplican en materia de trabajo, pues el 
CT prevé un procedimiento distinto. 


7.- Véase comentarios Arts.del 639 al 642 
del CT. 


JURISPRUDENCIA 


8.- La Corte de Casación por sentencia 
No. 28 del 12 de julio de 1991, juzgó 
que: La finalidad del cumplimiento de las 
formalidades requeridas a pena de nuli- 


dad por el artículo 6 de la Ley sobre Pro- 
cedimiento de Casación, la redacción y 
notificación del acto de emplazamiento 
es que el recurrido reciba a tiempo el 
referido acto y pueda producir, oportu- 
namente, su memorial de defensa; que de 
acuerdo con lo que dispone el artículo 37 
de la Ley 834 de 1978, la nulidad de un 
acto de procedimiento, por vicio de for- 
ma, no puede ser pronunciada sino cuan- 
do la parte que la invoca prueba el agra- 
vio que le haya causado la irregularidad, 
aun cuando se trata de una formalidad 
sustancial o de orden público; que como 
el recurrido compareció y notificó sus me- 
moriales de defensa y ampliación, en tiem- 
po oportuno, es evidente que esa irregu- 
laridad no causó ningún perjuicio a su 
derecho de defensa, por lo cual la nuli- 
dad propuesta carece de fundamento. 


9.- Este criterio es reiterado implícitamente 
mediante Sentencia No. 32, del 17 de 
diciembre de 1997, B.J. 1045 p. 508. de 
la Tercera Cámara de la Suprema Corte 
de Justicia, al juzgar: “que la finalidad 
de que el memorial de casación sea noti- 
ficado a la persona contra quien va diri- 
gido el recurso es la de garantizar el de- 
recho de defensa del recurrido, 
permitiéndole comparecer y elaborar su 
memorial de defensa”. 


10- La Tercera Cámara (de Tierras, La- 
boral, Contencioso-Administrativo y Con- 
tencioso-Tributario), de la Suprema Cor- 
te de Justicia (Sentencia No. 5 de fecha 1 
de octubre de 1997 B.J. 1043, p. 257), 
admitió el recurso no notificado en el pla- 
zo de cinco días previsto en el CT, al juz 
gar: Que “si bien el artículo 643 del Có. 
digo de Trabajo, dispone que el 
recurrente debe notificar copia del escri- 
to contentivo del recurso de casación o 
la parte contraria en los cinco días que 
sigan al depósito en la Secretaría del Tri- 
bunal que dictó la sentencia, dicho arti- 
culo no contempla la inadmisibilidad del 
recurso no notificado en dicho plazo, no 
siendo aplicables las disposiciones del ar. 
tículo 7 de la Ley 3726, sobre Procedi: 
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miento de Casación, que pronuncia la 
caducidad del recurso cuando el recu- 


rente no emplazare al recurrido en el 
termino de treinta días, a contar de la 
fecha en que fue proveído por el Presi- 
dente, el Auto en que se autoriza el em- 
plazamiento, en razón de que en mate- 
ria laboral no existe el auto de 
procedimiento a que se refiere el indica- 
do artículo 7, de la ley de casación, no 
derivando la ley ninguna consecuencia 
del no cumplimiento de la formalidad de 
notificación del memorial de casación en 
el plazo que establece el artículo 643 ya 
referido, sobre todo si la notificación se 
hace en un término que no afecte el de- 
recho de defensa del recurrido, por lo 
que el medio de inadmisibilidad carece 
de fundamento y procede ser rechaza- 
do”. 


11.- El Pleno de la SCJ, por Resolución 
No. 343-97, B.J. 1045 p. 3 declaró: “Que 
al no haber en el nuevo Código de Tra- 
bajo una disposición que prescriba ex- 
presamente la caducidad del recurso de 
casación, cuando la notificación del me- 
morial al recurrido no se haya hecho en 
el plazo de cinco días a que se refiere el 
artículo 643 del referido Código, por apli- 
cación del artículo 7 de la Ley sobre Pro- 
cedimiento de Casación; la solución de 
esa irregularidad u omisión debe ser la 
caducidad de dicho recurso; que, en con- 
secuencia, el recurso de Casación de que 
se trata debe ser declarado caduco. Pos- 
teriormente, por Resolución No. 65-98 (de 
fecha 29 de enero de 1998, B.J. 1046, p. 
56), juzgó que de acuerdo con el espíritu 
de la combinación de los artículos 643 
del Código de Trabajo y 7 de la Ley de 
Procedimiento de Casación, resulta que 
cuando como en la especie, el recurrente 
ha notificado al recurrido copia del es- 
rito del recurso y este último pretende 
que dicha notificación es tardía por ha- 
berse notificado fuera del plazo legal o 
no válido por contener otras irregulari- 
dodes, el incidente debe promoverse con- 
trodictoriamente en audiencia pública”. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia, 
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por Resolución No. 87-98, de fecha 2 de 
febrero de 1998, B.J. 1047, p. 13. juzgó: 
“que de conformidad con las disposicio- 
nes del artículo 7 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación, la caducidad del Re- 
curso de Casación será pronunciada si el 
recurrente no emplazare al recurrido en 
el término de treinta días, contados desde 
la fecha en que fue proveído por el Presi- 
dente de la Suprema Corte de Justicia el 
auto en que se autoriza el emplazamien- 
to”. Esta opinión se reitera del pleno de la 
SCJ por Resolución No. 105-98, de fecha 
2 de febrero de 1998, B.J. 1047, p. 16. 


12.- Un año y días después, la Tercera 
Cámara de la SCJ, por su Sentencia del 
7 de abril de 1999, Caso: Centro de 
Estudios Morayca Vs. Osmilda Acosta 
González, (B.J.1061, p.701) abandona 
su criterio original y de adhiere a la opi- 
nión del Pleno de la SCJ, cuando juzga: 
“Que al no haber en el nuevo Código 
de Trabajo una disposición que prescri- 
ba expresamente la caducidad del re- 
curso de casación cuando la notifica- 
ción del memorial no se haya hecho en 
el plazo de cinco días a que se refiere el 
artículo 643 del referido código, debe 
aplicarse el artículo 7 de la Ley No. 3726 
del 23 de noviembre de 1966, que dis- 
pone: “Habrá caducidad del recurso, 
cuando el recurrente no emplazare al 
recurrido en el término de treinta días, 
a contar de la fecha en que fue proveí- 
do por el Presidente el auto en que se 
autoriza el emplazamiento. Esta caduci- 
dad será pronunciada a pedimento de 
parte interesada o de oficio”. 


13.- Ha juzgado la Suprema Corte, en 
relación a la indivisibilidad que es de prin- 
cipio que cuando existe indivisión en el 
objeto del litigio, si el recurrente ha em- 
plazado a una o varias de las partes y no 
lo ha hecho con respecto a las demás, el 
recurso debe ser declarado inadmisible 
con respecto a todas. Si es verdad que 
las actuaciones del procedimiento de ins- 
tancia, incluso cuando se trata de una 
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vía de recurso, tienen carácter divisible 
en el sentido de que producen sus efec- 
tos únicamente en provecho del actor y 
en contra del demandado o recurrido, 
sin embargo, es forzoso decidir lo con- 
trario cuando el objeto del procedimien- 
to resulta indivisible en razón de su pro- 
pia naturaleza, cuando lo decidido en el 
caso en relación con el interés de una de 
las partes, afectará necesariamente al in- 
terés de las demás partes. (Sent. 1 sep- 
tiembre 1999, Eddy Leyba Domínguez y 
compartes Vs.William Torres Thomas, 
B.J.1066, p.596). 


CASACIÓN 


14.- Al no haber en el nuevo Código de 
Trabajo una disposición que prescriba ex- 
presamente la caducidad del recurso de 
casación cuando la notificación del me- 
morial al recurrido no se haya hecho en 
el plazo de cinco días a que se refiere el 
artículo 643 del referido código, debe 
aplicarse el artículo 7 de la Ley No. 3726 
del 23 de noviembre de 1966, que dispo- 
ne: “Habrá caducidad del recurso, cuan- 
do el recurrente no emplazare al recurri- 
do en el término de treinta días, a contar 
de la fecha en que fue proveído por el 
Presidente el auto en que se autoriza el 
emplazamiento. Esta caducidad será pro- 
nunciada a pedimento de parte interesa- 
da o de oficio.” (Sent. No.6 del 8 de di- 
ciembre de 1999, B. J. 1069 p. 565); (Sent. 
No. 24 del 15 de diciembre de 1999. B. 
J. 1069 p.672) (Sent. del 6 de octubre de 
1999, B. J. 1067 Vol. Il, p.574). (Sent. 
No.2 del 6 de octubre de 1999, B. J. 1067, 
p.551). (Sent. No. 23 del 20 de octubre 
de 1999,B.J. No.1067, p.672). 


15.- Cuando ha vencido el plazo de la 
notificación del recurso de casación de 
cinco días prescrito po el artículo 643 del 
Código de Trabajo, el mismo debe ser 
declarado caduco. (Sentencia No. 10 del 
8 de diciembre de 1999. B. J. No. 1069. 
p.590). 


16.- Cuando se ha vencido, el plazo de 
dos meses que establece el artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento -de Casación 
para depositar el recurso de casación, el 
mismo resulta inadmisible por tardío. 
(Sentencia No. 12 del 8 de septiembre de 
1999, B. J. 1066 p.670). 


17.- Véase comentarios Art.639. 


Art.644.- “En los quince días de la 
notificación del escrito introductivo del 
recurso, la parte intimada debe deposi- 
tar en la secretaría de la Suprema Cor- 
te de Justicia su escrito de defensa, y 
notificar a la parte recurrente en los tres 
días de su depósito copia de dicho es- 
crito, con constitución de abogado y de- 
signación de domicilio según lo prescri- 
to por el ordinal 10. del artículo 642”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Casación, 6-10 
- Casación Incidental, 11-14 
- Defecto, 15 
- Ministerio Público, 16-19 


Comentarios, 2 
Doctrina, 3-4 
Jurisprudencia 


- Acto de alguacil, 5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.611 del 
CT de 1951, que establecía que el secre- 
tario de la SCJ “notificará este escrito (de 
defensa) a la parte recurrente en los tres 
días de su depósito”, mientras que el CT 
de 1992, hace recaer esta obligación en 
la parte intimada. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al plazo den- 
tro del cual debe ser producido el memo: 
rial de defensa, el cual deberá notificar 
al recurrente en los tres días que siguen 
a su depósito en la secretaría de la SC) 
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con constitución de abogado y designa- 
ción de domicilio en la capital de la Re- 
pública Dominicana. 


DOCTRINA 


3.- Las disposiciones del Art.8 de la Ley 
sobre procedimiento de casación no se 
aplica en materia de trabajo por aplica- 
ción del Art.639, debido a que el CT es- 
toblece un procedimiento distinto al pre- 
visto la dicha Ley. 


4.- Véase Arts. 639 y 640 sobre la 
perención del recurso de casación, y del 
641 al 643 del CT, así como el 645 de 
este Código. 


JURISPRUDENCIA 


ACTO DE ALGUACIL 


5.- De acuerdo con el Art.81 de la Ley de 
Organización Judicial, sólo los alguaciles 
tienen calidad para hacer notificaciones; 
la notificación que envía el Secretario de 
la Cámara de Trabajo a ambos aboga- 
dos para anunciar el fallo no suple en 
modo alguno la notificación por medio 
del alguacil. (Sent. febrero 1969, B.J.699, 
p.233). 


CASACIÓN 


6.- Por resolución de la SCJ en pleno, del 
20 de noviembre de 1997, se declaró el 
defecto de los recurridos. En opinión de 
M.Berges Chupani, “tal resolución debió 
ser dictada, no por la SCJ en pleno, sino 
por la Cámara correspondiente de la SCJ, 
apoderada del expediente, pues se trata- 
ba de un episodio concerniente a un re- 
curso de casación que se había interpues- 
to contra una sentencia dictada en última 
instancia en materia laboral”. (Resolución 
+1, del 20 de noviembre de 1997, 
B.1,1044, p.3-5). (Resolución #2 del 4 de 
noviembre 1997, B.J.1044, p.5-8). 


7.- El memorial de defensa suscrito por 
otro abogado sin que se hubiese sustitui- 
do al anterior que figuraba como abo- 
gado constituido, no puede ser tomado 
en cuenta. (Sent. 5 mayo 1975, B.J.774, 
p.805). 


8.- El escrito de ampliación del recurren- 
te notificado con un día de anticipación 
a la fecha de la audiencia, no puede ser 
tomado en cuenta. (Sent. 24 octubre 
1969, B.J.707, p.6029; Sent. 29 octubre 
1969, B.J.707, p.6038). 


9.- Debe ser excluido del debate el es- 
crito de ampliación notificado a la parte 
recurrida y no a su abogado constituído. 
(Sent. 26 abril 1967, B.J.677, p.673- 
674). 


10.- No puede alegarse por primera vez 
en casación un medio de defensa varian- 
do los límites del litigio que tuvo 
circunscripto a las causas del despido. 
(Sent. 27 junio 1962, B.J.623, p.978). 


CASACIÓN INCIDENTAL 


11.- Nada se opone a que el recurrido 
en casación interponga en su memorial 
de defensa un recurso de casación inci- 
dental contra la sentencia impugnada; 
dicho recurso no está sujeto a las formas 
y plazos reservados para los recursos prin- 
cipales. (Sent. 23 de enero de 1959. 
B.J.582, p.36). 


12.- Si bien es cierto que un recurrido 
en casación puede interponer a su vez 
un recurso de esa naturaleza sin tener 
que observar las formas y los plazos re- 
servados para los recurso principales, 
ello es a condición, obviamente, de que 
el recurso principal sea, por lo menos, 
admisible en la forma, pues el recurrido 
no podría prevalerse de un recurso prin- 
cipal irregular e ineficaz en la forma, 
para atacar una sentencia que no im- 
pugnó por la vía principal. (Sent. febre- 
ro 1968, B.J.687, p.372). 
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13.- Ninguna prescripción legal impide a 
un recurrido en casación interponer 
incidentalmente un recurso de esa natu- 
raleza, sin tener por consiguiente, que 
observar las formas y los plazos reserva- 
dos para los recursos principales. (Sent. 
5 abril 1967, B.J.577, p.600). 


14.- El recurso de casación incidental no 
está sujeto a las formas ni a los plazos 
reservados para los recursos principales 
de casación. (Sent. 23 enero 1959, 
B.J.582, p.41). 


DEFECTO 


15.- De la combinación de los artículos 
Nos.644 y 645 del Código de Trabajo y 8 
y 9 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación resulta que, cuando el recurrido 
no deposite su escrito de defensa en la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justi- 
cia, en los quince días de la notificación 
del escrito introductivo del recurso, ni 
notifique el mismo a la parte recurrente 
en los tres días que sigan a ese depósito 
copia de dicho escrito, con constitución 
de abogado y designación de domicilio 
según lo previsto por el ordinal lro. del 
artículo 642 del referido código, el recu- 
rrente podrá pedir por instancia dirigida 
a la Suprema Corte de Justicia, que el 
recurrido se considere en defecto y que 
se proceda con arreglo a lo que dispone 
el artículo 11 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación. (Resolución del Ple- 
no de la SCJ No.2121-98; No.984-98). 


MINISTERIO PúBLICO 


16.- El Código de Trabajo no prescribe 
que los litigios que surjan con motivo a 
su aplicación sean comunicados al Minis- 
terio Público. (Sent.20 diciembre 1951, 
B.J.497, p.1791-1798). 


17.- En materia laboral ninguna ley or- 
dena la comunicación del asunto al Mi- 


nisterio Público. La falta de dicha comu- 
nicación cuando sea procedente es cau- 
sa de revisión civil y no de casación. 
(Sent.15 diciembre 1952, B.J.509, 
p.2324). 


18.- La falta de comunicación al Ministe- 
rio Público, cuando se trate de senten- 
cias en última instancia y proceda la co- 
municación, es un vicio de nulidad que 
sólo puede ser alegado como fundamen- 
to de un recurso de revisión civil, confor- 
me al artículo 480, inciso 8 del Código 
de Procedimiento Civil, pero no de un 
recurso de casación. (Sent. 24 mayo 1950, 
B.J.478, p.438-444). 


19.- La falta de comunicación judicial 
o de oficio al Ministerio Público, de un 
asunto que no es obligatoriamente co- 
municable, no implica la nulidad del 
procedimiento y la sentencia, ya que 
no existen provisiones legislativas que 
establezcan semejante sanción. 
(Sent.15 abril 1948, B.J.453, p.1162- 
1168). 


Art.645.- “Vencido el término de 
quince días señalado en el artículo 
644, o hecho el depósito del escrito 
de la parte intimada en el curso del 
mismo, el secretario pasará el ex- 
pediente al Presidente de la Supre- 
ma Corte de Justicia, quien fijará la 
audiencia correspondiente mediante 
auto, sin previo relato ni dictamen del 
Procurador General de la República”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Casación, 7 
Comentarios, 2-6 - Perención, 8 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.612 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 
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COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé varias disposi- 
ciones diferentes. En primer término se 
refiere a la obligación del secretario del 
tibunal de pasar el expediente al Presi- 
dente de la SCJ, vencido el término de 
quince (15) días señalado en el Art.644, 
o hecho el depósito del escrito de la par- 
te recurrida en el referido plazo. Luego, 
establece que el presidente de la SCJ, fi- 
jorá la audiencia correspondiente me- 
dante auto y, por último, dispone que 
no se requerirá de un previo relato ni del 
dictamen previo del Procurador General 
de la República. Con estas disposiciones 
se completan las normas relativas al 
recruso de casación en materia laboral, 
sin incluir las relativas a la sentencia. 


3.- El Art.9 de la Ley sobre procedimien- 
to de casación se aplica supletoriamente 
en este caso. 


4.- La Tercera Cámara, conforme al Art.9 
de la Ley 25-91 (modificada por la Ley 
156-97, del 10 de julio de 1997, 
6.0.9959), “será competente para co- 
nocer y fallar de todos los asuntos en 
materia de tierra, trabajo, administrati- 
vo y tributaria que sean objeto de recur- 
so de casación”. 


5.- El Art.13 de la citada Ley 25-91 (mo- 
dficada por Ley No.156-97) establece 
que: “Corresponde a la Suprema Corte 
de Justicia en pleno, el conocimiento de 
todo asunto en materia de constitucio- 
nidad, así como las demás obligacio- 
nes que le fijan la Constitución y las le- 
yes". El Art.14 de la misma dice que 
'Corresponde asímismo, a la Suprema 
Corte de Justicia en pleno, el conocimien- 
to de: a) Demandas en declinatoria por 
causa de sospecha legítima o por causa 
de seguridad pública, b) Demandas en 
designación de Jueces en todos los casos; 
i) Decisión sobre traslados de Jueces; d) 
Casos de recusación e inhibición de jue- 
ces; e) Demandas a los fines de que se 
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suspenda la ejecución de sentencias; f) 
Designación de Notarios Públicos; g) Ju- 
ramentación de nuevos Abogados y No- 
tarios; h) Trazado del procedimiento ju- 
dicial a seguir en todos los casos en que 
la ley no establezca el procedimiento a 
seguir; i) Conocimiento de las causas dis- 
ciplinarias seguidas contra las decisiones 
de los Tribunales Disciplinarios de los 
Colegios de Abogados; į) Conocimiento 
de los recursos de apelación en materia 
de libertad provisional bajo fianza; k) Los 
recursos de Habeas Corpus que se eleva- 
ren a la Suprema Corte de Justicia en 
primer y único grado; |) Todos los asun- 
tos que la ley no ponga a cargo de una 
de las Cámaras”. Añade el Art.15 que: 
“En los casos de recurso de casación, las 
diferentes Cámaras que componen la 
Suprema Corte de Justicia, tendrán la 
facultad de conocer el primer recurso de 
casación sobre cualquier punto. Sin em- 
bargo, cuando se trate de un segundo 
recurso de casación relacionado con el 
mismo punto, será competencia de las 
cámaras reunidas de la Suprema Corte 
de Justicia en pleno, el conocimiento de 
los mismos”. 


6.- Véase Arts.639 y 646 CT. 


JURISPRUDENCIA 
CASACIÓN 


7.- La falta de comparecencia del recu- 
rrente no puede constituir un medio de 
casación. (Sent. 15 diciembre 1952, 
B.J.509, p.2322). 


PERENCIÓN 


8.- Transcurrido el plazo de tres años de 
la perención sin que el recurrente haya 
realizado el depósito del original del acto 
de emplazamiento, ni el recurrido 
producido su memorial de defensa, y sin 
que ninguna de las partes haya requerido 
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a la otra dicho depósito, opera la 
perención del recurso de casación. 
(Resolución No.2001-98; Resolución 
No.2044- 98). 


Art.646.- “La Suprema Corte de Jus- 
ticia debe fallar dentro de los treinta días 
de haberse celebrado la audiencia. 


Su sentencia se ajustará a lo prescrito 
por los artículos 23 y 24 de la Ley so- 
bre Procedimiento de Casación”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Casación, 7-19 
Comentarios, 2 -Cosa Juzgada, 20 
Doctrina, 3-6 - Sentencia interlocutoria, 21 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.613 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece dos previ- 
siones relativas a la sentencia de la Su- 
prema Corte con motivo del recurso de 
casación en mateia de trabajo. Prevé el 
plazo para dictar sentencia: la Tercera 
Cámara de la SCJ, como Corte de Casa- 
ción, en materia de trabajo, debe fallar 
en los treinta días de haberse celebrado 
la audiencia. 


DOCTRINA 


3.- El Art.19 de la Ley No.25-91, Ley Or- 
gánica de la SCJ, del 19 de marzo de 
1991 (G.0.9818) disponía que: “La Su- 
prema Corte de Justicia en pleno, así 
como cada una de sus Cámaras, estarán 
en la obligación de rendir fallo sobre los 
asuntos que queden en estado de las mis- 


mas, dentro del mes subsiguiente al mo- 
mento en que quedaron en estado”. Esta 
disposición no se aplica en materia de 
trabajo debido a que la Ley 16-92, del 
29 de mayo de 1992 (Código de Traba- 
jo) es una ley posterior. Por tanto, el pla- 
zo para la Suprema Corte como Corte 
de Casación para dictar sentencia en esta 
materia es de treinta (30) días, en virtud 
del Art.646 CT (Ley 16-92 del 29 de mayo 
de 1992), en vez del plazo de un mes 
citado en el precitado Art.19 de la Ley 
25-91. 


4.- El párrafo de este texto dispone que 
la sentencia de la SCJ en esta materia 
se ajustará a lo previsto en los Arts.23 
y 24 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. Dichos textos legales dispo- 
nen, respectivamente, lo siguiente: 
“Cuando el acusado haya sido conde- 
nado y hubiese violación u omisión de 
alguna de las formalidades prescritas 
por la ley a pena de nulidad, sea en la 
instrucción hecha ante el tribunal que 
dictó la sentencia, sea en la misma sen- 
tencia, dicha omisión o violación dará 
lugar, a diligencia de la parte conde- 
nada, del Ministerio Público, de la par- 
te civil, o de las personas civilmente res- 
ponsables, a la anulación de la 
sentencia. Igual regla se seguirá: 1ro.en 
los casos de incompetencia; 2do. cuan- 
do se hubiere omitido o rehusado pro- 
nunciar, ya con respecto a uno o varios 
pedimentos del acusado, de la parte ci- 
vil, o de las personas civilmente respon- 
sables; y con respecto a uno o varios 
requerimientos del Ministerio Público, 
que hubieran tenido por objeto el ejer- 
cicio de una facultad o un derecho otor- 
gado por la ley, aunque la falta de la 
formalidad cuya ejecución hubiera sido 
pedida o requerida, no estuviere sujeta 
a la pena de nulidad; 3ro. cuando la 
sentencia no ha sido dada por el nú- 
mero de jueces que prescribe la ley, o 
por jueces que no han asistido a todas 
las audiencias de la causa; 4to. cuando 
la sentencia no se hubiere pronunciado 
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públicamente, y 5to. cuando la senten- 
cia no contenga los motivos” y ” El re- 
curso de la parte civil sólo puede versar 
sobre sus intereses privados”. 


5.- La Enciclopedia Dalloz (Procedure Ci- 
vile, Tomo l, p.464, 466), indica que “el 
electo de la sentencia de casación es remi- 
ira las partes al mismo lugar en que ellas 
se encontraban (Jur.Ge.Suppl.V.Cassation, 
No.482” y que “el tribunal de envío no 
está apoderado de los puntos o disposi- 
ciones que han sido casados”. 


b.- Ernest Fayé (Cours de Cassation, 
Chap.X, pp.294-310, Nos.258-278) dice 
que “la casación pronunciada puede ser 
parcial cuando el demandante no ha ata- 
cado más que alguno de los ordinales de 
lu sentencia, o cuando la Corte sólo ha 
acogido alguno de los medios propues- 
tos. En este caso, la sentencia conserva 
lu autoridad de la cosa definitivamente 
jugada en las disposiciones que no fue- 
ron alcanzadas por la sentencia; los as- 
pectos causados quedan totalmente borra- 
dos con todas las consecuencias que ello 
conlleve”. Afirma también que “el asunto 
welve al estado en que estaba ante la 
prisdicción correspondiente a la decisión 
usada, antes de que dicha sentencia fue- 
se dictada, salvo en lo que concierne a 
los aspectos sobre los cuales no haya re- 
wrido, o que hayan sido rechazados en 
b casación, y que han adquirido en con- 
secuencia, la autoridad de cosa juzga- 
do”. Añade que “la decisión casada es 
mulada, y las partes de encuentran en 
l situación misma en que ellas estaban 
d momento en que dicha decisión fue 
dictada; todo lo que la ha precedido se 
mantiene, pero, con ella, desaparecen 
todos los actos, todas las sentencias que 
w han sido más que su consecuencia. 
„Si se trata de una sentencia dictada en 
yodo de apelación, las partes se encuen- 
tan bajo la ley de la sentencia de prime- 
n instancia y retoman en procedimiento 
de apelación en el punto en que había 
sido conducido hasta el día de la senten- 


cia casada; no se trata de una apelación 
nueva ante el tribunal o la Corte de en- 
vío; es simplemente una continuación de 
la instancia”. 


JURISPRUDENCIA 
CASACIÓN 


7.- Cuando la casación se funde en que 
la sentencia contra la cual se interpuso 
apelación, no estaba sujeta a este recur- 
so, o en cualquier otro caso en que la 
casación no deje cosa alguna por juzgar, 
no habrá envío del asunto.(Casación del 
12 de octubre de 1994. Sentencia #5). 


8.- Al no haber en la casación una cues- 
tión de hecho, sino de puro derecho, pro- 
cede la casación por vía de supresión y 
sin envío. (Sent. 29 marzo 1976, B.J.784, 
p.580). 


9.- La casación de un fallo sólo aprove- 
cha o perjudica a las partes ligadas al 
recurso de casación como recurrentes o 
como recurridos, pero no a quienes se 
han conformado con el fallo de apela- 
ción. (Sent. 2 noviembre 1973, B.J.756, 
p.3365). 


10.- Si la solución de los casos conexos 
por una sola sentencia está permitido por 
la ley, con mayor razón cuando se trata 
de recursos interpuestos por varias par- 
tes contra la misma sentencia y el mismo 
recurrido. (Sent. 10 julio 1970, B.J.715, 
p.1090). 


11.- La notificación de una sentencia ca- 
sada latu sensu, con envío, no significa 
la ejecución de dicha sentencia en el sen- 
tido del Art.147 del Código de Procedi- 
miento Civil. (Sent. 19 julio 1968, B.J.692, 
p.1627). 


12.- La extensión de la anulación de una 
sentencia, aún cuando ella sea pronuncia- 
da en términos generales, está limitada al 
alcance del medio que le sirve de base. 
(Sent. 20 febrero 1963, B.J.631, p.130). 
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13.- La sentencia casada de una mane- 
ra general, no es necesario que respon- 
da a los medios del recurso de casa- 
ción; como consecuencia de dicha 
casación, las partes quedan en el mis- 
mo estado que se encontraban ante- 
riormente (Sent. 14 septiembre 1956, 
B.J.554, p.1944). 


14.- Al tenor de las disposiciones del 
Art.5 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, en los asuntos civiles y co- 
merciales el memorial de casación “con- 
tendrá todos los medios en que se fun- 
da”; que en este orden de ideas la 
Suprema Corte de Justicia debe limi- 
tarse al examen de los medios que sean 
alegados específicamente por el recu- 
rrente. (Sent. 10 noviembre 1954, 
B.J.532, p.2262). 


15.- Si es verdad que la sentencia im- 
pugnada no contiene una exposición de- 
tallada de los hechos, esta circunstancia 
obedece a que el Juez de envío se atiene, 
en su análisis del caso, a la instrucción 
que tuvo efecto ante el Juez de primer 
grado, que tal proceder del Juez a-quo 
no vicia de nulidad la sentencia impug- 
nada. (Sent. 25 de julio de 1952, B.J.504, 
p.1352-1353). 


16.- La Suprema Corte de Justicia debe 
estatuir en las mismas condiciones en que 
los jueces del fondo han sido llamados a 
conocer del debate; no puede deducir de 
documentos nuevos ninguna consecuen- 
cia jurídica, pues implicaría un juicio so- 
bre una cuestión de hecho que corres- 
ponde al poder soberano de los jueces 
del fondo. (Sent. 23 diciembre 1963, 
B.J641, p.1498). 


17.- La casación de una sentencia que 
ordena una medida de instrucción im- 
plica por vía de consecuencia, la casa- 
ción de la sentencia subsiguiente que 


se haya pronunciado sobre el fondo. 
(Sent. 29 abril 1960, B.J.597, p.845). 


18.- La Suprema Corte de Justicia puede 
suplir de oficio los medios fundados so- 
bre reglas que interesan al orden públi- 
co. (Sent. 28 enero 1955, B.J.534, p.118). 


19.- La casación tiene por efecto remitir 
la causa y las partes al mismo estado en 
que se encontraban antes de la senten- 
cia casada. (Sent. No. 2 del 8 de diciem- 
bre de 1999. B. J. No. 1069). p.36. 


Cosa JUZGADA 


20.- La casación de una sentencia está 
necesariamente limitada al medio que 
le ha servido de base, subsistiendo lo 
decisión casada con autoridad de coso 
juzgada en todos sus demás puntos, 
(Sent. 28 mayo 1969, B.J.702, p.1150). 


SENTENCIA INTERLOCUTORIA 


21.- La casación de una sentencio 
interlocutoria implica, por vía de conse: 
cuencia, la casación de la sentencia sub- 
siguiente que se haya pronunciado so- 
bre el fondo. (Sent. 25 de febrero de 
1959. B.J.583, p.348). 


Art.647.- “En los cinco días que si 
gan al de la fecha de la sentencia, e 
secretario de la Suprema Corte de Jus 
ticia remitirá copia certificada a h 
secretaría del tribunal que haya pro 
nunciado la sentencia recurrido, si 
ésta ha sido casada. 


En igual término remitirá el expedien 
te a la secretaría del tribunal de en 
vío o a la de aquel del cual proced 
la sentencia recurrida si ésta no ha sid 
casada”. 
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INDICE 


Antecedentes, 1 - Competencia, 8 


Comentarios, 2 - Envío, 9-11 
Doctrina, 3-4 - Prescripción, 12 
Jurisprudencia - Tribunal de envío, 13-18 
- Casación, 5-7 

ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.614 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal cierra las disposiciones 
especiales del CT sobre el recurso de ca- 
sación en materia laboral. Prevé el plazo 
dentro del cual la sentencia será remitida 
al tribunal que dictó la sentencia impug- 
nada o al tribunal de envío. Dispone que 
en los cinco días que sigan a la fecha de 
la sentencia de la SCJ, el secretario de 
este tribunal, si la sentencia no ha sido 
casada, remitirá copia certificada a la se- 
cretaría del tribunal que dictó la senten- 
da recurrida; que en igual término remi- 
frá el expediente a la secretaría del tribunal 
de envío o a la del tribunal que dictó la 
sentencia si ésta no ha sido casada. 


DOCTRINA 


3.- Este texto consagra también el desti- 
no del expediente después del fallo dic- 
tado por la Tercera Cámara de la Supre- 
ma Corte en funciones de Corte de 
Casación. Cuando la sentencia es casa- 
da, el secretario de la Suprema Corte de 
lusticia envía el expediente completo a la 
secretaría del tribunal de envío y una co- 
pia certificada de la sentencia se remite 
ala secretaría del tribunal que dictó la 
sentencia recurrida y casada por la Su- 
prema Corte de Justicia. Cuando la sen- 
lencia no es casada, sino confirmada, el 
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secretario de la Suprema Corte remitirá 
el expediente completo al Tribunal que 
dictó la sentencia impugnada, confirma- 
da por la Suprema Corte. 


4.- Según Ernest Fayé (Cours de Casa- 
ción, Chap.X, pp.294-310, Nos.258-278), 
“los poderes que el tribunal de envío tie- 
ne, provienen únicamente de los que le 
otorga la Corte de Casación, a título de 
delegación especial, y están, en consecuen- 
cia, contenidos dentro de los límites de la 
casación pronunciada, sea expresamente, 
sea por vía de consecuencia” 


JURISPRUDENCIA 
CASACIÓN 


5.- Si bien es cierto que la casación tie- 
ne por efecto anular completamente la 
decisión impugnada y remitir la causa 
y las partes al mismo estado existente 
antes de la decisión casada, no menos 
cierto es que la extensión de la anula- 
ción, aun cuando ella sea pronunciada 
en términos generales, está limitada al 
alcance del medio que le sirve de base. 
(Sent. 20 febrero 1963, B.J.631, p.130). 


6.- La casación de una sentencia o de un 
fallo está circunscrita al medio que le ha 
servido de base, subsistiendo con el ca- 
rácter de cosa juzgada todas las partes de 
la decisión que no hayan sido recurridas, 
hayan sido mantenidas o que tengan con 
éstas un vínculo de indisolubilidad o de 
dependencia necesaria, lo que delimita ri- 
gurosamente el ámbito de competencia 
del tribunal de envío o los puntos del fallo 
que hayan sido anulados, y el cual no pue- 
de ser extendido sin que dicho tribunal 
viole las reglas del apoderamiento y de su 
particular competencia. (Sent. 30 septiem- 
bre 1959, B.J.590, p.1944). 


7.- Según Froilán Tavarez (Derecho Pro- 
cesal Civil Dominicano, T.Il, p.61), “el tri- 
bunal ante el cual la Suprema Corte de 
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Justicia envía o reenvía el conocimiento 
de un asunto, después de casar la sen- 
tencia impugnada con un recurso de ca- 
sación, tiene competencia exclusiva para 
conocer del litigio, en la medida que lo 
disponga la decisión de la Suprema Cor- 
te de Justicia. Todo otro tribunal es in- 
competente de un modo absoluto” (Cas, 
13 diciembre 1940, B.J.365, p.729). 


COMPETENCIA 


8.- La competencia del tribunal de envío 
está limitada al medio que le ha servido 
de base a la casación. (Sent. 28 mayo 
1969, B.J.702, p.1150). 


Envío 


9.- Es de principio que los jueces de en- 
vío pueden hacer uso de los documentos 
aportados por cualquiera de las partes y 
basar sus declaraciones en los hechos que 
figuren como establecidos en tales docu- 
mentos, aunque la parte que resulte 
gananciosa haya hecho defecto. (Sent. 3 
julio 1974, B.J.764, p.1805). 


10.- Ante el tribunal de envío no puede 
plantearse una reclamación por una 
cuantía superior, pues dicho tribunal 
está limitado en cuanto al objeto y a la 
cuantía de la demanda a la suma máxi- 
ma que figura en la demanda y conclu- 
siones originales del demandante. 
(Sent. 10 abril 1970, B.J.713, p.691). 


11.- Ante la Corte de envío no es necesa- 
rio recomenzar el procedimiento subsis- 
tiendo con todos sus efectos el recurso de 
apelación. (Sent. No. 2 del 8 de diciem- 
bre de 1999. B. J. No.1069). p.36. 


PRESCRIPCIÓN 


12.- Es obvio que ante el tribunal de en- 
vío el recurrente no puede válidamente 


proponer la excepción derivada de la 
prescripción que había sido declarada 
inadmisible por no haber sido propuesta 
antes por ante los jueces del fondo. (Sent. 
16 octubre 1974, B.J.767, p.2748). 


TRIBUNAL DE ENVÍO 


13.- Los jueces de envío pueden hacer 
uso de los documentos aportados por 
cualquiera de las partes y basar sus deci- 
siones en los hechos que figuren como 
establecidos en tales documentos aunque 
la parte que resulta gananciosa haya he- 
cho defecto. (Sent. 3 julio 1974, B.J.764, 
p.1805). 


14.- La jurisdicción de envío está investido 
con los mismos poderes que pertenecían a 
los jueces cuya decisión ha sido anulado. 
(B.J.564, p.1023). 


15.- Por efecto de la casación las partes 
son colocadas ante la jurisdicción de en- 
vío en la misma situación en que se en- 
contraban antes de dictarse la sentencia 
casada. (Sent. julio 1967, B.J.680, 
p.1326). 


16.- La competencia del tribunal de envio 
no puede, sin cometerse un exceso de po- 
der, ser extendida ni apartarse del ámbito 
de su competencia. (Sent. 28 mayo 196), 
B.J.702, p.1150). 


17.- El apoderamiento del tribunal de 
envío se limita al punto que fue objeto 
de casación. (Sent. 28 mayo 1969, 
B.J.702, p.1148). 


18.- Ante el tribunal de envío no se pue 
de plantear una reclamación por un 
cuantía superior, pues este tribunal esté 
limitado en cuanto al objeto y la canti- 
dad de la demanda, a la suma máximo 
que figura en el acta de conciliación y en 
el acto de emplazamiento introductivo de 
la demanda. (Sent. 10 abril 1970, B.J.713 
p.686). 
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CAPITULO Ill 
DE LĄ TERCERÍA 


Art.648..- “El tercero cuyos derechos 
sean perjudicados por una senten- 
cia, puede intentar contra ésta re- 
curso de tercería. Pueden intentarlo 
además el causahabiente de una de 
las partes, cuando sea víctima de un 
fraude”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


> 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 7 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.615 del 
CT de 1951, del que se suprimió que tam- 
bién podía intentar recurso de tercería: 
"El acreedor quirografario, en el caso 
previsto en el ordinal que antecede, o 
cuando pueda hacer valer algún medio 
de defensa no invocado por su deudor”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas al recurso de tercería en materia de 
trabajo. Salvo lo establecido en estas nor- 
mas, se aplica el derecho común 
supletoriamente. 


DOCTRINA 


3.- Según opinión de Artagnan Pérez 
Méndez (Procedimiento Civil, Tomo |, 
1989) la tercería es una vía abierta a to- 
dos los terceros cuando son lesionados o 
están amenazados de un perjuicio por el 
efecto de una sentencia en la cual ellos 
no han sido partes. El recurso de tercería 
tene como fundamento el principio jurí- 
dico según el cual, ninguna persona pue- 


de ser condenada sin antes ser oída o 
que se le considere legalmente en retar- 
do de establecer sus medios de defensa. 


4.- El Art.648 reconoce el derecho de 
quien no ha sido parte en un proceso de 
interponer un recurso, llamado de terce- 
ría, cuando sea perjudicado por una sen- 
tencia. Se requiere: 1) la calidad de ter- 
cero, es decir, no ser parte en el proceso. 
Se reconoce igual derecho al causaha- 
biente de una de las partes cuando sea 
víctima de un fraude; 2) que la decisión 
le haya causado un perjuicio. La ley no 
distingue sobre el carácter o naturaleza 
del perjuicio; 3) La demanda puede ser 
interpuesta por la vía principal o inciden- 
talmente (Art.649). En caso de inadmi- 
sión, el tribunal puede condenar al ter- 
cero al pago de daños y perjuicios cuando 
se establezca que el tercero actuó de mala 
fe o como consecuencia de un error gro- 
sero; 4) Puede también condenarse soli- 
dariamente al tercero y a la parte a quien 
el tercero intentó favorecer con su recur- 
so, cuando se establezca un acuerdo en- 
tre los mismos. 


5.- Luis Vilchez (El Proceso Laboral y los 
Recursos, p. 132), establece cuáles son 
las condiciones exigidas para la tercería: 
1) El tercero o gerente tiene que experi- 
mentar un perjuicio o la amenaza de un 
perjuicio. En virtud de este principio para 
actuar en justicia hace falta ¡justificar un 
interés; 2) No haber sido parte en la ins- 
tancia porque la tercería será inadmisi- 
ble cuando la persona tiene calidad le- 
gal de parte en el proceso. Sin embargo, 
una persona que ha litigado bajo cierta 
calidad podría intentar el recurso de ter- 
cería en otra calidad; 3) No haber sido 
representado en la instancia, salvo el caso 
de fraude. Si la representación en la au- 
diencia fue hecha fraudulentamente, será 
necesario probar el fraude para intentar 
el recurso de tercería. Una situación si- 
milar, aunque no siempre con el mismo 
grado del perjuicio, se presenta con el 
causahabiente de una de las partes, cuan- 
do sea víctima del fraude o dolo. 
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6.- Son recurribles en tercería (Luis 
Vilchez, ob.cit., p.133), las sentencias en 
primera o última instancia, las definiti- 
vas, en defecto o en referimiento, dicta- 
das por los Juzgados o Cortes de traba- 
jo, sin importar el monto de las 
condenaciones, siempre y cuando se re- 
únan las condiciones requeridas para la 
admisibilidad del recurso. Sin embargo, 
la sentencia dictada por la SCJ, en fun- 
ciones de Corte de Casación no puede 
ser objeto de este recurso. Por eso el de- 
mandante tiene la obligación de empla- 
zar o citar a las otras partes o notificar- 
les el escrito que contiene la demanda. A 
su vez no se puede admitir que con la 
citación o demanda a una sola parte sea 
suficiente para quedar apoderado total- 
mente el tribunal, con relación a los otros 
demandados que tienen domicilio, per- 
sonalidad y calidades diferentes. Por otra 
parte, dice Vilchez, no hay que confundir 
este recurso con la intervención volunta- 
ria o forzosa prevista en los Arts.602 al 
609 del CT; primero porque la interven- 
ción da lugar a que los terceros interven- 
gan en el proceso para impedir que sea 
dictada una sentencia contraria a sus in- 
tereses; y segundo, desde el momento que 
una persona interviene en el proceso pier- 
de la calidad de tercero, entonces el re- 
curso de tercería sería inadmisible. El re- 
curso de tercería se produce después de 
pronunciada la sentencia y no antes de 
dicho fallo como sucede con la interven- 
ción (para impedir causarle un perjuicio 
al demandado o tercero). 


JURISPRUDENCIA 


7.- Si es incontestable que la fecha de las 
actas bajo firma privada queda sometida 
a un estatuto particular, estando despro- 
vista de por sí misma de toda autoridad 
respecto de los terceros, a menos que se 
haya hecho cierta en las circunstancias 
indicadas en el Art.1328 del Código Civil 


no son las personas jurídicas extrañas a 
las partes contratantes: los terceros a 
quienes se ha querido proteger son las 
personas que han tratado con las partes 
en el acto o sea sus causahabientes a 
titulo particular. (Sent. 15 abril 1948, 
B.J.489, p.1162-1168). 


Art.649.- “La tercería principal 
debe ser intentada ante el tribu- 
nal que haya pronunciado la sen- 
tencia. 


La incidental se promoverá ante el 
tribunal que conozca de lo princi- 
pal, si éste es de grado igual o su- 
perior al que pronunció la senten- 
cia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.616 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé dos vías para 
intentar la tercería. Consagra la tercería 
principal, que distingue de la tercería 
incidental. Esta última se interpone ante 
el tribunal que conozca de lo principal, si 
éste es de grado igual o superior al que 
pronunció la sentencia. La tercería prin- 
cipal o por vía principal se interpone 
ante el tribunal que dictó la sentencia 
que lesiona o perjudica el interés del ter- 
cero. 


3.- Véase Arts.648 y del 650 al 652 del 
EL 
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Art.650.- “La tercería principal se 
intentará, substanciará y juzgará como 
cualquier acción principal relativa a un 
conflicto jurídico. 


la incidental puede ser promovida por 
escrito depositado en la secretaría del 
tribunal o por declaración de la parte 
o de su mandatario, debiendo conte- 
ner, en cualquier caso, las enunciacio- 
nes señaladas en el artículo 509". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.617 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre el procedi- 
miento de la tercería principal. Dispone 
que se intentará, sustanciará y juzgará 
conforme al procedimiento ordinario pre- 
visto en los Arts.508 y siguientes del CT. 
Véase comentarios a estos textos legales). 


DOCTRINA 


3.- El párrafo de este texto legal se refiere 
al procedimiento de la tercería incidental. 
Dispone que será promovido por escrito 
depositado en la secretaría del tribunal 
competente. También puede interponerse 
por declaración de la parte o de su man- 
datario. La tercería incidental debe con- 
tener las enunciaciones propias del escri- 
to de la demanda que inicia el proceso en 
materia ordinaria previstas en el Art.509. 


4.- Véase Arts.508 y 509. 


519 


Art.651.- “En los casos de tercería 
principal, el tribunal puede suspen- 
der la ejecución de la sentencia obje- 
to de dicho recurso. 


En los casos de tercería incidental, pue- 
de suspender el curso de los procedi- 
mientos sobre lo principal”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.618 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre las facul- 
tades del tribunal apoderado y sobre los 
efectos de la tercería principal y de la 
tercería incidental. En el primer caso, el 
tribunal apoderado de la tercería puede 
suspender la ejecución de la sentencia 
objeto de este recurso hasta tanto se co- 
nozca del mismo. Generalmente, esto se 
hace en la práctica. En los casos de ter- 
cería incidental, no necesariamente el tri- 
bunal suspende el conocimiento de lo 
principal, aunque está facultado para 
ello. En la práctica, lo principal se cono- 
ce conjuntamente con la tercería y se de- 
cide por una misma sentencia. 


DOCTRINA 


3.- Luis Vílchez (ob.cit., p.134-135), dice 
que “paradójicamente, el Art.539 del CT 
no se aplica al recurso de tercería, aún 
cuando este recurso por ser extraordina- 
rio no es suspensivo de la ejecución de la 
sentencia impugnada. El Art.651 estable- 
ce que en la tercería principal el tribunal 
puede ordenar la suspensión de la ejecu- 
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ción contra la sentencia objeto del recur- 
so de tercería. Es decir, que el legislador 
previendo que el recurso puede culminar 
anulando la decisión, le concedió la fa- 
cultad de suspender la ejecución al juez 
o corte que substancia el recurso de ter- 
cería. En efecto, no tiene el tercero la 
obligación de depositar el duplo de las 
condenaciones contenida en la sentencia 
para suspender su ejecución. De modo 
que el Art.539 se refiere al depósito del 
duplo que deben hacer las partes, ya que 
los terceros no forman parte de la ins- 
tancia por lo que no están obligados a 
dicho depósito. Esta suspensión tiene lu- 
gar aunque sea después de comenzada 
la ejecución de la sentencia, se busca 
proteger al tercero de la ejecución arbi- 
traria de un fallo al cual él había per- 
manecido extraño. Por esta razón el Có- 
digo hizo una distinción en los Arts.539 
y 651 para los casos de tercería, entre 
la ejecución de la sentencia con respec- 
to a la parte y la ejecución con relación 
a los terceros”. 


4.- Véase Art.539 CT. 


Art.652.- “El tribunal que admita la 
tercería retractará o reformará la sen- 
tencia en todo cuanto perjudique los 
derechos del tercero que la hubiere in- 
tentado. 


En caso de inadmisión, puede, por la mis- 
ma sentencia, condenar al tercero al 
pago de daños y perjuicios en favor de la 
parte que resulte perjudicada, si se esta- 
blece que aquél intentó o promovió el 
recurso de mala fe o como consecuencia 
de un error grosero. 


Puede también declarar solidariamente 
obligada al pago de esos daños y per- 
juicios a la parte a quien el tercero hu- 
biese intentado favorecer con su recur- 
so, si se establece en cualquier forma la 
existencia de algún acuerdo entre am- 
bos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.619 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la senten- 
cia que admite la tercería: a las decisio- 
nes que la declaran inadmisible y a otras 
facultades reconocidas al tribunal, como 
la de condenar al tercero en daños y per- 
juicios, o solidariamente con la parte con 
la cual se hubiese aliado para favorecer- 
la con su recurso. En el primer caso, es- 
tablece que cuando el tribunal admite 
el recurso de tercería, retractará o re- 
formará la sentencia, en tanto cuanto 
perjudica al tercero. Cuando el recurso 
es declarado inadmisible, por la misma 
sentencia el tribunal puede condenar al 
tercero al pago de daños y perjuicios en 
favor de la parte que resulte perjudica- 
da con el recurso siempre que se esta- 
blezca que el tercero promovió la de- 
manda en tercería de mala fe o de un 
error grosero. 


DOCTRINA 


3.- Henri Capitant (Vocabulario Juridi- 
co, p.361) define la mala fe, como el 
“conocimiento que una persona tiene 
de la falta de fundamento de su pre- 
tensión, del carácter delictuoso o 
cuasidelictuoso de su acto, o de los vi- 
cios de su título”. 


4.- Los dos últimos párrafos de este tex- 
to legal se refieren a la facultad del juez 
de condenar al tercero sucumbiente: 1) 
al pago de daños y perjuicios y 2) tam- 
bién puede declarar solidariamente res- 
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ponsable al tercero con la parte con la 
cual hubiese intentado favorecer con su 
recurso, debiéndose en este caso esta- 
blecer la prueba de un acuerdo. La prue- 


ba de este acuerdo puede establecerse 
por cualquier modo legal de prueba. No 
es necesario que el acuerdo conste por 
escrito. 
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TITULO IX 


DE ALGUNOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 


CAPITULO | 


DE LOS OFRECIMIENTOS REALES 
Y DE LA CONSIGNACIÓN 


Art.653.- “Todo empleador o traba- 
jador que desee liberarse de la obli- 
gación de pagar una suma de dinero 
que provenga de contratos de traba- 
jos o de convenios colectivos o haya 
sido contraída en ocasión de la eje- 
cución de los mismos, puede consig- 
narla en la colecturía de Rentas In- 
ternas correspondiente al lugar en que 
tenga su domicilio el acreedor, previo 
ofrecimiento real de pago no acepta- 
do por el último”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2-3 - Ofrecimientos reales 
Doctrina 
- Del pago, 4-5 
- De la oferta, 6-10 


de pago, 11-21 


- Salario, 22-23 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.620 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas re- 
lativas a los ofrecimientos reales de pago 
y la consignación, y a algunos procedi- 
mientos especiales como el desalojo de 
viviendas y la ejecución de sentencias. 


3.- Consagra el derecho de la parte que 
desee liberarse de pagar alguna suma 


de dinero en virtud del contrato o de una 
relación de trabajo, de consignar en ren- 
tas internas, previo ofrecimiento real de 
pago no aceptado, la suma adeudada. 
El crédito debe tener carácter laboral pro- 
veniente de un contrato o convenio co- 
lectivo de trabajo, o resultar de una obli- 
gación contraída en la ejecución del 
contrato o del convenio colectivo. Ade- 
más, la consignación debe ser precedi- 
da por un ofrecimiento real de pago y 
por la invitación o citación a la parte 
que se ha negado a recibir el pago para 
que asista o se presente al depósito, a 
su nombre, de la suma adeudada en la 
Colecturía de Rentas Internas de su do- 
micilio. Tanto el ofrecimiento de pago 
como la citación a Rentas Internas, in- 
cluyendo el acta de comprobación del 
depósito, generalmente instrumentado 
por acto de alguacil. 


DOCTRINA 
DEL PAGO 


4.- Pagar es ejecutar la prestación mis- 
ma a que uno estaba obligado, consis- 
ta esa prestación en la entrega de una 
suma de dinero o de un cuerpo cierto, 
en un hecho o en una abstención 
(Josserand, Derecho Civil, T.Il Vol. | p. 
662). 


5.- El pago es el medio de extinción 
por excelencia de las obligaciones; cons- 
tituye el desenlace normal de la obli- 
gación; (Josserand, Derecho Civil, T.Il 
Vol. | p. 662). El pago supone la exis- 
tencia de un obligación civil, o por lo 
menos de una obligación natural 
(Josserand, Derecho Civil, T.II Vol. | 
p.663). 
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DE LA OFERTA 


6.- Oferta: Promesa que se hace de dar, 
cumplir o ejecutar una cosa. Según Henri 
Capitant la oferta real de pago es 
la: “acción de poner a un acreedor en 
mora de aceptar el pago que se le efec- 
túa u ofrece.... y con la finalidad de po- 
derse liberar de la deuda mediante la sim- 
ple consignación del objeto debido, si el 
pago no es aceptado.” (Vocabulario Jurí- 
dico, Editorial Depalma, p. 395). 


7.- El ofrecimiento real de pago, como 
ha sido concebido en el artículo 1257 del 
Código Civil, aplicable en materia de tra- 
bajo al tenor del Art.654 del Código de 
Trabajo, es para liberarse del pago. 
"Los ofrecimientos reales de pago se- 
guidos de una consignación liberan al 
deudor, y surten respecto de él, efecto de 
pago...” (Art.1257 C.C.). 


8.- Procedimiento: 1) Las ofertas deben 
hacerse al acreedor por mediación de un 
oficial público competente (alguacil). “El 
Código Civil no habla de alguacil, sino 
de curial, lo que quiere decir uno ligado 
al tren judicial, por eso se admite que la 
oferta real, puede ser hecha por un no- 
tario” (Artagnan Pérez M. ob. cit. p. 264, 
cita 4). El proceso verbal de oferta de 
pago debe mencionar la respuesta de la 
no admisión o aceptación del acreedor 
de recibir el pago ofrecido. 2) Si las ofer- 
tas son aceptadas, el alguacil entrega 
contra recibo, la cosa debida, general- 
mente una suma de dinero. Si la oferta 
no es aceptada el alguacil lo hará cons- 
tar y le citará por el mismo acto o por 
acto separado para que, si persiste en su 
negativa, presencie el depósito hecho a 
su nombre, de la totalidad de las sumas 
exigibles, en la Colecturía de la Direc- 
ción General de Impuestos Internos, co- 
rrespondiente. En la fecha de la citación 
para el depósito, el alguacil procederá a 
consignar lo adeudado en la Colecturía. 


9.- Requisitos o condiciones para la 
validez de los ofrecimientos (Art.1258 
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del Código Civil). 1) Que se hagan al 
acreedor que tenga capacidad de recibir, 
o al que tenga poder para recibir en su 
nombre; 2) Que sean hechos por una 
persona capaz de pagar; 3) Que sean 
por la totalidad de las sumas exigibles, 
de las rentas o intereses debidos, de las 
costas líquidas y de una suma para las 
costas no liquidadas, salva la rectifica- 
ción; 4) Que el término esté vencido; 5) 
Que se haya cumplido la condición bajo 
la cual ha sido la deuda contraída; 6) 
Que los ofrecimientos se hagan en el si- 
tio donde se ha convenido hacer el pago; 
y que si no hay convenio especial de lu- 
gar en que deba hacerse, lo sean o al 
mismo acreedor, o en su domicilio o en el 
elegido para la ejecución del convenio; 
7) Que los ofrecimientos se hagan por 
un curial que tenga carácter para esta 
clases de actos. 


10.- Véase Arts.654 y 655 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
OFRECIMIENTOS REALES DE PAGO 


11.-No es el ofrecimiento real de pago lo 
que produce la liberación del empleador 
o trabajador de la suma adeudada, sino 
la consignación que se haga de la misma 
en la Colecturía de Rentas Internas, la 
que a su vez para tener validez requiere 
del ofrecimiento previo. (Sent. 18 noviem- 
bre 1998, No.34, B.J.1056, p.496). 


12.- El hecho de hacer la consignación 
de la suma ofertada en la Colecturía de 
Rentas Internas, determina que el ofreci- 
miento formulado al trabajador no ad- 
quiera ningún valor a los fines de liberar 
a la recurrente del pago de la suma que 
reconocía adeudar. (Sent. 18 noviembre 
1998, No.34, B.J.1056, p.496). 


13.- El término “puede consignarla” que 
utiliza el artículo 653 no implica que no 
sea necesaria la consignación facultativa 
del ofertante, como alega la recurrente, 
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sino que lo optativo es el deseo del deu- 
dor de liberarse de la deuda mediante la 
oferta de pago, pero una vez iniciado el 
procedimiento para su culminación váli- 
da, se torna imperativa la consignación 
de la suma ofertada. (Sent. 18 noviem- 
bre 1998, No.34, B.J.1056, p.496). 


14.- No es válida la oferta real de pago 
no proseguida de la correspondiente con- 
signación. (Sent. 18 noviembre 1998, 
No.34, B.J.1056, p.496). 


15.- Cuando el ofrecimiento real no es 
seguido de la consignación, el tribunal 
no tiene que detenerse a ponderar si la 
oferta abarca la totalidad de los créditos 
adeudados, pues aún cuando ello fuere 
así, la nulidad de la oferta se mantiene 
por no haberse cumplido todo el proce- 
dimiento establecido en el artículo 653 
del Código de Trabajo. (Sent. 18 noviem- 
bre 1998, No.34, B.J.1056, p.496). 


16.- Para que el empleador se libere de 
sus obligaciones frente a una demanda 
laboral no basta con alegar que un tra- 
bajador se negó a recibir el pago de las 
prestaciones laborales, siendo necesario 
que el empleador haga el ofrecimiento 
real de pago con la consecuente consig- 
nación. (Sent. 24 junio 1998, No.42, 
B.J.1051, p.525). 


17.- El solo hecho de que una empresa 
confeccione el recibo de descargo y expi- 
da el cheque correspondiente para el 
pago de las prestaciones laborales, no le 
libera de las consecuencias de un proce- 
so judicial en reclamación de prestacio- 
nes laborales, si frente a la negativa del 
trabajador a recibir los valores ofrecidos, 
la empresa no inicia el consecuente pro- 
cedimiento de la oferta real de pago y de 
consignación de la suma ofertada. (Sent. 
18 marzo 1998, No.31, B.J.1048, p.470). 


18.- En la especie si la parte demandada 
deseaba desinteresar a la demandante 
debió hacerlo ofreciendo pagar y luego 
consignar el monto completo de lo adeu- 


dado, (B.J. 730, septiembre de 1971, p. 
2714). 


19.- De conformidad con las disposiciones 
de los artículos 1257 y 1258 del Código 
Civil y 812 y 183 del Código de Procedi- 
miento Civil, el ofrecimiento de pago para 
ser válido debe designar el objeto ofreci- 
do, si es en especie, su enumeración; hacer 
la mención de la respuesta de la no acep- 
tación o aceptación del acreedor y su fir- 
ma, si rehusó a la declaración de no poder 
hacerlo, o sea que el funcionario actuante 
debe presentar en forma real al acreedor 
los valores adeudados en el mismo mo- 
mento del ofrecimiento, pero que según 
consta en la sentencia impugnada el acto 
del 9 de febrero de 1977, por el cual, como 
se dice anteriormente, el recurrente hizo el 
ofrecimiento de pago al recurrido, no con- 
signaba las menciones indicadas, ni fue- 
ron presentados al acreedor los valores 
adeudados, por lo que, como lo afirma la 
Corte a-qua, el citado acto no constituía 
un verdadero y real ofrecimiento de pago 
y en consecuencia, la consignación no po- 
dría surtir sus efectos. (Cas. del 12 de octu- 
bre de 1983, B.J. 875, p. 3127). 


20.- Cuando el trabajador obtiene ga- 
nancia de causa y se condena al patrono 
al pago de la cantidad que previamente 
había depositado en la Colecturía a dis- 
posición del trabajador desahuciado, ca- 
rece de pertinencia el hecho de que la 
consignación no haya sido precedida de 
ofrecimientos reales,(B.J 742, p. 2343). 
El voto de la ley queda satisfecho si en el 
acto de oferta se le indica al acreedor el 
día y lugar en que tendrá efecto la con- 
signación y se le intima para que esté 
presente a esos fines. (Agosto 25, 1961, 
B.J. 613 p. 1656). 


21.- Cuando la oferta real de pago no es 
hecha conforme a la Ley, significa una 
ausencia de pago de las indemnizaciones 
laborales y las consecuentes aplicación 
del Art.86 del Código de Trabajo. (Sen- 
tencia No. 27 del 22 de setiembre de 
1999,B.J. No. 1066 p.781). 
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SALARIO 


22.- Cuando el patrono solicita que se 
dé acta de su ofrecimiento de pagar de 
inmediato los salarios de sus obreros 
suspendidos pero no lleva a cabo una 
oferta real seguida de consignación, el 
acta solicitada no impide que se efec- 
túe el pago ofrecido mediante procedi- 
miento establecido en el Art.812 y si- 
guientes del Código de Procedimiento 
Civil. (Sent. 7 diciembre 1962, B.J.629, 
p.1879). 


23.- Las promesas de pago no liberaban 
al patrono de sus obligaciones cuando 
no lleva a cabo una oferta real seguida 
de consignación. (Sent. enero 1963, 
B.J.630, p.1). 


Art.654.- “El ofrecimiento, la consig- 


nación y sus efectos se regirán por el 
derecho común”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Oferta real de pago, 9 


Comentarios, 2 - Ofrecimientos reales 
Doctrina, 3-8 de pago, 10-16 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.621 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- En este texto legal el legislador hace 
aplicable en materia de trabajo en los 
casos de ofrecimientos reales de pago 
seguidos de consignación, las disposicio- 
nes del Derecho Común. 
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DOCTRINA 


3.- El ofrecimiento real de pago y con- 
signación aparece en los Artículos 1257 
al 1264 del Código Civil y de los Arts. 
812 a 818 del Código de Procedimiento 
Civil. 


4.- El ofrecimiento. Viene del verbo ofre- 
cer, que significa prometer, obligarse uno 
a dar, hacer o decir algo (Diccionario de 
la Lengua Española, 21 edición). Como 
señala Artagnan Pérez Méndez (Procedi- 
miento Civil T.IIl, p. 263), el ofrecimiento 
“no se trata de un ofrecimiento hecho por 
el deudor al acreedor. Se necesita algo 
más positivo: el deudor debe presentarle 
al acreedor lo adeudado”. A tal efecto, el 
Art.812 del Código de Procedimiento Ci- 
vil, establece que “Toda acta de ofreci- 
miento designará el objeto ofrecido..” 


5.- La consignación. Para que ésta sea 
válida no sólo es necesario que sea pre- 
cedida por la oferta, sino además que el 
acreedor haya rehusado (Art.1257 del 
Código Civil). El Art.814 del Código de 
Procedimiento Civil dispone que “En caso 
de que el acreedor rehusare lo ofrecido, 
podrá el deudor, para liberarse, consignar 
la suma o la cosa ofrecida...”. Planiol y 
Ripert, (Tratado Práctico de Derecho Civil 
Francés 545), enseñan que “La consigna- 
ción es algo más que un simple depósito; 
ocupa el lugar del pago. “Como no existe 
ningún plazo dentro del cual se debe ha- 
cer la consignación, la misma no se puede 
declarar tardía. Pero el oferente debe pro- 
ceder cuanto antes a ella para liberarse de 
la obligaciónde pago, 10-16 ”(Artagnan 
Pérez Méndez, Ob. cit. p. 267). El Art.1259 
del Código Civil dispone que no es necesa- 
rio para la validez de la consignación que 
haya sido autorizada por el juez. Según el 
artículo 1259 del Código Civil, se debe 
hacer la consignación con los intereses has- 
ta el día del depósito. 
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6.-Condiciones para la validez de la con- 
signación: 1) Que la haya precedido una 
intimación notificada al acreedor, que 
contenga la indicación del día, de la hora 
y del sitio en que se depositará la cosa 
ofrecida; 2) que el deudor se desprenda 
de la cosa ofrecida entregándola en el 
depósito que indica la ley, para recibir 
las consignaciones, con los intereses has- 
ta el día del depósito; 3) que se forme 
por el curial acta de la naturaleza de las 
especies ofrecidas, de haber rehusado el 
acreedor a recibirlas, de no haber com- 
parecido y por último, del depósito; 4) 
que en caso de no comparecencia del 
acreedor, el acta del depósito le haya sido 
notificada con intimación de retirar la 
cosa depositada. (Artagnan Pérez 
Méndez, ob. cit. p. 268). 


7.- Efectos: El principal efecto de la ofer- 
ta real de pago, seguida de consignación, 
es liberar al deudor. “Además los intereses 
dejan de correr; si la cosa debida era un 
cuerpo cierto, los riesgos pasan al acree- 
dor”. (Josserand, Derecho Civil, T. II Vol. 1 
P 684, Planiol y Ripert, ob.cit. p. 545). Sin 
embrago, el deudor puede retirar la cosa 
consignada mientras la consignación no 
haya sido aceptada (o retirada) (Art.1261 
Código Civil); 


8.- Los gastos de la consignación. Las 
costas de los ofrecimientos reales y de la 
consignación, son de cuenta del acree- 
dor, sin son válidos (Art.1261 del Código 
Civil). 


JURISPRUDENCIA 
OFERTA REAL DE PAGO 


9.- El hecho de que la oferta real de pago 
esté condicionada a la realización de un 
acto al que está obligado el acreedor, 
como es el levantamietno de un embar- 
go o la radiación de una hipoteca, no es 
nula por esa circunstancia, si el acreedor 
no cumple con la condición y la suma 
ofertada es consignada en la forma que 


lo establece la ley, en vista de que el deu- 
dor puede insertar en sus ofertas reales 
de pago las mismas condiciones, protes- 
tas o reservas que tendría derecho de ha- 
cer al realizar el pago de grado a grado, 
y que no son por su parte, sino el ejerci- 
cio de un derecho legítimo. (Sentencia 
No. 29 del 22 de diciembre de 1999, B. 
J. 1069, p. 702). 


OFRECIMIENTOS REALES DE PAGO 


10.- Caso de ofrecimiento real hecho por 
la empleadora, pero no seguido de con- 
signación. Violación de los artículos 1257 
y 1258 del Código Civil. (Casación, 20 
de abril de 1994. Sentencia #4). 


11.- “Para que los ofrecimientos reales 
de pago sean válidos es preciso que se 
hagan por la totalidad de la suma exigi- 
ble, de las rentas e intereses debidos, de 
las costas liquidadas y de una suma para 
las costas no liquidadas, salvo la rectifi- 
cación (Sent. del 19 de diciembre de 
1952, B.J. 509, p. 2365). 


12.- El poder a que se refiere el Art.1258 
del Código Civil, es el que se otorga ex- 
presamente para recibir el pago.(B.J. No. 
503, p. 2506). 


13.- Como el mencionado texto legal 
(Art.1258) no indica cuál debe ser la suma 
ofrecida por el deudor para que los ofre- 
cimientos reales sean válidos, en relación 
con las costas no liquidadas, tales ofreci- 
mientos pueden hacerse por cualquier 
suma, a reservas de rectificarla, si fuere 
necesario, cuando dichas costas sean exi- 
gibles y se hayan liquidado y tasado re- 
gularmente. (B.J. 558, p. 128). 


14.- Una consignación no precedida de 
oferta real, no surte efecto. (Sent. del 2 
marzo de 1961, B.J. 608 p.430). 


15.- Si el simple ofrecimiento hecho por 
el empleador al trabajador despedido no 
es seguido por el pago correspondiente 
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o por una consignación después del acto 
de conciliación y antes o después de que 
el último demandara ¡judicialmente el 
pago del preaviso y del auxilio de cesan- 
tía, no hay duda de que en el momento 
de intentarse dicha demanda surgió la 
contención como consecuencia del des- 
pido. (Sent. 2Y julio 1948, B.J.456, 
p.1454). 


16.- Véase Arts.653 y 655 CT. 


Art.655.- “La demanda en validez o 
en nulidad de los ofrecimientos o de 
la consignación se introducirá ante el 
juzgado de trabajo correspondiente y 
se substanciará y fallará según las 
reglas establecidas para la materia 
sumaria”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.622 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la deman- 
da en validez o en nulidad de los ofreci- 
mientos reales de pago o de la consigna- 
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ción. Dispone que será competencia de 
los tribunales de trabajo, los cuales sus- 
tanciarán y conocerán del caso confor- 
me a las normas relativas al procedimien- 
to sumario. 


DOCTRINA 


3.- El párrafo final del Art.487 del CT 
reputa materia sumaria: los ofrecimien- 
tos reales de pago y la consignación. El 
Art.654 sujeta al derecho común, el ofre- 
cimiento, la consignación y sus efectos. 
En cambio, el Art.655 establece que la 
demanda en validez o en nulidad de los 
ofrecimientos de pago o de la consigna- 
ción, son de la competencia de los tribu- 
nales de trabajo conforme al procedi- 
miento sumario. 


4.- Consecuentemente, cabe no confun- 
dir el procedimiento de oferta y consig- 
nación; del procedimiento de la deman- 
da en validez o nulidad de los 
ofrecimientos reales de pagos seguidos 
de consignación. 


5.- Al tener las demandas en validez o en 
nulidad de los ofrecimientos de la con- 
signación, un procedimiento especial de 
introducción y sustanciación reglamenta- 
do por ley, una demanda de este tipo no 
puede ser incluida reconvencionalmente 
en el escrito de defensa de una parte de- 
mandada. 


6.- Véase Arts.487; del 610 al 618, am- 
bos inclusive y 653 y 654 del CT. 
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CAPITULO ll 


DEL DESALOJO DE VIVIENDAS 
Art.656.- “Los trabajadores que al 


vencimiento del término señalado en 
el ordinal 100. del artículo 44 no ha- 
yan entregado las viviendas del em- 
pleador, ocupadas por ellos en virtud 
de un contrato de trabajo ya termina- 
do, pueden ser expulsados por senten- 
cia del juzgado de trabajo competente 
a instancia del empleador”. 


INDICE 


Antecedentes, 1-2 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.623 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


2.- Dicho texto tiene como antecedente 
el Art.63 (bis) de la Ley 637, del 16 de 
junio de 1944, sobre Contratos de Tra- 
bajo (G.0.6096) que establecía: “ A con- 
tar de la fecha de la terminación del con- 
trato de trabajo y en un plazo no mayor 
de veinte días el trabajador desocupará 
las viviendas que les hayan facilitado los 
patronos como accesorio de su contra- 
to. La demanda de entrega se llevará 
ante el Tribunal de Trabajo sin el preli- 
minar de la conciliación a que se refiere 
el artículo 47, y la sentencia que inter- 
venga será ejecutoria no obstante ape- 
lación o cualquier otro recurso. El juez 
podrá conceder al trabajador un plazo 
de gracia no mayor de diez días”. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal trata sobre el desalo- 
jo de viviendas entregadas al trabajador 
como accesorio a su contrato de trabajo. 
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El ordinal 10) del Art.44 establece como 
obligación de los trabajadores: “Desocu- 
par dentro de un término de 45 días, con- 
tados desde la fecha en que terminen los 
efectos del contrato de trabajo, las vi- 
viendas que les hayan facilitado los 
empleadores”. 


DOCTRINA 


4.- Para la aplicación de este texto legal 
son necesarias las siguientes condiciones: 
que el trabajador ocupe la vivienda en 
su condición de trabajador; que la haya 
recibido como un accesorio de su contra- 
to de trabajo; que este contrato haya ter- 
minado; que haya transcurrido el térmi- 
no legal de 45 días después de la 
terminación de su contrato sin haber des- 
alojado la vivienda, que el desalojo haya 
sido ordenado por una sentencia del tri- 
bunal de trabajo competente, previa de- 
manda del empleador. 


5.- Véanse comentarios a los Arts. 44, 


508, 610 al 618 y 671 del CT. 


Art.657.- “La demanda se iniciará, 
substanciará y fallará conforme a las re- 
glas prescritas para la materia sumaria”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.624 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece el procedi- 
miento aplicable al desalojo de viviendas 
entregadas al trabajador en virtud de su 
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contrato de trabajo. Dispone que la de-  3.- Sobre las peculiaridades del pro- 
manda se iniciará (por escrito o declara- cedimiento sumario, véase comentarios 
ción en secretaría), substanciará y falla- a los Arts.508 y 610 y siguientes del 


rá (con plazos más breves que en el CT. 
procedimiento ordinario de que tratan los 


Arts.508 y siguientes), conforme a las nor- 4.- Véase comentarios Art.656 y 671 del 
mas relativas al procedimiento sumario. CT 
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CAPITULO Ill 


DE LA CALIFICACIÓN DE LAS 
HUELGAS Y LOS PAROS 


Art.658.- “En los casos de huelga o 
paro declarados después de cumpli- 
das las prescripciones del artículo 407 
sobre huelgas, que el artículo 415 hace 
comunes a los paros, la corte de tra- 
bajo competente para la calificación 
de la huelga o del paro, queda am- 
parada de la instancia correspondiente, 
por el auto que dicte el presidente de 
dicha corte conforme a lo dispuesto en 
el artículo 683”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 La solicitud de calificación, 8-10 
Comentarios, 2 El auto de la corte 


Doctrina, 3-4 


Apoderamiento de la corte, 5-7 


-de trabajo, 11-12 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.625 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia la reglamenta- 
ción relativa al proceso de calificación de 
las huelgas y los paros. Se refiere en par- 
ticular a los casos de huelgas o paros 
declarados después de cumplidas las dis- 
posiciones del Art.407, que prevé los re- 
quisitos de forma y de fondo para la le- 
galidad de la huelga. 


DOCTRINA 


3.- La corte de trabajo competente que- 
da apoderada por la instancia en solici- 
tud de calificación, por el auto que dicta 


el presidente de dicha corte, al tenor del 
Art.683 del CT. 


4.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 califica de procedimiento especial, 
el procedimiento para la calificación de 
las huelgas y los paros. Este procedimien- 
to se caracteriza por los siguientes ras- 
gos: a) Su extrema celeridad (Arts.659 y 
660 CT); b) La competencia de las cortes 
de trabajo en instancia única (Art.481, 
ord.2, CT); c) La facultad reconocida a 
las cortes de trabajo para actuar de ofi- 
cio (Arts.661 y 680 CT); d) El juez tiene 
en estos casos un papel super activo, es- 
tando abierta para él la audiencia du- 
rante el plazo de cinco días que le otor- 
ga el Art.659 para dictar sentencia; e) El 
presidente de la corte designará los árbi- 
tros que deben conocer y decidir el con- 
flicto económico y hará notificar los nom- 
bres de éstos a las partes interesadas, 
dentro de las cuarenta y ocho horas de 
habérsele notificado a éstas la sentencia 
de la corte que haya calificado la huelga 
o el paro (Art. 685 del CT) fundado en un 
conflicto económico. 


APODERAMIENTO DE LA CORTE 


5.- El CT de 1951 establecía, (incluyendo 
los casos de amenaza de huelga), varias 
fórmulas de apoderamiento de la Corte 
de Trabajo para la calificación de la huel- 
ga (y de los paros). La solicitud de apo- 
deramiento podía ser hecha por las par- 
tes en controversia, y por la SET. Incluso, 
la propia Corte podía actuar de oficio. El 
CT de 1992 cambia en parte esta forma 
de apoderamiento. 


6.- Cuando la huelga es precedida del 
cumplimiento de las previsiones del 
Art.407 CT, la Corte queda apoderada, 
previa instancia de parte interesada, por 
el auto que dicte el Presidente de dicha 
Corte, conforme a lo previsto por el 
Art.684 del CT, esto es, que el apodera- 
miento de la Corte iniciado por la ins- 
tancia sometida por los trabajadores o el 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 658-659 531 


empleador, se opera jurídicamente me- 
diante el auto que dicte posteriormente 
el Presidente de la Corte de Trabajo, si- 
guiendo el procedimiento y en los plazos 
que dispone la ley. 


7.- Cuando la huelga es declarada sin el 
cumplimiento previo de lo prescrito en el 
citado Art.407, la Corte de Trabajo pue- 
de proceder a la calificación de dicha 
huelga, a solicitud de parte interesada, a 
solicitud de la SET, y aún de oficio, den- 
tro de los cinco días de conocer la exis- 
tencia de la huelga o el paro. Así lo dis- 
pone el Art.661 del CT. Esta es la segunda 
forma legal de apoderamiento de la 
Corte.(Hasta ahora, ninguna Corte de 
Apelación, en funciones de corte de tra- 
bajo, ha procedido de oficio alguna vez; 
y la SET sólo ha ejercido este derecho en 
una oportunidad). 


LA SOLICITUD DE CALIFICACIÓN 


8.- La instancia elevada a la Corte de 
Trabajo competente solicitando la califi- 
cación de la huelga no está sujeta a for- 
malidad alguna. La ley no exige mencio- 
nes ni prevé elementos que debe contener 
dicha exposición. Tampoco ella determi- 
na propiamente el apoderamiento de la 
corte. No obstante, “la parte que dirija 
la solicitud depositará con su escrito, cer- 
tificaciones que comprueben que no ha 
habido conciliación administrativa y que 
no se ha hecho o declarado oportuna- 
mente la designación de árbitros. Cuan- 
do se actúa en virtud de solicitud, ésta 
deberá acompañarse de los documentos 
que prueben la existencia de la huelga y, 
si la parte de la cual proviene ésta, ha 
procedido conforme a lo previsto en el 
Art.407 del CT”. 


9.- En otros términos, la instancia de so- 
licitud debe ir acompañada de la prue- 
ba de que la parte que ha declarado la 
huelga (o el paro) ha cumplido o no ha 
procedido con arreglo a la ley. Así lo 
dispone expresamente la ley (Art.682 y 
683 CT). 


10.- Sin embargo, en los casos de huel- 
ga o paro declarados en violación de lo 
prescrito por los artículos 403, 406 y 
407, la corte de trabajo competente para 
su calificación puede proceder a ésta a 
solicitud de parte o de la SET, y aún de 
oficio, dentro de los cinco días de cono- 
cer la existencia de la huelga o del paro. 
Cuando actúe en virtud de solicitud, bas- 
tará que el solicitante afirme la existen- 
cia del estado de la huelga o paro 
(Art.661 del CT). 


EL AUTO DE LA CORTE DE TRABAJO 


11.- El auto que dicta el Presidente de la 
Corte de Trabajo determina su apodera- 
miento y la intervención de este tribunal 
en la huelga. Dicho auto ordenará: a) la 
reanudación de los trabajos dentro de 
los cuatro días de su notificación; y b) la 
citación de las partes por ante la corte 
de trabajo para que ésta proceda a la 
calificación de la huelga. La notificación 
del mencionado auto la hará el secreta- 
rio de la Corte “dentro de las 48 horas 
de su fecha y valdrá citación para la au- 
diencia fijada en el mismo”. Entre la cita- 
da notificación y la audiencia, “mediará 
no menos de un día franco”. El Presiden- 
te de la Corte deberá dictar el referido 
auto “dentro de los cinco días de haber 
conocido la existencia de la huelga, si 
procede de oficio”. 


12.- Véase comentarios a los Arts.401, 
403, 406, 407, 415, 508, 661, 682 y 
683 del CT. 


Art.659.- “El día y hora fijados en 
el auto mencionado en el artículo 
658, la corte se reunirá en audien- 
cia pública. 


El presidente ofrecerá la palabra a las 
partes para que hagan la exposición 
del caso y produzcan los medios y 
pruebas tendientes a justificar la cali- 
ficación de la huelga o del paro. 
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La parte que haya declarado la huelga 
o el paro será la primera en el uso de 
la palabra. 


Se declara común al procedimiento de 
calificación, lo prescrito en el artículo 
636". 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.626 del 
CT de 1951, con una adecuación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere 
específicamente a la audiencia y al pro- 
cedimiento de calificación de la huelga 
(o el paro), ante la corte de trabajo. El 
auto dictado por el presidente de la cor- 
te, al tenor del Art.683, fija el día y la 
hora para el conocimiento del caso en 
audiencia pública. El Presidente de la 
Corte de Trabajo ofrecerá la palabra a 
las partes para que hagan la exposición 
del caso y produzcan los medios de prue- 
ba tendientes a justificar la calificación 
de la huelga o paro. La parte que haya 
declarado la huelga (o el paro) será la 
primera en el uso de la palabra. Poste- 
riormente hará uso de la palabra la par- 
te contraria. 


DOCTRINA 


3.- El día fijado por la corte de trabajo 
competente para el conocimiento de la 
demanda de calificación, conocerá en 
audiencia pública del asunto. El proce- 
dimiento a seguir es un procedimiento 


especial, sumarísimo, regido por los 
Arts.636 y del 658 al 660, 683 y 684 
del CT. 


4.- El párrafo final declara común al 
procedimiento de calificación, lo pre- 
visto en el Art.636 del CT según el cual: 
“El presidente puede declarar termina- 
da la discusión cuando la corte se con- 
sidere suficientemente edificada. En el 
curso de la discusión, o al finalizar ésta, 
los jueces podrán solicitar de las partes 
o de una de ellas, informaciones adi- 
cionales o aclaraciones sobre los he- 
chos, alegaciones de derecho o situa- 
ciones relativas al caso discutido”. 


5.- “La urgencia que, de por sí, reviste 
la solución de este conflicto sui generis 
- se lee en la Exposición de Motivos del 
CT de 1951-, hace indispensable la 
adopción de un procedimiento espe- 
cial que corresponda al interés social, 
directamente afectado en los casos de 
huelgas o paro. Y es este interés so- 
cial, precisamente, el que se toma en 
cuenta para someter la calificación de 
la huelga o del paro a un procedimien- 
to que se aparta, no sólo de las carac- 
terísticas comunes al ordinario y al su- 
mario de los tribunales de trabajo, sino 
a la regla del doble grado de jurisdic- 
ción, y a la que supedita la interven- 
ción de los tribunales a la demanda 
de una de las partes”. 


6.- Véase Arts. citados precedentemente. 


Art.660.- “La corte pronunciará sen- 
tencia dentro de los cinco días subsi- 
guientes a la fecha en que termina lo 
audiencia. Si el conflicto es de dere- 
cho, la sentencia de calificación debe 
decidir dicho conflicto. Si es económico, 
se procederá conforme al artículo 685. 


La sentencia de calificación se notificará 
a las partes en las cuarenta y ocho ho- 
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ras de su fecha y no estará sujeta a nin- 
gún recurso”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2 - Huelga, 9-12 
Doctrina, 3-8 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.627 del 
CT de 1951, al que se añadió que “si el 
conflicto es de derecho, la sentencia de 
calificación debe decidir dicho conflicto. 
Si es económico, se procederá conforme 
al artículo 685”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la senten- 
cia de calificación de las huelgas y los 
paros. Prevé el plazo dentro del cual la 
corte apoderada debe dictar sentencia y 
los aspectos que debe decidir. Se refiere 
al carácter de esta sentencia y el plazo 
para su notificación a las partes. La 
sentencia de calificación de la huelga o 
el paro debe dictarse dentro de los cinco 
días subsiguientes a la terminación de la 
audiencia. Cuando el conflicto es de de- 
recho, la sentencia de calificación debe 
decidir dicho conflicto. Si es económico, 
se procederá conforme al Art.685 CT. 


DOCTRINA 


3.- Conforme a los Arts.660 y 685 del CT, 
dentro de las cuarenta y ocho horas que 
siguen a la notificación a las partes de la 
sentencia fundada en un conflicto econó- 
mico, el presidente de la corte designará 
los árbitros que deben decidir sobre los 
planteamientos económicos y condiciones 
de trabajo que separan a las partes y que 
constituyen propiamente la causa de su 
desavenencia. Por consiguiente, tanto el 
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paro como la huelga, sean legales o ilega- 
les, culminan conforme a la ley dominica- 
na, con un arbitraje obligatorio. Los árbi- 
tros designados por la corte (un juez de la 
corte, un vocal por cada sector clasista: 
trabajador y empleador), tendrán a su car- 
go, después de un proceso que la ley esta- 
blece, dictar una sentencia o laudo arbi- 
tral que dirime el conflicto económico. Esta 
sentencia o laudo arbitral produce legal- 
mente los efectos de un convenio colectivo, 
y determina, definitivamente, las condicio- 
nes de trabajo en la empresa, particular- 
mente, el texto y alcance de los puntos en 
desacuerdo que originaron el conflicto. 


5.- La sentencia de calificación será noti- 
ficada a las partes dentro de las cuaren- 
ta y ocho (48) horas siguientes a su fe- 
cha. No está sujeta a ningún recurso. 


6.- Antes de la vigencia del CT de 1992, 
regía el procedimiento previsto en la Ley 
637 sobre contratos de trabajo, cuyo 
Art.50 establecía que el recurso de casa- 
ción estaba abierto en todos los casos 
contra las sentencias de los tribunales de 
trabajo. Las disposiciones del Art.660 no 
estaban vigentes. 


7.- La frase “no estará sujeta a ningún recur- 
so”, debe entenderse por ningún recurso or- 
dinario o extraordinario. Por consiguiente, la 
sentencia de calificación de los hechos y pa- 
ros tiene carácter definitivo, de cosa juzga- 
da. No puede ser atacada por la apelación, 
ni por la vía extraordinaria de la casación. 


8.- Véase artículos citados precedente- 
mente. 


JURISPRUDENCIA 
HUELGA 


9.- Si bien el artículo 660 del Código de 
Trabajo declara que la sentencia de cali- 
ficación de una huelga no es susceptible 
de ningún recurso, ello es a condición de 
que la sentencia impugnada no conten- 
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ga ninguna violación a la Constitución 
de la República, ni incurra en un error 
grave, un exceso de poder o desconoci- 
miento del derecho de defensa de una 
de las partes. (Sent. 2 septiembre 1998, 
No.19, B.J.1054, p.436). 


10.- Cuando dispone el legislador que la 
sentencia de calificación de una huelga 
no será susceptible de ningún recurso, 
tomó en cuenta que la huelga es un acon- 
tecimiento grave que puede alterar la tran- 
quilidad social y como tal su solución debe 
estar sometida a procedimientos ágiles e 
irrecurribles, para que sus efectos sean lo 
menos traumatizantes posibles y la paz la- 
boral llegue a las empresas afectadas en 
el menor término posible, con miras a lo 
cual se eliminan todos los tipos de recur- 
sos ya fueren ordinarios o extraordinarios. 
(Sent. 11 agosto 1999, B.J.1065, p. 493 
CODETEL Vs.Sindicato de Trabajadores 
Telefónicos). 


11.- La prohibición del recurso de casación 
alcanza a las sentencias que se dicten so- 
bre incidentes en materia de huelga (Sent. 
11 de noviembre 1966, B.J.672, p.2197). 


12.- El recurso de casación dirigido con- 
tra una sentencia de calificación de huel- 
ga no puede ser admitido. (Sent. 2 mar- 
zo 1964, B.J.644, p.393-396). 


Art.661.- “En los casos de huelga o 
paro declarados en violación de lo pres- 
crito por los artículos 403, 406 y 407, la 
corte de trabajo competente para su ca- 
lificación puede proceder a ésta a solici- 
tud de parte o de la Secretaría de Esta- 
do de Trabajo, y aún de oficio, dentro 
de los cinco días de conocer la existen- 
cia de la huelga o del paro. 


Cuando actúe en virtud de solicitud, bas- 
tará que el solicitante afirme la existen- 
cia del estado de huelga o paro”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.628 del 
CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a los casos 
de huelgas o paros declarados en viola- 
ción a la ley. En estos casos, la corte pue- 
de ser apoderada a petición de parte por 
la SET y aún de oficio, dentro de los cin- 
co (5) días de conocer la existencia de la 
huelga o el paro. 


DOCTRINA 


3.- Generalmente el apoderamiento pro- 
viene de instancia elevada por el 
empleador. La SET no acostumbra a soli- 
citar la calificación; sólo lo ha hecho una 
vez durante el Gobierno del Triunvirato. 
La corte tampoco ha ejercido hasta aho- 
ra su facultad de apoderarse de oficio 
para la calificación de una huelga de tra- 
bajadores o de un paro patronal. 


4.- El párrafo final establece que en es- 
tos casos, cuando la corte actúa en vir- 
tud de solicitud, bastará que el solicitan- 
te afirme la existencia del estado de 
huelga o paro. En la práctica, el solici- 
tante se provee de una certificación de la 
SET, donde consta si los trabajadores en 
huelga han cumplido o no con los requi- 
sitos y formalidades previstas en las dis- 
posiciones del Art.407 del CT. 


5.- Todavía no se ha producido en RD el 
primer paro patronal. 
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6.- Véase Arts.403, 406, 407 y 658 del 
CT. 


Art.662.- “El auto del presidente de 
la corte con que se inicie la interven- 
ción de ésta, se sujetará a lo prescrito 
por el artículo 683. 


la corte procederá conforme a lo dis- 


puesto en los artículos 659 y 660". 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 
l.- Es una reproducción del Art.629 del 


CT de 1951, con una adaptación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


1.- Este texto legal se refiere al auto del 
Presidente de la Corte y establece que 


con este auto se inicia la intervención de 
la Corte. Dispone asímismo que dicho 
auto se sujetará a lo previsto en el Art.683 
del CT, según el cual el presidente en un 
plazo de veinticuatro (24) horas, previa 
solicitud, dictará el auto que ordenará: 
1) la reanudación de los trabajos dentro 
de los cuatro días; y 2) la citación de las 
partes ante la corte, para el día y la hora 
fijada en dicho auto para la calificación 
de la huelga o el paro. La solicitud debe 
acompañarse de las pruebas correspon- 
dientes. 


3.- El párrafo final establece que en estos 
casos (huelga o paro declarados 
conformes o en violación de los Arts.403, 
406 y 407), la corte procederá con arreglo 
a lo previsto en los Arts.659 y 660 del CT, 
relativos a la audiencia y la sentencia de 
calificación. Dicho de otro modo, el 
procedimiento es común e independiente 
de la forma de declaratoria de la huelga 
o el paro. 

4.- Véase comentarios a los Arts. 
precitados. 


536 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 663 


CAPITULO IV 


DE LA EJECUCIÓN DE LA 
SENTENCIA 


Art.663.- “La ejecución por vía de 
embargo de la sentencia de los tribunales 
de trabajo, compete al tribunal de trabajo 
que dictó la sentencia, y se regirá por el 
procedimiento sumario previsto en este 
Código y, supletoriamente, por el derecho 
común, en la medida en que no sea 
incompatible con las normas y principios 
que rigen el proceso en materia de 
trabajo. 


En el embargo inmobiliario, regirán 
los artículos 149, 150, 153, 154, 155, 
156, 157,158, 159,160, 161, 162, 163, 
164, 165 y 166 de la Ley de Fomento 
Agrícola No.6186, de fecha 12 de fe- 
brero de 1963. 


En el embargo retentivo, el tercero em- 
bargado pagará en manos del ejecutante 
el importe de las condenaciones, a pre- 
sentación de sentencia con autoridad 
irrevocable de la cosa juzgada. Para ta- 
les fines, el ejecutante se proveerá de 
una copia certificada por el tribunal que 
dictó la sentencia”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-2 - Del embargo retentivo, 8-11 
Disposiciones -Del embargo ejecutivo, 12-16 
Reglamentaria, 3 -Del embargo inmobiliario, 17 
Comentarios, 4 Jurisprudencia, 18-21 
Doctrina, 5-7 
ANTECEDENTES 


1.- Los textos que comprenden el Título 
IX, del Capítulo IV, del Libro Séptimo, ti- 
tulado “De la ejecución de la sentencia” 
(Arts. 663 al 673) son nuevos. 


2.- El Art.663 que inicia el citado Capí- 
tulo IV, del Título IX, tiene un preceden- 


te en el Art.668 del CT de 1951 cuyo 
texto era el siguiente: “La ejecución por 
vía de embargo de las sentencias de los 
tribunales de trabajo compete a los tri- 
bunales ordinarios”. Se trata del único 
texto legal que sobre ejecución de sen- 
tencias de trabajo establecía el citado 
código. Por consiguiente, lo demás es- 
taba sujeto a las disposiciones de Dere- 
cho Común. La Ley 637, sobre contra- 
tos de trabajo, nada disponía con 
relación a la ejecución de las senten- 
cias de los tribunales de trabajo. 


DISPOSICIONES 
REGLAMENTARIAS 


3.- El Art.94 del Reglamento 258-93 
para la aplicación del CT de 1992, 
establece que: “La sentencia con au- 
toridad irrevocable de la cosa juzga- 
da de que trata el párrafo tercero del 
artículo 663 del Código de Trabajo es 
la sentencia que pronunció las 
condenaciones”. 


COMENTARIOS 


4.- Durante la tramitación del antepro- 
yecto del CT de 1992, una parte del sec- 
tor empresarial comentó que este texto 
legal era inaceptable, y que la aproba- 
ción de este artículo conllevaría “que las 
empresas estén constantemente con una 
espada de Damocles sobre sus cabezas. 
Que puedan ser liquidadas por cualquier 
acción regular o irregular, pero más que 
todo, el procedimiento sería en perjuicio 
de la mayoría de los trabajadores. La le- 
gislación de otros países consultados, aún 
los más radicales, posibilitan que las me- 
didas de ejecución de las sentencias ten- 
gan todas las posibilidades de ser revisa- 
das por el bien de la producción del país. 
El mismo artículo cae en una posición de 
infantilismo ya que concede al mismo juez 
que dictó la sentencia, poderes para que 
tenga el poder de ejecutar la misma. Re- 
cuérdese que el juzgado de trabajo es 
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unipersonal, es un sólo juez el que dicta 
la sentencia. El artículo quiere decir que 
la misma persona que dió la sentencia le 
compete la ejecución. Es necesaria la eli- 
minación de este artículo o su transfor- 
mación y que la ejecución quede a cargo 
de otro tribunal unitario o de trabajo, 
pero colegiado. La mención de los pro- 
cedimientos en caso de embargo inmobi- 
liarios y retentivos es el clímax de la posi- 
ción de acabar con la empresa y los 
centros de empleo. Un artículo de esa 
naturaleza crea pánico para la inversión 
extranjera”. 


DOCTRINA 


5.- El CT, afirma Germán Mejía (Los Pro- 
cedimientos Ejecutorios en el Código de 
Trabajo de 1992, V Congreso Nacional 
de Derecho de Trabajo, Santo Domingo, 
1993, pp.23-25), “tiene el mérito no sólo 
de viabilizar el funcionamiento de los tri- 
bunales de trabajo, sino también de atri- 
buir a éstos la competencia en todos los 
asuntos que tengan que ver con las eje- 
cuciones de los créditos laborales. Los 
nuevos tribunales de trabajo tienen com- 
petencia para prescribir medidas 
conservatorias (Art.667) y dirimir las con- 
testaciones que surjan a causa de las eje- 
cuciones provisionales y los litigios deri- 
vados de las mismas (Arts.127 al 141, 
ley 834 de 1978 y Art.668 CT) y para 
dirimir las contestaciones en materia pro- 
piamente ejecutorias (Art.666). Esa com- 
petencia está repartida entre el Juzgado 
de Trabajo, la Corte de Trabajo y el Pre- 
sidente de ésta última, como juez único 
de los referimientos, y comprende, tanto 
las medidas conservatorias como las pro- 
piamente ejecutorias”. Germán Mejía afir- 
ma también que las vías de ejecución gi- 
ran, principalmente, “alrededor del sujeto 
activo de la ejecución, que es el acree- 
dor; del sujeto pasivo, que es el deudor; 
del objeto, que está constituído por los 
bienes; de la causa, que está constituída 
por el crédito y de los títulos que les sir- 
ven de fundamento y los cuales varían, 
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según se trate de medidas conservatorias 
y de medidas ejecutorias”. En materia de 
trabajo, el sujeto activo o pasivo, pueden 
serlo indistintamente el empleador o el 
trabajador, pero generalmente la calidad 
de acreedor corresponde al trabajador, 
razón por la cual en los procedimientos 
ejecutorios en materia de trabajo el suje- 
to activo es el trabajador. 


6.- Con anterioridad al CT de 1992, 
cuando los derechos del ci Me eran 
reconocidos por sentencias firmes con 
carácter de cosa juzgada, la ejecución 
de dichas sentencias era de la competen- 
cia de los tribunales ordinarios mediante 
un procedimiento lento y costoso, lleno 
de nulidades, donde era obligatorio el 
ministerio de abogado. Esto desaparece 
con las disposiciones de los Arts.663 y 
siguientes del CT. 


7.- El Art.663 contiene una variedad de 
disposiciones: a) Otorga competencia al 
tribunal de trabajo que dictó la senten- 
cia para la ejecución de ésta por vía de 
embargo. b) Dispone que el procedimien- 
to sumario previsto en el CT, es el proce- 
dimiento aplicable; que el Derecho Co- 
mún tiene carácter supletorio “en la 
medida en que no sea incompatible con 
las normas y principios que rigen el pro- 
ceso en materia de trabajo”. c) Establece 
también disposiciones especiales sobre el 
embargo inmobiliario y el embargo re- 
tentivo en materia de trabajo. Sobre éste 
último elimina de modo expreso el pro- 
ceso de la demanda en validez del em- 
bargo retentivo, al disponer que el tercer 
embargado pagará en manos del ejecu- 
tante el importe de las condenaciones, a 
presentación de la sentencia con autori- 
dad de cosa juzgada. Por consiguiente, 
practicado un embargo preventivo, bas- 
tará presentar al ejecutante los documen- 
tos que establezcan el carácter de cosa 
juzgada de dicha sentencia para que el 
tercer embargado esté en la obligación 
de pagar el importe del embargo. En 
cuanto al embargo inmobiliario, se dis- 
pone la aplicación de determinados tex- 
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tos legales de la Ley de Fomento Agrícola 
de 1963. 


DEL EMBARGO RETENTIVO 


8.- Todo empleador o trabajador provis- 
to de un título ejecutorio, de una senten- 
cia aún apelada, o de un reconocimiento 
de deuda con autorización del tribunal, 
puede trabar embargo retentivo en per- 
juicio del deudor. 


9.- El procedimiento aplicable es el su- 
mario del CT. Por consiguiente, si el 
persiguiente no está provisto de un título 
ejecutorio, debe dirigir un escrito al tri- 
bunal y obtener la debida autorización. 
El juez autorizará por auto la medida 
conservatoria, fijando la audiencia para 
su validación. Cuando se tiene una sen- 
tencia del tribunal de primer grado que 
ha sido apelada, se sigue el mismo pro- 
cedimiento, porque la ejecución por vía 
de embargo de las sentencias de trabajo 
se rige por el procedimiento sumario. 
Cuando se tiene una sentencia irrevoca- 
ble, y se ha practicado previamente el 
embargo, el persiguiente sólo tiene que 
presentar la sentencia con autoridad de 
cosa juzgada al tercero embargado. Para 
tales fines, el ejecutante se proveerá de 
una copia certificada por el tribunal que 
dictó la sentencia (Art.663 del CT). 


10.- El embargo retentivo está sometido 
al doble grado de ¡jurisdicción y al recur- 
so extraordinario de la casación. Cuan- 
do se trata de la ejecución de la senten- 
cia, está exento de la conciliación. No 
hay nulidades de procedimiento. La me- 
dida conservatoria del embargo retenti- 
vo podrá ser suspendido o paralizado a 
petición del ejecutante. 


11.- Transcurrido un mes sin que el ejecu- 
tante haya intimado la continuación del 
procedimiento, el tribunal requerirá a éste 
que manifieste, en el término de cinco días, 
si la ejecución ha de seguir adelante y so- 
licite lo que a su derecho convenga, con 


la advertencia de que transcurrido este 
plazo se archivarán provisional o definiti- 
vamente las actuaciones del caso. En la 
práctica, el persiguiente provisto de una 
sentencia de primer grado embarga 
retentivamente en manos del tercero y lue- 
go denuncia el embargo a la contraparte 
y apodera al tribunal de trabajo para la 
validación del embargo. Las dificultades 
de la ejecución de dicha sentencia pue- 
den plantearse ante el Presidente de la 
Corte de Trabajo como Juez de los 
Referimientos, quien está facultado para 
ordenar todas las medidas que no colin- 
dan con el fondo ni con ninguna contes- 
tación seria o que justifiquen la existencia 
de un diferendo. Pero el fondo del asunto 
compete al tribunal que dictó la senten- 
cia. 


DEL EMBARGO EJECUTIVO 


12.- Según enseña Germán Mejía (po- 
nencia cit.p.29-30), “en el derecho co- 
mún, los procedimientos ejecutorios no 
son judiciales, sino extrajudiciales, y en 
los casos en que los tribunales actúan, 
lo hacen como órganos de supervisión, 
como ocurre en el embargo inmobilia- 
rio y en el embargo de renta, y en con- 
secuencia, sus decisiones no son verda- 
deras sentencias. Sólo cuando surgen 
dificultades dichos procedimientos se 
convierten en judiciales y son de la com- 
petencia de los tribunales ordinarios, por 
la ausencia, entre nosotros, de tribuna- 
les especializados en materia ejecutoria. 
Esas dificultades, cuando se trata de em- 
bargos ejecutorios mobiliarios, son so- 
metidas ordinariamente mediante accio- 
nes llamadas a recorrer el doble grado 
de jurisdicción, independientemente del 
tribunal que haya dictado la sentencia, 
en razón de que el Art.472 del Código 
de Procedimiento Civil es inaplicable a 
las ejecuciones por vía de embargos, re- 
cibiendo excepciones, sólo por disposi- 
ción expresa de la ley, como es el caso 
de los incidentes en materia de embar- 
go inmobiliario”. 
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13.- Apartándose del derecho común, el 
Art.663 del CT, da competencia al tribu- 
nal de trabajo que dictó la sentencia para 
conocer de sus ejecución por vía de em- 
bargo, sujeto al procedimiento sumario. 
Pero, el mismo texto legal prevé que el 
derecho común se aplica supletoriamente, 
en la medida que no sea incompatible 
con las normas y principios que rigen el 
proceso en materia laboral. 


14.- El Presidente de la Corte de Trabajo 
como Juez de los Referimientos está 
facultado para dictar “las medidas 
conservatorias siempre que se impongan 
para evitar un daño inminente o para 
hacer cesar una perturbación manifies- 
tamente injusta o ilícita”. Pero el conoci- 
miento del fondo de la ejecución por vía 
de embargo corresponde al tribunal que 
dictó la sentencia, sujeto al doble grado 
de jurisdicción. 


15.- Basado en que en el derecho co- 
mún, los embargos “se ejecutan por ac- 
tos extrajudiciales y no por demando”, 
que “en las materias enumeradas en el 
último párrafo del artículo 487....no se 
encuentra la relativa a la ejecución de la 
sentencia por vía de embargo”, Germán 
Mejía concluye “en el sentido de que los 
procedimientos para trabar los embar- 
gos que tienen su causa en los créditos 
laborales, se regirán por el derecho co- 
mún; que además, el CT es mudo sobre 
el procedimiento ejecutorio de los crédi- 
tos laborales, los procedimientos aplica- 
bles al embargo conservatorio de mue- 
bles y al embargo ejecutivo” (ponencia 
cit., p.33). Pero, Germán Mejía silencia 
que, si bien en el Art.487 no se incluye la 
ejecución de las sentencias por vía de em- 
bargo entre los asuntos regidos por el 
procedimiento sumario, el Art.663 del CT 
lo consagra de modo expreso y dispone 
además, la aplicación supletoria del de- 
recho común. El CT de 1992 ha deroga- 
do, en lo que a la ejecución por vía de 
embargo de las sentencias de trabajo se 
refiere, la competencia y el procedimien- 
to de derecho común, y lo ha hecho ex- 


presamente. Por tanto, no cabe sostener 
jurídicamente la aplicación del derecho 
común en estos y otros aspectos que ri- 
ñen con los objetivos y principios que in- 
forman el Derecho Procesal del Trabajo. 
De aceptarse el criterio de Germán Mejía, 
se incurriría en una involución y se cae- 
ría en la injusticia del Art.668 del CT de 
1951. 


16.- Bajo ningún concepto o perspectiva 
es justo que, cuando el derecho es discu- 
tido, el procedimiento y la competencia 
sean las de trabajo (un procedimiento 
simple, rápido, gratuito, donde no es 
obligatorio el ministerio de abogado, 
etc.), pero cuando el derecho es ya reco- 
nocido por sentencia irrevocable con au- 
toridad de la cosa definitivamente juzga- 
da, la competencia y el procedimiento 
sean los de derecho común (largos, com- 
plicados y costosos). 


DEL EMBARGO INMOBILIARIO 


17.- El embargo inmobiliario fundado en 
una sentencia de un tribunal de trabajo, 
se rige por las disposiciones de los 
Arts.149 al 166 de la Ley de Fomento 
Agrícola No.6887 del 12 de febrero de 
1966 (Art.663 del CT). Consecuentemen- 
te, rige el procedimiento siguiente: 1) El 
acreedor (trabajador o empleador) noti- 
ficará un mandamiento de pago en la 
forma prevista y con las especificaciones 
de los incisos 3, 5 y 6 del Art.673 del 
Código de Procedimiento Civil, encabe- 
zado por una copia certificada de la sen- 
tencia de trabajo; 2) El alguacil actuante 
estará provisto del poder prescrito en el 
Art.556 del Código de Procedimiento Ci- 
vil; 3) Dentro de los veinte días de su fe- 
cha, el citado mandamiento de pago se 
transcribirá en la Conservaduría de Hi- 
potecas del Distrito Nacional o del lugar 
donde radiquen los bienes hipotecados. 
Si se trata de terrenos registrados, la ins- 
cripción del mandamiento se hará en la 
Oficina del Registrador de Títulos, de 
acuerdo a la Ley de Registros de Tierra; 
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4) En los plazos citados precedentemen- 
te, según los casos, el persiguiente depo- 
sitará el pliego de condiciones en el tri- 
bunal de trabajo que deba conocer de la 
venta; 5) A falta de pago, en los quince 
días siguientes a la notificación del man- 
damiento de pago y dentro de los treinta 
días después de la transcripción de dicho 
mandamiento, se publicarán tres anun- 
cios en uno de los periódicos de circula- 
ción nacional a diez días de intervalo. 
Dichos anuncios contendrán las mencio- 
nes prescritas por el Art.696 del Código 
de Procedimiento Civil; 6) Todos los anun- 
cios judiciales relativos a la venta se pu- 
blicarán en el mismo periódico. Un ejem- 
plar certificado que contenga el anuncio 
justificará su publicación; 7) Un extracto 
igual al publicado se fijará por ministerio 
de alguacil, en la puerta del tribunal en 
el cual se efectuará la subasta; 8) El pri- 
mer aviso será denunciado en la octava 
al deudor y a los acreedores inscristos, 
en el domicilio elegido por ellos en la 
inscripción, con intimación de tomar co- 
municación del pliego de condiciones; 9) 
Quince días por lo menos, después de las 
formalidades precedentemente indicadas, 
en la fecha que el persiguiente determi- 
ne, se procederá a la venta en pública 
subasta de los inmuebles indicados en el 
mandamiento de pago, en presencia del 
deudor o debidamente citado, ante el tri- 
bunal de trabajo competente; 10) El man- 
damiento, los ejemplares del periódico 
que contiene las inserciones, los procesos 
verbales de fijación de edictos, la intima- 
ción de tomar comunicación del pliego 
de condiciones y de asistir a la venta, se- 
rán anexados al proceso verbal de adju- 
dicación; 11) Conforme al Art.159 de la 
Ley sobre Fomento Agrícola, “los reparos 
y observaciones serán consignados en el 
pliego de condiciones ocho días a lo me- 
nos antes de la venta. Estos contendrán 
constitución de abogado, en cuyo domi- 
cilio se elegirá domicilio de derecho, todo 
a pena de nulidad”. La “pena de nuli- 
dad” y la obligatoriedad del ministerio 
de abogado previstos en dicho texto le- 
gal, se apartan de las normas y princi- 


pios del derecho procesal del trabajo. A 
primera vista, se podría afirmar que se 
trata de una excepción que el legislador 
ha estatuído, en interés de la defensa del 
deudor, dado que el Art.663 que esta- 
blece la competencia del tribunal de tra- 
bajo y la aplicación del procedimiento su- 
mario del CT, a las ejecuciones de las 
sentencias por vía de embargo, de los 
tribunales de trabajo, es el mismo texto 
que consagra que en el embargo inmo- 
biliario están los artículos tales y cuales 
de la Ley de Fomento Agrícola, entre los 
cuales está el Art.159 de dicha ley. La 
idea de que se trata es una excepción a 
la regla general en interés de garantizar 
el derecho de defensa del deudor perse- 
guido, se robustece con los términos del 
Art.673 del CT, según el cual, en todo lo 
no previsto en este título (De la ejecución 
de las sentencias de los tribunales de tra- 
bajo) regirá el derecho común, excepto 
en cuanto a la competencia y el procedi- 
miento sumario del CT. La nulidad y la 
obligatoriedad del ministerio de aboga- 
dos de que se trata, están autorizados o 
previstas expresamente en el Art.663 del 
CT, al incluir éste el Art.159 de la citada 
Ley sobre Fomento Agrícola entre las re- 
glas sobre el embargo inmobiliario fun- 
dado en sentencia de los tribunales de 
trabajo. Pero todo este razonamiento se 
cae debido a las disposiciones del Art.664 
según las cuales “la ejecución de la sen- 
tencia se llevará a efecto sin nulidades 
de procedimiento”, y a que la nulidad 
procesal es contraria “a las normas y prin- 
cipios que rigen el Derecho del Trabajo”, 
reiterados y establecidos en el procedi- 
miento de ejecución de las sentencias la- 
borales; 12) Si en la época de la trans- 
cripción del mandamiento existe un 
embargo anterior practicado a requeri- 
miento de otro acreedor, el persiguiente 
puede, hasta el depósito del pliego de 
condiciones, y después de un simple acto 
notificado al abogado persiguiente, ha- 
cer proceder a la venta según el modo 
indicado en los artículo precedentes; 13) 
El tribunal de trabajo apoderado, si el 
persiguiente se opone, no acordará nin- 
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gún reenvió de la adjudicación, sin em- 
bargo, se podrá, a petición de parte in- 
teresada, aplazar por una sola vez hasta 
por quince días la adjudicación por cau- 
sas graves debidamente justificadas; 14) 
En caso de negligencia por parte del 
persiguiente, el acreedor embargante tie- 
ne el derecho de continuar sus persecu- 
ciones; 15) En la octava de la venta, el 
adquiriente estará obligado a pagar, a 
título provisional, en manos del 
persiguiente, el monto del capital e inte- 
reses debidos. Después de los plazos para 
una nueva puja, el sobrante del precio 
debe ser entregado al persiguiente hasta 
concurrencia de lo que se le daba, no 
obstante todas las oposiciones, contesta- 
ciones e inscripciones de los acreedores 
del prestatario, salvo, su acción en repe- 
tición si el persiguiente había sido inde- 
bidamente pagado en su perjuicio; 16) 
lo puja tendrá lugar conforme a los artí- 
culos 705 y siguientes del Código de Pro- 
cedimiento Civil. Si la venta se opera por 
lotes o si hay varios adquirientes no 
cinteresados, cada uno de ellos no está 
obligado aún hipotecariamente, frente al 
persiguiente más que hasta concurrencia 
de su precio; 17) Cuando haya lugar a 
folsa subasta se procederá según el modo 
indicado en los Arts.149 y siguientes de 
la ley sobre Fomento Agrícola; 18) Aún 
cando los inmuebles cuya venta se per- 
sigue estuvieran dados en inquilinato o 
en arrendamiento y si el persiguiente lo 
solicitare, se designará un secuestrario por 
el juez de trabajo, en la forma de los 
eferimientos. Si el persiguiente no hicie- 
ro tal solicitud, aquél contra quien se pro- 
cede o los inquilinos o arrendatarios, en 
su caso, quedarán en posesión de dichos 
inmuebles hasta la venta. En el caso a 
que se refiere el número anterior, el 
persiguiente podrá requerir de los inqui- 
inos o arrendatarios el pago de los al- 
qileres o arrendamientos hasta la fecha 
de la venta. A partir del requerimiento 
recho por el persiguiente, sólo se consi- 
deran como liberatorios los pagos de los 
dquileres y arrendamientos que los in- 
qilinos o arrendatarios hicieren en ma- 
ms del persiguiente. En caso de falta por 
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parte de los inquilinos o arrendatarios, 
de cumplir sus obligaciones como tales, 
el persiguiente podrá ejercer contra ellos 
todos los derechos y acciones del locador 
o arrendador. 


JURISPRUDENCIA 


18.- Cuando se trata de condenaciones 
comunes a dos condenados, el cumpli- 
miento de uno de ellos en la ejecución de 
las obligaciones que les impuso la sen- 
tencia, libera al otro frente a los deman- 
dantes. (Sent. 25 marzo 1998, No.47, 
B.J.1048, p.579). 


19.- La SCJ ha juzgado (Sent. del 27 de 
enero de 1984, B.J.878, p.166) que: “el 
tercero a quien se notifica una oposición 
o tercero embargado, por asimilación, no 
es juez de la validez de la oposición, ni 
tiene que apreciar su mérito o buen fun- 
damento y en virtud, tanto por extensión 
del Art.1241 del Código Civil, por analo- 
gía con el embargo retentivo en cuanto 
a los efectos de la indisponibilidad de los 
bienes, como por los Arts. 1944 del mis- 
mo Código, ó 32 de la Ley 2859, sobre 
Cheques, si se trata de un depositario o 
de un banco, dicho tercero no incurre en 
responsabilidad, si en caso de una oposi- 
ción rehusa el pago en depósito, aún cuan- 
do la oposición fuera irregular o no estu- 
viera justificada, hasta que no se le haya 
presentado su levantamiento judicial o 
amigable, señalando a este respecto; que 
este tercero juega un papel pasivo y que, 
por tanto, no es a él sino al embargado a 
quien corresponde promover la acción de 
levantamiento de la oposición”. 


20.- No constituye un asentimiento de la 
sentencia impugnada, sino un medio de 
defensa, el hecho de sostener en la au- 
diencia de validez del embargo practica- 
do en ejecución de la sentencia impug- 
nada, que dicho embargo era nulo 
porque el crédito que le servía de base 
no era líquido. (Sent. 27 octubre 1965, 
B.J.659, p.686). 
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21.- Véase Art.644 del CT. 


Art.664.- “Una vez iniciada la eje- 
cución de la sentencia se llevará a 
efecto sin nulidades de procedimien- 
to. 


La ejecución acordada podrá ser sus- 
pendida o paralizada a petición del 
ejecutante”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene dos disposi- 
ciones. Consagra formalmente y de modo 
expreso en el procedimiento de ejecución 
de la sentencia, una característica esen- 
cial del procedimiento en materia de tra- 
bajo: la ausencia de nulidades procesa- 
les. En el procedimiento ordinario, los 
Arts. 468 y otros textos legales se refie- 
ren a las nulidades de forma y por vicios 
no formales. Esta disposición del Art.664, 
excluye del embargo inmobiliario las nu- 
lidades de procedimiento previstas en 
cualquier texto de la Ley 6186 de 1963 
aplicable al embargo inmobiliario en 
materia de trabajo. 


3.-El párrafo del Art.664 dispone que la 
ejecución acordada podrá ser suspendi- 
da o paralizada a petición del ejecutan- 
te; esto se debe a que las disposiciones 
relativas a la ejecución de la sentencia 
en materia de trabajo, están previstas en 
beneficio del ejecutante, que normalmen- 
te es el trabajador que ha obtenido ga- 
nancia de causa. Consecuentemente, se 
consagra la facultad de éste una vez prac- 


ticada la ejecución, de suspenderla o pa- 
ralizarla a su conveniencia. Esto ocurre 
generalmente cuando ha recibido el pago 
de sus derechos o ha arribado a un acuer- 
do con su contraparte. Sin embargo, cabe 
recordar que el Art.669 prohibe de modo 
expreso toda transacción o renuncia de 
derechos reconocidos por sentencia de los 
tribunales de trabajo favorables al tra- 
bajador. Consecuentemente, no cabe la 
transacción de derechos reconocidos al 
trabajador por una sentencia, pero sí el 
empleador puede renunciar a derechos 
que le reconozca una sentencia. 


4.- Véase comentarios a los Arts. 463, 
468 y 669 CT. 


Art.665.- “Transcurrido un mes sin 
que el ejecutante haya intimado la con- 
tinuación del procedimiento, el tribunal 
requerirá a éste que manifieste, en tér- 
mino de cinco días, si la ejecución ha de 
seguir adelante y solicite lo que a su 
derecho convenga, con la advertencia 
de que transcurrido este último plazo se 
archivarán provisional o definitivamente 
las actuaciones del caso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra una dis- 
posición fundada en el propósito del 
legislador de garantizar la paz y la ar- 
monía en las relaciones de trabajo. Pre- 
vé la facultad del tribunal, transcurri- 
do el término de un mes, después del 
inicio de una ejecución sin que el 
persiguiente haya continuado la ejecu- 
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ción, sino la relativa en el término de 
cinco días, el tribunal requerirá al eje- 
cutante continuar la ejecución o que 
solicite lo qUe convenga a su derecho, 
advirtiéndole que en caso contrario ar- 
chivará definitiva o provisionalmente el 
caso. Se trata de una disposición que 
persigue además, evitar el cúmulo de 
expedientes en el tribunal, fundada en 
la presunción de que la inactividad del 
ejecutante, transcurrido treinta días del 
inicio de la ejecución obedece a que ha 
sido desinteresado o ha abandonado 
el asunto. Para el desapoderamiento del 
caso se requiere la previa puesta en 
mora del ejecutante. 


Art.666.- “En los casos de ejecución 
de estas sentencias o de otro título eje- 
cutorio, el presidente de la corte pue- 
de ordenar, en referimiento, todas las 
medidas que no colidan con ninguna 
contestación seria o que se justifiquen 
por la existencia de un diferendo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 -Medidas conservatorias, 8-13 


Comentarios, 2 Jurisprudencia, 14-25 
Doctrina Referimiento (plazo), 26-27 


- Títulos ejecutorios, 3-7 


ANTECEDENTES 


1.- Este texto legal tiene un antecedente en 
el Art.140 de la Ley 834 de 1978, cuyo 
texto es el siguiente: ” En todos los casos de 
urgencia, el presidente podrá ordenar en 
referimiento, en el curso de la instancia de 
apelación, todas las medidas que no colidan 
con ninguna contestación seria o que justi- 
fique la existencia de un diferendo”. 


COMENTARIOS 


2.- El Art.666 se refiere a los casos de 
ejecución de sentencias o de otro título 
ejecutorio. 


DOCTRINA 
TÍTULOS EJECUTORIOS 


3.- Para proceder a las vías de ejecución 
es necesario estar provisto de un título 
ejecutorio. En el derecho común, este 
carácter, de acuerdo al artículo 545 del 
Código de Procedimiento Civil, lo tienen 
las primeras copias de las sentencias y 
otras decisiones judiciales y la de los ac- 
tos notariales que contengan obligación 
de pagar cantidades de dinero, ya sea 
periódicamente o en época fija; así como 
las segundas o ulteriores copias de las 
mismas sentencias y actos que fueren ex- 
pedidos de conformidad con la ley, en 
sustitución de la primera. Conforme al 
Art.173 de la Ley 1542 de 1947: “El cer- 
tificado duplicado del título o la constan- 
cia que se expida en virtud del artículo 
170, tendrán fuerza ejecutoria y se acep- 
tarán en todos los tribunales de la Repú- 
blica como documentos probatorios de 
cuantos derechos, acciones y cargas apa- 
rezcan en ellas, salvo lo que se expresa 
en el artículo 105 de esta ley”. 


4.- En materia de trabajo, tienen el ca- 
rácter de título ejecutorio: 1) Las actas 
de conciliación, que firmadas por los 
miembros del tribunal y por el secretario, 
tienen el carácter y producen los efectos 
de una sentencia irrevocable (Art.521, CT); 
2) Las ordenanzas del presidente de la 
corte de trabajo, ordenando medidas 
conservatorias (Art. 667, CT); 3) Las sen- 
tencias condenatorias al pago de dere- 
chos y prestaciones laborales o indemni- 
zaciones en reparación de daños y 
perjuicios; 4) Las sentencias provistas de 
ejecución provisional; 5) El acto notarial 
en el cual el empleador (o el trabajador) 
se haya comprometido a pagar determi- 
nadas sumas en determinadas fechas o 
períodos de tiempo, y 6) El reconocimiento 
por escrito del crédito del empleador o 
del trabajador. Por consiguiente, no bas- 
ta la existencia de un crédito de carácter 
laboral. Es necesario además, poseer un 
título ejecutorio para poder practicar una 
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vía de ejecución. En sentido lato, el tér- 
mino comprende, además de los títulos 
ejecutorios mencionados precedentemen- 
te, los títulos o documentos que permiten 
las medidas conservatorias y las ordenan- 
zas del juez de trabajo autorizando me- 
didas conservatorias de carácter provi- 
sional. 


5.- Cabe señalar que, después de la 
promulgación y vigencia del CT, las fa- 
cultades otorgadas al juez civil por las 
disposiciones de los Arts.48,54 y otros del 
Código de Procedimiento Civil para dic- 
tar ordenanzas para trabar embargos y 
otras medidas conservatorias, competen 
al juez de trabajo, pues estos tribunales 
son los competentes para conocer de los 
asuntos ligados accesoriamente a las de- 
mandas surgidas con motivo de la apli- 
cación de las leyes y reglamentos de tra- 
bajo; por consiguiente, la facultad de 
dictar ordenanzas para trabar medidas 
conservatorias antes de las demandas o 
en el curso del proceso, está a cargo: 1) 
De los jueces de trabajo, o de los jueces 
de los tribunales ordinarios, actuando en 
funciones de jueces de trabajo en los dis- 
tritos judiciales donde aún no existen los 
tribunales de trabajo; y 2) Del presidente 
de la corte de trabajo, en funciones de 
juez de los referimientos, facultado le- 
galmente (Art.667) para dictar ordenan- 
zas autorizando medidas conservatorias, 
en ocasión de las dificultades surgidas con 
motivo de la ejecución de una sentencia. 


6.- Finalmente, cabe decir que el laudo 
arbitral aún cuando disponga el pago 
total o parcial de los salarios correspon- 
dientes a la suspensión de labores debi- 
do a la huelga o el paro, no es un título 
ejecutorio en materia de trabajo, porque 
produce los efectos de un convenio co- 
lectivo (Art.669, CT). 


7.- El convenio colectivo no tiene legal- 
mente el carácter de un título ejecutorio. 
La ley, en cambio, prevé la acción en eje- 
cución del convenio o laudo arbitral y la 
reclamación en daños y perjuicios en caso 


de incumplimiento del uno o del otro 
(Arts.480 y 611, del CT). 


MEDIDAS CONSERVATORIAS 


8.- En materia de trabajo, como en el 
derecho común, se pueden ordenar me- 
didas conservatorias antes, después y en 
el curso de un proceso en casos de ur- 
gencia, cuando el crédito está en peligro 
y existan evidencias serias de tal situa- 
ción, mediante un auto ejecutorio provi- 
sionalmente. Para estos fines, basta ob- 
tener una autorización del juez presidente 
del juzgado (o sala) de trabajo del lugar 
de ejecución del contrato, o del presi- 
dente de la corte de trabajo competente 
o estar provisto de un título ejecutorio. 
Sin embargo, esta facultad está limitada 
por las disposiciones de los Arts.672, que 
fija el límite para el embargo en perjui- 
cio de los trabajadores y 731 que autori- 
za el embargo de los bienes del 
empleador en virtud de créditos recono- 
cidos al trabajador por sentencia defini- 
tiva con autoridad de cosa juzgada. 


9.- Según el Art.48 del Código de Proce- 
dimiento Civil (modificada por la Ley 845 
del 15 de julio de 1978), “El crédito se 
considerará en peligro y por tanto habrá 
urgencia cuando se aporten elementos 
de prueba de naturaleza tal que permi- 
tan suponer o temer la insolvencia inmi- 
nente del deudor”. 


10.- Héctor Arquímedes Cordero (Com- 
petencia del juez en atribuciones de 
referimiento, p.19) entiende que “ha lu- 
gar a referimiento en todos los casos de 
urgencia. La urgencia es una cuestión de 
hecho que escapa al control de la corte 
de casación”. 


11.- Las facultades del juez civil de que 
tratan los Arts.48, 54, 417, 558,819, 822 
y 826 del Código de Procedimiento Civil 
cesaron con el CT de 1992. Después de 
la vigencia de este código, las ordenan- 
zas autorizando medidas conservatorias 
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competen exclusivamente a los tribuna- 
les de trabajo. Aunque el CT sólo se re- 
fiere a estas medidas en su artículo 667, 
(dentro del título dedicado a la ejecución 
de las sentencias), nada se opone a que, 
con anterioridad a toda sentencia, los pre- 
sidentes de los tribunales de trabajo de 
primer grado dicten tales ordenanzas. En 
igual sentido se pronuncia Germán Mejía, 
aunque éste atribuye tal facultad “al pre- 
sidente de la corte de trabajo 
territorialmente competente” (ponencia 
cit. p.25), y, en una interpretación estric- 
ta de la ley afirma que “En el nuevo códi- 
go de trabajo dichas medidas tendrían 
su fundamento en el artículo 667 y esta- 
rían a cargo del presidente de la corte de 
trabajo, en atribuciones de juez de los 
referimientos. Sin embargo, una interpre- 
toción restrictiva de la citada disposición, 
permitiría afirmar que las medidas 
conservatorias no son posibles antes de 
la sentencia condenatoria y que luego de 
la misma sólo pueden ser ordenadas por 
el Presidente de la Corte de Trabajo, en 
atribuciones de Juez de los Referimientos, 
en razón de que el artículo 667 se en- 
cuentra situado bajo el Capítulo IV, Títu- 
lo IX, dedicado a la ejecución de la sen- 
tencia”. 


12.- Pero, la ordenanza fundada en los 
Arts.48, 54 y otros del Código de Proce- 
dimiento Civil, puede ser dictada por el 
juzgado de trabajo competente. La parte 
afectada con la ordenanza, puede diri- 
girse al presidente de la corte de trabajo 
como juez de los referimientos para que 
revoque la ordenanza del presidente del 
tibunal de trabajo de primer grado o al 
tribunal que dictó la ordenanza, para que 
se retracte de su propia ordenanza. El 
CT guarda silencio al respecto, pero nin- 
guna disposición legal dispone lo contra- 
rio. El auto del presidente de la corte de 
trabajo, será ejecutorio provisionalmen- 
te conforme a los Arts. 667 del CT y 127 
de la Ley 834 de 1978, aplicable 
supletoriamente. A esto se agrega que 
conforme al propio CT el derecho común 
se aplica supletoriamente. 


13.- Véase comentarios a los Art.508, 610 
y siguientes, y 487 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


14.- Del Breviario Jurisprudencial de los 
Referimientos, de Héctor Arquímedes Cor- 
dero Frías, (Editora el Estudiante, C. Por 
A., Santo Domingo, Rep. Dom. 1991), se 
extraen las siguientes decisiones: El juez 
de los referimientos, en materia civil es, 
forzosamente, por necesidad de las co- 
sas, el mismo que debe actuar en mate- 
ria comercial. (Sent. agosto de 1974, B.J. 
765 p.2129). 


15.- La competencia del juez de los 
referimientos no está limitada a fallar por 
las dificultades relativas a la ejecución de 
títulos o sentencia, sino que comprenden 
también, los casos de urgencia (Cas. del 
27 de abril de 1917, B.J. No. 81, P 44). 


16.- La solución dada por dicho juez no 
debe prejuzgar nada la solución a dar al 
litigio en cuanto al fondo. (Cas. 22 de 
junio de 1931, B.J. No. 251, p. 8). 


17.- El juez de los referimientos es in- 
competente, tanto para disponer la eje- 
cución provisional de una sentencia, si el 
juez que la dictó no lo dispuso, como lo 
es también para disponer la suspensión 
de la ejecución provisional, (Sent. Agosto 
de 1969 B.J. 705, p. 1881). 


18.- La facultad del juez de los 
referimientos de reexaminar los moti- 
vos que lo indujeron a autorizar medi- 
das conservatorias, puede ejercitarse 
antes o después de que se introduzca 
la demanda en validez del embargo, lo 
cual se confirma por el hecho de que 
podría ordenarse no sólo la cancela- 
ción, sino también la reducción, situa- 
ción que, aunque eventualmente podría 
influir en la demanda en validez, es una 
consecuencia necesaria de nuestro sis- 
tema; (Sent. 6 de agosto de 1971. B.J. 
No. 729, p. 2348). 
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19.- La urgencia es un cuestión de hecho 
que escapa al control de la casación (Cas. 
1 de julio de 1988, B.J. No. 932, págs. 
891 y siguientes.); Cuando un Juez de 
Primera Instancia ordena la ejecución 
provisional de una sentencia, aquella sólo 
podrá ser detenida, en caso de apela- 
ción, por el Presidente de la Corte de 
Apelación estatuyendo en referimiento y 
en los casos previstos por el Art.137; que 
la decisión adoptada, por dicho magis- 
trado no es susceptible de ser impugna- 
da por el recurso ordinario de la apela- 
ción, sino exclusivamente por el recurso 
extraordinario de la casación. (Cas. 18 
de Diciembre de 1985). 


20.- El examen de las disposiciones rela- 
tivas a la ejecución provisional de las sen- 
tencias emanadas de las atribuciones, 
establecidas en los artículos 127 y 141 
del la Ley No. 834 de 1978, pone de re- 
lieve que el legislador distinguió entre las 
sentencias que están revestidas de ejecu- 
ción provisional de pleno derecho, como 
las dictadas en materia de referimiento, 
y aquellas otras cuya ejecución provisio- 
nal debe ser ordenada por el juez, pero 
su distinción está limitada a las circuns- 
tancias de que las primeras tienen el ca- 
rácter de ser ejecutorias provisionalmen- 
te aún cuando el juez no lo haya 
ordenado, mientras que en la segunda 
es preciso que la ejecución provisional 
resulte de una disposición del Juez, pero 
desde el punto de vista de los medios que 
pueden ser empleados para obtener la 
suspensión de la ejecución provisional am- 
bos tipos de sentencia están sometidas al 
mismo procedimiento; que, en conse- 
cuencia, el Presidente de la Corte de Ape- 
lación está facultado para suspender la 
ejecución provisional de pleno derecho 
de una sentencia, en el ejercicio de los 
poderes que le confieren los artículos 140 
y 141 de la citada Ley No. 834; que por 
tanto, el medio que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado. 
(Cas. 29 de mayo de 1985, B.J. 894, p. 
1240). 


21.- Cuando el recurso de apelación 
está dirigido contra una sentencia cuya 
ejecución provisional no ha sido orde- 
nada, o cuando esta ejecución es pro- 
nunciada, su efecto suspensivo no se 
produce sino a partir de la fecha de la 
demanda en suspensión de la ejecución. 
(Cas. 3 de julio de 1985, B.J. 896, p. 
1563). 


22.- Del repertorio alfabético de la juris- 
prudencia dominicana, 1908-1932, MI. 
Ubaldo Gómez hijo, se reproducen las 
siguientes decisiones: En materia de 
referimiento, la urgencia y las dificulta- 
des relativas a la ejecución de un título o 
de una sentencia, así como la circuns- 
tancia de si la decisión del Juez a-quo 
perjudica o no lo principal del asunto, 
son cuestiones de hecho.(Sent. del 20 de 
diciembre de 1929, B.J. 233, p. 21), cuya 
apreciación ha sido dejada por el legis- 
lador a la discreción de los jueces del fon- 
do. (Sent. 27 de abril de 1917, 
B.J.81,p.44). 


23.- Aun cuando sean urgentes las cues- 
tiones que se someten al Juez de los 
referimientos, éste no puede dictar medi- 
das que requieran el examen del litigio 
principal y prejuzguen el fondo. (Sent, 
del 22 de junio de 1931, B.J. 1931 B.J. 
No. 251, p. 75). 


24.- El recurso a la vía del referimiento 
para sobreseer el embargo conservatorio 
puede intentarse con anterioridad a la 
intervención de la demanda en validez 
del embargo o sobre el fondo, salvo el 
caso en que se trata de sustituir la medi- 
da conservatoria con otra garantía 
(B.J.891, p. 426). 


25.- Una vez intentada la demanda en 
validez del embargo retentivo, cesa la 
competencia del juez de los referimientos 
para ordenar la cancelación o limitación 
del mismo, salvo el caso de sustitución 
del embargo por otra garantía (Sent. 12 
de diciembre de 1984. B.J. 889, p. 3297). 
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REFERIMIENTO (PLAZO) 


26.- Cuando se ha vencido el plazo para 
ejercer el recurso de casación de acuer- 
do al Artículo 95, del Reglamento No. 
258-93 para la aplicación del Código de 
Trabajo, del 12 de octubre de 1993, que 
dispone: “Las resoluciones del Presidente 
de la Corte como juez de los referimien- 
tos, pueden ser impugnadas en el térmi- 
no de un mes a partir de la notificación, 
ante la Suprema Corte de justicia”, el 
mismo debe ser declarado inadmisible por 
tardío. (Sentencia No. 8 del 8 de diciem- 
bre de 1999, B. J. No. 1069, p.576). 


27.- En el Proceso laboral el referimiento 
ha sido reservado exclusivamente al Presi- 
dente de la Corte de Trabajo, con exclu- 
sión de los jueces de primera instancia, y 
quien podrá actuar aún antes de que es- 
tos jueces dicten sentencia sobre el fondo 
de una demanda. (Sent. de fechal3 de 
octubre de 1999. B. J. 1067. p.602). 


Art.667.- “El presidente de la corte 
puede siempre prescribir en referi- 
miento las medidas conservatorias que 
se impongan, sea para prevenir un 
daño inminente, sea para hacer ce- 
sar una perturbación manifiestamen- 
te ilícita. 


En los casos en que la existencia de la 
obligación no es seriamente discuti- 
ble, puede acordar una garantía al acree- 
dor. 


Puede asimismo, establecer fianzas, 
astreintes o fijar las indemnizaciones 
pertinentes”. 


INDICE 
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ANTECEDENTES 


1.- Este texto legal proviene del Art.110 
de la Ley 834 de 1978, que establece lo 
siguiente: “El presidente puede siempre 
prescribir en referimiento las medidas 
conservatorias que se impongan, sea 
para prevenir un daño inminente, sea 
para hacer cesar una turbación mani- 
fiestamente ilícita. En los casos en que 
la existencia de la obligación no es se- 
riamente discutible, puede acordar una 
garantía al acreedor”. A este texto se 
agregó el párrafo final, que no aparece 
en la ley 834. 


COMENTARIOS 


2.- El Art.667 se refiere a las facultades 
reconocidas al presidente de la corte 
de trabajo como juez de los 
referimientos. 


3.- En materia de trabajo, el referimiento 
está a cargo del Presidente de la Corte. 
Dicho en otras palabras, el Juez de los 
Referimientos es el Presidente de la Corte 
de Trabajo. 
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DOCTRINA 


DE LAS FACULTADES DEL PRESIDENTE DE 
LA CORTE DE TRABAJO COMO JUEZ DE 
LOS REFERIMIENTOS 


REFORMAS E INNOVACIONES DEL CT DE 
1992 


4.- Entre las novedades introducidas por 
el CT están las facultades que otorga al 
presidente de la corte de trabajo, en fun- 
ciones de juez de los referimientos. Estas 
facultades se pueden resumir como sigue: 
1) La facultad para disponer todas las 
medidas que no colidan con el fondo, 
con otra contestación o que se justifiquen 
por la existencia de un diferendo 
(Art.666); 2) Puede siempre prescribir 
medidas conservatorias para prevenir un 
daño inminente o hacer cesar una per- 
turbación ilícita (Art.667); 3) Puede 
asímismo, acordar una garantía al acree- 
dor (Art.667); 4) Le otorga la facultad de 
establecer fianzas, astreintes, fijar 
indemnizaciones (Art.667); 5) Le otorga 
también las facultades reconocidas por 
el derecho común y la Ley 834 de 1978, 
al juez de los referimientos (Art.668). Las 
facultades del juez presidente de la corte 
como juez de los referimientos, estableci- 
das en la Ley 834 de 1978, se incorporan 
pues, con ciertas variantes, en el CT de 
1992, a cargo del presidente de la corte 
de trabajo. Se trata, como afirma Vílchez 
González (Listín Diario, 8 de ¡unio de 
1988) “de la competencia única, exclusi- 
va del Magistrado de la Corte”, con la 
diferencia de que los Art.666 y 667 del 
CT no se refieren a un asunto en curso 
en la instancia de apelación, aunque 
Vilchez considera necesaria la existencia 
de un recurso de apelación. De todos 
modos, y en todo caso, es necesaria la 
urgencia. Por consiguiente el presidente 
de la corte de trabajo puede siempre, en 
los casos de ejecución de sentencia u otro 
título ejecutorio en ocasión de un litigio 
entre empleadores y trabajadores, orde- 
nar las medidas precedentemente indi- 
cadas. 


5.- Los Arts. 666, 667 y 673 del Código 
de Trabajo, ponen a cargo del Presi- 
dente de la Corte como juez de los re- 
ferimientos, las atribuciones que según 
la Ley 834 de 1978 (Art.109,110,111 y 
otros), corresponden al presidente del 
tribunal de primera instancia como juez 
de los referimientos. Además, la Corte 
de Trabajo es un tribunal colegiado y 
las facultades del Juez de los 
referimientos y el plazo para impugnar 
las resoluciones en referimiento son más 
amplios que en el Derecho Común: este 
juez en materia de trabajo puede esta- 
blecer fianzas y fijar indemnizaciones. 
Por otra parte, si bien el Código de Tra- 
bajo otorga al Derecho Común carác- 
ter supletorio, es “en la medida que sus 
normas no sean incompatibles con las 
normas y principios que rigen el proce- 
so en materia de trabajo” (Art.663 del 
Código de trabajo). El referimiento en 
esta materia se rige pues, por las dis- 
posiciones de los Arts.666,667,668 y 
673 del Código de Trabajo y el Art.95 
del Reglamento 258-93 para la aplica- 
ción del Código de Trabajo y reviste par- 
ticular interés, debido a que el Presi- 
dente de la Corte, como juez de los 
referimientos está facultado “siempre”, 
en todos los casos de urgencia, incluso 
cuando se ha producido demanda en 
validez; para disponer las medidas con- 
servatorias necesarias. 


6.- El referimiento en materia de trabajo 
se aparta del referimiento del Derecho 
Común, debido al carácter protector de 
sus normas, que generalmente envuelven 
conflictos que desbordan el interés parti- 
cular de los contendientes, proyectándose 
en la colectividad, a que el trabajo hu- 
mano no es una cosa ni una mercancía y 
a los principios (simplicidad, celeridad, 
gratuidad, protector y otros), que funda- 
mentan esta disciplina jurídica y determi- 
nan su autonomía e independencia del 
Derecho Común. Por eso, cuando, como 
ocurre en la práctica, con anterioridad a 
la demanda o en ejecución de sentencia, 
se embargan cuentas personales o inscri- 
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ben hipotecas sobre la casa vivienda de 
personas que, al tenor del Art.ó del Có- 
digo de Trabajo, no son empleadores del 
trabajador demanddhñte, o se recurren a 
medidas excesivas, susceptibles de cau- 
sar daños irreparables a quien sufre la 
ejecución, el Presidente de la Corte de 
Trabajo, como juez de los referimientos 
puede y debe ejercer las facultades que 
le acuerda la ley (Art.667 CT). 


SOBRE LA EXISTENCIA PREVIA DE UN 
RECURSO DE APELACIÓN 


7.- Según lo dicho precedentemente, los 
Arts. 666 y 667 del CT no se refieren a un 
asunto en curso en la corte de trabajo, ni 
hablan de la necesidad de un recurso de 
apelación. Donde el legislador no ha 
estatuído, el intérprete no puede esta- 
tuir. Cabe recordar además, que el CT, 
en esta materia y en muchos otros asun- 
tos, se aparta del derecho común. 


8.- El Art.667 del CT faculta al presiden- 
te de la corte de trabajo como juez de los 
referimientos, para conocer de las difi- 
cultades en la ejecución de sentencias de 
los tribunales de trabajo o de otro título 
ejecutorio. En este caso, no es necesaria 
la existencia de un recurso de apelación, 
aunque sí la urgencia para prevenir un 
daño inminente o una perturbación ma- 
nifiestamente injusta o ilícita, pudiendo 
entonces el presidente de la corte de tra- 
bajo como juez de los referimientos, es- 
tablecer fianzas u ordenar las medidas 
conservatorias que estime pertinentes. 


9.- Cabe recordar, además, como se ha 
dicho precedentemente, que las disposi- 
ciones de los Arts.48, 54 y siguientes del 
Cód. de Proce.Civil, que facultan al juez 
de primera instancia a dictar ordenanzas 
u actos autorizando, en determinados 
casos y bajo ciertas circunstancias, a ins- 
cribir hipotecas o a practicar medidas 
conservatorias provisionales, son aplica- 


bles en materia de trabajo al tenor de las 
previsiones de los Arts.480, 666 y 667 
del CT. En dicho caso, tampoco es nece- 
sario la existencia previa de un recurso 
de apelación (en idéntico sentido se pro- 
nuncia Hernández Quezada- Y Congre- 
so Nacional de Derecho de Trabajo, San- 
to Domingo, 1993, El referimiento en 
materia laboral, p.3- para quien “nada 
impide que el presidente del juzgado de 
trabajo utilice esa facultad, por aplica- 
ción del carácter supletorio del derecho 
común). 


10.- Según Américo Moreta Castillo (El 
referimiento en materia laboral, Recopi- 
lación Jurisprudencial Integrada, Volumen 
X, Tomo l, p.164), “a diferencia de lo que 
sucede en el derecho común del 
referimiento del presidente del tribunal 
de segundo grado, el juez de los 
referimientos en materia de trabajo no 
tiene que estar apoderado de un recurso 
de apelación del cual conozca su tribu- 
nal. Es como si de repente, tuviéramos el 
mismo sistema que en Francia, donde 
existe un solo juez de los refimientos, pero 
en esta materia la decisión de ese juez 
no puede ser recurrida en apelación, sino 
solamente objeto del recurso extraordi- 
nario de la casación, por tratarse de una 
decisión tomada por el juez de un tribu- 
nal de segundo grado en unas atribucio- 
nes especiales, pudiéndose aplicar por 
analogía los mismos razonamientos que 
se hacen valer contra las decisiones de 
los presidentes de tribunales de segundo 
grado que actúan en atribuciones de 
referimiento”. 


11.- Según Moreta Castillo (ob.cit., 
p.165), el equipo de redactores del CT 
de 1992, tomó como referencia la Ley 
834-78 para establecer los casos en 
que era posible interponer un referi- 
miento, y sin que sea una enumera- 
ción limitativa, procedería esta vía ex- 
pedita y especial de ejercer derechos 
en justicia en las siguientes situacio- 
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nes: 1) Ejecuciones de sentencias y de 
otros títulos ejecutorios (se debió es- 
pecificar cuando surjan dificultades); 
2) Para prescribir medidas conserva- 
torias; 3) Para prevenir un daño inmi- 
nente; 4) Para hacer cesar una per- 
turbación manifiestamente ilícita; 5) 
Cuando hayan obligaciones (no seria- 
mente discutibles) para acordarle una 
garantía al acreedor; 6) Para estable- 
cer fianzas; 7) Para establecer astrein- 
tes; 8) Para fijar las indemnizaciones 
pertinentes. Y de todos estos casos, el 
único que es extraño a las posibilida- 
des de un juez en atribuciones de re- 
ferimiento es fijar indemnizaciones, lo 
cual puede interpretarse como una 
modalidad de sanción provisional con 
un carácter puramente conminatorio, 
que se establezca un indemnización 
por la vía de los referimientos, en el 
caso en que no se quiera cumplir con 
una decisión judicial de la jurisdicción 
laboral; pero de todos modos este as- 
pecto no fue ponderado debidamente 
por la Comisión y mucho menos por 
las cámaras legislativas. 


DE LA EJECUCIÓN PROVISIONAL DE LA 
SENTENCIA 


12.- El CT dispone (Art.539) la ejecución 
provisional de las sentencias de los tribu- 
nales de trabajo, en casos de urgencia 
“o de peligro de demora”. En estos ca- 
sos, “el juez presidente puede ordenar 
en la misma sentencia la ejecución inme- 
diata después de la notificación”. 


13.- Los Arts.666 y 667 del CT, otorgan 
facultades especiales al presidente de la 
corte de trabajo y, conforme al Art.668 
las disposiciones de la Ley 834 de 1978 
sobre la ejecución provisional, incluyen- 
do los poderes reconocidos al presidente 
de la Corte de Apelación, como juez de 
los referimientos, son aplicables 
supletoriamente en materia de trabajo. 
Cabe señalar que las disposiciones de los 
Arts.666 y 667 se refieren a “los casos de 


ejecución de sentencias y de cualquier 
otro título”, por lo que no necesariamen- 
te se requiere, como en el derecho co- 
mún, de la existencia previa de un recur- 
so de apelación. 


14.- El Art.667 del Código de Trabajo ha 
sido creado para dar facultad al juez pre- 
sidente de la corte de trabajo, como juez 
de los referimientos en materia de traba- 
jo, para corregir los excesos que con fre- 
cuencia incurren los tribunales de traba- 
jo de primer grado en sus decisiones, así 
como los excesos que se cometen en la 
práctica en la ejecución de las sentencias 
de estos tribunales, fundada en el Art.539 
del mismo Código. 


15.- El Art.667 permite siempre al presi- 
dente de la corte como juez de los 
referimientos, adoptar “las medidas 
conservatorias necesarias, sea para pre- 
venir un daño inminente, sea para evitar 
una perturbación manifiestamente ilícita”. 
Por consiguiente, la parte perdidosa tie- 
ne, frente a las previsiones del Art.539, 
abiertas las puertas del Art.667 del mis- 
mo Código, y en virtud de este texto le- 
gal, solicitar al Juez de los Referimientos: 
a) Establecer, en caso de condenaciones 
excesivas, un monto razonable a la ga- 
rantía y su depósito en determinada en- 
tidad bancaria. b) Ordenar la suspensión 
provisional de la ejecución de la senten- 
cia. c) Disponer el establecimiento de una 
fianza o garantía al acreedor ejecutante. 
d) Establecer astreintes o fijar las 
indemnizaciones pertinentes. e) Ejercer, 
conforme al Art.668, las facultades reco- 
nocidas por la ley 834 de 1978 y el Códi- 
go de Procedimiento Civil al juez de los 
referimientos. f) En fin, dictar cualquier 
otra medida necesaria para evitar o de- 
tener cualquier hecho que pueda impli- 
car consecuencias manifietamente exce- 
sivas o ilícitas, o daños fatalmente 
irreparables. 


16.- Sin embargo, ¿puede ordenar el le- 
vantamiento provisional de la ejecución 
comenzada? El propio Art.539 lo prohi- 
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be; pero, cuando la ejecución es mani- 
fiestamente ilícita o injusta, v.g.en el caso 
de ejecuciones contra terceros o perso- 
nas que legalmente no tienen la calidad 
de empleador, tan frecuentes en la prác- 
tica, el juez de los referimientos está 
facultado conforme al Art.667, para dis- 
poner el levantamiento provisional de di- 
chas medidas conservatorias. En cuanto 
a la ejecución provisional de la senten- 
cia, las disposiciones del Art.666 se refie- 
re a los “casos de ejecución de sentencias 
y de cualquier otro título”, por lo que no 
necesariamente se requiere, como en el 
derecho común, de la existencia previa 
de un recurso de apelación. 


17.- La notificación a la parte contraria 
de la instancia elevada al presidente de 
la Corte de Trabajo, como Juez de los 
Referimientos, interrumpe el plazo de tres 
(3) días previsto en el Art.539 del Código 
de Trabajo, el cual comienza a contarse 
nuevamente a partir de la notificación 
de la Ordenanza del Juez de los 
Referimientos, que comisiona el Banco y 
fija las modalidades del depósito. Esto no 
lo dispone expresamente la Ley, pero es 
una consecuencia de la aplicación del VI 
PF del CT. 


18.- El plazo previsto en el Art.539 es un 
plazo franco y no se computan los días 
feriados, conforme a las previsiones del 
Art.495. Nada se opone a que el juez de 
los referimientos, en uso de las faculta- 
des que le otorga el Art.667 del Código 
de Trabajo, disponga una garantía 
sustitutiva de la garantía en efectivo, dado 
que el propósito perseguido por el legis- 
lador es el establecimiento de una ga- 
rantía, que proteja el crédito en discu- 
sión de la parte gananciosa reconocido 
por una sentencia de primer grado; que 
al mismo tiempo evite daños irreparables 
a la parte sucumbiente, o conlleve el cie- 
rre de la empresa, o la pérdida del em- 
pleo a otros trabajadores. 


19.- Véase Arts.citados precedentemente 
y el Art.706 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


REFERIMIENTO 


20.- La Suprema Corte de Justicia en fun- 
ciones de Corte de Casación ha dictado 
diversas sentencias sobre las facultades 
del juez de los referimientos. El texto del 
artículo 667 deja abierta la posibilidad 
de que el duplo de las condenaciones de 
la sentencia que se impugna, se cumpla 
a través de la prestación de una fianza 
en beneficio de la parte recurrida, paga- 
dera al primer requerimiento a partir de 
que la sentencia sobre el fondo haya ad- 
quirido la autoridad de la cosa irrevoca- 
blemente juzgada, siempre que dicha 
parte resulte gananciosa, y su original 
depositado en la secretaría para ser apro- 
bada, si procede, mediante auto dictado 
por el Presidente de la Corte, cuyas con- 
diciones y regulaciones deben ser fijadas 
por el juez de los referimientos para evi- 
tar que se produzca un daño irreparable 
pero a la vez garantizar que la finalidad 
del artículo 539 no sea burlada. (Sent. 
18 agosto 1999, Máximo Santana y com- 
partes Vs.Karson Manufacturing, Inc, 
B.J.1065, p.663). 


21.- Cuando se demuestra que la sen- 
tencia adolece de una nulidad evidente o 
ha incurrido en un error grosero, viola- 
ción al derecho de defensa o exceso de 
poder, puede el juez de referimiento or- 
denar la suspensión de la ejecución de la 
sentencia impugnada, sin necesidad del 
depósito del duplo. (Sent. 18 agosto 1999, 
Máximo Santana y compartes Vs.Karson 
Manufacturing, Inc, p.14). 


22.- Sólo cuando la sentencia cuya sus- 
pensión se demanda esté afectada de una 
nulidad evidente o ha incurrido en un 
error grosero, violación al derecho de 
defensa o exceso de poder, puede el juez 
de referimiento ordenar la suspensión de 
la ejecución de la sentencia impugnada, 
sin necesidad del despósito del duplo. 
(Sent. 18 noviembre 1998, No.32, 
B.J.1056, p.485). 
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23.- Al disponer el Art.539 del CT que 
las sentencias de los juzgados de trabajo 
son ejecutorias al tercer día de su notifi- 
cación, “salvo el derecho de la parte que 
haya sucumbido de consignar una suma 
equivalente al duplo de las condenaciones 
pronunciadas”, si esto último no se cum- 
ple, para que el juez de los referimientos 
pueda suspender la ejecución de una sen- 
tencia, es indispensable que la decisión 
esté afectada de una nulidad evidente o 
sea el producto de un error grosero, de 
un exceso de poder o pronunciada en 
violación al derecho de defensa de la 
parte que demanda la suspensión. (Sent. 
8 julio 1998, No.26, B.J.1052, p.551). 


24.- El Presidente de la Corte de Trabajo, 
en funciones de juez de los referimientos, 
debe dar motivos suficientes que justifi- 
quen su dispositivo y exponer los elemen- 
tos de hecho que le permitan a la Supre- 
ma Corte de Justicia verificar si los 
requisitos que se exigen para suspender 
la ejecución de una sentencia ejecutoria 
de pleno derecho están presentes en el 
asunto de la especie. (Sent. 8 julio 1998, 
No.26, B.J.1052, p.551). 


25.- Cuando la suspensión provisional ha 
sido pronunciada, el efecto suspensivo del 
recurso de apelación tiene lugar “a par- 
tir de la fecha de la demanda en suspen- 
sión (Sent. del 3 de julio de 1985, B.J.896, 
p.1567). 


26.- También puede ser ordenada en los 
casos expresamente previstos en el Art.137 
de la Ley 834 de 1978 (Sent. del 18 de 
diciembre de 1985, B.J.901, p.3155); 
cuando se ha violado el derecho de de- 
fensa (Sent.del 31de octubre de 1990; 
B.J.901, p.3556), o la ejecución no está 
autorizada por la ley (Sent. del 29 de 
mayo de 1985, B.J.894, p.1243 (Sent. del 
31 de octubre de 1990), la sentencia ha 
sido irregularmente dictada (Sent. del 19 
de febrero de 1993) o conlleva riesgos 
de consecuencias manifiestamente exce- 
sivas (Sent del 31 de octubre de 1990). 


27.- También ha juzgado que la decisión 
adoptada por el presidente de la corte 
como juez de los referimientos, “no es 
susceptible de ser impugnada por el re- 
curso extraordinario de la casación” 
(Sent.18 de diciembre de 1985, B.J.901, 
p.3155). 


28.- En materia de trabajo, el criterio de 
la Corte de Casación podría ser aún más 
flexible, debido a que en esta materia la 
ley no requiere de un recurso previo de 
apelación, no hay nulidades de procedi- 
miento, el Art.482 del CT autoriza el re- 
curso de casación sólo contra las senten- 
cias en última instancia, y la ley sobre 
Procedimiento de Casación se aplica 
subsidiariamente. Por consiguiente, el cri- 
terio de nuestro más alto tribunal de justi- 
cia, precedentemente indicado, no es to- 
talmente aplicable en materia de trabajo. 


29.- La Corte de Casación ha juzgado 
que “el Presidente de la Corte de Apela- 
ción está facultado para suspender la eje- 
cución provisional de pleno derecho de 
una sentencia, en el ejercicio de los po- 
deres que le confieren los artículos 140 y 
141 de la citada Ley No. 834” (Sent. del 
29 de mayo de 1985, B.J.894, p.1234). 


30.- En otra sentencia de esta misma fe- 
cha ha establecido que la determinación 
de “los riesgos manifiestamente excesivos 
de consecuencias que podrían ser irrepa- 
rables”, es una “situación de hecho de la 
apreciación soberana de los jueces del 
fondo” (Sent. del 29 de mayo de 1985, 
B.J.894, p.1283). 


31.- Estas decisiones protegen a la parte 
perdidosa del abuso en la práctica de la 
ejecución provisional de la sentencia, 
constituyendo una forma de control sa- 
ludable y legítimo sobre la sentencia que 
ordena la ejecución provisional, pues di- 
cha ejecución prematura puede entrañar 
consecuencias irreparables en perjuicio de 
la parte condenada. (Luis Vílchez 
González, “La Suspensión de la Senten- 
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cia y el Art.539 del CT”, Listín Diario, 2 
de diciembre de 1993). 


32.- Es de criterio que el presidente de la 
corte puede suspender en referimiento la 
ejecución de una sentencia laboral, sin 
fianza, y cita, en igual sentido, senten- 
cias del Presidente de la Corte de Traba- 
jo del Distrito Nacional y del Presidente 
de la Corte de Apelación de San Cristó- 
bal, en funciones de Corte de Trabajo, 
actuando como juez de los referimientos, 
de fechas 4 de agosto de 1993 y 14 de 
junio de 1993, respectivamente, en igual 
sentido. 


33.-En otra sentencia posterior, la Corte 
de Casación, aplicando por analogía lo 
dispuesto por el Art.12 de la Ley de Pro- 
cedimiento de Casación, dispuso que 
cuando la ejecución de la sentencia es 
ordenada, no obstante cualquier recur- 
so, la apelación no produce su efecto 
suspensivo sino que “el efecto suspensivo 
tiene lugar a partir de la fecha de la de- 
manda en suspensión de la ejecución” 
(Sent. del 3 de julio de 1985, B.J.986, 
p.1567). 


34.- Posteriormente, como afirma Ra- 
mos Morel (La Ejecución Provisional de 
las Sentencias. Revista Ciencias Jurídi- 
cas, PUCMM, julio-agosto, 1993, 
No.12, p.6, tercera época Santo Do- 
mingo, 1993), por sentencia del 19 de 
febrero de 1993, la Corte de Casación 
juzgó que el presidente de la corte está 
facultado en el curso de la instancia en 
apelación, para “suspender la ejecución 
de la sentencia impropiamente califi- 
cada en última instancia, o ejercer los 
poderes que le son conferidos en mate- 
ria de ejecución provisional por el 
Art.137 de la Ley 834 de 1978, dispo- 
niendo la suspensión de la ejecución 
provisional de pleno derecho cuando 
compruebe que la sentencia ha sido dic- 
tada irregularmente”, o “si hay riesgo 
de que entrañe consecuencias manifies- 
tamente excesivas” o injustas. 


35.- Véase jurisprudencias citadas en el 
Art.539 CT. 


36.- La necesidad de dictar medidas 
urgentes es apreciada soberanamente 
por el juez de los referimientos, lo 
cual escapa al control de la casación, 
salvo que se incurra en alguna 
desnaturalización. (Sentencia del 13 
de octubre de 1999. B.J. 1067. 
p.027). 


Art.668.- “Tendrá también las facul- 
tades reconocidas por la ley 834 de 
1978 y el Código de Procedimiento Ci- 
vil al juez de los referimientos en la 
medida que no sean incompatibles con 
las normas y principios que rigen el 
proceso en materia de trabajo”. 


INDICE 


Doctrina, 4-6 


Jurisprudencia, 7 


Antecedentes, 1 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal otorga al presidente 
de la corte como juez de los referimientos 
en materia de trabajo, las facultades que 
el Código de Procedimiento Civil y la Ley 
834 de 1978 otorgan al juez de los 
referimientos, “en la medida que no sean 
incompatibles con las normas y princi- 
pios que rigen el procedimiento de tra- 
bajo”. 


3.- En materia de trabajo, el referimiento 
está a cargo únicamente del presidente 
de la corte de trabajo, conforme a los 
Arts.666 y 667 del CT. 
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DOCTRINA 


4.- En el Derecho Común, las facultades 
del presidente del tribunal de primer gra- 
do como juez de los referimientos, están 
previstas en los Arts.109, 110, 111y 112 
de la Ley 834 de 1978. Las facultades 
del presidente de la corte de apelación 
como juez de los referimientos, están 
previstas en los Arts.140 al 143 de la 
Ley 834 de 1978. Las disposiciones de 
estos artículos se aplican con las limita- 
ciones precedentemente señaladas; esto 
es, en la medida que no sean incompa- 
tibles con las normas y principios que 
rigen el procedimiento en materia de tra- 
bajo. 


5.- Salvador Jorge Blanco y Orlando Jor- 
ge Mera (El juez de los referimientos que 
no está apoderado de lo principal al te- 
nor del artículo 101 de la Ley 834. Estu- 
dios Jurídicos Vol.IV, No.3, Septiembre- 
Diciembre 94, p.344) opinan que “el juez 
de referimiento es en nuestro país el mis- 
mo juez de primera instancia con o sin 
cámara no obstante la Ley 834, salvo en 
la Corte de Apelación que lo es el Presi- 
dente de la Corte. En materia de referi- 
miento, el juez presidente es una juris- 
dicción en grado de apelación distinta a 
la corte de apelación cuya competencia 
en materia de referimiento se circunscri- 
be a decidir los recursos contra las orde- 
nanzas del juez de primera instancia cuan- 
do ésta estatuye como juez de primer 
grado. En primera instancia cuando el 
tribunal de primera instancia conoce de 
un recurso de apelación del juzgado de 
paz, como tribunal de apelación puede 
conocer en referimiento de la suspen- 
sión de una sentencia del ¡juzgado de 
paz provista de la ejecución provisional. 
En esa situación el juez de apelación es 
el juez del referimiento. Son la misma 
persona”. 


6.- Véase comentarios a los Arts.666 y 
667 del CT. 


JURISPRUDENCIA 


7.- Las nulidades en materia laboral es- 
tán regidas por el CT, por lo que las dis- 
posiciones de la Ley No.834 sobre ese 
sentido sólo son aplicables en esta mate- 
ria cuando no contradigan las normas 
de dicho código o cuando el aspecto plan- 
teado no se encuentre previsto en el mis- 
mo. (Sent. 13 mayo 1998, No.13, 
B.J.1050, p.444). 


Art.669.- “Queda prohibida toda 
transacción o renuncia de los derechos 
reconocidos por sentencias de los tribu- 


nales de trabajo favorables al trabaja- 
dor”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Conciliación, transacción y 


Comentarios, 2 -Recibo de descargo., 8-13 
Doctrina, 3-5 Nueva Jurisprudencia 


Jurisprudencia, 6-7 - Transacción, 14-21 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- El Art.669 es el único texto legal del 
CT que trata sobre la transacción en ma- 
teria de trabajo. Prohibe la transacción o 
renuncia de los derechos reconocidos al 
trabajador por una sentencia de los tri- 
bunales de trabajo. Se complementa con 
el Art.96 del Reglamento 258-93 para la 
aplicación del CT de 1992, según el cual 
“las sentencias de los tribunales de tra- 
bajo de que trata el Art.669 del CT, son 
las sentencias con calidad de la cosa irre- 
vocablemente juzgada”. Se trata de una 
extensión particular del V PF que consa- 
gra la irrenunciabilidad de los derechos 
reconocidos por la ley a los tribunales. 
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DOCTRINA 


3.- La transacción, según el Art.2044 del 
Código Civil, es un contrato que implica 
siempre renuncia de derechos. El V Prin- 
cipio Fundamental del Código de Traba- 
jo prohibe la renuncia o limitación con- 
vencional de los derechos reconocidos 
por la ley al trabajador y declara “que es 
nulo todo pacto en contrario”. ¿Cuáles 
son estos derechos? El salario mínimo, 
las vacaciones anuales, el salario de na- 
vidad, la participación en las utilidades, 
las prestaciones laborales, el descanso 
semanal, etc. El V Principio Fundamental 
del Código de Trabajo, no distingue en- 
tre la vigencia y la terminación del con- 
trato; consecuentemente, la nulidad que 
establece se impone en ambos casos. Ade- 
más, la dependencia económica y el es- 
tudo de necesidad del trabajador subsis- 
ten aún después de terminado el contrato. 
Sin embargo, el trabajador puede tran- 
sar o negociar beneficios otorgados al 
margen de la ley, pero nunca será válida 
la renuncia o limitación convencional a 
los derechos reconocidos por la ley. 


4.- El Art.2052 del Código Civil, atribuye 
a la transacción la autoridad de cosa juz- 
gada en última instancia y prescribe que 
no puede impugnarse por error o causa 
de lesión. La transacción no puede en 
materia de trabajo tener la autoridad de 
la cosa juzgada en última instancia, pues 
ello implicaría dejar al trabajador des- 
provisto de protección, a merced del po- 
der económico del empleador que le des- 
pide. 


5.- La prohibición de la transacción opera 
durante y después de la ruptura del con- 
trato y se extiende a los derechos reco- 
nocidos por sentencias de los tribunales 
con carácter de cosa juzgada. De las dis- 
posiciones combinadas de los Arts.669 
del CT y del Art.96 del Reglamento 258- 
93, no se infiere, por razonamiento a 
contrario, como ha juzgado la Tercera 
Cámara de la SCJ (véase nueva juris- 
prudencia más adelante), “que después 


de la terminación del contrato de traba- 
jo y hasta tanto se haya producido una 
sentencia de los tribunales de trabajo 
con la autoridad de la cosa juzgada es- 
tos derechos pueden ser objeto de tran- 
sacción”. El Art.669 y el citado Art.96, 
establecen dos categorías distintas de 
derechos legalmente irrenunciables que 
no pueden ser objeto de renuncia o li- 
mitación convencional: a) los estableci- 
dos por la ley y b) los establecidos por 
sentencias firmes o irrevocables de los 
tribunales. Esto no significa que la tran- 
sacción de derechos legalmente 
irrenunciables está permitida después de 
la terminación del contrato. 


JURISPRUDENCIA 


6.- Aunque el Art.96 del Reglamento, es- 
tablece que las sentencias de los tribuna- 
les de trabajo de que trata el menciona- 
do Art.669, son las sentencias con carácter 
de la cosa irrevocablemente juzgada; es- 
tos textos legales revelan que el asunto 
relativo a la transacción en materia de 
trabajo, está reglamentado por el £ódi- 
go y no por el derecho común. Nuestra 
Corte de Casación ha juzgado, que cuan- 
do la situación jurídica está prevista y re- 
glamentada por la ley de trabajo, no hay 
necesidad de recurrir al derecho común 
(Sent. del 23 de diciembre de 1948, 
B.J.461, p.2015-2023). 


7.- Por tanto, cualquier norma referente 
a la transacción prevista en el Código 
Civil, sería aplicable en materia de tra- 
bajo en la medida en que sea compati- 
ble con las normas y principios que in- 
forman el Derecho del Trabajo. El 
contrato de transacción no puede en nin- 
gún caso desconocer estos preceptos y 
principios esenciales ni contener renun- 
cias o limitación alguna a los derechos 
reconocidos por la ley al trabajador. No 
cabe transacción sobre derechos legal- 
mente irrenunciables, ni antes ni des- 


pués de la terminación del contrato in- 
dividual. 


556 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 669 


CONCILIACIÓN, TRANSACCIÓN Y RECIBO 
DE DESCARGO 


8.- Con anterioridad a la vigencia del CT 
de 1992, la Corte de Casación había es- 
tablecido que “la oferta hecha por una 
parte en conciliación no puede ser reti- 
rada después de haber sido debidamen- 
te aceptada por la otra parte ante los 
funcionarios competentes, ya que tal ofer- 
ta una vez aceptada, cambia la situación 
jurídica originaria de las partes”. (Cas. 
del 19 de junio de 1956, B.J.551, p.1288). 


9.- En otra decisión posterior, la Corte de 
Casación sentó el criterio de que el acuer- 
do en conciliación cambia la situación 
jurídica de las partes, y consecuentemen- 
te, hace improcedente la demanda en 
pago de las prestaciones acordadas (Cas. 
del 6 de junio de 1962, B.J.623, p.842- 
849). 


10.- Lo que antecede equivale a atribuir 
carácter de cosa juzgada a lo pactado 
en conciliación, en base a lo cual se pue- 
de proceder a las vías de ejecución. La 
Corte de Casación se adelantó al legisla- 
dor de 1992. 


11.- La conciliación responde al deseo 
del legislador de obtener “un equilibrio 
de intereses entre las partes, armonizan- 
do discrepancias y evitando conflictos por 
nacer o solucionando los conflictos ya 
nacidos entre empleadores y trabajado- 
res”; cuando ella se alcanza mediante 
una transacción, que implica renuncia re- 
cíproca de derechos, plantea el proble- 
ma de si la conciliación es válida cuando 
entraña renuncia del trabajador a dere- 
chos legalmente irrenunciables. 


12.- A juicio del legislador dominicano 
de 1951, la transacción es posible “fuera 
del círculo contractual”, esto es, cuando 
ya el contrato no existe, que es el mo- 
mento en que generalmente tiene lugar 
la conciliación; pero, de hecho, general- 
mente, el estado de debilidad social y eco- 


nómica del trabajador subsiste aún “fue- 
ra del círculo contractual”, y casi siempre 
se agrava después de la terminación del 
contrato. Por esta circunstancia y, apar- 
tándose de los motivos dados por el le- 
gislador de 1951, precedentemente cita- 
dos, la Corte de Casación dominicana 
por su sentencia del 17 de febrero de 
1982 consideró “correcta la aplicación de 
la ley” que hizo la Cámara de Trabajo 
del Distrito Nacional en una sentencia del 
22 de diciembre de 1978, que declaró 
que “el hecho de que el trabajador haya 
otorgado recibo de descargo por las su- 
mas que le fueron pagadas, no le impide 
exigir el pago de las que pueden haberle 
quedado adeudando, aún cuando haya 
renunciado a ello, toda vez que los dere- 
chos de los trabajadores son irrenuncia- 
bles”. (Sent. del 17 de febrero de 1982, 
B.J.855, p.202). 


13.- Posteriormente, en un caso en el cual 
el reclamante suscribió un documento a 
la empresa, donde consta haber recibido 
por concepto de terminación del contra- 
to, el pago de sus prestaciones laborales, 
cuando ya no era trabajador de la em- 
presa, la Corte de Casación juzgó, que 
al haber aceptado esos valores, admitién- 
dolos como válidos para cubrir todas sus 
aspiraciones como consecuencia de la ter- 
minación de su contrato, y al declarar 
que no subsiste de ella ningún tipo de 
obligación frente a él referente a sus pres- 
taciones, es claro (que el trabajador) está 
admitiendo como bueno ese pago, y por 
tanto, renunciando en caso de que exis- 
tiera a cualquier derecho que pudiese 
corresponder. (Sent. del 18 de julio de 
1983, B.J.872, p.1929). 


NUEVA JURISPRUDENCIA 
TRANSACCIÓN 
14.- Después de 1992, la Tercera Cámara 


de la SCJ, en funciones de Corte de Casa- 
ción en materia de trabajo, juzgó que la 
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irenunciabilidad de derechos consagrada 
en el V PF “se circunscribe al ámbito con- 
tractual y no después de la finalización del 
contrato de trabajo, siendo válido todo 
acuerdo transaccional con posterioridad a 
dicho contrato” (Sent. del 10 de mayo de 
1999, Juan José Pilarte Vs.Corporación de 
Hoteles, B.J.1060, p.720). 


15.- Por la misma sentencia, juzgó la ci- 
tada Cámara, que “el límite de la 
irenunciabilidad del Art.669 del CT que 
prohibe toda transacción o renuncia de 
los derechos reconocidos por sentencia 
de los tribunales de trabajo favorables al 
trabajador, completado por el Art.96 del 
Reglamento 258-93 de 1 de octubre de 
1993, para la aplicación el CT, que acla- 
ra que la sentencia de los tribunales de 
trabajo de que trata el Art.669 del CT, son 
las sentencia con calidad de la cosa irrevo- 
cablemente juzgada de donde se infiere, 
por razonamiento contrario, que después 
de la terminación del contrato de traba- 
jo y hasta tanto no se haya producido 
una sentencia de los tribunales de traba- 
jo con la autoridad de la cosa irrevoca- 
blemente juzgada, estos derechos pue- 
den ser objeto de transacción”. 


16.- Posteriormente, por sentencia del 5 
de mayo de 1999 (B.J. 1062, p.548, caso 
Ramsa C. por A), la Tercera Cámara de 
la SCJ juzgó: a) que el alcance de esa 
prohibición (V PF) se circunscribe al ám- 
bito contractual y no después de la fina- 
lización del contrato de trabajo, siendo 
válido todo recibo de descargo expedi- 
do con posterioridad a dicho contrato, 
aún cuando después de recibido el pago 
se comprobare diferencia a favor del tra- 
bajador, siempre que éste no haga con- 
signar en el momento de expedir el reci- 
bo su inconformidad con el pago y 
formule reservas de reclamar esos dere- 
chos; b) que para la validez de la re- 
nuncia de los derechos producidos fue- 
ra del ámbito contractual, no es 
necesario que el documento que recoge 
lu misma esté firmado por el empleador, 
siendo suficiente que el mismo lo haya 
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firmado de manera libre y voluntaria la 
parte que otorga descargo, que en este 
caso es el trabajador demandante; c) que 
en el período comprendido entre la ter- 
minación del contrato de trabajo hasta 
que los tribunales hayan reconocido de 
manera irrevocable los derechos de los 
trabajadores, éstos están en la capaci- 
dad de transigir o renunciar a dichos 
derechos; d) que al impedir el Art.669 
la renuncia o transacción de derechos 
reconocidos por sentencia de los tribu- 
nales de trabajo, no está limitando los 
derechos renunciables antes de ese re- 
conocimiento, a los que tengan índole 
litigiosa, sino que la deja abierta a los 
derechos de cualquier naturaleza, pues 
el interés de esa disposición legal es el 
de establecer el período hasta cuando 
es posible la renuncia de derechos, que 
el V Principio Fundamental del Código 
de Trabajo lo ubica dentro del ámbito 
contractual y el mencionado artículo, 
desde el momento que cesa la relación 
contractual hasta que una sentencia de 
los tribunales de trabajo lo reconoce. 


17.- Posteriormente el pleno de la SCJ 
mediante sentencia del 23 de junio de 
1999 (Caso Domingo Castillo Herrera Vs. 
Editora Listín Diario, C.por A, p.9, 
B.J.1063 p.170) se aparta del citado cri- 
terio de la Tercera Cámara cuando opi- 
na que “no basta que en un documento 
se exprese que se otorga recibo de des- 
cargo por el pago de las prestaciones la- 
borales, si del análisis de los documentos 
de la causa se determina que las mismas 
no fueron pagadas; que para que dicho 
documento sirva de liberación de las obli- 
gaciones que pudiere tener un empleador 
por esos conceptos, es necesario que los 
tribunales aprecien hasta donde llega la 
intención del trabajador al formular esas 
expresiones y las circunstancias en que 
las mismas se produjeron”. 


18.- Si bien el V Principio Fundamental 
del Código de Trabajo prohibe la re- 
nuncia o limitación de los derechos re- 
conocidos por la ley a los trabajadores, 
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el artículo 669 del mismo código prohi- 
be toda transacción o renuncia de los 
derechos reconocidos por sentencias de 
los tribunales de trabajo favorables al 
trabajador, precisando el artículo 96 del 
reglamento para la aplicación del Có- 
digo de Trabajo que la sentencia de los 
tribunales de trabajo de que trata di- 
cho artículo son las sentencias con cali- 
dad de la cosa irrevocablemente juzga- 
da, lo que es indicativo de que el período 
de irrenunciabilidad de los derechos de 
los trabajadores está limitado dentro del 
ámbito contractual, siendo posible que 
éstos renuncien a sus derechos después 
de concluido el contrato de trabajo y 
hasta tanto sus derechos, en caso de 
litigio, no fueren reconocidos por una 
sentencia que haya adquirido la auto- 
ridad irrevocable de la cosa juzgada. 
(Sent. 18 noviembre 1998, No.29, 
B.J.1056, p.464). El hecho de que la 
sentencia de primer grado reconozca 
derechos al trabajador demandante no 
impide que éste, libre y voluntariamen- 
te, renunciara a esos derechos a cam- 
bio de una suma menor a la acordada 
por el tribunal y la reintegración a sus 
labores, lo cual fue establecido. (Sent. 
18 noviembre 1998, No.29, B.J.1056, 
p.465). 


19.- La transacción es un contrato por el 
cual las partes terminan un litigio o evi- 
tan uno que pueda suscitarse, haciéndo- 
se concesiones reciprocas. (Sent.16 ene- 
ro 1953, B.J.510, p.8). 


20.- Véase comentarios al Art.621 del CT. 


21.- Al impedir el Art.669 del Código de 
Trabajo la renuncia o transacción de de- 
rechos reconocidos por sentencia de los 
tribunales de trabajo, no está limitando 
los derechos renunciables antes de ese 
reconocimiento, a los que tengan índole 
litigiosa, sino que la deja abierta a los 
derechos de cualquier naturaleza. (Sent. 
No. 8 del 10 de noviembre de 1999. 
B.J.1068 p.569). 


Art.670.- “Si no se encontrasen bie- 
nes del ejecutado o éstos fuesen insu- 
ficientes, el tribunal declarará la insol- 
vencia provisional, total o parcial, hasta 
que se conozcan bienes del ejecutado 
y ordenará el pago de la condenación 
según los mecanismos establecidos en 
los artículos 465 y 466”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre la eje- 
cución contra una persona insolvente. 
Dispone que en caso de insolvencia o 
de que los bienes del ejecutado resul- 
ten insuficientes, se procederá confor- 
me a los Arts.465 y 466 del CT. Esto se 
aplica sea que se trate de una insol- 
vencia provisional, total o parcial, y 
hasta que se conozcan bienes del eje- 
cutado. 


DOCTRINA 


3.- La norma comentada no tiene aplica- 
ción práctica en la actualidad, debido a 
que las disposiciones de los Arts. 465 y 
466 no tienen aplicación conforme al 
Art.738 del CT, que hace depender su 
visión de un Reglamento por consenso, 
que fijará de forma tripartita y consen- 
sual la reglamentación necesaria para el 
funcionamiento de la garantía prevista 
en dichos textos legales. Este reglamento 
no ha sido todavía elaborado. Consecuen- 
temente, existe una total desprotección 
de los créditos en casos de quiebra o in- 
solvencia provisional, total o parcial del 
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ejecutado, que en la inmensa mayoría 
de los casos es el empleador. 


4.- Véase-comentarios a los Arts.465, 466 
y 738 del CT. 


Art.671.- “La ejecución de la sen- 
tencia que disponga el desalojo del 
trabajador cuando éste ocupe vivien- 
da por razón de su contrato o como 
accesorio a éste, se hará no obstante 
apelación o cualquier otro recurso. El 
plazo de gracia no podrá exceder de 
un mes”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - De la ejecución de la 
Comentarios, 2 sentencia en desalojo, 4 
Doctrina, - Del plazo de gracia, 5-6 
- Tribunal competente. 


Procedimiento, 3 


ANTECEDENTES 


l.- Se trata de un texto legal nuevo. El 
Art.63 (bis) de la Ley 637 de 1944 dis- 
ponía que “La demanda de entrega (de 
la vivienda) se llevará ante el Tribunal 
de Trabajo sin el preliminar de la con- 
iliación a que se refiere el artículo 47, 
y la sentencia que intervenga será eje- 
cutoria no obstante apelación o cual- 
quier otro recurso”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal complementa las dis- 
posiciones relativas al desalojo del tra- 
bajador cuando éste ocupa una vivien- 
da como accesorio a su contrato 
individual de trabajo, previstas en los 
Ats.656 y 657 del CT y del ordinal 10) 
del Art.44. 
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DOCTRINA 


TRIBUNAL COMPETENTE. PROCEDIMIENTO 


3.- La demanda en desalojo de vivien- 
das compete al juzgado de trabajo del 
lugar de ubicación de la vivienda o de 
ejecución del contrato. Si el trabajo se 
ejecuta en varios lugares, la acción pue- 
de interponerse ante el juzgado de tra- 
bajo de uno cualquiera de esos lugares, 
a opción del empleador. En fin, la com- 
petencia del tribunal está sujeta al or- 
den previsto en el Art.483 del CT, que 
difiere del derecho común. El procedi- 
miento aplicable es el sumario del CT. 
(Arts.610 al 618 del CT). 


DE LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA EN 
DESALOJO 


4.- La sentencia a intervernir está sujeta 
al recurso de apelación. Pero, conforme 
al Art.671, la ejecución de la sentencia 
“se hará no obstante apelación o cual- 
quier otro recurso. El plazo de gracia no 
podrá exceder de un mes”. 


DEL PLAZO DE GRACIA 


5.- “El plazo de gracia se opone al plazo 
de derecho, es un favor que la ley autori- 
za a los tribunales otorgarlo o rehusarlo, 
según las circunstancias”, en provecho del 
deudor. (Dalloz, Código Civil Anotado, 
Art.1244, T.1Il, pp.111-114). Pero el plazo 
de gracia de que trata del CT se impone 
al juez. Es personal. Suspende el procedi- 
miento de ejecución, por consiguiente, el 
procedimiento o la ejecución se mantiene 
en la etapa en que se encontraba en el 
momento en que fue concedido el plazo 
de gracia. Pero el empleador puede 
reiniciar el desalojo o continuar el proce- 
so después de vencido el plazo de gracia, 
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sin que sea necesario una nueva decisión 
del juez en este sentido”. (Dalloz, Código 
Civil Anotado cit., No.35, p.111). 


6.- Cabe señalar que la ejecución pro- 
visional de la sentencia está prevista 
expresamente por la ley. Consecuente- 
mente, se aplica supletoriamente en 
estos casos las reglas sobre la ejecu- 
ción de sentencias previstas en la Ley 
834 de 1978. 


Art.672.- “Cuando la sentencia 
acuerde indemnización en materia 
de responsabilidad que implique re- 
paración de daños y perjuicios por 
parte del trabajador, la ejecución, 
a cargo del empleador, debe res- 
petar el salario mínimo, y no podrá 
sobrepasar del quince por ciento de 
la retribución ordinaria del traba- 
jador”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2 - Despido, 6 
Doctrina, 3-5 
ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 
Existe un precedente, aunque con dis- 
tinto texto, en el Estatuto de los Tra- 
bajadores de España. 


COMENTARIOS 
2.- Este texto legal trata sobre las 
indemnizaciones a que puede ser condena- 
do el trabajador que incurra en responsabi- 
lidad que implique reparación de daños y 
perjuicios. Limita el monto de la reparación 
que puede ser acordada al empleador, y la 
ejecución a cargo de éste, que debe respe- 
tar el salario mínimo y que no podrá sobre- 


pasar del quince por ciento (15%) de la re- 
tribución ordinaria del trabajador. 


DOCTRINA 


3.- El texto de este artículo fue resultado 
del consenso del diálogo tripartito. La 
Comisión redactora del anteproyecto ha- 
bía dispuesto un texto diferente también 
limitando el monto de las condenaciones 
impuestas al trabajador civilmente res- 
ponsable. Este texto ha sido severamente 
criticado; un gran número de juristas con- 
sidera injusta la limitación, particularmente 
cuando el trabajador ha incurrido en ac- 
tos de sabotaje o consciente y deliberada- 
mente en huelgas que han causado da- 
ños irreparables y cuantiosos al empleador. 
Algunos han sostenido que la limitación 
consagrada en este texto constituye un 
estímulo para que el trabajador incurra 
en tales hechos, lo que hasta ahora ha 
sido desmentido por la realidad (ausencia 
de sabotaje y de actos deliberados). 


4.- Las limitaciones que prevé este texto 
no se aplican al sindicato de trabajado- 
res civilmente responsable. 


5.- Véase Arts.712 y siguientes. 


JURISPRUDENCIA 
DespPiDO 


6.- El patrono puede tener concurrente- 
mente un derecho a despedir sin respon- 
sabilidad al obrero por falta cometida por 
éste y el de obtener una reparación por 
el daño sufrido. (Sent. 24 febrero 1948, 
B.J.451, p.1027-1036). 


Art.673.- “En todo lo no previsto 
en este Título, regirá el derecho común 
excepto en cuanto a la competencia y al 
procedimiento sumario establecido en 
este Código”. 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto constituye una aplica- 
ción particular del IV PF del CT, se- 
gún el cual, en las relaciones labo- 
rales la falta de disposiciones 
especiales es suplida por el derecho 
común. Una norma semejante se lee 
en los Arts. 663 y 668 del CT. Resul- 
ta, por tanto, sobreabundante esta 
disposición legal, pues en lo atinen- 
te a la ejecución de sentencias y a 
las facultades del juez de los 
referimientos, este mismo título pre- 
vé la aplicación del derecho común 
supletoriamente. Por tanto, también 
es innecesario en todo un título que 
apenas comprende diez artículos, 
una tercera reiteración de la aplica- 
ción supletoria del derecho común 
en lo relativo a la ejecución de sen- 
tencias. 


DOCTRINA 


3.- La Ley 834 de 15 de julio de 1978, al 
derogar y sustituir las disposiciones del 
referimiento, comprendidos desde el artí- 
culo 608 al 811 del Código de Procedi- 
miento Civil, remozó los viejos textos del 
código (Salvador Jorge Blanco y Orlando 
Jorge Mera - El Juez del referimiento que 
no está apoderado de lo principal al te- 
nor del Art.101 de la Ley 834-, Estudios 
Jurídicos, Volumen IV, No.3, Septiembre- 
Diciembre de 1994). Según estos autores, 
la metodología de la Ley 834 nos permite 
precisar tres situaciones: a) Con el título 
“Las ordenanzas de Referimiento”, desde 
el Art.101 al 108 que corresponden a los 
Arts.484 al 492 del Nuevo Código de Pro- 
cedimiento Civil en Francia, con idéntico 
título salvo que en Francia eso es un sub- 
título de una parte general del nuevo có- 
digo procesal encabezado bajo el nombre 
“¡ugement”; b) Con el título “Los poderes 
del Presidente”, están los Arts.109 al 112 
que corresponden idénticamente a los 
Arts.808 al 811 del tribunal de gran ins- 
tancia que en Francia es un tribunal cole- 
giado; y c) En el título “Los poderes del 
Presidente de la Corte de Apelación”, in- 
cluyen desde el Art.140 al 141 que son en 
Francia los Arts.956 y 957, de la Corte de 
Apelación francesa pero con el epígrafe 
“Les pourvoirs du premier président”. 
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TITULO X 


DEL PROCEDIMIENTO PARA LA SOLUCIÓN DE LOS 
CONFLICTOS ECONÓMICOS 


CAPITULO | 
DE LA CONCILIACIÓN 


Art.674.- “La parte interesada en 
la solución de un conflicto económico 
no resuelto por avenimiento directo 
solicitará la mediación de la Secre- 
taría de Estado de Trabajo, median- 
te escrito fechado y firmado que ex- 
prese: 


1) Los nombres, domicilio y demás 
enunciaciones necesarias para la 
identificación de la parte interesada, 
incluso la fecha y número de su regis- 
tro en el Departamento de Trabajo, si 
es una asociación laboral, así como 
los nombres, domicilio y demás enun- 
ciaciones necesarias para la identifi- 
cación de la parte contraria; 


2) Las condiciones de trabajo cuya 
adopción o modificación pretenda ob- 
tener la parte interesada, y las razo- 
nes en que base sus pretensiones; 


3) Los motivos que oponga la parte 
contraria para no aceptarlas; 


El escrito debe ser acompañado de las 
copias necesarias para su comunica- 
ción a aquél o aquéllos respecto de 
quienes se solicite la intervención ad- 
ministrativa”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 5-10 


Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.630 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las reglas relati- 
vas al procedimiento para la solución de 
los conflictos económicos. Se refiere en 
particular a la conciliación o mediación 
administrativa. 


3.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que en la conciliación “in- 
terviene con carácter de mediadora la 
Secretaría de Estado de Trabajo, previo 
solicitud de parte, cuando han sido in- 
fructuosas las diligencias para un aveni- 
miento directo entre las que están en dis- 
cordia. El Código establece un 
procedimiento expedito y rápido, como 
lo exigen la naturaleza y el carácter de 
los intereses afectados por el conflicto”. 


4.- Como se lee en los comentarios ol 
Art.397 del CT, el procedimiento para lo 
solución de los conflictos económicos com- 
prende tres fases: a) El trato directo; b) 
La conciliación o mediación administrati- 
va; y c) El arbitraje. 


DOCTRINA 


5.- En República Dominicana, la solución 
de los conflictos colectivos (económicos o 
de intereses), se sujeta a un procedimiento 
caracterizado por la simplicidad, lo 
autorregulación y la flexibilidad que se 
realiza en parte, dentro del ámbito ad- 
ministrativo, e incluye, la conciliación y 
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mediación de las autoridades de trabajo. 
Se inicia con la negociación directa de 
las partes seguida de la mediación admi- 
nistrativa. El arbitraje voluntario es la ter- 
cera etapa del proceso, pudiendo las par- 
tes optar por paro, previo cumplimiento 
de las formalidades legales. 


6.- En el sistema dominicano, el trato di- 
recto entre las partes se inicia con la pre- 
sentación del pliego de condiciones de parte 
del sindicato de trabajadores. Esta fase se 
conoce bajo el nombre de negociación di- 
recta. La ley no establece ninguna regla- 
mentación, dejando a las partes en plena 
libertad de autorreglamentarla. A menudo 
el conflicto se resuelve en esta fase. La se- 
gunda fase consiste en la conciliación o 
mediación administrativa, de carácter obli- 
gatorio. Se impone a las partes. Esta fun- 
ción está a cargo de la Dirección General 
de Mediación y Arbitraje, departamento 
especializado, distinto al de Inspectoría del 
Trabajo. La parte más diligente en la solu- 
ción del conflicto solicita por escrito la me- 
diación administrativa y, de inmediato, en 
el término de 48 horas es comisionado un 
mediador oficial, lo cual es comunicado en 
un plazo igual de 48 horas a la contrapar- 
te, anexándole copia de las solicitudes de 
la mediación. El mediador comisionado cita 
a las partes para el día, lugar y hora deter- 
minados. Hará a las partes las considera- 
ciones de lugar. Les insinuará soluciones 
razonables y agotará, en suma, todos los 
medios persuasivos a su alcance, conser- 
vando, en todo caso, el carácter de media- 
dor imparcial. Si hubiese entendimiento o 
desacuerdo, redactará acta que exprese lo 
convenido o consten los diferendos y pun- 
tos de vistas encontrados de las partes. El 
mediador acostumbra a expedir copia cer- 
tificada de estas comparecencias. La no 
comparecencia sin causa justificada de una 
cualquiera de las partes, constituye una in- 
fracción castigada penalmente. 


7.- El Art.674 se refiere al procedimiento 
de la conciliación como medio de solu- 
ción de los conflictos económicos. Fraca- 


sado el avenimiento directo, la parte in- 
teresada solicitará por escrito la media- 
ción de la SET. Este texto señala las men- 
ciones que debe contener este escrito, 
entre las que cabe apuntar: a) Nombre y 
generales del solicitante de la mediación. 
Si se trata de un sindicato, debe indicar 
el número y fecha de registro en el De- 
partamento de Trabajo. El escrito debe 
contener igualmente, las menciones ne- 
cesarias para la indicación de la parte 
contraria. b) Los puntos controvertidos 
(condiciones de trabajo nuevas o que se 
pretenden modificar) y las razones que 
fundamentan esta pretensión. c) El escri- 
to debe también incluir, las razones adu- 
cidas por la parte contraria para no acep- 
tar las pretensiones de la parte solicitante 
de la mediación. Se debe acompañar de 
las copias necesarias para su comunica- 
ción a la contraparte (aquel o aquellos 
de quienes se solicite la intervención ad- 
ministrativa). 


8.- La mediación administrativa está su- 
jeta a plazos cortos. En las cuarenta y 
ocho (48) horas se hace de conocimiento 
de la contraparte la solicitud de media- 
ción; se designa el mediador, lo que se 
hace de conocimiento de ambas partes. 
En las cuarenta y ocho (48) horas subsi- 
guientes, el mediador designado citará a 
las partes par el día y la hora señalados 
para el inicio de la mediación. Entre la 
fecha de la citación y la reunión habrá 
no menos de tres días ni más de cinco. La 
ley no establece plazo para la conclusión 
de este procedimiento, sino que si se lle- 
ga a un acuerdo se levantará el acta co- 
rrespondiente. En caso contrario, y a dis- 
creción del mediador, se levantará acta 
de desacuerdo. Esta abre las puertas a la 
fase final: el arbitraje o la huelga. 


9.-Queda a discreción del Mediador de 
oficio o a petición de parte, y cuando lo 
considere pertinente, dar por concluída 
su gestión. Le corresponde también el 
mantenimiento del orden y del respeto 
recíproco de las partes durante su me- 
diación. 
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10 .- Véase comentarios Arts.397, del 675 
al 679 del CT. 


Art.675.- “En las cuarenta y ocho ho- 
ras subsiguientes al depósito o recibo 
del escrito, el Secretario de Estado de 
Trabajo ordenará la consiguiente dis- 
tribución de las copias recibidas con 
dicho escrito y designará como media- 
dor a uno de los funcionarios o emplea- 
dos de su dependencia u ofrecerá su 
propia mediación. 


La designación de mediador será co- 
municada a las partes en el mismo 
término indicado en este artículo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.631 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al procedi- 
miento subsiguiente al depósito de la so- 
licitud de mediación. Cabe recordar que, 
conforme a la organización interna de 
la SET, la conciliación y mediación ad- 
ministrativa corresponde a la Dirección 
General de Mediación y Arbitraje, no al 
Departamento de Trabajo. Generalmen- 
te, la solicitud de mediación se dirige al 
esta Dirección General, y en particular 
al Director General de Mediación y Ar- 
bitraje. 


3.- Esta organización de la SET es pro- 
ducto de la Ley General de Gastos Públi- 
cos de la Nación, que implícitamente mo- 
dificó el Art.675 del CT. Por consiguiente, 
debe entenderse que la obligación que 
prevé este texto a cargo del Secretario de 
Estado de Trabajo corresponde al Direc- 
tor General de Mediación y Arbitraje de 
la SET, pero cuando la correspondencia 
es dirigida al Secretario de Estado de Tra- 
bajo, éste la tramita en las cuarenta y 
ocho (48) horas subsiguientes de su reci- 
bo al mencionado Director General, el 
cual designará el mediador correspon- 
diente. En ocasiones, cuando el asunto 
reviste particular importancia o tiene cierta 
repercusión política o social, el Secreta- 
rio de Estado de Trabajo interviene y des- 
de el principio realiza la función de me- 
diación. Otras veces, frente al fracaso de 
la mediación administrativa de la Direc- 
ción General, el Secretario de Estado de 
Trabajo ofrece su propia mediación. Ge- 
neralmente esto ocurre durante el preaviso 
de la huelga, y el sindicato de trabajado- 
res decide recurrir a la huelga conforme 
a las previsiones del Art.407 CT. 


DOCTRINA 


4.- Dentro del plazo de las cuarenta y 
ocho horas previsto en el Art.475, la Di- 
rección General de Mediación y Arbitraje 
hace de conocimiento, generalmente del 
empleador, la petición de mediación ele- 
vada por el sindicato de trabajadores, 
enviándole copia de la comunicación 
mediante la cual le solicita la interven- 
ción administrativa; le informa asímismo 
la designación del mediador, la que es 
comunicada a ambas partes. 


5.- Véase Arts. 674; del 676 al 679 del 
CI: 
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Art.676.- “El mediador, en las cua- 
renta y ocho horas de su designa- 
ción, citará a las partes por vía tele- 
gráfica para que estén presentes en 
el lugar, día y hora que señale, y 
una vez reunidas tratará de conci- 
liarlas, actuando, para el efecto, con- 


forme a lo dispuesto en los artículos 
518, 519, 520. 


Entre la fecha de la citación y la de su 
reunión con el mediador habrá no me- 
nos de tres días ni más de cinco”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-7 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.632 del 
CT de 1951, con una alteración debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre la actua- 
ción del mediador comisionado y sobre 
el plazo de la comparecencia ante éste 
para los fines de la mediación adminis- 
trativa. Prevé un plazo de cuarenta y ocho 
(48) horas a partir de su designación, 
dentro del cual el mediador citará a las 
partes. La ley dispone que la citación será 
por vía telegráfica; en la práctica esta 
disposición se cumple por la vía telefóni- 
ca. El telegrama debe indicar lugar, día y 
hora para la reunión, debiendo mediar 
entre la citación y la fecha de la reunión 
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con el mediador “no menos de tres días 
ni más de cinco”. 


3.- Este texto se refiere también al com- 
portamiento que debe asumir el media- 
dor en el ejercicio de sus funciones, para 
lo cual debe actuar en forma semejante 
a los vocales en la fase de conciliación 
ante los tribunales de trabajo. 


DOCTRINA 


4.- En el proceso de la mediación, co- 
rresponde al mediador el mantenimiento 
del orden y el respeto debido entre las 
partes, así como la creación y manteni- 
miento de un clima favorable para el éxi- 
to de su gestión. 


5.- La fase de la mediación administrativa 
concluirá “inmediatamente después de 
haberse logrado un avenimiento, o cuan- 
do el mediador considere inútil continuar- 
la, en vista de la actitud de las partes o de 
alguna de ellas. Es potestativo del media- 
dor suspender la audiencia para continuar- 
la en fecha posterior, cuando se lo pidan 
de común acuerdo las partes (o cuando lo 
crea conveniente) con el propósito de ha- 
cer más fácil su conciliación. En este caso, 
la declaración del mediador por la cual 
fija el día y hora para continuar la au- 
diencia, vale citación para las partes”. 


6.- A menudo el mediador realiza sesio- 
nes de trabajo separadas con cada par- 
te. 


7.- Véase comentarios a los Arts. 518 al 
520, ambos inclusive, y Arts. 674, 675, 
677,678 y 679 del CT. 
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Art.677.- “Salvo disposiciones 
contrarias del Secretario de Estado de 
Trabajo, la reunión debe tener lugar en 
uno de los locales de trabajo de las 
empresas que participen en el conflicto, 
o en uno de los lugares más próximos 
al centro de trabajo correspondiente, a 
juicio del mediador”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 3-4 


Disposiciones Administrativas, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.633 del 
CT de 1951. 


DISPOSICIONES 
ADMINISTRATIVAS 


2.- La Resolución No.30/64 que regula 
la solución de conflictos económicos 
establece que “en todos los casos en 
que el mediador a que se refiere el 
artículo 633 (hoy 677) del Código de 
Trabajo, deba celebrar reunión o 
reuniones con las partes interesadas en 
la solución de un conflicto económico, 
la invitación deberá hacerse para 
celebrar la reunión o reuniones de que 
se trate en el local de la Secretaría de 
Estado de Trabajo”. Resuelve también 
que “sólo en casos excepcionales, 
debidamente justificados ante el 
Secretario de Estado de Trabajo, la 
reunión o reuniones se llevarán a cabo 
en el local de la oficina de trabajo en 
cuya jurisdicción tenga lugar el 
conflicto; en uno de los locales de las 
empresas que participen en el conflicto, 
o en uno de los lugares más próximos 
al centro de trabajo correspondiente, 
como lo establece el artículo 633 (hoy 
677) del Código de Trabajo”. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal se refiere al lugar de 
celebración de la mediación. Generalmen- 
te la mediación tiene efecto en el local de 
la SET, cuando el conflicto ocurre en el 
Distrito Nacional o en una provincia don- 
de la SET tiene locales para estos fines. 
Según el Art.677, salvo disposiciones con- 
trarias del Secretario de Estado de Traba- 
jo (o del Director General de Mediación y 
Arbitraje), la reunión tendrá lugar en uno 
de los locales de la empresa (lo que rara- 
mente ocurre en la práctica), o en uno de 
los locales más próximos al centro de tra- 
bajo correspondiente a juicio del media- 
dor (lo que ha ocurrido en ocasiones). La 
gran mayoría de las veces, la reunión se 
celebra en el local de la SET. 


4.- Véase Arts.del 674 al 676 y 678 y 
679 del CT. 


Art.678.- “En caso de conciliación, se 
redactará un acta en la cual se ex- 
prese lo convenido. 


En caso contrario, o cuando la parte 
respecto de quien se ha promovido la 
intervención administrativa no com- 
parece, el mediador lo certificará a 
solicitud de la interesada”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.634 del 
CT de 1951. 

COMENTARIOS 
2.- Este texto legal se refiere a los resul- 


tados de la mediación administrativa. Pre- 
vé dos situaciones: 1) Cuando la media- 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 679 567 


ción es exitosa, en cuyo caso se redacta- 
rá un acta que exprese lo acordado. Esta 
conciliación pone fin al conflicto econó- 
mico y culmina generalmente con un nue- 
vo convenio colectivo; 2) En caso contra- 
rio, se redactará un acta de desacuerdo. 
Tanto el acta de acuerdo como de des- 
acuerdo es firmada por las partes presen- 
tes y por el mediador. El acta de desacuer- 
do da paso a la designación de árbitros 
(Arts.680 y siguientes del CT) o a la huel- 
ga (Art.470 CT). La ley no establece un 
plazo para el mediador levantar el acta 
de desacuerdo, pero puede actuar de ofi- 
cio o a petición de parte. También levan- 
tará el acta de no acuerdo a petición de 
parte cuando la que ha promovido la in- 
tervención administrativa no comparece. 


3.- Véase artículos precedentemente ci- 
tados y Arts. del 674 al 677 y el 679 del 
CT, 


Art.679.- “El mediador informará 
a la Secretaría de Estado de Tra- 
bajo, del resultado de su misión en 
los tres días subsiguientes al de la 
última reunión celebrada con las 
partes. 


la no comparecencia sin causa justi- 
ficada de una cualquiera de las par- 
tes, constituye una infracción. 


En los casos de inasistencia de una 
de las partes legalmente citadas, el 
mediador levantará acta de infrac- 
ción, conforme a lo establecido en el 
artículo 439 del Código de Trabajo, 
debiendo canalizarla al tribunal re- 
presivo competente, a través del Di- 
rector de Mediación, Conciliación y 
Arbitraje”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.635 del 
CT de 1951, modificado por la Ley 
No.642, de fecha 8 de marzo de 1965 
(G.0.8934). 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece varias dis- 
posiciones distintas. 1) La obligación 
del mediador de, inmediatamente ter- 
minadas sus funciones, informar al Se- 
cretario de Estado de Trabajo sobre sus 
resultados. En la práctica, esta infor- 
mación la hace el Director General de 
Mediación y Arbitraje, no el mediador 
comisionado; 2) Prevé el plazo dentro 
del cual debe rendirse el mencionado 
informe, el cual debe hacerse en los 
tres días subsiguientes a la última re- 
unión de las partes con el mediador. 
Esto es, los tres días que siguen al 
acuerdo o al desacuerdo. De hecho, el 
Secretario de Estado de Trabajo es 
mantenido al tanto sobre el curso de 
la mediación e informado el mismo día 
del resultado de la misión del media- 
dor; 3) Se dispone que la falta de com- 
parecencia de una cualquiera de las 
partes sin motivo ¡justificado constituye 
una infracción. Consecuentemente, el 
mediador debe levantar acta de infrac- 
ción al tenor del Art.439 del CT y ca- 
nalizarla al tribunal competente a tra- 
vés del Director de Mediación y 
Arbitraje. 


DOCTRINA 


3.- Las sanciones penales previstas en el 
CT y sus reglamentos son de la compe- 
tencia de los juzgados de paz. La acción 
civil puede ser llevada accesoriamente a 
la acción pública. 


4.- Véase Arts.439, del 712 al 715, am- 
bos inclusive, y Arts.720 y 721 del CT. 
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CAPITULO ll 


DEL ARBITRAJE 


SECCION PRIMERA 


DE LA DESIGNACIÓN DE LOS ÁRBITROS 


Art.680..- “Las partes designarán tres 
árbitros para la solución de todo con- 
flicto económico no resuelto 
conciliatoriamente. 


En los casos de conflictos que afecten 
un servicio esencial, se presume que 
las partes delegan la facultad de de- 
signación de árbitros en el presiden- 
te de la corte de trabajo del lugar 
donde se ha suscitado el conflicto, 
cuando no la ejerzan por sí mismas 
dentro de los tres días subsiguientes 
al de su última reunión con el media- 
dor, o cuando no declaran en igual 
término la designación que ha hecho 
ante el Departamento de Trabajo o en 
la oficina del representante local”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Formalidades, 12-13 


Comentarios, 2 - Recusación y sustitución 
Doctrina, 3-8 -de árbitros, 14 
Clases de arbitraje, 9-11 - Cuándo se inicia el 
De la designación -arbitraje, 15-18 


de árbitros 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.636 del 
CT de 1951, donde se hablaba de servicio 
público de utilidad permanente en lugar 
de servicio esencial. Se suprimió el último 
párrafo que decía: “En los demás conflic- 
tos, el presidente de la corte usará de las 
facultades indicadas en el párrafo ante- 
rior, sea de oficio o a solicitud de parte o 
del Secretario de Estado de Trabajo, cuan- 
do las partes no hayan hecho la designa- 
ción o no la hayan declarado en el térmi- 


no señalado en el mismo párrafo, y una 
de ellas haya recurrido o haya amenaza- 
do con recurrir a la huelga o al paro”. 


COMENTARIOS 


2.- Durante la redacción del anteproyec- 
to del CT de 1992, la OIT comentó que 
la redacción de este artículo hace pensar 
que “todo conflicto económico que no es 
resuelto por la negociación, la concilia- 
ción o la mediación debe obligatoriamen- 
te desembocar en el arbitraje. Ahora bien, 
el arbitraje obligatorio es aceptado e in- 
clusive recomendado por la OIT cuando 
tiene por objeto resolver conflictos que 
afectan servicios esenciales, cuya interrup- 
ción pudieran poner en peligro la vida, 
la salud o la seguridad de la persona en 
toda o parte de la población. Respecto 
de actividades que no reúnen esas carac- 
terísticas, el arbitraje obligatorio puede 
constituir una limitación muy importante 
del derecho de la huelga”. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas al arbitraje y en particular se refiere 
a la designación de los árbitros. En la 
primera sección de este capítulo se trata, 
además de la designación de árbitros, del 
apoderamiento de la corte para la califi- 
cación de las huelgas y los paros, por lo 
que estas disposiciones guardan relación 
con los Arts.658 y siguientes del CT. 


4.- El Art.680 contiene varias disposicio- 
nes: 1) La designación de árbitros; 2) La 
delegación presumida en el presidente de 
la corte; 3) Cuándo procede la designa- 
ción de árbitros y 4) El número de árbi- 
tros, que deben ser tres para la solución 
de todo conflicto económico no resuelto 
conciliatoriamente. 


5.- El arbitraje tiene lugar después del 
fracaso de la mediación administrativa. 
Dentro de los tres (3) días subsiguientes 
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al levantamiento del acta de no acuerdo 
en la última reunión celebrada con el 
mediador, las partes deben designar tres 
árbitros o declarar a la autoridad de tra- 
bajo en igual término la designación de 
árbitros. Se trata de un arbitraje volun- 
tario, donde los árbitros son escogidos 
por las partes. 


6.- Este texto legal también trata sobre el 
arbitraje por delegación presumida, 
el cual, a) tiene lugar exclusivamente en 
los conflictos económicos que afecten un 
servicio público de utilidad permanente 
(servicio esencial); b) cuando las partes 
no designan árbitros dentro de los tres 
días que siguen al de su última reunión 
con el mediador, o c) cuando no decla- 
ran en igual término la designación que 
han hecho, ante el departamento de tra- 
bajo o el representante local de trabajo. 
En estos casos, la ley presume que las 
partes han delegado la facultad de de- 
signación en el presidente de la corte de 
trabajo del lugar donde se ha suscitado 
el conflicto. Se trata de un arbitraje obli- 
gatorio instituido por el legislador, preci- 
samente, para evitar la exteriorización del 
conflicto de trabajo en forma de huelga, 
imponiendo a las partes la decisión de 
terceros imparciales. 


7.- El CT de 1992 mantiene casi intacta 
la reglamentación del arbitraje prevista 
en el CT de 1951. En la Exposición de 
Motivos de este Código se dice que la 
delegación presumida en el presidente de 
la corte de trabajo se hace como medio 
final de solución del conflicto, evitando 
con ello, mediante una oportuna, justa y 
rápida decisión de terceros imparciales, 
la perturbación del orden público que las 
huelgas y los paros son susceptibles de 
producir y producen generalmente, en 
detrimento de la paz social y de la eco- 
nomía nacional. La citada Exposición de 
Motivos del CT de 1951 al justificar la 
reglamentación de arbitraje dice: “Es pre- 
cisamente el interés social el que justifica 
la facultad que se confiere al presidente 
de la corte de trabajo de designar los 
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árbitros por delegación presumida, a falta 
de hacerlo las partes, en los casos de con- 
flictos que afecten un servicio público de 
utilidad permanente, o de designárlos de 
oficio, cuando tampoco lo hayan hecho 
las partes y una de ellas haya recurrido o 
haya amenazado con recurrir a la huel- 
ga o al paro”. Como se observa, la pro- 
tección al interés social es la base de 
sustentación del arbitraje por delegación 
presumida que establece el legislador 
dominicano. Se trata de uno de los moti- 
vos frecuentemente empleados para jus- 
tificar el arbitraje obligatorio, el que fun- 
damentan con frecuencia también en: 1) 
La protección del interés nacional; 2) El 
temor “a que el desarrollo económico sea 
retrasado u obstaculizado si se permiten 
interrupciones en el trabajo después de 
haber fracasado los métodos voluntarios 
de solución de los conflictos”, y 3) Cuan- 
do se trata de países en vías de desarro- 
llo, en que el arbitraje obligatorio prote- 
ge algunos sindicatos que son demasiado 
débiles para negociar eficazmente en 
nombre de los trabajadores. 


8.- El hecho de suprimirse el final del 
Art.636 del CT de 1951 (hoy 680), elimi- 
na la facultad que el CT de 1951 otorga- 
ba al presidente de la corte en los demás 
casos, para designar árbitros a petición 
de parte, de la SET o de oficio. La Comi- 
sión redactora del anteproyecto del CT 
de 1992, eliminó este párrafo por consi- 
derar que el arbitraje en estas circuns- 
tancias constituía una limitación al ejer- 
cicio del derecho de la huelga. En la 
actualidad, el presidente de la corte de 
trabajo no puede, a petición de parte, 
de la SET o de oficio, designar árbitros 
en los conflictos que afecten empresas que 
no tengan carácter esencial, cuando den- 
tro de los tres días subsiguientes a la últi- 
ma reunión con el mediador, las partes 
no hayan nombrado árbitros o comuni- 
cado a las autoridades de trabajo la de- 
signación de éstos. Con esta reforma, el 
presidente de la corte de trabajo no pue- 
de en tales casos, designar árbitros antes 
de la sentencia de calificación de las huel- 
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gas o los paros. El Art.661 del CT man- 
tiene la disposición de que en los casos 
de huelga o paro, el apoderamiento de 
la corte puede ser, a solicitud de parte, 
de la SET, o aún de oficio. (Véase comen- 
tarios al Art.661). 


CLASES DE ARBITRAJE 


9.- La ley establece diversas clases de ar- 
bitraje. De un lado está el arbitraje vo- 
luntario que prevé el Art.419 del CT, el 
cual dispone que “En todos los casos de 
conflictos de trabajo, sea cual sea su na- 
turaleza, los empleadores y trabajadores 
o las asociaciones que los representen, 
pueden acordar su sumisión al juicio de 
los árbitros libremente escogidos por 
ellos”. De otro lado, existen los arbitrajes 
no institucionales previstos en el Art.680 
del referido código. A saber: 1) El arbi- 
traje voluntario acordado por las partes, 
dentro de los tres días que siguen a su 
última reunión con el mediador; 2) El ar- 
bitraje por delegación presumida dispues- 
to por el presidente de la corte de traba- 
jo (La ley presume esta delegación para 
los casos de huelgas que afecten servi- 
cios esenciales. Pero el apoderamiento de 
la Corte de Trabajo competente puede 
ser de oficio, a solicitud de parte o de la 
SET, en los casos de violación de lo pres- 
crito en los Arts.403, 406 y 407 del CT). 
Otro arbitraje no institucional es el dis- 
puesto por el presidente de la corte de 
trabajo después de la notificación de la 
sentencia de calificación (Art.685 CT). Fi- 
nalmente, hay que agregar el arbitraje 
privado, instituido por empleadores y tra- 
bajadores en los convenios colectivos de 
condiciones de trabajo para la solución 
de las controversias que surjan en el seno 
de la empresa o los conflictos originados 
con motivo de la aplicación del convenio 
colectivo. 


10.- Tanto el arbitraje voluntariamente 
acordado conforme el citado artículo 680 
del CT, entre empleadores y trabajado- 


res, después del fracaso de la mediación 
administrativa, como el arbitraje volun- 
tario del Art.419, van generalmente 
acompañados de un acuerdo explícito o 
tácito de no recurrir a la acción directa 
mientras esté en curso el arbitraje, y de 
que la decisión de los árbitros dirime de- 
finitivamente el conflicto o controversia. 
“El mérito de este arbitraje voluntario es 
ofrecer un método de solución definitiva 
de conflictos basado en el previo consen- 
timiento de las partes de acatar la deci- 
sión de un tercero” (OIT, Fomento de la 
Negociación Colectiva, 6óva. Reunión, 
1980, p.64). Ofrece la ventaja de que 
preserva la libertad de las partes, al tiem- 
po que constituye un método pacífico para 
la solución del conflicto. Sin embargo, 
este arbitraje tiene poco uso en el país; 
sindicatos, trabajadores y empleadores re- 
curren a él raras veces. Lo mismo ocurre 
con el arbitraje instituido sobre la base 
contractual en la negociación colectiva. 
Los empleadores son renuentes a acep- 
tar esta forma de solución, aunque se ha 
instituido ya en algunos convenios colec- 
tivos de empresas de importancia. 


11.- El arbitraje voluntario y el privado, 
de base contractual, tienen los siguientes 
caracteres comunes: a) se aplican a toda 
clase de conflictos de trabajo, sea cual 
sea su naturaleza; b) no reposa sobre 
órganos arbitrales permanentes; c) pre- 
serva la libertad de las partes, las que 
seleccionan libremente los árbitros, y, 
generalmente, deciden el conflicto que 
será sometido al juicio de éstos; d) el pro- 
cedimiento para la solución del conflicto 
depende de la prudencia, diligencia, crea- 
tividad y buen tacto de los árbitros esco- 
gidos por las partes, los que no están 
obligados a seguir el procedimiento ins- 
tituído por el CT. No obstante, las partes 
pueden convenir que estas regulaciones 
sean observadas por los árbitros escogi- 
dos por ellos; e) dirimen definitivamente 
el conflicto, no siendo objeto de recurso 
alguno, si esto ha sido acordado por las 
partes. 
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DE LA DESIGNACIÓN DE ÁRBITROS 


FORMALIDADES 


12.- Para la solución de todo conflicto 
económico no resuelto conciliatoriamen- 
te, las partes deben designar tres árbi- 
tros (Art.680 CT) . La parte más diligen- 
te, al solicitar la designación de árbitros, 
depositará un escrito con certificaciones 
que comprueben que no ha habido con- 
ciliación administrativa y que no se ha 
hecho o declarado oportunamente la de- 
signación de árbitros (Art.682). Dentro 
de las cuarenta y ocho horas subsiguien- 
tes, el presidente de la corte designará 
los árbitros y hará notificar los nombres 
de éstos a las partes (Art.685). Dos de los 
árbitros serán seleccionados de las nómi- 
nas de vocales de la corte y el tercero 
entre los jueces de dicha corte. De igual 
forma actuará en el caso de delegación 
presumida, o cuando se proceda al arbi- 
traje previsto en el Art.685 del CT, es de- 
cir, al arbitraje obligatorio después de la 
sentencia de calificación de la huelga fun- 
dada en un conflicto económico. 


13.- El presidente de la corte hará uso de 
la facultad de designar árbitros en re- 
presentación de las partes, sea de oficio, 
a solicitud de parte interesada o de la 
SET, en los casos de huelgas realizadas 
en violación del Art.403 del CT, que pro- 
hibe la huelga en los servicios esenciales, 
de violación del Art.406 que establece la 
ilegalidad de determinadas huelgas y 
cuando se viola el Art.407 que fija las 
condiciones necesarias para la legalidad 
de la huelga o el paro patronal. En la 
práctica, ni el presidente de la corte ni el 
Secretario de Estado de Trabajo hacen 
uso de esta facultad. Sólo en 1964, un 
Secretario de Estado de Trabajo apoderó 
una corte de trabajo en demanda de ca- 
lificación de una huelga. Por demás, 
empleadores y trabajadores hacen poco 
uso del arbitraje, prefiriendo estos últi- 
mos, con frecuencia, la huelga, aún a 
espaldas del procedimiento legal instituído 
para su ejercicio. 
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RECUSACIÓN Y SUSTITUCIÓN DE ÁRBITROS 


14.- Corresponde a la SCJ conocer de 
las recusaciones de los árbitros en los ca- 
sos de conflictos económicos. Las disposi- 
ciones del CT “relativas a la recusación 
de los jueces y vocales de las cortes de 
trabajo son comunes a la recusación de 
los árbitros” (Art.686 del CT). La sustitu- 
ción de los árbitros recusados se hará 
conforme a lo dispuesto para su desig- 
nación a contar desde la notificación de 
la sentencia que admita la recusación. 


CUÁNDO SE INICIA EL ARBITRAJE 


15.- El inicio del procedimiento de arbi- 
traje depende del carácter de éste. En el 
arbitraje voluntario, el proceso se inicia 
con el acuerdo de las partes sobre las 
personas que habrán de decidir el con- 
flicto. 


16.- Si se ha producido huelga o el paro 
patronal “El procedimiento de arbitraje 
se reputa iniciado desde la fecha de la 
notificación del auto mencionado en el 
Art.683 del CT, mediante el cual el presi- 
dente de la corte ordena: a) la reanuda- 
ción de los trabajos; y b) cita a las partes 
ante la corte para que ésta proceda a la 
calificación de la huelga o el paro”. 


17.- Cuando el presidente actúa por de- 
legación presumida, el arbitraje se inicia 
con la designación de los árbitros y la 
comunicación de sus nombres a las par- 
tes. En los demás casos, de huelgas ile- 
gales, cuando el presidente de la corte 
actúe de oficio, a petición de parte o a 
solicitud del Secretario de Estado de Tra- 
bajo, el procedimiento de arbitraje se ini- 
cia a partir de la notificación del auto 
del presidente de la corte que ordena la 
reanudación e los trabajos y fija audien- 
cia para la calificación de la huelga o el 
paro. Cuando el arbitraje es ordenado 
después de la calificación de la huelga 
fundada en un conflicto económico, di- 
cho arbitraje se inicia a partir de la noti- 
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ficación a las partes de la designación de 
árbitros y de sus respectivos nombres. 


18.- Véase los artículos citados preceden- 
temente. 


Art.681.- “Para actuar como árbitro 
se requiere ser ciudadano dominica- 
no, mayor de edad y saber leer y es- 
cribir. 


En los casos previstos en el artículo 680, 
dos de los árbitros serán seleccionados 
de las nóminas de vocales menciona- 
dos en el artículo 468 en la forma indi- 
cada para la constitución de la corte de 
trabajo, y el tercero entre los jueces de 
dicha corte”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.637 del 
CT de 1951, con una adecuación debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre las condi- 
ciones requeridas para ser árbitro. Dis- 
pone asímismo quiénes integran el tribu- 
nal de arbitraje: dos de los árbitros deben 
ser seleccionados de las nóminas que los 
empleadores y los sindicatos de trabaja- 
dores deben presentar para la selección 
de los vocales que integrarán la corte de 
trabajo. El tercer árbitro será uno de los 
jueces de dicha corte. Conforme a este 
texto, para ser árbitro se requiere ser 
dominicano, mayor de edad y saber leer 
y escribir. Aunque la ley no lo dice expre- 
samente, las demás condiciones requeri- 
das son las que conforme a la ley debe 
reunir todo juez de una corte de apela- 


ción o toda persona para ser escogido 
como vocal de una corte de trabajo. 


3.- Véase comentarios a los Arts.471, 475 
y 680 CT. 


Art.682.- “El presidente de la corte, 
en el caso de delegación, designará 
los árbitros y hará notificar los nom- 
bres de éstos a las partes en las cua- 
renta y ocho horas de solicitarlo la más 
diligente. 


La parte que dirija la solicitud deposita- 
rá, con su escrito, certificaciones que 
comprueben que no ha habido concilia- 
ción administrativa y que no se ha he- 
cho o declarado oportunamente la de- 
signación de árbitros”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.638 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece las obliga- 
ciones a cargo del presidente de la corte 
de trabajo en caso de la delegación pre- 
sumida de que trata el Art.680. En este 
caso, designará los árbitros en la forma 
indicada en el Art.681 y hará notificar 
los nombres de éstas a las partes “en las 
cuarenta y ocho horas de solicitarlo la 
más diligente”. 


3.- Conforme al párrafo de este texto la 
parte solicitante depositará junto a su 
escrito, certificaciones que comprueben 
que no ha habido conciliación adminis- 
trativa y que no se ha hecho o declarado 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Arts. 682-683 


oportunamente la designación de árbi- 
tros. Este párrafo no tiene justificación 
después de la supresión del párrafo final 
del Art.680 (antes Art.636 del CT de 
1951). 


DOCTRINA 


4.- Cuando el conflicto económico afec- 
ta un servicio esencial, trasciende en el 
medio social. Pero, cuando la corte ac- 
túa de oficio, se requerirá de una certifi- 
cación del Departamento de Trabajo a 
diligencia de parte interesada, que infor- 
me y justifique ante la corte el hecho de 
la no designación de árbitros o de la no 
comunicación a las autoridades de tra- 
bajo, de la designación de árbitros den- 
tro del plazo legalmente establecido para 
que el presidente de la corte pueda ejer- 
cer la delegación presumida por la ley 
para designar árbitros. 


Art.683.- “Si se ha producido la 
huelga o el paro, previo cumplimien- 
to de lo dispuesto por el artículo 407, 
el presidente de la corte, dentro de 
las veinticuatro horas se habérsele 
solicitado, o en los cinco días de ha- 
ber conocido la existencia de la huel- 
ga o del paro, ordenará mediante 
auto: 


1) La reanudación de los trabajos den- 
tro de los cuatro días; 


2) La citación de las partes ante la 
corte, para que ésta proceda a la ca- 
lificación de la huelga o del paro. 


Cuando el presidente actúe en virtud 
de solicitud, ésta deberá acompañarse 
de prueba de que la parte que ha de- 
clarado la huelga o el paro ha cum- 
plido lo prescrito por el artículo 407". 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2 


- Huelga, 6 
Doctrina, 3-5 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.640 del 
CT de 1951, con una modificación en el 
numeral 1) donde se establecía la reanu- 
dación de los trabajos “dentro de las cua- 
renta y ocho horas de la notificación de 
dicho auto”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la huelga 
o el paro producido en cumplimiento de 
las disposiciones legales y el auto que di- 
cho magistrado debe dictar en estos ca- 
sos. Finalmente trata sobre los documen- 
tos o pruebas que deben acompañar la 
solicitud. 


DOCTRINA 


3.- En estos casos, los pasos legalmente 
establecidos para la calificación de la 
huelga o el paro son los siguientes: 1) 
Solicitud de parte. Esta solicitud debe ser 
por escrito, es decir, una instancia ele- 
vada al presidente de la corte de tra- 
bajo competente; 2) Esta solicitud debe 
acompañarse de prueba de que la huel- 
ga ha sido producida o declarada con- 
forme al Art.407 del CT. Esta prueba 
consiste generalmente en una certifica- 
ción expedida por la SET donde se da 
fe del cumplimiento o inobservancia de 
las disposiciones del Art.407 CT; 3) Un 
plazo de veinticuatro horas a partir de 
la solicitud, dentro del cual el presidente 
de la corte debe dictar un auto que or- 
dene: a) la reanudación de los trabajos 
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dentro de los cuatro días subsiguientes 
a la notificación de dicho auto, b) la 
citación de las partes para comparecer 
ante la corte en la fecha fijada por di- 
cho auto para que ésta proceda a la 
calificación de la huelga o el paro. 
Cuando la corte actúa de oficio, el re- 
ferido auto debe ser dictado en los cin- 
co días de la corte tener conocimiento 
de la huelga o el paro. 


4.- El Art.97 del Reglamento 258-93 para 
la aplicación del CT de 1992, establece 
que “Las disposiciones del artículo 683 
del Código de Trabajo son también apli- 
cables si la huelga o el paro se han pro- 
ducido sin previo cumplimiento de los dis- 
puesto por el artículo 407 del Código de 
Trabajo”. 


5.- Véase comentarios Arts.407, 661, 662, 
680 y 681 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
HUELGA 


6.- La Corte de Apelación apoderada 
de la calificación de la huelga puede 
declarar ésta ilegal en razón de que el 
sindicato no obtempere a la orden ema- 
nada del tribunal en el auto, notificán- 
dole al efecto la reanudación de las la- 
bores en la empresa en un plazo legal 
a partir de la notificación de dicha sen- 
tencia. (Sent. 29 noviembre 1965, 
B.J.660, p.982). 


Art.684.- “La notificación del auto in- 
dicado en el artículo 683 la hará el 
secretario de la corte dentro de las 
cuarenta y ocho horas de su fecha, y 
valdrá citación para la audiencia fi- 
jada en el mismo. 


Entre la fecha de la notificación men- 
cionada en este artículo y la de la au- 
diencia, mediará no menos de un día 
franco”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.641 del 
CT de 1951, con una adecuación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre el plazo 
para la comparecencia a la audiencia de 
la calificación de la huelga o el paro, 
que no puede ser menor de un día fran- 
co. También establece la obligación del 
secretario de la corte apoderada, de no- 
tificar el auto dictado por el presidente 
de dicha corte de que trata el Art.683, 
dentro de las cuarenta y ocho horas de 
su fecha. La notificación se hará a las 
partes interesadas, valiendo citación para 
las partes en la fecha fijada en dicho auto, 
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3.- Sobre lo concerniente a la audiencia 
de calificación, véase comentarios al 
Art.659 CT. 


4.- Véase Arts. del 680 al 683 del CT. 


n 

Art.685.- “El presidente de la corte 
designará los árbitros y hará notifi- 
car los nombres de éstos a las partes, 
dentro de las cuarenta y ocho horas 
de habérsele notificado la sentencia 
de la corte que haya calificado la huel- 
ga o el paro”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


l- Es una reproducción del Art.642 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


1.- Este texto legal se refiere al arbitraje 
obligatorio que sigue a la sentencia de la 
calificación de la huelga o el paro. 


DOCTRINA 


3.- Las disposiciones de este texto legal 
completan las normas previstas en el 
Art.660 del CT, referente a la sentencia 
de la calificación de la huelga fundada 
en un conflicto económico. Como se pre- 
vé en el párrafo del Art.660, la sentencia 
de la corte se notificará a las partes den- 
tro de las cuarenta y ocho horas de su 
fecha. Dentro de las cuarenta y ocho ho- 
ros subsiguientes a la notificación de di- 
cha sentencia, el presidente de la corte 
designará los árbitros y hará notificar sus 
nombres a las partes. El arbitraje dispues- 
to por la sentencia de calificación de la 


huelga o el paro basada en un conflicto 
económico, es un arbitraje obligatorio que 
se impone a ambas partes. Esta decisión 
arbitral produce los efectos de un conve- 
nio colectivo conforme al Art.699 del CT. 


4.- Véase comentarios al Art.680 CT y 
demás textos legales citados precedente- 
mente. 


Art.686.- “Las disposiciones de este 
Código relativas a la recusación de los 
jueces y vocales de las cortes de tra- 
bajo, son comunes a la recusación de 
los árbitros. 


La sustitución de los árbitros recu- 
sados se hará conforme a lo dispues- 
to para su designación. 


El término para la sustitución comen- 
zará a contar desde la notificación de 
la sentencia que admite la recusación”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.643 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la recusa- 
ción de los árbitros. Hace comunes a és- 
tos, los motivos de recusación estableci- 
dos en el propio Código contra los jueces 
y vocales de las cortes de trabajo. (Véase 
comentarios Arts.482 y 597 y siguientes 
del CT). 


3.- Prevé este texto legal también, que la 
sustitución de los árbitros recusados se 
hará conforme a lo dispuesto para su 
designación en el CT. Consecuentemen- 
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te, cuando se trate de la designación de 
árbitros por delegación presumida, el pre- 
sidente de la corte está facultado para 
designar sustituto del árbitro recusado. 
De igual forma este funcionario, en los 
demás casos, hará la designación del sus- 
tituto conforme al Art.685 del CT. La de- 
signación del sustituto se hará dentro de 
las cuarenta y ocho horas de habérsele 
notificado la sentencia que admite la re- 
cusación. 


4.- Véase textos legales citados preceden- 
temente. 


SECCION PRIMERA 


DEL PROCEDIMIENTO PRELIMINAR 


Art.687.- “Las partes entregarán 
a los árbitros sendos memoriales de 
sus respectivas pretensiones en los 
tres días de su designación, si ha 
sido hecha por ellos, o en los que 
subsigan a la notificación prescrita 
por el artículo 682, si ha sido dele- 
gada. 


Los memoriales, firmados por las par- 
tes, indicarán los respectivos domici- 
lios elegidos por éstas en el lugar don- 
de funcione la corte de trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.644 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Esta sección denominada del proce- 
dimiento preliminar, se concreta a fijar 


plazos para la entrega a los árbitros de 
los escritos y memoriales de las partes, 
especificar algunas menciones que deben 
contener dichos escritos, y a establecer 
los plazos de la comparecencia ante los 
árbitros para éstos fijar el lugar y la fe- 
cha para la discusión del conflicto. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal inicia el procedimien- 
to de arbitraje. La ley prevé los pasos que 
deben seguirse para la solución del con- 
flicto por vía del arbitraje. No establece 
ningún tipo de formalidad o procedimien- 
to especial para la discusión, estudio, co- 
nocimiento y decisión del caso, por lo que 
los árbitros gozan de libertad para diri- 
gir el asunto según su criterio. Las pau- 
tas legalmente establecidas comprenden: 
1) un procedimiento preliminar; 2) la dis- 
cusión del conflicto; 3) la investigación 
del caso; 4) la audiencia final, previa a 
la sentencia arbitral. El laudo arbitral no 
es objeto de ningún recurso, produce los 
efectos de un convenio colectivo (Art.699 
CT) y para su ejecución debe ser homo- 
logado por el presidente del tribunal de 
trabajo competente. Así lo establece la 
ley que dispone que “cuando las partes 
acepten sin observaciones la solución pro- 
puesta en el pliego o insinuada en el in- 
forme, los árbitros la consagrarán en la 
parte dispositiva del laudo” (Art.697 CT). 


4.- Dentro de los tres días que siguen a 
la designación de los árbitros, las partes 
entregarán a éstos sendos escritos con 
sus pretensiones. Cuando la designación 
de árbitros se hace por delegación pre- 
sumida, los escritos de las partes se de- 
positarán a los árbitros designados por 
el presidente de la corte, en los tres días 
siguientes a la notificación de la desig- 
nación de árbitros que el presidente de 
la corte hará a las partes conforme al 
Art.682 del CT. 


5.- El párrafo final dispone que los escri- 
tos o memoriales de las partes deben in- 
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dicar sus respectivos domicilios elegidos 
en el lugur donde funcione la corte de 
trabajo y estar firmados por las partes. 
Aunque el texto no lo dice de modo ex- 
preso, se debe acompañar los memoria- 
les y escritos de las partes, con el acta de 
no acuerdo levantada por el mediador 
en la cual figuran: a) los puntos de des- 
acuerdo; b) un detalle claro de las pre- 
tensiones de las partes; c) los documen- 
tos en que justifican sus pretensiones; y 
d) las informaciones que se estimen ne- 
cesarias para la mejor comprensión y so- 
lución del conflicto. 


6.- Los árbitros también tienen la obliga- 
ción de formar un expediente que com- 
prenda todas los escritos y documentos 
presentados por las partes, incluyendo las 
actas del procedimiento preliminar, de la 
discusión del conflicto, los informes y re- 
sultados de la investigación del caso, la 
audiencia final y el laudo arbitral. 


Art.688..- “En las cuarenta y ocho ho- 
ras que subsigan a la entrega de los 
memoriales o al vencimiento del tér- 
mino fijado para hacerlo, los árbitros 
citarán a las partes para que compa- 
rezcan en día y hora por ellos seña- 
lados. 


Entre la fecha de la citación y la de la 
comparecencia mediará un término 
no menor de cuarenta y ocho horas. 
Salvo disposición contraria de los ár- 
bitros, la discusión tendrá lugar en el 
local utilizado por el mediador para el 
intento de conciliación”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.645 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las normas 
relativas al procedimiento preliminar. Pre- 
vé el plazo dentro del cual los árbitros 
citarán a las partes para que comparez- 
can frente a ellos. El plazo de la compa- 
recencia no puede ser menor de cuaren- 
ta y ocho (48) horas. La discusión ante 
los árbitros tendrá lugar en el local utili- 
zado por el mediador durante la media- 
ción administrativa, salvo que los árbi- 
tros dispongan lo contrario. 

3.- Véase Art.687 del CT. 


SECCION TERCERA 


DE LA DISCUSIÓN DEL CONFLICTO 


Art.689.- “El día y hora señalados 
para la comparecencia, los árbitros 
tratarán de conciliar a las partes 
usando de los medios que aconsejen 
la prudencia, el buen juicio y la equi- 
dad. 


En caso de conciliación, se procederá 
de acuerdo con lo que establece el 
artículo 678. 


En caso contrario, los árbitros invitarán 
a las partes a exponer y discutir sus res- 
pectivas pretensiones”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.646 del 


CT de 1951, con una modificación debi- 
do al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Agotada la fase preliminar, los árbi- 
tros actúan como conciliadores. Hay lu- 
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gar propiamente a otra mediación, esta 
vez a cargo de los árbitros. Si hay acuer- 
do, se levantará acta, en la cual se ex- 
prese lo convenido. En caso contrario, los 
árbitros invitarán a las partes a exponer 
y discutir sus respectivas pretensiones. A 
esa fase del arbitraje, la ley llama “discu- 
sión del conflicto”. Se caracteriza porque: 
1) los árbitros recurren a medios de per- 
suasión, tratando “de conciliar a las par- 
tes usando de los medios que aconsejen 
la prudencia, el buen juicio y la equi- 
dad”; y 2) los árbitros tienen facultad 
para solicitar, y en efecto piden a las par- 
tes, las explicaciones y aclaraciones que 
estimen pertinentes. 


3.- Véase Arts.518, 678, 687 y 688 del 
GT. 


Art.690.- “Los árbitros pueden pedir 
a las partes las explicaciones y acla- 
raciones que sean del caso con rela- 
ción a las afirmaciones hechas por 
ellas”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.647 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra facultades 
reconocidas a los árbitros para pedir a 
las partes explicaciones o aclaraciones 
que consideren necesarias con relación 
a sus pretensiones y a los alegatos o do- 
cumentos que acompañen a sus preten- 
siones. 


DOCTRINA 


3.- Los árbitros pueden hacer uso de esta 
facultad, tanto en la audiencia de discu- 
sión del conflicto, como con posteriori- 
dad. Agotada esta fase se procederá a lo 
que el CT denomina, la investigación del 
caso. 


4.- Véase Art.689 del CT. 


SECCION CUARTA 


DE LA INVESTIGACIÓN DEL CASO 


Art.691.- “Los árbitros, después de 
oír a las partes, practicarán una in- 
vestigación del caso, para lo cual po- 
drán asesorarse de dos comisiones, 
una de empleadores, y otra de traba- 
jadores, iguales en el número de sus 
componentes. 


Cuando el caso lo requiera, podrán 
disponer que la investigación la prac- 
tiquen tres consultores técnicos desig- 
nados por ellos”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-6 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.648 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Después de la exposición y discusión, 
tanto de los puntos en desacuerdo como 
de las pretensiones de las partes; hechas 
las aclaraciones y explicaciones a los ár- 
bitros, si éstos las requiriesen, se inicia 
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entonces otra etapa, que consiste en el 
estudio e investigación del conflicto por 
los árbitros. Estos podrán asesorarse de 
sendas comisiones de empleadores y tra- 
bajadores. Dichas comisiones estarán in- 
tegradas de igual número de componen- 
tes. La asesoría de las mismas obedece a 
la circunstancia de que el juez que presi- 
de la comisión de arbitraje y los vocales 
que la completan, carecen generalmente 
de un conocimiento directo de las causas 
y circunstancias, de las condiciones de la 
empresa, así como de otros elementos ne- 
cesarios susceptibles de incidir en su dic- 
tamen. El nombramiento de estas comi- 
siones de asesores, es facultativo. 


DOCTRINA 


3.- El párrafo de este texto dispone ade- 
más que, en caso necesario los árbitros 
podrán disponer que la investigación del 
caso la practiquen tres consultores técni- 
cos designados por ellos. El nombramiento 
de consultores técnicos se justifica cuan- 
do la solución del caso requiera conoci- 
mientos especiales de los cuales carecen 
los árbitros. 


4.- La fase de investigación del caso, tie- 
ne “como objetivo el estudio completo del 
caso planteado, de sus causas y circuns- 
tancias, de las condiciones de las empre- 
sas afectadas y de las del trabajo que en 
ellas se realiza, así como de cuantos he- 
chos puedan facilitar una solución de 
equidad que armonice los intereses en 
pugna y no sea contraria al interés so- 
cial. 


5.- García Aybar (ob.cit, p.51-62) dice: 
"La misión de los árbitros es mucho más 
difícil y de mayor responsabilidad que la 
de los propios jueces laborales. Estos úl- 
timos conocen y juzgan litigios que pue- 
den ser fácilmente resueltos con la sim- 
ple aplicación de la ley a un caso 
determinado, de acuerdo con las moda- 
lidades y características de éste; en tanto 
que los árbitros no disponen de textos 


legales para dirimir una controversia, sino 
de elementos de juicio de otra naturale- 
za como lo son los aspectos humanos de 
los trabajadores, las condiciones a veces 
precarias en que éstos realizan sus labo- 
res, las pobres condiciones de vida de esos 
obreros y sus necesidades perentorias, la 
situación económica de la empresa y su 
capacidad industrial o comercial, las po- 
sibilidades que ésta tiene de acceder a 
determinados cambios en la condiciones 
de trabajo de sus obreros, las consecuen- 
cias favorables o desfavorables que estos 
cambios producirían en la estabilidad del 
negocio, y una muchedumbre de elemen- 
tos de carácter social y económico que 
deben ser ponderados, con absoluto 
equilibrio e imparcialidad a fin de llegar 
por esa vía, a una convicción definitiva 
para la mejor solución del conflicto so- 
metido a su final decisión”. 


6.- Véase Arts.692 del CT. 


Art.692.- “La investigación tendrá 
como objetivo el estudio completo 
del conflicto planteado, de sus cau- 
sas y circunstancias, de las condi- 
ciones de las empresas afectadas y 
de las del trabajo que en ellas se 
realiza, así como de cuantos hechos 
puedan facilitar una solución de equi- 
dad que armonice los intereses en 
pugna y no sea contraria al interés 
social. 


Tanto los árbitros como los consultores 
técnicos que practiquen una investiga- 
ción, estarán investidos de las faculta- 
des que concede el artículo 434 a los 
inspectores de trabajo, y sometidos a lo 
dispuesto en el artículo 437 en cuanto a 
las informaciones que obtengan en sus 
diligencias”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


580 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 692-693 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.649 del 
CT de 1951, con una modificación debi- 
do al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal establece el objeto de 
lo investigación del caso. Dispone que la 
misma perseguirá el estudio completo del 
conflicto, de sus causas y circunstancias, 
asi como las condiciones económicas y 
de trabajo en la empresa, incluyendo 
cuantos hechos puedan facilitar una so- 
lución de equidad. Sobresale el hecho del 
carácter de la decisión arbitral: una so- 
lución de equidad que armonice los inte- 
reses en pugna y no sea contraria al in- 
terés social. Cabe recordar que mediante 
el conflicto económico se persigue el es- 
tablecimiento de nuevas condiciones de 
trabajo o la modificación de las condi- 
ciones de trabajo en una o varias empre- 
sas y que el laudo arbitral produce los 
efectos de un convenio colectivo, que es 
el instrumento mediante el cual las par- 
tes autorreglamentan sus relaciones la- 
borales. 


DOCTRINA 


3.- Tanto los árbitros como los consul- 
tores técnicos están facultados: a) para 
penetrar libremente y sin previa notifi- 
cación a la empresa afectada; b) reali- 
zar los exámenes, comprobaciones o in- 
vestigaciones que consideren necesario 
para los fines del caso; c) las informa- 
ciones que obtenga con motivo de esta 
labor arbitral son confidenciales y la 
revelación innecesaria de las mismas 
está sancionada con las penas estable- 
cidas en el Art.719 del CT (sanciones 
disciplinarias). 


4.- Véase comentarios a los Arts.434, 
437,691 y 719 del CT. 


Art.693.- “El término de la investiga- 
ción no excederá en ningún caso de diez 
días. 


Los árbitros redactarán, dentro de 
dicho término, un pliego en el cual 
expondrán el resultado obtenido y 
propondrán a las partes la solución 
que consideren más apropiada para 
poner fin al conflicto y prevenir su 
repetición. 


Cuando actúan consultores técnicos, 
éstos sugerirán la solución en el in- 
forme que redacten para los árbitros”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.650 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto consagra un término de diez 
(10) días dentro del cual la investigación 
del caso debe realizarse. Dispone igual- 
mente que, dentro de dicho término, los 
árbitros redactarán un pliego o informe 
con el resultado de su gestión, que pre- 
sentarán a las partes como solución del 
diferendo con un pliego con las propues- 
tas para la solución del diferendo. 


3.- El párrafo final prevé la obligación a 
cargo de los consultores técnicos 
actuantes, cuando el caso lo requiera, 
de sugerir a los árbitros en su informe, 
las soluciones que consideren pertinen- 
tes. Se trata de simples sugerencias que 
no se imponen a los árbitros. 


4.- Véase Arts.del 689 al 692; 694 y si- 
guientes. 
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Art.694.- “Los árbitros invitarán a las 
partes a jomar conocimiento del re- 
sultado de la investigación y de la so- 
lución propuesta o sugerida, para que 
aduzcan sus observaciones en una au- 
diencia final que deberá celebrarse 
entre el tercero y el quinto día, a con- 
tar de la fecha de la invitación. 


La invitación deberá ser diligenciada 
en la misma fecha de la redacción del 
pliego o en las veinticuatro horas de 
la producción del informe, y en ella 
se señalarán lugares, día y hora para 
la audiencia final”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.651 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene varias dispo- 
siciones relativas al procedimiento de ar- 
bitraje: los árbitros redactarán un infor- 
me o pliego sobre el resultado de la 
investigación del caso; este informe se co- 
munica a las partes con las sugerencias o 
recomendaciones que los árbitros consi- 
deren de lugar. Los árbitros deberán en- 
tonces invitar a las partes a tomar cono- 
cimiento de dicho pliego, a fin de que 
produzcan sus observaciones en una au- 
diencia final. La invitación deberá ser 
diligenciada en la misma fecha de la re- 
dacción del pliego o en las veinticuatro 
horas de la producción del informe de 
los consultores técnicos. Cuando la in- 
vestigación haya sido practicada por és- 
tos, deberán en su informe sugerir a los 
árbitros formas de solución del conflicto. 


La invitación indicará lugar, día y hora 
de la audiencia final. 


3.- Véase Arts.691al 693 y 695 y siguien- 
tes del CT. 


SECCION QUINTA 


DE LA AUDIENCIA FINAL 


Art.695.- “El día y hora fijados las 
partes expondrán y discutirán sus ob- 
servaciones al pliego redactado por 
los árbitros o al informe de los con- 
sultores técnicos. 


Los árbitros podrán pedirles cuantas 
aclaraciones o datos consideren per- 
tinentes, después de haberlas oído en 
sus observaciones y en la discusión de 
éstas. 


No podrá ordenarse ninguna investi- 
gación suplementaria, salvo cuando sea 
solicitada por acuerdo de las partes”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3-7 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.652 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto se refiere a la audiencia 
final del tribunal arbitral. En el procedi- 
miento preliminar (Art.688 CT) se prevé 
la celebración de una audiencia y la com- 
parecencia de las partes ante los árbitros 
comisionados en la cual se agota una es- 
pecie de preliminar de conciliación. Lue- 
go, se procede a la investigación del caso, 
conforme a las reglas previstas del Art.691 
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al 694. Agotada esta fase se da inicio a 
la audiencia final prevista en el Art.695. 
3.-El Art.695 prevé que en dicha audien- 
cia las partes expondrán y discutirán sus 
observaciones al pliego (proyecto de dic- 
tamen) redactado por los árbitros o al 
informe de los consultores técnicos. Oí- 
das las partes, los árbitros podrán pedir- 
les cuantas aclaraciones o datos conside- 
ren necesarios, pero no podrán ordenar 
ninguna nueva investigación del caso, 
salvo que ésta le sea solicitada de común 
acuerdo por las partes. 


DOCTRINA 


4.-"Salvo cuando sea absolutamente in- 
dispensable -dice García Aybar (ob.cit., 
p.54-55)- no se deben discutir en esta 
audiencia las causas y motivos del con- 
flicto, sino la solución sugerida por los 
árbitros, así como las reformas que a di- 
cha solución puedan surgir en el curso 
del debate, o las contra proposiciones de 
acuerdo que las partes están siempre ca- 
pacitadas de ofrecerse mutuamente. 
Como el arbitraje es en sí una jurisdic- 
ción especial sin fórmulas inflexibles ni 
procedimientos rigoristas y su finalidad 
es la de solucionar problemas que han 
resistido infructuosamente la discusión 
directa y los trámites conciliatorios, los 
árbitros deben en todo momento, y es- 
pecialmente en la audiencia total, con- 
ceder a las partes las más amplias facili- 
dades para llegar a un advenimiento 
satisfactorio, ya que es mucho más con- 
veniente que el conflicto de un laudo ar- 
bitral, el cual casi nunca goza de bene- 
plácito de ambas partes y deja en el 
ambiente resquemores e inconformidades 
reticentes, capaces de provocar en un fu- 
turo cercano nuevos y más graves con- 


flictos que el dirimido por vía de autori- 
dad”. 


5.- García Aybar señala dos rasgos im- 
portantes de este arbitraje. A saber: a) la 
ley no fija ningún procedimiento especial 
o formalidad a seguir en las fases del 


proceso de arbitraje, dejando a los árbi- 
tros libertad para dirigir el asunto en la 
forma que consideren más conveniente; 
b) los árbitros deben facilitar la concilia- 
ción o el avenimiento directo, en cual- 
quier etapa del proceso, incluso, en la 
audiencia final que precede a la senten- 
cia o laudo arbitral. 


6.- Los árbitros también están facultados, 
conforme al Art.700 del CT, para solici- 
tar de las oficinas públicas, asociaciones 
de empleadores y de trabajadores, y de 
cualesquiera personas en general, todo 
dato e información que tenga relación 
con los asuntos que cursen en el tribunal 
arbitral. 


7.- Véase Arts. citados precedentemente. 


SECCION SEXTA 


DEL LAUDO 


Art.696.- “Los árbitros decidirán el 
conflicto en los ocho días subsiguien- 
tes a la audiencia, o en los que 
subsigan a la investigación suplemen- 
taria, en el caso de que ésta sea orde- 
nada”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.653 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas al laudo arbitral. Prevé la obliga- 
ción de los árbitros de dictar sentencia 
en los ocho (8) días subsiguientes a la 
audiencia final, o en los ocho (8) días 
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subsiguientes a la investigación suplemen- 
taria cuando ésta haya sido solicitada por 
acuerdo de las partes. La sentencia tiene 
lugar después de rendido el informe de 
la investigación del caso y presentado el 
pliego que contiene las sugerencias o so- 
luciones aportadas por los árbitros, in- 
cluyendo las de los consultores técnicos. 
Después, el tribunal arbitral escuchará 
las observaciones de las partes a tales 
sugerencias. Esta decisión pone término 
al conflicto y no está sujeta a ningún 
recurso. 


3.- Véase Arts.del 691 al 695 del CT. 


Art.697.- “Cuando las partes acep- 
ten sin observaciones la solución 
propuesta en el pliego o insinuada 
en el informe, los árbitros la consa- 
grarán en la parte dispositiva del 
laudo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.654 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere al caso en 
que las partes no presentan observación 
alguna a la solución propuesta en el plie- 
go presentado por los árbitros o insinua- 
da en el informe de los consultores técni- 
cos. Prevé que en estos casos los árbitros 
deben hacer constar en el dispositivo del 
laudo arbitral, que la aceptación se ha 
producido sin observaciones de las par- 
tes. 


3.- Véase Arts.689 al 696 y 698 al 700 
del CT. 
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Art.698..- “Todo laudo arbitral se hará 
ejecutivo por auto del presidente del juz- 
gado de trabajo de la jurisdicción en que 
esté radicada la empresa. Para este 
efecto, la minuta del laudo será deposi- 
tada por uno de los árbitros, dentro de 
las veinticuatro horas de su pronuncia- 
miento, en la secretaría del tribunal. 


El laudo arbitral no está sujeto a nin- 
gún recurso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 3 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.655 del 
CT de 1951, modificado a su vez por la 
Ley No.257, del 13 de mayo de 1963, 
G.0.8860 que establecía: “ Todo laudo 
arbitral se hará ejecutivo por auto del 
Presidente del Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito en que esté radicada 
la empresa o centro de trabajo. Para este 
efecto, la minuta del laudo será deposi- 
tada por uno de los árbitros, dentro de 
las veinticuatro horas de su pronuncia- 
miento, en la Secretaría del Tribunal. Se 
podrá recurrir en apelación contra el lau- 
do, en un plazo de diez días francos por 
ante la Corte de Apelación del Departa- 
mento en que tenga su asiento la empre- 
sa o centro de trabajo de que se trate, la 
cual Corte conocerá del caso como Cor- 
te de Trabajo, de acuerdo con el proce- 
dimiento establecido en los Arts.51 a 60, 
ambos inclusive, de la Ley No.637 sobre 
Contratos de Trabajo, de fecha 16 de ju- 
nio de 1944 y sus modificaciones. El pla- 
zo de apelación correrá a partir de la 
notificación del auto del Presidente del 
Juzgado de Primera Instancia, que una 
parte haga a la otra, por acto de Algua- 
cil. El plazo para interponer apelación y 
el recurso interpuesto son suspensivos de 
la ejecución. La Corte de Apelación de- 
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berá fallar dentro de los 30 días subsi- 
guientes a la audiencia en que ella co- 
nozca del caso. La sentencia de la Corte 
no será susceptible de oposición, pero si 
de recurso en casación. Este habrá de ser 
formado en un plazo de diez días a par- 
tir de la notificación de la misma y el 
recurso se regirá en todo lo demás por 
las reglas de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación, excepto que tendrá efecto 
suspensivo de pleno derecho. La Supre- 
ma Corte de Justicia fallará el recurso en 
un plazo de treinta días”. 


COMENTARIOS 


2.- Con anterioridad a la citada Ley 257, 
del 13 de mayo de 1964, el laudo arbi- 
tral era una decisión final, definitiva, irre- 
vocable. El antiguo Art.655 disponía que 
el laudo arbitral no estaba sujeto a nin- 
gún recurso, ni ordinario ni extraordina- 
rio. Lamentablemente, este carácter del 
laudo arbitral desaparece con la citada 
Ley 257, de 1964. Esta ley fue derogada 
por el CT de 1992. 


DOCTRINA 


3.- Este texto legal se refiere a las medi- 
das que deben cumplirse para que el lau- 
do arbitral tenga fuerza ejecutoria. Trata 
igualmente, de modo expreso, sobre el 
carácter definitivo, de cosa juzgada del 
laudo arbitral, al disponer que “no está 
sujeto a ningún recurso”, ni ordinario ni 
extraordinario. Para que el laudo arbi- 
tral sea ejecutivo se requiere de un auto 
del Presidente del Juzgado de Trabajo de 
la jurisdicción en que está radicada la 
empresa. Previamente, uno de los árbi- 
tros, dentro de las veinticuatro horas de 
dictado el laudo arbitral, depositará una 
copia certificada (la ley habla de minuta 
del laudo) en la secretaría del tribunal. 
Sin la homologación del juez que preside 
el referido tribunal, el laudo arbitral no 
puede ser ejecutado. 


Art.699..- “El laudo produce los efec- 
tos de un convenio colectivo de condi- 
ciones de trabajo cuando resuelve un 
conflicto económico. 


Independientemente de otras enun- 
ciaciones que sean de lugar en cada 
caso, el laudo dispondrá lo que pro- 
ceda sobre los salarios de los traba- 
jadores durante la suspensión de las 
labores, cuando en el curso del con- 
flicto haya habido huelga o paro”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.656 del 
CT de 1951, que añade en el primer pá- 
rrafo “cuando resuelve un conflicto eco- 
nómico”. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal trata sobre los efectos 
del laudo arbitral. Prevé dos disposicio- 
nes diferentes. En primer lugar, establece 
que el laudo produce los efectos de un 
convenio colectivo de condiciones de tra- 
bajo cuando resuelve un conflicto econó- 
mico. Es lógico que así sea, pues la causa 
que dió origen a la huelga o motivó el 
arbitraje es precisamente la solución de 
un conflicto económico y el arbitraje re- 
suelve la desavenencia de las partes so- 
bre la discusión del convenio colectivo que 
generó el conflicto económico. 


3.- El párrafo final impone a los árbitros 
la obligación de disponer en el laudo o 
sentencia arbitral “lo que procede sobre 
los salarios de los trabajadores cuando 
en el curso del conflicto se haya produci- 
do una huelga”, independientemente de 
cualesquiera otras enunciaciones que sean 
de lugar, según el caso. Esto no significa 
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necesariamente que los árbitros deben 
acordar el pago de los salarios corres- 
pondientes a la suspensión de labores que 
entraña la huelga de trabajadores. 


Art.700.- “Se declaran comunes al 
procedimiento reglamentado en este 
Título, las disposiciones de los artícu- 
los 486 a 500, ambos inclusive, en 


todo aquello que puedan ser aplica- 
bles”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 
1.- Es una reproducción del Art.657 del 


CT de 1951, con una modificación debi- 
do al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal hace aplicable al 
arbitraje determinadas características 
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propias del proceso en materia de tra- 
bajo, tales como ausencia de nulida- 
des; facultad de enmienda de los es- 
critos de las partes; el carácter 
obligatorio del preliminar de concilia- 
ción que en el proceso de arbitraje se 
consagra en el Art.689; el carácter su- 
mario y particular del procedimiento 
de arbitraje; las notificaciones de ac- 
tos y documentos por la vía postal y 
telegráfica; obligación de acompañar 
los escritos y documentos de un núme- 
ro de copias igual al número de par- 
tes; obligación de indicar el número y 
fecha de registro de los sindicatos o 
asociaciones intervinientes; inadmisibi- 
lidad de escritos con términos groseros 
o injuriosos contra las partes o sus 
mandatarios, o contra los árbitros o 
funcionarios; que los plazos procesa- 
les durante el arbitraje son francos y 
no comprenden los días declarados le- 
galmente no laborables y aumentan en 
razón de la distancia; y que en el cur- 
so de las audiencias, el presidente del 
tribunal arbitral tiene a su cargo la 
policía de audiencia. 


3.- Véase comentarios a los Arts.486 al 
500 del CT, ambos inclusive. 


586 CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 701 


TITULO XI 


DE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES 


Art.701.- “Las acciones en pago 
de horas extraordinarias de trabajo 
prescriben en el término de un 


"n 

mes . 

INDICE 
Antecedentes, 1-2 - Caducidad y Prescripción. 
Comentarios, 3 Diferencias, 7-8 
Doctrina - Fundamentos de la prescrip- 
- Prescripción, 4 -ción extintiva. Derecho 
- Prescripción extintiva. -común, 9-12 
Concepto, 5 Jurisprudencia, 13-35 
- Diferencia con la 


-prescripción adquisitiva, 6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.658 del 
CT de 1951. 


2.- La Ley 637 de 16 de junio de 1944, 
sobre Contratos de Trabajo (G.O.6096) 
establecía en su Art.63 que: “Prescriben 
en el término de un mes, a contar de la 
fecha en que éstas se originen, las accio- 
nes en pago de horas extraordinarias de 
trabajo”. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas a la prescripción de las acciones. Se 
refiere en particular a las acciones en 
pago de las horas extraordinarias de tra- 
bajo. Dispone que estas acciones prescri- 
ben en el término de un mes. 


DOCTRINA 
PRESCRIPCIÓN 


4.- Para decidir sobre un pedimento de 
prescripción el tribunal debe precisar la 
fecha de la terminación del contrato de 
trabajo y la del inicio de la demanda. 
(Sent. No. 3 del 6 de octubre de 1999, B. 
J. 1067, V. Il, p.558). 


PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA. CONCEPTO 


5.- La prescripción extintiva o liberatoria 
es un modo legal de extinción, no de la 
obligación, sino de la acción que sancio- 
na la obligación; por lo tanto, deja sub- 
sistente una obligación natural con car- 
go al deudor (Mazeaud & Mazeaud, 
Lecciones de Derecho Civil, Parte Segun- 
da, Vol.lll, Lección IV, p.406). 


DIFERENCIA CON LA PRESCRIPCIÓN 
ADQUISITIVA 


6.- El Código Civil trata al mismo tiempo 
de la prescripción extintiva y de la pres- 
cripción adquisitiva o usucapión. Aunque 
en cuanto a sus efectos están íntimamen- 
te vinculadas en el sentido de que “una y 
otra tienen por efecto consolidar una si- 
tuación adquirida por el transcurso del 
tiempo” (Mazeaud 8 Mazeaud, ob.cit, 
No.1162, p.409), dichas prescripciones 
tienen sus diferencias: la prescripción ad- 
quisitiva permite a una persona, por la 
acción del tiempo adquirir un derecho 
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en detrimento de otra persona, la cual 
pierde todo derecho. En cambio, la pres- 
cripción liberatoria extingue la acción, el 
derecho al ejercicio de la acción. Por otra 
parte, la prescripción extintiva, en principio, 
extingue todas las acciones personales o rea- 
les (Art.2262 del Código Civil), salvo las re- 
ferentes a los derechos de la personalidad y 
al derecho de propiedad; mientras que la 
prescripción adquisitiva no concierne sino a 
los derechos reales, especialmente al dere- 
cho de propiedad (Mazeaud 8 Mazeaud, 
ob.cit, No.1162, p.409). 


CADUCIDAD Y PRESCRIPCIÓN. 
DIFERENCIAS 


7.- Entre la caducidad y la prescripción 
extintiva existe estrecha relación, al ex- 
tremo de que algunos autores conside- 
ran la caducidad una modalidad espe- 
cial de la prescripción. Otros discuten o 
niegan toda distinción entre prescripción 
y caducidad. Lo cierto es que es bastante 
difícil diferenciar la una de la otra, parti- 
cularmente porque ambas extinguen el 
derecho, la acción, la facultad. La pres- 
cripción es un modo legal de adquisición 
del derecho o de extinción de la acción. 
Extingue la acción que sanciona la obli- 
gación, pero no la obligación misma, la 
que subsiste como obligación natural. La 
caducidad, que puede ser legal o con- 
tractual, es la pérdida definitiva de un 
derecho por su no ejercicio en determi- 
nado plazo. La prescripción puede ser 
adquisitiva o extintiva. La caducidad es 
siempre extintiva del derecho, de la fa- 
cultad, de la obligación. En la prescrip- 
ción el derecho sólo se pierde cuando hay 
negligencia en usarlo. La caducidad está 
sometida a un plazo que una vez venci- 
do, extingue la facultad, el derecho, al 
margen de cualquier consideración de 
negligencia. La caducidad generalmen- 
te, se impone al juez. La prescripción debe 
ser invocada, planteada al juez. En la 
caducidad, a diferencia de la prescrip- 
ción, no se admiten causas de interrup- 
ción o suspensión. 


8.- Los rasgos precedentemente indica- 
dos, sirven para diferenciar la prescrip- 
ción de la caducidad, independientemente 
de que la prescripción es legal y la cadu* 
cidad puede provenir de la ley o del con- 
trato. Los ejemplos que se indican a con- 
tinuación pueden contribuir a diferenciar 
la prescripción de la caducidad; la ley 
establece que el derecho del patrono a 
despedir al trabajador caduca a los quince 
días de tener conocimiento de la falta 
grave e inexcusables cometida por el tra- 
bajador. Si el empleador no ejerce este 
derecho dentro del referido plazo, pier- 
de su derecho o facultad para despedirlo 
por la referida falta. Luego, no puede 
invocar estos motivos como causales de 
despido. Su derecho al respecto ha que- 
dado muerto, extinguido, agotado defi- 
nitivamente. Su inacción lo ha borrado 
para siempre. Esto no ocurre con la pres- 
cripción extintiva, que produce la pérdi- 
da del derecho, pero deja subsistente la 
obligación como obligación natural a 
cargo del deudor. En efecto, la ley esta- 
blece el plazo de dos meses, después de 
la terminación del contrato, para el ejer- 
cicio de la acción en pago de prestacio- 
nes laborales por la terminación del con- 
trato por desahucio. Si el trabajador no 
ejerce su acción dentro de este plazo, pres- 
cribe su derecho, pierde la facultad para 
demandar el pago de este salario, pero 
la obligación del empleador deudor no 
desaparece, subsiste como una obliga- 
ción natural. Lo mismo ocurre cuando ha 
prescrito el derecho a las vacaciones 
anuales. 


FUNDAMENTOS DE LA PRESCRIPCIÓN 
EXTINTIVA. 


Derecho común 


9.- La prescripción puede fundamentarse 
en dos razones: a) sobre motivos de or- 
den público; b) sobre una presunción de 
pago. Sería contrario al orden público, a 
la paz social, a la seguridad individual 
que las leyes deben ofrecer a las perso- 
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nas, que la posibilidad de una acción se 
prolongue indefinidamente o por perío- 
dos extremadamente largos. De igual 
modo, la negligencia, “la inacción pro- 
longada” del acreedor, su falta de interés 
manifiesta, deben ser sancionadas”. Es- 
tas son las razones básicas en las cuales 
la doctrina fundamenta los motivos de 
orden público. 


10.- En cambio, ciertas acciones, parti- 
cularmente aquellas relativas a pagos que 
deben hacerse a corto plazo, obligacio- 
nes que deben cumplirse a breve térmi- 
no, ciertas prescripciones cortas del de- 
recho civil, descansan sobre una 
presunción de pago: “se presume que, si 
el acreedor no ha reclamado nada du- 
rante cierto plazo, es que ha sido satisfe- 
cho” (Mazeaud 8 Mazeaud, ob.cit., 
p.405, in fine). Estos autores, sostienen 
que “El estudio de las prescripciones mues- 
tra que se fundan casi siempre sobre esas 
dos ideas al mismo tiempo; pero en al- 
gunas predomina la idea de orden públi- 
co; en otras, denominadas “prescripcio- 
nes abreviada sí, prevalece la presunción 
de pago”. Dichos tratadistas (ob.cit. 
p.413) señalan el interés que existe en 
distinguir el fundamento de la prescrip- 
ción. Según ellos, si la prescripción “se 
funda sobre el orden público, la pres- 
cripción es una regla de fondo; extingue 
entonces aquella enteramente la acción. 
Por el contrario, si no constituye más que 
una presunción de pago, no atañe sino a 
la prueba de la obligación; debe dejar 
intacta la obligación civil, y por consi- 
guiente la acción”. 


11.- Sin embargo, este criterio no es to- 
talmente compartido: “Con respecto a 
ciertas deudas que en el uso son rápida- 
mente pagadas, el Código establece (Arts. 
2217-2273) prescripciones de seis meses, 
un año o dos años, llamadas en la prác- 
tica cortas prescripciones fundadas en una 
presunción de pago. Existen además otras 
prescripciones igualmente cortas estable- 
cidas por otros artículos del Código o por 
leyes especiales que no les son asimilables, 


v.g., la prescripción de dos años en ma- 
teria de contratos de seguros....la natu- 
raleza particular de estas prescripciones 
cortas con fundamento en una presun- 
ción de pago las ha hecho someter a un 
régimen especial que no se aplica más 
que a las cortas prescripciones previstas 
en los artículos 2271 al 2273....y a nin- 
guna otra prescripción” (Nuevo Reperto- 
rio Dalloz, Prescripción Civil, No.191, 
p.489-490). 


12.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que la regulación de la 
prescripción de las acciones “se caracte- 
riza por la finalidad que con ella se per- 
sigue en el Código. Puesto que entre los 
Principios Fundamentales se consagra el 
de la cooperación entre el capital y el 
trabajo como base de la economía na- 
cional, resultaría ilógico permitir que la 
amenaza de una acción, de patronos con- 
tra trabajadores, o de éstos contra aqué- 
llos, pudiera prolongarse durante largo 
tiempo. La fijación de términos cortos para 
la prescripción de acciones que se deri- 
van de las relaciones entre patronos y 
trabajadores es, pues, una consecuencia 
necesaria de tal principio”. 


JURISPRUDENCIA 


13.- Para establecer si una acción en re- 
clamación de prestaciones laborales por 
despido injustificado ha sido ejercida den- 
tro o fuera del plazo legal de la prescrip- 
ción, al tribunal le basta determinar la 
fecha de la ocurrencia de la terminación 
del contrato de trabajo y la del depósito 
del escrito en la secretaría del tribunal, 
que según el artículo 508 del Código de 
Trabajo, introduce la demanda original. 
(Sent. 18 noviembre 1998, No.39, 
B.J.1056, p.527). 


14.- Debe entenderse que todo fallo que 
acoja una demanda debe precisar las 
causas de terminación del contrato de tra- 
bajo y la fecha en que se originó, la cual 
con una simple confrontación con la fe- 
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cha en que se intentó la demanda 
introductiva daba al tribunal elementos 
suficientes para determinar la proceden- 
cia o no de la prescripción invocada, sin 
necesidad de que la parte que la planteó 
presentara pruebas adicionales sobre su 
alegato. (Sent. 18 noviembre 1998, 
No.39, B.J.1056, p.527). 


15.- Al ser la prescripción laboral de es- 
tricto interés privado, el juez no puede 
declarar prescritas las horas extras recla- 
madas por el trabajador, debiendo ha- 
ber sido planteada dicha prescripción por 
el empleador, no pudiéndola presentar 
por primera vez en casación. (Sent. 8 ju- 
lio 1998, No.31, B.J.1052, p.581). 


16.- La prescripción en materia laboral 
no es de orden público. (Sent. 6 mayo 
1983, B.J.870, p.1203). El medio de la 
prescripción en materia laboral no es de 
orden público; por tanto, cuando no ha 
sido propuesto por ante los jueces del fon- 
do, no puede ser suscitado por primera 
vez ante la SCJ, en sus funciones de ca- 
sación. (Sent. 6 mayo 1983, B.J.870, 
p.1207). 


17.- Si bien las leyes laborales son en 
su conjunto de interés social, no todas 
sus disposiciones son de orden público, 
y las relativas a la prescripción no tie- 
nen ese carácter; en consecuencia, al 
no haber sido alegada dicha prescrip- 
ción por ante los jueces del fondo, se 
trata de un medio nuevo que no puede 
ser propuesto por primera vez en casa- 
ción. (Sent. enero 1971, B.J.722, 
p.223). 


18.- En su decisión del 15 de julio de 
1964, la Corte de Casación consideró: 
“Es criterio de la Suprema Corte de Justi- 
cia, que las prescripciones establecidas 
en los Arts.658 y 659 -hoy 701 y 702 del 
CT- deben ser asimiladas a las cortas pres- 
cripciones del derecho civil, y, por lo tan- 
to, les son aplicables la regla común ca- 
racterística de las prescripciones fundadas 
en una presunción de pago, o sea, la 


posibilidad para el acreedor de comba- 
tirlas demandando al deudor prestar el 
juramento de que ha pagado; que ésta 
jurisdicción ha sentado el referido crite- 
rio por aplicación del Art.584 (hoy 552) 
del CT, que dispone “que en los procedi- 
mientos relativos a conflictos jurídicos 
cualquiera de las partes podrá deferir a 
la otra el juramento decisorio”, sin ex- 
cluir las prescripciones; y en vista de que 
antes de la entrada en vigor de las leyes 
especiales de trabajo la prescripción de 
las aciones de trabajadores era incluida 
entre las cortas prescripciones del Códi- 
go Civil “ (Cas. del 15 de julio de 1964, 
B.J.648, p.1079-1084). 


19.- En otra decisión posterior (Cas. del 
26 de febrero de 1965, B.J.655, p.203- 
210) la Corte de Casación juzgó nueva- 
mente que las prescripciones cortas la- 
borales (establecidas en los artículos 658 
al 660 hoy 701, 702 y 703 del CT) de- 
ben ser asimiladas a las cortas prescrip- 
ciones del Código Civil”. La propia Cor- 
te de Casación ha reconocido como 
finalidad esencial de la legislación de tra- 
bajo nacional, la de “conciliar”, de ar- 
monizar los intereses de las partes, cuan- 
do, en un caso distinto juzgó que ”....el 
propósito del legislador se encamina 
siempre a dejar que empleadores y obre- 
ros conduzcan sus relaciones laborales, 
dentro de los más armónicos términos, 
interpretándose la inacción de cualquiera 
de las partes, como una manifestación 
implícita de continuar dichas relaciones 
contractuales renunciando a los agra- 
vios que recíprocamente pudieran tener” 
(Cas. del 24 de febrero de 1954, B.J.523, 
p.274). 


20.- La Corte de Casación también ha 
juzgado que las disposiciones legales “re- 
lativas a la prescripción no tienen ese ca- 
rácter de orden público, de modo que 
los jueces no están obligados a examinar 
la prescripción de oficio y las partes no 
pueden proponerla por primera vez en 
casación” (Cas. del 17 de noviembre de 
1967, B.J.684, p.2194). 
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21.- La Suprema Corte de Justicia ha juz- 
gado también que cuando se alega pres- 
cripción se están admitiendo implícita- 
mente todos los hechos en que descansa 
la demanda (Cas. del 24 de junio de 1964, 
B.J.647, p.964; Cas. del 22 de julio de 
1964, B.J.648, p.1099; Cas. del 3 de ju- 
lio de 1963, B.J.635, p.665; Cas. del 17 
de noviembre de 1967, B.J.684, p.2194). 


22.- Cuando el trabajador demanda por 
despido injusto, y el patrono invoca pura 
y simplemente la prescripción, sin com- 
batir los hechos de la demanda, de modo 
implícito da por establecido que dicho 
despido es injusto y que es deudor de las 
indemnizaciones reclamadas (Cas. del 6 
de mayo de 1968, B.J.690, p.974 y si- 
guientes). 


23.- En materia laboral la prescripción 
no puede ser invocada por primera vez 
en casación. (Sent. del 28 de mayo de 
1969, B.J.700, p.729; Sent. del 30 de Ju- 
nio de 1972, B.J.739, p.1584; Sent. del 
27 de enero de 1971, B.J.722, p.223; 
Sent. del 28 de marzo de 1969, B.J.700, 
p.732; Sent. del 16 de abril de 1969, 
B.J.701, p.820; Sent. del 7 marzo de 
1979, B.J.820, p.378; Sent. del 17 de 
mayo de 1971, B.J.726, p.1581; Sent. del 
28 de julio de 1971, B.J.728, p.2250; 
Sent. del 6 de mayo de 1983, B.J.870, 
p.1207). 


24.- Las prescripciones establecidas en los 
Arts.658, 659 y 660 (hoy 701, 702 y 703) 
del CT,deben ser asimiladas a las cortas 
prescripciones del Cód.Civil, y, por tan- 
to, se les aplica la regla común caracte- 
rística de las prescripciones fundadas en 
una presunción de pago (Sent. de 11 de 
octubre de 1968, B.J.695, p.2250). Cuan- 
do el patrono alega una causa justa de 
despido y por ese motivo surge una con- 
troversia, el juez no puede, con el propó- 
sito de aniquilar la prescripción invoca- 
da, deferir el juramento al patrono para 
que establezca si pagó o no las presta- 
ciones laborales, pues lo que éste invoca 
es que no está obligado a pagar dichas 


prestaciones (Sent. del 14 de octubre de 
1968, B.J. 695, p.2287). 


25.- Al no presentar el alegato de pres- 
cripción por conclusiones formales ante 
los jueces del fondo, no puede plantear- 
lo por primera vez en casación, ya que es 
de interés privado (Sent. del 14 de junio 
de 1974, B.J.763, p. 1579). 


26.- La prescripción extintiva del Art.16 
del Cód.Proce.Civil no es extensiva a la 
materia laboral regida por el Art.61 de 
la Ley 637 de 1944 (Sent. del 22 de abril 
de 1983, B.J.869, p.1028). 


27.- Cuando la parte se limita a presen- 
tar la excepción de prescripción sin ne- 
gar los hechos, el tribunal no está obli- 
gado a pronunciarse sobre los hechos que 
no son objeto de contestación (Sent. del 
6 de mayo de 1968, B.J.690, p.979-980. 
En igual sentido del 26 de febrero de 
1965, B.J.655, p.203-210. 


28.- El CT extrae del derecho común con- 
secuencias ajustadas a los propósitos de 
la legislación de trabajo,y conforme a ellas 
decide, como lo hizo el tribunal a quo, 
en tal caso, frente a la prueba que le fue 
aportada por el demandante, o justifi- 
que una interrupción de la prescripción 
laboral que “además del efecto normal 
que produce sobre el plazo transcurrido, 
realiza una intervención para el futuro, 
del plazo de la corta prescripción, por la 
prescripción general de veinte años”. 


29.- Para que se produzca una novación 
de la prescripción por el reconocimiento 
de la deuda, es necesario que ese reco- 
nocimiento se consigne en un documen- 
to que emane del propio deudor. (Sent. 
20 mayo 1998, No.31, B.J.1050, p.558). 


30.- Si en la última audiencia celebrada 
por la Corte ésta se reserva el fallo sobre 
el incidente, el pedimento de la prescrip- 
ción tiene que presentarse en dicha au- 
diencia y no posteriormente. (Sent. 3 sep- 
tiembre 1997, No.5, B.J.1042, p.167). 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 701-702 


31.- Cuando la sentencia impugnada “no 
tiene precisión sobre el elemento que es 
determinante para acoger o no un pedi- 
mento de prescripción, esta imprecisión 
impide a la SCJ apreciar si en la especie, la 
ley ha sido bien aplicada. (Casación, 29 de 
agosto de 1997, B.J.1041, p.64-68). 


32.- Cuando no se alega prescripción 
ante los jueces del fondo, este alegato 
no puede ser presentado por primera vez 
ante la SCJ pör constituir el mismo un 
medio nuevo inadmisible en casación. 
(Sent. 1 julio 1983, B.J.872, p.1742). 


33.- El hecho de que el patrono se limita- 
se a negar lo infundado de la demanda 
del trabajador alegando que no fue des- 
pedido, no es óbice para que dicho pa- 
trono pueda invocar ante los jueces del 
fondo la prescripción de la acción si en- 
tiende que está prescrita en todo o en par- 
te. (Sent. 9 marzo 1979, B.J.820, p.384). 


34.- La prescripción no presentada por 
medio de conclusiones formales ante los 
jueces del fondo no puede suscitarse por 
primera vez en casación ya que es de in- 
terés privado. (Sent. 14 junio 1974, 
B.J.763, p.1579). (En igual sentido S.C.J. 
Sent. 30 junio 1972, B.J.739, p.1578). 


35.- Véase Art.584 del CT. 


Art.702.- “Prescriben en el término 
de dos meses: 


1) Las acciones por causa de despido o 
de dimisión; 


2) Las acciones en pago de las cantida- 
des correspondientes al desahucio y al 
auxilio de cesantía”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Prescripción, 4-8 
Comentarios, 2-3 - Transacción, 9 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Hasta 1992 estuvo en vigencia la pres- 
cripción prevista en el Art.63 de la Ley 
637 de 16 de junio de 1944, sobre Con- 
tratos de Trabajo (G.0.6096), según el 
cual: ” Prescriben en el término de tres 
meses, a contar de la fecha de la termi- 
nación del contrato, las acciones en pago 
de las indemnizaciones correspondientes 
a preaviso y auxilio de cesantía”. Al de- 
rogar esta ley, el CT de 1992 adopta la 
prescripción prevista en el Art.659 del CT 
de 1951, cuyo texto es el mismo al del 
actual Art.702. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la pres- 
cripción de las acciones por causas de 
despido, dimisión o de terminación del 
contrato por desahucio (despido con 
preaviso). En estos casos prevé un plazo 
de dos meses a contar de la terminación 
del contrato. Se trata de las acciones en 
pago de las prestaciones laborales 
(preaviso y auxilio de cesantía) y de la 
indemnización por despido o dimisión de 
que trata el Art.95 del CT. 


3.- Véase comentarios al Art.701 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
PRESCRIPCIÓN 


4.- Cuando se invoca la prescripción de 
la acción ejercida, el tribunal está en la 
obligación de establecer la fecha en que 
se originó la terminación del contrato de 
trabajo y la fecha en que fue interpuesta 
la demanda en reclamación de presta- 
ciones laborales, las cuales son elemen- 
tos esenciales para la verificación de que 
la acción de la demandante fue ejercida 
dentro de los plazos que establece el ar- 
tículo 702 del Código de Trabajo. (Sent. 
9 septiembre 1998, No.42, B.J.1054, 
p.574). 
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5.- Cuando se trata de una demanda en 
cobro de valores por concepto de preaviso 
y auxilio de cesantía, el plazo de la pres- 
cripción que se aplica en el caso es el de 
dos meses establecido en el ordinal 2 del 
artículo 702 del CT. (Sent. 1 octubre 
1997, No.4, B.J.1043, p.254). 


6.- Una vez obtenida el acta de no acuer- 
do, última actuación interruptiva de la pres- 
cripción, no puede el trabajador demorar 
su demanda más de dos meses. (Sent.del 7 
de marzo de 1975, B.J.772, p.446). 


7.- Cuando han transcurrido más de dos 
meses desde la fecha en que concluyó la 
relación contractual la acción en recla- 
mo de prestaciones laborales por desahu- 
cio está prescrita. (Sentencia No.13 de 
fecha 15 de septiembre de 1999, B. J. 
1066, p. 676). 


8.- Cuando no ha habido reconocimien- 
to de deuda y el recurrido no se ha com- 
prometido a pagar la misma cuando ocu- 
rriera un hecho futuro, el plazo para el 
recurrente ejercer su acción en justicia, 
es de dos meses, como lo cansagra el 
Art.702 del Código de Trabajo. (Senten- 
cia No. 14 del 15 de septiembre de 1999, 
B. J. 1066 p. 680). 


TRANSACCIÓN 


9.- Tratándose de una demanda en co- 
bro de valores por concepto de preaviso 
y cesantía, el plazo es de dos 
meses.(Casación, Tro.de octubre 1997, 
B.J.1043 p.250-256). 


Art.703.- “Las demás acciones, con- 
tractuales o no contractuales, derivadas 
de las relaciones entre empleadores y tra- 
bajadores y las acciones entre trabajado- 
res, prescriben en el término de tres me- 
ses”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 4-14 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.660 del 
CT de 1951. Hasta 1992, regían las pres- 
cripciones del Art.63 de la Ley 637 de 16 
de junio de 1944, sobre Contratos de Tra- 
bajo (G.0.6096), según el cual: ” Pres- 
criben en el término de seis meses a con- 
tar de la terminación del contrato, las 
demás acciones contractuales o no con- 
tractuales derivadas de las relaciones en- 
tre patronos y trabajadores”. El CT de 
1992 hace suya la prescripción prevista 
en el Art.660 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a las accio- 
nes derivadas de las relaciones entre pa- 
tronos y trabajadores o entre trabajado- 
res, distintas a las acciones por causas de 
horas extraordinarias y de las acciones 
por causa de despido, dimisión o des- 
ahucio (despido con preaviso). Estas ac- 
ciones (contractuales o no contractuales) 
son las correspondientes a los derechos 
reconocidos por la ley o el contrato al 
trabajador, entre las que cabe mencio- 
nar, entre otras: las acciones en pago del 
salario, vacaciones anuales, salario de 
Navidad, participación en las utilidades 
dejadas de pagar, incluyendo cualquier 
derecho o beneficio reconocido en el con- 
trato individual (pago de algún bono o 
incentivo especial, pago de retribución en 
especie, etc..) y la prescripción de la ac- 
ción en el caso de que trata el párrafo 
final del Art.75 del CT. 


3.- Véase comentarios a los Arts. 701, 704 
y demás textos legales precitados del CT. 
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JURISPRUDENCIA 


4.- El plazo de la prescripción empieza a 
correr después que se comunica a los tra- 
bajadores el hecho del despido (Sent. del 
19 de junio de 1970, B.J.715, p.1263). 


5.- Debido a que el Art.660 (hoy 703) 
fija la máxima prescripción en materia 
laboral en tres meses, es obvio que las 
prestaciones o salarios a que pueden ser 
condenados los patronos no puede exce- 
der de ese periodo de tiempo (Cas. del 
15 de marzo de 1978, B.J.808, p.565). 


6.- La prescripción de la acción para re- 
clamar la bonificación no invocada ante 
los jueces del fondo, no puede invocarse 
por primera vez en casación (Sent. del 
20 de noviembre de 1972, B.J.744, 
p.2833). 


7.- Las disposiciones del Art.660 (hoy 703) 
del CT tienen un carácter general y no 
excluyen de su campo de aplicación la 
acción en cobro de diferencia de salario, 
la cual queda, por consiguiente, sujeta a 
la prescripción de tres meses que dicho 
artículo establece (Sent. del 18 de sep- 
tiembre de 1963, B.J.638, p.1035). 


8.- Independientemente del efecto 
moratorio del reconocimiento de la de- 
manda cuyo pago reclama el trabajador 
para determinar si se ha intervertido o 
no en el plazo de tres meses al plazo de 
20 años de Derecho Común, es proce- 
dente precisar en qué fecha y en cuáles 
términos se operó dicho reconocimiento 
de deuda. Aún establecido el reconoci- 
miento, los jueces del fondo tienen siem- 
pre el deber de apreciar y ponderar en 
qué forma se produjo y si ha podido pro- 
ducir o no efectos moratorios, o si es irre- 
levante ponderar tales efectos novatorios 
(Sent. del 4 de septiembre de 1968, 
B.J.694, p.1940-41). 


9.- Las acciones surgidas con motivo de 
las controversias entre los miembros de 
un sindicato, están sujetas a la prescrip- 


ción del Art.660 (hoy 703) del CT, pues 
este texto es claro y preciso a ese respec- 
to (Sent. del 16 de febrero de 1979, 
8.1818, p.221), 


10.- Es de principio que la prescripción 
comienza a surtir efecto desde el momento 
mismo en que la persona está en condi- 
ciones de actuar. En la especie, la Corte 
estableció como cuestión de hecho que 
al trabajador le fue impedido entrar al 
territorio dominicano durante el período 
de la prescripción. Que en tales circuns- 
tancias existió una imposibilidad real para 
el ejercicio de la acción (Sent. del 10 de 
mayo de 1967, B.J.678, p.793). 


11.- Cuando al trabajador no se le co- 
munica el hecho del despido es preciso 
admitir que el plazo de la prescripción 
para reclamar sus prestaciones laborales 
no comienza a correr sino a partir de la 
fecha en que se le comunicó la termina- 
ción de su contrato (junio de 1970, 
B.J.715; p. 1257). 


12.- Las acciones surgidas con motivo de 
las controversias entre los miembros de 
un sindicato están sujetas a la prescrip- 
ción del Art.660 (hoy 703) del CT. (Sent. 
16 febrero 1979, B.J.819, p.221). La pres- 
cripción de la bonificación no invocada 
ante los jueces del fondo, no puede 
invocarse por primera vez en casación. 
(Sent. 20 noviembre 1972, B.J.744, 
p.2837). 


14.- Prescriben en el termino de tres me- 
ses a partir de la terminación del contra- 
to de trabajo la acción en reclamación 
de vacaciones no disfrutadas, proporción 
de salario navideño y las prestaciones 
previstas en el artículo 728 del Código 
de Trabajo. (Sent. No. 22 del 24 de no- 
viembre de 1999 B. J. 1068 p. 652). 


Art.704.- “El término señalado para 
la prescripción comienza en cualquier 
caso un día después de la terminación 
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del contrato, sin que en ningún caso 
puedan reclamarse derechos nacidos 
con anterioridad al año de haberse ter- 
minado el contrato”. 


INDICE 


Antecedentes, 1-2 Doctrina, 5-9 


Comentarios, 3-4 Jurisprudencia, 10-17 


ANTECEDENTES 


1.- El CT de 1992 sustituye el Art.661 del 
CT de 1951 por el actual Art.704 de di- 
cho Código que hacía correr la prescrip- 
ción “un día después de la terminación 
del contrato”. Pero el Art.704 agrega algo 
más; dispone que “en ningún caso pue- 
den reclamarse derechos nacidos con 
anterioridad al año de haberse termina- 
do el contrato”. 


2.- El Art.63 de la Ley 637 de 1944 hacía 
correr el plazo de la prescripción “ a con- 
tar de la fecha de la terminación del con- 
trato de trabajo”. En 1959, la Ley 5183 
de 31 de julio (G.0.8389), deroga el 
Art.63 de la Ley 637 de 1944, y puso en 
vigencia el Art.661 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


3.- El Art.704 contiene dos disposiciones 
importantes. En primer lugar, dispone a 
partir de cuándo empieza a correr el pla- 
zo de la prescripción en materia de tra- 
bajo; y, en segundo lugar, fija un límite 
para la reclamación de los derechos na- 
cidos con anterioridad al último año de 
servicio prestado: “en ningún caso pue- 
den reclamarse derechos nacidos con 
anterioridad al último año de servicio 
prestado”. 


4.- La parte final de este texto legal es 


clara y determinante: “en ningún caso 
(esto es, nunca), pueden reclamarse los 


derechos de que trata el Art.704, in fine 
del CT”. 


DOCTRINA 


5.- La Tercera Cámara de la SCJ ha in- 
terpretado (Sent.del 26 de mayo de 1999, 
Caso Latinoamericana de Seguros vs. 
Dolores Nieves del Castillo, B.J. 1062, 
p.952), la parte final del Art.704, en el 
sentido de que los derechos de que trata, 
(dejados de pagar mientras esté vigente 
el contrato de trabajo)” podrían 
reclamarse después de la terminación de 
éste; que debe entenderse que “la finali- 
dad” de tal limitación es evitar que la 
reclamación de derechos acumulados 
durante la existencia del contrato, “pro- 
duzcan la inestabilidad económica en la 
empresa, por su cuantía. Del texto del 
Art.704, in fine, no se desprende esta in- 
terpretación . La limitación que prevé este 
texto legal, no tiene carácter casuístico 
ni se trata de una disposición legal aisla- 
da. Es preciso contemplarla dentro del 
contexto general del CT que libera al tra- 
bajador de la prueba (Art.16, por ejem- 
plo) de la existencia, naturaleza y dura- 
ción del contrato de los derechos a que 
re refiere el Art.704, in fine, siendo injus- 
to y hasta beligeroso, no fijar un tope 
temporal, después de la terminación del 
contrato, para el reclamo de estos dere- 
chos, sobre todo cuando la ley autoriza 
al empleador a desprenderse de docu- 
mentos cada determinado tiempo. 


6.- El criterio de la Tercera Cámara es 
totalmente opuesto al texto del Art.704, 
in fine, del Código de Trabajo, que no 
dispone ni sugiere que los derechos de 
que trata (salarios ordinarios, vacacio- 
nes anuales, primas, horas extraordina- 
rias, comisiones, bonificaciones, salarios 
de Navidad o cualquier otro derecho de- 
¡ado de pagar durante la vigencia del 
contrato), se acumulan o sean “acumu- 
ladas” para “reclamarse después de la 
terminación” del contrato. 
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7.- El Art.704 es una norma general re- 
lativa a la prescripción de las acciones 
laborales. Consecuentemente, el Art.704, 
in fine, no puede interpretarse aislada- 
mente. Tampoco fue intención del legis- 
lador reservar tales derechos para que 
“acumulados” se reclamen después de la 
terminación del contrato. Basta recordar 
que el CT prohibe la acumulación de las 
vacaciones; exime al trabajador de la 
prueba de ciertos derechos, que incluyen 
la duración del contrato, los salarios, las 
vacaciones anuales; que, según el IIl PF, 
dicho Código “tiene por objeto funda- 
mental conciliar los respectivos intereses” 
de empleadores y de trabajadores; que, 
por tanto, es contrario a este objeto fun- 
damental acumular derechos, como se 
guardan armas y municiones para la gue- 
rra, para demandar al empleador a la 
terminación del contrato. 


8.- La limitación que prevé la parte final 
del Art.704 no es aplicable a las presta- 
ciones laborales ni a la indemnización por 
despido o dimisión, debido a que el de- 
recho a estos beneficios se genera con la 
terminación misma del contrato. En cam- 
bio, sí se aplica a las reclamaciones en 
pago de horas extraordinarias, vacacio- 
nes anuales, Salario de Navidad y otros 
derechos reconocidos por la ley o el con- 
trato al trabajador. 


9.- El Art.704 produce un efecto signifi- 
cativo sobre la responsabilidad solidaria 
prevista en el Art.64 del CT, la cual se 
vincula a “la correspondiente prescrip- 
ción”. 


JURISPRUDENCIA 


10.- Con anterioridad a 1992, la SCJ 
como Corte de Casación había juzgado 
"como cuestión perentoria los jueces ante 
los cuales se alegue la prescripción de la 
acción deben ponderar, en primer térmi- 
no si ha sido incoada dentro de los pla- 
zos exigidos por la ley” (Sent. del 16 de 
febrero de 1979, B.J.819, p.216). 


11.- También ha juzgado que cuando se 
invoca la prescripción los jueces no pue- 
den ordenar ninguna medida de instruc- 
ción sobre el fondo. 


12.- El juez viola el Art.141 del Cód. de 
Procd. Civil cuando decide el fondo, re- 
chazando implícitamente las conclusiones 
relativas a la prescripción de la acción, 
sin dar ningún motivo al respecto (Sent. 
del 14 de julio de 1971, B.J.728, p.2109). 


13.- La Tercera Cámara de la SCJ juzgó, 
en sentencia de 26 de mayo de 1999 (Ban- 
co Latinoamericano Vs.Dolores Nieves del 
Castillo y Banco Nacional de la Cons- 
trucción, B.J.1062, p.952) que: 1) “el pla- 
zo de la prescripción de la acción en re- 
clamación del pago del auxilio de 
cesantía, por todo el tiempo de duración 
del contrato, incluido el tiempo de la re- 
lación con el anterior empleador, se ini- 
cia un día después de la terminación del 
contrato de trabajo”; 2) “que la limita- 
ción que establece el Art.704 del CT, en 
el sentido de que no pueden reclamarse 
derechos nacidos con anterioridad al año 
de haberse terminado el contrato, se re- 
fiere a los derechos surgidos en el ámbi- 
to de la ejecución del contrato, tales como 
salarios ordinarios, horas extraordinarias, 
primas, comisiones, bonificaciones o cual- 
quier otro derecho dejado de pagar mien- 
tras esté vigente el contrato de trabajo y 
que podrían reclamarse después de la ter- 
minación de éste, por lo que debe enten- 
derse que la finalidad de la limitación 
del Art.704, es evitar que la reclamación 
de derechos acumulados de parte del tra- 
bajador durante la existencia del contra- 
to de trabajo, produzca una inestabili- 
dad económica en la empresa, por su 
cuantía” y 3) la misma sentencia juzgó 
que “el auxilio de cesantía es un derecho 
que se deriva de la terminación del con- 
trato de trabajo, por lo que el mismo 
nace después de esa terminación, resul- 
tando lógico que el Art.704 del CT no 
puede referirse a ese derecho, ya que él 
no tuvo nacimiento antes de la conclu- 
sión de la relación contractual”. 
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14.- El despido queda concretizado en 
el momento en que el mismo llega al co- 
nocimiento del trabajador despedido y es 
a partir de ahí que se inicia el plazo para 
accionar en justicia. (Sent. 17 diciembre 
1997, No.40, B.J.1045, p.568). 


15.- Frente a la controversia sobre la fe- 
cha del despido, punto de partida para 
el inicio del plazo de la prescripción, el 
tribunal debió ordenar medidas de ins- 
trucción previas a la decisión sobre el in- 
cidente planteado. (Casación, 5 de sep- 
tiembre de 1997, B.J.1042, p.180-184). 


16.- Cuando la Corte considera prescrita 
la acción en reclamación de los derechos 
del Art.95 del CT, no tiene que declarar 
prescrita la reclamación del pago de las 
bonificaciones, en virtud de que los puntos 
de partida de los plazos de prescripción en 
ambos casos son distintos, pues el primero 
se inicia en el momento de la terminación 
del contrato y el segundo a partir del plazo 
de 120 días después del cierre del ejercicio 
económico, no siendo contradictorio que 
la inadmisibilidad de una reclamación se 
base en prescripción de la acción y la otra 
en la falta de interés. (Sent. 19 noviembre 
1997, No.13, B.J.1044, p.226). 


16.- Véase Art.701 del CT. 


Art.705.- “Se aplican a la presente 
materia las causas de interrupción del 
derecho común ”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Causas de suspensión de la 


3 


Comentarios, 2 - prescripción del Código 


Doctrina -Civil, 7 
- Interrupción de la Jurisprudencia, 8 


prescripción, 3-6 Prescripción, 9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.662 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Con este texto finalizan las normas 
relativas a la prescripción en materia de 
trabajo. Hace aplicable en esta materia, 
las causas de interrupción de Derecho 
Común. También, aunque no lo mencio- 
na expresamente, son aplicables las cau- 
sas de suspensión de dicha prescripción. 


DOCTRINA 


INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN 


3.- El Art.2.242 del Código Civil enume- 
ra las dos especies de interrupciones: na- 
tural o civil. La interrupción natural, que 
resulta de la pérdida de la posesión de 
una cosa durante un año, concierne so- 
lamente a la prescripción adquisitiva o 
usucapión. La única interrupción que 
afecta a la prescripción extintiva es la in- 
terrupción civil. 


4.- Hay que permitirle al acreedor des- 
truir inmediatamente la prescripción que 
corra contra él; si tuviera que esperar a 
obtener una sentencia y a que se ejecu- 
tara, correría el riesgo de ver que llega- 
ba a su expiración el plazo. Por lo tanto, 
se le concede esa posibilidad: puede in- 
terrumpir la prescripción. La interrupción 
civil resulta de actos formalistas, taxati- 
vamente enumerados por la ley, y que 
implican necesariamente la voluntad del 
acreedor de obtener el pago: citación ju- 
dicial, mandamiento en virtud de un títu- 
lo ejecutivo, embargo, o en materia de 
seguros, una simple carta certificada. 


5.- El reconocimiento de su deuda por el 
deudor constituye igualmente un modo 
de interrupción civil de la prescripción 
(Art.2248 del Cód. Civ). Al reconocer su 
deuda, el deudor le evita al acreedor el 
recurrir a un acto judicial, cuyos gastos 
tendría que soportar en definitiva aquél. 
El reconocimiento puede resultar de un 
documento cualquiera, de una carta mi- 
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siva, por ejemplo, con la condición de 
que la voluntad del deudor esté expresa- 
da claramente? 


6.- Los actos por los cuales el acreedor 
intima a su deudor para que pague 
(Art.2.244 del Cód.civl.) no interrumpen 
la prescripción más que si la acción con- 
duce al reconocimiento del derecho del 
acreedor. “La interrupción se considera 
nula” (Art.2.247 del Cód.civ): cuando la 
demanda es nula, salvo que la causa de 
nulidad sea la incompetencia del juez que 
conozca; cuando el demandante desiste 
del juicio o deja que caduque abstenién- 
dose durante tres años de instar el pro- 
cedimiento; por último, en caso de re- 
chazamiento de la demanda, sea cual sea 
la causa de la desestimación, incluso por 
una razón de forma, salvo por incompe- 
tencia. 


CAUSAS DE SUSPENSIÓN DE LA 
PRESCRIPCIÓN DEL CÓDIGO CiviL 


7.- a) La prescripción no corre contra los 
menores ni contra los sujetos a interdic- 
ción (Art.2.252 del Cód. Civ.). Es la ex- 
cepción legal más importante. No se 
quiere que la negligencia de su repre- 
sentante legal pueda perjudicarles. La 
prescripción se suspende durante todo el 
tiempo de su incapacidad; b) La pres- 
cripción no corre entre cónyuges, sea cual 
sea su régimen matrimonial. Si la pres- 
cripción se aplicara entre cónyuges, el 
esposo acreedor debería citar judicialmen- 
te, para interrumpir la prescripción, a su 
consorte, con el riesgo de perturbar la 
armonía del hogar. El Art.2.253 del 
Cód.civ.suspende, pues, la prescripción 
entre esposos; c) En principio, la mujer 
casada, aunque fuera incapaz en la épo- 
ca de la redacción del Cód.Civil, no está 
protegida por la suspensión de la pres- 
cripción. Sin embargo, la prescripción se 
suspende a su respecto en los casos en 
que su acción se basa sobre un derecho 
condicional que dependa de su opción 
sobre la comunidad; d) La prescripción 


no corre contra el heredero que haya 
aceptado a beneficio de inventario con 
respecto a sus créditos contra la sucesión 
(Art.2.258, pf.1 del Cód.Civil). Interesa a 
todos los acreedores que el heredero, 
que, por haber aceptado la sucesión a 
beneficio de inventario, procede al pago 
general de la sucesión, no esté preocu- 
pado por el pensamiento de recuperar, 
en primer término, y con la mayor rapi- 
dez, sus propios créditos. 


JURISPRUDENCIA 


8.-Las disposiciones del artículo 2246 del 
Código Civil sólo son aplicables cuando 
la citación por ante un tribunal incompe- 
tente se realiza antes del vencimiento del 
plazo de la prescripción de la materia 
que corresponda, pues una vez cumplido 
este plazo no es posible lograr la inte- 
rrupción del mismo. (Sent. 10 junio 1998, 
No.25, B.J.1051, p.426). 


9.- La tentativa de conciliación tiene 
efectos interruptivos y no suspensivos 
(Sent. del 9 de febrero de 1972, B.J.735, 
p.248). 


10.- La demanda afectada por vicio de 
forma interrumpe la prescripción (Sent. 
del 29 de julio de 1970, B.J.716, 
p.1701). 


11.- La citación ante un tribunal incom- 
petente interrumpe la prescripción al te- 
nor del Art.2246 del Código Civil (Sent. 
del 29 de julio de 1970, B.J.716, 
p.1701). 


12.- Cuando la interrupción del curso 
de las prescripciones previstas en los 
Arts.658, 659 y 660 (hoy 701, 702 y 
703) del CT, resulta del reconocimiento 
de su deuda por el deudor en las con- 
diciones del Art.2274 del Código Civil, 
la interrupción además del efecto nor- 
mal que produce sobre el plazo trans- 
currido realiza una intervención para 
el futuro, de la corta prescripción a la 
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prescripción general de 20 años (Sent. 
del 11 de octubre de 1968, B.J.695, 
p.2250). 


13.- Las diligencias extrajudiciales no 
pueden interrumpir la prescripción 
(Sent. del 10 de febrero de 1971, 
B.J.723, p.362). 


14.- Las diligencias extrajudiciales que 
se hagan, tanto con respecto al patro- 
no como frente a las autoridades ad- 
ministrativas de la Secretaría de Traba- 
jo, no pueden producir los efectos de 
la interrupción de la o de las prescrip- 
ciones como si se tratara de una ins- 
tancia en justicia (Sent. del 10 de fe- 
brero de 1971, B.J.723, p.362). 


15.- Cuando el trabajador es hecho pre- 
so después del despido pero libertado con 
tiempo para querellarse y demandar, las 
disposiciones del Art.662 (hoy 705), no 
significan que los plazos de la prescrip- 
ción se extiendan más allá del término 
previsto por la ley (Sent. del 25 de junio 
de 1969, B.J.703, p.1416). 


16.- Cuando alguna circunstancia le- 
gal, judicial o de hecho obstaculice ra- 
zonablemente el ejercicio de la acción; 
cuando la imposibilidad se funde en la 
existencia de un obstáculo de hecho, 
los jueces del fondo son soberanos en 
la apreciación de su gravedad y serie- 
dad (Sent. del 10 de mayo de 1967, 
B.J.678, p.793). 


17.- La situación de deportado en que se 
encuentra una persona, como consecuen- 


cia de una medida gubernamental pue- 
de constituirse en un obstáculo de hecho 
que razonablemente sea apreciado por 
los jueces del fondo como una causa de 
imposibilidad para el ejercicio de la ac- 
ción, particularmente cuando en materia 
de trabajo se trata de prescripciones de 
corta duración (Sent. del 10 de mayo de 
1967, B.J.678, p.793). 


18.- En los casos en que alguna circuns- 
tancia imposibilita legal o judicialmente 
el ejercicio de la acción, no se computa- 
rá en el plazo el tiempo que dicha impo- 
sibilidad dure (Sent. del 10 de mayo de 
1967, B.J.678, p.792). 


19.- Con anterioridad al CT de 1992, la 
conciliación estaba a cargo de las auto- 
ridades administrativas de trabajo. Ac- 
tualmente, está a cargo de los tribunales 
de trabajo. La SCJ juzgó que la querella 
ante el Departamento de Trabajo inte- 
rrumpe la prescripción. Esta comienza a 
correr de nuevo a partir de la solución 
final que ese departamento le da al 
asunto, o sea, con el levantamiento del 
acta de no acuerdo o no comparecencia 
(Sent. del 24 de julio de 1974, B.J.764, 
p.2095). 


PRESCRIPCIÓN 


20.- Con el depósito de una solicitud de 
fijación de audiencia en un tribunal dis- 
tinto a la corte que debe conocer del 
recurso de apelación no se interrumpe el 
plazo de la prescripción. (Sentencia No. 
7 del 19 de enero del 2000 B.J. No. 1070, 
p.424.) 
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TITULO XII 


DE LA APLICACIÓN DEL DERECHO COMÚN EN MATERIA 
DE ORGANIZACIÓN JUDICIAL, COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO 


Art.706.- “Son comunes a los tribu- 
nales de trabajo, en cuanto sean com- 
patibles con la organización y com- 
petencia de éstos, las disposiciones de 
los artículos 1 al 10, 14 al 20 y 24 al 
26, todos inclusive, de la ley de Orga- 
nización Judicial, así como las de los 
capítulos Ill, IV, VI, X, XX, XXII y XXIII 
de la misma ley, con las modalidades 
que se especifican a continuación: 


Habrá un juzgado de trabajo en el 
Distrito Nacional, dividido en seis sa- 
las y un juzgado de trabajo en el Dis- 
trito Judicial de Santiago dividido en 
dos salas. 


Cada sala estará presidida por un juez 
que impartirá justicia conforme a las 
disposiciones de este Código. 


El juzgado de trabajo tendrá un juez 
presidente cuyas atribuciones, además 
de las previstas en otras disposiciones 
de este Código, son: 


1) Asignar las demandas, rotativa y 
cronológicamente, a cada sala del juz- 
gado; 


2) Ejercer las funciones administrativas 
propias del juzgado; 


3) Conocer de las ejecuciones de las sen- 
tencias; 


4) Suplir las ausencias temporales de 
cualquier juez presidente de sala del 
juzgado de trabajo; 


5) Mantener la vigilancia necesaria 
para que los jueces presidentes cum- 
plan con las obligaciones que les corres- 
ponden. 


Habrá una corte de trabajo en el Distri- 
to Nacional con dos salas y una corte de 
trabajo en el Departamento Judicial de 
Santiago. 


Las disposiciones del párrafo preceden- 
te relativas al presidente del juzgado de 
trabajo y a los jueces presidentes de sa- 
las, se declaran comunes al presidente 
de la corte y a los jueces presidentes de 
las salas de la Corte de Trabajo del Dis- 
trito Nacional”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-2 Facultades del juez 
Comentarios, 3-9 -presidente, 13-17 
El Art.667 y el Art.706 del 
Código de Trabajo, 18-23 


Jurisprudencia, 24 


Doctrina 
De los Juzgados y Cortes 
de Trabajo, 10-12 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.663 del 
CT de 1951, al que se añadieron los pá- 
rrafos. 


2.- Hasta el CT de 1992, actuaban como 
tribunales de trabajo los juzgados de paz 
de trabajo (en Santiago y en el Distrito 
Nacional), y la cámara de trabajo dentro 
del juzgado de primera instancia en el 
Distrito Nacional. La Ley 2-91 del 23 de 
enero de 1991, derogó el Art.691 del CT 
de 1951, y, consecuentemente, dispuso 
la entrada en funcionamiento de los tri- 
bunales y cortes de trabajo previstas en 
dicho código “a partir de la aprobación 
del presupuesto de ingresos y Ley de Gas- 
tos Públicos de la Nación para el año 
1991”. Pero esta ley no fue promulgada 
ese año, en el cual el gobierno trabajó 
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en base al presupuesto del año anterior. 
Por consiguiente, la disposición preceden- 
temente dicha quedó sin efecto por tal 
motivo. El Art.2 de la referida ley esta- 
blece “un juzgado de trabajo en cada 
distrito judicial del país y una corte de 
trabajo en cada departamento judicial”. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal inicia las normas del 
Título XII del Libro Séptimo denominado 
“De la aplicación del derecho común en 
materia de organización judicial, en ma- 
teria de organización judicial, competen- 
cia y procedimiento”. 


4.- En su parte inicial hace común a los 
tribunales de trabajo, en cuanto sea com- 
patible con la organización y competen- 
cia de éstos, las disposiciones de la Ley 
de Organización Judicial (Ley No.821 del 
21 de noviembre de 1927, Gaceta Ofi- 
cial No.3921), y sus modificaciones rela- 
tivas a: 1) las condiciones requeridas para 
ser juez o desempeñar un cargo judicial 
(Art.1) ; 2) la juramentación previa para 
desempeñar dichas funciones (Art.2); 3) 
establecer residencia en el lugar donde 
desempeña sus funciones (Art.3 modifi- 
cado por la Ley 962 de 1928, G.0.3978); 
4) las funciones incompatibles con el car- 
go ¡judicial desempeñado (Art.4); 5) las 
incompatibilidades de carácter familiar 
(Art.5, modificado por la Ley No.481 de 
1941, G.0.5606); 6) las incompatibilida- 
des propias de la condición de juez (no 
ejercer la profesión de abogado, ni otra 
que le distraiga del cumplimiento de sus 
deberes, o que sea incompatible con la 
dignidad del cargo), con excepción de sus 
causas personales, siempre que no sea 
ante el tribunal en donde ejercen sus fun- 
ciones (Art.6, modificado por la Ley 962 
de 1928, G.0.3978); 7) las situaciones 
sub-júdice (Art.7); 8) la prohibición de 
dar consultas en asuntos jurídicos, de ca- 
rácter contencioso o que puedan adqui- 
rir ese carácter pudiendo, no obstante, 
desempeñar funciones honoríficas siem- 


pre que no se refieran a asuntos que pue- 
dan adquirir carácter contencioso o que 
pudieran caer bajo la competencia de di- 
cho juez (Art.8, modificado por la Ley 511 
de 1941, G.0.5620); 9) la obligación de 
asistir regular y puntualmente a su tra- 
bajo (Art.9); 10) la independencia del juez 
(frente a otros jueces y respecto de cual- 
quier otra autoridad) en cuanto al ejerci- 
cio de sus funciones aunque están some- 
tidos al poder disciplinario previsto en la 
mencionada ley de organización judicial 
y sus modificaciones (Art.10). 


5.- También son aplicables a los tribuna- 
les de trabajo, las disposiciones de la men- 
cionada Ley de Organización Judicial y sus 
modificaciones, relativas: 11) al orden de 
despacho de los asuntos judiciales (Art. 1 4); 
12) a la notificación de actos judiciales en 
los días de fiesta o vacaciones ¡judiciales 
(Art.15, modificado por la Ley 962 de 
1928, G.0.3978); 13) a las horas de tra- 
bajo de las oficinas y tribunales incluyen- 
do el trabajo en horas extraordinarias 
cuando convenga al interés de la justicia 
(Art.16, modificado por la Ley 12 de 1942, 
G.0.5758); 14) al carácter público de las 
audiencias, salvo las excepciones previs- 
tas por la ley, así como el hecho de que la 
sentencia será dictada en audiencia pú- 
blica (Art.17); 15) a los libros que se usen 
en los tribunales u oficinas judiciales 
(Art.18); 16) a la facultad de emitir copias 
o duplicados de las sentencias y de los 
requisitos que deben cumplirse al respec- 
to, incluyendo la formación de un proto- 
colo anual de duplicados con las mencio- 
nes que debe contener y necesarios para 
su mejor mantenimiento (Art.19, modifi- 
cado por la Ley 4467 de 1956, G.0.7973); 
17) los libros judiciales y las menciones 
que deben contener (Art.20). 


6.- Igualmente, es común a los tribuna- 
les de trabajo: 17) la formalidad del re- 
gistro de las sentencias, autos, ordenan- 
zas y cualesquiera otros actos judiciales 
de que trata el Art.24 de la Ley de Orga- 
nización Judicial, modificada por la Ley 
735 de 1934, G.0.4704; 18) las disposi- 
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ciones relativas al uso de la bandera en 
los tribunales y oficinas judiciales (Art.26). 


7.- También son aplicables a los tribuna- 
les de trabajo, con la limitación señalada 
precedentemente, las disposiciones de los 
capítulos III, IV, VI, X, XX, XXII y XXIII de la 
ley 821ly sus modificaciones, de 21 de 
noviembre de 1927 (G.0.3921), de Or- 
ganización Judicial relativos respectiva- 
mente a: Cortes de Apelación; Presiden- 
tes de las Cortes; los Juzgados de Primera 
Instancia; los Secretarios; la Disciplina 
Judicial, las Vacaciones y Licencias, las 
Disposiciones Generales. 


8.- También son aplicables las disposicio- 
nes de la Ley 327-98 de Carrera Judicial, 
del 11 de agosto de 1998 (G.O. 9994). 


9.- Los Arts.4 y 5 de la citada Ley 2-91 
del 23 de enero de 1991 establecen, res- 
pectivamente, el derecho de la parte más 
diligente de solicitar a la SCJ cuando “los 
tribunales o cortes de trabajo no fallaran 
los asuntos sometidos a su consideración” 
en un término no mayor de un mes a 
partir de la fecha en que el caso haya 
quedado en estado de fallo, que el caso 
sea endosado a otra jurisdicción del mis- 
mo grado y considera falta grave en el 
ejercicio de sus funciones, el hecho de 
que un juzgado o corte de trabajo en 
más de dos oportunidades, la SCJ le apli- 
que lo indicado precedentemente. En es- 
tos casos, dispone el Art.5 de la indicada 
ley “se aplicará a los jueces responsables 
las penas señaladas en el Art.140 de la 
ley de Organización Judicial” y la reinci- 
dencia tendrá como pena única la desti- 
tución debiéndose seguir un juicio disci- 
plinario. (Véase Art.535 CT). 


DOCTRINA 
De Los JuzGaDOS Y CORTES DE TRABAJO 
10.- El Art.706 agrega nuevas disposi- 


ciones, consecuencia del establecimiento 
por primera vez en la República de los 
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tribunales de trabajo. Se refiere a los juz- 
gados y cortes de trabajo del Distrito 
Nacional y del Departamento Judicial de 
Santiago, y a la división de los ¡juzgado 
de trabajo en salas o cámaras con deter- 
minada competencia territorial dentro del 
distrito judicial correspondiente. Al mo- 
mento de establecerse dichos tribunales, 
debido al escaso desarrollo industrial y 
consecuentemente limitado número de 
casos, el CT de 1992 se limitó al Distrito 
Nacional y a la provincia de Santiago. 
Con posterioridad, la ley ha ido creando 
según sus necesidades, tribunales en otras 
provincias o departamentos judiciales: La 
Ley No.33-93 del 11 de mayo de 1993 
(G.0.9874) crea un juzgado de trabajo 
para conocer de los asuntos laborales en 
el distrito judicial de Monseñor Nouel 
(Bonao); La Ley No. 36-93 de 30 de di- 
ciembre de 1993 (G.0.9874) crea dos Juz- 
gados de Trabajo y una corte de trabajo 
para la provincia de San Pedro de 
Macorís; La Ley No.180-97 de 4 de sep- 
tiembre de 1997 (G.0.9963) creó un juz- 
gado de trabajo para el Distrito Judicial 
de la provincia de La Romana; La Ley 
No.187- 97 de 4 de septiembre de 1997 
crea un juzgado de trabajo para el Dis- 
trito Judicial de Puerto Plata (G.0.9963). 


11.- La Ley No.37-98 de fecha 30 de ene- 
ro de 1998 (G.0.9973) creó el juzgado 
de trabajo del Distrito Judicial de El Seibo, 
el cual funcionará en la ciudad de El 
Seibo; Ley No.168-98 de fecha 4 de ju- 
nio de 1998 (G.0.9985) crea los juzga- 
dos de trabajo de los distritos judiciales 
de Espaillat, Sánchez Ramírez y de La 
Vega, además de una corte de apelación 
de trabajo en el Departamento Judicial 
de La Vega; Ley No.343-98 de fecha 14 
de agosto de 1998 (G.0.9995) crea un 
juzgado de trabajo con dos salas para el 
distrito judicial de San Pedro de Macorís 
y una corte de trabajo para el Departa- 
mento Judicial de San Pedro de Macorís. 
Esta ley modifica el Art.1 de la Ley 36-93 
del 30 de diciembre de 1993. El juzgado 
y la corte de trabajo han sido creados 
también en el Distrito Judicial Duarte (San 
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Francisco de Macorís), al tenor de la Ley 
2-91 de 1991. 


12.- En los distritos o departamentos ju- 
diciales donde todavía no han sido crea- 
dos los tribunales de trabajo previstos en 
el CT de 1992, actúan como tribunales 
de trabajo de primer grado los juzga- 
dos de primera instancia o las cámaras 
civiles, comerciales y de trabajo donde 
los ¡juzgados de primera instancia están 
divididos en cámaras; y como tribuna- 
les de trabajo de segundo grado, las 
cortes de apelación del departamento 
judicial correspondiente, las cuales ac- 
túan como cortes de trabajo. En ambos 
casos, se aplica el procedimiento pre- 
visto en el CT. 


FACULTADES DEL JUEZ -PRESIDENTE 


13.- El Art.706 contiene también otras 
disposiciones que en parte coliden con 
otras previstas en el mismo código. En 
el Distrito Nacional, en el Distrito Judi- 
cial de Santiago y en otros distritos ju- 
diciales donde los tribunales de trabajo 
estén divididos en salas, este texto le- 
gal establece que cada sala estará pre- 
sidida por un ¡uez-presidente (el juzga- 
do de trabajo es un tribunal 
unipersonal) y la corte de trabajo esta- 
rá integrada por cinco jueces. Véase 
Art.473 del CT. 


14.- El Art.706 señala de modo expreso 
determinadas atribuciones del ¡uez-pre- 
sidente del juzgado de trabajo entre las 
cuales menciona: a) asignar las deman- 
das rotativa y cronológicamente a cada 
cámara o sala del juzgado; b) ejercer las 
funciones administrativas propias del tri- 
bunal; c) conocer de las ejecuciones de 
las sentencias (se refiere a las sentencias 
dictadas por dicho tribunal). Véase 
Art.663 del CT; d) suplir las ausencias 
personales de cualquier j¡uez-presidente 
de cualquier sala o juzgado y mantener 
el control sobre las actuaciones de los 
jueces que presiden las salas de juzgados 


con el propósito de que no descuiden el 
cumplimiento de sus obligaciones. 


15.- Estas disposiciones se hacen exten- 
sivas al presidente de la corte con 
repecto a los jueces presidentes de los 
juzgados de trabajo y de la cámaras o 
salas en las cuales se divide la corte de 
trabajo, sin perjuicio de las disposicio- 
nes especiales que el propio CT pone a 
cargo del presidente de la corte como 
juez de los referimientos (Véase 
Arts.666-668 del CT.). 


16.- El Art. 706 Ord. 3ero. del CT, no da 
facultad al presidente del Juzgado de Tra- 
bajo para actuar como juez de los 
referimientos ni disponer las medidas 
conservatorias necesarias y urgentes para 
prevenir un daño inminente o hacer ce- 
sar una perturbación manifiestamente, 
este texto legal no limita ni excluye la 
competencia del presidente de la Corte 
de Trabajo como juez de los Referimientos 
para disponer las medidas conservatorias 
de lugar en las situaciones fácticas de que 
trata el Art. 667 del CT. 


17.- El Art. 706 Ord 3ero. del CT, no da 
competencia al Presidente del Juzgado de 
Trabajo para, en las situaciones fácticas 
en que no existe relación de trabajo y se 
mantienen injustamente embargos e ins- 
cripción de hipoteca judicial sobre los bie- 
nes de personas a las cuales el embante 
nunca le ha prestado un servicio perso- 
nal. 


EL ArT.667 Y EL ArT.706 DEL Cópico 
DE TRABAJO 


18.- No hay que confundir las disposicio- 
nes del Art.663 con las previstas en los 
Art.706 y 667 del CT. Cabe preguntarse 
si excluye el Art.706 la intervención o 
competencia del Presidente de la Corte 
de Trabajo, como Juez de los 
Referimientos. El Juez Presidente del tri- 
bunal de primer grado no tiene calidad 
de Juez de los Referimientos en materia 
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laboral. Considerar lo contrario, entra- 
ña un desconocimiento de los 
Arts.666,667,668 y 673 del Código de 
Trabajo. Por esta misma razón, el Presi- 
dente de la Corte como juez de los 
referimientos, no puede, cuando es apo- 
derado en esta calidad, declarar su in- 
competencia y referir el caso al Juez Pre- 
sidente del tribunal de primer grado, 
apoyándose en el ordinal 3 del Art.706. 


19.- El Art. 667 del CT., no distingue en- 
tre los actos de ejecusión o de no ejecusión 
de sentencia, sino que da competencia al 
juez de los referimientos para prevenir 
un daño inminente o hacer cesar siem- 
pre una perturbación manifiestamente 
ilícita 


20.- En nuestra legislación existe una con- 
currencia de normas legales que gene- 
ran confusión y controversias. El legisla- 
dor perdió la visión de conjunto del 
articulado del Código. Cuando el Art.663 
dice que la ejecución por vía de embargo 
de las sentencias de los tribunales de tra- 
bajo, compete al tribunal de trabajo que 
dictó la sentencia, Áse refiere al tribunal 
o al presidente del tribunal?. Basados en 
el texto del Art.706, algunos juristas son 
del criterio que en primera instancia, el 
juez competente para conocer de la eje- 
cución de la sentencia, es el Presidente 
del Juzgado de Trabajo, y, en segundo 
grado, el Presidente de la Corte de Tra- 
bajo. Para otros, la ejecución por vía de 
embargo compete a “la cámara o sala 
que dictó la sentencia”. El Art.706, ord.3, 
sería la excepción. 


21.- La controversia puede solucionarse 
interpretando la parte inicial del Art.663, 
en el sentido de que se refiere al Presi- 
dente del tribunal que dictó al sentencia. 
la concurrencia de normas legales debe 
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interpretarse en el sentido “más favora- 
ble al trabajador” (VIII, PF del CT). Este 
criterio descansa también en los princi- 
pios de celeridad y simplicidad, propios 
del Derecho de Trabajo, los cuales inspi- 
ran el Art.663, que, en su último párra- 
fo, es necesario reafirmarlo, está desti- 
nado a evitar un nuevo proceso cuando 
la litis laboral ha concluido. Por eso, no 
cabe la validación del embargo retenti- 
vo, cuando se está provisto de sentencia 
con autoridad de cosa juzgada. El banco 
renuente a cumplir con al Ley o que no 
paga a presentación de dicha sentencia, 
compromete su responsabilidad. La ex- 
trema urgencia implícita en las previsio- 
nes de los Arts.663 y 667, propia de la 
connotación social y la celeridad, inhe- 
rentes al Derecho del Trabajo justifican 
como se ha dicho, estas medidas y el ré- 
gimen de los referimientos en materia de 
trabajo. 


22.- El Art. 667 del CT da competencia 
al juez de los referimientos en todos los 
casos trátase de una ejecusión de sen- 
tencia o no (v.g. embargo trabado con o 
sin autorización del juez 


23.- Véase comentarios Arts.citados pre- 
cedentemente. 


JURISPRUDENCIA 


24.- La jurisdicción de la Corte de Traba- 
jo del Departamento Judicial de San Pe- 
dro de Macorís, comprende los mismos 
Distritos Judiciales que el Art.32 de la Ley 
821, sobre Organización Judicial, atri- 
buye a la Corte de Apelación de San Pe- 
dro de Macorís, los cuales son: San Pedro 
de Macorís, El Seybo, La Romana y La 
Altagracia. (Sent. 7 julio 1999, No.3, 
B.J.1064, p.523). 
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Art.707.- “Son asímismo comunes a 
los tribunales de trabajo, en las circuns- 
tancias señaladas en el artículo 706, las 
disposiciones del Código de Procedi- 
miento Civil relativas a la verificación de 
escritura; la falsedad como incidente ci- 
vil; la designación de jueces; la 
declinatoria por causa de parentesco o 
afinidad; las acciones en responsabili- 
dad civil contra los jueces y la liquida- 
ción de daños y perjuicios”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-9 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.664 del 
CT de 1951, con una adecuación al cam- 
bio de numeración del articulado. 


COMENTARIOS 


2.- Establece de modo expreso la aplica- 
ción en materia de trabajo de disposicio- 
nes especiales del Código de Procedimien- 
to Civil: a) las relativas a verificación de 
escritura; b) la falsedad como incidente 
civil; c) la designación de jueces; d) la 
declinatoria por causa de parentesco o 
afinidad; e) las acciones en responsabili- 
dad contra los jueces; f) la liquidación de 
daños y perjuicios. 


DOCTRINA 


3.- Froilán Tavares hijo (Elementos de 
Derecho Procesal Civil Dominicano, Vol. 
Il, p.231) establece que la verificación 
de escritura es el examen que se hace 
en justicia de un acto bajo firma privada, 
con el fin de comprobar si ha sido escrito 
o firmado por la persona a quien se le 
atribuye u opone. El establecimiento de 
la sinceridad del acto bajo firma privada 


puede ser objeto de una demanda prin- 
cipal en reconocimiento de escritura. Hay 
que recurrir al procedimiento incidental 
de la verificación de escritura (Art.1323 y 
siguientes del Código Civil) si en el pro- 
ceso en reconocimiento de escritura el 
demandado niega o declara no conocer 
el escrito que se le opone, o si en un 
proceso sobre el fondo una de las partes 
niega o declara no conocer el acto bajo 
firma privada que le opone su contra- 
parte. El hecho de producir un acto bajo 
firma privada, como fundamento de una 
demanda o de una defensa, implica ne- 
cesariamente intimación a la parte con- 
traria para que acepte o no el documen- 
to; el desconocimiento del escrito conlleva 
la necesidad de su verificación, como 
medida previa para establecer si procede 
o no de la parte a quien se le opone, o 
de sus causantes. 


4.- La falsedad consiste en la alteración 
de la verdad de un escrito. Puede ser ma- 
terial o intelectual. Hay falsedad material 
cuando un escrito es confeccionado me- 
diante falsas firmas o por imitación de la 
escritura de una persona, o cuando un 
escrito ha sido alterado mediante adicio- 
nes o supresiones; hay falsedad intelec- 
tual cuando, al redactarse un acto, se es- 
criben cláusulas que no son las convenidas. 
Pueden ser falsos tanto los actos auténti- 
cos como los actos bajo firma privada. Pero 
es evidente que sólo en los primeros pue- 
den darse las dos figuras de la falsedad: 
en un acto bajo firma privada puede so- 
lamente existir la falsedad material, pues- 
to que la inserción de cláusulas no real- 
mente convenidas constituye, no una 
falsedad, sino una simulación. (Froilán 
Tavares hijo, ob.cit, p.239). 


5.- Sobre la falsedad como incidente ci- 
vil, véase Art.110 del CT. 


6.- Sobre la declinatoria por paren- 
tesco o afinidad (Froilán Tavares hijo, 
ob.cit., p.321 ver los Arts.368 y siguien- 
tes del Código de Procedimiento Civil). 
La parte interesada tiene que recurrir, en 
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este caso, al procedimiento de la recusa- 
ción, fundándose en las disposiciones del 
Art.378 ordinales lo y 2o. Véase Arts.482 
y 597 del CT relativos a la recusación en 
materia de trabajo. 


7.- La demanda en responsabilidad 
civil contra los jueces es un procedimien- 
to pautado por los Arts.505 y siguientes 
del Cód.de Proc.Civil, mediante el cual 
un litigante persigue a un juez en repa- 
ración del daño que éste, como juez, le 
ha causado. En principio, esta demanda 
tiene como única finalidad el cobro de 
una indemnización, que el juez deberá 
pagar a la parte demandante. A veces, 
sin embargo, la demanda en responsabi- 
lidad civil puede conducir a la anulación 
de ciertos actos ¡jurisdiccionales emana- 
dos del juez. La demanda en responsabi- 
lidad civil es más bien un recurso contra 
la persona del juez que un recurso dirigi- 
do contra la sentencia. (Froilán Tavares 
hijo, ob.cit., p. 322). 


8.- El procedimiento para la liquidación 
de los daños y perjuicios está prevista 
en los Arts.523 a 525 (ambos inclusive) 
del Cód. de Proc. Civil. Josserand (Dere- 
cho Civil, Tomo Il, Vol.!, p.483-484) esta- 
blece que las condiciones requeridas para 
que los daños y perjuicios sean exigibles 
son cuatro: a) es preciso que se haya su- 
frido un daño; b) este daño debe ser im- 
putable al deudor, demandado en la ac- 
ción; c) a veces, preciso, además, que ese 
deudor hay sido declarado en mora; d) 
es preciso que la responsabilidad del deu- 
dor no haya quedado descartada por una 
cláusula de no garantía. 


9.- Véase Arts.482, 597- 601 y 712 del 
CT. Véase además, Joaquín E.Ortiz Cas- 
tillo, “La Falsedad como Incidente Civil ”, 
pp.11-12. 
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Art.708.- “Se aplican a los tri- 
bunales de trabajo con carácter su- 
pletorio, las disposiciones del Có- 
digo de Procedimiento Civil sobre 
las audiencias, su publicidad y poli- 
cía y las disposiciones generales es- 
tablecidas en el Título Unico de la 
segunda parte de dicho Código”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.665 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del CT relativas a la aplicación del 
Derecho común en materia de procedi- 
miento ante los tribunales de trabajo en 
la medida en que no sean incompatibles 
“o no coliden con la organización y com- 
petencia de éstos”, particularmente con 
las disposiciones especiales previstas en 
el CT sobre las audiencias, su publicidad 
y policía. 


3.- Las disposiciones del Código de 
Procedimiento Civil sobre las audien- 
cias están previstas en los Arts.85 al 
92 ambos inclusive, y las disposicio- 
nes generales establecidas en el Títu- 
lo Unico de la segunda parte que apa- 
recen en los Art.1029 al 1040, ambos 
inclusive. 


4.- Véase IV PF del CT. 
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Art.709.- “En las materias 
enumeradas en los artículos 706 y 707, 
los procedimientos se adaptarán a la 
organización y competencia de los 
tribunales de trabajo y al propósito de 
celeridad tenido en cuenta al 
reglamentar el procedimiento ante 
dichos tribunales”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.666 del 
CT de 1951, con una adecuación al cam- 
bio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal especifica la aplica- 
ción de la organización y competencia 
de los tribunales de trabajo en los asun- 
tos de Derecho Común de que tratan los 
Arts.706 y 707. Es una reiteración de que 
la aplicación del Derecho Común tiene 
un carácter supletorio que se aplica en 
cuanto sus normas “sean compatibles con 
la organización y competencia de los tri- 
bunales de trabajo”. 


3.- También se especifica de modo expre- 
so que en estos casos la aplicación de 
tales normas deben ajustarse “al propó- 
sito de celeridad”, tenido en cuenta al 
reglamentar el procedimiento ante los tri- 
bunales de trabajo. Esta celeridad está 
prevista en la brevedad de los plazos para 
demandar, para la defensa, notificacio- 
nes de escritos y actos, dictar sentencias 
e interponer recursos y decidir los inci- 
dentes conjuntamente con el fondo, sin 
que esto signifique que la celeridad está 
por encima de las disposiciones de orden 
público del procedimiento establecido por 
el CT para la aportación de los modos de 


prueba del derecho de defensa o el debi- 
do proceso. 


4.- Sobre la aplicación supletoria del De- 
recho Común, véase IV PF del CT. 


Art.710.- “De toda sentencia sobre 
falsedad incidental se remitirá copia 
al Procurador General de la Repú- 
blica en los tres días que subsigan al 
de su pronunciamiento. 


En ningún caso bastará lo decidido 
por los tribunales de trabajo, en la 
materia mencionada en el presente 
artículo, para la persecución y juicio 
de carácter penal que pueda ser pro- 
cedente”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-8 
Comentarios, 2-3 Jurisprudencia, 9-24 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.667 del 
CT de 1951. Se sustituyó el verbo 
“obstará”, por el de “bastará”, sin que 
ello produjera ningún cambio significati- 
vo. No obstante, la Comisión redactora 
del anteproyecto de 1992, mantuvo el 
verbo “obstará”. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establece que ” en ningún caso 
obstará lo decidido por los tribunales de 
trabajo, en materia de falsedad inciden- 
tal para la persecución y juicio de carác- 
ter penal que pueda ser precedente”. 


3.- Este texto legal consagra dos disposi- 
ciones diferentes: a) dispone que de toda 
sentencia sobre falsedad incidental se re- 
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mitirá copia al Procurador General de la 
República, estableciendo el plazo para ello 
que es “en los¿res días que subsigan al 
de pronunciamiento de la sentencia”; b) 
el párrafo final establece que la decisión 
de los tribunales de trabajo en materia 
de falsedad incidental no se impone a los 
tribunales penales, esto es, que en nin- 
gún caso lo decidido por los tribunales 
de trabajo en tales asuntos bastará para 
la persecución y juicio de carácter penal 
que fuere procedente. 


DOCTRINA 


4.- El incidente en falsedad (Josserand, 
Derecho Civil, Tomo Il, Vol.l, p.137) sig- 
nifica que quien ponga en duda la exac- 
titud o sinceridad de un acto auténtico 
debe recurrir, para privarle de autoridad, 
a un procedimiento excepcional: debe 
hacer la declaración expresa de falsedad 
ante la secretaría del tribunal y entablar 
así un procedimiento que presenta para 
él dificultades y peligros particulares: la 
ley instituye una serie de formalidades y 
exige que el demandante obtenga suce- 
sivamente tres sentencias en su favor; 
debe, pues, sufrir una serie de pruebas y 
salir de ellas invariablemente triunfante 
(Cód.Pr.Civ., Arts.214 a 251); además, si 
llega a sucumbir, incurre en multa, y pue- 
de, además, ser condenado a daños y 
perjuicios respecto a su adversario (Cód. 
Pr.Civ., Art.246): el procedimiento tiene, 
pues, carácter penal. 


5.- La falsedad incidental civil, es le pro- 
cedimiento que se utiliza para hacer re- 
chazar en un proceso como falso una pie- 
za producida por una de las partes. Se 
llama falsedad incidental porque es in- 
tentada en el curso de una instancia, 
mientras que la falsedad principal es la 
acusación directa llevada por ante la ju- 
risdicción penal, contra los autores y cóm- 
plices de la falsedad. (Joaquín E.Ortiz 
Castillo, La falsedad como incidente civil, 
1993. p.11). 


6.- La falsedad da lugar a dos acciones: 
una acción principal, que es llevada ante 
la jurisdicción penal y tiene por objeto 
castigar a los autores y cómplices de la 
falsedad; y una acción incidental dirigi- 
da contra el acto mismo con el fin de 
hacer descartar la presunción de verdad 
que tiene un acto. Es llamada falsedad 
incidental porque no puede ser incoada 
más que en el curso de una instancia ya 
existente entre las partes y no se puede 
perseguir en la jurisdicción civil por vía 
de la acción principal. Se le llama ins- 
cripción en falsedad a este procedimien- 
to, porque la parte que desea atacar un 
acto como falso debe hacer una declara- 
ción formal por ante el Secretario del tri- 
bunal (Joaquín Ortiz Castillo, ob. cit., 
111). 


7.- Ortiz Castillo (ob.cit., p.12) opina que 
“cuando en el curso de un procedimiento 
de falsedad civil, se presume la culpabili- 
dad de una persona determinada y el 
Ministerio Público entiende que debe 
perseguirse por ante la jurisdicción pe- 
nal, la falsedad principal domina la inci- 
dental en virtud del principio de que: “Lo 
criminal mantiene lo civil en estado”, y el 
tribunal civil debe sobreseer el fallo so- 
bre la pieza arguida con el Art.50 del 
Código de Procedimiento Civil y por esas 
razones es que el legislador ha consa- 
grado en el Art.251 del Código de Pro- 
cedimiento Civil, que “ningún fallo de ins- 
trucción o definitivo en materia de 
falsedad incidental puede ser pronuncia- 
do sin oírse las conclusiones del Ministe- 
rio Público”. 


8.- Los Arts. 214 y siguientes del C.de 
Proce.Civil tratan del procedimiento re- 
lativo a la falsedad como incidente civil. 
El incidente de inscripción en false- 
dad (Froilán Tavares, hijo, Elementos de 
Derecho Procesal Civil Dominicano, Vol.!!!- 
IV, p.111) es regulado por los Arts.47 a 
52 de la Ley sobre Pr. de Casación, en los 
términos siguientes: Puede ser impugna- 
do por inscripción en falsedad cualquier 
documento “notificado, comunicado o 
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producido en un recurso de casación”. 
La parte que quiera inscribirse en false- 
dad deberá interpelar a su contraparte, 
por acto de abogado, para “que declare 
si persiste en hacer uso” del documento, 
o si, “por el contrario, se abstiene de ello”. 
La parte interpelada “contestará categó- 
ricamente dentro de los tres días, de un 
modo afirmativo o negativo”. Cuando la 
parte interpelada declare que no hará 
uso del documento, o no conteste dentro 
de los tres días, la SCJ decidirá, a pedi- 
mento de la parte actora, que el docu- 
mento queda desechado. Si, por el con- 
trario, la parte interpelada declara que 
hará uso del documento, su contraparte, 
previo depósito en secretaría de la suma 
de treinta pesos para responder al pago 
de la multa que pueda serle impuesta, 
solicitará por instancia dirigida a la SCJ 
que se le autorice a inscribirse en false- 
dad. Si la inscripción en falsedad es ad- 
misible, la SCJ dictará sentencia por me- 
dio de la cual designará un tribunal de 
la misma calidad que aquel de donde 
procede el fallo impugnado en casación, 
ante el cual iniciará el demandante el 
procedimiento de la inscripción en false- 
dad en la forma prescrita en el Art.218 
del C. de Pr.Civil. Si la parte demandada 
declara, en los tres días de serle notifica- 
da la sentencia de la SCJ que autorizó la 
inscripción en falsedad, que no hará uso 
del documento impugnado, éste será des- 
echado en la misma forma que si dicha 
parte hubiera procedido así desde el pri- 
mer momento. La suma depositada por 
el demandante le será devuelta si la ins- 
cripción en falsedad no es autorizada, o 
si el documento o alguno de los docu- 
mentos impugnados son declarados fal- 
sos o son desechados; pero no le es de- 
vuelta si desiste de la demanda o si 
sucumbe en el incidente. 


JURISPRUDENCIA 


9.- La querella en falsedad contra el con- 
trato de trabajo hace que el resultado 
del conocimiento de dicha querella pue- 


da tener efectos sobre la demanda inten- 
tada en pago de prestaciones laborales y 
otros derechos. (Sent. 15 abril 1998, 
No.32, B.J.1049, p.393). 


10.- Cuando se pretende que un acto es 
falso y que no es cierto que la notifica- 
ción de la sentencia se había hecho a 
través del mismo, se debe iniciar el co- 
rrespondiente procedimiento de inscrip- 
ción en falsedad para lograr su nulidad. 
(Sent. 22 abril 1998, No.52, B.J.1049, 
p.515). 


11.- Nuestros tribunales de justicia han 
juzgado que, “tanto los jueces como los 
Secretarios de los Tribunales son oficiales 
públicos competentes para comprobar, 
auténticamente, uno y otro en la senten- 
cia, y el último en las actas de audiencia, 
lo que hayan visto y oído, y que las enun- 
ciaciones referentes a ello tienen fuerza 
probante hasta inscripción en falsedad” 
(Sent. del 30 de ¡unio de 1949, B.J.467, 
p.531-537). 


12.- La mención contenida en la senten- 
cia de que fue dictada en audiencia pú- 
blica tiene fuerza probatoria hasta ins- 
cripción en falsedad (Sent. del 21 de 
febrero de 1950, B.J.475, p.120-126). 


13.- El procedimiento relativo a la false- 
dad como incidente civil (Arts.214 y si- 
guientes del Código de Proc.Civil) no es 
obligatorio; cuando el juez descubre in- 
mediatamente la verdad y se encuentra 
completamente ilustrado, puede y debe 
evitar a las partes un procedimiento in- 
útil. Esta regla se aplica lo mismo en caso 
de falsedad material, como en caso de 
falsedad intelectual (Sent. del 18 de oc- 
tubre de 1993). 


14.- En ausencia de un pedimento for- 
mal tendiente a la admisión o al rechazo 
de una demanda en falsedad incidental, 
las partes no pueden pretender que un 
tribunal ha violado el Art.218 del Cód. 
de Proced.Civil, por haber fallado la de- 
manda principal sin decidir la admisión 
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o el rechazo de una demanda en false- 
dad incidental iniciada por una de ellas. 
En el caso juzgado, por otra parte, las 
conclusiones del demandante en falsedad- 
demandado en lo principal- habían sido 
formuladas en forma tal, que no podían 
tomarse sino como un abandono o desis- 
timiento de su acción (22 de mayo de 
1936, B.J.310, p.236). 


15.- Tanto los jueces como los secretarios 
de los tribunales son oficiales públicos 
competentes para comprobar, auténtica- 
mente, uno y otro en la sentencia, y el 
último en las actas de audiencia, lo que 
hayan visto y oído, y que las enunciacio- 
nes referentes a ello tienen fuerza pro- 
bante hasta inscripción en falsedad (Cas. 
del 30 de junio de 1949; B.J.467, p.531- 
537). 


16.- Cuando se trata de un falso princi- 
pal criminal, el ministerio público puede 
requerir al juez de instrucción que abra 
la sumaria correspondiente, desde que él 
entienda que dicho crimen ha sido co- 
metido, ya que la ley no subordina el ejer- 
cicio de la acción pública en este caso al 
cumplimiento de ninguna formalidad o 
procedimiento previos (Sent. de julio de 
1958, B.J.576, p.1569). 


17.- Los tribunales no están obligados a 
ordenar el sobreseimiento de una causa, 
sino en aquellos casos que la ley lo dis- 
pone expresamente o cuando se plante 
una cuestión prejudicial (Sent. de mayo 
de 1960, B.J.598, p.1008). 


18.- Los tribunales ante los cuales es pro- 
puesta una demanda de inscripción en 
falsedad, pueden rechazarla si por apre- 
ciación de los hechos y circunstancias de 
la causa, reconocen que está desprovista 
de seriedad (Sent. de octubre de 1959, 
B.J.591, p.2188). 
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19.- No se puede impugnar eficazmente 
un acta de nacimiento pidiendo un peri- 
taje de firmas, si no se sigue el procedi- 
miento de inscripción en falsedad 
(B.J.825, p.1450). 


20.- Para acoger una demanda inci- 
dental de inscripción en falsedad, bas- 
ta que el tribunal establezca que el do- 
cumento es capaz de influir sobre la 
solución final del proceso, sin ponde- 
rar la validez del documento, lo cual 
se realizará al final del incidente 
(B.J.829, p.2659). 


21.- Cuando los jueces proceden a rea- 
lizar ellos mismos una verificación de 
firma, no están sujetos a las formali- 
dades previstas para estas medidas en 
el C.Pr.Civ., sino que forman su con- 
vicción de acuerdo con los hechos y 
documentos de la litis (B.J.899, 
p.2655). 


22.- Cuando el notario se limita a reco- 
ger las declaraciones del compareciente, 
sin comprobar los hechos personalmen- 
te, su acto carece de valor probatorio es- 
pecial y su sinceridad puede ser combati- 
da por todos los medios de prueba, incluso 
por presunciones (B.J.900, p.2741). 


23.- Los documentos con firma legaliza- 
da no obstan para que se ordene un in- 
formativo acerca de lo que las partes en- 
tendieron, porque lo único auténtico es 
el acto de legalización de firmas y por 
tanto no se necesita inscripción en false- 
dad. (B.J.728, p.2083). 


24.- Para negar la firma privada puesta 
en un documento legalizado, debe usar- 
se el procedimiento de inscripción en fal- 
sedad, pues la actuación notarial está 
protegida por la fe debida al acto autén- 
tico (B.J.746, p.178). 
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Art.711.- “Compete a los tribunales 
ordinarios el conocimiento de las in- 
fracciones penales previstas en este 
Código. 


En los casos de infracciones conexas a 
litigios en curso ante los tribunales de 
trabajo, la acción pública queda so- 
breseída hasta que dichos tribunales 
decidan definitivamente. 


La disposición que antecede es apli- 
cable a los casos de conflictos econó- 
micos sometidos a conciliación y arbi- 
traje. 


Las persecuciones y procedimientos 
penales en curso ante los tribunales 
ordinarios quedarán sobreseídos al 
iniciarse cualquier demanda ante los 
tribunales de trabajo o al promoverse 
cualquier conflicto económico, que de- 
ban ser resueltos de acuerdo con las 
disposiciones del Libro Séptimo del 
presente Código, hasta que recaiga la 
solución definitiva”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 - Acción penal, 7 
- Decisiones varias, 8 
- Conexidad, 9-11 


- Sentencia penal, 12 


Comentarios, 2-3 
Doctrina, 4-6 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.669 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que: “ni esa parte del 
Título XII (De la aplicación del derecho 
común en materia de organización judi- 
cial, competencia y procedimiento), ni en 
la que se declara que la ejecución por 
vía de embargo de las sentencias de los 


tribunales de trabajo y el conocimiento 
de las infracciones penales previstas en 
el Proyecto competen a los tribunales or- 
dinarios, requiere comentario especial, 
como lo exigen en cambio, la disposición 
el artículo 669 (hoy 711) según el cual, 
en los casos de infracciones conexas a 
litigios en curso ante los tribunales de 
trabajo, la acción pública queda so- 
breseída hasta que dichos tribunales 
decidan definitivamente. Se ha tenido 
en cuenta al consignarse esta disposición, 
el carácter de orden público dominante 
en el derecho del trabajo, y, además, con 
las exigencias de una justicia rápida en 
materia de conflictos de trabajo. 


3.- Este texto legal contiene varias dispo- 
siciones que se apartan del Derecho Co- 
mún: a) Atribuye competencia a los tri- 
bunales ordinarios para el conocimiento 
de las infracciones penales previstas en 
el CT. Esta norma se completa con las 
disposiciones del Art.715 del CT, según 
las cuales la aplicación de las sanciones 
penales establecidas en el CT y sus regla- 
mentos “está a cargo de los Juzgados de 
Paz”. Se trata del juzgado de paz del do- 
micilio de la persona demandada. El pro- 
cedimiento aplicable es el procedimiento 
que rige ante los Juzgados de Paz, no los 
procedimientos establecidos en el CT; b) 
Lo laboral mantiene lo penal en estado. 
Se trata de un cambio radical. Es de prin- 
cipio lo contrario: lo civil mantiene lo pe- 
nal en estado, pero conforme al primer 
párrafo del Art.711 “la acción pública 
queda sobreseída” hasta que los tribuna- 
les de trabajo decidan definitivamente 
sobre los litigios conexos en curso ante 
los mismos. Es necesario siempre la 
conexidad para la aplicación de esta re- 
gla, y es la única condición que la ley 
establece. 


DOCTRINA 


4.- Rafael Alburquerque (Procedimiento 
Laboral, p.30) establece que “el propósi- 
to esencial de la norma es evitar que la 
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¡jurisdicción penal pueda sancionar una 
infracción prevista en el Código de Tra- 
bajo antes de que la misma haya sido 
formalmente tipificada por el tribunal de 
trabajo que conoce la demanda funda- 
mentada en el hecho ilícito. Si es ésta la 
ratio legis de la norma, debe necesaria- 
mente concluirse que la regla “lo laboral 
mantiene en estado lo penal”, sólo pue- 
de aplicarse si se presentan dos condicio- 
nes: 1) que se trate de una infracción 
penal prevista en el Código de Trabajo y, 
b) que haya conexidad entre esta infrac- 
ción penal y un litigio en curso ante los 
tribunales de trabajo (Art.711, párrafo 
segundo). A falta de una cualquiera de 
estas dos condiciones, la regla deja de 
tener aplicación. 


5.- La ley no establece esta limitación sino 
que exige como única condición para la 
aplicación de esta regla, la conexidad 
entre las infracciones (violación de dis- 
posiciones del CT castigadas penalmente), 
y los litigios en curso ante los tribunales 
de trabajo. 


6.- Pero el párrafo final del Art.711 trata 
de “las persecuciones y procedimientos 
penales en curso ante los tribunales ordi- 
narios” lo que da a entender que el 
Art.711 se extiende a otros procesos dis- 
tintos del caso de las infracciones conexas; 
tal sería el caso de acciones provenientes 
de hechos castigados penalmente con 
motivo de una huelga o el uso de docu- 
mentos falsos, o la alteración de docu- 
mentos públicos o privados, como actas 
de nacimiento de defunción de esposa, 
padres, hijos de los trabajadores, presen- 
tados al empleador para obtener benefi- 
cios que en tales casos reconoce la ley o 
el pacto colectivo. Lo contrario sería ad- 
mitir una duplicidad de textos en el mis- 
mo sentido. ¿La disposición que sobre la 
falsedad incidental prevé el Art.709, se- 
gún la cual en ningún caso bastará lo 
decidido por los tribunales de trabajo para 
la persecución y juicio de carácter penal 
que fuere procedente, se aplicará en es- 
tos casos? El párrafo final hace extensiva 
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la mencionada disposición a las persecu- 
ciones y procedimientos penales en curso 
ante los tribunales ordinarios cuando se 
inicia una demanda ante los tribunales 
de trabajo, al proveerse cualquier con- 
flicto económico que deba ser resuelto 
conforme a las reglas relativas al proce- 
dimiento para la solución de los conflic- 
tos económicos y hasta que recaiga la 
solución definitiva (Arts. 674 y siguientes 
del CT). En estos casos, como en cual- 
quier otro, la persecución y los procedi- 
mientos penales quedan sobreseidos por 
la conexidad con el litigio o conflicto la- 
boral del cual conocen o están apodera- 
dos los juzgados de trabajo, las autori- 
dades administrativas de trabajo o los 
árbitros. Se ha querido desactivar el peli- 
gro que representa el principio de Dere- 
cho Común de que lo penal mantiene lo 
civil en estado, del cual podría hacerse 
uso abusivo e inescrupuloso con motivo 
de cualquier reclamación en pago de de- 
rechos y prestaciones laborales o en oca- 
sión de un conflicto económico (presenta- 
ción de un pliego de condiciones de 
trabajo), tomando en cuenta además, el 
carácter de orden público dominante en 
el Derecho de Trabajo y la necesidad de 
una justicia rápida en materia de trabajo. 


JURISPRUDENCIA 


ACCIÓN PENAL 


7.- El hecho de que las disposiciones el 
artículo 711 del Código de Trabajo no 
sean aplicables en un caso determinado, 
no implica que la jurisdiccion laboral deba 
ser sobreseida hasta tanto sea tomada la 
decision penal, pues dicho artículo persi- 
gue que la actuación de los tribunales 
laborales no se detenga frente a las ac- 
ciones penales que pudieren ser ejerci- 
das contra los trabajadores o empleado- 
res, en casos donde hubiere conexidad y 
la decisión del aspecto laboral tiene pre- 
dominio sobre la cuestion represiva. (Sent. 
No. 3 del 19 de enero del 2000 B. J. 
1070, p. 400). 
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DECISIONES VARIAS 


8.- La sentencia penal laboral será siem- 
pre impugnable mediante el recurso de 
apelación, lo que conlleva la suspensión 
de la ejecución de la sentencia, según los 
Arts.167 y 203 del Código de Procedi- 
miento Criminal (Domingo Gil, ob.cit., 
p.114). 


CONEXIDAD 


9.- El principio lo criminal mantiene lo 
civil en estado “se limita a los casos en 
que la solución de una cuestión de ca- 
rácter civil depende estrictamente de la 
solución de una cuestión penal; pero no 
alcanza el caso en el que, cual que fuere 
la solución del aspecto penal, aún cuan- 
do culminara eventualmente en la con- 
denación del empleado, esa condenación 
no borraría el hecho antijurídico en que 
incurrió la empresa recurrente, al despe- 
dir al empleado que estaba legalmente 
bajo un estado de suspensión”. (Sent. 18 
noviembre 1981, B.J.852, B.J.2702). 


10.- El decidir si las demandas son o no 
conexas es una cuestión de hecho que los 
jueces del fondo deciden soberanamente, 
escapando a la censura de la casación. 
(Cas.9 septiembre 1970, B.J.718, p.1920). 


11.- Para que se disponga el artículo 
711 del Código de Trabajo de que “las 
persecuciones y procedimientos pena- 
les en curso ante los tribunales ordi- 
narios quedarán sobreseidos al 
inciarse cualquier demanda ante los 
tribunales de trabajo...”,es necesario 
que las acciones penales sean como 
consecuencia de infracciones conexas 
a la acción laboral, derivada de la vio- 
lación al Código de Trabajo. (Sent. 
No. 3 del 19 de enero del 2000, B. J. 
1070 p. 400.) 


SENTENCIA PENAL 


12.- Aún cuando el descargo del patro- 
no estuviese fundado en la circunstancia 
de que la jurisdicción represiva entendie- 
ra que entre el trabajador y el patrono 
no existe ninguna relación contractual y 
que era un trabajador doméstico al ser- 
vicio del socio gestor, aún en ese caso, la 
autoridad de la sentencia penal no po- 
dría imponérsele a los tribunales de tra- 
bajo puesto que su fallo se limitará en 
este aspecto a determinar los caracteres 
legales de una convención considerada 
en sus efectos puramente civiles, y de lo 
cual depende fundamentalmente la suer- 
te de la demanda. (Sent. 30 marzo 1954, 
B.J.524, p.589). 
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LIBRO OCTAVO 


DE LA RESPONSABILIDAD Y LAS SANCIONES 


TITULO | 


DE LA RESPONSABILIDAD 


Art.712.- “Los empleadores, los tra- 
bajadores y los funcionarios y em- 
pleados de la Secretaría de Estado 
de Trabajo y de los tribunales de tra- 
bajo, son responsables civilmente de 
los actos que realicen en violación 
de las disposiciones de este Código, 
sin perjuicio de las sanciones pena- 
les o disciplinarias que les sean apli- 
cables. 


El demandante queda liberado de la 
prueba del perjuicio”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Gama de responsabili- 
dades, 22-25 


Responsabilidad delictual 


Comentarios, 2-4 

Doctrina 

-Consideraciones generales, 5 | - Reformas introducidas por 
-el CT de 1992, 26 


- De la exención de la prueba 


- Elementos, 6 

- Del perjuicio, 7-8 

- De la falta, 9-11 

- De la relación de 
-causalidad, 12 


- Causas eximientes 


-del perjuicio, 27-28 
-Del ejercicio de la acción, 29-30 
- Naturaleza de la acción. 
Compentencia. 
de responsabilidad, 13-15 -Procedimiento, 31-33 
- La Responsabilidad Civil 


en el CT de 1992, 16-21 


Jurisprudencia 


- Daños y Perjuicios, 34-36 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.670 del 
CT de 1951, al que se añadió que “el 
demandante queda liberado de la prue- 
ba del perjuicio”. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951, establecía que “las materias trata- 
das en el Libro Octavo se refieren en pri- 
mer término a la responsabilidad civil de 
los patronos, los trabajadores y los em- 
pleados administrativos y judiciales que 
tienen participación en las cuestiones la- 
borales, cuando realicen actos en viola- 
ción de las disposiciones del código de 
trabajo, y en segundo lugar, a las san- 
ciones penales o disciplinarias que deben 
ser impuestas por infracción de determi- 
nadas prescripciones contenidas en el 
mismo código. En cuanto a la responsa- 
bilidad civil, el Código se limita a consa- 
grar, en disposiciones precisas y adecua- 
das, los principios generales que rigen 
tan importante materia dentro del dere- 
cho común, los cuales tienen una espe- 
cial y útil aplicación en el derecho labo- 
ral. Para el conocimiento de las acciones 
derivadas de esta responsabilidad, aun- 
que no se han mantenido la competen- 
cia y el procedimiento ordinarios, tales 
acciones están sin embargo, regidas por 
el derecho civil y no por el código de tra- 
bajo. Cuando la acción es dirigida con- 
tra un funcionario o empleado de la Se- 
cretaría de Estado de Trabajo, compete 
su conocimiento a los tribunales ordina- 
rios”. 


3.- Este texto legal inicia el Libro Octavo, 
denominado “De la responsabilidad y las 
sanciones”. 
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4.- Consagra la aplicación en materia de 
trabajo de los principios de derecho co- 
mún relativos a la responsabilidad civil 
con algunos cambios que atañen al pro- 
cedimiento y la competencia. Con el CT 
de 1992, se libera al demandante de la 
prueba del perjuicio, apartándose del 
Derecho Común el citado texto legal es- 
tablece que los empleadores, trabajado- 
res y las autoridades administrativas y ju- 
diciales de trabajo, incluyendo los 
empleados de la SET y de los tribunales 
de trabajo “son responsables civilmente” 
de los actos que realicen en violación a 
las disposiciones del CT, sin perjuicio de 
las acciones penales o civiles que les sean 
aplicables. 


DOCTRINA 
CONSIDERACIONES GENERALES 


5.- Juan A.Morel (Responsabilidad Civil, 
Editorial El Tiempo, Santo Domingo 1989, 
p.3 y ss) define la responsabilidad civil 
como “la parte del derecho que trata de 
la obligación que tiene una persona de 
reparar el daño causado a otro, siempre 
que, en principio, haya cometido una fal- 
ta”. “La responsabilidad penal- continúa 
Morel- exige la indagación de la culpa- 
bilidad del agente. La civil, es indiferen- 
te a que el autor del daño sea o no mo- 
ralmente responsable. Se trata solo de 
establecer un lazo de derecho, una re- 
lación de obligación entre dos personas; 
el acreedor y el deudor. La responsabili- 
dad civil se plantea en todas las mate- 
rias que conciernen a la actividad hu- 
mana, sea en el ámbito público como 
en el privado”. 


ELEMENTOS 


6.- Tres elementos son requeridos para 
la existencia de la responsabilidad: a) el 
perjuicio; b) la falta; y c) la relación de 
causalidad. 


DEL PERJUICIO 


7.- Sea cual sea la naturaleza de la res- 
ponsabilidad, su origen o su fuente, en 
principio y tradicionalmente se requiere 
la concurrencia de dichos tres elementos. 
De ellos dependen los diferentes tipos de 
responsabilidades y el ámbito de aplica- 
ción frente a las partes y a los terceros 
(Juan A.Morel, ob.cit., p.37). Para Morel, 
el perjuicio es el más importante de estos 
tres elementos, “porque sin él, no hay 
responsabilidad civil, aún cuando exista 
una falta (Cas. 5 de febrero de 1919, 
B.J.103, p.3), y es el fundamento necesa- 
rio para la responsabilidad donde la fal- 
ta no es un elemento de la misma”. 


8.- León Sasso (Responsabilidades y San- 
ciones, V Congreso Nacional de Derecho 
de Trabajo, Santo Domingo, 1993) com- 
parte el criterio de Morel y considera el 
perjuicio como el elemento predominan- 
te. “Todas las acciones en responsabili- 
dad -dice- suponen un perjuicio”, y agre- 
ga “para algunos autores el perjuicio no 
es sino una modalidad del concepto más 
amplio del daño. Se considera el perjui- 
cio la ganancia lícita que se deja de ob- 
tener, los desméritos, los gastos que se 
ocasionan por acto y omisión de otro y 
que éste debe reparar a más del daño o 
detrimento material causado por modo 
directo”. El perjuicio debe ser personal, 
cierto, actual, directo “aún cuando el per- 
juicio sufrido por otro puede dar lugar a 
responsabilidad” y “cuando el interés fu- 
turo es cierto y no eventual, puede haber 
responsabilidad”. 


DE LA FALTA 


9.- Precisar la noción de falta- dice 
Morel (ob.cit.,p.63)- es sin duda uno 
de los problemas más delicados de la 
responsabilidad civil. El Código Civil no 
la define en ninguna parte y apenas se 
ha dado en él una ligera precisión en 
el Art.1383, declarando que la simple 
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imprudencia y la negligencia constitu- 
yen actos culposos. 


10.- Una gran parte de la doctrina defi- 
ne la falta como un hecho ilícito imputa- 
ble a su autor. Pero el concepto de ilicitud 
“no precisa en qué consiste la falta ni 
cuándo hay falta”. No es un hecho cual- 
quiera el que compromete la responsabi- 
lidad, sino un hecho culposo. Esto se des- 
prende del Art.1382 del Código Civil que 
considera la falta como una condición 
distinta del lazo de causalidad y del he- 
cho del perjuicio. 


11.- Para Morel (ob.cit., p.66, citando a 
Planiol), “la falta es la violación de una 
obligación preexistente”. 


DE LA RELACIÓN DE CAUSALIDAD 


12.- La relación de causalidad es una 
cuestión de hecho. El daño debe ser la 
consecuencia de la falta. En los casos de 
responsabilidad sin falta (teoría del ries- 
go creado), se requiere la relación de 
causalidad entre el hecho del demanda- 
do y el daño. La causalidad debe ser di- 
recta, lo que significa, según León Sasso 
(ob.cit., p.3) “que la responsabilidad es 
por los daños que son una consecuencia 
inmediata y directa del hecho perjudicial, 
pero no es necesario el contacto material 
directo con la víctima”. 


CAUSAS EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD 


13.- Es de principio, la existencia de cau- 
sas excluyentes de responsabilidad. Al de- 
mandado le bastaría establecer la exis- 
tencia de una causa extraña que ¡justifique 
su comportamiento erróneo. Esta causa 
extraña consiste: a) en el hecho de la 
víctima; b) en el hecho de un tercero; y c) 
en la fuerza mayor o el caso fortuito. 


14.- En materia delictuosa, las causas 
eximentes de responsabilidad citadas pre- 
cedentemene, tienen aplicación, pero se 


exigen ciertos caracteres especiales, como 
la exterioridad, la inestabilidad o imposi- 
bilidad absoluta para el demandado de 
actuar de otra forma, la imprevisibilidad, 
en fin, que el perjuicio haya surgido de 
una de las causas liberatorias de respon- 
sabilidad. 


15.- En materia contractual, la repara- 
ción puede ser convencional, es decir, 
el resultado del acuerdo de voluntades. 
La víctima puede renunciar a recibir una 
suma inferior al monto estimado del per- 
juicio. Se trata de las cláusulas de no 
responsabilidad y de las cláusulas de 
responsabilidad limitada, de responsa- 
bilidad abreviada y las cláusulas pena- 
les. 


La RESPONSABILIDAD CIVIL EN EL CT 
DE 1992 


16.- En cierto sentido, el CT crea una 
responsabilidad civil especial derivada del 
hecho social trabajo, la que se aparta, 
en parte, de las reglas tradicionales de la 
responsabilidad civil de derecho común. 
Pero esta responsabilidad civil especial, 
de carácter laboral, no tiene la amplitud 
de alcances que aparenta ni se aplica a 
toda la gama de responsabilidades que 
prevé el CT. 


17.- Conforme a los principios de dere- 
cho civil, existen dos tipos de responsabi- 
lidades: la contractual y la delictual. En 
términos generales, ambas están regidas 
por un principio básico: todo aquél que 
por su culpa, negligencia o imprudencia, 
o por medio de cualquier otra persona 
que se encuentre bajo su responsabili- 
dad, causa a otro un daño, debe repa- 
rarlo, sea por la violación de un contra- 
to, sea por la violación a la ley. Como en 
el derecho común, para que exista res- 
ponsabilidad civil, independientemente de 
quien cometa la falta, son necesarias: una 
falta, un perjuicio y la relación de 
causalidad entre los dos elementos ante- 
riores. 
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18.- En materia de trabajo, la falta pre- 
vista en el CT generadora de una acción 
en responsabilidad civil, es aquella que 
realice un empleador, un trabajador o 
un funcionario o empleado de la SET o 
de los tribunales de trabajo, en violación 
de las disposiciones del CT, pero no de 
cualquier disposición, sino de aquellas que 
entrañan una obligación determinada 
para quien la incumple o están sancio- 
nadas penalmente. Esto significa que, in- 
dependientemente de quien cometa el 
hecho, la falta en materia laboral, existe 
desde el momento en que no se cumpla 
una obligación legal o contractual deter- 
minada, o se incurra en una violación al 
CT sancionada represivamente. Basta 
examinar cuáles son las obligaciones que 
la ley laboral pone a cargo de cada una 
de dichas personas y examinar si las mis- 
mas han sido violadas y, consecuentemen- 
te, la falta existe. En el caso de emplea- 
dores, por ejemplo, el Art.15 del CT 
dispone que “Se presume, hasta prueba 
en contrario, la existencia del contrato 
de trabajo en toda relación de trabajo 
personal”. El Art.34 del CT establece que 
se presume celebrado por tiempo indefini- 
do todo contrato de trabajo. El Art.16 exi- 
me de la carga de la prueba al trabajador 
sobre los hechos que establecen documen- 
tos que el empleador, de acuerdo al CT y 
sus Reglamentos, tiene la obligación de 
comunicar, registrar y conservar, tales como 
planillas, carteles de horario vacaciones, y 
el libro de Sueldos y Jornales. 


19.- En este orden de ideas, el incumpli- 
miento de las obligaciones en que incu- 
rra el empleador en ocasión del contrato 
de trabajo, cuya existencia no tiene que 
ser probada por el trabajador (existencia 
del contrato, su naturaleza, duración, el 
tiempo de servicio, el salario, etc.), cons- 
tituye una falta que podría comprometer 
su responsabilidad civil. Se trata de la 
inversión del fardo de la prueba. En este 
punto, el CT se aparta del derecho co- 
mún. Así, v.g. el hecho de no llevar pla- 
nillas del personal, aún cuando esta vio- 
lación no sea intencional, conlleva la 


existencia de una falta susceptible de com- 
prometer la responsabilidad civil del 
empleador. Pero cabe reiterar, que la pre- 
sunción legal del Art.16 es una presun- 
ción juris tantum. 


20.- Si bien es cierto que el legislador en 
el Art.712 del CT exonera al demandan- 
te de la prueba del perjuicio. Se trata 
también de otra presunción juris tantum, 
que, hay que interpretar en un sentido 
restrictivo, pues dicha presunción no com- 
prende el monto del perjuicio pretendi- 
do. Por eso el juez debe ponderar los ele- 
mentos constitutivos del perjuicio para 
estar en condiciones de determinar su 
monto y los alcances del mismo. La falta 
y la relación de causalidad no se presu- 
men. Corresponde entonces al deman- 
dante la prueba de los mismos al tenor 
del principio general del Art.1315 del 
Código Civil, para una aplicación correcta 
de la ley. 


21.- La liberación de la prueba del per- 
juicio no se aplica a toda la gama de 
responsabilidades que prevé el CT. Se con- 
creta exclusivamente a la responsabilidad 
civil delictual prevista en el Art.712 del 
CT. Cabe ponderar también, el tipo de 
persona que es la parte demandada, por- 
que si se trata de una persona moral (sin- 
dicato o una compañía por acciones), el 
perjuicio moral no existe, y, por lo tanto, 
no se presume. Aunque se presuma el 
perjuicio, la falta de uno de los otros dos 
elementos constitutivos de la responsabi- 
lidad civil, es susceptible de excluir ésta, 
particularmente cuando se establezca que 
los elementos del perjuicio no tienen re- 
lación alguna con la falta, o cuando la 
relación de causalidad no sea la conse- 
cuencia directa y exclusiva de la falta, o 
cuando ésta no haya sido probada o no 
exista en la especie juzgada. 


GAMA DE RESPONSABILIDADES 


22.- La responsabilidad civil aparece di- 
seminada en el articulado del CT aunque 
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dedica y denomina su Libro VIII “De la 
responsabilidad y las sanciones”. Si bien 
el Art.712 se refiere literalmente a la res- 
ponsabilidad civil “de los actos que reali- 
cen en violación a las disposiciones de 
este código”, no todas las disposiciones 
del CT son susceptibles de generar res- 
ponsabilidad civil ni están castigadas 
penalmente, incluso, algunas como los 
Arts.2, 3 y 5 del CT, consagran respecti- 
vamente el concepto de empleador, el 
concepto de trabajador, la definición de 
empresa y establecimiento y quiénes es- 
capan al ámbito de aplicación del CT. La 
misma circunstancia de que el CT consa- 
gra en otros textos, otros tipos de accio- 
nes en responsabilidad civil confirma que 
la responsabilidad de que trata el Libro 
Vill es la responsabilidad de carácter in- 
tencional, delictual, derivada de la viola- 
ción de las normas de trabajo sanciona- 
das penalmente. El texto del Art.712 es 
determinante en este sentido. 


23.- Pues bien, además de las previsio- 
nes del Art.712, el CT prevé la acción en 
responsabilidad civil, en los siguientes 
casos: a) faculta al juez en materia de 
referimiento (Arts.667, 672) en caso de 
daños derivados por las dificultades en 
la ejecución de las sentencias de trabajo; 
b) cuando se plantean medios de no re- 
cibir con intención dilatoria (Art.586); c) 
en caso de inadmisión del recurso de ter- 
cería (Art. 652); d) en caso de violación o 
incumplimiento del convenio colectivo 
(Arts.125,126 y 612); y e) cuando se in- 
curre en el delito de falta de pago del 
salario, aunque el Art.211 del CT no lo 
establece expresamente. Pero, en este 
caso, la acción civil es accesoria a la ac- 
ción pública. 


24.- La jurisprudencia de la Corte de 
Casación ha admitido también la acción 
civil, independiente de las prestaciones 
laborales, en caso de violación o incum- 
plimiento de las condiciones pactadas en 
el contrato individual (Sent. 29 de julio 
de 1983, B.J.872, p.2072). Además, la 
acción civil en reparación de daños y per- 
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juicios también es pertinente, en los ca- 
sos de desahucio o despido, cuando la 
ley no permite el ejercicio de este dere- 
cho y el empleador no reintegra o no 
paga el salario al trabajador o trabaja- 
dora desahuciada o despedida y al tenor 
del Art.75, in fine, en caso de piratería 
profesional. 


25.- El Art.86 prevé también una sanción 
civil, con carácter reparatorio, consisten- 
te en un día de salario por cada día de 
retardo en el incumplimiento del pago 
de la indemnización por omisión del 
preaviso y de la indemnización del auxi- 
lio de cesantía. Como se observa, se tra- 
ta de una gama de responsabilidades. 


RESPONSABILIDAD DELICTUAL 


REFORMAS INTRODUCIDAS POR EL CT DE 
1992 


26.- Dos de los cambios más importantes 
que introduce el CT de 1992, son: a) el 
demandante está liberado de la prueba 
del perjuicio (Art.712) y b) la acción civil 
se puede llevar accesoriamente a la ac- 
ción pública. Una tercera innovación con- 
siste en el abogado al servicio de la SET 
como Ministerio Público, para actuar en 
estos casos (Art.715). 


DE LA EXENCIÓN DE LA PRUEBA DEL 
PERJUICIO 


27.- La liberación para el demandante 
de la prueba del perjuicio, es una inno- 
vación que, en principio, rompe las re- 
glas tradicionales de la responsabilidad 
civil. Pero se trata de una innovación li- 
mitada a la responsabilidad delictual de 
que tratan los Arts.712 y siguientes del 
CT. No se extiende a la responsabilidad 
contractual ni a las demás responsabili- 
dades de que trata el CT. Ni siquiera a la 
responsabilidad delictual derivada de la 
violación el Art.211 del CT, que está so- 
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metida a un régimen especial que esca- 
pa incluso, a la competencia y al proce- 
dimiento de los tribunales de trabajo. En 
todas estas responsabilidades de que tra- 
ta el CT, con excepción de la prevista en 
el Art.712, corresponde al demandante 
la prueba del perjuicio y de sus elemen- 
tos constitutivos, los cuales, conforme al 
Art.1149 del Código Civil son: las pérdi- 
das sufridas (damnum emergens) y las 
ganancias dejadas de percibir (lucrum 
cessans). 


28.- Nadie discute la necesidad de un 
perjuicio para que haya responsabilidad 
y tradicionalmente y en todas las partes, 
la prueba del perjuicio corresponde al 
demandante. El CT de 1992 constituye 
una excepción (inversión del fardo de la 
prueba de la existencia del perjuicio), al 
fardo de la prueba del perjuicio, a cargo 
de la demandada. Ya, en su Art.16, di- 
cho Código había invertido, limitativam- 
nete, la carga de la prueba. La prevista 
en el Art.712 tiene una justificación. El 
CT de 1951 establecía un tipo de sanción 
a la violación de las normas de trabajo 
castigadas represivamente, distinto al sis- 
tema actual. Debido a que dichas san- 
ciones consistían en multas que, por su 
monto fijo, con la depreciación constan- 
te de la moneda nacional, constituían 
propiamente un incentivo para la infrac- 
ción a la ley, la Comisión Redactora del 
anteproyecto del CT de 1992, introdujo 
el texto que consagra la responsabilidad 
civil cuya fuente era la violación volunta- 
ria o intencional de las normas de traba- 
jo, la inversión en el fardo de la prueba 
del perjuicio, a modo de impedir o coac- 
cionar legalmente al transgresor de la 
norma, para que no incurriera en la fal- 
ta. En ningún momento la intención de 
los redactores de tal innovación, fue dar- 
le su carácter general a la misma, apli- 
cable a toda la gama de responsabilida- 
des civiles establecidas en el CT. Por eso, 
se incluyó dicha innovación en el texto 
del Art.712 que trata de un tipo específi- 
co de responsabilidad. Cuando, poste- 
riormente, se cambia el régimen de las 


sanciones penales, se mantiene la citada 
innovación, pero con ello no se altera su 
alcance limitado. 


QUIÉN PUEDE EJERCER LA ACCIÓN. 
CONTRA QUIÉN SE PUEDE EJERCER 


29.- Toda persona, con interés legítimo, que 
haya sufrido un perjuicio por la inobser- 
vancia o el incumplimiento de una norma 
de trabajo, tiene derecho a interponer una 
acción en reparación del daño sufrido. 


30.- En materia de trabajo, los 
empleadores, los trabajadores, los fun- 
cionarios y empleados de la SET y de los 
tribunales de trabajo, pueden compro- 
meter su responsabilidad civil, sin perjui- 
cio de las sanciones penales y disciplina- 
rias que fueren pertinentes. La acción 
puede ser incoada incluso contra un sin- 
dicato que haya desconocido las normas 
de trabajo. 


NATURALEZA DE LA ACCIÓN. 
COMPENTENCIA. 


PROCEDIMIENTO 


31.- La acción en responsabilidad de que 
trata el Art.712 es de naturaleza civil. Lo 
que cambia es la compentencia del tri- 
bunal y el procedimiento. Esto lo estable- 
ce el Art.713. Cuando la acción civil pre- 
vista en dicho artículo se ejerce 
accesoriamente a la acción pública, el pro- 
cedimiento es el correspondiente al tri- 
bunal competente: el juzgado de paz. 
Cuando la acción es promovida contra 
empleadores, trabajadores, sindicatos y 
empleados de los tribunales de trabajo, 
compete a los tribunales de trabajo el 
conocimiento y decisión de dicha acción, 
conforme al procedimiento propio de es- 
tos tribunales. 


32.- Cuando la acción en responsabili- 
dad civil prevista en el Art.712 del CT es 
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promovida contra funcionarios y emplea- 
dos de la SET, compete el conocimiento 
de la misma a los tribunales ordinarios, 
según la categoría o cargo desempeña- 
do. Así, por ejemplo, si es promovida con- 
tra el SET, el tribunal competente es la 
Suprema Corte de Justicia. Contra este 
funcionario puede incoarse también una 
acción penal por abuso de autoridad al 
tenor del Art.185, in fine, del Código Pe- 
nal, v.g., cuando se niega a refrendar 
una resolución del CNS, o a expedir u 
ordenar la expedición de una certifica- 
ción necesaria, por ejemplo, para esta- 
blecer el hecho del incumplimiento de las 
formalidades requeridas por el Art.411 
para la legalidad de una huelga, o cuan- 
do se niega entregar, ordena la entrega 
o no entrega, de documentos como los 
constitutivos de un sindicato o relativos 
al incumplimiento del citado Art.411, pre- 
via solicitud o requerimiento formal de 
entrega. Una acción en responsabilidad 
contra el Director General de Trabajo 
podría provenir de la reparación de los 
daños sufridos por no dictar en el plazo 
legal una resolución sobre suspensión de 
contratos individuales de trabajo. 


33.- Véase Art.211, 715 y demás textos 
legales precitados. 


JURISPRUDENCIA 
Daños Y PERJUICIOS 


34.- La indemnización irrazonable da lu- 
gar a motivos particulares. (Sent. Marzo 
1979, B.J.820, p.515). 


35.- El incumplimiento de hacer o no ha- 
cer se resuelve sólo en daños y perjuicios. 
(Sent. 24 mayo 1967, B.J.678, p.880). 


36.- Los hechos y circunstancias que ro- 
dean la terminación del contrato de tra- 
bajo pueden ocasionar daños al trabaja- 
dor, cuya reparación no está contemplada 
por el referido artículo, sino por el artí- 
culo 712 del Código de Trabajo, el cual 
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se corresponde con el mandato del VI 
Principio fundamental del mismo Códi- 
go, que declara ilícito el abuso de los 
derechos. (Sentencia No.31 del 22 de sep- 
tiembre de 1999, B. J. 1066 p.812). 


Art.713.- “La responsabilidad civil 
de las personas mencionadas en el 
artículo 712 está regida por el dere- 
cho civil, salvo disposición contraria 
del presente Código. 


Compete a los tribunales de trabajo 
conocer de las acciones de esta espe- 
cie cuando sean promovidas contra 
empleadores, trabajadores o emplea- 
dos de dichos tribunales. 


Compete el conocimiento de ellas a los 
tribunales ordinarios cuando sean 
promovidas contra funcionarios o em- 
pleados de la Secretaría de Estado de 
Trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Daños y Perjuicios, 5 


- Responsabilidad Civil, 6 


Comentarios, 2-4 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.671 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la com- 
petencia y consecuentemente, al pro- 
cedimiento aplicable a la responsabi- 
lidad civil que consagra el Art.712 del 
CT. Dispone que dicha responsabilidad 
está regida por el derecho común “sal- 
vo disposición contraria del presente 
código” (relativa a la competencia y 
el procedimiento y al hecho de liberar 
al demandante de la prueba del per- 
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juicio). Consagra la competencia de los 
tribunales de trabajo para conocer de 
esta acción civil cuando sea promovi- 
da contra los empleadores, trabajado- 
res y empleados de los tribunales de 
trabajo. 


3.- El párrafo final establece la com- 
petencia de los tribunales ordinarios 
cuando la acción civil sea promovida 
contra funcionarios o empleados sde 
la SET. La acción civil se puede prose- 
guir conjuntamente con la acción pú- 
blica. 


4.- Véase comentarios Art.712 CT. 


JURISPRUDENCIA 
Daños Y PERJUICIOS 


5.- Los tribunales de trabajo son compe- 
tentes para conocer la demanda en res- 
ponsabilidad civil basada en la violación 
del CT. (Sent. Febrero 1970, B.J.711, p.299). 


RESPONSABILIDAD CIVIL 


6.- La mención expresa del artículo 713 de 
que las acciones en responsabilidad civil se- 
rán conocidas por los tribunales de trabajo, 
no implica que en el régimen del Código de 
Trabajo del año 1951 ese conocimiento co- 
rrespondiera a otra legislación. (Sent. 10 
junio 1998, No.25, B.J.1051, p.426). 
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TITULO Il 


DE LAS SANCIONES 


Art.714.- “Las sanciones por violación 
de las disposiciones de este Código, pue- 
den ser penales o disciplinarias. 


Las sanciones penales se aplican a 
empleadores y trabajadores. 


Las sanciones disciplinarias se apli- 
can a los funcionarios y empleados de 
la Secretaría de Estado de Trabajo y 
de los tribunales de trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Sanciones disciplinarias con- 


Comentarios , 2-9 tra los funcionarios encarga- 
Doctrina dos de la aplicación de la ley 
Clasificación de sanciones, 10 de trabajo, 25-26 

De las sanciones penales, 27 


- Finalidad, 28 


De las Sanciones Civiles, 11 
Sanción de nulidad, 12-13 
Sanciones civiles indirectas Límites y alcance de la san- 
o implícitas, 14-15 ción penal laboral, 29-30 
Indemnización adicional, 16-19| - Textos que prevén las san- 
De las Sanciones ciones |penales, 31 
Disciplinarias Reformas introducidas por 
Sanciones disciplinarias del -el CT de 1992, 32 
empleador, 20-24 Jurisprudencia 

De la acción civil, 33 


- Querella, 34 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.672 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “las sanciones han 
sido divididas en penales y disciplinarias. 
Las primeras se aplican exclusivamente a 
los patronos y trabajadores, y las segun- 


das a los funcionarios y empleados ad- 
ministrativos o judiciales que tengan que 
realizar determinadas actuaciones en ra- 
zón de disposiciones legales, reglamen- 
tarias o internas”. 


3.- Este texto legal inicia las normas rela- 
tivas a las sanciones previstas en el CT. Se 
refiere a las sanciones penales y a las dis- 
ciplinarias. Las sanciones civiles están dis- 
persas en todo el articulado del Código. 


4.- El Art.714 establece a quiénes se apli- 
can las sanciones penales y a qué perso- 
nas o funcionarios las sanciones discipli- 
narias. Las primeras recaerán sobre 
empleadores y trabajadores y las segun- 
das sobre los funcionarios de la SET y de 
los tribunales. 


5.- Hasta 1992, el régimen de las sancio- 
nes descansaba en el principio tradicio- 
nal “Nullum delito sine lege previa”, 
conforme al cual nadie puede ser casti- 
gado sino en virtud de una ley promul- 
gada anteriormente al delito. Con el CT 
de 1992, se abren las puertas a la 
discrecionalidad del tribunal y se esta- 
blece un sistema mediante el cual se cla- 
sifican las faltas en: leves, graves y muy 
graves, dependiendo de esta clasificación 
la sanción impuesta. Se abandona la tra- 
dición según la cual, la violación del tal 
o cual texto legal se castiga con tal san- 
ción penal. El CT de 1992 prevé, por 
ejemplo, que el desconocimiento de las 
obligaciones relativas a salarios, a la ne- 
gociación colectiva, o a la libertad sindi- 
cal se considerarán leves, graves y muy 
graves. 


6.- Se establece como sanción una multa 
más flexible que la prevista en el CT de 
1951, debido a que con el discurrir del 
tiempo y la devaluación de la moneda, el 


622 CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Art. 714 


establecimiento de un monto por ley re- 
sultaba a la postre insignificante y más 
bien un estímulo para la violación de la 
ley. Conforme a las nuevas reglas, la mul- 
ta impuesta consiste en uno o varios sa- 
larios mínimos. Se excluye de los Arts.720 
y 721 (antiguos 678 y 679) la prisión, 
aunque no se descarta totalmente, pues 
en el Art.722 se dispone que la pena de 
prisión que el Código no establece ex- 
presamente, se aplicará a los adminis- 
tradores, gerentes, representantes o per- 
sonas que tengan la dirección de la 
empresa. En la práctica, la prisión pro- 
viene indirectamente por aplicación de 
la Ley 634 del 21 de abril de 1934, sobre 
el pago y cobro de multas, cuyo artículo 
primero dispone que “todas las multas 
impuestas por los tribunales de la Repú- 
blica serán pagadas en dinero y compen- 
sadas con prisión, en caso de insolven- 
cia, a razón de un día por cada peso, 
salvo los casos previstos de otras leyes, 
sin embargo, la prisión compensatoria 
nunca podrá exceder de dos años”. No 
obstante, la Ley 634 de 1934 no debe 
aplicarse en materia de trabajo, pues se- 
ría una sanción extremadamente severa 
aún en los casos de faltas leves, sancio- 
nadas con un salario mínimo. Además, 
la referida ley se aparta de los propósitos 
y principios que informan el Derecho del 
Trabajo, salvo el caso de dolo o una ac- 
tuación dolosa debidamente juzgada y 
comprobada. 


7.- La sanción penal se aplica tanto a 
empleadores como trabajadores que 
transgredan las leyes de trabajo, y así 
lo dispone de modo expreso el Art.714, 
aunque en la práctica las autoridades 
de trabajo no acostumbran a levantar 
actas de infracción contra trabajado- 
res, y las pocas veces en que un traba- 
jador ha sido llevado ante los tribuna- 
les por transgresiones al CT castigadas 
penalmente, ha sido por iniciativa del 
empleador, lo que ha ocurrido muy ra- 
ras veces. 


8.- Sobre sanciones disciplinarias contra 
funcionarios y trabajadores de la SET y 
tribunales, véase Art.716 del CT. 


9.- Véase Arts.715 al 724 del CT. 


DOCTRINA 
P 
CLASIFICACIÓN DE LAS SANCIONES 


10.- Aunque el Art.714 del CT sólo habla 
de sanciones penales y disciplinarias, apli- 
cables estas últimas exclusivamente a fun- 
cionarios y empleados públicos, adminis- 
trativos o judiciales, encargados de la 
aplicación de las normas de trabajo, “o 
que tengan que realizar determinadas 
actuaciones en razón de disposiciones le- 
gales reglamentarias o internas”, el CT 
en otras partes de su articulado, prevé 
otros tipos de sanciones de carácter pe- 
nal y civil, e incluso, se dispone que el 
establecimiento de sanciones disciplina- 
rias impuestas por el empleador contra 
el trabajador en falta, dentro del marco 
de la empresa. De modo que las sancio- 
nes pueden ser civiles, penales, discipli- 
narias; provenir de la ley, decretos y re- 
glamentos que emanen del PE, o tener 
un carácter contractual u origen profe- 
sional (convenio colectivo o reglamento 
interno de trabajo) y sancionar los ma- 
nejos ilícitos del empleador y el incumpli- 
miento de las normas de trabajo de par- 
te de empleadores, trabajadores, 
sindicatos y funcionarios administrativos 
o judiciales encargados de la aplicación 
de la ley. 


DE Las SANCIONES CIVILES 


11.- El CT trata de las sanciones civiles 
en forma dispersa y discreta dentro de su 
articulado. Su aplicación está esencial- 
mente dominada por los principios de 
derecho común que rigen los contratos y 
obligaciones, los cuales tienen “una es- 
pecial y útil aplicación en el derecho la- 
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boral”. Las normas que regulan las con- 
diciones de trabajo y las relativas al con- 
venio colectivo son generalmente de or- 
den público. Su violación implica, que el 
régimen civil de las nulidades juega un 
papel importante en esta materia, con 
las modalidades propias del carácter y 
finalidad del derecho de trabajo. 


SANCIÓN DE NULIDAD 


12.- En este orden de ideas, cabe citar el 
V PF y el Art.106 del CT, que sancionan 
respectivamente, con la nulidad o decla- 
ran ilícitas y sin efecto jurídico válido, la 
renuncia o limitación convencional de los 
derechos reconocidos por la ley a los tra- 
bajadores, y las cláusulas del convenio 
colectivo que obliguen al empleador: 1) 
a no admitir como trabajador, sino a los 
miembros de un sindicato; 2) a preferir 
para ser contratados los miembros de un 
sindicato; 3) a despedir al trabajador que 
deje de ser miembro de un sindicato; y 4) 
a ejecutar contra el trabajador las san- 
ciones que le sean impuestas por el sindi- 
cato a que pertenezca. 


13.- También cabe mencionar el Art.121 
del CT, que considera como no escritas 
las cláusulas del contrato individual de 
trabajo “que contengan renuncia o limi- 
tación de los derechos que el convenio 
colectivo establece en favor de los traba- 
jadores de la empresa”, y la parte final 
del Art.419, que dispone que el laudo 
arbitral no producirá efecto jurídico váli- 
do cuando desconozca disposiciones le- 
gales de orden público. Así como el Art.75 
que, en determinados casos que señala, 
dispone que el desahucio (despido con 
preaviso) no surte efecto alguno y el con- 
trato se mantiene vigente. 


SANCIONES CIVILES INDIRECTAS O IMPLÍCITAS 
14.- El Art.34 del CT, crea una presun- 


ción legal del contrato de trabajo por tiem- 
po indefinido, que es una especie de san- 


ción indirecta o implícita contra la inob- 
servancia de la ley. Cuando se celebran 
contratos de trabajo por cierto tiempo o 
para una obra o servicios determinados 
fuera de los casos legalmente autoriza- 
dos, los contratos se consideran por tiem- 
po indefinido; se trata de otra sanción 
civil indirecta que consagra de modo ex- 
preso el artículo 35 del CT. 


15.- Procedimiento semejante se emplea 
en los Arts.93 y 100 del CT, para el in- 
cumplimiento de obligaciones legales de 
orden público a cargo de empleadores y 
trabajadores respectivamente. En estos 
casos, (como en la situación prevista en 
el citado Art.35), la sanción civil es seve- 
ra: se crean sendas presunciones 
irrefragables de despido y dimisión injus- 
tificadas (que no admiten la prueba en 
contrario), iidependientemente de la san- 
ción penal que conlleva la violación de 
estos textos legales (conforme a las dis- 
posiciones combinadas de los Arts.720 y 
721 del CT). 


INDEMNIZACIÓN ADICIONAL 


16.- En ocasiones, la nulidad directa o 
indirecta es desplazada por el abuso de 
derecho, el establecimiento de una indem- 
nización adicional, la prohibición del des- 
pido, la nulidad del desahucio, la garan- 
tía del empleo o la prohibición del ejercicio 
de acciones contra el trabajador. 


17.- En efecto, el VI PF del CT considera 
ilícito el abuso de los derechos. El legisla- 
dor, en la Exposición de Motivos del CT 
de 1951, opinó que la teoría del abuso 
de los derechos tiene constante aplica- 
ción en lo relativo a la resolución unila- 
teral de los contratos. El monto de la re- 
paración por la ruptura injustificada del 
contrato, está previsto por la ley (Art.95 
CT). El Art.233 del CT consagra el pago 
de una indemnización adicional en favor 
de la trabajadora despedida en estado 
de embarazo, sin participarlo previamente 
a la SET, consistente en “una suma igual 
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a los salarios que hubiera recibido la tra- 
bajadora durante cinco meses”. La juris- 
prudencia de la Corte de Casación hace 
extensiva esta sanción económica, a cual- 
quier otra forma de terminación del con- 
trato de la mujer embarazada, incluyen- 
do el desahucio. El CT declara nulo el 
desahucio durante el período de gesta- 
ción de la trabajadora y hasta tres meses 
después de la fecha del parto, y el Art.237 
le garantiza el empleo durante el des- 
canso pre y post-natal. 


18.- La nulidad del desahucio y la prohi- 
bición del despido de la mujer “por el 
hecho de estar embarazada”, la garan- 
tía de su empleo durante el descanso pre 
y post-natal y la prohibición al empleador 
de ejercer contra el trabajador, durante 
las vacaciones anuales, las acciones que 
le reconoce el CT, son igualmente medi- 
das de protección que entrañan una san- 
ción civil para el empleador, independien- 
temente de la sanción penal que sea 
pertinente. La ley dominicana no sancio- 
na el despido injustificado con el reinte- 
gro del trabajador. Así lo ha juzgado la 
Corte de Casación, estableciendo que lo 
pertinente es el pago de daños y perjui- 
cios al trabajador; que la solución que 
resulta del Art.126 del CT para el caso 
de las obligaciones de hacer o de no ha- 
cer entre empleadores y trabajadores, no 
es más que una aplicación particular del 
principio de nuestro sistema jurídico con- 
sagrado en el Art.1142 del Código Civil, 
según el cual “toda obligación de hacer 
o no hacer se resuelve en daños y perjui- 
cios”. (Sent. del 24 de mayo de 1967, 
B.J].678, p.874). Sin embargo, el CT de 
1992 admite implícitamente el reintegro 
en su Art.75, cuando declara nulo el des- 
ahucio y dispone que el contrato “se man- 
tiene vigente”. 


19.- En efecto, cuando el despido se pro- 
duce en los casos precitados, en que la 
ley preserva el empleo, declara nula y sin 
efecto alguno la terminación del contra- 
to por desahucio, o resta al empleador 
la facultad de despedir, la terminación 


del contrato es inexistente porque en ta- 
les circunstancias, no se ha producido le- 
galmente la ruptura del contrato indivi- 
dual, y, por tanto, jurídicamente, no ha 
terminado. El empleador, en estos casos, 
está obligado a admitir al trabajador (que 
legalmente no puede ni ha podido des- 
pedir) en la empresa, y a pagarle los sa- 
larios que el trabajador ha dejado de per- 
cibir por culpa de empleador. La 
imposición de un astreinte y la condena- 
ción del empleador al pago de daños y 
perjuicios (independientemente de la san- 
ción penal), son igualmente pertinentes. 


DE Las SANCIONES DISCIPLINARIAS 
SANCIONES DISCIPLINARIAS DEL EMPLEADOR 


20.- Las sanciones disciplinarias pueden 
ser, y generalmente son aplicadas a los 
trabajadores por los empleadores, den- 
tro del seno de la empresa. Frecuente- 
mente están previstas en el Reglamento 
Interior de Trabajo, o en el Manual para 
Empleados. Son establecidas por el 
empleador con el propósito de organizar 
las labores de la empresa. 


21.- Independientemente del despido por 
falta grave e inexcusable, las únicas san- 
ciones disciplinarias que el empleador 
puede imponer al trabajador, son, la 
amonestación en la empresa, la amones- 
tación ante la Sección de Apercibimiento 
del DT o ante el Representante Local de 
Trabajo, y la amonestación con la anota- 
ción de faltas con valoración de su gra- 
vedad, en el registro del trabajador. La 
suspensión disciplinaria del contrato no 
está autorizada por la ley, aunque la ju- 
risprudencia la justifica implícitamente, en 
determinados casos (Sent. del 22 de di- 
ciembre de 1954, B.J.533, pp.2566- 
2567). 


22.- Las sanciones disciplinarias del 
empleador corresponden a un derecho 
interno de la empresa, reconocido por la 
ley. Esto se explica por la situación de 
dependencia del trabajador, o el poder 
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de dirección, y disciplinario reconocidos 
al empleador. 


23.- Debido a esta peculiaridad del De- 
recho de Trabajo, la sanción disciplinaria 
del empleador predomina sobre la san- 
ción civil, a la que, en principio, despla- 
za. De ahí que las faltas cometidas por el 
trabajador entrañen sanciones disciplina- 
rias en lugar de sanciones civiles. La san- 
ción del despido disciplinario sólo está 
justificada en caso de falta grave e inex- 
cusable, prevista por la ley, que haga 
imposible la continuación de la relación 
de trabajo. 


24.- La ley (Art.130 CT) autoriza al 
empleador a formular o modificar por 
sí solo el reglamento interior de tra- 
bajo, siempre que se observen las pres- 
cripciones legales de orden público, y 
cumpla con las previsiones estableci- 
das en el Título II del Libro Segundo 
del CT (Arts.120 y siguientes de dicho 
Código). 


SANCIONES DISCIPLINARIAS CONTRA LOS 
FUNCIONARIOS ENCARGADOS DE LA 
APLICACIÓN DE LA LEY DE TRABAJO 


25.- Como se ha dicho, el CT no trata 
sistemáticamente ni establece un régimen 
de sanciones disciplinarias para los tra- 
bajadores en falta. Deja esto a la volun- 
tad del empleador. Se limita al trazar al- 
gunas normas en su artículo 42 y al 
referirse al reglamento interior del tra- 
bajo clasifica las sanciones en penales y 
disciplinarias. Pero, estas sanciones disci- 
plinarias están sujetas a que concurran 
las siguientes circunstancias: a) que la falta 
concierna a una actuación legal o regla- 
mentaria que deba ser realizada 
administrativamente; b) que la actuación 
de que se trate esté encomendada al fun- 
cionario o empleado por disposición le- 
gal, reglamentaria o de carácter interno; 
y c) que no haya causa justificativa en 


favor del funcionario o empleado 
(Art.716 CT.). 
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26.- Como ha escrito Ambrosio Alvarez 
Aybar (Política Social, 1955, p.158) “el 
Art.667 (hoy 719) del CT, señala las san- 
ciones disciplinarias aplicables a los fun- 
cionarios encargados de la aplicación de 
la ley de trabajo, según la siguiente enu- 
meración: 1) amonestación en privado; 
2) amonestación ante el personal; 3) multa 
que no puede ser mayor de veinticinco 
por ciento del sueldo mensual del funcio- 
nario o empleado; 4) suspensión tempo- 
ral del funcionario o empleado, sin dis- 
frute de sueldo, hasta por un mes; y 5) 
destitución. Esta última sanción sólo pue- 
de imponerla el Presidente de la Repúbli- 
ca”. La aplicación de estas sanciones dis- 
ciplinarias a los funcionarios y empleados 
de la SET corresponde al Secretario de 
Estado del ramo. Están sujetas a recurso 
ante el Presidente de la República. La im- 
posición de estas sanciones a los funcio- 
narios y empleados de los tribunales de 
trabajo, corresponde a los jueces de es- 
tos tribunales y no están sujetas a ningún 
recurso. 


DE LAS SANCIONES PENALES 


27.- Empleadores y trabajadores pueden 
cometer infracciones penales de derecho 
común. Pero, pueden incurrir igualmente 
en la violación de una norma de trabajo 
sancionada penalmente. La primera, no 
se trata de una infracción ni de una san- 
ción propia del Derecho de Trabajo. La 
segunda, en cambio, corresponde a esta 
disciplina jurídica. Se trata de una infrac- 
ción generalmente prevista en un texto 
del CT. Las sanciones penales por viola- 
ción o incumplimiento de la norma de 
trabajo aparecen dispersas en el CT 
(Arts.211, 720 y 721), y en algunas leyes 
especiales. 


FINALIDAD 
28.- Las sanciones penales de carácter 


laboral castigan la inobservancia de la 
norma jurídica, los manejos del 
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empleador contrarios a la ley. Estas san- 
ciones están destinadas a asegurar la 
aplicación de las normas y obligaciones 
del derecho del trabajo. Por eso, sancio- 
nan al empleador y trabajador, pero pre- 
ferentemente al empleador. 


LÍMITES Y ALCANCE DE LA SANCIÓN PENAL 
LABORAL 


29.- En principio, el incumplimiento de 
una obligación contractual no es sancio- 
nado penalmente. Sin embargo, el 
Art.720 considera falta grave, sujeta a 
sanción penal, “el incumplimiento de cual- 
quier obligación en el convenio colecti- 
vo”. La inejecución de la obligación con- 
tractual del empleador deviene en 
infracción castigada penalmente por man- 
dato del legislador, acogiendo sugeren- 
cias del “diálogo tripartito”, en función 
del interés social de la obligación des- 
atendida y por considerar “que las san- 
ciones civiles serían insuficientes para ha- 
cer respetar disposiciones legales de orden 
público” (Jean M.Savatier, Las Sanciones 
de la Violación de Normas, XII Congreso 
Internacional de Derecho del Trabajo, 
Madrid, 1988, p.252). 


30.- El elemento intencional de la in- 
fracción en el derecho penal del traba- 
jo, se reduce al carácter voluntario del 
manejo culpable, sin que sea necesario 
que se trate de un hecho consciente, ex 
profeso, de cometer la infracción. Los 
hechos constitutivos de la infracción, 
cuando se trata de la violación a la li- 
bertad sindical o de prácticas desleales 
contrarias a la ética profesional del tra- 
bajo, a veces son tan vagas que al juez 
penal de trabajo le es difícil la aplica- 
ción de la ley o determinar los rasgos 
tipificantes de la infracción. Sin embar- 
go, el CT no impone prisión sino multas, 
con excepción en el caso del delito pre- 
visto en el Art.211 del CT. 


TEXTOS QUE PREVÉN LAS SANCIONES PENALES 


31.- A pesar de que el CT dedica su Libro 
Vill a las responsabilidades y sanciones, 
no todas las sanciones penales que prevé 
dicho código figuran en el referido libro, 
sino que también en el citado Art.211 y 
en algunas leyes especiales. 


REFORMAS INTRODUCIDAS POR EL 
CT DE 1992 


32.- En lo referente a las sanciones por 
violación o incumplimiento de las normas 
de trabajo, el CT ha introducido diversos 
tipos de sanciones, dispersas dentro de 
su articulado. 1) Como sanciones civi- 
les cabe citar: a) la nulidad del desahu- 
cio de la mujer embarazada (Art.232 CT); 
b) la prohibición del despido por el he- 
cho del embarazo (Art.233 CT); c) la nu- 
lidad del desahucio, despido con preaviso 
o despido ordinario, del dirigente sindi- 
cal protegido por el fuero sindical 
(Art.392 CT); d) la sanción de un día de 
salario por cada día de retardo en el pago 
de las prestaciones laborales a la termi- 
nación del contrato por desahucio 
(Art.86); e) la autorización previa de la 
corte de trabajo para el despido del diri- 
gente sindical protegido por el fuero sin- 
dical (Art.391). 2) Las sanciones disci- 
plinarias que puede imponer el 
empleador están limitadas por la ley 
(Art.42). El jus variandi no puede alterar 
el contrato individual ni causar un per- 
juicio moral o material al trabajador 
(Art.41) y el poder de dirección del 
empleador y los controles o sistemas de 
controles al personal, deben ejercitarse 
con carácter funcional, correspondiendo 
a los fines y exigencias de la producción 
(Art.40) y deben siempre salvaguardar la 
dignidad del trabajador (Art.43). 3) Cam- 
bia totalmente el régimen de las sancio- 
nes penales. De un sistema donde se 
consagraba específicamente la infracción 
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(violación de texto legal) y la correspon- 
diente sanción, se establece un régimen 
abierto y flexible, de faltas leves, graves y 
muy graves, que no se detallan sino que 
se enuncian algunas, a título de ejemplo, 
y donde la sanción consiste en un núme- 
ro determinado de salarios mínimos le- 
galmente establecido y, sobre todo, don- 
de la apreciación de la falta queda sujeta 
a la íntima convicción del juez. 4) Dispo- 
ne que “un abogado al servicio de la 
SET, en el Distrito Nacional y en Santia- 
go, hará “de ministerio público” ante el 
juzgado de paz competente o apodera- 
do del sometimiento o de la presunta 
infracción a la norma de trabajo casti- 
gada penalmente (Art.715). 5) Estable- 
ce que, la acción civil puede ser llevada 
accesoriamente a la acción pública 
(Art.715), liberándose al demandante 
de la prueba del perjuicio (Art.712); 6) 
Se crea el delito de falta de pago del 
salario (Art.211), sujeto al procedimien- 
to y a la competencia del tribunal pe- 
nal de primer grado, previa puesta en 
mora por el Procurador Fiscal corres- 
pondiente. La falta de pago del salario 
se considera como un fraude, se presu- 
me la intención fraudulenta en la falta 
de pago y se castiga severamente al in- 
fractor según la cuantía de los salarios 
dejados de pagar, incluyendo la pena 
de prisión. 


JURISPRUDENCIA 
DE LA ACCIÓN CIVIL 


33.- Los tribunales penales son compe- 
tentes aún en caso de descargo del pre- 
venido para estatuir sobre la acción civil 
ejercida accesoriamente a la acción pú- 
blica, a condición de que la condenación 
en daños y perjuicios esté fundada en los 
mismos elementos de hecho objeto de la 
infracción penal. (Sent. 19 diciembre 
1973, B.J.757, p.3840). 
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QUERELLA 


34.- Si bien la formulación de querellas o 
denuncias constituye un derecho ciudada- 
no, el juez laboral puede apreciar si ese 
derecho ejercido por un empleador oca- 
siona daños al trabajador involucrado, 
pudiendo establecer las indemnizaciones 
correspondientes. (Sent. 13 enero 1999, 
No.24, B.J.1058, p.372). 


Art.715.- “La aplicación de las san- 
ciones penales que establece este Có- 
digo y los reglamentos dictados o que 
dictare el Poder Ejecutivo en materia 
de trabajo, está a cargo de los juzga- 
dos de paz. 


Se puede proseguir la acción civil al 
mismo tiempo y en los mismos juicios. 
Sus decisiones al respecto son siem- 
pre impugnables por la apelación. 


En el Distrito Nacional y en el Distrito 
Judicial de Santiago, el ministerio pú- 
blico será ejercido por un abogado al 
servicio de la Secretaría de Estado de 
Trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1-2 Del abogado, al servicio de la 
SET Ministerio Público, 7-10 
Jurisprudencia 
- Inhibición del juez, 11 


Comentarios, 3-4 


Doctrina, 5-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.673 del 
CT de 1951, modificado a su vez por la 
Ley No.5055 del 19 de diciembre de 1958 
(G.0.8317), del que se suprimieron los 
dos párrafos que decían “Sus decisiones 
(de los Juzgados de Paz) al respecto son 
siempre impugnables por al apelación. 
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Las violaciones a los reglamentos dicta- 
dos por el Poder Ejecutivo en materia 
de trabajo, serán castigadas con multa 
de veinticinco a trescientos pesos, se- 
gún la gravedad del caso”. El CT de 
1992, añadió los nuevos párrafos a este 
texto legal. 


2.- El párrafo final no aparecía en el an- 
teproyecto de la Comisión y fue introdu- 
cido y aprobado por el diálogo tripartito 
por iniciativa de la SET. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal determina en primer 
lugar, el tribunal competente para cono- 
cer de las violaciones a las normas de 
trabajo llamado a imponer la sanción 
penal correspondiente. Dispone asímismo 
que la acción civil puede ser llevada 
accesoriamente a la acción pública ante 
dichos tribunales. La Corte de Casación 
había juzgado previamente que, en estos 
casos, el legislador restringió la compe- 
tencia de los jueces de paz a la exclusiva 
aplicación de las sanciones penales, re- 
servando el conocimiento de las acciones 
civiles que la violación a las leyes de tra- 
bajo pudiesen originar, a la competencia 
de los tribunales de trabajo (Sent. del 11 
de febrero de 1970, B.J.711, p.299). Pero 
ni el Art.673 (hoy 715) del CT, ni la Ley 
5055 de 1958, impedían que la acción 
civil pudiera ser ejercida accesoriamente 
a la acción pública al conocer el Juzgado 
de Paz de las infracciones al CT. Dicha 
ley se limitaba exclusivamente: 1) a dis- 
poner la competencia de los Juzgado de 
paz para juzgar la infracciones a los Re- 
glamentos del Poder Ejecutivo en materia 
de trabajo; y 2) a agregar un párrafo al 
Art.673 del CT disponiendo la sanción 
penal aplicable a los contraventores de 
estos reglamentos. 


4.- El Art.715 consagra además que las 
decisiones de estos tribunales son siem- 
pre impugnables por el recurso de ape- 
lación. 


DOCTRINA 


5.- El tribunal competente es el juzgado 
de paz del domicilio del demandado que 
generalmente es el lugar donde han ocu- 
rrido los hechos. El contraventor gene- 
ralmente es un empleador contra el cual 
el servicio de inspección levanta un acta 
de infracción. Véase Arts. 433 y siguien- 
tes del CT, particularmente las Arts.439, 
440 al 443, ambos inclusive, y el 679 del 
ET. 


6.- El juzgado de paz actúa como tribu- 
nal de primer grado. El procedimiento 
aplicable es el propio de este tribunal. 
Sus decisiones están sujetas al recurso de 
apelación ante el juzgado de primera ins- 
tancia competente. Véase comentarios al 
Art.711 del CT. El recurso de apelación 
se interpone en la secretaría del juzgado 
de paz que dictó la sentencia. 


DEL ABOGADO AL SERVICIO DE LA SET 
MINISTERIO PÚBLICO 


7.- El párrafo final de este texto legal 
prevé para el Distrito Nacional y el Dis- 
trito Judicial de Santiago, que “el Minis- 
terio Público será ejercido por un aboga- 
do al servicio de la SET”. ¿Puede una ley 
disponer que un funcionario (administra- 
tivo) al servicio de una Secretaría de Es- 
tado (Poder Ejecutivo) desempeñe funcio- 
nes judiciales, como miembro de un 
tribunal (Poder Judicial)? El Art.4 de la 
Constitución de la República consagra el 
principio de la separación e independen- 
cia de los poderes del Estado y el párrafo 
del Art.63 de dicha Constitución dispone 
que “Los funcionarios judiciales no pue- 
den ejercer otro cargo o empleo público, 
salvo lo que se dispone en el Art.108 (car- 
gos honoríficos y los docentes). El Título 
VI de la Constitución, denominado “Del 
Poder Judicial”, coloca al ministerio pú- 
blico dentro de este poder del Estado. 
Además, los Arts.66, 70, 75 y 77 de di- 
cha Constitución, relativos al Ministerio 
Público, otorgan a este funcionario las 
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mismas categorías que el presidente o 
juez presidente del tribunal o corte ante 
el cual ejerce sus funciones. Además, las 
causas de recusación admitidas para los 
jueces son aplicables al ministerio públi- 
co (Arts.381 del Código de Procedimien- 
to Civil) y las incompatibilidades y prohi- 
biciones aplicables a los agentes del 
ministerio público son las mismas que 
afectan a los jueces. A esto se agrega, 
como enseñan Del Castillo, Pellerano y 
Herrera (Derecho Procesal Penal, |, No.61, 
p.86), que “el representante del Ministe- 
rio Público es un miembro del tribunal, 
porque ninguna jurisdicción que juzgue 
penalmente está completa sin el repre- 
sentante del ministerio público ni puede 
sesionar válidamente sin su presencia, la 
cual debe ser expresamente consignada 
en el acta de audiencia”. El párrafo final 
del Art.715 del CT es inconstitucional y 
por tanto, radicalmente nulo. Dicho artí- 
culo contradice el Art.426 del propio CT. 
¿Cuál de estos dos textos legales (Art.715, 
in fine, y Art.426) del mismo Código pre- 
valece? ¿El que prohibe la intervención 
en asuntos judiciales, de cualquier per- 
sona, abogado o no, que ocupe un car- 
go en la SET, como establece el Art.426 y 
ha juzgado la SCJ, (Sent. del 19 de fe- 
brero de 1968, B.J. 687, p.377) o el que 
autoriza a un abogado al servicio de esa 
SET a actuar como Fiscalizador? 


8.- En opinión de Hipólito Herrera Billini 
(Cátedras de Procedimiento Criminal, 
Universidad de Santo Domingo, 1961, 
p.10 y siguientes) “los funcionarios del 
ministerio público son los funcionarios a 
quienes la ley delega, en su plenitud, el 
ejercicio de la acción pública. Son nom- 
brados por el Poder Ejecutivo, del cual 
son agentes ante los tribunales. Están bajo 
su dependencia por conducto del Procu- 
rador General de la República. Ninguna 
jurisdicción penal está completa sin mi- 
nisterio público y no puede celebrar au- 
diencia sin su presencia, la cual debe, 
además, quedar expresamente compro- 
bada en el acta de audiencia correspon- 
diente. Las incompatibilidades y prohibi- 
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ciones aplicables a los agentes del minis- 
terio público son las mismas que afectan 
a los jueces. Así es que los agentes del 
ministerio público no pueden ejercer la 
abogacía ni dar consultas en materia ju- 
rídica”. 


9.- Según Vilchez González (ob.cit, p.22) 
“El Decreto 99/93, que designó un abo- 
gado al servicio de la SET, como repre- 
sentante del ministerio público para los 
casos de infracciones a las leyes de tra- 
bajo, ante la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacio- 
nal, es inconstitucional. Pues dicho de- 
creto, es una disposición de jerarquía in- 
ferior que no podría modificar la ley ni 
tampoco el artículo de la Ley de Organi- 
zación Judicial que dispone: “Los funcio- 
narios del ministerio público en los tribu- 
nales de primera instancia serán 
desempeñadas por el Procurador Fiscal 
del mismo Distrito Judicial, o por sus ayu- 
dantes, quienes deberán reunir las mis- 
mas condiciones que aquél”. Este decre- 
to creó un ministerio público paralelo que 
tiene sus orígenes en la aplicación del 
párrafo final del Art.715 del CT. Se pue- 
de advertir que el Decreto 99/93 modifi- 
ca también los Arts.679 y 715 del CT y 
transgrede el Art.63 y otros de la Consti- 
tución de la República y, por consiguien- 
te, su nulidad al tenor del Art.46 de di- 
cha Constitución que dice: “Son nulos de 
pleno derecho toda ley, decreto, resolu- 
ción, reglamento o acto contrarios a la 
Constitución”. 


10.- Rafael Alburquerque (Procedimiento 
Penal Laboral, p.117 y ss) sostiene que el 
Art.715 “ha derogado la norma general, 
particularizando o especializando las fun- 
ciones del Ministerio Público, creando, por 
consiguiente, un Ministerio Público espe- 
cial para los asuntos laborales que exclu- 
ye, por tanto, al “Ministerio Público ordi- 
nario” dentro de la jurisdicción del 
primero....El Ministerio Público ordinario, 
quedaría excluído para intervenir en los 
casos de la comisión de delitos sanciona- 
dos por la legislación laboral debido a la 
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presencia de un Ministerio Público Labo- 
ral”. Algunos partidarios de esta posición, 
entienden que el “Ministerio Público Labo- 
ral” sólo es competente “para intervenir en 
los casos relativos a las infracciones previs- 
tas y sancionadas por los Arts.720 y 721 
del CT, excluyendo así competencia a este 
ministerio público especial en lo concernien- 
te al delito del trabajo realizado y no pa- 
gado, del Art.211 del CT. Del Art.715, in 
fine, del CT no se desprende forzosamente 
que éste sólo se refiera a las sanciones pre- 
vistas por el artículo 720, excluyendo, por 
ende, la sancionada por el Art.211. Tam- 
bién poco podría extraerse la solución plan- 
teada del hecho de que el referido Art.211 
no mencione que en este caso el Ministerio 
Público es el abogado al servicio de la SET. 
Esa omisión podría, incluso, servir para sus- 
tentar la tesis contraria si se toma en consi- 
deración que el indicado texto del artículo 
715 parece tener un carácter general, pu- 
diéndose entender, por consiguiente, que 
tiene aplicación en todos los casos de in- 
fracciones en materia laboral”. 


JURISPRUDENCIA 
INHIBICIÓN DEL JUEZ 


11.- Al ser el Juzgado de Paz un tribunal 
unipersonal, basta con que el Juez de Paz 
haya declarado su inhibición y las razo- 
nes que tuvo para adoptar esa decisión, 
mediante un auto dictado al efecto; que 
esa decisión no es susceptible de recurso 
alguno. En ese caso, lo que procede es la 
sustitución de dicho Juez de Paz por el 
suplente del mismo, para que conozca 
del asunto de que se trate. (Sentencia de 
fecha 9 de agosto de 1996). 


Art.716.- “Están sujetas a sanciones 
disciplinarias las faltas cometidas en 
relación con la aplicación de este Có- 
digo por funcionarios y empleados 
mencionados en el artículo 714, siem- 
pre que concurran las circunstancias 
siguientes: 


1) Que la falta concierna a una actua- 
ción legal reglamentaria que deba ser 
realizada administrativamente; 


2) Que la actuación de que se tra- 
te esté encomendada al funciona- 
rio o empleado por disposición le- 
gal, reglamentaria o de carácter 
interno; 


3) Que no haya causa justificativa en 
favor del funcionario o empleado”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 
Comentarios, 2 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.674 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “en el artículo 674 
(hoy 716) se definen las faltas de los fun- 
cionarios y empleados, administrativos o 
judiciales, que deban ser objeto de san- 
ciones disciplinarias”. 
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DOCTRINA 


3.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del Art.714 relativas a las sancio- 
nes disciplinarias que por faltas cometi- 
das en relación con la aplicación del CT, 
pueden ser castigados funcionarios y em- 
pleados de la SET y de los tribunales. 
Consagra además este texto legal las con- 
diciones o circunstancias bajo las cuales 
estas sesiones pueden ser aplicadas. Se 
requiere: 1) que se trate de faltas come- 
tidas por funcionarios y empleados de la 
SET y los tribunales; 2) que estas faltas 
sean en relación con la aplicación del 
articulado del CT. Es decir, que tenga un 
carácter laboral relacionado con las fun- 
ciones a cargo de dichos funcionarios y 
empleados. Esto es, a) que la falta 
concierna a una actuación legal regla- 
mentaria que deba ser realizada 
administrativamente; b) que la actuación 
de que se trate esté encomendada al fun- 
cionario o empleado por disposición le- 
gal, reglamentaria o de carácter interno; 
c) que no haya causa justificativa en fa- 
vor del funcionario o empleado. 


4.- Véase Art.714 del CT. 
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Art.717.- “Las sanciones disciplina- 
rias contra los funcionarios y emplea- 
dos de la Secretaría de Estado de Tra- 
bajo son aplicables por el Secretario 
del ramo. 


Están sujetas a recurso ante el Presi- 
dente de la República”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción el Art.675 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “la determinación de 
las sanciones disciplinarias figura en el 
artículo 675 (hoy 717), el cual está inspi- 
rado en los principios que acerca de la 
materia ha consagrado el Derecho Ad- 
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ministrativo. La imposición de las san- 
ciones penales compete exclusivamente 
a los tribunales ordinarios, tanto por la 
naturaleza de la infracción como por el 
propósito de que los tribunales de tra- 
bajo no se recarguen con una labor ex- 
cesiva. En cuanto a las sanciones disci- 
plinarias, éstas deben ser impuestas, 
lógicamente, por el Secretario de Esta- 
do de Trabajo, cuando se trata de fun- 
cionarios y empleados bajo su depen- 
dencia, y por los tribunales de trabajo, 
en el caso de que los infractores sean 
servidores de los mismos”. 


3.- No obstante esta disposición, el CT 
de 1992 en su Art.719 establece cuáles 
son las sanciones aplicables en este 
caso. 


4.- Ver además, Ley Orgánica de la Se- 
cretaría de Estado de Trabajo. 


5.- Ver también Ley 491 de 1991, sobre 
carrera civil y administrativa. 


6.- Véase comentarios a los Arts. 714 y 
719 del CT. 


Art.718.- “Las sanciones disciplina- 
rias contra los funcionarios y emplea- 
dos de los tribunales de trabajo son 
aplicadas por los jueces presidentes 
de éstos. 


No están sujetas a ningún recurso”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.676 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal completa las disposi- 
ciones del Art.714 del CT relativas a las 
sanciones disciplinarias. Se refiere 
específicamente a las sanciones discipli- 
narias aplicables a los funcionarios y em- 
pleados de los tribunales de trabajo. Es- 
tas sanciones son aplicadas por los jueces 
presidentes de los tribunales, esto es, por 
el presidente del juzgado de trabajo y 
por el presidente de la corte. El Art.706, 
entre las atribuciones que pone a cargo 
del presidente del juzgado de trabajo, está 
la de ejercer las funciones administrati- 
vas propias de los juzgados, así como el 
control del personal de los mismos en el 
cumplimiento de sus funciones. Las deci- 
siones adoptadas por los presidentes de 
juzgados y cortes de trabajo que impo- 
nen sanciones disciplinarias contra los 
funcionarios y empleadores de los juzga- 
dos y tribunales que presiden, no están 
sujetos a ningún recurso. 


3.- Véase Arts.706, 714 del CT. 
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Art.719.- “Las sanciones disciplina- 
rias son las siguientes: 


1) Amonestación en privado; 
2) Amonestación ante el personal; 


3) Multa que no puede ser mayor de 
veinticinco por ciento del sueldo men- 
sual del funcionario o empleado; 


4) Suspensión temporal del funciona- 
rio o empleado, sin disfrute de suel- 
do, hasta por un mes; 


5) Destitución. 


Esta última sanción sólo puede impo- 
nerla el Presidente de la República”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 3-4 


Comentarios, 2 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.677 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal prevé las sanciones 
disciplinarias contra los funcionarios y 
empleadores de la SET y de los tribunales 
de trabajo. Se relaciona estrechamente 
con los Arts.42 y 132 del CT. 


DOCTRINA 


3.- La destitución como sanción disci- 
plinaria, según este texto legal, sólo 
puede ser impuesta por el Presidente 
de la República. Las demás son las si- 
guientes: 1) amonestación en privado; 
2) amonestación ante el personal; 3) 
multa nunca mayor del veinticinco por 
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ciento de su retribución mensual; 4) 
suspensión temporal de sus funciones 
sin disfrute de sueldo y un período no 
mayor de un mes. 


4.- Véase comentarios Arts.706, 714 y 
718 del CT. 


Art.720.- “Las violaciones sujetas 
a sanciones penales, se clasifican 
en: 


1) Leves: cuando se desconozcan obli- 
gaciones meramente formales o do- 
cumentales, que no incidan en la se- 
guridad de la persona ni en las 
condiciones del trabajo; 


2) Graves: cuando se transgreden 
normas referentes a los salarios mí- 
nimos, a la protección del salario, 
al descanso semanal, a las horas ex- 
traordinarias o a todas aquellas re- 
lativas a la seguridad e higiene del 
trabajo, siempre que no pongan en 
peligro ni amenacen poner en peli- 
gro la vida, la salud o la seguridad 
de los trabajadores. En materia de 
los derechos colectivos, se reputan 
como grave el incumplimiento a las 
obligaciones estipuladas en el con- 
venio colectivo; 


3) Muy graves: cuando se violen las 
normas sobre protección a la ma- 
ternidad, edad mínima para el tra- 
bajo, protección de menores, empleo 
de extranjeros, inscripción y pago de 
las cuotas al Instituto Dominicano de 
Seguros Social, y todas aquellas re- 
lativas a la seguridad e higiene del 
trabajo, siempre que de la violación 
se derive peligro o riesgo de peli- 
gro para la vida, la salud o la segu- 
ridad de los trabajadores. En mate- 
ria de derechos colectivos, se reputa 
como muy grave, la comisión de 
prácticas desleales contrarias a la 
libertad sindical”. 
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INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2-3 - Daños y Perjuicios, 9 
Doctrina, 4-8 - Suspensión, 10 
ANTECEDENTES 


1.- Este texto legal sustituye el Art.678 
del CT de 1951, cuyo texto era el siguien- 
te: “Las violaciones sujetas a sanciones 
penales son las siguientes: 1) Violación 
de los artículos 41,43, 51, 53, 81, 89, 
107, 123, 462 y 435; 2) Violación de los 
artículos 125 a 135, ambos inclusive; 3) 
Violación de los artículos 136 a 154, am- 
bos inclusive; 4) Violación de los artículos 
155 y 156; 5) Violación de los artículos 
157 a 167, ambos inclusive; 6) Violación 
de los artículos 168 a 183, ambos inclu- 
sive; 7) Violación de los artículos 184 a 
202, ambos inclusive; 8) Violación de los 
artículos 203 a 208, ambos inclusive; 9) 
Violación de los artículos 209 a 221, am- 
bos inclusive; 10) Violación de los artícu- 
los 222 a 232, ambos inclusive; 11) Vio- 
lación de los artículos 233 a 243, ambos 
inclusive; 12) Violación de los artículos 
244 a 249, ambos inclusive; 13) Viola- 
ción de los artículos 250 a 260, ambos 
inclusive; 14) Violación de los artículos 
268 y 271; 15) Violación de los artículos 
293 a 361, ambos inclusive; 16) Viola- 
ción de los artículos 368 a 384, ambos 
inclusive. 


COMENTARIOS 


2.- La Comisión redactora del antepro- 
yecto del CT de 1992 propuso el siguien- 
te texto para este artículo: “ Las violacio- 
nes sujetas a sanciones penales son las 
siguientes: 1) Violación a los artículos 48, 
50, 59, 63, 94, 103, 119, 136, 489, 683; 
2) Violación de los artículos 138 a 148, 
ambos inclusive; 3) Violación de los artí- 
culos 149 a 165; 166, 167, 168; 180 a 
184; 195 a 213; 216 a 221; 222a 234; 
235 a 247; 248 a 258; 322 a 398; 405 a 


421; 4) Violación de los artículos 169 a 
179 y 262 a 269; 5) Violación de los artí- 
culos 270 a 280; 288 a 312; 259 a 261; 
281 a 286; 313 a 318; 6) Violación de 
los artículos 469 a 470, ambos inclusive; 
7) Violación de los decretos y reglamen- 
tos del Poder Ejecutivo”. 


3.- Posteriormente, el diálogo tripartito 
adoptó por iniciativa de la SET el texto 
actualmente vigente. 


DOCTRINA 


4.- El régimen de las sanciones previstas 
en el CT de 1951, descansaba en la tra- 
dición fundada en la máxima latina 
Nullum delito sine lege previa. En el 
Art.720, que sustituye el antiguo 678, no 
se establecen como en el viejo código, 
cuáles eran los textos cuya violación se 
castigaba penalmente. Ahora se clasifi- 
can las faltas en: leves, graves y muy gra- 
ves. 


5.- El numeral 1) se refiere a las faltas 
leves, que son aquellas que desconocen 
obligaciones meramente formales, que no 
inciden en la seguridad de la persona ni 
en las condiciones de trabajo. Queda en 
manos del juez decidir, al aplicar la ley, 
qué disposiciones del CT reúnen esas con- 
diciones y cuya violación tiene el carácter 
de una falta formal (leve), castigada 
penalmente. 


6.- El numeral 2) trata sobre las faltas 
graves, que son todas aquellas que 
transgreden normas relativas: a) a los 
salarios mínimos; b) a la protección del 
salario (el CT establece disposiciones que 
protegen el salario frente al empleador); 
c) al descanso semanal; d) a las horas 
extraordinarias; e) a todas aquellas rela- 
tivas a la seguridad e higiene del traba- 
jo; f) violación del Reglamento 807 del 
30 de diciembre de 1966, sobre Higiene 
y Seguridad Industrial. En estos casos se 
requiere que la transgresión de la ley “no 
ponga en peligro ni amenace poner en 
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peligro la vida, la salud o la seguridad 
de los trabajadores”; g) el incumplimien- 
to de las obligaciones estipuladas en el 
convenio colectivo. Esta última falta gra- 
ve castigada penalmente constituye el es- 
tablecimiento de una sanción penal por 
el incumplimiento de una obligación con- 
tractual. Aunque el Art.721 sanciona es- 
tos hechos con multas de “tres a seis sa- 
larios mínimos”, y en caso de reincidencia 
con un aumento “en un ciento por cien- 
to”, por aplicación de la Ley 634 de 1934, 
la falta de pago de esta multa conlleva 
prisión en razón de un día por cada peso, 
y hasta un límite de dos años. En este 
supuesto, el incumplimiento de una obli- 
gación contractual prevista en el conve- 
nio colectivo, por ejemplo, colocación de 
botellones de agua o ventiladores o pi- 
zarrones en determinados lugares de la 
empresa conlleva como sanción penal el 
pago de una multa, al considerársele 
como falta grave; la falta de pago de la 
multa conlleva prisión del empleador, lo 
que estaría en riña con el precepto cons- 
titucional según el cual, no se establece- 
rá el apremio corporal por deuda que no 
proviniere de infracción a las leyes pena- 
les (Art.8.2.a). 


7.- El numeral 3) considera muy graves 
la violación de: a) las normas relativas a 
la maternidad y edad mínima para el tra- 
bajo y protección de menores; b) el em- 
pleo de extranjeros, c) inscripción y pago 
de cuotas al IDSS; d) la seguridad e hi- 
giene de trabajo, siempre que de la vio- 
lación se derive peligro o riesgo de peli- 
gro para la vida, seguridad, salud de los 
trabajadores; e) y la comisión de prácti- 
cas desleales contrarias a la libertad sin- 
dical. Lo que hace muy grave la violación 
de las normas sobre seguridad e higiene 
industrial es que de ellas se derive peli- 
gro o riesgo de peligro. 


8.- Véase Arts.211, 714 del CT. 
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JURISPRUDENCIA 
Daños Y PERJUICIOS 

9.- El daño moral es el daño 


extrapatrimonial o no económico, un 
sufriemiento íntimo, una pena, un dolor, 
el atentado a la reputación o al honor. Si 
bien es cierto que tanto el daño moral 
como el daño material debe ser estable- 
cido por los jueces de fondo, no es me- 
nos cierto que la existencia del daño mo- 
ral puede ser evidente en razón de su 
propia naturaleza o ser facilmente pre- 
sumible de los hechos de la causa. (Sent. 
Septiembre 1961, B.J. 614, p. 1761). 
Cuando se trata de la reparación del 
daño moral, en la cual entran en juego 
elementos subjetivos, que deben ser apre- 
ciados in concreto, a través de la perso- 
nalidad de la víctima... por eso, preciso 
es admitir que en la fijación de dicho per- 
juicio debe bastar que la compensación 
que se imponga sea satisfactoria y razo- 
nable, y que se de para ello una motiva- 
ción adecuada. (Sent. septiembre 1961, 
B.J.614, p. 1761).El daño moral entra en 
la evaluación de los daños reprables a 
que el acreedor pueda tener derecho 
(Sent.septiembre 1950, B.J.482, p. 908). 


SUSPENSIÓN 


10.- Los hechos: a) que el propietario de 
una fábrica de camisas en la cual traba- 
jaban varias obreras; b) suspenda los 
contratos de esas obreras; c) que no co- 
munique esa suspensión de trabajo ni su 
causa a la autoridad de trabajo en el 
plazo de tres días ni plazo alguno. Tales 
hechos así establecidos, caracterizan la 
violación del artículo 51 del Código de 
Trabajo, delito cuya comisión sancionan 
los artículos 678 (hoy 720) y 679 (hoy 
721) del mismo Código. (Sent 24 enero 
1957, B.J.1957, B.1558, p.35). * 
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Art.721.- “Las violaciones que figu- 
ran en el artículo 720, son sanciona- 
das del modo siguiente: 


1) Las leves, con multas de uno a tres 
salarios mínimos; 


2) Las graves, con multas de tres a 
seis salarios mínimos; 


3) Las muy graves, con multas de siete 
a doce salarios mínimos. 


En caso de reincidencia, se aumenta- 
rá el importe de la multa en un cin- 
cuenta por ciento de su valor”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Doctrina, 4-6 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Este texto legal sustituye el Art.679 
del CT de 1951 que establecía lo si- 
guiente: “ Las violaciones que figuran 
en el artículo 678 son sancionadas del 
modo siguiente: 1) Las indicadas en los 
ordinales lo., 70., 90., 100. y 110., con 
multa de cinco a doscientos pesos; 2) 
Las indicadas en el ordinal 20., con mul- 
ta de veinte a quinientos pesos, y con el 
doble de esta pena en caso de reinci- 
dencia; 3) Las indicadas en los ordinales 
30., 60., 80., 130., 140., y 160. con 
multa de treinta a quinientos pesos, o 
con prisión de quince días a seis meses, 
o ambas penas a la vez; 4) Las indica- 
das en los ordinales 4o.,y 50., con mul- 
tas de diez a cien pesos, o prisión de 
seis a treinta días, o con ambas penas 
a la vez; 5) Las indicadas en el ordinal 
120., con cinco pesos de multa; 6) Las 
indicadas en el ordinal 150., con multa 
de diez a quinientos pesos”. 


COMENTARIOS 


2.- La Comisión redactora del antepro- 
yecto del CT de 1992 propuso el siguien- 
te texto para este artículo: “ Las violacio- 
nes que figuran en el artículo 725 son 
sancionadas del modo siguiente: Las in- 
dicadas en el ordinal 1o. con multa equi- 
valente a veinte salarios mínimos o con 
prisión de quince días a seis meses, o con 
ambas penas a la vez. Las indicadas en 
el ordinal 20. con multa equivalente al 
valor de cinco a diez salarios mínimos o 
con prisión de uno a seis meses, o con 
ambas penas a la vez. Las indicadas en 
el ordinal 30., con multa de un monto 
igual al valor de veinte a treinta salarios 
mínimos o prisión de quince días a seis 
meses o ambas penas a la vez. Las indi- 
cadas en el ordinal 40. y 70., con multa 
igual al valor de dos salarios mínimos. 
Las indicadas en el ordinal 50., con mul- 
ta igual al valor de cinco a diez salarios 
mínimos o con prisión de seis a treinta 
días, o con ambas penas a la vez. Las 
indicadas en el ordinal 60., con multa 
igual al valor de diez a quince salarios 
mínimos o con prisión de uno a seis me- 
ses o con ambas penas a la vez”. 


3.- Posteriormente, el diálogo tripartito 
adoptó por iniciativa de la SET el texto 
actualmente vigente. 


DOCTRINA 


4.- Este texto legal prevé las sanciones 
aplicables a las faltas leves, graves y muy 
graves según la clasificación establecida 
en el Art.720 del CT, así como en los ca- 
sos de reincidencia. Las muy leves se cas- 
tigan con multa de uno a tres salarios 
mínimos; las graves se castigan con mul- 
ta de tres a seis salarios mínimos; y las 
muy graves, con multa de siete a doce 
salarios mínimos. En caso de reinciden- 
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cia, se aumentará el importe de la multa 
en un ciento por ciento (100%). 


5.- El Art.721, a diferencia del Art.679 
del CT de 1951 que reemplazó, no esta- 
blece la prisión contra el empleador o 
trabajador que incurra en tales faltas. 


6.- Véase Arts.211, 714, 720 y 722 del 
GT: 


Art.722.- “Cuando el infractor sea 
una persona moral, la pena de pri- 
sión se aplicará a los administrado- 
res, gerentes, representantes o per- 
sonas que tengan la dirección de la 
empresa”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia 
Comentarios, 2 - Gerente, 7 


Doctrina, 3-6 - Persona moral, 8-9 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.680 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La inclusión de este texto legal en el 
CT de 1992, constituye el resultado de una 
omisión involuntaria. Si en el Art.721 se 
suprime la prisión para los casos de faltas 
leves, graves y muy graves cometidas por 
trabajadores y empleadores castigadas 
penalmente, no se justifica que se man- 
tenga el texto del Art.680 del CT de 1951, 
según el cual cuando el infractor sea una 
persona moral la pena de prisión se apli- 
cará al administrador, gerente, porque el 
CT de 1992 no establece pena de prisión. 
Sólo en el Art.211 del CT de 1992 y den- 
tro de una disposición de excepción den- 
tro del articulado de dicho Código CT se 
establece la prisión por el delito de falta 


de pago de salario, con una disposición 
semejante al texto del Art.722 y que pro- 
viene de la Ley 3143 de 1951. 


DOCTRINA 


3.- Carlos R.Salcedo (Las Infracciones y 
Sanciones, p.62), opina que cuando se 
haya aplicado la multa como sanción 
penal a la violación del CT, “debe apli- 
carse la prisión compensatoria prevista 
en la Ley 674 de 1934. 


4.- En opinión de Domingo Gil, (La eje- 
cución de la sentencia en materia labo- 
ral, Procedimiento Penal, Colección Se- 
minarios. Fundación Institucionalidad y 
Justicia, abril de 1998, Santo Domingo) 
“el condenado no está exonerado de la 
obligación del pago de la multa, de con- 
formidad con lo prescrito por el artículo 
2 de la Ley 674 del 21 de abril de 1934, 
sobre pago y cobro de multas, el cual 
dispone: Ni los recursos de oposición, de 
apelación o de casación interpuestos con- 
tra las sentencias que impongan penas de 
multas ni los plazos para deducir tales re- 
cursos serán suspensivos de la ejecución de 
dichas sentencias. En consecuencia, la 
multa deberá ser pagada por el condena- 
do, inmediatamente después de la senten- 
cia, en dinero o constituyéndose en prisión 
en caso de insolvencia, sin que esto impli- 
que su aquiescencia a la sentencia”. 


5.- Rafael Alburquerque (Derecho del Tra- 
bajo, Tomo l, Editora Lozano, Santo Do- 
mingo, 1995, No.91), considera que, in- 
dependientemente de la simple 
consideración del carácter riguroso de la 
ley, cuya modificación debe procurarse, 
no parece que el legislador laboral de 
1992 tuvo la intención de descartarla, 
pues la misma no se menciona entre las 
leyes derogadas en materia laboral 
(Art.732); por lo demás, la simple y pura 
abrogación de esta ley, dejaría al Estado 
en la imposibilidad de operar la prisión 
compensatoria en caso de insolvencia del 
condenado en materia penal laboral. 
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6.- Véase Arts. 211, 714, 720, 721 del 
ET. 


JURISPRUDENCIA 


GERENTE 


7.- La condenación debe recaer sobre el 
patrimonio de la firma social de la cual 
el trabajador es gerente, y que, a falta 
de pago de la multa, el cumplimiento de 
la prisión compensatoria correspondería 
a la persona de dicho gerente. (Sent. 30 
agosto 1956, B.J.553, p.1804). 


PERSONA MORAL 


8.- Dentro de nuestro derecho positivo 
existe cierto número de leyes que permi- 
ten condenar personalmente a una per- 
sona moral; también disponen muchas 
de esas leyes, como la Orgánica de Ren- 
tas Internas, que la pena de prisión o la 
prisión compensatoria de las multas por 
ellas establecidas se aplicarán a los re- 
presentantes de las personas morales; 
tales disposiciones sobre la ejecución de 
las penas, que constituyen ya la expre- 
sión de un principio general consagrado 
por nuestro legislador, a fin de asegurar 
la sanción de las infracciones previstas 
por esas leyes, deben ser observadas por 
identidad de motivos para la ejecución 
de las condenaciones consignadas en la 
Ley sobre Accidentes de Trabajo. (Sent. 
19 mayo 1952, B.J.502, p.909). 


9.- Siendo un principio constitucional que 
nadie puede ser condenado a ninguna 
pena, sea cual fuere la naturaleza de ésta, 
sin que se haya oído en audiencia públi- 
ca o sin que haya sido citado regular- 
mente, es incuestionable que, cuando una 
compañía comercial incurre en la comi- 
sión de una de las infracciones a la ley, 
los representantes de la misma para ser 
condenados a una pena, deben ser pues- 
tos en causa expresamente para ello. 
(Sent.19 mayo 1952, B.J.502, p.910). 


Art.723.- “Las disposiciones del artí- 
culo 463 del Código Penal son aplica- 
bles en esta materia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1-2 Doctrina, 4-5 


Comentarios, 3 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.681 del CT de 1951. 


2.- En el CT de 1951 se establecía la pena 
de prisión o la de multas, o ambas penas 
a la vez, en los casos de contravención a 
determinados artículos del CT. 


COMENTARIOS 


3.- Este texto legal hace aplicable en 
materia de trabajo las disposiciones del 
Art.463 del Código Penal relativo a las 
circunstancias atenuantes, cuyo texto es 
el siguiente: “Cuando en favor del acu- 
sado existan circunstancias atenuantes, 
los tribunales modificarán las penas, con- 
forme a la siguiente escala: 1) Cuando la 
ley pronuncie la pena de treinta años de 
trabajos públicos, se impondrá el máxi- 
mum de la pena de trabajos públicos. 
Sin embargo, si se trata de crímenes con- 
tra la seguridad interior o exterior del 
Estado, el tribunal criminal por su sen- 
tencia de condenación, pondrá los reos 
a disposición del Gobierno, para que 
sean extrañados o expulsados del territo- 
rio; 2) Cuando la pena de la ley sea la 
del máximum de los trabajos públicos, se 
impondrá de tres a diez años de dicha 
pena, y aún la de reclusión, si hubiere en 
favor del reo más de dos circunstancias 
atenuantes; 3) (Modificado Ley No.5901 
de 1962), cuando la Ley imponga al deli- 
to la de trabajos públicos que no sea el 
máximum los tribunales podrán rebajar 
la pena a la de reclusión, o de prisión 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO - Arts. 723-724 


correccional cuya duración no podrá ser 
menor de un año, salvo que la ley permi- 
ta una reducción de la prisión a menor 
tiempo; 4) Cuando la pena sea la reclu- 
sión, detención, destierro o degradación 
cívica, los tribunales impondrán la pri- 
sión correccional, sin que la duración 
mínima de la pena pueda bajar de dos 
meses; 5) Cuando el Código pronuncie 
el máximum de una pena aflictiva, y exis- 
tan en favor del reo circunstancias ate- 
nuantes, los tribunales aplicarán el míni- 
mum de la pena, y aún podrán imponer 
la inferior en el grado que estimen con- 
veniente; 6) Cuando el Código pronun- 
cie simultáneamente las penas de prisión 
y multa, los tribunales correccionales, en 
el caso de que existan circunstancias ate- 
nuantes, están autorizados para reducir 
el tiempo de la prisión, a menos de seis 
días, y la multa a menos de cinco pesos, 
aún en el caso de reincidencia. También 
podrán imponerse una u otra de las pe- 
nas de que trata este párrafo, y aún sus- 
tituir la de prisión con la de multa, sin 
que en ningún caso puedan imponerse 
penas inferiores a las de simple policía”. 


DOCTRINA 


4.- Según Carlos R.Salcedo (Las infraccio- 
nes y Sanciones Penales en el Código de 
Trabajo, Taller, 1996, p.60), “de la lectura 
del Art.463 del Código Penal, resulta que 
el mismo no prevé de qué manera se redu- 
ce la pena en los casos en que la ley pro- 
nuncie solamente la pena de multa. De ahí 
que la disposición del Art.723, que permite 
la aplicación de las circunstancias atenuan- 
tes a los casos sancionados en el Art.721, 
resulta inaplicable en la práctica, por pre- 
ver éste sanciones de multas solamente, sin 
que el Art.463 del Código Penal incluya 
esa situación. En el caso de que los jueces 
llegaren a aplicar circunstancias atenuan- 
tes amparados en este artículo, los mismos 
estarían violando, a todas luces, el princi- 
pio de la legalidad de la pena. Por lo de- 
más, en lo que se refiere al Art.211 del CT, 
sancionado según la escala del Art.401 del 
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Código Penal, sí pueden ser aplicadas las 
circunstancias atenuantes del 463 del Có- 
digo Penal, de conformidad con el párrafo 
sexto de este último texto: * 6. Cuando el 
Código pronuncie simultáneamente las pe- 
nas de prisión y multa, los tribunales 
correccionales, en el caso de que existan 
circunstancias atenuantes, están autoriza- 
dos para reducir el tiempo de la prisión, a 
menos de seis días, y la multa a menos de 
cinco pesos, aun en el caso de reinciden- 
cia. También podrán imponerse una u otra 
de las penas de que trata este párrafo, y 
aun sustituir la de prisión con la de multa, 
sin que en ningún caso puedan imponerse 
penas inferiores a las de simple policía”. 


5.- Véase Arts.211, 714, 720, 721 y 722 
del CT. 


Art.724.- “La acción pública para la 
persecución de las infracciones previs- 
tas en los artículos 720 y 721 prescribe 
al año”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.682 del 
CT de 1951, con una adecuación debido 
al cambio de numeración. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 1951 
establecía que “en cuanto a la prescripción 
de la acción pública para la persecución 
de las infracciones de carácter penal, el 
Código contiene una disposición por la cual 
queda reducido a un año el plazo de dicha 
prescripción. Esta reducción tiene como fun- 
damento la naturaleza especial de las in- 
fracciones de que se trata”. 
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3.- En este texto legal se trata de la pres- 
cripción correspondiente a la acción pú- 
blica, distinta a la prescripción abrevia- 
da del que tratan los artículos 701 al 705 
del CT. Cabe recordar que al tenor del 
Art.715, la acción civil puede llevarse 
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accesoriamente a la acción pública en 
estos casos. 


4.- Véase comentarios a los artículos ci- 
tados precedentemente, incluyendo los 
Arts.714, 720- 723. 
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LIBRO NOVENO 


DISPOSICIONES FINALES 


Art.725.- “El empleador es respon- 
sable civilmente de los daños sufridos 
por el trabajador como consecuencia 
de un accidente de trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2-3 - Accidentes de trabajo, 7-11 


Doctrina, 4-6 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.683 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia el Libro Noveno 
del CT titulado “Disposiciones Finales”. 
Consagra la responsabilidad civil del 
empleador por los daños sufridos por el 
trabajador como consecuencia de un ac- 
cidente de trabajo. 


3.- El Libro Noveno contiene diversas dis- 
posiciones como: las relativas a la res- 
ponsabilidad del empleador en caso de 
accidente; un concepto legal de lo que se 
entiende por accidente de trabajo y otras 
medidas referentes a la liberación de im- 
puestos y derechos de toda clase en ma- 
teria de trabajo. Finalmente, indica las 
leyes derogadas y parcialmente deroga- 
das con motivo del CT de 1992. Lo más 
importante de este Libro consiste en la 
incorporación en la materia de trabajo 
de la teoría del riesgo profesional, cuan- 
do establece la responsabilidad del 
empleador en caso de accidente de tra- 
bajo, aunque no le sea imputable culpa, 
negligencia o imprudencia alguna. 


DOCTRINA 


4.- El CT de 1992 contiene varios artícu- 
los (29 52, 82, 83, 725, 726, 727 y 728) 
referentes a medidas de seguridad social, 
al seguro social obligatorio y a los acci- 
dentes de trabajo. Conforme a los men- 
cionados textos legales: 1) el empleador 
al día en el cumplimiento de sus obliga- 
ciones frente al seguro social obligatorio 
y a la ley sobre accidentes de trabajo está 
liberado de responsabilidad en casos de 
accidentes o enfermedad; 2) se establece 
la asistencia económica en los casos que 
prevén los Arts.29 y 82 (muerte; suspen- 
sión prolongada y por determinado tiem- 
po legal, sea por enfermedad o ausencia 
cumpliendo obligaciones legales; quiebra 
de la empresa o cierre definitivo, por cese 
de la explotación, cierre o reducción de- 
finitiva del personal por motivos econó- 
micos) que, conforme a la legislación an- 
terior, constituían formas legales de 
terminación sin responsabilidad del con- 
trato del trabajo; 3) cuando el contrato 
termina por jubilación o pensión de reti- 
ro, se establecen disposiciones sobre el 
derecho al pago de prestaciones labora- 
les y el tipo de pensión; 4) se define el 
accidente de trabajo, (Art.725); 5) se dis- 
pone que el empleador es civilmente res- 
ponsable de los daños sufridos por el tra- 
bajador como consecuencia de un 
accidente de trabajo; 6) se consagra la 
teoría del riesgo creado; para que exista 
responsabilidad por causa de accidente 
de trabajo, no es necesario que sea im- 
putable al empleador culpa alguna (ne- 
gligencia, imprudencia, etc.). Consecuen- 
temente, el trabajador no responde frente 
al empleador por los riesgos del trabajo, 
de la explotación del negocio o industria 
y 7) se agrega otra responsabilidad (o 
sanción) al empleador: En caso de falta 
de inscripción del trabajador en el IDSS, 
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o de falta de pago de las cotizaciones del 
seguro social, una vez inscrito el trabaja- 
dor, el empleador está obligado: a) a 
pagar el salario completo del tiempo de 
incapacidad y b) a reembolsar al traba- 
jador los gastos en que haya incurrido 
por culpa del empleador, tanto en caso 
de enfermedad como en caso de acci- 
dente de trabajo; 8) en los casos indica- 
dos bajo el número 4, el empleador está 
obligado a cubrir la pensión no recibida, 
si ésta fuere pertinente. 


5.- El Art.725 es una aplicación particu- 
lar en materia de trabajo del Art.1382 
del Código Civil conforme al cual, todo 
aquel que le causa un daño a otro debe 
repararlo. El Art.725 consagra esta res- 
ponsabilidad específicamente para el caso 
del daño causado como consecuencia de 
un accidente de trabajo. 


6.- Véase comentarios a los Arts. citados 
precedentemente. 


JURISPRUDENCIA 
ACCIDENTES DE TRABAJO 


7.- Es obligación de todo empleador pro- 
veerse de una póliza contra accidentes 
de trabajo en el Instituto Dominicano de 
Seguros Sociales, la cual deberá respon- 
der de los daños que sufran sus trabaja- 
dores por accidentes ocurridos en oca- 
sión de la ejecución de sus contratos de 
trabajo.(Sent. 3 febrero 1999, No.11, 
B.J.1059, p.427). 


8.- La Ley sobre Accidentes de Trabajo 
(Ley No.385 del 11 de noviembre de 1992) 
determina el monto a recibir por cada 
trabajador accidentado dependiendo de 
la gravedad de la lesión y de los órganos 
que resulten afectados, no comprometien- 
do la responsabilidad del empleador el 
hecho de que la suma a recibir por el 
trabajador resulte insuficiente a los fines 


de la reparación, en vista de que ésta 
está limitativamente tasada por la ley. 
(Sent. 27 enero 1999, No.60, B.J.1058, 
p.580). 


9.- La condena al pago de una indemni- 
zación adicional bajo el fundamento de 
que el empleador debió pagar al traba- 
jador el cincuenta por ciento para sol- 
ventar las necesidades producidas por el 
accidente, por ser insuficiente la suma que 
cubría la póliza emitida por el seguro so- 
cial, es una obligación que no está con- 
templada por nuestra legislación. (Sent. 
27 enero 1999, No.60, B.J.1058, p.581). 


10.- Si el empleador está dentro de los 
límites de cumplimiento de las leyes de 
accidentes del trabajo y del seguro so- 
cial, tiene que cubrir la reparación de los 
daños y perjuicios que sufra el trabaja- 
dor con motivo de un accidente de tra- 
bajo, al ser responsable civilmente de es- 
tos daños, en virtud del Art.725 del CT, 
los cuales son cubiertos por el Instituto 
Dominicano de Seguros Sociales. (Sent. 
15 julio 1998, No.48, B.J.1052, p.685). 


11.- Para establecer la existencia de la 
infracción el juez de lo penal no tiene 
que comprobar si el suceso que causó las 
lesiones sufridas por la víctima constituye 
o no un accidente del trabajo. (Sent. 22 
de julio de 1959, B.J.588, p.1489-1498). 


Art.726.- “Accidente de trabajo es 
toda lesión corporal, permanente o tran- 
sitoria, que sufra el trabajador en oca- 
sión de la labor que ejecuta o como con- 
secuencia de ésta”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Jurisprudencia 


Comentarios, 2 - Accidente de trabajo, 4-12 


Doctrina, 3 


CODIGO DETRABAJO ANOTADO - Art. 726 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.684 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene la definición 
legal de accidente de trabajo. Los ele- 
mentos de ésta consisten: 1) en el daño, 
que puede ser una lesión corporal per- 
manente o transitoria; 2) que la víctima 
del daño sea un trabajador, esto es, un 
trabajador en el sentido de los Arts.1 y 2 
de este Código; 3) que el trabajador haya 
sufrido los daños en ocasión de la ejecu- 
ción de su labor o como consecuencia de 
ésta. 


DOCTRINA 


3.- Alvarez Aybar enseña que “En cuanto 
a lo que es accidente de trabajo, se ad- 
vertirá que tanto en la Ley 385 de 11 de 
noviembre de 1932, sobre Accidentes de 
Trabajo, como en el Código de Trabajo, 
coincide la noción sobre el particular, sólo 
diferenciándose en cuanto al uso de los 
vocablos para designar al elemento su- 
bordinado. En efecto, en la leyes se dice 
que, accidente de trabajo es toda lesión 
corporal que dicho obrero, trabajador o 
empleado sufra con ocasión o por conse- 
cuencia del trabajo que ejecute por cuenta 
ajena, mientras el Código trae la defini- 
ción que tiene el artículo 684 (hoy 726), 
según la cual “accidente de trabajo es 
toda lesión corporal, permanente o tran- 
sitoria, que sufra el trabajador en oca- 
sión de la labor que ejecuta o como con- 
secuencia de ésta”. Sólo en esta última 
disposición se agregan los términos “per- 
manente o transitorio” para calificar ma- 
tices de la lesión, y se evita agregar la 
frase “por cuenta ajena”, que está impli- 
cada en el concepto de trabajador que 
prevalece actualmente. 
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JURISPRUDENCIA 
ACCIDENTE DE TRABAJO 


4.- Accidente ocurrido yendo al trabajo 
o al regreso del mismo. (Sent. 8 agosto 
1977, B.J801, p.139, véase Art. 727, Ju- 
risprudencia No.7). 


5.- No es indispensable para la aplica- 
ción de la ley que el accidente haya ocu- 
rrido en el lugar habitual de trabajo, bas- 
tando que haya tenido lugar en cualquier 
trabajo de la empresa, independiente- 
mente del sitio donde se realice. (Sent. 
26 junio 1968, B.J.691, p.1348). 


6.- Se considera accidente de trabajo, a 
cargo de los patronos obligados, toda 
lesión corporal que sufra el obrero, tra- 
bajador o empleado con ocasión o por 
consecuencia del trabajo que ejecute por 
cuenta ajena (Sent. 15 de febrero 1952, 
B.J.499, p.262). 


7.- Cuando es un trabajador del patrono 
quien en el ejercicio de sus labores oca- 
siona una lesión corporal a otro emplea- 
do del mismo patrono, dicho suceso cons- 
tituye un accidente de trabajo, si hay 
dirección única y trabajo en común. (Sent. 


15 de febrero 1952, B.J.499, p.262). 


8.- Debe reputarse accidente de trabajo 
el que ha sobrevenido durante el tiempo 
y en el lugar del trabajo, aún cuando en 
el momento en que se produjo, el obrero 
no trabajaba. Además, la mencionada 
ley, que es de carácter imperativo, some- 
te los accidentes de trabajo a un régimen 
taxativo de reparación, al cual no se aplica 
el derecho común de la responsabilidad 
a que se refieren los artículos 1382 y si- 
guientes del Código Civil, y organiza, fi- 
nalmente un procedimiento especial para 
reclamar la reparación (Sent. 19 mayo 
1958, B.J. 575, p.992-999). 
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9.- La Corte de Casación considera acci- 
dente de trabajo, toda lesión corporal que 
sufra el trabajador con ocasión o por con- 
secuencia del trabajo que ejecuta (Sent. 
del 15 de febrero de 1952, B.J.499, 
p.262). “No solamente debe considerar- 
se como accidente de trabajo el que ocu- 
rra en el centro mismo del trabajo y den- 
tro de la jornada laboral, sino también 
el que se produzca yendo al trabajo o al 
regreso del mismo, siempre que el traba- 
jador fuera transportado por cuenta del 
empleador” (Sent. del 8 de agosto de 
1977, B.J.801, p.1391). 


11.- Se reputa igualmente, accidente de 
trabajo el que ha sobrevenido durante el 
tiempo y en el lugar de trabajo, aún cuan- 
do en ese momento el trabajador no esté 
prestando servicios (Sent. del 19 de mayo 
de 1958, B.J.575, pp.992-999). 


12.- Véase Arts.625, 627 y 628 del CT. 


Art.727.- “Para que exista la respon- 
sabilidad por causa de accidente de tra- 
bajo no es necesario que sea imputable 
al empleador culpa, negligencia o im- 
prudencia”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Causas de exención de res- 


> 


Comentarios, 2 -ponsabilidad patronal, 5-6 


Doctrina, 3-4 Jurisprudencia 


- Accidente de trabajo, 7-11 


ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción textual del 
Art.685 del CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal consagra de modo 
expreso la teoría del riesgo en materia 
de trabajo y en particular en cuanto a 


los accidentes de trabajo. Dispone que 
no es necesario la falta imputable al 
empleador para que éste sea civilmente 
responsable por los daños sufridos por el 
trabajador por causa de accidente de tra- 
bajo. 


DOCTRINA 


3.- Josserand (Derecho Civil, Tomo Il, Vol.!, 
p.447-448) establete la aplicación del 
principio de que el dreador de un riesgo 
debe asumir las consecuencias de su rea- 
lización. La ¡justicia distributiva, 
repartitiva, sustituye a la justicia indivi- 
dual; a cada uno según sus actos y según 
sus iniciativas, a cada uno la responsabi- 
lidad que atrae sobre él la autoridad y la 
fiscalización de que dispone, o si se quie- 
re, es la idea de reparación la que susti- 
tuye a la responsabilidad. La idea de cul- 
pa es insuficiente para servir de base a 
un sistema de responsabilidad, debe com- 
pletarse, virgorizarse, con la noción más 
moderna, más económica, y más prácti- 
ca, del riesgo creado. 


4.- Tradicionalmente, para que exista res- 
ponsabilidad civil se requiere la concu- 
rrencia de tres elementos indispensables: 
1) falta; 2) perjuicio; y 3) relación de 
causalidad entre ambos. Una evolución 
de esta regla lo constituye la teoría del 
riesgo profesional. Cuando un empleador 
establece una empresa, el riesgo deriva- 
do del negocio o industria no puede ser 
motivo para liberarle de responsabilidad 
cuando el trabajador sea víctima de un 
accidente de trabajo. Por este motivo, es 
que el Art.727 prevé la responsabilidad 
del empleador aunque no le sea imputa- 
ble culpa alguna, ni el accidente sea de- 
bido a su negligencia o descuido. 


CAUSAS DE EXENCIÓN DE 
RESPONSABILIDAD PATRONAL 


5.- La Ley sobre Accidentes del Trabajo 
no tiene aplicación cuando el accidente 
ocurre fuera del territorio nacional. Ade- 
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más, el Art.4 de la Ley 385 de 1932, con- 
sidera que no hay accidentes: 1) si el tra- 
bajador ha tratado de cometer un delito, 
o de lesionar al empleador o a cualquier 
otra persona, o si voluntariamente se 
causare la lesión; 2) cuando la embria- 
guez del trabajador sea la causa del ac- 
cidente; 3) cuando la lesión ha sido cau- 
sada por el acto criminal de un tercero; y 
4) cuando la lesión es causada o conse- 
cuencia de motines, huelgas, guerras en 
general o por causa de fuerza mayor jus- 
tificada. Como situación especial, la ley 
dispone también que “cuando el accidente 
ocurriese por falta inexcusable, ya fuere 
por parte del trabajador o del empleador, 
se podrá acordar, ya sea en un caso o en 
el otro, un aumento o una disminución 
de hasta un cincuenta por ciento de las 
sumas acordadas por la escala de 
indemnizaciones, entendiéndose que será 
ésta la única indemnización a que se po- 
drá tener derecho en caso de fallecimien- 
to” (Ambrosio Alvarez Aybar, ob.cit., 
pp.166-167). 


6.- Véase Arts.725, 726 y 728 del CT. 


JURISPRUDENCIA 
ACCIDENTE DE TRABAJO 


7.- No solamente debe considerarse como 
accidente de trabajo el que ocurra en el 
centro mismo de trabajo y dentro de la 
¡jornada laboral, sino también el que se 
produzca yendo al trabajo o al regreso 
del mismo, siempre que el trabajador o 
empleado fuera transportado por cuenta 
del patrono. (Sent. 8 agosto 1977, 
B.J].801, p.1391). 


8.- No es indispensable para la aplica- 
ción de la ley que el accidente haya ocu- 
rrido en el lugar habitual de trabajo, bas- 
tando que haya tenido lugar en cualquier 
trabajo de la empresa, independiente- 
mente del sitio donde se realice. (Sent. 
26 ¡junio 1968, B.J.691, p.1348). 
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9.- Se considera accidente de trabajo, a 
cargo de los patronos obligados, toda 
lesión corporal que sufra el obrero, tra- 
bajador o empleado con ocasión o por 
consecuencia del trabajo que ejecute por 
cuenta ajena (Sent. 15 de febrero 1952, 
B.J.499, p.262). 


10.- Cuando es un trabajador del pa- 
trono quien en el ejercicio de sus labo- 
res ocasiona una lesión corporal a otro 
empleado del mismo patrono, dicho su- 
ceso constituye un accidente de trabajo, 
si hay dirección única y trabajo en co- 
mún. (Sent. 15 de febrero 1952, B.J.499, 
p.262). 


11.- Debe reputarse accidente de traba- 
jo el que ha sobrevenido durante el tiem- 
po y en el lugar del trabajo, aún cuando 
en el momento en que se produjo, el 
obrero no trabajaba. Además, la men- 
cionada ley, que es de carácter imperati- 
vo, somete los accidentes de trabajo a un 
régimen taxativo de reparación, al cual 
no se aplica el derecho común de la res- 
ponsabilidad a que se refieren los artícu- 
los 1382 y siguientes del Código Civil, y 
organiza, finalmente un procedimiento 
especial para reclamar la reparación 
(Sent. 19 mayo 1958, B.J. 575, p.992- 
999). 


Art.728.- “Todas las materias relati- 
vas a los seguros sociales y a los acci- 
dentes de trabajo están regidas por le- 
yes especiales. No obstante, se dispone 
que la no inscripción del trabajador por 
parte del empleador en el Instituto Do- 
minicano de Seguros Sociales o la falta 
de pago de las contribuciones corres- 
pondientes, obliga a este último a re- 
embolsar el salario completo correspon- 
diente a la ausencia del trabajador, los 
gastos en que incurra por motivo de la 
enfermedad o del accidente, o a cubrir 
la pensión no recibida a causa de falta 
del empleador”. 
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ÍNDICE 
Antecedentes, 1 Régimen de la Ley sobre 
Comentarios, 2-4 Accidentes de Trabajo. Compe- 


Doctrina tencia. Procedimiento, 16-27 


Duplicidad de Responsabili- Jurisprudencia 
dades, 5-6 -Accidentes de trabajo, 16-18 
ANTECEDENTES 


1.- Este texto legal agrega la parte final 
al Art.686 del CT de 1951 que establecía 
que “Todas las materias relativas a los 
accidentes de trabajo están regidas por 
leyes especiales”. 


COMENTARIOS 


2.- La parte inicial de este texto se refiere 
a los asuntos relativos a los seguros so- 
ciales y accidentes de trabajo, que están 
regidos por leyes especiales: la Ley 385 
de 1932 y sus reformas (la última fue por 
Decreto No.76-99 de 24 de febrero de 
1999) y la Ley 1896 del 30 de diciembre 
de 1948 sobre Seguros Sociales y sus 
modificaciones (la más reciente es la Ley 
No.36 del 27 de abril de 1979, 
G.0.9500). 


3.- La parte final de este texto legal, tra- 
ta sobre la no inscripción del trabajador 
en el IDSS y la falta de pago de las coti- 
zaciones, así como de la sanción y res- 
ponsabilidad en que incurre el empleador 
en estos casos. Establece que el “que no 
haya inscrito al trabajador en el IDSS o 
que no esté al día en el pago de sus con- 
tribuciones está obligado a: 1) reembol- 
sar el salario completo correspondiente 
al trabajador en caso de incapacidad 
para el trabajo por caso de accidente de 
trabajo o enfermedad; 2) cubrir los gas- 
tos en que incurra el trabajador con mo- 
tivo de la enfermedad o el accidente; 3) 
pagar la pensión no recibida, que no le 
ha sido otorgada por culpa del empleador, 
que no le inscribió oportunamente en el 


seguro social; 4) pagar las indemnizaciones 
que fueren pertinentes”. 


4.- La CR del anteproyecto, consideró que 
no es justo que el trabajador resulte pri- 
vado de la protección del seguro social 
porque el patrono, que descuenta de su 
salario la cotización correspondiente, no 
la entregue al destinatario. “La Comisión 
entiende que la sanción que establece 
(que el patrono responda por los gastos 
que, por su culpa, el trabajador desam- 
parado incurre) no es excesiva ni 
paternalista”. El Anteproyecto no contem- 
pla los seguros voluntarios que la empre- 
sa establezca para suplir la deficiencia 
del IDSS, pero “a juicio de la Comisión, 
este seguro ni dicha deficiencia, pueden 
ser utilizados para socavar el seguro so- 
cial obligatorio, beneficiarse con lo aje- 
no o para lesionar los derechos del tra- 
bajador”. 


DOCTRINA 


DupPLICIDAD DE RESPONSABILIDADES 


5.- Las leyes de trabajo y las normas so- 
bre seguro social y accidentes de trabajo 
vigentes, establecen responsabilidades, 
competencia, procedimientos y sanciones 
contra los contraventores de dichas le- 
yes. Se trata de sistemas diversos que con- 
sagran en conjunto, un régimen de res- 
ponsabilidad y sanciones bastante 
complejo, donde los mismos hechos son 
castigados en forma diferente por el CT y 
por las leyes sobre seguro social y acci- 
dentes de trabajo. La competencia y el 
procedimiento dependen de la vía esco- 
gida. Si se trata de una infracción al CT 
o de un sometimiento levantado en vio- 
lación de la Ley sobre Seguro Social o de 
la Ley sobre Accidentes de Trabajo, de 
una acción civil basada en el Art.712 del 
CT o del reclamo de las indemnizaciones 
acordadas por las precitadas leyes socia- 
les; frente a la duplicidad o concurrencia 
de leyes, prevalecerá la norma más favo- 
rable al trabajador. No obstante, los tri- 
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bunales de trabajo no son competen- 
tes para conocer de las acciones deri- 
vadas de un accidente de trabajo cuan- 
do el trabajador está asegurado y el 
empleador está al día en el cumpli- 
miento de sus obligaciones. En princi- 
pio, el Art.480 ni ningún otro del CT 
les otorga competencia de atribución 
en estos casos. Pero dichos tribunales 
pueden imponer el pago de los sala- 
rios del tiempo de suspensión por en- 
fermedad o accidente y pronunciarse 
sobre los gastos de la enfermedad o 
del accidente e imponer la pensión co- 
rrespondiente, en caso del empleador 
en falta por incumplimiento o viola- 
ción a dichas leyes sociales, conforme 
a las previsiones de los Arts.52 y 728 
del CT. Esta acción puede ser llevada 
por vía principal ante el juzgado de 
trabajo o accesoriamente a la acción 
pública, ante el juzgado de paz com- 
petente e independientemente de las 
acciones penales que fueron pertinen- 
tes. Pero ejercida la acción penal, pre- 
vista en el CT, que no establece pri- 
sión, no se podría ejercer por el mismo 
hecho, y posteriormente, la acción pe- 
nal establecida en la Ley 1896, del 
1948. Además, la máxima electa una 
vía es aplicable. También es aplicable 
el Art.711 del CT, según el cual lo la- 
boral mantiene lo penal en estado. 


6.- A partir de 1992 y como consecuen- 
cia de las disposiciones de los Arts.728 y 
52 del CT es preciso contemplar dos si- 
tuaciones distintas: a) cuando el trabaja- 
dor incapacitado por enfermedad o acci- 
dente está protegido por el seguro social 
y el empleador está al día en el pago de 
las cotizaciones; b) el caso contrario; 
cuando no está inscrito en el IDSS o es- 
tando inscrito, el empleador no está al 
día en el pago de sus obligaciones. En el 
primer caso, no hay violación alguna a 
las disposiciones del CT y rige la parte 
principal del Art.52 del CT: el trabajador 
sólo tiene derecho a las prestaciones e 
indemnizaciones previstas en las leyes so- 
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bre seguro social y accidentes de traba- 
jo. En el caso contrario el empleador está 
en falta al tenor de los Arts.52 in fine y 
728 in fine del CT y puede ser juzgado y 
condenado por los tribunales de trabajo 
al pago de las prestaciones, derechos e 
indemnizaciones que señalan los referi- 
dos textos legales. 


RÉGIMEN DE LA LEY SOBRE ACCIDENTES 
DE TRABAJO. COMPETENCIA. 
PROCEDIMIENTO 


7.- La ley prevé diversas sanciones contra 
los transgresores de la Ley sobre Acci- 
dentes de Trabajo. En efecto, la Ley 109, 
del 3 de enero de 1974, dispone que el 
incumplimiento de las obligaciones por 
parte del empleador será castigado con 
multa de RD$100.00 a RD$1,000.00 o 
prisión correccional de tres meses a dos 
años, según la gravedad de la infracción, 
y con el pago de los valores adeudados 
por concepto de póliza a la Dirección de 
Accidentes de Trabajo del Instituto Domi- 
nicano de Seguros Sociales, más el inte- 
rés del 1% mensual a partir de la fecha 
en que debieron pagarse dichos valores. 
El Art.89 de la indicada Ley, castiga con 
multa de cien pesos la falta de cumpli- 
miento del aviso del accidente de trabajo 
al juez competente dentro del plazo le- 
gal de 48 horas, de la ocurrencia del ac- 
cidente, excluyendo los domingos y días 
no laborables. 


8.- El Art.17 del la Ley sobre Accidente 
de Trabajo, sanciona con multa de cien 
pesos por cada infracción al empleador 
que eluda o intente eludir o atenuar las 
responsabilidades que la Ley pone a su 
cargo, bien sea: a) haciendo deduccio- 
nes de los sueldos de sus trabajadores 
para el pago de las primas del seguro; b) 
haciendo aparecer al trabajador perci- 
biendo un salario menor que el que real- 
mente percibe o percibía en el momento 
del accidente; c) no asegurando a sus 
trabajadores conforme a los términos de 
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la ley, y d) en estos y otros casos que 
impliquen transgresión a la ley el 
empleador incurrirá en un delito san- 
cionado por la ley con el monto de la 
indicada multa. 


9.- El párrafo del Art.16 de la Ley 385 de 
1932, establece que las personas que, ac- 
tuando por algunas compañías no auto- 
rizadas por el Poder Ejecutivo, operen ne- 
gocios de Seguros sobre Accidentes de 
Trabajo, serán castigadas con multa de 
RD$500.00 por cada póliza que emitan 
o dos meses de prisión correccional 
(Art.17, Ley 385 de 1932). 


10.- La Ley 16-92, del 29 de mayo de 
1992, denominada Código de Trabajo, 
castiga con multa de siete a doce sala- 
rios mínimos (Art.721), las violaciones a 
la Ley sobre Seguros Sociales previstos en 
los Arts.52 y 728 de dicho Código. 


11.- Domingo Gil (Jurisprudencia de la 
Nueva Suprema Corte de Justicia, No.18, 
p.46-48) enseña que la “ley 1896, sobre 
seguros sociales y la ley 385, sobre acci- 
dentes de trabajo ponen a cargo de los 
empleadores la obligación de inscribir a 
sus trabajadores en el IDSS y de efectuar 
los pagos correspondientes a la protec- 
ción que dichas leyes otorgan. El incum- 
plimiento de estas dos obligaciones ex- 
cluye a los trabajadores del dominio de 
aplicación de las mismas. El Art.728 del 
CT procura cubrir esa desprotección. Este 
artículo faculta al trabajador a incoar las 
siguientes demandas: a) la acción para 
reclamar la reparación de daños y per- 
juicios; b) la acción para reclamar las 
prestaciones que de manera expresa es- 
tablece el Art.728. Estas son: 1) los sala- 
rios correspondientes a la ausencia tem- 
poral del trabajador de la empresa por 
motivo de enfermedad, maternidad o 
accidente de trabajo; 2) los gastos en que 
incurra el trabajador en esas tres situa- 
ciones, entre las que hay que incluir los 
gastos de maternidad aunque ésta no es 
expresamente mencionada a este respec- 
to por el Art.728; y 3) el pago de la pen- 


sión no recibida a causa de la falta del 
empleador”. El Art.728, sin embargo, en 
opinión de Domingo Gil, no cubre de 
manera completa la desprotección en que 
se encuentra el trabajador por su exclu- 
sión del ámbito de protección de las le- 
yes 1896 y 385, como el caso, por ejem- 
plo de las prestaciones que acuerda la 
ley 1896 en caso de muerte de un asegu- 
rado y que beneficia a los familiares y 
deudos de éste. 

12.- Ambrosio Alvarez Aybar (ob.cit, 
p.167-168) enseña que, “para la solu- 
ción judicial de los conflictos y demás ac- 
tuaciones en que deba intervenir la justi- 
cia en materia de accidentes de trabajo, 
la ley 385 ha establecido un procedimien- 
to expeditivo en que participa, en primer 
término, el Juez de Paz para los casos de 
incapacidad temporal, y el Presidente del 
Juzgado de Primera instancia o el tribu- 
nal mismo, según se trate de que las par- 
tes lleguen a un acuerdo o haya que fa- 
llar el litigio. Por otra parte, en lo que 
concierne a las vías de recurso, las partes 
pueden intentar apelación y, respecto de 
los fallos en última instancia, el recurso 
de casación”. Sobre la competencia y el 
procedimiento, la Corte de Casación ha 
establecido que, “Conforme a los artícu- 
los 8,9, 10, 11 y 12 de la ley 385 de 
1932, compete al Juez de Paz del munici- 
pio correspondiente, cuando ocurra un 
accidente de trabajo, las actuaciones pre- 
liminares, cual que sea la naturaleza y la 
magnitud de las lesiones; le corresponde 
a ese funcionario celebrar el informativo 
pertinente y acordar las compensaciones 
provisionales que procedan, debiendo si 
la incapacidad es permanente, declarase 
incompetente y enviar el expediente al 
Juez de Primera Instancia para que éste 
falle como Juez de primer grado” (Sent. 
del 18 de junio de 1973, B.J.751, 
pp.1646-1647); que, “Conforme a los 
artículos 11 y 12 de la Ley 385 de 1932, 
el tribunal competente para conocer de 
las demandas por causa de muerte o in- 
capacidad permanente, ocasionados en 
un accidente de trabajo, es el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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donde ocurrió el accidente” (Sent. del 19 
de enero de 1970, B.J.710, p.49). 


13.- Informado del accidente de trabajo, 
el Juzgado de Paz procede al informativo 
con la presencia de las partes, en la for- 
ma prevista en los Arts.35 al 39 del Có- 
digo de Procedimiento Civil. El asunto es 
juzgado “en último recurso” por el juz- 
gado de paz donde el accidente se ha 
producido, sea cual fuere el monto de la 
demanda (Art.11, Ley 385 de 1932). Tam- 
bién se juzgarán en último recurso las con- 
testaciones de gastos funerarios. Cuando 
se haya agotado el plazo máximo o la 
totalidad de la suma otorgada por inca- 
pacidad temporal y la lesión no haya cu- 
rado y el asegurado sostenga o establez- 
ca, apoyado en certificados médicos, que 
las lesiones “le han causado una incapa- 
cidad permanente”, el juez de paz “debe 
declararse incompetente”. (Art.11, Ley 385 
de 1932, Ley sobre Accidentes del Traba- 
jo”. El juez de paz “fijará al mismo tiempo 
la continuación del suministro (indemni- 
zación) provisional de la mitad de la suma 
semanal que se había establecido para la 
compensación”. Esta decisión es ejecuto- 
ria no obstante oposición o cualquier otro 
recurso. Los Arts.11 y 12 de la citada Ley 
385 de 1932, contienen otras disposicio- 
nes procesales al respecto. 


14.- Las sentencias rendidas en virtud de 
la Ley sobre Accidentes de Trabajo, son 
susceptibles de apelación según las re- 
glas de derecho común. Sin embargo, “la 
apelación bajo reserva de las disposicio- 
nes del Art.449 del Código de Procedi- 
miento Civil, debe ser interpuesta en los 
treinta días de la fecha de la sentencia, si 
es contradictoria y si es por defecto, en 
la quincena a partir del día en que la 
oposición no es más recibible” (Art.13, 
Ley 385 de 1932). La oposición no es re- 
cibible en caso de sentencia contra par- 
te, cuando la sentencia hubiere sido no- 
tificada a persona y hubiere pasado el 
plazo de los quince días a partir de la 
notificación. La Corte estatuirá de urgen- 
cia dentro de los quince días de discutida 


la apelación. Las partes podrán recurrir 
en casación. Siempre que un peritaje 
médico fuere ordenado, sea por el juez 
de paz, sea por el tribunal de primera 
instancia o por la Corte de Apelación, el 
perito no podrá ser el médico que ha cu- 
rado al herido, ni un médico ligado a la 
empresa o al IDSS. 


15.- La acción en pago de indemniza- 
ción de que trata la ley sobre Accidentes 
del Trabajo prescribe en un año a partir 
de la fecha del accidente, de la clausura 
del informativo del juez de paz o de la 
cesación del pago de la indemnización 
temporal. En igual plazo de un año, pres- 
cribe cualquier otra acción en daños y 
perjuicios como consecuencia del acciden- 
te que ocasione lesiones temporales o la 
muerte de terceros o que dañe la propie- 
dad ajena. 


JURISPRUDENCIA 
ACCIDENTES DE TRABAJO 


16.- La ley No.385 del 11 de noviembre 
de 1992, sobre Accidentes del Trabajo, 
obliga a todo empleador a proveerse de 
una póliza que cubra los daños sufridos 
por sus trabajadores por accidentes ocu- 
rridos en el desempeño de sus funciones. 
(Sent. 27 enero 1999, No.60, B.J.1058, 
p.580). 


17.- La ley 385 de 1932 sobre Accidentes 
de Trabajo, somete los daños causados 
para fines de reparación, a un régimen 
especial y taxativo que excluye la aplica- 
ción del derecho común en responsabili- 
dad civil. (Sent. 18 junio 1973, B.J.751, 
p.1639). 


18.- Es indiferente que el trabajador no 
esté asegurado, pues tal situación lo que 
determina es la obligación para el patrono 
de asumir el pago de las indemnizaciones 
ya que el Instituto Dominicano de Segu- 
ros Sociales no puede ser accionado a 
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esos fines por falta de seguro. (Sent. 18 
junio 1973, B.J.751, p.1639). 


19.- Conforme a los artículos 8, 9, 10, 
11 y 12 de la Ley 385 de 1932, compete 
al Juez de Paz del municipio correspon- 
diente, cuando ocurra un accidente de 
trabajo, las actuaciones preliminares, cual 
que sea la naturaleza y la magnitud de 
las lesiones, le corresponde a ese funcio- 
nario celebrar el informativo pertinente y 
acordar las compensaciones provisiona- 
les que procedan, debiendo si la incapa- 
cidad es permanente declararse incom- 
petente y enviar el expediente al Juez de 
Primera Instancia para que éste falle como 
Juez de primer grado. (Sent. 18 ¡unio 
1973, B.J.751, p.1646-47). 


20.- Corresponde al Juez de Paz celebrar 
el informativo pertinente y acordar las 
compensaciones que procedan, debien- 
do, si la incapacidad es permanente, de- 
clararse incompetente y enviar el expe- 
diente al Juez de Primera Instancia. (Sent. 
18 junio 1973, B.J.751, p.1647). 


21.- Conforme a los artículos 11 y 12 de 
la Ley 385 de 1932, el tribunal compe- 
tente para conocer de las demandas en 
cobro de las indemnizaciones definitivas 
por causa de muerte o incapacidad per- 
manente ocasionadas en un accidente de 
trabajo, es el Juzgado de Primera Instan- 
cia del Distrito Judicial donde ocurrió el 
accidente. (Sent. 19 enero 1970, B.J.710, 
p.49). 


22.- La ley sobre Accidentes de Trabajo 
es de orden público y somete la repara- 
ción de los accidentes del trabajo a un 
régimen especial taxativo que excluye la 
aplicación del derecho común de la res- 
ponsabilidad consagrado por el artículo 
1328 y siguientes del Código Civil (Sent. 
22 de julio de 1959, B.J.588, p.1489- 
1497). 


23.- La ley No.385, sobre Accidentes de 
Trabajo, es de carácter muy especial y 
sus disposiciones, como tal, no pueden 


se interpretadas sino de manera ceñida 
a su espíritu y en armonía con el objetivo 
perseguido por el legislador (Sent. 30 
noviembre 1937, B.J.328, p.628-647). 


24.- El artículo 14, parte 2da., de la Ley 
No.385 sobre Accidentes de Trabajo, se- 
gún el cual la acción de indemnización 
prevista por dicha ley, así como “cual- 
quiera acción por daños y perjuicios, 
como consecuencia del accidente, de 
cualquier clase que éstas sean, que oca- 
sionen lesiones temporales o la muerte 
de terceras personas o que dañen la pro- 
piedad ajena, prescribirá al año de ocu- 
rrir el accidente, aún cuando se trata de 
accidentes acontecidos fuera de las pre- 
visiones de la presente ley”, se refiere de 
manera exclusiva, y habida cuenta del 
carácter especial de la aludida ley, a las 
acciones en daños y perjuicios que ten- 
gan su base en cualquier accidente de 
trabajo que ocasionen “lesiones tempo- 
rales o la muerte de terceras personas o 
que dañe la propiedad ajena” (Sent. 30 
noviembre 1937, B.J.328, p.628-647). 


25.- La Ley No.385 del 11 de noviembre 
de 1932, sobre Accidentes de Trabajo no 
ha derogado sino las prescripciones del 
derecho común relativas a las relaciones 
entre patronos y trabajadores en mate- 
ria de accidentes de trabajo (Sent. del 29 
de junio de 1935; B.J.299, p.226-230). 


26.- El régimen instituído por la Ley 
385 sobre Accidentes de Trabajo es ex- 
cluyente de la responsabilidad que con- 
sagra el Art.1382 del Código Civil 
(Sent. del 26 de noviembre de 1958; 
B.J.580, p.2626). Recientemente la SCJ 
ha juzgado que los tribunales de tra- 
bajo son competentes para conocer de 
estas demandas sobre accidentes de tra- 
bajo. Sent. 15 de julio 1998; B.J. 
No.1052, p. 685. 


27.- En caso de violaciones a las normas 
sobre “inscripción y pago de las cuotas al 
Instituto de Seguro Social, previstas como 
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infracciones penales laborales, en virtud 
del Art.83, letra K, de la Ley 1986 del 30 
de diciembre de 1948, sobre Seguros So- 
ciales, “las sentencias que dictaren los tri- 
bunales de justicia en esta materia serán 
consideradas contradictorias, comparez- 
can o no los inculpados y, en consecuen- 
cia, no serán susceptibles del recurso de 
oposición”. Tampoco podrá ejecutarse la 
sentencia en vista del plazo y del conoci- 
miento del recurso de casación, debido 
al carácter suspensivo de este recurso en 
materia represiva, de acuerdo al Art.29 
de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 
ción (Domingo Gil, ob.cit., p.115). 


Art.729.- “Están liberados de im- 
puestos y derechos de toda naturale- 
za: 


1) Los contratos, los convenios colecti- 
vos y los reglamentos de trabajo; 


2) Las actas constitutivas de sindicatos, 
federaciones y confederaciones; 


3) Las actas y documentos relacionados 
con el procedimiento administrativo y ju- 
dicial en materia de trabajo”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Doctrina, 4-7 
Comentarios, 2-3 
ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.687 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que “el Código consa- 
gra en el artículo 687 (hoy 729) la exen- 
ción de impuestos y derechos de toda 
naturaleza para los actos en los cuales 


tengan su fuente una relación contrac- 
tual de trabajo o una asociación de la 
misma índole, así como para las actas y 
documentos relacionados con un proce- 
dimiento administrativo o judicial en esta 
materia. Semejante exención aparece es- 
tablecida en el artículo 62 de la Ley 
No.637, de fecha 16 de junio de 1944, 
pero con un alcance muy limitado, ya que 
sólo es aplicable a los contratos de tra- 
bajo propiamente dichos y a los docu- 
mentos relacionados con el procedimien- 
to concerniente a dichos contratos En la 
legislación vigente están fuera de la exen- 
ción, por lo menos en lo dispuesto lite- 
ralmente por la Ley, todos los actos que 
resulten ser extraños al contrato de tra- 
bajo. El Código en cambio, hace extensi- 
va la exención a los pactos colectivos, a 
los reglamentos de trabajo, a los sindica- 
tos, federaciones y confederaciones y a 
los documentos relacionados con el pro- 
cedimiento administrativo o judicial “en 
materia de trabajo”, esto es, en toda 
materia que forme parte del derecho de 
trabajo”. 


3.- Este texto legal constituye una consa- 
gración particular del rasgo esencial de 
gratuidad característico del proceso de 
trabajo. Conforme a este carácter gra- 
tuito del procedimiento, el Art.729 libera 
de impuestos y derechos de toda natura- 
leza los actos constitutivos de las organi- 
zaciones profesionales de trabajadores y 
empleadores, los contratos individuales y 
los convenios colectivos de trabajo, así 
como los reglamentos internos o interio- 
res de trabajo y los actos y documentos 
relativos al procedimiento administrativo 
y al procedimiento ante los tribunales de 
trabajo, es decir, del procedimiento ante 
la SET y ante los tribunales de trabajo. 


DOCTRINA 


4.- Los impuestos (Edgar Barnichta, Es- 
tudio del Código Tributario, p.63) consti- 
tuyen una prestación exigida por el Esta- 
do en virtud de su poder de imperio, con 
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carácter definitivo, indivisible y sin con- 
traprestación particular, que sirven para 
el sostenimiento de las cargas públicas y 
los fines del Estado. Las tasas -dice Bar- 
nichta (ob.cit.p. 67)- constituyen el pago 
por un servicio público inherente al Esta- 
do y que éste le presta al particular, cuya 
finalidad es solventar los gastos en que 
incurre el Estado en la prestación de ese 
servicio. El servicio es individual, divisible 
y con carácter de contraprestación. La 
contribución es la prestación exigida por 
el Estado a los particulares, en virtud de 
un beneficio, real o potencial, que éstos 
han recibido, como consecuencia de una 
obra pública o actividad estatal, y que 
sirve para solventar el financiamiento de 
la obra o actividad. 


5.- En virtud de los Decretos No.178-91 
del 30 de abril de 1991 (G.0.9806) y 
No.188-91 de fecha 14 de mayo de 1991 
(G.0.9807), se dispuso la impresión por 
la SET y la venta en este departamento y 
en las oficinas de los representantes lo- 
cales de trabajo: del cartel de horario 
(sobre el documento relativo al cumpli- 
miento de las obligaciones de que trata 
este texto legal véase Art.159 del CT); 
del cartel de horas extraordinarias (so- 
bre el documento relativo al cumplimien- 
to de las obligaciones de que trata este 
texto, véase Art.160 del CT) ; del cartel 
de vacaciones (véase Art.186 del CT); de 
la actitud del menor para el trabajo (véase 
Art.248 del CT); la planilla o relación del 
personal fijo (sobre el documento relati- 
vo al cumplimiento de las obligaciones 
de que trata este texto legal, véase Arts.15 
y 16 del Reglamento 258-93); la relacio- 
nes de cambios en la planilla (véase Art.17 
del Reglamento 258-93); y la planilla de 
personal móvil u ocasional (véase Art.18 
del Reglamento 258-93). 


6.- Posteriormente, el 12 de enero de 
1993, la SET “en interés de facilitar la 
adquisición y uso” de dichos formularios 
dispuso mediante resolución: 1) unificar 
en un sólo documento la planilla de per- 
sonal fijo, el cartel de horario y el de 


vacaciones anuales; 2) emplear hojas 
contínuas para el uso de las empresas 
con sistemas computarizados. 


7.- Véase Art.427 del CT. 


Art.730.- “Cuando en el procedi- 
miento ante los tribunales de trabajo 
actúen abogados recibirán los honora- 
rios a que tienen derecho conforme a la 
Ley 302 de 1964, modificada por la ley 
95-88". 


INDICE 


Antecedentes, 1 - Abogado, 5-23 
- Casación, 24 


- Costas, 25-28 


Comentarios, 2 
Doctrina, 3-4 


Jurisprudencia 


ANTECEDENTES 


1.- Es una modificación del Art.688 del 
CT de 1951, según el cual: “El procedi- 
miento por ante los tribunales de trabajo 
se hará sin el ministerio de abogados. 
Estos no percibirán honorarios en los juz- 
gados de trabajo cuando obren como 
mandatarios de las partes. En el procedi- 
miento por ante las cortes de trabajo y 
por ante la Suprema Corte de Justicia, 
los abogados devengarán la mitad de los 
honorarios a que tienen derecho en ma- 
teria civil”. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que el “el artículo 688 
(hoy 730) adopta una fórmula equiva- 
lente a la que rige en el procedimiento 
comercial: “el procedimiento por ante los 
tribunales de trabajo se hará sin el mi- 
nisterio de abogados. Es un medio de po- 
ner a patronos y trabajadores en aptitud 
de intervenir por sí mismos en sus con- 
flictos procesales y de evitar que éstos se 
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prolonguen con incidentes que sólo po- 
drían ser promovidos por personas ver- 
sadas en el derecho. El mismo artículo 
consigna una notable reducción en los 
honorarios de los abogados cuando ac- 
túan como tales ante la Suprema Corte 
de Justicia o como simples mandatarios 
ante las cortes de trabajo”. 


DOCTRINA 


3.- El cambio introducido por el CT 
de 1992 con este texto legal no signi- 
fica que sea obligatorio el ministerio 
de abogado ante los tribunales de tra- 
bajo. Conforme al Art.502 es optati- 
vo de toda persona que sea parte en 
un proceso laboral actuar por sí mis- 
ma o por mandatario. En este último 
caso, cuando el mandatario es abo- 
gado no se requerirá necesariamente 
el depósito del poder. Véase comen- 
tarios Art.502. 


4.- Establece igualmente este texto le- 
gal los honorarios que recibirán los abo- 
gados que actúen como mandatarios de 
las partes ante los tribunales de traba- 
jo. Estos honorarios son los estableci- 
dos por la Ley 302 de 1964 modifica- 
da, que fija los honorarios profesionales 
de los abogados. Hasta la promulgación 
del CT de 1992 estuvo vigente el Art.52 
de la Ley 637 de 16 de junio de 1944 
sobre Contratos de Trabajo (G.0.6096), 
modificado por la Ley No.5055 del 19 
de diciembre de 1958 (G.0.8317) se- 
gún el cual: “ No será indispensable el 
ministerio de abogado en las jurisdic- 
ciones de los tribunales de trabajo, y 
las partes podrán comparecer personal- 
mente o por mediación de apoderados 
especiales. Los abogados no necesita- 
rán de un poder escrito para actuar por 
ante dichos tribunales y cuando postu- 
len por ante los tribunales de trabajo, 
de segundo grado o la Suprema Corte 
de Justicia en asuntos laborales perci- 
birán el cincuenta por ciento de los ho- 
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norarios a que tienen derecho en ma- 
teria civil, conforme a la Tarifa de Cos- 
tas Judiciales. El Párrafo Il de la Ley 
No.4875 del 21 de marzo de 1958 
(G.0.8228), que faculta a los tribu- 
nales a limitar la cuantía de los apo- 
derados en los contratos de cuota-litis, 
es aplicable en materia laboral”. Esta 
ley es derogada por el Art.732 del CT 
de 1992. 


JURISPRUDENCIA 
ABOGADO 


5.- Cuando intervengan varios abogados 
en la representación en justicia de una 
misma parte o contra ella, sólo tendrán 
derecho a los honorarios que la ley acuer- 
de a uno, no pudiendo cobrar honora- 
rios cada abogado en particular, de 
acuerdo con el Art.2 de la Ley No.302, 
modificada, sobre honorarios de aboga- 
dos. (Sent. 15 abril 1998, No.33, 
B.J.1049, p.403). 


6.- Los mandatarios ad-litem tienen fa- 
cultad para producir conclusiones en 
nombre de su mandante, así como recti- 
ficarlas o modificarlas dentro de ciertos 
límites, antes del cierre de los debates 
(Cas. del 7 de diciembre de 1960, B.J.605, 
p.2472). 


7.- No siendo indispensable el ministerio 
de abogado en las jurisdicciones de tra- 
bajo y actuando éstos sólo como apode- 
rados especiales, no puede una conde- 
nación en costas conllevar la de los 
honorarios del abogado (Sent. 30 octu- 
bre 1957, B.J.567, p.2247). 


8.- El memorial de casación debe estar 
suscrito por un abogado, y el emplaza- 
miento contener constitución de abo- 
gado. Se trata de formalidades sustan- 
ciales. En caso contrario, no pueden 
tener ninguna eficacia jurídica (Cas. del 
21 de noviembre de 1949, B.J.436, 
p.824). 
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9.- La falta de indicación del nombre com- 
pleto del abogado en el memorial y en el 
auto de admisión, se suple en el acto de 
constitución de abogado y emplazamiento 
de casación (Cas. del 5 de junio de 1953, 
B.J.515, p.946). 


10.- Hay imposibilidad de repetir contra 
la parte sucumbiente los gastos por con- 
cepto de honorarios de abogados en que 
se incurra (Sent. del 5 de septiembre de 
1951, B.J.494, p.1080). 

11.- Los jueces del fondo dieron por es- 
tablecido como cuestión de hecho, el nú- 
mero de hojas de documentos estudia- 
dos por los abogados. Esta decisión no 
puede ser criticada por la casación (Cas. 
del 11 de marzo de 1968, B.J.688, 
p.613). 


12.- Los Arts.130 y 131 del Código de 
Procedimiento Civil no pueden abarcar 
honorarios excluidos por la Ley 637, so- 
bre Contratos de Trabajo (Cas. del 5 de 
septiembre de 1951, B.J.494, p.1077- 
1082). 


13.- Ninguna persona, abogado o no, 
que ocupe un cargo dentro de la Se- 
cretaría de Trabajo no puede evacuar 
consultas sobre cuestiones que sean 
objeto de un litigio o realizar cuales- 
quiera diligencias de carácter procesal 
(Cas. del 19 de febrero de 1968, 
B.J.687, p.377). 


14.- No es indispensable el ministerio de 
abogado en la jurisdicciones de los tribu- 
nales de trabajo. Las partes pueden com- 
parecer personalmente o por medio de 
apoderados especiales (Cas. del 17 de 
diciembre de 1953, B.J.521, p.2450). 


15.- Los abogados no necesitan poder 
escrito para actuar como representantes 
de una parte en materia laboral (Sent. 
del 13 de agosto de 1969, B.J.705, 
p.1873). 


16.- Cuando éstos sólo actúan como apo- 
derados especiales, no puede una con- 
denación en costas conllevar la de los 


honorarios de los abogados, porque no 
es indispensable el ministerio de aboga- 
do en las jurisdicciones de trabajo (Cas. 
del 30 de octubre de 1957, B.J.567, 
p.2242-48). 


17.- La liquidación de costas puede ha- 
cerse en provecho del abogado, aunque 
su actuación profesional no hubiese po- 
dido culminar en una sentencia conde- 
natoria en costas (Cas. del 3 de julio de 
1968, B.J. 692, p.1412). 


18.- El Art.18 de la Ley 302, de 1964, no 
faculta al abogado distraccionario a eje- 
cutar las costas a su favor antes de que 
la litis que dió origen haya finalizado 
(Sent. del 11 de agosto de 1969, B.J.705, 
p.1845). 


19.- El Memorial de Casación, acto ini- 
cial del recurso, que fija el sentido y la 
extensión de éste, ha de estar suscrito por 
un abogado, de igual modo que ha de 
contener constitución de abogado el em- 
plazamiento notificado a la parte intima- 
da; pues, de lo contrario, dichos actos, 
memorial y emplazamiento, carecen de 
una formalidad sustancial, y en conse- 
cuencia, no pueden tener ninguna efica- 
cia jurídica (Cas. del 21 de noviembre de 
1949, B.J.436, p.824). 


20.- El Art.52 de la Ley 637 sobre Con- 
tratos de Trabajo no excluye la posibili- 
dad de que las partes puedan confiarle a 
los abogados su representación jurídica 
por ante los tribunales de trabajo, en ca- 
lidad de apoderados especiales (Cas. del 
15 de abril de 1948, B.J.453, p.1168). 


21.- El acta de emplazamiento de casa- 
ción debe contener el nombre completo 
del abogado. La indicación de este en el 
memorial y en el auto de admisión suple 
dicha constitución (Cas. del 5 de junio de 
1953, B.J,515, p-946): 


22.- En materia laboral no puede una 
condenación en costas conllevar la de los 
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honorarios del abogado (Cas. del 30 de 
octubre de 1957, B.J.567, p.2242-2248). 


23.- La disposición del Art.52 de la Ley 
637 de 1944, según la cual “no será in- 
dispensable el ministerio de abogado en 
las jurisdicciones de los Tribunales de Tra- 
bajo, y las partes podrán comparecer 
personalmente o por mediación de apo- 
derados especiales”, tiene por efecto ha- 
cer legalmente imposible, a la parte que 
para intentar o contestar una de las de- 
mandas regidas por dicha Ley utilice los 
servicios de un abogado, el repetir con- 
tra la parte que sucumba, y que, conse- 
cuentemente, sea condenada al pago de 
las costas, las erogaciones que hiciera en 
pago de los servicios de tal abogado, pues 
sería contrario a todo derecho la inter- 
pretación de los cánones de la ley invo- 
cados por el repetido recurrente, que 
condujese a dejar al arbitrio de alguna 
de las partes el aumentar las cargas de 
las condenaciones que debiera sufrir la 
parte contraria realizando gastos legal- 
mente innecesarios; que, en este orden 
de ideas, en el Art.56 de la Ley ya men- 
cionada, el legislador tuvo en cuenta se- 
guramente, la posibilidad de que los 
litigantes en esta materia no fuesen ver- 
sados en cuestiones jurídicas, y por ello 
simplificó el procedimiento excluyendo nu- 
lidades del mismo que pudiesen parali- 
zar definitivamente las demandas o las 
defensas contra aquellas; y en el 57, dis- 
puso que todos los medios de prueba fue- 
sen admisibles en esta materia, sin dejar 
subsistir diferencias entre la oportunidad 
o el valor de las pruebas orales y las es- 
critas; que no habría base alguna para 
entender que no obstante haberse trata- 
do, en el Art.62, de exonerar de impues- 
tos “los actos y documentos relacionados 
con el procedimiento en materia de con- 
trato de trabajo” y de reducir a un cin- 
cuenta por ciento “los honorarios de los 
alguaciles”, la intención el legislador hu- 
biese sido dejar subsistente la carga más 
o menos grave que, para los litigantes, 
podría significar el pago de honorarios 
de abogados de la parte que triunfase 
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(Cas. del 5 de septiembre de 1951, 
B.J.494, p.1080). 


CASACIÓN 


24.- De conformidad con el párrafo 3, 
del artículo 65 de la Ley No.3726, sobre 
Procedimiento de Casación, las costas 
podrán ser compensadas cuando la sen- 
tencia fuere casada por falta de base le- 
gal; cuando las costas son compensadas, 
no hay lugar a ordenar su distracción. 
(Sent. 23 de marzo 1954, B.J.524, p.558. 
Sent. 30 de marzo 1954, B.J.524, p.589- 
590). 


CosTAs 


25.- En el Art.11 de la Ley 302 de 1964, 
la expresión “tribunal inmediatamente 
superior” debe ser interpretada en el sen- 
tido de que cuando el Presidente de un 
tribunal colegiado aprueba un Estado de 
Costas y honorarios, el Tribunal inmediato 
superior para los fines del conocimiento 
de la impugnación de ese estado es el 
tribunal colegiado en pleno (Sent. 11 ene- 
ro 1967, B.J.674, p.31). 


26.- Si es cierto que el ministerio de abo- 
gados no es indispensable en las jurisdic- 
ciones de los tribunales de trabajo, por 
lo que las partes pueden comparecer en 
juicio personalmente o por medio de apo- 
derados especiales, esto no significa que 
no haya condenación en costas, pues la 
ley no lo ha prohibido, por lo que proce- 
de también la distracción si el abogado 
actuante afirma haberlas avanzado como 
ocurrió en la especie (Sent. 21 noviem- 
bre 1966, B.J.672, p.2289). 


27.- Dado el carácter privado de la 
condenación al pago de las costas, el 
tribunal no puede pronunciarla de ofi- 
cio cuando no se solicita la condena- 
ción al pago de las costas de la parte 
perdidosa. (Sent. 30 agosto 1956, 
B.J.553, p.1853). 
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28.- No procede la condenación al pago 
de las costas cuando quien ha obtenido 
ganancia de causa hace defecto y no ha 
podido por tanto, concluir pidiendo esa 
condenación. (Sent. 20 noviembre 1956, 
B.J.556, p.2400). 


Art.731.- “Se deroga toda norma o 
disposición legal que prohiba el em- 
bargo de los bienes del empleador en 
perjuicio de los créditos de los traba- 
j¡adores que hayan sido reconocidos 
por una sentencia definitiva con au- 
toridad de la cosa juzgada”. 


INDICE 
Antecedentes, 1 Jurisprudencia, 4 


Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- La CR del anteproyecto del CT de 1992 
propuso la siguiente redacción para este 
texto legal. “Se deroga toda norma o dis- 
posición legal que prohiba el embargo de 
los bienes del patrono en perjuicio de los 
créditos de los trabajadores. La presente 
ley deroga también las leyes 637 del 16 
de junio de 1944; 5055 del 19 de diciem- 
bre de 1958; 6070 del 9 de octubre de 
1972; 5432 del 24 de noviembre de 1960; 
5915 de 1962; Leyes 495 del 27 de octu- 
bre de 1960; 195 del 5 de diciembre de 
1980; 288 del 23 de marzo de 1972; 80 
del 18 de noviembre de 1979; 56 del 24 
de noviembre de 1965; 4282 del 17 de 
septiembre de 1955; 207 del 30 de abril 
de 1984; 4667 del 12 de abril de 1957; 
95 del 17 de septiembre de 1963; 4468 
del 3 de julio de 1956; 338 del 29 de 
mayo de 1972; 5519 del 8 de abril de 
1961; 3229 del 8 de marzo de 1952; 6069 


del 6 de octubre de 1962; 5360 del 16 de 
mayo de 1960; 271 del 27 de mayo de 
1964; 4768 del 21 de septiembre de 1957; 
4768 del 21 de septiembre de 1957; 528 
del 5 de diciembre de 1964; 80 del 5 de 
diciembre de 1963; 664 del 12 de marzo 
de 1965; 695 del 5 de abril de 1965; 257 
del 13 de mayo de 1964; 709 del 21 de 
abril de 1965; 5360 del 9 de mayo de 
1960; 6028 del 10 de septiembre de 1962; 
4933 del 6 de junio de 1958; 5475 del 20 
de enero de 1961; y los artículos 13, 182, 
201, 202, 210, 232, del 233 al 243, am- 
bos inclusives, 266, 413, 414, 419, 434, 
668, 690 y 692 de la Ley 2920 del 11 de 
junio de 1951; y cualquier otra disposi- 
ción legal que le sea contraria”. 


3.- Este texto propuesto por la Comisión 
fue criticado por los empleadores, princi- 
palmente por las Universidades, y las 
empresas del Estado declaradas legalmen- 
te inembargables, resultando finalmente 
del diálogo tripartito, el texto actualmente 
vigente que deroga toda norma legal que 
prohiba el embargo de los bienes del 
empleador que no hayan sido reconoci- 
dos por una sentencia con la autoridad 
de cosa juzgada. Por razonamiento con- 
trario, se permite el embargo de las Uni- 
versidades y de las empresa que hasta 
1992 eran inembargables, por créditos 
reconocidos a los trabajadores provistos 
de sentencias firmes o legalmente irrevo- 
cables; esto es, que este embargo sólo es 
posible cuando el trabajador esté provis- 
to de una sentencia con autoridad de 
cosa irrevocablemente juzgada. 


JURISPRUDENCIA 


4.- La inembargabilidad del patrimonio 
de la CORDE conduciría no sólo a esta- 
blecer un privilegio en el círculo de las 
actividades económicas del país, sino que 
iría en perjuicio del propio crédito de la 
empresa, pues a los posibles acreedores 
de ella se les haría imposible cobrar sus 
acreencias. (Sent. 24 noviembre 1971, 
B.J.732, p.3217). 
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Art.732.- “La presente ley deroga 
también las leyes 637 del 16 de junio 
de 1944; 5055 del 19 de diciembre de 
1958; 6070 del 9 de octubre de 1962; 
5432 del 24 de noviembre de 1960; 5915 
de 1962; leyes 495 del 27 de octubre de 
1960; 195 del 5 de diciembre de 1980; 
288 del 23 de marzo de 1972; 80 del 18 
de noviembre de 1979; 56 del 24 de 
noviembre de 1965; 4282 del 17 de sep- 
tiembre de 1955; 207 del 30 de abril de 
1984; 4667 del 12 de abril de 1957; 95 
del 17 de septiembre de 1963; 4468 del 
3 de julio de 1956; 338 del 29 de mayo 
de 1972; 5519 del 8 de abril de 1961; 
3229 del 8 de marzo de 1952; 6069 del 
6 de octubre de 1962; 5360 del 16 de 
mayo de 1960; 271 del 27 de mayo de 
1964; 4768 del 21 de septiembre de 
1957; 528 del 5 de diciembre de 1964; 
80 del 5 de diciembre de 1963; 664 del 
12 de marzo de 1965; 695 del 5 de abril 
de 1965; 257 del 13 de mayo de 1964; 
709 del 21 de abril de 1965; 5360 del 9 
de mayo de 1960; 6028 del 10 de sep- 
tiembre de 1962; 4933 del 6 de junio 
de 1958; 5475 del 20 de enero de 1961; 
y la ley 2920, Código de Trabajo, del 11 
de junio de 1951, y cualquier otra dis- 
posición legal que sea contraria al pre- 
sente Código de Trabajo”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 
1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se limita a enunciar 
las leyes que completaban y modificaban 
el CT de 1951, anteriores o posteriores a 
su vigencia, que el CT de 1992 deroga 
formalmente. Según dicho texto lega, ta- 
les leyes son: 1) Ley 637 del 16 de junio 
de 1944, sobre Contratos del Estado 
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(G.0.6096); 2) Ley 5055 del 19 de di- 
ciembre de 1958, que crea dos Juzgados 
de Paz de Trabajo, con jurisdicción en el 
Distrito Nacional y el Municipio de San- 
tiago, y dicta otras disposiciones 
(G.0.8317 del 27 de diciembre de 1958); 
3) Ley 6070 del 9 de octubre de 1962 
(G.0.8703) sobre desahucio de trabaja- 
dores de empresas controladas o fiscali- 
zadas por el Estado; 4) Ley 5432 del 24 
de noviembre de 1960 (G.0.8524), que 
hace obligatoria la propina en hoteles, 
restaurantes, cafés, bares y otros esta- 
blecimientos comerciales; 5) Ley 5915 de 
1962 (G.0.8657) sobre huelgas ilegales; 
6) Ley 495 del 27 de octubre de 1969 
(G.0.9162, de 1 de noviembre de 1969), 
que establece un salario mínimo de RD$ 
150.00 mensuales para los choferes al 
servicio del Estado, de sus organismos e 
instituciones autónomas; 7) Ley 195 del 
5 de diciembre de 1980; 8) Ley 288 de 
23 de marzo de 1972 (Publicación Ofi- 
cial “El Caribe”, del 24 de marzo de 
1972), que hace obligatorio a toda em- 
presa agrícola, industrial, comercial o 
minera, otorgar un 10% de sus utilidades 
o de sus beneficios netos anuales, a to- 
dos su empleados o trabajadores perma- 
nentes; 9) Ley 80 del 18 de noviembre de 
1979; 10) Ley 56 del 24 de noviembre de 
1965 que prohibe las actividades políti- 
cas y la suspensión de labores en las ofi- 
cinas públicas e instituciones autónomas 
del Estado; k) Ley 4282 del 17 de sep- 
tiembre de 1955; 11) Ley 207 del 30 de 
abril de 1984; 12) Ley 4667 del 12 de 
abril de 1957; 13 Ley 95 del 17 de sep- 
tiembre de 1963; 14) Ley 4468 del 3 de 
julio de 1956; 15) Ley 338 del 29 de mayo 
de 1972; 16) Ley 5519 del 8 de abril de 
1961; 17) Ley 3229 del 8 de marzo de 
1952; 18) Ley 6069 del 6 de octubre de 
1962; 19) Ley 5360 del 16 de mayo de 
1960; 20) Ley 271 del 27 de mayo de 
1964, que modifica el ordinal 40.del 
Art.307 del Código de Trabajo, modifi- 
cado por la Ley No.4958, del 19 de ju- 
lio de 1958 (G.0.8265) sobre la Cele- 
bración de Pactos Colectivos de 
Condiciones de Trabajo; 21) Ley 4768 
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del 21 de septiembre de 1957; 22) Ley 
528 del 5 de diciembre de 1964; 22) 
Ley 80 del 5 de diciembre de 1963; 23) 
Ley 664 del 12 de marzo de 1965; 24) 
Ley 695 del 5 de abril de 1965; 25) Ley 
257 del 13 de mayo de 1964; 26) Ley 
709 del 21 de abril de 1965; 27) Ley 
5360 del 9 de mayo de 1960; 28) Ley 
6028 del 10 de septiembre de 1962; 
29) Ley 4933 del 6 de junio de 1958; 
30) Ley 5475 del 20 de enero de 1961; 
y 30) Ley 2920, Código de Trabajo, del 
11 de junio de 1951, y cualquier otra 
disposición legal que sea contraria al 
presente Código de Trabajo. 


3.- Interpretando las motivaciones del 
Decreto que nombró a la Comisión, el 
anteproyecto deroga, expresamente, con- 
forme a observaciones de la OIT, la Ley 
5915 de 1962, sobre huelgas ilegales; la 
Ley 56 de 1965 que prohibe las activida- 
des políticas y la suspensión de labores 
en las oficinas públicas e instituciones 
autónomas del Estado, los Arts.200 al 
202 del Código de Trabajo que facultan 
a los patronos a hacer avances parciales 
de salario, mediante fichas, vales, tarje- 
tas, certificados y otro género de órde- 
nes. Modificó además, otros textos lega- 
les como el Art.265, también objetados 
por la Comisión de Expertos en la Aplica- 
ción de Convenios y Recomendaciones de 
la OIT, e introdujo, entre los principios 
generales, la libertad de trabajo, consa- 
grada en el Art.8 de la Constitución de 
la República, disponiendo que “toda per- 
sona es libre para dedicarse a cualquiera 
profesión u oficio”, y que “nadie puede 
impedir el trabajo a los demás ni obli- 
garlos a trabajar contra su voluntad”. De 
igual modo, la Comisión dispuso, expre- 
samente, la prohibición de “cualquier dis- 
criminación por motivo de sexo, edad, 
raza, nacionalidad, religión o razones 
políticas o sindicales”. Con esta medida, 
la Comisión recoge comentarios de los 
Expertos de la OIT, aunque consideró que 
el texto del actual VI Principio Fundamen- 
tal del Código, que “prohibe la desigual- 
dad de tratamiento respecto de los tra- 


bajadores de una misma empresa”, con- 
tiene las especificaciones de que tratan 
dichos comentarios. La Comisión intro- 
dujo asímismo, normas que tienden a 
vencer las reticencias de algunas perso- 
nas y autoridades en cuanto al registro 
de los sindicatos y otras que dotan al Ser- 
vicio de Inspección del Trabajo, de mayor 
estabilidad, poderes y facultades. Esta 
reforma responde también a comenta- 
rios de la OIT. 


4.- Los expertos de la OIT insistieron 
en que los transgresores de la Ley 3143 
de 1951, modificada por la Ley 5225 
de 1959, son “pasibles de penas de 
prisión que entrañen trabajo obliga- 
toria”, la Comisión consideró lo con- 
trario, toda vez que la sanción de más 
gravedad prevista en dichas leyes, es 
la pena de reclusión cuando el delito 
se comete en perjuicio del Estado do- 
minicano. La Comisión desestimó tam- 
bién los comentarios de la OIT en el 
sentido de que las transgresiones de 
los Arts.370, 371, 373, 374, sancio- 
nados por las disposiciones combina- 
das del párrafo 16 del Art.678 y del 
párrafo 3 del Art.679 del Código vi- 
gente, entrañan condenaciones a tra- 
bajos obligatorios. La pena de traba- 
¡os públicos u obligatorios desapareció 
de nuestra legislación con la Ley 223 
del 26 de ¡unio de 1984, sobre Régi- 
men Penitenciario (G.O. 9640, del 30 
de junio de 1984) 


Art.733.- “La presente ley modifica, 
en cuanto sea necesario, las siguientes 
leyes: 1226 del 15 de diciembre de 
1936; 2059 del 22 de junio de 1949; el 
reglamento 7676 del 6 de octubre de 
1951; ley 3143 del 11 de diciembre de 
1951; 3743 del 20 de enero de 1954; 
4099 del 15 de abril de 1955; 4123 del 
23 de abril de 1955; reglamento 1480 
del 9 de febrero de 1956; ley 5235 del 
25 de octubre de 1959; reglamento 
6293 del 24 de diciembre de 1960; ley 
567 del 13 de junio de 1970”. 
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INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Es un artículo nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene una relación 
de las leyes que el CT de 1992 modifica o 
deroga parcialmente. Estas leyes son las 
siguientes: 1) Ley 1226 del 15 de diciem- 
bre de 1936 (G.0.4976 de 18 de diciem- 
bre de 1936). El CT (Art.210); incorpora 
a su articulado parte de la citada Ley 1226 
sobre la imposibilidad de embargar o de 
ceder las sumas adeudadas a contratis- 
tas de trabajos públicos, en perjuicio de 
los obreros o de los proveedores de ma- 
teriales. La Ley 5602 del 17 de agosto de 
1961 agregó un párrafo al artículo pri- 
mero de la Ley 1226, precitada, mante- 
niendo en nuestro derecho lo que los tra- 
tadistas franceses llaman el superprivilegio 
del salario, esto es, un procedimiento de 
pago directo, preferente, excepcional, del 
salario. 2) Ley 2059 del 22 de julio de 
1949 (G.0.6966) sobre el status de los 
funcionarios, empleados y trabajadores 
de los establecimientos, empresas o ser- 
vicios de corporaciones oficiales que ten- 
gan carácter comercial, industrial o de 
transporte. Esta ley fue modificada por 
la 143 del 19 de febrero de 1964, que 
suprimió determinadas expresiones de su 
Art.2o. Posteriormente, la ley 269 del 24 
de junio de 1966 introdujo otras modifi- 
caciones a la Ley 2059 de 1949. Esto es 
seguido por el CT de 1992, que se limita, 
concretamente, como única novedad, a 
otorgar la condición de trabajadores a 
los servidores de las entidades oficiales 
autónomas de carácter financiero. 3) Re- 
glamento 7676 del 6 de octubre de 1951 
para la aplicación del CT de 1951. Este 
reglamento fue posteriormente reempla- 
zado por el Reglamento 258-93 del 1 de 


octubre de 1993 para la aplicación del 
CT de 1992. 4) Ley 3143 del 11 de di- 
ciembre de 1951 (G.0.7363), que susti- 
tuye la No.344 del 23 de octubre de 1919 
(G.0.3059), que permite hacer castigar 
con penas correccionales a las personas 
que, después de recibir la compensación 
de un trabajo, no lo realicen. Esta ley fue 
modificada por la Ley 5225 del 29 de 
septiembre de 1959. El Art.211 del CT de 
1992 recoge algunas de las disposiciones 
de esta ley (Art.2 y otros) cuando regla- 
menta el delito por falta de pago del sa- 
lario, prevé el procedimiento y las san- 
ciones aplicables en estos casos, 
disposiciones que extrae de la citada Ley 
3143 de 1951, la cual permanece vigen- 
te y castiga a toda persona que con mo- 
tivo de una profesión, arte u oficio recibe 
dinero, efectos u otra compensación como 
anticipo o pago total del trabajo y no 
ejecuta su obligación; es decir, lo relativo 
al trabajador subordinado queda regido 
por el Art.211; lo demás, por la Ley 3143 
de 1951 y sus modificaciones. 5) Ley 3743 
del 20 de enero de 1954 (G.0.7651) que 
nacionaliza ciertos cargos desempeñados 
en faenas agrícolas. Gran parte de las 
disposiciones de esta ley aparecen rein- 
corporadas en el Art.144 del CT y otros. 
Lo demás queda vigente. 6) Ley 4099 del 
15 de abril de 1955 (G.0.7826) sobre 
descanso pre y post-natal. Esta ley se de- 
roga parcialmente en cuanto a las rela- 
ciones de trabajo. Algunas de las dispo- 
siciones de esta ley aparecen en el Título 
| del Libro Cuarto (Art.231 al 243), pero 
particularmente en los Arts.236, 237, 238 
y 239. La Ley 4099 se aplica a los funcio- 
narios y empleadores públicos del Estado 
y de las entidades autónomas del Estado 
que no tienen carácter comercial, indus- 
trial, financiero ni de transporte. 7) Ley 
4123 del 23 de abril de 1955 (G.0.7829), 
que obliga a los patronos a pagar sus 
salarios a los trabajadores en determina- 
dos días declarados no laborables. Esta 
ley fue modificada por la Ley 108 de 7 de 
marzo de 1967 (G.0.9026), que señala 
los días festivos y por tanto no laborables 
para las oficinas públicas y particulares, 
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y la Ley 291 de 16 de abril de 1968 
(G.0.9078) que modifica el Art.1 de la 
citada Ley 108, y por el Art.111 de la Ley 
electoral y por la Ley 139-97 de 19 de 
junio de 1997 sobre días feriados. La ci- 
tada ley 4123 de 1955 resulta modifica- 
da también por las disposiciones de los 
artículos del CT de 1992 relativas al des- 
canso semanal, trabajo y pago de sala- 
rio durante los días feriados. Todo resta 
de dicha ley, incluyendo las disposiciones 
relativas a los días no legalmente labo- 
rables, días de recogimiento no labora- 
bles (Viernes Santo), días de recogimien- 
to laborable (Sábado Santo), días 
conmemorativos, etc... así como la obli- 
gación de pagar el salario durante los 
días legalmente no laborables a los tra- 
bajadores que realicen labores de natu- 
raleza no permanente y que reciban su 
salario por día o por hora; 8) Reglamen- 
to 1480 del 9 de febrero de 1956 
(G.0.7946) sobre el Registro Oficial Pro- 
vincial de Desocupados y el Servicio de 
Empleo. Este reglamento se modifica en 
todo cuanto de su texto sea contrario a 
las normas que sobre el servicio de em- 
pleo prevén los Arts.444 al 451, inclu- 
yendo los cambios introducidos por la Ley 
del Presupuesto General de la Nación. 9) 
Ley 5235 del 25 de octubre de 1959 
(G.0.8414), sobre Regalía Pascual que 
sustituye las leyes Nos.4652 y 5049. Mo- 
dificada por las leyes Nos.64, del 25 de 
noviembre de 1963 (G.0.8811); 74, del 
4 de diciembre de 1965 (G.0.8959); 71, 
del 29 de noviembre de 1966 (G.0.901 6); 
y 210 del 7 de noviembre de 1967 (G.O. 
9062). Los Arts. 219 al 222 del CT de 
1992 reglamentan con el nombre de sa- 
lario de Navidad, todo lo que la citada 
Ley 5235 de 1959 y sus modificaciones 
disponían a título de regalía pascual en 
beneficio de los trabajadores. Las dispo- 
siciones de la Ley 5235 que consagra este 
beneficio a los servidores públicos, esca- 
pa del campo de aplicación del CT, y se 
trata de una verdadera regalía otorgada 
por el Estado, sus entidades e institucio- 
nes autónomas y los ayuntamientos mu- 
nicipales a las personas que le prestan 


servicios, beneficio que la referida ley hace 
extensivo a los miembros de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía Nacional y los 
servidores públicos cubiertos no protegi- 
dos por la Ley 14-91 que crea el Servicio 
Civil y la Carrera Administrativa, no tie- 
nen derecho al Salario de Navidad (re- 
galía pascual obligatoria) de que trata el 
CT. 10) Reglamento 6293 del 24 de di- 
ciembre de 1960 del 24 de diciembre de 
1960 sobre propina obligatoria. Este re- 
glamento originalmente resultó modifi- 
cado por las disposiciones del CT de 1992 
relativas a la propina y, posteriormente 
fue derogado por el Reglamento 258-93. 
11) Ley 567 del 1 de junio de 1970 
(G.0.9188 del 13 de junio de 1970), que 
agrega los párrafos V, VI y VII al Art.4 de 
la Ley No.2402 sobre asistencia obliga- 
toria a los hijos menores de 18 años. Esta 
ley resultó parcialmente derogada por el 
Art.200 y otros del CT de 1992. La Ley 
2402 del 7 de junio de 1950 fue deroga- 
da por la Ley 1494 del 22 de abril de 
1994, Código del Menor. La Ley 567 fue 
derogada por la citada Ley 14- 94 (Códi- 
go del Menor). 


3.- Sobre la influencia de la OIT en la 
derogación de algunas leyes y en las re- 
formas de otras, véase comentarios del 
Art.732, Nos.3 y 4. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Art.734.- “Los actuales funcionarios 
de la Secretaría de Estado de Trabajo 
que no reúnan las condiciones pre- 
vistas en el Código para el ejercicio 
de sus funciones continuarán al fren- 
te de las mismas hasta que sean jubi- 
lados o destituidos por el Poder Ejecuti- 


n 


vo. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 
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ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal inicia las disposicio- 
nes transitorias del CT de 1992. Se refie- 
re en particular a las funcionarios de la 
SET en el momento en que fue promul- 
gado dicho Código y que no reunieren 
las condiciones previstas en el mismo para 
el ejercicio de sus funciones. Dispone que 
estas personas continuarán al frente de 
sus cargos hasta que sean ¡jubiladas o 
sustituidas por el Poder Ejecutivo. Se re- 
fiere específicamente a los inspectores de 
trabajo, al director general de trabajo, 
subdirectores generales, representantes 
locales y auxiliares de éstos que según el 
Art.422 del CT “deben ser abogados”. 
También al Director General del Comité 
Nacional de Salarios y a los directores 
generales de departamentos (servicios de 
empleo, estadísticas, etc...) quienes “de- 
ben ser doctores o licenciados en dere- 
cho o en cualquier rama de las ciencias 
sociales”. Así mismo se refiere al Director 
General de Higiene y Seguridad Indus- 
trial, el cual debe ser “doctor o licencia- 
do en medicina o en trabajos sociales”. 


3.- Véase comentarios al Art.422. 


Art.735.- “Las prescripciones y 
caducidad que estén en curso al 
entrar en vigor el presente Códi- 
go seguirán rigiéndose por las le- 
yes derogadas en lo relativo a la 
computación de los plazos seña- 
lados”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 
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ANTECEDENTES 


1.- Es una reproducción del Art.693 del 
CT de 1951. 


COMENTARIOS 


2.- La Exposición de Motivos del CT de 
1951 establecía que: “los artículos 
691,692 y 693, establecen algunas dis- 
posiciones transitorias de utilidad eviden- 
te. Por una parte, se pone a cargo del 
Congreso la misión de votar una ley que 
determine el número de tribunales de tra- 
bajo que habrán de funcionar en la Re- 
pública, así como sus respectivas jurisdic- 
ciones; y, por otra parte, se dispone, para 
evitar conflictos de muy difícil solución, 
que las acciones sobre cuestiones de tra- 
bajo que estén en curso ante los tribuna- 
les ordinarios, al igual que los plazos para 
las prescripciones y caducidad, continúen 
rigiéndose por las leyes anteriores hasta 
que puedan ser aplicadas, sin lesionar 
derechos de ninguna especie, los precep- 
tos de la nueva legislación.” 


3.- No obstante la disposiciones de este 
texto legal, el CT de 1992 contiene una 
gran laguna en cuanto a que no previó 
que, al tenor de los Arts.63 y siguientes 
de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo 
relativos al procedimiento en materia de 
trabajo, vigentes antes de la 
promulgación del citado Código, los tri- 
bunales de trabajo de primer y segundo 
grado eran los juzgados de paz y los juz- 
gados de primera instancia, incluyendo 
el Distrito Nacional y Santiago, donde 
había juzgados de paz de trabajo y el 
mismo Distrito Nacional, donde existía la 
Cámara de Trabajo dentro del juzgado 
de primera instancia que actuaba como 
tribunal de trabajo de segundo grado. 
Estos tribunales apoderados hasta la vi- 
gencia del CT de 1992 no tenían la mis- 
ma jerarquía que los juzgados y Cortes 
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de trabajo y ante ellos regía un procedi- 
miento distinto. 


4.- Este vacío normativo fue resuelto por 
Resolución de la SCJ del 2 de julio de 
1992 publicada en la prensa local al día 
siguiente, dictada en virtud de la facul- 
tad que le reconoce el inciso 2) del Art.29, 
modificado, de la Ley de Organización 
Judicial. El texto de dicha Resolución es 
el siguiente. “ Atendido a que, la entra- 
da en vigencia del nuevo Código de Tra- 
bajo de la República Dominicana, ha sus- 
citado interpretaciones divergentes, en 
cuanto a su aplicación, hasta el punto de 
que en la jurisdicción del Distrito Nacio- 
nal, se ha producido una virtual parali- 
zación de la actividad jurídico-laboral, con 
la cancelación de los roles de audiencias, 
correspondientes a causas que debían 
celebrase en la referida materia; Atendi- 
do a que, es necesario que este organis- 
mo judicial se propio al respecto, 
haciendo algunas precisiones que no lle- 
guen a violentar su condición de órgano 
no consultante, pero que se emiten en 
virtud de lo establecido por el inciso 2 
del artículo 29, modificado, de la Ley de 
Organización Judicial, que textualmente 
dice así: “2.- Determinar el procedimien- 
to judicial que deberá observarse en los 
casos ocurrentes, cuando no esté esta- 
blecido en la ley, o resolver cualquier pun- 
to que para tal procedimiento sea nece- 
sario”; La Suprema Corte de Justicia, 
después de haber deliberado y visto el 
inciso 2 del artículo 29, modificado, de 
la Ley de Organización Judicial, RESUEL- 
VE: Primero: La Suprema Corte de Justi- 
cia considera que no hay motivo que jus- 
tifique la paralización de la acción 
jurídico-laboral en el Distrito Nacional, 
ni en ninguna otra parte del territorial 
de la República; Segundo: Que, aunque 
esto no esté previsto en el nuevo Código 
de Trabajo, debe interpretarse que toda 
demanda laboral introducida mediante 
querella ante la Secretaría de Estado de 
Trabajo, con anterioridad a la entrada 
en vigencia del referido Código, que es 
efectiva a partir del 17 de junio próximo 


pasado, debe ser conocida y fallada por 
los tribunales conforme al procedimiento 
establecido por la Ley 637 del 16 de ju- 
nio de 1944, sobre Contratos de Trabajo 
y por el Código de Trabajo de 1951; Ter- 
cero: Igualmente, debe entenderse que 
en lo que se refiere a las demandas ini- 
ciadas a partir del 17 de junio del año en 
curso, tanto en el Distrito Nacional como 
en el Distrito Judicial de Santiago, según 
lo dispuesto, transitoriamente, por el ar- 
tículo 373 del nuevo Código, hasta el 1 
de enero de 1993, seguirán siendo com- 
petentes los tribunales que actualmente 
conocen de los conflictos de trabajo, como 
juzgados y cortes de trabajo y aplicarán 
los procedimientos y tendrán las atribu- 
ciones establecidas en el nuevo Código; 
Cuarto: Asimismo, conforme al citado tex- 
to del nuevo Código, “en el resto del país 
los Juzgado de Primera Instancia y las 
Cortes de Apelación con las demarcacio- 
nes establecidas en la Ley de Organiza- 
ción Judicial y sus modificaciones, actua- 
rán como tribunales de trabajo de primer 
y segundo grados, conforme a los proce- 
dimientos y atribuciones del nuevo Códi- 
go; Quinto: En cuanto concierne a la 
designación de los vocales que deberán 
integrar las Cortes de Trabajo, es atri- 
bución que corresponde a la Secretaría 
de Estado de Trabajo; Sexto: Todo lo 
expuesto anteriormente tiene su funda- 
mento en razón de que el principio ju- 
rídico según el cual toda Ley de Proce- 
dimiento es de aplicación inmediata, no 
tiene vigencia en el caso del nuevo Có- 
digo de Trabajo, puesto que el mismo 
establece plazos y fecha precisos, en que 
muchas de sus disposiciones deben ser 
cumplidas”. 


Art.736.- “Mientras no se constru- 
yan locales propios para la Corte de 
Trabajo y el Juzgado de Trabajo del 
Distrito Nacional, estos tribunales fun- 
cionarán administrativamente en los 
locales que actualmente ocupan el Juz- 
gado de Paz de Trabajo y la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Nacional, pero ce- 
lebrarán sus audiencias en horas de 
la tarde y la noche en los salones de 
audiencia que se indican a continua- 
ción: 


La Primera, Segunda, Tercera, Cuar- 
ta, Quinta y Sexta Sala del Juzgado 
de Trabajo, en las salas de audien- 
cias de la Primera, Segunda, Terce- 
ra, Cuarta, Quinta y Sexta Cámaras 
de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, res- 
pectivamente. 


La Primera y la Segunda Sala de la 
Corte de Trabajo del Distrito Nacio- 
nal, en las salas de audiencias de la 
Séptima y Octava Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito Nacional. 


Los Presidentes de la Corte de Trabajo 
y del Juzgado de Trabajo del Distrito 
Nacional celebrarán sus audiencias en 
los locales que ocupan actualmente en 
el Distrito Nacional los tribunales de 
trabajo de primer y segundo grado. 


En el Distrito Judicial de Santiago ha- 
brá tantas salas del Juzgado de Tra- 
bajo como Cámaras Civiles y Comercia- 
les existan dentro del Juzgado de Primera 
Instancia y celebrarán sus audiencias, 
en horas de la tarde y de la noche, en 
los salones de audiencia del Juzgado de 
Primera Instancia de dicho Distrito Judi- 
cial. La Corte de Trabajo laborará en 
horas de la tarde y la noche en los salo- 
nes de la Corte de Apelación. 

Mientras no se construyan los locales 
propios para dichos tribunales de pri- 
mero y segundo grado, estos tribuna- 
les funcionarán administrativamente 
en locales habilitados para estos fi- 


n” 


nes . 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal contiene diversas dis- 
posiciones transitorias. Establece: 1) dónde 
funcionarán los juzgados y cortes de tra- 
bajo del Distrito Nacional mientras “no 
se construyen locales propios”; 2) Dispo- 
ne asimismo, que las audiencias de estos 
tribunales se celebrarán en horas de la 
tarde y de la noche (lo que no se cumplió 
en la práctica); 3) Las salas de audien- 
cias de las Cámaras de lo Penal de los 
tribunales de Primera Instancia del Dis- 
trito Nacional, las cuales las salas del juz- 
gado de trabajo utilizaríian para su la- 
bor. Esta medida provisional tampoco fue 
ejecutada en la práctica; 4) Lo mismo dis- 
pone con relación a la primera y segun- 
da sala de la corte de trabajo del Distrito 
Nacional, disposición esta que no se cum- 
plió en ningún momento; 5) Este texto 
legal mantuvo como lugar de trabajo de 
los presidentes del juzgado y de la corte 
de trabajo del Distrito Nacional, los lo- 
cales que en ese momento en dicho Dis- 
trito ocupaban los tribunales de trabajo 
de primer y segundo grado (juzgado de 
paz de trabajo y cámara de trabajo del 
Distrito Nacional); 6) Otra disposición 
transitoria se refiere al Distrito Judicial 
de Santiago, donde “habrán tantas salas 
de juzgado como salas comerciales y ci- 
viles existan” en el Juzgado de primera 
instancia, las que celebrarían sus audien- 
cias “en horas de la tarde y de la noche”; 
7) El párrafo final dispone dónde estos 
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tribunales de primer y segundo grado fun- 
cionarían administrativamente. 


3.- En la práctica, el Art.736 del CT re- 
sultó ser letra muerta. Nunca se le dio 
ejecución. 


Art.737..- “Los tribunales de trabajo 
previstos en el presente Código 
funcionarán a partir del primero de 
enero de 1993. Hasta esta fecha, los 
tribunales que actualmente conocen 
de los conflictos de trabajo en el 
Distrito Nacional y el municipio de 
Santiago, actuarán como juzgados y 
cortes de trabajo y aplicarán los 
procedimientos y tendrán las 
atribuciones establecidas en este 
Código. 


En el resto del país los juzgados de 
primera instancia y las cortes de 
apelación con las demarcaciones es- 
tablecidas en la Ley de Organiza- 
ción Judicial y sus modificaciones, 
actuarán como tribunales de traba- 
jo de primer y segundo grado con- 
forme a los procedimientos y atribu- 
ciones previstos en el presente 
Código”. 


INDICE 


Antecedentes, 1 | Comentarios, 2-3 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal se refiere a la fecha 
en que empezarían a funcionar los tribu- 
nales y cortes de trabajo previstas en di- 
cho Código: 1 de enero de 1993. Hasta 


la fecha en que realmente empezaron a 
funcionar dichos tribunales, continuaron 
funcionando como tribunales de trabajo 
los tribunales previstos en la ley 637 del 
16 de junio de 1944, sobre Contratos de 
Trabajo y creados por la Ley 5055 de 
1958 del 19 de diciembre de 1958, apli- 
cando los procedimientos previstos en el 
CT de 1992. Todavía en los distritos judi- 
ciales donde no han sido creados los tri- 
bunales de trabajo, los juzgados de pri- 
mera instancia actúan como juzgados de 
trabajo de primer grado, conociendo de 
los litigios laborales conforme al proce- 
dimiento y a las atribuciones estableci- 
das en el CT de 1992 a los tribunales de 
trabajo. Esta labor está a cargo de la 
cámaras civiles, comerciales y de trabajo 
donde el juzgado de primera instancia 
está dividido en cámaras, y de las cortes 
de apelación del departamento judicial 
correspondiente en las cuales todavía no 
exista cortes de trabajo. 


3.- Según el Art.737, las cortes de traba- 
jo del Distrito Nacional y del municipio 
de Santiago, y, en el resto del país, “las 
cortes de apelación con las demarcacio- 
nes establecidas en la Ley de Organiza- 
ción Judicial y sus modificaciones, actua- 
rán como tribunales de trabajo de 
segundo grado conforme a los procedi- 
mientos y atribuciones previstos”. Pero, 
este texto legal no toma en cuenta que 
en Santiago existe una corte de apela- 
ción, con atribuciones territoriales pre- 
vistas en la Ley de Organización Judicial. 
Este olvido o duplicidad de competencia 
(corte de trabajo y corte de apelación), 
se corrige otorgando en la práctica, a la 
corte de trabajo de Santiago, la compe- 
tencia de todos los asuntos en materia 
de trabajo, incluyendo los que proven- 
gan del juzgado de trabajo y de los juz- 
gados de primera instancia, en funciones 
de tribunales de trabajo, que territorial- 
mente caen dentro de la competencia de 
la corte de apelación del Departamento 
Judicial de Santiago. 
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Art.738.- "La reglamentación de la 
garantía establecida en los artículos 
465 y 466 será fijada de forma 
tripartita y consensual entre el Estado, 
los empleadores y los trabajadores. 


INDICE 


Antecedentes, 1 Comentarios, 2-4 


ANTECEDENTES 


1.- Se trata de un texto legal nuevo. 


COMENTARIOS 


2.- Este texto legal no parece en el 
anteproyecto de Código elaborado por 
la Comisión redactora. Se incorporó 
a última hora en el código en forma 


misteriosa, restando con ello aplica- 
ción a la garantía de los créditos la- 
borales previstos en los Arts.465 y 466 
del CT. 


3.- Todavía no ha sido posible que 
empleadores, trabajadores y el 
gobierno elaboren un Reglamento “de 
forma tripartita y consensual”. Estos 
tipos de textos legales ocurren con 
frecuencia en nuestro medio. Basta 
recordar el Art.2 de la Ley No.80 de 
18 de noviembre de 1979, que hacía 
depender su aplicación de un 
reglamento que dictaría el Poder 
Ejecutivo sobre “las condiciones para 
la aplicación” de la regla prevista en 
dicho texto legal; reglamento que 
nunca fue elaborado y, por tanto, dicho 
texto legal no tuvo aplicación práctica 
durante la vigencia de dicha ley. 


4.- Véase comentarios Arts.465 y 466 del 
CT: 


CODIGO DE TRABAJO ANOTADO 


INDICE GENERAL ALFABETICO POR MATERIA 


(LA NUMERACIÓN ES POR ARTÍCULO) 


A 


A trabajo igual salario igual, 194, 206 
Abandono de trabajo, 96, 99 
Abogado, 502 
Abuso de derechos, VI PF. 
Accidente de trabajo, 52,725, 726 728, 
Acción (responsabilidad civil), 125,126,712, 
FS, 
Acciones disciplinarias 42,, 132, 714, 716 
Actos bajo firma privada, 514, 543, 549 
Acoso sexual, 47 
Acumulación (demandas), 505- 507 
Administradores, 6, 138, 328, 708, 
Agentes representantes, 5, 
Ajustero y contratistas 14, 208-211, 
Ajustes 14,208-211 
Alguacil 511-512 
Altos empleados, 6, 138, 328, 708 
Anticipos, 201 
Aparceros, 5 
Apelación, 480-481; 619-638 

- audiencia, 623, 629,637 

- comparecencia, 629 

- contenido, 623 

- cuantía, 619 

- defensa, 626-629 

- disposiciones generales, 619-620 

- excepciones, 619, 638 

- forma, 621-622 

- plazo, 495, 621-632 

- quien puede apelar, 619-620 

- procedimiento, 621-632, 

-sentencia, 638, 
Apercibimiento, 42 
Aprendizaje, 255-257 
Arbitraje, 419, 680-700 


- alcance, 419, 680 

- audiencia final, 687-695 

- auto, 683, 684, 

- citación, 684 

- delegación presumida, 680 

- designación, 680, 485, 

- discusión de (conflictos), 689, 690, 
- huelga, 483 

- investigación del caso, 691,694 

- laudo arbitral, 696,700 

- notificación nombres, 682 

- plazo comparencia, 684 

- procedimiento 687, 690 

- procedimiento preliminar, 487-490 
- quien puede ser, 68l 

-recusación, 482,686 

- vocales, 68l, 

- voluntario, 419 


Arbitros (véase arbitraje) 
Arrendatarios, 5 

Asistencia económica, 29, 82 
Astreinte, 86 

Autoridades de trabajo, 418-419, 
Autoridades administrativas, 420-421, 
Auxilio de cesantía, 32, 80-86, 95 
Aviso previo (véase preaviso) 


Beneficio (véase participación 
en beneficios 
Bonificación (véase participación 
en beneficio o utilidades 
Braceros,145, 
Buena fe, VI PF 36, 


667 
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C -derechos y obligaciones,36-47, 
- de aprendizaje, (véase formación 

Caducidad , 90, 91, 93, 98, 100 profesional 
Capacidad, 17-18 - de campo, 277-282 
Capacitación, 256 - de formación profesional 257, 
Capital y trabajo, III PF - de duración limitadas, 29-31, 33,35, 72- 
Capitán, 293 73,298 
Cartel de horario, 159 - de temporada, 29, 30 
Casación, 639-647, - doméstico, 258-264 

- contenido 642 - en equipo, 8 

- del procedimiento 640-647 - estacional, 29-30 

- disposiciones generales, 639 - escrito, 19-24, 

- envío, 647 - eventuales, 32, 

- inadmisibilidad, 641 -ocasionales, 32, 

- ley sobre proc. Casación, 639 - formación, prueba, 15,24, 

- medios, 642 - formas de terminación, 67 

-modo de interponerlo, 640 - imposibilidad de ejecución, 68 

- plazos, 495, 641-64 - marítimo, 288 

- perención, 639 -medios de prueba, 16, 541 

- sentencia, 646-647 - menor (emancipado), 17 
Casos fortuitos, 51, 55,74, 153 -menores, XI PF, 17, 244-354 
Certificado, (entrega de) , 70 - mixtos, 15 
Certificado medico, 241, 248 - modalidades, 25-35, 
Cesión, ( sustitución de patrono) 63-66, - modificación, 62-66, 
Cierre (de establecimiento y - móviles, 32 

empresas) 166-176, - mujer casada, 18, 75, 231-243 

Comisión, (pago de), 311-312 - para obra o servicios determinados, 31 
Comisionistas (y corredores), 5 - por cierto tiempo, 33, 72 
Comité nacional de salarios, 452-464 - por equipo, 8 
Compensación, 86, 182, 222 - por tiempo indefinido, 1, 15, 25-28, 34- 


Competencia, 480-485, 
- de atribución, 480-482, 
- territorial, 843-485, 

Conciliación, XII PF; 516-524; 664-679 
Confederaciones, 383-388, 674 
Conflictos económicos, 395-400; 674-700, 
Conjunto económico, 13 
Contratista, 12, 14, 209-211, 
Contrato (duración limitada), 25,29-35, 
72-73,298 
Contrato de aprendizaje (véas formación pro- 
fesional) 
Contrato de trabajo, 1-102 

- a domicilio, 266-276 

- cambios y alteraciones, 62-66 

- clasificación, 25-35 

-cláusulas nulas, 38 

- concepto, 1 

-contrato realidad, IX PF 

- de empleados (véase altos empleados 


35, 75,233, 29 

- prueba, 16, 541, 

- subordinación, 1, 39 

- suspensión, 48-61, 

-terminación,67-102, 

- verbal, 25, 

- relación de trabajo, 15 
Contratos de enrolamiento, 296-308 
Contrato estacional, 29-30 
Contrato por viaje, 299 
Convenio colectivo, 102, 128, 

- alcance 116, 118-120, 123 


- acciones y responsabilidades, 117, 125- 


126 

- acuerdo de adhesión, 128 

- calidad, 107-110 

- cláusula ilícita, 106 

-cláusulas no escritas, 121 

- concepto, 103 

- concurrencia, (sindicatos), 111-112 
- condiciones para negociar, 107-112 
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-contenido, 104-105 - efectos, 75 
-daños y perjuicios, 125-126, 480, 712-713 - fuero sindical, 392 
— definición legal, 103 - mujer embarazada, 75, 232 
- denuncia, 115-122 - omisión preaviso, 79 
- duración, 115 -plazo del, 76 
- mayoría legal, 107-11 - piratería, 75 
- obligación de negociar, 333 - prestaciones, 76, 80, 95 
- publicidad, 113-114 - salarios computables, 85 
-preferencia, 112 Desalojo de viviendas, 44, 656-657. 
- prórroga, 115 Descanso intermedio, 157 
- sucesivos, 122 Descanso pre y post natal, 236-237; 239, 241- 
- representación, 107-109 242 
-revisión, 124 Descanso semanal, 163-165, 
-rama de actividad, 110, 112, 127 Despido, 87-95, 
Corredores, 5 - abandono 96, 99 
Corte de trabajo, 480-482; 473-475, -caducidad, 90, 91, 93,98,100 
Cosa juzgada, 586, 731 - causas legales, 88 
Crédito educativo, (descuento), 201 - clasificación, 87 
Cuota sindical, 201 - colectivo (véase reducción 
de personal 
-concepto, 87 
D - decisiones suprema corte, 87, 88, 89 


- falta, 87, 88, 96-97 
Daños y perjuicios,125-126; 672; 480, 712-  -formalidades, 91 


713, - huelga, 87 

Declinatoria , 587-589 - indemnizaciones, 95 

Delito (falta de pago salario), 211 -injustificado, casos, 87 
Demanda , 508, 601-609 -mujer embarazada, 233 
Demanda reconvencional, 515 - motivos, 88 

Departamento de trabajo, 422-430 - motivos no justificativo, 87, 88 
- asistencia judicial, 427 - plazo, 90, 91 

- comité nacional de salarios, 452-464, - prescripción, 702, 704 

- consultoría jurídica, 425 - presunción irrefragable, 93, 100 
-garantías, 422 - prohibición de, 233 

- funciones, 423 - prueba, 16, 95, 541 

-ministerio público, 427, 715 Días feriados, 165, 205, 

- representante local, 431-431 Dignidad personal, XII PF 

- servicio de empleo, 444-451, Dimisión, 96-102, 

- servicio de inspección, 433-443, - caducidad del derecho, 98, 100 
Derecho Común, III PF, 663, 672, 706-711 -causas legales, 97 

Derechos Esenciales, XII PF. - comunicación autoridades, 100 
Dignidad Personal, XII PF. - concepto, 96 

Desahucio, 75-86, - efectos, 96 

- definición legal, 75 -indemnizaciones, 95, 101, 102 

- caso de embarazo, 75, 232 - injustificada, 96 

- cesión, 63 - plazo comunicación, 100 

- compensación, 86 - presunción de fraude, 96 

- comunicación, 76-77 - presunción injustificada, 100 

- concepto, 75 - prescripción, 702, 704 

- créditos leyes especiales, 86 - prueba, 16, 101, 102, 541 


- embargo, 86 Diplomático (representación) IVPF 
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Discapacitado ( véase minusválidos) 
Discriminación VII PF. 

Disposiciones finales 725, 733, 
Disposiciones transitorias, 734-738, 
Doméstico, 258-265 

Dominicanización del trabajo, 135-145 


Edad mínima (véase capacidad) 
Ejecución sentencia , 663-673, 731 
Embarcación, 288-295 
Embargos, (ejecución por), 663-671 
Embargo prestaciones, 86 
Embarazo, 75, 231-243 
Empleador, 2, 40-43, 47, 82 

- definición, 2 

-incapacidad, 82, 

- jus variandi, 41 

- muerte , 55.82 

- obligaciones 46, 65, 91, 100, 186, 159- 
161 

- poder de control, 43 

- poder de dirección , 40-41 

- poder disciplinario, 42 

- prohibiciones, 47, 

- quiebra, 82 
Empresa, 3 

- del estado, III P F 
- funcionamiento continúo, 158 

Enrolamiento, 296-308 
Estado, | PF, Ill PE XII PR 
Equidad, 36, 
Establecimiento, 3 
Examen médico (menores), 44, 248 
Excepción extraterritorialidad, IVPF 
Excepción declinatoria, 587, 589, 
Excepciones de irregularidad de forma, 593, 596, 
Excepciones de nulidad, 590, 592 
Expedientes, 487-500, 628, 645, 647 
Extranjero, IV PF, 138- 141-144, 145, 


Falsedad, 710, 

Falta, 87,88,96,97 

Falta grave, 88, 97, 720-721 
Federaciones, 383-388 


Fichas, 196 

Fijación (salarios mínimos), 452-464 
Fijación ( vacaciones), 186 

Fines de lucro, 258 

Formación profesional, 255-257 
Fuero sindical, 75, 389-394 

- alcance, 391 

- cese, 394 

-desahucio, 392 

-despido, 391 

- duración, 393 

- interés colectivo, 389 

- trabajadores protegidos, 390 
Fuerza mayor, 51, 55, 74, 153 
Fraude, 96, IX, PF 

Fuerzas armadas, Ill PF 
Funcionario publico, IIl, PF 


G 


Garantías créditos (del trabajador) 465, 466, 
738 
Gerentes, 6, 144, 227, 328 


H 


Hechos, primacía, IX PF 

Honradez (falta de), 88 

Horario de trabajo, 152, 159, 161, 162 
Horas extraordinarias, 153, 159-162, 203, 
Huelga, 401-402- 658-662, 

-acción publica, 402 

-alcance, 402 

- apoderamiento de la corte, 661, 662, 
- arbitraje, 660 

- audiencia , 657 

- auto, 406, 602 

- calificación, 658-662 

-coacción o violencia, 402 

- concepto, 401 

- condiciones de forma y fondo, 407 
-declaratoria,407 

- de patronos (paro) 413, 417, à 
- efectos, 408, 410-411 

-formalidades, 407 

- ilegales,406,412 

- legal, 407 

-mayoría legal, 407 
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- Objetivos, 402, 407 

- preaviso, 707 

- procedimiento, 658-662 

- servicios esenciales, 403-405 

- titularidad, 401, 826 

- trabajadores necesarios, 409 
- sentencia, 660 

- requisitos, 407 

- recursos, 660 

- tribunal competente, 481, 608 


Igualdad de derecho, X PF, 

Impuestos, 729, 

Impuesto sobre la renta, 86, 222, 
Inasistencia, 88 

Inenbargabilidad, 86, 222, 224, 721, 
Incidentes, 586, 529, 

Incosteabilidad, 55 

Indefinido, contrato por tiempo, 1, 15, 25- 28, 
34-35, 75, 223, 298 

Indemnizaciones laborales, 72, 80, 95 
Inderogabilidad, (orden público relativo), 37, 
Indexación,( condenaciones),537 

In dubio pro-operatorio, VIII PF, 
Informativo, 548-557 

INFOTEP 257, 465, 

Inspección de trabajo, 433, 443, 
Instancia ultima, 482 

Instancia Única, 481, 660 

Instituciones autónomas, III PF, 
Integridad física, XII PF. 

Intermediarios, 7-14, 

Intervención, demanda en, 601-609, 

- forzosa, 607-609, 

- voluntaria, 602- 606, 

Intimidad, XII PF 

Injuria, 88 

Instituciones autónomas, lll PF 
Intervención estatal (en sindicatos), 318 
Irrenunciabilidad (de derechos), V PF 


Jornada de trabajo, 146, 162, 
- cartel de horarios, 159-160 
- concepto, 146, 

- distribución horas, 162 


- diurna , 146, 
-duración, 147, 281, 284, 285, 
-efectiva, 146, 151 
-empresas agrícolas, 281 
- excepciones, 150-159 

- horario, 152-159 

- insalubre 148, 

- interrupciones, 157, 

- máximas, 147 

- menores, 247 

- mixtas, 149, 

- nocturnas, 149, 204, 

- normal, 147, 151 

- peligrosa, 148 

- prolongación, 153-162, 
- registro, 161 

-tareas peligrosas, 148 


Jóvenes, trabajo (véase menores 
Jubilación, 83 

Juez de trabajo, (véase procedimiento, proceso 
de trabajo) 

Juicio de trabajo (véase, procedimiento) 
Juramento, 583-585 

- clases, 583 

- decisorio, 584 

- supletorio, 585 

Jus variandi, 41 

Juzgado de trabajo, 467-472, 706 


Lactancia, 240 

Laudo arbitral, 696-700 

Ley mas favorable, VIII PF 

Leyes( concurrencia), VIII PF 
Leyes de trabajo, IV PF; V PF, 
Libertad de trabajo, Il PF, 332, 
Libertad sindical, XII PF, 318-394, 
Libreta (trabajo a domicilio), 207 
Licencia, 51 

Licencia, matrimonio, 54 
Licencias retribuidas, 54 


M 


Malos tratos, 88 
Mandato, 502, 
Maternidad, 231-243, 
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Mayoría legal, 107-11; 407 
mediación, 674-679 

medidas conservatorias, 663 
Medios de inadmisión, 586 
Medios de prueba (véase pruebas) 
Menores, XI PF 17, 244-255 

- capacidad, 17, 250 

- derechos, XI PF, 244, 

- empleo, 245-246, 249-254 

- jornada de trabajo,247 

- protección legal, XI PF, 17,244-255 


Ministerio publico, 715 
Minusválido, 314-316, IV PF. 
Modificación (contrato), 62-66 
motivos ( de despido), 88 
Móviles, 32 

Mujer, X PF, 18, 231, 243 

- acoso sexual, 47 

- casada, 18 

- certificado médico, 241 

- descansos, 240 


- descanso pre y post natal, 236-237,239,241- 


242 

- embarazada, 75, 231- 243 

- embarazo,232 

- estabilidad empleo,75,231-233, 237 
- lactancia, 240 

- notificación, 232 

- período gestación, 232 

- vacaciones, 238 


Multa (véase sanciones), 721 
Mutuo consentimiento, 62-71, 


N 


nacionalización (del trabajo) 135-145, 
- ciertos cargos, 144 

- mayoría legal dominicanos135-140, 

- porcentaje legal salario, 136, 
Naturaleza permanente, 26-27 

Nave, 290 

Negligencia (falta), 88 

Norma o condición más favorable (VIII PF) 
Normas mínimas, 37 

Nulidad, 38, 106, 489, 590, 596, 

- cláusula 38, 106 

- de fondo, 590, 592 


- de forma, 593-596, 
- pacto renuncia, VPF 


O 


Obligaciones de las partes, 36-47 
Ofrecimientos reales , 653-655, 
Oposición, 540 

Orden público laboral, 37 
Organización sindical (véase sindicato) 


P 


Pacto colectivo (véase convenio colectivo) 
Pago (prestaciones ), 86 

Pago (salario) , 83, 97, 195-196 
Paralizaciones (ver huelga, paro) 
Paro patronal (lock out, 413-417, 
Parte, 501 

Participación en beneficios, 223-227 
Patrono (véase empleador) 

pensión, 83, 

Pensión alimenticia, (descuento), 201 
Pensión (y auxilio de cesantía), 83 
Pensión contributiva, 83 

Pensiones no contributiva, 83 
Perención, 619, 639 

Peritaje (véase prueba) 

Peritos, 564 

Personal, (reducción), 141-143 
Poder de control, 43 

Poder de dirección, 40 

Poder disciplinario, 42, 

Plazos, 495, 511,625, 626, 629, 643-647, 
Policía Nacional , III PF, 

Preaviso, 76, 78-79, 85-86, 
Prestaciones, 76, 80, 85-86 
Practicas desleales, 79, 333 
Practica, uso, costumbre, 36 
prescripción, 701-705 

- acción civil, accesoria, 703 

- acción pública, 724 

- acciones laborales, 701-704 

- alcance, 704 

- horas extraordinarias, 701 

- despido, 702 

- dimisión, 702 

- inicio 704 

- interrupción, 705 
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- otras acciones, 703 
Prestaciones (véase preaviso y auxilio 
de cesantía) 
Prestamos bancarios, 201, 
Presunción legal ( véase prueba) 
Principios fundamentales, 1-XI!l PF 
- alcance ley laboral, III PF 
- buena fe, VI PF 
-conciliación, IIl PF; XIII PF 
-cooperación, lll PF 
-derechos básicos, esenciales, XII PF 
-irrenunciabilidad Y PF 
- jurisdicciones especiales, XII PF 
-libertad trabajo, Il PF 
- normas y condición más favorable, VIII 
PF 
- primacía de los hechos, IX PF 
- protección maternidad, X PF 
- protección del menor, XI PF 
- trabajo humano, | PF 
- territorialidad ley, IV PF 
Probidad (falta de), 88, 97 
Procedimiento (conflicto económico), 674-705 
Procedimiento( conflictos jurídicos), 486, 508 - 
652. 
-acumulación de demandas, 505-507, 
- ausencia de nulidades, 486, 
-clases, 516. 525, 610, 
-comparecencia personal, 575 
-conciliación, 516, 524, 
- de aportación de pruebas, 525 
- de juicio, 525-532, 
-declinatoria,587 
- demanda, 508, 
- ejecución sentencia, 663-673 
- disposiciones generales 486-500, 
-especial, 658-662 
-excepciones, 587-596 
-huelga, 658-662 
- incidentes, 534,586,587-596 
-irregularidad de forma,593-596 
-irregularidad no formal, 590-592 
- intervención, 602-609 
- medio de derecho, 534 
- medio de inadmisibilidad, 586 
- ministerio de abogados, 502 
- nulidad, 489, 590-596 
-ordinario, 508-540 
-poderes del juez, 496, 507, 525,540,542,581, 
-plazos,495 
-plazos comparecencia, 511,629 
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-preliminar, 508 

-prueba, 541-542 

-recusación, 597-602 

- sentencias, 533-540 

-sumario, 487, 610-618 

-testigos, 548 

Procedimientos Especiales 

- calificación de huelga, 658-662, 

- ejecución de la sentencia 663- 673, 

- de los ofrecimientos reales y consignación, 653- 
655, 

-de los referimientos 666-668, 

- del delito de falta de pago del salario, 211, 
- del desalojo de viviendas, 44, 656-657, 

- del embargo ejecutivo, 663 

- del embargo inmobiliario, 663 

- del embargo retentivo, 663, 

- solución conflictos económicos, 674-700, 
- tercería, 648-652 


Procedimiento Ordinario, 508-540 
-apoderamiento del tribunal 508 
-audiencia de conciliación, 516-524 
-audiencia de juicio, 525-532 
-contenido escrito, 509 

-declaración en secretaría, 510 

- demanda reconvencional, 515 

- defensa, 513-514 

- designación juez, 511 

- notificaciones, 488-489, 511-512 

- plazos comparecencia, 511, 629 
-procedimiento y discusión pruebas, 525-532 
- sentencias, 533-540 

Procedimiento preliminar, 508-524 
Profesiones liberales, 5, 

Prolongación de la jornada, 153-162 
Propina ,197, 228-230, 

Prueba, 16-525-532, 541-542, 

- actos y registros, autoridades, 541 
- alcance, 541-542 

- apreciación, 542 

- audiencia ( producción y discusión), 525-532, 
- comparecencia personal 525-582, 
- condiciones para la admisión, 542, 
- confesión, 575-5872, 

- del perjuicio, 712 

- directa, 558-563, 

- escrita, 543-547 

- fardo, 16, 

- inspección de lugares, cosas, 558-563, 
- juramento, 583 
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- juramento decisorio, 584, 
- juramento supletorio, 585, 
- libertad, 541, 581, 

- medios de, 541 

- medios legales de, 541 

- pericial,564-574 

- planilla, 541 

- presunciones, 541, 581 

- tachas, 553 

- testigos, 548-557 

- testimonial, 548-557 


Q 


Querella, 53 
Quiebra, 82 


R 


Realidad, contrato, IX PF 

Recibo de descargo, VPF, 669 

Recursos, 619-652, 639-647; 648-652 
-apelación, 619, 

-casación, 639, 

- tercería, 648, 

Recusación, 597, 601, 

Referimiento, 666-668 

reglamento interior de trabajo, 129-134, 
Relación de trabajo, 15 

Relación de personal (fijo y móvil), 541 
Relaciones (patrono sustituido y sustituto), 66 
Remuneración (véase salario) 

Renuncia de derechos V PF 

Reparación de daños (véase daños y perjuicios) 
Representación profesional (véase sindicatos) 
Representantes de comercio, 5 

Representante locales de trabajo, 431 
Respeto, dignidad, privacidad, XII PF 
Responsabilidad civil, 125-126, 712- 
713;725,727, 

Responsabilidad solidaria, 13, 64, 75, 652 
Riesgo profesional, 725 


S 


Salario (s), 1, 192-212, 
- a comisión, 311-312 
- ajuste, 14,208, 210-211 


- anticipos, 20l 

- caídos, 95 

- cesión, 207 

- compensación, 86,182, 222 

- computable, 85 

- concepto, 192 

- contenido, 192 

- delito por falta de pago, 211 

- descuentos legales, 201 

- de navidad, 219,222 

- de vacaciones, 181 

- del descanso semanal, 163-165, 

- embargo, 721, 200,207, 210, 219 
- en efectivo, 195, 

- extraordinario, 203, 219 

- fichas, 196 

- fallecimiento (trabajador) 212 

- forma de pago, 195, 

- garantía, 200- 207, 465-266, 732, 
- horas nocturnas, 204, 

- impuesto sobre la renta, 86-222 

- inembargabilidad, 86, 200, 222,224, 731 
- incompleto, 97 

- mínimo, 193, 213-218, 

- monto, 193, 

- ordinario, 80, 82,85-86, 219, 223 
- pago, 83, 195, 196, 

- pago incompleto, 97-185, 

- participación en beneficios, 202-222-227, 
- por unidad de oba, 195, 

- por unidad de tiempo, 195, 

- prestaciones que comprende, 192 
- privilegio, 207, 

- propina, 197, 

- superprivilegio, 210, 

- tarjetas, 196 

- vales, 196 

Salario mínimo, 193, 213-218, 
comité nacional de salarios, 462-464, 
Sanciones, 42, 714-724, 

- civiles, 38, 106, VPF 377 

- disciplinarias, 42, 

- penales, 720-721, 

Secretaría de estado de trabajo, 162, 374-376, 
418-464, 

-acta de infracción, 442, 

- apercibimiento, 42 

- conciliación, mediación, 664-679, 
- consultoría jurídica, 425, 

- inspección de trabajo, 433, 

- empleo, 444-451, 
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- estabilidad funcionarios,422, 

- inspección,433-443, 

- comité nacional de salario, 462-464, 

- registros, 428-429, 

- representante local,430-432 

- secciones técnicas, 430 

Secretario de estado de trabajo, 147-148, 150 
Sentencia, 533- 540; 638, 647-648; 667-673, 
Seguridad Social, 52, 82, 83, 725-728 
Simulación, IX PF 

Sindical, libertad, XII, PE 317, 318, 528-524, 
Sindicato, 317-394, 

- asamblea constitutiva, 373-382, 

- asamblea general, 348-372 

- asociación sindical, 228-236 

- cancelación de registro, 378-382, 

- capacidad, 337-340 

-clases de, 319-324, 

-comisiarios, 363-365, 369 

- confederación patronal, 383-388 
-consejo directivo, 348, 359-361,365, 367-368 
-constitución, 373-377, 

- correcciones disciplinarias, 370 

- de empresa, 320 

- de empleadores, 322 

- definición, 317, 

- derecho de asociación, 328-336 

- democracia sindical, 360 

- disolución, 378-382 

- duración, 372 

- efectos del registro, 337 

- erogación de fondos, 362 
- federaciones y confederaciones 383, 388 
- fines, 325-327, 
- fuero sindical, 389-394 
- funcionamiento, 348-372 
- interés colectivo, 389 
- más representativo, 457, 468 
- patrimonio, 341-347 
- libros, 371 
- mayoritario, 
-negación del registro, 376. 
- papel de la SET, 374-376 
- patronal, 322, 
- profesional 321, 
- registro automático, 376 
- registro del sindicato, 366-377 
- solicitud del , 374 


Sistema Dominicano de Seguridad Social 52, 83, 


725-728 l 
Suprema Corte de Justicia (véase casación) 


Suspensión, 48-61, 435 
- avisos, 55-60 

- causas legales., 51 

- comienzo, 55 

- cuando cesa, 59 

- efectos, 50 

- formalidades, 55 

- licencias, 54 

- presunción, falta ól, 

- prisión, 53, 
-resoluciones, 56 
Sustitución del empleador , 63-66 


T 


Taller de familia, 268, 269, 
Técnicos, 136, 138-139 

Tercería, 648-649 

Terminación (del contrato), 67, 73,82 
- agotamiento materia prima, 82, 
- asistencia económica,82 

- casos fortuitos, 74, 

- causas, 67-70 

- conclusión de la obra, 72 

- con responsabilidad, 67, 69 

- contrato por cierto tiempo,33 

- ejecución del contrato, 68 

- formas legales, 67 

- fuerza mayor , 74 

- llegada del término,74 

- imposibilidad de ejecución, 68 

- muerte, 82 


- mutuo consentimiento, 68,71 
- por desahucio, 69, 75 

- sin responsabilidad , 68 

- por despido, 87 

- por dimisión, 96 
Territorialidad de la Ley, IV PF 
Trabajador, 2 

- adomicilio, 266 

- alto empleado, 6 

- concepto 2 

- del campo, 277 

- doméstico, 258 

- estacional, 29-30 

- eventual, 32 

- intermediario 7-14 

- intermitentes, 150 

- marítimo, 288 

- móvil, 32 

- ocasional, 32 
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- para obra determinada, 31 y 

- por cierto tiempo, 33 

- por tiempo indefinido, 26-28, 34-35 Vacaciones 177-191 

- situaciones mixtas, 15 - acciones, 190 

- temporada, 29-30 - acumulación, 182 

- transporte,283-308 - adquisición de derecho, 178 
Trabajo, | PF 


- anuales, 177 
-compensación, 182, 184 
-concepto, 177 

- constancia, 189 

- disminución, 185 

- duración,177 

- fijación, 186-188 

- fraccionamiento, 177 

- mujer embarazada, 238 
- obligaciones del empleador,177, 181, 188 
- prescripción, 703 


Trabajo a domicilio, 266-276 

Trabajo del campo, 277-282 

Trabajo forzoso, IlI PF, 669 

Trabajo marítimo, 288-308 

Trabajo menores (véase menores) 
Trabajo minusválidos, 314-316 
Trabajo mujeres (véase mujeres) 
Trabajo humano ( véase trabajo) 
Transacción, V PF 

Transferimiento del trabajador , 63-66 
Transmisión (de responsabilidades), 63-66 


Transporte, 283-308 - prohibiciones de acciones, 190 
e aio 279 - prohibiciones de trabajar, 182 
E marítimo 288-295 - proporcionales, 179-180 
- terrestre, 283-287 j prueba, 16, 
- frutales, 279, - salario, 181, 183 
- suspensión, 185 
Tribunales de trabajo, 567-485; 706-711 - variación, 188 
- competencia, 480-482; 483-485 Vales, 196 
- composición, 467, 473 Vendedores, 4, 309, 313 
- consideraciones comunes, 476-479 Vía postal y telegráfica, 489 
- cortes de trabajo, 473-475 Viajantes de comercio, 309-313 
- juzgados de trabajo, 467-472, 706 Vías de recursos (véase recursos) 


- vocales, 467-474 
Viviendas, 44, 656, 657, 


Tripulantes, 291 Vocales, 467-469; 471, 474, 478- 479, 516, 
519-,529 
U 
Z 
Usos, 36 
Usos y costumbres, 36 Zafra, 30 


Utilidades, 202, 222, 227 Zona franca industrial, 152, 162, 226 
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